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II. JUSTIFICACIÓN DE ESTE ESTUDIO
Son numerosas las razones que incitan a un administrativista a estudiar la
Organización Nacional de Ciegos Españoles. Entre otras, debo señalar las siguientes.
1. La vida y la ceguera. La necesidad de explicar porqué una situación excep-
cional requiere una solución singular.
"Y vio Dios ser buena la luz y la separó de las tinieblas" (Génesis 1.4). Esta frase parece
resumir el pánico atávico que el vidente tiene a la oscuridad1 y nos explica de forma magis-
tral y con gran economía de palabras -como todo mito hace- la importancia que el sentido de
la vista tiene para el ser humano2. Pero al mismo tiempo arroja a las sombras -otro sustanti-
vo cargado de connotaciones- de lo casi incomprensible del mundo fenomenológico del
ciego, figura cargada de tópicos que van desde la picaresca hasta la compasión.
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1
Vide Carmen CUELLAR, Los ciegos, Dopesa, Barcelona, 1978, contraportada: «Nadie sabe lo que sig-
nifica la oscuridad. No es sólo la noche y la sombra, no. Es otra cosa. Una Forma de luz hacia dentro. Una
mirada infinita al fondo del espíritu. Los ciegos son los buscadores improvisados del inconsciente. No ven
ni la escoria, ni la ruindad de los que nos llamamos videntes. Y esa es una gracia. Ver y valorar no tienen
nada que pedirle a la vista. Es cuestión de sensibilidad. O, mejor, es cuestión de que los que pueden ver
porque no miran».
2
Vide Alberto ROSA RIVERO, Imaginación y pensamiento en ciegos, Departamento de Psicología
General,  Sección de Psicología, Facultad de Filosofía y Ciencias de la Educación, Universidad
Complutense, Madrid, 1981, p. 2. En las pp. 4-5 precisa: «El motivo por el que hemos elegido la imagen
mental como objeto de nuestro estudio es por considerarlo un aspecto central en la psicología del ciego. El
cómo éste se representa el mundo para poder después manipularlo mentalmente creemos que está en la
base de todo el desarrollo de sus capacidades cognitivas, sin menospreciar por ello el papel del lenguaje
que merecería un estudio completo y aparte; pues es precisamente la imagen quien suministra en primer
lugar el material simbólico sobre el cual se articulará la representación interna de la realidad física. Pero,
además, como prácticamente no existen estudios que traten este aspecto en relación con ello, y los que lo
tratan lo hacen de pasada y más bien como punto de referencia para el estudio de la imaginación en sí
misma y referida fundamentalmente a los videntes, llegando a cuestionarse seriamente la capacidad del
invidente para la representación del mundo, o al menos restringiéndola seriamente; creemos, pues, que
nuestro trabajo puede suministrar alguna información sobre el uso que los ciegos hacen de esta actividad
simbólica -lo que de rechazo proporciona datos sobre su funcionamiento en los videntes- y al mismo tiem-
po constituye una base sobre la cual puede continuarse investigando aspectos como la constitución de la
idea del espacio, el papel de las estrategias temporales en su actividad cognitiva y el propio lenguaje».
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A lo largo de toda la historia, durante siglos y de una manera universal, el hombre
ciego ha sido considerado como algo tan especial, tan distinto que, para bien o para mal,
el resultado ha significado siempre para él una auténtica separación del cuerpo social.
Para bien o para mal. Porque para desembocar en esa situación es indiferente que haya
sido considerado como el oráculo al que se teme y respeta, que el endemoniado casti-
gado por algún pecado gravísimo, o el mendigo al que se socorre con una limosna: en
cualquier caso, por exceso o por defecto en la escala de la estimación social, el ciego
ha permanecido siempre al margen de la normalidad aceptada por el grupo3.
La literatura ha sido una fuente inagotable de referencias sobre los invidentes4. De
hecho, hay un ciego presidiendo el origen de la literatura occidental, y su ceguera sim-
bolizaba la luz interior de que le habían dotado los dioses. ¿Quién era ese Hornero que
sentó creencias griegas sobre dioses, familia, monarquía y honor mientras narraba la ira
de Aquiles y los desvíos de Odiseo?. Los homéridas nunca respondieron a esta pregun-
ta, ya que hubieron de limitarse a administrar la luz que irradiaba el legendario inviden-
te. Es, tal vez, el ciego como símbolo de resplandor5.
Y también aparece en la literatura el ciego como el mejor maestro6:
«El nombre de "lazarillo" se da al "niño o muchacho que sirve de guía a un ciego", dice
el diccionario de María Moliner. La misión, pues, del lazarillo es la de guiar al ciego para que
3 Vide Carmen CUÉLLAR, Los ciegos, Dopesa, Barcelona, 1978, p. 9. Vide Enrique PAJON MECLOY,
Psicología de la ceguera, Editorial Fragua, Madrid, 1974, pp. 15-17: «En China, por ejemplo, los ciegos
se dedicaban tradicionalmente a un curioso menester: como en España las gitanas, en China los ciegos
decían la buena ventura. En algunos lugares del Sur de la China en Tonkín, hay también ciegos hechiceros
y exorcizadores. Sin embargo, en las zonas más civilizadas de Oriente, los ciegos son únicamente adivi-
nos. Los encontramos también en Madagascar y Corea, e incluso en la Grecia mítica, como Tiresias, el
ciego adivino de las tremendas desgracias de Tebas, en las tragedias de Esquilo.
Desdén, temor sagrado, respeto, amor, veneración religiosa: ya en pleno mundo histórico, en etapas muy
avanzadas de civilización, incluso en nuestros días, en los estratos menos cultivados de nuestro propio
mundo occidental seguiremos encontrando supervivencias de estos conceptos supersticiosos sobre el ciego
y la ceguera».
4 Vide Camilo José CELA, Historias de España, Ediciones Alfaguara, Madrid, 1965, p. 45: «[...]. A Carolo
Vega, alias Triquiti, don Odo solía darle una perra los domingos, después de misa. Carolo Vega, alias
Triquiti, se había ido quedando ciego poco a poco, se conoce que no tenía fuerza en la vista. Eso viene de
no tomar vitaminas: naranjas, limones, higos y otras frutas. El que no toma vitaminas, ya se sabe: si vive
en la ciudad, acaba vendiendo el cupón; si vive en un pueblo, ha de agenciárselas como pueda, mercando
en chucherías, sonriendo al raro dadivoso, cantando las alabanzas del santoral, esperando el incierto cofre
de los días de precepto».
5 Vide Juan CRUZ MENDIZABAL, Luces y sombras: el ciego en la literatura hispánica, Escuela Libre
Editorial, Madrid, 1995, p. 13.
6 Vide Camilo José CELA, Historias de España, Ediciones Alfaguara, Madrid, 1965, que utiliza como
entradilla una cita del Lazarillo de Tormes: «[...] siendo ciego me alumbró y adiestró en la carrera de
vivir».
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pueda moverse y desenvolverse con seguridad en su diario caminar. El lazarillo es los ojos del
invidente y en él se confía el ciego, creándose una camaradería no falta de dudas, porque si a
veces al lazarillo le tienta la realidad, el ciego no se deja engañar tan fácilmente. El lazarillo
es compañía fiel en la oscuridad del ciego, es la mano que ve tendida el ciego y en la que
puede asirse con confianza. Una característica del lazarillo es que es niño o muchacho. Dócil,
obediente, maleable, juguetón. Por eso el ciego va a compensar los servicios del lazarillo,
siéndolo él para el niño, porque le va a enseñar a no dejarse engañar por nadie, a saber un
punto más que el diablo, a ser suspicaz y rápido en reaccionar, en conocer el mundo tras las
apariencias. Para todo esto es el ciego el mejor maestro y tanta fama adquiere, que ya en el
Lazarillo de Tormes se reconocen estas "virtudes" docentes del ciego: "no quiero en mi com -
pañía tan diligente servidor. No es posible sino que hayas sido mozo de ciego", le dicen al ex
lazarillo del ciego de Tormes. Como compensación, pues, el ciego será también guía y maes-
tro, luz y amigo de su lazarillo. A él deberá que abra los ojos y despierte del sueño a la reali-
dad auténtica, oculta en el entramado de la realidad apariencial»7.
Lo cierto es que quizá ningún problema físico ha recibido del público en general
calificativos más tenebrosos que la ceguera. La palabra misma se relaciona en francés
(cécité) y en español con las ideas de "negro", "oscuro", "noche", "tinieblas"; en inglés
y alemán, la palabra "ciego" (Blind) está relacionada con las de "confuso", "mezcla-
do", "turbio"; en las lenguas eslavas, con "tapado", "oculto", "cerrado", "secreto"; en
griego ("tiflos") con "humo". Además, en el significado de la palabra "ceguera" se des-
liza siempre un matiz de imperfección, llegándose al extremo de que una de las acep-
ciones del vocablo inglés "blind" es "aquello que carece de algo esencial". El sentido
peyorativo de la palabra es aún más claro en sus aplicaciones metafóricas al campo
intelectual y moral. "Ciego es entonces aquel cuyo juicio está perturbado, que carece
de luces, de razón; que no admite la reflexión, el examen; que actúa sin discernimien-
to, que carece de prudencia; inconsciente, ignorante [...]". En las lenguas eslavas, el
sustantivo que significaba "ciego", después de haber significado "ciego mendigo", ha
pasado a designar al mendigo en general e incluso al mendigo deshonesto. Los ciegos,
por ello, lo han sustituido por el correspondiente adjetivo sustantivado8.
El Código Civil los menciona expresamente en el art. 681.3°, que especifica que los
ciegos y los totalmente sordos o mudos no podrán ser testigos en los testamentos
7 Vide Juan CRUZ MENDIZABAL, Luces y sombras: el ciego en la literatura hispánica, o.c, p. 23. Vide
Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo II, ONCE, 1992, p. 191, donde reprodu-
ce una canción que imprimieron los ciegos, divulgándola por toda España, aunque sufriendo alteraciones,
y que expresaba el común sentir de las gentes. En Andalucía, por ejemplo, se sigue cantando de esta forma:
«Er que vino siego ar mundo/ sin la esperanza de ver,/ no tiene tanta penylla/ como er que ha visto y no
ve».
8 Vide: Enrique PAJON MECLOY, Psicología de la ceguera, Editorial Fragua, Madrid, 1974, p. 7; Alberto
DAUDEN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-1938, ONCE,
Madrid, 1996.
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(como tampoco podrán serlo los menores de edad y los que no estén en su sano juicio).
También el art 698 alude a la doble lectura obligatoria del testamento abierto otorgado por
el ciego. En su artículo 708 determina que se les prohibe hacer testamento cerrado de la
misma manera que a los que no sepan leer o escribir (cuando el ciego podría hacerlo perfec-
tamente utilizando el sistema Braille de escritura). Finalmente el art. 1246.2a establece que
son inhábiles (para la prueba de testigos), por incapacidad natural, los locos o dementes; los
ciegos y los sordos en las cosas cuyo conocimiento dependa de la vista y el oído.
En el orden laboral y hasta fechas recientes, la única disposición favorable a los cie-
gos en nuestra legislación data del año 1930. Se trata del Real Decreto 1411/1930, de
25 de octubre, que dice así:
«[...]. El defecto físico de la ceguera no será siempre un obstáculo para que los doctores
puedan hacer oposiciones a algunas Cátedras Universitarias de las Facultades de Filosofía y
Letras y Derecho»9.
En buena medida, la reflexión que se propone en este apartado, gira en torno al hecho de
que, la ceguera, es una de las minusvalías sensoriales, que más inseguridad personal produ-
ce a quien la padece10. Esta inseguridad estaría alimentada en buena parte, por el cúmulo de
prejuicios sociales que había, y aún todavía persisten, respecto a este problema físico, a lo
que habría que sumar el precario escenario laboral que se les ofrece.
9 Vide Carmen CUÉLLAR, Los ciegos, Dopesa, Barcelona, 1978, p. 54.
10 Vide: Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de
Ciegos Españoles: 1938-1948, Universidad de Navarra, Pamplona, 1998, p. 58; José Ignacio BORNAE-
CHEAFERNÁNDEZ, La organización de los ciegos españoles, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1995, pp.
28-29, donde señala las limitaciones en la vida cotidiana que implica la ceguera:
«- La limitación de sus relaciones personales. Es poco frecuente que los ciegos mantengan relaciones
sociales fuera de su entorno. En la mayoría de los casos, su círculo de amistades se concreta a las perso-
nas de su Organización, o, si acaso, a los ambientes de su trabajo.
· La dependencia de otras personas también representa una importante limitación. Se construyen relacio-
nes con mayor dificultad porque tiene menos opciones para elegir. Sus relaciones muchas veces se mez-
clan con sus necesidades y ello las hace más complejas.

· La ceguera impone limitaciones de movimientos. El espacio es una dificultad que hay que vencer, que
hay que saber superar. Pero, en cualquier caso, el espacio se reduce, los movimientos se vuelven más tran-
quilos y medidos, y las distancias suponen un inconveniente. El viajar no es atractivo. El domicilio repre-
senta el entorno más seguro, más agradable y más cómodo donde desarrollarse.

· La seguridad es un valor muy apreciado. Esto significa que se elegirá los ambientes y los lugares en los
que se conoce el espacio y las personas.
· Una actitud desconfiante y recelosa hacia el extraño. Es una posición defensiva permanente. La comunicación
con personas desconocidas exigirá previamente comprobar la credibilidad de quien le habla».
Vide Francisco ALVIRA, Ceguera y sociedad. Situación social de los ciegos españoles, ONCE, Madrid, 1988, p.
5: «La pérdida de la visión es una marca visible que desacredita ante los demás a quien la sufre en cuento a su capa-
cidad de participación en las diversas dimensiones del intercambio social; la carencia produce una dificultad de
actuación, una pérdida de eficacia en cualquier modalidad de interacción social, una de cuyas consecuencias es el
refuerzo y amplificación de ello mismo, en cuanto alcanza grados de realidad en forma de conocimiento social».
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Todo ello justifica que el carácter asociativo fuese más necesario en este colectivo
que en otros, y quizás convenga resaltar que el acceso al trabajo, aún con dificultad, es
más sencillo para otros colectivos de minusválidos que para los invidentes. Por todo
ello, el estigma social de gran parte de las minusvalías era menor que el de la ceguera,
con lo que estos minusválidos podrían integrarse mejor que los ciegos en su entorno
social. Y eran muchos los ámbitos en los que se debía actuar. Sirva como ejemplo de
esta afirmación, la muestra de falta de atención que secularmente han sufrido los ciu-
dadanos en materia de salud, lo que ha provocado ceguera a muchas personas:
«[...]. Quedé ciego a los pocos días de nacer, a causa de una oftalmía purulenta. Sabido es que
eso se evita muy fácilmente, incluso con unas gotitas de zumo de limón en los ojos del recién naci-
do, o, como ahora se hace, con un adecuado antibiótico. El médico militar que asistió a mi madre
no tomó las precauciones debidas, y cuando vieron que yo tenía los ojos llenos de pus y me lleva-
ron corriendo a Don Baldomero Castresana que era uno de los mejores oculistas de Madrid por
entonces, se disgustó muchísimo y quería denunciar el caso porque aquello era un verdadero cri-
men. Lo malo es que he conocido a bastantes ciegos que lo son por la misma causa»11 12.
11
Vide Julio OSUNA FAJARDO, Al hilo del recuerdo, ONCE, Madrid, 1992, pp. 11 y 12.
12
Vide Comité de la Infancia de la Unión Mundial de Ciegos, Niños invisibles, ONCE, Madrid, s.f, p. 3:
«Ojos risueños que no pueden ver,
contienen la promesa de sueños felices.
De nuestra alma, surge la belleza,
y busca liberarse a través del corazón.
Así es que, cierra tus ojos, ¿Qué es lo que ves?.
¿Te sorprende ser como yo?.
Si estás sorprendido debo explicarte,
con amor la oscuridad se desvanece.
Nuestro conocimientos nos ilumina.
Así que danos fuerzas,enséflanos todo lo que sabes.
Cree en nosotros y danos la vida.
Ha llegado el momento de ponernos en pie,
y enseñar al mundo nuestra belleza interior.
Vivimos, amamos y sonreímos con fuerza.
Nos unimos con los brazos bien abiertos.
Lanzamos un mensaje al mundo: ¡Dejad que nos oigan!.
Muchas voces, un reto. Ten fe en nuestras palabras.
Heather Curtz. California School for the Blind. EE.UU. 17 años».
En la p. 12 precisa: «El número global de niños y niñas con discapacidad en el mundo puede situarse entre 120 y
150 millones. Sin embargo, se estima que menos del 2% de estos niños asisten a la escuela. Las necesidades y los
derechos de los niños con discapacidad a menudo s pasan por alto, ya que experimentan una doble invisibilidad
tanto por ser niños como por tener discapacidad. Así, por ejemplo, el 97% de estos niños en países en vías de desa-
rrollo no pueden acceder a ninguna forma de rehabilitación.
Las niñas con discapacidad sufren aún más discriminación. Éstas tienen menos probabilidades de sobrevivir, más
probabilidades de ser abandonadas, sufrir discriminación, ser excluidas de la educación, no poder casarse, ser
excluidas de la maternidad y en general de participar en la sociedad».
En las pp. 119-135 enumera las recomendaciones para mejorar la calidad de vida de los niños ciegos: «1.
Identificación temprana y remisión a especialistas para prevenir formas de ceguera en la infancia 2. Prevención
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y desde el punto de vista de la concepción social que conlleva su minusvalía:
«[...]. Ya muchos años después, creo que en la década de los 30, tuve noticia de un caso
verdaderamente espeluznante. La persona que me lo contó, era una maestra excelente, de
ejemplar conducta y digna de toda confianza. Se llamaba Isabel Gallego, y no recuerdo el pue-
blo en que ocurrió el hecho. Al llegar allí e intentar ponerse en contacto con algunos de sus
habitantes, le dijeron unos que tenían dos hijos y se los enseñaron; pero ella oyó a otro más,
y al preguntarles le dijeron: "Esa es la cieguita pero no se puede ver". Como ella insistiera, le
trajeron un cajón con una niña desnuda dentro. Por lo visto allí hacía sus necesidades y le
echaban la comida. No creo que pueda darse un caso peor»13.
Es esta excepcionalidad, la que ha justificado y justifica una solución singular. Y es
que, queramos o no, la desigualdad inicial14 de estas personas para enfrentarse a la vida,
es notable y manifiesta15.
mediante la educación, formación y tratamiento de la deficiencia de vitamina A, ceguera del río, y cirugía de las
cataratas. 3. La Unión Mundial de Ciegos condena enérgicamente cualquier ley eugenésica o prácticas limitadoras
de las mujeres ciegas para dar a luz o prevenir el nacimiento de cualquier niño que pudiera nacer ciego. 4. Servicios
de atención temprana, servicios sanitarios y ayuda técnica a padres y familiares de niños ciegos. 5. Conocimiento
y toma de conciencia del profundo impacto de la ceguera en el desarrollo del niño. 6. Disponibilidad y continuidad
de los diferentes tipos de educación, incluyendo integración total, integración parcial y escuelas especiales para
niños y jóvenes ciegos. 7. Igualdad de acceso a todos los materiales de enseñanza. 8. Alfabetización en braille para
todos los niños ciegos. 9. Proporcionar materiales en macrotipo y ayudas para la baja visión, asi como dispositivos
para niños deficientes visuales. 10. Igualdad de trato para niños y niñas ciegas y con deficiencia visual. 11. Atención
a niños con otras deficiencias añadidas. 12. Concienciación social».
13
Vide Julio OSUNA FAJARDO, Al hilo del recuerdo, ONCE, Madrid, 1992, pp. 12 y 13.
14
Vide Javier CHECA BENITO, Pura DÍAZ VEIGA y Rafael PALLERO GONZÁLEZ, Psicología y Ceguera:
manual para la intervención psicológica en el ajuste a la discapacidad visual, ONCE, Madrid, 2004.
15 Vide DIDEROT, Carta sobre los ciegos para uso de los que ven, traducción de Ángel J. CAPPELLETTI,
Biblioteca del pensamiento filosófico, Las ediciones de La Piqueta, Madrid, 1978, pp. 6-7: «[...]. Supuesto que
los sentidos son fuente de todos nuestros conocimientos y que no existen en nosotros ideas innatas, como Locke
y Condillac entre otros se empañaban por entonces en demostrar, surge para Diderot el problema de delimitar y
caracterizar el mundo (teórico y práctico) de un sujeto privado de determinado sentido.
En primer lugar indaga así el mundo de los que carecen de la capacidad de ver, entendiendo sin duda, con
la tradición griega, que la vista es el sentido principal, el que más conocimientos proporciona y el que más
se avecina al entendimiento.
Luego investigará la privación del oído, considerado también por Aristóteles como un sentido superior.
En la Lettre sur les Aveugles comienza con la observación de un caso concreto, escogido, sin duda, como singu-
larmente significativo. Se muestra así consecuente con sus ideas sobre el método de las ciencias naturales: es pre-
ciso investigar la naturaleza como observadores más que como intérpretes y tener en cuenta ante todo los hechos
particulares, rehusando la abstracción "que no es sino un símbolo que carece de contenido ideológico".
He aquí, pues, los hechos observados: 1o) El ciego de Puisaux trabaja de noche mientras los demás descan-
san, 2o) Es, como todos los ciegos, amigo del orden, y contagia a quienes le rodean esa cualidad, 3o) Capta
la simetría, pero no entiende la belleza sino como vinculada a la utilidad, es decir, al bien, 4o) Tiene sobre
lo bello ideas menos amplias pero mucho más claras que ciertos filósofos, 5o) Discurre acertadamente
sobre lo que no percibe, por medio de analogías, 6o) Tales analogías las establece principalmente con las
sensaciones táctiles, 7o) Advierte y señala las contradicciones de los sentidos entre sí, 8o) Demuestra gran
habilidad manual y se revela capaz de realizar las más difíciles tareas, como enhebrar agujas muy pequeñas,
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2. Una organización que se ha convertido en seña de identidad institucional de la
sociedad española: su responsabilidad con la sociedad y su capacidad de adaptación.
El monopolio en la concesión del cupón y el monopolio en la provisión de servicios
de bienestar de un sector de la población, no son fácilmente explicables. Y además, esta
situación ha perdurado con distintos regímenes políticos y gobiernos de distintos sig-
nos. Sin duda estamos ante un acontecimiento y una organización que ha penetrado la
epidermis de la sociedad y forma parte de las señas de identidad de la misma.
Para explicar la interrelación existente entre la sociedad y la ONCE, nadie mejor que
un reputado directivo de la organización16:
«[...]. Nuestra responsabilidad con la sociedad. En definitiva, la ONCE ha asumi-
do la responsabilidad de proteger y promocionar la integración de las personas ciegas
que la Constitución atribuye a las Administraciones públicas. Y además, se ha converti-
do en uno de los principales colaboradores de esas Administraciones públicas en sus
políticas a favor de toda la discapacidad, haciendo que España sea, aun con muchos
retos todavía pendientes, el país líder en Europa en la integración de personas con dis-
capacidad.
A pesar de la valoración positiva que nos deben merecer a todos este conjunto de
actuaciones, también hay que reconocer que todavía hay sectores que miran con recelo
a la ONCE, sectores que no comprenden o desconfían de la verdadera naturaleza y razón
de ser de la ONCE como institución social. Desconfianzas que, sin duda, hay que acha-
car a nuestra incapacidad para transmitir a la sociedad, y en especial a los líderes de opi-
nión, el conjunto de nuestras actuaciones y el porqué de las mismas. Y también a posi-
bles errores que hayamos podido cometer a lo largo de los más de sesenta años de exis-
tencia de nuestra institución. Todo ello nos incita, aún más si cabe, a redoblar nuestros
esfuerzos y a no sentirnos completamente satisfechos con nuestros logros.
"Lo que más vale del hombre es su capacidad de insatisfacción", decía Ortega y
Gasset, y en la ONCE seguimos su máxima, aceptamos las críticas y procuramos enmen-
dar los errores, no sin antes dar nuestras explicaciones. Y, a este respecto, conviene seña-
lar que últimamente algunos sectores han puesto en tela de juicio la posición que ocupa
la ONCE en el sector del juego. Esta crítica apunta a la situación de privilegio de la
ONCE sobre otros colectivos que, quizá, pudieran ver igualmente solucionados sus problemas
9o) Posee una sorprendente memoria auditiva, 10o) No se considera inferior a quienes ven, sino superior a
ellos en muchos aspectos, 11o) Se guía por el sonido con tal seguridad que puede resultar muy peligroso
para sus enemigos, 12°) No le impresionan los signos exteriores de poder, 13°) Si experimenta menos pla-
cer que los videntes en vivir, también siente menos temor que ellos de morir, 14°) Utiliza mejor que noso-
tros no sólo el oído sino también lo que hoy llamaríamos la kinestesia, la barestesia y la esterognosia, 15°)
Al juzgar la belleza de una persona tiene en cuenta no sólo los datos que le proporciona el tacto sino también la
pronunciación y el sonido de la voz, 16o) Es capaz de trabajar con la rueda y con la aguja, de nivelar la escuadra,
de armar máquinas, de ejecutar una pieza de música, 17o) Calcula mejor que nosotros el transcurso del tiempo por
la sucesión de las ideas y acciones, 18o) Se casó para tener ojos que le pertenecieran, aunque antes había pensa-
do asociarse a un sordo para prestarle su oído y recibir de él la vista. [...]».
16 Vide diario El País, 25 de mayo de 2002, "20 años de democracia en la ONCE", artículo firmado por
José María Arroyo.
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de inserción laboral mediante la concesión de la gestión de otras loterías, y a falta de control
de la utilización de los recursos obtenidos. Incluso alguna Comunidad Autónoma ha creído
ver, en la puesta en marcha de una lotería, la solución a sus problemas de financiación de ser-
vicios sociales. Sin embargo, todas estas críticas parecen desconocer la situación real del
mercado del juego, en franca maduración y con márgenes muy estrechos, que apenas permi -
ten obtener los recursos necesarios para financiar los servicios sociales especializados, que
sólo la ONCE presta en España a los ciegos, y para cooperar con las otras asociaciones de
discapacitados y con las Administraciones públicas. Pero, además, la entrada de nuevos ope-
radores supondría la pérdida neta de empleo de un colectivo como es el de ciegos y otras per -
sonas con discapacidad, con fuertes dificultades de inserción en el mercado laboral. En defi-
nitiva, no es solución válida que todos los discapacitados subsistamos con ingresos proceden -
tes de los juegos de azar, salvo que se admita como solución válida el reparto de pobreza, lo
cual socialmente es rechazable»
“Lo que han mostrado los ciegos españoles es, sobre todo, una enorme capacidad de adap-
tación17. Ante un medio cultural cargado de prejuicios contra los ciegos, éstos tienen dos
alternativas. La primera es combatir frontalmente estos prejuicios, intentando mostrar que el
ciego no es un individuo ni más inútil o incapaz, ni más digno de lástima que cualquier otro.
Esta ha sido la opción de la mayoría de las organizaciones de ciegos de otros países desarro-
llados. El modo de adaptación cultural empleado por los ciegos españoles ha sido más inge-
nioso. Antes que combatir frontalmente aquellos prejuicios, los ciegos españoles, intenciona-
damente o no, los han explotado en su propio beneficio, convirtiéndolos en un capital, a la
espera de que, paradójicamente, la prueba acerca de sus normales capacidades y habilidades
salga a relucir por sí misma, tras el éxito comercial de la explotación de aquellos prejuicios18.”
Quizás los invidentes han visto antes que los demás el devenir de los acontecimientos, y eso
explica su capacidad de adaptación19.
17 Vide REDACCIÓN, "La ONCE crea un programa para ayudar a las víctimas del atentado del 11 -M, que han sufri-
do alguna discapacidad", Elmundo.es, 2-5-2005: «En los hospitales de Madrid han sido atendidas 1.905 víctimas de los
atentados del 11-M, se han producido 1.280 altas y, aún hoy, permanecen ingresados 134 pacientes. ¿Cuál es la situa-
ción de estas personas que afortunadamente han sobrevivido a la masacre?. Muchos de ellos se enfrentan ahora a una
nueva situación: discapacidad auditiva, ceguera o una amputación. Para ayudarles a resolver estos problemas, la ONCE
ha puesto en marcha un grupo de trabajo dedicado a auxiliar y orientar a las víctimas con su nueva discapacidad. [...].
"Ceguera, sordera y amputaciones son las discapacidades más frecuentes a las que se van a tener que acostum-
brar. Es un proceso de asimilación y adaptación duro, y no hay que olvidar los trámites administrativos para con-
seguir certificados de minusvalía, intentaremos ayudarles en todos los aspectos. Por otro lado, les informaremos
sobre el movimiento asociativo y para ello ya nos hemos puesto en contacto con el Comité de Representantes de
las Personas con Discapacidad (Ccermi) para ayudarles", cuenta el coordinador de este proyecto.
La iniciativa se puso en marcha hace pocos días y ya han recibido algunas consultas por parte de las víc-
timas. La ONCE se ocupará de los casos de ceguera y pérdidas oculares y desde la Fundación ONCE se
encargarán de tratar las demás discapacidades para, así, ayudar específicamente y con mayor profesionali-
dad a estas personas que están viviendo unos momentos de especial dificultad».
18 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de
Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p.268.
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3. La ONCE: una aplicación pionera del principio de subsidiariedad.
El Tratado de la Unión Europea, en su art. B, planteaba: «Los objetivos de la Unión se
alcanzarán conforme a las disposiciones del presente Tratado, en las condiciones y según los rit-
mos previstos y en el respeto del principio de subsidiariedad10 tal y como se define en el art. 3
B del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea»21. El art. 3 B de dicho Tratado indicaba:
«La Comunidad actuará dentro de los límites de las competencias que le atribuye el
presente Tratado y de los objetivos que éste le asigna.
En los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva, la Comunidad intervendrá,
conforme al principio de subsidiariedad, sólo en la medida en que los objetivos de la
acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miem-
bros, y, por consiguiente puedan lograrse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de
la acción contemplada, a nivel comunitario.
Ninguna acción de la Comunidad excederá de lo necesario para alcanzar los objeti-
vos del presente Tratado»22.
19 Vide Juan CRUZ MENDIZABAL, Luces y sombras: el ciego en la literatura hispánica, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 1995, p. 33: «Antonio Machado en uno de sus Proverbios y cantares habla de los ojos y analiza, con pro-
funda sencillez machadiana, lo que es característico de la vista, del ojo, que "no es ojo porque tú lo veas, es ojo por-
que te ve". Es el órgano el que se nos presenta a primera vista, pero ese órgano es más que un instrumento para que
la vista reconozca lo que le rodea sin llevarse a equivocación. "Es ojo porque te ve". Nuestros ciegos nos aclaran una
y mil veces que el órgano de la vista no es más que eso, un órgano, un instrumento, y que la vista puede atravesar
los límites de un obstáculo en el órgano visual. No es eso sólo, sino que en multitud de ocasiones la vista, sin el órga-
no visual, alcanza a divisar más hondo, más en el interior, sin distracciones de colores y diversiones a las que el ojo
está expuesto. Factor común de todos los ciegos estudiados es aprovecharse de la oscuridad para ver con más clari-
dad, para rasgar los íntimos rincones de una realidad que para el vidente es por completo desconocida».
20 Vide A. CARRO MARTÍNEZ, "La Unión Europea y el principio de subsidiariedad", RAP, 126, (1991), p. 232,
nota 55, «La subsidiariedad es en sus orígenes un concepto propio del derecho canónico, y por ello no es de extra-
ñar que la encíclica Quadragesimo Anno, aludiera a ella en su parágrafo 79 (año 1931), y que se confirmará ulte-
riormente en las encíclicas Mater et Magistra (1961), Pacem in Terris (1963) y Populorum Progressio (1967)».
21 El Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea, firmado en Roma el 25 de marzo de 1957, ha
sido modificado o completado, sea por Tratados específicos, sea por los de adhesión de los nuevos estados miem-
bros. Por Instrumento de 20 de septiembre de 1985 (BOE núm. 1, de 1 de enero de 1986) se ratifica el Tratado
hecho en Lisboa y Madrid el día 12 de junio de 1985, relativo a la adhesión del Reino de España y de la Repú-
blica Portuguesa a la Comunidad Económica Europea y a la Comunidad Europea de la Energía Atómica.
El Acta Única Europea fue firmada por España en Luxemburgo el 17 de febrero de 1986. La ratificación se efec-
tuó mediante Instrumento de 9 de diciembre de 1986 (BOE núm. 158, de 3 de julio de 1987), entrando en vigor
para España el 1 de julio de 1987, de conformidad con lo establecido en el art. 33.2 de la misma.
El Tratado de la Unión Europea, hecho en Maastricht, el 7 de febrero de 1992. Por Ley Orgánica 10/1992, de 28
de diciembre (BOE núm. 312, de 29 de diciembre), se autorizó la ratificación por España de este Tratado.
22 Artículo adicionado por el Tratado de la Unión Europea.
Como anexo 1 de las Conclusiones de la Presidencia del Consejo Europeo de Edimburgo de 11-12 de diciembre
de 1992, figura el documento que refleja el «Enfoque general de la aplicación por el Consejo del principio de sub-
sidiariedad» y el artículo anotado. Como anexo 2 se recoge ejemplo de la revisión de propuestas en curso y de
legislación en vigor, en relación con el citado principio.
Vide Javier BARNES, "El principio de subsidiariedad en el Tratado de Maastricht y su impacto sobre las Regiones
Europeas", Revista Andaluza de Administración Pública, 18, (1994), p. 48, nota 1: «El principio de
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Tal y como afirma Javier Barnes23 se trata en todo caso, de un concepto legal que ha
alcanzado el rango de Derecho Comunitario originario y cuyo contenido jurídico, efec-
tos y aplicabilidad hemos de asegurar y precisar, al margen de las reivindicaciones polí-
ticas que en su elaboración pudieron hacerse valer y de las que, en su caso, quepa esgri-
mir en el futuro entre los diversos niveles territoriales. Por encima de las alabanzas y
de las agudas críticas que la literatura científica europea ha prodigado, es posible soste-
ner una posición moderada y optimista acerca del papel que el principio puede repre-
sentar tal y como ha sido incorporado al Tratado. Puede afirmarse que el principio de
subsidiariedad subyace a la estructura misma de la Comunidad desde su nacimiento y
a su distribución. Es más, el Tratado por el que se establece una Constitución para
Europa, lo incorpora en el art. 1-11, como un principio fundamental de las competen-
cias de la Unión:
«1. La delimitación de las competencias de la unión se rige por el principio de atribución.
El ejercicio de las competencias de la Unión se rige por los principios de subsidiariedad y pro-
porcionalidad.
2. En virtud del principio de atribución, la Unión actúa dentro de los límites de las com-
petencias que le atribuyen los Estados miembros en la Constitución para lograr los objetivos
que ésta determina. Toda competencia no atribuida a la Unión en la Constitución correspon-
de a tos Estados miembros.
3. En virtud del principio de subsidiariedad, en los ámbitos que no sean de su competen-
cia exclusiva la Unión intervendrá sólo en caso de que, y en la medida en que, los objetivos
de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miem-
bros, ni a nivel central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, debido a
la dimensión o a los efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión.
Las instituciones de la Unión aplicarán el principio de subsidiariedad de conformidad con
el Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. Los
Parlamentos nacionales velarán por el respeto de dicho principio con arreglo al procedimien-
to establecido en el mencionado Protocolo. [...]».
La subsidiariedad en su concepción más genérica es un principio liberal, en el sen-
tido de que en la sociedad del laissez faire el Estado es la gran institución subsidiaria,
subsidiariedad desde el punto de vista normativo parece traer consigo una verdadera revolución jurídica que afec-
ta al entero Derecho Comunitario derivado, que ahora se somete a revisión a la luz de lo que aquel postula. Así
se deduce del Informe presentado por la Comisión al Consejo Europeo de Bruselas de diciembre de 1993, sobre
la adaptación de! Derecho Comunitario vigente al principio de subsidiariedad, en el que se propone un amplio
programa de reelaboración del Derecho Comunitario derivado en vigor o en fase de elaboración: normas que han
de recibir una nueva versión; que han de ser objeto de una importante simplificación o, incluso, derogadas».
El principio de subsidiariedad se ha plasmado en el Tratado de Maastricht con carácter principal (arts: A,
B y F TUE, 3 B párr. 2o TCE) y en relación con algunas políticas sectoriales (arts. 126.1, 127, 128, etc.,
del TCE; art. K.3.2.b) TUE).
23   Vide Javier BARNES, "El principio de subsidiariedad en el Tratado de Maastricht y su impacto sobre
las regiones europeas", Revista Andaluza de Administración Pública, 18, (1994), pp. 50 y 51.
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pues sólo debe actuar cuando es necesario para defender el bien de la comunidad de los
excesos y abusos que pueda haber. Precisamente la subsidiariedad juega y se hace más
patente en las épocas de crisis y de inestabilidad social24
El principio de subsidiariedad, se caracteriza fundamentalmente por la polisignifica-
ción a que ha dado lugar según la época histórica en que ha concurrido. En una reunión que
los presidentes de los Länder celebraron en Munich el 27 de octubre de 1987 se formuló un
programa de diez puntos referidos al federalismo, y precisamente el punto dos define la sub-
sidiariedad en el sentido de que la Comunidad no debe asumir nuevas competencias más que
cuando su ejercicio a nivel europeo sea absolutamente necesario para el interés de los ciuda-
danos, y su plena eficacia sólo pueda lograrse desde el plano comunitario. Planteando la
misma cuestión en otros términos, cabe aseverar que dicho principio legitima al plano comu-
nitario para que intervenga en aquellas funciones cuya envergadura o repercusiones sobrepa-
sen las fronteras nacionales; el Estado sólo transfiere al nivel superior únicamente aquellas
funciones cuyo ejercicio es indispensable y que serán realizadas en mejores condiciones a
escala comunitaria que por cada uno de ellos individualmente; desde esta óptica se percibe el
principio de eficacia25.
Pues bien, en virtud de la larga trayectoria que atesora la ONCE tal y como pondré
de manifiesto en este libro que ahora comienza su andadura, puedo afirmar sin paliati-
vos que supone una pionera aplicación del principio de subsidiariedad formulado en el
ámbito comunitario. Se trataría en este caso, de que la instancia más próxima a los invi-
dentes por estar integrada por ellos mismos, es la que ha venido prestando servicios por
delegación de la Administración pública.
4. La ONCE y la Universidad.
4.1. La necesidad de que el estudio de esta Organización se adentre en las
Facultades y en los Departamentos.
La garantía de un conocimiento mayor y mejor, así como la seguridad de contar con
mecanismos de comunicación social que proyecten su labor sobre la opinión pública,
necesitan indefectiblemente del soporte de la investigación y la docencia universitaria. Es
más, junto con otras entidades cualificadas y singulares, y en un contexto más amplio, el
24
Vide A. CARRO MARTÍNEZ, "La Unión Europea y el principio de subsidiariedad", RAP, 126, (1991),
p. 232.
25
Ibídem, pp.239 y 241.
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del tercer sector, no debe demorarse el dar contenido académico al análisis y explica-
ción de esta parcela de la vida social. Sin duda revertirán en el impulso y mejora de la
propia realidad objeto de estudio.
4.2. £1 reto de contestar algunos interrogantes.
Me parece un reto ineludible, y a la vez una necesidad, que un jurista que no perte-
nece ni a la Corporación de Derecho Público de Carácter Social, ni a la Fundación
ONCE, sino a la Universidad, efectúe un estudio sobre la misma y conteste algunos de
los interrogantes que se puedan plantear.
El estudio de la Organización Nacional de Ciegos Españoles se justifica como un
intento de resolver un contencioso teórico que preocupa a la comunidad científica en
distintas vertientes: derecho, sociología, etc. El objetivo es responder a muchas pregun-
tas que han sido planteadas en más de una ocasión26:
«¿Por qué los ciegos recurrieron a la estrategia del cupón?; ¿Por qué el Estado aprobó y
respaldó ese método de financiación tan particular, que podía disminuir la renta de la lotería
pública?; ¿Cómo y por qué se creó la organización en plena guerra civil, cuáles eran sus obje-
tivos y hasta qué punto consiguió cumplirlos?; ¿Cómo logró consolidarse la organización de
ciegos durante la etapa franquista?; ¿Cuál era, y por qué, el grado de autonomía de la organi-
zación bajo el anterior régimen?; ¿Por qué el nuevo régimen democrático refrendó su status
público?; ¿Qué tipo de palanca de poder ha podido utilizar la organización para mantener cier-
to grado de autonomía respecto a la burocracia estatal?; ¿Cómo han conseguido los ciegos
conservar el monopolio de la venta del cupón frente a otros colectivos de minusválidos?;
¿Cómo han reaccionado otros minusválidos a este monopolio y qué estrategias ha seguido la
organización de ciegos para anticiparse o responder a las demandas de estos colectivos?;
¿Cómo, por fin, han conseguido los ciegos españoles un nivel de bienestar, en términos de
26 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de
Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 3, donde manifiesta la importancia de esta
Corporación de Derecho Público de carácter social: «Que la organización de ciegos sea objeto de atención de los
medios de comunicación no es casual. Durante los años de la transición democrática española, la organización de
ciegos, opaca a las nuevas corrientes políticas y al borde de la bancarrota económica, era considerada una típica
institución franquista, obsoleta, arcaica, autoritaria, corporativa y casi monástica. Sorprendentemente, en 1989 la
organización de ciegos ocupaba el puesto número 16 en el ranking de las empresas españolas por su cifra de ven-
tas. Por el número de empleados, la ONCE ocupaba ese mismo año, el cuarto puesto, con un personal de cerca
de 30.000 trabajadores, sólo detrás de RENFE, Telefónica y El Corte Inglés. En cuanto a inversiones publicita-
rias, la organización de ciegos se reservaba aquel mismo año el octavo puesto. Tenía (y aún conserva) intereses
repartidos en sectores tan distintos como el financiero, el turístico, el agropecuario, el sector de seguridad, de lim-
piezas, el sector de grandes cadenas de distribución, el inmobiliario, etc. Hoy en día, aún después de haberse des-
prendido de la cabecera de un diario nacional, la organización de ciegos gestiona uno de los mayores multimedia
del país, siendo propietaria de una agencia de noticias, el socio mayoritario de uno de los cuatro canales de tele-
visión privada, teniendo en propiedad una de las mayores cadenas de emisoras de radio, y poseyendo tres perió-
dicos de ámbito regional. Todo esto, como cabía esperar, ha terminado por enfurecer a los propietarios de otros
medios de comunicación, [...]».
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renta y empleo, superior a la media de los españoles no ciegos, y convertir a su organización
en uno de los más poderosos grupos empresariales del país?»27.
Como preludio, sirvan de ejemplo los siguientes interrogantes: primero, ¿ porqué se
concede el cupón a la ONCE, frente a otros colectivos de minusválidos?; segundo,
¿cómo es que el Estado tomó la decisión de abrir una brecha en su monopolio sobre las
loterías, rompiendo con toda una tradición restrictiva anterior?; tercero, ¿porqué gene-
ra tanta controversia?; cuarto, ¿qué diferencia a la ONCE desde su creación hasta nues-
tros días?. Voy a intentar explicarlo.
4.2.1. ¿Porqué se concede el cupón a la ONCE, frente a otros colectivos?.
La respuesta al primer interrogante, hay que buscarla en la clara identidad social del colec-
tivo de invidentes, frente a los demás minusválidos. Los ciegos tenían más recursos para
organizarse y a la vez más incentivos, pues gozaban de una larga y rica tradición asociativa,
que con el paso del tiempo logró incorporar una élite relativamente letrada, que poseía los
recursos intelectuales y personales necesarios para conectar con el poder de la época, y sacar
a flote una determinada tendencia, que ha sido explicada del siguiente modo:
«Talcott Parsons defendía la medicina liberal a ultranza en el capítulo dedicado a la relación
médico-paciente de su libro "El sistema social", con el argumento, entre otros, de que debía evitar-
se que los enfermos constituyesen agrupaciones reivindicativas a partir de una patología común,
cosa que él entendía como disfuncional. Si entramos a considerar las sociedades actuales, vemos
que en general las personas ciegas suelen estar atendidas por instituciones financiadas mediante fon-
dos públicos o fundaciones privadas que los propios afectados no controlan, mientras ellos mismos
se relacionan particularmente con dichas instituciones en calidad de clientes privados, o han alcan-
zado un cierto grado de autoorganización mediante una multiplicidad de entidades asociativas que
en el mejor de los casos han llegado a constituir una forma de articulación común dentro de la diver-
sidad, o finalmente son reclutados por instituciones participativas únicas, organizadas y controladas
desde el Estado. En cualquier caso su potencialidad partícipativa suele ser inducida y controlada y
su capacidad de influencia en la toma de decisiones que les afecta es relativa, y se halla en estrecha
correlación con el grado de autoorganización que se ha podido alcanzar, y siempre compartida con
las otras instituciones que le son ajenas y que se ocupan de proveerles servicios.
De cualquier modo, los tiempos parsonianos se van desdibujando poco a poco y, al
igual que otros colectivos afectados por dolencias diversas, la tendencia actual parece ser
la autoorganización asociativa y el mayor grado de participación en la toma de decisio-
nes que afectan al colectivo. Curiosamente en España contamos con una ya larga tradi-
ción en esta línea y con lo que acaso sea uno de los modelos más peculiares de toma de
conciencia y de capacidad operativa de un colectivo concreto de minusválidos que actúa
directamente en la solución de sus problemas específicos. A partir de una prolongada
experiencia gremial, las élites del grupo desarrollan durante los años treinta un proceso
de unificación, y elaboran fórmulas de autoayuda eficaces, hasta conseguir en 1938 la
27Ibíden,pp.9-10.
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creación de la Organización Nacional de Ciegos Españoles, que se caracteriza en esen -
cia por tener una triple dimensión como entidad asociativa por la que los miembros esta -
blecen su propio discurso social en relación con su entorno, como agencia de prestación
de servicios que promueve, controla y ejecuta las prestaciones dirigidas específicamente
al colectivo, de cara a su bienestar e integración sociales, y como organización econó -
mica capaz de autofinanciar las actividades inherentes a sus diversos objetivos a la vez
que ofrece oportunidad de trabajo a todos los miembros del grupo que lo requieren»28.
Además, frente a los sordomudos, disponían del recurso de la palabra que permitía la
interpelación directa a las autoridades sin necesidad de intermediarios con voz. Los incen-
tivos derivan directamente de sus escasas posibilidades laborales y la necesidad de buscar
alternativas como el seguro de lluvia o de enfermedad.
4.2.2.
¿Porqué decide el Estado romper el monopolio de la lotería?.
El segundo interrogante se puede explicar en la propia esencia corporativista del régimen
franquista que entendía que la creación de una organización de interés monopolista, de la que
todos los ciegos serían miembros, y sobre la que el Estado delegaría la definición y ejecución
de políticas en favor de los ciegos, sería una buena solución. “Y el posible perjuicio que podría
ocasionar el cupón de los ciegos a la renta de la lotería fue infravalorado, o sencillamente
desestimado ante la atractiva idea de crear una corporación natural de los ciegos, capaz de
garantizar la lealtad de sus miembros al nuevo régimen, y con recursos suficientes como para
llevar a cabo las políticas que el Estado delegaría sobre ella29.”
Precisamente, esta delegación, que se mantiene vigente en nuestros días y que sin
paliativos puede ser calificada de extraordinariamente fructífera, es la que justifica el
mantenimiento de la concesión administrativa sobre el monopolio estatal de lotería.
4.2.3.
¿Porqué genera tanta controversia?.
El juego y las loterías constituyen un sector donde el incremento en la cuota de mer-
cado de un operador entraña la disminución en la cuota de mercado de los demás. Dicho
28 Vide Francisco ALV1RA, Ceguera y sociedad. Situación social de los ciegos españoles, o.c., p. 8.
29 Vide Roberto GARV1A SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
71-72, y nota 62: «Serrano Suñer, al ser entrevistado, se sorprendió al preguntársele si tomó en cuenta la
posible competencia que podría hacer el cupón sobre la Lotería. Respondió que este no era el problema; el
problema era de justicia cristiana con los ciegos. Martínez de Bedoya también desestimó el asunto del
cupón como un posible escollo. Para él, la decisión se basaba en saber qué era el ciego, y si los ciegos serí-
an capaces de llevar a cabo un programa de acción social en su propio beneficio: "El decreto radical que
salió era sencillamente partir de un supuesto: que ellos no son inválidos, mutilados, que son tan personas
como los videntes. Que si se les daba un margen de confianza, podían demostrar que eran tan inteligentes,
tan eficaces, tan útiles como los videntes. Este fue todo su argumento, ni una palabra más ni menos. [...]».
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de otro modo, se trata de un pastel que hay que repartir, donde todos los oferentes quie-
ren controlar una porción lo más amplia posible. Además, las Comunidades Autónomas
también desean acceder a este sector (la materia será tratado en un capítulo posterior)
y la ONCE es la única entidad de esta naturaleza que tiene carácter estatal, lo que sin
duda lleva aparejado una dosis extra de conflictividad institucional.
Todo ello aderezado con problemas inherentes a una organización en la que también se
desarrollan luchas -soterradas o no-, a la vez que por la influencia que pueda ostentar una
corporación de derecho público de carácter social de esta magnitud.
En cualquier caso, y a pesar de las críticas que se puedan hacer, afirmo, que el sistema
adoptado ha mejorado notablemente el nivel de vida y atención social de los invidentes espa-
ñoles, consiguiendo trabajo y recursos para un colectivo secularmente desfavorecido.
4.2.4. ¿Qué diferencia a la ONCE desde su creación hasta nuestros días?: los
nuevos hechos minan la construcción legal y necesitan nuevo derecho30.
La realidad dinámica y cambiante de nuestro tiempo, no es, ni mucho menos, lo que
podríamos llamar una imagen fija y estable de organizaciones personificadas, sino una con-
tinua película en la que las imágenes a su vez cambian continuamente. Quien se asome al
depreciado e irremediable "Boletín Oficial del Estado" advertirá que la personalidad pública
no es una conexión estructural que se da una sola vez por todas y que pone en marcha el sis-
tema, sino un mecanismo dinámico que el Derecho positivo utiliza continuamente aplicán-
dolo a distintas zonas de la organización estatal. La Administración de nuestros días, que crea
continuamente nuevas personas jurídicas públicas o privadas para atender nuevas necesida-
des, es el polo opuesto de un instituto formalmente cerrado. Una y otra vez utiliza sus privi-
legios de personificación en Derecho público o en Derecho privado, sin que existan ni lími-
tes fijos entre las zonas de la organización, ni fronteras claras entre los regímenes que en otro
tiempo fueron privados, uno del Estado y otro de los particulares31.
30 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, "Una renovación del sistema y de la dogmática del Derecho
Administrativo: el 'Tratado" de Santiago Muñoz Machado", REDA, 122, (2004), p. 225, donde parafraseando un
libro de Joaquín GARRIGUES, Nuevos hechos, nuevo derecho de Sociedades anónimas, publicado en 1933, dice:
«[...] hace ya muchos años que los hechos no se corresponden con las palabras de la Ley. Las palabras legales siguen
siendo las mismas, pero por bajo de ellas y quizá con la ayuda de los fallos de los tribunales y de los usos mercanti-
les, va la corriente de los nuevos hechos minando la construcción legal». Por ello, en la p. 226, afirma González
Navarro: «[Se trata] de mirar con ojos nuevos la realidad, para que podamos percatarnos de lo que permanece y de
lo que ha cambiado, de la que hay que conservar y lo que hay que renovar en el complejo mundo de las relaciones
del hombre con esa maquinaria que es el poder público», y en la p. 233:«[...] se han producido muchos cambios en
el mundo. Tantos, que no es sólo que haya habido cambios, es que el mundo entero ha cambiado».
31 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
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La ONCE tampoco ha constituido una imagen fija y estable, sino que se ha adapta-
do a las nuevas circunstancias. Para demostrarlo efectúo un recorrido que permite vis-
lumbrar las sustanciales modificaciones que han afectado a la Entidad, y sobre todo,
permitirán comprobar que la ONCE en nuestros días es una realidad institucional, sóli-
da, moderna, comprometida, y situada en la vanguardia de un movimiento imparable
de conquistas sociales, económicas y mentales, para intentar lograr la igualdad real y
efectiva de un colectivo muy necesitado de un impulso de esta naturaleza.
Entre su creación y la realidad que hoy expongo, queda la esencia del notable espíritu
emprendedor de los invidentes, pero los instrumentos y la situación de autonomía consegui-
da evidencian que el Grupo ONCE es otra institución, en la forma y en el fondo.
5. En la actualidad, la Corporación de Derecho Público de Carácter Social
ONCE es un sistema.
5.1. Teoría general de sistemas.
La teoría general de sistemas, en el sentido más amplio, se refiere a una colección de
conceptos generales, principios, instrumentos, problemas, métodos y técnicas relacionados
con los sistemas. Aunque el significado de la palabra «sistema» no es el mismo en toda cir-
cunstancia y para todo el mundo, generalmente se aplica a una disposición de componen-
tes interrelacionados para formar un todo. A los distintos tipos de componentes e interrela-
ciones corresponden distintos sistemas32.
Hablando con rigor, la teoría general de sistemas (en el sentido más amplio del término),
no es una teoría formal (axiomática), aunque incluye algunas teorías formales. Parece proba-
ble que el desarrollo de las distintas teorías, así como metateorías, de sistemas generales,
desemboque en la creación de una ciencia de los sistemas generales. Esta última se encarga-
ría de desarrollar métodos refinados, sostenidos por poderosas técnicas de cómputo, para
resolver problemas de sistemas independientemente de la disciplina en que surgieran. La
ciencia de los sistemas generales prestaría ayuda a otras ciencias. En este sentido sería adap-
table a las necesidades propias de las distintas áreas de la actividad humana.
Podemos decir que la teoría general de sistemas, en un sentido más amplio, ha sido inno-
vadora: al observar el mundo como un conjunto de fenómenos individuales interrelaciona-
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRIA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general de!
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 264, nota 12.
32 Vide L. VON BERTALANFFY, W. ROSS ASHBY, M.G. WEINBERG y otros, Tendencias en la teoría
general de sistemas, Alianza Editorial, Madrid, 1987, p. 9.
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dos en lugar de aislados, en donde la complejidad adquiere interés; haber demostrado que
ciertos conceptos, principios y métodos no dependen de la naturaleza específica de los fenó-
menos implicados. Todo este bagaje conceptual es aplicable, sin modificación ninguna a
diversos campos dé la ciencia, la ingeniería, las artes y las humanidades. De ahí que surjan
lazos entre las distintas disciplinas clásicas, que podrán compartir varios principios, concep-
tos, modelos, ideas y métodos; al abrir, a través de investigaciones generales, nuevas posibi-
lidades (principios, paradigmas, métodos) a disciplinas específicas33.
El significado de un sistema general es, pues, un modelo abstracto de un sistema ya exis-
tente que refleja (en el grado que queremos que refleje) los rasgos sistémicos básicos del sis-
tema de origen. Por tanto, la teoría de sistemas generales nos permite estudiar rasgos de los
sistemas, independientemente de cualquier sentido accidental, pero no de un modo que sea
independiente de su propio sentido esencial (esto es, contenido).
5.2. La aplicación de esta matriz disciplinar al mundo del derecho34.
En el mundo jurídico, ha sido el profesor González Navarro quien ha articulado la
llamada «teoría general de sistemas» y su aplicación al derecho35. Esta matriz discipli-
33  Ibídem,pp.:21 y 26.
34
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, Eunsa, Pamplona, 1993,
pp.: 483 y 484: «Lo que da cohesión a una comunidad científica es la coparticipación de una matriz disci-
plinar, la creencia en la validez científica de una determinada teoría matriz o directriz. Para entender el sen-
tido último de esto que viene designándose como matriz disciplinar me parece que puede resultar útil tener
presente, al menos, lo siguiente:
a) Una matriz disciplinar no es, propiamente, una teoría, ni una ley, ni un concepto. Porque en realidad,
precede a las teorías, a las leyes y a los conceptos, los cuales nacen de ella, se fundamentan en ella, y apa-
recen condicionados por ella.
b) La matriz disciplinar es algo así como el punto primordial en que se concentran -al menos potencial-
mente, como pura posibilidad- todas las teorías, conceptos y leyes con que opera la comunidad científica
de que se trate.
c) La matriz disciplinar es casi siempre incompleta. [...]. Pero es que puede seguir siéndolo a lo largo de
su desenvolvimiento. Y es que, en definitiva, para ser aceptada y prevalecer le basta con ser apta para expli-
car hechos que antes no podían ser explicados o con poder explicar un número de hechos más numerosos
que los que podía explicar la matriz tradicional.
d) La matriz disciplinar -como «criatura» del hombre que es- siempre es perecedera».
Deseo además dejar constancia de dos ideas importantes analizadas y desarrolladas por el profesor
González Navarro: la evolución de la matriz disciplinar desde su nacimiento hasta su muerte cuando es
superada por otra que irrumpe en el panorama científico (pp.: 482-504); la teoría general de sistemas, no
es una nueva matriz disciplinar, «pues el propio Bertalanffy ha puesto de manifiesto que la idea central de
su teoría, el concepto de sistema, es algo que se encuentra ya en Aristóteles cuando escribe: «el todo es
más que la suma de las partes» (p. 508).
Vide José Luís VILLAR PALASÍ, "Consideraciones sobre el sistema jurídico", RAP, 100-102, Vol. I,
(1983), p. 509: «Del puro conocimiento empírico al científico se pasa sólo a través de un sistema».
35
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, Eunsa, Pamplona, 1993, pp. 507 y ss.
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nar mantiene «la convicción de que el mundo -lo mismo el que se percibe por los sen-
tidos sensibles que el que se percibe por los sentidos de la mente- se encuentra organi-
zado en sistemas»36.
Pero sin duda un concepto clave, a la hora de entender esta matriz disciplinar es la
idea de «totalidad». «Un sistema, por tanto, es totalidad, no simple suma, aunque tam-
bién es suma. Quiero decir, que los elementos aparecen como unidades que se suman,
y con ello, se integran en una unidad superior. Y esta unidad es superior, no simplemen-
te porque es cuantitativamente mayor al ser expresión aritmética de los diferentes
sumandos, sino porque es algo también distinto a todos ellos, constituyendo, como cada
uno de ellos, una unidad diferenciada que, además, los comprende, los integra, y los
somete a su férula»37.
«... (el) todo (de las cosas que constan de muchas partes) no es una simple yuxtaposición
o amontonamiento, sino que es algo más y distinto de las partes» (Libro VIII, capítulo 6).
«Lo que es compuesto de alguna causa, lo es a manera de un todo, pero no como un
montón de cosas, sino a la manera de una sílaba; ahora bien: la sílaba no es solamente las
letras que lo componen, ni es lo mismo BA que B y A; ni la carne es tan sólo fuego y tie-
rra. Pues una vez destruidas, la sílaba y la carne dejan de existir, mientras que las letras, y
el fuego y la tierra subsisten. La sílaba es, por consiguiente, algo, no sólo las letras, la
vocal y la consonante, sino algo más; e igualmente la carne no es solamente fuego y tie-
rra, calor y frío, sino algo más» (Libro VII, capítulo 17)38.
El sistema jurídico es un magnífico ejemplo de lo expuesto, y así se caracteriza por
ser un sistema: conceptual, abierto, orgánico, activo y reactivo, en el que confluyen
totalidad, jerarquía y control39.
5.3. La Organización Nacional de Ciegos es un sistema.
Puede surgir alguna confusión cuando se manejan términos tales como ONCE y
36
Ibídem, p. 507.
37
Ibídem, p. 522. Cfr. VON BERTALANFFY, L,..., o.c., pp.: 30 y 33: «Las propiedades y naturaleza de
los procesos en los niveles superiores no son explicables por la suma de las propiedades y naturaleza de
los procesos de sus componentes, si éstos se toman aisladamente. Ahora bien, los niveles superiores son
deducibles a partir de sus componentes, si conocemos el conjunto de éstos y de las relaciones que los
ligan».
38  Este fragmento perteneciente a la Metafísica de Aristóteles, ha sido tomado de: F. GONZÁLEZ NAVA-
RRO, Derecho..., o.c., p. 522, que a su vez cita por traducción de Francisco Samaranch P., Aguilar, Madrid,
1964. Yide José Luís VILLAR PALASÍ, "Consideraciones sobre el sistema jurídico", RAP, 100-102, Vol.
1, (1983), p. 568: «Aristóteles decía ya que "es preciso observar que las buenas leyes no constituyen por sí
solas un buen gobierno, y que lo que importa sobre todo es que estas leyes sean observadas. No hay, pues,
buen gobierno, sino donde en primer lugar se obecede a la ley y después que la ley que se obedece esté
fundada en la razón, porque podrá prestarse también obediencia a leyes irracionales».
39 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho ..., o.c., pp.: 529-544.
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grupo ONCE, corporación empresarial ONCE y fundación ONCE. Para explicarlo, es preci-
so entender que el centro de referencia de todo el sistema organizativo es la ONCE como cor-
poración de derecho público, de carácter social. A partir de ahí surgen dos grandes proyectos
estratégicos. El primero, consistió en la creación de la Fundación ONCE para la Solidaridad
e Integración Social de Personas con Discapacidad, el segundo, fue la constitución de la
Corporación Empresarial ONCE (CEOSA). Por todo ello, se viene denominando Grupo
ONCE a la propia ONCE, junto con la Fundación y la Corporación Empresarial, todas ellas
bajo la superior dirección político-institucional del Consejo General de la Organización.
La expresión "Grupo ONCE" no responde a un modo formal de organización como ocu-
rre en algunos grupos empresariales, sino que es una manera de denominar una realidad inte-
grada por diversas entidades de naturaleza jurídica, fines y patrimonios diferentes, pero uni-
dos por una misma filosofía de valores, una inequívoca orientación social y espíritu solida-
rio y por vínculos jurídicos institucionales o patrimoniales de naturaleza diversa, pero que
constituyen globalmente un sistema que, respetando sus identidades jurídicas diferenciadas,
le confiere un valor unitario, cohesionado y sinérgico de actuación en pro de los mismos valo-
res y fines que han guiado siempre a la ONCE. Por tanto, el Grupo ONCE es un conjunto de
entidades sociales y sociedades encabezadas por la ONCE que buscan alcanzar la autonomía
personal y la plena integración social de sus afiliados, atendiendo sus necesidades derivadas
de la ceguera o deficiencia visual, mediante la prestación de servicios sociales especializa-
dos, efectuando, asimismo, una importante labor de solidaridad con otros discapacitados a
través de su Fundación.
En este contexto, puedo afirmar que la evolución experimentada por la ONCE, pro-
picia que en la actualidad se designe al grupo ONCE como la conjunción de todas estas
áreas que dependen directamente del Consejo General de la ONCE.
Pues bien, este sistema debe ser explicado y conocido por la sociedad. Sólo se valo-
ra correctamente, aquellos que se conoce. Y también debo afirmar, que en el mismo
concurren todas las características que determinan su naturaleza:
«Un sistema, por tanto, consiste en lo siguiente; a) unos elementos que lo componen (sub-
sistema), que están integrados en aquél, y cada uno de los cuales posee determinadas propie-
dades; b) una interrelación entre todos y cada uno de los elementos; c) un todo (el sistema)
que es distinto de la simple adición o suma de los elementos, y cuyas propiedades son propias
suyas (del sistema), no de los elementos componentes; d) una subordinación de los elemen-
tos (subsistemas) al todo organizado (sistema) que los comprende»40.
40 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, Eunsa, Pamplona, 1993, p.
515. Vide Alejandro NIETO, "La jerarquía administrativa", Documentación Administrativa, 229, (1992),
p. 45, donde explica que la jerarquía no es un fenómeno jurídico, sino organizacional.
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6. La investigación y el pensar dialéctico41.
El abordaje de este trabajo intelectual, parte de una premisa básica. Esta es, tener
presente, como inicio y como fin, el sentido y concepción de la "investigación" y el
"pensar dialéctico", como ejes sobre los que va a discurrir esta apasionante aventura
jurídica que es desentrañar la esencia de la ONCE. Para trasladarles el sentido de esta
afirmación, debo dejar constancia de lo siguiente.
Creencias son aquellas cosas con que absolutamente contamos aunque no pensemos
en ellas. De puro estar seguros de que existen y de que son según creemos, no nos hace-
mos cuestión de ellas, sino que automáticamente nos comportamos teniéndolas en
cuenta. Ahora bien, esas "ideas" básicas que llamamos "creencias" no surgen en tal día
y hora dentro de nuestra vida, no arribamos a ellas por un acto particular de pensar, no
son, en suma, pensamientos que tenemos, no son ocurrencias ni siquiera de aquella
especie más elevada por su perfección lógica y que denominamos razonamientos42.
La tierra firme de las creencias está basada, no en las ideas que tenemos, sino en las
ideas que somos. Más aún, son creencias que se confunden para nosotros con la reali-
dad misma. Sin embargo, un buen día ocurre que en ese sólido firme de nuestras cre-
encias empiezan a abrirse enormes agujeros de duda. Se duda porque se está en dos cre-
encias antagónicas, que entrechocan y nos lanzan la una a la otra. Intentamos bracear
en el mar de la duda, mediante la faena de «pensar», y tras ese penoso y desesperado
esfuerzo por salir de la duda que llamamos «pensar», el hombre consigue arribar a un
lugar repuesto en el que nuevamente empieza a sentirse seguro. Aquellas ideas de los
otros que ya no le servían son sustituidas por las propias ideas que el hombre elabora
(ocurrencias). La idea deviene así descubrimiento. De nuevo estamos en tierra firme,
tras el descubrimiento de la idea.
«Las ideas son, pues, las «cosas» que nosotros, de manera penosa, con nuestro personal
esfuerzo, elaboramos, precisamente porque no creemos en ellas. Ideas que pueden ser de muy
distinto porte [...]. Ideas que precisamente porque las hemos pensado nosotros, constituyen
nuestras auténticas creencias, nuestra verdad. Verdad que lo es para nosotros porque la hemos
buscado al impulso de la necesidad de llenar ese vacío que nos dejó la duda, ese hueco que,
en un momento dado, se produjo en las creencias recibidas en que estábamos. Se advierte así
[...], el carácter ortopédico de las ideas, que actúan allí donde una creencia se ha roto o se ha
debilitado»43.
41 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, Eunsa, Pamplona, 1993, pp.
600-605.
42  Ibídem,pp. 600 y 601.
43 Ibídem, pp. 602 y 603.
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Pues bien, al abordar un tema tan complejo como la ONCE, el ejercicio intelectual
resumido en los párrafos anteriores (el paso de la "idea creencia" a la "idea ocurren-
cia"), me ha permitido entender, por haber experimentado en carne propia, qué es eso
del pensar dialéctico. Además, se trata de un ejercicio intelectual sin fin, tal y como ha
sido definido magistralmente:
«Lo he recordado en, más de una ocasión: eso que llamamos pensar dialéctico es la obli-
gación de seguir pensando. Porque apenas se ha resuelto un problema, que es tanto como
alcanzar la tierra firme después de haberse sentido náufrago en un mar de dudas, ya se nos
está planteando otro que nace de ese mismo suelo -la solución hallada- que creíamos firme.
Que por eso me parece también que el pensar dialéctico es un sistema lineal, como tal irre-
versible, en el que cada idea se apoya en la precedente y sirve, a su vez, de fundamento a la
siguiente»44.
44 Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Lo fáctico y lo sígnico. Una introducción a la semiótica jurídica,
Eunsa, Pamplona, 1995, p. 394.
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CAPITULO I. ANTECEDENTES, CREACIÓN Y
FINES DE LA ONCE
I. Antecedentes de la ONCE.
1. La beneficencia y la situación de los invidentes.
1.1. Concepto.
Desde tiempos inmemoriales, la necesidad de atender a los más necesitados se hace
patente. Ya en la Biblia encontramos referencias al mendigo Lázaro buscando las miga-
jas del rico (Lucas, XVI, 19), el ciego de nacimiento curado por Jesús (Juan IX, 1) o el
ciego Bartineo que mendigaba por los caminos de Jericó (Marcos, X, 46), y son sólo
una breve alusión al mundo de la pobreza en el Nuevo Testamento.
La palabra "beneficencia" se forma del adverbio latino bene, y del verbo facere, que
juntos expresan la virtud y el acto de hacer el bien. Es de moderna introducción, tanto
en la acepción general, como en la jurídica, pues en su lugar se empleaba antes la de
caridad, en que predomina más el sentimiento cristiano, porque da a entender que el
hacer bien a otro es un acto de amor a Dios y al prójimo. Desde que el socorro de la
desgracia bajo sus diferentes aspectos, ha venido a formar un sistema completo, la
expresión beneficencia es la que ha sustituido para señalar genéricamente la institución
de la caridad general, y para designar con un solo nombre los establecimientos en que
se ejerce con sujeción a las leyes y reglamentos45.
45 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, Imprenta del Colegio de
Sordomudos y de Ciegos, Madrid, 1862, pp. 75-164.
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La beneficencia46 es aquel conjunto de prestaciones que, reconociendo normalmen-
te como causa que la justifica una contraprestación compensadora, son dispensadas, no
obstante, por un motivo de necesidad, de la realización efectiva de esa contrapresta-
ción47. El profesor F. Hernández Iglesias, la define así: «La beneficencia es el bien
hecho por los funcionarios y por los procedimientos administrativos, el conjunto de las
instituciones encaminadas al socorro de los pobres, la síntesis de los auxilios socia-
les»48.
La Ley de Beneficencia de febrero de 1822, constituye un hito fundamental en lo
que a política asistencial se refiere, tanto en cuanto, se trata del primer plan de organi-
zación de la beneficencia pública, centrando la atención a las necesidades en la
Administración municipal, con la creación de las Juntas Municipales como resorte prin-
cipal del sistema (art. 24) que actuaron como auxiliares de sus respectivos
Ayuntamientos: (art. 1).
Una de sus; principales actuaciones fue el fomento de la asistencia domiciliaria,
actuación que se mantendrá a lo largo de todo el siglo XIX.
Desde el punto de vista de la financiación, la novedad radicaba en la constitución de
un fondo común que quedaba bajo la custodia de la autoridad municipal. De este modo
quedaba la Iglesia en un segundo plano y se llegan a controlar incluso los fondos de la
beneficencia privada: «Los fondos de beneficencia procedentes de fundaciones, memo-
46 Vide: Fernando GARRIDO FALLA, "La beneficencia general y particular. Situación y perspectivas", en
AA VV, Problemas fundamentales de beneficencia y asistencia social, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 167,
pp. 15-52; Ramón BADENES GASSET, Voz: "Beneficencia", Nueva Enciclopedia Jurídica, Tomo III,
Barcelona, 1989.
47 Vide Jaime GUASP, "La beneficencia como objeto formal de la actividad administrativa", Estudios en
homenaje a Jordana de Pozas, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1962, p. 308. En la p. 315 afirma:
«El resultado más importante que se obtiene de esta caracterización formal estriba, sin duda, en esa no
identificación de lo benéfico con ningún campo material, concretamente acotado, de la acción del Estado
o de los particulares. Diferenciación que no afecta sólo al contenido de la prestación, sino que afecta tam-
bién a su continente, es decir, al modo de realizarse el favor que la prestación benéfica supone.
En efecto, es muy importante señalar ahora, porque en realidad constituye la idea central del presente tra-
bajo, que la determinación formal de la beneficencia lleva a ésta a una posición autónoma e independien-
te y no confundible con ninguna otra, pero sólo desde el punto de vista de su perfil propio, en relación con
otros servicios administrativos; es decir, que la ¡limitación de la beneficencia no puede llevar en modo
alguno al resultado de que ésta sea un mundo jurídico administrativo en miniatura, [...]. Todo lo contrario,
la verdadera esencia de la beneficencia, por la identificación que postula entre los que tienen y los que no
tienen, ha de llevar a organizarla en forma que a través de ella se consiga, pesé a la diferencia formal de
origen, una verdadera e inescindible equiparación de orden material».
48 Vide F. HERNÁNDEZ IGLESIAS, La beneficencia en España, Imprenta de Manuel Minesa de los
Ríos, Madrid, 1879, pp. 11-282.
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rias y obras pías de patronato público, sea Real o eclesiástico, cualquiera que fuese su
origen primitivo, quedan reducidos a una sola y única clase, destinados al socorro de
las necesidades que se provee por esta Ley» (art 25).
La intervención de la administración no sólo se manifestaba en este aspecto, sino en la
reconversión de establecimientos de beneficencia de carácter particular, en establecimientos
públicos, mediante las correspondientes indemnizaciones a los patronos de los mismos.
El Real Decreto de 14 de marzo de 1899, art. 2, determina que son instituciones de bene-
ficencia los establecimientos o asociaciones permanentes destinados a la satisfacción gratui-
ta de necesidades intelectuales o físicas. Del mismo se desprenden las notas características de
esta noción técnico-jurídica49: - La beneficencia es, ante todo, una actividad que desarrollan
determinadas instituciones (establecimientos o asociaciones). - Se requiere que dicha activi-
dad sea permanente, quedando excluidas actuaciones ocasionales o esporádicas. - La finali-
dad perseguida por esa actividad ha de ser la satisfacción de necesidades (intelectuales o físi-
cas), lo que implica que los destinatarios de la beneficencia son las personas necesitadas. Sin
embargo no se otorga a las mismas derecho subjetivo alguno50. - La consecución de esta fina-
lidad debe hacerse gratuitamente. - La beneficencia puede ser pública o particular.
1.2. Diferencia con figuras afines.
1.2.1. Caridad**.
Corresponde sin duda al cristianismo el haber impulsado las bases espirituales del
más decidido y espontáneo movimiento en pro de la ayuda a los necesitados52. La cari-
49 Vide José Luís PIÑAR MAÑAS y Alicia REAL PÉREZ, Legislación sobre instituciones de beneficen -
cia particular, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987, pp. 19-20.
50 Vide Manuel AZNAR LÓPEZ, "En torno a la beneficencia y su régimen jurídico", REDA, 92, (1996),
pp. 558-559, donde explica, como a pesar de la gratuidad de la beneficencia: «[...]. Esta gratuidad no impe-
dirá, sin embargo, que puedan ser atendidas, con carácter oneroso otras personas en los centros de benefi-
cencia, lo que dará lugar a una asistencia discriminada. Así, el Reglamento de 1852 preveía, en los "esta-
blecimientos generales de locos", la existencia de "departamentos especiales para aquellos cuyas familias
pudiesen costear sus estancias en los mismos" (art. 14) y permitía que los "establecimientos generales de
ciegos y sordomudos" pudieran "recibir y educar a pacientes no pobres con la separación conveniente y
por el estipendio que autoricen sus Reglamentos especiales" (art. 15)».
51 Vide: Paloma PERNILALARCÓN, "Caridad, educación y política ilustrada en el reinado de Carlos III",
Revista de Educación, Número especial, (1988), p. 332: caridad y reforma social en la España de
Jovellanos; M. MOIX MARTÍNEZ, Bienestar social, Trivium, Madrid, 1986, p. 36 y ss.
52 Vide Manuel AZNAR LÓPEZ, "En torno a la beneficencia y su régimen jurídico", REDA, 92, (1996), p. 555:
«[...], la beneficencia ocuparía uno de los peldaños de la escala evolucionista, más concretamente el situado tras
la caridad y antes de los ocupados por la asistencia social, la seguridad social y el bienestar social».
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dad como amor de Dios participado por los hombres determinó desde los primeros
siglos de su aparición la comunicación de bienes como acción eclesial realizada en
nombre de la Iglesia entre los miembros de las comunidades cristianas. Las díconias
primitivas suponían una auténtica repartición de recursos entre los cristianos de acuer-
do con sus necesidades. Estas formas asistenciales evolucionaron a lo largo del tiempo,
dando lugar a organizaciones más complicadas y con rasgos de cierta estabilidad. A lo
largo de la Edad Media y hasta épocas bien recientes la Iglesia asumió sobre sí la tarea
única de auxiliar a los indigentes, enfermos y necesitados en general. No obstante la
caridad cristiana no tenía carácter social en el sentido de sociedad articulada, puesto que
por sus propios fundamentos extraterrenos venía referida al hombre en cuanto imagen
divina sobrepasando las comunidades organizadas. Pero con todo, corno en tantos otros
terrenos, la Iglesia vino a llenar también aquí eficazmente el vacío dejado en cuanto al
atendimiento de necesidades públicas, por la ausencia de una organización administra-
tiva adecuada53.
Arias Miranda define este concepto de la siguiente manera: «Caridad: tiene esta
palabra un sentido místico que expresa más en concreto el amor de Dios y el prójimo.
Es aquella beneficencia expansiva, cordial, modesta, afectuosa, emanación genuina de
la inspiración evangélica; constituida en una de las virtudes teologales, por cuanto tiene
a Dios directamente por objeto de sus operaciones. Los hospicios y los hospitales tie-
nen el nombre común de casas de caridad»54. Para Concepción Arenal, la caridad es la
compasión cristiana que acude al menesteroso por amor de Dios y del prójimo55.
Debemos tener presente que el tránsito de la caridad a la beneficencia56 se produce
por múltiples factores, y sobre todo resaltar que la beneficencia transfiere la obligación
53 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 1967, p. 18.
54 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, o.c., p. 75.
55 Vide Concepción ARENAL, La beneficencia, la filantropía y la caridad, Imprenta Clásica Española,
Madrid, 1927, p. 235.
56 Vide Luís JORDANA de POZAS, "Ideas fundamentales sobre la seguridad social", Boletín de los
Seminarios de Formación, Madrid, 1948, pp. 20-21: «[...]. Las instituciones asistenciales tienen una glo-
riosa progenie, son hijas exclusivamente del cristianismo, estaban inspiradas por la caridad, y se llamaban
beneficencia. Consisten, por lo tanto, en hacer el bien. Y este nombre tan hermoso que responde también
a su contenido y propósito, se vio un día que era antitético y se le quiso borrar sustituyéndolo con este otro
término neutro que nada expresa, de la asistencia. Es que cuando la caridad y la beneficencia se convirtie-
ron en asistencia, dejaron de inspirarse en el amor cristiano. Precisamente ese amor cristiano es la institu-
ción social por excelencia, la solución óptima como dijo nuestro Vives, para todos los problemas de carác-
ter social. [...]». Vide Fernando GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho Administrativo, Vol. II, Centro de
Estudios Constitucionales, Madrid, 1980, pp. 334-336.
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a la sociedad considerada como entidad colectiva, y por ello el término irá siempre
seguido del apelativo pública.
1.2.2.
Filantropía57.
Filantropía es la compasión filosófica que auxilia al desdichado por amor a la huma-
nidad y la conciencia de su dignidad y su derecho58.
El advenimiento del protestantismo produjo como reacción la sustitución de la idea
de la caridad como motor de las acciones benevolentes, por la filantropía, la fraternidad
y mutua ayuda, volviendo así en alguna manera a las tesis simplemente humanitarias
sustentadas por los filósofos de la antigüedad.
La racionalización que empezó a experimentar la concepción de la vida a partir del
Renacimiento motivó una corriente individualista, utilitarista y positivista, que sustitu-
yó los impulsos caritativos por tendencias pragmatistas que buscaban la máxima efec-
tividad de las ayudas y, sobre todo, el potenciar al máximo los propios recursos del indi-
viduo, al objeto de que, aprovechando sus propias posibilidades, fuese capaz de auto-
superarse, dejando de constituir una carga para la sociedad. La ética protestante, que
cargaba su acento sobre el esfuerzo individual más que en la obra colectiva del común
apoyo de los hombres hacia la divinidad y a través del amor, dirigió sus esfuerzos no a
la lucha contra la pobreza en cuanto tal, sino a la eliminación de los pobres en particu-
lar. La moderna filantropía y las formas capitalistas del siglo pasado recibieron así del
protestantismo buena parte de sus principales fundamentos59.
1.2.3.
Sociedades de asistencia, mutualidad o monte píos.
En el siglo XVIII las clases populares urbanas para luchar contra la enfermedad y el
infortunio organizaron Hermandades y Cofradías de socorro, la mayor parte de las
cuales estaban vinculadas a gremios profesionales. Los miembros de las cofra-
57 Vide Jaime GUASP, "La beneficencia como objeto formal de la actividad administrativa", Estudios en
homenaje a Jordana de Pozas, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1962, p. 319: «La beneficencia no
deja de serlo porque el Estado atiende a esa necesidad presionado por la opinión pública o para alcanzar
objetivos distintos a los del estricto favorecimiento del prójimo. En cambio, en la filantropía y en la cari-
dad el espíritu inspirador de la actividad del filántropo y del caritativo es absolutamente preciso para defi-
nir la actitud de uno y otro: el que hace obras sociales para adquirir importancia en la colectividad o para
disminuir la carga fiscal que pesa sobre él, no puede decirse que sea en realidad un hombre movido ni por
el laico amor al prójimo que es la filantropía ni por el santo amor al prójimo que es la caridad».
58 Vide Concepción ARENAL, La beneficencia, la filantropía y la caridad, o.c, p. 235.
59 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 1967, p. 19.
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días pagaban una inscripción y cuotas obligatorias, cuya periodicidad variaba según la
cofradía (semanal, mensual, anual). Las prestaciones de las hermandades variaban
desde la ayuda continuada en caso de enfermedad, incluyendo hospitalización, hasta la
entrega de una cantidad única, previa certificación de la enfermedad60.
Las mutualidades son las asociaciones que con la denominación o con cualquier otra
y sin ánimo de lucro ejercen una modalidad de previsión de carácter social o benéfico,
encaminada a proteger a sus asociados o sus bienes contra circunstancias o aconteci-
mientos de carácter fortuito y previsible, a los que están expuestos mediante aportacio-
nes directas de los asociados o procedentes de otras entidades o personas protectoras61.
1.2.4. Hospicios y casas de misericordia.
La palabra hospicio viene de la latina hospitium, hospedería, de hospes, huésped. En
realidad, hospes está pro hosti-pes, que era el que protegía al extranjero, y de ahí hos-
pitium y hospitari. El nombre de hospes también se aplicó más tarde al que recibe la
hospitalidad. Nuestra Real Academia dice que hospicio es la "casa destinada a albergar
y recibir peregrinos pobres". También lo dice así el artículo 12 del reglamento de 14 de
mayo de 1852. No hubo, sin embargo, precisión y uniformidad en el uso de tal palabra,
ni la hay aún62.
Por casas de misericordia se entienden todas las destinadas para morada o asilo de
alguna clase de pobres, que por su corta o crecida edad, o por cualquier otra circunstan-
cia estén inválidos o convenga a la causa pública y particular vivan reunidos por algún
tiempo. Los reclusorios de niños huérfanos o desamparados, de ancianos lisiados, de
viudas y de cualquier persona miserable, son casas de misericordia. También lo son los
hospitales de enfermos, las inclusas o casas de expósitos y las galeras y casas de correc-
ción para hombres y mujeres pobres; porque la corrección dice Sto. Tomás (Suma
Teológica 2a, 2ae, quest 33, art. I) que es verdadera limosna espiritual. Según el mayor,
o menor número de especies y clases de necesitados a que se extiende o redujere algu-
na casa de misericordia, será más general o particular63.
60 Vide Manuel HERRERA GÓMEZ, Los orígenes de la intervención estatal en los problemas sociales,
Escuela Libre Editorial, Madrid, 1999, p. 436.
61 Vide F. LÓPEZ-NIETO y MALLO, Las asociaciones y su normativa legal, Ediciones Abella. El con-
sultor, Madrid, 1980, pp. 36-284.
62 Vide M. FERNANDEZ y FERNANDEZ, La beneficencia pública y los hospicios, Establecimientos
Tipográficos de Jaime Ratés, Madrid, 1923, pp. 33-122.
63 Vide Pedro Joaquín de MURCIA, Discurso político sobre la importancia y necesidad de los hospicios,
casas de expósitos y hospitales, Madrid, 1798, p. 2.
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1.2.5. Pobreza.
Esta palabra en sentido genérico, expresa solamente una idea relativa, pues se con-
trae a la clase de la sociedad que sufre mayores privaciones y disfruta menores goces64.
Y surge de modo virulento, especialmente, en casos de enfermedad:
«La enfermedad era un auténtico drama para el trabajador dependiente de un salario, las
más de las veces aleatorio dado su nexo con los cambios coyunturales. Afirmación que pode-
mos constatar al examinar la desbordada demanda de los hospitales y centros benéficos en
los períodos críticos, ya de por sí repletos y saturados en su trayectoria diaria. De ahí que,
aunque muchos individuos reúnan, en principio, las condiciones imprescindibles para ingre-
sar en las instituciones benéficas -ser pobres y, además, estar enfermos, no siempre consigan
acomodo en ellas. Si a esto añadimos los convalecientes, por lo común, dados de alta de los
hospitales sin las condiciones físicas para su inmediata reinserción en el mundo del trabajo,
los enfermos de nacimiento (inválidos, impedidos, mutilados) o los lisiados por percances o
accidentes laborales, comprenderemos el espesor que alcanza esta nube humana. La palpa-
ble y crónica incapacidad asistencial de la sociedad propicia, como única salida, la limosna;
el oficio de pedir y mendigar.
Comprobamos por tanto, cómo entre la pobreza y la mendicidad -tal y como adelantá-
bamos- no existen diferencias esenciales sino diferencias de grado. La práctica de la mendi-
cidad es una opción, una alternativa constante en el mundo de los pobres, profundamente
enraizada en él y a la que cualquiera puede verse abocado en un momento crítico. Incluso,
es muy frecuente en testimonios escritos contemporáneos la confusión entre ambos térmi-
nos, el uso indiscriminado de la palabra "pobre" o "mendigo"»65.
José Campillo, ministro de Hacienda desde 1738 y secretario de Estado,
Marina, Guerra e Indias desde 1740, en su obra "Lo que hay de más y de
menos en España para que sea lo que debe ser y no lo que es", se enfrenta
con el mundo de la necesidad material. La pobreza, la mendicidad66 y la
64 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, o.c, p. 76. Vide Elena MAZA
ZORRILLA, Pobreza y asistencia social en España, Siglos XVI-XX, Universidad de Valladolid, Valladolid, 1987,
p. 15, donde establece las distintas acepciones asignadas a los términos: pobre, mendigo y vagabundo.
65 Ibídem, pp. 21-22. En la p. 47, nota 63 llega a afirmar: «En el siglo XVII el tratadista que con mayor profu-
sión estudia la etiología de la pobreza es Fernández Navarrete. En su obra Conservación de Monarquías y discur -
sos políticos (Madrid, 1626) reflexiona sobre las fluctuaciones monetarias y su papel multiplicador de los falsos
mendigos:"[...] y no sólo ha convidado a los españoles a seguir la mendiguez la subida del vellón, sino también
ha llamado y ha traído a estos reinos toda inmundicia de Europa, sin que haya quedado en Francia, Alemania,
Italia y Flandes y aun en las islas rebeldes, cojo, manco, tullido o ciego que ho haya venido a Castilla, convida-
dos de la golosina de ser tan caudalosa granjeria el mendigar donde la moneda es de tanto valor"».
66 Vide M. PÉREZ QUINTERO, Pensamientos políticos y económicos dirigidos a promover en España la agricultura
y demás ramas de la industria a extinguir la ociosidad y dar ocupación útil y honesta de todos los brazos, Madrid, 1798,
p. 296: «Con esta que vuestra merced llama inhumanidad, les aseguramos pan de por vida, los libertamos de ir a servir al
Rey, y que no los maten en la guerra: les proporcionamos a ellos una dulce industria para vivir alegremente y sin fatiga,
cantando, tañendo y bailando, y paseándose, sin perder fiestas, fandangos, diversiones, ni función alguna; y a nosotros el
consuelo de tenerles siempre en nuestra compañía, para que sean el báculo de nuestra vejez y las delicias de la vida». Vide
Marcel BATAILLON, Erasmo y el erasmismo, Traducción castellana de Carlos PUJOL, Editorial Crítica, Barcelona,
1978, p. 186, donde refleja el horror moral y físico que experimenta Vives ante la mendicidad profesional.
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vagancia son cuestiones que encuadra dentro de los fallos de la estructura socio-
económica del país67.
1.2.6.
Miseria.
Se expresa con este significante un estado de pobreza que adquiere permanencia,
producto de la indigencia y de la imposibilidad de salir de ella68.
1.2.7.
Indigencia.
Esta voz manifiesta por el contrario una idea absoluta: aquel grado de miseria que
supone la falta de las cosas más necesarias para la vida; y de consiguiente la precisión
de acudirla con socorros69.
67 Vide Manuel HERRERA GÓMEZ, Los orígenes de la intervención estatal en los problemas sociales,
Escuela Libre Editorial, Madrid, 1999, pp. 63-64: Para él, los pobres se dividen en tres categorías «1. Los
"verdaderos pobres", "verdaderos infelices que, o ya destituidos de remedio a sus habituales dolencias, o
ya tolerando las dilatadas muertes, solicitan el reparto de su hambre en la compasión del público".
2. Los "pobres por su conveniencia", aquellos vagos y holgazanes que huyen del trabajo y se refugian en
la limosna por pura ociosidad.
3. Y los "pobres en apariencia" que realmente no lo son y utilizan este disfraz para ocultar sus fechorías.
De acuerdo con estas categorías formula las soluciones:
a) Para los primeros, los verdaderos pobres, plantea su recogimiento en Hospicios, proporcionándoles cobi-
jo y manutención en régimen abierto.
b) En cuanto a los pobres por su conveniencia, aboga por su integración forzosa en el mundo del trabajo productivo.
c) En referencia a los terceros, los pobres en apariencia, el castigo y presidio por los delitos que cometan.
Como instrumento imprescindible para aplicar sus alternativas, considera necesario e indispensable la cre-
ación de nuevos hospicios dotados de fábricas y talleres, así los acogidos en tales instituciones contribui-
rán a los gastos de su mantenimiento y asistencia.
Sobre los resultados de estos planteamientos no puede manifestarse más optimista; se sitúa en una línea que entron-
ca plenamente con la literatura arbitrista del siglo XVII español: "A pocos años de su planificación estaría España
desconocida del ocio, limpia de abandonados y vagos, y floreciente en toda clase de ejercicio y ocupaciones"».
68 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, o.c., p. 76. Vide Elena MAZA
ZORRILLA, Pobreza y asistencia social en España, Siglos XVI-XX, Universidad de Valladolid, Valladolid, 1987,
p. 13: «[...] la indigencia equivale al estado en el cual las necesidades esenciales, de forma intermitente, no pue-
den ser satisfechas, y la miseria es la indigencia permanente. Cuando esta miseria afecta a un conjunto de indivi-
duos, a una parte de la población, podemos hablar con rigor de pauperismo».
69 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, o.c, p. 76. Vide Elena MAZA ZORRI-
LLA, Pobreza y asistencia social en España, Siglos XVI-XX, Universidad de Valladolid, Valladolid, 1987, p. 52: «Don
Carlos y Doña Juana mandan que sólo los verdaderos pobres puedan pedir limosna, circunscrita a los pueblos de su natu-
raleza y jurisdicción o un radio de seis leguas a la redonda. Deberían llevar -excepto los ciegos- cédula del párroco con
su nombre y señas, personales, visada por la justicia [...]. Las Cortes de Valladolid de 1555 solicitan a Felipe II que a las
leyes vigentes sobre mendigos se añada la constitución en todos los pueblos de un "padre de pobres", encargado de pro-
porcionar ocupación, remedio y cura a cuantos lo necesiten. En parte, el monarca satisfizo estos deseos. Por Pragmática
del 7 de agosto de 1565 (ley XIV) se organizan los "diputados de parroquia", dos "personas buenas" de cada feligresía
ocupadas en averiguar y buscar a los mendigos, distinguir los impedidos y decrépitos, proveerlos de licencias para pedir
(visadas por el párroco y confirmadas por la justicia) y, previo registro, del socorro material de los pobres vergonzantes».
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1.3. La gestión de monopolios ocupacionales en manos de los invidentes70 71.
“Los ciegos de Zaragoza (primeras ordenanzas en 1537) consiguieron el monopolio
de una actividad muy peculiar, cual era la de recitar y cantar oraciones a domicilio. En
caso de enfermedad, y mientras ésta se prolongase, los mayordomos de la cofradía se
encargarían de que otros ciegos visitaran a los parroquianos del enfermo, con el fin de
que "la tal deuocion (devoción) de los dichos perrochianos no se aya de perder". El
enfermo recibiría de los suplentes sus sueldos íntegros. Esta cofradía tenía facultad de
multar a cualquier otra persona ajena, ciega o no, que cantara u orara a domicilio, con
la excepción de los miembros de la Iglesia72.”
“Los ciegos de Madrid (primeras ordenanzas de 1614) también disfrutaban de su propio
monopolio ocupacional. De hecho, disfrutaban de dos monopolios: la venta de gacetas, dia-
rios, almanaques, guías y toda suerte de pequeños folletines; y el ejercicio público de la músi-
ca. Al mismo tiempo, la Hermandad era una sociedad funeraria73 para los madrileños no cie-
gos. A fínales del siglo XVIII, esta hermandad era uno de los gremios más prósperos de la villa.
70 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ,Los ciegos en la historia,Tomo I, ONCE, Madrid, 1991, pp. 561-
564: «Durante la Edad Media se hicieron famosos "Los romances del cordel", coplas y recetas que lleva-
ban los ciegos sujetas a un cordel y colgando en la pechera para venderlas por las casas a distintos precios,
al mismo tiempo que explotaban los sentimientos y aficiones de sus moradores para obtener mejores bene-
ficios. Formaban hermandades en los grandes núcleos de población para distribuirse por sectores las man-
zanas de casas o las calles donde debía postular cada hermano, y llevaban un cencerro para anunciar su
presencia a los posibles clientes y exigir a los ciegos intrusos que abandonasen el lugar, pues de lo contra-
rio serían severamente castigados por los corregidores del municipio, que siempre solían ser los hermanos
mayores de estas cofradías. [...].
En 1314 se fundó en Valencia la cofradía de "Los ciegos oracioneros", cuyos miembros se encargaban de
dirigir el resto del rosario y demás responsorios en los velatorios, triduos, novenas y otros actos devotos
que se ofrecían por el alma de quien acababa de morir. [...].
En 1329 se constituyó en la ciudad del Turia una asociación de mendigos que determinaba los puestos
donde cada miembro debía postular y le cobraba una cuota para tener un fondo con el que atender a sus
asociados en caso de enfermedad y pagar su sepelio. [...].
En 1329 se crea en Barcelona la cofradía "El cecs trovadors", que agrupa a los privados de vista músicos
y poetas de la Ciudad Condal para concertar los contratos laborales y distribuir adecuada y oportunamen-
te el trabajo. [...].
A finales del siglo XIV, algunos ciegos de Zaragoza formaron una sociedad de recaderos, trajinantes y ordi-
narios, cuyo cometido era llevar mercancías, cartas y mensajes a los pueblos de esta provincia, [...]».
71 Vide Marcel BATAILLON, Erasmo y el erasmismo, Traducción castellana de Carlos PUJOL, Editorial
Crítica, Barcelona, 1978, p. 188: «Vives enumera con visible complacencia los múltiples trabajos que pue-
den realizar los ciegos. No sólo ciertos estudios y la música están a su alcance, sino que los hombres pue-
den manejar tornos o prensas, accionar fuelles de forja, confeccionar cajas, jaulas, cestos; las mujeres pue-
den hilar y devanar».
72 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de
Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 24.
73 Vide Juan Francisco PÉREZ GÁLVEZ, El sistema funerario en el derecho español, Aranzadi,
Pamplona, 1997.
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Algunas fuentes literarias relatan, aun con tonos cómicos que muestran un cierto
desapego, e incluso desprecio por aquel modo de vida (o de supervivencia), los afanes
de los ciegos madrileños en aquellas dos actividades. Respecto a la venta de la Gaceta,
el acontecer era el siguiente74”:
"[....] solía suceder que llegase a Madrid un correo gabinete con pliegos para la
Secretaría de Guerra; como por ensalmo cundía entre aquellos (ciegos) la noticia, y
paso a paso, iban agrupándose en torno a la Imprenta Real o Nacional, según los tiem-
pos, y allí aguardaban una, dos, tres o más horas, hasta que se abría el despacho; se aba-
lanzaban frenéticos a la reja y adquirían unas cuantas decenas de gacetas extraordina-
rias: desde allí se dividía la numerosa falange con rumbo a los cuatro vientos y dise-
minados los ciegos corrían como energúmenos, aturdiendo los oídos del pacífico ciu-
dadano, y perdiendo de vender su género en fuerza de andar deprisa y de los gritos de
sus colegas, que tampoco querían hacer alto hasta que se apoderaran de una calle donde
campeasen solos. Perspectiva por entonces animada presentaba la Puerta del Sol con
todas sus avenidas; todo era ir y venir ciegos y arrebatarles la noticia a puñadas, y for-
marse grupos, donde se recogían con avidez las palabras del que leía".
Respecto a la música callejera, el relato tampoco está libre de una cierta jocosidad
hostil:
"Lleva nuestro ciego una guitarra, o mejor dicho la guitarra le conduce a él, que
ocupándole las dos manos y no pudiendo hacer caso de su palo, especie de péndulo
ondulatorio, las armoniosas cuerdas que pulsan sus delicados dedos son un aviso sig-
nificativo y le salvan las dificultades que a su lento y sereno paso se le oponen. Y nada
importa que en vez de guitarra lleve violín, que a aquel que nada ve, la naturaleza nos
dice que habrá de tocar bien. Mira lector a nuestro hombre en la calle de Toledo en la
puerta de San Isidro el Real, cercado de una porción de curiosos que así tienen la boca
abierta, como el ciego la vista tapada, el palo colgado de un botón, el recado de las
coplas al cuello, la capa sujeta al mismo, aunque echada atrás, el instrumento en acti-
tud de obrar, y boca y manos, y cabeza y pies, diciendo y haciendo sin pies ni cabeza,
aunque con tanto gesticulación y dificultosas caras, como quien quiere marcar, con el
rostro, lo que los ojos no pueden, pero quisieran decir"»7576
74 Vide Roberto GAVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp. 24-
26.
75 Ibidem, pp. 24-26. Vide Esther BURGOS BORDONAU, Historia de la enseñanza musical para ciegos
en España: 1830-1938, ONCE, Madrid, 2004.
76 Vide La Niña de la Puebla, Milonga:
Noche eterna de mis ojos,
Luz en la sombra escondía;
yo vivo en la oscuridá
sin otra luz que mi vía;
luz y vía es mi cantar
como lágrima sentía».
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La eliminación de privilegios existentes en favor de los ciegos en el antiguo régi-
men, se produce a través de una serie de leyes emitidas a finales del siglo XVIII y
comienzos del siglo XIX. Así con la Real Orden de 5 de abril de 1795, y Real Cédula
de 29 de enero de 1804, se derogaban las exenciones que los ciegos tenían acerca del
pago de contribuciones, alcabalas, arbitrios y cientos. Esta eliminación de privilegios,
se completaría en la Novísima Recopilación de Leyes, sancionada por Real Cédula de
Carlos IV el día 15 de julio de 1805, en los siguientes términos: "los ciegos por serlo
no deben gozar de inmunidad personal o eclesiástica, ni tampoco son exentos de con-
tribuciones reales en los frutos de labranza, sean de haciendas de su propiedad o arren-
dadas, ni por sus comercios y granjerias, antes han de estar sujetos a lo que pagan los
demás vasallos legos" (ley 30 del título XVIII del libro VI). Esta legislación se com-
pletaría con la Ley dada por Fernando VII en octubre de 1823: por la que se prohibían
todas las sociedades que juzgó subversivas o inútiles, teniendo esta última considera-
ción regia muchas asociaciones y gremios de ciegos existentes en el momento, con lo
que, en el caso del colectivo de ciegos, quedaba legalmente zanjado el paso del antiguo
al nuevo régimen.
Con la pérdida de privilegios y la eliminación de su forma tradicional de asociación,
muchos de estos minusválidos quedarán sometidos al régimen general de tratamiento
de la mendicidad77.
1.4. Los establecimientos de beneficencia, las rifas y el recogimiento de
los ciegos.
1.4.1. Evolución histórica de la beneficencia y la afectación de los esta-
blecimientos públicos7879.
77 Vide Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles: 1938-1948, Universidad de Navarra, 1998, pp. 32-33.
78 Vide: José Luís SEBASTÍAN LÓPEZ, De la "utilitas pública" al interés público del artículo 35 del
Código Civil, Tomo I, Universidad Complutense, Madrid, 1985, pp. 113-118: los establecimientos desde
la época romana y su clasificación; Ibídem, Tomo II, p. 392: el sostenimiento de los establecimientos públi-
cos, p. 560: el proyecto de Código Civil de 1851 y los establecimientos, p. 637: 1859, censo de estableci-
mientos de beneficencia; Urbano VALERO AGUNDEZ, La fundación como forma de empresa,
Universidad de Valladolid, Valladolid, 1969, p. 70: los establecimientos en el derecho romano.
79 Vide Concepción ARENAL, la beneficencia, la filantropía y la caridad, Memoria premiada por la Real
Academia de Ciencias Morales y Políticas, Madrid, 1861, pp. 13-19, donde se encuentra el cuadro crono-
lógico de los principales establecimientos de beneficencia en España, que por su interés, paso a reprodu-
cir:
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	ESTABLECIMIENTO
	NOMBRE
DEL PUEBLO
	NOMBRE DEL FUNDADOR
	AÑO EN
QUE SE
FUNDÓ

	Hospital de S. Juan
	Oviedo
	Alonso VI
	1058

	Hospital
	Cardona
	D. Ramón Folch
	1083

	Hospital de la Seo
	Zaragoza
	Doña Hodierna de la Fuente
	1152

	Hospital del Rey
	Burgos
	Alonso VIII
	1212

	Hospital de Santa Cruz
	Barcelona
	Varios vecinos
	1229

	Alberguería
	Oviedo
	Doña Balesquida Giráldez
	1232

	Hospital llamado
de S. Juan de Dios
	Alicante
	D. Bernardo Gomir
	1333

	Hospital
	Teruel
	Doña Magdalena de la Cañada
	1333

	Hospital de Pobres
	Vich
	D. Ramón Terrados (comerciante)
	1347

	Hospital de S. Bernardo
	Sevilla
	Varios sacerdotes sevillanos
	1355

	Hospital de Sacerdotes pobres
	Valencia
	Cofradía de Nuestra Señora
	1356

	Hospital de S. Miguel
	Murviedro
	D. Antonio Peruyes
	1367

	Hospital de Huérfanos
	Barcelona
	D. Guillén de Pou
	1370

	Hospital de las Misericordias
	Guadalajara
	Doña María López
	1375

	Hospital de S. Cosme y Damián
	Sevilla
	Varios médicos y cirujanos
	1383

	Hospital
	Castellón
	D. Guillermo Trullols
	1391

	Hospital de Eu-Conill
	Valencia
	D. Francisco Conill
	1397

	Hospital de Eu-Bou
	Valencia
	D. Pedro Bou
	1399

	Hospital
	Castrogeriz
	D. Juan Pérez y su esposa
	1400

	Hospital
	Poza
	D.Juan Lences
	1400

	Hospital
	Villafranca
	Doña Juana Manuel
	1418

	Hospital de S. Mateo
	Sigüenza
	D. Diego Sánchez
(dignidad de la Catedral)
	1445

	Hospital General
	Palma de M.
	Alonso V de Aragón
	1456

	Hospital de S. Antonio
de los peregrinos
	Segovia
	D. Diego Arias
	1461

	Hospital de la Misericordia
	Talavera
	D. Fernando Alono
	1475

	Casa de la Misericordia
	Sevilla
	D. Antonio Ruiz (sacerdote)
	1477

	Hospital
	Oña
	D. Martín de Oña
	1478

	Hospital de S. Juan
	Burgos
	Los Reyes Católicos
	1479

	Hospital de la Misericordia
	Alcalá de Henares
	D. Luís Entezana y su esposa
Doña Isabel de Guzmán
	1486

	Antiguo Hospital del
Campo del Rey
	Madrid
	D. García Alvarez de Toledo
(Obispo de Astorga)
	1486

	Hospital de Dementes
	Valladolid
	D. Santos Velazquez
	1489

	Hospital de la Magdalena
Catedral
	Almería
1492
	D. Rodrigo Demandia y el Cabildo de
	la

	Hospital de Sarita Ana
	Granada
	Los Reyes Católicos
	1492

	Hospital Real
	Santiago
	Los Reyes Católicos
	1492

	Hospital de Santa Cruz
	Toledo
	D. Pedro González Mendoza
	1494

	Hospital de la Misericordia
	Segovia
	D. Juan Arias (Obispo de la diócesis)
	1495

	Hospital
	Ponferrada
	Los Reyes Católicos
	1498

	Hospital de Nuestra
Señora de Gracia
	Tudela
	D. Miguel de Eza
	1500

	Hospital de S. Sebastián
	Badajoz
	D. Sebastián Montoro
	1500
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	ESTABLECIMIENTO
	NOMBRE
DEL PUEBLO
	NOMBRE DEL FUNDADOR
	AÑO EN
QUE SE
FUNDÓ

	Hospital
	Lizarza
	D. Domingo Ibarrondo
	1500

	Hospital de la Caridad
	Olivenza
	El Rey D. Manuel de Portugal
	1501

	Hospital de S. Lucas
y S. Nicolás
	Alcalá de Henares
	El Cardenal Cisneros
	1508

	Hospital de los Viejos
	Briviesca
	D. Pedro Ruiz
	1513

	Hospital de la Caridad
	Granada
	D. Diego San Pedro
y D. Gaspar Dávila
	1513

	Hospicio
	León
	D. Cayetano Cuadrillero
(Obispo de la diócesis)
	1513

	Hospital para forasteros
	Quintanilla
	D. Juan Martínez
	1524

	Hospital del Obispo
	Toro
	D. Juan Rodríguez Fonseca
(Arzob. de Burgos)
	1524

	Hospicio
	Tudela
	D. Juan de Aragón y
D. Pedro Gerónimo Ortiz
	1526

	Hospital
	Avilés
	D. Pedro Solís
	1530

	Hospital de Huérfanos
	Zaragoza
	Varios vecinos
	1543

	Hospital General
	Pamplona
	El Arcediano D. Ramiro Goñi
	1545

	Hospital de tas Cinco Llagas
	Sevilla
	Da Catal. Rivera y su hijo D. Fadrique
Enríquez
	1546

	Hospital
	San Sebastián
	D. Pedro Fernández
	1550

	Casa de Expósitos
	Córdoba
	El Deán D. Juan Fernández
de Córdoba
	1552

	Hospital de S. Juan de Dios
	Madrid
	El Venerable Antón Martín
	1552

	Hospital de S. Juan de Dios
	Castro del Rio
	Licenciado D. Juan López Illescas
	1557

	Hospital de Santiago
	Oviedo
	D. Gerónimo Velasco
(Obispo de la diócesis)
	1560

	Hospital de la Concepción
	Burgos
	D. Diego Bernuy
	1562

	Antiguo Hospital de S. Millan
	Madrid
	Varias personas caritativas
	1565

	Hospital de la Misericordia
	Jaén
	Cofradía de la Misericordia
	1570

	Inclusa
	Madrid
	Cofradía de Ntra. de la Soledad
	1572

	Hospital de S. Roque
	Santiago
	El Arzobispo D. Francisco Blanco
	1577

	Inclusa
	Jaén
	D. Diego Valenzuela
	1582

	Hospicio
	Santiago
	Hermandad de Ntra.
Sra. de la Misericordia
	1583

	Hospital de dementes
	Toledo
	D. Francisco Ortiz (Nuncio de S.S.)
	1583

	Casa de Misericordia
	Barcelona
	Dr. D. Diego Pérez Valdivia
	1583

	Hospital de
Ntra. Sra. de los Remedios
	Oviedo
	D. Iñigo de la Rua (Abad de Teverga)
	1584

	Hospital del Buen Suceso
	Coruña
	Ares González
	1588

	Hospital General
	Madrid
	Felipe II
	1590

	Casa de Arrepentidas
	Palma de M.
	Fray Rafael Serra
	1592

	Antiguo Colegio de
Desamparados
	Madrid
	Congregación del Amor de Dios
	1592

	Obra pía para dar limosna
	Castrojeriz
	D. Sebastián Ladrón
	1594

	Hospital de S. Juan de Dios
	Segovia
	D. Diego López
	1594

	Hospital de S. Juan de Dios
	Pontevedra
	El Ayuntamiento
	1595
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	NOMBRE DEL FUNDADOR
	AÑO EN
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	Colegio de Niños
del Amor de Dios
	Valladolid
	D. Francisco Pérez Nájera
	1595

	Hospital de S. Juan y S. Jacinto
	Córdoba
	D. Pedro del Castillo
	1596

	Hospital de la Concepción
	Bujalance
	D. Martín López
	1604

	Refugio
	Madrid
	El padre Bernardino de Antequera
y los señores
D. Pedro Laso de la Vega,
D. Juan Serra y la Hdad del Refugio
	1615

	Casa de la Caridad
	Salamanca
	D. Bartolomé Caballero
	1623

	Hospital de Sacerdotes
	Sevilla
	La Hermandad de Jesús Nazareno
	1627

	Hospital de S. Julián y S. Quirce
	Burgos
	D. Pedro Barrantes
y D. Gerónimo Pardo
(Abad de San Quirce)
	1627

	Hospital
	Zamora
	Los señores D. Isidro
y D. Pedro Morán.
	1629

	Hospital de S. Pablo
	Barcelona
	Doña Lucrecia Gualba,
Doña Victoria Aslor,
Doña Elena Soler y D. Pablo Ferranz
	1629

	Obra Pía para dotar
doncellas huérfanas
	Burgos
	Doña Ana Polanco
	1630

	Hospital
	Tornavacas
	Licenciado D. Tomás Sánchez
	1633

	Hospital de Mujeres
	Cádiz
	D. Juan Just, D. Manuel Yliberry,
	

	
	
	Doña Jacinta Armengol
(Marquesa de Campo Alegre)
	1648

	Hospital de Ntra.
Sra. de la Piedad
	Nájera
	Una Congregación
	1648

	Hospicio
	Zaragoza
	Los hermanos de la Escuela de Cristo
	1666

	Colegio de la Paz
	Madrid
	La Duquesa de Feria
	1669

	Casa de Misericordia
	Valencia
	La Ciudad
	1670

	Hospital de Jesús Nazareno
	Córdoba
	El Reverendo Cristóbal
de Santa Catalina
	1673

	Hospicio
	Madrid
	El beato Simón de Rojas
	1674

	Casa de Misericordia
	Palma de M.
	La Ciudad
	1677

	Hospital de la Orden Tercera
	Madrid
	La Orden y Doña Lorenza
de Cárdenas
	1678

	Hospital de S. Julián
	Málaga
	Varias personas principales
	1682

	Hospital de Convalecencia
	Toro
	D. Félix Rivera y su esposa
Da Teresa Sierra
	1699

	Casa de Misericordia
	Pamplona
	El Ayuntamiento
	1700

	Hospital del Cardenal
	Córdoba
	El Cardenal D. Pedro Salazar
(Obispo de Cardona)
	1701

	Hospital
	S. Sebastián
	La Ciudad
	1714

	Hospital de Jesús Nazareno
	Castro del Rio
	D. Tomás Guzmán
	1741

	Casa de Misericordia
	Alicante
	D. Juan Elias Gómez
	1743

	Casa del Retiro
	Barcelona
	D. Gaspar Sanz y la Congreg.
de la Esperanza
	1743
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	Hospital
	Torrellas
	D. Pedro Tudela (médico de la Villa)
	1746

	Hospicio
	Jaén
	Fray Benito Masin
(Obispo de la diócesis)
	1751

	Hospital
	Undues de Lerda
	D. Matías García
	1751

	Casa de Misericordia
	Murcia
	El canónigo D. Felipe Munise
	1752

	Hospicio
	Salamanca
	Fernando VI
	1752

	Hospicio Provincial
	Oviedo
	D. Isidoro Bil
(Regente de la Audiencia)
	1752

	Casa de Misericordia
	Valladolid
	Varios vecinos
	1752

	Hospicio
	Badajoz
	Fernando VI
	1757

	Hospicio
	Cádiz
	La Hermandad de la Caridad
y el Marqués del Real Tesoro
	1763

	Hospital de S. Fernando
	Coruña
	D. Tomás del Valle (Obispo de Cádiz)
	1768

	Hospital de Carretas
	Santiago
	D. Bartolomé Rajoy
(Arzobispo de la diócesis)
	1770

	Casa de Misericordia
Inclusa
	Tudela
Vitoria
	Doña María de Hugarte
Una Asociación
	1771
1780

	Hospital de la Caridad
	Ferrol
	La Villa y el Sarg. Mayor
D. Dionisio Sánchez
	1780

	Hospital
	Villalengua
	Doña Josefa Vera
	1780

	Hospital
	Erla
	D. Pedro Castrillo
	1782

	Hospicio
	Cuidad-Real
	D. Francisco Lorenzana
(Arzobispo de Toledo)
	1784

	Casa de Expósitos
	Mondoñedo
	D. Francisco Cuadrillero
(Obispo de la diócesis)
	1786

	Casa de Huérfanos de S. Vicenta
	Castellón
	D. José Climent (Obispo de Cardona)
	1789

	Hospital de la Ciudad
	Coruña
	La Congregación del Espíritu Santo
y Doña Teresa Herrera
	1791

	Casa de Misericordia
	Teruel
	D. Feliz Rico (Obispo de la diócesis)
	1798

	Casa de Expósitos
	Palma de M.
	D. Bernardo Noval y Crespi
(Obispo de la diócesis)
	1798

	Hospicio
	Astorga
	El Deán D. Manuel Revilla
	1799

	Casa de Caridad
	Barcelona
	El Capitán General
Duque de Lancaster
	1803

	Hospital de mujeres incurables
	Madrid
	La Condesa Viuda de Lerena
	1803

	Hospital de S. Rafael
	Santander
	D. Rafael Omás Menéndez
(Obispo de la diócesis)
	1803

	Casa de Expósitos
	Pamplona
	D. Joaquín Uriz
(Obispo de la diócesis)
	1803

	Casa de Caridad
	Vergara
	El Ayuntamiento
	1806

	Hospicio
	Córdoba
	D. Pedro Trevilla
(Obispo de la diócesis)
	1807

	Hospital
	Bilbao
	La Villa
	1818

	Casa de Beneficencia
	Valladolid
	El Capitán General
C. Carlos O'Donell
	1818

	Casa de Caridad
	Santander
	El Ayuntamiento
	1820
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Los principios liberales e individualistas alcanzarán su aplicación en España, sobre los plantea-
mientos iniciales de los hombres de la Constitución de Cádiz, cuando se puso en marcha el proceso
desamortizado}:. Para el caso concreto de los Ayuntamientos, el párrafo VI del art. 321 establecía:
«Estará a cargo de los Ayuntamientos el cuidado de los hospitales80, hospicios, casas de
expósitos y demás establecimientos de beneficencia, bajo las reglas que se prescriban».
Corresponderá a las Diputaciones (art. 335, párrafos II y VIII)81 82:
«Velar sobre la buena inversión de los fondos públicos de tos pueblos y examinar
	ESTABLECIMIENTO
	NOMBRE
DEL PUEBLO
	NOMBRE DEL FUNDADOR
	AÑO EN
QUE SE
FUNDÓ

	Casa de Beneficencia
	Castellón
	El Ayuntamiento
	1822

	Casa de Caridad
	Vich
	Una Junta
	1832

	Asilo de S. Bernardino
	Madrid
	El Corregidor Marqués de Pontejos
	1834

	Casa de Expósitos
	Coruña
	El Jefe Político, D. José Martínez,
y el Ayuntamiento
	1844

	Casa de Ma Sma.
de las Desamparadas
	Madrid
	La Sra. Vizcondesa de Jorbalán
	1845

	Hospital de hombres incurables
	Madrid
	El Gobernador D. Melchor Ordoñez
	1852


80 Vide José ORTIZ DÍAZ, "Hacia una reordenación de la sanidad pública española: el problema hospitalario", RAP,
51, (1966), pp. 154-160, donde expone una interesantísima evolución histórica de los hospitales: «El hospital de
Occidente fue durante tiempo -siglos IV al XII-, en muchos casos, un hotel gratuito e indiferenciado para acoger a
los pobres y cuidar a los enfermos. [...]. Desde el siglo XII a la Reforma, las fundaciones de hospitales en Europa se
multiplicaron extraordinariamente y el hospital como institución alcanzó gran importancia. Su erección por los reyes
y señores feudales, cofradías religiosas, corporaciones o gremios, particulares o por los obispos, obedecía en muchos
casos a una motivación religiosa. [...]. El hospital -y nos referimos fundamentalmente al europeo en la época citada-
constituyó un establecimiento principalmente benéfico más que sanitario, para indiferentemente recoger y atender a
los pobres, a los inválidos, a los peregrinos y curar gratuitamente a los enfermos indigentes.
Los famosos "hôtels-Dieu" (o "Maissons-Dieu") fueron establecimientos generalmente no especializados, donde
se recibían no sólo a los enfermos, sino también a los pobres, a los peregrinos, a las mujeres arrepentidas.
En la historia de muchos de los hospitales españoles se observa la mezcla de enfermería, asilo y hospede-
ría, y también su causalidad caritativo-cristiana».
81 Vide Instrucción para la administración y gobierno de los establecimientos de beneficencia general de 27 de
enero de 1885. art. 3: «Son establecimientos de Beneficencia general y funcionan como tales: 1. El Hospital de
la Princesa, establecido en Madrid, con destino al albergue de enfermos de padecimientos agudos; 2. Los hospi-
tales de los enfermos incurables o decrépitos, establecidos también en Madrid bajo la denominación de Jesús
Nazareno y Nuestra Señora del Carmen. 3. El hospital de decrépitos y ciegos de ambos sexos, denominado del
Rey, establecido en Toledo. 4. El hospital-manicomio de Santa Isabel, de Leganés. 5. El hospital hidrológico de
Carlos III, establecido en Trillo (Guadalajara). 6. El Colegio de Ciegos de Santa Catalina de los Donados, de
Madrid. 7. El Colegio de huérfanos denominados en La Unión, en Aranjuez».
82 El Estatuto provincial de 1925 determinaba que tos establecimientos hospitalarios provinciales se incluyen bajo
la rúbrica de acción o servicios de Beneficencia. Yasí, entre las obligaciones mínimas de las Diputaciones provin-
ciales en material de beneficencia (art. 127) se señalan las siguientes: «A) Sostenimiento por lo menos de una Casa
provincial de Maternidad y Expósitos. B) Sostenimiento de una Casa de Beneficencia hospitalaria. [...]. D)
Sostenimiento de una Casa de Caridad, para reclusión de dementes pobres».
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sus cuentas, para que, con su visto bueno, recaiga la aprobación superior, cuidando de
que en todo se observen las leyes y reglamentos [...].
Cuidar de que los establecimientos piadosos y de beneficencia llenen su respectivo
objetivo, proponiendo al gobierno las reglas que estimen conducentes para la reforma
de los abusos que observaren»83.
La Ley de 27 de septiembre de 1820 atacó a las Iglesias y demás establecimientos simi-
lares, eclesiásticos o laicos que se agrupaban como "manos muertas", iniciando así el régi-
men de la desvinculación. El Estado se vio obligado a cubrir las funciones de beneficencia
que estaban atendidas por dichas entidades y, acaso consciente de sus limitaciones adminis-
trativas, y sobre todo económicas, empezó a sentar las bases que llevarían a la distinción
entre beneficencia pública y beneficencia privada al hablar, por una parte, de la "beneficen-
cia general" y, por otra parte, de la llamada "beneficencia particular". Esta última se man-
tendrá con altibajos y, siempre sometida a un régimen cautelar que se completará en la fun-
ción de tutela a cargo de la Administración pública.
El resultado llegó a ser el siguiente: el Estado desarrollará directamente ciertos ser-
vicios mediante los denominados "establecimientos públicos" en régimen de prestación
directa, pero, además, ejercerá un control sobre la beneficencia privada, para la que exi-
gió la previa constitución de una persona jurídica del tipo "fundación" sobre la que ejer-
cía la tutela administrativa (régimen de protectorado). La Ley de 27 de diciembre de
1821 y, sobre todo, la Ley de 20 de julio de 1849 darán como resultado este régimen
jurídico84. El concepto central será el siguiente:
«Los establecimientos de beneficencia son públicos. Se exceptúan únicamente, y se
consideran como particulares si cumpliesen con el objeto de su fundación, los que se
costeen exclusivamente con fondos propios, donados o legados por particulares, cuya
dirección y administración esté confiada a corporaciones autorizadas por el Gobierno
para este efecto a patrones designados por el fundador [...]» (Ley de 1849, art. 1).
La citada Ley de 20 de junio de 1849 organizó la beneficencia pública. La beneficencia
83 Vide Manuel HERRERAGÓMEZ, Los orígenes de la intervención estatal en los problemas sociales, Escuela
Libre Editorial, Madrid, 1999, pp. 170-171: «Esta municipalización de la beneficencia efectuada por la
Constitución gaditana responde a dos motivos fundamentales. En primer término, a la pronta transformación de
la pobreza. Esta es cada vez más urbana y menos rural; en consecuencia, no cabía otra solución que reforzar la
capacidad urbana de asistencia. La antigua asistencia centrada en enfermos, expósitos y vagos itinerantes se mues-
tra insuficiente, los nuevos beneficiarios serán las masas de jornaleros que invaden las ciudades y amenazan con
desbordar la precaria dotación municipal para controlar la vida urbana. [...].
Un segundo elemento que explica esta municipalización es la imposibilidad de la Iglesia para realizar la
función asistencial que tradicionalmente había mantenido como propia, imposibilidad que se encuentra
fundamentada en la desamortización de los patrimonios de los establecimientos asistenciales y conventos,
proveedores regulares de ayudas. [...]».
84 Vide Efren BORRAJO DACRUZ, "De la previsión social a la protección en España: bases histórico-
institucionales hasta la constitución", Revista de Economía y Sociología del Trabajo, 1, (1989), p. 28.
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privada se reguló por el Decreto e Instrucción de 27 de abril de 1875, que fue sus-
tituido por el Real Decreto e Instrucción de 14 de marzo de 1899, que recogía las
modificaciones de 27 de enero de 1865, de 1879, de 1881, de 1885, etc. Tanto la
Ley de 1849 como las normas integradas en 1899 han constituido, básicamente, la
legislación vigente en la materia. Las modificaciones posteriores afectarán al régi-
men económico, rendición de cuentas, etc., pero, sobre todo, dividirán el régimen
del patronato, atribuido en principio al Ministerio de la Gobernación, entre otros
Ministerios según la especialización de la fundación tutelada85.
1.4.2. La expresión "establecimiento público" en el derecho comparado.
Inicialmente la expresión establecimiento público en el derecho francés aludía sim-
plemente al hecho de que determinadas finalidades de un marcado carácter técnico eran
prestadas por la Administración (fundamentalmente por los entes locales) en régimen
de establecimiento, esto es, en unas organizaciones ad hoc de elementos personales y
reales, aptos para satisfacer dichos fines. Esta calificación supone fundamentalmente
una contabilidad especial y una cierta autonomía financiera y patrimonial, autonomía
más de hecho que jurídica, pues jurídicamente dichas organizaciones no son sino órga-
nos del Estado (o de las colectividades locales), que por sus funciones características
no pueden ajustarse por completo a las reglas contables de éste. La entidad de dichos
establecimientos es la de una unidad organizativa, que financieramente se configura
como una caja especial86.
En Francia, la ampliación del concepto de establecimiento público, se produce por el recha-
zo de la Revolución hacia los cuerpos intermedios. De modo, que se niega a las personas jurí-
dico privadas la capacidad de recibir liberalidades (donaciones y legados). Solamente las per-
sonas morales; públicas gozan de este derecho, en virtud de un reconocimiento legal (declara-
ción de utilidad pública); es así como se forzará la necesidad de obtener un reconocimiento
como "establecimiento de utilidad pública" a toda una serie de personas puramente privadas.
Sin embargo, las necesidades a que había respondido la constitución orgánica de la socie-
dad anterior a la revolución tenían realidad y volvieron a resurgir (colegios de abogados y
procuradores, asociaciones de riego, etc.) y el resultado fue su calificación como "estableci-
mientos públicos", y no de "utilidad pública", porque éstos eran entes puramente privados de
tipo fundacional. Por tanto, con este nombre se designaban dos tipos de entes muy diferen-
85 Ibídem, p. 28.
86 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «estableci-
miento público»", Documentación Administrativa, 155, (1973), pp. 9-10.
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tes87: unos (los originarios) que eran auténticos servicios estatales; y otros, entes representan-
titos de intereses sociales, ajenos y exteriores al Estado (fuera de su organización)88.
Debe destacarse que la función que se atribuye a dichos establecimientos públicos
es la gestión de servicios que tienden a la satisfacción de intereses generales89 por vías
que no suponen de ordinario, ejercicio de autoridad sobre los ciudadanos9091.
87 Vide Carlos GARCÍA OVIEDO, Derecho Administrativo, 8a ed., preparada por Enrique MARTÍNEZ
USEROS, Patronato de Cultura de la Exma Diputación de Murcia, Murcia, 1962, p. 552, nota 2: «Los fran-
ceses llaman "establecimientos públicos" a estas entidades configuradas por la doctrina jurídica sobre la
base-idea del "servicio público" y las notas que lo caracterizan.
A consecuencia del desarrollo moderno de la actividad industrial del Estado y en relación con estas empre-
sas se preguntan los autores si los referidos "establecimientos públicos" habrán de continuar exclusivamen-
te adscritos a las exigencias del servicio público en su concepción clásica o si, ampliando su cometido,
deberán abarcar también, con las rectificaciones oportunas, las actividades propias de las nuevas empresas.
En vista de este problema, ciertos autores hablan de "crisis" de la noción de establecimiento público, esti-
mándola estrecha e inadecuada en relación con el momento industrial presente».
88 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «estableci-
miento público»", Documentación Administrativa, 155, (1973), pp. 13-16.
89 Vide Franck MODERNE, "Los entes administrativos instrumentales en Francia" en AAVV,
Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco CLAVERO ARÉVALO), Instituto
García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, p. 1747 (el autor de este artículo es Catedrático de Derecho Público
en La Sorbona, París): «No existe la expresión "entes administrativos instrumentales" en el Derecho admi-
nistrativo francés. Pero sí existe la categoría de personas jurídicas administrativas no territoriales, cuya
figura más conocida es la de los establecimientos públicos.
Pese a la cantidad enorme de estudios de todos los tipos, de tesis doctorales, de libros, etc., la situación
sigue siendo lamentablemente confusa tanto desde el punto de vista del Derecho positivo como desde el
punto de vista del análisis jurídico de carácter conceptual».
90 Vide: Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos autónomos en el derecho público español: tipo -
logia y régimen jurídico, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987, pp. 24-25; Gaspar ARIÑO
ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «establecimiento público»", Documentación
Administrativa, 155, (1973), p. 16. En las pp. 17-18, afirma: «La presencia de elementos sociales, de fuerzas ajenas al
Estado-organización, y un principio de orden financiero, aconsejarán dotar de autonomía e independencia a estos entes,
sin identificarlos subjetivamente con la Administración centralizada, depositaría general de la puissance publique. Para
ello se les reconocerá personalidad jurídica, lo cual les permite constituir su propio patrimonio recibir donaciones o lega-
dos, adquirir o enajenar, estar en juicio y asumir sus propias obligaciones. Es ésta -la autonomía e independencia patri-
monial y financiera- una nota esencial a la construcción jurídica de estos entes. Por lo mismo, sólo participan en los pri -
vilegios e inmunidades propios de la Administración en la medida en que la ley les haya revestido de ellos, debiendo
tal atribución ser interpretada con un criterio restrictivo, estricto, referido únicamente al fin que se les ha confiado. La
autoridad, la puissance, pertenece únicamente a la Administración central; estos entes no están revestidos, propiamente
hablando, de poder público, [...]. A ellos se confía la realización de puros actos de gestión, si bien en algunos casos gozan
de ciertos privilegios e imponen determinadas cargas (o mejor contribuyen a su ejecución), porque en su actividad
"toman parte en la administración pública". Queda, pues, claro que su calificación como Administración queda referi-
da fundamentalmente a la naturaleza de su actividad.
91 Vide Franck MODERNE, "Los entes administrativos instrumentales en Francia" en AAVV, Administración
instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco CLAVERO ARÉVALO), Instituto García Oviedo-Cívitas,
Madrid, 1994, pp. 1749-1750: «La aparición y multiplicación en Francia de entes instrumentales del Estado y,
en un grado menor, de las corporaciones locales (municipios, departamento, región) se han basado en la técni-
ca jurídicamente sutil y útil de la personalidad moral o personalidad jurídica. Fue el grado extremo de esa orga
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En resumen, el concepto unitario de establecimiento público clásico que es el que se reci-
be en España para calificar a las Cámaras de Comercio se inserta en un concepto de
Administración como actividad 92.
nización de forma que cada ente se independice no sólo como simple conjunto de personas físicas y de medios
materiales para cumplir una función determinada, sino como centro de imputación de relaciones jurídicas,
como personalidad separada de la de la Administración matriz. [...].
Así ha aparecido en el Derecho administrativo francés la fundamental figura del establecimiento público, cuya
aplicación más frecuente se dio en el campo de la gestión de servicios administrativos clásicos, los de carácter
benéfico, sanitario, docente o cultural (hospitales, hospicios, colegios, liceos, universidades, museos, bibliote-
cas públicas, etc.). La singularidad bien conocida de esta forma organizativa es la de conciliar la subordinación
(relativa) a la autoridad central (concretamente a un departamento ministerial) o local con una autonomía
(igualmente relativa) en la gestión de un servicio público clásico.
Se reconoce al establecimiento público una autonomía patrimonial auténtica con el fin de atraer a su patrimo-
nio ciertas liberalidades (herencias, legados, donaciones) y puede servir de marco orgánico aceptable de cola-
boración en tareas de interés público entre la Administración y los grupos sociales interesados.
La doctrina administrativista francesa no ha prestado excesiva atención a este fenómeno muy pragmático que no
necesitaba una particular reflexión teórica. HAR10U si había propuesto una descentralización por organismos
autónomos, pero por razones políticas sorprendentes, para ponerlos al abrigo de las maniobra socialistas [...].
La configuración y regulación de estos entes quedaba remitida a sus estatutos respectivos, en los cuales se
consignaban de manera más o menos detallada excepciones a veces significativas al sistema administrati-
vo general.
Cabe ahora destacar los rasgos más característicos de la problemática contemporánea de nuestros estable-
cimientos públicos, única forma de entes administrativos instrumentales admitida en el panorama del
Derecho administrativo francés. Los entes que, en España, tienen la denominación de "sociedades públi-
cas", de sociedades mercantiles estatales, no serían considerados en Francia como instrumentos de la
Administración institucional. Tampoco los organismos de la seguridad social, constituidos como personas
de Derecho privado (concretamente sociedades mutualistas). Para la calificación de entes instrumentales
administrativos, el criterio orgánico es deliberadamente privilegiado».
Y en la p. 1756 concluye: «Cada año nacen nuevos establecimientos públicos con sus estatutos particulares,
sus diferencias formales, su autonomía singular. Pocos son los que desaparecen.
Se dice del Derecho francés que se caracteriza por sus preocupaciones de lógica y de rigor metodológico. La situación de
la Administración instrumental demuestra que, al menos en este sector, no hay ni lógica, ni rigor, ni siquiera método».
92 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «establecimiento públi-
co»", Documentación Administrativa, 155, (1973), p. 18. En las pp. 19-21, determina las notas definidoras de la figura
después de la evolución:
«1. Personalidad jurídico-pública y patrimonio propio distinto del Estado.
2. Su carácter finalista y no territorial.
3. La creación por ley y la atribución por ésta de competencia exclusiva sobre el servicio y de una cierta dosis de impe-
rium (una lista tasada de facultades y privilegios).
4. La independencia (mayor o menor) de su actuación respecto de la Administración central, en lo que pudiéramos lla-
mar actos de ordinaria administración; [...].
5. El carácter de ente integrador de fuerzas sociales para la realización de determinadas finalidades que requieren una com-
petencia técnica y una dedicación especial; sus órganos de gobierno están compuestos de ordinario por representantes de
la Administración y de la sociedad. Esta representación social es de distinto grado: en los entes corporativos es una repre-
sentación natural; en los fundacionales será una representación buscada y nunca verdaderamente conseguida
6. La existencia de una relación de tutela con el Estado, tanto más intensa cuanto mayor sea la dependencia financiera de
éste, y que en todo caso alcanza a los actos graves de disposición sobre sus bienes (enajenación, hipotecas y cargas rea-
les, empréstitos) y a la aprobación de su presupuesto».
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En Alemania, cuando Otto Mayer en 1895 definió lo que era establecimiento público, como
"un conjunto de medios materiales y personales que, en manos de un sujeto de la
Administración pública, están destinados a servir de manera permanente a un interés público
determinado", estudiando esta institución en la parte especial de la asignatura que se dividía en
dos secciones, policía de un lado y servicios y establecimientos por otro, la materia administra-
tiva quedaba ordenada y orientada a detectar funciones y estructuras administrativas93.
Forsthoff, tras una referencia a las personas jurídicas de Derecho público y un estudio gene-
ral de las Corporaciones públicas, se centra en los establecimientos públicos. Estas unidades
administrativas pueden tener o no capacidad jurídica. Lo decisivo para crear un establecimien-
to con capacidad jurídica es el deseo de separar determinado sector o complejo administrativo
del resto de las funciones del "Organismo madre". Los dos tipos fundamentales de estableci-
mientos públicos son: aquellos que surgen primariamente por necesidad de especialización; los
establecimientos de uso o utilización9495.
93 Vide Alfredo GALLEGO ANABITARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, p. XV. En las pp. XXI-XXIV explica la confusión doctrinal en el
derecho español sobre el concepto de establecimiento y lo compara con el derecho alemán de la época.
94 Vide Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos autónomos en el derecho público
español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987, p. 17:
«Si bien los primeros siguen los principios generales de la Administración pública, los segundos presentan
más problemas dado que la relación jurídica de utilización puede ser pública o privada, como ya se vio
anteriormente en la clasificación de Wolff.
Uno de los puntos más importantes de la obra de Forsthoff es haber tratado de distinguir los establecimien-
tos públicos con utilización jurídico-privada de las empresas industriales o comerciales que también actú-
an en forma jurídico-privada: ya se sabe que el criterio aquí clave es el de la Administración de asistencia
vital (Daseinsvorsorge), ya que donde existe este tipo de prestación (abastecimiento de agua, gas, etc.),
aunque la relación sea jurídico-privada, estamos ante Administración pública material; estaríamos pues
ante una junción administrativa a la que es obligado someter a unas ligaduras de Derecho público (por
ejemplo, respecto a los derechos fundamentales para evitar discriminaciones, violación del principio de
igualdad, etc.).
Se comprende pues que junto a la penetración analítica en el fenómeno organizativo que supone el esta-
blecimiento público, otra cuestión importante que plantean estas organizaciones es la necesidad de distin-
guir entre el régimen jurídico público y privado. El análisis de Forsthoff pone un peso evidente en evitar
"la huida en el Derecho privado" de la Administración pública, cuando está ejerciendo verdaderas funcio-
nes administrativas, y no simplemente actividades privadas de lucro o ganancia».
95 lbídem, pp. 18-19: «En la reunión de profesores alemanes de derecho público en 1985, se trató mono-
gráficamente el establecimiento público mediante ponencias que distinguieron entre establecimientos
públicos con o sin personalidad jurídica, o a través de otro enfoque que los configura como una unidad
administrativa autónoma con múltiples opciones según la técnica jurídico-orgánica que se utilice».
95
1.4.3. La importación de la categoría de los "establecimientos públicos" en el
derecho español.
Con anterioridad a 1901, el concepto en nuestra legislación es mucho más estricto y
estatalizado que en Francia96. Hasta esa fecha, no se comprendieron nunca como tales
los entes representativos de intereses. Nuestros establecimientos públicos fueron puras
dependencias gubernativas que desarrollaron actividad estatal, en un régimen organiza-
tivo y financiero más o menos integrado en el Estado, y sin que detrás de ellas hubiese
casi nunca intereses profesionales y sociales. Ariño Ortiz lo ha explicado, magistral-
mente, así97:
«En efecto, durante toda la primera mitad del siglo XIX fueron perfectamente reco-
nocidas como personas jurídicas distintas a los "establecimientos" (estatales) las aso-
ciaciones gremiales, las fundaciones benéficas privadas y las corporaciones económi-
cas o profesionales [así en el proyecto de García Goyena de 1851, arts. 33 y 608 ("los
cuerpos y asociaciones que se comprenden bajo la denominación de manos muertas")],
quedando solamente sometidas a la inspección del Gobierno (art. 17 de la ley de 28 de
enero de 1848). Los principios de 1868 no harán sino insistir en esta misma línea. Y
esta misma diferencia entre corporaciones y establecimientos públicos se recogerá en
96 Vide José Luís PINAR MANAS y Alicia REAL PÉREZ, Legislación sobre instituciones de beneficen -
cia particular, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987, p. 30: «Las prestaciones se llevan
a cabo por medio de los llamados Establecimientos de Beneficencia, que son órganos administrativos
(carentes en principio, de personalidad jurídica diferenciada) creados específicamente para cumplir esta
misión. Los Establecimientos de Beneficencia son órganos de la Administración del Estado
(Establecimientos generales), de las provincias (Establecimientos provinciales) o de los municipios
(Establecimientos municipales), en concordancia con los tres escalones mencionados en que se desarrolla
la actividad de beneficencia. El reparto de competencias prestacionales se realiza del siguiente modo:
corresponden a la Administración del Estado (Establecimientos generales), las necesidades permanentes y
las que requieren una atención especial; a las provincias (Establecimientos provinciales), las enfermedades
comunes, el auxilio a menesterosos incapaces de un trabajo personal y el amparo y la educación de meno-
res desasistidos; a los municipios (Establecimientos municipales), las enfermedades accidentales, la con-
ducción de los necesitados a los Establecimientos generales y provinciales y la asistencia domiciliaria»
(arts. 1 y ss. del Reglamento de 1852). Vide Miguel NAVAJAS REBOLLAR La nueva Administración ins -
frumental, Colex, Madrid, 2000, pp. 30-36. Vide Elena MAZAZORRILLA, Pobreza y asistencia social en
España, o.c, p. 176: «A la reestructuración política proyectada por las Cortes de Cádiz se asocia un plan
asistencial y sanitario acorde con el pensamiento liberal. La Constitución de 1812 reclama para el Estado
y los organismos públicos (artículo 321) la asunción y el control de la asistencia social.
Establece que serán los Ayuntamientos lo encargados de cuidar y supervisar los Hospitales, Hospicios,
Casas de Expósitos y demás establecimientos benéficos costeados por el común, "bajo las reglas que se
prescriban". Los centros asistenciales de patronato particular se regirán por sus Estatutos, si bien, sujetos
a la inspección de los Jefes políticos provinciales a fin de evitar abusos e irregularidades. El artículo 335
confía a las Diputaciones provinciales la responsabilidad de que "los establecimientos piadosos y de bene-
ficencia llenen s;u respectivo objeto, proponiendo al Gobierno las reglas que estimen conducentes para la
reforma de los abusos que observaren».
97 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «estableci-
miento público»", Documentación Administrativa, 155, (1973), p. 23, nota 48.
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el Código Civil, en los artículos 35,748 y 994, aun cuando unas y otras se consideren, natu-
ralmente personas públicas, distintas a las dé interés público (que no prejuzgan tal publici-
dad): en efecto, como ha escrito García Trevijano: "el Código Civil habla de los estableci-
mientos públicos en los artículos 748 y 994 en un sentido restringido, entendiendo por tales
aquellas personas jurídico-públicas de tipo fundacional y caracterizadas por la reunión de un
conjunto de elementos materiales y personales destinados a fines benéficos y culturales fun-
damentalmente, que eran los únicos existentes en el momento de la promulgación de dicho
Cuerpo Legal, no pudiendo, por tanto, ampliarse dichos preceptos a las demás entidades de
base corporativa", [...]. Concluyendo: no teníamos por qué haber sufrido la confusión que tal
calificación unitaria encerraba (era meter en un mismo cajón seres muy diferentes). Pero
puestos a importar, importamos también las confusiones».
A partir de 1901, el concepto de establecimientos público sufrirá en España un proceso de dila-
tación similar al de Francia, aunque nunca llegó a alcanzar tanta intensidad98.
En resumen, esta ampliación del concepto de establecimiento público, producida
sobre todo en la doctrina francesa del servicio público, sembró la confusión también
entre la doctrina española, que trató de extender el concepto a otros dos grupos de entes
(además de los originariamente cubiertos por él)99: 1. A entes de base asociativa para la
98 Vide Elena MAZAZORRILLA, Pobreza y asistencia social en España, o.c, p. 143: «Numerosos escritos se refieren
a las Cajas de Ahorros como los "nuevos establecimientos de previsión, utilidad y beneficencia públicos" [...]». En la p. 145
afirma:«[...]. Su clasificación como "establecimientos municipales de beneficencia" las sitúa dentro de la vigente ley del
sector del 20 de junio de 1849. Con todo, a pesar de tan detallada normativa, no se conseguirá la pretendida uniformidad
porque, al margen del ordenamiento legal, gran parte de las Cajas y Montes seguirán funcionando según sus propios
Estatutos y Reglamentos, preceptivamente aprobados por el gobierno». Vide. Fernando GARRIDO FALLA, "La
Administración institucional", en la obra colectiva La España de los años 70, Vol. III-2, Madrid, 1974, pp. 65-67; Femando
GARRIDO FALLA, "Origen y evolución de las entidades instrumentales de las Administraciones públicas", en AA VV,
Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Cívitas, Madrid, 1994, pp. 35-36.
99 Vide Mariano BAENA del ALCÁZAR, "Los entes funcionalmente descentralizados y su relación con
la Administración central", RAP, 44, (1964), pp. 73-75: «[...]. Hoy día (se está refiriendo a los estableci-
mientos públicos) no puede mantenerse en modo alguno esta categoría conceptual como aplicable a todas
las personas jurídicas no territoriales.
La noción clásica de establecimiento público se ha intentado mantener por ONNOIS, para quien es erróneo con-
siderar que el establecimiento público tiene un régimen determinado y único, debiendo caracterizarse por la con-
currencia de las notas de organismo público, personalidad moral y vocación especial. De todas formas lo eviden-
te es que la vieja noción ha sufrido un proceso de crisis umversalmente reconocido.
Según RIVERO las dificultades existentes en torno al establecimiento público se agravarían considerablemente
entre las dos guerras con el desenvolvimiento de los establecimientos públicos industriales y comerciales, expre-
sión que tiene un origen jurisprudencial, y que fue empleada por primera vez en un texto legal en el Decreto de
15 de diciembre de 1934. Los nuevos entes escapaban, desde luego, alas normas tradicionales. [...].
De aquí se siguió, como no podía menos de suceder, una verdadera descomposición de la noción de esta-
blecimiento público, tanto más explicable cuanto que el concepto de establecimiento intervencionista pre-
senta unas fronteras bastante imprecisas. De este modo pudo afirmarse que la introducción de elementos
muy extraños había hecho perder a la noción de establecimiento público la claridad y la simplicidad que
había adquirido en el Derecho administrativo francés hasta el extremo de que se ha dicho por algún autor
que al referirse al establecimiento público se está hablando de una noción genérica y no específica».
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gestión y defensa de intereses de grupos, a los que se da un reconocimiento público y
se les inviste de potestad, a ciertos efectos: cámaras, colegios, etc. 2. A ciertas empre-
sas creadas ad hoc para la gestión de determinados servicios públicos de naturaleza fis-
cal, industrial o comercial: algunos monopolios fiscales, líneas férreas estatales, esta-
blecimientos nacionales de gas o electricidad, etc.
Con lo cual, en definitiva, venía a abarcar tal concepto -aquí, como en Francia- a
todas las entidades o personas jurídico-públicas no territoriales, distintas de la
Administración Central del Estado100. Otros pronunciamientos doctrinales sostienen
que se puede afirmar sin reparo, que los establecimientos públicos no forman una clase
especial de personas jurídico-públicas, sino que se disuelven en el concepto de
Institución pública o Fundación pública; en cualquier caso responden a los criterios
defínitorios de las personas de base fundacional, por lo que deben estudiarse dentro de
estas figuras, sin independencia propia101.
Escribía el profesor Nieto las siguientes palabras:
«En la corta y agitada historia del derecho administrativo los establecimientos públicos
nos ofrecen el ejemplo verdaderamente extraordinario, de una figura que en el breve espa-
cio de una centuria ha experimentado una evolución completa: nace, se desarrolla, llega a su
apogeo, entra en crisis, decae y hasta desaparece sin dejar rastro -o, por lo menos, se trans-
forma enteramente- e incluso muestra atisbos de una regeneración»102.
Lo cierto es que Nieto estudia y diferencia varias etapas. Una primera fase de for-
mación empírica del concepto. En estos primeros momentos, establecimiento vale tanto
como "unidad organizativa", en lo que se apunta, ciertamente, un germen de lo que
andando los años se denominarán personas jurídicas, que por entonces no han surgido
aún en el horizonte administrativo103 . Una segunda fase de categorización del concep-
to. Una tercera fase donde el concepto entra en crisis, y en España serán las formula-
ciones de los profesores Garrido Falla -quien tuvo el acierto de distinguir el
Establecimiento Público de los otros entes que realizan una descentralización funcional
100 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «estable-
cimiento público»", Documentación Administrativa, 155, (1973), pp. 24-25. En las pp. 26-27 plantea
¿cómo entender hoy la calificación de establecimiento público a la vista de nuestro ordenamiento? y con-
testa: «En definitiva, se trata siempre de entes personificados integrados en la Administración del Estado,
provincia o municipio».
101 Vide: Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos autónomos en el derecho público
español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987, p. 71.
102 Vide Alejandro NIETO GARCÍA, "Valor actual de los establecimientos públicos" en Estudios home -
naje a Sayagués Laso, Tomo IV, 1959, p. 1053.
103 Ibídem, p. 1054.
98
en sentido estricto- y García Trevijano, las que ponen de manifiesto los elementos cla-
ves de la situación a la que se ha llegado. En el año 1969 se atisba una posible rehabi-
litación y los tres rasgos definitivos que se pueden formular de la siguiente manera: se
trata de personas jurídicas de Derecho Público; tienen una finalidad especial; no tienen
base corporativa. En este sentido el profesor Nieto señala que los establecimientos
públicos podrían valer para dar unidad dogmática a todas las variedades de personas
jurídicas públicas no territoriales y no corporativas104 105.
1.4.4. Las rifas como medio de financiación de los establecimientos de beneficencia.
“El Estado ilustrado de finales del siglo XVIII, embarcado en una política de planifica-
ción y racionalización de la caridad, introdujo la lotería como medio de financiación de los
establecimientos de beneficencia. Desde entonces la relación entre el juego y la beneficen-
cia es una constante de la política asistencial de este país.
Durante el siglo XIX el Estado concedió a algunos centros de beneficencia el privilegio de
explotar loterías particulares, o rifas, que pronto se convirtieron en la principal fuente de recur-
sos de estos establecimientos. La política de concesiones especiales finalizó con la Ley del 31
de diciembre de 1887, una vez que la competencia de las rifas legalizadas, además de las clan-
destinas, comenzaron a reducir sensiblemente los ingresos de la Lotería Nacional. Sin embar-
go, las medidas contra las rifas particulares y locales nunca fueron eficaces. El hecho es que,
dada la debilidad de las haciendas locales para hacer frente a los gastos de beneficencia, no
pocas Diputaciones Provinciales y Ayuntamientos recurrían al juego como fuente de recursos.
Así, algunos gobiernos locales toleraban, o incluso promocionaban rifas, o bien, se toleraban
las casas de juego a cambio de una contribución106.”
104 Ibídem,pp. 1071-1072.
105 Vide Alfredo GALLEGO ANABITARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, pp. XXXVIII-XXXIX: «[...]. Como hipótesis: el establecimiento
público es una unidad orgánica -personificada o no- que dotada de unos medios personales, materiales y
técnicos específicos, ofrecen una serie de prestaciones a los particulares para la satisfacción de un fin
público determinado. Establecimiento público es la Biblioteca Nacional, Hospitales, Facultades
Universitarias, Cementerios, Institutos de Enseñanza Media, Piscinas Municipales o Públicas, etc., y tan-
tas otras unidades administrativas que la doctrina por el hecho de no estar personificadas, ni estudia, ni ana-
liza, y conformándose con denominarlas Órganos. [...].
Este concepto de establecimiento público sería un concepto funcional, que atraviesa toda la Administración
Pública, esté o no personificado. Permite indudablemente una superior penetración analítica y clasificato-
ria en la organización administrativa».
106 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro
de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, pp. 56-57.
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Sobre los antecedentes del cupón, se señala que en el año 1903, la Junta de
Damas de Alicante, organizó, a propuesta de un grupo de ciegos, la primera rifa de
boletos numerados, que vendían éstos, simuladamente. Esta rifa obtuvo gran éxito
y permitió vivir a los ciegos alicantinos con desahogo. Poco a poco se fue implan-
tando en las provincias del sureste español: en Murcia en 1910, en Cartagena en
1918, en Almería en 1921, etc.107.
1.4.5. El recogimiento de los ciegos en establecimientos de beneficencia y su
negativa a ingresar en asilos108.
“Aparte de la creación de colegios, la Sociedad Matritense propuso el recogi-
miento de los ciegos en asilos y establecimientos de beneficencia. Pero al igual
que en el caso de los colegios esta medida tampoco tuvo éxito. Ni había sufi-
107 Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-
1938, ONCE, Madrid, 1996, p. 86.
108 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Síntesis histórica y estructural de la Organización Nacional de
Ciegos Españoles, Centro de Recursos Educativos Espíritu Santo, Alicante, 1989, p. 152, donde establece
una clasificación de los ciegos según su modo de subsistir a lo largo de la historia, diferenciando los cua-
tro grupos siguientes:
«a) Los mantenidos por sus parientes o por asilos y otras casas de misericordia hasta el final de sus días.
Muchas familias con bienes de fortuna y posibilidades para cuidar cumplidamente a sus allegados ciegos,
los atendían en el hogar, pero cuando se les presentaba la oportunidad de ingresarlos en un hospicio, la
aprovechaban sin ningún escrúpulo de conciencia.
En los asilos, los ciegos eran obligados, entre otras cosas, a realizar los trabajos domésticos más
desagradables: fregar los platos, lavar la ropa, etc. Comían poco y mal, vestían miserablemente,
pasaban frío y con frecuencia salían a postular por las calles con el fin de recaudar fondos para el
sostenimiento del hospicio. Continuamente soportaban humillaciones escuchando con machacona
insistencia que eran ciegos y que además, se les cuidaba en el asilo por caridad, ya que no tenían otro,
sitio donde vivir.
b) Los ciegos con buenos recursos económicos. Eran aquellos que nunca tuvieron graves problemas socia-
les. [...]. Las mujeres ciegas con alguna fortuna que no conseguían casarse, y que tenían miedo a la sole-
dad de la soltería, daban de dote sus bienes a algún convento a cambio de que en él las cuidaran el resto
de sus vidas o, las admitiera la comunidad como religiosas [...].
c) Los mendigos o pordioseros. Éstos, se concentraban en los mercados, romerías, santuarios, cruces de
importantes caminos y de otros lugares multitudinarios. En las puertas de las casas nobles y de los templos
siempre montaban la guardia mendigos ciegos, esperando recibir las migajas del banquete del gran mag-
nate o las monedas de los fíeles, que se juntaban en las iglesias.
Desde que en el siglo XI el Papado declarase que la caridad era una virtud teologal, los cristianos se mos-
traron más generosos.
d)
Los ciegos que se ganaban dignamente la vida con su arte e ingenio. Eran quienes preferentemente cul-
tivaban la música, dando lecciones o tocando toda clase de instrumentos en bailes, romerías o templos.
Muchas de estas personas cantaban coplas y romances, narraban crímenes y aventuras amorosas, vendían
bálsamos, pomadas y hierbas medicinales para curar todos los males, en definitiva, hacían verdaderos mila-
gros para engañar y no ser engañados»,
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cientes asilos para recoger a los ciegos mendigos109, ni como era de esperar, los ciegos
mendigos querían ser recluidos en asilos u hospicios. En palabras de un líder de una
organización de ciegos110:
"La asilación obligatoria es una pena injusta y cruel de privación de libertad. ¿Se
asila a los pobres por su bien o por quitárselos la sociedad brutalmente de en medio?.
¿Es por lo primero?. Entonces, ¿porqué no quieren ser asilados?. ¿Qué especie de asi-
lación es esa que les parece peor que la miseria y el hambre?. [...]. La Constitución del
Estado declara que ningún ciudadano puede ser privado de su libertad sino por manda-
to de juez competente. ¿Es que los ciegos no son ciudadanos?. ¿Es que para ellos no
se ha escrito la Constitución?".
El rechazo de los ciegos a los asilos se muestra en el hecho de que en las estadísti-
cas de asilos para ciegos, muchos de estos centros estuvieran especializados en recoger
no a ciegos en condiciones de pedir limosna en las calles111, sino a ciegos incapaces de
soportar la competencia en el mercado de la caridad; esto es, mujeres, ancianos, y niños
ciegos112. Por el contrario, los ciegos hábiles para mendigar en las calles se organizaron en
109 Vide Elena MAZAZORRILLA, Pobreza y asistencia social en España, siglos XVI al XX, o.c, pp. 111-112: «De la abi-
garrada producción de Gaspar Melchor de Jovellanos nos interesa de manera especial -publicado en 1778-, su "Discurso acer-
ca de la situación y división interior de los hospicios con respecto a su salubridad". Su originalidad estriba en que, contra lo
aceptado habitualmente, subraya la inconveniencia de unos hospicios "adonde se recojan indistintamente todas las clases de
pobres, desvalidos, robustos e impedidos de un estado". Si prevalece la razón sobre la costumbre, ni la salud, ni la higiene, ni
la economía, ni la moral permitirán sostener las instalaciones precisas para acoger a semejante "ejército de miserables". Para
él, un hospicio general que no entrañe problemas de hacinamiento e insalubridad, es una quimera, pura fantasía.
Muy diferente es su criterio acerca de los hospicios "especializados", en los que cada sección corresponde a un deter-
minado tipo de menesterosos con total separación y tratamiento específico. Según el carácter de tránsito o permanen-
cia, organiza su dedicación peculiar con una finalidad educativa (niños), caritativa (ancianos) o correccional (vagos)».
110 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de Estudios
Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 36, nota 20: «Verdad es que los individuos de la Cofradía de cie-
gos (de Madrid) no se conceptuaban mendigos, y hasta tenían como deshonra ser comparados con ellos, por más que
viviesen de pedir limosna; pues esta limosna se les daba, según su dicho, en pago de las oraciones que rezaban o can-
taban al son de destempladas guitarras, como aún lo verifican en el día (1886), y además, ocupándose de la venta de
librotes y papeles, podría conceptuárseles industriales y de profesión conocida».
111 Vide, JUNTA GENERAL DE ESTADÍSTICA, Anuario Estadístico de España 1860-1861, p. 88, donde se determina según
datos estadísticos elaborados en 1860, que el número total de ciegos pobres en España, exceptuando Santander, es de 17.379.
112 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de Estudios
Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 38, nota 24: «Según los Nuevos Apuntes, el Hospital del Rey (estableci-
miento de Beneficencia General) admitía a ciegos mayores de 40 años. El Asilo Amparo de Santa Lucía, recogía a ciegos
mayores de 50 años. El Asilo de San José de Madrid admitía a niñas ciegas. Recogían niños y niñas ciegos el Hospicio de
Nuestra Señora de la Misericordia de Valencia, el hospital de San Rafael de Barcelona, la Casa de Caridad de Barcelona, y
el Asilo San Juan de Dios de Barcelona El Asilo del Patriarca San Joaquín de Madrid estaba especializado en mujeres cie-
gas. Además de en los Nuevos Apuntes, hay estadísticas de asilos para sordomudos y ciegos en Sandino Agudo (1922), y en
las realizadas por la Dirección General de Administración sobre beneficencia particular de los años 1922,1926 y 1930
(Estadísticas de Beneficencia). El Anuario de 1915 mantiene que ya existían 14 asilos para ciegos y sordomudos, sin espe-
cificar dónde se encontraban, y si eran establecimientos especiales para ciegos o sordomudos o asilos donde había una sec-
ción especial para estos dos colectivos. Tampoco especifica si son establecimientos públicos de beneficencia o establecimien
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auténticas sociedades de resistencia para protegerse contra las campañas de recogida de
mendigos113.” “Por lo demás, ni las pensiones, ni la venta de baratijas y décimos de lote-
ría les suponía a los ciegos unos ingresos iguales a los que obtenían mendigando, con
lo que, o bien vendían y mendigaban, o sencillamente mendigaban, de tal forma que
hacían inútiles los afanes del Patronato de retirarles de la mendicidad114.”
2. Educación: una herramienta fundamental para el avance social de los invidentes.
2.1.
El paso de la prehistoria a la historia para los ciegos.
El importantísimo número de ciegos ilustres a lo largo de la historia ha sido objeto de con-
sideración por parte de la doctrina. Sin embargo, debo mencionar en este epígrafe que en los
últimos años del siglo XVIII y los primeros del XIX en el período de tiempo que media entre
1771 y 1829, tienen lugar dos acontecimientos de tal trascendencia, que van a abrir una nueva
era en la historia de los ciegos. Dos franceses Valentín Haüy y Louis Braille, son los protago-
nistas de este hecho. Valentín Haüy es el inventor del primer alfabeto que hace posible la lectu-
ra a los ciegos. Louis Braille inventa el sistema utilizado todavía hoy por los carentes de vista.
El paso de la prehistoria a la historia se da cuando la humanidad inventa la escritu-
ra. Lo mismo podemos decir de los ciegos. Hasta Valentín Haüy, los ciegos vivían en
prehistoria larga y triste, pues los videntes hacía muchos años que habían traspasado el
umbral de la historia115.
2.2.
La creación de colegios para ciegos.
Con anterioridad a la obra de Valentín Haüy, se crea en Sevilla la Fundación
Hospital-Colegio para Ciegos Pozosanto, creado por las Hermanas Terciarias de San
Francisco, en el año 1666116.
tos privados, o si son escuelas o sólo asilos. Los Nuevos Apuntes de 1919 ofrecen las estadísticas más detalladas. La estadís-
tica de Sandino Agudo (1922) mantiene que en las Casas de Misericordia y Hospicios de 8 provincias hay departamentos
especiales para ciegos, pero sólo en 5 hay departamentos para sordomudos».
113 Ibídem, pp. 38-39.
114 Ibídem, p. 47, y nota 33: «A las preguntas de un periodista sobre si seguía siendo necesario mendigar
tras las medidas del Patronato de Madrid, respondía una mujer ciega que "Si, porque aunque algunas tene-
mos como usted ve, la autorización para vender participaciones de lotería, lo que produce esto es tan esca-
so, una peseta o seis reales al día, que más bien resulta un pretexto para mendigar [...]. Lo de los oficios
[...] es una superchería más. Somos unos ochocientos ciegos en este género de vida. Sólo cuarenta tienen
ocupación de cesteros !Y ganan medio duro" (La Voz, 12 de septiembre de 1922)».
115 Vide Enrique PAJÓN MECLOY, Psicología de la ceguera, Editorial Fragua, Madrid, 1974, p. 19.
116 Vide C. BUENO, La promoción personal de los ciegos y su dignidad humana, Tiflos, Barcelona, 1966, p. 47.
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Desde que, en 1810, el humilde relojero catalán Ricart pone en España la primera
piedra para la enseñanza de ciegos, «la beneficencia, para aplicarse a estos desgracia-
dos, tomo un rumbo más certero, y se crean multitud de colegios en el extranjero y en
España»117.
En el número 11 de la madrileña calle del Turco, ya existía desde principios de siglo,
una escuela de sordomudos patrocinada y sostenida por la Sociedad Económica
Matritense de Amigos del País, organización que cedió a Juan Manuel Ballesteros, pro-
fesor y luego director del centro docente, una sala del edificio para que fundase allí, el
20 de febrero de 1842, la primera Escuela de Ciegos que hubo en la capital de España,
y que en un principio, también estuvo protegida y financiada por la Sociedad
Económica Matritense de Amigos del País. Por Real Orden del 26 de enero de 1852, se
declaraba al Real Colegio Nacional de Sordomudos y de Ciegos establecimiento de
Instrucción Pública, pasando a depender del Ministerio de Fomento118.
La Ley de Instrucción de 1857 (conocida como Ley Moyano) dio un nuevo impul-
so a los colegios de sordomudos y ciegos. En su artículo 108 se disponía que, a inicia-
tiva de los rectores, se crearían escuelas especiales, subvencionadas por las diputacio-
117 Vide F. MATA ISLA, El problema social de la ceguera en España y treinta años de la ONCE: 1938-
1968, La Línea de la Concepción, Cádiz, 1969, p. 165. Sin embargo se da también como fecha la del 1 de
mayo de 1820, Vide Alberto DAUDEN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el
Estado: 1800-1938, o.c, p. 54. Vide Pierre HENRI, La vida y la obra de Luís Braille, traducción de Julio
Osuna, ONCE, Madrid, 1988, p. 28, donde relata las lamentables condiciones de la escuela de ciegos de
París: «[...]. Para describir lo incómodo e insalubre de aquello era, habría que citar in extenso los informes
que los médicos de consulta emitieron el 8 de mayo de 1821 y el 4 de diciembre de 1828. En ambos se
declara que "la casa está emplazada en un barrio bajo, mal aireado y sujeto a muchas emanaciones más o
menos infectas". En el primero dicen: "Lo que más nos ha chocado en el aspecto de aquellos infortunados
chicos es su tez lívida y su apariencia caquéctica. Muchos tienen predisposición manifiesta a la escrófula,
y algunos, hasta ganglios inflamados". Uno tiembla al pensar que Braille pudiera ser uno de éstos.
Para completar el cuadro, habría que sacar también del Moniteur parte del informe presentado en la sesión
de la Cámara de 29 de febrero de 1832. En la memoria que la Comisión discutió aquel día se lee textual-
mente: "La casa ocupada por la Institución de jóvenes ciegos es muy malsana, y el índice de mortalidad
que se da entre los alumnos, muy alto". Y: "Ciertamente los chicos ciegos mueren en la casa que les ha
sido designada y su existencia está en gran peligro".
Habría también que reproducir íntegra la intervención del diputado Meilheurat en la sesión del 14 de mayo
de 1838. [...].
"SEÑORES. Ayer he ido a visitar el establecimiento de Jóvenes Ciegos y puedo aseguraros que no hay la
menor exageración en la descripción [...], no hay descripción que pueda daros idea de aquel local estrecho,
infecto y tenebroso; de aquellos pasillos partidos en dos para hacer verdaderos cuchitriles que allí llaman
talleres o clases; de aquellas innumerables escaleras tortuosas y carcomidas que lejos de estar preparadas
para desgraciados que sólo pueden guiarse por el tacto, parecen -permitidme la expresión- un reto lanzado
a la ceguera de aquellos niños. [...]"».
118 Vide Alberto DAUDEN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-
1938, o.c, pp. 54-55.
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nes de cada distrito universitario. A falta de plazas, los niños ciegos y sordos deberían
ser escolarizados en escuelas comunes119. Algunas universidades cumplieron estas dis-
posiciones120121. Así se creó en 1863 un colegio en Salamanca. Al siguiente año se cre-
aron dos nuevos colegios, uno en Santiago y el otro en Burgos.
119 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
47-48: «Si bien aparentemente los problemas de los sordomudos y de los ciegos eran semejantes, fracasos
de este tipo pronto mostraron que ambos problemas eran de naturaleza bien distinta. [...].
"En efecto, mientras el sordomudo previamente educado puede ejercer con provecho la mayor parte de las
profesiones que constituyen la actividad humana [...], el ciego, por el contrario halla muy restringido su
campo de trabajo, ya que la casi totalidad de sus ocupaciones, y sobre todo las de carácter manual, requie-
ren imprescindiblemente el ejercicio de la vista. Fuera de las profesiones literarias o musicales (no siem-
pre asequibles a. los ciegos pobres), la tipografía en relieve y un corto número de oficios de manipulación
grosera, como la cordelería, la cepillería, los tejidos de fibras vegetales, y pocos más, el ciego tiene cerra-
do el campo de trabajo y por eso cae, con dolorosa frecuencia, en la mendicidad callejera, para la que, en
el estado actual de nuestros organismos sociales, hay que tener una tolerancia misericordiosa. Por eso,
mientras que el problema de los sordomudos es todo de carácter pedagógico, el de los ciegos tiene subs -
tancialmente carácter social"».
120 Vide Enrique PAJÓN MECLOY, Psicología de la ceguera, o.c, p. 29: «En 1863 se fundó el primer
colegio de ciegos de España, situado en Alicante y que, a través de múltiples cambios de forma, localiza-
ción y propiedad, sigue abierto actualmente. Poco después se fundó el colegio Nacional de Ciegos en
Chamartín de la Roda, regido en nuestros días, al igual que el de Alicante, por la ONCE. Otras institucio-
nes educativas fueron apareciendo sucesivamente en distintos puntos del área nacional pero de efímera
duración. Por otra parte, la capacidad total de estos centros resultaba muy insuficiente para atender todas
las necesidades, Mucho menos se había resuelto el problema laboral, quedando reducidos los casos de cie-
gos colocados a unos pocos que ejercían como maestros en los propios colegios de ciegos. La situación
real de la inmensa mayoría era la de la mendicidad callejera como único recurso. El hecho quedó resalta-
do cuando el 2:5 de septiembre de 1935, mientras tenía lugar una sesión de la asamblea que por aquellos
días celebró en Madrid la Federación Hispánica de Ciegos, en los locales del Ateneo Teosófico, calle del
Factor, 5, unos ciegos irrumpieron en la sala pidiendo el derecho a la libre mendicidad».
121 Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ,Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado; 1800-
1938, o.c, pp. 167-168, donde reproduce como documento n° 1 en el apéndice documental, las instruccio-
nes dadas a Francisco Fernández Villabrille para su visita a colegios de Francia y Bélgica, dada en Madrid
a 19 de julio de 1858:
«Dirección general de Instrucción pública.
Negociado [...].
Instrucciones para la visita de los colegios de sordo-mudos y ciegos de Francia y Bélgica que ha de prac-
ticar Don Francisco Fernández Villabrille.
1a. Serán objeto principal de estudio en la visita de cada uno de los colegios los puntos siguientes:
Disposición del local.
Régimen de disciplina y sistema de premios y castigos.
Distribución del tiempo y el trabajo.
Ejercicios corporales y aparatos gimnásticos.
Prácticas religiosas y medios de educación moral.
Programa general de enseñanza y duración y distribución de los estudios.
Programa especial, métodos, prácticas y procedimientos, libros y medios materiales de cada ramo de ense-
ñanza.
Número de profesores y auxiliares y el de alumnos de cada clase.
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Sin embargo, los resultados son muy pobres. Según datos recogidos por la propia
ONCE122, las instituciones tiflológicas importantes a principios del siglo XX, eran las
siguientes
	Provincia
	Instituciones

	Alicante: Alicante.
	Asociación "La Piedad".
Instituto Provincial de Ciegos.
Centro Instructivo y Protector de Ciegos.

	Alicante: Alcoy.
	Escuela Municipal de Ciegos.

	Almería: Almería
	Colegio de Ciegos.

	Asturias: Gijón.
	Asociación "La Nueva Luz".
Escuela Municipal de Ciegos.

	Badajoz: Badajoz.
	Escuela de Ciegos del Hospicio Provincial.

	Baleares: Palma de Mallorca.
	Escuela Municipal de Ciegos.

	Barcelona: Barcelona.
	Escuela Municipal de Sordomudos y de
Ciegos.
Instituto Educativo Catalán para Ciegos.


Ramos que comprende la enseñanza industrial y extensión que se da a cada una, indicando los ejercicios
que se practican y su resultado.
Diferencia entre el régimen y disciplina de las clases de niños y los de las niñas.
2o. En la visita se recogerán los planos de los edificios, los reglamentos, los programas y otros documen-
tos de fácil adquisición y se tomará nota de los aparatos y medios materiales de enseñanza, haciendo una
sucinta descripción de los que no sean conocidos en el Colegio de Madrid.
3o. Luego de llegar a París el Comisionado se presentará en la legación española con objeto de que se le
faciliten las noticias convenientes para la visita de los colegios de la Capital.
4o. Tan pronto como le sea posible, comunicará a la Dirección General de Instrucción Pública las noticias que adquie-
ra acerca de los Colegios de Francia y Bélgica cuya visita sea más conducente al cumplimiento de su encargo:
5o. Después de practicar la visita de los colegios de París pasará a los puntos que determine el Gobierno
con el propio objeto.
6o. Dará parte mensualmente a la Dirección General de Instrucción Pública de los trabajos en que se hubiere [...].
7º. Terminada la visita y de vuelta en Madrid, se presentará a la Dirección General de Instrucción Pública
una memoria circunstanciada que exprese el estado de cada uno de los establecimientos, la cual deberá [...]
los puntos indicados en la instrucción primera y demás que considere conveniente, proponiendo por sí
misma las mejoras que en vista de lo que haya observado juzgue útiles y practicables en el colegio de
Madrid, así como la adquisición de los aparatos y medios de enseñanza que produzcan mejores resultados.
8o. A la memoria deberán acompañar los planos, reglamentos, programas, libros y demás documentos que
haya reunido.
Madrid, 19 de julio de 1858.
Es copia.
Mª López».
122 Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p. 16.
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	Provincia
	Instituciones
Colegio de Ciegos "La Purísima Concepción"
de las Hermanas Franciscanas.
Academia de Ciegos de la Casa Provincial de
la Caridad.
Asociación "La Protección Mutua".
Asociación "Patronato de Cataluña para el
Mejoramiento Social del Ciego".
"Patronato de Cultura y Trabajo de los Ciegos
de la Provincia de Barcelona".
Montepío de Ciegos "La Unión Fraternal".
Biblioteca del Patronato de Cataluña.
Biblioteca del Instituto Educativo Catalán para
Ciegos.

	Cádiz: Cádiz.
	Colegio de Ciegos San Rafael.

	Castellón: Castellón.
	Sociedad de Ciegos "El Porvenir".
Escuela Provincial de Ciegos.

	Córdoba: Córdoba.
	Colegio de Ciegos.

	Granada: Granada.
	Centro Instructivo y Protector de Ciegos.

	Guipúzcoa: San Sebastián.
	Colegio de Niñas Ciegas de San Rafael.

	Huesca: Huesca.
	Colegio de Ciegos.

	La Coruña: La Coruña.
	Escuela de Ciegos.

	La Coruña:
Santiago de Compostela.
	Colegio Regional de Sordomudos y de Ciegos.

	Madrid: Madrid.
	Colegio Nacional de Sordomudos y de Ciegos.
Escuela Municipal de Sordomudos y de
Ciegos de la zona Sur.
Escuela Municipal de Sordomudos y de
Ciegos de la zona Norte.
Colegio Santa Catalina de los Donados.
Centro Instructivo y Protector de Ciegos.
Asociación de Ciegos "Esperanza y Fe".
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	Provincia
	Instituciones
Biblioteca de la Escuela Municipal de Ciegos
de la zona Sur.
Biblioteca Circulante del Centro Instructivo y
Protector de Ciegos.

	Málaga: Málaga.
	Instituto Municipal de Ciegos.
Centro Instructivo y Protector de Ciegos.

	Pontevedra: Vigo.
	Escuela Municipal de Ciegos.
Asociación Instructiva y Protectora de Ciegos.

	Salamanca: Salamanca.
	Escuela de Ciegos del Hospicio Provincial.

	Santander: Santander.
	Sociedad de Ciegos "La Unión".

	Sevilla: Sevilla.
	Escuela de Ciegos del Hospicio Provincial.

	Valencia: Valencia.
	Instituto Valenciano de Ciegos. Asociación de
Ciegos "El Porvenir".

	Vizcaya: Bilbao.
	Sociedad Cultural y Protectora de los Ciegos
de Vizcaya.
Colegio de Sordomudos y de Ciegos (Deusto).

	Vizcaya: Portugalete.
	Sociedad de Ciegos e Inválidos.

	Zaragoza: Zaragoza.
	Instituto de Ciegos de las Hermanas
Franciscanas.
Escuela de Ciegos del Hospicio Provincial.
Centro Instructivo y Protector de Ciegos.


El Colegio Nacional de Sordomudos y Ciegos de Madrid123 124, el centro mayor y
más prestigioso, no superó la veintena de alumnos ciegos hasta la década de los seten-
ta (siglo XIX). Durante el sexenio revolucionario superó los cincuenta alumnos, pero
en 1900 sólo tenía 35 alumnos ciegos (alcanzó los 109 en 1935). En 1900, en toda
España, sólo 136 ciegos estaban escolarizados en centros especiales, en 1919 son 545.
123 Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-
1938, o.c, p. 172, donde reproduce el reconocimiento obtenido por parte de la imprenta del Colegio
Nacional de Sordomudos y Ciegos, de 27 de noviembre de 1876:
«Dirección General de Instrucción Pública.
1a enseñanza.
Excmo. Sr.:
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“La enseñanza en estos colegios era, además, muy irregular. Mientras que algunos
colegios disponían de locales propios, otros daban clases en los locales de la Casa de la
Caridad o del Hospicio de la ciudad, conviviendo ciegos, sordos, huérfanos, ancianos y
enfermos. Otras escuelas, como la de Zaragoza, eran la empresa particular de antiguos
alumnos de otros colegios que, al terminar su escolarización y volver a sus lugares de
origen, consiguieron convencer a las autoridades locales para que abrieran un colegio
especial. Todos ellos (a excepción del Nacional de Madrid, y del de Santa Catalina)
dependían de subvenciones locales, siempre precarias, lo que explica que algunos de
ellos, como el de Burgos, aparezcan y desaparezcan de las estadísticas, mientas que
otros desaparecen definitivamente. Además, debido a la carestía del material especial
de enseñanza (libros en Braille, mapas en relieve, etc.), muchos de ellos carecían de lo
indispensable.
Lo que sí ofrecían casi todas las escuelas era enseñanza musical. Un prejuicio o
"teoría" de la época defendía que, por medio de una suerte de compensación sensorial,
los ciegos eran extraordinariamente hábiles para la música. Con la enseñanza musical
La imprenta del Colegio Nacional de Sordo-mudos y de Ciegos establecida hace muchos años con el doble
carácter de taller para el aprendizaje de los alumnos y de establecimiento tipográfico para el público por
espacio de muchos años, dejó de ser un medio productivo, en 30 de junio de 1874. En esta fecha, la impe-
riosa necesidad de reducir el presupuesto general del Estado, obligó al Gobierno a rebajar los gastos de la
mencionada imprenta siendo despedido el personal que en ella trabajaba, quedando sólo el Regente, pues-
to que los aprendices son alumnos de la casa.
La mencionada imprenta se había conquistado uno de los mejores lugares entre las de su clase; como lo
atestiguan las obras salidas de sus prensas Cartas del Cardenal D. Francisco Jiménez de Cisneros, los [...]
ilustres, la descripción Geológico-minera de las provincias de Albacete y Murcia y muchas otras; tanto que
en la Exposición de Viena y en la Nacional de Madrid obtuvo dicha imprenta diferentes premios.
Ya se considere como taller del Colegio, ya como establecimiento tipográfico, bien merece que le dé el
conveniente desarrollo para que cumpla con el objeto de su creación y se utilice el material que posee en
fundiciones, prensas, máquina y multitud de objetos de mucho valor que no sirven porque no se emplean.
El Negociado cree que es posible devolver a la imprenta de sordomudos su antiguo esplendor a muy poca
cosa. [...]», y además destaca: «Al contrario que los sordomudos, que podían encontrar colocación exter-
na, los ciegos que trabajaban en talleres protegidos necesitaban siempre alguna subvención para compen-
sar sus salarios», y cuando faltaron las subvenciones los talleres cerraron.
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro
de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 47, nota 32: «Las subvenciones provenían
de la Asociación Matritense que, a su vez, recibía la mayor parte de sus ingresos a través de un canon
sobre los establecimientos de juego. El juego era ilegal, pero abiertamente tolerado como fuente de recur -
sos para atender los asilos y otros establecimientos de beneficencia. De hecho, los ingresos que obtenía la
Asociación Matritense de los impuestos sobre el juego eran públicos, y su presidente, García Molinas, no
deseaba otra cosa que el juego se reglamentara de forma definitiva. La tolerancia con el juego era frecuen-
temente objeto de debate público, pero ni se reglamentó ni se persiguió, con lo que surgían en ocasiones
pequeños escándalos políticos y acusaciones de lucro partidista, que solían terminar en campañas de per-
secución contra el juego, para volver a tolerarlo cuando las aguas volvían a su cauce normal. [...]».
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se intentaba compensar la desventaja que los ciegos tenían en los trabajos manuales.
Por otro lado, la enseñanza musical era mucha más barata que la enseñanza de un ofi-
cio manual. Aquel prejuicio era tan arraigado que, a pesar de las protestas de profeso-
res de los colegios especiales contra la idea de la aptitud natural del ciego para la músi-
ca, la enseñanza musical, a falta de otras opciones más baratas, siguió siendo la ense-
ñanza profesional preferente de los colegios.
En resumen, en los colegios especiales, los niños ciegos no aprendían más que a
hacer mejor lo que venían haciendo los ciegos trovadores o los ciegos agremiados de
Madrid, Zaragoza y otras muchas ciudades: tocar un instrumento y pedir limosna. Pero
con una importante diferencia. Como consecuencia imprevista de la política de escola-
rización de la Matritense, los colegios especiales crearon una élite dotada del lenguaje
adecuado para reclamar con voz propia, y al margen de sus empresarios institucionales
(médicos, profesores, sociólogos) una mejora de la situación social de los ciegos125 126.”
3. La primera organización legal de ciegos.
“En 1882 apareció en Madrid la primera organización legal de ciegos después de la
desarticulación de la Hermandad "Esperanza y Fe". Era una organización de mendigos
que tenía como objetivo el socorro para los casos de enfermedad y defunción. Pocos
años más tarde, en 1894, antiguos alumnos del Colegio Nacional crearon el Centro
Instructivo y Protector de Ciegos, también en Madrid. El centro era una sociedad de
socorro mutuo y de resistencia contra las campañas de mendicidad. A diferencia de
"Esperanza y Fe", el centro tenía una estrategia más elaborada, que consistía no tanto
en reaccionar contra las campañas de represión de la mendicidad, como en anticiparse
a ellas, para ello intentaba cooptar a los ciegos más ilustres, a profesores del Colegio
Nacional y a miembros de la clase política. Ambas organizaciones contaban con un
125
Ibídem, pp. 32-36.
126
Vide: M. GRANELL y FORCADELL, "Ventajas de la relación directa de los ciegos con los videntes",
Conferencia pronunciada en la Sociedad "El Porvenir" de Valencia, Imprenta del Colegio Nacional de
Sordomudos y Ciegos, Madrid, 1914, pp. 9-26; Alberto DAUDEN TALLAVÍ,Los ciegos como grupo
social y su relación con el Estado: 1800-1938, o.c, p. 56: «En el año 1894, los beneméritos ciegos Nicasio
del Hierro, Antonio Ortega, Mariano Castellón y Juan Antonio Sánchez Andreu, de Madrid, pensaron en
la creación de un centro para ciegos, donde los compañeros en desgracia pudieran cambiar impresiones
sobre aquello que más les conviniera. El 5 de octubre de ese año, se funda el Centro Instructivo y Protector
de Ciegos.
Esta institución no sólo se ocupaba de educar e instruir a los niños ciegos, sino que les protegía también.
Las aspiraciones de dicho centro eran entre otras: constituir, fomentar y buscar toda clase de elementos que
conduzcan al bien particular o colectivo de los individuos ciegos; establecer clases de enseñanza especial;
satisfacer las necesidades de los ciegos, creando secciones, cooperativas, etc.».
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periódico en Braille, El Monitor, que, aun no siendo órgano específico de ninguna de
ellas, expresaba las opiniones de ambas.
En las páginas de El Monitor se insistía en la capacidad del ciego para desempeñar
un trabajo manual, se hacían llamamientos a la unidad de los ciegos de toda España y
se inició una campaña contra el Colegio Nacional, al que se calificaba como "fábrica
de mendigos". Esta campaña tuvo eco en algunos profesores del Colegio Nacional,
quienes no escondían su frustración al ver a antiguos alumnos mendigar en las calles,
haciendo inútiles todos sus esfuerzos docentes.”
La situación queda expuesta con mucha claridad en la carta dirigida a S.M. la Reina
por parte de la Municipalidad de Barcelona el 1 de abril de 1893127.
127 pp. 177-179: Alberto Daudén: Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-1938, o.c.
«Señora,
El Ayuntamiento de Barcelona con la mayor veneración se acerca al trono de S.M., y respetuosamente
expone: Que respondiendo V.M. con maternal explicitud a los sentimientos de piedad que abriga su cora-
zón, en favor de los infelices que privados de sus más preciosos sentidos carecen de los recursos indispen-
sables a la vida común, se ha dignado disponer con distintas leyes y Reales Ordenas la creación de varios
establecimientos para asilo y amparo de los ciegos y sordomudos que divagan por todo el Reyno. Cercano
pues, Señora, el día en que Vuestro Gobierno, oída la Junta General de Beneficencia, señalará los puntos
donde hayan de situarse dichos Establecimientos, cree cumplir esta Corporación con otro de sus más sagra-
dos deberes, encareciendo a V.M. la necesidad y conveniencia general de que sea erigido uno de cada clase
en la población que representa.
Animadas en todos tiempos las Municipalidades de Barcelona de los más piadosos sentimientos, y movi-
das las de los años 1816 y 1820 por tan generosos impulsos, acogieron benévolamente y alentaron el pro-
yecto de proporcionar alguna enseñanza a los Ciegos y Sordomudos, abriendo bajo sus auspicios y protec-
ción dos escuelas públicas, cuyos Establecimientos destinados exclusivamente a la instrucción moral e
intelectual de aquellos infelices, han sido costeados siempre y se sostienen ahora de los fondos del Común.
Estos sacrificios, Señora, no bastan por más que sea doloroso el consignarlo. Careciendo esta Capital de
una Casa en la que puedan recogerse los Ciegos y Sordo-mudos, suministrándoseles los auxilios necesa-
rios a la humana existencia, llega a centenares el número de los que, acosados por la miseria, recorren sus
plazas y paseos contristando el ánimo público con sus lastimeros gemidos, único recurso que en su triste
situación poseen. Pero este cuadro desgarrador es tanto más aflictivo para este Ayuntamiento en cuanto se
ve privado de ocurrir a aquellas necesidades, en primer lugar porque siendo declarados generales aquellos
Establecimientos, no puede sostenerlos una Municipalidad; y en segundo, porque sus sostenimiento exce-
dería a los recursos de la de Barcelona.
En tal conflicto, Señora, no puede menos esta Corporación de exponer a V.M. las razones que abonan la
conveniencia de crearlos en esta Ciudad. Aumentando considerablemente el número de sus moradores, lo
que la constituye la segunda Capital de España en este concepto, se recogen en su recinto, no ya los natu-
rales de la misma y su Provincial sino también los de las limítrofes, resultando de esto que aquellos des-
venturados viven en las mayores privaciones, mendigando su sustento y colocados en la pendiente del
vicio, de la abyección y hasta del crimen; por manera que aunque se mandase salir de la Provincia a tos
que no son naturales de ella, siempre los habría en gran número, particularmente ciegos, en razón a predis-
poner a esta enfermedad ciertas industrias de las que se ejercen en esta Capital; todo lo que justifica más
y más el acierto con que se procedería a crear en la misma dichos Establecimientos, pues de lo contrario
se obligaría a aquellos desgraciados a buscar el socorro público lejos de sus familias, cuando estos seres,
por su triste condición necesitan con preferencia a otros algunos, el consuelo de estas afecciones.

Vide Roberto Garvia Soto, La Organización Nacional de Ciegos. Un estudio institucional, o.c., pp. 40-41.
110
“En parte para remediar esta situación128, y también para elaborar un curriculum uni-
forme en las escuelas especiales, el Comisario Regio del Colegio Nacional de
Sordomudos y Ciegos convocó una Asamblea Nacional para el Mejoramiento de la
Suerte de los Ciegos y los Sordomudos. La Asamblea se celebró en Madrid en diciem-
bre de 1906. Asistieron profesores de colegios especiales de toda la península, médicos,
pedagogos y representantes del Centro Instructivo y Protector de Ciegos. Estos últimos
no consiguieron que el resto de los asambleístas reconocieran el derecho de los ciegos
a mendigar sin ser molestados, pero, al menos, entre las conclusiones de la Asamblea
se recomendaba "que debe prohibirse la reclusión de los ciegos en los asilos ordinarios
de mendicidad", al tanto que se invitaba a los colegios especiales a introducir los talle-
res de aprendizaje profesional.
La Asamblea también recomendó la creación de un Patronato que estudiara las
medidas oportunas para remediar la situación de los ciegos, los sordomudos y los anor-
males129.”
Y como la experiencia acredita que en los climas meridionales son más comunes las enfermedades de la
vista, y que fácilmente degeneran en ceguera absoluta, fenómeno que desgraciadamente se observa no sólo
en esta Capital sino en todas las provincias cercanas que se encuentran en la propia situación topográfica:
concurre esta poderosa razón a demostrar, no ya la conveniencia, sino la necesidad de que se instale en
Barcelona un establecimiento destinado a recoger a las víctimas de tan lastimosa dolencia.
De otra parte, en esta población esencialmente industrial, además de la instrucción moral, civil y religiosa,
puede enseñarse a los Ciegos y Sordo-mudos ciertas artes manuales, no contrayéndose solamente a la
música en cuanto a los primeros, con cuyo ejercicio les sería [...] atender por sí mismos su subsistencia,
pasando a ser miembros útiles a la Sociedad en vez de gravarla con su inacción; ya sea porque saliendo
instruidos del Establecimiento encontrarían más fácilmente una colocación proporcionada a sus conoci-
mientos, o bien porque aun permaneciendo en él pudiera darse, procurándole así recursos, pronta salida a
los productos elaborados, aligerando al Estado en la subvención que les asigne.
La situación topográfica de Barcelona arguye también Señora, en favor de la providencia que esta
Corporación se atreve a reclamar de la munificencia de V.M. Centro de cuatro Provincias pobladísimas, y
casi centro de Aragón, Valencia e Islas Baleares, que figuran por algunos millones de habitantes en el censo
de población, la traslación de los individuos que debiesen recogerse en las referidas Casas sería más expe-
dita para la Administración, menos molesta para los recogidos, y menos dispendiosa para los pueblos, con-
cillándose de esta suerte todos los grandes intereses que V.M. está llamada a vigilar.
Confía pues, sobradamente este Cuerpo municipal en la ilimitada benevolencia de V.M. para no esperar
que hallarán cabida en su augusto corazón las reflexiones que inducen al mismo a distraerla de sus altas
atenciones y con esta esperanza
A los R [...] P.P de V.M. reverentemente suplica: se digne disponer que de las varias Casas de Ciegos y de
Sordo-mudos que deben existir en todo el Reyno, se erija una de cada clase en esta Capital. Gracia que no
duda alcanzar de V.M. por cuya vida y prosperidad de la Nación ruega fervorosamente al Todo Poderoso.
Barcelona, 1o de Abril de 1893»
128 Vide E. CANORA y MOLERO, La luz del alma, estudio sociológico moral sobre el ciego, Imprenta
Nacional de Sordomudos y Ciegos, Madrid, 1906, pp. 9-11.
129 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
41-42.
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4. La creación de un patronato, sus reformas y las causas del fracaso de este modelo.
El primer Patronato Nacional de Ciegos, Sordomudos y Anormales de la Mente fue creado
por Real Decreto de 22 de enero de 1910, a instancias del entonces ministro español de
Instrucción Pública, Antonio Barroso Castillo, quien figuraba como Presidente del mismo, con-
tando como Vicepresidente con el a la sazón Director General de la Beneficencia y Asistencia
Pública. Este Patronato, de algún modo, había surgido a raíz de la primera Asamblea General
para el mejoramiento de la suerte de los sordomudos y ciegos españoles, que había tenido lugar
en diciembre de 1906130. “Era un órgano meramente consultivo, y sin personalidad jurídica. De
los cerca de sus. treinta vocales, la mayoría eran médicos y profesores de colegios especiales; el
resto, un jurista, un representante del Instituto de Reformas Sociales, otro de una organización de
sordomudos, y tres ciegos. La composición del Patronato y su vinculación al Ministerio de
Instrucción Pública ya indican cuál era el objetivo preferente de este organismo131.”
130 Vide ONCE, "ONCE, 1938-1988. Medio siglo de vida por la integración", Perfiles, 36, (1988), p. 24.
También afirma: «En aquellos momentos se consideraba al ciego como un "menor de edad" -sin apenas respon-
sabilidad jurídica ni pleno reconocimiento de los derechos cívicos-, como ya lo hacía patente la Ley de 8 de junio
de 1862, que establecía como atenuante de determinados delitos el haber padecido ceguera desde la infancia (esta
norma fue parcialmente modificada por Real Decreto de noviembre de 1911). En 1927, el ministro de Gracia y
Justicia Galo Ponte Escarpí insiste en la introducción del atenuante de responsabilidad que implica la ceguera para
la comisión delictiva, y éste es, en general, el espíritu que históricamente impregna a la normativa legal».
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional. Centro de Estudios
Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, pp. 42-45: «Posiblemente, la decisión de más trascendencia que se
tomó desde uno de estos Patronatos fue la de encargar a Eugenio Canora, vocal del Patronato, ciego, y viejo líder de
las asociaciones de ciegos de Madrid, la realización de un viaje de reconocimiento por varias provincias de levante
y mitad norte de España, con el fin de informar al Patronato acerca de la situación de los colegios especiales, y de
los fines y recursos de las organizaciones de ciegos. Canora aprovechó la ocasión para solicitar una credencial al
Centro Instructivo de Madrid que le hiciera representante oficial del mismo ante otras asociaciones de ciegos.
La Memoria que Canora presentó al Patronato es un valioso documento para conocer la situación de los ciegos
en la segunda década del siglo. De la visita a Valencia, Alicante, Barcelona, Zaragoza, Bilbao, Santander y La
Coruña, realizada, durante el verano de 1912, Canora extrajo unas impresiones desoladoras. Muchos colegios
especiales estaban en situación precaria por falta de recursos, mientras que otros ya tuvieron que cerrar. En todas
las ciudades que visitó, excepto en Santander y Zaragoza, había al menos una organización de ciegos. Los fines
de éstas eran muy limitados: "[...] examinando detenidamente los reglamentos por que se rigen, puede observar-
se que a primera vista no tienen una orientación fija ni responden a ideales de positivo progreso, pues la mayor
parte de ellas consignan como fin primordial de sus aspiraciones el socorro mutuo para los casos de enfermeda-
des, cosa que ya se practica en Madrid desde el año 1880".
La mayoría de los asociados se dedicaba a la mendicidad (acompañados o no de un instrumento musical) y a la
reventa de billetes de lotería. Los ciegos de Valencia y Alicante, además vendían una rifa que les servía para com -
pletar sus ingresos. Ninguna de estas sociedades recibía subvención, y sólo unas pocas obtenían donativos parti-
culares. Sólo en Barcelona había, además de una sociedad de ciegos, una sociedad para ciegos, dirigida por una
Junta de Caballeros y Señoras. Esta sociedad sí disfrutaba de una subvención oficial, con la que gestionaba unos
talleres donde trabajan 30 ciegos. Los problemas que surgían a la hora de vender los artículos fabricados en aque-
llos talleres convencieron a Canora de lo difícil que sería sustituir la mendicidad por el trabajo manual. A pesar
de estas dificultades, y a falta de otra solución, Canora propuso la creación de talleres protegidos, subvenciona-
dos por las autoridades locales y gestionados por personas caritativas.
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En la exposición del Real Decreto de 22 de enero de 1910, el Ministro reconoce la
situación en la que se encuentra este colectivo:
«[...]. Estadísticas particulares que vienen a sustituir a una oficial no realizada
todavía, atribuyen a nuestra Patria las cifras horribles de 15.000 mudos, 25.000 cie-
gos y un número también elevado, de individuos afectos de diversas manifestacio-
nes psicopáticas que los apartan de la normalidad social. [...].
Afortunadamente, en estos últimos años, y gracias a la constante labor de maes-
tros, publicistas y filántropos, se ha producido un poderoso movimiento de opinión
en favor de los sordomudos, los ciegos y los anormales, determinando la fundación
de Escuelas y Asociaciones, la publicación de libros, la celebración de Congresos,
la organización de Exposiciones y Centros de trabajo, que tienden a mejorar la
situación de aquéllos y a vulgarizar en su provecho conocimientos que antes eran
patrimonio de un corto número de escogidos»132.
El Patronato de 1910 y los que le sucedieron hasta el Patronato de 1928133, estaban
Finalmente, siguiendo las directrices del secretario del Patronato, y como representante del Centro Instructivo de
Madrid, Canora envió un mensaje asociativo a las sociedades de ciegos con las que pudo contactar, animándolas
a crear una Federación Nacional de Ciegos, "a fin de formar un organismo vigoroso, fuerte y con personalidad
propia suficiente para asumir la representación de los ciegos españoles, cualquiera que sea su residencia. Y, sin
embargo todas ellas (las organizaciones federadas) han de gozar de completa autonomía, tanto en la parte admi-
nistrativa como en la facultativa y profesional o técnica. El Comité central de la federación debe radicar precisa-
mente en Madrid, para estar en constante y directa comunicación con el Patronato Nacional y con las entidades
oficiales dependientes del Estado que tienen relación con los asuntos referidos a los ciegos".
La propuesta de Canora coincidía con la postura del secretario del Patronato, Alvaro López Núñez, católi-
co social, discípulo de Maluquer, y secretario del Consejo del Patronato del Instituto Nacional de Previsión.
Según López Núñez, habría que fortalecer las organizaciones de ciegos para, posteriormente, con el con-
curso de las autoridades locales y de personas caritativas, transformarlas en asociaciones de instrucción
general para adultos, de formación profesional, y en agencias de colocación. Con ello se crearía un entra-
mado de organizaciones de asistencia a los ciegos, en donde los ciegos mismos, las autoridades locales y
las personas caritativas se corresponsabilizarían del problema de la ceguera, de tal forma que el Estado
podrá delegar sobre esta pluralidad de organizaciones para ciegos el problema de la mendicidad, reserván-
dose la tarea de coordinación y supervisión de las actividades de estas organizaciones».
132 Gaceta de Madrid, de 24 de enero de 1910, núm. 22, pp. 174-175.
133 Vide Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles: 1938-1948, Universidad de Navarra, 1998, pp. 50-52: «Cuadro cronológico de reformas del
Patronato:
Se crea por Real Decreto de 22 de enero de 1910, con el nombre de Patronato de Sordomudos Ciegos y Anormales
de la mente, a instancias del Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes Antonio Barroso.
Por Real Decreto dado el 24 de abril de 1914 por el Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes Francisco
Bergantín, se disuelve este patronato constituyéndose otro nuevo denominado Patronato Nacional de Anormales.
El 10 de marzo de 1916, por Real Decreto promulgado por el Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes, Julio
Burel, se restablece la organización que le había dado Antonio Barroso. Cinco meses después, el 8 de agosto el
mismo Ministro dispone que sea dividido este patronato nacional en dos secciones independientes, una en la que
se incluirían los ciegos y sordomudos y otra en la que se incluirían los anormales de la mente.
Por Real Decreto de 24 de agosto de 1917, dado por el Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes Rafael
Andrade, se disuelve este patronato creándose tres patronatos independientes, uno para cada una de las minusvalías.
Por Real Decreto dado por el Presidente Interino del Directorio Antonio Madar el día 13 de septiembre de
1924, se disuelven los tres patronatos anteriores, agrupando nuevamente a ciegos y sordomudos en un
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fundamentalmente implicados en medidas educativas, que generalmente se reducían a
una supervisión del Colegio Nacional, y secundariamente en medidas preventivas134 135.
El autoritario Martínez Anido, ministro de Gobernación durante la Dictadura, reformó el
Patronato de 1924 y lo transformó en el Patronato Nacional de las Residencias de Ciegos
(Real Decreto de 13 de marzo de 1928)136, cuyo contenido en los artículos 1, 2, 3, 4, y 8 es
el siguiente:
único patronato llamado Patronato Nacional de Cultura y de Trabajo de los Sordomudos y de los Ciegos.
Por Real Decreto de 13 de marzo de 1928, se superpone a este patronato uno nuevo refrendado por el Ministro
de Gobernación Severino Martínez Anido llamado Patronato Nacional de Residencias para Ciegos.
El día 31 de enero de 1931, aparece en la Gaceta de Madrid, un Real Decreto derogando los patronatos
anteriores y creando el Patronato Nacional de Protección de Ciegos.
Por último el Decreto de 6 de abril de 1934 se disuelve el patronato anterior, creando el último de los patro-
natos nacionales con el nombre de Patronato Nacional de Cultura de los Deficientes, disuelto en la zona
republicana el cuatro de diciembre de 1938 y en la Zona Nacional unos días después con la fundación de
la ONCE el 13 de diciembre».
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Vide E. CANORA y MOLERO, Protección que debe dispensarse a los ciegos, Imprenta del Colegio Nacional
de Sordomudos y de Ciegos, Madrid, 1913, pp. 7-22, donde se achaca el fracaso del avance del colectivo de ciegos
por cuestiones políticas: «Todas estas instituciones de carácter benéfico han hecho trabajos encaminados a solucionar
lo posible en lo relativo a la mendicidad, y entre ellos uno muy notable el del ilustrísimo señor Don Alvaro López
Núñez, vicepresidente de la Junta Provincial de Protección a la Infancia y Represión de la Mendicidad, y secretario
general del Patronato Nacional de Sordomudos, Ciegos y Anormales; pero por dificultades políticas, que debían de
estar desligadas por completo de aquellas medidas de carácter social que afectan a la generalidad de los ciudadanos,
este hermoso trabajo, verdadero proyecto de protección a los ciegos de Madrid que fue aprobado por perfecta unani-
midad de la expresada Junta en sesión de 19 de julio de 1912, no ha sido aún llevado a la práctica».
Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de Estudios
Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 42, nota 27: «[...]. El Patronato de 22 de enero de 1910 se refor-
ma el 24 de abril de 1914, pasándose a llamar Patronato Nacional de Anormales. Por Real Decreto de 10 de marzo
de 1916 se vuelve a la fórmula del Patronato de 1910. A su vez, este Patronato se subdivide en dos Patronatos,
uno de Sordomudos y Ciegos y otro de Anormales, por Real Decreto del 22 de diciembre de 1916. Por Real
Decreto de 24 de agosto de 1917 se crean tres Patronatos, uno para cada colectivo. Sin embargo se vuelve a crear
un Patronato conjunto para sordomudos y ciegos el 13 de septiembre de 1924, que es reformado por Martínez
Anido en 1928. Es decir, desde la creación del Patronato en 1910, hasta la reforma de Martínez Anido, hubo seis
Patronatos distintos. El motivo de las reformas, tal como se muestra en los preámbulos de los decretos, fue siem-
pre el de buscar la fórmula adecuada de supervisar la enseñanza de los colegios especiales, y, en particular, del
Colegio Nacional de Sordomudos y Ciegos. La máxima representación de ciegos tuvo lugar en el primer
Patronato; en el resto, o sólo había un ciego (Antonio Zozaya), o ninguno».
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lbídem, pp. 40-42.
136 Ibídem, p. 49: «Dado el estado lastimoso de las haciendas provinciales y las municipales, era difícil que las polí-
ticas en favor de los ciegos surgieran por iniciativa local. Debido a esta dificultad, las organizaciones de ciegos recu-
rrían al Estado como último proveedor a sus necesidades. Así se manifestaron estas organizaciones en su primera
Asamblea Nacional, celebrada en Madrid a finales de marzo de 1924, fruto de la campaña de Canora en su viaje de
reconocimiento de 1912. Considerando que las subvenciones locales siempre sean insuficientes, se pidió el estable-
cimiento de nuevos impuestos centrales y la creación de un nuevo patronato, compuesto en una tercera parte por cie-
gos. El nuevo patronato, con los ingresos que obtuviera por medio de estos nuevos impuestos, se encargaría de crear
talleres y de compensar el jornal de los obreros, así como de pensionar a los ciegos ancianos. Pero siendo socieda-
des de mendigos,, las organizaciones que participaron en esta primera asamblea no olvidaron reclamar la tolerancia
con la mendicidad de los ciegos "que no cuentan con otros recursos para atender a sus necesidades"».
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«1. Se crean en España las Residencias de Ciegos, Establecimientos que
tendrán por objeto la recogida, asistencia, educación y reeducación, instruc-
ción y cuidado de los ciegos pobres de uno y otro sexo y de aquéllos que, sin
estar en la indigencia, carezcan de los elementos suficientes para costearse
una preparación especial. [...].
2. Estos Establecimientos dependerán del Ministerio de la Gobernación y
serán considerados como Instituciones de Beneficencia general.
3. La suprema dirección y administración de los mismos estará encomendada
a una Junta que  se denominará "Patronato Nacional de  las Residencias de
Ciegos".
4. El Patronato Nacional de las Residencias de Ciegos tendrá por misión pro-
curar la más rápida creación de Instituciones de esta clase en los lugares donde
convenga, nombrando para cada una de las Residencias que se establezcan la
Junta administradora [...].
8. En el Hospital de Barañain se establecerá tan pronto como sea posible, la
primera Residencia de Ciegos [...]».
“Su intención era la de crear tres grandes centros de aislamiento para los
niños, adultos, ancianos, hombres y mujeres ciegos. Estos grandes centros
serían a la vez escuelas, lugares de trabajo y asilos. La construcción y mante-
nimiento de estas residencias se costearía por medio de los beneficios de los
sellos sanitarios que vendía el recién creado Instituto Técnico de
Comprobación. Pronto se mostró que aquella forma de financiación era extra-
ordinariamente exitosa tanto que para junio de 1930 se pensaba inaugurar la
primera residencia en Barañain (Pamplona), con capacidad para 1.200 cie-
gos137.”  Las  disposiciones  (reglamentos)  que regulaban  estas  instituciones,
137 Vide Reglamento provisional de la residencia de ciegos de Barañain:
«MINISTERIO DE LA GOBERNACIÓN
PATRONATO NACIONAL DE LAS RESIDENCIAS DE CIEGOS.
REGLAMENTO PROVISIONAL DE LA RESIDENCIA DE CIEGOS DE BARAÑAIN.
Artículo 1. La residencia de ciegos de Barañain es un centro benéfico creado por Real Decreto del 13 de marzo de
1928, que tiene por objeto la recogida, asistencia, educación y reeducación, instrucción y cuidado de los ciegos espa-
ñoles, rigiéndose por las Disposiciones de dicho Real Decreto y por las que se detallan en este Reglamento.
Artículo 2. La suprema Dirección y Administración de la residencia corresponde al Patronato Nacional de
las Residencias de Ciegos. Bajo las inmediatas órdenes de éste, funcionará con facultades delegadas la
Junta de la Residencia de Barañain, constituida con arreglo a lo dispuesto en el artículo noveno del citado
Real Decreto del 13 de marzo de 1928.
Artículo 3. En virtud de la suprema Dirección y Administración encomendadas al Patronato Nacional de
las Residencias de Ciegos, corresponderá a éste:
1o. La recaudación de los fondos para su sostenimiento; haciéndose cargo de los legados, donaciones y
demás ingresos que se instituyan en favor de la misma.
2o. Autorizar los pagos de las obligaciones extraordinarias y ordinarias, examinar las cuentas que presente
anualmente el director del establecimiento, estatuyendo la forma de contratación de los suministros.
3o. Promover los expedientes de obras nuevas o reparaciones de importancia que necesite el establecimien-
to para su conservación.

N. Ibídem, p. 50.
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4o. Nombrar al personal facultativo y acordar la separación del mismo, si procediere.
5o. Formar los presupuestos anuales y proponer cuanto crea conveniente para la buena marcha y acertada
organización de la residencia.
6º. Resolver cuantas mociones sean recibidas del Director y de la Junta de Barañain.
7º. Redactar los planes de enseñanza que se ha de desarrollar y las industrias que se han de establecer.
Artículo 4. El Patronato podrá hacer inspecciones en el Complejo de Barañain siempre que lo juzgue opor-
tuno y para ello nombrará un responsable que, gratuitamente, se encargará de esta función.
Artículo 5. El Director de la Residencia será nombrado por el señor Ministro de la Gobernación, a pro-
puesta del Patronato; y será evidente que habrá de recaer la elección en persona de gran cultura y solven-
cia moral e intelectual; sobre todo en las cuestiones que se refieren a la organización y desarrollo de la pro-
blemática de los ciegos en residencias. Vivirá en el establecimiento y estará investido de la máxima auto-
ridad, respondiendo ante el Patronato, directamente, de su actuación, tanto de las funciones que le están
atribuidas por este Reglamento, como de aquéllas que le delegue el Patronato.
Artículo 6. El Director tendrá a su cargo el velar por el cumplimiento de los acuerdos reglamentarios que
le indique el Patronato. Será de su responsabilidad todo lo concerniente a la organización de la vida inter-
na del establecimiento: horas de clase, talleres, comidas y todo cuanto al gobierno interior hace referencia.
Vigilará la actuación de los empleados y propondrá el nombramiento de subalternos, porteros, enfermeros,
etc.; es decir, de toda la servidumbre de la residencia.
Artículo 7. Además del Director habrá un Administrador, que tendrá a su cargo cuanto se refiera al gasto
general del establecimiento: pago de la plantilla del personal del mismo, llevando la cuenta de ingresos y
pagos con arreglo a contabilidad por el sistema de partida doble.
Artículo 8. El Administrador tendrá a sus órdenes un auxiliar para sustituciones en casos de enfermedades
y ausencias, el que llevará cuanto se refiere a la administración de la imprenta: papel, planchas de metal,
encuademación de libros, jornales de los ciegos que trabajen y la cuenta de ingresos por la venta de libros.
Artículo 9. Este mismo auxiliar será el encargado de la marcha económica de los talleres, de adquirir los
utensilios de trabajo y primeras materias para la manufactura, pago de jornales a los ciegos que vayan a
trabajar al exterior e ingresos por la venta de productos.
Artículo 10. El Administrador y su auxiliar serán nombrados libremente por el Señor Ministro de la
Gobernación, dentro del personal de la plantilla administrativa del mismo Ministerio: el primero, de la
categoría de Jefe de Administración o Negociado; y el segundo, de la de Oficial o Auxiliar, Vivirán en el
establecimiento y prestará la fianza que el Patronato determine, la cual no sufrirá alteración durante el tiem-
po que ejerzan el cargo; y sólo será levantada cuando, al aprobarles su gestión, acuerde el Patronato la
devolución de la misma por no pesar sobre ellos responsabilidad de ninguna clase.
Artículo 11. La parte de inspección interior y auxiliar de la residencia estará encomendada a las religiosas
de San Vicente de Paul, en número de 25 y además, a 5 vigilantes de gran solvencia moral. Entre estos vigi-
lantes podrán ser admitidos algunos semiciegos, que se encargarán de todo el régimen de vida no pedagó-
gica ni profesional del ciego; es decir, serán los encargados de todos los pequeños detalles de la vida coti-
diana.
Artículo 12. Además del personal indicado, se necesita un número de criados hasta 24, que serán los encar-
gados de la limpieza y servicios especiales que les encomienden las autoridades del establecimiento.
De la población y de la residencia.
Artículo 13. La población de la residencia de ciegos estará constituida, como Colegio de Ciegos, en la
parte correspondiente a los niños que ingresaren desde los 11 años; como Instituto de reeducación profe-
sional en los adultos, y como asilo par los ciegos que por su edad y llevar toda su vida en estado de cegue-
ra y no haber sido educados o reeducados anteriormente, se les recogiera en la residencia para alejarles de
la miseria y de la mendicidad.
Artículo 14. Los asilados no necesitarán profesorado, pero los otros dos grupos, el de niños y el de adul-
tos que se reeduquen, tendrán dos profesores especiales, encargados de la enseñanza general y de las espe-
ciales de música y oficios.
Artículo 15. Conforme el acuerdo de los congresos internacionales, el número de los alumnos ciegos en
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las clases no será más de 10 o 12 a lo sumo, cifras que pueden variar, según convenga en determinados grados.
Hermanas de la Caridad.
Artículo 16. Se encargarán del régimen interior del establecimiento las Hermanas de la Caridad de San
Vicente de Paúl, que han de convivir constantemente con los ciegos, asignándoles las siguientes funciones:
1o. La Superiora distribuirá por turnos en las distintas alas y pabellones, el número de hermanas que esti-
me conveniente para prestar el cuidado y asistencia que necesiten los ciegos.
2o. La Superiora dispondrá las que han de hacer el servicio de cosido, despensa y ordenar el aseo y la lim-
pieza de todas las dependencias. Determinará las hermanas que han de llevar los libros de entrada, consig-
nando el alta y la baja de la población flotante en los libros de filiación que se les proporcione al efecto.
3o. La Superiora se encargará de custodiar las prendas, alhajas y demás efectos que entreguen los ciegos al
ingresar en el establecimiento.
4o. Conservará estas prendas en su poder, entregándoselas al Administrador o a los deudos, si lo reclaman,
previo resguardo en el caso de fallecimiento del ciego.
5o. A la Superiora incumbe también el recibir y almacenar, en la presencia del Administrador, los artículos
de consumo, muebles y demás objetos que entren en el establecimiento. No debiendo consentir que salga
de los almacenes ningún artículo para las dependencias y servicios del establecimiento sin exigir el recibo
con el visto bueno del Administrador, que le servirá de comprobante para las cuentas mensuales.
6o. Ha de procurar que la alimentación de los ciegos se ajuste siempre al cuadro de alimentos que se con-
signa en el Reglamento y facilitará al Administrador todos los datos que sean necesarios para el arreglo de
las cuentas que ha de prestar cada mes.
De los capellanes.
Artículo 17. Los capellanes son los directores espirituales del establecimiento y tendrá a su cargo el ser-
vicio espiritual de la población interna, cuidando de imprimir, mediante prácticas frecuentes, en el ánimo
de los acogidos, las ideas de moral y los sentimientos de caridad; designarán las prácticas religiosas a rea-
lizar por los acogidos, cuidando de su exacto cumplimiento. Dirá uno de ellos misa todos los días en la
capilla del establecimiento, a la hora que se designe, y procurarán dar cumplimiento a los preceptos reli-
giosos, preparando a los acogidos en el establecimiento para recibir los santos sacramentos. Vivirá uno de
ellos dentro de la residencia.
De los empleados subalternos.
Artículo 18. Los empleados subalternos serán unos 25 entre hombres y mujeres, que serán los encargados
de todo lo relativo a la limpieza e higiene del establecimiento y demás funciones propias de ambos sexos,
que les encomiende la Superiora de las Hermanas de la Caridad y el Administrador de la residencia; quie-
nes ordenarán la mejor distribución de este servicio.
Artículo 19. Cocinero y pinches necesarios. El cocinero y los pinches de cocina serán los encargados de
la confección de los alimentos para todo el personal del establecimiento, ajustándose al menú variado que
se establezca por el Director y hermanas de la caridad; procurando que las comidas estén bien condimen-
tadas para servirlas a la hora que más convenga para la buena marcha del establecimiento. Los alimentos
que han de condimentar se los suministrarán por el Administrador y por la Superiora de las Hermanas de
la Caridad.
Alimento del personal.
Artículo 20. Los empleados que presten sus servicios con carácter permanente y habiten en el estableci-
miento tendrán derecho a la alimentación del resto del personal, que consistirá en el desayuno de café con
leche y 60 gramos de pan por individuo. Comida: sopa variada, cocido de garbanzos o alubias con patatas,
carne y tocino, un planto de carne en diversos guisos, dos decilitros de vino y ensalada, pastas y frutas del
tiempo. Cena: patatas, lentejas o alubias, un plato de carne o pescado, vino, pan y postre de pastas o fru-
tas. La alimentación de los enfermos de la residencia la fijarán los médicos encargados de su asistencia,
cumpliéndose sus prescripciones con gran exactitud.
Artículo 21. Las visitas de los acogidos serán los jueves y domingos de las 2 a las 5 de la tarde en invier-
no y de las 4 a las 7 en verano. En caso de epidemia, quedarán terminantemente prohibidas las visitas para
evitar la contaminación.
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El portero-jardinero.
Artículo 22. Le corresponde al portero-jardinero permanecer constantemente en el jardín o en el portal del esta-
blecimiento, el cuidar de la limpieza de la entrada, aceras cercanas a la puerta del establecimiento y del portal del
mismo. Cerrar de noche y abrir de día las puertas del establecimiento a las horas que le indique el Director, entre-
gando a éste las llaves, sin permitir las salidas sin autorización del Director para salir de noche. Impedir la extrac-
ción de objetos del establecimiento sin previa autorización del Director o del Administrador. Prohibir la entrada
al público mientras no se autorice por la Superioridad y, finalmente, no permitir que se entregue a los acogidos
bebidas o sustancias que puedan ser nocivas para su salud, a juicio del médico de guardia.
Sección de niños.
Artículo 23.
a) Es condición indispensable para el ingreso en la residencia de ciegos, el carecer en absoluto de la fun-
ción visual, no ser anormales psíquicos y estar comprendidos en la edad que se indica en el Reglamento.
b) No padecer ninguna enfermedad infecciosa o de otra índole, que le imposibilite para el estudio o le impi-
da hacer vida común con los demás pensionados. Es también preciso el pleno goce normal de sus faculta-
des mentales; estar vacunados y prestar la partida de nacimiento legalizada.
c) Las plazas vacantes se habrán de solicitar en instancia la Presidente del Patronato, pudiéndose presen-
tar en el Gobierno Civil de la provincial del solicitante, en papel de oficio y, además, acompañada de los
documentos que se mencionan en el apartado anterior; uniendo la certificación de pobreza, mediante un
dictamen del juez municipal y el párroco, en el que se certifique claramente que carece de bienes materia-
les para su educación individual. Las instancias presentadas en los Gobiernos Civiles se elevarán debida-
mente informadas al Patronato.
d) Con las solicitudes que se reciban en la Dirección, se formará una lista por orden riguroso de petición,
y la lista de aspirantes a ingreso, así como las vacantes que se produzcan en la residencia estarán constan-
temente expuestas en el vestíbulo de la residencia para que los interesados puedan saber en todo momen-
to el lugar que les corresponde para su ingreso, a medida que haya vacante. Los nuevos ingresados serán
acompañados de su representante legal: padres, abuelos, hermanos, tutores, etc.; firmando en el acto de
entrada su conformidad. Si se trata de un adulto, no necesita representante legal, si ha llegado a mayor
edad. Los ciegos que dejaren pasar un mes después de ser avisados, sin presentarse en la residencia sin jus-
tificación debida, perderán el derecho a ocupar la plaza que les correspondía ocupar.
e) Los ciegos que soliciten ocupar plaza en la residencia, presentarán a su ingreso los equipos y enseres
que el Patronato acuerde en su organización interior; sólo en casos muy excepcionales, y siempre que el
presupuesto lo permita, se les entregará por la residencia. El equipo consistirá en tres mudas completas de
ropa interior y dos trajes: uno de diario y otro para los días festivos.
f) En caso de enfermedad, pasará a la enfermería a la mayor brevedad posible; no consintiendo que perma-
nezca nunca, bajo ningún concepto, en el dormitorio común. Si la enfermedad fuera contagiosa, se le ais-
lará de la enfermería general, ingresando en la especial para infecciosos, que habrá en la residencia.
g) Si por causas justificadas de índole material o moral hubiere necesidad de la expulsión de algún pensio-
nado, se hará mediante expediente formado por el Director y el profesorado, que resolverá, en definitiva,
el Patronato de la Residencia de ciegos; y solamente en casos gravísimos y muy urgentes para mantener la
disciplina, podrá ser acordada la expulsión por el Gobernador Civil y el Director. Se prohiben terminante-
mente los castigos corporales.
h) De 7 a 8 de la mañana, levantarse y desayuno. De 8 a 9,30 clase general. D 9,30 a 10 recreo. De 10 a
11,30 clase general. De 11,30 a 12 religión. De 12 a 2 comida y recreo. De 2 a 4 trabajos manuales o músi-
ca y enseñanza de idiomas. De 4 a 5 gimnasia. De 5 a 6 recreo. De 6 a 8 música o trabajos manuales. De
8 a 9 cena y recreo. A las 9,30 silencio.
Artículo 24. Antes del ingreso en la Institución se practicará un reconocimiento previo a los niños, no
declarando aptos para el ingreso a los que padezcan enfermedades contagiosas y a aquellos ciegos que pue-
dan por tratamiento quirúrgico transformarse en semiciegos ni si son anormales.
Artículo 25. Los considerados aptos para el ingreso, antes de asistir a las clases, serán sometidos al estu-
dio de los médicos generales; y a los especialistas de garganta, nariz y oídos, del oftalmólogo y del
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profesor de gimnasia para la formación de la ficha médico psicopedagógica, base de una perfecta clasifi-
cación de los niños, que será confeccionada por el Patronato.
Artículo 26. La enseñanza general se realizará de la siguiente forma: los niños asistirán a las clases gene-
rales por espacio de 4 horas al día: tres por la mañana con un descanso de media hora a la mitad del tiem-
po, y una por la tarde. Cambian de actividad diariamente, con media hora de clase de religión, enseñanza
que estará a cargo de los capellanes de la Institución.
Artículo 27. Los niños tendrán al día una hora de gimnasia, media hora de gimnasia rítmica general y otra
media hora de gimnasia especial, correctora de defectos de desarrollo.
Artículo 28. Hasta que los niños lleven dos años en la Institución, no se les dedicará a la enseñanza
manual, dedicándoles el resto del tiempo a adiestrar el tacto por medio de los juegos frebelianos u otros
semejantes, si no tienen aptitudes especiales, en este caso, dedicarán el tiempo libre al estudio del solfeo y
del instrumento musical que prefieran. Se dedicará al estudio de la música, a los que verdaderamente ten-
gan aptitud para ella, sin tener en cuenta los deseos de la familia. El tiempo que se dedique a estas ense-
ñanzas será de dos horas al día.
Artículo 29. A los dos años de estar en la Institución los niños incapaces para el estudio de la música o de
una carrera, a ser posible la de maestro, comenzarán el aprendizaje de un oficio manual. El tiempo dedica-
do a este aprendizaje será de dos horas, elevándose a tres en los años sucesivos, hasta el último en el que
no harán otra cosa que perfeccionar su oficio.
Artículo 30. Si lograda la enseñanza intelectual y el aprendizaje de un oficio los ciegos salen de la insti-
tución, pueden seguir trabajando como obreros en los talleres de los externos. Los que se dediquen al pro-
fesorado o al estudio de la música, permanecerán en la Institución hasta que finalicen sus estudios, si
demuestran aprovechamiento, dedicándose los últimos años a estos estudios especiales hasta la obtención
de su título correspondiente.
Artículo 31. El curso académico comenzará el día primero de septiembre y terminará el primero de julio.
Sección de reeducación de adultos.
Artículo 32. Para el ingreso de los adultos en la Institución será necesario lo soliciten del Director del esta-
blecimiento, demostrando su calidad de pobres, acompañando su solicitud de un certificado de incapaci-
dad y de la documentación de que posee buena conducta.
Artículo 33. Antes del ingreso en la Institución serán reconocidos por el médico general y por los especia-
listas, pues no serán admitidos los que padezcan enfermedad contagiosa.
Artículo 34. Acordado su ingreso, al ser admitidos, llevarán tres mudas completas. Los adultos ingresados
en la Institución permanecerán en ella por espacio de dos años; tiempo suficiente para el aprendizaje de un
oficio. La enseñanza general se reducirá al estudio de la lectura y la escritura en Braille y en Abreu para
ciegos; y de la escritura para videntes con las guía-manos y todo lo concerniente a la enseñanza elemental.
Además, se les darán explicaciones recreo instructivas par aumentar su instrucción. El tiempo dedicado a
estos estudios será una hora y media. También recibirán media hora al día de instrucción religiosa.
Artículo 35. Casi toda la jornada la dedicarán a la enseñanza manual y a la gimnasia durante una de las
horas de recreo. La distribución horaria será la siguiente: De 7 a 8 levantarse y desayuno. De 8 a 11 traba-
jos manuales. De 11 a 11,30 descanso. De 11,30 a 12 religión. De 12 a 2 comida y descanso. De 2 a 3,30
clase general. De 3,30 a 4 gimnasia. De 4 a 4,30 descanso, De 4,30 a 8 trabajos manuales. De 8 a 9 cena
y recreo. A las 9,30 silencio.
Artículo 36. La escuela de reeducación está abierta continuamente, concediéndose un permiso anual de un
mes a los profesores y los alumnos.
Artículo 37. Dos faltas graves de indisciplina o dos de moral serán causa suficiente para la expulsión y
pérdida de todos los derechos.
Artículo 38. En la sección de adultos podrán recibir enseñanza ciegos que no sean pobres.
Artículo 39. Los ciegos con bienes de fortuna tendrán que pagar por la enseñanza, la pensión que acuer-
de el Patronato.
Artículo 40. Estos ciegos pensionistas se someterán al mismo régimen y horario de comidas y trabajos que
los ciegos de las plazas gratuitas.
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Artículo 41. En las cuestiones concernientes al régimen interior estarán sometidos al Reglamento General.
Sección de ancianos asilados.
Artículo 42. Paira ingresar en la sección necesitan demostrar la pobreza, acompañando la solicitud de un
certificado de incapacidad y de ios documentos que demuestren buena conducta.
Artículo 43. Antes de su ingreso en la Institución serán reconocidos por el médico general y por los espe-
cialistas para ver si padecen enfermedad contagiosa; en cuyo caso no podrán ingresar en la Institución.
Artículo 44. Los acogidos a este departamento no serán ocupados en ningún trabajo, excepto si lo solicitan.
Artículo 45. El horario que regirá en esta sección será el siguiente: De 7 a 8 levantarse y desayuno. De 8
a 12 tiempo libre. A las 12 comida. De 1 a 8 tiempo libre. A las 8 cena. A las 9,30 silencio.
Artículo 46. Dos faltas graves de disciplina o contra la moral serán causa suficiente de expulsión.
Artículo 47. En las cuestiones relacionadas con el régimen general la sección se regirá por el Reglamento
General.
Labor post-escolar en la residencia.
Artículo 48. La. residencia velará por los niños y adultos reeducados en la Institución, manteniendo con
ellos una constante relación.
Artículo 49. Los alumnos que sólo posean la enseñanza manual, así como también los reeducados, podrán,
si lo desean, asistir a los talleres que posee la Institución como obreros, pagándoseles el jornal correspon-
diente por su trabajo, o recibir de la Institución las primeras materias, que, manufacturadas por el ex alum-
no, la residencia se encargará de vender.
Artículo 50. Para los músicos y maestros el Patronato y la residencia gestionarán la colocación de ellos en
cargos adecuados a su actividad: los ciegos maestros en las escuelas de ciegos, a los organistas en las igle-
sias, a los otros músicos en las orquestas de centros de esparcimiento.
Artículo 51. La residencia enviará a los ciegos por su biblioteca circulante, libros para que el ciego pueda
distraer sus ocios.
Escuela de oficio
Artículo 52. La enseñanza de los oficios normales se realizará en la residencia con el fin de poner en con-
diciones de poder ganar dignamente un jornal a los niños y a los reeducados que salgan de la residencia.
Artículo 53. Para lograr la enseñanza de los oficios se organizarán los siguientes talleres: de cestería, cepi-
llería, rejilla, de alambre para botellas, esteras de esparto y yute, envases de papel, fundas de paja para bote-
llas, asientos de junco para sillas, tejidos de punto a máquina, crochet, flores artificiales, telefonía, meca-
nografía y la formación de una escuela de masajistas y enseñanza de idiomas.
Artículo 54. Los talleres que se creen podrán ser cambiados por el Patronato, si lo creyera conveniente,
dedicando el local a otras enseñanzas.
Artículo 55. La dirección de los talleres será encomendada a 8 maestros y maestras de taller, que serán
nombrados, previo concurso, que se exigirá, además de los conocimientos técnicos y prácticos que se
acuerden en las más exigentes condiciones de modernidad. Cada taller tendrá un submaestro ciego.
Artículo 56. Los maestros y maestras de taller dependerán directamente del Jefe de la residencia, al cual
darán cuenta de la marcha de los talleres en las cuestiones relativas a la enseñanza; y anualmente elevarán
un informe con los resultados pedagógicos obtenidos.
Artículo 57. Los maestros de taller serán retribuidos por la residencia directamente, no teniendo ninguna
participación en los beneficios de los talleres.
Artículo 58. La administración de los talleres la llevará directamente la residencia por medio de su auxi-
liar administrativo, que será también el encargado de la compra de las primeras materias y el expendedor
de los trabajos efectuados en los talleres. Semanalmente dará cuenta del movimiento de fondos al
Administrador General para la mejor marcha de la administración.
Artículo 59. En los talleres de la residencia podrán ser admitidos a trabajar los externos de la misma que lo soli-
citen, pagándoseles diariamente la remuneración correspondiente a su trabajo. Esos obreros trabajarán 8 horas.
Artículo 60. Los ciegos que deseen trabajo, aunque vivan lejos de la residencia, ésta les enviará las mate-
rias primas para que, devueltas a la misma manufacturadas, puedan enviar los jornales que se estipulen,
encargándose de la venta.
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Artículo 61. Las horas de trabajo de los alumnos y demás detalles de orden interior se ajustarán a las esta-
blecidas en los artículos anteriores.
Imprenta de la residencia de ciegos.
Artículo 62. La imprenta de la residencia se crea con el fin de producir libros en Braille y Abreu para el uso de
la Institución, para los demás centros de ciegos de España y para su exportación a América española.
Artículo 63. La imprenta constará de la sección de linotipias, departamento de máquinas, secadero, encua-
demación y almacenes necesarios.
Artículo 64. Este departamento será dirigido por un maestro de taller, que estará bajo las órdenes del
Director de la residencia.
Artículo 65. La administración la llevará un auxiliar administrativo de la residencia; dando cuenta sema-
nalmente al Administrador del movimiento de fondos del departamento.
Artículo 66. Todos los empleados de la imprenta serán pagados por la residencia, excepto los aprendices,
durante los dos primeros años de trabajo, por ser alumnos de la Institución.
Artículo 67. Todos los empleados de la imprenta serán ciegos, excepto los del departamento de encuader-
nación. El maestro de taller será vidente.
Artículo 68. La sección de la imprenta tendrá a su cargo la propaganda de los libros que edite; así como
también el departamento de ventas.
Artículo 69. En la imprenta se formará, en el momento oportuno, una sección dedicada a la biblioteca circulan-
te para ciegos, que enviará a sus ex-alumnos y ciegos que lo soliciten, libros para su instrucción y recreo.
Artículo 70. El horario de trabajo en la imprenta será de 8 horas.
El persona] docente y técnico.
Artículo 71. El claustro de profesores estará formado por maestros y maestras de enseñanzas generales en
número de 35, por 5 profesores para las enseñanzas especiales de música y de 2 profesores de gimnasia;
cifra que puede variar, según convenga a la buena marcha de este establecimiento y que disfrutarán de los
sueldos que se especifiquen en las plantillas.
Artículo 72. Este claustro formado por maestros y maestras, tendrá un profesor jefe, designado por el
Patronato, que será el responsable ante el mismo de la labor pedagógica que el claustro realice. A pesar de
esta independencia del profesorado, el Director de la residencia tendrá la facultad de inspección, a fin de
que se mantenga en vigor todo el Reglamento y que el profesorado cumpla con sus obligaciones y delega-
ciones generales. El jefe de estudios pondrá en conocimiento de la superioridad toda negligencia que obser-
ve en la enseñanza, respondiendo, por intermedio del Director en la parte reglamentaria, y directamente al
Patronato de los resultados obtenidos en la enseñanza.
Artículo 73. El cargo de profesor de estudios recaerá en persona que, a su reconocida competencia en la
enseñanza especial de los ciegos, reúna las condiciones de orden moral y carácter para mantener la disci-
plina, dependiendo siempre del Director de la residencia, con las siguientes facultades:
a) Trasladar los pedidos de material que pidan los profesores a la Dirección y repartir a las clases el que
éste les envíe.
b) Inspeccionar el funcionamiento de las clases y proponer al Director el paso de los alumnos a los grados
sucesivos e indicar la orientación profesional del alumno, vistas las observaciones que hagan los profeso-
res. Ayudar a la formación de fichas psicomédico-pedagógicas.
Artículo 74. Además del profesorado especial para la enseñanza existirá en la plantilla del personal docen-
te e incluidos en el claustro, un profesor de solfeo, otro de piano, uno de instrumentos de arco, otro de ins-
trumentos de viento, otro de órgano, canto llano y armonía y, por último, otro de afinación y reparación de
pianos.
Artículo 75. Si existe algún ciego que pueda llegar a ser profesor de piano, violín o afinador de pianos, el
profesor correspondiente le proporcionará esta clase de enseñanza, pudiendo examinarse en el
Conservatorio hasta obtener el título académico correspondiente.
Artículo 76. De igual modo, a los que posean condiciones para el estudio de una carrera, tiene el profeso-
rado la obligación de prepararlos en el establecimiento y llevarlos a examinar al Instituto, Universidad o
Escuela de Magisterio. A los que no reúnan las condiciones anteriores, el profesorado les enseñará un oficio, así
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como reeducará a los que han perdido la vista en la edad adulta y no puedan trabajar en el oficio que antes
tenían.
Artículo 77. Las plazas de profesorado de la residencia sean provistas siempre mediante oposición entre
ciegos y videntes. Este profesorado se compondrá de la mitad de ciegos y de la otra mitad de viden-
tes. Será requisito indispensable que los profesores videntes posean el titulo de Profesor de ciegos,
obtenido en el Colegio Nacional de Sordomudos y de Ciegos, dependiente del Ministerio de
Instrucción Pública.
Artículo 78. Los profesores especiales de gimnasia, en unión de los médicos generales, se encargarán del
estudio del organismo del ciego, con el fin de lograr, mediante una perfecta técnica gimnástica, el desarro-
llo perfecto y armónico del organismo del niño ciego.
Artículo 79. Las vacantes que ocurran en el profesorado de enseñanzas generales, laborales y de educa-
ción artística y física se proveerán siempre por oposición.
Artículo 80. El número y clase de los ejercicios de oposición se acordará por el Patronato en la residencia
y los cuestionarios para cada vacante se darán a conocer a los opositores un mes antes de comenzar los
ejercicios.
Artículo 81. El tribunal que ha de juzgar las oposiciones estará constituido por tres vocales del Patronato
y dos profesores de ciegos, que designará también el Patronato. La presidencia del tribunal la ostentará un
Vocal del Patronato, a propuesta del mismo.
Artículo 82. El profesorado asistirá con puntualidad a su clase, así como a los demás actos que los
convoque el Director de la residencia. Serán los responsables del orden y disciplina de sus clases.
Redactarán al mes de terminar sus clases una Memoria programa del plan general que siga en sus
clases y del resultado conseguido en su plan de enseñanza, que elevarán al Director y éste al
Patronato. El claustro de profesores de la residencia, con los médicos y capellanes, se reunirá cada
dos meses para tratar de la marcha de la enseñanza, explicando cada uno el método que crea conve-
niente aplicar a. los alumnos para conseguir el máximo aprovechamiento; determinando en estas reu-
niones, además, las horas de clase, taller, paseo y deportes; ajustándose al horario que se detalló en
artículos anteriores, para que todo responda a un plan de unidad para la buena marcha de la enseñan-
za de la vida interior de la residencia.
Artículo 83. Las juntas que celebre el claustro sean presididas por el Director, dando cuenta al
Patronato de las cuestiones que sean de gran interés para la enseñanza y la buena marcha de la
Institución y de los demás acuerdos que haya tomado el profesorado; los que pasarán a resolución
del Patronato.
Artículo 84. Todos los años se celebrarán en el mes de junio los exámenes de fin de curso, dando
cuenta al Patronato del resultado obtenido y de los premios que acuerden dar a los alumnos que más
se hayan distinguido por su aplicación y aprovechamiento.
Del médico general.
Artículo 85. En la residencia de ciegos de Barañain se creará una plaza de médico general.
Artículo 86. La provisión de esta plaza se realizará por concurso de méritos.
Artículo 87. Será obligación del médico general el realizar el examen previo de los aspirantes de los tres
grupos que constituyen la residencia. El resultado de los exámenes lo comunicará el Director de la residen-
cia para la admisión o no en el establecimiento.
Artículo 88. También será obligación del médico general la formación de las fichas médico-psicopedagó-
gicas de los educandos, en colaboración con los profesores y el psicólogo.
Artículo 89. Todos los días pasará visita a los enfermos de la residencia y llenará el parte sanitario, que
trasladará al director.
Artículo 90. Velará e inspeccionará las condiciones higiénicas de todos los locales de la residencia, comu-
nicándolo a la Dirección las faltas que observe.
Artículo 91. El médico general será el encargado de reconocer al profesorado enfermo y firmar las bajas
de asistencia, no siendo válido para este fin ningún otro certificado facultativo.
Artículo 92. Anualmente el médico general elevará al Patronato; por intermedio de la Dirección, una
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memoria del estado sanitario de la población docente y acogida en la residencia.
Del médico de guardia.
Artículo 93. En la residencia se creará una plaza de médico de guardia, que vivirá permanentemente en la
Institución para la asistencia de los casos agudos, accidentes y cuidados especiales de los enfermos. La
plaza se adjudicará por concurso de méritos.
Artículo 94. Además de las obligaciones generales anteriormente expuestas, el médico de guardia
tendrá a su cargo el acompañar al médico general en la visita e inspección higiénica de la residencia
y colaborará en la formación de la ficha médico-psicopedagógica.
Del otorrinolaríngólogo.
Artículo 95. En la residencia se creará una plaza de otorrinolaringólogo, que estará encargado del cuida-
do de los órganos de los niños que comprende esta especialidad y del tratamiento de los procesos que
pudieran aquejarlos, alternando con el médico de guardia.
Artículo 96. La plaza de otorrinolaringólogo se proveerá por concurso de méritos entre especialistas en
esta rama de la Medicina.
Artículo 97. Además de los reconocimientos y tratamientos médico-quirúrgicos de los procesos de gargan-
ta, nariz y oídos que padezca la población escolar y los acogidos en la residencia, el otorrinolaringólogo
tendrá la obligación de trabajar en la formación de la finca médico-psicopedagógica en la parte especial
que le corresponde.
Artículo 98. Anualmente enviará al Patronato Nacional de Residencias de Ciegos una memoria detallada
de su labor.
Del oculista
Artículo 99. En la residencia se creará una plaza de oculista, que se proveerá por concurso de méritos entre
oculistas.
Artículo 100. El oculista de la residencia tendrá a su cargo el reconocimiento de los aspirantes. Vigilará
los ojos de los niños y demás acogidos y colaborará en la formación de la ficha médico-psicopedagógica
en la parte especial que le esté encomendada.
Artículo 101. El oculista elevará anualmente una memoria al Patronato Nacional de Residencias de
Ciegos, por intermedio de la Dirección, en la que dé cuenta de la labor realizada y, sobre todo, de las
causas de la ceguera de los acogidos, para que el Patronato, conociendo éstas, legisle profiláctica-
mente.
De la junta de la Residencia de Ciegos de Barañaín
Artículo 102. En Pamplona se constituirá una Junta inspectora de la residencia de Barañaín, presidida por
el Gobernador Civil de la provincia. Esta Junta de la residencia no tendrá otro objeto que investigar si se
cumple el Reglamento, actuando, a su vez, como ejecutora de las órdenes emanadas del Patronato Nacional
de Residencias de Ciegos.
Artículos adicionales
Artículo 103. La resolución de todo asunto relacionado con la residencia y que no se encuentre establecido en el
presente Reglamento, será de la exclusiva competencia del Patronato Nacional de Residencias de Ciegos.
Artículo 104. El Patronato Nacional de Residencias de Ciegos dedicará atención preferente al estudio de
la legislación de ciegos para mejorar su posición social.
Patronato Nacional de Residencias de Ciegos
Cumpliendo el acuerdo adoptado por este Patronato en su última sesión, remitimos a usted, adjun-
to un ejemplar del proyecto de Reglamento provisional de la residencia de Barañain, redactado por
la Ponencia nombrada al efecto con objeto de que antes de dar cuenta del mismo en la sesión corres-
pondiente al mes de septiembre próximo, pueda estudiarlo y formular a él cuantas observaciones,
enmiendas y adiciones estime oportunas.
Dios guarde a usted muchos años.
Madrid, 11 de julio de 1929.
EL SECRETARIO
Señor don Jerónimo Celorrio Guillén».
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constituyen una referencia importantísima para comprender su naturaleza y fun-
cionamiento138.
“Si bien estos centros no eran lugares de reclusión forzosa, la idea de segregación no
era en ningún modo compartida por las organizaciones de ciegos. A resultas de esta
campaña y del hecho de que los beneficios de la venta de sellos del Instituto Técnico
ya no se destinaban al Patronato de Residencias, los vocales del Patronato propusieron
un cambio de orientación, del que resultaría el Patronato Nacional de Protección de
Ciegos (Real Decreto del 20 de enero de 1931).” El preámbulo señala que se suprime el
Patronato de Residencia y se crea uno nuevo con el objeto de auxiliar y aproximar a los
ciegos al mundo laboral. El art. 1 establecía:
«El Patronato Nacional de las Residencias de Ciegos se denominará en lo sucesivo
Patronato Nacional de Protección de Ciegos, estará constituido bajo la presidencia
honoraria de S.A. la Infanta Doña Isabel de Borbón, la efectiva del Ministro de la
Gobernación y la vicepresidencia del Director general de Administración, y se com-
pondrá de diez y seis Vocales, nombrados libremente por el Ministro entre personas de
reconocida autoridad en la materia. El Patronato elegirá entre sus Vocales el Secretario
del mismo».
El art. 2, señalaba que además de la misión de asistencia, que constituye su princi-
pal cometido, tendrá entre otras:
«[...] la de asesorar al Gobierno sobre las materias referentes a la protección de los
ciegos, en sus varios aspectos que le consulte, y de iniciativa, que elevará al Ministro
de la Gobernación en forma de propuestas».
“Este nuevo Patronato, se debería encargar de supervisar la enseñanza especial, y de
proponer al Gobierno medidas de empleo para los ciegos útiles y modos de protección a
los ancianos (art. 4 del RD de 20 de enero de 1931). Pero, al igual que los que le prece-
dieron, fue totalmente ineficaz. Los asuntos del Patronato terminaron por dividir a los cie-
gos. Haciendo un esfuerzo de simplificación se puede hablar de dos grupos. Por un lado,
estaban aquellos que veían en el Patronato una agencia del Estado capaz, a la vista de los
recursos de que disponía, de diseñar y de coordinar una política global y coherente en
favor de los ciegos, una vez que empezara a funcionar periódica y regularmente. Esta
138 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, ONCE, 1998, pp. 933-947.
Vicie ONCE, "ONCE, 1938-1988. Medio siglo de vida por la integración", Perfiles, 36, (1988), p. 24, donde
refiriéndose a la actividad de los distintos patronatos afirma: «[...]. En general, movían a estos organismos
planteamientos más políticos que tiflológicos y se dieron casos de ignorancia llevada casi al esperpento,
como el del Presidente de uno de estos Patronatos, el general Severiano Martínez Anido, ministro de la
Gobernación, quien pretendió montar una "reserva de ciegos" en Barañain (Navarra), para que allí "vivie-
sen felizmente", como explicó en el Real Decreto de 20 de enero de 1931 sobre el Patronato Nacional de
Residencias para Ciegos».

139 Roberto GARVIA SOTO, pp. 50-51.
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política consistiría fundamentalmente en crear talleres protegidos y en pensionar a los cie-
gos inválidos. Con mayor o menor escepticismo, este grupo lo componían profesionales
que habían perdido la vista en su etapa adulta, "notables" con poco apoyo de las organi-
zaciones, algunos de los cuales eran vocales del Patronato139.”
“En el otro estaban aquellos que desconfiaban tanto del Patronato, dada su com-
posición, como de la política de los talleres protegidos. Esta desconfianza anima-
ba, en ocasiones, a pedir el reparto de los fondos del Patronato entre las organiza-
ciones de ciegos, o a solicitar directamente a miembros del gobierno, sorteando el
Patronato, otro tipo de medidas, como cuotas de empleo público o el monopolio
de pequeñas actividades, como la reventa de billetes de lotería140.”
“En abril de 1934, un nuevo decreto reorganizó por última vez el patronato, a
iniciativa de la nueva Directora General de Beneficencia: Clara Campoamor. Una
crisis de gobierno desplazó a Clara Campoamor de la Dirección General de
Beneficencia, y el nuevo director colaboró, con fondos del Patronato, en una
nueva campaña de recogida de mendigos de Madrid. En esta ocasión, a diferencia
de campañas anteriores y buscando la colaboración del Centro Instructivo, en
lugar de asilar a los mendigos ciegos se les pensionó. Desde el 10 de octubre hasta
el 6 de noviembre de 1935, cerca de cuatrocientos ciegos mendigos recibieron
pensiones a cambio de no mendigar. Cuando se agotaron los fondos, los mendigos
volvieron a las calles141.”
Las causas del fracaso del modelo oficial hay que cifrarlas en dos factores fun-
damentales: primero, un planteamiento equivocado de principio, pues aun tratan -
139 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro
de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, pp. 51-52 y nota 40: «[...]. Contra este grupo de "neófitos" ciegos, se dirigían las críticas de un viejo líder del Centro Instructivo de Madrid, para quien los neófitos "pretenden ejercer un apostolado en nuestra causa. Son generalmente ciegos próximos, que perdieron la vista en la época de sus mayores actividades, y que pasados los primeros momentos de desesperación, sin haber vivido nuestra vida, sin haber sentido nuestras necesidades y amarguras, se dan por enterados de todos nuestros problemas, que evidentemente desconocen, [...] y en su papel de apóstol, manifestándose enterados, y con algún que otro tópico exótico, se apoderan del ánimo de las gentes, consiguiendo que el problema no sea conocido en su puridad».
140 Ibídem, p. 53, nota 41; «Así, el presidente del Centro Instructivo de Madrid mantiene que no sería una
mala idea que el ministro de Gobernación pensara en ir "disolviendo el actual Patronato y creando el de
Asistencia Social a los Ciegos, sin que en el formen parte médicos, maestros de la especialidad, ni direc-
tores o administradores de instituciones docentes, los que serán muy útiles en clínicas, consultorios, hos-
pitales, escuelas, colegios, institutos, etc., pero no en un organismo de ayuda casi siempre económica, en
donde con su ciencia y tecnicismo dificultan [...] una obra que sólo requiere buena voluntad y conocer las
necesidades de los ciegos».
141 Ibídem, pp. 55.
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dose de instituciones pensadas y diseñadas para ciegos, en ningún momento se cuenta con
ellos a la hora, de pedirles asesoramiento sobre la manera de resolver sus problemas, ni
mucho menos para formar parte de los órganos de decisión y gestión de estas instituciones;
además la unificación artificial de la problemática de ciegos y sordomudos viciaba la acción
de estas instituciones. En segundo lugar, la falta de adecuación entre lo que se ofertaba al
colectivo de ciegos, y lo que realmente éstos demandaban142.
5. Etapas del movimiento asociativo de ciegos en la edad contemporánea hasta
la creación de la ONCE: en los asuntos tiflológicos, los ciegos son los videntes y los
videntes son los ciegos.
Fundamentalmente, se pueden señalar dos etapas durante la Edad Contemporánea
del asociacionismo de los invidentes en nuestro país.
Una primera etapa que abarcaría desde el último tercio del S. XIX hasta 1924, periodo en
el que se produce un resurgimiento del movimiento asociativo entre estos minusválidos a tra-
vés de la aparición de un gran número de asociaciones de ciegos por todo el país. Estas aso-
ciaciones vendrían a solventar como ya dije las carencias del modelo oficial y estarían defi-
nidas en su mayor parte por su carácter mixto y su individualismo143.
 Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de
Ciegos Españoles: 1938-1948, o.c, pp. 53-54.
143 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo IV, ONCE, 1995, pp. 353-356:
«Almería es una de las provincias españolas donde más ciegos hay, debido a la sequedad del suelo, la esca-
sez del agua, el sol ardiente y la deslumbrante claridad del firmamento. [...]. La profesión más ejercida por
los privados de vista en esta provincia era la mendicidad. [...]. Gran número de ciegos cantaba coplas y
romances por las calles y plazuelas de la provincia. [...]. Destacó entre los músicos ciegos de Almería,
Frasquito Segura, "El ciego de la playa", nacido hacia el año 1840, quien era tenido por los estudiosos del
cante jondo, como el hombre que independizó el cante de Almería de los estilos de Málaga, imprimiéndo-
le una personalidad local, que ya no perdería. Pero la vida es muy ingrata y Frasquito hubo de pordiosear
con su inseparable compañera, acabando su vida a avanzada edad, en cualquier esquina de su ciudad.
Cantaba las peteneras de Almería con tanto estilo, que ganó más de un concurso provincial de flamenco.
A principios del siglo XX había en Almería una asociación de músicos ciegos llamada "La Lira", integra-
da por 40 miembros, aproximadamente, todos los cuales tocaban instrumentos de arco y de pulso y púa.
La entidad tenía su domicilio social en una planta baja de la calle Rambla del Obispo Orberá, de esta ciu-
dad, donde disponía de sala para ensayar, salón de baile o de recreo y despacho con teléfono para la direc-
tiva, que, siguiendo un riguroso turno, designaba a los socios que habían de actuar en los locales públicos
o en los domicilios particulares que reclamaban los servicios de la asociación, tanto en la capital como en
la provincia. De conformidad con la importancia de la fiesta o acto que se pretendía amenizar con música
y los honorarios que se ofrecían por la actuación, se determinaba el número de los socios que debían par-
ticipar en la orquesta.
Estuvo muy bien organizada "La Lira", pues todos los miembros pagaban una cuota que constituía un
fondo con el cual se ayudaba a los asociados accidentados o enfermos. [...].
"La Lira" estuvo siempre legalmente autorizada por los poderes públicos de Almería y su provincia, que la pro-
tegieron solícitamente desde que se fundó la asociación, y los músicos invidentes consiguieron un bien ganado
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A partir de 1924, podría señalarse una segunda etapa que abarcaría el período hasta
la creación de la ONCE, el 13 de diciembre de 1938. Caracterizada fundamentalmente,
por los intentos de unificación a nivel nacional del colectivo de ciegos del país, y por
la irrupción de forma significativa de las instituciones de ciegos autónomas144.
En definitiva, se trataba de propiciar un mayor protagonismo de los invidentes, pues
tenían la plena convicción de que «en los asuntos tiflológicos, los ciegos son los viden-
tes y los videntes son los ciegos».
II. Creación de la ONCE.
1. La consolidación de una expectativa.
1.1. Las organizaciones locales de ciegos y el empleo a los mendigos como ven-
dedores del cupón145.
prestigio, pero económicamente no lograron vivir con desahogo, viéndose obligados a alternar la música con la
mendicidad. Esta es la razón de que en 1921, al conocer que en Alicante, Murcia y Cartagena se había organiza-
do años atrás una rifa diaria de boletos o cromos numerados, se formara un patronato integrado por personas influ-
yentes de la ciudad y dirigido por un tal señor Uribarri que implantó en la ciudad de Almería una rifa diaria simi-
lar a la que se realizaba en las citadas capitales y que dicho señor denominó "Los Iguales", permitiendo vender
estas papeletas a cualquier minusválido, y dando a los números los motes o nombres siguientes: [...].
Casi todos los ciegos almerienses se hicieron vendedores de "Los Iguales", también llamada esta rifa "la rifa de
asistencia social", cuyo patronato les asignó de comisión el 20 por 100 del producto de su venta, cantidad que, a
pesar de ser exigua, era un ingreso seguro que bastaba para satisfacer sus necesidades más perentorias y, además,
les daba derecho a ser atendidos en caso de accidente, enfermedad e imposibilidad para trabajar.
En 1922 cambió de denominación esta sociedad, llamándose, en lo sucesivo, "Liga de Auxilio Social",
autorizando la venta de sus blancos boletos a cualquier persona que lo solicitase, aunque no padeciera
minusvalía alguna, siendo 90 los ciegos asociados a esta entidad, la cual amplió su labor benéfica, soste-
niendo unos comedores públicos para alimentar a los pobres de solemnidad.
En 1928 el patronato de la "Liga del Auxilio Social" empezó a impartir instrucción a una docena de niños
sin vista de ambos sexos en el hospicio de Almería, fundándose de este modo una escuela de ciegos, que
estuvo en funcionamiento hasta 1940 [...].
"Los Iguales" de la "Liga de Auxilio Social" se estuvieron vendiendo en Almería sin interrupción hasta que
fue incorporada esta asociación a la naciente Organización Nacional de Ciegos [...]».
144 Vide Valentín FORTÚN ARR1EZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de
Ciegos Españoles: 1938-1948, o.c, pp. 72-74.
145 Vide ONCE, "ONCE, 1938-1988. Medio siglo de vida por la integración", Perfiles, 36, (1988), p. 25: «[...].
Ya de aquella época datan las primeras reiteradas peticiones de los invidentes españoles de recabar a través del
Patronato, el permiso del Gobierno para organizar una rifa con carácter nacional, similar a la que -desde 1903- se
efectuaba por los ciegos en la ciudad de Alicante, y cuyos óptimos resultados les habían permitido irse extendien-
do, con los años, a otras ciudades del sudeste español. Sin embargo la Administración se oponía de forma siste-
mática, estimando que dicha actividad mermaría sensiblemente los ingresos gubernamentales por venta de la
Lotería Nacional, que en esos momentos constituía la principal fuente de recaudación del Estado.
Ante tales planteamientos, los invidentes reclamaron a la Dirección General de Loterías el cumplimiento
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La solicitud al ministerio instando autorización para la venta o rifa de cupones fue
una práctica seguida en distintas provincias españolas, tal y como lo demuestra la carta
del Subsecretario del Ministerio de la Gobernación al Gobernador Civil de Castellón,
con el siguiente contenido:
«Al Gobernador Civil de Castellón.
En, 7 de Agosto de 1934.
Excmo. Sr. De orden del Excmo. Sr. Ministro de la Gobernación y para su informe, remi-
to a V.E. la adjunta instancia promovida ante este Ministerio por D. Peregrín Lecha Ortells que,
como Presidente de la Sociedad de Ciegos y Semiciegos "El Porvenir" de esa capital, solicita
se autorice a la expresada Sociedad la venta o rifa de cupones. El Subsecretario, E. Benzo»146.
A lo que se replica en misiva del Gobernador Civil de Castellón al Ministerio de la
Gobernación:
«Ilmo. Sr.
Cumplimentando cuando se sirvió V.I. ordenar en su atenta comunicación de 7 del actual
a la que acompaña, para su informe una instancia de la Sociedad de Ciegos y Semiciegos "El
Porvenir", he de significar a V.I. que dicha Asociación funciona legalmente constituida y sus
componentes por los fines de cultura y amparo mutuo que persiguen la reputo digna de toda
protección y constituyendo lo solicitado una pequeña ayuda para su desenvolvimiento esti-
mo debiera accederse a ello, pues no existe quebranto para otros intereses coadyuvando con
su concesión a una obra a todas luces benéfica y altruista en beneficio de esos ciegos que por
lo que respecta a la Sociedad dicha ponen todos los medios a su alcance por sustraerlos a la
mendicidad y proporcionar los medios modestos de vida.
VI. no obstante acordará lo que estime más pertinente.
Castellón, 10 de Agosto de 1934
Ilmo. Sr. Subsecretario del Ministerio de la Gobernación»147.
“En 1935 se propuso al Gobierno que las organizaciones locales de ciegos, a cambio
de una autorización permanente y exclusiva para los invidentes, se encargaran de dar
empleo a los mendigos como vendedores del cupón y, a la vez, crear talleres o casas de
trabajo para aquellos ciegos que hubieran aprendido un oficio o quisieran hacerlo. Para
no reducir los ingresos de la Lotería Nacional, propusieron que el 25% de los premios
no fuera en metálico, sino en participaciones de Lotería148.”
de lo dispuesto en el art. 206 de su Reglamento (de 25 de febrero de 1893), reservando el derecho a la venta
ambulante de Lotería a las personas desvalidas».
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, ONCE, 1998, pp. 41-43.
146 Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-
1938, o.c., p. 182.
147 Ibídem,p. 183.
148 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
60. En la nota 50 señala: «Desde 1930 a 1933 los ingresos de la Lotería Nacional se redujeron en un 7%,
En términos de ingresos totales del Estado, los ingresos de la Lotería Nacional suponían un 11% en 1930,
para pasar a un 8,5% en 1933. A esta reducción fueron muy sensibles los administradores de loterías, que
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1.2. La Orden Ministerial de 18 de noviembre de 1935 y la venta ambulante por
ciegos e impedidos de participaciones de la lotería nacional.
Por medio de la Orden Ministerial de 18 de noviembre de 1935, se permitía a las
entidades benéficas constituidas para la protección de los ciegos, la venta ambulante de
participaciones de la Lotería Nacional:
«Este Ministerio se ha servido autorizar a las Entidades Benéficas constituidas o que
se constituyan para la protección de los ciegos e impedidos, para realizar, bajo su exclusi-
va responsabilidad, la expedición ambulante de participaciones de los billetes de la Lotería
Nacional, que adquieran bajo las siguientes condiciones:
1o. Las Entidades que pretendan hacer uso de la autorización referida, habrán de
estar dirigidas por personas de absoluta solvencia moral, a juicio de la autoridad local
respectiva. Serán, además, intervenidas por una Delegación de dicha autoridad, a cuyo
efecto habrán de recabar de ésta la designación de la persona que haya de ejercerla, for-
mando parte de la Junta o Patronato.
2o. Los ciegos e impedidos a quienes se confiera la expedición de participaciones,
habrán de estar provistos de nombramiento expedido por el Presidente de la Entidad, visa-
do por la autoridad legal, con obligación de exhibirlo siempre que, al efecto, les sea reque-
rida. La expedición ha de ser precisamente ambulante, estando terminantemente prohibi-
do la instalación de quioscos o puestos fijos.
3o. Los billetes, objeto de fraccionamiento en participaciones, habrán de ser adqui-
ridos en la Administración de Lotería de la localidad; y, cuando haya más de una,
habrán de distribuirse las adquisiciones, equitativamente entre todas.
4o. Hasta que se realice el sorteo y, en su caso, el cobro de los premios, la Entidad
habrá de custodiar los billetes adquiridos con las garantías necesarias de seguridad.
5o. Se hace extensiva la autorización, en igualdad de condiciones, a las Entidades
Benéficas sometidas al régimen transitorio del Decreto del 17 de diciembre de 1932,
como elemento de compensación de la gradual reducción de ingresos impuesta por la
Disposición referida».
Fruto de esta evolución es la propuesta presentada por la Federación Hispánica de
Ciegos al Gobierno el 21 de febrero de 1936. Este Proyecto de Asistencia Social: "el
cupón pro-ciegos", establecía y regulaba la venta de un cupón a nivel nacional, como
medio eficaz para resolver la precaria situación económica del colectivo149.
solicitaron al gobierno la supresión de las rifas de ciegos. La reventa de décimos de Lotería, según el artí-
culo 206 de la Instrucción de Loterías del 25 de Febrero de 1893, no podía ser ejercida libremente. A pro-
puesta de los administradores de lotería, los delegados de Hacienda nombraban a los vendedores ambulan-
tes, cuya remuneración dependía del arbitrio de los primeros. La orden del 18 de noviembre de 1935 per-
mitía a las organizaciones de ciegos revender billetes sin mediación de los administradores».
l49 Vide Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles: 1938-1948, o.c, pp. 75-76. Así en su primer apartado exponía: «Se establece legalmente la venta del
cupón prociego, cuya finalidad única es proporcionar un medio decoroso de vida a todos los ciegos españoles, al
objeto de que puedan atender a su subsistencia y a la de los suyos». Este cupón, además de beneficiar al vende-
dor, también debería cumplir otros fines solidarios con todos los miembros vendedores o no de la sociedad siem-
pre que fuera posible, expresados en el apartado cuarto de este proyecto de ley:
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2. £1 objetivo y el instrumento necesario para mejorar la calidad de vida de los
invidentes: la creación de una asociación nacional y la autorización de la venta de
un cupón pro-ciegos.
Para comprender que es la ONCE, es necesario mirar al pasado, pues se trata de una
organización única en su género150:
«[...]. La República de 1931, que llegó entre canciones y en primavera, aunque por
culpa de las secuelas de un siglo XIX catastrófico aquello acabara tan mal, tuvo espe-
cial impacto entre los ciegos.
La figura de las "sociedades" acogidas a la Ley de Asociaciones, sin el respaldo de
filántropos o juntas de caridad, proliferó rápidamente en aquél período. Entidades
como La Hispalense, de Sevilla, El Porvenir, de Valencia, El Centro Instructivo, de
Valladolid, El Sindicato de ciegos, de Barcelona, La Sociedad de Socorros Mutuos, de
Cádiz, La Nueva Aurora de Málaga, los Centros de Córdoba, Zaragoza y Granada y
muchas más dirigidas y administradas por ciegos cultos y emprendedores, aparecieron
a lo largo y a lo ancho de la geografía nacional.
«Las sociedades administradores del cupón pro-ciegos, cuando el capital lo permita establecerán:
· Una sección mutualista para casos de enfermedad.

· Una caja de invalidez.
· Una casa de trabajo o taller.

· Una sección de enseñanza para adultos.

· Una biblioteca de libros en sistema braille.

· Todos los servicios que se estimen necesarios para atender debidamente a los asociados».

Este mismo autor, en las pp. 76-77, enumera una serie de iniciativas que se incluyen en un proyecto de ley
para la promoción del trabajo de los ciegos, entre las que se incluyen las siguientes:
«- Promulgación de una ley que obligue a los ayuntamientos con menos de 10.000 habitantes, a nombrar
un profesor ciego para la educación musical de los escolares de la respectiva localidad, ya se trate de escue-
la nacional o sostenida por el municipio.
· Obligación de que los ayuntamientos y otras corporaciones oficiales o semioficiales ocupen en sus depen-
dencias un telefonista ciego.

· Que la provisión de plazas para los centros de invidentes, y en todas aquellas ocupaciones accesibles a
los que no ven debe resolverse considerando como razón preferente para otorgar el puesto de trabajo, el
ser ciega la persona aspirante a desempeñarlo.

· Que los estancos, administraciones de lotería, quioscos, etc., sean concedidos con preferencia a los caren-
tes de visión.
· Que se protejan las industrias que los ciegos ejerzan, eximiéndolas del pago de contribuciones, ya que, el
defecto fisiológico les ocasiona más gastos que a los demás industriales, y que a sus conciudadanos con
vista».
150 Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la Organización Nacional de
Ciegos a través de mis vivencias, ONCE, Madrid, 1988, p. 11: «El libro que van ustedes a leer, si están
interesados en las cuestiones sociales que plantean los deficientes sensoriales, en especial si son ciegos o
semiciegos, si son pedagogos o médicos, es la historia de la lucha librada por un grupo de no videntes hasta
unificar lo que parecía para siempre dividido, convertir la miseria en abundancia y la picaresca en cultura,
despertar las conciencias de filántropos y poderes públicos que trataban la ceguera como una enfermedad
incurable, para culminar en la fundación de la obra nacional de ciegos más importante que existe en el
mundo, única en su género, porque es de los ciegos y abarca todo un país».
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Ese movimiento asociativo pronto avanzó hacia una federación [...].
Dicha entidad llamada Federación Hispánica de Ciegos, celebró dos asambleas en
Madrid: una en 1932 y la otra en 1935. [...].
Hubo otras asociaciones no encuadradas en la Federación, como La Unión de
Trabajadores ciegos de Madrid. Lo cierto es que los ciegos atravesaban por un momen-
to histórico que demandaba un líder.
No es el objeto de este trabajo escribir la historia de aquel interesante período de
las "sociedades de ciegos" que otros harán mejor que yo. Mi intervención en él busca-
ba soluciones aplicables a todas ellas.
Estuve seguro el día que, en una sesión de la Asamblea de 1935, presencié el
siguiente espectáculo: "Se discutía una ponencia sobre bibliotecas braille presentada
por la señorita Carmen Cabezas, cuando irrumpieron en el salón tres ciegos: Vicente
Dols, Daniel Gusano y Pedro González, dirigentes de los no videntes de Madrid, quie-
nes en actitud airada, reclamaron ser escuchados.
Hecho el silencio manifestaron que, mientras nosotros los asambleístas tratábamos
bellas cuestiones culturales, los ciegos, el noventa por ciento de los cuales no sabían
leer ni escribir, tenían que ganarse la miserable vida pidiendo limosna; y las autorida-
des municipales, celosas del prestigio de la Villa ante los turistas, recluían a los men-
digos en el Albergue, sin más".
Esa era la cruel realidad, que requería soluciones drásticas. [...]»151.
Como objetivo se planteaba la necesidad de fundar una asociación de ciegos de
carácter nacional y su instrumento sería la autorización por el Ministerio de Hacienda
de la venta de un cupón pro-ciegos en toda España, otorgándolo como un monopolio
organizado y dirigido por los invidentes:
«Una calurosa tarde del mes de agosto de 1937, se reunieron, en una cafetería de la
plaza Mayor de la ciudad de Burgos, tres privados de vista: Enrique Pérez Ayuso, tele-
fonista del Gobierno Militar, a quien había colocado en dicho puesto el general Yagüe;
Fernando Martínez-Burgos González, músico de profesión, Mariano Ortega Monedero
(deficiente visual), Director de la orquesta de no videntes creada en Zaragoza por el
Patronato Nacional de Protección de Ciegos, y que se encontraba disfrutando sus vaca-
ciones de verano en su tierra natal, donde solía trabajar como músico profesional, [...].
Los tres camaradas hablaron de la triste situación en la que vivían los faltos de vista
españoles y llegaron a la conclusión de que se solucionaría favorablemente y definiti-
vamente este problema, fundando Casas de Trabajo para Ciegos en las principales ciu-
dades del suelo patrio, similares a la que funcionaba en Zaragoza; y creando un
Patronato Nacional de Pensiones para Ciegos, que, con fondos del Estado, de las
Diputaciones Provinciales y de los Ayuntamientos Municipales, pensionara con seis
pesetas diarias a todo privado de vista español necesitado. Era imperativo exponer,
urgentemente, este plan a los Poderes Públicos, aprovechando que entonces tenían en
Burgos su despacho varios miembros del Gobierno, a los que era preciso visitar para
convencerles de la bondad del proyecto que les proponían.
151 lbídem,pp. 47-49.
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Enrique Pérez Ayuso se comprometió a hacer las oportunas gestiones en los gobier-
nos Militar y Civil de Burgos [...]; logró que en octubre de aquel año les citara a él y a
Martínez-Burgos [...], el general Milán Astray, el fundador de la legión española, quien
entonces estaba encargado por el Gobierno franquista de resolver pronta y satisfacto-
riamente toda la problemática concerniente a los mutilados de guerra y a los invá-
lidos civiles de la zona no republicana española.
Los dos invidentes expusieron verbalmente y dieron por escrito al general [...], un
proyecto en el que proponían la creación de Casas de Trabajo para los Ciegos en las prin-
cipales ciudades de España y la fundación de un Patronato Nacional de Pensiones para
Ciegos que, con fondos del Estado [...].
A finales de octubre de 1937 pasó, por Burgos, Julio Osuna Fajardo, el antiguo
vocal de la desaparecida Federación Hispánica de Ciegos, a quien informó Martínez-
Burgos del proyecto entregado [...]. Osuna le objetó que en muy pocas ciudades espa-
ñolas se podrían abrir Casas de Trabajo para los ciegos, que éstas serían deficitarias y
con escaso número de operarios invidentes, quienes cobrarían jornales de miseria, no
estando muchos ciegos capacitados para trabajar en las mismas. En cuanto a las pensio-
nes, -añadió Osuna- España quedará arruinada con esta guerra fraticida y los pocos fon -
dos disponibles por el Estado se emplearán en la reconstrucción de la patria, nunca en pen -
sionar a los privados de vista. Julio Osuna trató de convencer a Fernando Martínez-
Burgos de que la mejor forma de solucionar satisfactoria y definitivamente la problemáti -
ca de los no videntes españoles era legalizar la venta del cupón pro-ciegos, organizada y
unificada de modo centralizado, como monopolio de los invidentes, tal como se esta-
ba haciendo en la Federación Bética de ciegos.
Fernando Martínez-Burgos argumentó que la venta del cupón era una mendicidad
callejera disfrazada, que concentraba a los invidentes en las grandes ciudades, ofre-
ciendo espectáculos bochornosos y deprimentes; a lo cual le respondió Osuna, dicién-
dole, que era necesario fundar una asociación de ciegos de carácter y ámbito nacional,
dirigida por los propios invidentes, que defendiera los derechos de los privados de vista
ante los Poderes Públicos, que se financiara con la venta del cupón y que, sobre todo,
proporcionase a sus afiliados unos ingresos que les asegurasen la manutención diaria
para ellos y sus familiares más directos. [...].
Javier Gutiérrez de Tovar y Juan Belmar Martínez consiguieron convencer a
sus cuatro compañeros de que lo más eficaz y resolutivo para mejorar el "modus
vivendi" de los no videntes españoles y solventar con éxito toda su problemática,
venciendo cuantas barreras sociales les marginaban, era lograr que el Ministerio
de Hacienda autorizase a los privados de vista la venta de un cupón pro-ciegos en
toda España152, otorgándosela en monopolio, organizada y dirigida por ellos mis -
mos, de forma centralizada y unificada; [...].
"El cupón -explicó Tovar- es un juego de azar que proporciona los ingresos preci-
sos para vivir con cierto desahogo que, en definitiva, es lo que importa: llenar los estó-
152 Ibídem, pp. 51-57, donde rememora el nacimiento del cupón como solución económica y su puesta
en marcha. En la p. 73 precisa: «En agosto de 1938, cuando propuse al Gobierno la Organización Nacional,
la Federación Bética agrupaba a más de tres mil no videntes, los cuales, con base económica del cupón,
doblaban el salario medio de la época. El siguiente paso iba a ser extender a toda España lo que ya estaba
hecho en Andalucía».
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magos con el fruto de un trabajo, que puede realizar cualquier invidente153. Nosotros
podemos implantar la venta del cupón en la Organización que fundemos154, para obte-
ner unos fondos con los cuales crear colegios, talleres y fábricas, donde los invidentes
se capaciten para integrarse en óptimas condiciones en el mundo laboral de la nación,
valorándose el éxito del organismo tiflológico creado en función del número de los tra-
bajadores ciegos incorporados al sector fabril".»155.
153 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
61-62: «No todos los ciegos, sin embargo, estaban claramente a favor del cupón. [...]. "La preponderancia
de la venta del cupón supone la absorción de los privados de vista en este rumbo de vida, al que como única
salida van todos los más inútiles, los más ignorantes, con los capacitados para otra cosa más útil a la socie-
dad; y es triste que un hombre sin ojos, que puede ser un buen obrero, un afinador de pianos, un comisio-
nista, un masajista, un profesor, tenga que ponerse en una esquina a vocear un cupón".
Sin embargo, dada la ineficacia del Patronato, de los colegios y la amenaza de los asilos, muchas organi-
zaciones de ciegos encontraron en el cupón, en contra del parecer de una pequeña minoría, la solución al
problema de la mendicidad que durante años habían estado buscando».
154 Ibídem, pp. 75-77: «No puede extrañar, entonces, las reticencias de muchos líderes al cupón.
Vendiendo cupones no se crea riqueza, sólo se transfiere de unas manos a otras; no se trabaja codo a codo
y en igualdad de condiciones con los videntes; la venta ambulante de cupones, en suma, es una ocupación
poco distinta de la mendicidad. Para algunos, incluso, es inmoral, pues jugarían preferentemente al cupón
aquellos que tienen menos ingresos: los trabajadores. El cupón, además, desincentivaría a los ciegos a
esforzarse para encontrar una ocupación verdaderamente útil».
Vide José EZQUERRA, "Notas autobiográficas", BOONCE, 113, (1934), pp. 77-78: «[...]. Nuestros amigos y
compañeros aparecen divididos en dos grupos: unos, los más, se muestran partidarios decididos de la implanta-
ción del cupón en todo el territorio nacional, a cuyo fin nos exhortan para que la Federación trabaje con todas sus
fuerzas para conseguir su nacionalización, medíante una disposición oficial, resolviendo así, de una manera defi-
nitiva, el problema social de la ceguera en España. Otros de nuestros amigos, los menos, muéstrense alarmadísi-
mos ante la idea de que el cupón sea implantado con carácter general en todo el país, pues creen que su implan-
tación sería de funestas consecuencias para la vida cultural y de trabajo de los ciegos españoles. Porque ¿quien
pensaría en estudiar, en trabajar, en afanarse por abrirse paso, si con llevar en las manos un puñado de boletos o
cupones tendría resuelto su problema económico sin esfuerzo alguno, sin lucha con nadie, ganando un jornal que
a los obreros videntes les cuesta el ganarlo ocho horas de trabajo agotador?. El ciego, añaden, lo mismo que el
vidente debe estudiar, trabajar, luchar, abrirse paso en la vida y ganarse el pan con su propio esfuerzo y para ello
no debemos dejar ni un instante de pedir a los poderes Públicos la creación de organismos adecuados para la capa-
citación de los que no ven, a fin de que éstos fijen sus aspiraciones en un trabajo decoroso y no en la venta de
boletos de una rifa callejera.
Estas son las dos tendencias que hemos recogido entre nuestros amigos y compañeros de todas las provincias
españolas. Ahora nos toca a nosotros exponer nuestra opinión sobre esta importante cuestión [...]. Nosotros, sin-
ceramente, proclamamos las excelencias del cupón de los ciegos;pero con la salvedad de que lo aceptamos como
un medio, no como un fin. Más claro, nosotros consideramos debe ser el medio por el cual los ciegos españoles
pueden alcanzar la definitiva solución del problema social de la ceguera, es decir, que el cupón no ha de ser otra
cosa que el instrumento, o como quiera llamarse, con el cual debemos llegar a nuestra rehabilitación social. [...].
Si el cupón se estableciese en todo el territorio nacional con arreglo a un sistema único de series [...] las adminis-
traciones locales que serían las administradoras del cupón en sus respectivas poblaciones [...] podrían, muy en
breve, acometer la empresa de crear talleres, escuelas, bibliotecas y otros organismos adecuados, encaminados
todos a procurar a los ciegos, principalmente a los jóvenes, los medios de vida que hasta ahora no ha sido posi-
ble establecer por falta de recursos».
155 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, Organización Nacional de
Ciegos Españoles, Madrid, 1998, pp. 15-21. En el acta del Consejo Superior de Ciegos del 21 de julio de
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Tras la XXV Asamblea Nacional para el Progreso de las Ciencias, celebrada en
Santander, el 25 de agosto de 1938, Javier Gutiérrez de Tovar expuso al Jefe del Servicio
Nacional de Beneficencia y Obras Sociales el proyecto redactado por él y sus compañeros156.
1939 se refleja: «El Sr. Tovar, refiriéndose nuevamente al cupón, manifiesta que no lo considera un fin,
sino como un medio para resolver el problema momentáneamente. El 95% de los ciegos no se hayan hoy
capacitados para trabajar con el debido rendimiento, y como sería injusto privarles del derecho a vivir
decorosamente por esa causa, ajena a su voluntad, se les dota del cupón que les asegura jornales de 10 y
12 pesetas diarias. Conforme dichos ciegos vayan educándose en los centros de aprendizaje que se han de
montar gracias a los recursos económicos con que se cuenta y que aporta el mismo cupón, y la organiza-
ción pueda garantizar la colocación de obreros en las industrias, irán abandonando la venta muchos invi-
dentes. Los niños no tendrán necesidad de recurrir a ello, puesto que recibirán una enseñanza eficaz, nada
comparada con la que hasta ahora se les ha dado».
Sin embargo, el tiempo ha mostrado un desplazamiento de objetivos, y los medios se han transformado en
fines, tal y como afirman algunos de los actores originarios de esta institución, Vide Roberto GARVIA
SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p. 79, haciéndose eco de las
palabras de Martínez Burgos: «Los hombres que dimos vida a la ONCE jamás pensamos en perpetuar este
modo de vida para el ciego-masa, En aquella sazón no habría nadie imaginado solución mejor; pero en
nuestras mentes y en nuestros corazones había una inquietud, un vehemente deseo de remontar aquella pro-
visionalidad con algo más útil para la colectividad nacional, pues no se nos ocultaba que el cupón, como
toda lotería, representa en cierta forma un parasitismo, un vivir en simbiosis con la producción y la rique-
za patrias, pero sin fomentarlas ni estimularlas. [No obstante, el cupón, reconocía Martínez Burgos, ha
mejorado también al ciego-masa, pues] al ciego zafio, callejero y encanallado en la picaresca ha sucedido
el ciego con ideas y conocimientos similares a los del ciudadano normal de nivel medio. Más, ¿para qué
seguir por este camino? [...] lo conseguido ahí está, lo por conseguir [...]». En la misma página, se hace eco
de una reflexión de Tovar que pide un cambio de rumbo en la organización: «[...] promuévanse entre los
deficientes visuales esos trabajos, con el fin de convertir en realidad nuestra intención original de que "el
cupón sea un medio, no un fin"».
156 Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la organización nacional de ciegos a tra -
vés de mis vivencias, o.c, pp. 15-36. Las conclusiones fueron las siguientes, pp. 33-34: «Conclusiones.
Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y vista la apremiante necesidad de atender a los ciegos civiles
en sus diversos aspectos, estimo que deben elevarse al Gobierno Nacional las siguientes propuestas:
Primera.- Creación del Servicio Nacional de Ciegos, dependiente del Ministerio del Interior.
Segunda.- Se fusionarán en esta nueva organización todas las entidades, tanto culturales como de trabajo
y otros órdenes, que traten de problemas relacionados con los no videntes.
Tercera.- Pertenecerán con carácter obligatorio a las Organizaciones oficiales que dependan de este servi-
cio, todos los ciegos españoles.
Cuarta.- El Servicio Nacional de Ciegos confeccionará el Reglamento interno de la Organización y dictará las nor-
mas a seguir en lo concerniente a la recaudación y administración de los distintos fondos con que contará.
Quinta.- Esta servicio deberá integrarse por un Jefe Nacional, un Subjefe, un Secretario General, y los
Delegados de las distintas Secciones creadas por la Jefatura. Los componentes de este Servicio serán nom-
brados por el Excmo. Sr. Ministro del Interior, y deberán ser todos ciegos.
Será labor de esta Jefatura el desarrollo de los siguientes fines:
a) Dotar a todos los ciegos del jornal necesario para su sostenimiento y el de la familia a su cargo, equipa-
rándolos a los no videntes.
b) Organizar 1a enseñanza especial de ciegos, a base de los más perfectos métodos pedagógicos.
c) Creación de los establecimientos especiales necesarios para la formación profesional de los ciegos,
dotándolos del material moderno indispensable.
d) Fomentar y proteger en las industrias el trabajo de los ciegos.
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En octubre de 1938, visitaron en Valladolid Tovar y Márquez a Don Ramón Serrano
Suñer, Ministro del Interior, quien, en principio, rechazó el proyecto de los dos inviden-
tes, porque pensaba decretar la creación de un Patronato Nacional de Protección de
Ciegos con la apertura de Casas de Trabajo para no videntes, de conformidad con un
proyecto que le había entregado Don Antonio Lasheras Hervás; pero al informarle
Tovar de que su proyecto lo había aprobado el XXV Congreso de la Asociación
Española para el Progreso de las Ciencias, el Ministro cambió radicalmente de actitud
y prometió hacer cuanto le fuera posible para que el Jefe del Estado aprobase, por un
Decreto, el proyecto que acababan de presentarle; y, efectivamente, Don Ramón
Serrano Suñer dio a conocer el proyecto de Tovar, en el Consejo de Ministros, el día 11
de diciembre de 1938, aprobándolo todos los presentes a excepción del general Don
Severiano Martínez Anido, que lo rechazó.
En la Gaceta de la zona republicana española, que se editaba en Madrid, apareció el
4 de diciembre de 1938 una Orden Ministerial por la que se disolvía el Patronato
Nacional de Protección de Ciegos, organismo que no había funcionado desde que esta-
llara la guerra civil en España el día 18 de julio de 1936; y el martes, día 13, 9 días des-
pués de disolverse dicho Patronato, se firmó el Decreto 22.893, creando la
Organización Nacional de Ciegos, texto que se incluyó en el BOE franquista del 16 de
diciembre de 1938 (página 3.978)157.
3. E1 decreto fundacional.
¿Qué es la ONCE?. Para contestar a esta pregunta, debemos tener en cuenta que la
ONCE cuenta con más de sesenta y cinco años de vida158, que es la responsable de la
mayor parte de los servicios especializados que se dedican en España a los invidentes
y deficientes visuales, y que además se caracteriza por aglutinar en su seno a todas estas
e) El cultivo de la literatura, el arte y los deportes, será otra de las cuestiones fundamentales a resolver por
esta Organización con objeto de que la juventud se forme en los postulados de Religión, Patria y discipli-
na, norma del Nuevo Estado.
f) Proporcionar asistencia médica completa, subsidios por enfermedad y otras causas especiales, a todos
los ciegos, así como pensionarles la vejez, y la inutilidad para el trabajo.
g) Intensificar por todos los medios la profilaxis de la ceguera.
h) Propagar activamente las cuestiones tiflológicas, el desarrollo y la labor de este Servicio, para lograr el
máximo apoyo y comprensión de las personas videntes.
i) En general, adoptar cuantas determinaciones redunden en beneficio de los no videntes».
157 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 22.
158 Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, donde para conmemorar este aniversario, hace
un recorrido por toda su historia. La calidad de la edición es muy notable, lo que sin duda añade un atrac-
tivo adicional a esta obra.
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personas, ofreciéndoles en muchos casos un puesto de trabajo, y desarrollando una
importante labor empresarial159. Pero la Organización Nacional de Ciegos Españoles160
es mucho más. Eso es lo que trataré de explicar a lo largo de este trabajo. Comenzaré
por su decreto fundacional.
El Decreto 22.893, de 13 de diciembre de 1938, manifestaba que cuantas disposi -
ciones orgánicas habían sido promulgadas para resolver el problema social de los cie -
gos desvalidos, no alcanzaron nunca la eficacia debida, porque siempre giraron alre-
dedor de una centralización exagerada, cuando no impotente para solucionarlos. El
Decreto de la República del 6 de abril de 1934 reconocía que el Poder Público había
sido incapaz de dar cauce seguro y adecuado a un problema de tanta importancia. Así
también el de 13 de marzo de 1928 y el de 20 de enero de 1931, aunque se complemen-
taban entre sí, adolecían de capitales defectos por su incomprensión, ausencia de con-
tenido, y, además porque la composición del organismo rector que creaban, denomina-
do Patronato Nacional de Protección de Ciegos, al dar participación en sus tareas a los
numerosos partidos que formaban el engranaje político, sirvió, sólo, para crear un
número excesivo de vocales, que no supieron interpretar ni usar aquel alto Organismo
como instrumento tutelar de los invidentes de España.
Teniendo en cuenta los fundamentos expuestos, previa deliberación del Consejo de
Ministros, dependiente del Ministerio del Interior se creo la Organización Nacional de
Ciegos, que agrupaba en ella, obligatoriamente, a todos los invidentes españoles, con fines
de mutua ayuda y para la resolución de sus problemas específicos. En dicha Organización se
fusionarán todas las Entidades existentes, tanto culturales y de trabajo, como de otro carác-
ter, siempre q[ue traten con los problemas relacionados con los no videntes (art. 1).
159
Vide ONCE, ¿Qué es la ONCE?, ONCE, Madrid, 1988, p. 1: «La Organización Nacional de Ciegos
(ONCE), cuyo medio siglo de vida se cumple en 1988 es, actualmente en España, la responsable de la pres-
tación de la mayor parte de los servicios especializados que se dedica a los ciegos y deficientes visuales.
Sus características fundamentales, estructura y evolución se hallan en estrecha relación, no sólo con la
actuación concreta de las personas ciegas de nuestro país, sino también con las circunstancias históricas
por las que éste ha pasado, sobre todo desde los inicios de la década de 1930. Una y otras han influido en
la realidad actual de la ONCE, cuya principal originalidad radica en concentrar en una única organización
de discapacitados visuales tres actividades heterogéneas.
· Las propias de una asociación de personas ciegas y deficientes visuales;

· Las derivadas de una institución que ofrece servicios especializados a este grupo concreto;

· y las relativas a una empresa comercial, que ocupa uno de los primeros lugares del país, con un presu-
puesto para 1988 de más de 268.000 millones de pesetas (2.200 millones de dólares) y que mantiene por
encima de los 26.000 puestos de trabajo».

160
Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p. 35, donde se precisa que inicialmente la
denominación fue la de Organización Nacional de Ciegos (ONC); el término "Españoles" se incorporó al
nombre en abril de 1952, quedando ONCE.
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La Organización Nacional de Ciegos quedaba articulada dentro de un contenido
integrador, en los centros y dependencias siguientes: a) Consejo Superior de Ciegos, b)
Jefatura de la Organización Nacional de Ciegos, c) Delegaciones Provinciales, d)
Delegaciones Locales (art. 2).
El Consejo Superior de Ciegos quedaba constituido bajo la Presidencia del Ministro
del Interior, por los vocales siguientes: el Jefe del Servicio Nacional de Beneficencia y
Obras Sociales, que asumirá la Vicepresidencia, el Jefe del Servicio Nacional de
Sanidad, el Jefe de la Organización Nacional de Ciegos, un médico oftalmólogo de
reconocida reputación en la materia y tres personas, nombradas libremente por el
Ministerio del Interior, de entre las que se hayan distinguido por su amor a los ciegos e
inteligencia de sus afanes. También formaba parte del Consejo, actuando como
Secretario, el Jefe de la Sección de Beneficencia General y Asistencia Social de dicho
Ministerio (art. 3).
El Consejo Superior de Ciegos, además de su intervención tutelar directa sobre la
Organización, tenía las siguientes facultades: a) La consultiva, en cuantas materias se
solicite su opinión por el Ministro del Interior y por el Jefe del Servicio Nacional de
Asistencia y Obras Sociales, b) Representará con personalidad jurídica suficiente a la
Organización, c) Resolverá, en última instancia, las reclamaciones que se produzcan en
el seno de la Organización, d) Conocerá y aprobará, en su caso, las orientaciones gene-
rales de toda la Obra, los proyectos y los planes de las Instituciones afectas a la
Organización Nacional, dando cuenta al Ministro de la gestión del Jefe de ésta, e)
Administrará el Fondo Central, que estará constituido por sus valores mobiliarios, por
sus fincas adquiridas por el extinguido Patronato Nacional de Protección de Ciegos, así
como también, por las subvenciones concedidas por el Estado y por los fondos propios
que se recauden de los particulares y de Organismos en general, f) Dictará el Reglamento
Interior, cometiéndolo a la aprobación del Ministro del Interior (art. 5).
El nombramiento del Jefe de la Organización Nacional de Ciegos correspondía al
Ministerio del Interior, y debía recaer necesariamente, en persona no vidente, que se
hubiese destacado por su labor tiflofila y conocimiento de los problemas que afectaban
a los ciegos. El Jefe de la Organización Nacional de Ciegos era considerado, a los
efectos de jerarquía y competencia, como Delegado del Consejo para la dirección per-
manente de la Organización (art. 4).
Eran atribuciones del Jefe de la Organización Nacional de Ciegos: 1a. Proponer al
Jefe del Servicio Nacional de Beneficencia y Obras Sociales el nombramiento de
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Delegados paira las Delegaciones Provinciales de Ciegos, de los que se daba cuenta al
Consejo Superior. 2a. Organizar y regir las siguientes Secciones: Secretaría General,
Asistencia Social, Fomento de la Acción Profiláctica, Enseñanza, Trabajo, Arte y
Propaganda, Administración y Estadística. El personal directivo y auxiliar de estas
Secciones era nombrado también por el Jefe del Servicio Nacional de Beneficencia y
Obras Sociales, a propuesta del Jefe de la Organización. 3a. Resolver los asuntos de su
competencia y aquellos otros que, no siéndolo, tuviesen carácter de urgencia, dando
cuenta al Consejo Superior en la primera reunión que celebre (art. 6).
Las Delegaciones Provinciales y Locales dependían directamente del Jefe de la
Organización Nacional de Ciegos, sin perjuicio de que las últimas obrasen en ínti-
ma relación con las Provinciales, como órgano inmediato superior. Los Delegados
Provinciales tenían comisiones para su asesoramiento, cuyo nombramiento era de su
exclusiva competencia. Estas Comisiones estaban integradas por miembros de la
organización, cuyo número no podía exceder de cinco (art. 7).
Quedaba disuelto el Patronato Nacional de Protección de Ciegos y derogadas cuan-
tas disposiciones se hubieren dictado con anterioridad al presente Decreto, que se opo-
nían a su cumplimiento (art. 8).
Este Decreto fundacional deja claras algunas cuestiones extraordinariamente relevantes:
la dependencia de la ONCE del Ministerio del Interior, la desaparición de todas las entidades
existentes sobre el particular y la agrupación obligatoria de los invidentes en la misma, así
como el nombramiento y dependencia directa del citado ministerio del Jefe de la
Organización Nacional de Ciegos que actuará como delegado general del Consejo Superior
de Ciegos que es el órgano que ostenta todas las facultades para dirigir la organización.
En definitiva, se trata de un instrumento de la Administración pública.
4. El Reglamento de la Organización Nacional de Ciegos161.
La Orden del Ministerio de la Gobernación de 28 de octubre de 1939 (BOE de 4 de
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
65: «[...]. El Decreto del 13 de diciembre, sin embargo, no contenía ninguna referencia al cupón. La pri-
mera versión de este decreto fue redactada por el equipo de Burgos y Sevilla, que tuvo mucho cuidado en
no mencionar el cupón, para evitar un rechazo a priori. [...]. En el Reglamento del 28 de octubre de 1939,
también redactado en su primera versión por Tovar y sus colaboradores, ya se hace referencia al cupón,
como "forma excepcional y exclusiva de ingresos para los no videntes imposibilitados de desempeñar una
profesión u oficio especial" (art. 14 a))».
Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la organización nacional de ciegos a
través de mis vivencias, o.c, pp. 106-107, donde nos muestra la situación real sobre la dependencia de la
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noviembre, núm. 398), publicó el Reglamento aplicable a la Organización Nacional de
Ciegos162.
4.1. Configuración de la ONCE.
La ONCE se configura inicialmente como una entidad de derecho público y de
beneficencia general, que agrupaba a todas las entidades existentes hasta ese momento
con idéntica finalidad y que se responsabilizaba de ofrecer a los invidentes toda una
serie de posibilidades que hasta su creación eran una quimera.
«Artículo 1o. La Organización Nacional de Ciegos de España, de acuerdo con lo
dispuesto en el Decreto de su creación de 13 de diciembre de 1938, n° 22.893, es una
Entidad de Derecho Público y de Beneficencia General, donde se agruparán todas las
Entidades existentes en la actualidad, tanto culturales y de trabajo, como de otro carác-
ter, siempre que traten de problemas relacionados con los no videntes.
El domicilio central de la Organización Nacional de los Ciegos se hallaba en
Madrid, y los de las Delegaciones Provinciales y Locales, en las respectivas capitales o
pueblos (art. 2).
Todos los componentes de esta Organización serían ciegos, únicamente las personas
videntes podrían desempeñar cargos de colaboración y apoyo a la obra, con el sueldo o
emolumentos que se fijen (art. 4).
ONCE respecto a la Administración: «[...]. El colofón iba a ponerlo aquel alto organismo derogando, por
sí, en 1941, el artículo 19 del Reglamento, prohibiendo cualquier fondo que no fuese el Central, bajo el
control personal del Director General de Beneficencia. Merced a dicho expolio, los saldos íntegros de las
Delegaciones y los remanentes presupuestarios ingresaban en el Ministerio, siendo éste quien nos libraba
los cheques necesarios para ejecutar los presupuestos de la Jefatura, los Colegios, y demás centros llama-
dos autónomos. Así, nuestras peticiones de fondos al Director General recordaban a las de los antiguos
Patronatos, con una diferencia: que se trataba de nuestro dinero».
162 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN y Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
La Ley, Madrid, 1990, p. 6, donde subrayan dos cuestiones jurídicas a tener en cuenta: «[...]. El artículo 1o
del Decreto comentado omite totalmente la definición de la naturaleza jurídica de esta entidad recién cre-
ada, debiendo ser posteriormente su reglamento de desarrollo el que cubra dicha laguna definiendo a la
ONCE como un establecimiento de beneficencia general. Su artículo 5o en el apartado b) atribuye al
Consejo Superior de Ciegos la facultad de representar con personalidad jurídica suficiente a la
Organización. Nótese la deficiente técnica normativa al atribuir personalidad jurídica a un órgano como
el Consejo Superior, en lugar de al organismo que era la ONCE, error obviamente causado por la confu -
sión que contiene entre los conceptos de personalidad o capacidad jurídica y capacidad de obrar».
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4.2. Estructura.
4.2.1.
Secretaría general.
A la Secretaría General se le encomendaba la labor de clasificar a los invidentes.
Para realizar esta Obra Nacional se dividirán los ciegos en los siguientes grupos: a) Edad
preescolar (hasta los 6 años), b) Edad escolar (de los 6 a los 14 años), c) Escuela Media
(de los 14 a los 16 años de edad), d) Escuela Superior y Profesional (de los 18 a los 25
años de edad, como máximo), e) De los 18 años en adelante, edad de colocación profe-
sional, y en la cual podrán tomar parte activa en los trabajos de la Organización, f) A par-
tir de los 65 años de edad, jubilación, mediante indicación médica, o antes ajuicio facul-
tativo (art. 5).
Se creaba la ficha de la organización, en la que se hacían constar todos los datos
necesarios. Esta ficha, a cargo del Secretario General, era enviada por medio de los
Delegados Provinciales y Locales de la Organización a los alcaldes, los cuales las
devolvían rellenadas por el mismo conducto. Se tomaban por la Secretaría General
todas las disposiciones necesarias para la completa exactitud técnica de dicha "Ficha"
(art. 7).
Se creaba, igualmente, el carné de la Organización, el cual debían poseer todos los
adheridos a la misma para disfrutar de sus beneficios (art. 8).
Los ciegos por senectud podían formar parte de la Organización, previo expediente,
que decidía el Jefe de la Organización (art. 9).
4.2.2.
Cargos.
Los cargos de la Organización Nacional de Ciegos eran de tres clases: directivos,
administrativos y auxiliares. Los directivos y administrativos debían recaer, siempre
que fuese posible, en afiliados (art. 21).
Los cargos Directivos tenían jerarquía y eran por su orden los siguientes: - El Jefe
de la Organización Nacional. - El Secretario General de la Organización. - Los Jefes de
las Secciones. - Los Delegados Provinciales y los Delegados Locales (art. 22).
Los cargos administrativos no tenían jerarquías y existían, cuando menos, uno por
cada Directivo (art. 23). Los cargos auxiliares existían en las oficinas de la organiza-
ción en número suficiente para asegurar el buen funcionamiento de la misma (art. 24).
Eran considerados también auxiliares los componentes de las comisiones asesoras pro-
vinciales. Estos no disfrutaban en tal concepto de retribución alguna (art. 25). Dos car-
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gos podían ser compatibles, a juicio del que los nombraba, siempre que ambos pudie-
sen desempeñarse en la misma localidad. El que se hallaba en este caso, no podía per-
cibir más que el sueldo correspondiente a uno de ellos (art 26).
Para todo lo referente a la retribución y obligaciones de los cargos que implicaba la
organización de esta Entidad, se dictaban por el Consejo Superior las oportunas nor-
mas, a propuesta del Jefe de la Organización Nacional de Ciegos (art. 27).
4.2.3.
Delegaciones provinciales y locales.
Las Delegaciones Provinciales eran, en su funcionamiento, un fiel reflejo de la
Organización central y regían a las Delegaciones Locales, sin perjuicio de que le Jefe
de la Organización se pudiese entender directamente con las Locales, cuando lo creía
conveniente (art. 28).
Cuando el volumen de la Organización Provincial no justificaba la existencia de una
Delegación Provincial, el Consejo Superior, previa propuesta del Jefe de la
Organización, acordaba la fusión de dos o más provincias (art. 29).
Cuando el volumen de la Organización no justificaba la existencia de una
Delegación Local, el Jefe de la Organización acordaba la fusión de dos o más Locales.
En la mayoría de capitales de provincia no había Delegaciones Locales (si existían por
ejemplo en Burgos y otras), asumiendo sus funciones la Provincial (art. 30).
El Jefe de la Organización Nacional podía delegar sus funciones en caso determi-
nado en un Delegado Provincial para inspeccionar el funcionamiento de la Obra
en algunas provincias distintas de las que regenta (art. 31).
El régimen de las Secciones y Servicios que integraban esta Obra Nacional eran
objeto de una reglamentación especial para cada una de ellas, y de la misma daba cuen-
ta, al Consejo Superior, el Jefe de la Organización (art. 32).
4.2.4.
Administración y estadística163.
El fondo central de la Organización estaba constituido por los valores mobiliarios,
por las fincas adquiridas por el extinguido Patronato Nacional de Protección de Ciegos
163 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 63, donde expone el
programa aprobado en el tercer congreso de la Organización Nacional de Ciegos, celebrado en Madrid en
la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ADMINISTRACIÓN.
Se acuerda que sea distribuida por todas las Delegaciones de la ONCE la ponencia de Don Agustín
Gutiérrez de Tovar (padre del Jefe Nacional de la Entidad), así como conceder un voto de gracia para dicho
señor».
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o que se adquirieran en lo sucesivo, así como también por las subvenciones concedidas
por el Estado y por los fondos propios que se recaudasen de los particulares y de
Organismos en general (art. 16).
El fondo central estaba depositado en el Banco de España, a disposición del Consejo
Superior, que nombraba a un Consejero-Delegado vidente para la expedición de talones
e intervención de la contabilidad. Los talones eran firmados por el Presidente o
Vicepresidente del Consejo y el Consejero-Delegado (art. 17).
La Sección de Administración y Estadística centralizaba la marcha administrativa de la
Obra y con vista a los ingresos y gastos aproximados, formulaba presupuestos anuales para
las atenciones de la Jefatura de la Organización y para las Delegaciones Provinciales y
Locales, que debían ser sometidos por el Jefe de la Organización a la aprobación del Consejo
Superior. Era, igualmente, de su incumbencia la ejecución de los presupuestos de la Jefatura
de la Organización y la vigilancia y liquidación de los restantes (art. 18).
En la Sección de Administración y Contabilidad se constituía un fondo de coopera-
ción, formado a base de un tanto por ciento, que fijaba el Consejo Superior, y que debí-
an remitir al final de cada mes a dicha Sección, las Delegaciones Provinciales, sobre los
ingresos brutos que obtenían, con dicho fondo, en calidad de presupuesto extraordina-
rio, y previa la aprobación del Consejo, podía el Jefe de la Organización atender a las
necesidades no previstas en el presupuesto ordinario (art. 19).
4.3. Fusión obligatoria de entidades.
Se trataba de una medida que resultaba primordial para el buen fin de la organiza-
ción que acababa de nacer. Para ello se determinó que las entidades existentes, tanto
culturales y de trabajo, como de otro carácter, siempre que tratasen problemas relacio-
nados con los no videntes, debían fusionarse en la Organización Nacional de Ciegos.
Para ello, en el término de 30 días, a contar desde la publicación del Reglamento, dichas
Entidades debían dirigirse a la Organización, especificando su funcionamiento, ingre-
sos y gastos presupuestarios, estatutos funcionales y sociales y cuantos datos estimasen
pertinentes.
La Organización Nacional de Ciegos, previos los dictámenes que estimase necesa-
rios, y entre ellos, con carácter oficial, el Consejo Superior de Ciegos propondría al
director General de Beneficencia y Obras Sociales la forma como había de realizarse la
fusión en cada caso concreto, determinando los derechos y obligaciones de las
Entidades que se fusionaban (art. 20).
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4.4. Conclusión.
Evidentemente, el Reglamento de la Organización Nacional de Ciegos, porme-
noriza y desarrolla el Decreto fundacional. Básicamente deseo hacer notar las
siguientes observaciones: se determina que la naturaleza jurídica de la ONCE se
corresponde con la de una entidad de derecho público y de beneficencia general,
se precisa la existencia de una forma excepcional y exclusiva de ingresos para los
no videntes imposibilitados de desempeñar una profesión u oficio especial (cupón
pro-ciegos) y se articulan las distintas estructuras de la organización.
Este Reglamento ha sido objeto de modificaciones para abordar nuevas realidades
que se presentaban a la organización, y su desarrollo se ha efectuado a través de circu-
lares, oficio-circulares y otros documentos. Todo ello será abordado en capítulos poste-
riores.
5. Funcionamiento de la Organización Nacional de Ciegos: reglamento de fun-
cionamiento económico-administrativo.
El 11 de diciembre de 1945 aprobó el Consejo Superior de Ciegos el
"Reglamento de funcionamiento económico-administrativo de la Organización
Nacional de Ciegos". Reglamento que fue derogado por otro aprobado el 3 de julio
de 1970, sancionado por el Ministro de la Gobernación, Don Tomás Garicano
Goñi, el 30 de octubre de 1970. Dicho texto fue modificado por acuerdo del
Consejo de Protectorado de la ONCE aprobado el 9 de julio de 1984 (Texto refun-
dido del Reglamento de funcionamiento económico-administrativo). Los conve-
nios colectivos y el Estatuto de la ONCE han derogado en buena medida este
texto.
III. Fines de la ONCE.
1. Clasificación jerárquica de sus objetivos.
Los fines y objetivos que perseguía la organización, se determinaron en la Orden del
Ministerio de la Gobernación de 28 de octubre de 1939, por la que se publicó el
Reglamento aplicable a la ONCE:
«Artículo 3o. La Entidad perseguirá entre otros fines, encaminados a atender
a los invidentes españoles, los siguientes:
a) Dotar a todos los ciegos del jornal necesario para atender a su sustento y al
de la familia a su cargo, equiparándolos a los obreros y profesionales videntes.
143
b) Pensionar la vejez de los ciegos.
c) La asistencia médica completa a los mismos.
d) Subsidios por enfermedad, inutilidad y primas por el matrimonio, alumbramien-
to, defunción y otros.
e) Tutela a la infancia ciega y desvalida, o cuyos padres sean, igualmente, ciegos
indigentes.
f) Unificación, perfeccionamiento y encauzamiento de la enseñanza especial del
invidente en todos sus grados, haciéndola eficaz.
g) Aprendizaje profesional de los ciegos en todas sus posibilidades, creando los
centros modernos adecuados para este fin, y aprovechando, con carácter obligatorio
para las empresas, los centros privados y públicos de trabajo.
h) Dictar disposiciones para la colocación de ciegos, debidamente capacitados, en
las industrias y profesiones.
i) Cultivo de la literatura, el arte, del deporte en la juventud, recreo reconfortante
del espíritu y los postulados del nuevo Estado de Religión, Patria, Disciplina y buenas
costumbres entre todos los componentes de la Organización.
j) Intensificar la propaganda profiláctica.
k) Propagar intensamente las cuestiones tiflológicas y el desarrollo de esta Obra
Nacional».
Su determinación y desarrollo se precisará del modo que paso a exponer.
1.1. Asistencia social164.
La edad de jubilación, así como la asistencia médica, pensiones por inutilidad, pri-
164 lbídem, p. 62, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización Nacional
de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ASISTENCIA SOCIAL.
1º. Creación de un hogar-refugio para 300 ancianos ciegos e impedidos.
2o. Creación de un refugio-escuela de 300 plazas para niños menores de 8 años de edad y para anormales
hasta 18 años.
3o. Creación de dos sanatorios: uno de altitud media y otro a la orilla del mar, para tuberculosos, enfermos
infectocontagiosos, con policlínica para intervenciones quirúrgicas, disponiéndose también de un pabellón
preventivo.
4o. Hasta tanto se realicen estas instalaciones, la ONCE costeará 10 camas para enfermos tuberculosos que,
según dictamen médico, sean susceptibles de curación.
5o. Instalación de residencias y pensiones para ciegos in familia en todas las poblaciones donde haya un
mínimo de 8 ó 10 afiliados que lo necesiten.
6o. Becas para jubilación de empleados y obreros de la ONCE.
7o. Pensiones de viudedad para las esposas de afiliados y empleados de la ONCE, así como también pen-
siones o becas de orfandad para los hijos de los mismos, menores de 14 años.
8o. Bases para la Prevención Social en orden a la implantación de pensiones vitalicias a base del ahorro
dirigido.
9o. Seguro de enfermedad y siniestro.
10. Distribución de cupones con arreglo a las necesidades materiales de las familias.
11. Creación de auxiliares visitadores en todas las Delegaciones para inspeccionar y corregir las deficien-
cias sanitarias de los afiliados y sus familias».
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mas diversas y la tutela de la edad preescolar, eran objeto de la Sección de la Asistencia
Social de la Organización.
El régimen de retiros y pensiones, según los años de servicio, era objeto de un Reglamento
de Jubilación que formulaba la Sección y era sometido por el Jefe de la Organización, a la deci-
sión del Consejo Superior (art 10 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
El Estado, las Diputaciones y los municipios debían coadyuvar a la Asistencia Social de
la gran Obra Nacional de Ciegos (art. 11 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
1.2.
Fomento de la acción profiláctica165.
La Sección de Fomento de la Acción Profiláctica adoptaba todas las medidas necesarias
para llevar a cabo en España una propaganda de profilaxis eficaz, encaminada a disminuir
todo lo posible los casos de ceguera, contribuyendo, igualmente, a organizar, con la Dirección
General de Sanidad, los centros pertinentes (art. 12 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
1.3.
Enseñanza166.
Los centros de enseñanza de todo orden, así como los que se creaban en relación con
165 Ibídem, p. 63, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización Nacional
de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ACCIÓN PROFILÁCTICA.
1o. Bases de propaganda de acción profiláctica presentadas por Don Manuel Pascual.
2o. Recabar de la Sección Femenina de Falange Española Tradicionalista y de las Juventudes Obreras
Nacionales Sindicalistas, de los Registros Civiles, de los Centros y de los empresarios, en general,
la mayor colaboración para difundir los consejos profilácticos para evitar la ceguera, contenidos en
la ponencia de Don Manuel Pascual.
3o. Que el día de Santa Lucía, que se llamará en adelante "Día del Ciego", se haga por todos los inviden-
tes una eficaz campaña profiláctica.
4o. Que los auxiliares visitadores sean los encargados de vigilar a los enfermos tracomatosos y sus hoga-
res, a fin de evitar el contagio; obligando a los ciegos y a sus familiares que estén afectados por dicha enfer-
medad, a someterse al tratamiento pertinente».
166 Ibídem, pp. 63-64, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización
Nacional de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ENSEÑANZA
1o. Creación de una Escuela de Mandos.
2o, Llevar a la práctica la fusión en la ONCE de todos los centros dedicados a la enseñanza de ciegos, que
no lo estén aún, en cumplimiento del derecho de creación de la entidad.
3o. Creación de los Colegios de Primera Enseñanza que se precisen, en distintos puntos de España, unos
de niños y otros de niñas.
4o. Creación de dos colegios de Segunda Enseñanza.
5o. Se formará una Comisión Técnica encargada de redactar los Reglamentos y demás normas para el fun-
cionamiento de estos colegios.
6o. Las Diputaciones Provinciales y los Municipios deberán contribuir al sostenimiento de los colegios de
ciegos, con cargo a sus atenciones obligatorias de enseñanza.
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los no videntes, dependían de la Sección de Enseñanza de la Organización, la cual pro-
ponía, al Jefe de la misma, las medidas convenientes a adoptar en la Sección o en sus
actividades. Ejercía, igualmente, por delegación del Jefe de la Organización, la inspec-
ción de los centros o establecimientos autónomos (art. 13 de la Orden de 28 de octubre
de 1939).
1.4. Trabajo167.
Correspondían a la Sección de Trabajo, como encargada de la ordenación y fomento del
trabajo de los invidentes, los siguientes cometidos: a) Implantación y organización, por
medio de la Subsección, que se denominaba Cupón Pro-ciegos, de esta forma excepcional y
exclusiva de ingresos para los no videntes imposibilitados de desempeñar una profesión u ofi-
cio especial, b) Formación del censo de trabajadores ciegos y de destinos reservables a invi-
dentes en industrias, comercios y casas oficiales o particulares, conforme a las disposiciones
que se dictaban en la materia, c) El estudio y propuesta al Jefe de la Organización de cuan-
tas medidas e iniciativas se estimasen procedentes, como protectores del trabajo de los invi-
dentes (art. 14 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
7o. Para las plazas de profesores de dichos colegios no bastará poseer el título de maestro, sino que los inte-
resados tendrán que ser sometidos a concurso-oposición.
8o. Establecimiento de unos cursos cortos para la preparación de los maestros ciegos.
9o. Creación de dos establecimientos-residencia, uno en el norte y otro en el sur, para colonias escolares veraniegas.
10. Creación de escuelas maternales para niños ciegos.
11. Establecer en las Delegaciones, escuelas para los lazarillos de los invidentes».
167 Ibídem, pp. 62-63, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización
Nacional de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«TRABAJO
1o. Instalación en todas las provincias, que se crea necesario, de industrias como fábricas de caramelos, chocola-
tes y bombones, jabones, pasta dentífrica, etc., donde trabaje un mínimo del 55 por ciento de obreros ciegos.
2o. Creación en Madrid, de un gran Centro de Trabajo con todas las especialidades de las diversas indus-
trias que implante la ONCE.
3o. Formación de un censo de puestos de trabajo capaces de ser desempeñados por obreros ciegos en las
diversas industrias particulares, e incorporación de dichos obreros a. estas industrias.
4o. Instalación de centros de aprendizaje, anexos a todas las industrias que se creen.
5o. Gestionar la utilización, por todos los ciegos que lo precisen, de los centros de aprendizaje que existen
en las empresas particulares.
6o. Creación de un Centro de Orientación Profesional y de Reeducación.
7o. Implantación de industrias rurales y pequeños comercios, a base de préstamos reintegrables y sin inte-
rés.
8o. Implantación de industrias comerciales.
9o. Gestionar la instalación de quioscos en toda España para la venta del cupón y de los productos fabrica-
dos por la ONCE, semejante a los ya montados en Madrid, los cuales serán adjudicados, preferentemente,
a mujeres e incapacitados para la venta ambulante.
10°. Gestionar la colocación de afiliados en centralitas telefónicas de industrias particulares».
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1.5. Arte y propaganda168.
Era misión de la Sección del Arte y Propaganda: a) Fomentar la creación de agrupa-
ciones artísticas entre los miembros de la Organización. b) Organizan veladas literarias
y musicales. c) Facilitar el acceso de los Ciegos a conservatorios y otros centros donde
cultiven el arte. d) Crear la Imprenta Nacional Braille y organizar todo lo referente a
bibliotecas de esta clase. e) Conocer y encauzar las publicaciones de todo orden, refe-
rentes al problema de los ciegos y crear periódicos para uso de los mismos, así como
publicaciones de propaganda en sistema visual y velar por la asistencia social de los
invidentes. f) Propaganda intensa de la Organización, explicando sus propósitos y
alcance (art. 15 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
2. La enumeración de objetivos en el primer congreso del colectivo tiflológico.
Del 6 al 13 de diciembre de 1939, se celebró en la ciudad de Sevilla, el primer con-
greso del colectivo tiflológico, en cuya acta figura lo siguiente:
«Las organizaciones se crean para alcanzar objetivos que no se pueden lograr indi-
vidualmente. El objetivo principal de la ONCE es la redención social de los privados
de vista. Los fines de nuestra Entidad están expuestos, oficialmente, en el artículo 7o
del Reglamento del 28 de octubre de 1939, y son, entre otros, conseguir que los no
videntes obtengan:
1o. Un jornal necesario, equiparable al de los obreros videntes para el mantenimiento de
sus familias.
2o. Pensionar su vejez y ofrecer a los ciegos asistencia médica y subsidios por enferme-
dad e inutilidad.
3 o. Primas por matrimonio, natalidad y orfandad.
4o. Educar a Jos niños faltos de vista, formar profesionalmente a los adultos y encontrar-
les colocación en talleres y fábricas.
168 Ibídem, p. 64, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización Nacional
de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ARTE Y PROPAGANDA
1o. Creación de la Imprenta Nacional Braille con su taller anexo para los ciegos.
2°. Celebrarse anualmente un certamen de agrupaciones musicales de la ONCE, siendo el primero en
Valencia.
3o. Creación de 2 premios, llamados "Francisco de Salinas" y "Antonio de Cabezón", para premiar a los
autores de la mejor composición literaria y musical, respectivamente.
4o. Creación de dos premios, uno de 30.000 pesetas para quien resuelva el problema de la máquina de escri-
bir el braille; y otro de 20.000 pesetas para el inventor del mejor sistema de "libro hablado".
5o. Supresión de las pequeñas bibliotecas y creación de una sola, circulante, aunque haya 2 o 3 depósitos
de libros en las Delegaciones Provinciales más importantes.
6o. Nombramiento de una Comisión Técnica, integrada por profesores, la cual se encargará de la selección
de los libros.
7o. Editar dos revistas mensuales, una en braille y otra en negro, con información tiflológica.
8o. Encargar a Don Joaquín Rodrigo de la composición de la partitura musical del himno de la ONCE».
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5o. Fomentar, entre los miembros de la entidad tiflológica, el amor a la religión, a la
patria, a la disciplina y a las buenas costumbres.
Estos objetivos los clasificamos jerárquicamente para saber cuáles debemos atender
prioritariamente; y para conseguir alcanzarlos debemos vender mucho cupón y, por tanto,
tener el mayor número posible de vendedores de este producto, con objeto de reunir los fon-
dos necesarios con los cuales hacer frente a tantas necesidades y poder capacitar a nuestros
afiliados para que encuentren puestos de trabajo fuera de la ONCE el día de mañana. Pero
para lograr todo esto será preciso sacrificar como vendedores del cupón a los individuos
ciegos de la primera generación de afiliados a la entidad»169.
Dichos objetivos fueron reafirmados en la carta que el 26 de marzo de 1942, Javier
Gutiérrez de Tovar, entrega al Jefe del Estado170. En todo caso debo hacer notar el estableci-
miento jerárquico de una serie de prioridades, y la primera es la consecución de un trabajo
que permita ganar un salario digno (hoy día la situación es exactamente la misma), y en
segundo lugar, la convicción que en aquella época se mantenía sobre la venta del cupón, pues
se consideraba un sacrificio que afectaría a una primera generación de invidentes. Sobre esta
cuestión el planteamiento variará sustancialmente, tal y como tendré ocasión de exponer más
adelante.
3. Los primeros pasos.
Tal y como he señalado, en el primer congreso del colectivo celebrado en Sevilla del 6
al 13 de diciembre de 1939, se estableció la jerarquía de los objetivos a alcanzar por la orga-
nización. El primero fue la necesidad de conseguir un jornal equiparable al del resto de la
población laboral vidente. El segundo, pensionar la vejez de los invidentes y ofrecer asis-
tencia médica y subsidios por enfermedad e inutilidad.
169 Ibídem,p. 45.
170 Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la organización nacional de ciegosa tra -
vés de mis vivencias, o.c, pp. 171-178. También expresa la necesidad de adquirir la mayoría de edad de la organi-
zación recientemente creada, p. 173: «Ahora bien, si se considera el espíritu que ha dado vida a la Organización,
definido tan elocuentemente en el admirable preámbulo del Decreto, se advierte de una manera indudable que la
misión del actual Consejo Superior de Ciegos ha de entenderse transitoria, ya que, en tanto subsista éste, queda irre-
alízado el principio mismo de existencia de la Obra, de que "los ciegos españoles se rijan por sí mismos".
Toda tutela cesa cuando el pupilo llega a su mayoría de edad y se halla capacitado física y socialmente para
dirigir su propio destino. Este es el caso de la Organización Nacional de Ciegos, abundante en recursos
obtenidos por el trabajo y sacrificio de sus afiliados, rica en cuadros de mando convenientemente prepara-
dos, disciplinada y unida, que ha sabido ocupar un honroso aunque humilde puesto entre las Corporaciones
que integran el nuevo Orden.
Creemos llegado el momento de suplicar a V.E., que complete la Disposición de 13 de diciembre de 1938,
concediéndonos, mediante las debidas garantías, nuestra total emancipación, ya que estamos convencidos
y así lo prometemos solemnemente, que sabremos llevar a feliz término la misión que nos está encomen-
dada. [...]».
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3.1.
La consecución de un jornal equiparable al del resto de la población labo-
ral vidente.
La situación objetiva de un invidente hace muy difícil su adaptación a la sociedad. Esta
dificultad es máxima para conseguir un empleo. Para ello era necesario, que la
Administración, o en este caso la ONCE adoptasen las medidas oportunas para lograr la
inserción laboral. La venta del cupón era una posibilidad, también lo son otras opciones de
las que daré cuenta al tratar el cometido de la Fundación ONCE171.
3.2.
La Caja de Previsión Social de la ONCE172.
3.2.1. El mutualismo en el seno de la ONCE.
Alguna de las antiguas organizaciones de ciegos eran sociedades de socorros
mutuos, que solían actuar como entidades de previsión o mutuas creadas y sostenidas
por las cuotas de los invidentes, que aseguraban una pequeña cantidad de dinero para
el caso de enfermedad o entierro. Las mutuas podían entorpecer el normal funciona-
miento y desenvolvimiento de la ONCE, porque un vendedor mutualizado tenía más
recursos para enfrentarse a su delegado y más incentivos para el absentismo laboral,
que otro afiliado no mutualizado. Las mutuas eran asociaciones paralelas a las delega-
ciones locales y provinciales, pudiendo operar como auténticas sociedades de resisten-
cia. La ONCE pensó crear una mutua propia para terminar con esta situación y hacer
desaparecer aquellas asociaciones173.
Primero se ideó que los vendedores expendieran, gratuitamente, los cupones del
compañero enfermo, pero esto no dio buen resultado, porque, voluntariamente, nadie
quería trabajar sin compensación alguna. Era preciso volver a crear compromisos entre
los afiliados a la ONCE, fundando una gran mutua nacional con todos los trabajadores
171 Vide diario El País, de 10 de julio de 1977, "Los ciegos piden centros de formación profesional" fir-
mado por Bel Carrasco: «[...]. "Existen algunos centros de formación profesional para ciegos -la Escuela
de Fisioterapia, la de Telefonía y los talleres- pero funcionan a tan bajo rendimiento que cada año sólo se
pueden colocar treinta o cuarenta ciegos en puestos de trabajo".
Del total de la población invidente española, 13.600 ciegos, son vendedores de la ONCE, 3.500 ocupan
puestos de trabajo en la administración de dicha entidad, unos mil se encuentran en fase escolar básica y
hay setecientos u ochocientos en la Universidad. Sólo doscientos ciegos ocupan puestos de trabajo como
fisioterapeutas, telefonistas o en la enseñanza. [...]».
172
Vide Ignacio SATRUSTEGUI y FERNÁNDEZ, "La protección social a los ciegos", en AAVV,
Problemas fundamentales de beneficencia y asistencia social, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 167,
pp. 263-264.
173
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 67.
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del organismo, Era, en fin, el momento de inventar un gran sistema de previsión, que
ante la incertidumbre del futuro, protegiera a todos los trabajadores, frente a la enfer-
medad, la vejez y la muerte, defendiéndoles también del Consejo Superior de Ciegos,
órgano que ahora consideraba a la entidad tiflológica como una organización benéfi -
ca más; y para sus vocales videntes no era el objetivo prioritario dar trabajo a los cie-
gos, pues lo que debía hacer una institución benéfica era asistir, tutelar y procurar el
bienestar de una población ciega desamparada; bienestar que se traducía, fundamental-
mente, en pensiones, subsidios, asistencia medicofarmacéutica, etc., pero no en traba-
jo, puesto que esto último no era la especialidad de la Dirección General de
Beneficencia y Obras Sociales174.
3.2.2. La creación de la Caja de Previsión Social.
El nuevo sistema se articula en torno a diversas circulares. La n° 21, de 6 de sep-
tiembre de 1940, establece normas provisionales para la asistencia social en la
Organización, que evidencian la escasez de fondos que la entidad tenía en los primeros
años de su andadura. En la misma se aborda: subsidio por enfermedad, subsidio por
asistencia a escuelas, pensiones, primas por alumbramiento y paternidad, primas por
matrimonio, primas por defunción, servicio médico-farmacéutico. También autorizó
por primera vez, la incoación de expedientes de pensión por invalidez y vejez, siendo
entonces atendidos por este concepto unos 500 afiliados, número que fue aumentando
progresivamente.
Por medio de la Circular n° 216 de 30 de septiembre de 1947, se va perfeccionado
y ampliando el número de servicios de asistencia social y sanitaria. De este modo,
quedó suprimido el régimen de mutua ayuda. En lo sucesivo, todos los afiliados vende-
dores tendrían derecho a percibir, cuando estuviesen de baja por enfermedad, el 70% de
su jornal personal.
La Orden del Ministerio de la Gobernación de 14 de enero de 1950 (BOE de 5 de
febrero), modificó el art. 7 del Reglamento de la organización, determinando: «A todo
ciego se le hará al ingresar en la Organización, la ficha médica de afiliado, según el
modelo aprobado por el Consejo Superior de Ciegos el 11 de abril de 1946. [...]».
También se modificó el art. 9o del citado Reglamento, en los siguientes términos: «Los
ciegos que ingresen en la Organización Nacional con más de 60 años de edad, partici-
parán de los beneficios sociales que concede la Organización a sus afiliados, con arre-
174 Ibídem, pp. 67-68.
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glo a las normas que acuerde el Consejo Superior y que pondrá en práctica el Jefe de la
Organización. A los ciegos que en la actualidad figuran en los Grupos D, vendedores
del cupón pro-ciegos, se les hará ficha de afiliado para cumplir lo que dispone el artí-
culo 1o del Decreto n° 22.893, de 13 de diciembre de 1938, que obliga a todos los invi-
dentes españoles a ingresar en la Organización Nacional de Ciegos».
El Oficio-Circular de 30 de julio de 1953, establecía:
«Estando en estudio, pendiente de aprobación por el Consejo Superior de Ciegos,
el Reglamento de Asistencia Médico-farmacéutica extensiva a las familias y el subsi-
dio por enfermedad del personal de la ONCE, esta Jefatura ha acordado dejar en sus-
penso la aplicación de la Circular n° 304 hasta tanto se publique dicho Reglamento.
Con el fin de que las Delegaciones estén debidamente preparadas para poder desa-
rrollar el aumento de trabajo que supondrá la aplicación de los nuevos servicios asis-
tenciales, en toda Delegación deberá nombrarse un Oficial Administrativo de los de su
plantilla, que se encargue de la Sección de Asistencia Social, haciendo recaer en otro
Administrativo, si fuera preciso, las de enseñanza y propaganda. Dicho Administrativo,
encargado de Asistencia Social, tendrá como misión, no sólo el despacho burocrático
de los asuntos de la Sección, sino también, y muy principalmente, la visita a los afilia-
dos enfermos, a fin de conocer sus necesidades morales materiales para tratar de reme-
diarlas; y con ello proporcionarles el consuelo de saberse amparados con cariño por la
Organización.
Asimismo deberá esa Delegación enviar con la posible urgencia a esta Jefatura rela-
ción nominal de los afiliados que cobran subsidio en la actualidad, con expresión de la
fecha de la baja, a partir de la cual viene percibiéndolo, así como de la enfermedad que
padece».
Sucesivamente se seguirán adoptando medidas a través de las Circulares: 316, de 8
de marzo de 1955; 318, de 22 de julio de 1955, 321, de 18 de junio de 1956175.
La ley de 26 de diciembre de 1958, de la Jefatura del Estado, sobre Seguros Sociales
del Personal al Servicio del Estado, Corporaciones Locales y Organismos Autónomos,
fue desarrollada por el Decreto n° 38, de 17 de marzo de 1959. Por parte del máximo
responsable de la ONCE, se solicitó al Ministerio de Trabajo información con objeto de
que los miembros del colectivo tiflológico se integrasen, si procedía y les convenía, en
el Régimen General de la Seguridad Social del Estado. Sin embargo, la Orden de 20 de
junio de 1959 (BOE de 29 de junio, núm. 154), acordó excluir a los componentes de la
ONCE de los seguros sociales176 177.
175 Ibídem,pp. 261-267.
176 El texto de esta disposición es el siguiente:
«Se han suscitado dudas acerca de si la Organización Nacional de Ciegos y sus afiliados deben estar some-
tidos a los Regímenes de Seguridad Unificados y Mutualismo Laboral o si, por el contrario, dicha
Organización, por sus características propias, puede considerarse autónoma a este respecto.
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La Resolución de 28 de marzo de 1960, del Servicio de Mutualidades Laborales
del Ministerio de Trabajo (B.O. del Mutualismo Laboral, de abril de 1960, núm.
61), estableció el reconocimiento recíproco de cuotas entre la ONCE y las entida-
des tuteladas por este Servicio, y aquellas con las que se había suscrito concierto
con anterioridad178.
Es en este momento, cuando el Consejo Superior de Ciegos en su sesión del 26 de
abril de 1961 acuerda reestructurar y actualizar la Caja de Previsión Social de la ONCE,
amparando a todos los que trabajan en la entidad y a sus familiares directos mediante
un reglamento179. En el mismo se establece la naturaleza de la Caja, y su domicilio:
Para resolver esta cuestión se ha de tener en cuenta, por un lado, que la Organización Nacional de Ciegos
no tiene el carácter de Empresa, sino de Entidad de carácter benéfico, con personalidad jurídica de
Derecho público, que asume como propias las funciones asistenciales más importantes en favor de los invi-
dentes a quienes agrupa, y, de otra, que dichos afiliados actúan por su cuenta en la venta de cupones, en
régimen de gran Mutualidad, percibiendo una comisión por tales trabajos y sin que, por tanto, puedan
considerarse estos servicios como de carácter laboral.
Además, la Organización Nacional de Ciegos cumple una importante finalidad social, cual es la de prestar
asistencia material y moral a sus miembros, dentro de una unidad patrimonial, cuyo fortalecimiento se
resentiría si merced a la aplicación de los Seguros Sociales a sus afiliados se separasen de la misma, como
jubilados, a quienes fuesen cumpliendo las condiciones necesarias para tener derecho a prestaciones.
También existen en las mismas empleados videntes que están considerados como asistentes de los ciegos
que tienen, de acuerdo con el Reglamento de dicha institución, iguales ventajas y beneficios que los no
videntes, en cuyas circunstancias se estima conveniente equipararles para evitar en cualquier caso posibles
diferencias, en la obtención de los beneficios que pudieran adquirir en los regímenes de previsión social o
los que les correspondan por dicha Organización.
Por lo que queda expuesto,
Este Ministerio, de acuerdo con el de la Gobernación, ha tenido a bien resolver:
1o. Que no es de aplicación la legislación correspondiente a los Regímenes de Seguros Sociales
Obligatorios y Mutualismo Laboral al personal no vidente integrado en la Organización Nacional de
Ciegos.
2°. Asimismo se excluye de los mencionados regímenes al personal vidente afiliado a la Caja de Previsión
Social de la Organización Nacional de Ciegos.
3o. El Servicio de Mutualidades Laborales podrá convenir con la Caja de Previsión Social de la
Organización Nacional de Ciegos el reconocimiento recíproco de cuotas entre el régimen de previsión de
la mencionada Organización y las Mutualidades Laborales de donde procedan o a donde pueda trasladar-
se el personal que por cualquier causa cese de pertenecer a dicha Caja de Previsión. Social».
177 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c, pp. 344-345.
178 Se acuerda en los siguientes términos.
«De conformidad con lo previsto en el artículo 36 del Reglamento General del Mutualismo Laboral, apro-
bado por Orden de 10 de septiembre de 1954, la Caja de Previsión Social de la Organización Nacional de
Ciegos ha solicitado el establecimiento de concierto para el reconocimiento recíproco de cuotas con las
Entidades tuteladas por este Servicio y aquellas con las que se había suscrito concierto con anterioridad a
esta fecha.
De acuerdo con esta petición, esta Dirección General ha tenido a bien resolver:
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«Capítulo 1: De la Caja, sus características.
Artículo 1o. Integrada en la Organización Nacional de Ciegos, sin constituir perso-
nalidad jurídica distinta de ella, funcionará la Caja de Previsión Social que tendrá por
finalidad la prestación al personal de la Obra de los beneficios que se establecen en el
presente Reglamento y en la forma que en el mismo se determina.
Artículo 2o. La Caja tendrá su domicilio oficial en la Jefatura de la ONCE. [...]».
También determina quién ostentará la condición de beneficiario, así como los dere-
chos que le corresponden:
«CAPÍTULO II: De los beneficiarios.
Artículo 5o. Son beneficiarios los afiliados y funcionarios de la ONCE. También lo
serán los empleados y operarios de todas clases que presten servicio a la entidad, con
carácter continuo y retribuciones fijas en la cuantía y periódicas en su vencimiento,
siempre que su labor dentro de la misma no esté sujeta a reglamentación distinta de la
establecida para la Organización.
Artículo 6o. Sus derechos serán los siguientes:
a) Percibir los beneficios que les correspondan y causarlos en favor de sus familia-
res con arreglo a lo establecido en el presente reglamento.
b) Interponer recursos de reposición ante la Junta Rectora.
c) Recurrir en alzada ante el Consejo Superior de Ciegos contra aquellos acuerdos
de la Junta Rectora que estime lesivos a sus derechos. Para interponer este recurso es
requisito previo haber agotado el de reposición.
d) Ser elegido miembro de los Órganos Rectores de la Caja, en las condiciones esta-
blecidas en este Reglamento.
e) Los beneficiarios que cesen en la Organización y no pasen a prestar servicios en
alguna actividad encuadrada en el Mutualismo Laboral, podrán conservar la conside-
ración de beneficiarios de la Caja, siempre que hayan prestado servicio en la ONCE un
tiempo mínimo de 5 años y suscriban un contrato con la Jefatura, comprometiéndose a
pagar una cuota mensual igual a la medida general, que garantice el equilibrio finan-
ciero de la Caja. [...]».
El régimen económico para procurar su sustento, no se modifica, y se nutre básicamente
de los fondos de la propia Organización, así como de las aportaciones de los beneficiarios:
1o. Todas las Entidades tuteladas por este Servicio y las que con anterioridad han establecido convenio con
las mismas, reconocerán como propias, a efectos de período de carencia, en las condiciones previstas en el
artículo 36 del Reglamento General del Mutualismo Laboral, las cotizaciones efectuadas en la Caja de
Previsión Social de la Organización Nacional de Ciegos para las prestaciones cuyo hecho causante sean
posterior a primero de octubre de 1959.
2o. Dicha Caja de Previsión Social, de la Organización Nacional de Ciegos queda igualmente obligada a
reconocer las cotizaciones efectuadas en todas las Entidades anteriormente citadas, en igualdad de condi-
ciones.
3o. Este reconocimiento no dará lugar a compensación alguna y se formalizará mediante certificado de coti-
zación, modelo D-14, del Procedimiento Administrativo del Mutualismo Laboral».
179 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 274-291.
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«CAPÍTULO V: Del régimen económico.
Artículo 31. Los recursos económicos de la Caja serán:
a) La parte del patrimonio que el Consejo Superior acuerde afectar a los fines de la Caja.
b) La aportación de los beneficiarios de la Caja, consistente en una cuota que podrá
llegar hasta el 3 por ciento de los sueldos, trienios, gratificaciones fijas y comisiones
de venta y que será exigida, solamente, si fuese preciso para la estabilidad económica
de la Caja y previa autorización del Consejo.
c) Los donativos aceptados, conforme al presente Reglamento.
d) Cualquier otro recurso autorizado por el Consejo Superior de Ciegos. [...]».
Se conceptualizan las prestaciones y se enumeran:
«CAPÍTULO VI: De las prestaciones.
Artículo 34. Se denominan prestaciones todos aquellos beneficios que, conforme a
este Reglamento, se otorgan por la Caja de Previsión Social de la ONCE. Estas presta-
ciones se denominarán pensiones, cuando consistan en el pago de cantidad periódica
con carácter vitalicio o temporal; y subsidios, cuando se limiten al pago de cantidad
por una sola vez en cada hecho causante.
Artículo 35. Las prestaciones que concederá la Caja son las que a continuación se
enumeran:
1. Pensión de jubilación.
2. Pensión de incapacidad.
3. Pensión de larga enfermedad.
4. Pensión o subsidio de viudedad.
5. Pensión de orfandad.
6. Pensión en favor de familiares.
7. Subsidios por fallecimientos.
8. Subsidio por nupcialidad.
9. Subsidio de natalidad. [...]».
3.2.3. Naturaleza jurídica.
Inicialmente su naturaleza jurídica era la de un órgano administrativo que for-
maba parte de la ONCE, sin personalidad jurídica propia, que recaudaba las apor-
taciones sociales y gestionaba el reconocimiento de las pensiones para sus afilia-
dos; posteriormente y hasta su desaparición su naturaleza fue la de entidad sustitu-
toria de la Segundad Social. No se encontraba catalogada como una mutualidad
sometida a la Ley de 6 de diciembre de 1941, y por tanto, nunca ha figurado como
tal en el registro correspondiente del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social180.
180 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
Escuela Libre Editorial, Madrid, 1995, pp. 41-42.
154
3.2.4. Evolución legislativa.
La evolución legislativa sobre esta materia se fue dilatando a lo largo del tiempo
hasta llegar a la efectiva integración en el Régimen General de la Seguridad Social de
todo el colectivo, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de marzo de
1991181. La secuencia fue la que expongo a continuación.
La Ley de Seguridad Social de 21 de abril de 1966, estableció la inclusión obligato-
ria en el Régimen General de la Seguridad Social de todos los trabajadores por cuenta
ajena de las distintas ramas de la actividad económica. Pero el mismo texto, en su dis-
posición transitoria 5a. 11, exceptuaba, con carácter transitorio, la inclusión inmediata
de determinados colectivos que disponían en aquel momento de un régimen específico
de protección social.
El texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Decreto
2065/1974, de 30 de mayo, insistió en su ámbito de aplicación de la obligación de
incorporar a todos los colectivos. Sin embargo, la disposición transitoria sexta lo pos-
puso a una norma reglamentaria que ordenara dicha incorporación repitiendo la misma
redacción que en la Ley de 1966182.
El Decreto 1879/1978, de 23 de junio, reguló la actividad de las entidades de previ-
sión social que actuaban en sustitución de las gestoras, y estableció sus obligaciones
mínimas de revalorización, la separación del aseguramiento social de cualquier otro y
reconoció el conjunto recíproco de cotizaciones.
La Ley de 2 de agosto de 1984, de Ordenación de los Seguros Privados, en su dis-
181
Ibídem, p. 43.
182
Vide Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la LGSS (BOE
de 20 y 22 de julio, núms. 173 y 174, respectivamente): «[...]. Art. 7. Extensión del campo de aplicación.
1. Estarán comprendidos en el sistema de la Seguridad Social todos los españoles, cualesquiera que sean
su sexo, estado civil y profesión, que residan y ejerzan normalmente su actividad en territorio nacional y
estén incluidos en alguno de los apartados siguientes:
a) Trabajadores por cuenta ajena en las distintas ramas de la actividad económica o asimilados a ellos, bien
sean eventuales, de temporada o fijos, aun de trabajo discontinuo, e incluidos los trabajadores a domicilio,
y con independencia, en todos los casos, de la categoría profesional del trabajador y de la forma y cuantía
de la remuneración que perciba. [...].
Disposición Transitoria Sexta. [...]. 7. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Trabajo y oída la
Organización Sindical, determinará la forma y condiciones en que se integrarán en el Régimen General de
la Seguridad Social, o en alguno de sus Regímenes Especiales, aquellos sectores laborales que, de acuer-
do con lo dispuesto en la presente Ley, se encuentran comprendidos en el campo de aplicación del sistema
de la Seguridad Social, pero que en 24 de abril de 1966 no estuvieran encuadrados en una institución de
Previsión Laboral de las enumeradas en el artículo 1o del Decreto de 10 de agosto de 1954 y tuteladas por
el Servicio de Mutualidades Laborales del Ministerio de Trabajo o en las Entidades Gestoras correspondi-
entes de los Regímenes Especiales. Las normas que se establezcan contendrán las disposiciones de carác-
ter económico que compensen, en cada caso, la integración dispuesta».
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posición transitoria octava, ordenaba la integración de aquellos colectivos asegurados
en entidades sustitutorias de la Seguridad Social.
El desarrollo reglamentario para que estas entidades pudieran integrarse en la
Seguridad Social, como anunció la disposición 6a del Texto Refundido de la LGSS, se
llevó a cabo por el Decreto 2248/1985, de 20 de noviembre, en donde ya se listaba un
conjunto de entidades sustitutorias que debían integrarse y donde no se citaba a la
ONCE.
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CAPITULO II.
NATURALEZA JURÍDICA DE LA ONCE
I. La evolución de la ONCE hasta nuestros días.
1. En el período preconstitucional.
1.1. La ONCE es una entidad de derecho público y de beneficencia general.
Determinar la naturaleza jurídica implica sintetizar el régimen jurídico de la reali-
dad que se estudia, y las consecuencias más inmediatas, consisten en vislumbrar con
claridad cual es su situación real en el mundo del derecho, y por tanto, en la sociedad
en la que se desenvuelve.
Esta afirmación, que parece consustancial a la configuración de cualquier persona
jurídica, no siempre ha quedado determinada en el caso de la ONCE. Y de ahí las difi-
cultades que se desprendían sobre la aplicación del derecho público o privado a la
misma, las facultades de la Administración, la situación de sus trabajadores o de las per-
sonas que formaban parte de la misma. Voy a intentar explicar como ha evolucionado
esta materia, y cual es la situación actual, partiendo de la determinación establecida por
las normas fundacionales que la configuraron inicialmente como una entidad de dere-
cho público y de beneficencia general.
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1.1.1. Las entidades instrumentales y la proximidad dogmática con la natura-
leza jurídica inicialmente otorgada a la ONCE.
A. Un intento de determinación de las expresiones: entidades, entes o entidades
jurídicas, entidades estatales autónomas, y entidades de derecho público1.
En la terminología legal ha sido y es frecuente2 el empleo de las expresiones
"entidad", "ente jurídico", o "entidad jurídica", para designar subjetividades orgáni-
cas distintas de la persona física a las que el derecho hace objeto de particular con-
sideración bien confiriéndoles expresamente el carácter de personas jurídicas y tra-
tándolas como tales, bien simplemente configurándolas a determinados efectos con
una cierta autonomía3. Veamos varios ejemplos:
-
En la LEEA aparecía la expresión entidad de derecho público (art. 2o):
«Los organismos autónomos son entidades de derecho público creadas por la ley,
con personalidad jurídica y patrimonio propios, independientes de los del Estado, a
quienes se encomienda expresamente en régimen de descentralización la organización
y administración de algún servicio público y de los fondos adscritos al mismo, el cum-
plimiento de actividades económicas al servicio de fines diversos y la administración
de determinados bienes del Estado, ya sean patrimoniales o de dominio público.
-
La CE la emplea para referirse genéricamente a municipios, provincias y
Comunidades autónomas:
«El Estado se organiza territorialmente en municipios, provincias y en las
Comunidades autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autono-
mía para la gestión de sus respectivos intereses» (art. 137).
1 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, o.c, pp. 211-214.
2 Vide: Orden EHA/3256/2004, de 30 de septiembre, por la que se establecen los términos en lo que podrán
expedirse certificados electrónicos a las entidades sin personalidad jurídica a que se refiere el artículo 35.4
de la Ley General Tributaria (BOE de 12 de octubre, núm. 246); Orden EHA/777/2005, de 21 de marzo,
por la que se regula el procedimiento de obtención, formulación, aprobación y rendición de las cuentas
anuales para las entidades estatales e derecho público a las que sea de aplicación la Instrucción de
Contabilidad para la Administración Institucional del Estado (BOE de 31 de marzo, núm. 77). Vide José
Luís GARCÍA DELGADO (Dir.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en España,
Fundación ONCE-Thomson/Cívitas, Madrid, 2004, p. 111: «Un componente destacado de la economía
social son las llamadas Entidades Singulares. Pero esta denominación no es un nombre oficial; se trata de
una expresión que se aplica a ciertas entidades que tienen un régimen jurídico propio en cada caso, aten-
diendo a su especificidad y a su importancia. De ahí que para su estudio haya forzosamente que descender
a la individualización, especialmente si se trata de las tres Entidades Singulares que mayor relevancia eco-
nómica tienen a efectos de lo que aquí se estudia: Organización Nacional de Ciegos (ONCE), [...]».
3 Vide Orden de 7 de noviembre de 1986, Ministerio de Economía y Hacienda (BOE de 27 de noviembre,
núm. 284), por la que se aprueba el Reglamento del colegio para huérfanos de funcionarios de la hacien-
da pública, art. 1: «El Colegio para Huérfanos de Funcionarios de la Hacienda Pública es una Entidad sin
ánimo de lucro [...]».
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-
En la LJCA, encontraremos usada reiteradamente la expresión, pero con perfiles ambi-
guos:
«Se entenderá a estos efectos por Administración pública ... c) Las entidades que
integran la Administración local» (art. 1.2).
«Tienen capacidad procesal ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, [...].
Los grupos de afectados, uniones sin personalidad o patrimonios independientes o autóno-
mos, entidades todas ellas aptas para ser titulares de derechos y obligaciones [...]». (art. 18).
«Están legitimados ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo: [...].
b)
Las corporaciones, asociaciones, sindicatos y grupos y entidades a que se refie-
re el artículo 18 [...].
g) Las Entidades de Derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o
dependientes de cualquiera de las Administraciones públicas para impugnar los actos o
disposiciones que afecten al ámbito de sus fines. [...]» (art. 19).
«No pueden interponer recurso contencioso-administrativo contra la actividad de
una Administración pública: [...].
c)
Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al
Estado, [...]» (art. 20).
«Se considera parte demandada: [...].
b) Las personas o entidades cuyos derechos o intereses legítimos pudieran quedar
afectados por la estimación de las pretensiones del demandante» (art. 21).
-
En la LRJPA, encontramos en su art. 2:
«Ámbito de aplicación. 1. Se entiende a los efectos de esta ley por Administraciones
públicas:
a) La Administración general del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las entidades que integran la Administración local.
2. Las entidades de derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o
dependientes de cualquiera de las Administraciones públicas tendrán asimismo la con-
sideración de Administración pública. Estas entidades sujetarán su actividad a la presen-
te ley en cuanto ejerzan potestades administrativas, sometiéndose en el resto de su acti-
vidad a lo que dispongan sus normas de creación».
En principio hay que pensar que el art.  2  LRJPA4 ha querido contraponer
4 Vide Luís MARTÍN REBOLLO, Leyes Administrativas, Thomson-Aranzadi, Pamplona, 2004, p. 386: «[...].
Conforme a la sistemática de dicha Ley pude distinguirse entre entes públicos que someten íntegramente su acti-
vidad al régimen jurídico-público (organismos autónomos) y aquellos otros que, aun siendo entes públicos, se
rigen en su actuación externa por el régimen jurídico-privado (Entidades públicas empresariales) o por lo que dis-
pongan sus normas de creación. A este tipo de entes se refiere el precepto en la medida en que matiza ese even-
tual régimen diferenciado, dado que "cuando ejerzan potestades administrativas" necesariamente sujetarán su
actividad a lo dispuesto en esta Ley. De ahí su importancia. [...].
El articulado anotado se convierte así en uno de los límites principales, si no el principal, a la libertad organizati-
va de la Administración, al fenómeno denominado la "huida del Derecho Administrativo" puesto que la
Administración atribuye el ejercicio de funciones públicas a entes públicos que como regla someten su actividad
al Derecho privado, cuando ejerciten esas potestades necesariamente "sujetarán su actividad a la presente Ley",
esto es, a las pautas garantizadoras mínimas en ella plasmadas. [...]».
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Administración territorial e institucional. Además, la expresión "entidades de derecho
público"5 cuenta con el precedente trascrito de la LEEA(art. 2o). Evidentemente -como
ha expresado GONZÁLEZ NAVARRO- la distinta utilización que se hace de estos tér-
minos constituye un auténtico laberinto, y no debe olvidarse que un nombre en derecho
remite a una unidad jurídica, la cual remite a su vez, a un régimen de potestades, debe-
res, derechos y obligaciones6.
B. Las entidades instrumentales: aproximación conceptual.
El concepto de "institución" goza de una larga trayectoria histórica desde la formulación
efectuada sobre el mismo por Santi Romano: «la institución es ante todo un ordenamiento
jurídico, una unidad independiente de derecho objetivo más o menos completa»7.
5 Vide Dictamen del Consejo de Estado 999/1998, aprobado el 14 de enero de 1999: «[...]. Por el contra-
rio, el concepto de Entidades de Derecho Público a que se refiere el artículo 2, número 2, de ese texto legal
(LRJPA) no se refiere a la Administración corporativa, sino a determinados entes institucionales utilizados
con carácter instrumental en la moderna actuación administrativa».
6 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, o.c, p. 213. Vide Francisco
GONZÁLEZ NAVARRO, en el prólogo a la obra de Iñigo del GUAYO CASTIELLA, Sector público
empresarial e instituciones paraconcursales, Marcial Pons, Madrid, 2004, pp. 15-17: «[...]. Pues bien, lo
que quiero añadir ahora para terminar -y dejo de lado el concreto problema que el autor plantea en los
párrafos que acabo de transcribir -es si habrá llegado el momento de averiguar si el empleo de una termi-
nología vagorosa, como la de "ente" y la de "entidad"- [...] más bien contribuye a oscurecer que a ilumi-
nar el bul lente mundo de las organizaciones públicas. Pues es el caso que con ella se está haciendo refe-
rencia según los casos, a verdaderas Administraciones Públicas, lo mismo territoriales -entes locales, por
ejemplo- que instrumentales -ente público RTVE-. Pregunto concretamente: ¿qué es un "ente"; qué es una
"entidad"? ¿Sabemos, de verdad, los juristas lo que queremos decir cuando manejamos estos significantes,
que se emplean cada día más en la doctrina y en la legislación?. [...].
Pues bien, lo que yo digo es esto: el empleo que se viene haciendo en los textos legislativos y en las exposicio-
nes doctrinales de los significantes "entidad" y "ente" -que puede datarse en 1958 con la llamada Ley de Entidades
Autónomas, pero quizá pueda rastrearse en textos anteriores -es indicativo de que, al menos en este aspecto, nos
movemos todavía en esa fase del pensar primerizo o primer pensar; un pensar que merece enorme respeto, tanto
o más que los gorjeos del recién nacido; porque es una fase que prepara para más afinadas elucidaciones, pero
que es inevitablemente un pensar confundente que recurre a agrupaciones tipo "cajón de sastre" en las que se
almacenan realidades que se toman por idénticas siendo, sin embargo, distintas.
Cierto es que la legislación a la que me estoy refiriendo parece que emplea esos significantes con un sig-
nificado subjetivo. Pero no es menos cierto que, etimológicamente, la voz ente deriva de la latina ens, como
la cual, al igual que su correspondiente griega ón, significa "lo que es", "lo que tiene que ser"; y ser es
vocablo mínimo pero de inagotable contenido que, por lo tanto, vale para significar un "consistir" o un
"existir". [...].
¿Qué estoy queriendo decir?. Algo muy simple: que las voces "ente" y "entidad", a fuer de omnicompren-
sivas, resultan inmanejables en el lenguaje jurídico, a menos que antes nos pongamos de acuerdo con el
significado que tienen y el régimen jurídico al que remiten. Sólo así podremos considerarlas unidades jurí-
dicas en sentido verdadero y propio. [...]».
7 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed.,
Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. 192-196.
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Personalizar entes institucionales es, una técnica organizativa que persigue crear autono-
mías funcionales o de gestión8. Donde el dato formal de la personalidad jurídica sería el rele-
vante para distinguir a los entes descentralizados de la Administración del Estado y para uni-
ficar a aquellos en su relación con éste, a través de la técnica de la tutela9. En este sentido ha
podido decirse, con acierto, que el fenómeno de la proliferación de entidades institucionales
ha venido a compensar el aumento constante de las funciones administrativas en el Estado
contemporáneo, evitando que este aumento haya ocasionado una congestión paralizante de los
órganos comunes de la Administración general10. Y además, su finalidad es la de otorgar una
mayor libertad de gestión a los responsables de un servicio público o actividad administrati-
va11. En todo caso, esta opción, nunca podrá implicar una paralela huida de las garantías ciu-
dadanas, aunque el poder público "se vista de paisano"12.
8 Vide Ángel MARTÍN del BURGO y MARCHAN, "La Administración asediada", RAP, 100-102, (1983), p. 814:
«Sólo a título excepcional, la Administración se permite agilizar su actuación, pero no a costa de prescindir del
Derecho, sino a base de cambiar de ropaje, sustituyendo las prendas del Derecho administrativo por las más ligeras
del Derecho civil, mercantil y laboral». Vide Fernando GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y
descentralización funcional, Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1950, p. 105: «En la portada de
la edición que hace en 1651 Andrew Crooke del "Leviatham" de Tomas Hobbes, puede verse como representación
del Estado un hombre de proporciones extraordinarias que empuña, respectivamente, en cada una de sus manos una
espada y un báculo y cuyo cuerpo está compuesto de pequeños hombrecitos. Esta ideografía antropomórfica podría
corregirse actualmente dotándola de un cierto grado de abstracción. Si ello fuese posible, habría que pintar al Estado
como una persona jurídica en cuyo seno se albergan, a su vez, multitud de personas jurídicas más pequeñas». Vide
José Luís MEILÁN GIL, "La evolución de los organismos autónomos en España", Documentación Administrativa,
78-79, (1964), p. 61, donde estudia la evolución histórica de los organismos autónomos. Vide Rafael FERNÁNDEZ
MONTALVO, "El acceso de los organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales a la jurisdicción:
legitimación prohibición de impugnar actos y disposiciones de la Administración de tutela", en Francisco Javier
JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Administración institucional, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2004, pp.
60-62, donde analiza la evolución del régimen jurídico de la Administración instrumental. Vide Santiago
GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, El derecho administrativo privado, Montecorvo, Madrid, 1996, pp. 115-117.
9 Vide José Luís MEILÁN GIL, "La funcionalidad de los entes instrumentales como categoría jurídica",
en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto
García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, p. 974.
10 Vide: Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Los tipos de entes públicos en derecho español", Estudios jurídi -
cos en homenaje al profesor Federico de Castro, Tecnos, Madrid, 1976, p. 664; José Ignacio MORILLO-
VELARDE PÉREZ, "La huida del derecho administrativo. La personalidad jurídica de las Administraciones
públicas y el principio de eficacia. Reflexiones", en AA VV, Administración instrumental (Libro homenaje a
Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, pp. 1007-1008.
11 Vide Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo Vol II, Marcial Pons, Madrid, 1999, p. 45.
12 Vide: Luís MARTÍN REBOLLO, Leyes Administrativas, Aranzadi, Pamplona, 2004, pp. 819-821, donde con
la maestría que le caracteriza sintetiza las innovaciones más importantes de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de orga-
nización y funcionamiento de la Administración general del Estado respecto a los entes instrumentales; Javier
BARNÉS VÁZQUEZ, "Introducción a la doctrina alemana del derecho privado administrativo", en AAVV,
Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-
Cívitas, Madrid, 1994, p. 233.
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Las instituciones, pueden ser definidas de modo negativo: carácter fundacional y no
asociativo13. Además la doctrina ha estudiado su evolución histórica y legislativa y la rup-
tura de la ecuación entre la "forma jurídica" y el "régimen jurídico", lo que ha permitido
delimitar con más nitidez su configuración jurídica14.
Con el paso del tiempo el término "institucional" fue sustituido por el de "instrumental"
que parece responder con más precisión al objeto y finalidad de su creación y desarrollo. Sin
embargo no es tarea fácil la formulación de un concepto unívoco y omnicomprensivo15,
pues las opciones doctrinales son diversas16. Y además aparece alimentada también, parale-
lamente, por la ruptura (cada vez más clara) de la básica identidad tarea/competencia admi-
13 Vide Francisco J. JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, Los organismos autónomos en el derecho público
español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987, p. 64.
Vide: José ESTEVE PARDO, "Organismos autónomos de carácter comercial, industrial, financiero o aná-
logo y entidades de derecho público que por ley hayan de ajustar sus actividades al ordenamiento jurídico
privado", RAP, 92, (1980), p. 358, donde explica su difícil encaje en los moldes jurídicos tradicionales;
Ricardo R1VERO ORTEGA, Administraciones públicas y derecho privado, Marcial Pons, Madrid, 1998.
14 Vide Fernando GARRIDO FALLA, "Un tema de seguridad jurídica: la regulación de los entes instru-
mentales", REDA, 79, (1993), pp. 390-392. En fechas más recientes Vide Miguel NAVAJAS REBOLLAR,
La nueva Administración instrumental, Colex, Madrid, 2000, pp. 19-30: «El origen de la Administración
instrumental en el derecho administrativo español».
15 Vide José Luís MARTÍNEZ-ALONSO CAMPS, "La Administración institucional en la legislación
autonómica y municipal", en Francisco Javier JIMÉNEZ de CISNEROS CID (Coord.), Administración
institucional, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2004, pp. 166-167: «El conjunto de estas per -
sonijicaciones públicas instrumentales no coincide con la denominada Administración Institucional, cate-
goría jurídico-administrativa, ésta, mucho más reducida, que, en el marco del presente Curso, se circuns-
cribe a las entidades de derecho público, dependientes de las Administraciones territoriales.
La cuestión, no obstante, dista mucho de ser pacífica, y la equivocidad se halla presente en los textos nor-
mativos. Así: - Se califican como empresas "aquellas entidades de derecho público sometidas a la
Generalidad, con personalidad jurídica propia, que deban ajustar su actividad al ordenamiento jurídico pri-
vado" (art. 4.2 del Texto Refundido de la Ley de Finanzas Públicas de Cataluña, aprobado por Decreto
Legislativo 3/2002, de 24.12). - Se afirma (art. 7 del Texto Refundido de la Ley de Principios Ordenadores
de la Hacienda General del País Vasco, aprobada por el Decreto Legislativo 1/1997, de 11.11): "1. La
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Euskadi se halla integrada por la Administración
General y por la Administración Institucional"».
16 Vide José Luís MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, "La integración en el sistema de Administraciones públi-
cas de las Administraciones instrumentales", RAAP, 51, (2003), p. 54: «[...]. Las Corporaciones sectoria-
les [...] no dejan de ser también entidades públicas "instrumentales" con las que hay que contar en el con-
junto del sistema de las Administraciones públicas. Es más: puede afirmarse que de acuerdo con la doctri-
na reiterada del Tribunal Constitucional, su única justificación, incluso como fenómeno organizativo más
bien excepcional bajo nuestro actual ordenamiento constitucional -por cuanto comportan de limitación de
la libertad de asociación-, radica precisamente en ser adecuados instrumentos para la consecución efectiva
de determinados intereses públicos generales, que pertenecen al ámbito propio de las entidades territoria-
les correspondientes [...]». Vide Alfonso PÉREZ MORENO, "Las entidades instrumentales en las
Comunidades Autónomas", en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco
Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, pp. 1439-1440, donde respecto a la
Administración instrumental explica como "las hijas amenazan con devorar a las madres".
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nistrativa-Administración pública directa gracias a la extensión de fenómeno de la
descentralización funcional. Este fenómeno consiste en la asignación de tareas
propiamente administrativas a organizaciones "públicas" o "cuasipúblicas" de
configuración diversa (muy frecuentemente corporaciones o asociaciones de base
privada y sobre la técnica de la autoadministración) desde la idea de que determi-
nados cometidos públicos precisan ser organizados de forma específica, adaptada
a la realidad social concreta que articulen y separada formalmente de la estructu-
ra organizativa del poder público administrativo17.
GARRIDO FALLA18, haciendo una especial referencia a las corporaciones públicas
de base asociativa, lo explicó del siguiente modo:
«Con la expresión administración indirecta del Estado estamos apuntando, desde
luego, a formas muy diversas de ejercicio de funciones públicas:
a) En primer lugar, la expresión alude a una forma de satisfacción de fines pro-
pios del Estado mediante la utilización de entidades administrativas interpuestas,
con propia personalidad jurídica (reconocida expresamente por el Derecho), pero
sin más fines propios que los que expresamente le han sido asignados por el Estado
en la norma que las crea. Estamos aquí ante un supuesto de creación estatal, en el
sentido más riguroso de la expresión, de estas entidades. Su nacimiento sólo intere-
sa al propio Estado; no se trata de reconocer algo a que el libre juego de las fuerzas
sociales haya dado vida.
b) En segundo lugar, podemos pensar en la actuación de entidades con per-
sonalidad propia que satisfacen necesidades que el derecho del Estado declara
relevantes y de necesaria satisfacción, pero que además tienen sus propios fines.
Es indudablemente un problema delicado el de perfilar el proceso que determi-
na la calificación como públicas de estas personas jurídicas y, por ende, la asun-
ción de sus fines como estatales (es decir, como relevantes para el derecho esta-
tal). Porque, en efecto, una pregunta crucial surge inevitablemente al tratar el
tema: ¿es el carácter intrínsecamente público de sus fines el que convierte a
estas entidades en personas jurídicas públicas, o es esta calificación la conse-
cuencia de la delegación que reciben del Estado para cumplir fines estatales?.
a') Está, en primer lugar, el caso de las llamadas entidades naturales territoriales,
[...].
b') Diferente del anterior es el supuesto de las corporaciones públicas de base aso-
ciativa. Aquí el sustratum de la entidad está constituido cabalmente por el conjunto de
interesados (titulares de intereses comunes) que se asocian para la defensa y fomento
de estos intereses. Ahora bien, el derecho del Estado no se limita simplemente a reco-
17 Vide Luciano PAREJO ALFONSO, "La potestad normativa de las llamadas Administraciones indepen-
dientes: apuntes para un estudio del fenómeno", en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje
a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, p. 635.
18 Vide Fernando GARRIDO FALLA, "La Administración institucional", en la obra colectiva La España
de los años 70, Vol. III-2, Madrid, 1974, pp. 36-40.
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nocer la licitud de tal asociación [...], sino que habida cuenta del especial carácter de
tales fines los reconoce como públicos y concede al ente asociativo las facultades y
prerrogativas de Derecho público necesarias para el cumplimiento de esos fines. [...].
Estas entidades de base asociativa lo que pretenden cabalmente es el reconocimiento
de un status jurídico especial, en virtud del cual obtienen el respaldo de! Derecho del
Estado para conseguir objetivos imposibles de alcanzar bajo el juego de los principios
propios de Derecho privado; [...].
Tan definitivo es el impacto de estas notas en el sustratum asociativo de la enti-
dad, que terminan por afectar a la naturaleza misma de ésta, justificando la utilización
del concepto técnico de corporación de Derecho público como algo distinto a la aso-
ciación, privada. [...]».
C. Naturaleza jurídica.
La doctrina se ha preocupado de explicar la peculiaridad de estas entidades que ofre-
cen una vinculación tan especial. Se han catalogado como órganos, a los cuales dotaba
de personalidad jurídica independiente y autónoma; se calificaba como entidades públi-
cas a ciertas personas jurídicas cuya finalidad era puramente de lucro y que actuaban
en el sector económico y financiero; los entes instrumentales eran aquellas entidades
que desarrollaban una actividad totalmente al servicio del Estado, pues sus intereses
coinciden con los de éste, sin que pueda hablarse ni siquiera de una zona residual19.
En todo caso debemos tener presenta que la calificación de un ente como
Administración pública lleva consigo, en principio, las siguientes consecuencias de
régimen jurídico20:
19 Ibídem, pp. 57-59, donde explica la diferencia de estos entes con las entidades corporativas: «[...]. En
primer lugar, como ya se dijo, la creación de estos entes es rigurosamente estatal. También las corporacio-
nes son ciertamente creadas por una ley o una disposición administrativa; pero esta creación suele contar
previamente con la voluntad de los particulares que han de integrarse en la corporación; incluso muchas
veces tales disposiciones han sido estimuladas y propuestas por los particulares interesados. [...]. En segun-
do lugar, hay que referirse al origen estatal de los medios económicos que se adscriben a estas entidades,
lo cual es particularmente cierto si nos referimos a su momento inicial. [...]. Esto, claro está, no se da en la
creación de las corporaciones. [...]. Pero lo que no presta el Estado nunca es un capital inicial de tipo fun-
dacional que constituye, sin embargo, la característica de la descentralización funcional.
Por último, repetimos que la finalidad de esta descentralización es la creación de un organismo ágil para
realizar una determinada función estatal. Estamos realmente ante una pura cuestión de técnica jurídica, y
de aquí el éxito logrado por la terminología "entes instrumentales" antes aludida. [...].
El carácter de estos entes es, por consiguiente, rigurosamente estatal, a diferencia de lo que ocurre con las
corporaciones. [...]. Por supuesto que si a un órgano estatal se confiere por ley personalidad jurídica, for-
malmente deja de ser órgano (puesto que en buena técnica jurídico-administrativa hay que negar la perso-
nalidad jurídica del órgano), pero materialmente sigue actuando como si fuese un órgano perteneciente a
la Administración estatal». Vide Mariano BAENA del ALCÁZAR, "Los entes funcionalmente descentrali-
zados y su relación con la Administración pública", RAP, 44, (1964), pp. 59 y ss.
20 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed.,
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· La estricta vinculación a la Ley en su organización y actividad: los entes adminis-
trativos no determinan autónomamente sus fines, sino que éstos les vienen dicta-
dos por el ordenamiento.

· Indisponibilidad sobre el patrimonio: la Administración, en cualquiera de sus formas
o modalidades, se caracteriza por esta nota, es decir, no puede llevar a cabo actos de
disposición sobre el patrimonio, salvo habilitación legal expresa. Naturalmente que el
deslinde entre "acto de administración" y "acto de disposición" es variable y aquél
puede suponer a veces auténticas enajenaciones.
· La exigencia del debido procedimiento legal en sus actos y contratos, que han de reves-
tir siempre las "formas" preestablecidas en garantía del interés público.
· La sumisión al principio de igualdad, en todas sus múltiples manifestaciones.
· Régimen financiero de derecho público: presupuesto vinculante, presidido por el
principio de preclusión y especialidad del gasto, y de estricta legalidad de sus
ingresos; rendición pública de cuentas, etc.

-
Necesaria fiscalización jurisdiccional de su actuación, por Tribunales independientes.
A estos efectos puede resultar interesante la manifestación de Eduardo ORTEGA
MARTÍN21, que propone distinguir entre potestades, funciones e intereses, pues la atención
sobre las funciones nos permite con mayor fuerza aun que si hablamos de potestades dar
entrada en masa a una concepción sustancial o material del poder público. El elemento cen-
tral no es, en este caso, el ejercicio de potestades, sino el ejercicio defunciones de naturale -
za pública. No rige aquí un verdadero principio objetivo (control de los actos), ni subjetivo
instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. 228-230. Vide Fernando GARRIDO FALLA,
Administración indirecta del Estado y descentralización funcional, Instituto de Estudios de Administración
Local, Madrid, 1950, pp. 118-121: «Por eso, con relación al Derecho italiano, Raneiletti señalaba que una
persona jurídica es pública por tres clases de razones: 1a. Porque el Estado la haya creado para la realiza-
ción de un servicio público; 2a. Porque el Estado le haya concedido derechos de poder público, el llamado
privilegio de "préalable", o concurso metálico que no sea la simple subvención; 3a. Porque el Estado la
haya sometido a una tutela o vigilancia que exceda del simple poder de policía. Si la ley concede los pode-
res a que se refiere la razón 2a, es que la reconoce expresamente como tal persona pública. Para los casos
en que este reconocimiento no sea tan evidente, quedan los criterios primero y tercero.
Es interesante recordar que Ferrara señala a su vez una serie de criterios convergentes para la determina-
ción de las personas jurídicas públicas: 1o. Institución o fundación de un ente por parte del Estado (com-
prendiéndose dentro de este supuesto aquellos entes que son parte autónoma de la Administración del
Estado, los llamados entes paraestatales, y aquellos otros que se constituyen por imposición del Estado que
obliga a la asociación obligatoria de una cierta categoría de interesados; 2o. Encuadramiento de los entes
en la organización estatal, con ordenamiento legal de su constitución y funcionamiento, bajo la tutela y
vigilancia del Estado; 3o Atribución a un ente de poderes de imperio. En estos casos no se cualifica el ente
tanto por los fines que tiene que cumplir, como por los medios y poderes que posee para cumplirlos».
21 Vide Eduardo ORTEGAMARTIN, "Las potestades administrativas de las corporaciones públicas", Los cole -
gios profesionales. Administración coporativa, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2001, pp. 201-203.
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(control de la Administración), sino pragmático y funcional (control de las funciones públi-
cas de naturaleza administrativa, sea cual sea la naturaleza del ente que la ejerce):
«El concepto de potestad nos es suficientemente conocido y en las líneas anteriores
hemos hecho mención de su falta de operatividad a los efectos de lo que nos ocupa. Nos
aporta más detenernos en el de funciones y analizar las que en cada caso se atribuyen a
los entes públicos, con independencia de elucubrar si antes hay una potestad o no, o
dónde ésta acaba. Y concluir, después de ese análisis, que si aquella  función tiene sustan-
cia pública deberá penetrar en masa el Derecho Administrativo, y lógicamente no si no
la posee. Los intereses que va a satisfacer la función resultan también relevantes. No sólo
como medio de reforzar la naturaleza de la función sino como procedimiento para apli-
car alguno de los principios y consecuencias propios del poder público. Entre ellos están
la técnica de la desviación de poder, el principio de interdicción de la arbitrariedad de los
poderes públicos (art. 9.3 de la Constitución), el control de la discrecionalidad asentado
en los principios generales del derecho [...]»22.
Por eso lleva razón LÓPEZ MENUDO cuando afirma que en el mundo de los entes ins-
22 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, pp. 263-264: «¿Qué criterio valdrá, entonces,
para considerar a un ente como de Derecho público?.
a) Según el art. 37 Cc las corporaciones se regulan "por las leyes que las hayan creado o reconocido", de
donde -enseña PUIG FERRIOL- "las personas jurídicas públicas o corporaciones tienen este carácter en
cuanto son creadas por la ley o la personalidad jurídica se les reconoce por otra disposición de rango infe-
rior, creación o reconocimiento que se darán en cuanto el nuevo ente venga a cumplir una determinada fun-
ción pública". Pero la ley puede crear entes de derecho privado o conferir a éstos funciones públicas.
b) En opinión -entre otros- de GARRIDO FALLA, la condición de Derecho público conviene a aquellas
personas encuadradas en las organizaciones estatales, lo cual ocurre cuando los vínculos o relaciones que
ligan a tales personas con la Administración pública son de naturaleza jerárquica o de tutela. Rafael
ENTRENA precisa que ha de tratarse de "encuadramiento en la Administración territorial a través de la
tutela administrativa, como se deduce del art. 1.2 LJ que considera Administración pública a las corpora-
ciones e instituciones públicas sometidas a la tutela del Estado o de alguna entidad local".
c) Para otros, más ampliamente, son personas jurídicas de Derecho público las que asumen competencias estata-
les o disponen de poderes de Derecho público. Mas hay organismos cuyo encuadramiento en la Administración
estatal es muy discutible, y sin embargo asumen funciones de Derecho público: los colegios profesionales son un
ejemplo, y acaso otro la Liga contra el cáncer a que se refiere la S. 20 de mayo 1941.
d) BAENA DELALCAZAR señala estas dos notas que distinguen a la persona pública:
Una la conexión con la organización estatal derivada ineludiblemente del carácter público, esto supone
siempre un ejercicio del poder respecto al que no puede ser ajena la organización total del Estado, vía por
la cual las potestades estatales son siempre una cuestión básica cuando se trata de personificaciones públicas
distintas del Estado mismo. Pero supone asimismo -y ésta es la nota identifícativa- una colación de poder, que
habrá de expresarse de algún modo y no sobreentenderse, y que procede de la ley que establece la nueva perso-
nalidad jurídica. Enlazamos entonces, en esta fase analítica, con la teoría del Código que exige una ley -en senti-
do amplio- para dar existencia a cualquier "corporación" requisito que se extiende ahora a todas las formas de per-
sona jurídica que pretenda aprovechar la Administración.
Y otra consecuencia básica de la personalidad pública en Derecho español es la justiciabilidad de los actos
de poder por la jurisdicción contencioso-administrativa, punto básico que no admite una relativización de
la personalidad pública a la vista de la Ley de la Jurisdicción»,
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frumentales, su veste jurídico-pública no implica, pues, su caracterización como
Administración pública23. Por todo ello debemos ser conscientes de la realidad que vivimos
en nuestros días24, y del resultado que se traslada a la personificación y organización de los -
entes institucionales- en expresión de REBOLLO PUIG25:
«[...]. Si, según se dice, uno de los problemas de España es el descenso de la natali-
dad, habrá que reconocer el esfuerzo prolífíco compensador de nuestras
Administraciones, que han decidido predicar con el ejemplo y tener familias muy nume-
rosas; y, sin no hay muchas personas físicas, las habrá jurídicas. [...].
Por la forma de creación y de personificación y organización, los entes institucionales pue-
den ser, como ya se ha dicho, de Derecho público o de Derecho privado. [...].
La concepción y el embarazo podríamos decir, son de Derecho público, porque la madre
lo es, aunque el niño le salga de Derecho privado; y en el extraño parto concurren elementos
de Derecho público y privado. [...]. [...], o sea, como puede que la Administración sea sólo la
abuela o la bisabuela, se van diluyendo o desapareciendo casi por completo los elementos de
Derecho público y, con ellos, la transparencia de las decisiones. [...].
No mucho más clara es la organización interna de estas entidades de Derecho privado. [...].
En cualquier caso, como se ve, ni siquiera en el aspecto organizativo, cuando se utiliza el
Derecho privado es siempre el mismo Derecho privado aplicable a los particulares».
Por tanto, la naturaleza jurídica de los entes instrumentales dependerá de los carac-
teres que he expuesto, y que resultarán fundamentales a la hora de precisar el régimen
jurídico aplicable a las mismas.
D. Clasificación.
Los intentos de clasificación de las entidades instrumentales aportan una rica varie-
dad por parte de la doctrina. Entre otras, destaco la propuesta de tres maestros de esta
disciplina.
Garrido Falla distingue entre fundaciones y corporaciones26. Meilán habla de una
nítida separación entre los organismos autónomos descentralizados (descentralización
funcional) y aquellos otros que responden a la vida misma de la sociedad27. Ariño, pro-
23
Vide Francisco LÓPEZ MENUDO, "El derecho administrativo como derecho "especial" y "excepcio-
nal" de algunos entes públicos. Consecuencias", en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje
a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, p. 571.
24
Vide José ORTIZ MALLOL, "La relación de dependencia de la entidades instrumentales de la
Admiistración pública: algunas notas", RAP, 163, (2004), pp. 245-278.
25 Vide Manuel REBOLLO PUIG, "Los entes institucionales de la Junta de Andalucía y su utilización
como medio propio", RAP, 161, (2003), pp. 364-367.
26 Vide Fernando GARRIDO FALLA, "La Administración institucional", en la obra colectiva La España
de los años 70, Vol. ffl-2, Madrid, 1974, pp. 41-42.
27  Vide José Luís MELLAN GIL, "La evolución de los organismos autónomos", Documentación
Administrativa, 78-79, (1964).
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pone una consideración por completo diferenciada entre instituciones y corporacio-
nes28.
Las posibilidades son muchas, pero a efecto de esta investigación, estas propues-
tas nos ilustran suficientemente sobre nuestro objeto de estudio en el momento his-
tórico en el que trato de desentrañar la naturaleza jurídica de la ONCE.
E. Características de la relación de instrumentalidad.
La instrumentalidad del ente institucional respecto de su ente matriz se manifiesta
en una serie de peculiaridades de régimen que son capitales para definir el status de la
Administración instrumental. Básicamente son los siguientes29:
1. El fin o servicio en función del cual, para cuya gestión, el ente institucional se crea
es un fin o servicio propio del ente matriz, cuya titularidad se mantiene, y en modo
alguno se transfiere, tras la creación de la entidad filial, y cuya responsabilidad
política de organización y rendimiento siguen siendo propios de dicho ente matriz.
Por ello ha podido decirse que el ente instrumental está en una "relación de servi-
cio" con su fundador.
2. No es posible comprender la posición del ente institucional sin ascender necesariamen-
te a la de su fundador. Entre los dos forman un "complejo organizativo unitario". Tales
organismos están "encuadrados" en la organización de su fundador; en el caso del
Estado a través de un Ministerio concreto.
3. Esa relación de los entes instrumentales con sus entes matrices respectivos puede
ser genéricamente calificada de dependencia, pero para inmediatamente precisar
28
Vide Gaspar ARIÑO ORT1Z, La Administración institucional, Madrid, 1972, pp. 23 y ss.
29
Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Los tipos de entes públicos en derecho español", Estudios
jurídicos en homenaje al profesor Federico de Castro, Tecnos, Madrid, 1976, pp. 668-673. Vide Fernando
GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y descentralización funcional, Instituto de
Estudios de Administración Local, Madrid, 1950, pp. 158-159: «De cuanto hasta aquí llevamos dicho sobre
el fenómeno de la descentralización funcional en la legislación española, podemos llegar a establecer una
serie de notas sobre la misma, que resumimos a continuación:
1a. Los entes que constituyen la descentralización funcional son creados estatalmente. [...].
2a. Los bienes que se describen, como medios económicos al servicio de los entes descentralizados, tienen
un origen estatal. Al menos sucede esto así en el inicio de la vida del ente. Y es ello lo que anteriormente
nos ha facultado a hablar del carácter formalmente fundacional de nuestra descentralización.
3a. La finalidad de esta descentralización es la creación de un organismo ágil en la Administración indi-
recta del Estado, realizador de una determinada función estatal. [...].
4a. El ente descentralizado es un organismo estatal. La mayoría de las leyes que aquí hemos examinado, se des-
preocupan incluso de señalar expresamente el Departamento ministerial del cual el ente depende. Por supuesto
que no hemos de insistir en que ésta dependencia no anula la personalidad jurídica independiente y distinta de la
general del Estado, lo cual iría contra la propia definición de la descentralización funcional. [...]».
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que no se trata de la misma dependencia de jerarquía que liga a los órganos infe-
riores con los superiores en el seno de un mismo ente.
4. La autonomía del ente institucional es puramente ejecutiva u operativa, dentro del
ámbito estricto que le marcan las directivas del ente matriz.
5. En el orden financiero y patrimonial, el ente institucional es normalmente titular de
posiciones propias.
6. La jurisprudencia contencioso-administrativa ha declarado sistemáticamente que
los entes institucionales carecen de legitimación para impugnar jurisdiccionalmen-
te los actos dictados por sus entes matrices, con la excepciones propias que deter-
mine la legislación vigente.
7. La extinción o disolución del ente instrumental sólo puede ser decidida por el ente
matriz. En buena medida, estas notas confluían en la configuración inicial de la
naturaleza jurídica de la ONCE.
F. La relación de instrumentalidad y la consideración inicial de la ONCE, por
la doctrina, como un "organismo autónomo extravagante" o como un caso dudo-
so de descentralización funcional.
Ariño Ortíz, en su magnífica obra: «La Administración institucional (Bases de su régimen
jurídico)», incluye un apéndice donde relaciona las disposiciones generales sobre Entidades
Estatales Autónomas, y la ONCE figura en esta relación en la p. 439. Para entender la califi-
cación y naturaleza jurídica inicialmente asignada a la ONCE, debemos tener en cuenta los
antecedentes históricos y el contexto en el que se crea. Pero su auténtica naturaleza está laten-
te, y se manifestará con posterioridad, a pesar de su encuadramiento inicial. Por todo ello, no
debe extrañar su calificación como "organismo autónomo extravagante". Lo explicó con
notable acierto un magnífico experto, el profesor Ariño Ortiz30:
30 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed., Instituto
de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. 379-381. En la p. 382, presenta una clasificación donde distingue
tres tipos fundamentales de entes institucionales, a efectos patrimoniales. Sobre el tercer grupo afirma:
«Finalmente, un tercer grupo que podríamos calificar como organismos autónomos aberrantes, que son entes ins-
titucionales en los que se encuadra una realidad de tipo asociativo o mutualista, con un grupo de ciudadanos inte-
resados y titulares colectivamente, de algún modo, de los bienes y derechos que integran el patrimonio del orga-
nismo; su titularidad plena, total y definitiva, incluso frente al Estado». En las pp. 385-386 llega a la conclusión
de que la titularidad de los organismos autónomos es una titularidad fiduciaria: «Ello quiere decir que a efectos
patrimoniales es conveniente distinguir entre una "propiedad formal" o "forma externa" y una "propiedad mate-
rial" o "verdad interna", fenómeno que en el derecho tiene un nombre: el de titularidad fiduciaria. [...].
Así, pues, la fíducia se configura en esencia como la entrega de unos bienes para un fin o destino, lo cual
significa que "la cosa confiada queda marcada en virtud el "pactum fiduciae" como "cosa destinada"; ello
otorga a la vinculación fiduciaria una trascendencia real (con eficacia de condición resolutoria), [...]».
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«[...], respecto de aquellos entes que podríamos llamar organismos autónomos "extra-
vagantes". Me he referido ya a ellos como aquéllos que no son un puro servicio descen-
tralizado del Estado sino que constituyan una entidad en que es identificable un "grupo
social de ciudadanos especialmente afectados e integrados en el ente", en los que, por
tanto, cabe efectivamente descubrir unos intereses propios y un patrimonio y medios pro-
pios especialmente destinados a aquéllos. [...]. En definitiva, estos entes institucionales,
están, desde un punto de vista patrimonial, más cerca de las corporaciones que de los orga -
nismos autónomos típicos: ostentan la titularidad plena de bienes y derechos como patri-
monio propio y no simplemente atribuido por un simple artificio jurídico de desdobla-
miento de personalidad; recae sobre ellos en principio la plena y exclusiva responsabili-
dad por sus obligaciones y deudas; y ello, porque por debajo de esa oportuna calificación
de Organismo autónomo (de carácter fundacional) hay una realidad de tipo asociativo (de
carácter mutual), aunque en ella no siempre hayan recibido los interesados la condición
jurídica de miembros: tal fue en su origen el caso del INP; [...]; tal es el caso también de
la Organización Nacional de Ciegos31, declarada entidad de Derecho público y de benefi-
cencia general, aunque no calificada en el Decreto de 1962 como Organismo
Autónomo».
Respecto al régimen jurídico del patrimonio de los organismos autónomos plantea
la existencia de auténticos bienes fiscales32:
«En algunos casos nos encontraremos con auténticos bienes fiscales. La doctrina
entiende por tal, dentro de los bienes patrimoniales a un grupo de ellos que "son poseí-
dos y explotados por el Estado con una finalidad exclusivamente lucrativa, es decir, ten-
diendo a la obtención de ingresos, sin otra consideración de finalidad pública a conseguir
o servicio a prestar. Se trata de simples bienes instrumentales destinados a la obtención
de rentas (en régimen de monopolio o no) con que atender los servicios.
Ahora bien: la verdad es que no hay diferencia alguna de naturaleza -ni, por tanto, de
régimen jurídico- entre unos y otros, por lo que pueden ser calificados aquí sin distinción
como "bienes patrimoniales".
La titularidad puramente fiduciaria de los organismos sobre "sus" bienes tiene como
consecuencia que éstos conservan a efectos de régimen jurídico la condición de bienes
del Estado, por lo que se extenderán a aquéllos el sistema de protección y garantía que
acompaña siempre a los bienes de éste».
Esta es la consideración que se otorgaba a la concesión administrativa de explo-
tación de una lotería (el cupón prociegos). Sin embargo, parte de la doctrina ha con-
siderado que los aspectos o caracteres de la descentralización funcional se presentan
a veces parcialmente en entes que constituyen cabalmente las zonas limítrofes de la
descentralización funcional. Esto sucedía con la ONCE, lo que le otorgaba el carác-
ter de un caso dudoso de descentralización funcional:
31
Vide Aurelio GUAITA, Derecho Administrativo Especial, Vol. II, Librería General, Zaragoza, 1965, p.
146 y nota 29.
32
Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed.,
Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, p. 395.
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«La base asociativa es clara. Pero si planteamos la duda, se debe a la redacción del artí-
culo 1o de la orden de 31 de diciembre de 1938 del Ministerio del Interior creando la
Organización Nacional de Ciegos: "Dependiente del Ministerio del Interior se crea la
Organización Nacional de Ciegos [...]". Y además, porque aparece como sucesora del anti-
guo Patronato Nacional de Protección de Ciegos.
De todas formas, se trata de una agrupación obligatoria de todos los invidentes espa-
ñoles, y sus fines son la "mutua ayuda y la resolución de sus problemas específicos" (art.
1). Osea, que predomina la corporativo»33.
1.1.2. La ONCE es una entidad de base asociativa y con un fin de beneficencia.
A. Justificación.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1o del Decreto de 13 de diciembre de
1938, la ONCE es una entidad de base asociativa con un fin de beneficencia, según se
reitera en el artículo 1o del Reglamento aprobado por la Orden de 28 de octubre de
193934 35.
33 Vide Fernando GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y descentralización funcional,
Instituto de Estudios de Administración Local. Madrid, 1950, pp. 147 y 150. En la p. 189 determina:
«Estimamos, al concluir la parte general de este trabajo, que ha llegado la hora de presentar en su conjun-
to la enumeración de cuantas notas hemos ido descubriendo como propias de los entes que soportan la des-
centralización funcional. Ofrecemos así a cuantos se sientan partidarios de definiciones, los elementos
necesarios para definirlos:
1o. Personas jurídicas públicas encuadradas en la Administración indirecta del Estado;
2o. Cuyo soporte extrajurídico está constituido por intereses estatales (y de ahí que se les pueda considerar
como entes "paraestatales");
3o. De estructura formalmente fundacional; y
4o. Sujetos a la Administración directa del Estado por una férrea tutela sobre su organización y sobre su
actividad».
34
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (I)", Cuadernos de Información
Jurídica, s.n., (1987), pp. 122-123.
35
Vide Fernando GARRIDO FALLA, "La beneficencia de las entidades públicas y su conexión con la pri-
vada y con las nuevas formas de Seguridad Social", en AAVV, Problemas políticos de la vida local,
Madrid, 1962, pp. 210-211: «Finalmente, hay que aludir también a la beneficencia pública institucionali -
zada que ha surgido en los últimos tiempos. Deben ser en este sentido recordadas instituciones como el
Patronato Nacional Antituberculoso (creado en plena guerra civil por Decreto del Gobierno Nacional de 20
de diciembre de 1936 y reorganizado por la Ley de Bases de 13 de diciembre de 1943), la Organización
Nacional de Ciegos (creada por Orden del Ministerio del Interior de 31 de diciembre de 1938) y Auxilio
social (creado por Decreto de 17 de mayo de 1940).
Si bien es cierto que todas estas instituciones realizan una actividad en último término imputable al propio
Estado que las crea y dota de los medios necesarios para su funcionamiento (afirmación que es válida
incluso en el caso de Auxilio Social, no obstante su formal encuadramiento en el Movimiento Nacional que
como es sabido tiene su propia personalidad jurídica distinta a la del Estado), hay que reconocer ciertos
rasgos distintivos que derivan de la propia peculiaridad de esta organización funcionalmente descentrali-
zada y que, en definitiva, permite (siquiera sea una hipótesis de mínima virtualidad práctica) que el
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Las calificaciones legales de la ONCE que se contienen en los sucesivos Decretos orgá-
nicos del Ministerio de la Gobernación, dan idea de la naturaleza jurídica que se le otorga-
ba en ese momento. En primer lugar, el Decreto 246/68, de 15 de febrero, por el que se reor-
ganiza el Ministerio de la Gobernación, art. 8.2 indica que como órgano vinculado por razón
de protectorado a la Dirección General funcionarán la Asociación Nacional de Inválidos
Civiles y la Organización Nacional de Ciegos. Posteriormente, el Decreto 2.162/73, de 17
de agosto, que modificó la estructura orgánica de la Dirección General de Política Interior
y Asistencia Social, incluye (art. 2.2) a la ONCE en la rúbrica "Organismos Asistenciales
públicos vinculados por razón de Protectorado". Y en el art. 3.1 al Consejo Superior de
Ciegos, como órgano colegiado presidido por el Ministro de la Gobernación. El Decreto
26/74, de 11 de enero, de reorganización parcial del Ministerio de la Gobernación, vuelve a
incluir a la ONCE entre los órganos asistenciales públicos vinculados por razón de protec-
torado (art. 3.3) y al Consejo Superior de Ciegos, como órgano colegiado presidido por el
Ministro de la Gobernación (art. 3.4)36.
Nada hay que oponer a la "vinculación por razón de protectorado", mencionada pos-
teriormente y de modo expreso en los Estatutos de la ONCE. Es errónea, sin embargo,
la calificación de la ONCE como "órgano"; que la agrupación de invidentes disfruta de
personalidad jurídica es notorio, por lo que en modo alguno puede ser considerada
capital inicialmente destinado por el Estado a estas actuaciones pueda incrementarse después con las sub-
venciones, donativos y legados de distinta procedencia. Con todo, en el trance de tener que realizar una
clasificación, no debe dudarse en incluir esta actividad de beneficencia como parte integrante de la bene-
ficencia pública estatal. [...].
Ya esta pluralidad de sujetos es de suyo suficiente para plantear un problema de coordinación que se agra-
va si se tiene en cuenta la proliferación institucional operada dentro del propio seno del Estado. Pero, sobre
todo, lo que ha venido a complicar realmente la cuestión es el hecho de que los antiguos servicios de bene-
ficencia hayan venido a ser complementados, y en parte desbordados, por el conjunto de nuevos servicios
que caracterizan al Estado asistencial de nuestros días»
36 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 1967, pp. 78-79: «La asistencia social a la invi-
dencia se viene realizando en el marco de la Organización Nacional de Ciegos, que agrupa a todos los invi-
dentes españoles con fines de mutua ayuda y para la resolución de sus problemas específicos. En realidad,
la asistencia asi prestada no reúne las características señaladas como propia de los servicios públicos asis-
tenciales, puesto que, aunque dicha organización es una entidad de Derecho público, los fondos de que dis-
pone no proceden de los presupuestos generales del Estado, sino que son recaudados por los propios asis-
tidos. De todas formas, en líneas generales, los dispositivos con que cuenta son, en su género, ejemplares.
Los afiliados a la organización pueden tener acceso a los colegios dependientes de la misma, en los que se
facilita enseñanza y formación profesional, la organización presta asimismo ayudas económicas a los nece-
sitados, asistencia médica, subsidios de enfermedad y proporciona trabajo en las fábricas que de ella depen-
den, concede pensiones de invalidez y vejez y anticipos sin interés para la obtención de viviendas. Como
establecimiento general de la beneficencia del Estado funciona para el atendimiento médico de estas nece-
sidades el Instituto Oftalmológico Nacional».
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como órgano, expresión a las que la dogmática administrativa se atribuye la caracterís-
tica esencial de la carencia de tal personalidad jurídica37. Por otra parte, la alusión a su
carácter "público" resulta también equívoca, ya que la ONCE no se encuentra formal-
mente incardinada dentro de la estructura de la Administración Central, y el carácter de
administración institucional es dudoso. El uso de este adjetivo parece, pues, una refe-
rencia ambigua a las amplias potestades que el Ministerio de la Gobernación poseía
sobre la ONCE, superiores a las derivadas del mero protectorado.
Ninguna de estas calificaciones legales puede, por tanto, aceptarse como válida en
su totalidad, no sólo por los errores conceptuales en que inciden, sino porque el simple
rótulo de un Decreto General de organización de un Departamento no constituye un ele-
mento determinante de la naturaleza de un ente. Es a su legislación y al carácter mate-
rial de la misma, a la que hay que estar, lo que examinaré seguidamente.
La ONCE, por su propia naturaleza, se encuentra al margen de lo dispuesto en la
Ley de Entidades Estatales Autónomas de 26 de diciembre de 1958, ya que esta úni-
camente contempla entidades de base institucional, bien se traten de Organismos
Autónomos o Empresas Nacionales. De esta forma la inaplicabilidad de la Ley de
referencia viene impuesta por la propia naturaleza del ente, al margen del argumen-
to formal de que la ONCE no haya sido clasificada como Entidad Estatal Autónoma
por el Decreto 1348/1962, de 14 de junio, que aprueba la clasificación de los orga-
nismos autónomos.
La ONCE no fue incluida en el organigrama de la Administración hasta el día 23
de abril de 1977, fecha en la que fue encuadrada, como Entidad paraestatal, en el
Ministerio de Trabajo, aunque estaba vigente la Ley del 20 de junio de 1959, que
consideraba a los ciegos no aptos para el trabajo38 y que excluía al personal de la
ONCE de la aplicación de los seguros sociales.
37 Vide Juan Francisco PÉREZ GÁLVEZ, Creación y regulación de centros y establecimientos sanitarios,
Bosch, Barcelona, 2003, pp. 160-164: «[...]. Porque lo único que puede afirmarse con cierta certeza es que
una organización es un límite fijado convencionalmente para un determinado análisis. El órgano, elemen-
to o unidad orgánica, se podría definir como una pluralidad de puestos de trabajo que dependen de una
misma jefatura. Y el órgano, como concepto específico válido sólo en el mundo del derecho que designa
aquellas unidades orgánicas aptas para producir actos jurídicos porque dispone de los elementos necesa-
rios para cumplir su cometido. [...]».
38 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c., p. 682. El texto de la
Orden del Ministerio de Trabajo de 20 de junio de 1959 es el siguiente:
«Se han suscitado dudas acerca de si la ONCE y sus afiliados deben estar sometidos a regímenes de
Seguros Unificados y Mutualismo Laboral o si, por le contrario, dicha Organización por sus característi-
cas propias puede considerarse autónoma a este respecto. Para resolver esta cuestión se ha de tener en
cuenta, por un lado, que la ONCE no tiene el carácter de Empresa, sino el de Entidad de carácter benéfico
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Lo cierto es que la adscripción de la ONCE a un Ministerio ha sido alterada a lo
largo de su existencia. Comenzó dependiendo del Ministerio del Interior por el Decreto
del 29 de diciembre de 1938. Con fecha 23 de abril de 1977 queda integrado en el
Registro General de Asistencia y Seguros Sociales del Ministerio de Trabajo; unos 70
días después, el 5 de julio de 1977 pasa a depender este colectivo, del recién creado
Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social (art. 12, apartados b) y c), del Real
Decreto de 4 de julio de 1977)39.
B. La diferencia existente entre la ONCE, las asociaciones y las entidades de
beneficencia particular.
La comparación entre la ONCE, las asociaciones y las entidades de beneficencia,
arroja las siguientes conclusiones iniciales.
En cuanto al estatuto de las asociaciones establecido por la Ley de 24 de diciembre
de 1964, contemos con el dato formal de que la ONCE no se adaptó al mismo, según
ordenaba para este tipo de entidades la disposición transitoria segunda de la Ley men-
cionada. Sin embargo existe, además, un elemento jurídico que atribuye a la ONCE una
diferencia sustancial con el régimen general de las asociaciones. Se trata del hecho de
con personalidad jurídica de derecho público, que asume como propias las funciones asistenciales más
importantes en favor de los invidentes a quienes agrupa; y, de otra, que dichos afiliados actúan por su
cuenta en la venia de cupones en régimen de gran mutualidad, percibiendo unas comisiones por tales tra -
bajos y sin que, por tanto, puedan considerarse estos servicios como de carácter laboral. Además, la
ONCE, cumple una importante finalidad social, cual es la de prestar asistencia material y moral a sus
miembros, dentro de una unidad patronal, cuyo fortalecimiento se resentirá si, merced a la aplicación de
los Seguros Sociales, se separasen de la misma, como jubilados a quienes fuesen cumpliendo las condicio-
nes necesarias para tener derecho a prestaciones.
También existen en la misma empleados videntes que están considerados como asistentes de los ciegos,
que tienen, de acuerdo con el Reglamento de dicha Institución, iguales ventajas y beneficios que los no
videntes, en cuyas circunstancias se estima conveniente equipararles para evitar, en cualquier caso, posi-
bles diferencias en la obtención de los beneficios que pudieran adquirir en los Regímenes de Previsión
Social a los que correspondan por dicha Organización.
Por lo que queda expuesto, este Ministerio, de acuerdo con el de la Gobernación, ha tenido a bien resol-
ver:
1o. Que no es de aplicación la legislación correspondiente a los regímenes de Seguros Sociales obligato-
rios y Mutualismo Laboral al personal no vidente integrado en la ONCE.
2o. Asimismo, se excluye de los mencionados regímenes al personal vidente acogido a la Caja de Previsión
Social de la ONCE.
3o. El Servicio de Mutualidades Laborales podrá convenir con la Caja de Previsión Social de la ONCE el
reconocimiento recíproco de cuotas entre el régimen de previsión de la mencionada Organización y las
mutualidades laborales, de donde proceda o a donde pueda trasladarse el personal que, por cualquier causa,
deje de pertenecer a dicha Caja de Previsión Social».
39 Ibídem, pp. 681-683.
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la afiliación forzosa a la Organización de todos los invidentes españoles, principio evi-
dentemente contrapuesto al de libre asociación.
En cuanto al régimen de las entidades de beneficencia las diferencias son, si cabe, más
rotundas. La normativa de las entidades de beneficencia particular se hallaba constituida por
la Ley de Beneficencia de 20 de junio de 1849, su Reglamento de 14 de mayo de 1852 y,
para las de beneficencia general, el Real Decreto de 14 de marzo de 1899 e Instrucción com-
plementaria de la misma fecha para las de beneficencia particular, reguladora del ejercicio del
protectorado. Sin embargo, encontramos que la ONCE carece de un requisito sustancial para
ser configurada como un ente de beneficencia particular. Este requisito es el contemplado por
el artículo 4o del Real Decreto de 14 de marzo de 1899, que dispone:
«La Beneficencia particular comprende todas las instituciones benéficas creadas y dotadas
con bienes particulares y cuyo patronazgo o administración fueran reglamentadas por los res-
pectivos fundadores, o, en nombre de éstos y confiados de igual forma a Corporaciones,
Autoridades o personas determinadas».
Con toda evidencia, faltan en el supuesto considerado las notas subrayadas, desde
el momento en que no ha habido dotación patrimonial con bienes privados y dado
que la regulación del patronazgo y administración de la ONCE fue realizada por un
Reglamento administrativo, sin intervención de fundador patrimonial alguno.
De todo lo expuesto se extrae una consecuencia capital, el conjunto de caracteres
de la ONCE hacen que esta Organización tenga una naturaleza básicamente distinta
a las mencionadas entidades. Esta diferenciación se encuentra, sustancialmente, apo-
yada en los datos de afiliación obligatoria que se impone a los invidentes y en la
imposibilidad de coexistir con asociaciones de fines similares (art. 20 del
Reglamento aprobado por Orden de 28 de octubre de 1939).
Estos datos traen como consecuencia una fuerte intervención de la Administración del
Estado en el régimen de funcionamiento de la ONCE, configurándose así la "dependencia"
de esta Entidad de forma particularmente acusada y llegando mucho más allá del régimen
usual de protectorado sobre entidades puramente privadas. Protectorado que proviene del
carácter benéfico de parte de su actividad.
La propia calificación de la ONCE como Entidad de Beneficencia General y por tanto
regida e inspirada jurídicamente por las normas propias dictadas durante el siglo anterior,
es lo que refuerza el carácter público y de Entidad de Derecho Público de la ONCE y por
tanto su dependencia de la Administración del Estado. Sin olvidar el dato crucial de que la
fuente principal de financiación depende también de una concesión estatal de lotería, como
es la del cupón prociegos. Quizá ese régimen iuspublicista de la ONCE como Entidad de
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Beneficencia General fue la tónica que condicionó su funcionamiento durante largas déca-
das con procedimientos y hábitos administrativos y lo que provocó posteriormente la con-
fusión respecto del régimen jurídico de su personal, denominado funcionario, que si algu-
na explicación objetiva tenía inicialmente tal calificación, no cabe duda que la fue perdien-
do a medida que la legislación administrativa se fue desarrollando, especialmente la de
funcionarios públicos y que finalmente pereció con la Ley de Relaciones Laborales de
197640.
1.2. La transición democrática41.
1.2.1. La institucionalización del diálogo con el personal de la ONCE42.
El día 23 de junio de 1976 el jefe de la ONCE dirigió a todos los Delegados
Provinciales, Comarcales Autónomos y Jefes de Centros Autónomos el siguiente
Oficio-Circular:
«OFICIO-CIRCULAR del 23 de junio de 1976
Bases: le remito proyecto de bases para la institucionalización de una línea de diálo-
go con los funcionarios y personal de este organismo, mediante la actualización y desa-
40 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (I)", o.c, pp. 123-124.
41 Vide diario El País de 5 de octubre de 1977, "La democratización de la ONCE enfrenta a los ciegos de
Madrid": «[...]. La asamblea del domingo fue convocada por los compromisarios de Madrid para informar
sobre el anteproyecto de democratización de la ONCE, que ha elaborado una comisión constituida por
representantes de los funcionarios y vendedores de cupones pertenecientes a dicha entidad y por represen-
tantes del Sindicato Autónomo de Trabajadores Ciegos. [...]». Vide diario El País de 5 de mayo de 1978,
"Nueva campaña de los ciegos contra las sanciones de la ONCE".
42 Vide diario El País de 18 de diciembre de 1976, en el que se inserta un artículo titulado "Acabó la huel-
ga de ciegos": «Los ciegos de Madrid acudieron ayer normalmente a sus puestos de venta, después de que
llegaran a unos acuerdos mínimos con los directivos de la ONCE. Una vez que los cinco invidentes dete-
nidos el jueves por la mañana fueron puestos en libertad, a las siete de la tarde, la comisión elegida en
asamblea recomenzó las negociaciones. En principio, la ONCE les ha prometido que se indemnizará a
todos los que el día 15 no vendieron los cupones, pagándoselos como si lo hubieran hecho. La comisión
negociará en días próximos el resto de los puntos, consistentes en una subida en el tanto por ciento de la
venta que representa unas 6.000 pesetas al mes (subida que ya disfruta el personal administrativo), y que
no haya represalias de ningún tipo.
En cualquier caso, la más sentida aspiración de los invidentes madrileños se basa actualmente en una
democratización de los cargos directivos, actualmente elegidos a dedo. Creen que sólo así se podrá acabar
con las vejaciones y menosprecios, y que sólo así se acabarán los favoritismos en el trabajo, reflejados por
ejemplo, en reservar los mejores puntos de venta para los que disponen de alguna recomendación.
En la asamblea de ayer se pidió por un grupo bastante numeroso de asistentes la dimisión del actual dele-
gado provincial, Juan Fernández. Al final se decidió no incluir este punto en la carta que se enviará al señor
Martín Villa, ministro de Gobernación, exponiéndole sus reivindicaciones. Se hizo hincapié asimismo en
que la huelga no ha sido algo provocada por un pequeño grupo, sino que en todo momento ha estado refren-
dada por la mayoría de los afiliados».
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rrollo de las Comisiones Asesoras previstas en el artículo 7o del Decreto de la fun-
dación de la ONCE, a fin de que, una vez estudiado por usted, lo dé a conocer al
personal afectado, celebrando las reuniones que considere preciso con vendedores,
funcionarios de las diversas categorías y empleados de todas las clases, con objeto
de que, en el plazo máximo de diez días puedan ser formuladas a esta Jefatura por
escrito las enmiendas o sugerencias que estimen oportuno, tanto usted, como los
diversos grupos de funcionarios o empleados. [...]».
Se trataba de dar a conocer el proyecto de institucionalización de una línea de diá-
logo con los funcionarios y personal de la ONCE:
«[...]. 3. Podrá participar en las Comisiones asesoras toda persona que dependa, admi-
nistrativamente, de la Organización Nacional de Ciegos, con exclusión del personal
directivo de la Intervención y del personal sindicado, puesto que este último dispone de
un sistema representativo, conforme a la normativa sindical. [...].
7. Cualquier persona incluida en las listas o censo electoral puede ser elegida,
requiriéndose para ello que lo solicite del centro electoral al que pertenezca,
mediante escrito firmado por el interesado y por un número de componentes de su
propia lista electoral, no inferior a cinco. Estos escritos deberán obrar en los respec-
tivos centros electorales antes de la fecha que, oportunamente, se indique, median-
te Oficio-Circular; y los respectivos Delegados confeccionarán las listas de candi-
datos, que darán a conocer, públicamente por el procedimiento indicado anterior-
mente, para que puedan formularse las oportunas reclamaciones. Transcurrido un
plazo de ocho días, confeccionarán las relaciones definitivas de candidatos, que
publicarán debidamente, y de las que remitirán copia a la Jefatura de la
Organización. Dentro del plazo de quince días, a partir del siguiente al de la termi-
nación de la publicación de las relaciones de candidatos, se celebrarán las eleccio-
nes, fijándose por la Jefatura, por separado y en día laborable, la fecha exacta en la
que tendrá lugar la elección de cada una de las tres clases de representantes [...].
12. La duración del mandato de un representante de personal será de cuatro años,
renovándose por mitad cada dos años. [...]»43.
En el. Oficio-Circular del 15 de enero de 1977 se establecía:
«De acuerdo con el contenido del Oficio-Circular de fecha 29 de diciembre de
1976, a continuación se exponen las líneas generales a que habrán de ajustarse las
próximas elecciones de compromisarios, que elegirán de entre ellos a los repre-
sentantes de los agentes vendedores afiliados, de los funcionarios y empleados no
sindicados ciegos y de los funcionarios y empleados videntes no sindicados, que
hayan de integrarse en el grupo de trabajo designado por la Ponencia de las per-
sonas del Consejo Superior de Ciegos para elaborar, en colaboración, el proyecto
de institucionalización de una línea de diálogo entre la Jefatura y el personal de la
ONCE.
1. La finalidad de esta elección es la designación de auténticos representantes de
los diversos grupos electorales, que colaboren con el grupo de trabajo designado por
la Ponencia de personal del Consejo Superior de Ciegos en un proyecto para la ins-
43 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 574-576.
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titucionalización de una línea de diálogo de la jefatura de la ONCE con el personal
de dicho Organismos. [...]»44.
El 2 de octubre del año 1977, los diez compromisarios representantes de los traba-
jadores de la ONCE y los diez directivos designados para representar a la entidad (a la
Jefatura), se reunieron en Madrid para estudiar las posibles fórmulas con el fin de
democratiza!' el colectivo tiflológico, cuyas estructuras eran aún las impuestas por el
Decreto Fundacional del Generalísimo Franco, firmado en Burgos el 13 de diciembre
de 1938, con España aun en guerra45.
1.2.2. Reivindicaciones laborales.
Si hay un dato que manifieste la realidad vivida en la ONCE en el periodo de tran-
sición hacia la democracia, es sin duda, la situación laboral y las reivindicaciones de los
vendedores del cupón, auténticos artífices cotidianos de los logros alcanzados. La doc-
trina lo ha expuesto con gran clarividencia y capacidad de síntesis46:
«Durante los años comprendidos en el periodo 1977 a 1983 se verifica la transición de la
dictadura a la democracia en la ONCE, colectivo en el que se van significando dos grupos: el
de los conservadores, que cuenta con la mayoría de los directivos, pertenecientes a la genera-
ción anclada en el pasado, quienes se resisten a perder su protagonismo y que quieren que el
organismo evoluciones de manera más lenta y planificándolo calculadamente. Estos conser-
vadores democráticos mantenían que la sociedad circundante era la responsable de que la cor-
poración de faltos de vista no hubiera alcanzado sus objetivos. El otro grupo lo constituían los
progresistas, trabajadores jóvenes, que querían que se implantara rápidamente la democracia
en la entidad y que hubiera un total cambio de mandos para inyectar la savia viril a una
Institución que languidecía miserablemente y a la que culpaban de que, por causa de la venta
del cupón, no hubiera conseguido crear puestos de trabajo dignos para la mayoría de los no
videntes. Como no era posible encontrar colocación remunerada fuera de la ONCE y no era
deseable que los ciegos vendieran el cupón, para los vendedores jóvenes progresistas la solu-
ción a este dilema era dignificar las condiciones de trabajo del agente vendedor, con el fin de
eliminar de esta ocupación los rasgos que la asemejaban a la mendicidad, y aumentar su sala-
rio con objeto de obtener un status social un poco más elevado. Las movilizaciones de los ven -
dedores durante los años de transición democrática de la institución de los no videntes se
centraron, pues, en conseguir unas mejores condiciones de trabajo. Querían el ingreso en la
Seguridad Social y el reconocimiento de su categoría de trabajadores por cuenta ajena, como
agentes vendedores del cupón, que la Orden Ministerial del 20 de junio de 1959 les había
negado. Pedían que la percepción de los trienios y de las compensaciones por cargas familia-
res fueran en metálico y no en cupones, como se venía haciendo desde que la entidad se creó.
44
Ibídem, p. 577. Vide Redacción, "La ONCE se democratiza", Diario El País (edición electrónica), 6-7-
1977.
45
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 585.
46
Ibídem, p. .'587.
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Exigían poder retirar los cupones sin pagarlos por adelantado y el que se acabara el enchufis-
mo en la asignación de los quioscos y, sobre todo, reclamaban la pronta democratización de
la organización para decidir con su voto en las deliberaciones y hacer oír su voz, expresando
su opinión ante los demás miembros del organismo.
No es de extrañar que existiendo este estado de opinión en la ONCE, los vendedores del
cupón manifestaran después de su primer Congreso Nacional de agentes vendedores de este
producto, celebrado en Bilbao en abril de 1979, "hemos aceptado el cupón, al menos por el
momento, pero pensamos que es fundamental humanizar su venta y buscar otros caminos
laborales"».
2. En el periodo constitucional.
2.1.
Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo, de reordenación de la ONCE, que
la califica como una Entidad de Derecho Público.
El artículo 1 determina: «1o. La Organización Nacional de Ciegos Españoles es un
Entidad de derecho público que desarrolla su actividad en todo el territorio del Estado
y bajo su protectorado, que es ejercido por el Ministerio de Trabajo, Sanidad y
Seguridad Social».
El Real Decreto 1041/81, de 22 de mayo, coincide con el Reglamento de desarrollo
del Decreto de 1938 en cuanto a la calificación de Entidad de Derecho Público, pero
nada dice respecto a la precisión de "beneficencia general". Deroga el Decreto funda-
cional de la ONCE para dar paso a la democratización de esta organización. Determina
su naturaleza jurídica con una calificación que no aporta excesiva nitidez, no la inclu-
ye expresamente en el organigrama de la Administración estatal, y sin embargo confi -
gura al Consejo de Protectorado, haciendo desaparecer el Consejo Superior de
Ciegos, como una institución que velará por el desarrollo de la actividad de la misma,
presidido por el Ministro de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social y compuesto por doce
personalidades, entre las que hay cuatro invidentes.
2.2.
Plan de medidas adoptadas por el Ministro de Trabajo, Sanidad y
Seguridad Social, el día 21 de julio de 1983.
En el diseño institucional de la ONCE y en la configuración del grupo normativo
regulador, que expongo, hay un momento crucial que determina el desarrollo de la
organización para consolidar un modelo democrático y abierto para poder adaptarse a
los nuevos tiempos. Me estoy refiriendo al plan de medidas adoptadas por el Ministro
de Trabajo y Seguridad Social en 1983.
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«El Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social ha estudiado profundamente
y con la amplitud que el caso requería, la problemática de la ONCE durante los últimos
meses. Se ha analizado la importante labor desarrollada por esta entidad en favor de los
ciegos, proporcionando empleo y prestando una serie de servicios específicos. La ONCE
inició un proceso de democratización interna, que se plasmó en normas de reestructura-
ción orgánica y en la convocatoria de elecciones que tuvo la virtualidad de que el
Consejo de Protectorado de la ONCE pusiera en funcionamiento democrático todas las
instituciones de la entidad.
La experiencia alcanzada durante los meses que el nuevo equipo ministerial ha ejer-
cido la tutela sobre la ONCE a través del Consejo de Protectorado, la propuesta y preo-
cupación por los demás órganos democráticos en el funcionamiento y problemática de la
gestión cotidiana y el análisis detallado de los diferentes problemas que aquejan a la
ONCE, tales como financiación y adaptación de sus normas internas al nuevo ordena-
miento constitucional de la legislación para minusválidos, la potenciación y prestación
de sus servicios a sus afiliados, la clarificación del status jurídico de su personal y de los
vendedores del cupón, la posible integración en la Seguridad Social, etc., ha conducido
a la conclusión de que es necesario adoptar una serie de medidas de reforma y moderni-
zación de la ONCE, que tras un detallado estudio, este Ministerio anuncia que aplicará
una vez conocidas las opiniones y sugerencias que los órganos de la ONCE puedan adop-
tar.
Enumeración y descripción de las medidas:
1a. Promulgación de un Real Decreto de reorganización y estructura y competencias de
los órganos de la ONCE, y de configuración de la tutela del Estado sobre esta entidad. Son
sus objetivos, por una parte, ampliar las competencias de gestión y funcionamiento interno
de los órganos de la ONCE y, por otra, configurar, con clara separación, la tutela del esta-
do, ejercida de forma más global y dotada de los instrumentos que la hagan eficaz. Dicha
norma se dictará en el plazo más breve posible y una vez cubiertas las pertinentes consul-
tas con los órganos de la ONCE.
2a. Orden Ministerial reguladora de las elecciones al Consejo Rector y a los Consejos
Territoriales de participación de la ONCE. Son sus objetivos la elección de Consejos
Territoriales, cuyo ámbito, en lo posible, se adaptará a los mapas autonómicos del esta-
do, aplicando la fórmula electoral de proporcionalidad pura y listas cerradas. A partir de
dicha elección resultarán elegidos en 2o grado y de forma proporcional y automática a los
anteriores resultados, los miembros del Consejo Rector, órgano de ámbito estatal. Dicha
Orden se promulgaría como desarrollo a la medida anterior y en el plazo no superior a
dos meses, con posterioridad a aquélla.
3a. Resolución por la que se regulará, provisionalmente, la acción sindical en la
ONCE. Son sus objetivos posibilitar la actividad de los sindicatos y secciones sindicales
en la ONCE, a través de los representantes sindicales, a los que se les reconocerá una
serie de derechos, que facilitará el desarrollo de su labor, hasta que se aplique, finalmen-
te, la legislación laboral en materia de derechos de representación y reunión. Esta norma
se publicará tras la Disposición contemplada en el apartado anterior.
4a. Aprobación de los Estatutos de la ONCE. Estos Estatutos serán elaborados por los
órganos de la ONCE y aprobados por el órgano de tutela de la Administración, confor-
me a los plazos previstos en el Real Decreto anunciado en la primera medida.
5a. Celebración de elecciones sindicales en la ONCE. Son sus objetivos la normali-
zación de la vida sindical en la ONCE, el ejercicio del derecho de representación de los
trabajadores y la elección de órganos que posibiliten la negociación colectiva. Dichas
elecciones deberán celebrarse antes de concluir el presente año.
6a. Celebración de un convenio colectivo de empresa. Los órganos representativos de
la ONCE y de sus trabajadores podrán renegociar, y firmar, en su caso, un convenio
colectivo que regule las condiciones de trabajo del personal de la Organización Nacional
de Ciegos Españoles, inequívocamente laboral. En cuanto respecta al personal administra -
tivo y docente, que clarifique definitivamente su status jurídico, como predeterminante del
régimen aplicable de la Seguridad Social. Dicho convenio debe ser negociado libremen-
te por las partes sociales, tan pronto como sea posible, una vez elegidos los distintos
órganos representativos de la Entidad y de los trabajadores.
7a. Integración en la Seguridad Social. Se negociarán entre la Administración y la ONCE
las condiciones de su personal en el régimen o regímenes de la Seguridad Social que corres-
pondan en función del status jurídico de los distintos colectivos del personal de la Organización
Nacional de Ciegos Españoles. Dicha negociación puede iniciarse inmediatamente, y tras el
acuerdo pertinente, se promulgará un Real Decreto de integración en la Seguridad Social, una
vez se haya firmado y publicado el convenio colectivo de la ONCE y su personal.
8a. Acuerdos de colaboración. Se realizarán gestiones para la concertación de acuer-
dos y convenios de colaboración entre la ONCE y las distintas Administraciones Públicas
para la prestación de servicios a los ciegos y deficientes visuales. A estos efectos se hallan
en preparación sendos acuerdos en materia de educación especial y reconocimiento de la
condición de minusválidos a los afiliados de la ONCE»47.
2.3. Ejecución del plan de medidas adoptadas por el Ministro de Trabajo,
Sanidad y Seguridad Social, sobre la ONCE.
2.3.1. Promulgación del Real Decreto 2385/1985, de 27 de diciembre, de reorga-
nización y estructura y competencias de los órganos de la ONCE, y de configura-
ción de la tutela del Estado sobre esta entidad: la ONCE pasa a ser una
Corporación de Derecho Público, de Carácter Social.
El Real Decreto 2385/1985, de 27 de diciembre, de modificación del Real Decreto
de 22 de mayo de 1981, por el que se reordena la ONCE (BOE de 28 de diciembre,
núm. 311), la calificó como "Corporación de Derecho Público, de carácter social". La
identificación de la ONCE como Corporación de Derecho Público, no sin dificultades,
se basa: en el carácter de su fundador, por sus fines, por su estructura y funcionamien-
to, por el carácter asociativo de base, por el objetivo inicial de mutua ayuda y por la
obligatoriedad de afiliación en la etapa pre-constitucional48.
47
Ibídem, pp. 606-608.
48
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (I)", o.c, p. 125.
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En palabras y expresiones que destilan la sabiduría de un insigne jurista -
MUÑOZ MACHADO- que conoce a la ONCE como pocos, se determina49:
«2. [,..]. El Reglamento, ya citado, de 1939, se refería a ella como "Entidad de
Derecho Público", y distintas normas organizativas del Ministerio del Interior en el
tiempo en que éste ejercía el Protectorado sobre la Entidad (Decretos de 15 de febre-
ro de 1968, 17 de agosto de 1972, 11 de enero de 1974) la definieron como organis-
mos asistencial público vinculado por razón de protectorado.
Pero sobre esta situación normativa empezó a incidir la jurisprudencia, para des-
tacar que el elemento identificador básico de la ONCE es su estructura asociativa,
circunstancia que resulta evidente, primero, por el hecho de estar integrada por per -
sonas que tienen la condición de afiliados y que son los beneficiarios de los servicios
y prestaciones de la Organización; en segundo lugar, por la existencia de un patrimo-
nio de recursos propios, y, en tercer lugar, por ser una Entidad autoadministrada
mediante un órgano administrativo de sus afiliados.
Este giro sobre la concepción estrictamente fundacional que tuvo la ONCE en su
origen es perfectamente apreciable en las Sentencias del Tribunal Supremo de 14 de
junio de 1985 y de 30 de abril de 1987 referidas especialmente a esta Organización.
Pero la consolidación de la aludida tendencia se hace definitiva por el Real Decreto
2385/1985, de 27 de diciembre, que, al reformar el artículo 1 del Decreto 1041/1981, declara
que "la Organización Nacional de Ciegos es una Corporación de Derecho Público". Es indis-
cutible, a partir de este instante, que ni la ONCE se puede confundir con la Administración del
Estado (por ejemplo, Sentencia del Tribunal Supremo, citada, de 30 de abril de 1987) ni se
puede olvidar que, en lo fundamental, tiene un sustrato asociativo, sobre el que se han acumu-
lado, junto con la obligación de atender intereses privados, la obligación de atender algunos
de carácter público (Sentencias del Tribunal Constitucional números 67/1985, 89/1989 o
132/1989, que confirman la base asociativa de las Corporaciones de Derecho Público). De aquí
la definición final de la ONCE como Corporación de Derecho Público que hacen sus actua -
les normas reguladoras.
3. Llegados a este extremo en la evolución de la naturaleza de la ONCE como Entidad, una
simple comprobación sobre el régimen normal de las Corporaciones de Derecho Público
podría permitir llegar a la conclusión de que no hay ninguna que tenga un régimen de contro -
les administrativos parangonables al establecido sobre la ONCE».
49 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, Lo organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
La Ley, Madrid, 1990, prólogo de Santiago MUÑOZ MACHADO, pp. XIII-XIV. Sin embargo la determi-
nación de la naturaleza jurídica de la ONCE se hace más difusa, cuando a modo de presentación, el
Director General de la ONCE afirma en la p. XXVIII: «En fin, la máxima pretensión de la ONCE deriva
hacia la reafírmación de su status como Organización No Gubernamental, de funcionamiento autónomo,
pero sometido a la ley y con carácter solidario, y de erigirse en un verdadero modelo de agente en la socie -
dad civil. Recordando unas recientes palabras del Presidente del Gobierno en torno al concepto y actitud
de la sociedad civil, ésta debe articularse y organizarse en grupos de interés común que actúen solidaria-
mente con la comunidad con una actitud de resolver sus propios problemas y responsabilizarse de su situa-
ción y todo ello conforme a mecanismos lícitos y legales en lugar de convertirse en instrumentos insólida-
ríos de reivindicación permanente frente al Estado, al objeto de obtener de éste, y por ende de la sociedad
misma, las mayores prebendas, ventajas o beneficios posibles».
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Aún así, hay que destacar que el RD 2385/85, elimina la intervención económica
previa, pasando esta atribución al Consejo General, así como la limitación de los recur-
sos administrativos a supuestos tasados relacionados con los sorteos del cupón y la afi-
liación.
Respecto a la exacerbación del control sobre el cupón, debo destacar que en la Ley
presupuestaria de 28 de diciembre de 1985, disposición adicional decimonovena, se
prescribe que la Organización Nacional de Ciegos Españoles precisará Acuerdo del
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social
para poder variar en todo o parte los términos, características, calidades, modalidades,
frecuencia, cuantía y, en general, cualquier aspecto de los sorteos, respecto a los cele-
brados en el primer semestre del año 1985.
El Ministerio de Economía y Hacienda consiguió con el Real Decreto 2.385/1985, de
27 de diciembre, la aplicación de una reforma en el modo de regulación de la ONCE,
modificando la composición del Consejo de Protectorado.“Con la nueva composición el
Ministerio de Trabajo perdió la jurisdicción exclusiva sobre la ONCE, que ahora debe
compartir con el Ministerio del Interior, con el de Presidencia y con el Ministerio de
Economía y Hacienda. Sin embargo, aunque el Ministerio de Trabajo tiene mayoría de
vocales en el nuevo Consejo de Protectorado, el Ministerio de Economía y Hacienda se
reserva el poder vetar en materia del cupón pro-ciegos cuanto no le convenga (art. 7.2.g))50.”
Sobre el verdadero motivo de fondo que originó la promulgación de este Real
Decreto se ha afirmado por autores muy cualificados en esta materia51:
«[...]. Fue, en efecto, el conflicto de intereses comerciales surgidos entre la ONCE
y el Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado, dependiente del Ministerio
de Hacienda, el que trajo como consecuencia que este departamento ministerial utili-
zase sus prerrogativas o potestades normativas para poner freno de una forma clara-
mente abusiva al crecimiento económico de una Entidad que basaba su principal fuen-
te de recursos económicos para reinvertirlos en fines sociales, en la venta de una con-
cesión estatal del cupón pro-ciegos, resolviendo de forma incalificable mediante el
BOE, lo que no podía resolver en el terreno de la planificación comercial, del marke-
ting y, en definitiva, de las reglas del libre mercado. Esta dureza contrasta grandemen-
te con la "comprensión", pasividad en grado extremo próxima a la connivencia mos-
tradas en la lucha y la represión de los juegos y las rifas ilegales que proliferaban por
doquier en aquel momento».
50 Vide: Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
240; Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 637.
51 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c., p. 17.
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2.3.2. Regulación de las elecciones al Consejo Rector y a los Consejos Territoriales.
A.
La Orden Ministerial del 29 de septiembre de 1981: normas electorales
provisionales para la constitución inicial de los Consejos Territoriales y del
Consejo General de la Organización Nacional de Ciegos Españoles.
La Disposición transitoria 1a del Real Decreto 1.041/1981, de 22 de mayo, estable-
cía un plazo de tres meses para que el Ministerio dictase las normas electorales provi-
sionales para la constitución inicial de los Consejos Territoriales de la ONCE y de su
Consejo General52. Para llevar a cabo esta tarea, se dicta la Orden Ministerial del 29 de
septiembre de 1981 (BOE del 3 de octubre, núm. 237)53.
B.
Procesos electorales.
a) Elecciones celebradas.
Cumpliendo lo dispuesto en la Orden de 29 de septiembre de 1981 se celebra-
ron, el 19 de enero de 1982, las primeras elecciones democráticas en la ONCE,
para constituir 21 Consejos Territoriales y designar a los 15 afiliados que compon-
drían el primer Consejo General de la Entidad.
52 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
pp. 231-232, donde se recogen las manifestaciones realizadas por D. Mario Loreto Sanz Robles
(Vicepresidente Primero del Consejo General) en Madrid el 8 de abril de 1992, en contestación a la siguien-
te pregunta: «Pregunta: ¿Existen realmente alternativas dentro de la ONCE al actual grupo político; sin o
existen, como garantizar la pluralidad?.
Respuesta: Alternativas en este momento no existen, aunque somos un número importante de afiliados, somos un
número pequeño en realidad para las necesidades de la ONCE actual con su grupo de empresas. La ONCE nece-
sita alrededor de 400 directivos para poderla llevar, y en este momento incluso ni esas 400 personas las posee UP
con un nivel aceptable, no solamente intelectual sino también de formación política. A mí me parece que las dos
cosas son muy necesarias para poder llevar a cabo la labor que cada día tiene que llevar una persona que ostenta
responsabilidades políticas o de gestión, una sin ella es muy difícil. [,..]. En este momento yo creo que no hay
alternativas. Indudablemente, yo no quiero decir con esto que pasado una serie de años en la línea que vamos
subiendo de promoción de afiliados, pueda haber un núcleo mucho más amplio de afiliados y por lo tanto sea
posible que en la ONCE convivan dos grupos sólidos, que puedan alternarse en el gobierno de la institución.
Desde luego, en los próximos seis u ocho años no veo esas posibilidades de ninguna forma. ¿Cómo garantizar el
pluralismo político dentro de al institución, la pluralidad de ideas?. Yo creo que hay que hacer un esfuerzo prime-
ro para que UP se abra. [...]. Es bueno que haya otro grupo o grupos, [...]».
53 Se trata de una disposición cuyo texto se estructura del siguiente modo: Capítulo 1: del censo electoral;
Capítulo II: de; las juntas electorales; Capítulo III: de las mesas electorales; Capítulo IV: de los candidatos
a los consejos territoriales; Capítulo V: adjudicación de vocalías al Consejo General; Capítulo VI: de las
papeletas de votación; Capítulo VII: del ejercicio del voto; Capítulo VIII: del escrutinio; Capítulo IX: de
la constitución del Consejo General; Capítulo X: de la propaganda electoral. Además incluye como anexo
número 2 un calendario electoral.
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En cumplimiento de lo dispuesto en el apartado ñ) del art. 4o del Real Decreto 2.385
y la Orden Ministerial de 14 de febrero de 1986, el Consejo General de la ONCE, en su
sesión extraordinaria de 27 de febrero de 1986, acordó la convocatoria de nuevas elec-
ciones para constituir nuevos consejos territoriales y otro consejo general de la ONCE:
«[...]. Se estableció que para que una candidatura o coalición pudiera acceder a la representa-
ción proporcional de puestos para el Consejo General, tendría que haber presentado candidatura,
al menos en tres distritos electorales y obtener, como mínimo, un quinceavo del número total de
los Consejeros Territoriales a nivel estatal. Estas elecciones se celebraron el día 28 de abril de
1986, organizándose 17 circunscripciones electorales, una en cada Comunidad Autónoma. Sobre
un centro total de 24.534 afiliados con derecho a voto, en 1986 votó el 54 por ciento, [...].
Al Consejo General acudieron, únicamente, las candidaturas de UP y CUPOL, pro-
duciéndose una situación de bipartidismo en la que correspondieron 8 consejeros a UP,
que consiguió la mayoría absoluta y 7 consejeros a CUPOL. El Consejo General se cons-
tituyó el 5 de junio de 1986, [...].
El nuevo Consejo General nombró el 6 de junio de 1986 Director General de la
Entidad Tiflológica a don Miguel Duran Campos, quien hasta entonces era Delegado
Territorial de Cataluña, [...].
El nuevo Consejo General en su sesión del 18 de diciembre de 1986 aprobó el texto,
elaborado a nivel de proyecto, de los Estatutos de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles; normativa que estuvo más de un año sin ser estudiada por el Consejo de
Protectorado, órgano que aprobó este texto en su sesión del 11 de mayo de 1988. [...]»54.
Estas segundas elecciones se celebraron el 28 de abril de 1986, presentando la nove-
dad de ser las primeras elecciones articuladas sobre el esquema de la nueva estructura
territorial, es decir, de acuerdo con las Autonomías, estableciéndose, pues, 17 circuns-
cripciones electorales, una en cada Comunidad.
La tercera renovación se produce tras convocar a las urnas a todos los afiliados el
día 5 de diciembre de 1989. Estas elecciones se celebran con la normativa electoral
aprobada por la propia organización (Anexo núm. 1 al Acuerdo 2E/89-1 del Pleno del
Consejo General de la ONCE, adoptado en Segunda Sesión Extraordinaria, celebrada
el 9 de octubre de 1989; normas electorales, respecto de las cuales sigue siendo suple-
toria la Ley Electoral General: Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen
Electoral General, BOE de 20 de junio, núm. 147), tras la aprobación de sus Estatutos55:
54
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 640-641.
55
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS,
La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, o.c, p. 112: «[...], el
Consejo General ha utilizado por primera vez los mecanismos previstos en los citados Estatutos y en su segunda
sesión extraordinaria, celebrada el 9 de octubre de 1989, adoptó el Acuerdo 2E/89-1, con el que da por concluida
la candidatura iniciada tras las elecciones de 1986 y convoca nuevas elecciones a los Consejos Territoriales y
Genera], quedando en funciones los Consejos Territoriales y el Consejo General de la ONCE para asuntos del trá-
mite normal que les son propios, de conformidad y en coherencia con las previsiones estatutarias».
185
«Fueron solamente dos los grupos representados en estas terceras elecciones democráticas
[...]. Unidad Progresista56 presentó candidatura en todas las Comunidades Autónomas y
Coalición Sindical de Izquierdas (también llamada Candidatura para el Socialista y la
Integración), únicamente en Andalucía, Madrid, Navarra y País Vasco. [...] el nuevo Consejo
General de la ONCE, quedó integrado por 15 miembros de Unidad Progresista [...]».
El 11 de diciembre de 1992 se celebran las cuartas elecciones democráticas de la
ONCE con el fin de elegir a los 15 miembros del Consejo General y a los 126 inviden-
tes integrantes de los 17 Consejos Territoriales. A estas elecciones concurrieron Unidad
Progresista y Alternativa Democrática57, que fueron ganadas por Unidad Progresista y
en la que Alternativa Democrático obtuvo dos representantes en el Consejo General.
56 En estas elecciones el programa presentado por Unidad Progresista fue el siguiente:
«1. Unidad Progresista es un grupo pluralista, participativo y democrático, que acoge a todos aquellos afi-
liados que creen en el progreso, en la solidaridad, en la evolución permanente y en la integración de los
minusválidos en la sociedad.
2. Atención a los afiliados ancianos y pensionistas con la creación de residencias, y protección a los invi-
dentes con otras deficiencias, que actualmente totalizan un 30 por ciento.
3. UP seguirá gestionando la promulgación de una Ley que regula la situación de la ONCE, defina con cla-
ridad el status jurídico de la Entidad y de sus trabajadores, confirmando, asimismo, todos los logros con-
seguidos por este Organismo.
4. UP fomentará la cultura y la formación académica y profesional entre los trabajadores de la Entidad con
cursillos, becas y toda clase de ayudas, promocionándoles con cursos para mandos intermedios.
5. UP continuará gestionando la integración de los miembros del colectivo tiflológico en el Régimen
General de la Seguridad Social, en las mejores condiciones posibles, pagando menos dinero del que actual-
mente exige el Estado, respetando los derechos adquiridos de los trabajadores de la Entidad y otros favo-
rables condicionantes.
6. UP pondrá en juego determinados mecanismos para promocionar la incorporación del mayor número
posible de minusválidos al mundo laboral en empresas ajenas a la ONCE y en las que ésta cree o financie.
7. Finalmente UP trabajará y luchará por la independencia de la ONCE con respecto al Estado y por mejo-
rar el modus vivendi de todos los ciegos españoles».
57 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 720-721, donde
reproduce el programa presentado por Alternativa Democrática a las elecciones del 11 de diciembre de
1992:
«1. Devolver a la ONCE su carácter social, desapareciendo de las guerras financieras.
2. Recuperar la imagen pública de la ONCE como institución respetable.
3. Que nunca se despida a afiliados, y que la concesión de la venta a éstos sea automática.
4. Mejorar las condiciones de trabajo y retributivas del vendedor del cupón.
5. Que se cotice a la Seguridad Social por un vendedor del cupón 204.000 pesetas y no 129.000, como se
hace actualmente.
6. Garantizar a. los pensionistas y a los mayores de 55 años la permanencia de los complementos ya esta-
blecidos.
7. No a la venta de productos que cuestionen la filosofía del actual cupón.
8. Mejorar la prestación de servicios a nuestros afiliados, no escatimando para ello medio alguno.
9. Alternativa Democrática espera de estas elecciones obtener alguna fuerza para conseguir que miembros suyos
figuren en los Consejos Territoriales y, a ser posible, también en el Consejo General, para terminar con el absolu-
tismo de Unión Progresista, porque no son buenas las mayorías absolutas en una democracia».
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El 12 de noviembre de 1996, se celebran las quintas elecciones democráticas de la
ONCE, Unidad Progresista obtiene en estas elecciones 131 Vocales Territoriales, de los
134 posibles, y las 15 Vocalías de que consta el Consejo General58.
En el año 2000 se celebraron las sextas elecciones democráticas en las que Unidad
Progresista logró las quince vocalías del Consejo General59, y por acuerdo n° 3E/2003-
2 de 4 de abril, el Consejo General convocó las séptimas elecciones al Consejo General
y Consejos Territoriales que se celebraron el 3 de junio de 2004. En esta ocasión, el
censo electoral lo componían 59.068 electores, y el resultado de la votación deparó: 815
votos nulos; 38.238 votos válidos; 37.028 votos a candidaturas. Entre éstas últimas la
distribución fue la siguiente: Unidad Progresista (UP) 34.592 votos (143 consejeros
territoriales; 15 vocalías en el Consejo General); Alternativa Social (AS) 2.265 votos (6
consejeros territoriales); Unión de Afiliados Independientes (UAI) 171 votos.
b) Sistema electoral.
El anexo núm. 1 al Acuerdo 2E/89-1 del Pleno del Consejo General de la ONCE,
adoptado en segunda sesión extraordinaria, celebrada el 9 de octubre de 1989, determi-
na las normas electorales que regirán en la ONCE.
a´. Convocatoria de elecciones.
El contenido del Título Preliminar es suficientemente expresivo y determina quien
ostentará la competencia para la convocatoria de elecciones.
Corresponde al Consejo general de la ONCE la convocatoria de elecciones para los Consejos
Territoriales y General de acuerdo con las previsiones estatutarias. En el acuerdo de convocato-
ria, al que se le dará la máxima publicidad en el seno de la Organización, se hará constar la fecha
de celebración de las elecciones, el horario de votación, así como el calendario electoral (art 1.1).
Las elecciones para los Consejos Territoriales y General de la ONCE se regirán por lo dis-
puesto en las normas electorales y por las que, en su desarrollo, puedan dictarse, en su defec-
to, por la legislación electoral general que tendrá carácter supletorio (art. 1.2).
Los plazos y términos establecidos se entenderán fijados, salvo disposición en con-
trario, en días naturales (art. 1.3).
b´. Condición de elector y elegible.
Serán electores los afiliados a la Organización mayores de edad que no se encuen-
tren comprendidos en ninguno de los supuestos a los que se refiere el artículo ter-
58
 Ibídem, pp. 745-752.
59
Vide  ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p. 123.
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cero60 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (art. 2).
Serán elegibles los afiliados mayores de edad que, poseyendo la cualidad de elector, no
hayan sido designados para formar parte de las Juntas Electorales Central o Territoriales o de
las juntas Electorales delegadas de zona o de las Mesas Electorales (art. 3.1).
c´. Inscripción y elaboración del censo electoral.
El ejercicio del derecho de sufragio, activo y pasivo, exigirá la inscripción en el
censo electoral de la ONCE (art. 4).
El censo electoral está constituido por la relación de afiliados a la Organización Nacional de
Ciegos, que reúnan los requisitos para ser elector, agrupados por cada una de las circunscripcio-
nes, centros y secciones electorales por orden alfabético y numerados correlativamente (art. 5.1).
La elaboración del censo provisional corresponde a los servicios centrales de la
Organización, de acuerdo con las reglas que al efecto se dicten (art. 5.2).
Resueltas las reclamaciones, la Junta Electoral Central hará público el Censo Electoral
definitivo enviando copias a las Juntas Electorales Territoriales (art. 5.4).
d´. Elección al Consejo General.
La elección al Consejo General se efectúa de la siguiente manera:
«Art. 19.1. El Consejo General estará compuesto por quince Consejeros que serán
atribuidos a las agrupaciones electorales presentadas a las elecciones de Consejeros
Territoriales en proporción al número total de votos obtenidos por cada una de aquéllas
en cómputo estatal de acuerdo con las reglas siguientes:
a) Se hará un recuento de los votos obtenidos por cada una de las listas presentadas por
las diferentes agrupaciones en las diferentes circunscripciones electorales.
b) No se asignarán puestos a aquellas agrupaciones que no hubieran presentado can-
didaturas en al menos cinco circunscripciones y no se hubieran obtenido, al menos, un
diez por ciento del número total de Consejeros Territoriales a. nivel estatal y, asimismo,
al meros, un diez por ciento de los votos válidamente emitidos.
c) La adjudicación de puestos a las diferentes agrupaciones que cumplan los requisi-
tos antes señalados se ajustará a las reglas establecidas en las letras c) y d) del apartado
cuatro del Artículo dieciocho de estas normas.
2. Las agrupaciones electorales deberán determinar previamente las reglas o criterios para
60 Vide Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio (BOE de 2 de junio, núm. 147), régimen general de elecciones, art.
3: «1. Carecen de derecho de sufragio: a) Los condenados por sentencia judicial firme a la pena principal o acce-
soria de privación del derecho de sufragio durante el tiempo de su cumplimiento, b) Los declarados incapaces en
virtud de sentencia judicial firme, siempre que la misma declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del
derecho de sufragio, c) Los internados en un hospital psiquiátrico con autorización judicial, durante el período que
dure su internamiento, siempre que en la autorización el Juez declare expresamente la incapacidad para el ejerci-
cio del derecho de sufragio.
2. A los efectos previstos en este artículo, los Jueces o Tribunales que entiendan de los procedimientos de incapa-
citación o internamiento deberán pronunciarse expresamente sobre la incapacidad para el ejercicio de sufragio.
En el supuesto de que ésta sea apreciada, los comunicarán al Registro Civil para que se proceda a la anotación
correspondiente».
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designar, de entre sus Consejeros Territoriales electos, cuál o cuáles deben acceder al Consejo
General, en la proporción que les resulte atribuida. Asimismo, determinarán las reglas para desig-
nar de entre sus Consejeros Territoriales electos los que han de sustituir a los Consejeros Generales
que cesen en su mandato por las causas a las que se refiere el apartado siguiente de este Artículo.
3. En caso de Metimiento, incapacidad o renuncia de un candidato proclamado electo, el puesto
de Consejero General será atribuido al Consejero Territorial que corresponda de acuerdo con lo esta-
blecido en el apartado anterior. A tal efecto, el representante de la agrupación electoral correspondien-
te comunicará al Presidente del Consejo General el nombre del designado para cubrir la vacante. [...].
Art. 20.1. Sólo podrán presentar candidaturas en cualquiera de las circunscripciones elec-
torales las agrupaciones electorales que se constituyan mediante escrito firmado pro sus pro-
motores y dirigido a la Junta Electoral Central entre los cinco y los diez días siguientes a la con-
vocatoria de elecciones. En este escrito deberá contenerse la referencia a la denominación de
la agrupación, siglas y símbolos de la misma y la persona o personas que ostenten su represen-
tación, junto con un domicilio a efectos de comunicaciones.
2. No se admitirá la constitución de agrupaciones que estén promovidas por un núme-
ro de afiliados a la Organización inferior a cien. [...]».
e´ Elección de Consejeros Territoriales.
Para la elección de los Consejeros Territoriales, se utilizará un sistema similar al
expuesto para el Consejo General, donde la circunscripción electoral será la correspon-
diente a la respectiva Delegación Territorial.
c)
Procedimiento electoral.
El procedimiento electoral determina como se desarrollará la constitución de las mesas
electorales, procedimiento de votación, determinación de los resultados y proclamación de
candidatos, tal y como se precisa en los arts. 33-48 de la normativa electoral de la ONCE.
d)
La democracia interna en la organización.
Desde el punto de vista formal, nada se puede objetar. Sin embargo, parte de la doc-
trina se pronuncia con sentido crítico61.
61 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp. 263-
264: «De lo que no cabe duda, sin embargo, es de que una organización será más democrática y menos oligárqui-
ca cuantas mayores facilidades tengan los miembros de la organización para expresar libremente sus preferencias
y para crear grupos de oposición que cuenten con expectativas reales de gobernar la organización. La emergen-
cia de estos grupos de oposición, sin embargo, no es algo que pueda darse por sentado en la organización de cie-
gos. Las dificultades de que surjan grupos de oposición no se deben, sin embargo y como algunos críticos dentro
de la organización desean que se piense, a posibles intervenciones partidistas del grupo político gobernante en las
reglas del juego democrático. Las razones por las que resultará difícil que emerjan grupos de oposición con expec-
tativas de gobierno son de un orden distinto. [...].
No hay datos sobre si el actual grupo gobernante ha caído en esta tentación. El problema es, en cualquier caso,
que, ante la falta de un mercado externo de trabajo, la tentación patrimonialista, sea cual sea el grupo en el poder,
está siempre presente, por lo que será más difícil que en la organización de ciegos, antes que en otras organiza-
ciones voluntarias, puedan surgir grupos de oposición capaces de dar aliento democrático a la organización».
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2.3.3. Regulación de la acción sindical y celebración de elecciones en la
ONCE62.
A. Elecciones sindicales celebradas.
El Instituto Nacional de la Seguridad Social publicó el 15 de diciembre de 1981, la
siguiente Circular:
«El día 2 de diciembre de 1981 el Ilmo. Sr. Secretario de Estado para la Seguridad
Social ha dictado la resolución que a continuación se transcribe: El Real Decreto del 17
de junio de 1981 establece normas para el ejercicio del derecho de acción sindical de los
funcionarios públicos, comprendiendo, dentro del ámbito de su aplicación, al personal de
las Entidades gestoras de la Seguridad Social.
La Secretaría de Estado para la Administración Pública dictó, en desarrollo del Real
Decreto, la Circular del 11 de noviembre de 1981, cuya aplicación se extendía a los funciona-
rios de las Entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, excepción hecha del
personal al servicio de instituciones sanitarias, mediante resolución de la Subsecretaría del
Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social del 29 de junio de 1979.
Con posterioridad a los proyectos de Ley por los que se aprueban las bases del régi-
men estatutario de los funcionarios públicos y en el ejercicio de los derechos y libertades
de los funcionarios de la Administración Pública, actualmente en discusión parlamenta-
ria, ha establecido el régimen general de representatividad y los derechos sindicales de
los funcionarios públicos, lo que no es óbice para que, con carácter provisional, se esta-
62 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
p. 230, donde se pregunta al Vicepresidente Primero del Consejo General de la ONCE, en declaraciones
efectuadas el 8 de abril de 1992, lo siguiente:
«Pregunta: La ONCE tiene un colectivo cada vez más importante de minusválidos y empleados no afilia-
dos, además de un grupo empresarial. ¿Esta situación puede alterar el esquema participativo en el futuro
o, por el contrario, es necesario que no incida en la actual estructura y organización de la ONCE?.
Respuesta: Yo creo que no debe incidir y si algún día incide la ONCE perderá lógicamente su identidad, lo
que sin duda va a contribuir a que desde fuera se propicie que el gobierno de Comunidades Autónomas en
un momento dado, que lo intentan permanentemente, puedan incidir sobre la institución. Eso el afiliado lo
tiene que evitar y lo debe evitar en la misma línea que he dado la respuesta anteriormente, es decir, que el
afiliado defienda a la ONCE cuando sea atacada, la defienda por encima de colores, planteamientos polí-
ticos o sindicales. La Institución debe ser algo intocable, algo que no se puede jugar con ello. Yo creo que
aquí un español cuando se habla contra España no tiene que permitirlo bajo ningún concepto. Lo mismo
debiera ocurrir para un ciego cuando se habla de la ONCE. Dentro de la ONCE sí, se debe hablar y criti-
car. Respecto al gran colectivo que se ha incorporado a la ONCE tiene unos canales perfectamente defini-
dos en el ámbito laboral donde tienen que participar como cualquier trabajador naturalmente, y el resto de
trabajadores no minusválidos que trabajan en nuestra casa igualmente tienen unos canales perfectamente
establecidos que son los que tiene cualquier trabajador en este país y por ahí se tienen que mover. Si no es
así, si realmente un día se consigue, además se ha intentado históricamente ese salto por parte de los minus-
válidos no ciegos y los empleados videntes, si algún día se participa en el gobierno de la ONCE de forma
directa, yo creo sinceramente que la identidad de la ONCE habrá desaparecido. Por lo tanto, el muro que
ahora mismo nos protege de cincuenta años de historia, cultivada y hecha por los propios ciegos, desapa-
recerá y por lo tanto el temor que ahora mismo hay desde las Administraciones Públicas a la hora de inter-
venir contra la ONCE habrá desaparecido y la intervención será muy fácil».
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blezcan las presentes normas que deberán adaptarse a dichas leyes, tan pronto como
entren en vigor, permitiendo, entretanto, ofrecer una experiencia, que habrá de quedar
enmarcada en el contexto general de todas las Administraciones Públicas.
A tal fin se establece una normativa que, con este carácter, resulte adecuada al marco
institucional de la Administración de la Seguridad Social, recogiendo su problemática
específica, sin perjuicio de lo que proceda en relación con la estructura territorial.
En su virtud, esta Secretaría de Estado para la Seguridad Social, en uso de las atribu-
ciones que tiene conferidas, ha tenido a bien dictar las siguientes normas [...]».
Ninguna de las 22 normas expuestas en esta Circular del 15 de diciembre de 1981,
afecta a los trabajadores de la ONCE, pero a esta Circular hace referencia el acta de la
reunión estatal de la entidad tiflológica, firmada en Madrid el 23 de junio de 1983.
Además, esta circular y los documentos legislativos que en ella se citan, promovieron
y estimularon la formación de los sindicatos en la ONCE63.
Las primeras elecciones sindicales de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles fueron convocadas por Oficio-Circular número 63, del 21 de diciembre de
1984, materializando la previsión contenida en la cláusula adicional 8a del Primer
Convenio Colectivo de la ONCE y su Personal, firmado el 2 de mayo de 1984, y publi-
cado en el BOE de 8 de junio, cuyo texto era el siguiente:
«Como exteriorización de la voluntad de las partes firmantes, de cara a la normaliza-
ción de las relaciones laborales en la ONCE y profundización del proceso de democrati-
zación laboral, se acuerda que los sindicatos firmantes convocarán elecciones sindicales,
previo acuerdo entre los mismos, dentro del último trimestre de 1984 y que la ONCE se
compromete a prestar la colaboración necesaria para el correcto desarrollo del proceso
electoral».
El 30 de enero de 1985 se celebran las primeras elecciones sindicales en la ONCE
para la constitución de los comités de empresa en cada uno de los 57 centros autóno-
mos de la entidad, y para formar también el comité intercentros. Asimismo se trataba
de designar los compromisarios de la comisión social que debería negociar el segundo
convenio colectivo de la ONCE y su personal, puesto que había sido impugnado, ofi-
cialmente, el primero, en el plazo legal64. Evidentemente a este proceso le fue de apli-
cación lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores, art 6.1-7.6 y 82-88, con la pos-
terior adecuación a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Libertad Sindical.
Sucesivamente se han ido desarrollando las convocatorias, hasta la última celebra-
das el pasado 16 de febrero de 2005.
63 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 595.
64 Ibídem,pp.611-612.
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B. Reivindicaciones sindicales.
a) En el comienzo de su andadura.
Las reivindicaciones sindicales han presentado diversas formulaciones a lo largo del
tiempo. Quizás pueda resultar útil exponer algunas de ellas.
En el acta de la reunión estatal de la Federación de Servicios Públicos de la UGT y
los representantes de la ONCE, pertenecientes a dicho sindicatos, celebrada en Madrid,
el 23 de julio de 1983, se manifiesta lo siguiente:
«En Madrid, a 23 de julio de 1983, ha tenido lugar la reunión estatal de la Federación
de Servicios Públicos de la Unión General de Trabajadores y la ONCE, de acuerdo con
el siguiente orden del día:
1. Presentación de los asistentes.
2. Exposición de los objetivos de la reunión.
3. Propuestas para estructurar la coordinación a nivel estatal.
4. Elección de responsables ante la ONCE.
5. Establecimiento de una plataforma reivindicativa en la ONCE. [...].
2. Exposición de los objetivos de la reunión:
a) Organizar la Federación de Servicios Públicos en la ONCE a nivel estatal.
b) Fomentar la afiliación y creación de nuevas secciones sindicales en todas las pro-
vincias y Comunidades Autónomas.
c) Establecer una tabla reivindicativa común, aprobándose la tabla que se adjunta.
5.
Establecimiento de una plataforma reivindicativa de la ONCE:
a) Véase la tabla adjunta.
b) Vendedores del cupón pro-ciegos:
1o. Reconocimiento de su condición de trabajadores, quedando sometidos al Estatuto
de los Trabajadores.
2o. Establecimiento del salario mínimo interprofesional, trienios y cargas familiares
en efectivo a partir de ahí.
3o. Ingreso de los trabajadores funcionarios y vendedores de la ONCE en la Seguridad
Social, con respecto a los derechos adquiridos, antigüedad, etc., con negociación pacta-
da entre la Seguridad Social, la ONCE y los representantes de los trabajadores.
6. Reconocimiento de la acción sindical de un modo expreso, pudiendo servir de refe-
rencia la Resolución Circular del 15 de diciembre de 1981, que en su día se emitió por el
Instituto Nacional de la Seguridad Social. Participación de los trabajadores con voz y
voto en todas las deliberaciones, comisiones, etc., en los asuntos que les afectan.
7. Solicitud de una auditoria del Ministerio de Hacienda, contable y gestión sobre la
ONCE. [...].
TABLA REIVINDICATIVA DE LA ORGANIZACIÓN NACIONAL DE CIEGOS
ESPAÑOLES:
1. Derogación del actual Real Decreto número 1.041, de 22 de mayo de 1981, y pro-
mulgación de uno más progresista. Proponer que la ONCE sea un servicio dentro de la
red estatal de servicios sociales.
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2.
Definición jurídica del status laboral de los trabajadores de la ONCE:
a)
Funcionarios:
1º. Reconocimiento de su condición de tales.
2o. Definición de plantillas, categorías, puestos de trabajo, carrera administrativa, etc.
3o. Escalafón.
b)
Agentes vendedores del cupón:
1º. Reconocimiento de su profesión laboral y declaración de su status.
2o. Normativa sobre sus puestos de trabajo y accesibilidad para los mismos.
3. Integración de los trabajadores de la Organización Nacional de Ciegos Españoles
en el Régimen General de la Seguridad Social.
4. Supresión de todas las rifas ilegales y mayor control de los juegos de azar autori-
zados, preferentemente, de las máquinas tragaperras.
Madrid, 23 de julio de 1983».
El 17 de abril de 1992, se le formulaban diversas preguntas al Secretario General de
Unión de Trabajadores de la ONCE (UTO/UGT), donde dejaba clara la posición de su
sindicato sobre la Corporación de Derecho Público y la actividad sindical:
«Pregunta: El sindicato UTO que usted representa es mayoritario dentro de ONCE y
es uno de los pocos ejemplos que quedan dentro del mundo sindical de organización
mayoritaria y limitada a una institución. ¿Han encontrado problemas de funcionamiento
motivados por los límites de su ámbito de actuación?.
Respuesta: No, porque nosotros exclusivamente nos dedicamos a los problemas labo-
rales de los trabajadores internamente y a la defensa de la propia Institución, por lo tanto
no. Siempre hay problemillas, pero nuestra posición es clara.
[...].
Pregunta: El sindicato UTO tiene su proyecto integrado en la misma identidad que el
propio ONCE. ¿Realiza alguna actividad fuera de este ámbito?. ¿Está representada en
otras instituciones fuera de la ONCE?.
Respuesta: Hasta ahora no, hasta ahora no lo hemos hecho, si bien también en el últi-
mo congreso abrieron las puertas para que el sindicato pudiese buscar posibles negocia-
ciones con otros sindicatos o asociaciones de una misma filosofía. En este momento
seguimos haciendo nuestra acción sindical exclusivamente en la ONCE; sin embargo, a
lo mejor en un futuro muy corto, aun haciéndolo dentro de la ONCE, que es a lo que
nosotros nos dedicaremos, puede ser también en apoyo de algún otro o bien central sin-
dical o sindicatos.
Pregunta: ¿También incluiría las empresas ONCE?.
Respuesta: Sí, para nosotros es muy importante que los trabajadores del Grupo ONCE
tengan un apoyo del propio sindicato aunque a lo mejor no sea a través de los mismos
Estatutos o de las mismas siglas, pero sí un apoyo porque en definitiva son trabajadores
de Grupo ONCE, y desde luego se lleve a cabo a través de una Central Sindical, o de
Sindicatos creados al efecto, sí queremos que esa Acción Sindical en las Empresas del Grupo
se realice. Desde luego, defenderemos a Sindicatos o Centrales Sindicales que mantengan unas
líneas ideológicas parejas a las nuestras»65.
65 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
pp. 248 y 250.
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b) En la actualidad66.
El pasado 16 de febrero de 2005 se celebraron las últimas elecciones sindicales de la
ONCE que han renovado por sexta vez en la historia de la organización los comités de empre-
sa de sus centros de 50 o más trabajadores y los delegados de personal en los de menor plan-
tilla. Estos últimos podían agruparse en cada provincia en un comité conjunto, siempre que la
suma del total de sus trabajadores alcanzase los 50 empleados.
Con ese motivo, el 1 de enero de 2005 se constituyeron las mesas electorales en los cen-
tros donde se elegía comité o comité conjunto y el día 7 de febrero lo hicieron las correspon-
dientes al resto de dependencias. Dichas mesas eran las encargadas de resolver cualquier
reclamación, además de vigilar el proceso electoral, velar por su transparencia y proclamar
las candidaturas y el propio censo de votantes, más de 28.000 personas que eligieron a unos
1.400 representantes sindicales.
Podían votar los trabajadores mayores de 16 años con una antigüedad laboral míni-
ma de un mes, que se eleva hasta 6 meses en los requisitos para ser candidato. Hasta el
11 de febrero, estuvo abierto el plazo de voto por correo para aquellos electores que pre-
ferían utilizar esta modalidad.
Para la elección se establecieron dos colegios en cada centro. Uno de "técnicos y
administrativos", y otro de "especialistas y no cualificados", que incluía a los agentes
vendedores del cupón67.
66 Vide Redacción, "Los trabajadores ONCE eligen a sus representante", Asi Somos, 22, (2005), pp. 6-7.
67 Ibídem, pp. 8 y 9, donde se recogen las propuestas electorales:
UTO-UGT: nuestro compromiso. Se resume en las siguientes propuestas: "Lucharemos por un futuro con
las siguientes garantías: Potenciar un modelo de cultura laboral en la ONCE que favorezca un buen clima
laboral. Potenciar y propiciar la conciliación entre la vida familiar y la laboral como modelo de actuación
preferente para este sindicato. Abordar una revisión en profundidad de la funcionalidad de todos los pues-
tos de trabajo. Protocolo de traslados, eficaz y riguroso, para todos los trabajadores. La promoción profe-
sional y las superiores categorías como sistema preferente. Los puestos de trabajo en la ONCE deben con-
tar con las mejores adaptaciones. Participación de la ONCE en el nuevo modelo de juego, de carácter euro-
peo, "Euromillones". Todo puesto de trabajo de vendedor que se cree deberá tener asegurada la rentabili-
dad mínima exigida. Avance tecnológico para todos. Toda la red de ventas comunicada. Participación e
implicación de la red de ventas como elemento clave en el sistema productivo y la competitividad comer-
cial. Garantizar el mantenimiento del poder adquisitivo de los trabajadores y vincular incrementos salaria-
les en función de los crecimientos de ventas en cada ejercicio económico. Avanzar, hasta su equiparación
total con el matrimonio, en los derechos sociolaborales de las parejas de hecho.
Política de prevención de riesgos laborales de calidad"
Las propuestas de Comisiones Obreras se resumen en: "Convertir la Comisión Paritaria de Convenio en una
comisión de seguimiento permanente del desarrollo normativo y evolución comercial, de los recursos humanos
y de la salud laboral. Habilitar un procedimiento objetivo y equitativo de ascenso y traslado. Limitar la tempo-
ralidad de la contratación, estableciendo una indemnización por finalización de contrato temporal y limitando a
24 meses la cobertura temporal de un puesto y a 12 meses el periodo para convertir el contrato en indefinido.
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2.3.4. Celebración de un convenio colectivo de empresa.
Desde el primer convenio firmado el 2 de mayo de 1984 (BOE del 8 de junio), cuya trascen-
dencia para la Organización fue capital, se han firmado y publicado los que paso a enumerar.
El segundo se concertó el 6 de junio de 1985 (BOE del 30 de agosto). El tercero se acor-
dó el 5 de julio de 1987 (BOE del 7 de julio). El cuarto se firmó el 24 de mayo de 1989 (BOE
del 9 de junio). El quinto se concertó el 30 de marzo de 1990 (BOE del 14 de abril). El sexto
convenio se acuerda el 24 de mayo de 1991 (BOE del 19 de junio). El 22 de diciembre de
1994 se firma el séptimo convenio entre la parte empresarial y el sindicato con mayor repre-
sentación en la ONCE, UTO-UGT (BOE del 15 de febrero de 1995). El octavo se firmó el
21 de marzo de 1997 (BOE del 24 de junio). El IX convenio colectivo aparece publicado en
el BOE de 24 de junio de 1998, núm. 150. El X en el BOE de 15 de julio de 1999, núm. 168.
El XI convenio colectivo fue suscrito el 10 de julio de 2001, y aparece publicado en el BOE
de 20 de agosto de 2001, núm. 199.
El XII convenio colectivo de la empresa ONCE y su personal, fue suscrito con fecha 20
de diciembre de 2002, de una parte por los designados por la Dirección de la Empresa en
representación de la misma y de otra por la sección sindical de UGT en representación de
los trabajadores y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90, apartado 2 y 3 del Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de
la Ley del Estatuto de los Trabajadores, y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo,
sobre registro y depósito de convenios colectivos de trabajo, que fue publicado en el BOE
de 4 de abril de 2003, núm. 81.
Por Resolución de 5 de octubre de 2005, de la Dirección General de Trabajo, se dis-
pone la inscripción en el registro y publicación del XIII Convenio Colectivo de la
empresa ONCE y su personal (BOE de 25 de octubre, núm. 255), que será objeto de
estudio a lo largo de este trabajo.
Integrar la formación en el Plan Comercial y de Marketing y en un Plan de Reordenación de Plantillas. Regular
el tiempo de trabajo, reduciendo la jornada del personal vendedor. Posibilitar el fraccionamiento en tres perio-
dos de las vacaciones del personal no vendedor, el disfrute de los asuntos particulares en medias jomadas y que
los permisos retribuidos no deban utilizarse de forma inmediata al hecho causal. Conseguir un incremento sala-
rial anual para todo el personal del IPC previsto más un punto, con cláusula de revisión mixta, que permita la
recuperación de la desviación de IPC por mantenimiento de la productividad y la mejora del poder adquisitivo
por alcanzar una productividad anual superior al ejercicio anterior. Modificar el actual criterio de incrementar
anualmente el mínimo diario de venta y la tabla de comisiones y primas en el IPC y más tres puntos, respecti-
vamente, por otro vinculado al incremento de las ventas del ejercicio anterior. Comprometer la verificación y
evaluación conjuntas (Dirección y Sindicatos) de los procesos, manuales o electrónicos, de confección de nómi-
nas, liquidación, pago de premios y devolución de sobrante. Recuperar el derecho de titularidad del personal
vendedor sobre su punto de venta y la futura asignación de quioscos por concurso"».
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2.3.5. Integración en la Seguridad Social.
A. Real Decreto 2.248/1985, de 20 de noviembre68.
La integración en el régimen de la Segundad Social se produce a través del Real
Decreto núm. 2.248, del 20 de noviembre, de 1985 (BOE de 30 de noviembre, núm.
68 Vide STS de 14 de abril de 1999 (Ar. 2817), FD Segundo:
«[...]. La cuestión suscitada en este segundo motivo del recurso, así como lo alegado por la recurrida ONCE sobre
el mismo al deducir su impugnación, en consonancia con lo alegado por ambas partes en la instancia, se halla rela-
cionada con la Resolución de la Secretaría General de la SS de 7 de noviembre de 1984, en la que se expresa que
el personal de la venta del cupón de la ONCE tenia establecida su cobertura de SS mediante una Caja de Previsión
Social de la ONCE, sustitutoria del Régimen de los antiguos Seguros Sociales luego unificados y dada la exclu-
sión que de los mismos estableció la Orden de 20 de junio de 1959, BOE de 29 de junio de 1959 (que por cierto
y a tal fecha excluyó a los ciegos vendedores del cupón de la aplicación del Régimen de los Seguros Sociales
Obligatorios y Mutualismo Laboral al entender que su actividad no era laboral); cuya Resolución de 7 de noviem-
bre de 1984 también hace presente la situación de los vendedores del cupón de la ONCE ingresados desde 9 de
junio de 1984, lo que dice carecían de protección al no estar incluidos en el ámbito de cobertura de la expresada
Caja ni haber sido afiliados y dados de alta en el oportuno régimen de los que integran el Sistema de la SS; cuyos
nuevos vendedores eran, sin duda, una mínima parte respecto al conjunto protegido e integrada en la expresada
Caja de Previsión; ante ello, con relación a los vendedores del cupón de la ONCE contratados desde 9 de junio
de 1984, la Resolución de la Secretaría General para la SS de 7 de noviembre de 1984 al hilo de lo establecido en
el art. 42.2 del primer convenio colectivo de trabajo de la ONCE con su personal, homologado por Resolución de
16 de mayo de 1984 estableció en su número primero que los agentes de la ONCE vendedores del cupón contra-
tados a partir del día 9 de junio de 1984 deben quedar incluidos en el campo de aplicación del Régimen Especial
de la SS de Representantes de Comercio, sigue diciendo la expresada Resolución, "conforme a lo que declara el
primer convenio colectivo de la ONCE y Personal, en su artículo 42.2", todo ello con carácter provisional (apar-
tado cuarto) y sin perjuicio de que en su día pueda establecerse un sistema especial de afiliación, altas, bajas y
forma de recaudación y cotización, a cuyo efecto la Tesorería General de la SS establecerá las oportunas gestio-
nes con la ONCE. [...].
[...] debiéndose; destacar lo establecido en su transitoria segunda en la que se señala que los efectos de lo pactado
en el anterior convenio de 1984 sobre previsión social (referido a la cuantía del subsidio de ILT de los vendedo-
res del cupón y a la percepción de asignaciones periódicas de protección familiar por matrimonio e hijo con cargo
a la Caja de Previsión: arts. 52 y 53 del convenio y transitoria 2a, pero sin hacer referencia alguna al Régimen apli-
cable de SS) se mantendrá transitoriamente en vigor hasta que, una vez alcanzado el correspondiente acuerdo con
la Administración para la integración de este colectivo en la Seguridad Social en el régimen que legalmente le
corresponda, se negocie y se logre un acuerdo efectivo con los representantes legales de los trabajadores [...]
para conseguir un sistema de financiación compartida que permita que la ONCE asuma los costes de la cuota
patronal derivados de dicha integración, así como el abono en su caso de las cuotas retroactivas que posibiliten
el reconocimiento como periodos cotizados del tiempo de prestación efectiva de servicios en la Seguridad Social
(ciertamente, aunque en los convenios colectivos puedan establecerse normas de Seguridad Social, es evidente
que ello no pasa de la Seguridad Social complementaria y que desde luego no puede afectar a las bases del Sistema
que son de derecho necesario) que los vendedores ingresados con anterioridad a 9 de junio de 1984 que actual-
mente se hallen acogidos al Régimen de Previsión de la Caja de Previsión Social de la ONCE conforme a la Orden
del Ministerio de Trabajo de 20 de junio de 1959, continuarán transitoriamente en dicha situación hasta que se
cumpla lo previsto y antes reseñado; y que los vendedores contratados desde el 9 de junio de 1984, encuadrados
transitoriamente en el Sistema de la SS de conformidad con la Resolución de la Secretaría General de la SS de 7
de noviembre de 1984, continuarían en dicha situación hasta que se alcance la solución definitiva antes señala -
da».
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287). De manera que el personal activo y pasivo de los colectivos comprendidos en el
n° 7 de la Disposición Transitoria Sexta de la ley General de la Seguridad Social, se
integraba en el correspondiente Régimen de la Seguridad Social.
El personal activo de los colectivos que se integraban, cotizaría a la Seguridad Social, a
partir de la fecha de efectos de la correspondiente integración, por todas las contingencias en
la forma o condiciones establecidas para el correspondiente Régimen de la Seguridad Social.
La Entidad gestora competente, en la cuantía, términos y condiciones que resultasen
de aplicar las normas de la Seguridad Social vigentes en el momento del correspondien-
te hecho causante, asumía las prestaciones económicas de carácter periódico que, com-
prendidas en la acción protectora de la Seguridad Social, vinieran percibiendo quienes
se encontrasen incluidos en los colectivos que se integraban. A tales efectos, se compu-
tarían como cotizados los períodos de prestación de servicios o asimilados por los que
hubiera sido exigible la cotización obligatoria a la Seguridad Social.
A las prestaciones asumidas, conforme a lo expuesto, les serían de aplicación las
revalorizaciones que correspondiesen en función del hecho causante.
No obstante lo establecido en el párrafo anterior, cuando las prestaciones reconoci-
das por las Entidades afectadas por el Real Decreto 2248/1985, de 20 de noviembre, se
hubieran causado con anterioridad a enero de 1967, se entenderán a todos los efectos,
que el hecho causante de las mismas se ha producido el 1 de enero de 1967, sin que ello
suponga una modificación de la edad del causante ni de los períodos de cotización reco-
nocidos en su favor en el momento en el que aquélla se produjo.
También fueron asumidas las pensiones de jubilación que se hubieran causado con
una edad inferior a la misma posible en la Seguridad Social, en cuyo caso su cuantía se
determinaba de acuerdo con las reglas vigentes en el Régimen General de la Seguridad
Social del Estado para la jubilación anticipada con coeficientes reductores, tomando a
tal efecto la edad de 60 años o la que tuviera el interesado en el momento del cese por
jubilación, de ser superior a aquella.
Las pensiones reconocidas por las Entidades o Instituciones, en favor de quienes
fuesen, a su vez, beneficiarios de una pensión de igual naturaleza a la Seguridad Social,
eran asumidas por ésta, sólo en aquellas cuantías en las que, sumadas a la pensión de la
Seguridad Social, no superasen la pensión máxima de igual naturaleza que podía ser
reconocida por el correspondiente Régimen de la Seguridad Social a quienes, en el
momento de la integración, se encontraran cotizando por el mismo grupo de cotización
que correspondía al beneficiario en la fecha del hecho causante.
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A los efectos de lo establecido en el párrafo anterior, en el supuesto de que fueran
diferentes los niveles de cotización que correspondían a las actividades que originaron
el reconocimiento de cada una de las pensiones, se tomó el más alto de aquéllos.
No se aplicaron los mínimos a las pensiones asumidas en virtud del Real Decreto
2248/1985, de 20 de noviembre, cuando coincidían con otras del sistema de la
Seguridad Social del Estado u otras Administraciones Públicas, con las que aquéllas
fuesen comparables, a no ser que la suma de ellas no alcanzase el mínimo de la corres-
pondiente pensión, fijado en el Régimen General de la Seguridad Social.
A efectos de la aplicación de las revalorizaciones correspondientes, se consideraban
siempre pensiones únicas todas las que se integrasen.
Los períodos por los que hubiese sido exigible la cotización a la Seguridad Social
respecto de quienes se encontrasen comprendidos en el Real Decreto 2248/1985, de 20
de noviembre, se considerara van, a efectos del reconocimiento del derecho de presta-
ciones futuras, como cotizadas al Régimen de la Seguridad Social en el que se integra-
ban.
Las Instituciones a las que perteneciesen los colectivos a que afectaba la integración,
venían obligadas a realizar, a favor de la Seguridad Social, la compensación económi-
ca que correspondiese a las cargas y obligaciones que eran asumidas por aquéllas.
En el supuesto de que los recursos disponibles para atender al pago de las obligacio-
nes en que dichas Instituciones sustituyeran a la Seguridad Social, no fuesen suficien-
tes para cubrir los costes de la integración, la diferencia sería aportada por las
Empresas, Sociedades o Entidades que, conforme a los Estatutos de aquellas
Instituciones, Convenios o Acuerdos aplicables vinieran obligadas a cubrir, financiera-
mente, el pago de las prestaciones que tales Instituciones otorgaban.
La compensación económica que correspondía por las pensiones que se asumían, se
determinaba por el capital-coste que garantizase la cobertura del pago justo de aquéllas.
La compensación económica por las obligaciones asumidas de los colectivos de
pensionistas se determinaban en función de las características globales de cada colecti-
vo y aplicando los cálculos actuariales que permitiesen la cobertura de los períodos que
se consideraban como cotizados a los efectos de integración.
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, conforme a los criterios anteriores,
determinó la aportación concreta que en cada caso correspondía, el sistema y la caden-
cia del ingreso de la misma.
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B. Orden Ministerial de 25 de marzo de 1991.
La disposición citada en el epígrafe anterior debe completarse con la Orden
Ministerial de 25 de marzo de 1991, sobre la integración del personal de la caja de pre-
visión social de la ONCE al régimen general de la Seguridad Social (BOE de 29 de
marzo de 1991, núm. 76), por la que se dispone69:
«[...] la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros del 15 de marzo de 1991,
por el que se procede a integrar en el Régimen General de la Seguridad Social al perso-
nal que viniere percibiendo la acción protectora en sustitución de la establecida en el sis-
tema de la Seguridad Social a través de la Caja de Previsión Social de la Organización
Nacional de Ciegos, y se desarrollan determinados aspectos del mismo.
El Acuerdo del Consejo de Ministros del 15 de marzo de 1991 ha decidido, con efec-
tos del 1 de abril de 1991, y de conformidad con lo establecido en el Real Decreto
2.248/1985, del 20 de noviembre, la integración en el Régimen General de la Seguridad
Social de los colectivos de activos y pasivos que venían percibiendo, a través de la Caja
de Previsión Social de la Organización Nacional de Ciegos, prestaciones en sustitución
de las que otorga el Sistema de la Seguridad Social.
A fín de dar cumplimiento a lo establecido en el Real Decreto citado, procede la determi-
nación de los efectos que dicha integración ha de producir para los activos, así como el proce-
dimiento para el reconocimiento de las prestaciones a asumir por el Régimen General de la
Seguridad Social respecto a los pensionistas de la Caja de referencia.
Consecuentemente con lo expuesto, y de conformidad con el Acuerdo del Consejo de
Ministros del 15 de marzo de 1991, en relación con lo preceptuado en el Real Decreto
2.248/1985, de 20 de noviembre, he dispuesto:
69 Vide STS de 28 de octubre de 1999 (Ar. 8417), FD Segundo.3: «[...]. b) A la misma conclusión se llega
si se toman en consideración las normas reguladoras de la integración en el Sistema de la Seguridad Social
de la Caja de Previsión Social de la ONCE que hasta 1991 había figurado fuera de dicho sistema, a pesar
de que ya la disposición transitoria 5a. 11 de la Ley de 21 de abril de 1966, en previsión posteriormente rei-
terada en la transitoria sexta, punto 7 del Texto Refundido por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, habían
previsto y abogado por dicha integración. Según la normativa reguladora de tal operación de inclusión de
dicho colectivo dentro del Sistema, en el mismo se integrarían todo el personal activo y pasivo del mismo
a la fecha de la integración, lo que se produjo con efectos del 1 de abril de 1991. A tal efecto, la disposi-
ción cuarta.l del artículo único del RD 2248/1985, de 20 de noviembre, que fue el que hizo aquella previ-
sión con carácter general, estableció que "las instituciones a que pertenecen los colectivos a que haya de
afectar la integración vendrán obligadas a realizar a favor de la Seguridad Social la compensación econó-
mica que corresponda a las cargas y obligaciones que sean asumidas por aquella", y el Acuerdo del Consejo
de Ministros de 15 de marzo de 1991, publicado por la Orden de 25 de marzo de 1991, en el que se hizo
efectiva aquella previsión en relación con el personal de la ONCE, concretó en su punto de acuerdo prime-
ro que la integración del pasivo alcanzaba "a todo el personal que, perteneciendo o habiendo pertenecido
a la Caja de Previsión Social de la ONCE, viene percibiendo a través de aquella alguna modalidad de
acción protectora en sustitución de la establecida en el Sistema de la Seguridad Social". De conformidad
con tales disposiciones, las cargas de las que debía de responder la ONCE eran las correspondientes al per-
sonal activo y pasivo que se transfería, con la finalidad de que el INSS sucediera a la Caja que se integra-
ba en él con todos los activos y con todo el pasivo que en aquel momento tenía dicha institución, dado que
pasaba a ocupar su misma situación jurídica; sin que estuviera previsto en tales disposiciones el traspaso
de otros activos o pasivos distintos de los existentes en el momento de la integración. [...]».
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Primero. Publicar el Acuerdo del Consejo de Ministros adoptado el 15 de marzo de
1991, que figura como anexo a la presente Orden.
Segundo. 1. El personal activo que esté integrado en la Caja de Previsión Social de
la Organización Nacional de Ciegos al que le es de aplicación el Real Decreto
2.248/1985, de 20 de noviembre, cotizará al Régimen General de la Seguridad Social a
partir del 1 de abril de 1991 por todas las contingencias.
2. El Instituto Nacional de la Seguridad Social reconocerá, en favor de los pensionis-
tas beneficiarios a los que afecta la integración, la cuantía de la pensión que es objeto de
la integración en el Régimen General de la Seguridad Social.
Tercero. Por resolución de la Dirección General de Planificación y Ordenación
Económica de la Seguridad Social se determinarán los importes de las aportaciones eco-
nómicais compensatorias de las cargas y obligaciones que la Seguridad Social asume, así
como el número de aplazamientos en el que se fraccionen los mismos y que deberán
ingresarse en la Tesorería general de la Seguridad Social por la Caja de Previsión Social
de la Organización Nacional de Ciegos o Entidad que asuma dicha obligación.
La fijación y notificación de tales aportaciones se hará en el plazo de 30 días a partir
de la publicación en el Boletín Oficial del Estado del Acuerdo del Consejo de Ministros
del 15 de marzo de 1991.
Cuarto. 1. Las cantidades aplazadas correspondientes a las obligaciones asumidas
por pasivos, así como por activos, deberán ser abonadas en anualidades iguales a través
de la Caja de Previsión Social de la Organización Nacional de Ciegos o, en su caso, por
la Institución que venga obligada a realizar dichos ingresos, conforme a lo dispuesto en
el Apartado 1 de la condición cuarta del Real Decreto 2.248/1985, de 20 de noviembre.
2. A las cantidades aplazadas se aplicará el tipo de interés practicado en las integra-
ciones realizadas al amparo del Real Decreto 2.248/1985, de 20 de noviembre. Los inte-
reses devengados constituirán parte de la deuda, y su ingreso se realizará, asimismo, con-
juntamente en cada uno de los plazos.
3. El incumplimiento de pago en la fecha señalada dará lugar a los recargos que en
cada momento se hallen en vigor para las deudas con la Seguridad Social, cuyo objeto
esté constituido por recursos distintos a cuotas.
ANEXO. Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se procede a integrar en el Régimen
General de la Seguridad Social al personal que viniere percibiendo la acción protectora en sus-
titución de la establecida en el Sistema de la Seguridad Social a través de la Caja de Previsión
Social de la Organización Nacional de Ciegos.
La Ley de Seguridad Social de 21 de abril de 1966, establecía la inclusión obligato-
ria en el Régimen General de la Seguridad Social de todos los trabajadores por cuenta
ajena de las distintas ramas de la actividad económica.
No obstante, la propia Ley, en su Disposición Transitoria 5°11, exceptuaba, con carácter
transitorio, la inclusión inmediata de determinados colectivos que gozaban, en aquel momen-
to, de un régimen específico de protección social; excepción que, por el carácter transitorio
de la misma, no estaba llamada a perdurar en el tiempo y a la que el Gobierno debería poner
fin, procediendo a la integración en el correspondiente Régimen General de la Seguridad
Social de los colectivos a los que les afectaba dicha excepción, a la vez que debería estable-
cer las condiciones económicas que compensaran, en cada caso, las integraciones acordadas.
Ante el exceso de tiempo transcurrido desde la entrada en vigor de la citada Ley de
Seguridad Social sin que se hubiera puesto fin a la referida excepción, que por su carácter de
transitoriedad debería haber desaparecido en un tiempo prudencial, y que ni siquiera se hubie-
ran dictado las disposiciones normativas adecuadas para establecer las condiciones en que
tales integraciones deberían producirse, el Gobierno, en cumplimiento de lo establecido en la
Disposición Transitoria 6°.7 de la actual Ley General de la Seguridad Social, que recoge el
contenido íntegro de la citada disposición 5a. 11 de la ley de 21 de abril de 1986, procedió,
mediante el Real Decreto 2.248/1985, de 20 de noviembre, a establecer las condiciones en
que las integraciones de referencia deberían producirse.
El colectivo de activos y pasivos de la Organización Nacional de Ciegos se encuentra
comprendido dentro del ámbito de aplicación del Régimen General de la Seguridad Social,
no obstante lo cual, una parte de aquél permanece al margen de la acción protectora del
mismo, por lo que, siendo de aplicación a dicho colectivo el Real Decreto 2.248/1985, de 20
de noviembre, procede la integración del mismo en el Régimen General de la Seguridad
Social.
La integración del colectivo en el Régimen General de la Seguridad Social surtirá sus efec-
tos respecto de las prestaciones que comprende la acción protectora de dicho Régimen, no
afectando, en consecuencia, a las que tengan naturaleza complementaria.
Finalmente, el Acuerdo prevé el establecimiento de incentivos para la creación de
empleo estable y para la transformación en indefinidos de los empleos temporales de per-
sonas con minusvalías existentes en la ONCE, con la finalidad de apoyar la continuidad
en el esfuerzo que viene realizando la Organización por contribuir al aumento del empleo
para aquel colectivo y a dar efectividad a los artículos 40 y 49 de la Constitución. [...]»70.
2.3.6. Acuerdos de colaboración con las Administraciones públicas71.
La actividad de cooperación con las Administraciones públicas ha sido y es muy
variada y diversa, abarcando múltiples materias: formación y empleo, educación,
accesibilidad, nuevas tecnologías, cultura y deporte, etc. Esta colaboración se suele
articular mediante acuerdos marco o convenios de colaboración con las
Administraciones en sus distintos niveles: local, autonómica y estatal. A lo largo de
los años, se han firmado decenas y decenas de convenios con ayuntamientos, dipu-
70 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 338-342; 675-679.
71 Vide: Martín BASSOLS COMA, "Consideraciones sobre los convenios de colaboración de la
Administración con los particulares para el fomento de actividades económicas privadas de interés públi-
co", RAP, 82, (1977), pp. 92-93; Ángel MENÉNDEZ REXACH, "La cooperación, ¿un concepto jurídi-
co?", Documentación administrativa, 240, (1994), p. 12; Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Voz
"Convenio", en Enciclopedia Jurídica Básica, Tomo I, Cívitas, Madrid, 1995, p. 1683; José María
RODRÍGUEZ de SANTIAGO, Los convenios entre Administraciones públicas, Marcial Pons, Madrid,
1997, p. 137: convenios en los que es parte una persona jurídico-privada; Francisco GARCÍAGÓMEZ de
MERCADO, "Los convenios administrativos y otras relaciones excluidas de la legislación de contratos de
la Administración", Actualidad administrativa, 2000-3, p. 1225: diferencias entre contratos y convenios;
José Luís AVILA ORIVE, Los convenios de colaboración excluidos de la ley de contratos de las
Administraciones públicas, Cívitas, Madrid, 2002, pp. 200-213, donde estudia los convenios de colabora-
ción sobre intereses particulares, pero que resultan de interés público.
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taciones, cabildos, consejos insulares, comunidades autónomas y departamentos ministeriales.
2.4.
Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, de reordenación de la ONCE.
El Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por el que se reordena la ONCE (BOE
de 21 de marzo, núm. 69), viene a ser la ley, en sentido material no formal, de su cons-
titución o reconocimiento, otorgando un régimen más abierto y flexible que se conso-
lida en el RD 1200/1999, de 9 de julio, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
por el que se modifica el RD 358/1991 y en el RD 1359/2005, de 1 de noviembre, por
el que se modifica el RD 358/1991, de 15 de marzo, por el que se reordena la
Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre, núm. 287). Es el
vigente en la actualidad, y su contenido será expuesto a lo largo de toda la investiga-
ción.
2.5.
Análisis comparativo.
Si efectúo un análisis comparativo entre los distintos Reales Decretos que han determina-
do la naturaleza jurídica de la ONCE, debo efectuar las siguientes manifestaciones72.
72 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNANDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
pp. 85-87. Las razones que justifican la transformación de la ONCE en la década de los 80, se pueden sin -
tetizar del siguiente modo:
«1.1. La liberalización del juego, que se produce en España a partir de 1977, hace que sea un sector que
nace con un enorme empuje, con gran agresividad, y en el que se incrementan de forma espectacular, los
recursos de sus empresas. El juego privado lanza al sector.
1.2. Se toman importantes decisiones en la modificación de la estructura del cupón, tendentes a buscar
competitividad en un mercado cada vez más agresivo. [...].
■1.3. Se produce, a partir de 1982, la incorporación a los órganos directivos de una generación de ciegos,
técnicamente bien preparados y decididos a reformar la institución en profundidad. Además, esta incorpo-
ración se efectúa mediante un sistema democrático lo que les permite disponer de un cierto consenso den-
tro del colectivo.
1.4. La grave situación económica a la que desemboca la ONCE en 1983, fuerza a sus directivos y a todo
el colectivo a asumir una reforma global de toda la Corporación. [...].
1.5. Coincide también en estos años 80, el descenso de las loterías y juegos públicos, en particular, de la
quiniela. [...].
1.6. Los excedentes que se producían por los incrementos del cupón fueron inteligentemente invertidos en
un audaz proceso de diversifícación empresarial. [...].
1.7. A partir del Decreto 2385/1981, y sus Estatutos de desarrollo, la ONCE goza de un diseño participati-
vo. Posteriormente el Decreto 358/1991 ha venido a establecer más definitivamente la autonomía de la ins-
titución y el reconocimiento de sus órganos de gobierno.
Todas estas circunstancias son razones que explican cómo ha sido posible que una institución que en 1983
se encontraba en quiebra técnica y cómo en 1992 esta misma Organización disponga de una facturación de
más de trescientos mil millones de pesetas»
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Respecto al Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo: 1) En cuanto a la naturaleza
jurídica no se produce avance alguno. 2) En cuanto a los fines contemplados se hace un
enunciado muy general que contrasta grandemente con el detalle y pormenorización de
contenidos en las normas fundacionales. 3) El artículo 3o recoge un largo y extenso lis-
tado acerca de los medios y recursos económicos de la ONCE para su financiación.
Entre ellos destaca el reconocimiento de la concesión estatal en exclusiva de la venta
del cupón a la ONCE, así como una cláusula abierta de obtención de cualquier otro
recurso legalmente reconocido. 4) Las equivalencias o correspondencias entre el nuevo
organigrama y el anterior, podrán formularse de la manera siguiente: a) Las competen-
cias del antiguo Consejo Superior de Ciegos, órgano máximo de gobierno y gestión de
la Entidad, se distribuyen entre el Consejo de Protectorado y el Consejo General, atri-
buyéndole a aquél no sólo competencias de control, sino realmente también de gobier-
no, constituyendo una clara atribución de competencias exorbitantes que denota, ade-
más de problemas de técnica jurídica, una clara desconfianza hacia la capacidad de los
ciegos y una clara voluntad de no permitirles su régimen de autogobierno pleno; b) Las
competencias del jefe nacional o jefatura nacional son asumidas por la nueva figura del
Delegado General; c) Las antiguas Delegaciones Provinciales y Locales son sustituidas
por los Delegados Territoriales. 5) Se diseña claramente un modelo mixto altamente
complejo y de gran incoherencia73.
Respecto al Real Decreto 2385/1985, de 27 de diciembre: 1) Se pronuncia claramen-
te sobre la naturaleza jurídica de la ONCE a la que define como una Corporación de
Derecho Público, de carácter social, superando aquella otra indefinición del Real
Decreto 1041/81, que la denominaba únicamente Entidad de Derecho Público, clarifi-
cando definitivamente el carácter asociativo de esta Organización como sustrato bási-
co del ente corporativo. 2) Modifica algunas de las competencias del Consejo de
Protectorado; entre otras señaladamente circunscribe la resolución de los recursos y
reclamaciones contra actos de la ONCE, poniendo fin a la vía administrativa tan sólo
en materia de afiliación o de sorteos de cuantía superior al millón de pesetas y elimina
en favor de este órgano el control o la intervención económica previa, al haber transfe-
rido el control financiero ordinario al Consejo General. Al igual que en este último
caso, correlativamente todas las competencias transferidas al Consejo General le son
detraídas o suprimidas al Consejo de Protectorado. Conviene quizá subrayar como el
73 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles: Análisis de un modelo organizativo singular,
La Ley, Madrid, 1990, pp. 11-12.
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dato más llamativo, el mecanismo que establece el control de todo lo relativo a la venta
del cupón pro-ciegos, tanto en los términos, cuantía de su emisión, modalidad de su for-
mato y precio como cualquier otra cuestión en esta materia. Esta cláusula fue apoyada
por la disposición 20 de la Ley de Presupuestos para 1986 que requirió además la auto-
rización previa del Consejo de Ministros para cualquiera de estas modificaciones74.
Respecto al Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, debo manifestar que supuso
una nueva composición de Consejo de Protectorado, que otorgaba un mayor protago-
nismo numérico a la ONCE, se dota a la Organización de una mayor autonomía de
acción con especial incidencia en el aspecto presupuestario y de inversiones, se posibi-
lita un acuerdo sobre la cantidad a pagar a la Seguridad Social y se otorga carta de natu-
raleza al holding empresarial. Sin duda supuso alcanzar la mayoría de edad desde el
punto de vista cualitativo y cuantitativo. Su posterior modificación por el Real Decreto
1200/1999, de 9 de julio, ha supuesto una mejor adaptación a las nuevas condiciones
inherentes a la evolución de la corporación de derecho público, de carácter social y al
nuevo marco que supuso el Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de marzo de 1999
sobre "Cooperación, solidaridad y competitividad para la estabilidad de futuro de la
ONCE".
El Acuerdo del Consejo de Ministros, de 27 de febrero de 2004, aprobó el Acuerdo
General entre el Gobierno de la Nación y la Organización Nacional de Ciegos
Españoles (ONCE) en materia de cooperación, solidaridad y competitividad para la
estabilidad de futuro de la ONCE para el periodo 2004-2011, y acordó que el Gobierno
adoptara las actuaciones y medidas normativas que, en su caso, fueran necesarias para
el cumplimiento de los compromisos contenidos en el acuerdo general. Este acuerdo
persigue la mejora de los mecanismos de cooperación de la ONCE con el Gobierno
para el cumplimiento de los objetivos y fines sociales de la organización, así como la
realización de las actuaciones necesarias para asegurar a la ONCE su continuidad y
estabilidad institucional y financiera, ampliando sus instrumentos operativos en mate-
ria de juego, de acuerdo con los principios generales de cooperación institucional, soli-
daridad social y competitividad empresarial. Para el cumplimiento de estos objetivos,
el propio acuerdo general dispone que el Gobierno aprobará una modificación parcial
del Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999,
de 9 de julio, con la finalidad de aplicar normativamente aquellos aspectos del acuerdo
general que lo precisen. Por todo ello se aprueba el Real Decreto 1359/2005, de 18 de
74 Ibídem, pp. 15-17.
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noviembre, habiendo oído el Gobierno a la ONCE y habiendo informado favorable-
mente el consejo de Protectorado de la misma.
Las modificaciones más importantes que dicho Real Decreto incorporan se resumen
del siguiente modo: utilización de la expresión "personas ciegas y con deficiencia
visual" en sustitución de la expresión "deficientes visuales" y se introduce el término
"personas con discapacidad"; Se incluyen nuevos factores de mayor flexibilidad para
organizar la estructura orgánica y funcional de la ONCE en su conjunto y del propio
Consejo General; El reconocimiento formal de la existencia de ingresos adicionales que
sean reconocidos por el ordenamiento jurídico aplicable, y en especial la configuración
de las asignaciones financieras públicas reconocidas a la ONCE, cuando ésta, y en el
conjunto de todos los juegos que tenga autorizados, no alcance los objetivos de ventas
anuales aprobados por el Gobierno, con cargo a la lotería "Euromillones", es decir, par-
ticipar en los beneficios líquidos de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas
del Estado; Se incluye una nueva modalidad de lotería de ámbito nacional, denomina-
da lotería instantánea o presorteada, que podrá ser explotada por la ONCE; Se formali-
za la existencia, composición y funcionamiento de la comisión mixta entre el Gobierno
y la ONCE para el seguimiento del Acuerdo General.
Sin duda en este contexto, tal y como he mencionado en el párrafo anterior, resulta
especialmente relevante la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, por la que se incorporan al
ordenamiento jurídico español diversas directivas comunitarias en materia de fiscalidad de
productos energéticos y electricidad y del régimen fiscal común aplicable a las sociedades
matrices y filiales de estados miembros diferentes, y se regula el régimen fiscal de las apor-
taciones transfronterizas a fondos de pensiones en el ámbito de la Unión Europea (BOE de
19 de noviembre, núm. 277), disposición final quinta, por la que se incorpora una nueva
Disposición Adicional Decimoctava a la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General
Presupuestaria, con la siguiente redacción: Disposición Adicional Decimoctava.
Participación de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) en los beneficios
líquidos de la Entidad Pública Empresarial Loterías y Apuestas del Estado:
«En el caso de que la ONCE no haya alcanzado, en el ejercicio inmediato anterior al
considerado, para el conjunto de los juegos comercializados que al efecto se autoricen,
los objetivos de venta aprobados por el Gobierno, la Entidad Pública Empresarial
Loterías y Apuestas del Estado realizará, durante los ejercicios 2005 a 2012, una asigna-
ción financiera que anualmente fijará el Gobierno de acuerdo con las normas contenidas
en los siguientes apartados:
Previa solicitud de la ONCE, la asignación financiera se someterá a la aprobación del
Consejo de Ministros a propuesta conjunta de los Ministerios de Economía y Hacienda
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y de Trabajo y Asuntos Sociales, previo informe de la Intervención General de la
Administración del Estado y oído el Consejo de Protectorado de la ONCE.
El importe de la asignación financiera de cada año será el necesario para cubrir, por una
parte, el posible resultado negativo de explotación en el ejercicio precedente que figure en las
cuentas anuales individuales de la ONCE, definido conforme a los criterios contenidos en el
Plan General de Contabilidad, y por otra, el 3% de la cantidad anterior, que se destinará a la
Fundación ONCE, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5.
Igualmente, en cada uno de los ejercicios 2005 a 2009, la asignación financiera anual
que, en su caso, resulte de lo indicado anteriormente se incrementará en un importe de
hasta diez millones de euros destinado específicamente a la amortización de los présta-
mos recibidos por la entidad hasta el día 27 de febrero de 2004, en tanto dichos présta-
mos subsistan. Esta asignación adicional, cuando en el ejercicio precedente el resultado
neto mencionado en el párrafo anterior fuere positivo, se minorará en el importe de dicho
resultado neto.
El abono de esta asignación financiera se efectuará en un único pago antes del 31 de
julio del año en que se acuerde. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Economía y
Hacienda, a solicitud de la ONCE, podrá acordar la realización de anticipos parciales,
calculados sobre datos de carácter provisional, bien mediante pagos a cuenta bien
mediante la compensación de Impuestos, dentro de la normativa vigente.
La asignación financiera será satisfecha con cargo a los resultados imputables a la
gestión de la Lotería denominada "Euromillones". Esta imputación de resultados no afec-
tará a las facultades de gestión de la Lotería mencionada, que será realizada en el ámbi-
to de su competencia territorial de forma exclusiva por la Entidad Pública Empresarial
Loterías y Apuestas del Estado.
Con el objeto de que la Entidad Pública Empresarial Loterías y Apuestas del Estado
pueda elaborar las previsiones financieras en el marco de elaboración de los Presupuestos
Generales del Estado, la Dirección de la ONCE comunicará al Ministerio de Economía
y Hacienda, antes del mes de junio de cada año, un avance motivado de las previsiones
de cierre del ejercicio en curso en lo que afecta a las magnitudes determinantes de la asig-
nación financiera.
La Intervención General de la Administración del Estado auditará las magnitudes que
expliquen, en su caso, el resultado negativo de explotación, elemento determinante de la
cuantía de la asignación financiera por incumplimiento del objetivo de ventas en los tér-
minos previstos en la presente normativa.
Este control financiero se desarrollará de conformidad con lo dispuesto en la Ley
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
Los resultados de dicho control se concretarán en un informe que incorporará las ale-
gaciones de la ONCE así como las observaciones a las mismas, de acuerdo con el prin-
cipio de procedimiento contradictorio.
Dicho informe, que deberá estar disponible en los tres meses siguientes a la recepción
de las cuentas aprobadas de la ONCE, incluirá un Dictamen sobre la razonabilidad en la
aplicación de los principios de buena gestión y su incidencia en la cuantificación del
resultado de explotación.
El informe elaborado por la Intervención General de la Administración del Estado se
remitirá a los Ministros de Economía y Hacienda y de Trabajo y Asuntos Sociales, que
lo elevarán al Consejo de Ministros, y a la ONCE.
A la vista de este informe y de las alegaciones realizadas al mismo, el Consejo de
Ministros podrá acordar, en su caso, la corrección de la asignación financiera calculada
conforme a las previsiones de los anteriores apartados.
6) Se autoriza al Gobierno a adaptar los distintos plazos del procedimiento estableci-
do en esta norma con el objeto de efectuar, una vez verificado el cumplimiento de las
condiciones y requerimientos establecidos, el pago de la asignación financiera correspon-
diente al año 2005, referida al resultado de explotación negativo del ejercicio 2004 a las
cuotas de amortización de los préstamos recibidos por la ONCE a que se refiere el apar-
tado 2».
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75 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 663-667, donde da cuenta
de la explicación de la Ministra de Asuntos Sociales en el Congreso de los Diputados sobre el contenido de esta
disposición: «Hemos establecido una nueva composición del Consejo de Protectorado, órgano que vehiculiza la
labor de tutela de la Administración sobre la ONCE. Hasta ahora la composición era de once miembros, nombra-
dos por el Gobierno, y cuatro representantes de la Organización. En el futuro el Consejo de Protectorado estará
constituido por doce personas: cinco representantes de la ONCE y siete pertenecientes a la Administración; si bien
entre estas últimas se cuentan el Presidente del Consejo, que es la titular de Asuntos Sociales, y el Secretario del
mismo, que actuará con voz, pero sin voto, en las deliberaciones. [...].
En cuanto a la autonomía de acción reconocida a la ONCE, se plasma en aspectos tan sustantivos como la
aprobación de sus propios presupuestos o la eliminación de la autorización previa que en materia de inver-
siones de la Organización se exigía por parte del Gobierno. Lo que hemos articulado -manifestaba Matilde
Fernández-, son unos mecanismos de control más eficaces y modernos. Estos se concretan en la elabora-
ción de un plan de inversiones bianual, que la ONCE presentará al Gobierno para su conocimiento; y de
una auditoria anual realizada por una empresa externa. En definitiva, se consagra un sistema de control a
posteriori que es fundamental en el reconocimiento de la capacidad de gestión de la Organización Nacional
de Ciegos Españoles, de su solvencia y responsabilidad.
En el orden social, para el colectivo de la ONCE este protocolo aborda una cuestión trascendente: la inte-
gración en el sistema de la Seguridad Social del Estado de sus pensionistas y trabajadores hasta ahora adscri-
tos a la Caja de Previsión Social del colectivo tiflológico. [...].
La línea liberalizadora de la tutela administrativa se extiende también a la emisión del cupón de la ONCE
y sus sorteos. [...]. Al mismo tiempo, se da vía libre al nuevo cupón de los viernes, anunciado y retirado
por falta de acuerdo administrativo en su día, [...].
Aunque es importante hoy día en la ONCE la cartera de participaciones industriales, financieras y en los
medios de comunicación, la mayor parte de los ingresos que obtiene la entidad siguen siendo el beneficio
de los sorteos de su propio cupón. En 1989, por ejemplo, el 96 por ciento de los ingresos de la ONCE aún
procedían del cupón [...].
Otro asunto pendiente que encuentra vía de solución a través del nuevo protocolo es el de la constitución de
un holding que agrupe y estructure las diferentes empresas participadas por la Organización Nacional de
Ciegos Españoles, bajo la denominación de "Grupo de Empresas ONCE". Esta autorización administrativa
parte del reconocimiento del hecho ya mencionado de que la ONCE se ha constituido en un importante grupo
económico y financiero. La ONCE asume que en sus inversiones promocionará, claramente, el empleo de per-
sonas minusválidas. En cuanto a la fiscalidad que sobre el "Grupo de Empresas ONCE" ejercerá Hacienda,
será completamente normal, como la tenida con cualquier otro agente económico similar; si bien se mantiene,
por supuesto, la exención en materia de tasas de juego para el sorteo del cupón. Es preciso aclarar que, fuera
del cupón, la ONCE paga sus impuestos como cualquier otra empresa, sin tratamiento alguno privilegiado.
El Organismo de los invidentes tiene que convencer a la sociedad española de que una Organización sin ánimo
de lucro no tiene por qué congelar sus recursos o arrinconarlos en una cuenta bancaria. Para ello la Entidad
podría argumentar con razón, que una Organización del tercer sector puede movilizar sus recursos, buscando
la máxima rentabilidad y seguir siendo una organización sin ánimo de lucro. Pero no sólo puede, sino que debe,
porque una organización de este tipo tiene una responsabilidad social que cumplir; y mal cumpliría con ella, si
guardara su dinero en una caja fuerte. Sin embargo, convencer a la sociedad española de que una Corporación
que provee ciertos servicios públicos y semipúblicos no tiene por qué ser una Organización pobre y pusiláni-
me, no es fácil. La razón es que en este país los colectivos del tercer sector son pocos y pobres; [...]. Si algu-
na de ellas se atreve a incorporar una estrategia de recursos más agresiva, corre el riesgo de ser acusada de
abandonar su función benéfica y asistencial y de buscar el lucro o el enriquecimiento; bajo la idea de que una
Organización no tiene la función de aliviar los desajustes sociales que produce el mercado, no puede o no debe
dejarse contaminar por las mismas fuerzas del mercado. Este tipo de críticas ya las sufrió la Cruz Roja, cuan-
do tomó participaciones de una Sociedad que aspiraba a obtener la gestión de una plaza de toros; pero de forma
más hostil las ha sufrido la Organización Nacional de Ciegos Españoles, cuya principal obligación es gestio-
nar que se integre social y laboralmente el mayor número posible de ciegos, cometido en el que ha Hadado
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hasta ahora, porque sólo un 2 por ciento de los no videntes españoles está trabajando, independientemente de
la ONCE. La opinión pública, compartida por muchos ciegos, considera la venta del cupón como una profe-
sión poco digna y nada satisfactoria, que califica a los privados de vista como trabajadores inútiles.
El Gobierno coordinará las iniciativas y los proyectos de la Fundación ONCE para la promoción e integración
social de las personas con minusvalía, con los programas que en este ámbito impulsa el Ministerio de Asuntos
Sociales. [...].
Por otra parte, se mantiene la reserva de un 3 por ciento de las ventas anuales del cupón, como fondo a depo -
sitar para capitalizar la Fundación ONCE, y se estructura el destino que habrá de darse a esos fondos, de
acuerdo con el siguiente cuadro:
• Un tercio, como mínimo, para financiar programas de creación de empleo directo para personas con minus-
valía.
· Un tercio para programas destinados a fomentar la supresión de barreras arquitectónicas y urbanísticas, y al
desarrollo de las técnicas que favorezcan la autonomía personal de los discapacitados; así como su integración
en el entorno familiar y comunitario.
· La cantidad restante se destinará a otros programas de integración y servicios sociales para personas con
minusvalías, en común acuerdo con el Ministerio de Asuntos Sociales.
Se establece así, que la ONCE vaya transfiriendo a su fundación estos fondos a lo largo de su ejercicio, en plazos no
superiores a los seis meses [...]».
En la p. 666 precisa el autor: «La titular de dicho Ministerio se esforzó en poner énfasis en la idea de que se
abría un nuevo período de plena colaboración entre su Ministerio y la Organización Nacional de Ciegos
Españoles en lo que a planificación de la política social para minusvalías se refiere. En este sentido hay que
hacer constar la aceptación por parte de la Corporación de los privados de vista de que, a partir de ahora, dos
representantes del Ministerio de Asuntos Sociales, con rango de Directores Generales, como mínimo, entrarán
a formar parte del Patronato de la Fundación ONCE para codirigir el diseño y la puesta en marcha de iniciati-
vas de integración.
Matilde Fernández afirmó que uno de los aspectos más positivos de esta negociación es que la política social que
hace la Organización Nacional de Ciegos Españoles con sus afiliados (personas con discapacidad visual), como
la que hace a través de la Fundación ONCE, a partir de ahora, la participación del Ministerio de Asuntos Sociales
en la toma de decisiones va a ser importante, en el intento de hermanar la forma de hacer política la ONCE y dicho
Ministerio, haciendo llegar a la entidad tiflológica en alguna manera las prioridades del Gobierno. Se establece
una serie de normas para la cooperación del Gobierno con la ONCE y la Fundación ONCE. [...]».
76 Vide Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, que modifica el
RD 358/1991, de 1.5 de marzo, de reordenación (BOE de 28 de julio, núm. 179): «[...]. El desarrollo experi-
mentado en los últimos años en las actividades de dicha organización, tanto en la prestación de servicios de
atención e integración social a personas con deficiencia visual, a otros discapacitados a través de la Fundación
ONCE como en el orden económico y empresarial, así como la propia evolución de la realidad socioeconómi-
ca española, aconsejan realizar, a la vez que se establece un régimen más abierto, flexible y operativo de sor-
teos del cupón prociegos y otros juegos autorizados a la ONCE, las adaptaciones normativas que le permitan
afrontar con mayor flexibilidad y capacidad de autoorganización los nuevos retos que conlleva este final de
siglo y los primeros años del nuevo milenio, y que, sin modificar su naturaleza de corporación de derecho
público, de carácter social, sometida al protectorado del Estado, permita dotarla de una mayor autonomía de
decisión y capacidad de desarrollo, sin perjuicio del necesario control de su actividad económica y social a tra-
vés del Consejo de Protectorado.
Como consecuencia del Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de marzo de 1999 sobre "cooperación, solida-
ridad y competitividad para la estabilidad de futuro de la ONCE" resulta preciso, para su adecuada ejecución,
proceder a la modificación parcial del Real Decreto 358/1991 citado dando nueva redacción a alguno de sus
preceptos. [...]».
Vide Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de
15 de marzo, por el que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciem-
bre, núm. 287).
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	de    los    afiliados    y
demás  personal de  la
misma         en         su
Organización,          así
como  la coordinación
más eficaz de su activi-
dad con la desarrollada
por los Órganos de la
Administración.
En su virtud, a propues-
ta    del    Ministro    de
Trabajo,    Sanidad    y
Seguridad Social, y pre-
via la deliberación del
Consejo de Ministros en
su reunión del día 22 de
mayo de 1981, dispon-
go:
	propuesta del Ministro
de la Presidencia, y pre-
via la deliberación del
Consejo de Ministros
en su reunión del día 27
de diciembre de 1985,
dispongo:
	una  reordenación de
dicha     Organización
que, sin modificar su
naturaleza               de
Corporación          de
Derecho Público, de
carácter          social,
sometida al protec-
torado   del   Estado,
permita dotarla de una
mayor  autonomía de
decisión   y capacidad
de desarrollo, sin per-
juicio   del   necesario
control de su actividad
económica y social a
través del Consejo de
Protectorado.
En su virtud, a propues-
ta de la Ministra de
Asuntos Sociales, con
informe  favorable  del
Consejo de Protectorado
de     la    Organización
Nacional    de    Ciegos
Españoles    y    previa
deliberación del Consejo
de   Ministros   en    su
reunión de fecha 15 de
marzo      de      1991,
dispongo:

	Naturaleza
	Artículo 1°. Naturaleza.
1.    La    Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles     es     una
Entidad   de   derecho
público que desarrolla
su actividad en todo el
territorio del Estado y
bajo   su  protectorado,
que es ejercido por el
Ministerio de Trabajo,
Sanidad  y   Seguridad
Social.
	Artículo 1°. Naturaleza.
1. La Organización
Nacional de Ciegos
Españoles es una
Corporación de Derecho
Público, de carácter
social, que desarrolla su
actividad en todo el terri-
torio del Estado y bajo su
protectorado, que es ejer-
cido por el Ministerio de
Trabajo y Seguridad
Social.
	Artículo 1°.
Naturaleza.
1.   La   Organización
Nacional  de  Ciegos
Españoles    es    una
Corporación           de
Derecho  Público,  de
carácter   social,   con
personalidad jurídica
propia y plena capaci-
dad   de   obrar,   que
desarrolla su actividad
en  todo el  territorio
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	2.   Para   el   adecuado
cumplimiento   de   sus
fines, la Organización
Nacional    de    Ciegos
Españoles mantendrá la
personalidad jurídica y
el beneficio de carácter
procesal,  tributario  y
postal que actualmente
ostenta.
3.    Ninguna    entidad
pública o privada podrá
utilizar   el   título   de
Organización Nacional
de Ciegos Españoles, ni
otro que pudiera resul-
tar de la adición de pal-
abras o combinación de
las que lo constituyen.
	2.  Para  el  adecuado
cumplimiento de  sus
fines, la Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles mantendrá
la personalidad jurídi-
ca y los beneficios de
carácter      procesal,
tributario y postal, que
actualmente ostenta.
3.   Ninguna   Entidad
Pública    y    Privada
podrá utilizar el título
de          Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles, ni otro que
pudiera resultar de la
adición de palabras o
combinación   de   las
que lo constituyen.
	español, bajo el pro-
tectorado del Estado.
Dicho carácter social
integra los principios y
valores de la solidari-
dad,   la ausencia  de
ánimo de lucro y el
interés general en la
naturaleza y fines de la
organización.
2.  Para el  adecuado
cumplimiento de sus
fines, la Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles, mantendrá
la personalidad jurídi-
ca y los beneficios de
carácter procesal, trib-
utario y postal que el
ordenamiento jurídico
le reconoce.
3.   Ninguna   Entidad
pública    o    privada
podrá utilizar el título
de          Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles, ni otro que
pudiera resultar de la
adición de palabras o
combinación   de   las
que lo constituyen, ni
las siglas ONCE, salvo
autorización   expresa
del Consejo  General
de   la   organización,
destinada al cumplimien-
to de sus fines estatu-
tarios.

	Fines
	Artículo 2o. Fines.
La Organización Nacional
de Ciegos Españoles ten-
drá como fines la solu-
ción de los problemas
específicos de sus afilia-
	Artículo 2o. Fines.
1.   La  Organización
Nacional  de  Ciegos
Españoles ordenará su
actuación a la conse-
cución de la autonomía
	Artículo 2o. Fines.
1.   La   Organización
Nacional  de  Ciegos
Españoles ordenará su
actuación a la conse-
cución de la autonomía
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	dos, mediante el desar-
rollo de programas de
actuación propios y la
colaboración, dentro de
la política general en
materia de minusváli-
dos, con los Organismos
de las Administraciones
Públicas   o   entidades
privadas en las tareas de
prevención,     rehabil-
itación,       integración
socio-laboral y cultural
y mentalización de la
sociedad en los proble-
mas de la ceguera.
	personal y plena inte-
gración   de   los   defi-
cientes visuales  en  la
sociedad,  desarrollan-
do, entre otras, las sigu-
ientes actividades:
a) Prevención,  detec-
ción temprana y diag-
nóstico de la deficien-
cia visual.
b)     Preparación     de
estadísticas y registros
que permitan la planifi-
cación.
c) Atención educativa.
d)      Formación      y
capacitación    profe-
sional.
e)   Promoción   profe-
sional  y  ocupacional,
colocación y empleo.
f)   Producción   y  dis-
tribución  del  depósito
bibliográfico y política
de promoción cultural,
en general.
g) Investigación sobre
instrumentos auxiliares,
técnica de tratamientos
específicos, etc.
h) Orientación y reha-
bilitación    en     situa-
ciones que puedan afec-
tar a la deficiencia visu-
al.
i) Mentalización social.
2. Los planes y progra-
mas de servicios para
deficientes visuales que
la Organización asuma,
se ajustarán a los obje-
tivos y criterios de las
Administraciones
Públicas y se coordi-
	personal y plena inte-
gración  de  las  per-
sonas ciegas  y  con
deficiencia       visual
grave en la sociedad,
para lo que desarrollará,
entre otras, las activi-
dades siguientes:
a) Prevención, detec-
ción temprana y diag-
nóstico de la ceguera
y  deficiencia visual
grave.
b)    Preparación    de
estadísticas y registros
que permitan la plani-
ficación.
c) Atención educati-
va.
d)      Formación      y
capacitación    profe-
sional.
e) Promoción profe-
sional y ocupacional,
colocación y empleo.
f) Producción y dis-
tribución del depósito
bibliográfico y políti-
ca de promoción cul-
tural, en general.
g) Investigación sobre
instrumentos auxiliares,
técnica de tratamien-
tos específicos y otros
aspectos de naturaleza
similar.
h) Orientación y reha-
bilitación   en   situa-
ciones   que   puedan
afectar a la ceguera y
a la deficiencia visual
grave.
i)         Mentalización
social.
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	narán con los aplicados
por ellas.
3.  Serán beneficiarios
de    los    servicios    y
prestaciones     de     la
Organización los afilia-
dos  a la misma.  Los
requisitos y procedimien-
tos de afiliación serán
establecidos con carác-
ter objetivo y con las
debidas garantías en los
Estatutos de la Entidad.
	2. Los planes y progra-
mas de servicios para
personas ciegas y con
deficiencia visual grave
que   la   Organización
acuerde y ejecute,  se
coordinarán   con   los
objetivos y criterios en
materia    de    política
social del Ministerio de
Asuntos Sociales y de
los    demás    órganos
competentes    de    las
Administraciones
Públicas.
3. La ONCE colaborará
con el Ministerio de
Asuntos Sociales y las
demás Administraciones
Públicas, así como con
las entidades privadas,
en la ejecución de las
políticas de integración
social de las personas
con   discapacidad,   a
través de la articulación
de los mecanismos de
solidaridad y cooperación
que    se    establezcan
mediante convenio.

	Medios y
recursos
económicos
	Artículo 3o. Medios y
recursos económicos.
Para el cumplimiento de
sus fines la Organización
dispone de los siguientes
medios:
1. Su patrimonio actu-
al y rendimiento del
mismo.
2. Los beneficios en la
explotación en exclu-
siva de la concesión
estatal de la venta del
cupón pro-ciegos.
	Artículo 3o. Medios y
recursos    económicos.
Para el cumplimiento de
sus          fines,          la
Organización dispone de
los siguientes medios:
1. Su patrimonio actual
y     rendimiento     del
mismo.
2. Los beneficios en la
explotación en exclusi-
va   de   la   concesión
estatal de la venta del
cupón pro-ciegos.
	Artículo 3o.  Medios
económicos.   Para   el
cumplimiento de  sus
fines, la Organización
dispone de los siguientes
medios:
a) Su patrimonio actu-
al,  directamente ges-
tionado por los servi-
cios de la Organización
y el rendimiento  del
mismo,  así como  la
parte que le correspon-
da del patrimonio y de
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	3.    Las    donaciones,
legados y herencias de
particulares, reglamen-
tariamente aceptadas.
4.   Las   subvenciones
que, en su caso, le con-
cedan el Estado y las
entidades públicas ter-
ritoriales    e    institu-
cionales.
5. Los ingresos resul-
tantes de prestaciones
de servicios.
6. Cualquier otro ingre-
so que, legalmente, se
le reconozca.
	3.    Las    donaciones,
legados y herencias de
particulares,
reglamentariamente
aceptadas.
4.  Las  subvenciones
que, en su caso, le con-
cedan   el   Estado   y
demás          entidades
públicas territoriales e
institucionales.
5. Los ingresos resul-
tantes de prestaciones
de servicios.
6.     Cualquier     otro
ingreso    que,    legal-
mente, se le reconoz-
ca.
	los beneficios de las
empresas   creadas   o
participadas    por    la
ONCE.
b)    Los     beneficios
obtenidos      en      la
explotación en exclu-
siva de la concesión
estatal de la venta del
cupón pro-ciegos y en
la comercialización de
otros juegos autoriza-
dos a la ONCE..
c)    Las    donaciones,
legados y herencias de
particulares.
d) Las  subvenciones
que, en su caso, le conce-
da el Estado y las demás
Administraciones
Públicas.
e) Los ingresos resul-
tantes de prestaciones
de servicios.
f)     Cualquier     otro
ingreso    que    se    le
reconozca conforme al
ordenamiento jurídico
aplicable.

	Disp.
adicional
	
	Disposición adicional.
En  el  plazo de  seis
meses a partir de la
	Disposición adicional.77
El Consejo General de
la ONCE propondrá al


77 Vide Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por
el que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre, núm. 287), Disposición adicio-
nal primera: Asignaciones financieras públicas. «Las asignaciones financieras públicas reconocidas a la ONCE, cuando ésta
y en el conjunto de todos los juegos que tenga autorizados, no alcance los objetivos de ventas anuales aprobados por el
Gobierno, se ajustaran a tos supuestos, tramites, procedimientos y plazos establecidos por la disposición de la Ley 22/2005,
de, por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas Directivas Comunitarias en materia de fiscalidad de
productos energéticos y electricidad y del régimen fiscal común aplicable a las sociedades matrices y filiales de Estados
miembros diferentes y se regula el régimen fiscal de las aportaciones transfronterizas a fondos de pensiones en el ámbito de
la Unión Europea» y Disposición adicional segunda: «Comisión mixta El seguimiento de los acuerdos generales entre el
Gobierno y la ONCE, en los términos previstos en ellos y sin perjuicio de las competencias sobre esta materia del Consejo
de Protectorado de la ONCE, se ejercerá a través de una comisión mixta integrada por los siguientes miembros:
a) Presidente: el titular de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales.
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	constitución del Consejo
de Protectorado, aprobar
el proyecto de Estatutos
de     la     Organización,
incluyendo el adecuado
desarrollo de la estructura
territorial de éste.
	Consejo de Protectorado,
en el plazo de un mes, la
aprobación de las modifi-
caciones de los Estatutos
de la Organización que
sean precisas para adap-
tarlos a lo establecido en
este Real Decreto.
Los   Estatutos   de   la
Organización,   debida-
mente aprobados, serán
publicados en el "Boletín
Oficial del Estado".

	Disp.
transit.
	Disposición transitoria
1a. Por el Ministerio de
Trabajo,    Sanidad    y
Seguridad Social se dic-
tarán previas las consul-
tas que  se consideren
convenientes   con   los
sindicatos más represen-
tativos         en         la
Organización,    en    el
plazo   de   tres   meses
desde   la   entrada   en
vigor del presente Real
	
	Disposición transitoria 78
En tanto no se aprueben
por    el    Consejo    de
Protectorado los nuevos
Estatutos       de       la
Organización, continuarán
en vigor los aprobados
por dicho Consejo, en
su reunión del día 11 de
mayo de 1988, en todo
aquello que no se opon-
ga a este Real Decreto.


b)
Vocales: un representante del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, un representante del Ministerio de
Economía y Hacienda, ambos con nivel igual o superior al de director general, designados por el titular del res-
pectivo departamento, y tres representantes de máximo nivel designados por el Consejo General de la ONCE.
Cada uno de los vocales representantes de la Administración será sustituido por un vocal suplente, con
nivel igual o superior al de director general, designado por el titular del correspondiente departamento, y
cada uno de los vocales representantes de la ONCE será sustituido por un vocal suplente del máximo nivel
designado por el Consejo General de la ONCE.
El presidente de la comisión mixta podrá delegar sus funciones presidenciales en el miembro de la comi-
sión que actúe en representación de su mismo departamento.
También podrán asistir, con voz pero sin voto, aquellas personas que sean convocadas expresamente por la presidencia.
c)
Secretario: el titular de la Subdirección General de Participación, Fundaciones y Entidades Tuteladas, de la
Dirección General de Coordinación de Políticas Sectoriales sobre la Discapacidad, que asistirá con voz y sin voto».
78 Vide Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15
de marzo, por el que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre, núm.
287), Disposición transitoria única: «Vigencia de los estatutos de la ONCE. En tanto no se aprueben por el
Consejo de Protectorado los nuevos estatutos de la ONCE y se publiquen en el "Boletín Oficial del Estado", con-
tinuarán en vigor los aprobados por dicho Consejo en su reunión del día 29 de febrero de 2000 y publicados en
el "Boletín Oficial del Estado" de 13 de abril de 2000, en todo aquello que no se oponga a este real decreto».
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	Decreto, las normas elec-
torales provisionales para
la constitución inicial del
Consejo General y de los
Consejos Territoriales.
2a.  Hasta tanto no  se
apruebe el Estatuto de la
Organización  y   demás
normas de desarrollo del
presente  Real  Decreto,
continuarán en vigor las
Disposiciones que actual-
mente       regulan      la
actuación        de        la
Organización Nacional de
Ciegos Españoles.
	
	

	Disp.
derog.
	
	
	Disposición derogatoria.
Quedan derogados los
Reales Decretos 1.041,
del 22 de mayo de 1981 y
2.385, del 27 de diciem-
bre de 1985 y la Orden de
14 de febrero de 1986,
por las que, respectiva-
mente, se desarrolla el
Real Decreto 2.385 del
27 de diciembre de 1985
y se regula la elección de
los Consejos Territoriales
y General de la ONCE,
así como cuantas otras
disposiciones de igual o
inferior rango se opongan
a lo establecido en este
Real Decreto.

	Disp.
finales
	Disposiciones finales.
1a.     Se     autoriza     al
Ministro   de   Trabajo,
	Disposiciones finales:
Primera. Se autoriza al
Ministerio de Economía
	Disposición final 79
Se faculta a la Ministra
de   Asuntos   Sociales


79 Vide Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de
marzo, por el que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre, núm. 287),
Disposición final primera: «Aprobación de los nuevos estatutos. El Consejo General de la ONCE propondrá al
Consejo de Protectorado en el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de este real decreto, la aproba-
ción de las modificaciones de los estatutos de la organización que sean precisas para adaptarlos a aquél.
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	Sanidad    y    Seguridad
Social para dictar, oído el
Consejo General, las nor-
mas    sobre    estructura
orgánica.
Asimismo se autoriza al
Ministro   de   Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social para dictar, oído
el Consejo General y
previas   las   consultas
que    estimen   conve-
nientes con los sindi-
catos mas representativos
en la Organización, las
normas sobre elección de
los     miembros     del
Consejo    General    y
Consejos  Territoriales,
régimen de personal y
de Seguridad Social de
los afiliados y personal
al     servicio     de     la
Organización, y aquellas
otras necesarias para el
desarrollo y ejecución de
lo dispuesto en el pre-
sente Real Decreto.
2a.   El   presente   Real
Decreto entrará en vigor
al día siguiente de su pub-
licación en el "Boletín
Oficial del Estado".
3a. Quedan derogados el
Decreto del 13 de diciem-
bre   de    1938   y   sus
Disposiciones         de
desarrollo  en  cuanto
se opongan a lo estableci-
do en el presente Real
Decreto.
	y Hacienda para efec-
tuar las modificaciones
presupuestarias     que
exijan la aplicación y
desarrollo del presente
Real Decreto.
Segunda*. Se autoriza
al      Ministerio      de
Trabajo,    Sanidad    y
Seguridad Social para
dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias
para el desarrollo y eje-
cución   del   presente
Real    Decreto,    que
entrará   en   vigor   el
mismo día de su publi-
cación en el "Boletín
Oficial del Estado".
Dado en Madrid, a 27
de diciembre de
1985».
	para dictar cuantas dis-
posiciones sean nece-
sarias para el desarrollo y
aplicación de este Real
Decreto, que entrará en
vigor el día siguiente al
de su publicación en el
"Boletín   Oficial   del
Estado".
Dado en Madrid, a 15
de marzo de 1991


Los estatutos, debidamente aprobados, serán publicados en el "Boletín Oficial del Estado"»; Disposición final segun-
da: «Facultad de desarrollo. Se faculta al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales para dictar cuantas disposiciones
sean necesarias para el desarrollo y aplicación de este real decreto»; Disposición final tercera: «Entrada en vigor. El
presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Boletín Oficial del Estado"».
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II. La ONCE es una corporación de derecho público, de carácter social.
1. La noción de corporación y su aplicación a la ONCE.
La determinación de la naturaleza jurídica de la ONCE implica que deba profundi-
zar sobre la configuración otorgada, y sobre todo, que la pueda diferenciar de las figu-
ras afines que giran en torno a su catalogación como corporación de derecho público,
de carácter social, en nuestros días.
1.1. El concepto.
1.1.1. Una materia que se incorpora al derecho administrativo.
Posada, en el capítulo interesantísimo que dedica en su tratado a la Enciclopedia jurí-
dicoadminisirativa, ya admitió una distribución monográfica especial del Derecho admi-
nistrativo según las personas administrativas. En la cual, al lado del Derecho administra-
tivo nacional e internacional, figuran el local, el colonial y el de las corporaciones espe-
ciales, admitiendo así que el estudio de la actividad de estas personas es propiamente
administrativo y que cabe un Derecho administrativo que no se refiera exclusivamente a
la Administración del Estado en sentido estricto, siquiera sea entendiendo que las enti-
dades públicas que dentro del territorio nacional existen son también instituciones
mediante las cuales el Estado (en su acepción más amplia) cumple sus fines, como el
mismo eminente profesor expresa en su definición del Derecho administrativo80 81.
Royo Villanova da en su tratado un paso decisivo en favor de la pluralidad de
Administraciones públicas, al definir el derecho administrativo como un conjunto de
principios jurídicos que regulan la actividad del Estado "y la de todas aquellas entida-
des que se proponen realizar fines de interés general bajo la dirección de una autoridad
pública", exigencia esta última eliminada por el P. Güenechea, quien, sin embargo, tam-
bién extiende el concepto del Derecho administrativo a los principios jurídicos que
rigen el poder total del Estado "y de las sociedades públicas que dentro de él viven, en
cuanto tienen a la realización de fines públicos". Gascón y Marín, insiste en varios
lugares sobre la amplitud de la Administración pública, entendiendo que "lo adminis-
80 Vide Luís JORDANA de POZAS, Estudios de Administración Local y General, Instituto de Estudios de
Administración Local, Madrid, 1961, pp. 211-212.
81 Sobre el origen y evolución histórica de ciertas corporaciones Vide Antonio FANLO LORAS,
"Encuadre histórico y constitucional. Naturaleza y fines. La autonomía colegial", en AAVV, Los colegios
profesionales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas, Madrid, 1996, pp. 67-71.
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trativo no es exclusivo del Estado, sino que allí donde hay una persona, allí existe una
administración especial", por lo cual, dice el mismo autor "puede en este respecto
admitirse que no sea conveniente afirmar que el Derecho administrativo sea una rama
del Derecho público, ya que puede ser o no ser público según la actividad a que se refie-
ra la regulación jurídica", y dedicando la extensión que merece al estudio de esta
Administración corporativa distinta del Estado82.
Y además, se pone de manifiesto la interrelación entre administración indirecta y las
corporaciones, en un sentido distinto al que le atribuimos en nuestros días:
«En España, había aumentado considerablemente el número de establecimientos
públicos descentralizados y la Ley de 5 de noviembre de 1940 quiso frenar "tal fuerza
centrífuga", según expresión del preámbulo, a fin de prevenir menoscabos que pudiera
sufrir la unidad esencial de la economía del Estado83.
Con este fin, el 1 de diciembre de 1940 cada uno de los Ministerios debería haber for-
mado una relación de los organismos de la Administración del Estado dependientes del
respectivo departamento que tuviesen alguna de las características siguientes: a)
Personalidad jurídica independiente del Estado; b) Servicio público dotado de autono-
mía; c) Fondo adscrito al cumplimiento de fines especiales, total o parcialmente, al mar-
gen del Presupuesto del Estado. Con vistas a estas relaciones se determinaría qué orga-
nismos deberían suprimirse o continuar.
En cuanto a futuras autonomías, la citada Ley establecía que los proyectos de Ley, de
Decreto o de acuerdo del Consejo de Ministros que propongan la creación de
Corporaciones de Derecho público, dotadas de personalidad jurídica o autonomías admi-
nistrativas de servicio deberán ser acompañadas, al presentarse al Consejo de Ministros,
de dictamen escrito del Ministerio de Hacienda»84.
82 Vide Luís JORDANA de POZAS, Estudios de Administración Local y General, Instituto de Estudios de
Administración Local, Madrid, 1961, pp. 211-212.
83
En dicho preámbulo se afirmaba: «La intensificación de la función social, la agrupación creciente de
los intereses privados bajo formas de derecho público y la progresiva conexión de la economía nacional
con el Estado, llevan a la Administración moderna un caudal de funciones de volumen muy superior al que
se dio bajo el signo del liberalismo. Paralelamente, el deseo de eficacia de los servicios, y en otras ocasio-
nes la misma naturaleza de las funciones, tienden a buscar cauces diferentes de los propios del viejo dere-
cho administrativo. La descentralización funcional, la autonomía de los servicios, vienen así a compensar
el desarrollo de la Administración pública, y las antiguas autonomías territoriales aparecen, sustituidas por
autonomías orgánicas de extensión generalmente nacional. Estos hechos históricos hacen difícil en los
tiempos presentes el cumplimiento de aquel canon que se enunciaba diciendo: un presupuesto, una caja y
una cuenta. Sin embargo, la realidad de tal fuerza centrífuga no impide que se someta a freno, y que se
compense con fuerzas contrarias para que no padezca la unidad esencial que debe presidir la economía del
Estado. Por eso, el texto legal, reconociendo las realidades nuevas, procura limitar su excesiva expansión».
84
Vide Carlos GARCÍA OVIEDO, Derecho Administrativo, 8a ed., preparada por Enrique MARTÍNEZ
USEROS, Patronato de Cultura de la Excma. Diputación de Murcia, Murcia, 1962, pp. 555-557.
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1.1.2. La formulación de un concepto no es una tarea sencilla.
Una primera aproximación a esta materia me lleva o poner de manifiesto la dificul-
tad con que tropezamos en el ordenamiento español cuando utilizamos diversos térmi-
nos para designar a las personas jurídicas en general y a las jurídico-públicas en parti-
cular, y el valor polisémico de la terminología empleada. Este fenómeno sucede con la
voz "Corporación"85.
Sobre el mismo es posible encontrar su uso con carácter atécnico: corporación como
algo distinto de persona técnica. Por ejemplo cuando se designan simples órganos
administrativos o incluso cuerpos de funcionarios que carecen de personalidad (cfr. art.
46 LOE86).
También es posible que se le atribuya un uso ambiguo87: corporación como persona
y como órgano. La vieja ley de Propiedad intelectual de 10 de enero de 1879, el art. 35
del Código Civil o el art. 206 de la Ley Hipotecaria (aprobada por decreto de 8 de sep-
tiembre de 1946), serían buenos ejemplos que se ven actualizados cuando el art. 46
85
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, o.c, pp. 208-211.
86
Vide Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967 (BOE de 21 de abril, núm. 95), art. 46: «I. Los
Municipios y Provincias tienen personalidad jurídica y capacidad plena para el cumplimiento de sus fines
peculiares en los términos establecidos por las leyes, sin perjuicio de sus funciones cooperadoras en los
servicios del Estado.
II. Las Corporaciones municipales y provinciales, órganos de representación y gestión del Municipio y de
la Provincia respectivamente, serán elegidas por sufragio articulado a través de los cauces representativos
que señala el artículo 10 del Fuero de los Españoles».
87 Vide Alfredo GALLEGO ANAB1TARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de C1SNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, pp. XXXII-XXXVII: «En la Ley de 11 de julio de 1856, que acla-
ró y modificó preceptos de la Ley de 1855, se clasifican todos los bienes que van a ser vendidos en tres
categorías, bienes del Estado, bienes de las Corporaciones eclesiásticas y bienes de las Corporaciones civi-
les. El art. 10 preceptúa que: "Son bienes de las Corporaciones civiles: 1o. el 80% de los bienes de propios,
2o los de beneficencia, 3o los de instrucción pública, cuyos productos no ingresen en las Cajas del Estado,
4o los demás bienes que bajo diferentes denominaciones corresponden a las provincias y a los pueblos".
Aquí tenemos los datos legislativos determinantes para la utilización de la expresión corporación en el
Derecho público español, como concepto genérico que abarca tanto la pluralidad de personas constituyen-
do una unidad (las corporaciones locales, ayuntamientos y diputaciones), así como realidades instituciona-
les patrimoniales: los establecimientos de beneficencia e instrucción. La Ley de 24 de mayo de 1863 y toda
la legislación desamortizadora utiliza indistintamente los términos establecimientos públicos y corporacio-
nes para designar los establecimientos de beneficencia: [...].
Ahora se entiende por qué no aparecía la expresión establecimiento público en la enumeración del art. 35
del Código Civil: la hipótesis sería que el establecimiento público era una Corporación más, aunque el
Código a veces (art. 515, 903) se refiera a "Corporación o establecimiento público", "pueblo o
Corporación". [...]. En cuanto a los establecimientos privados de instrucción o beneficencia, la hipótesis
será que se subsumen directamente bajo el concepto de fundación de interés público del Código Civil (art.
35.1.1°)».
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LOE contraponía correctamente el municipio o la provincia -entes- a la respectiva cor-
poración municipal o provincial -órganos-. Pero sin embargo, el art. 47 LOE88 utiliza la
expresión corporación en sentido subjetivo. Ambigüedad que persiste en la
Constitución Española cuando se emplea la voz "corporación" para designar un órgano
en el art. 141.2, y sin embargo, en el artículo siguiente la voz "corporación" más bien
parece que designa a entidades locales territoriales, en cuanto personas jurídicas.
Comúnmente se consideran corporaciones aquellas que por sus fines y circunstancias tie-
nen vínculos estrechos con el Estado o la Autoridad pública: así nadie duda llamar
Corporación a la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, mientras que al Ateneo se
le denomina Asociación o Sociedad. El Código, al hablar en el art. 37 de la capacidad civil
de las corporaciones dice que se regulará por las leyes que las hayan creado o reconocido89.
1.1.3. Determinación conceptual.
En nuestras leyes, sin que en ellas se encuentre una fórmula definidora, el concepto
de la corporación resulta bastante claro y equivale al de asociación fundada o regula-
da por una ley u otra disposición. Desde otro punto de vista, la corporación por su
misma etimología, sugiere la idea de organismo y se aplica a aquellas colectividades
cuyos miembros están unidos no solamente por la coincidencia del fin, sino por una
solidaridad real, nacida de la comunidad de residencia, de hábitos, de profesión9091.
88 Vide Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967 (BOE de 21 de abril, núm. 95), art. 47: «El estado pro-
mueve el desarrollo de la vida municipal y provincial, protege y fomenta el patrimonio de las Corporaciones loca-
les y asegura a éstas los medios económicos necesarios para el cumplimiento de sus fines».
89 Vide Conde de TORREANAZ, "Extracto de la discusión habida en la academia, en las sesiones de 24
de febrero, 10, 24 y 31 de marzo, 7, 14 y 21 de abril y 2 de junio de 1891, sobre el tema", Memorias de la
Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Tomo VII, Madrid, 1893, p. 494.
90 Vide Luis JORDANA de POZAS, Estudios de Administración Local y General, Instituto de Estudios de
Administración Local, Madrid, 1961, p. 319. En las pp. 320-321 diferencia esta expresión de otras que parecen
aludir a realidades similares: «Tienen especial carácter profesional las denominaciones de colegio y gremio. Según
la Real Academia, es "Colegio" la "corporación de hombres de la misma dignidad y profesión" y "Gremio", la
"reunión de personas que tienen un mismo ejercicio y están sujetos en él a ciertas ordenanzas". Prescindiendo de
este último inciso, que limita excesivamente el concepto de gremio, parece bastante clara la diferenciación por el
género próximo respectivo: corporación, para el colegio, y reunión para el gremio. Actualmente, y dentro siem-
pre de nuestro Derecho positivo, se entiende por gremio el conjunto organizado o no, de todos los que ejercen la
misma profesión, y se da el nombre de colegio a la profesión organizada corporativamente.
En cambio, la palabra "Comunidad" hace referencia principalmente, a la asociación de los que disfrutan de
algo que les es común, bien sean pastos, aguas, caminos, etc. Así se emplea para denominar entidades como
las Comunidades de regantes y las de labradores, y se habla en ciertos preceptos del común de vecinos, de
las Comunidades religiosas, etc. Domina, pues, aquí un sentido más real que profesional estricto.
Las demás denominaciones mencionadas tiene un interés menor. Cámara, [...], Junta, [...], Consejo [...]».
Vide Fernando GARRIDO FALLA, Voz "Corporación", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo V,
Barcelona, 1952, pp. 753-76: concepto de corporación.
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En el sistema de corporación, que es designado con nombres diversos, el Estado atribuye
la ejecución de los servicios, bien a entidades que los venían prestando tradicionalmente o a
organismos que él crea. Estas entidades y organismos no se confunden con la estructura buro-
crática estatal, y si bien forman un orden y un sistema administrativo, éste es de carácter dis-
tinto y por ello se le conoce con el nombre de Administración local y Administración institu-
cional o corporativa. La corporación es, pues, un ente diverso del Estado, pero con sus potes-
tades y su régimen legal de derecho público. Sin embargo, tradicionalmente se ha entendido
que la Corporación, jurídicamente, es una persona de Derecho público; sociológicamente, es
un grupo o institución distinta del Estado, que coadyuva con éste en el cumplimiento de fines
de interés general y utiliza sus métodos y procedimientos92. La Administración corporativa,
clasificada en ocasiones como institucional, es aquella que sin tener carácter territorial persi-
gue un fin singular: la ejecución de un servicio público descentralizado93.
Respecto a la Administración corporativa también se ha entendido «por tal aquellas
asociaciones forzosas de particulares, creadas por el Estado, que las dota igualmente de
personalidad jurídica pública y que, sin perjuicio de defender y gestionar sus intereses
privados, desempeñan funciones de interés general siendo parcialmente controlada su
actividad por la jurisdicción contencioso-administrativa»94.
91 Vide José Antonio CAMÓN CÁNOVAS, "Los colegios profesionales", Verbo, 113, (1973), p. 245: «El colegio
profesional, es la "Corporación constituida y formada por profesionales libres de una determinada actividad, para
promover la vida de tal actividad, regular su correcto ejercicio, impedir el intrusismo en la misma así como su des-
leal ejercicio, defender su práctica y de esta forma coadyuvar al bien común y a la prosperidad de la sociedad"».
92 Vide Eugenio PÉREZ BOTIJA, "Problemas de administración corporativa", Revista de Estudios
Políticos, 5, (1942), pp. 92-93. En la p. 97 establece los siguientes conceptos de corporación:
«I. Restringido. Reducido a la corporación profesional. La palabra corporación equivale aquí a gremio o a
sindicato, jurídicamente reconocidos con potestades de Derecho público. También se aplica a organismos
donde confluyen sindicatos de distinta categoría de productores.
II.
Intermedio. Extiéndase a los servicios organizados en régimen de Establecimiento público, con partici-
pación de los usuarios o interesados directamente en el servicio.
III.
Amplio. Comprendería todas las formas de organización administrativa que no correspondan a la
Administración Central o del Estado. Pueden distinguirse aquí los cuatro grupos siguientes: 1. Corporación polí-
tica (el partido único). 2. Corporación local. 3. Corporación de servicios: a) Organización burocrática.
Desconcentración por servicios. b) Integrada por representantes de los usuarios o interesados. Descentralización
autárquica. 4. Corporación profesional: a) Social: C.N.S. b) Económica: Sindicatos nacionales».
93 Vide Laureano LÓPEZ RODÓ, "Corporaciones de servicios", Revista General de Legislación y
Jurisprudencia, Tomo VI, 174, (1943), p. 528.
94 Vide José Luís RIVERO YSERN, "La Administración corporativa: la adscripción a las cámaras oficiales de
comercio, industria y navegación: análisis jurisprudencial", en AAVV, Administración instrumental, o.c, p. 704. En
la p. 728 afirma: «Sólo en atención a fines específicos de clara relevancia social desempeñados por Colegios,
Cámaras u otras organizaciones representativas de intereses profesionales o corporativos puede, por tanto, excepcio-
narse y limitarse el derecho constitucional a no asociarse, vertiente negativa, como hemos visto, del derecho consti-
tucional de libre: asociación. Esta limitación debe, por otra parte, restringir aquella libertad en lo indispensable y sólo
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Las corporaciones pueden ser definidas como personas jurídicas de derecho público
que se constituyen para la consecución de fines propios de una colectividad. Esta colec-
tividad en unos casos forma parte del ente moral y obra directamente para la consecu-
ción de sus fines y en otros, queda fuera del ente, limitándose a beneficiarse de su acti-
vidad y prestaciones95. Por ello se ha definido a la corporación como el «concepto gené-
rico mediante el cual nos referimos a la organización jerárquica formal y dotada de una
mínima infraestructura burocrática que constituye la unidad observable de organización
colectiva de intereses en la sociedad contemporánea. El mayor inconveniente de esta
noción es su generalidad»96.
Y sobre todo resaltar que el legislador, buscando la debida colaboración social, y la
eficacia que tal planteamiento puede conllevar, opta por encomendar el ejercicio de
determinadas funciones públicas a organizaciones integradas por los propios interesa-
dos, que es lo que en definitiva son las Corporaciones de Derecho Público97. Y además,
que los fines a realizar, no pueden ser llevados a cabo por asociaciones libres de volun-
taria integración con intereses muchas veces contrapuestos98. Sobre estas cuestiones
resulta de interés destacar algunos fundamentos de la STC 132/1989:
«Los fines, pues, a perseguir por las Entidades corporativas, y la actuación de éstas han de
ser compatibles con la libre creación y actuación de asociaciones que persigan objetivos polí-
ticos, sociales, económicos o de otro tipo, dentro del marco de los derechos de asociación y de
libre sindicación, sin que puedan suponer, por tanto, obstáculos o dificultades a esa libre crea-
ción y funcionamiento. Ello constituye, pues, un primer límite, que podríamos denominar
externo, a la creación de entes de tipo corporativo, creación que resultará contraria a los man-
datos constitucionales de los arts. 22 y 28 CE si en la práctica van a significar una indebida
concurrencia con asociaciones fundadas en el principio de la autonomía de la voluntad, o si,
con mayor motivo, van a impedir la creación o funcionamiento de este tipo de asociaciones
(FJ. 6). [...].
En términos de nuestra ya citada STC 67/1985 -cuyo tenor esencial se reitera en la recien-
te STC 89/1989- referente a la adscripción obligatoria en Colegios Profesionales, las excepcio-
nes al principio general de libertad de asociación han de justificarse en cada caso porque res-
pondan a medidas necesarias para la consecución de fines públicos, y con los límites precisos
de forma subsidiaria ante una imposibilidad o dificultad para lograr los objetivos de relevancia pública de estas orga-
nizaciones a través de otras técnicas u organizaciones no restrictivas o menos restrictivas de la libre asociación».
95  Vide Juan  GARCÍA PESARRODONA, Régimen jurídico-administiativo de las asociaciones,
Barcelona, 1950, p. 42.
96 Vide Manuel PÉREZ YRUELA y Salvador GINER, El corporativismo en España, Ariel, Barcelona,
1988, p. 27.
97 Vide STC 6/2005 (Sala Primera), de 17 de enero, F.J. 3, donde determina que la colegiación obligatoria
no es un instrumento necesario para ordenar la actividad profesional.
98 Sobre la convivencia de la Administración corporativa y las asociaciones privadas Vide Tomás-Ramón
FERNÁNDEZ, "Cámaras de comercio y "Jacobinismo constitucional"", REDA, 85, (1995), p. 97.
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"para que ello no suponga una sanción (incidencia contraria a la Constitución), de los Derechos
fundamentales de los ciudadanos" (fundamento jurídico 3). En consecuencia, tal limitación de
la libertad del individuo afectado consistente en su integración forzosa en una agrupación de
base (en términos amplios) "asociativa" sólo será admisible cuando venga determinada tanto
por la relevancia del fin público que se persigue, como por la imposibilidad, o al menos difi-
cultad, de obtener tal fin, sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente corporativo (F.J. 7)».
La corporación es un conjunto de personas", las cuales adoptan la condición formal de
miembros; son estos miembros, por una parte, los titulares de los intereses a los que el grupo
va a seguir, aunque se trate de sus intereses comunes, y no particulares; y, en segundo tér-
mino, los propios miembros son quienes organizan el ente, en el sentido también de que es
su voluntad la que va a integrar la voluntad propia del ente, a través de un proceso represen-
tativo100.
Desde el punto de vista orgánico las corporaciones se articulan sobre técnicas represen-
tativas de la voluntad del grupo, que es la voluntad que ha de expresarse en su gobierno pro-
pio. Esta exigencia se expresa en el montaje de dos órganos distintos: uno amplio, delibe-
rante, colegial, que reserva su actuación para las decisiones de principio (formaciones corpo-
rativas, fijación de las cuotas, etc.), y controla también en una u otra medida, la gestión del
órgano segundo que asume la ejecución; este órgano básico, o es el grupo entero en su con-
junto (asamblea o junta general), o es un colegio compuesto por comisionados o delegados
directos de todos los componentes del grupo, a través de un procedimiento electoral, o con-
viven ambos a la vez. El segundo órgano es un órgano de gestión normal y diaria, órgano
activo y normalmente monocrático, cuyo titular es designado por el órgano anterior o, en su
caso, por el propio colectivo de miembros directamente. En resumen, la Corporación es un
99
Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c, p.
240, donde se le pregunta al Consejero General de la ONCE D. Juan Manuel Cano Cano, en Madrid, el 6 de febre-
ro de 1991:
«Pregunta: Cada vez proliferan con mayor intensidad gran número de asociaciones. ¿Cómo puede explicarse el
movimiento asociativo dentro de una Corporación?.
Respuesta: El movimiento asociativo dentro de una Corporación como la ONCE, no tiene ninguna explicación.
La Corporación, es por definición, de base asociativa, es decir, un grupo de personas con una característica común,
en nuestro caso,, la ceguera, que se unen para obtener un fin común, en nuestro caso, la plena autonomía e inte-
gración social del colectivo de ciegos y deficientes visuales. Esta característica común, la ceguera, es suficiente-
mente significativa por sí misma, para reunir a un colectivo. Y es lo suficientemente significativa puesto que la
ceguera es la minusvalía que mayores barreras impone al individuo para su autonomía y plena integración, a
excepción de la minusvalía psíquica.
Cualquier otra característica que pretenda asociar a un grupo de personas siempre será de menos entidad que la
ceguera, más aún, si esas personas ya tienen en común la ceguera.
Por consiguiente, no tiene ningún sentido crear asociaciones de ciegos, que además reúnan otra característica».
100
Vide E. GARCÍA de ENTERRÍA y T.R. FÉRNÁNDEZ, Curso de Derecho Administrativo, Cívitas, Madrid,
1989, pp. 388-402.
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grupo de personas organizadas en el interés común de todas ella, y con la participación de las
mismas en su administración y sostenimiento económico101.
1.1.4. Diferencia con figuras afines.
A. Corporación adversus asociación.
a) Configuración jurídica de la asociación102.
a'. Concepto103.
101 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c, p. 55. En la p. 48 precisa: «Anticipemos, no obstante, una conclusión: para el estudio de las organi-
zaciones, lo realmente novedoso ha sido el resultado. Si se pretendía crear una organización para alcanzar
como objetivo la gestión de un juego, un sistema de prestaciones sociales y la creación de un grupo empre-
sarial, no debió pensarse en una Corporación de base asociativa. A través de ella, se ha conseguido. Ello
demuestra que los funcionamientos de la organización no son sólo sus estructuras, sino las voluntades de
sus miembros y su disciplina, porque con ello incluso el modelo elegido puede cambiarse. La ONCE es la
excepción del modelo corporativo».
102 Vide: Francisco LÓPEZ-NIETO y MALLO, La ordenación legal de las asociaciones,, 4a ed, Dykinson,
Madrid, 2004; Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Asociaciones y Constitución, Cívitas, Madrid, 1987;
Buenaventura PELLISÉ PRATS, Voz "Asociación", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo III,
Barcelona, 1989, pp. 61-97.
103 Vide Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, "Artículo 22 CE", en Fernando GARRIDO FALLA
(Dir.), Comentarios a la Constitución, Cívitas, Madrid, 1985, pp. 425-426:
«PRECEDENTES: Constitución de 1869, art. 17; Constitución de 1876, art. 13; Constitución de 193, art. 39.
DERECHO COMPARADO: Constitución italiana de 1948, art. 18; Ley Fundamental de la República
Federal de Alemania, art. 9.
ELABORACIÓN DEL PRECEPTO.
· El Anteproyecto de Constitución (BOC 5 de enero de 1978) decía en su artículo 22: 1. Se reconoce el
derecho de asociación. 2. Se reconoce el derecho de fundación con arreglo a la ley. 3. Las asociaciones y
fundaciones que atenten al ordenamiento constitucional o intenten fines tipificados como delito, son ilega-
les. 4. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad. 5. Las asociaciones y fundaciones no podrán ser disueltas n¡ suspendidas en sus acti-
vidades si no es en virtud de resolución judicial motivada. 6. Se prohiben en todo caso las asociaciones
secretas y las de carácter paramilitar.

· El Informe de la Ponencia del Congreso (BOC 17 de abril 1978) suprimió el apartado segundo y las referencias
concordantes a las fundaciones, constituyendo con todo ello un artículo independiente. En segundo lugar, mantu-
vo la redacción original de los apartados 1 y 4 del texto del Anteproyecto (que coinciden literalmente con los apar-
tados 1 y 3 del texto definitivo de la Constitución) y dio a los apartados 5 y 6 la redacción que ya sería definitiva
(correspondiendo a los apartados 4 y 5 del artículo de la Constitución). Por último, dio al apartado 3 del texto del
Anteproyecto (que pasaba a ser apartado 2, correlativo con el definitivo) la siguiente redacción: las asociaciones
que intenten fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
· La Comisión del Congreso mantuvo en su Dictamen (BOC 1 de julio 1978) el texto del Informe, dando al apar-
tado 2 la redacción que ya sería denifitiva (sustitución de la palabra "intenten" por "persigan"). La redacción de
la Comisión no sufriría alteraciones (salvo la numeración del artículo, que pasó del 21 al 22 actual) en los suce-
sivos trámites parlamentarios, convirtiéndose en el texto final que figura en la Constitución».
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La asociación es el conjunto de personas que se unen para alcanzar un fin común a las
mismas. A esa unión de personas, cuando se cumplen los requisitos exigidos, el derecho la
considera corno una persona jurídica, distinta de sus miembros104.
b'. Naturaleza jurídica.
El acto de; fundación es de naturaleza negocial, y a las declaraciones de voluntad de los
fundadores se aplicarán las reglas de los contratos. Sin embargo, el acto no es contrato sina-
lagmático, y aunque en él todas las voluntades de los fundadores se orientan al mismo fin,
no se relaciona con el contrato de sociedad, dada su carácter extrapatrimonial y el hecho
de que habitualmente concurren a la fundación todos los socios en un plano de igualdad
cuantitativa y cualitativa. Los fundadores suelen tener, todos, el mismo interés no patrimo-
nial, en el logro del objetivo común, y para ello alinean sus manifestaciones de voluntad
en orden a la creación de una unión de personas duradera y de los organismos precisos para
su funcionamiento, sin que queden vinculados unos a otros en cuanto a la permanencia en
la asociación (sólo si hay aportaciones previas el promitente quedará obligado a entregar-
las). Así, en principio, no se comprometen, al fundar, a seguir siendo socios. De ahí la ine-
sencialidad de las declaraciones individuales para componer la asociación: ésta no es el
producto del encuentro de todas ellas, sino de una pluralidad en la que -a partir de tres- no
cuenta cada una individualmente para la existencia de la nueva persona, y si sólo para con-
ferir al. declarante la condición de socio. Asimismo, desde su creación la nueva persona es
independiente de los individuos que la componen en un momento determinado105.
104
Vide Luís DIEZ-PICAZO y Antonio GULLÓN, Sistema de derecho civil, Vol. I, 8a edición, Tecnos, Madrid,
1995, p. 632. Vide: Federico de CASTRO y BRAVO, La persona jurídica, Cívitas, Madrid, 1981, p. 275: «Se le
puede considerar como la personificación de un grupo de personas físicas (colectividad); es decir, organizada uni-
tariamente para conseguir fines propios y determinados del propio grupo»; Juan GARCÍA PESARRODONA,
Régimen jurídico-administrativo de las asociaciones, Barcelona, 1950, p. 21: «Se designa con el nombre de "aso-
ciación" en términos generales, la reunión de dos o más personas, organizada de modo permanente o duradero, para
un objeto o con un interés común, según un convenio preestablecido entre ellas. Castán la define como "toda enti-
dad formada para la realización de fines colectivos y permanentes de los hombres; Dusi, como "ente abstracto que
persigue fines de utilidad colectiva"; Ruggiero, como "unidad orgánica resultante de una colectividad organizada
de personas". La asociación, como vemos, tiene siempre por base una colectividad de individuos. Surge "cuando
una necesidad humana, un fin de carácter permanente que no pueden conseguirse fácilmente con la actividad y
riqueza de uno solo determina a varios individuos a unirse y cooperar" (Ruggiero)»; Francisco CARPIO MATE-
OS, "El patrimonio de la asociación y los derechos de los asociados", Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 491,
(1.972), p. 768: «LLUIS y NAVAS la define como "la agrupación orgánica de varios hombres, de naturaleza infra-
soberana y privada, dirigida al logro de algún fin extralucrativo". Concepto aceptable, con la única salvedad de que,
en rigor, los componentes de la asociación no sólo pueden ser personas naturales -y esto será lo normal-, sino tam-
bién otras personas jurídicas. Basta el ejemplo de las federaciones de asociaciones, previstas incluso en la vigente
normativa patria».
105
Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA SERRA-
NO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del Derecho Civil,
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Quiero destacar, tal y como estableció la STC 218/1989, que el acto de integración en una
asociación no es un "contrato en sentido estricto al que pueda aplicarse el artículo 1.256 del
Código Civil, sino que consiste en un acto por el cual el asociado acepta los estatutos y se
integra en la unidad no sólo jurídica sino también moral que constituye la asociación".
c'. Clasificación.
General. El art. 35 del Código Civil diferencia entre asociaciones de interés públi-
co106 y asociaciones de interés particular. Asociaciones sometidas al régimen general o
asociaciones que disponen de una normativa ad hoc.
Respecto a las asociaciones de interés general, debo poner de manifiesto:
- Antecedentes: asociaciones benéficas.
Su configuración legal ha dejado de estar en vigor, pero sin embargo resulta conve-
niente determinar cual fue su naturaleza107:
Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 291. Vide: Pedro Luís SERRERACONTRERAS, "Algunas dudas
sobre la legislación de asociaciones", Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 482, (1971), pp. 9-39; Santiago
SOLDEVILA FRAGOSO, "El derecho de asociación ante la jurisdicción contencioso-administrativa",
Actualidad Administrativa, 22, (2004), pp. 2.709-2.710; Santiago SOLDEVILAFRAGOSO, "Límites al control
por la Administración del derecho de asociación", Actualidad Administrativa, 2, (2005), pp. 179-180.
106 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado, que recoge un elenco de actividades que se califican de
interés general. En concreto, el artículo 4 de la referida Ley establece: «Se entiende por actividades de interés
general, a efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las asistenciales, de servicios sociales, cívicas, educati-
vas, culturales, científicas, deportivas, sanitarias, de cooperación al desarrollo, de defensa del medio ambiente,
defensa de la economía o de la investigación, de desarrollo de la vida asociativa, de promoción del voluntariado,
o cualesquiera otras de naturaleza análoga». Vide Juan GARCÍAPESARRODONA, Régimen jurídico-adminis -
trativo de las asociaciones, Barcelona, 1950, p. 39: «Estas asociaciones han de proponerse siempre un fin distin-
to al de la obtención y distribución de beneficios, según la definición que da la Ley de 1 de julio de 1907, e inte-
resan al Derecho público, que las hace objeto de regulación especial porque el interés público o general que per-
siguen predomina sobre el particular o privado de cada uno de los asociados».
107 Vide Ramón BADENES GASSET, "Las asociaciones de utilidad pública. Alcance de su régimen espe-
cífico", Libro Homenaje a Ramón Mª ROCA SASTRE, Vol. II, Madrid, 1977, pp. 20-21. Además en las pp.
25-28 se afirma: «En definitiva, los fines altruistas que se persiguen por las instituciones o establecimien-
tos de beneficencia para la satisfacción gratuita de las necesidades ajenas, pueden realizarse ya por un capi-
tal vinculado al fin benéfico y dotado de personalidad jurídica (fundación), ya por una asociación creada y
reglamentada por la libre voluntad de los asociados y sostenida exclusivamente con las cuotas obligatorias
de éstos o con bienes de su libre disposición. [...].
No parece prudente poner en duda que la legislación a la cual estamos aludiendo permite la clasificación
de asociaciones benéficas puesto que en sus preceptos generales se refiere a ellas, aunque en otros artícu-
los menciona la fundación y no institución en general; y por otra parte el Departamento de Gobernación
ha dictado centenares y quizá miles de Órdenes ministeriales invocando estos preceptos; existiendo ade-
más abundante jurisprudencia del Tribunal Supremo sobe clasificaciones de asociaciones. [...].
Por último, entendemos que la clasificación de beneficencia particular y la declaración de utilidad pública
son calificaciones distintas, independientes y compatibles, [...].
No todas las asociaciones de utilidad pública son benéficas, sin embargo las clasificadas como benéficas pudie-
ran ser consideradas de utilidad pública por cuanto es cuestión de apreciar la medida en que se sirve al interés
público. [...]».
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«Pese a la moderna tendencia a sustituir la palabra beneficencia por la expresión asisten-
cia social, conviene aclarar que no tiene idéntica significación lo benéfico y lo asistencia],
ya que por imperativo legal (art. 2 del R.D. de 14 de marzo de 1899) en lo benéfico para la
satisfacción de las necesidades intelectuales o físicas, se da la nota de gratuidad, mientras
que en lo asistencial cabe la prestación de servicios con contraprestación, sin que por ello
dejen de ser organizaciones en las que quepa incluso la declaración de utilidad pública. Pero
la circunstancia de no mencionarse a las asociaciones benéficas en el repetido art. 4 de la Ley
de Asociaciones, no obstaculiza su inclusión en el precepto según se deduce de la redacción
del texto.
La específica regulación legal de las asociaciones benéficas está contenida en los
siguientes preceptos:
1o. El art. 2o del R.D. de 14 de marzo de 1899 que define las instituciones de benefi-
cencia como "los establecimientos o asociaciones permanentes destinados a la satisfac-
ción gratuita de necesidades intelectuales o físicas".
2o. El art. 3o de la Instrucción de 14 de marzo de 1899 que dispone: "En las asocia-
ciones benéficas creadas y reglamentadas por la libre voluntad de los mismos asociados
y sostenidas exclusivamente con las cuotas obligatorias de éstos, o con bienes de su libre
disposición, y en los establecimientos propios de los que los gobiernen y administren, el
Protectorado no tendrá otra misión que la de velar por la higiene y la moral pública".
3o. El Decreto de 7 de agosto de 1933 que cita las disposiciones reguladoras del
supuesto de modificación o sustitución de los Estatutos y Reglamentos de una Asociación
benéfica clasificada, sin la superior aprobación ministerial.
4o. El núm. 9 del art. 8 del Decreto de 7 de septiembre de 1960 estableciendo que se
transfiere del Ministro de la Gobernación a la Dirección General del ramo la resolución
y firma de los expedientes de "aprobación y modificación de los Estatutos y Reglamentos
de las Asociaciones benéficas clasificadas dentro del art. 3o de la Instrucción de
Beneficencia de 14 de marzo de 1899".
La relacionada normativa legal justifica que el régimen jurídico de las asociaciones
benéficas se basa en la aplicación de la Ley de Asociaciones con las especialidades
siguientes:
a) Posibilidad de clasificación como de beneficencia particular al igual que las fun-
daciones.
b) Sometimiento al protectorado de la beneficencia, limitado a velar por la higiene y
la moral pública.
c) No exigibilidad por el protectorado de la formación de presupuestos, ni de cuen-
tas, ni la manifestación de sus bienes (Sentencia de 25 de enero de 1897).
d) No necesidad de autorizaciones (Sentencias de 3 de mayo de 1949 y 22 de febre-
ro de 1952).
No se trata por tanto de asociaciones "reguladas por leyes especiales" o sometidas a régi-
men jurídico especial, sino sometidas a la legislación general, ya que una vez constituidas es
cuando se posibilita su clasificación como benéficas y su sometimiento al protectorado de la
beneficencia. Y ello pese a la redacción dada al precepto sobre transferencia de funciones
(Decreto citado de 7 de septiembre de 1960) puesto que si la Asociación está aprobada y apta
para ser clasificada no cabe duda que ya tiene unos estatutos aprobados, aunque quepa la pos-
terior sustitución o modificación».
- Su regulación en la LODA.
Especial interés reviste la existencia de asociaciones de utilidad pública108 109, tal y
como se regula en el art 32 de la LODA110 111. Un elemento clave para entender su con-
108 Vide Ramón BADENES GASSET, "Las asociaciones de utilidad pública. Alcance de su régimen específico",
Libro Homenaje a Ramón Mª ROCA SASTRE, Vol. II, Madrid, 1977, p. 17: «Interés y utilidad. La diferenciación
entre ambos conceptos ofrece dificultades. Ambas voces, tienen según el Diccionario la misma significación. La
utilidad es "calidad de útil" o "provecho, conveniencia, interés o fruto que se saca de una cosa" y el interés es "pro-
vecho, utilidad, ganancia" o "conveniencia o necesidad de carácter colectivo en el orden moral o material".
Por tanto, desde un punto de vista dogmático resultaría difícil concretar matices diferenciales entre asocia-
ciones de interés público y asociaciones de utilidad pública.
Ahora bien, en nuestro ordenamiento jurídico positivo, al regularse la concesión de la condición de enti-
dades de utilidad pública a determinadas asociaciones con los correspondientes derechos y deberes que de
ello se deriva, posibilita considerar a las "declaradas de utilidad pública" como asociaciones a las que se
les aplica un determinado estatuto jurídico y, en su consecuencia, gozan de un régimen específico».
109
Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 105: «La declaración de utilidad pública: es lógico que un sistema legal que define a la asociación
con tanta flexibilidad para respetar en todo caso e incondicionadamente el derecho de asociación, se per-
mita, sin embargo, añadir unas condiciones más estrictas a aquellas asociaciones a las que va a favorecer
con un tratamiento especial. Es decir, para fomentar el interés público debe apoyar a aquellas asociaciones
que lo persigan efectivamente y de forma adecuada no a cualquiera y eso lo ejecuta mediante la declara-
ción o no de utilidad pública. No significa esto que las asociaciones que no tienen esta declaración no per-
sigan la utilidad pública. Puede suceder simplemente que simplemente no la hayan solicitado. Lo que la
Administración si asegura con la citada declaración es que las que lo poseen cumplen una serie de requi-
sitos que nos permiten confiar que persiguen fines de interés público con medios adecuados. La declara-
ción de utilidad pública otorga "los siguientes derechos:
· Usar la mención "declarada de utilidad pública" en toda clase de documentos, a continuación del nom-
bre del tal entidad.

· Disfrutar de las exenciones y beneficios fiscales que las Leyes reconozcan en favor de las mismas"».
110
Vide Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, art. 32:
«Asociaciones de utilidad pública. 1. A iniciativa de las correspondientes asociaciones, podrán ser declaradas
de utilidad pública aquellas asociaciones en las que concurran los siguientes requisitos:
a) Que sus fines estatutarios tiendan a promover el interés general en los términos definidos por el artícu-
lo 31.3 de esta Ley, y sean de carácter cívico, educativo, científico, cultural, deportivo, sanitario, de pro-
moción de los valores constitucionales, de promoción de los derechos humanos, de asistencia social, de
cooperación para el desarrollo, de promoción de la mujer, de protección de la infancia, de fomento de la
igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de defensa del medio ambiente, de fomento de la económica
social o de la investigación, de promoción del voluntariado social, de defensa de consumidores y usuarios,
de promoción y atención a las personas en riesgo de exclusión por razones físicas, sociales, económicas o
culturales y cualesquiera otros de similar naturaleza.
b) Que su actividad no esté restringida exclusivamente a beneficiar a sus asociados sino abierta a cualquier
otro posible beneficiario que reúna las condiciones y caracteres exigidos por la índole de sus propios fines.
c) Que los miembros de los órganos de representación que perciban retribuciones, no lo hagan con cargo a
fondos y subvenciones públicos.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, y en los términos y condiciones que se determinen en los
Estatutos, las mismas podrán recibir una retribución adecuada para la realización de servicios diferentes a las
funciones que les corresponden como miembros del órgano de representación.
d)
Que cuenten con los medios personales y materiales adecuados y con la organización idónea para garanti-
zar el cumplimiento de los fines estatutarios.
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figuración jurídica es el precisado en el apartado b) del art. 32. Este carácter abierto de
la asociación, el tener acceso a ella cualquier otro posible beneficiario, es la nota carac-
terística. Además, en cierto modo constituyen un tertium genus entre las asociaciones
jurídico-públicas y jurídico-privadas. Pues desempeñan unas funciones de colaboración
con la Administración tan valiosas, que no quedan al margen del interés público112. Es
por ello que gozan de los beneficios fiscales y económicos legalmente establecidos113,
así como derecho a la asistencia jurídica gratuita en los términos establecidos en la Ley
1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita114. Entre sus obligaciones se
encuentran las contables, rendición de cuentas, presentación de memoria descriptiva y
facilitación de informes.
Tal y como determina el art. 39 de la LODA: «El orden jurisdiccional contencioso-
e) Que se encuentren constituidas, inscritas en el Registro correspondiente, en funcionamiento y dando cum-
plimiento efectivo a sus fines estatutarios, ininterrumpidamente y concurriendo todos los precedentes requisitos,
al menos durante los dos años inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud.
2. Las federaciones, confederaciones y uniones de entidades contempladas en esta Ley podrán ser declaradas
de utilidad pública, siempre que los requisitos previstos en el apartado anterior se cumplan, tanto por las pro-
pias federaciones, confederaciones y uniones, como por cada una de las entidades integradas en ellas».
111 Vide Real Decreto 1740/2003, de 19 de diciembre, Ministerio del Interior (BOE de 13 de enero, núm. 11),
procedimientos relativos a asociaciones de utilidad pública. En particular: art. 2: solicitud de declaración de
utilidad pública, art. 5: rendición anual de cuentas de las entidades declaradas de utilidad pública, art. 7: pro-
cedimiento de revocación de la declaración de utilidad pública
112 Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Derecho de asociación, Cívitas,
Madrid, 2002, p. 386.
113 Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA (Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 106: «Para ser reconocida como entidad sin ánimo de lucro no basta con ser fundación o asociación
declarada de utilidad pública. La Ley no se conforma con eso y exige mayores requisitos. La Ley declara que
"son entidades sin fines lucrativos a efectos de este título las fundaciones inscritas en el registro correspon-
diente y las asociaciones declaradas de utilidad pública que cumplan los requisitos establecidos en este títu-
lo" (art. 41). Para disfrutar del régimen fiscal previsto en el presente título las entidades mencionadas en el
mismo deberán cumplir los siguientes requisitos:
· Perseguir fines de asistencia social, cívicos, educativos, culturales, científicos, deportivos, sanitarios, de coo-
peración para el desarrollo, de defensa del medio ambiente, de fomento de la economía social o de la inves-
tigación, de promoción del voluntariado social o cualesquiera otros fines de interés general de naturaleza
análoga.
· Destinar a la realización de dichos bienes, al menos el 70% de las rentas netas y otros ingresos que obten-
gan por cualquier concepto.
· En caso de ser titulares, directa o indirectamente de participaciones en sociedades mercantiles, acreditarlo
ante el Ministerio de Economía y Hacienda.
· Rendir cuentas anualmente.
· Aplicar su patrimonio, en caso de disolución, a la realización de fines de interés general análogos.
Las entidades sin ánimo de lucro que cumplan los requisitos descritos arriba gozan, como tales entidades, de
diversos beneficios fiscales».
114 Vide Ley 49/2002, de 23 de diciembre, sobre régimen fiscal de las entidades sin fin lucrativo.
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administrativo será competente en todas las cuestiones que se susciten en los procedi-
mientos administrativos instruidos en aplicación de la presente Ley Orgánica, de confor-
midad con las reglas establecidas en la LOPJ y en la LJ».
-
Asociaciones administrativas.
También ha sido reconocida por la doctrina la existencia de asociaciones adminis -
trativas, que son aquellas que tienen fisonomía legal propia y perfectamente diferencia-
da de las asociaciones y sociedades civiles115.
Sobre esta materia, el ATC 162/1995, de 5 de junio (FJ. 3), ha establecido:
«[...] cuando se trata de Corporaciones de Derecho Público, o incluso de asociaciones
privadas a las que se confiere el ejercicio de funciones públicas con carácter administra-
tivo [...] las facultades del legislador se amplían considerablemente, permitiéndose una
más penetrante intervención del Estado en su organización, por cuanto se consideran
entidades distintas de las asociaciones que puedan libremente crearse al amparo del art.
22 CE»116.
d'. Elementos.
La persona jurídica que llamamos asociación requiere117:
Elementos materiales.
-
Una pluralidad de miembros118. La esencia de la asociación, es el tenerse entre sí
como socios varias personas; es decir, la existencia de un grupo de personas unidas por
115 Vide: Juan GARCÍA PESARRODONA, Régimen jurídico-administrativo de las asociaciones, Barcelona,
1950, p. 237; Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo, Vol. II, Marcial Pons, Madrid, 1999, pp.
335-337. Vide STS, Sala 3a, Sección 1a, de 30 de octubre de 1989:«[...] ha de recordarse que la Junta de compen-
sación integra un supuesto de autoadministración: son los propios interesados los que desarrollan la función públi-
ca de la ejecución del planeamiento en virtud de una delegación que hace de la Junta un agente descentralizado
de la Administración de suerte que aquélla tiene naturaleza administrativa (art. 127.3 del Texto Refundido).
Ello significa que toda la actuación de la Junta de compensación esté sometida al Derecho administrativo:
en la medida en que aquélla gestiona intereses propios de sus medios, sin ejercicio directo de funciones
públicas, está sujeta al Derecho privado. De ello deriva pues que al contratar (ejecución de obras, présta-
mos, ventas de terrenos, etc.) no ha de someterse a las formalidades propias del Derecho administrativo,
pues todo ello tiene un carácter instrumental respecto de la finalidad última de la ejecución del planeamien-
to sin implicar el ejercicio directo de funciones públicas».
116
Vide STSJ de Madrid, núm. 383/2000 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2a), de 13 de abril
(Ar. 136), donde se determina la naturaleza jurídica de este tipo de asociaciones y la legislación aplicable.
117
Vide Luís DÍEZ-PICAZO y Antonio GULLÓN, Sistema de derecho civil, Vol. I, 8a edición, Tecnos,
Madrid, 1995, p. 632.
118
Vide Ramón G. SÁNCHEZ de FRUTOS, "La asociación. Su régimen jurídico en Derecho español",
Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 446-447, (1965), p. 884: «Las asociaciones parecen responder de
modo natural a la idea de la solidaridad o unión de fuerzas, mientras que las fundaciones responden a la idea
de la perpetuación de la voluntad humana, bien miradas las cosas, dice DE DIEGO, no hay más que dos for-
mas o tipos de personas jurídicas: las modeladas por el tipo de asociación o cooperación y las estructuradas por
el tipo de las fundaciones; sin perjuicio de que elementos de unas y otras se entrecrucen en el seno de muchas
personas jurídicas existentes».
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un fin común119. Es habitual la existencia de una actitud receptora y los miembros son
todos iguales: tienen la misma posición jurídica y económica. Sobre esta materia resul-
ta especialmente ilustrativa la STC 5/1996, de 16 de enero, F.J. 9o:
«Aunque el derecho de asociación requiere, ciertamente, de una libre concurrencia de
voluntades que se encauza al logro de un objetivo común, no es constitucionalmente
correcto identificar, en todo caso y sin matización alguna, ese pacto asociativo como un
contrato civil, trasladando analógicamente la teoría general del contrato al derecho de
asociación, pues si bien es cierto que la sociedad civil o las asociaciones de interés par-
ticular a que se refieren los artículos 35.2 y 36 del Código Civil son una modalidad aso-
ciativa, no lo es menos que el derecho de asociación, en tanto que derecho fundamental
de la libertad, tiene una dimensión y un alcance mucho más amplio, que sobrepasa su
mera consideración iusprivatista.
En este sentido, no es necesario insistir acerca de las notorias diferencias existentes
entre las sociedades civiles o mercantiles, sometidas, según su particular forma jurídica
a regímenes jurídicos diversos, de aquellas otras asociaciones -como hace la ahora acto-
ra- que persiguen fines extra commercium y cuya naturaleza es completamente distinta.
Ni el pacto fundacional de estas últimas asociaciones se identifica plenamente con el con-
cepto de contrato civil de sociedad, ni -como se dijo en la STC 218/1989- el acto de inte-
gración en una asociación es un "contrato en sentido estricto al que pueda aplicarse el
artículo 1.256 del Código Civil, sino que consiste [...] en un acto por el cual el asociado
acepta los estatutos y se integra en la unidad no sólo jurídica sino también moral que
constituye la asociación"».
· Un fin para cuya consecución se unen, que ha de ser lícito y determinado.
· Una organización. De lo contrario estaríamos ante un mero conglomerado de
personas. La organización surge del mismo hecho asociativo y represente el carác-
ter estable de la unión. Una asociación está organizada cuando tiene órganos recto-
res, que son los que van a hacer posible el cumplimiento del fin.
· Bienes o patrimonio social. La persona jurídica puede tener un patrimonio. Las
leyes determinarán las características del mismo, si procede.

Elementos formales.
-
Estatutos, en cuanto concierto de las voluntades de sus miembros y ley para las
119 Vide Alfredo GALLEGO ANABITARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, p. XXIX: «El concepto de "colegio" es revelador de un dualismo
permanente entre su sentido como conjunto de personas de una misma profesión, o como el establecimien-
to donde se imparten determinadas enseñanzas. La definición de "colegio" en Alcubilla (1887) y en
Enciclopedia Seix, es todavía más sugerente, porque se dice primero que es "la comunidad de personas que
viven en una casa destinada a la enseñanza", y después se añade que también es el conjunto de personas
de una misma profesión. El dualismo asociación-establecimiento es muy claro en el término "academia"
(Enciclopedia Seix): "sociedad de personas literatas, establecidas con autoridad pública" y "establecimien-
to en el que se instruye a los que han de dedicarse a una carrera o profesión"».
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relaciones sociales. En los mismos se incluirá: denominación, domicilio, ámbito terri-
torial de actuación, duración de la asociación, régimen de admisión, baja, sanción y
separación de los asociados, derechos y obligaciones de los asociados, reglas de funcio-
namiento, organización (órganos de gobierno y representación), régimen de administra-
ción, contabilidad y documentación, patrimonio y recursos económicos y causas de
disolución y destino del patrimonio.
Resulta de interés el art. 40 de la LODA, por cuanto establece:
«Orden jurisdiccional civil. 1. El orden jurisdiccional civil será competente, en los
términos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación con las preten-
siones derivadas del tráfico jurídico privado de las asociaciones, y de su funcionamiento
interno.
2. Los acuerdos y actuaciones de las asociaciones podrán ser impugnados por cual-
quier asociado o persona que acredite un interés legítimo, si los estimase contrarios al
ordenamiento jurídico, por los trámites del juicio que corresponda.
3. Los asociados podrán impugnar los acuerdos y actuaciones de la asociación que
estimen contrarios a los Estatutos dentro del plazo de cuarenta días, a partir de la fecha
de adopción de los mismos, instando su rectificación o anulación y la suspensión preven-
tiva en su caso, o acumulando ambas pretensiones por los trámites establecidos en la Ley
de Enjuiciamiento Civil.
4. En tanto se resuelven las contiendas de orden interno que puedan suscitarse en las
asociaciones, las solicitudes de constancia registral que se formulen sobre las cuestiones
controvertidas sólo darán lugar a anotaciones provisionales».
- Reconocimiento y publicidad, en los términos que establezca la legislación en
vigor. Sobre esta cuestión queda claro que el ejercicio de asociación no queda sujeto a
autorización previa, pero sí al control judicial inherente a toda actividad que pueda
afectar a la colectividad120. Respecto a las comunicaciones, la LODA en su art. 41 deter-
mina:
«Comunicaciones. Los Jueces y Tribunales ordenarán la inclusión en los correspon-
dientes Registros de Asociaciones de las resoluciones judiciales que determinen:
a) La inscripción de las asociaciones.
120 Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Derecho de asociación,
Cívitas, Madrid, 2002, p. 88: «Pues bien, la LODA, sin perjuicio de declarar taxativamente que el ejerci-
cio del derecho de asociación no queda sujeto a "autorización previa" -independientemente, pues, de que
sea gubernativa o judicial-, no ha dejado de prever que, cuando se encuentren indicios racionales de ilici-
tud penal en la constitución de la entidad asociativa, la Administración competente, mediante resolución
motivada, suspenderá el procedimiento administrativo conducente a la inscripción registral y dará traslado
de toda la documentación al Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional competente. Al comentario del
artículo 30.4 que así lo ha previsto me remito en este momento, pero adviértase ya que esa intervención
judicial a instancia de la Administración encargada del registro no se ha considerado incompatible con la
norma constitucional. Y no se ha considerado que lo sea porque, en realidad, no parece limitar, ni condi-
cionar, el ejercicio del derecho a una autorización previa. Cuestión distinta es, en fin, que con ello quede
o no mejor garantizado el control de las asociaciones ilegales».
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b) La suspensión o disolución de las asociaciones inscritas.
c) La modificación de cualquiera de los extremos de los Estatutos de las asociaciones
inscritas.
d) El cierre de cualquiera de sus establecimientos.
e) Cualesquiera otras resoluciones que afecten a actos susceptibles de inscripción
registral».
e'. Grupo normativo regulador.
Las asociaciones, que fueron contempladas con recelo por las monarquías y por la
revolución, encuentran en España su primera regulación de conjunto en el D.L. de 20
de noviembre de 1868, que sancionó el libre ejercicio del derecho de asociación
mediante el simple requisito de dar conocimiento a la autoridad local del objeto y el
reglamento del ente.
Sigue luego, en cumplimiento de la Constitución de 1876, la ley de 30 de julio de
1887, que estuvo vigente hasta la guerra civil y, en parte, hasta 1964 donde finalmente
la Ley de 24 de diciembre de 1964 deroga todas las disposiciones anteriores121. Ley que
tras la promulgación de la Constitución Española, continuo vigente en aquellos aspec-
tos en que no fue derogada por la misma122. Sin embargo, la necesidad de abordar su
regulación legal en democracia se ha hecho esperar tal y como pone de manifiesto la
STC 194/1999, de 14 de junio, FJ. 3o:
«Sin embargo, como advertimos recientemente en la STC 173/1998, entre la promul-
gación de nuestra Ley fundamental y el día de hoy no se ha dictado ninguna norma gené-
rica en desarrollo directo del artículo 22 CE. En tal sentido, la inactividad o pasividad
legiferante al respecto parece ser obra, como tal, de una opción que ha permitido la super-
vivencia parcial de la Ley 191/1964, de 24 de diciembre, de Asociaciones, con la única
modificación de su artículo 4 por la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones
y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en
lo que no haya sido derogada por la Constitución, dado que se inspira en unos principios
distintos y aun opuestos en ocasiones a los valores constitucionales y, por ello, "no cum-
ple la función de desarrollar el derecho de asociación como género, estableciendo una
regulación que haya de ser respetada por las leyes especiales que incidan en el ámbito del
derecho de asociación reconocido por el artículo 22 de la Constitución" (STC 67/1985)».
121   Vide José Antonio GONZÁLEZ CASANOVA, "Libertad de asociación", Nueva Enciclopedia
Jurídica, Tomo XV, Barcelona, 1974, pp. 332-339.
122 Vide: Miguel MARTÍNEZ CUADRADO, "Algunas consideraciones sobre la positivización del derecho de
asociación en el constitucionalismo contemporáneo", Estudios de ciencia política y sociología (Homenaje al pro -
fesor Carlos OLLERO), Madrid, 1972, pp. 485-493; Luís AGUJAR de LUQUE y Ascensión ELVIRAPERA-
LES, "El derecho de asociación", en Oscar ALZAGA VILLAAMIL (Dir.), Comentarios a la Constitución
Española de 1978, Edersa, Madrid, 1997, pp. 610-633; Manuel COBO del ROSAL y Manuel QUINTANAR
DÍEZ, "Límites constitucionales al derecho de asociación", en Oscar ALZAGA VILLAAMIL (Dir.),
Comentarios a la Constitución Española de 1978, Edersa, Madrid, 1997, pp. 637-646.
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Este vacío vino a cubrirlo la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del dere-
cho de asociación, en cuya Disposición Derogatoria Única deroga la Ley 191/1964, de 24 de
diciembre, reguladora de las asociaciones y cuantas disposiciones se opongan a la misma.
b) Diferencias respecto a la corporación.
Ya desde antiguo, doctrina cualificada tuvo ocasión de pronunciarse sobre el particular:
«El Sr. Colmeiro manifestó que no pretendía entrar en el fondo de la cuestión, pero veía clara la
diferencia que existe entre Asociación y Corporación, no en el sentido etimológico, sino en el téc-
nico y legal. Entiende por la primera toda reunión de personas que se constituye con un fin lícito por
iniciativa particular. Esta última circunstancia les imprime un sello especial que las caracteriza y dis-
tingue de las corporaciones, las cuales, no sólo están toleradas y consentidas como aquéllas, sino
constituidas por la ley misma Tal sucede con las Academias y Universidades, pues existen por la
voluntad del Gobierno, que interviene en ellas: tienen vida permanente, y la Constitución del Estado
confirma su distinción otorgándoles el derecho de nombrar un Senador de su seno; por consiguien-
te, la Asociación no es más libre e independiente que la Corporación.
No encuentra justificada la severidad con que el Sr. Conde de Torreánaz juzgó a los casi-
nos, porque, en tanto que estos centros, así como los clubes y demás asociaciones congéneres
no se aparten del fin lícito de su constitución, deben ser respetadas; y el Gobierno hará bien en
fomentarlas, pues son, más que útiles, necesarias. ¿Quién duda de las ventajas que reportan al
obrero y a la sociedad esos lugares de recreo y esparcimiento, cuya falta conduciría á aquéllos
a la taberna?. Al Gobierno toca, al par que las ampara, velar para que no desnaturalicen sus
fines, convirtiéndose en focos de vicio y corrupción»123.
GALLEGO ANABITARTE124 ha explicado con mucha claridad como en la legisla-
ción del siglo XIX nacen muchas asociaciones (asociaciones de la religión católica,
Cámaras Oficiales125 de la Propiedad, Cámaras de Comercio, Cámaras mineras) que
123 Vide Conde de TORREANAZ, "Extracto de la discusión habida en la academia, en las sesiones de 24
de febrero, 10, 24 y 31 de marzo, 7, 14 y 21 de abril y 2 de junio de 1891, sobre el tema", Memorias de la
Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Tomo VII, Madrid, 1893, p. 497.
124 Vide Alfredo GALLEGO ANABITARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, pp. XXIV-XXV.
125 Ibídem, pp. XXV-XXVI: «En este ámbito se plantea otro problema ¿qué significa que una Asociación
reciba el carácter de oficial?. El Real Decreto de 9 de diciembre de 1921 regula las condiciones para otor-
gar la concesión de carácter oficial a "entidades o corporaciones"; el Real Decreto de 4 de octubre de 1923
vuelve a regular esta materia, así como el de 19 de octubre de 1935: ¿significa el carácter de oficial que
una asociación o entidad se convierte en una entidad jurídico pública, esto es, en nuestro sentido, en una
Corporación, en un organismo público?. Especialmente interesante es el caso de la Asociación General de
Ganaderos, calificada por el Real Decreto de 3 de marzo de 1877 como "Corporación" de "carácter admi-
nistrativo por versar su acción sobre asuntos de interés público. En sus gestiones obra siempre como dele-
gada del Gobierno [...]". No hay duda de que estamos ante una persona jurídico-pública; es una
Corporación, en nuestro sentido. Pero las cosas se complican porque en el Real Decreto de 13 de agosto
de 1917, se reconoce un doble carácter a dicha Asociación: tiene un carácter oficial en lo referente a vías
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con el paso del tiempo se configuran legalmente como corporaciones. Un buen ejem-
plo, lo constituyeron las cámaras agrarias, tal y como lo detalla la STC 132/1989, de 18
de julio (Ar. 132), que explica de un modo muy didáctico la evolución histórica y natu-
raleza jurídica del fenómeno que estoy estudiando:
-
La evolución pone de manifiesto como se han configurado, casi desde su inicio,
como Entidades creadas por el poder público para la consecución de fines de inte -
rés  general,   asumiendo,   en fase  temprana  de  su   historia,   el  carácter  de
"Corporaciones de Derecho Público" que mantendrán hasta la actualidad. Si bien
en su origen se regularon como asociaciones de carácter voluntario:
«3. Para llevar a cabo ese pronunciamiento, y para determinar la adecuación o no a
los mandatos constitucionales citados de las normas que se impugnan, resulta convenien-
te tener en cuenta, siquiera sea brevemente, la naturaleza y evolución de las Cámaras
Agrarias en nuestro país. Las Cámaras Agrarias se han configurado históricamente, y
casi desde su inicio, como Entidades creadas por el poder público para la consecución
de fines de interés general, asumiendo, en fase temprana de su historia, el carácter de
"Corporaciones de Derecho Público " que mantendrán hasta la actualidad. Si bien en su
origen se regularon como asociaciones de carácter voluntario, constituidas al amparo de
la libertad de asociaciones que reconocía la Constitución de 1876, y la Ley de 30 de junio
de 1887, con el objeto de "defender y fomentar los intereses de la agricultura, de la pro-
piedad rústica, de los cultivos y de las industrias rurales, cualesquiera que sean los pro-
cedimientos o métodos que dentro de la Ley hayan adoptado o adopten para la realiza-
ción de estos fines" (Real Decreto de 14 de noviembre de 1890), pronto pierden ese
carácter voluntario. El Real Decreto de 2 de septiembre de 1919 manda constituir en cada
capital de provincia una "Cámara Oficial Agrícola", dependiente del Ministerio de
Fomento, con la condición de Cuerpo consultivo de la Administración (art. 2), disponien-
do que "pertenecerán con carácter obligatorio a la Cámara Agrícola de la capital todos
los contribuyentes por rústica o pecuaria que paguen más de 25 pesetas por la cuota del
Tesoro". La normativa posterior mantienen tal carácter obligatorio, [...]».
-
Partiendo siempre del principio general libertad, que configura el fenómeno aso-
ciativo como manifestación de decisiones autónomamente adoptadas por los indivi-
duos, no cabe excluir la intervención de los poderes públicos en este ámbito, para el
cumplimiento de fines que se consideran de interés público. Esta intervención se ha
pecuarias, mientras que es "autónoma" e "independiente" (es decir, debe significar que es privada) "en todo
lo demás".
Esta doble personalidad pública y privada y el sentido del término "oficial" lleva a plantearse en virtud de
esta materia, y no con especulaciones doctrinales, que es como se suele hacer, la distinción entre personas
jurídico públicas y privadas.. Esta Asociación de Ganaderos sería una de las típicas instituciones o
Corporaciones excluidas de la Ley de Asociaciones de 1887. La doctrina alemana con exactitud, en mi opi-
nión, mantiene que la distinción entre personas jurídico-públicas y privadas radica en que las primeras
están creadas por un acto estatal o reconocidas como tales por actos estatales administrativos posteriores a
la creación por iniciativa particular, a diferencia de las segundas, que en virtud de un derecho objetivo pre-
existente, surgen por un acto (constitución, fundación) jurídico-privado».
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producido históricamente en formas muy diversas, mediante la regulación, con mayor
o menor intensidad, de determinadas agrupaciones para el cumplimiento de fines de
interés público, en colaboración con las distintas Administraciones pero sin integrarlas
plenamente en ellas:
«6. Para resolver esa cuestión ha de partirse forzosamente del art. 1.1 del Texto cons-
titucional que consagra la libertad como "valor superior" del ordenamiento jurídico espa -
ñol, lo que implica, evidentemente, el reconocimiento, como principio general inspirador del
mismo, de la autonomía del individuo para elegir entre las diversas opciones vitales que se
le presenten, de acuerdo con sus propios intereses y preferencias: libertad que, en el ámbito
de la formación de agrupaciones entre individuos se traduce, entre otras, en las disposicio -
nes del art. 22 de la Constitución que reconoce el derecho de asociación. Este derecho, en su
vertiente positiva, comprende el de fundar y participar en asociaciones, y en su vertiente
negativa, el de no asociarse, como ya ha tenido oportunidad de exponer este Tribunal [...].
Ahora bien, y partiendo siempre de este principio general la libertad, que configura
el fenómeno asociativo como manifestación de decisiones autónomamente adoptadas
por los individuos, no cabe excluir la intervención de los poderes públicos en este ámbi -
to, para el cumplimiento defines que se consideran de interés público. Esta intervención
se ha producido históricamente en formas muy diversas, mediante la regulación, con
mayor o menor intensidad, de determinadas agrupaciones para el cumplimiento de fines
de interés público, en colaboración con las distintas Administraciones pero sin integrar -
las plenamente en ellas. Ello se ha realizado, por ejemplo, encomendando a asociaciones
privadas libremente constituidas el ejercicio de funciones públicas, sometiéndolas en
consecuencia a determinados requisitos (como fue el caso estudiado en nuestra STC
67/1985, referente a Federaciones Deportivas), bien estableciendo o creando específica-
mente agrupaciones de base asociativa para ejercer esas funciones, como sería el caso
(con los matices propios), de los Colegios Profesionales, de las Cámaras Agrarias o de
organizaciones de otro tipo. [...]».
-
Como consecuencia de ello, estas agrupaciones de tipo corporativo y de creación
legal no pueden incardinarse (pese a contar con una "base asociativa" en el sentido
señalado), sin profundas modulaciones, en el ámbito de los arts. 22 y 28 CE.
«Con todo evidencia, en el caso de las Corporaciones Públicas (dentro de las que,
según las leyes catalana y estatal se incluyen las Cámaras Agrarias), no puede predicar -
se la libertad positiva de asociación, pues su creación no queda a la discreción de los
individuos (ya que, como señalamos en nuestra STC 67/1985 "no puede hablarse de un
derecho a constituir asociaciones para el ejercicio de funciones públicas"), y tampoco les
es aplicable la garantía del art. 22.4 en cuanto a su disolución o supresión, al constituir -
se como creaciones de los poderes públicos, y sujetas por tanto a la decisión de éstos en
cuanto a su mandamiento y configuración».
-
Ahora bien, ello no supone que no existan límites al legislador, derivados del
art. 22.1, así como del art. 28 C.E., a la hora de configurar el régimen jurídico de las
Corporaciones Públicas. Un primer límite lo constituye el hecho de que las entida-
des corporativas deben ser compatibles con la libre creación y actuación de asocia-
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ciones. Un segundo límite, lo constituye el hecho de que no puede extenderse el tra-
tamiento del fenómeno asociativo que llevan a cabo el art. 22 (así como, en la ver-
tiente sindical, el art. 28), de la Constitución a agrupaciones del tipo de los entes cor-
porativos, que obedecen a supuestos distintos de los contemplados en este artículo.
Desde esta perspectiva no cabe excluir que el legislador, para obtener una adecuada
representación de intereses sociales, o por otros fines de interés general, prevea, no
sólo la creación de entidades corporativas, sino también la obligada adscripción a
este tipo de entidades, de todos los integrantes de un sector social concreto, cuando
esa adscripción sea necesaria para la consecución de los efectos perseguidos:
«[...]. Pues, partiendo del principio general de libertad que inspira el ordenamiento
constitucional, resultaría contrario al mismo que la creación de entes de tipo corporativo
supusiera una indebida restricción del ámbito de la libertad de asociación, de la libertad
de sindicación, y del juego del pluralismo social, económico y político, sustrayendo del
mismo amplios sectores de la vida social. Los fines, pues, a perseguir por las Entidades
corporativas, y la actuación de éstas han de ser compatibles con la libre creación y actua -
ción de asociaciones que persigan objetivos políticos, sociales, económicos o de otro tipo,
dentro del marco de los derechos de asociación y de libre sindicación, sin que puedan
suponer, por tanto, obstáculos o dificultades a esa libre creación y funcionamiento. Ello
constituye, pues, un primer límite, que pudiéramos denominar externo, a la creación de
entes de tipo corporativo, creación que resultará contraria a los mandatos constituciona -
les de los arts. 22 y 28 C.E. si en la práctica van a significar una indebida concurrencia
con asociaciones fundadas en el principio de la autonomía de la voluntad, o si, con mayor
motivo, van a impedir la creación o funcionamiento de este tipo de asociaciones.
Un segundo límite, relacionado evidentemente con el anterior, sería el representado
-en el supuesto de entes corporativos que implicaran la adscripción forzosa de los com-
ponentes de un sector social determinado- por la vertiente negativa del derecho de aso-
ciación, esto es, el derecho a no asociarse. Ciertamente, y como se indicó más arriba, no
puede extenderse el tratamiento del fenómeno asociativo que llevan a cabo el art. 22 (así
como, en la vertiente sindical, el art. 28), de la Constitución a agrupaciones del tipo de
los entes corporativos, que obedecen a supuestos distintos de los contemplados en este
artículo. Desde esta perspectiva no cabe excluir que el legislador, para obtener una ade-
cuada representación de intereses sociales, o por otros fines de interés general, prevea,
no sólo la creación de entidades corporativas, sino también la obligada adscripción a
este tipo de entidades, de todos los integrantes de un sector social concreto, cuando esa
adscripción sea necesaria para la consecución de los efectos perseguidos. Ahora bien, y
reconocida esa posibilidad, debe tenerse en cuenta que ello supondría -ante el principio
general de libertad que inspira nuestro sistema Constitucional- una restricción efectiva
a las opciones de los ciudadanos a formar libremente las organizaciones que estimaran
convenientes para perseguir la defensa de sus intereses, con plena autonomía y libertad
de actuación; y, por consiguiente, ha de considerarse la adscripción obligatoria a esas
Corporaciones Públicas como un tratamiento excepcional respecto del principio de
libertad que debe encontrar suficiente justificación, bien en disposiciones constitucio -
nales (así en el art. 36 CE), bien a falta de ellas, en las características de los fines de
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interés público que persigan y cuya consecuencia la Constitución encomiende a los
poderes públicos, de manera que la afiliación forzosa cuente con una base directa o
indirecta en los mandatos constitucionales. [...] las excepciones al principio general de
libertad de asociación han de justificarse en cada caso porque respondan a medidas
necesarias para la consecución de fines públicos, y con los limites precisos "para que
ello no suponga una asunción (ni incidencia contraria a la Constitución), de los dere -
chos fundamentales de los ciudadanos" [...]. En consecuencia, tal limitación de la liber -
tad del individuo afectado consistente en su integración forzosa en una agrupación de
base (en términos amplios) "asociativa", sólo será admisible cuando venga determina -
da tanto por la relevancia del fin público que se persigue, como por la imposibilidad, o
al menos dificultad, de obtener tal fin, sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente
corporativo».
Sin embargo, asociaciones y corporaciones tienen una naturaleza distinta: libre cre-
ación en el caso de las asociaciones adversus creación por parte de los poderes públi-
cos en el caso de las corporaciones; naturaleza privada en el caso de las primeras y natu-
raleza mixta en el caso de las segundas; pertenencia voluntaria a las asociaciones y ads-
cripción obligatoria a las corporaciones (la ONCE es una excepción; sin embargo, la
afiliación es un requisito imprescindible para tener derecho a las prestaciones socia-
les)126; la naturaleza y fines que desempeñan unos y otros son diferentes. Además, el
sentido institucional de las corporaciones ligado a la tutela de intereses públicos es más
acentuado que en el caso de las asociaciones127. Teniendo presente que para determinar
si la afiliación obligatoria a los entes corporativos está o no justificada es un criterio que
(STC 179/1994, F.J. 9):
«[...] no se limita a indagar si hay o no dificultad para que una cierta actividad o
función pueda desarrollarse sin la adscripción obligatoria, sino que, más profunda-
mente, impone un estudio sobre si resulta o no difícil que los fines perseguidos, los
efectos pretendidos puedan obtenerse, conseguirse sin la adscripción obligatoria».
126 Respecto a la integración forzosa Vide STC 132/1989, F.J. 7o: «[...] sólo será admisible cuando venga
determinada tanto por la relevancia del fin público que se persigue, como por la imposibilidad, o al menos
dificultad, de obtener tal fin, sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente corporativo», teniendo en cuen-
ta que para admitir su constitucionalidad deben superarse dos límites, tal y como precisó la STC 179/1994,
de 16 de junio, F.J. 10: «El primer límite es que no puede quedar afectada la libertad de asociación en su
sentido positivo, esto es, la adscripción obligatoria no puede ir acompañada de una prohibición o impedi-
mento de asociarse libremente. El segundo es que el recurso a esta forma de actuación administrativa no
puede constituirse en la regla; de modo que la adscripción obligatoria a estas Corporaciones públicas debe
encontrar suficiente justificación, ya sea en disposiciones constitucionales, ya sea en las características de
los fines de interés público que persigan, de las que resulte cuando menos la dificultad de obtener tales
fines sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente corporativo (por todas, STC 113/1994, F.J. 12)».
127 Yide Antonio FANLO LORAS, "Encuadre histórico y constitucional. Naturaleza y fines. La autono-
mía colegial", en AAVV, Los colegios profesionales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas,
Madrid, 1996, p. 73.
239
La STC 89/1989, de 11 de mayo, F.J. 4 ha establecido:
«[...], distinguiendo así las asociaciones de interés público, las asociaciones de
interés particular y las corporaciones siendo éstas siempre de carácter público o per-
sonas jurídico públicas, porque, pese a la base común asociativa de todas las personas
jurídicas, persiguen fines más amplios que las de simple interés particular o privado,
concediéndoseles por ello legalmente ciertas atribuciones o potestades -especie de
delegación de Poder Público- para que puedan realizar aquellos fines y funciones, que
no sólo interesan a las personas asociadas o integradas, sino a las que no lo están, pero
que pueden verse afectadas por las actuaciones del ente.
No por eso, sin embargo, se ha llegado a concluir que esas Corporaciones se inte-
gran en la Administración, ni tampoco que puedan ser consideradas como entes públi-
cos descentralizados, pero si que es justamente por cumplir, al lado de los privados,
fines públicos, por lo que se hace preciso la intermediación legal».
B. Corporación/asociación adversus fundación.
El concepto de corporación ha tenido en la doctrina iuspublicista una cierta equivocidad.
Con todo la doctrina clásica ha venido a depurar el concepto, que por lo demás pertenece a
la Teoría General del Derecho, diferenciando, como lo hace el artículo 35 del Código Civil,
las Corporaciones de las Fundaciones y de las Asociaciones.
Asociaciones y corporaciones tienen la misma sustancia128: son uniones de per-
sonas físicas o jurídicas; mientras que las fundaciones o instituciones son personas
jurídicas creadas para la consecución de determinados fines. Al igual que en el caso
de las asociaciones, el CC no define la fundación. Sólo se limita a reconocer su per-
sonalidad jurídica en el caso de las de interés público (art. 35.1). La fundación es
una persona jurídica que el ordenamiento reconoce cuando un sujeto de derecho (o
varios), el fundador, dispone para el futuro el destino de unos bienes al servicio per-
manente de una finalidad de interés general. Una persona que, como se ve, no es
colectiva, no tiene socios. Y lo más característico no es éste dato, sino la causa de
ella129. La fundación es una finalidad en acción, con medios y organización propios,
y en la cual el fundador en cuanto tal carece de influencia130. Las fundaciones, por
 128 Vide COSCULLUELA MONTANER, "Nuevas tendencias en la regulación de las corporaciones
de derecho público en el derecho español", en AAVV, Administración instrumental, o.c., p. 349.
129 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 302.
130 Vide Juan GARCÍA PESARRODONA, Régimen jurídico-administrativo de las asociaciones, o.c, p. 44:
«Las fundaciones son definidas, en general, como entidades, creadas y dotadas con bienes particulares, que se pro-
ponen la realización, de manera permanente, de un fin humano lícito en beneficio de otras personas».
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tanto, son una clase o categoría de las personas jurídicas simples, que se rigen por
la voluntad de su fundador, mientras que las asociaciones y corporaciones son per-
sonas jurídicas complejas, al estar constituidas por uniones de otras personas (físi-
cas o jurídicas) que se rigen por la voluntad de sus órganos de gobierno de acuerdo
con sus Estatutos.
C. Corporación adversus entes institucionales131.
Lo explicó GARCÍA de ENTERRIA132 hace ahora un buen número de años, la cor-
poración es, pues, un grupo de personas organizadas en el interés común de todas ellas
y con la participación de las mismas en su administración. La institución es un conjunto
de medios materiales y personales afectados por un fundador a la gestión de una finali-
dad por éste propuesta, finalidad que en todo caso remite a un interés que está situado
fuera del ente y cuya organización y funcionamiento quedan determinados por la volun-
tad del propio fundador. Del mismo modo, el sostenimiento económico de la corporación
es asunto propio de los miembros (derramas, cuotas, contribuciones, aportaciones de
capital), en tanto que en las instituciones es de nuevo el fundador el que provee a su sos-
tenimiento:
«Esta summa divissio está montada sobre un dato esencial: la corporación es un con-
junto de personas las cuales adoptan la condición formal de miembros; son estos miem-
bros, por una parte, quienes son titulares de los intereses a los que el grupo va a servir,
aunque se trate de sus intereses comunes y no particulares, y, en segundo término, los
propios miembros son quienes organizan el ente, en el sentido también de que es su
voluntad la que va a integrar la voluntad propia del ente a través de un proceso represen-
tativo. En cambio, en los entes institucionales no existen propiamente miembros, aunque
eventualmente pueda haber interesados, o destinatarios de la actividad, o usuarios de las
prestaciones que dichos entes proporcionan; las instituciones son una creación de un fun-
dador o "instituidor" que es el que propone un fin a cumplir por el ente que crea (fin que
éste sirve, pero que es externo a él, bien por ser propio del fundador, bien porque este
señala como beneficiarios a terceros, que no por ello pasan a integrarse en el ente como
miembros, sino que se mantienen como terceros). En fin, es el propio fundador el que
131 Vide José Fernando MERINO MERCHAN, José Luís PALMAFERNÁNDEZ, "Artículo 34. Derecho
de fundación", en Oscar ALZAGAVILLAAMIL(Dir.), Comentarios a la Constitución Española de 1978,
Tomo III, Cortes Generales-EDERSA, Madrid, 1996, p. 549: «Por su parte, Gierke considera a la corpora-
ción e institución como personalidades colectivas sociales, pero subsistiendo entre ellas una aguda antíte-
sis al traer origen la corporación de la colectividad que en ella vive, mientras que en las instituciones viene
implantada la voluntad creadora desde el exterior, del fundador que provoca y domina su vida: allí una
voluntad inmanente, aquí una voluntad trascendente».
132 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Los tipos de entes públicos en el derecho español", Estudios
jurídicos en homenaje al profesor Federico de Castro, Tecnos, Madrid, 1976, p. 646.
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dispone los medios materiales y personas que quedan afectos al cumplimiento de este fin,
así como el que decide con su voluntad la constitución de los órganos propios del ente y,
por tanto, derivativamente, el que constituye la propia voluntad del ente».
Para contribuir a determinar con más precisión el espectro de los entes instrumentales, la
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, (BOE de 27 de noviembre, núm. 284), Ley General
Presupuestaria, determina en su art. 1 que «Esta ley tiene por objeto la regulación del régi-
men presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y de control finan-
ciero del sector público estatal». Y en el art. 2, configura quien forma parte del sector públi-
co estatal: «1. A los efectos de esta ley forman parte del sector público estatal: a) La
Administración General del Estado. b) Los organismos autónomos dependientes de la
Administración General del Estado. c) Las entidades públicas empresariales, dependientes de
la Administración General del Estado, o de cualesquiera otros organismos públicos vincula-
dos o dependientes de ella. d) Las entidades gestoras, servicios comunes y las mutuas de acci-
dentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social en su función pública
de colaboración en la gestión de la Seguridad Social. e) Las sociedades mercantiles estatales,
definidas en la ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas. f) Las fundaciones del
sector público estatal, definidas en la Ley de Fundaciones. g) Las entidades estatales de dere-
cho público distintas a las mencionadas en los párrafos b) y c) de este apartado. h) Los con-
sorcios dotados de personalidad jurídica propia [...]». Sin duda se trata de una disposición
que contribuye decisivamente a la delimitación conceptual entre corporaciones y entes insti-
tucionales/inístrumentales.
1.2. Naturaleza jurídica133.
133 Vide Rafael ENTRENA CUESTA, Curso de Derecho Administrativo, Madrid, 1985, pp. 252-256:
«[...]. Dentro de la enorme gama de entes que componen la Administración institucional cabe establecer
dos grandes grupos, atendiendo a su estructura y funcionamiento: en el primero, el sustrato es de tipo cor -
porativo; en el segundo, de carácter fundacional. Los entes corporativos están montados sobre la base de
universítates personarum, que persiguen intereses comunes a tales personas. [...]. Las Corporaciones son
entes públicos institucionales [...] aunque un sector de la doctrina se pronuncia por situarlos entre el
Derecho público y el Derecho privado, como parte del Derecho profesional o corporativo, que sería un ter -
tium genus [...] en nuestra patria creemos que no puede plantearse el problema de lege data, dado que, de
una parte, el carácter público se atribuye de manera específica a las Corporaciones, por las normas que las
crean o reconocen, y, de otra, la propia Ley de la jurisdicción contencioso-administrativa les asigna, de
forma general, esta naturaleza al establecer que se entenderá por Administración pública 'Mas
Corporaciones [...] sometidas a la tutela del Estado o de alguna entidad local" (art. 1.2.c)). Claro está que
ello no implica que todos sus actos sean administrativos pues frecuentemente se moverán en la órbita del
Derecho privado. Aún más, a diferencia de lo que ocurre en los restantes sectores de la Administración,
puede afirmarse que el Derecho administrativo no es el ordenamiento jurídico común y normal de las
Corporaciones de este carácter, sino que éstas actúan, como regla, sujetas al Derecho privado, y sólo excep-
cionalmente se mueven en la órbita de aquél [...]».
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Sobre las dificultades que hay que enfrentar para determinar la naturaleza jurídica
de las corporaciones134 es buena muestra el siguiente fragmento:
«[...]. En primer lugar, porque en la resolución del problema de la naturaleza ha interferi-
do el problema de la duplicidad de funciones que desarrollan (públicas y privadas), lo que ha
llevado a defender tesis incorrectas desde el punto de vista organizativo (son Administración
Pública en cuanto al ejercicio de funciones públicas, pero al mismo tiempo entidades priva-
das, en cuanto a las funciones privadas), puesto que no caben híbridos organizativos. En
segundo lugar, por la falta de especificidad y rigor técnico que ha tenido en nuestro ordena-
miento la expresión, en parte tautológica, "Corporación de Derecho Público", empleada con
generosidad y a veces con impropiedad por el legislador, razón por la que su utilización no
siempre denota la presencia de un ente público stricto sensu. [...]. Hay que advertir que estas
dificultades, reflejo de la falta de categorías dogmáticas más depuradas, no es algo privativo
de nuestro país, sino que son comunes a otros países.
Advertiré que no estamos ante un problema puramente dogmático y teórico, puesto que,
en mi opinión, la correcta definición de la naturaleza [...] facilita la posterior resolución de
otros problemas ligados a la misma (distribución de competencias Estado-Comunidades
Autónomas, regulación de su régimen jurídico, adscripción obligatoria, funciones públicas
encomendadas, régimen jurídico de sus actos, tutela a la que están sujetas, etc.)»135.
La naturaleza jurídica de las corporaciones, en tanto, se les confiere una dimensión
pública al calificarlas como corporaciones de derecho público, imponer su constitución
obligatoria, atribuirles el carácter de órganos de consulta y colaboración con la
Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, someterlas a tutela y reco-
nocerles la posibilidad de que ostenten competencias administrativas por atribución
legal o por delegación de las Administraciones Públicas, fue determinada por la STC
76/1983, de 5 de agosto (Ar. 76), en los Fundamentos Jurídicos que se detallan:
«26. El artículo 21 es otro de los artículos tramitados como armonizadores, [...].
En su apartado 1, el artículo 21 se refiere a las Corporaciones de Derecho Público representati-
vas de intereses económicos que se concreta en el apartado a): Cámaras Agrarias, Cámaras de
Comercio, Industria y Navegación, Cámaras de la Propiedad Urbana y Cofradías de Pescadores.
134 Vide Manuel PÉREZ YRUELA y Salvador GINER, El corporativismo en España, Ariel, Barcelona,
1988, p. 34: «El corporativismo dentro de los regímenes liberales democráticos se desarrolla a través de la
combinación de tres procesos: a) el crecimiento de las organizaciones y de los intereses colectivamente
organizados; b) la interpenetración entre Estado y sociedad civil a partir de la aparición del Estado-inter-
ventor que amplía su esfera de influencia a aspectos hasta entonces no incluidos en su ámbito de actuación
(regulación de la economía; actividades asistenciales; sostenimiento y promoción de la cultura; regulación
normativa de múltiples actividades privadas; intervención en las relaciones laborales, etc.); c) el desarro-
llo de pautas de interacción de las organizaciones de intereses entre sí y con el Estado a través de fórmu-
las de colaboración o competencia más o menos rígidamente institucionalizadas».
135 Vide Antonio FANLO LORAS, "Encuadre histórico y constitucional. Naturaleza y fines. La autono-
mía colegial", en AAVV, Los colegios profesionales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas,
Madrid, 1996, pp. 92-93. Vide Javier GALVEZ MONTES, La organización de las profesiones tituladas,
BOE, Madrid, 2002, pp. 138-140.
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El proyecto reconoce el aspecto privado de estas Entidades al señalar que tendrán como
función propia la prestación de servicios a sus miembros y la representación y defensa de sus
intereses económicos y corporativos, pero, al mismo tiempo, les confiere una dimensión
pública al calificarlas como Corporaciones de Derecho Público, imponer su constitución
obligatoria,  atribuirles el carácter  de órganos de consulta y colaboración con  la
Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, someterlas a la tutela administra -
tiva de estas últimas y reconocerles la posibilidad de que ostenten competencias administra -
tivas por atribución legal o por delegación de las Administraciones Públicas.
En consecuencia, puede afirmarse que, aunque orientadas primordialmente a la consecución
de fines privados, propios de los miembros que las integran, tales Corporaciones participan de
la naturaleza de las Administraciones Públicas y, en este sentido, la constitución de sus órga -
nos así como su actividad en los limitados aspectos en que realizan funciones administrativas
han de entenderse sujetas a las bases que con respecto a dichas Corporaciones dicte el Estado
en el ejercicio de las competencias que le reconoce el artículo 149.1.18 de la Constitución.
Bases con las que pueden identificarse los principios contenidos en el artículo 21.1, dada la natu-
raleza de los mismos.
El artículo 21.2 en relación con las Corporaciones de Derecho Público representativas de
intereses profesionales, determina que su organización y competencias han de ajustarse a los
principios y reglas básicas establecidas en la legislación del Estado para dichas Entidades.
En relación  con  este  apartado  es preciso  señalar,  en  primer término,   que  unas
Comunidades han  asumido  con  carácter general  las  competencias relativas a las
Corporaciones de Derecho Público representativas de intereses profesionales, y otras lo han
hecho con carácter especifico, con relación únicamente a los Colegios Profesionales. Las pri -
meras han asumido dichas competencias con sujeción a los criterios básicos fijados por el
estado, y las otras, conforme a la legislación general o con el límite que resulta de los artí -
culos 36 -que remite a la Ley la regulación de los Colegios en los términos que indica- y 139
de la Constitución -que en su apartado 1 establece la igualdad de derechos y deberes de los
españoles- quedando en algunos casos diferida la asunción a un momento futuro mediante un
sistema cuya consideración no es relevante a estos efectos. La remisión a tales preceptos per-
mite entender que la Ley a que se refiere el artículo 36 ha de ser estatal en cuanto a la fija -
ción de criterios básicos en materia de organización y competencia.
En cualquier caso, pues, corresponde a la legislación estatal fijar los principios y reglas
básicas a que han de ajusfar su organización y competencia las Corporaciones de Derecho
Público representativas de intereses profesionales. Por ello, este apartado, en cuanto concre-
ta las bases y las refiere a la materia de organización y competencia, no es contrario a la
Constitución. [...]».
El reconocimiento legal, y el carácter de las Corporaciones, pese a la base común
asociativa de todas las personas jurídicas, persiguen fines más amplios que las de sim-
ple interés particular o privado, concediéndoseles por ello legalmente ciertas atribucio-
nes o potestades -especie de delegación del Poder Público- para que puedan realizar
aquellos fines y funciones, que no sólo interesan a las personas asociadas o integradas,
sino a las que no lo están, pero que pueden verse afectadas por las actuaciones del ente.
No por eso, sin embargo, se ha llegado a concluir que esas Corporaciones se inte-
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gran en la Administración, ni tampoco que puedan ser consideradas como entes públi-
cos descentralizados, pero sí que es justamente por cumplir, al lado de los privados,
fines públicos, por lo que se hace preciso la intermediación legal. Así lo ha manifesta-
do entre otras, la STC 89/1989, de 11 de mayo (Ar. 89), FJ Cuarto:
«El art. 36 CE no se refiere a la naturaleza jurídica de los Colegios Profesionales, mante-
niéndose por ello viva -y explicable- la preocupación de la doctrina en torno a aquélla. Puede
afirmarse, sin embargo, que la inmensa mayoría se pronuncia en favor de una concepción
mixta o bifronte que, partiendo de una base asociativa, nacida de la misma actividad profe-
sional titulada (a ésta se refieren casi todos los Colegios Profesionales), consideran los
Colegios como corporaciones que cumplen a la vez fines públicos y privados, pero integra-
dos siempre en la categoría o concepto de Corporaciones, al que, al hablar de las personas
jurídicas, ya se refería el art. 35 del C.C., que separa "las Corporaciones, Asociaciones y
Fundaciones de interés público reconocidas por la Ley" de las "Asociaciones de interés par-
ticular, sean civiles, mercantiles o industriales", distinguiendo así las Asociaciones de interés
público, las Asociaciones de interés particular y las Corporaciones, siendo éstas siempre de
carácter público o personas jurídicas públicas, porque, pese a la base común asociativa de
todas las personas jurídicas, persiguen fines más amplios que las de simple interés particu -
lar o privado, concediéndoseles por ello legalmente ciertas atribuciones o potestades -espe-
cié de delegación del Poder Público-para que puedan realizar aquellos fines y junciones, que
no sólo interesan a las personas asociadas o integradas, sino a las que no lo están, pero que
pueden verse afectadas por las actuaciones del ente.
No por eso, sin embargo, se ha llegado a concluir que esas Corporaciones se integran en
la Administración, ni tampoco que puedan ser consideradas como entes públicos descentra -
lizados, pero sí que es justamente por cumplir, al lado de los privados, fines públicos, por lo
que se hace preciso la intermediación legal. Eso explica el reconocimiento legal de las
Corporaciones al que se refiere el art. 35 C. C. y, adelantando el argumento, el mandato cons-
titucional contenido en el texto del art. 36 CE [...]».
Llegados a este punto, debo señalar la diferencia que existe entre la corporación de
derecho público y la Administración pública136. Y nadie mejor que los profesores que
menciono a continuación, para explicarlo con claridad:
GARCÍA de ENTERRÍA:
«Pero tal identificación subjetiva entre corporaciones de base privada que tienen atri-
buidas funciones públicas y administraciones públicas resulta profundamente equívoca.
Ni los fondos de estas corporaciones constituyen dinero público, ni sus cuotas o derra-
mas -entre sus miembros, no ad extra, naturalmente- exacciones públicas regidas por el
principio de legalidad tributaria [...], ni sus empleados funcionarios, ni sus contratos son
en ningún caso contratos administrativos, ni sus bienes nunca demaniales, ni sus actos
son administrativos fuera del caso específico de que se produzcan en ejercicio de las fun-
ciones delegadas. Más simplemente y en forma positiva: sólo en la actividad referente a
la constitución de sus órganos (procesos electorales), por lo mismo que la organización
136 Vide Joaquín TORNOS MAS, "Las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación", en AAVV,
Administración instrumental, o.c, pp. 800.
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es pública, y en los limitados aspectos en que actúan funciones administrativas atribui-
das por la ley o delegadas, la actuación de las corporaciones de base privada puede cali-
ficarse de administrativa a los efectos de su régimen jurídico y de su eventual enjuicia-
miento jurisdiccional; en esos casos se da normalmente un recurso previo ante la
Administración de tutela [...], recurso que viene a jugar como una suerte de reconversión
administrativa de un acto que originariamente aparece dictado por una corporación que
no es por sí misma una Administración pública estrictamente tal, aunque ejercite funcio-
nes de ésta.
Por ello, más que de tal identificación subjetiva entre corporaciones de base privada
y Administraciones podría hablarse, más técnicamente, de que aquéllas vienen a actuar
como verdaderos agentes descentralizados de la Administración. [...]»l37.
GONZÁLEZ NAVARRO:
«Finalmente hay que decir que la expresión corporación de derecho público -como
sus equivalentes corporación o corporación pública- tiene un alcance distinto a la de
Administración pública, no siendo correcto ni tampoco conveniente identificar dichas
expresiones:
a)
No es correcto, porque son muchos los textos de nuestro derecho positivo que cali-
fican de "corporación de derecho público" a entes que no son Administración pública.
Puede afirmarse con carácter general que las corporaciones profesionales o de intere-
ses (colegios, cámaras, etc.), a pesar de que la doctrina española venía calificándolas de
verdaderas Administraciones públicas, no son tales sino meras organizaciones sectoria-
les de base privada dotadas de personalidad y que, sólo a determinados efectos -cumpli-
miento de ciertos fines públicos- tiene la consideración de Administraciones públicas.
b)
Tampoco resulta conveniente esa identificación porque puede llevar a aplicar a
esas corporaciones de derecho público el régimen de prerrogativas de la Administración
pública y, particularmente, de la Administración del Estado cuya regulación tiene parti-
cular capacidad absorbente sirviendo de modelo a las restantes regulaciones.
Piénsese, que esa equiparación podría suponer que los colegios profesionales tuvie-
ran las mismas prerrogativas que la Administración del Estado, lo que no parece que deba
admitirse»138.
Quizás por todo ello es posible afirmar que estamos ante supuestos de autoadminis-
tración de naturaleza mixta o bifronte139, aunque tal y como advierte FANLO LORAS,
esta propuesta es «sin embargo, desde el punto de vista organizativo, equívoca, porque
la perífrasis utilizada traslada a la forma de personificación ("corporación", que en sen-
tido estricto alude siempre a una forma de personificación pública) el problema de la
137 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Los tipos de entes públicos en el derecho español", Estudios
jurídicos en homenaje al profesor Federico de Castro, Tecnos, Madrid, 1976, p. 660.
138
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, o.c, pp. 210-211.
139
Vide Emilio PÉREZ PÉREZ, "Naturaleza de las comunidades de usuarios del agua y esquema de su
régimen jurídico", REDA, 81, (1994), pp. 55-76, donde determina el verdadero alcance de la calificación
como Corporación de Derecho Público. Vide Cándido PAZ-ARES RODRÍGUEZ, Comentarios del Código
Civil, Ministerio de Justicia, Madrid, 1993, p. 1300.
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naturaleza y funciones (base privada y ejercicio de intereses privados)»140. Pero sin
embargo, entre sus finalidades esenciales está la protección y defensa de los terceros
encarnados en el interés general:
«Evidentemente, nosotros somos una corporación [...]. Pero esa corporación se dis-
tingue por su carácter egoísta como la mayoría de las asociaciones, yo creo que hay una
diferencia que conviene poner muy claro. En cualquier asociación no se plantea ni siquie-
ra duda de si debe prevalecer el interés del asociado o el interés de quien permanece
extraño al círculo interno de la asociación. En cambio, en nuestros colegios, el interés del
tercero, el interés del cliente, prevalece sobre el interés de nuestros compañeros colegia-
dos»141.
En definitiva, existe una doble visión sobre el corporativismo. Por una parte, se
entiende como producto de la reestructuración del sistema de representación de intere-
ses, de la revolución organizativa y de cambios ocurridos en el Estado, la sociedad y las
relaciones entre ambos. Por otra, como la aparición de un modelo de colaboración
ejemplificado en la concertación y los pactos sociales142. Pero admitir estas posibilida-
des no implica que no se haya llegado a la esencia de la categoría que estamos estudian-
do (STS de 20 de noviembre de 1987, Ar. 7910, Cdo 9o, que subraya la diferencia entre
corporaciones de derecho público y asociaciones privadas, declarando que):
140
Vide Antonio FANLO LORAS, "Encuadre histórico y constitucional. Naturaleza y fines. La autonomía cole-
gial", en AAVV, Los colegios profesionales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas, Madrid, 1996,
p. 94. Vide STC 11/2002, de 17 de enero, voto particular que formula el Magistrado don Fernando Garrido Falla
en relación con los recursos de inconstitucionalidad núms. 3584/1994 y 3592/1994: «2. Esta calificación jurídica
de las Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana, que las asimila a los "entes instrumentales" (Administraciones
públicas), no puedo compartirlas. Las corporaciones de Derecho público son fundamentalmente, a mi juicio, aso-
ciaciones privadas que como consecuencia de determinadas facultades exorbitantes que les concede el poder
público, en atención a fines de interés público que persiguen, adquieren la cualidad de corporaciones de Derecho
público. El Estado (o las Comunidades Autónomas) mediante norma legal de rango suficiente podrá suprimir las
facultades exorbitantes concedidas, degradándolas a la simple condición de asociaciones privadas; lo que no
puede, siempre a mi juicio, es hacer desaparecer unas asociaciones protegidas por el art. 22 de la Constitución
Española».
141
Vide Efen BORRAJO DACRUZ, "Sindicatos y colegios profesionales", Anales de la Cátedra
Francisco Suárez, 22, (1982), p. 99, donde recoge estas expresiones emitidas por el señor Pedrol Rius. Vide
STC 20/1988, F.J. 4: «[...] los Colegios Profesionales son corporaciones sectoriales que se constituyen para
defender primordialmente los intereses privados de sus miembros, en razón de las cuales se configuran
legalmente como personas jurídico-públicas o Corporaciones de Derecho público cuyo origen, organiza-
ción y funciones no dependen sólo de la voluntad de los asociados, sino también, y en primer término, de
las determinaciones obligatorias del propio legislador, el cual, por lo general, les atribuye asimismo el ejer-
cicio de funciones propias de las Administraciones territoriales o permite a estas últimas recabar la cola-
boración de aquellas mediante delegaciones expresas de competencias administrativas, lo que sitúa a tales
Corporaciones bajo la dependencia o tutela de las citadas Administraciones territoriales titulares de las fun-
ciones o competencias ejercidas por aquéllas».
142
Vide Manuel PÉREZ YRUELA y Salvador GINER, El corporativismo en España, Ariel, Barcelona,
1988, p. 57.
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«[...] al ser Corporaciones de Derecho Público no son asociaciones ni resultan del
libre ejercicio del Derecho constitucional de asociación, pues lo que determina la crea-
ción de las Corporaciones de Derecho público no es la voluntad privada, sino la volun-
tad superior de la norma que decide crearlas al entender que los intereses generales serán
mejor servidos [...]»143.
Respecto al destino del patrimonio resulta relevante la STC 11/2002, de 17 de enero,
F.J. 10:
«[...] las corporaciones de Derecho público son "entidades cuya creación y disolución se
producen como consecuencia de la decisión del poder público" [...]. Lo determinante, por
tanto, es que, con independencia de su origen, el patrimonio generado por las Cámaras mien-
tras éstas existieron era el patrimonio de una corporación de Derecho público; corporación a la
que, obviamente una vez suprimida, no era obligado indemnizar. Cosa distinta es que el origen
del patrimonio cameral debiera ser utilizado como criterio relevante a la hora de ordenar el des-
tino que había de darse al conjunto de su patrimonio. Y en este sentido es difícil hacer algún
reproche al Decreto-ley impugnado, pues precisamente se sirve de ese dato para adscribir una
parte del patrimonio (el generado por la cuota obligatoria) al cumplimiento o realización de
fines o servicios públicos, destinando la masa patrimonial restante para su adscripción a aso-
ciaciones sin ánimo de lucro que tengan como finalidad esencial la defensa, promoción e infor-
mación de los propietarios y usuarios de viviendas urbanas».
1.3. Clasificación.
1.3.1. Una pluralidad de intereses que lógicamente tienen su reflejo en la legis-
lación de una determinada época.
143 Vide STS de 12 de junio de 1990, Ar. 4458, F.D. 2o, que declara que las actividades corporativas que no se
desarrollan bajo veste pública no están sometidas al derecho administrativo: «La faceta asociativa privada de los
Colegios Profesionales debe estar sometida al Derecho Civil, pues todo lo relativo a la adquisición, conservación,
recuperación, perdida o administración de sus bienes privativos, en nada afecta al orden administrativo, y de ahí
que las leyes relativas a la aprobación, constitución, disolución, fusión, segregación, etc., del ente público tengan
carácter administrativo y no contengan normas de Derecho privado relativas a su patrimonio particular, que queda
sometido a las normas aplicables a cualquier asociación de carácter civil». Vide Francisco LÓPEZ MENUDO,
"El derecho administrativo como derecho "especial" y "excepcional" de algunos entes públicos. Consecuencias",
en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García
Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, pp. 573-574: «Queda, pues, meridianamente claro que el Derecho administrativo
no es un Derecho "normal" para estas Corporaciones, puesto que no tiene un "valor organizador general" para las
mismas, quedando limitada su aplicación a los puntuales aspectos en que ejercen funciones públicas. Y esta
misma conclusión, mutatis mutandis, es igualmente aplicable a todas las entidades respecto de las cuales el legis-
lador ha "renegado" del uso general del Derecho administrativo, [...], el uso que eventualmente se haga del
Derecho administrativo ha de ajustarse a límites estrictos (expresa atribución legal e interdicción de cualquier fór-
mula que Heve a la expansión de los privilegios). [...]. Pero lo que sí resulta de todo punto inadmisible es que en
el proceso de evasión se vayan jirones del "mejor" Derecho administrativo, el que refuerce con prerrogativas, sin
el contrapeso de las correlativas cargas, la ya cómoda posición buscada de propósito en los ámbitos del Derecho
privado. Parece claro que no hay situación más peligrosa para la libertad y la seguridad jurídica que un sujeto
privado dotado de prerrogativas públicas».
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Es notoria la pluralidad de intereses que, de siempre, han concurrido y concurren en
la vida económica. Intereses que, lógicamente, tienen su reflejo en las organizaciones
en las que aquellos se incardinan. Ha habido al respecto opciones muy distintas. No es
necesario recordarlas. Basta, simplemente, tener en cuenta los datos que facilita una
historia ya conocida. Gremios, cámaras, asociaciones patronales; más tarde también,
sindicatos obreros. Y en todo caso, la presencia de la Administración, principalmente la
del Estado, sectorialmente proyectada en este ámbito. Organizaciones distintas, con
cometidos igualmente diferentes, cuyo significado y alcance varía también según los
tiempos: a épocas de esplendor han seguido otras en las que esas organizaciones lleva-
ban una vida más o menos lánguida144. Tampoco han sido ajenas a la vida de las mis-
mas, situaciones de mutua tensión y desconfianza.
Fórmulas orgánicas heterogéneas por demás. Y como cualquier fórmula de naturaleza
organizativa, todas las que en su caso se adoptan, son siempre de carácter convencional. Las
alternativas organizativas que se ofrecen han sido muy diversas. Es algo que conviene tener
muy claro y que encuentra pleno reflejo en nuestro propio ordenamiento jurídico145. Dos
ejemplos como botón de muestrar: a partir del Real Decreto-ley de 9 de junio de 1924, se con-
cede a las Universidades, el carácter de corporaciones de interés público, y, por tanto, la per-
sonalidad jurídica para adquirir, poseer y administrar bienes; en el régimen sindical que tuvo
su fundamento en el Fuero del Trabajo, el sindicato se configuró como una corporación de
derecho público, de carácter total y obligatorio, de estructura jerarquizada y dependiente del
Estado. La identidad de naturaleza jurídica con el colegio profesional era total; uno y otro
tenían que velar prioritariamente por los intereses generales, no sólo de la profesión o de la
comunidad económico-social, sino del Estado146.
1.3.2. Clasificación actual.
Se puede establecer la siguiente clasificación147:
144
Vide Francisco VILLACORTA BAÑOS, Profesionales y burócratas, Siglo XXI de España Editores,
S.A., Madrid, 1989, p. 16, donde explica el fenómeno de la colegiación como defensa de la práctica pro-
fesional cotidiana y p. 312, donde analiza el corporativismo y el mercado de trabajo profesional en nues-
tro país.
145
Vide Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, "Funciones de las Cámaras Oficiales de
Comercio, Industria y Navegación", REDA, 90, (1996), p. 185.
146
Vide Efren BORRAJO DACRUZ, "Sindicatos y colegios profesionales", Anales de la cátedra
Francisco Suárez, 22, (1982), p. 81.
147 Vide Luís COSCULLUELA MONTANER, "Nuevas tendencias en la regulación de las corporaciones
de derecho público en el derecho español", en AAVV, Administración instrumental, o.c, p. 350.
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a) Corporaciones territoriales.
b) Corporaciones representativas de intereses profesionales.
c) Corporaciones representativas de intereses económicos.
d) Corporaciones sociales de finalidad asistencial.
e) Corporaciones de usuarios del dominio público hidráulico.
Tengo que hacer una referencia especial, pues si las tres primeras categorías son
muy conocidas, las dos últimas sólo tiene una corporación acuñada. En el apartado d),
me estoy refiriendo a la Organización Nacional de Ciegos148, y en el e) a las comuni-
dades de usuarios del dominio público hidráulico, creadas sobre la base de las tradicio-
nales comunidades de regantes. Nada impide que en el futuro puedan nacer otras que
se acomoden a esta clasificación.
1.4. Características.
Entre las notas características de las corporaciones debo destacar las siguientes:
· En primer lugar, todas las corporaciones privadas parten de un libre pacto asocia-
tivo, que las dota de estructura y funcionamiento, mientras que las públicas son crea -
das por un acto de poder, ya sea por la Ley, caso por caso, o bien por resolución admi-
nistrativa.
· En segundo lugar, por la obligatoriedad indirecta de la integración de sus miem -
bros. No obstante se trata de una obligatoriedad relativa, dado que el ordenamiento no
impone el ingreso en el ente corporativo, pero sí indirectamente si se pretende ostentar
la titularidad de un derecho o el acceso a determinadas prestaciones y servicios.

· Por último es distintivo el carácter monopolístico de las organizaciones corporati-
vas, dado que no cabe más que una sola y única organización corporativa para operar
con determinados fines y sobre un mismo colectivo, frente al pluralismo esencial de las
sociedades.
Las consideraciones anteriores nos permiten afirmar sin género de dudas que la
ONCE es un ente de base corporativa no territorial (corporación de derecho público,
de carácter social), y que se ve confirmado por lo que dispone el Título Preliminar de
sus Estatutos (art. 1), a saber: «de creación estatal y bajo su protectorado, constituye
una agrupación de deficientes visuales españoles que admitidos estatutariamente en
148 Sobre la naturaleza de los actos que dictan y de la competencia jurisdiccional, cuando actúa en mate-
rias delegadas por la Administración Pública, Vide José Luís REGUERO IBÁÑEZ, "Las corporaciones de
derecho público en el proceso contencioso-administrativo", en Los colegios profesionales. Administración
corporativa, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2001, pp. 88-89.
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ella, deberán afiliarse obligatoriamente para acceder a sus prestaciones y prerrogativas
sociales y que sin perjuicio de gestionar y defender sus funciones privativas, ejerce
determinadas funciones delegadas de las Administraciones Públicas»149.
1.5.
Elementos.
1.5.1.
Materiales.
Son los mismos que han sido expuestos al determinar la configuración jurídica de
las asociaciones.
1.5.2.
Formales.
Nuevamente me remito a los que expuse al tratar las asociaciones con tres salveda-
des: primera, la necesidad de una norma que de a luz a la corporación de que se trate;
segunda, los estatutos150 deberán cumplir los requerimientos exigidos en la disposición
fundacional; tercero, el reconocimiento y la publicidad vienen otorgados por la norma
a la que acabo de hacer referencia.
1.6.
Atribuciones.
No es tarea fácil la de sistematizar las atribuciones ejercidas por las corporaciones.
Sin pretensiones de acierto, creo que pueden clasificarse en las siguientes151:
1º. Reglamentarias: a) Formar y aprobar sus estatutos, ordenaciones y reglamentos
con arreglo a las leyes o disposiciones por las que se rijan. Estos reglamentos tienen
para el grupo carácter de verdaderas leyes, b) Dictar reglas referentes a materias de su
competencia: por ejemplo las que versen sobre el ejercicio de la profesión o sobre el
uso y disfrute de los bienes comunales.
2o. De gobierno y administración en todo cuanto se refiera al régimen interior de la
corporación, como el nombramiento de empleados, fijación de retribuciones, separa-
ción, etc., la formación de presupuestos, ordenación de pagos, cuentas, etc.
149 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS, "Dirección y gestión de
entidades no lucrativas", Cuadernos de Información Jurídica, 67, (1992), p. 38.
150 Vide Dictamen del Consejo de Estado 5903/97, de 5 de marzo: «Estatutos Generales son, en diversas
modalidades, normas jurídicas especiales fruto simultáneo de la autonomía que nuestro ordenamiento jurí-
dico reconoce a la Administración Corporativa y del control que reserva al Gobierno de la Nación [...]».
151 Vide Luís JORDANA de POZAS, "Las corporaciones profesionales en el derecho administrativo espa-
ñol anterior a la dictadura", Revista de la Facultad de Derecho de Madrid, 8, 9, 10 y 11, (1942), pp. 55-
56. Vide Eugenio PÉREZ BOTIJA, "Problemas de administración corporativa", o.c, pp. 114-115.
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3o. De representación de la corporación y de la clase o profesión ante el Poder públi-
co, pudiendo hacer peticiones, proponer reformas, nombrar vocales para las entidades
representativas de segundo grado, comunicarse con otras entidades, etc.
4o. Consultivas, teniendo unas veces el deber de contestar a las consultas que reciba
del Gobierno, de los ministros, Diputaciones, Ayuntamientos, etc., y otras, también, el
derecho de que se las consulte sobre determinadas materias.
5o. Jurisdiccionales. La facultad de imponer correcciones disciplinarias.
6o. Profesionales, interviniendo o decidiendo el ingreso en la profesión, llevando un
registro de los que la ejerzan, etc.
7º.  Fiscales, repartiendo las cargas y contribuciones entre sus individuos.
8o. De organización y gestión de los servicios públicos encomendados.
9o. De fiscalización de los servicios públicos encomendados.
10. De previsión y asistencia
1.7. Privilegios y deberes152.
1.7.1.
Privilegios.
El Estado, para estimular en ocasiones la creación de entidades cuyos fines estima
de interés público y otras como consecuencia del carácter público administrativo de
determinadas corporaciones, les otorga algunos privilegios que podemos agrupar de la
siguiente forma: 1o. Exenciones fiscales. 2o. Concesión de preferencia para ciertos ser-
vicios. 3o. Honores, mediante la concesión de uso de medallas o distintivos de trata-
mientos, etc. 4o. Monopolio del nombre. 5o. Monopolio para la organización y gestión
de ciertas instituciones. 6o. Concesión de algunos de los privilegios característicos de la
Administración y Hacienda pública.
1.7.2.
Deberes.
En compensación de estos privilegios y justificando su carácter público, las entida-
152 Vide Luís JORDANA de POZAS, "Las corporaciones profesionales en el derecho administrativo espa-
ñol anterior a la dictadura", o.c, pp. 56-57. Vide Eugenio PÉREZ BOTIJA, "Problemas de administración
corporativa", o.c, p. 116 donde hace una sinopsis de la fiscalización sobre las corporaciones:
«a) Fiscalización administrativa: a', intervención en su constitución y organización. b'. Intervención en su
funcionamiento: Fiscalización preventiva (derecho de veto y autorización previa). Fiscalización sucesiva y
a posteriori. c'. Los recursos gubernativos y los contencioso-administrativos. d. La tutela,
b) Fiscalización económica: a'. Preventiva: aprobación del presupuesto. b'. Sucesiva: fiscalización directa
a través de delegados de la intervención general del Estado. c'. La fiscalización a posteriori: rendición de
cuentas».
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des de esta clase tienen deberes respecto del Estado. El primero y fundamental es el de
desempeñar las funciones para las que fueron creadas o establecidas. Además de esto,
cabe señalar: a) La presentación de una memoria anual en que se dé noticia de la mar-
cha y acción corporativas. b) El de contestar las consultas que les haga la
Administración en asuntos de la competencia de aquéllas. c) El de rendir cuentas o
comunicarlas. d) El de levantar las cargas que sobre ellas pesen. e) El de responder de
sus asociados, en los términos legalmente establecidos.
La doctrina de los deberes de las corporaciones públicas respecto al Estado se halla
muy poco elaborada en nuestro Derecho, y es lo más frecuente que no se expresen en
las disposiciones orgánicas sino genéricamente los deberes de ajustarse a la ley y de
cumplir con lo que ésta disponga.
2. La ONCE es una corporación de derecho público, de carácter social.
2.1. Corporación, de carácter social, que no establece formalmente la incorpo-
ración obligatoria de los invidentes.
Del análisis de estas notas cabe deducir que el calificativo de Corporación de carác-
ter "social" la aparta sustancialmente del resto de las corporaciones de derecho público
representativas de intereses económicos o profesionales. ¿Qué significado tiene, por
consiguiente, la calificación de esta entidad como corporación de derecho público?.
Evidentemente, su base asociativa, al estar constituida por miembros o afiliados que se
determinan en base a la concurrencia de una concreta minusvalía física, y que aparta
también a esta entidad de las de naturaleza puramente instrumental, que como he dicho
tienen base o carácter fundacional. La ONCE en este sentido es realmente una persona
jurídica integrada por otras personas, lo que es uno de los rasgos esenciales de las cor-
poraciones.
Una cuestión que ha suscitado un debate amplio ha sido el tema de la obligatorie-
dad de la incorporación. El TC ha señalado que "cuando se trata de corporaciones de
derecho público, o incluso de asociaciones privadas a las que se confiere el ejercicio de
funciones públicas de carácter administrativo, hemos venido manteniendo que las
facultades del legislador se amplían considerablemente, permitiéndose una más pene-
trante intervención del Estado en su organización, por cuanto se consideran entidades
distintas de las asociaciones que pueden libremente crearse al amparo del artículo 22
CE. Y es esta configuración la que justifica que pueda exigirse la incorporación, siem-
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pre que se haga por norma con rango de ley", tal y como ha afirmado la STC 194/1998,
de 1 de octubre.
Respecto a otras entidades tradicionalmente corporativas en que se venía exigien-
do asimismo la incorporación obligatoria, la entrada en vigor de la Constitución dio
lugar a una jurisprudencia del TC, que estimó que sólo podía considerarse aceptable
en casos excepcionales, declarando inconstitucionales las normas legales anteriores
que establecían la obligatoriedad, como las bases 4a y 5a de la Ley de Cámaras de
Comercio, Industria y Navegación de 29 de junio de 1911. Después de la Ley Básica
de 22 de marzo de 1993 va a establecerse que la adscripción obligatoria a las
Corporaciones Públicas podía considerarse aceptable, si bien sólo en casos excep-
cionales debidamente justificados, "ya sea en disposiciones constitucionales, ya sea
en las características de los fines de interés público que persigan, de los que resulte
cuando menos la dificultad de obtener tales fines sin recurrir a una adscripción for-
zosa". Así, en las SSTC 107/1996, de 12 de junio, y 154/1996, de 3 de octubre, sen-
tando una doctrina que han de acatar los distintos órdenes jurisdiccionales153.
Pues bien, otro de los rasgos dominantes en las Corporaciones de Derecho Público,
el carácter obligatorio de la pertenencia a la misma, de las personas en las que concu-
rre una circunstancia específica (ejercicio de una profesión, o de una actividad econó-
mica, titularidad de determinado tipo de bienes), se da sólo parcialmente en la ONCE.
Ciertamente la obligatoriedad de la afiliación para toda persona invidente, a efectos de
recibir la asistencia que la ONCE otorga, sigue inmodificada desde 1938; pero la
ONCE ha extendido su acción a través de fórmulas diversas (Fundación ONCE) a per-
sonas con otras minusvalías, y como consecuencia de ello ha perdido coherencia la nota
de obligatoriedad. Obligatoriedad-derecho, pues la afiliación sólo es precisa para quie-
nes quieran recibir la asistencia que presta la ONCE. De esta suerte, la cualidad de
miembros que se define como obligatoria con caracteres muy precisos en todas las cor-
poraciones de derecho público, aparece un tanto desdibujada en estos momentos en
relación a la ONCE, que, sin embargo, se califica también de corporación de derecho
público por el legislador154.
153 Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Derecho de asociación, o.c.,
pp. 272-274.
154 Vide Luís COSCULLUELA MONTANER, "Nuevas tendencias en la regulación de las corporaciones
de derecho público en el derecho español", en AAVV, Administración instrumental, o.c, p. 360.
254
2.2.
Garantías del ciudadano.
Quizás convenga recordar algo que la doctrina ha dejado muy claro155: cuando las
corporaciones ejercitan funciones públicas es preciso que el ciudadano goce de las mis-
mas garantías que si quien actúa es una Administración pública propiamente tal. Sobre
esta materia resultó pionera la STS de 3 de noviembre de 1988 (Ar. 9264), ponente:
González Navarro, FJ. 5:
«[...]. Por tanto, tienen una doble faceta, la privada -en este punto, tienen un papel poli -
tico decisivo en un sistema democrático, cual es el de intermediación entre el poder y los ciu -
dadanos-, y la pública, realizando actuaciones que el poder público les ha delegado o que ha
descentralizado en ellas. Cuando esto ocurre, es el propio poder público el que está actuan -
do, la Corporación actúa funciones públicas en virtud de una relación fiduciaria que a través
de esos  mecanismos  de transferencia de  competencia  se  ha establecido  entre  la
Administración Pública y la Corporación que, por esto mismo, se llama entonces, y con toda
propiedad pública. La necesidad de que el ciudadano goce de las mismas garantías, cualquie -
ra que sea la Administración Pública ante la que actúa o a cuyo imperio se somete, acciden -
tal o normalmente, obliga a aplicar a las Corporaciones públicas, en todos los casos en que
ejercitan funciones públicas, aquella Ley básica estatal que es la preconstitucional de 1958.
Así resulta con toda claridad del artículo 149.1.18 de la Constitución Española, donde se dice
que "las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas (que, hoy por hoy, se
contienen en dicha Ley) ... garantizarán a los administrados un tratamiento común ante
ellas ". Regla ésta que, a su vez, es concreción de ese otro principio de "igualdad en las con-
diciones básicas" de que habla el artículo 149.1.1a. [...]».
Por ello se justifica la intervención del Consejo de protectorado respecto a la afiliación.
2.3.
En el aspecto práctico lo que importa en cada caso concreto y particular es
el sistema de poderes compulsivos de que está dotado el ente, la subordinación o
autonomía del mismo y qué defensa tenga el particular que entra en conflicto con
él (procedimiento y jurisdicción).
El problema que se pretende resolver con fórmulas generales por lo demás, es más
bien teórico y clasificatorio, porque en el aspecto práctico lo que importa en cada caso
concreto y particular es el sistema de poderes compulsivos de que está dotado el ente; la
subordinación o autonomía del mismo y qué defensa tenga el particular que entra en con-
flicto con él (jurisdicción y procedimiento)156.
En el caso de la ONCE su propia constitución como corporación, y las atribuciones
155 Vide Luís MARTÍN REBOLLO, "Régimen jurídico de los colegios", en AAVV, Los colegios profesio -
nales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas, Madrid, 1996, p. 189.
156 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 264,
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conferidas legalmente por la Administración (afiliación y sorteo) son las materias sobre
las que el procedimiento administrativo y la jurisdicción contencioso-administrativa
serán las vías procedimentales y procesales a utilizar.
2.4. La difuminación de la dicotomía derecho público-privado. El reconoci-
miento de la ONCE como una corporación de derecho público, de carácter social,
con relevancia pública.
Por todo lo expuesto, estamos ante un supuesto de interacción Estado-Sociedad, que
ha sido explicado con nitidez por la STC 18/1984, de 7 de febrero (Ar. 18), en su FJ
Tercero, en los siguientes términos: «La interacción Estado-Sociedad y la interpenetra-
ción de lo público y lo privado trasciende, como hemos señalado, al campo de lo orga-
nizativo y de la calificación de los entes. La función ordenadora de la sociedad puede
conseguirse de muy diversas formas, que siempre han de moverse dentro del marco de
la Constitución, cuyos límites es innecesario estudiar a los efectos del presente recurso.
Lo que sí interesa señalar es el reconocimiento constitucional de entes asociativos o
fundacionales, de carácter social, y con relevancia pública. Esta relevancia pública no
conduce, sin embargo, necesariamente a su publificación, sino que es propio del Estado
social de derecho la existencia de entes de carácter social, no público, que cumplen
fines de relevancia constitucional o de interés general.
La configuración del Estado como social de Derecho viene así a culminar una evo-
lución en la que la consecución de los fines de interés general no es absorbida por el
Estado, sino que se armoniza en una acción mutua Estado-Sociedad, que difumina la
dicotomía Derecho público-privado y agudiza la dificultad tanto de calificar determina-
dos entes, cuando no existe una calificación legal, como de valorar la incidencia de una
nueva regulación sobre su naturaleza jurídica»157.
157 Ibídem, p. 263, nota 10: «Sobre estas bases suele operar también la jurisprudencia: cfr. S. 25 de febre-
ro de 1984 sobre la compatibilidad de existencia de una asociación de corredores de seguros y del Colegio
nacional de agentes de seguros. Por su parte, la STC de 7 de febrero de 1984 significa que "la configura-
ción del Estado Social de Derecho viene así a culminar una evolución en la que la consecución de los fines
de interés general no es absorbida por el Estado, sino que se armoniza en una acción mutua Estado-
Sociedad, que difumina la dicotomía Derecho público-Derecho privado y agudiza la dificultad tanto de
calificar determinados entes, cuando no existe una calificación legal, como de valorar la influencia de una
nueva regulación sobre la naturaleza jurídica", subrayando que "lo que sí interesa destacar es el reconoci-
miento constitucional de entes asociativos o fundacionales, de carácter social y relevancia pública. Esta
relevancia pública no conduce, sin embargo, necesariamente a su publificación, sino que es propio del
Estado Social de Derecho la existencia de entes de carácter social, no público, que cumplen fines de rele-
vancia constitucional o de interés general».
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Pero además, es necesario identificar los signos cuyo conjunto puede servir para
conocer la naturaleza pública o privada de una determinada entidad, o de una parte de
su actividad:
«Viniendo ahora a enumerar cuáles son esos signos cuyo conjunto puede servir para
conocer si una determinada entidad es pública o privada, y sintetizando los que observa-
mos en nuestra legislación, análogos a los indicados por diversos autores, podemos redu-
cirlos a los siguientes:
1º. La acción del Estado u otra corporación territorial en su creación, regulación o
reconocimiento. Así, es un signo de carácter público la fundación por una ley o por una
disposición administrativa de ciertas entidades, o el reconocimiento de su especial utili-
dad pública por los mismos medios.
2o. La concesión de privilegios, tales como la exención de impuestos, el monopolio
de ciertos servicios, la propiedad exclusiva del nombre, la preferencia en servicios públi-
cos, etc. [...].
3o. El poder coactivo, aplicado a la constitución de las entidades mencionadas o con-
cedido a éstas para el logro de ciertos límites. Este es un signo de gran importancia.
Desde luego, la agremiación obligatoria implica una violencia a la libertad individual,
que ha de justificarse mediante la utilidad pública en grado suficiente para conferir el
mismo carácter a la entidad así creada. [...].
4o. La facultad de nutrir sus cajas por el procedimiento del impuesto o por otros cono-
cidamente públicos. Es también de las más importantes.
5o. La facultad disciplinaria y la correctiva.
6o. La organización y gestión de servicios que, por su continuidad y por lo general de las
necesidades a que responden, puedan considerarse como servicios públicos.
7o. Ciertas condiciones formales de publicidad, procedimiento, etc., impuestas para su
funcionamiento.
8o. El grado de control ejercido sobre ella por las Administraciones públicas, del Estado,
la Provincia o el Municipio. [...].
9o. Las obligaciones de la entidad respecto al Estado. Este es también un signo particular-
mente interesante. Es, como el anterior, susceptible de gradación. Así, el estado impone fre-
cuentemente la obligación de servir al Cuerpo consultivo de la Administración, de levantar
determinadas cargas, establecer y regir ciertos servicios, elevar una Memoria anual, designar
personas de las que las integran para desempeñar cargos, etc.»158.
En algunas entidades concurren circunstancias de todas las clases enumeradas.
Cuando esto sucede, su carácter público es indudable. En la mayoría de ellas se dan
unos u otros de esos signos, y en otras únicamente alguno. Para determinar, en cada
caso, si dichas entidades son o no públicas habrá que realizar un estudio minucioso de
su organización, atribuciones y funcionamiento.
158 Vide Luís JORDANA de POZAS, "Las corporaciones profesionales en el derecho administrativo espa-
ñol anterior a la dictadura", Revista de la Facultad de Derecho de Madrid, 8, 9, 10 y 11, (1942), pp. 32-
33.
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2.5. Es propio de todas las corporaciones el que tengan una base asociativa, pero
es que además, la ONCE, presenta perfil de naturaleza asociativa.
El fenómeno asociativo de la ONCE asienta su raíz histórica en la voluntad común de
todos los ciegos159, consistente en unir sus esfuerzos para lograr dos finalidades esenciales,
que, luego, han revestido y revisten formas o modalidades ciertamente variadas. Una fina-
lidad u objetivo primordial era, y es, conseguir la integración laboral necesaria para vivir
como ciudadanos normales, con arreglo al principio básico de ganarse el sustento propio y
el de las familias respectivas con la ocupación laboral. El otro objetivo se refiere a la con-
secución de una, lo más perfecta posible, integración social, basada, sobre todo, en la
obtención de servicios sociales que, eliminando las barreras propias de la ceguera, de la
deficiencia visual, permitan esa integración al máximo nivel160. Tanto la ocupación laboral
como la obtención de servicios tienen que ver, de forma directa, con la prestación de recur-
sos económicos que permitan que ambos se desarrollen.
Es propio de todas las corporaciones el que tengan una base asociativa. Pero es que
además la ONCE presenta perfil de naturaleza asociativa (STS de 31 de enero de 1996,
Ar. 779; STS de 14 de enero de 1999, Ar. 1309), y está integrada por personas que tie-
nen la condición de afiliados y que son los beneficiarios de los servicios y prestaciones
de la entidad (STC 171/1998, de 23 de julio), y que a diferencia de las corporaciones
stricto sensu esta afiliación no es obligatoria (lo que acentúa su naturaleza asociativa).
159 Vide Ernesto URÍAIZCO, "Estudio del movimiento asociativo", en AAVV, Las múltiples dimensiones
de la discapacidad, Fundación ONCE-Escuela Libre Editorial, Madrid, 2003, p. 240, donde pone de mani-
fiesto este fenómeno al señalar la existencia de al menos cuatro revistas de ciegos y para ciegos, con dis-
tinta orientación y recorrido en los años anteriores a nuestra Guerra Civil y la subsiguiente creación de la
ONCE, cuyas cabeceras se denominaban respectivamente: "El monitor" 1891-1895, "Los ciegos" 1916,
"La luz" 1930-1935, "El tiflófilo" 1933-1936.
160 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c, p.
226, donde se recogen las manifestaciones realizadas por D. Mario Loreto Sanz Robles (Vicepresidente Primero
del Consejo General) en Madrid el 8 de abril de 1992, en contestación a la siguiente pregunta:
«Pregunta: Los partidos políticos son instituciones que se han experimentado con mayor o menor éxito en
los sistemas políticos y definitivamente se han consolidado en los sistemas democráticos. ¿Porqué la
ONCE optó por la estructuración de las ideas políticas a través de grupos políticos y porqué éstos son
exclusivos y cerrados para los afiliados?.
Respuesta: Yo creo que la ONCE o los afiliados optaron por grupos políticos porque era la única forma de
poder acceder al gobierno de la ONCE. El ciego ya históricamente, antes de crearse la ONCE, antes de
1938, se unieron en asociaciones. Es una situación que el ciego ha venido arrastrando históricamente y que
en el momento que ha tenido oportunidad, cuando el régimen en España cambió, se unieron para pedir que
el sistema que se implantara en la ONCE fuera un sistema democrático, y por lo tanto, que el gobierno de
la institución recayera sobre los afiliados. La única fórmula que en aquel momento se vio fue la creación
de asociaciones o grupos políticos internos que participaran en las elecciones al Consejo General y
Consejos Territoriales cada cuatro años. Yo creo que ése fue el motivo fundamental por lo que en la ONCE
existen grupos políticos o asociaciones que son las que se presentan cada cuatro años a las elecciones».
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A pesar de la afirmación que acabo de hacer, no estamos ante un supuesto de una
asociación que ejerce funciones públicas de carácter administrativo, tal y como señala
la STC núm. 67/1985 (Pleno), de 24 de mayo, Ar. 67161, donde precisa que el derecho
161 Vide STC 67/1985, de 24 de mayo:
«II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
3.
[...]. B) [...]. En conexión con lo anterior, debe señalarse que uno de los problemas que se plantea en el
Estado social y democrático de Derecho es determinar en qué medida el Estado puede organizar su interven -
ción en los diversos sectores de la vida social a través de la regulación de asociaciones privadas de configu -
ración legal, a las que se confiere el ejercicio de Junciones públicas de carácter administrativo relativas a todo
un sector. En concreto, por lo que aquí interesa, la configuración por la Ley de este tipo de asociaciones plan-
tea el problema de determinar en qué medida es compatible con el derecho de asociación, para lo cual es nece-
sario tener en cuenta los siguientes puntos:
a) En primer lugar, debe ponerse de manifiesto que la utilización generalizada de esta vía respondería a unos
principios de carácter corporativo, aun cuando fuera de modo encubierto incompatibles con el Estado social y
democrático de Derecho. Afirmación que no excluye la posibilidad de que se utilice excepcionalmente, siem-
pre que se justifique su procedencia en cada caso por razones acreditativas de que constituye una medida nece-
saria para la consecución de fines públicos, y con los límites necesarios para que ello no suponga una asunción
(ni incidencia contraria a la Constitución) de los derechos fundamentales de los ciudadanos.
b) Partiendo de lo anterior, el respeto al contenido esencial del derecho de asociación que impone al legisla -
dor, el articulo 53.1 de la Constitución exige que se respete la libertad negativa -libertad de no asociarse-, pues
una asociación coactiva u obligatoria no sería una verdadera asociación. Y asimismo exige respeto a la liber -
tad positiva de crear otras asociaciones con fines privados.
c) Concebida la asociación de configuración legal dentro de estos límites, se trataría de una asociación distin-
ta de la prevista en el artículo 22 de la Constitución, que no comprende el derecho de constituir asociaciones
para el ejercicio de junciones públicas de carácter administrativo relativas a un sector de la vida social.
d) La peculiaridad de estas asociaciones, dado su objeto, puede dar lugar a que el legislador regule su consti-
tución exigiendo los requisitos que estime pertinentes, dentro de los límites indicados; y ello porque el dere -
cho de asociación reconocido en el artículo 22 no comprende el de constituir asociaciones cuyo objeto sea el
ejercicio de junciones públicas de carácter administrativo relativas a un sector de la vida social.
C)
El artículo 22 de la Constitución contiene una garantía que podríamos denominar común; es decir, el dere-
cho de asociación que regula el artículo mencionado se refiere a un género -la asociación- dentro del que caben
modalidades específicas. Así, en la propia Constitución (artículos 6 y 7), se contienen normas especiales res-
pecto de asociaciones de relevancia constitucional como los partidos políticos, los sindicatos y las asociacio-
nes empresariales.
Por ello debe señalarse que la reserva de la Ley Orgánica en el artículo 81.1 de la Constitución en orden a las
leyes relativas «al desarrollo de los derechos fundamentales» se refiere en este caso a la Ley que desarrolle el
derecho fundamental de asociación en cuanto tal, pero no excluye la posibilidad de que las leyes ordinarias
incidan en la regulación de tipos específicos de asociaciones, siempre que respeten el desarrollo efectuado en
la Ley Orgánica.
D)
Problema distinto es el de determinar si estas leyes pueden establecer determinados requisitos -de verifica-
ción reglada por la Administración- para calificar una determinada asociación como del tipo correspondiente
a la actividad de que se trate.
En relación con este punto, el Tribunal entiende que tal verificación reglada no va en contra del contenido
esencial del derecho de asociación que debe respetar el legislador (artículo 53.1 de la Constitución), en cuan -
to puede ser un requisito necesario para que una determinada asociación pase a estar regulada por el orde -
namiento correspondiente.
4.
[...]. C) [...]. Partiendo de la configuración de las Federaciones españolas en la forma antes expuesta este pre-
cepto no puede calificarse como contrario a la Constitución. Cuando el Estado utiliza la vía asociativa para
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de asociación que regula el artículo 22 de la Constitución se refiere a un género -la aso-
ciación- dentro del cual caben modalidades específicas; debiendo añadirse, que el dere-
cho de asociación reconocido en el mencionado precepto no comprende el de constituir
asociaciones con objeto de ejercer funciones públicas con carácter administrativo.
2.6. La ONCE presenta ciertos caracteres de naturaleza fundacional.
La Administración ejerce sobre la ONCE el protectorado, y el mismo se ha configura-
do secularmente y se configura como instrumento garantizador del recto ejercicio del dere-
cho de fundación, sin llegar a un intervencionismo esterilizante y perturbador. Esta intro-
misión se justificaría en el hecho de que a través de estas fórmulas, determinados bienes,
se adscriben a un fin de carácter social y al bien común, lo que le sitúa en un ámbito seme-
jante al reservado a ciertos bienes públicos, circunstancia que explica los poderes de inter-
vención de la Administración y esta natural tutela, montándose al servicio de esta activi-
dad administrativa de protectorado una organización y un ordenamiento procesal de carác-
ter inequívocamente administrativo162.
La jurisprudencia ha determinado que la ONCE inicialmente adoptaba naturaleza fun-
atribuir a un determinado tipo de asociaciones el ejercicio de Junciones públicas de carácter administrativo
en un determinado sector de la vida social, puede limitar el número de asociaciones a las que atribuye el ejer -
cicio de tales funciones, pues corresponde al Estado organizar tal ejercicio de la forma más conveniente para
la consecución del interés general. Ello no es contrario al derecho de asociación -que puede ejercerse parale-
lamente para fines privados-, pues como antes decíamos (Fundamento jurídico tercero, apartado B), no forma
parte del contenido de tal derecho el de constituir asociaciones cuyo objeto sea el ejercicio de funciones públi-
cas de carácter administrativo en relación con un sector de la vida social.
D) [...]. La configuración de las Federaciones españolas como un tipo de asociaciones a las que la Ley atri -
huye el ejercicio de funciones públicas, justifica que se exijan determinados requisitos para su constitución,
dado que no se trata de asociaciones constituidas al amparo del artículo 22 de la Constitución, que no reco-
noce el derecho de asociación para constituir asociaciones cuyo objeto sea el ejercicio de funciones públicas
de carácter administrativo, según hemos indicado reiteradamente. Por eso, dado que el derecho a constituir
Federaciones españolas existe en la medida y con el alcance con que lo regula la Ley, no es inconstitucional.
que el legislador prevea determinados requisitos y fases para su constitución definitiva. Por ello el artículo 15
no es inconstitucional, y la interpretación de su contenido es una cuestión de mera legalidad ajena a la compe-
tencia de este Tribunal.
5. [...] Como hemos indicado ya anteriormente (Fundamento jurídico tercero, apartado C), el derecho de aso-
ciación que regula el artículo 22 de la Constitución se refiere a un género -la asociación- dentro del cual caben
modalidades específicas: debiendo añadirse, como hemos señalado en el apartado anterior, que el derecho de
asociación reconocido en el mencionado precepto no comprende el de constituir asociaciones con objeto de
ejercer funciones públicas con carácter administrativo».
162 Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Dir.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en
España, o.c, p. 128: «Cabe, en efecto, distinguir con nitidez, en primer lugar, un tipo de entidad no lucra-
tiva ejemplificado por la ONCE. Se trataría de una entidad estrictamente organizada según relaciones con-
tractuales, en cierto modo asimilable a lo que se ha llamado "Fundación-empresa"» y p. 131: «La ONCE
cercana a! modelo de Fundación-empresa [...]».
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dacional (STC 171/1998, de 23 de julio; STS de 14 de enero de 1999, Ar. 1309), y en la actua-
lidad presenta perfiles de naturaleza fundacional (STS de 31 de enero de 1996, Ar. 779)163.
2.7. La ONCE también se caracteriza por su pertenencia al sector no lucrativo,
sector social o tercer sector164.
2.7.1. Ideas generales.
Sin duda se trata de una nueva perspectiva que la sitúa entre el sector público y el sector
privado lucrativo, y que a pesar de la incertidumbre doctrinal con la que aun se manifiesta,
implica una nueva calificación a la que debemos prestar atención. La intervención en el
Congreso de los Diputados de la ex-ministra Matilde Fernández sobre el contenido del RD
358/1991, de 15 de marzo, calificó a la ONCE como una organización del tercer sector.
También debo destacar que desde hace unos años prolifera en España un tipo de litera-
tura social caracterizada tanto por su disparidad terminológica como por su ambigüedad
conceptual. Se manejan en ella una serie de términos tales como "Sector no lucrativo",
"Tercer sector", "Organizaciones no lucrativas", "Organizaciones no gubernamentales"
(ONGs)165, "Asociaciones voluntarias", "Sociedad civil", etc., que se solapan entre sí, sin
llegar a coincidir plenamente, en su intento por definir y delimitar la naturaleza y el alcan-
163 Vide Oscar ALZAGA, "El gobierno de la fundación" en AAVV, Las múltiples dimensiones de la dis -
capacidad, Fundación ONCE-Escuela Libre Editorial, Madrid, 2003, pp. 249-250.
164
Vide: José María BAÑO LEÓN y Rafael de LORENZO GARCÍA, "Las actividades sociales y huma-
nitarias en la constitución y en la legislación autonómica", en Rafael de LORENZO GARCÍA, Miguel
Ángel CABRA de LUNA, Enrique GIMÉNEZ-REYNA RODRÍGUEZ, Las entidades no lucrativas de
carácter social y humanitario, La Ley, Madrid, 1991, pp. 132-151; Miguel Ángel CABRA de LUNA y
Rafael de LORENZO GARCÍA, "La constelación de las entidades no lucrativas: el tercer sector", en
AAVV, El sector no lucrativo en España, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1993, pp. 25-67.
165
Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 30: «ONG: En este contexto se ha popularizado modernamente el concepto de ONG que, como
su mismo nombre indica, agrupa a todas aquellas instituciones de ayuda y promoción social independien-
tes de la organización directamente estatal. El enfoque inicialmente mayoritario de estas organizaciones de
orientar sus actividades a la ayuda del Tercer Mundo y a los problemas de su desarrollo, así como la ten-
dencia a aplicarlas, más recientemente, a problemas de la propia sociedad española, ha hecho que muchas
veces se distingan dos tipos de organización, las ONGs y ONGDs. La sociedad civil, evidentemente, abar-
ca un abanico mucho más extenso que el comprendido por el conjunto de ONGs. Éstas hacen ostentación
de autonomía frente a la Administración Pública pero distan mucho de ser las únicas o las más importan-
tes de las que presumen de este mismo carácter. Recuérdese, por ejemplo, el caso de las fundaciones, de
los sindicatos, de las cooperativas, etc.».
Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Director), Las cuentas de la economía social El tercer sector en
España, Fundación ONCE-Thomson/Cívitas, Madrid, 2004 p. 28, donde incluye también a este grupo den-
tro del tercer sector, aunque reconoce la inexistencia de una categoría jurídica o de una definición operati-
va del heterogéneo universo que conforman las ONG.
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ce de un fenómeno social complejo y, al parecer, en progresivo desarrollo en las socieda-
des modernas. Según se adopte una definición u otra, pueden contemplarse como integran-
tes de este fenómeno social (o quedar excluidas del mismo) entidades tan dispares como
las cooperativas, las cajas de ahorro, las fundaciones o los clubes deportivos, los partidos
políticos, las iglesias, las ONGs y las asociaciones de voluntariado. Cuatro ambigüedades
básicas impiden un análisis preciso y riguroso del sector no lucrativo en España: las rela-
tivas a su indefinición conceptual, a su desarrollo histórico, a su ambivalencia jurídica y,
finalmente, a su desconocimiento estadístico166.
En todo caso, las instituciones, organizaciones o asociaciones que componen lo
que se ha denominado el sector social o tercer sector, constituyen un cauce para la
coparticipación de la sociedad civil con el sector público en la gestión y adminis-
tración de los asuntos de interés general167.
2.7.2. Concepto.
Tercer sector o economía social sólo en parte son títulos nuevos para una realidad vieja.
Es verdad que viene de lejos y tiene alargadas raíces históricas todo un conjunto de actívi-
166
Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 9. En la p. 19 se señala: «Estos tres supuestos son los responsables, junto a otros más, de que, antes
de poder referimos a la presencia social del Tercer Sector en la sociedad española, tengamos que partir del
reconocimiento de que este fenómeno: a) es un término ambiguo que precisa una definición operativa, b)
es un fenómeno social multidimensional en el que se entrecruzan multitud de factores para su aparición y
desarrollo y c) que necesita un esfuerzo ingente de medición cuantitativa hasta ahora imposible. [...]». En
las pp. 34-38, señala una serie de criterios para delimitar el tercer sector: estar organizada formalmente, ser
privada, disfrutar de la capacidad de autocontrol institucional, no reparto de beneficios entre los propieta-
rios o administradores, tener un marcado grado de participación voluntaria.
Aunque reconoce el autor: «Son no pocos los casos en los que resulta difícil, si no imposible, determinar
la inclusión o exclusión de una determinada organización o de un grupo de organizaciones del cuerpo del
Tercer Sector. Ello nos obliga a matizar los motivos de inclusión/exclusión del mismo».
167
Vide AAVV, El sector no lucrativo en España, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1993, p. 7. Vide
Santiago MUÑOZ MACHADO, Tratado de derecho administrativo y derecho público general, Tomo 1,
Thomson-Cívitas, Madrid, 2004, p. 1046: «[...]. Pero, sin perderlo de vista, creemos que puede afirmarse
que una cierta inercantilización de las entidades sin ánimo de lucro es absolutamente inevitable, aunque
sólo sea por la razón de que han de recurrir al mercado para obtener recursos con los que ganar indepen-
dencia y poder desarrollar los fines que persiguen. Las reticencias hacia la mercantilización [...] tal vez
puedan ser mayores en países en que el altruismo basta para dotar de recursos a las entidades del tercer sec-
tor, como ocurre en mayor medida en Estados Unidos que en Europa. Pero a falta de una explosión de la
generosidad que evite la búsqueda de los recursos en los presupuestos públicos o en el mercado, una y otra
operación, a la búsqueda de financiación, es inevitable. Además, hasta et altruismo de resultados económi-
cos más abundantes tiene límites fácilmente adivinables: no es posible esperar que la mitad de la sociedad
se dedique a organizar los servicios sociales de la otra mitad, a partir de decisiones económicas apoyadas
en la generosidad individual únicamente».
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dades asociativas privadas que, apelando a la virtud religiosa de la caridad o al valor cívico de
la fraternidad, con uno u otro contenido filantrópico o mutualista, ha realizado y realiza apor-
tes muy considerables en la producción y distribución de lo que hoy se considera el campo
propio de los servicios sociales y de los bienes preferentes públicos, así como en la organiza-
ción solidaria o cooperativa de múltiples actividades económicas. Desde hace varios siglos esa
labor ha sido, efectivamente, notoria: en la Europa de la Edad moderna y, más intensamente
aún con un papel compensatorio que no ha dejado de ser residual, en el curso de los dos últi-
mos siglos, al compás del despliegue de la industrialización y de la afirmación del mercado
como eje del proceso de asignación de bienes, servicios y factores de producción168.
Por tercer sector o sector social viene entendiéndose, aún con cierta ambigüedad con-
ceptual, como aquél que no es, ni sector privado o mercantil, ni sector público o estatal,
conformando un "tertium genus", diferente a estos dos clásicos en los que ha venido cla-
sificándose tradicionalmente el entramado institucional de todas las sociedades industria-
lizadas de nuestro entorno sociopolítico, por agrupar en su seno aquellas entidades u orga-
nizaciones que encuentran en la ausencia de ánimo de lucro y el de ser no gubernamenta -
les sus notas características distintivas169.



168 Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Dir.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en
España, Fundación ONCE-Thomson/Cívítas, Madrid, 2004, p. 19.
169 Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 206, donde precisa las funciones y riesgos que asumen las entidades que forman este sector:
Funciones.
1.
Capacidad de agente innovador o pionero.
1.1. Fomenta la conciencia colectiva de necesidades sociales por medio de iniciativas concretas, llamadas
y reivindicaciones.
1.2. Portador de ideas y de demandas.
1.3. Promotor de innovaciones.
1.4. Deslindador de nuevos campos.
1.5. Operador en el terreno.
2.
Prestación de servicios.
2.1. Satisfaciendo una carencia.
2.2. Permitiendo al usuario una elección.
3.
Influencia política.
3.1. Logra cambios legislativos.
3.2. Asegura mayor participación en recursos.
3.3. Estimula a los organismos públicos para ello.
3.4. Plantea la descentralización en doble sentido: como límite del monopolio estatal y como activador o
reformador.
3.5. Defiende los intereses de un grupo particular.
3.6. Lucha contra actitudes de racismo, narcotráfico, etc.
4.
Conservación de valores e ideales sociales.
4.1. Voluntariado, participación y pluralismo.
4.2. Protección de intereses de minorías, marginados.
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Dicho concepto también ha sido expresado del siguiente modo:
«Junto a estos dos sectores relativamente bien delimitados coexisten un "Tercer Sector" mucho
más complejo y heterogéneo cuyas entidades suelen definirse por exclusión, es decir, por su no per-
tenencia a ninguno de los otros dos sectores; no son públicas, pero tampoco tienen fines lucrativos.
La multitud de términos utilizados para denominarlas reflejan su enorme heterogeneidad y la difi-
cultad de; englobarlas en una única definición. Se tiende a decir que el Tercer Sector es todo lo que
no es Mercado o Estado, es decir, se encuadra a una organización o a una entidad dentro de este sec-
tor por exclusión.[...]»170 171.
4.3. Solidaridad internacional y cooperación al desarrollo.
5.
Estructura de mediación.
5.1. Entre individuos/grupos en la esfera privada.
5.2. Entre individuos e instituciones públicas.
6.
Escuela de democracia activa.
6.1. Experiencia de participación social.
6.2. Aprendizaje y maduración de los procesos de intervención.
Riesgos.
1. No adaptación a los nuevos tiempos y circunstancias.
2. Conflictos y guerra de precios con sociedades mercantiles por privilegios de exenciones fiscales.
3. Pérdida de calidad en los servicios.
4. Profesionalización peor por voluntariado.
5. Atomización estructural.
6. Instituciones exculpadoras de la irresponsabilidad gubernamental».
170 Vide AAVV, El sector no lucrativo en España, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1993, p. 29.
171 Vide Guillermo BARRENO VARA, "Aspectos económicos y patrimoniales de las fundaciones", en
Rafael de LORENZO GARCÍA y Miguel Ángel CABRA de LUNA, Presente y futuro de las fundaciones,
Cívitas, Madrid, 1990, p. 166, donde señala las diferencias entre actividades de instituciones lucrativas y
no lucrativas:
	Características operativas
	Sector lucrativo
	Sector no lucrativo

	Objetivo organizativo
	Beneficios
	Servicios

	Importancia en la
economía nacional
	80 por ciento
	20 por ciento

	Mercado
	Responde inmediatamente
	Respuesta más lenta

	Contacto con los clientes
	Indirecto
	Directo

	Inquietud social
	Está surgiendo
	Inherente

	Utilización de recursos
	Capital intensivo
	Labor o trabajo intensivo

	Personal profesional
	Cualificación inferior
a la media nacional
	Cualificación superior a la media
nacional

	Progreso profesional
	Función de logro de resultados
	Función del tiempo

	Ingresos respecto a costes
	Maximizar ingresos
	Equilibrio costes e ingresos

	Medidas de aplicación
	Función de la productividad
evidente
	Cierta ambigüedad, calidad
de servicio

	Controles de la Administración
	Financieros y fiscales
	Definidos por normas legales


Este esquema puede presentar alguna utilidad, a pesar de las reservas que se deducen por tratarse de una
investigación realizada en EEUU.
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Por todo ello en su definición destacan dos aspectos comunes, aunque en general for-
mulados de forma negativa: la no existencia de ánimo de lucro y el encontrarse fuera del
sector público, y un tercer elemento común dentro de sus fines: la mejora o incremento del
bienestar social o calidad de vida172. Sin embargo es notorio que se trata de una realidad
desdibujada a efectos de opinión pública, de consideración institucional y también, de aná-
lisis académico. Han de señalarse, ante todo, razones tanto "internas" como "externas".
Respecto a las primeras, puede haber un cierto interés en el desinterés: sería la posición de
ciertos intereses económicos no partidarios del reconocimiento social de unas organizacio-
nes que, en formas muy diversas, intervienen en la actividad económica sin una pura lógi-
ca capitalista, sino solidaria o mutualista. Debe tenerse en cuenta que el ámbito de actua-
ción en que mayoritariamente se despliega el tercer sector, abre, por la parcial retirada del
Estado, un apetecible bocado tanto para el sector privado asistencial como para el de las
entidades no lucrativas. Pero también hay razones internas, que contribuyen a su escasa
visibilidad: la atomización, la deliberada opacidad, en ocasiones y las carencias, pese a pro-
gresos evidentes, en el gobierno de algunas entidades, incluida su tendencia a la burocra-
tización. Obstáculos sobre los que se debería actuar en una triple dirección: con mayor
cohesión, con competencia empresarial y con transparencia de gestión, lo que incluye unas
"buenas prácticas"173.
2.7.3. Naturaleza jurídica.
La economía social distingue, en consecuencia, la posibilidad de tres tipos de insti-
tuciones o sectores socioeconómicos, el formado por el sector público (estatal), el
empresarial capitalista y el de economía social. El sector de la economía social agrupa
a todas aquellas instituciones que, a diferencia de los sectores público y empresarial
capitalista, buscan compaginar la libertad económica del mercado con la justicia social,
como instrumento de solución de los problemas sociales colectivos (empleo, calidad de
vida, vivienda, consumo, ahorro, educación, sanidad) que se originan por distintos
motivos, en ambos sistemas, el capitalista de mercado y el de socialismo de Estado.
La anterior definición converge con la adoptada en Bélgica por el Consejo
172 Vide AAVV, El sector no lucrativo en España,, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1993, pp. 33-37, donde
determina las cinco funciones principales que desarrollan las entidades no lucrativas: «1. La función de
aportar innovaciones. 2. La función de prestar servicios. 3. La función de actuar como defensor. 4. La fun-
ción de garantizar valores. 5. La función de "estructura mediadora"».
173 Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Dír.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en
España, Fundación ONCE-Thomson/Cívitas, Madrid, 2004, p. 23. Vide J. BAREA y J.L. MONZÓN, La
economía social en España en el año 2000, Ciriec-España, Valencia, 2002.
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Central de Economía, según la cual la economía social está compuesta por activi-
dades económicas ejercidas por sociedades, principalmente cooperativas, mutuali-
dades y asociaciones, cuyos principios de actuación se caracterizan por la finali-
dad de servicio a los miembros o al entorno, la autonomía de gestión, los procesos
de decisión democrática y la primacía de las personas y del trabajo sobre el capi-
tal en el reparto de los beneficios. La economía social, por consiguiente, no agru-
pa a las instituciones que no buscan beneficio sino a aquellas que lo buscan den-
tro de un marco determinado de funcionamiento. Más que un tercer sector no
lucrativo, habría que entenderlo como un cuarto añadido a las organizaciones esta-
tales, a las empresas privadas con ánimo de lucro y a las organizaciones privadas
sin ánimo de lucro174.
Elemento común a todas ellas es su finalidad de luchar contra las desigualda-
des basándose en la implantación de acciones de discriminación positivas en orden
a lograr la plena integración social de todas las personas y colectivos en ellas inte-
grados. También les es exigible mayor rigor y compromiso en el campo de la
transparencia, pues los comportamientos opacos sólo pueden restar credibilidad.
Por eso sería necesario separar el grano de la paja, y buscar sistemas de certifica-
ción que, haciendo evaluar por observadores independientes la actuación de las
entidades que se declaren altruistas, mejorara la información sobre la cantidad y
calidad de los servicios que prestan175.
En este marco es donde puede encontrar acomodo la Organización Nacional de
Ciegos Españoles176, sin exclusión de los demás criterios clasifícatorios expuestos.
174 Vide José 1. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, pp. 30-31: «Más cercano resulta el término economía social que pretende agrupar, dentro de él, a
todo el conjunto de instituciones que conjugan, en una función única, objetivos económicos con sociales,
que fomentan e incentivan la participación ciudadana e introducen, como una condición no negociable, la
corresponsabilidad de los miembros en la toma de decisiones. A diferencia del término sociedad civil, que
destaca las relaciones de interacción entre el Gobierno y el total de los ciudadanos, el de economía social
contempla primariamente el tipo de relaciones económicas dentro del conflicto histórico entre el sistema
de economía capitalista y el sistema marxista. En el marco de la antítesis entre ambos, la economía social
alude a una tercera alternativa de sistema económico que da lugar a un conjunto de instituciones que no se
identifican con ninguno de los promovidos por las otras dos fórmulas históricas. [...]».
175 Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Dir.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en
España, Fundación ONCE-Thomson/Cívitas, Madrid, 2004, p. 226.
176 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS, "Dirección y gestión de
entidades no lucrativas", Cuadernos de Información Jurídica, 67, (1992), p. 33.
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2.7.4. Clasificación.
Por su actividad estas organizaciones o entidades vienen a clasificarse en diversas
áreas, tales como sanitarias, educativas, culturales, deportivas, etc. Y por lo que a esta
exposición interesa, también las relativas a servicios sociales personales, ya sea de base o
especializados, subdividiéndose éstos últimos a su vez en de tercera edad, minusvalías,
infancia, juventud y familia, toxicomanías, presos, minorías étnicas, marginación por
razón de sexo, refugiados y transeúntes.
3. Conclusión.
3.1. Inicialmente no se definía con claridad la naturaleza jurídica de la ONCE.
La doctrina ha puesto de manifiesto como inicialmente no se definía con claridad la
naturaleza jurídica de la ONCE177:
«Primero, no se acaba de definir con claridad la naturaleza jurídica de la ONCE, ni la
de sus trabajadores.
Segundo, en la ONCE debe diferenciarse nítidamente el status de afiliado o miembro asocia -
do de la entidad, -que sólo pueden ser invidentes-, y el status de trabajador, que se puede ser
ostentado por personas faltas de vista o con otras minusvalías, o por individuos sin ninguna defi-
ciencia. Los afiliados eligen su órgano de gobierno, que es el Consejo General, mientras que el
conjunto de los trabajadores se expresa a través de los órganos de representación unitarios o de
carácter sindical, como establece la legislación vigente. Tercero, el cambio de una organización
fundacional, según el criterio exclusivo de la Administración, a un modelo de organización de
base asociativa, se produce con el Real Decreto 2.385 del 27 de diciembre de 1985, que la defi-
ne como Corporación de derecho público, lo cual significa que: a) Está formada por la asociación
de personas con la condición de afiliadas; b) Tiene un patrimonio de recursos propios; c) Es una
Entidad administrada mediante un órgano representativo de su afiliados. [...].
Cuarto, a través del Real Decreto de 15 de marzo de 1991, la independencia de la orga -
nización es mayor, pues se la dota de autonomía y mayor capacidad en materia de prestacio-
nes sociales y para su desarrollo empresarial, debiendo informar a posteriori de estas actua-
ciones cada dos años178.
177 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 674-675.
178 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNANDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c, p. 78: «La ONCE mantiene a partir de 1991, su inequívoca vocación de servicio público, recibiendo
la especial cualificación de "Corporación de Derecho Público", carácter que es imperativo mantener en el
futuro, porque el calificativo "corporación" es un valor añadido sobre el sustrato "asociativo", en virtud
de la función de las prestaciones sociales de índole pública, que el Estado le delega para la resolución de
los problemas específicos de los ciegos; mientras que la nota de derecho público resalta dicho carácter,
dando seguridad a los beneficiarios de su relación de pertenencia a la ONCE y garantizando la percepción
de las prestaciones sociales, y ello sin perjuicio de que su funcionamiento cotidiano y sus relaciones con
terceros se rijan por el derecho privado».
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Quinto, las relaciones entre la ONCE y las Comunidades Autónomas debe basarse en una
estrecha y fructífera colaboración.
Sexto, en el seno de la Unión Europea, España debe defender la singularidad de la
ONCE, articulando mecanismos perfectamente previstos en el derecho comunitario, que evi-
ten la difuminación de la finalidad social del colectivo tiflológico, como prestador de servi-
cios sociales para los invidentes españoles, evitando la aplicación del principio de no discri-
minación por razón de la nacionalidad, sin perjuicio de las acciones y programas de coopera-
ción con la Administración de la Unión Europea y con organizaciones públicas y privadas de
otros estados miembros».
Aun así, el carácter no lucrativo debía entenderse en el sentido de que no existía
ganancia ni beneficio privado individual, ni distribución de dividendo alguno; sino que
los beneficios, debían aplicarse a la mejora de las condiciones de vida de los inviden-
tes españoles integrados en este colectivo179.
3.2. La jurisprudencia va desbrozando el camino.
La ONCE no está comprendida dentro del concepto de Estado, y constituye una
modalidad "sui géneris" de las corporaciones, asociaciones y fundaciones de interés
público reconocidas por la Ley, tal y como precisa la STS de 30 de abril de 1987 (Ar.
4501) FD Segundo:
«Desde una distinta perspectiva, tampoco se puede llegar a la conclusión de que la
Organización Nacional de Ciegos está comprendida dentro del concepto de Estado y ello por
muchas razones. En primer lugar, porque tal palabra, antes y después de la Constitución, desde
su art. 1°, se refiere a la superestructura política última y global, cuya base física es el entero
espacio nacional, en contraposición a los demás miembros territorialmente limitados
(Comunidades Autónomas, provincias y municipios, según el art. 137). En otro aspecto, el
Estado coincide, en cuanto Poder ejecutivo, con la Administración general, cuya personalidad
es única (art. 1o de la Ley de régimen jurídico) y ha de ser distinguida de la Administración indi-
recta o institucional, formada por una constelación de entes con personalidad propia y separa-
ción patrimonial, según refleja la Ley de 26 de diciembre de 1958, reguladora de las Entidades
Estatales Autónomas, aun cuando tal configuración tenga un talante instrumental, subrayado en
nuestra sentencia de 1 de diciembre de 1986. En consecuencia, la doctrina legal de esta Sala ha
negado en todo momento ¡a posibilidad de extender a los Organismos Autónomos la exención
establecida para el Estado en este impuesto municipal. [...]. Ello significaría ampliar analógica-
mente, más allá de su delimitación estricta, el ámbito de un beneficio tributario, que por su natu-
raleza de privilegio rompe el principio de igualdad ante la Ley y ante el levantamiento de las
cargas públicas (arts. 14 y 31 de la Constitución).
Ahora bien, tampoco la Organización Nacional de Ciegos es una entidad estatal autónoma,
como pretende, y queda extramuros de su Ley reguladora ya mencionada. El Real Decreto
1041/1981, de 22 de mayo, [...]. En suma, la Organización no está encuadrada en el esquema
orgánico de la Administración del Estado, general o institucional, sino fuera y bajo su tutela o
179 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 679-680.
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protección. Constituye, pues, una modalidad "sui generis" de las corporaciones, asociaciones
y fundaciones de interés público, reconocidas por la Ley, en la clasificación que de las personas
jurídicas ofrece el art. 35 del Código Civil».
La ONCE se halla alejada de la potencial calificación como Administración institu-
cional o corporativa, dado que aparece regulada con carácter singular y presenta perfi-
les tanto de naturaleza asociativa como de tipo fundacional, tal y como pone de mani-
fiesto la STS de 31 de enero de 1996 (Ar. 779), FD Tercero:
«Desde esta perspectiva el presente recurso debe ser inadmitido y ello con una doble fun -
damentación, pues, por un lado, la ONCE no es una Administración, Entidad o Corporación
de las citadas por el art. 102.b).1 de La ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
ya que aunque el Decreto 15 de marzo 1991, sobre reordenación de la misma, la denomina
Corporación de Derecho Público, con personalidad jurídica propia, se halla alejada de la
potencial calificación como Administración Institucional o Corporativa, dado que aparece
regulada con carácter singular, por cuanto presenta perfiles tanto de naturaleza asociativa,
así el modo de elección de sus órganos rectores -arts. 4.1 y 5.2 del Decreto citado-, como de
tipo fundacional, tales como la aprobación de su estatuto por un Patronato o Consejo de
Protectorado que controla su actividad y acción protectora y no de tutela jurídica del mismo
-art. 8- del Decreto- sin que pueda decirse que se halla sometida a la tutela del Estado, las
Comunidades Autónomas o Corporaciones Territoriales Locales, vista la individualidad con
que adopta sus acuerdos».
La evolución y modificación de la naturaleza jurídica de la ONCE se ha efectuado
a través de normas de rango de rango suficiente, tal y como ha puesto de manifiesto la
STS de 14 de enero de 1999 (Ar. 1309), en el FD Segundo:
«Los términos en que se suscita el debate permiten inferir que la cuestión a dilucidar en
esta instancia consiste en determinar en qué jurisdicción eran residenciables las pretensiones
planteadas ante el Tribunal Superior, lo que depende de la naturaleza jurídica que deba atri-
buirse a la relación que liga a la "Organización Nacional de Ciegos" con el personal a su ser-
vicio; cuestión esta que ha sido resuelta por este Alto Tribunal en multitud de sentencias y
autos, a través de los cuales cabe apreciar que la jurisprudencia ha experimentado una evolu-
ción paralela a la transformación orgánica y funcional sufrida por dicha entidad. Así, en una
primera etapa, que abarca desde su creación por Decreto de 13 de diciembre de 1938, hasta
la promulgación del Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo, la ONCE, se configura como
un organismo de carácter institucional, fuertemente administrativizado, que tiene una rígida
dependencia del Ministerio competente, siendo tan intensa la intervención estatal en su régi -
men y funcionamiento, que ello explicaba que la jurisprudencia viniera admitiendo el carác -
ter administrativo de las relaciones que unían a la Organización con sus empleados, atribu -
yendo el conocimiento de las cuestiones afectantes a dicha relación a la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa180. Sin embargo a partir de la entrada en vigor del Real Decreto
1041/1981, que derogaba el Decreto de 1938, se aprecia un cambio de criterio en la doctri -
na jurisprudencial en función de la variación de la estructura y régimen de la "Organización
180 Vide SSTS: 1 de diciembre de 1969 (Ar. 5700); 26 de febrero de 1972 (Ar. 929); 15 de julio de 1983
(Ar. 4059).
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Nacional de Ciegos ", introducida por la nueva regulación. Esta nueva línea jurisprudencial
se inicia con la Sentencia de 30 de abril de 1987 (Ar. 4501), a la que sigue la de 22 de octu-
bre de 1991 (Ar. 7731), que sienta la doctrina de que la ONCE a partir de dicha nueva regu -
lación ha pasado a adoptar, frente a aquella anterior naturaleza fundacional e institucional,
otra de tipo asociativo, que determina su encuadramiento entre las Corporaciones Públicas,
al presentar las notas características de los entes asociativos, tales como los de patrimonio y
recursos propios -art. 3-, gestión mediante un órgano designado por sus propios asociados y
entre los mismos mediante votación secreta -art. 4-, y la de que su dependencia de la
Administración Estatal esté prevista, no bajo las reglas de la jerarquía o tutela, sino de las
de protectorado, que es una posición propia de ¡as fundaciones privadas de interés público,
lo que da un carácter singular a la Corporación ahora contemplada. De modo que la ONCE,
viene a actuar y presentarse, más que como una Administración Pública, simplemente como
una entidad colaboradora, pudiendo atribuirse a sus actos el carácter de administrativos
sólo en aquellos casos en que deriven de una actuación de la ONCE, relativa a materias
publicas objeto de específica delegación por la Administración, materias entre las que no se
encuentra una razón válida para que se incluyan las dirigidas al nacimiento, extinción o régi -
men de las relaciones entre la ONCE y su personal empleado, al referirse éstas a aspectos de
la entidad en que prepondera el interés privado, y que han de regirse por el Derecho Laboral.
Llegando, por todo ello, a la conclusión de que el carácter administrativo que pudiera atribuir-
se a la relación establecida entre sus empleados y la ONCE, al amparo del Decreto de 13 de
diciembre de 1938, y el Reglamento de 1970, y los derechos derivados de tal situación, no
podían impedir que el Estado, a través de norma de rango suficiente, cual era el Real Decreto
1041/1981, pudiera transformar la naturaleza jurídica del organismo a que aquéllos servían,
variando con ello el régimen jurídico de las relaciones entre el Ente y sus servidores, pasan -
do de uno inicialmente administrativo a otro laboral181».
3.3. Conclusión final.
La ONCE es una entidad singular por muchas razones. Tiene ámbito estatal, esto es,
la ONCE extiende su actuación a todo el Estado español; significa esto que, lejos de una
concepción desmembrante, la ONCE es en sí misma una institución absolutamente uni-
taria, desde el punto de vista territorial; sin embargo, a nivel interno, ha sabido resolver
la tarea de compatibilizar ese funcionamiento unitario con una descentralización y una
desconcentración administrativa que se corresponde casi miméticamente con el funciona-
miento previsto en el título VIII de nuestra Constitución; es decir, con el desarrollo auto-
nómico de nuestro país.
Es una entidad singular por el número de sus afiliados y por su éxito como fórmula
asociativa, que ha conseguido agrupar no sólo a miles de ciegos, sino también, a otros
muchos minusválidos que han aspirado a sustituir la tradicional tutela ajena, ejercitada
181 Vide SSTS: 19 de julio y 18 de octubre de 1993 (Ar.: 5650 y 7263, respectivamente); 3 de mayo de
1995 (Ar. 3604) y Auto de 30 de noviembre de 1994 (Ar. 10193).
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normalmente desde los poderes públicos o desde la caridad, por la autoprotección. Su
éxito le ha constituido en modelo de referencia, no sólo a nivel nacional sino también
internacional. Es singular también, por su incorporación a algunas sociedades anóni-
mas, aportando un componente social en el accionariado, que era insólito y que es fruto
del proceso de diversificación emprendido. Pero lo es y de forma destacada porque todo
el proceso de crecimiento económico y de atención a la ceguera y a otras formas de
minusvalías está montado sobre una base financiera absolutamente excepcional por sus
características: el cupón, una forma de lotería que la ONCE ha administrado182. Dicha
lotería no se le adjudica de modo formal, hasta que el R.D. 1041/81, le atribuye en su
artículo 3, la concesión estatal en exclusiva de la venta del cupón.
Además, la ONCE aparece configurada, respecto a entidades del mismo tipo, como
una organización de base asociativa que, además de atender a la consecución de fines
privados, propios de los miembros que la integran, participa, en cuanto Corporación
de Derecho Público, en el desempeño de funciones públicas o de interés público en
aquellos supuestos concretos en que la Administración le delega su ejercicio183.
La ONCE en sus orígenes se encuadra en la actividad de beneficencia y nace como
fusión de todas las instituciones de protección y tutela de los invidentes distribuidas por
el país, que utilizaron la técnica fundacional y habían quedado incardinadas por la legis-
lación de la época en el ámbito de la beneficencia y respecto a las cuales, ya fueran ins-
182
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS, "Dirección y gestión de
entidades no lucrativas", Cuadernos de Información Jurídica, 61, (1992), p. 60.
183
Vide Ley 22/2005, de 18 de noviembre, por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español
diversas directivas comunitarias en materia de fiscalidad de productos energéticos y electricidad y del régi-
men fiscal común aplicable a las sociedades matrices y filiales de estados miembros diferentes, y se regu-
la el régimen fiscal de las aportaciones transfronterizas a fondos de pensiones en el ámbito de la Unión
Europea (BOE de 19 de noviembre, núm. 277), Disposición final quinta.2, por la que se da nueva redac-
ción a la disposición adicional quinta de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las enti-
dades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, que queda redactada en los siguientes
términos:  «Disposición adicional quinta. Régimen tributario de la Cruz Roja Española y de la
Organización Nacional de Ciegos Españoles.
El régimen previsto en los artículos 5 a 15, ambos inclusive de esta ley será de aplicación, para los perío-
dos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2004, a la Cruz Roja Española y a la Organización
Nacional de Ciegos Españoles, siempre que cumplan el requisito establecido en el penúltimo párrafo del
número 5o del artículo 3 de esta Ley, conservando su vigencia las exenciones concedidas con anterioridad
a su entrada en vigor.
Estas entidades serán consideradas como entidades beneficiarías del mecenazgo a los efectos previstos en
los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.
Tendrá la consideración de explotación económica exenta, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 7 de esta
Ley, la comercialización por la Organización Nacional de Ciegos Españoles de cualquier tipo de juego autoriza-
do por el Gobierno de la Nación, de conformidad con el régimen jurídico previsto en la disposición adicional cuar-
ta de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre de Medidas fiscales, administrativas y del orden social».
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tituciones de beneficencia general o particular, la Administración del Estado tenía reco-
nocidas amplias facultades cuyo ejercicio se encomendaba a los respectivos protecto-
rados. Así pues, la ONCE se enmarca en el sistema de soluciones organizativas que aus-
pició la Ley de Beneficencia de 1849, siendo creada por Decreto de 13 de diciembre de
1938, con el que se pretendía -según se señala en su Exposición de motivos- «que los
ciegos españoles se rijan por sí mismos, dentro de una organización a base de
Delegaciones Provinciales y Locales y con un sistema de agrupación obligatoria, que,
bajo la dependencia inexcusable de la Autoridad, desarrolle iniciativas y resuelva sus
problemas comunes». En su art. 1 se dispuso la creación de la ONCE como organiza-
ción «dependiente del Ministerio del Interior» que ha de agrupar «obligatoriamente a
todos los invidentes españoles con fines de mutua ayuda y para resolución de sus pro-
blemas específicos», prescribiéndose, a la vez, la fusión y consiguiente disolución de
«todas las entidades existentes en la actualidad, tanto culturales y de trabajo como de
otro carácter, siempre que traten de problemas relacionados con los invidentes». El
Reglamento de la Organización, aprobado por Orden del Ministerio de la Gobernación,
de 28 de octubre de 1939, la definió como una «entidad de Derecho Público y de
Beneficencia General» (art. 1), enumerando y precisando los fines que habría de perse-
guir en orden a la protección del colectivo de los no videntes (art. 3). Se constituye, por
tanto, la ONCE como una solución organizativa para la protección de un grupo social
determinado, configurada como un ente creado, tutelado y controlado directamente por
la Administración Pública, cuya actividad se enmarcaba entonces en el ámbito de la
beneficencia. En este sentido, diversas normas organizativas del Ministerio del Interior,
bajo cuya dependencia se situaba la entidad, la definieron como un organismo asisten-
cial público vinculado por razón de su protectorado (Decretos de 15 de febrero de 1968,
17 de agosto de 1973 y 11 de enero de 1974).
Tal y como tiene declarado el TC en la Sentencia 171/1998, de 23 de julio:
- Frente a la inicial concepción fundacional, el R.D. 1041/1981, de 22 de mayo, y la
jurisprudencia, hacen hincapié, en su estructura o naturaleza asociativa como elemento
identificador básico:
«[...]. Sobre esta inicial caracterización organizativa de la ONCE y su intensa dependen-
cia de la Administración, que deriva del carácter fundacional que marcó su nacimiento, va a
incidir el Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo (por el que se modificó su estructura orgá-
nica), asi como la jurisprudencia dictada por el Tribunal Supremo para hacer hincapié, frente
a la inicial concepción fundacional, en su estructura o naturaleza asociativa como elemento
identificador básico. Mediante aquel Real Decreto, en el que se destaca la importante labor
que en relación con la solución de los problemas que afectan a los ciegos ha venido llevando
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a cabo la ONCE, se adaptó a las nuevas necesidades que la realidad presentaba como conse-
cuencia de las profundas transformaciones producidas en la estructura social y política del
Estado, estableciendo, con el fin de mejorar las posibilidades de la actuación de la entidad,
formas de participación de los afiliados y demás personas de la organización, así como la
coordinación más eficaz de su actividad con la desarrollada por los órganos de la
Administración (como dice el preámbulo). En su articulado configura a la ONCE como «enti-
dad de Derecho Público que desarrolla su actividad en todo el territorio del Estado y bajo su
protectorado, que es ejercido por el Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social» (art.
1), a la que se encomiendan como fines «la solución de los problemas específicos de sus afi-
liados, mediante el desarrollo de programas de actuación propios y la colaboración, dentro de
la política general en materia de minusválidos, con los organismos de las Administraciones
Públicas o entidades privadas en las tareas de prevención, rehabilitación, integración socio-
laboral y cultural y mentalización de la sociedad en los problemas de la ceguera» (art. 2),
suprimiéndose el carácter obligatorio de la afiliación.
Por su parte, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha destacado como elemento iden -
tificador básico de la ONCE su naturaleza asociativa, al estar integrada por personas que
tienen la condición de afiliados y que son los beneficiarios de los servicios y prestaciones de
la entidad; tener patrimonio y recursos propios; y, por último, al tratarse de una organiza -
ción gestionada por un órgano representativo de sus afiliados, designado por y entre los mis -
mos (Sentencias de 14 de junio de 1985; 30 de abril de 1987; 30 de junio de 1987; 23 de octu-
bre de 1989; 24 de julio de 1990; 22 de octubre de 1991 y 1 de diciembre de 1992).
La apuntada tendencia en la caracterización de la estructura organizativa de la ONCE se
consolida por el Real Decreto 2385/1985, de 27 de diciembre, sobre modificación de su
estructura orgánica, en el que se la define como «una Corporación de Derecho Público, de
carácter social, que desarrolla su actividad en todo el territorio del Estado y bajo su
Protectorado, que es ejercido por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social» (art. 1),
Declaración que reproducen en términos idénticos el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo,
por el que se reordena la ONCE (art. 1.1) y sus Estatutos, aprobados por Resolución de la
Subsecretaría del Ministerio de Asuntos Sociales de 23 de noviembre de 1992 (art. l.uno)».
- El indudable interés público que presentan las actividades que desarrolla y los fines
que persigue, y que históricamente ha desarrollado y perseguido, respecto a la protec-
ción e integración de un concreto colectivo social, determina finalmente su actual con-
figuración como una Corporación de Derecho público de carácter social y justifica su
sometimiento al protectorado del poder público:
«[...]. Se dispone, así, en la vigente normativa sobre la ONCE que «ordenará su actuación
a la consecución de la autonomía personal y plena integración de los deficientes visuales en
la sociedad», enumerándose, sin carácter de exhaustividad, un elenco de actividades que debe
desarrollar para lograr este fin general. Además, ha de coordinar los planes y programas de
servicios para deficientes visuales que acuerde y ejecute con los objetivos y criterios en mate-
ria de política social de las Administraciones Públicas y colaborar con éstas y las entidades
privadas en la ejecución de las políticas de integración social de las personas con minusvalía
(arts. 2 del Real Decreto 358/1991 y 6 de los Estatutos). Fines y objetivos de evidente interés
público y que conectan directamente con el mandato del art. 49 de la CE. Esta importante
tarea de indudable interés público ha sido asumida respecto a los discapacitados invidentes,
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ampliándola incluso a otros colectivos de discapacitados, por la ONCE, la cual en su actua-
ción, como se dispone en los Estatutos de la entidad, ha de velar «especialmente, por el ejer-
cicio y satisfacción de los derechos fundamentales amparados en el art. 49 de la vigente
Constitución Española» (art. 6.1).
-
En resumen, la ONCE aparece configurada como una organización de base aso -
ciativa que, además de atender a la consecución de fines privados, propios de los
miembros que la integran, participa, en cuanto Corporación de Derecho Público, en el
desempeño de funciones públicas o de interés público en aquellos supuestos concretos
en que la Administración le delega su ejercicio:
«[...], como tiene declarado este Tribunal respecto a entidades del mismo tipo, como una
organización de base asociativa que, además de atender a la consecución de fines privados,
propios de los miembros que la integran, participa, en cuanto Corporación de Derecho
Público, en el desempeño de funciones públicas o de interés público en aquellos supuestos
concretos en que la Administración le delega su ejercicio. Así, se establece expresamente en
sus Estatutos que «ejerce, además de sus junciones privativas, funciones delegadas de las
Administraciones Públicas a cuyo efecto dispone de los derechos y beneficios que le han veni -
do siendo reconocidos por la legislación vigente, desde su creación» (art. 1.tres)».
4. Consecuencias jurídicas de la atribución de una determinada naturaleza
jurídica: la ONCE realiza funciones delegadas por la Administración que tienen el
carácter de públicas.
La atribución de una determinada naturaleza jurídica a la ONCE por parte de la
Administración, se debe a dos razones fundamentales: primera, se le atribuye la explo-
tación de una concesión estatal del monopolio de las loterías; segunda, se le encarga la
realización de determinadas funciones que originariamente corresponderían a la
Administración, y que por delegación realiza la ONCE.
En especial, sus estatutos ponen de manifiesto determinados aspectos que no puedo
pasar por alto:
· El artículo 1.2, inciso segundo establece: «sus prestaciones y prerrogativas socia-
les quedan garantizadas por lo establecido en la legislación vigente para las corporacio-
nes de derecho público y en particular para la ONCE».
· El artículo 1.3, establece: «ejerce, además de sus funciones privativas, funciones dele-
gadas de las Administraciones públicas, a cuyo efecto dispone de los derechos y beneficios
que le han venido siendo reconocidos por la legislación vigente desde su creación».
· El art. 6 de los Estatutos de la ONCE determina que la Organización Nacional de
Ciegos Españoles ordenará su actuación a la consecución de la autonomía personal y
plena integración social de los deficientes visuales velando, especialmente, por el ejercicio y
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satisfacción de los derechos fundamentales, amparados en el artículo 49 de la vigente
Constitución Española. Para ello desarrollará, entre otras, las actividades siguientes:
«a) Colaborar con las Administraciones competentes en la prevención, detección tem-
prana y diagnóstico de la deficiencia visual.
b) Preparación de estadísticas y registros, que permitan la planificación.
c) Atención educativa, formación y capacitación profesional.
d) Garantía a todas las personas con limitaciones visuales, afiliadas, de un puesto de
trabajo acorde con sus capacidades, preferentemente en el mercado ordinario.
e) Promoción profesional y ocupacional.
f) Producción y distribución de depósitos bibliográficos y política de promoción cultural, en
general.
g)
Investigación, desarrollo e innovación en los campos de la medicina, la ingeniería,
informática, técnicas tiflológicas y cualquier otro ámbito con repercusión en los fines
enumerados en este artículo.
h) Orientación y rehabilitación integral de las personas que adquieran la deficiencia
visual en edad adulta.
i) Concienciación de la sociedad para la plena integración de los deficientes visuales.
Se establecerá la oportuna cooperación entre los planes y programas de servicios para per-
sonas con limitaciones visuales que la Organización desarrolle, con los objetivos y criterios en
materia de política social del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y de los demás órganos
competentes de las Administraciones públicas. La ONCE, asimismo, también colaborará con
las Administraciones públicas competentes y con las entidades privadas en la ejecución de las
políticas de integración social de las personas con minusvalías, a través de la articulación de
los mecanismos de solidaridad y cooperación que se establezcan mediante convenio».
Este artículo que ha sido objeto de la nueva redacción dada a los Estatutos de la ONCE
(Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, BOE de 13
de abril, núm. 89), supone la determinación de todas las actuaciones y fines que la organiza-
ción se compromete a conseguir en el marco de la actividad (delegada y propia) que viene
desarrollando desde su creación. Por todo ello es posible atribuir a la ONCE, funciones de
una doble naturaleza184:
-funciones delegadas por la Administración, que tendrían el carácter de públicas.
184 Vide Roberto GARVIASOTO, "Corporativismo en el área del bienestar. El caso de la Organización Nacional
de Ciegos", Revista Española de Investigaciones Sociológicas, 66, (1994), p. 55: «El análisis de este acuerdo mos-
trará que, al contrario que los acuerdos corporativistas en el área de las relaciones industriales, el corporativismo
en el área de bienestar puede ser extraordinariamente estable. Se sugiere aquí que esta estabilidad se debe a la
especial relación de interdependencia en la que el Estado y la organización proveedora de servicios de bienestar
están envueltos. Con respecto a la organización, desde el momento en que ésta monopoliza la provisión de unos
servicios que son críticos para un segmento de la población, el estado (ya sea autoritario o democrático) depen-
derá de la organización (siempre que considere que es su deber garantizar el bienestar de ese segmento de la pobla-
ción). Al mismo tiempo, la organización proveedora depende del Estado, en cuanto que éste puede revalidar o
retirar el status que concedió a la organización como monopolizadora de servicios. Esta relación de interdepen-
dencia limita y determina el rango de demandas que cada una de las dos partes puede presentar, garantizando así
un alto grado de predictibilidad y estabilidad al acuerdo corporativista».
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En este sentido cobran especial relevancia los arts. 8-10 de los Estatutos, lo que deter-
mina la no discrecionalidad en materia de prestación de servicios sociales de la ONCE
hacia sus afiliados que deberá respetar en todo caso las reglamentaciones vigentes para
cada tipo de prestaciones o de actividad cuando aquéllas existan.
- funciones privativas, que responderían a su naturaleza corporativa y asociativa, es
decir, la autonomía en la propia organización y fijación de criterios de funcionamiento,
así como todas las relaciones con terceros185.
III. El protectorado sobre la ONCE.
1. El protectorado.
1.1. Concepto y diferencia con figuras afínes.
1.1.1. Concepto186.
Cuando en el S. XIX se produce la condena de las vinculaciones y de las "manos
185
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS,
La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, o.c, pp. 420-421.
186
lbídem, prólogo de Santiago MUÑOZ MACHADO, pp. XII-XIII:
«No es posible comprender cabalmente la existencia del protectorado y sus funciones sin pararse un momen-
to en los orígenes, de la formación de la ONCE. Los perfiles históricos de la tutela de los ciegos permite enmar-
car ésta en el cuadro general de la actividad de beneficencia.
El Colegio de Ciegos de Santa Catalina, cuyo Reglamento de Régimen Interior fue aprobado mediante
Real Orden de 13 de diciembre de 1881, tenía por objeto educar e instruir a los jóvenes ciegos en la pri-
mera enseñanza especial y en la de música, atender a su manutención, asistencia y equipo y preparar con-
venientemente a los alumnos ciegos.
Instituciones como ésta, que son antecedentes remotos de la ONCE, eran incardinadas por la legislación de la
época en el ámbito de la beneficencia. Respecto de este tipo de establecimientos, el Real Decreto de 27 de enero
de 1885, que aprobó la Instrucción para la Administración y el Gobierno de los Establecimientos de Beneficencia
General (entre los que se incluía el Colegio de ciegos) atribuía a la Administración del Estado muy amplias facul-
tades: el sostenimiento de los gastos se hace mediante los bienes, pensiones, rentas y fondos propios de la bene-
ficencia, si los hubiese, y mediante las aportaciones que el Estado consigne en los Presupuestos Generales (art.
13), [...]. Como consecuencia del empleo de la técnica fundacional, se mantiene el principio general de que es el
Ministro de la Gobernación quien "ejerce la tutela, alta inspección y dirección de los Establecimientos Generales
de Beneficencia" (art. 5); [...]. A estos efectos se añade, también en la beneficencia particular, el control por medio
de un "protectorado", integrado por autoridades públicas, que tiene por misión "lograr que sea cumplida la volun-
tad de los fundadores en lo que interese a colectividades indeterminadas con el cumplimiento probado de la volun-
tad del testador" (art. 1 de la Instrucción para el ejercicio del protectorado del Gobierno en la Beneficencia
Particular, aprobada mediante Real Decreto de 14 de marzo de 1899).
Las primeras organizaciones de protección de los ciegos a finales del siglo XIX están, pues, adscritas al
ramo de la beneficencia. Son entidades de tipo fundacional y sobre ellas, por tanto, extiende el Estado su
tutela a través de la técnica del protectorado. Esta técnica organizativa se mantiene luego y salta la frontera
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muertas", empieza a aparecer la intervención de la Administración para salvar determi-
nadas fundaciones187. Los orígenes del protectorado fueron explicados por el profesor
Martín Mateo del siguiente modo:
,
«Con la finalidad fundamental de velar por el cumplimiento de la voluntad del fun-
dador, la Administración pública ejerce una actividad -protectorado- de fiscalización y
control de la actividad de gestión de los patronos de las fundaciones.
El principio de fiscalización de las funciones, representado por el protectorado está
plasmado -en germen- en la ley general de Beneficencia de 20 de junio de 1849, cuyo
artículo 11 viene a proclamar que "ningún establecimiento de beneficencia, sea pública
o particular, podrá oponer la menor dificultad o entorpecimiento a las visitas que los
representantes del Gobierno giren a los mismos, siendo omnímoda la autoridad de ins-
pección que a tales representantes corresponde en cuanto tenga por objeto el examen del
estado económico del establecimiento, la regularidad de su administración y el cumpli-
miento de las obligaciones a que por reglamento se haya consagrado.
El desarrollo del principio de fiscalización encarnado en el protectorado de las fun-
daciones benéfico-privadas corresponde al real decreto de 14 de marzo de 1899, que
aprueba la instrucción para el ejercicio de tal protectorado»188.
La disciplina positiva de la beneficencia particular en España contiene dos tipos de textos
normativos: por una parte, los que regulan el ejercicio de actividades benéficas por personas
privadas y, por otra parte, los que regulan la formación y el funcionamiento de dichas perso-
nas (básicamente, de naturaleza fundacional). Así, la intervención de la Administración en
materia de beneficencia particular se realiza principalmente a través del instituto del protec-
torado, incisivo haz de potestades de marcado carácter tutelar, que inicialmente pesaba sobre
las entidades benéficas189.
del siglo: así, en el Real Decreto-Ley de 13 de marzo de 1928, que creó, bajo la denominación de "Residencias
de Ciegos", "instituciones encargadas de recoger a los ciegos pobres, cuidando de su manutención y asistencia, y
de procurar que éstos y los que sin ser indigentes se hallen en situación precaria, adquieran los conocimientos pre-
cisos para que puedan alcanzar una relativa libertad económica", se califican estas residencias como instituciones
de beneficencia general (art. 2), que dependen del Ministerio de la Gobernación.
La creación de la ONCE se enmarca en este sistema de soluciones organizativas y es, sin duda, una solu-
ción de beneficencia para la protección de un grupo social necesitado. [...].
He aquí, pues, las claves históricas de la configuración de la ONCE como una entidad tutelada, controlada direc-
tamente por la Administración del Estado, usando un protectorado como instrumento organizativo».
187 Vide José Luís ALVAREZ ALVAREZ, "El protectorado de las fundaciones: visión moderna", en
AAVV Hacia una nueva ley de fundaciones, Seminario celebrado en la UIMP de Santander, Colección de
Ciencias Sociales, Fundación Marcelino Botín, Santander, 1992, pp. 145-146.
188 Vide: Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como ser -
vicio público, o.c., p. 101; Juan Francisco BLANCO RUÍZ, El protectorado de fundaciones en el Real Decreto e
Instrucción de 14 de marzo de 1899, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987.
189 Vide José Luís PIÑAR MAÑAS y Alicia REALPÉREZ, Legislación sobre instituciones de beneficencia
particular, o.c, pp. 31-33. Vide Instrucción para el ejercicio del protectorado del Gobierno en la beneficen -
cia, de 27 de abril de 1875, Imprenta Nacional, Madrid, 1875, 56 pp. Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, Principios
de derecho público económico, Comares, Granada, 1999, pp. 177 y ss, 182 y ss, 190 y ss.
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También se ha utilizado este término para referirse a la tutela normal y corriente de
toda entidad de la Administración indirecta del Estado:
«Por una parte, se habla de "protectorado" donde no hay sino la tutela normal y corriente
en toda entidad de la Administración indirecta del Estado. El artículo 7o del propio Decreto de
17 de mayo de 1940 dice: "Al Ministerio de la Gobernación corresponde ejercer el protectora-
do sobre Auxilio social. Las facultades de orden resolutivo radican en el Ministro, y las con-
sistentes en la tramitación de asuntos, propuesta de acuerdos y ejecución de las resoluciones
dictadas, en la Dirección general de Beneficencia y Obras sociales»190.
Y también para catalogar la relación que se puede establecer entre dos Estados:
«Esta dolorosa realidad de todos los tiempos, esta deficiencia de las leyes internacionales o,
si se quiere, esa injusticia con que casi siempre fueron tratados los países políticamente débiles
o pobres ha sido la causa primitiva y fundamental de la relación jurídica entre dos países que se
denomina "Protectorado". Después, con el transcurso del tiempo fue evolucionando en un sen-
tido mucho más amplio, adoptando formas diversas, bajo la influencia de otras necesidades o de
otros elementos, de tal suerte, que bien puede afirmarse con Pradier-Foderé que el protectorado
es una de las instituciones de Derecho internacional que se presta menos a ser definida.
A pesar de que el proceso histórico que ha seguido dicha institución nos revela que esa rela-
ción jurídica se manifestó casi siempre entre dos Estados o agrupaciones políticas distintas, tam-
bién nos muestra porción de casos en los que no se dan estos caracteres o en los que dicha rela-
ción surge como consecuencia de otras causas, toda vez que la misma puede estar condiciona-
da indefinidamente tanto por el protector como por el protegido. Por este motivo ha dicho muy
bien Revilliod que el nombre de protectorado se aplica a organizaciones o relaciones jurídicas
tan diversas que bien puede asegurarse que esa palabra es una etiqueta que cómodamente se
coloca sobre toda clase de combinaciones de supremacía política o de expansión colonial»191.
190 Vide Fernando GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y descentralización funcional, Instituto
de Estudios de Administración Local, Madrid, 1950, pp. 132-133: «Naturalmente que lo que este artículo entiende
por protectorado, no es tal protectorado. Tal como lo concibe la Instrucción de 14 de marzo de 1899 en su articulo
1o, "el protectorado de las instituciones de beneficencia comprenderá las facultades necesarias para lograr que sea
cumplida la voluntad de los fundadores en lo que interese a colectividades indeterminadas"». En la p. 178 afirma:
«[...] nos hemos encontrado con la figura del "protectorado" que "comprenderá las facultades necesarias para lograr
que sea cumplida la voluntad de los fundadores en lo que interese a colectividades indeterminadas" en manos de los
organismos de la Administración Central o delegada del Estado (Instrucción de 14 de marzo de 1899). No obstante,
estos poderes no deben confundirse con la jerarquía ni con la tutela, en el sentido en que aquí empleamos esta expre-
sión. Más bien han de considerarse como una forma especial del ejercicio de los poderes de policía».
Vide Urbano VALERO AGUNDEZ, La fundación como forma de empresa, Universidad de Valladolid,
Valladolid, 1969, pp. 398-99: «El término "Protectorado estatal sobre las fundaciones particulares" engloba
tres significaciones formalmente distintas, aunque estrechamente ligadas entre sí. Primeramente, significa un
conjunto de facultades del Estado sobre las fundaciones particulares, cuya característica común es la finali-
dad de tutela y control sobre las mismas. En segundo lugar, comprende una serie de actividades a través de
las cuales se ejercitan aquellas facultades. Por fin, hace relación a una peculiar relación de poder del Estado
sobre dichas fundaciones -y de correspondiente sumisión de éstas respecto de aquél- deriva de la existencia
y ejercicio de las mencionadas facultades. [...]». Vide Rafael HUERTA HUERTA y Cesar HUERTAIZAR de
la FUENTE, Fundaciones. Régimen civil administrativo y fiscal, Bosch, Barcelona, 1998, p. 412.
191  Vide Luciano LÓPEZ FERRER, "Naturaleza jurídica del protectorado español en Marruecos",
Publicaciones de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, LXVII, Madrid, 1923, pp. 6-7.
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Respecto a las fundaciones ha llegado a formularse el siguiente concepto de protec-
torado192: «El Protectorado, en consecuencia, es la actividad administrativa por la que,
comprendiendo diversas funciones y facultades, debe garantizarse el cumplimiento de
la voluntad del fundador y de los fines generales que necesariamente deben perseguir
las Fundaciones. Junto a esta definición dinámica (la actividad de Protectorado), es
necesario además tener en cuenta la vertiente subjetiva (órganos del Protectorado) que
le es consustancial y que da al término un sentido dual, al tiempo que lo completa»193.
En la actualidad, el protectorado puede definirse como aquella potestad administrati-
va194 que surge como consecuencia de la interacción Estado-Sociedad, con el fin de velar
por el interés general de los ciudadanos en los términos legalmente previstos, y que sitúa
a su objeto y los bienes asignados en un ámbito semejante al reservado a lo públicos, cir-
cunstancia que explica el intenso grado de intervención de la Administración. Esto le per-
mite dictar actos administrativos y articular todas las intervenciones inherentes a la potes-
tad que está ejerciendo, dentro de los límites establecidos que respeten el marco de liber-
tad y garantía que la Constitución impone, afirmándose que no se trata de controlar sin más
el ejercicio del derecho de que se trate, sino de garantizar su recto ejercicio.
192  Vide Joaquín MADRUGA MÉNDEZ, "Fundaciones benéfico-particulares y docentes", Revista
General de Legislación y Jurisprudencia, 10, (1961), p. 184.
193 Vide José Luís PIÑAR MAÑAS, "Relaciones de las fundaciones con los protectorados", en Rafael de
LORENZO GARCÍA y Miguel Ángel CABRA de LUNA, Presente y futuro de las fundaciones, Cívitas, Madrid,
1990, p. 94. Vide STS: de 28 de octubre de 1963 (Ar. 4427), en la que se afirmaba: «el Protectorado se constriñe
simplemente a una misión tuitiva veladora porque se respete la voluntad de los fundadores»; de 24 de diciembre
de 1985 (Ar. 640 de 1986):«[...] es ante todo a la voluntad del fundador a lo que hay que atender y el Protectorado
ha de velar porque esa voluntad sea respetada en lo que interese a colectividades determinadas (art. 1o de la
Instrucción de 1899). Es decir, que el Protectorado ha de velar por el interés general de los destinatarios de la
Fundación al mismo tiempo que por el particular del respeto de la voluntad del fundador. O, si se prefiere, lo que
la norma quiere decir es que la voluntad del fundador ha de interpretarse valorando también el interés de los des-
tinatarios en cuyo favor el fundador estableció la institución»; de 20 de diciembre de 1985 (Ar. 669 de 1986) que
afirma que no se puede considerar que la voluntad del fundador «es soberana u omnipresente».
194 La STS de 7 de marzo de 2001 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4a), Ar. 1101, en su
FD Primero, ha establecido: «[...], y después de precisar, por razones de congruencia, cuál es el objeto pro-
pio del Recurso, examina la potestad de protectorado que otorga el art. 1 del RD de 14 de marzo de 1899
a la Administración, en los siguientes términos: Fundamento de Derecho Cuarto.- "Que entiende la Sala
que lo hecho por la Administración, teniendo en cuenta que la Fundación de la que trae causa este litigio
no ha sido disuelta, guarda la debida proporcionalidad y razonabilidad con el fin previsto en el art. 1 de la
Instrucción antes citada, en relación con el principio de libertad deducible del art. 34 de la Constitución,
de forma y manera que su actuación no puede reputarse nula de pleno derecho por incompetencia mani-
fiesta -art. 47.1 a) de la LPA, al no ser aplicable aún la Ley 30/1992- pues desaparecido el Ministerio de
Gobernación y creado el de Asuntos Sociales, las competencias en esta materia corresponden a tal
Departamento que cuenta, y esto es lo importante, con potestad atribuida expresamente por una norma; que
a su vez no puede calificarse la actuación administrativa como de "vía de hecho", supuesto éste más radi-
cal dentro de una actuación administrativa ilícita pues se ha actuado según las normas de procedimiento y
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A.
Interacción Estado-Sociedad.
La interacción Estado-Sociedad se pone de manifiesto con especial virulencia en los
entes de carácter social. Sobre el protectorado que se ejerce sobre las Cajas de Ahorro, la
STC 18/1984, de 7 de febrero, FJ Cuarto195, precisa algunas consideraciones de las que se
pueden extraer consecuencias para nuestro objeto de estudio: los actos que se dictan en el
ejercicio del protectorado, son actos administrativos; la existencia de protectorado, no con-
vierte a la organización de que se trate en un ente público, sino que pone de manifiesto la
interacción Estado-Sociedad.
B.
Consiste en una actuación administrativa específica.
También se ha determinado por parte de la Jurisprudencia, que las leyes pueden pre-
ver un tipo de acción administrativa, el protectorado, para asegurar el cumplimiento de
unos determinados fines. Se articulan una larga serie de actos de protectorado, como
son los de reconocimiento, clasificación, conservación, y gestión de los bienes, vigilan-
competencia; tampoco puede hablarse de "incautación" o de expropiación sin indemnización ya que la titularidad
de los bienes y, por tanto, de sus frutos civiles, son de la Fundación [...]». Sobre el concepto de potestad Vide
Ramón MARTÍN MATEO, "La sustantividad del Derecho Administrativo", RAP, 53, (1967), pp. 53-55.
195 Vide STC 18/1984, de 7 de febrero: «[...]. Pues bien, la lectura del preámbulo y del articulado del men -
cionado Decreto evidencia que las Cajas de Ahorro se configuran -con carácter general- como entes de carác -
ter social, si bien con una intervención pública más intensa para aquellas fundadas por el Estado o las
Corporaciones Locales. [...].
Todas las Cajas de Ahorro -cualquiera que sea su fundador- están sujetas al protectorado del Estado en deter -
minados aspectos, [...].
Los actos administrativos que dicte el Ministerio de Economía en el ejercicio del protectorado son sin duda
actos de los poderes públicos.
La existencia del protectorado del Estado no convierte a todas las Cajas en entes públicos, sino que pone de
manifiesto la interacción Estado-Sociedad, y las funciones que se atribuyen al primero para que se obtenga el
interés público presente en toda fundación (art. 34.1 de la Constitución), dada la especial relevancia de las
Cajas en el sistema financiero y sus implicaciones para el ahorro y la realización de actividades asistenciales.
Los actos relativos a la elección para la designación de los órganos de gobierno no se realizan por delega -
ción del Estado, sino que se mueven en el marco del Decreto y de los Estatutos y Reglamento, sin que el
Ministerio de Economía tenga intervención en tales actos ni esté previsto recurso de alzada u otra técnica juri -
dica de impugnación, excepción hecha de cuanto se ha dicho para la designación del Director general. [...].
En virtud de las consideraciones anteriores llegamos -con carácter general- a las conclusiones siguientes:
1. Las Cajas de Ahorro fundadas por las Corporaciones Locales no tienen la naturaleza de entes públicos, sino
de entes de carácter social en los términos vistos.
2. Las decisiones del Consejo de Administración en materia de elecciones no se adoptan por delegación del
Estado.
3. Los miembros del Consejo de Administración, elegidos, no tienen la consideración de cargos públicos a los
efectos del artículo 23 de la Constitución. [...].
[...], lo impugnado no es una resolución de un órgano judicial, sino un acto del Consejo de Administración de
la Caja de Ahorros de Asturias, entidad que no tiene la condición de ente público, no siendo imputable tampo-
co a la Administración tal acto, según hemos visto. En consecuencia, no se trata de un acto encuadrable en
los supuestos del artículo 41.2 de la LOTC».
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cía de la actuación de los representantes legítimos, autorizaciones para conversión de
bienes o enajenaciones, contabilidad, pudíendo llegar incluso a suspender o a sustituir
a tales representantes, etc.
Sobre esta cuestión resulta ilustrativa la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid núm. 61/1998 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 8a), de 26 de
enero, Ar. 1064196.
C. Fines asignados.
El protectorado sobre las instituciones de carácter social deberá velar por el interés
general de los destinatarios197. El objetivo a alcanzar es el máximo beneficio de los des-
196
Vide STSJ de Madrid, núm. 61/1998, de 26 de enero, Ar. 1064:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
TERCERO.- Sabido es que las Fundaciones son entidades de la clase de personas jurídico-morales creadas por
una o varias personas físicas, aportando bienes patrimoniales para el cumplimiento de fines de interés general y
público (art. 34.1 de la Constitución). Por el carácter de institución destinada al cumplimiento de fines genera-
les y públicos, en beneficio de colectividades indeterminadas de personas, la Administración Pública, como
encargada de la tutela y gestión de los Servicios Públicos, interviene en la actividad de las Fundaciones desde
su nacimiento; y, si bien es cierto, que se ha discutido mucho sobre dicha intervención, existiendo gran polémi-
ca sobre tal cuestión, lo cierto es que el Tribunal Constitucional tiene declarado al respecto, Sentencia 49/1988,
de 22 marzo (RTC 1988\49), que «las leyes pueden prever un tipo de acción administrativa, el Protectorado, para
asegurar el cumplimiento de los fines [...]».
En definitiva, en nuestro sistema, la intervención de la Administración -El protectorado-, en la vida de las
Fundaciones es legítimo.
Ahora bien, ¿cuál es el contenido y alcance de esta intervención? La doctrina y jurisprudencia vienen señalan-
do que esta intervención se ha de ejercitar dentro de unos límites precisos que respeten el marco de libertad y
garantía que la Constitución impone afirmándose que no se trata, de «controlar» sin más el ejercicio del dere-
cho de fundación, sino de «garantizar» su recto ejercicio».
197
Vide STS de 24 de diciembre de 1985, ponente: González Navarro, Ar. 6404, FJ. Cuarto:
«Por lo que hace al fondo del asunto debe recordarse que el artículo 6 del Real Decreto de 14 de marzo de 1899
(y no la Instrucción de la misma fecha como, por error, se dice en la demanda) establece que "en las Fundaciones
benéficas particulares se respetará siempre la voluntad de los Fundadores", y el artículo 1° de la Instrucción de
1.4 de marzo de 1899 para el ejercicio del Protectorado del Gobierno en la Beneficencia particular dice que "el
Protectorado de las Instituciones de Beneficencia comprenderá las facultades necesarias para lograr que sea
cumplida la voluntad de los Fundadores en lo que interese a colectividades indeterminadas". De donde resulta
que es ante todo a la voluntad del Fundador a lo que hay que atender y que el Protectorado ha de velar porque
esa voluntad sea respetada "en lo que interese a colectividades determinadas", según reza el inciso del artícu-
lo 1° de la Instrucción citada. Es decir que el protectorado ha de velar por el interés general de los destinatarios
de la fundación al mismo tiempo que por el particular del respeto de la voluntad del fundador. O si se prefiere,
lo que la norma quiere decir es que la voluntad del fundador ha de interpretarse valorando también el interés de
los destinatarios en cuyo favor el fundador estableció la institución. De manera que la voluntad del fundador en
el caso que nos ocupa no es tanto la adjetiva o procesal de que los Patronos sean uno, o dos, o tres, sino que el
Patronato que se constituya esté en las mejores condiciones de servir a la colectividad de los asilados. Y se res-
peta evidentemente la voluntad del fundador cuando concurriendo las circunstancias que aquí se dan, entre ellas
la mayor complejidad que ha adquirido hoy la gestión de la fundación, se nombran tres y no un sólo Patrono.
Porque esas circunstancias ponen de relieve que no es bastante el Patrono único. Y las normas contenidas en esa
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tinatarios de la prestación de que se trate. Así lo evidencia la Sentencia del Tribunal Supremo
(Sala de lo Contencioso-Administrativo), de 20 de diciembre de 1985, Ar. 669198.
D. Naturaleza de los bienes asignados.
La adscripción de un conjunto de bienes a un fin de carácter social, lo sitúa en un
ámbito semejante al reservado a ciertos bienes públicos, circunstancia que explica el
intenso grado de intervención de la Administración, casi tan riguroso como el que cons-
tituye la tutela. Así lo pone de manifiesto la STS (Sala de lo Contencioso-
Administrativo), de 28 de septiembre de 1984, Ar. 4311199.
Instrucción de ¡899 citada al regular en los artículo 7 y siguientes el Protectorado perfila con bastante ampli -
tud sus potestades en orden a las fundaciones benéficas, incluso atribuyéndole algunas más graves -segregar
fundaciones, suspender a los patronos, destruirlos, etc.- que la ejercitada por el Ministerio en el caso que nos
ocupa. Por todo lo cual debe revocarse la sentencia de instancia en cuanto al fondo. Sin que el hecho de que
hasta ahora haya habido siempre un Patrono individual y no colegiado tenga otro valor que el de expresar que
el interés general no ha exigido o hecho necesario -como ahora ocurre- la solución colegiada».
198 Vide STS de 20 de diciembre de 1985, Ar. 669:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
CUARTO.- aparte el que tenga que contarse con la actuación de protectorado de la Administración, per-
fectamente encuadrada y definida, dentro de los múltiples cometidos asignados a ella; porque si bien el
protectorado tiene por objeto lograr que sea cumplida la voluntad de los fundadores -art. 1 Instrucción de
Beneficencia de 14 de marzo de 1899-, dado el carácter obligatorio e ineludible con que se ejerce, como
ha destacado la doctrina científica, constituye una verdadera limitación, puesto que ninguna fundación par-
ticular puede sustraerse a esta intervención administrativa. Intervención que no hay por qué contemplarla
como dirigida a desvirtuar o contrariar la voluntad del fundador, sino, por el contrario, a asegurar la misma
y sobre todo, el cumplimiento de los fines por ella perseguidos; fines que, en definitiva, y no hay que olvi-
dar esto, consisten en la prestación de los servicios benéficos programados, cuyos destinatarios, los bene-
ficiados con estos servicios, son los que hay que procurar obtengan los mismos en la mayor proporción
posible, y de la mejor manera; constituyendo esto el objetivo a alcanzar en la interpretación teleológica de
la norma.
QUINTO.- Correspondiendo a este obligado intervencionismo de la Administración, de acuerdo con las
previsiones de la citada Instrucción de Beneficencia y de una serie de disposiciones complementarias -Real
Decreto 29 de agosto de 1903, Real Orden 30 abril 1903, RR. DD. 16 mayo y 25 octubre 1908, RR. OO.
24 marzo, 21 abril, 27 y 29 octubre y 2 de noviembre 1908, 26 de marzo y 14 de mayo 1909, Real Orden
10 noviembre 1914, Real Orden 17 agosto 1924, Decretos 9 noviembre 1932 y 7 agosto 1933, etc.- con
fines siempre tuitivos y de defensa de la fundación y de sus fines, se articulan una larga serie de actos de
protectorado, como son los de reconocimiento de las fundaciones, su clasificación, conservación, y gestión
de los bienes, vigilancia actuación de los representantes legítimos, autorizaciones para conversión de bie-
nes o enajenaciones, contabilidad, pudiendo llegar incluso a suspender o a sustituir a tales representantes
o ejercer por sí el patronazgo [...]».
199 Vide STS de 28 de septiembre de 1984, Ar. 4311:
«Considerandos del Tribunal Supremo:
CONSIDERANDO Que como recuerda la sentencia de esta Sala de 17 de abril de 1979, la intromisión de la
Administración Pública en las Fundaciones Benéficas (y esta consideración merece la Fundación L. R. y P)
tiene su justificación en el hecho de que a través de estas Fundaciones, un bien patrimonial o conjunto de bie-
nes, se adscriben a un fin de carácter social y al bien común, lo que le sitúa en un ámbito semejante al reser-
vado a ciertos bienes públicos, circunstancia que explica que los poderes de intervención estatal sean casi tan
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1.1.2. Diferencia con figuras afínes.
Una cuestión que debo abordar también, es la determinación conceptual de términos que tie-
nen relación con el protectorado200, a saber: tutela, vigilancia, control, supervisión e inspección. Lo
que ya no lo es tanto, es su correcta utilización, pues ni la propia doctrina administrativa ha repa-
rado en su delimitación precisa, con las excepciones que señalaré a continuación201.
A. Tutela202.
a) Tutela ad intra.
Resulta frecuente para un jurista oír hablar de la tutela civil203, o de la tutela judicial


rigurosos como lo que constituyen la natural tutela que sirve de nexo entre la Administración del Estado y los
establecimientos públicos, montándose al servicio de esta actividad administrativa de protectorado una organi-
zación y un ordenamiento procesal de carácter tan inequívocamente administrativo como para no dudar de que
las cuestiones que las mismas puedan suscitar deben resolverse en el ámbito de la Jurisdicción contencioso-
administrativa, congruente con este control e inspección, que con una terminología tradicionalmente consagra-
da se denomina Protectorado, el art. 8.° de la Instrucción para el ejercicio del Protectorado en la beneficencia
particular de fecha 14 de marzo de 1899, [...]».
Con idéntica argumentación Vide STS de 31 de mayo de 1985, Ar. 3194.
200
Vide José Luís PIÑAR MAÑAS, "Relaciones de las fundaciones con los protectorados", o.c, p. 97: «GARRI-
DO FALLA también ha puesto de manifiesto que de entre las tres clases de dependencia con respecto a la
Administración Pública que él mismo ha señalado -jerarquía, tutela y policía administrativa- el Protectorado
podría considerarse como manifestación de policía, pero pronto se cae en la cuenta "de las profundas diferencias
que se dan ente la facultad de de policía ordinaria y las del Protectorado". También podrían traerse a colación los
términos de fomento, vigilancia, supervisión, control o intervención, pero tampoco encajaría el Protectorado en
ninguno de ellos, pues algo de todos ellos tiene pero al mismo tiempo a todos supera. Además, concepto como
jerarquía o tutela parecen tener mejor aplicación en las relaciones entre entes públicos, no obstante lo cual el pro-
pio legislador se ha referido a la actividad administrativa sobre las Fundaciones calificándola de tutela, concepto
al que insiste en acudir en la normativa más reciente».
201
Vide STC 48/1988, de 22 de marzo (Ar. 48), FJ Undécimo: «[...]. Por tratarse, pues, de una materia
relativa a la solvencia de las Cajas ha de entenderse que a ella se extienden las funciones de disciplina, ins -
pección y sanción, y, dado que la intervención está prevista en el caso de incumplimiento grave de normas
de obligada observancia o justificados indicios de riesgo evidente para los fondos ajenos, ha de conside-
rarse que el art. 5 del Decreto 1838/1975 tiene carácter básico.
Ahora bien, el art. 7.3 de la L.C. se refiere a la intervención y control del Protectorado sobre las Cajas de
Ahorro y, de conformidad con el art. 2 de la misma ley, la actuación de dicho Protectorado ha de realizar-
se "en el marco de las bases y la ordenación de la actividad económica general y de la política monetaria
del Estado" y entre esas bases se encuentran por lo tanto, las relativas a la actividad crediticia de las Cajas,
es decir, las bases de la ordenación del crédito. Ha de entenderse, por ello, que la intervención y el control
efectuados por el Protectorado no excluyen la inspección e intervención del Banco de España ni el cum-
plimiento de las demás normas especiales a que han de sujetarse las nuevas Cajas de Ahorro durante los
dos primeros años de su actuación. [...]».
202 Vide Femando GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y descentralización fundo -
nal, o.c, pp. 176-189.
203 Vide Manuel ALBALADEJO, Curso de Derecho Civil (Derecho de familia), 5a ed., Bosch, Barcelona,
1991, pp. 303 y ss, donde entre las instituciones de guarda, se encuentra la tutela que se establece para
encargarse de forma estable y permanente de la guarda y protección de ciertas personas y de sus bienes.
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efectiva204, pero no de la tutela administrativa. Sin embargo, esta actividad se enco-
mienda a la Administración con cierta frecuencia. Además puede tener operatividad en
el seno de la Administración Pública205, o en las relaciones de ésta con los particulares
cuando su misión afecta al interés general o el buen fin de algún sector concreto de la
actividad humana. Por tanto es necesario precisar el contorno jurídico de esta categoría
que a primera vista resulta un tanto difusa, incluso para los estudiosos del Derecho
Administrativo. Así lo expuso Baena del Alcázar206:
204 Esta institución ha hecho correr ríos de tinta. Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ, El derecho a la tutela juris -
diccional, Cívitas, Madrid, 1989, p. 20, donde señala que «La historia de la sustitución de la autodefensa por el
proceso, ha sido en definitiva, la historia de la sustitución de la ley de la selva por la civilización». Y en la p. 21:
«De aquí la importancia de una efectiva tutela judicial, de que todo aquel que crea tener derecho a algo pueda acu-
dir a un órgano estatal imparcial que le atienda, verificando su razón y, en su caso, haciendo efectivo el derecho».
Porque su contenido esencial lo constituye el derecho de acceso al proceso, y que pueda cumplir su misión de
satisfacer las pretensiones que se formulen. Lo que no supone en modo alguno un derecho a obtener una senten-
cia favorable, ni siquiera una sentencia en cuanto al fondo. Y respecto a su contenido en las pp. 43 y 44 asevera:
«El derecho a la tutela jurisdiccional despliega sus efectos en tres momentos distintos: primero, en el acceso a la
Justicia; segundo, una vez en ella, que sea posible la defensa y obtener solución en un plazo razonable, y tercero,
una vez dictada sentencia, la plena efectividad de sus pronunciamientos. Acceso a la jurisdicción, proceso debido
y eficacia de la sentencia». Vide Ignacio BORRAJO INIESTA, Ignacio DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ y Germán
FERNÁNDEZ FARRERES, El derecho a la tutela judicial y el recurso de amparo (Una reflexión sobre la juris -
prudencia constitucional), Civitas, Madrid, 1995, p. 23: «En el caso del derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión, se debe partir de la idea de que éste no abarca todos aquellos elementos que promueven una mejor
y más recta administración de la justicia, sino únicamente aquellos que legitiman que el Estado asuma el mono-
polio de la jurisdicción y sin los cuales, en suma, la Justicia no merecería tal nombre».
Vide SSTC: 9/1983, de 21 de febrero (Recurso de amparo num. 199/1980); 14/1983, de 28 de febrero (Recurso
de amparo núm. 233/1982); 19/1983, de 14 de marzo (Recurso de amparo núm. 278/1982), FJ.3°; 93/1984, de
16 de octubre (Recurso de amparo núm. 412/1983), F.J.5a); 23/1988, de 22 de febrero (Recurso de amparo núm.
1387/1986), F.J. 1o; 192/1992, de 16 de noviembre (Recurso de amparo núm. 33/1990) F.J. 2o; entre otras.
Vide José SUAY RINCÓN, "La discutible vigencia de los principios de imparcialidad y de contradic-
ción en el procedimiento administrativo sancionador", RAP, 123, (1990), p. 153, nota 1: «La proliferación
de Administraciones Públicas es, sin ningún género de dudas la principal novedad que aporta la
Constitución española de 1978 al Derecho Administrativo. Si hasta entonces el panorama está claramente
dominado por una sola Administración (la del Estado), que sujetaba a las restantes a una estrecha red de
controles (tutela) y terminaba colocando a éstas en una posición netamente subordinada, ahora la situación
va a ser muy otra: la aparición de nuevas Administraciones (las de las Comunidades Autónomas), la con-
solidación de las existentes (Corporaciones Locales) y, lo que es más importante, la atribución a unas y
otras de un status jurídico mucho más sólido, con capacidad para ejercitar sus propios intereses sin inje-
rencias externas para defenderlos, si acaso ante terceras instancias neutras (Tribunales de Justicia); todo lo
cual obliga al replanteamiento de las relaciones interadministrativas. [...]».
206 Vide Mariano BAENA del ALCÁZAR, "Los entes funcionalmente descentralizados y su relación con
la Administración central",RAP, 44, (1964), pp. 99-103. En concreto en las pp. 101-102 establece una cla-
sificación de la tutela y diferencia entre: tutela jurídica de la tutela administrativa; tutela sobre la organi-
zación y tutela sobre la actividad; tutela técnica y tutela financiera. Respecto al contenido, en las pp. 102-
103 establece: «En la doctrina francesa afirma CONNO1S que la tutela de las colectividades territoriales
sobre los establecimientos públicos comporta aspectos muy variados: nombramiento de personal, aproba-
ción de deliberaciones o decisiones, [...]. Así WALINE distingue entre el poder disciplinario sobre los
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«La doctrina ha efectuado en alguna ocasión definiciones del concepto de tutela que se resien-
ten, desde luego, de la imprecisión que hemos apreciado en el término o que no son, en definiti-
va, mas que el reconocimiento tácito de que en el actual grado de elaboración científica de la
materia la idea de tutela es un simple concepto genérico en cuanto que engloba indistintamente
las relaciones entre Administración directa y Administración local e institucional, sin distinguir
entre estas dos últimas, y en cuanto que no proporciona ninguna orientación decisiva sobre las
facultades que tiene la Administración central respecto a las otras dos.
La definición tradicional de tutela se debe a MASPETIOL y LAROCQUE, para quienes la
tutela es el conjunto de poderes limitados concedidos por la Ley a una autoridad superior sobre
los agentes descentralizados y sobre sus actos con el fin de proteger el interés general. [...]».
Cuando Entrena Cuesta aborda las relaciones entre la Administración General del Estado o
la Administración de la Comunidad Autónoma y las entidades que integran su Administración
Local207, dentro de las relaciones de subordinación incluye: el control jerárquico, el control de
tutela y el deber de información. Del segundo, indica que constituye la manifestación clásica
del control administrativo sobre los entes descentralizados, llegando a afirmar:
«De la misma forma que en el interior de cada ente los distintos órganos que lo integran
se encuentran estructurados jerárquicamente, en orden a la consecución de la unidad adminis-
trativa, este principio exige también que la variedad de entes públicos en que el Estado, en
sentido amplio, se descompone sea reconducida a unidad. De aquí que el Ordenamiento jurí-
dico atribuya a cada ente facultades de control sobre los entes descentralizados que de él
dependen, distintos de las propias de la jerarquía que en principio no pueden darse entre suje-
tos públicos. Tales facultades se agrupan bajo el término tutela administrativa»208 209.
agentes, el control de legalidad sobre los actos [...]. En un sentido casi idéntico se manifiesta RIVERO, que clasifi-
ca las medidas a adoptar en tutela indirecta sobre las personas, tutela sobre las decisiones y tutela indirecta sobre la
ejecución de las decisiones, advirtiendo que entre esta amplia gama de medidas el legislador escoge las que consi-
dera más adecuadas, según el grado de autonomía que desee conferir a la persona moral. [...]. ROYO VILLANO-
VA, al hablar del contenido de la tutela da una larga lista de atribuciones que permanecen en manos de la
Administración del Estado, sin operar en modo alguno una sistematización. Más perfecta es, en cambio, la enume-
ración de GARRIDO que sí aparece sistematizada. Así el autor citado distingue entre la tutela sobre !a organización
que se concreta en la adscripción a un organismo, la tutela sobre las personas y la tutela sobre la actividad. [...].
Como puede verse, lo que sucede con el concepto de tutela es que se dan de él definiciones amplias y genéricas
que hacen referencia a un conjunto de poderes y luego se enumeran tales poderes haciendo una clasificación con
base a distintos criterios, pero sin que ello suponga la reconducción de estos poderes a un concepto unitario que
sirva para definir de un modo preciso la relación entre la Administración central y los entes que integran la
Administración institucional, y entre ellos los funcionalmente descentralizados. A esto hay que añadir todavía otro
hecho que consiste en la indefinición y vaguedad de puntos de vista sobre un problema de gran importancia que
ya planteo GARRIDO. ¿Deben considerarse los entes funcionalmente descentralizados como formando parte del
complejo de la Administración central?. [...]. Nuestra opinión es que, de acuerdo con la teoría de la tutela, no puede
responderse ni afirmativa ni negativamente a la cuestión planteada».
207 Vide Rafael ENTRENA CUESTA, Curso de derecho administrativo, Vol. 1/2, Tecnos, Madrid, 1995, pp. 4349.
208 Ibídem, pp. 45 y 46, donde procede a formular el siguiente concepto: «Por las razones indicadas cre-
emos que debe definirse la tutela administrativa como el conjunto de facultades de control otorgadas, con
carácter limitado, por el Derecho positivo a un ente público sobre los entes descentralizados que de él
dependen, para velar por la legalidad de los actos de tales entes y su adecuación a aquel sector del interés
público de la competencia del ente tutelante».
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209 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed. Instituto
de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. III-XX1V: «[...]. Tradicionalmente se han venido afirmando dos
técnicas de reintegración a la unidad de los distintos entes y centros de poder que integran el complejo Estado
moderno: la jerarquía y la tutela. El concepto de jerarquía se perfilaba así como contraposición al concepto de
tutela entendiendo a ambos como técnicas de reintegración a la necesaria unidad de la Administración Pública.
La distinción entre ambas se formulaba sobre la base de la distinción entre órganos y personas, diciéndo-
se que jerarquía es la relación de subordinación entre órganos de una misma persona, y tutela el nexo o
relación de dependencia entre personas jurídicas distintas. Esto, en el terreno de los principios.
Ahora bien, es ésta una forma de definir los conceptos que nos explica cuáles son los términos de la relación pero
no se nos da razón del contenido sustantivo de la relación misma, en que la jerarquía o la tutela consisten, [...].
Ello obliga a plantearse el tema de la distinción jerarquía-tutela, no desde un punto de vista formal (consi-
deración formal de los sujetos entre los que se da la relación), sino material (consideración sustantiva del
contenido de la relación misma). Esto es, se trata de precisar cuáles son en concreto los "poderes (y los
deberes) que gozan (o padecen) los sujetos en una relación jerárquica y en una relación de tutela. Las notas
diferenciales, a las que en este punto pueden llegarse son, entre otras, las siguientes:
A)
Control de legalidad y control de oportunidad.
Como he escrito en otra ocasión, los poderes de control de un órgano sobre otro (o de un ente sobre otro),
pueden ser de un doble tipo: a) pueden tener como causa y fin de su actuación el mantenimiento del orden
jurídico (control de legalidad, esto es, aquel que tiende exclusivamente a asegurar la regularidad jurídica
de las decisiones o proyectos de decisión); o bien b) pueden estar determinados por motivos de orden polí-
tico o económico, por razones de carácter moral o por criterios técnicos (control de oportunidad, que tien-
de a conseguir una decisión, no sólo legal, sino la más conveniente a juicio del órgano que controla). Estos
dos tipos de potestad son de naturaleza esencialmente diferente: el primero es un poder absolutamente reglado,
vinculado al derecho [...]; el segundo es un poder no reglado, discrecional, de valoración política.
Pues bien, la tutela tiene fundamentalmente como finalidad asegurar la legalidad de la actuación del ente tute -
lado. Sólo excepcionalmente, para algunos supuestos tasados -trascendentales e importantes-, se concede al ente
tutor un poder de apreciación de la oportunidad y conveniencia de los actos. Facultad que se instrumenta normal-
mente mediante la coparticipación (autorización, aprobación) en la producción del acto. De ahí, que la doctrina
señale únicamente el carácter tasado, limitado de las facultades de tutela, que nunca se presumen y que deben
ser interpretadas restrictivamente. Todo ello a diferencia de lo que ocurre en las relaciones de jerarquía cuyo con-
tenido abraza no sólo la legalidad, sino también la oportunidad, la conveniencia, la adecuación -hic et nunc- al
interés público, la equidad de la decisión, etc. De ahí que el control jerárquico se extienda a todos los aspectos de
la decisión. Es -dice Vedel- un poder incondicionado salvo que la ley lo limite. Tales poderes generales además,
se presumen, aunque la Ley no lo diga, pues su existencia es esencial al mecanismo de la Administración y cons-
tituye un principio general de derecho público y administrativo.
B)
Poder de sustitución de la decisión.
En segundo lugar, y como consecuencia de lo anterior, se ha afirmado tradicionalmente, como nota carac-
terística y esencial a la jerarquía, que el superior puede sustituir la decisión del inferior, bien en vía de
recurso (en todo caso, salvo que la Ley lo excluya), bien en vía de instancia, avocando así la decisión cuan-
do la ley lo permite, bien finalmente, en vía de revisión de oficio. A diferencia de esto, los poderes de tute -
la nunca habilitan para sustituir la decisión del ente tutelado. Lo específico de la tutela es autorizar o no
autorizar, aprobar o no aprobar, suspender o no el acto, pero en ningún caso pueden reformarse las deci -
siones del ente tutelado. La tutela no supone -escribió Hauriou- "un poder de reforma de los actos, que es
característico de la relación jerárquica", pues a diferencia de ésta, en la relación de tutela se trata de salva-
guardar o garantizar la correcta voluntad de ente descentralizado, pero sin sustituirla por voluntad del
Estado: éste -dice Hauriou- puede anular sus decisiones, pero no puede tomarlas en su lugar.
Esta clásica diferenciación, sin embargo, debe ser hoy matizada. Conviene, en efecto, distinguir tres posi-
bles supuestos:
a) Sustitución de la decisión en vía de instancia: tal poder de sustitución está hoy prácticamente denegado
en el ordenamiento. [...].
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Sin embargo señala que este dato esencial de la descentralización administrativa
deberá ser estudiado en el ámbito de la teoría general de la organización administrati-
va. Es más, deberá ser estudiado en la teoría general del Derecho Público, pues de otro
modo no estaremos en condiciones de precisar su alcance cuando estemos ante otra
b) Sustitución de la decisión en vía de recurso: el problema aquí es determinar el alcance del poder de
modificación y reforma de los actos. [...].
c) Sustitución en vía de revisión de oficio: también en este supuesto es clara la diferencia entre la relación
de jerarquía y tutela: a la vista de nuestro ordenamiento cabe establecer que el superior jerárquico puede
revisar de oficio, en los casos y con las limitaciones que las leyes establecen, tas decisiones tomadas por
el inferior; en cambio, el ente tutor no puede anular los actos del tutelado (ni siquiera en los supuestos de
nulidad de pleno derecho), sino denunciar su ilegalidad a los jueces, y mientras estos deciden acordar la
suspensión (y ésta siempre por motivos de legalidad, nunca por razones de oportunidad). [...].
Resumiendo, por tanto, esta segunda nota diferencial, puede afirmarse que, en nuestro ordenamiento vigen-
te, el orden objetivo de competencias exige que el órgano que la tiene atribuida como propia se pronuncie
en vía de instancia y adopte la decisión. Ahora bien -y aquí radica precisamente la diferencia con la tute-
la-, una vez adoptada, el superior puede ejercer sobre ella las amplias potestades de revisión y control que
el Ordenamiento le confiere y que le permiten sustituir su decisión en vía de recurso o en vía de revisión
de oficio. Tales facultades son plenas e incondicionadas respecto al contenido de la decisión, salvo los dere-
chos de tercero que no pueden verse alterados, sino por motivos de legalidad. Pero en los actos no decla-
rativos de derechos, los poderes de sustitución de la decisión son plenos, cosa que no ocurre con la tutela.
C)
El poder de dirección e instrucción.
La tercera diferencia es que el ente tutor no pueda dar órdenes o directrices vinculantes al ente tutelado;
podrá asesorarle, inspeccionarle u orientarle pero no "ordenarle"; por el contrario, en la relación de jerar-
quía, el superior ostenta un poder de dirección por órdenes vinculantes [...].
D)
Sistema ordinario de alzadas.
En cuarto lugar -y es ésta una diferencia clásica y fundamental- la jerarquía lleva consigo un sistema nor-
mal y ordinario de alzadas, ante el superior, contra las decisiones del inferior [...].
Pues bien, frente a todo este sistema generalizado de alzadas, la tutela no admite, rigurosamente hablan -
do, recursos de alzada ante el ente tutor. [...], debe hacerse ahora la afirmación inversa que también es cier-
ta: toda alzada implica jerarquía (al menos, en la materia concreta a que la alzada se refiere, aun cuando la
relación básica general entre uno y otro órgano, o entes, no sea jerárquica). [...].
Por supuesto, que sobre convencionalismos terminológicos es vano discutir, pero ocurre que a veces la ter-
minología refleja errores de planteamiento; y el error en este caso consiste en que tanto la jerarquía como
la tutela o la supremacía no deben ser predicadas globalmente entre sujetos cuya total actividad queda
sometida a un tipo único de relación, sino aislada y singularmente para determinadas materias o relacio -
nes concretas, cualquiera que sea la condición de los sujetos y su régimen básico general. La calificación
no puede ser hecha globalmente en base a la condición del sujeto, sino molecularmente, en base a la natu -
raleza de la relación. Y desde esta perspectiva, el criterio es este: donde hay alzada (poder de modifica-
ción, de sustitución, de la decisión, por razones de legalidad o de oportunidad, de valoración política "hic
et nunc", del interés público) hay jerarquía.
E)
Incapacidad para impugnar los actos del superior jerárquico.
Es esta una diferencia en la que no insistiré, pues ha sido claramente señalada por la doctrina y consagra-
da en la legislación: en el marco de una relación de jerarquía, el inferior no puede obviamente, impugnar
los actos del superior; en cambio, los actos dictados por el ente tutor, a través de los cuales se ejerce la
tutela, pueden ser impugnados por el ente tutelado [...].
He aquí las cinco notas esenciales que expresan la diferencia de contenido sustancial que existe entre tute-
la y jerarquía. [...]. [...], el criterio de distinción entre uno y otro camino de reintegración no es el dato lógi-
co-formal de la personalidad, sino el criterio orgánico-funcional de la competencia y finalidad; [...]».
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materia a la que también le sea de aplicación. De la definición propuesta se deduce la
existencia de dos elementos: el sujeto activo, que será todo aquel del que dependen los
entes descentralizados y el sujeto pasivo que será todo ente descentralizado.
El contenido de la tutela administrativa lo integrarían las facultades de control otorgadas
con carácter limitado por el Derecho positivo al ente que la ejerce, y sus consecuencias son
el control limitado, a diferencia de lo que ocurre con el control jerárquico, y que ha de ser
atribuido expresamente por el derecho positivo. De forma que sólo será admisible cuando la
actividad del ente tutelado incida en un ámbito de intereses superiores a los que le son pro-
pios; o cuando tales medidas vengan impuestas por los principios de unidad o coordinación,
con los que el de autonomía se halla íntimamente engarzado, y en segundo lugar, su aplica-
ción habrá de interpretarse de forma restrictiva210.
La causa es la necesidad de lograr la unidad en la actuación de cuantos entes persiguen los
fines públicos, es decir, de toda la Administración pública. Ello se consigue velando por la lega-
lidad de los actos del ente descentralizado y por la adecuación de tales actos a aquel sector de
interés público que el sujeto tutelante tiene encomendado. Por ello son distintas las finalidades
del acto tutelante y el tutelado. Éste, perseguirá la realización de los fines propios del sujeto que
lo dicta. Aquél, en cambio, no está pensando en estos fines, sino en el interés general del ente
superior. Por ello son también distintos los contenidos de uno y otro tipo de actos: el controlado
tiene un contenido sustantivo; en cambio, el controlante tiene un valor meramente adjetivo211. La
forma de ejercitarse expuesta de menor a mayor intensidad son: la comunicación, los informes,
la autorización, la aprobación, la suspensión, la anulación y la ejecución por sustitución.
Pero, ¿es trasladable esta teoría a las relaciones entre Administración y entidades o
particulares?. A mi juicio la respuesta es positiva. Pero deberé explicarlo, así como sus
características esenciales.
b) Tutela ad extra. La tutela del interés público212.
La tutela que ejerce la Administración en aquellos sectores que afectan a los ciuda-
danos de modo general vendría a tener globalmente las características expuestas en la
tutela ad intra. Dicho de otro modo, existen dos sujetos, el activo y el pasivo que se
210
Vide Rafael ENTRENA CUESTA, Curso de Derecho Administrativo, o.c, p. 47.
211
Ibídem,p.48.
Vide Eduardo GONZÁLEZ BIEDMA, La inspección de trabajo y el control de la aplicación de la
norma laboral, Aranzadi, Pamplona, 1999, p. 31: «Para ubicar adecuadamente el sentido y el contenido de
la actividad de control administrativo, y, en definitiva, de la actividad inspectora, conviene traer a colación
algunas nociones básicas sobre la tutela del interés público, y sobre la eficacia de las normas jurídicas».
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corresponden con el tutelante y con el tutelado. Mientras que el tutelado persigue sus
propios fines, el primero -el tutelante- persigue velar por el interés público o interés
general, en defensa de todos los ciudadanos. La causa o motivación para actuar vendría
a ser aquellos supuestos en los cuales la actividad del ente tutelado incide en un ámbi-
to de intereses superiores a los que le son propios, o en aplicación de la coordinación o
principio de unidad. Se trata evidentemente de supuestos de aplicación restrictiva que
sólo se manifiestan cuando resulta imprescindible atendiendo a los motivos expuestos.
Sin embargo parece existir una sombra de duda, cuando se asegura que la tutela
administrativa es una facultad de control otorgada por el derecho positivo. Un control
limitado a diferencia del control jerárquico que puede tener distintas manifestaciones.
Pero en resumidas cuentas un control. Entonces, tutela y control ¿son lo mismo? o ¿la
primera forma parte del contenido de la segunda?. Para responder a estas preguntas
debo recordar que ejercitar un poder, es hacer uso de una libertad213, que lleva apareja-
da la posibilidad de utilización de distintas facultades. Entre esas facultades se encuen-
tra -entre otras- la facultad de control. Pero no olvidemos que la tutela implica guarda
y protección del interés general, investido de una atribución de imparcialidad que per-
mite el desempeño efectivo y justo del cometido que tiene asignado214. En caso contra-
rio, los tribunales restaurarán el orden perturbado, pues ellos tienen como atribución
expresa la tutela judicial efectiva, que tal y como ha sido expuesto, implica al menos:
acceso a la jurisdicción, derecho al proceso debido y eficacia de la sentencia que en su
caso pudiera pronunciarse. Todo ello en virtud de la legitimación del Estado para asu-
mir el monopolio de la jurisdicción.
213 Vide Jaime GUASP, Derecho, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1971, p. 209. Llega a afirmar:
«Así, ejercitar un poder es, por ello, hacer uso de una libertad. Así, ejercita un poder quien, dentro de esa
posición de libertad, que define al poder mismo, se mueve en los términos característicos cuya holgura
traza la esfera de libertad correspondiente.
Como quiera que la idea de libertad hace que el poder jurídico se descomponga en tres momentos distin-
tos: la facultad, la carga y la acción, esto supone que un poder se ejercita cuando su titular hace uso de la
facultad, [...]».
214 Vide Ángel SÁNCHEZ BLANCO, "La actividad administrativa de inspección sobre las cajas de aho-
rro", Documentación Administrativa, 194, (1982), p. 144, donde cita la Orden ministerial de 1940, que par-
ticulariza la función inspectora sobre las Cajas de Ahorro y señala: «1o. Carácter tutelar de las inspeccio-
nes. De acuerdo con el tenor literal del artículo 4 de la Orden ministerial, las visitas tendrán carácter tute -
lar, a cuyo efecto los inspectores deberán dar consejos y reglas que tiendan a mejorar la técnica adminis-
trativa de las Cajas, con la mira puesta en su mayor perfeccionamiento, en armonía con la función econó-
mico-social y benéfica, en calidad de fines primordiales de sus actuaciones».
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B. Vigilancia.
Ya en sus Lecciones de Administración, 1a edición de 1843, D. José Posada Herrera
advertía en la p. 440, respecto de las aguas:
«La Administración debe vigilar día y noche sobre las personas que ejerzan un tráfi-
co tan inmoral a costa de la salud y de la vida de los ciudadanos pacíficos, debe exami-
nar las bebidas, probarlas y hacerlas analizar por personas entendidas que la sometan a
las reglas de la química, y a los reactivos que esta ciencia prescribe se usen, y averigua-
da que sea la existencia de estas sustancias nocivas a la salud, se les imponga el condig-
no castigo a los que así trafiquen con la existencia de los demás».
Para añadir poco después en relación al control de los alimentos sólidos que la
Administración
«debe aproximarse y examinarle o hacerle examinar por personas inteligentes».
En muchas ocasiones, el cometido de los poderes públicos, al igual que puede suce-
der en la empresa privada215, consiste en la vigilancia. A juicio de Entrena Cuesta la
215 Vide Editorial, "Vigilancia tecnológica", Eurobox, 69, (2002):
«Puede definirse el término vigilancia tecnológica como un proceso organizado de gestión que permite a
una empresa una observación sistemática del entorno y que conlleva una reducción del riesgo en la toma
de decisiones y un incremento en las oportunidades de negocio.
Suelen confundirse los términos vigilancia tecnológica e inteligencia competitiva. [...], la vigilancia es el
proceso de recogida y análisis de información que permita transformar indicadores dispersos en tendencias
y recomendaciones para tomar decisiones, [...1.
Tradicionalmente, hasta los años ochenta, el disponer de un proceso sistemático de vigilancia tecnológica era una
herramienta reservada a grandes multinacionales con contactos con los principales centros tecnológicos y económi-
cos. Sin embargo, el vertiginoso avance de las tecnologías de la información está acercando a las PYMES innova-
doras y con vocación de liderazgo a implantar prácticas organizadas de vigilancia tecnológica. La vigilancia tecno-
lógica no es espionaje industrial ni cuenta con herramientas para la obtención de información reservada. La vigilan-
cia debe basarse en la detección, captación, análisis y utilización de la información pública existente.
Razones para implantar un sistema de vigilancia tecnológica en la empresa.
Pueden citarse cinco razones que aconsejan la implantación en una organización de un sistema de vigilancia tec-
nológica:
· Anticipación o detección de los cambios: nuevas tecnologías, máquinas, clientes, competidores, etc.

· Reducción de riesgos mediante la detección de amenazas: Patentes, productos, reglamentaciones, alian-
zas, nuevas inversiones, etc.

· Progresión o detección de desfases entre nuestros productos y las necesidades del cliente. Entre nuestras
capacidades y las de otros competidores.

· Innovación o la detección de ideas y nuevas soluciones. Ayuda a elegir el programa de l+D y su estrate-
gia a abandonar a tiempo un determinado proyecto de l+D y la liberalización de estos recursos a otras
inversiones más productivas.
· Crecimiento o detección de alianzas estratégicas que permitan desarrollar actividades y proyectos de I+D con
los socios adecuados y faciliten la incorporación de los nuevos avances tecnológicos a los propios productos y
procesos.
Es un hecho que prácticamente todas las empresas practican la vigilancia tecnológica, pero sólo unas pocas
lo hacen de forma ordenada y sistemática. El entorno empresarial es cada vez más complejo y susceptible
al cambio por lo que la implantación de un sistema de vigilancia tecnológica puede resultar una herramien-
ta decisiva en la competitividad de una empresa.
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diferencia esencial entre la tutela y la vigilancia administrativa, estriba en que en este segun-
do caso, quien la ejerce está pensando no en su propio interés, sino en el interés del ente vigi-
lado216. De este modo, la actividad de vigilancia se configura como actividad policial, como
una función orientada a prevenir riesgos y daños, como un importante factor de disuasión
percibido por todos217. Es decir, se trata de un conjunto de medios personales y materiales de
vigilancia y observación con una doble misión: disuadir y realizar las actuaciones necesarias
para que si se comete un ilícito reciba su contraprestación.
Los beneficios que acarrea la implantación de un sistema de Vigilancia Tecnológica se extienden incluso a
empresas que aparentemente no precisan de un sistema de vigilancia de forma inmediata, como es el caso
de empresas subcontratistas que suelen relegar la toma de decisiones a las directrices de las grandes empre-
sas para las que trabajan, y también el caso de empresas transformadoras, que dependen en gran medida
de la innovación y decisiones de sus proveedores.
En efecto, en el primer caso un aumento de las novedades en maquinaria, la concentración de proveedores
por parte de las firmas contratistas y su creciente deslocalización obligan al subcontratista a especializar-
se, buscar nichos de mercado y diversificar. Una vigilancia sistemática le permite reducir las incertidum-
bres ante cualquier cambio. En el caso de las empresas transformadoras, las innovaciones que afectan la
tecnología de proceso, tanto en los proveedores como en clientes, les avisa de posibles cambios que les
posibilitaría detectar con anticipación y actuar en consecuencia. [...].
Coste de la no vigilancia.
El coste de no disponer de un sistema de vigilancia se salda con una pérdida de oportunidad de entrada en
nuevos mercados o, peor aún, con una merma paulatina de la competitividad. Partiendo de la base de que
toda empresa hace algún tipo de vigilancia, sólo un sistema organizado consigue que sus resultados no
dependan del azar. Dado un cada vez menor margen de maniobra, detectar una amenaza económica no
puede depender del azar. La Oficina Europea de Patentes publica cifras entorno a los 20.000 millones de
dólares de pérdidas en la Unión Europea, por desarrollos de productos y procesos ya existentes.
Para finalizar se muestra un caso real representativo de una empresa que perdió competitividad por no tener
implantado un sistema adecuado de vigilancia en su empresa.
"Un importante fabricante estadounidense de suministros médicos tuvo que reducir drásticamente sus pre-
cios para mantener su cuota de mercado. La Koloku Rubber Ind., de Japón, acababa de lanzar al mercado
sus productos desde su nueva planta en EE.UU., sorprendiendo a la dirección del fabricante americano. La
información del inicio de construcción de la planta japonesa en Kentucky, estaba en un conjunto de fuen-
tes de fácil acceso: el coste de la planta, los planes de expansión, el número de empleados y la línea de pro-
ducto habían aparecido en prensa en el Herald Leader de Lexington en 1987, ¡tres años antes de que la
planta entrara en funcionamiento;. Es más que probable que varios de los empleados de la firma america-
na conocieran los planes de la Kokoku, pero la falta de un sistema de circulación de la información, man-
tuvo a sus ejecutivos en la oscuridad. ¿Absurdo?. No, menos estratega que Federico el Grande: "Se puede
perdonar el ser derrotado, pero nunca el ser sorprendido"».
216 Vide Rafael ENTRENA CUESTA, Curso de derecho administrativo, Vol. I/2, Tecnos, Madrid, 1995, p. 48.
217 La Ley Orgánica 2/1986 de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, art. 11.1, les atribuye velar por el cum-
plimiento de las Leyes y disposiciones generales, lo que implica una actividad institucional de vigilancia
del cumplimiento de la legalidad, con una doble función preventiva y represiva, similar a la propia activi-
dad de inspección».
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C. Control.
Los mecanismos de control son diversos218. Pensemos por ejemplo en el control desem-
peñado por las instituciones de policía o vigilancia pública, o en el control ejercido por los
registros públicos. Sin embargo, quizás el más genuino sea el de la inspección como medio
de control, que tiene evidentes peculiaridades respecto del control que se acomete a través
de otros medios. A juicio de Ramón Parada el control es la actividad que permite compro-
bar la adecuación de la Administración a las normas y fines establecidos en el ordenamien-
to jurídico. En ese empeño están responsabilizados todos los poderes del Estado219.
Asimismo distingue: control de legalidad, control de oportunidad, control de eficacia, con-
trol sucesivo, control permanente que supone la vigilancia continua y controles provoca-
dos.
La actividad de control implica la situación de supremacía en la que se encuentra el
órgano que controla respecto del controlado. Se materializa en unos mecanismos de
contacto, de vínculos, de la Administración con la realidad en la que aquella adopta una
conducta activa de comprobación de la adecuación del ser al deber ser. Culmina en la
formulación de una declaración de juicio sobre las concordancias o discordancias entre
los comportamientos de los órganos y personas y la previsión que de los mismos se
hace por el legislador. Y todo ello implica que la actividad de control es el presupues-
to jurídico de otra actividad, que es la que tiende a determinar las reacciones que las
discordancias constatadas entre realidad y modelo legislativo producen.
Se configura como una técnica dual. Por una parte, es utilizado como un método de
organización por parte de la Administración. Es decir, se pretende verificar si ciertas con-
ductas se adecuan o no a los fines previamente establecidos. Por otra la actividad adminis-
trativa de control se efectúa en el entorno del cumplimiento de los deberes enmarcados en
las normas jurídico-públicas. Verificar si existe la exigida adecuación a lo debido220. Dado
que el acto de inspección se dirige a comprobar el respeto de los preceptos, con el fin de
tutelar intereses generales o particulares, y por tanto se orienta no sólo al fin de adquirir
noticias, sino a ejercer un control, la relación entre éste y la inspección vendría a ser una
218 Francisco SOSA WAGNER, Organización y control del sector empresarial público en España,
Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1971, pp. 101-105 y 164-169.
219
Vide Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho Administrativo, Vol. II, Marcial Pons, Madrid, 1997, pp.
62-64.
220 Vide J. AMENOS ÁLAMO, La inspección urbanística: concepto y régimen jurídico, Cedecs,
Barcelona, 1999, p. 54, donde alude a la etimología del término "control", que viene de la voz francesa
"contro-rôle", cuyas raíces vienen a su vez del latín "rotulus", esto es, el folio en el que se diseña un esque-
ma un plano con el que debe coincidir la realidad.
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relación de género y especie, con las consecuencias que tal aseveración implica. Por tanto,
entre las distintas finalidades de la técnica de control puedo citar las siguientes: verificar el
cumplimiento de deberes que tiene el ciudadano, cuya incidencia sobre terceros lo es sólo de
manera mediata; en otras ocasiones el control se extiende al cumplimiento de la normativa que
implica protección de terceros e incluso la protección frente a uno mismo (normas de edifica-
ción, seguridad vial, etc.); en ocasiones se orienta al control de las normas que tutelan deter-
minados intereses públicos o generales, más que de la propia Administración (patrimonio his-
tórico, urbanismo, etc.); o se utiliza para el control de determinadas normas jurídico-privadas,
pero que tienen una especial incidencia sobre la protección de los ciudadanos generalmente
frente a empresas, ante las que se encuentran en situación objetiva de inferioridad221.
D. Supervisión.
a) Determinación semántica, morfológica y conceptual.
Conviene señalar la dificultad para diferenciar el término inspección222 223 del de
supervisión224 al que con frecuencia aparece relacionado. Los tratadistas, en su mayor
parte emplean indistintamente los términos supervisión e inspección, y los utilizan sin
221 Vide Eduardo GONZÁLEZ BIEDMA, La inspección de trabajo y el control de la aplicación de la
norma laboral, o.c, p. 42.
222
Vide Eduardo SOLER FIÉRREZ, "Evolución histórico-semántica de los términos inspección y supervisión",
Bordon, 49, (1997), p. 215: «Inspicere (de donde procede la palabra inspección) significará "mirar hacia dentro",
"mirar con un sentido escrutador, investigador, analítico", que pretende llegar al fondo, a la esencia y naturaleza
de las cosas. La Real Academia Española recoge por primera vez el término a principios del siglo XVIII, tomán-
dolo directamente del sustantivo verbal, procedente de spicio, inspectio-inspectionis: "mirar hacia adentro" o "por
dentro", que comporta la actividad de análisis, disección o escrutación».
223
Vide Juan Antonio MARTÍN BARGUÉ, "Inspección", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo XII,
Barcelona, 1977, pp. 871-872: «Inspección es "la acción y el efecto de inspeccionar"; "cargo y cuidado de
velar sobre alguna cosa", dice el Diccionario de la Real Academia Española; pero la palabra "inspeccio-
nar", término muy gráfico en nuestra lengua, lo que nos trae al pensamiento es la idea de reconocer o exa-
minar, observar atentamente y con cuidado unos hechos, un determinado lugar u objeto animado o inani-
mado, estudiándolos en todos o algunos de sus aspectos. Se trata, en definitiva, de un reconocer, un exa-
minar, para obtener un determinado dato, una información que no es de conocimiento público y general.
Por ello, puede decirse que el fin que motiva toda inspección es la búsqueda o la comprobación del dato
que está oculto o que no es conocido de un modo general y público».
224
Vide Eduardo SOLER FIÉRREZ, "Evolución histórico-semántica de los términos inspección y super-
visión", Bordon, 49, (1997), pp. 215-216: «Por su parte, el término supervisión -palabra homográfica de la
inglesa- deriva del sustantivo visio, relacionado etimológicamente con video (ver); se refiera a la "acción
de ver", la visión, como el acto fisiológico de ver. El término supervisión con la connotación de control
penetró en las lenguas cultas occidentales a través del inglés, y como anglicismo es considerado -y recha-
zado- por repertorios lexicográficos que lo estudian.
Los significados etimológicos de las palabras inspección y supervisión son, pues, análogos pero diferentes
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un criterio conceptual claro y se suelen decantar por uno u otro llevados más por la cos-
tumbre que por el rigor terminológico, hasta el punto de que ciertas definiciones que se
han dado de supervisión responden más bien a las de una práctica inspectora225.
La propia morfología de ambas palabras nos puede dar la clave para comprender su
verdadero significado:
«[...] se distinguen por sus prefijos: in- en el caso de inspección y super- en el caso de super-
visión; aquí estriba la principal diferencia de significados de los dos términos, en su prefijo.
Según lo que venimos diciendo, inspección equivaldría a "mirar dentro", "mirar en el
interior". Supone, pues, una mirada profunda y penetrante capaz de ahondar en la reali-
dad y ejercer presión sobre ella hasta obligarla a manifestarse; mientras que supervisión
valdría tanto como "mirar sobre", "mirar desde arriba: es decir, pone de relieve la noción
de actividad sobre; en resumen, mirada distante y panorámica, bien por la separación
jerárquica que pueda mediar ente el que supervisa y lo supervisado, o porque la actua-
ción supervisora no requiera de más proximidad. Implica, por tanto, el ejercicio de la
autoridad de una manera muy concreta y determinada. La perspectiva de la mirada cer-
cana en un caso, distanciada en otro, diferencia, en última instancia, a ios dos sustanti-
vos. Queda, pues, la supervisión como una actividad más general y lejana y la inspección
como una acción más particularizada y concreta aunque de la misma naturaleza. [...].
Es decir, frente a otras formas más sutiles e indirectas de intervención, la de la inspección
consiste en ver dejándose ver, y la supervisión en un actuar sin ser vistos. Es evidente que de
ningún modo, como han creído algunos autores, puede pensarse que, etimológicamente, los
términos inspección y supervisión tengan sentidos antagónicos, sino, más bien al contrario,
confluyentes y complementarios, como se pone de manifiesto en este análisis»226.
en grados y ambos hacen referencia ya lo hemos dicho, a la acción de ver, y como afirmaba Aristóteles la
vista descubre muchas diferencias, es decir, "tiene presente un elemento de fruición que hoy se tiende a
olvidar demasiado, y tiene indudable conexión con la curiosidad". Esa curiosidad tan característica de la
inspección, es la que ha motivado el que le haya estado siempre permitido preguntar, aunque en ocasiones,
la realidad con la que se encontraba hablara por sí misma, pero la pregunta ahondaba más en ella, al tra-
tarse de interrogatorios encaminados a conocer, lo que no excluía comprobar si se conocía».
225
Ibídem, p. 213. Sirva como ejemplo que la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de la Participación, la
Evaluación y el Gobierno de los Centros (BOE del día 21), atribuye a los inspectores en España como primera
función (art. 36): «Controlar y supervisar, desde el punto de vista pedagógico y organizativo, el funcionamiento
de los centros educativos, tanto de titularidad pública como privada».
Por ello señala el autor de este artículo en la p. 213: «La voz supervisión se ha separado del significado propio de
inspección cuando se ha identificado fundamentalmente con las nociones de asesoramiento, guía u orientación;
mientras que la inspección se ha asociado esencialmente a las notas de vigilancia, control y fiscalización».
226
Ibídem, p. 216. En la p. 218 afirma: «Estando un día sentado frente a la máquina de escribir tomando notas
sobre la supervisión saltó ésta y escribió super-visión. De repente, percibí de lo que se trataba. La cualificación
necesaria para ser inspector era la super-visión. En mi pensamiento prosiguió un análisis de super-visión.
¿Cuáles eran las capacidades que la constituían?. Naturalmente, parecían estar todas relacionadas con la visión.
En primer lugar, alguien con super-visión tendría que poseer visión aguda para darse cuenta de los que acontece
en el aula de clase. Después, necesitaría de introvisión para comprender el significado de lo que allí sucede, pre-
visión para intuir lo que podría estar sucediendo en ella, retrovisión para prever lo que debería haber acontecido
más no aconteció y doble-visión para saber cómo hacer que suceda lo que debería haber acontecido y no acon-
teció. Como se puede concluir, considero la supervisión una actividad bastante compleja».
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b) Alta Inspección del Estado.
En las relaciones habituales entre el Estado y las Comunidades Autónomas aparecen
funciones que no quedaron totalmente perfiladas en la Constitución Española, relaciona-
das con distintas materias como sanidad, educación, etc. Ente ellas se encuentra la Alta
Inspección como una actividad de control sobre la ejecución autonómica de la legislación
del Estado, y lógicamente ejercida por éste. Aunque no aparece mencionada en el art. 153
CE, el TC admitió en la STC 6/1982, de 22 de febrero (conflictos de competencia núms.
211/1981 y 214/1981, acum.), que el sistema de controles, en la relación Estado-
Comunidad, no se agota con los que enuncia la Constitución, sino que ha de ser comple-
tado con aquellos que pueden definir los Estatutos de Autonomía y las Leyes Orgánicas.
La alta inspección del Estado en algunas materias, como es el caso de la sanidad227,
no fue recogida tampoco en el art. 149.1.16 CE, sin embargo se ha configurado como
una atribución del Estado consistente en la vigilancia228 y supervisión del funciona-
miento del sistema sanitario en cada Comunidad Autónoma, así como del cumplimien-
to de la legislación básica en la materia o el seguimiento de las directrices para la coor-
dinación que dicte el Estado. No se trata de la coordinación o inspección de los servi-
cios o establecimientos de las Comunidades Autónomas, tampoco de los sujetos que
prestan esos servicios, todo ello forma parte de la inspección ordinaria. La alta inspec-
ción se ejercita directamente sobre las propias Comunidades Autónomas y forma parte
de las relaciones ordinarias entre éstas y el Estado229.
227 Vide: José Luís CASCAJO CASTRO, "En torno a la configuración jurisprudencial y doctrinal de la
llamada Alta Inspección", Revista Vasca de Administración Pública, 10, (1984), pp. 89-102; Miriam
CUETO PÉREZ, "Las competencias de las Comunidades Autónomas en materia sanitaria", Actualidad
Administrativa, 1996-3, pp. 1000-1003; José BERMEJO VERA, "La Administración inspectora", RAP,
147, (1998), p. 50: «Sin duda, en lo que se refiere a la diferente posición constitucional de las
Administraciones estatal y autonómicas, un caso paradigmático es el de la llamada "Alta inspección",
según la cual la Administración estatal, en determinados supuestos expresamente previstos, puede vigilar
o supervisar el cumplimiento de las actuaciones o actividades que se derivan de competencias comparti-
das, esto es, aquellas que se refieren a "materias" (o sectores) en las que, por expresa disposición consti-
tucional, el Estado se ha reservado la función legislativa, pero las Comunidades Autónomas realizan la fun-
ción de desarrollo legislativo y, fundamentalmente, de ejecución. Esta "Alta inspección", habilita a la
Administración General del Estado para garantizar una correcta interpretación de la normativa estatal, y
también de la propia normativa de las Comunidades Autónomas, en su indispensable interrelación».
228 Vide STC 42/83, de 20 de mayo, FJ. 3o: «[...] constituye una competencia estatal de vigilancia, pero
no un control genérico e indeterminado que implique dependencia jerárquica de las Comunidades
Autónomas respecto a la Administración del Estado, sino un instrumento de verificación o fiscalización
que puede llevar, en su caso, a instar la actuación de los controles constitucionales establecidos en relación
a las Comunidades Autónomas, pero no a sustituirlos convirtiendo a dicha alta inspección en un mecanis-
mo de control».
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Desde el punto de vista doctrinal han sido varios los autores que se han manifestado sobre
el particular y en especial debo mencionar al profesor García de Enterría230, que entiende que
la Alta Inspección no es sino la manifestación de un poder genérico de supervisión. Además
esta materia ha sido tratada con profusión por el Tribunal Constitucional, dando lugar a un
gran número de sentencias permitiendo señalar una doctrina constitucional de interés. De este
modo la Alta inspección231 se configura como una función propia del Estado en relación con
las Comunidades Autónomas y no ejecutable por éstas232. Además, organizativamente la Alta
Inspección no puede compararse con otros órganos inspectores de carácter ejecutivo o técni-
co ni puede funcionar a través de los órganos ejecutivos de las Comunidades Autónomas233.
Su función es de carácter jurídico234, al igual que la actividad fiscalizadora235. Y la Alta
Inspección lo es sobre servicios concretos, no genérica sobre entidades236. Por todo ello cuan-
229 Vide STC 32/83, de 28 de abril (conflictos positivos de competencia núms. 94/1982 y 95/1982, acum.) F.J.
Segundo: define la alta inspección como «un instrumento de verificación o fiscalización que puede llevar en su
caso a instar la actuación de los controles constitucionales establecidos en relación con las Comunidades
Autónomas».
230 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, La ejecución autonómica de la legislación del Estado,
Cívitas, Madrid, 1983.
231 Vide Carmen VILA MIRANDA, "Concreciones sobre la función estatal de alta inspección como
"supervisión", Revista de Derecho Político, 21, (1984), pp. 179-183.
232 Vide: STC 6/82, de 22 de febrero: «[...] En todo caso, corresponde al Estado la ordenación general del
sistema educativo, fijación de enseñanzas mínimas y regulación de las condiciones respecto a títulos aca-
démicos, así como la Alta Inspección, al objeto de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los
poderes públicos»; STC 32/83, de 28 de abril: «[...] en conclusión: corresponden al Estado en materia de
sanidad interior, las bases, la coordinación general y la Alta Inspección [...]».
233 Vide STC 6/82, de 22 de febrero: «[...] no puede confundirse la relación entre las diversas inspecciones, en
su caso, de una misma Administración con aquella otra que, como sucede en el caso que nos ocupa, y por defini-
ción, actúa en un espacio fronterizo entre dos Administraciones: la estatal y la de las Comunidades Autónomas».
234 Vide STC 6/82, de 22 de febrero: «[...] la Alta Inspección aparece así revestida de un carácter jurídi-
co, no sólo en lo que concierne a su ejercicio, sino en cuanto a su contenido, pues recae sobre la correcta
interpretación de las normas estatales, así como de las que emanan de las asambleas comunitarias, en su
indispensable interrelación. Y cuando detectare fallos en el armónico desarrollo de las respectivas compe-
tencias, propiciará su corrección en la forma que veremos más adelante».
235 Vide STC 32/83, de 28 de abril: «[...] la Alta Inspección se mantiene dentro de su carácter de su fun-
ción de garantía, y verificación del cumplimiento de las competencias estatales y comunitarias, bien enten-
dido, que si es cierto que la Alta Inspección "debe discernir las posibles disfunciones en el ámbito de las
respectivas competencias del Estado y la Comunidad" (Fund. quinto de la sentencia de 22 de febrero de
1982), también lo es que no debe convertirse, como teme y denuncia el representante del Gobierno Vasco,
en un control tutelar de la acción administrativa de la propia comunidad».
236 Vide: STC 6/82, de 22 de febrero: «[...] no parece que tiene sentido la definición conceptual de lo que
sea una "Alta Inspección", que no es reducible a esquemas genéricos ni puede abstraerse de los concretos
servicios, prestaciones, actividades que dicha Inspección tenga por objeto conocer, supervisar, fiscalizar o
corregir, subsumiéndolos al respectivo régimen jurídico y, en todo caso, no puede confundirse la relación
entre las diversas inspecciones en su caso, de una misma Administración con aquella otra que -como sucede
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do se ha pretendido buscar apoyo a una competencia inspectora del Estado a partir del
título competencial referente a la Alta Inspección, el Tribunal Constitucional ha
desechado esta posibilidad, como hizo la STC 54/1990, de 28 de marzo, F.J.3º, refe-
rente al control e inspección sobre la distribución y dispensación de estupefacientes
y psicotrópicos. Y esto es así, porque las funciones inspectoras se encuentran, por lo
general, residenciadas en la Administración autonómica, no sólo en aquellas mate-
rias que son de su exclusiva competencia, sino también en aquellas otras distribui-
das con arreglo al binomio legislación básica estatal y legislación de desarrollo y
ejecución autonómicos (ej. sanidad, educación, etc.)237 238.
Sin embargo, también es posible afirmar, que en aquellas materias en los que existe
una concurrencia de títulos competenciales de carácter ejecutivo tanto del Estado como
de las Comunidades Autónomas, la legislación ha optado por admitir tanto la compe-
tencia inspectora del Estado como la paralela competencia de la Comunidad Autónoma,
en el caso que nos ocupa-, y por definición, actúa en un espacio fronterizo entre dos Administraciones: la
estatal y la de las Comunidades Autónomas»; STC 32/83, de 28 de abril: «[...] El Tribunal que -como decla-
ró en sentencia de 2 de febrero de 1981 (recurso 186/1980)- entiende que no se ajusta al principio de auto-
nomía la previsión de controles genéricos e indeterminados que impliquen dependencia jerárquica de las
Comunidades Autónomas respecto a la Administración del Estado, no puede compartir la opinión de que
sea necesario -ni quizá posible- un desarrollo legal futuro que establezca un contenido general de la Alta
Inspección, prevista en ley orgánica, puede ser considerada -a condición de que su posterior regulación
reglamentaria no exceda esa configuración orgánica- como un procedimiento lícito de control en la segun-
da de las afecciones indicadas»; STC 32/83, de 28 de abril: « [...] Alta Inspección debe interpretarse en el
sentido de que ésta podrá versar sobre los servicios sanitarios de las Comunidades o sobre los de las
Corporaciones o entidades, pero no directamente sobre éstas, como podría entenderse por la defectuosa
redacción del inciso final de este artículo».
237
Así lo han manifestado entre otras la STC 71/1982, de 30 de noviembre, F.J. 5o Y 7°, relativa a la sani-
dad alimentaria en la cual corresponde a la Comunidad Autónoma desarrollar y ejecutar la legislación del
Estado y declaró que dentro de las competencias ejecutivas en materia de sanidad corresponde a la
Comunidad Autónoma la inspección y control y el ejercicio de los poderes inherentes para velar por la
salud y la seguridad física. Pero también debe entenderse incluida esta potestad entre la función ejecutiva
propia de las Comunidades Autónomas en aquellas otras materias en las que sólo les corresponda las com-
petencias de ejecución. Y así lo manifestaron entre otras la STC 203/1992, F.J. 4°.c). Vide Real Decreto
561/1993, de 16 de abril, del Ministerio de Sanidad y Consumo, requisitos para la realización de ensayos
clínicos (BOE de 13 de mayo), art. 46:
«1. Las autoridades sanitarias de las Comunidades Autónomas tendrán facultades inspectoras en materia
de ensayos clínicos, pudiendo investigar incluso las historias clínicas individuales de los sujetos del ensa-
yo, guardando siempre su carácter confidencial. [...].
3. Corresponden a la Administración General del Estado las funciones de inspección en los casos señala-
dos en los apartados a) y c) del apartado 2 del artículo 105 de la Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del
Medicamento.
4. La Administración General del Estado podrá suscribir convenios con las Comunidades Autónomas para
el establecimiento de criterios y procedimientos para la realización de estas inspecciones».
238
Yide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, "El reparto competencial entre el Estado y las Comunidades
Autónomas en relación con la función inspectora", RAAP, 41, (2001), pp. 83-118.
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cada una en su respectivo ámbito funcional. Así lo ha determinado el Tribunal
Constitucional, STC 168/1993, de 27 de mayo (Recursos de inconstitucionalidad núms.
525/1988, 534/1988 y 536/1988, acum.), FJ. 8:
«[...] la función de inspección, vigilancia y control por parte de los funcionarios de la
inspección de las telecomunicaciones [...], tampoco puede separarse de la competencia
estatal "sustantiva" sobre telecomunicaciones y radiocomunicación ni de la inherente
potestad sancionadora de las infracciones [...]. [...] allí donde las Comunidades
Autónomas con competencia en radio y otros medios de comunicación social tengan la
titularidad de la potestad sancionadora [...] hay que entender que poseen también unas
facultades de inspección, pero, claro está, limitadas al alcance de la competencia sustan-
tiva que la propia Ley les reconoce».
Y además se ha establecido la necesaria colaboración entre las Administraciones.
Así lo hizo la STS de 14 de noviembre de 1991 (Ar. 8872) y la STC 149/1991, de 4 de
julio (Recursos de inconstitucionalidad núms. 1689/1988, 1708/1988, 1711/1988,
1715/1988, 1717/1988, 1723/1988, 1728/1988, 1729/1988 y 1740/1988, acum.), refe-
rente al art. 101 de la Ley de Costas239:
«[...] siendo las Comunidades Autónomas litorales las competentes para ejecutar las nor-
mas sobre protección del medio ambiente habrán de ser ellas, en principio las encargadas de
perseguir y sancionar las faltas cometidas en las zonas de servidumbre e influencia, aunque
puedan serlo también directamente por la Administración del Estado cuando la conducta
infractora atente contra la integridad del demanio o el mantenimiento de las servidumbres de
tránsito y acceso que garantizan su libre uso. [...] sea cual sea la Administración competente,
no pueden las restantes permanecer pasivas, dado los términos generales del art. 101 que obli-
ga a todas las Administraciones con competencias confluyentes sobre las costas a efectuar las
comprobaciones necesarias y a tramitar todas las denuncias que reciban, sin perjuicio de diri-
girse (mediante la correspondiente denuncia) a las autoridades que estimen competentes para
imponer las sanciones que procedan».
E. Inspección.
No es fácil precisar el contenido de la función de inspección de modo general y abs-
tracto. Ni las normas sobre la misma, ni el sentido usual de la expresión (que remite a
las ideas de acción de vigilar, examinar minuciosamente, reconocer, controlar o com-
probar) aportan perfiles claros240.
El término inspección, como el de otras categorías del Derecho Administrativo, puede
239
Vide I. BORRAJO INIESTA, "La colaboración interadministrativa en el Estado de las autonomías para
hacer cumplir las leyes: el ejercicio de facultades de denuncia y de prueba por una Administración relati-
vamente incompetente en materia de pesca marítima", RVAP, 41, (1995), pp. 39 y ss.
240
Vide Manuel REBOLLO PU1G, "La organización de la inspección de consumo", en La inspección de
consumo en el contexto de la actuación administrativa, Gobierno Vasco, Vitoria, 1992, p. 21.
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tener distintas acepciones. Una puede tener carácter objetivo, y por tanto se referirá a la
función o actividad. Otra puede tener carácter subjetivo, y se referirá a los órganos admi-
nistrativos que tienen encomendada dicha función. Pero en ocasiones las cosas no son tan
claras como parecen, porque con frecuencia se encomiendan a la inspección funciones
adicionales a su propia actividad, o se ejerce esta función por órganos no especializados
exclusivamente en ella. Por todo ello me parece necesario intentar formular un concepto
sobre esta actividad. Se puede definir la actividad de inspección241 del siguiente modo:
«Se habla de actividad, función o potestad de inspección, sin excesiva precisión en este
momento, para identificar unas actuaciones más o menos genéricamente previstas en el
ordenamiento jurídico, que habilitan a las Administraciones públicas para llevar a cabo fun-
ciones de comprobación o constatación del cumplimiento de la normativa vigente, en su
sentido más amplio, esto es, incluidas muy especialmente las condiciones y requisitos de
orden técnico, consecuencia inherente de la imposición que a determinadas personas, acti-
vidades, instalaciones, objetos y productos hacen ciertas normas jurídicas. El motivo prin-
cipal de la dotación y ejercicio de estas funciones de inspección y control es, en cualquier
plano, la seguridad»242.
Puedo afirmar que la inspección es una potestad de la Administración243 que ejerci-
ta una actividad administrativa de policía mediante funcionarios, a través del procedi-
miento administrativo, para comprobar o constatar el cumplimiento de la normativa o
realizar cuantas actuaciones sean precisas, en orden al cumplimiento de sus funciones,
recabando si es necesario el auxilio de las restantes Administraciones y de los ciudada-
nos244. Por todo ello se alude a una función pública y a un particular procedimiento
241 Sobre la definición o concepto histórico de, la voz "Inspector", Vide Ricardo RIVERO ORTEGA, El
Estado vigilante, Tecnos, Madrid, 2000, pp. 38-39.
242
Vide José BERMEJO VERA, "La Administración inspectora", RAP, 147, (1998), pp. 40-41.
243
Vide STS de 20 de octubre de 1994 (Ar. 8086), F.D. 3o: «La potestad administrativa es un poder jurídico reco-
nocido por el ordenamiento jurídico y su ejercicio exige que se concreten determinadas circunstancias fácticas
determinantes del ejercicio de la potestad en el plano de la legalidad aplicable. Todo ejercicio de potestad por parte
de la Administración, genera una situación jurídica con el administrado, en la que aquella -la Administración-
ocupa la situación de sujeto activo: esa relación jurídica está regulada por el Derecho Administrativo».
244
Vide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, "La inspección en el marco del control de la aplicación del derecho
ambiental", Revista de Derecho Ambiental, 24, (2000), p. 19, donde formula un concepto de acción inspectora en
materia ambiental: «En el Derecho interno español, desde el punto de vista competencial, la acción inspectora en
materia ambiental, como en cualquier otra materia, consiste en un aspecto de la actividad de ejecución de la lega-
lidad ambienta], pues tiene por objeto primordial la protección de la legalidad, mediante la vigilancia y fiscaliza-
ción de su cumplimiento por parte de los sujetos obligados. Se trata, por tanto, de una competencia de disciplina
o policía administrativa. Más concretamente, aun cuando la actividad inspectora puede servir para el ejercicio de
varias potestades de policía administrativa, como la autorizatoria, lo cierto es que se trata de una función pública
instrumentalmente ligada al ejercicio de una potestad sancionadora, puesto que debe entenderse que la atribución
de esta potestad comporta la de aquellos medios e instrumentos imprescindibles para su ejercicio y efectividad,
de modo que otra instancia pública no condicione su desarrollo».
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reglado de comprobación llevado a cabo por determinados agentes de la Administración, de
modo que el que inspecciona no sólo investiga, constata, da fe de alguna circunstancia, sino
que, además, lo hace con un concreto fin, como es contrastar la adecuación de lo observado
a lo que es debido, y que es sobradamente conocida por los ciudadanos245.
Por todo ello la diferencia fundamental entre la inspección y las demás facultades que he
expuesto está, en que en ésta, concurren todos los caracteres que acabo de señalar. Además
la tutela, vigilancia, control o la supervisión se centran en el desarrollo efectivo de la activi-
dad de que se trate, mientras que la inspección encuentra su cometido en el objeto. Dicho de
otro modo, tienen por misión el control del riesgo derivado preferentemente de actuaciones
u omisiones directas de personas físicas, mientras que la actividad de inspección tiene por
objeto el control de los riesgos concretos o abstractos, inmediatos o hipotéticos, derivados de
la titularidad de una actividad organizada, típicamente en un establecimiento o instalación246.
Dado su cometido, no es una atribución conferida a la Administración Pública en su
relación con la ONCE.
1.1.3. Conclusión.
El protectorado que se ejerce sobre la ONCE implica ejecutar las atribuciones que for-
man parte del concepto, y además lo integrarían la tutela, el control, la supervisión y la alta
inspección en los términos expuestos en los apartados anteriores247.
Su correcto ejercicio y sus límites quedan garantizados por los tribunales de este país,
y en todo caso, las opiniones doctrinales presentan múltiples alternativas. Hay quienes pro-
ponen que las funciones del protectorado fuesen de estricto control a posteriori y nunca ex-
245 Vide Eduardo GONZÁLEZ BIEDMA, La inspección de trabajo y el control de la aplicación de la
norma laboral, Aranzadi, Pamplona, 1999, p. 38».
246 Vide STC 113/1983, de 6 de diciembre (Conflicto positivo de competencia núm. 295/1982), F.J.2°, que
declara la competencia estatal de vigilancia de costas, pero no incluye la inspección y sanción de las acti-
vidades de pesca, pues el control de los barcos de pesca con fines de defensa y seguridad nacional no impli-
ca la inspección técnica de la actividad económica.
247 Vide José Luís PINAR MANAS, "Relaciones de las fundaciones con los protectorados", o.c, p. 99:
«El Protectorado implica, sin duda, funciones de control, vigilancia, policía ..., pero también de asesora-
miento, ayuda, fomento .... El Protectorado, en suma, y como el propio término indica sin ir más lejos, es
una actividad de protección (de "necesaria protección" que ha de prestar el Estado habla la STS de 15 de
enero de 1948, Ar. 166). Su función primordial es proteger, sin ingerencias innecesarias, es decir, en un
marco de libertad, tanto la voluntad del fundador como el interés general y, por ende, a los beneficiarios.
Protección que, por otro lado, encaja perfectamente en la concepción de la Administración Pública que
recoge hoy el artículo 103 de la Constitución de 1978 al decir que la misma "sirve con objetividad los inte-
reses generales". Entre otras cosas, este servicio exige proteger a las Fundaciones, vigilando, controlando
o sancionando, si, pero también impulsando, fomentando, asesorando, ayudando, en suma, y siempre en
un marco de libertades. Sólo de este modo puede entenderse la moderna noción de Protectorado».
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ante. El protectorado debería ejercer el control e incluso un poder de veto sólo por razones de
legalidad, no de oportunidad. También se plantea que es necesario un control gubernamental
de la participación privada en los asuntos de interés general por razones de seguridad, confian-
za o aun cuando sólo fuese por razón de sus privilegios fiscales. Sin embargo, este control debe
imbricarse en un sistema general de promoción de la participación como ejercicio lo más
amplio posible de la libertad en tanto derecho fundamental constitucionalmente protegido. Por
ello debe buscarse un equilibrio entre las responsabilidades públicas y la libertad individual.
Hay posiciones más restrictivas.
Mi misión en este trabajo consiste en explicar los límites de esta potestad -el protec-
torado- sobre la ONCE. Sin embargo, para ello es necesario profundizar en las múltiples
facetas que presenta esta organización. Como muestra, aunque algunas de las afirmacio-
nes son discutibles, sirvan las siguientes consideraciones:
«[...]. 1. Si la ONCE es, como la definen las normas vigentes, una Corporación de Derecho
Público, ello significa que es también en alguna medida el producto organizativo del ejercicio
por parte de un grupo de ciudadanos (caracterizados por tener una concreta deficiencia física),
de su derecho a asociarse para atender sus propias necesidades y fines.
2.
Dado que alguno de sus fines coinciden con atribuciones que en nuestro Ordenamiento
están asignadas a las Administraciones Públicas, puede considerarse que su ejercicio por la
ONCE lo es a título de delegada o agente de aquéllas. Esta peculiaridad es lo que permite cali-
ficar a la ONCE como Corporación de Derecho Público (cfr. STC de 5 de agosto de 1983).
3.
La   circunstancia   del   ejercicio   de   funciones   encomendadas   por   las
Administraciones Públicas, así como el hecho de que la ONCE nutra su hacienda de la
organización de un juego, que las normas (Real Decreto 1041/1981) configuran como
una concesión, así como el tratamiento tributario especial que tiene la ONCE, son los
fundamentos en que pudieran legitimarse hoy las disposiciones que establecen un control
sobre algunos aspectos de la actividad de la ONCE.
4.
Pero hay, en la actualidad, en España muchas Corporaciones de Derecho Público que tam-
bién ejercen funciones públicas, no obstante lo cual no están sometidas a controles tan estrictos
como el que ejerce el Protectorado sobre la ONCE. Y ello porque una intervención tan severa
como ésta no se justificaría constitucionalmente248, ya que al liquidar algunas facultades bási -
248 La Sentencia de la Audiencia Nacional (Sata de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3a), de 24 de julio
de 2001 (Ar. 1264), en su FD Quinto, ha determinado respecto del protectorado:
«[...]. Como ponen de relieve la propia Exposición de Motivos de la Ley (apartado II, c), y los artículos 12 y 17
de la Ley y 22 del Reglamento, la administración y disposición del patrimonio fundacional corresponden al
Patronato en la forma establecida en los Estatutos y con sujeción a lo dispuesto en la ley, configurándose el
Protectorado como instrumento garantizador del recto ejercicio del derecho de Fundación, sin llegar a un inter -
vencionismo esterilizante y perturbador, debiéndose ejercer aquel "con respeto a la autonomía de funcionamien -
to " de las fundaciones.
Esta autonomía de funcionamiento, que va acompañada de un régimen fiscal especial, tiene como limitación la
intervención del protectorado. Legalmente prevista (entre otros ámbitos), en materia de control contable, control
presupuestario, auditoria externa y autorización de enajenaciones o gravámenes (de bienes inmuebles, bienes
muebles, valores o participaciones mayoritarias) en los supuestos legalmente previstos, bastando en los demás
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cas de decisión autónoma se introduciría en el núcleo inabatible de la libertad de asociación
(art. 22 de la Constitución Española), que está en la base organizativa de toda corporación»249.
La justificación de este tipo de intervención sobre la ONCE radica en el hecho de que
entre sus fines desarrolla actividades cuya titularidad le corresponde al Estado y que han sido
delegadas en la Corporación mediante una norma jurídica, el Decreto 358/1991, de 15 de
marzo250. Prácticamente todos los fines de la ONCE son titularidad de la Administración, por
expreso mandato de la Ley 13/1982, de 7 de abril, Jefatura del Estado (BOE de 30 de abril,
núm. 103), de Integración social de los minusválidos251. Además, su actividad principal res-
ponde a la explotación de una concesión estatal sobre una lotería (el cupón pro-ciegos), cuya
vigilancia y control corresponde a la Administración, en la medida en que se trata de una ges-
tión indirecta de un monopolio fiscal del Estado.
casos la comunicación al Protectorado en el plazo de diez días de haberse realizado la operación en el supuesto
de enajenación de bienes inmuebles, acompañando una exposición de las circunstancias concurrentes en el nego-
cio jurídico. [...].
La regla general de la autonomía de funcionamiento y autonomía de administración y disposición del patrimonio
fundacional tiene como contrapeso la responsabilidad exigible a los Patronos ante la jurisdicción Ordinaria, estan-
do legitimado activamente el Protectorado para ejercitar la correspondiente acción de responsabilidad por actos
contrarios a la Ley o a los Estatutos o realizados negligentemente que hayan causado daños y perjuicios a la
Fundación, quedando exentos de responsabilidad los patronos que se opusieren expresamente al acuerdo deter-
minante de la responsabilidad o no hubiesen participado en su adopción.
Asimismo está legitimado el Protectorado para instar el cese de los patronos, en determinados supuestos; para
impugnar los acuerdos del Patronato contrarios a los preceptos legales o estatutarios, y para instar ante la
Jurisdicción Ordinaria la intervención temporal de la Fundación por grave irregularidad en la gestión económica
que ponga en peligro la subsistencia de aquélla o por desviación grave entre los fines fundacionales y la actividad
realizada (arts. 12 a 34 de la ley 30/1994 y arts. 4 a 22 RD 316/1996).
Las sentencias de la Sala III del Tribunal Supremo posteriores a la entrada en vigor de la citada Ley [...], se refie-
ren a actos administrativos anteriores a la entrada en vigor de la Ley 30/1994».
249 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN y Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, La Ley,
Madrid, 1990, prólogo de Santiago MUÑOZ MACHADO, pp. X1V-XV.
250 Vide Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (BOE de 28 de
julio, núm. 179) y R.D. 1359/2005, de 18 de noviembre (BOE de 1 de diciembre núm.287), por el que se modi-
fica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo.
251 Vide Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración social de los minusválidos:
«Artículo 1. Los principios que inspiran la presenta ley se fundamentan en los derechos que el artículo 49 de la
Constitución reconoce, en razón a la dignidad que les es propia, a los disminuidos en sus capacidades físicas, psí-
quicas o sensoriales para su completa realización personal y su total integración social, y a los disminuidos pro-
fundos para la asistencia y tutela necesarias. [...].
Artículo 3.1. Los poderes públicos prestarán todos los recursos necesarios para el ejercicio de los derechos a que
se refiere el artículo 1, constituyendo una obligación del Estado la prevención, los cuidados médicos y psicológi-
cos, la rehabilitación adecuada, la educación, la orientación, la integración laboral, la garantía de unos derechos
económicos, jurídicos sociales mínimos y la Seguridad Social.
2. A estos efectos estarán obligados a participar, para su efectiva realización, en su ámbito de competencias corres-
pondientes, la Administración Central, las Comunidades Autónomas, las Corporaciones Locales, los Sindicatos,
las entidades y organismos públicos y las asociaciones y personas privadas.
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Otra cuestión a valorar, es el acierto en los mecanismos de control elegidos, así
como su intensidad y frecuencia. La relación de tutela se va a desarrollar conforme
a la legalidad y la finalidad del ente tutelado, que en todo caso, debe posibilitar el
ejercicio efectivo de los fines encomendados. Si se opta por la rigidez y el estable-
cimiento de un número muy intenso de controles, el resultado que se obtendrá será
la paralización o el entorpecimiento de la actividad de la corporación. Por el contra-
rio, si la opción es diluir la relación con mecanismos abiertos e informales, la
Administración estará incumpliendo su obligación de garante del cumplimiento de
la Ley y de los intereses generales252.
Quizás la clave esta en interpretar correctamente la tutela, teniendo presente
algunas consideraciones que han sido expuestas: la tutela supone un nexo o relación
de dependencia entre personas jurídicas distintas; la tutela tiene fundamentalmente
como finalidad asegurar la legalidad de la actuación del ente tutelado, de ahí, que la
doctrina señale únicamente el carácter tasado, limitado de las facultades de tutela,
que nunca se presumen y que deben ser interpretadas restrictivamente; los poderes
de tutela nunca habilitan para sustituir la decisión del ente tutelado. Lo específico de
la tutela es autorizar o no autorizar, aprobar o no aprobar, suspender o no el acto,
pero en ningún caso pueden reformarse las decisiones del ente tutelado; el ente tutor
no puede dar órdenes o directrices vinculantes al ente tutelado; la jerarquía como la
tutela o la supremacía no deben ser predicadas globalmente entre sujetos cuya total
actividad queda sometida a un tipo único de relación, sino aislada y singularmente
para determinar materias o relaciones concretas; los actos dictados por el ente tutor,
a través de los cuales se ejerce la tutela, pueden ser impugnados por el ente tutela-
do.
Artículo 4.1. La Administración del Estado, las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales ampararán
la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas actividades mediante asesoramiento
técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. Especial atención recibirán las instituciones, asociaciones
y fundaciones sin fín de lucro, promovidas por los propios minusválidos, sus familiares o sus representantes legales.
2. Será requisito indispensable para percibir dicha colaboración y ayuda que las actuaciones privadas, se adecuen a
las líneas y exigencias de la planificación sectorial que se establezca por parte de las Administraciones Públicas. [...].
Artículo 50. La actuación en materia de servicios sociales para minusválidos se acomodará a los siguientes criterios:
a) Todos los minusválidos, sin discriminación alguna, tienen derecho a las prestaciones de los servicios sociales.
b) Los servicios sociales podrán ser prestados tanto por las Administraciones Públicas como por Instituciones o
personas jurídicas privadas sin ánimo de lucro. [...]».
252  Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
Escuela Libre Editorial, o.c, pp. 101-103.
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1.2. Naturaleza jurídica.
1.2.1. Función política (dirección) y administrativa253.
En el lenguaje común, la palabra función designa frecuentemente las actividades desarro-
lladas por el beneficiario de un status social determinado, especialmente el titular de un caigo
administrativo o político. En biología, de donde deriva originariamente la expresión, signifi-
ca la propiedad o el conjunto de propiedades ordenadas, en el organismo, a la conservación
del individuo o de la especie. En el Derecho tampoco es unívoca la utilización del término
función. Prescindiendo de significados que asume en las diversas ramas jurídicas, se ha de
señalar como en la nuestra se emplea al menos en los sentidos siguientes: a) Como actividad
diferenciada, b) Como actividad encaminada a un fin. c) Como complejo de poderes-debe-
res de un órgano, d) Como destino de un órgano a cumplir una determinada actividad (con-
cepción en la que se refleja su originario sentido biológico), e) Como potestad ejercida no por
un interés propio, o al menos exclusivamente propio, sino por un interés ajeno o por un inte-
rés objetivo, f) Como idoneidad para operar una modificación jurídica. Así se puede definir
la función como actividad a través de la que se realiza el fin esencial del órgano. Los respon-
sables políticos ejercen esta función en base al contenido de los apartados: e), a), b), c), d).
En el ámbito administrativo, estaríamos hablando de la "función pública", y estaríamos
aludiendo al complejo de poderes-deberes (recogida en el tercer sentido aludido) de un órga-
no, en el sentido, no sólo de una posibilidad de actuar, sino también de una verdadera obli-
gación ejercida por aquellos a los que está conferida.
Las personas a las que se encomienda el ejercicio de la función administrativa para
garantizar el cumplimiento de las leyes, son funcionarios públicos. Tienen que serlo
porque la función que ejercen es una función pública, en cuanto que la misma no puede
encomendarse a particulares254. Siendo funcionarios, su estatuto se ajusta a lo dispues-
to en el artículo 103.3 CE, precepto que exige, en primer lugar que el Estatuto esté regu-
lado por ley (lo que no impide su desarrollo reglamentario), y exige además, que establezca
253 La STS de 12 de mayo de 1992 (Ar. 4802), se pronunció respecto a la competencia jurisdiccional en
los siguientes términos (FD Primero):
«Si bien el Consejo de Protectorado de la "ONCE" se hallaba presidido a la sazón por el Ministro de
Trabajo y Seguridad Social [...], ello no significa que sus actos emanen del Ministro, por lo que la compe-
tencia para conocer del recurso corresponde al Tribunal Superior de Justicia de Madrid, con arreglo a lo
dispuesto en el art. 74.1 a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial».
254 Vide Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, Real Decreto
Legislativo 2/2000, art. 196.4: «No podrán ser objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejer-
cicio de la autoridad inherente a los poderes públicos». Se está refiriendo a los contratos de consultoría,
de asistencia y otros servicios.
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un sistema de acceso basado en los principios de mérito y capacidad; y exige también que
contenga reglas que garanticen la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.
La función administrativa garantiza la propia vigencia de la norma y, si bien no puede
suplir sus carencias, adquiere una dimensión garantista de los bienes y derechos que la norma
tutela255. Inexcusablemente deberán ser funcionarios públicos con el uso de la autoridad que
tienen conferida, los que lleven a cabo dichas funciones públicas256, a diferencia de los ser-
vicios públicos257, cuya prestación puede efectuarse en régimen de concesión, concierto,
etc.258. En la propia LBRL, art. 92.2, se establece de modo más claro y taxativo:
«Son funciones públicas, cuyo cumplimiento queda reservado exclusivamente al per-
sonal sujeto al estatuto funcionarial, las que impliquen ejercicio de autoridad, las de fe
pública y asesoramiento legal preceptivo, las de control y fiscalización interna de la ges-
tión económico-financiera y presupuestaria, las de contabilidad y tesorería y, en general,
aquellas que en desarrollo de la presente Ley se reserven a los funcionarios para la mejor
garantía de la objetividad, imparcialidad e independencia en el ejercicio de la función».
255
Vide José Luís RIVERO ISERN, en prólogo, p. XIX a la obra de Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, La acti -
vidad administrativa de inspección, Comares, Granada, 2002. Por eso en la p. 1 de esta magnífica obra, el autor
del prólogo destaca: «La actividad inspectora constituye una función genuinamente administrativa, de honda tra-
dición en importantes ámbitos y sectores de la actuación pública -como la sanidad, el comercio exterior, las minas-
». Y en la p. 2: «Pero no sólo se trata de una función pública en auge, con una extraordinaria presencia en los más
variados sectores, [...], se aprecia una tendencia incuestionable a acentuar cada vez más la importancia de la fun-
ción inspectora, cobrando una relevancia hasta ahora desconocida».
256
Cfr LlISETBORRELL, La actividad empresarial de los entes locales, Abella, Madrid, 1990, p. 24. Función
pública, actividad que implica ejercicio de autoridad y se manifiesta a través de actos jurídicos. Aunque no exis-
te duda sobre la naturaleza jurídica de la actividad inspectora, y se configura como una función pública imperati-
va, dado que comporta el ejercicio de autoridad, de potestad pública. Esta determinación también se ha aplicado
por la jurisprudencia a la actividad realizada por terceros, lo que en principio, puede parecer contradictorio. Vide
STS de 13 de octubre de 1997 (Ar. 7439): «La inspección técnica de vehículos, en cuanto que es un medio para
lograr aquella finalidad participa de la naturaleza de función pública y corresponde ejercerla al Estado -en senti-
do amplio- por razón de su soberanía. No se trata de una actividad de servicio público dirigida a proporcionar
prestaciones a los ciudadanos, ya sean asistenciales o económicas, sino de una función pública soberana. [...]. Sin
embargo, al margen de cuál sea la forma de ejercicio, su naturaleza de función pública no desaparece y, por tanto,
no le es aplicable el artículo 128 de la Constitución».
257
Vide: Fernando GARRIDO FALLA, "El concepto de servicio público en Derecho Español", RAP, 135,
(1994), p. 20; Antonio MARTÍNEZ MARÍN, "La evolución de la teoría del servicio público en la doctri-
na española", RICA, 56, (1989), p. 1392, se hace eco de la división que establece José Antonio García
Trevijano: funciones públicas, actividades que son servicios públicos, actividades que son de interés públi-
co y actividades económicas simples.
258 Vide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, La actividad administrativa de inspección, o.c, pp. 219-225, donde
tras analizar la disyuntiva: ¿Estatuto funcionarial o laboral? para la inspección, llega a la siguiente conclusión, p.
225: «[...], tal reserva debe entenderse inequívoca, al menos, en relación con los empleos públicos que comportan
el ejercicio de autoridad pública frente a los ciudadanos, como es justamente el caso de la función inspectora: los
inspectores emiten, junto a declaraciones de conocimiento y juicio con efectos probatorios, auténticas declaracio-
nes de voluntad de carácter ejecutivo, como requerimientos de información, de comparecencias, adopción de medi-
das provisionales...».
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Sirva como ejemplo la STS de 28 de septiembre de 1984, Ar. 4311, CDO Segundo259. Por
todo ello el protectorado se caracteriza por ser una función política y administrativa.
1.2.2. Carácter polivalente260.
Para determinar la naturaleza jurídica del protectorado es necesario hacer referencia
a los distintos caracteres que lo configuran. Básicamente son los siguientes.
A. Actividad instrumental.
Su naturaleza jurídica se configura también como una potestad consustancial a la
actividad de control o de policía261, en ocasiones de trámite o interlocutoria de decisio-
nes definitivas que se adoptan. Entiendo que dentro de esta consideración se incluye el
que en determinadas ocasiones ese control se ejercita mediante la obtención de infor-
mación. Se trata por tanto de una función instrumental262 que se orienta a procurarse
259 Vide STS de 28 de septiembre de 1984, Ar. 4311:
«Que como recuerda la sentencia de esta Sala de 17 de abril de 1979, la intromisión de la Administración Pública
en las Fundaciones Benéficas tiene su justificación en el hecho de que a través de estas Fundaciones, un bien
patrimonial o conjunto de bienes, se adscriben a un fin de carácter social y al bien común, lo que le sitúa en un
ámbito semejante al reservado a ciertos bienes públicos, circunstancia que explica que los poderes de interven -
ción estatal sean casi tan rigurosos como lo que constituyen la natural tutela que sirve de nexo entre la
Administración del Estado y los establecimientos públicos, montándose al servicio de esta actividad administra -
tiva de protectorado una organización y un ordenamiento procesal de carácter tan inequívocamente administra -
tivo como para no dudar de que las cuestiones que las mismas puedan suscitar deben resolverse en el ámbito de
la Jurisdicción contencioso-administrativa, congruente con este control e inspección, que con una terminología
tradicionalmente consagrada se denomina Protectorado, el art. 8o de la instrucción para el ejercicio del
Protectorado en la beneficencia particular de fecha 14 de marzo de 1899, establece, que corresponde a la
Dirección General de Administración, que en tal concepto ejerce el Protectorado de la Beneficencia, con las for-
malidades que se expresan entre otras las facultades de [...]».
260 Vide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, La actividad administrativa de inspección, o.c, pp. 52-61.
261 Vide José Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho Administrativo, Tomo 1, Marcial Pons, Madrid,
1997, pp. 440 y ss.
262 Vide Juan Antonio MARTÍ BAGUÉ, "Inspección", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo XII,
Barcelona, 1977, p. 872: «Para esta labor sistematizadora, un buen punto de partida es la distinción ya esta-
blecida por Ballbé respecto a tas funciones de la Administración pública, separando las funciones teleoló -
gicas de las funciones instrumentales o mediales. Las primeras serán las encaminadas directamente al cum-
plimiento de los fines propios de la Administración; mientras que las segundas serán aquellas funciones
que la Administración ejercita para procurarse los medios para toda su actuación, es decir, para contar con
los elementos de toda índole (materiales, humanos, económicos, informativos, etc.) necesarios para el cum-
plimiento de aquellas verdaderas y fundamentales funciones administrativas.
Siguiendo este enfoque, la inspección viene a identificarse como un modo de proveerse la Administración
de datos o informaciones sobre los que poder luego actuar y con ello cumplir los objetivos que se le han
encomendado, quedando claro que la realización de inspecciones no puede suponer, en sí misma, el desa-
rrollo de una función teleológica. La Administración debe inspeccionar o inspecciona, pero siempre en
atención a algo, o sea, como medio para la actuación de otro fin superior o distinto».
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datos para su actuación, y por tanto, tiene una sustantividad frente a los otros modos de
obtener información, y en definitiva, frente a otros modos de "control administrativo".
El Tribunal Constitucional ha empleado el criterio del carácter accesorio o instrumen-
tal de la actividad en múltiples sentencias263. Y todo ello para delimitar el ámbito com-
petencial que corresponde al Estado o a las Comunidades Autónomas, pues desde el
punto de vista competencial la actividad ha de incardinarse dentro del título material de
ejecución de la normativa correspondiente264.
Dentro de este carácter instrumental es lícito plantear si la actuación del protectorado supone
un verdadero procedimiento administrativo que realiza una secuencia de actos instrumentales, y
que inciden en la esfera jurídica de los administrados o se trata de una actividad de instrucción
dentro de otro procedimiento. A mi juicio puede darse cualquiera de estos dos supuestos, depen-
diendo de la especificidad del caso ante el que nos encontremos. Aun así, tal y como señaló el
Informe del Defensor del Pueblo correspondiente a 1989 (BOCG de 23 de abril de 1990):
«El procedimiento no sólo es el cauce que evita la indebida discrecionalidad o más
simplemente la arbitrariedad con respecto a las relaciones entre las Administraciones y el
ciudadano individual o grupos de ciudadanos, sino también garantía de fiscalización y
control para la mejor defensa del interés general»265.
B.
Actividad externa.
Frente a otras modalidades de actuación, se trata de una actividad circunscrita a una
actuación que es ajena a la propia Administración. Este carácter es intrínseco a la pro-
pia actividad de protectorado.
C.
Actividad técnica.
La actividad administrativa de protectorado constituye una actividad de carácter eminen-
263
Vide SSTC: 87/1985, de 16 de julio (Recurso de inconstitucionalidad núm. 707/1983), F.J. 1o y 2°;
227/1988, de 29 de noviembre (Recursos de inconstitucionalidad núms. 824/1985, 944/1985, 977/1985,
987/1985 y 988/1985, acum. y Conflictos positivos de competencia núms. 955/1986, 512/1987 y
1208/1987, acum.), F.J. 29; 249/1988, de 20 de diciembre (Conflicto positivo de competencia núm.
371/1984), F.J. 3o; 195/1996, de 28 de noviembre (Recurso de inconstitucionalidad núm. 1279/1988), F.J.
8o, entre otras.
264
Vide STC 171/1998, de 23 de julio (Conflictos positivos de competencia núms. 506/1986 y 1637/1986,
acum.), F.J. 2o, donde el Alto Tribunal ha declarado que la competencia estatal para el otorgamiento de la
autorización de determinadas actividades de lotería de ámbito nacional, conlleva facultades "inherentes"
de inspección de dichas actividades.
265 En idéntico sentido resaltando la doble función que cumple el procedimiento como garantía de los par-
ticulares y del interés público Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA y Tomás Ramón FERNÁNDEZ
RODRÍGUEZ, Curso de Derecho Administrativo, Vol. II, 2a ed., Cívitas, Madrid, 1984, pp. 383-384.
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teniente técnico pues consiste principalmente en una serie de actuaciones de contraste o eva-
luación respecto a normas de carácter muy preciso. Además, la apreciación de la eventual exis-
tencia de una situación dañosa deviene en un juicio elaborado en base a criterios legales.
Incluso la propia jurisprudencia del Tribunal Constitucional se ha pronunciado sobre el parti-
cular. Sirva como ejemplo la STC 203/1992, de 26 de noviembre (Conflicto positivo de com-
petencia núm. 125/1986), F.J. 3o.
D.
Actividad mediata.
A diferencia de otras modalidades de actuación, la actividad de protectorado se sin-
gulariza por éste carácter, cuya modalidad primordial es la comprobación y verificación
de todos los extremos para los que se encuentra habilitada.
E.
Actividad reglada.
Al estar directamente vinculada al cumplimiento del ordenamiento, constituye una potes-
tad de carácter reglado. La Administración no puede actuar de modo arbitrario. Así el propio
Tribunal Constitucional ha declarado que se trata de una actuación que se concreta en una serie
de típicas medidas de ejecución regladas y dirigidas a hacer efectiva la aplicación de la legis-
lación vigente266. La actividad objeto de protectorado o bien es conforme con el ordenamien-
to o bien lo incumple.
F.
Actividad minimalista.
Una característica muy importante es el estar dotada de unas particulares potestades de
investigación, que se pueden calificar de minimalistas, en el contexto del funcionamiento de
los distintos entes. Es algo consustancial a las atribuciones que se le confieren.
2. El ejercicio del protectorado sobre la ONCE267.
La evolución normativa ha modificado la naturaleza jurídica de la ONCE, y la con-
266
Vide SSTC .54/1990, de 28 de marzo, F.J.3°y 196/1997, de 13 de noviembre, F.J. 1 LA.
267
Vide la STS de 17 de abril de 1979 (Ar. 1580):
«CDO: Que la intromisión de la Administración Pública en la actividad de estas fundaciones privadas, califi -
ca de "protectorado " y, que viene a ser una suerte de acción de "policía ", puesto que la de "tutela" suele reser-
varse a la ejercitada de forma interorgánica y jerárquica, o con relación a entes de la descentralización funcio-
nal o administración indirecta, o respecto a los de la Administración Local; la actuación de protectorado, repe-
timos, tiene su justificación en el hecho de que a través de estas fundaciones, un bien patrimonial, o bienes,
son apartados de su dedicación a satisfacer necesidades o conveniencias particulares y egoístas, adscribién -
doles a un fin de carácter social y al bien común, lo que les sitúa en un ámbito semejante o reservado a ciertos
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secuencia mas  inmediata ha sido  la modificación del papel ejercido por la
Administración respecto a la misma.
Sobre esta materia, una obra que sintetiza las consideraciones más importantes que
se pueden hacer sobre la Organización Nacional de Ciegos268, ha distinguido tres
momentos bien diferenciados: primero, una fase fundacional (Decreto y Reglamento de
1938 y 1939, respectivamente); segundo, una fase democratizadora caracterizada por el
Real Decreto 1041/81; tercero, una fase de consolidación de la corporación (Real
Decreto 2385/85269 y Estatutos de la ONCE de 11 de mayo de 1988270). A la que habría
que añadir una cuarta, representada por el R.D. 358/1991, de 15 de marzo, que a su vez
ha sido modificado por el R.D. 1200/1999, de 9 de julio y R.D. 1359/2005, de 18 de
noviembre.
bienes públicos a cargo de la Administración; circunstancia que explica que los poderes de intervención esta -
tales sobre los establecimientos privados de beneficencia o benéfico-docentes, sean casi tan rigurosos como
los que constituyen la natural tutela que sirve de nexo entre la Administración Central del Estado y los esta -
blecimientos públicos.
CDO: Que al servicio de esta actividad administrativa de protectorado se ha montado toda una organización
(siendo indiferente para nuestro caso que sea una organización "ad hoc" o que se utilicen órganos indiferen-
ciados de la Administración general) y un ordenamiento procedimental (aunque no se nos ofrezca codificado,
sino disperso en diversas disposiciones generales); siendo estos dos factores (competencia y procedimiento) de
carácter tan inequívocamente administrativo, como para no deber dudar de que las cuestiones que los mismos
puedan suscitar, deben resolverse dentro de nuestra Jurisdicción contenciosa.
CDO: Que es como consecuencia de lo dicho por lo que el proceso de enajenación de la finca de que se trata,
en nada se parece al seguido entre particulares, [...]».
268
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN y Fernando SAN MIGUEL CÁNO-
VAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, o.c., pp.
422-436.
269
El Real Decreto 2.385, es desarrollado por la Orden Ministerial del 14 de febrero de 1986 (BOE de 19 de
febrero, núm. 43), siendo supletoria la Ley Orgánica número 5, de 19 de junio de 1985, del Régimen Electoral
general (BOE de 20 de junio, núm. 147). El texto es el siguiente:
«La Disposición final 2a del Real Decreto 2.385, del 27 de diciembre de 1985, sobre la modificación de la
estructura orgánica de la Organización Nacional de Ciegos Españoles, autoriza al Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social para dictar cuantas Disposiciones sean necesarias para su desarrollo y ejecución.
En su virtud, este Ministerio, de conformidad con el Acuerdo tomado por el Consejo de Protectorado en la
sesión del 10 de diciembre de 1985, ha tenido a bien disponer:
Artículo 1o. Consejo de Protectorado.
1. Los Vicepresidentes del Consejo de Protectorado ejercerán las funciones que el Presidente les delegue y, por
su orden, le sustituirán en sus funciones en casos de vacante, ausencia o enfermedad y demás en que legalmen-
te proceda.
2. El Secretario del Consejo de Protectorado será sustituido por un funcionario del Gabinete Técnico del
Consejo.

3. El Consejo de Protectorado celebrará sus sesiones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, reunién-
dose, al menos, una vez cada tres meses.
4. El Consejo se reunirá en sesión ordinaria dentro del último trimestre de cada año natural, con el fin de infor-
mar, con carácter preceptivo y vinculante, el proyecto de presupuesto ordinario para el siguiente ejercicio
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2.1. En sus orígenes.
Respecto a la primera cabe señalar la supremacía del Consejo Superior de Ciegos,
como un órgano dependiente de la Administración, al que corresponden las atribucio-
nes más importantes sobre la ONCE, pues tal y como determina el Decreto de 13 de
diciembre de 1938, art. 5, le corresponderá: «b) representar con plena capacidad jurídi-
ca [...].d) Conocer y aprobar, en su caso, las orientaciones generales de toda la organi-
zación así como los planes de las instituciones afectas a la misma, e) Administrar el
Fondo Central».
El argumento definitivo que confirma esta tesis en el sentido de que el Consejo Superior
de Ciegos era el verdadero órgano de gobierno de la ONCE se encuentra en el art. 4o del
económico. Asimismo se reunirá en sesión ordinaria dentro del primer semestre de cada año natural, para infor-
mar, con carácter preceptivo y vinculante, las cuentas y los balances del ejercicio, inmediatamente anterior,
relativos, tanto a la liquidación del presupuesto como, en general, a la situación económico-financiera y patri-
monial de la Organización.
5. El Consejo de Protectorado se reunirá en sesión extraordinaria cuando así se acuerde por el Presidente, ya
por propia iniciativa, ya a petición de una cuarta parte, al menos, de los vocales.
6. El orden del día de las sesiones del Consejo será fijado por el Presidente. Podrán también ser incluidos en
el orden del día aquellos asuntos solicitados por una cuarta parte, al menos, de los vocales, debiendo hacerse
la solicitud con una antelación mínima de 72 horas a la fecha de la convocatoria. Una vez fijado el orden del
día, no podrá ser alterado, sino por acuerdo del propio Consejo a propuesta del Presidente o a petición de una
cuarta parte, al menos, de tos vocales.
7. El Consejo de Protectorado sólo estará válidamente constituido, en primera convocatoria, contando con la asis-
tencia del Presidente, del Secretario y de, al menos, la mitad de los vocales, de tos cuales uno deberá ser el
Presidente, Vicepresidente o Director General de la Organización Nacional de Ciegos Españoles y otro, uno de
tos Vocales representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En segunda convocatoria, bastará con la
asistencia del Presidente, del Secretario y tres cualesquiera vocales. La constitución del Consejo en segunda con-
vocatoria se efectuará en la fecha fijada por el Presidente y, en cualquier caso, antes de transcurrir 72 horas desde
la fecha de la primera convocatoria.
Artículo 2o. Gabinete Técnico del Consejo de Protectorado. El Gabinete Técnico del Consejo de Protectorado
se le asignan las funciones de apoyo técnico al Consejo, así como las funciones de inspección, las de segui-
miento de los acuerdos, decisiones de los órganos de gobierno y gestión de la Organización y fas de coordina-
ción de todas las unidades de la Dirección General de Acción Social relacionadas con aquélla, incluida la inter-
vención.
Artículo 3o. Intervención. La función interventora de la Organización Nacional de Ciegos Españoles será ejer-
cida por el Interventor con arreglo a las normas reguladoras de la actividad económico-financiera de la propia
Organización Nacional de Ciegos Españoles.
Disposición transitoria.
La Dirección General de la Organización Nacional de Ciegos Españoles continuará siendo desempeñada por
quien a la entrada en vigor del Real Decreto núm. 2.385, de 27 de diciembre de 1985 ejercía las funciones de
Delegado General de la Organización, hasta tanto se produzca alguna de las circunstancias previstas en el artí-
culo 6.2 del Real Decreto 1.041 del 22 de mayo de 1981, según la redacción dada al mismo por el Real Decreto
2.385 del 27 de diciembre de 1985.
Disposición final.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Boletín Oficial del Estado"».
El incremento del dominio del Consejo de Protectorado con la creación de un Gabinete Técnico de apoyo en
el que no figura ningún invidente es notable.
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Decreto de 1938, cuando en su segundo inciso concreta que «el jefe de la Organización
Nacional de Ciegos será considerado a los efectos de jerarquía y competencia como delegado
del Consejo Superior para la dirección permanente de la organización». Es decir, el jefe nacio-
nal está considerado como el máximo responsable ejecutivo para desarrollar la dirección per-
manente de la ONCE pero en calidad de delegado, es decir, ejerce por delegación las funcio-
nes y competencias que le atribuye el Consejo Superior, que portante es el órgano delegante
y soberano.
El Reglamento de octubre de 1939, art. 1, califica a la ONCE como una entidad de
beneficencia general, aplicándole el régimen jurídico previsto en la Ley de 20 de junio
de 1849. Las relaciones con la Administración se instrumentaban a través del Consejo
Superior de Ciegos, pero su composición y funcionamiento generaron la solicitud de
reforma e incluso desaparición del mismo por parte del Jefe de la Organización
Nacional de Ciegos271 272.
270 Vide Orden de 23 de marzo de 2000 (BOE de 13 de abril), por la que se da nueva redacción a los
Estatutos de la ONCE.
271 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia,Tomo V, o.c, p. 70. Como muestra, la
correspondencia entre el Jefe de la Organización Nacional de ciegos y el Director General de Beneficencia
y Obras Sociales que expongo a continuación:
«Ilmo. Sr.:
La prolongada ausencia del Consejo Superior de Ciegos en las tareas legislativas de la Organización, ha
planteado a ésta problemas de tan honda trascendencia como la que afecta a los presupuestos, cuya solu-
ción, ajustada al espíritu y a la letra del Decreto del 13 de diciembre de 1938, no puede demorarse por más
tiempo, no sólo por los peligros que se están irrogando a la Obra en crecimiento, sino por el trastorno que,
inevitablemente se produce en el orden técnico, al tener que enfrentarse con las consecuencias de la insu-
ficiencia de ciertas partidas destinadas a cubrir necesidades ineludibles.
Según los datos provisionales recibidos, los ingresos de las Delegaciones han alcanzado en el mes de mayo
último, aproximadamente, un 30 por ciento más de lo presupuestado para un mes en el presupuesto apro-
bado en 1942. El enorme crecimiento de la entidad no ha tenido la lógica compensación en un adecuado
aumento de las disponibilidades presupuestarias de los gastos, si bien en ciertos casos ha sido preciso evi-
tar la eventual suspensión de algún servicio ya establecido, como pensiones, subsidios, escuelas, etc., recu-
rriendo a ampliaciones de crédito.
Al tener que hacer uso en este caso el Jefe que suscribe, del Artículo Sexto del Decreto, ha creído que no
sería de estricta viabilidad dictar un nuevo presupuesto con arreglo a un criterio, que el firmante ignora, si
sería compartido por el Consejo Superior de Ciegos (artículo sexto, párrafo tercero). Respetando, pues, el
presupuesto aprobado, el que suscribe se limita a incrementar las partidas de gastos para el segundo semes-
tre del año en curso, proporcionalmente al aumento de los ingresos en cada una de las delegaciones, excep-
tuando los gastos fijos de personal y de alquileres, que no sufrirán alteración, salvo en casos especiales que
figurarán en el detalle que será elevado a Vd.. Se excluye también el artículo cuarto del capítulo octavo del
presupuesto del año 1942 ("Atenciones Extraordinarias"), cuya cuantía no será alterada.
Los tanto por ciento en los que se considerarán incrementados dichos presupuestos son los que figuran en
la adjunta relación. Los presupuestos de la Jefatura serán reajustados del modo siguiente:
a) Ampliación de las plantillas del personal de la organización, aprobadas por el Consejo Superior.
b) El resto quedará sin modificar.
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Esta situación que implicaba obstaculizar el normal desenvolvimiento de la
Organización Nacional de Ciegos se soluciona parcialmente con el Decreto de 25 de
enero de 1944 (BOE de 10 de febrero):
«Decreto del 25 de enero de 1944, por el que se modifica el artículo tercero del
Decreto del 13 de diciembre de 1938, creador de la Organización Nacional de Ciegos.
El desarrollo y aplicación del Decreto creador de la O.N.C.E.. de 13 de diciembre de
1938, ha llegado a demostrar, aparte de su total eficacia para la redención de los inviden-
tes españoles, la necesidad de modificar la estructura de su órgano directivo supremo,
incorporando al mismo la mejor representación de las clases afectadas, que pudiera apor-
tar con sus conocimientos e iniciativas soluciones adecuadas a sus grandes problemas
comunes. En su virtud, a propuesta del Ministro de la Gobernación, y previa deliberación
del Consejo de Ministros, dispongo:
Artículo 1o. El Artículo Tercero del Decreto de 13 de diciembre de 1938 creador de la
Organización Nacional de Ciegos, quedará modificado y redactado de la siguiente forma:
Artículo Tercero: El Consejo Superior de Ciegos quedará constituido, bajo la presi-
dencia del Ministro de la Gobernación, por los vocales siguientes:
En cuanto a los. presupuestos de la fábrica de productos químicos de Barcelona, y de escobas de Zaragoza,
e Imprenta Nacional Braille continuarán como estaban; todo lo cual, a reserva de dar cuenta al Consejo
Superior en la primera reunión que se celebre, el que suscribe pone en el superior conocimiento de V.I.
cuya vida Dios guarde muchos años.
Madrid, 18 de junio de 1943.
Fdo. El Jefe de la Organización Nacional de Ciegos.
Ilustrísimo señor Director General de Beneficencia y Obras Sociales. Vicepresidente del Consejo Superior
de Ciegos».
272 Ibídem, p. 71. A este escrito dio respuesta el Director General de Beneficencia y Obras Sociales con
un documento en el que se veía un membrete que decía:
Ministerio de la Gobernación. Consejo Superior de Ciegos. Registro número 1.073:
«Ha conocido esta Dirección General, Vicepresidencia del Consejo Superior de Ciegos, la comunicación
y nota de Vuestra Señoría de fecha 18 de los corrientes, por las que participa la necesidad de la prórroga
de los presupuestos vigentes de la jefatura y Delegación de la Obra para el segundo semestre del año en
curso, incrementándolos en determinadas cantidades representadas por los porcentajes que formula en su
nota, esta Dirección, Vicepresidencia, no tiene inconveniente en que se prorroguen los presupuestos vigen-
tes, que son los de 1942, para el semestre venidero; pero no puede expresar su consentimiento ni hacerse
solidaria de su incremento toda vez que ello equivaldría a nuevos presupuestos, para lo cual no se estima
con facultades suficientes. La prórroga del antiguo presupuesto es la continuación forzada por las circuns-
tancias, de una legalidad vigente. En cambio, el incremento de sus partidas, representaría por quién las
autorizara una invasión de atribuciones incompetente.
En consecuencia, deberán regir para el próximo segundo semestre de 1943 los mismos presupuestos que
para 1942, aprobados por el Consejo Superior, quedando a la exclusiva responsabilidad personal de V.S.,
como hasta aquí, por los aumentos habidos en el ejercicio anterior y primer semestre del corriente, las
transgresiones legales que pudieran representar los incrementos de transferencias de créditos ordenados
por V.S. que se produzcan durante dicho período semestral.
Lo que comunico a V.S. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V.S. muchos años.
Madrid. 26 de junio de 1943.
El Director General Vicepresidente (firmado y rubricado con un sello que dice: Ministerio de la
Gobernación. Beneficencia)»
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El Director General de Beneficencia y Obras Sociales, Vicepresidente.
El Jefe de la Organización Nacional de Ciegos.
Dos invidentes nombrados por el Ministro de la Gobernación, que se consideren más
capacitados de entre los de su clase.
Dos personas nombradas libremente por el Ministro de la Gobernación, de entre las
que se hayan distinguido por su amor a los ciegos e inteligencia de sus afanes.
El Jefe de la Sección de Beneficencia General del Ministerio de la Gobernación, que
será Vocal Secretario.
Artículo 2o: Continuará en todo su vigor y eficacia el restante articulado del citado
Decreto de 13 de diciembre de 1938»273.
De este modo se sustituyen dos vocales videntes por dos invidentes.
2.2. En el periodo constitucional.
2.2.1. El Consejo de Protectorado.
Es el órgano colegiado de carácter interministerial, a través del cual el Estado tute-
la la actividad social y económica de la ONCE. Su presidencia y composición van a ser
determinadas en epígrafes posteriores, incidiendo en la evolución experimentada. Entre
sus actuaciones cabe destacar las siguientes:
· Establecerá los criterios y procedimientos adecuados para ejercer el control
sobre las materias relativas al cupón y otras modalidades de juego autorizadas a la
ONCE.

· Resolverá los recursos y reclamaciones que se presenten en materia de afiliación y
de sorteos de cupón, cuando la cuantía del asunto supere el importe establecido.
Asimismo, debe ser informado periódicamente de todas aquellas cuestiones que he
destacado en los epígrafes anteriores, y en especial, deseo destacar las siguientes:
· Inversiones realizadas por la entidad y actos de disposición que afecten al patrimo-
nio de la misma a partir de la cuantía que se determine.
· Presupuesto de la ONCE, previsiones y grandes magnitudes del ejercicio corres-
pondientes a su corporación empresarial, sus resultados empresariales y sociales, cuen-
tas anuales consolidadas y auditoria del ejercicio.

· Programas de servicios sociales realizados, para poder efectuar la evaluación
correspondiente en función de los resultados de dichos programas.
273 Ibídem, pp. 73-74.
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2.2.2.
De la relación de la ONCE con el Consejo del Protectorado.
Los nuevos estatutos de la once, determinan en el art. 28 que el Consejo General es el
órgano de comunicación y representación ante el Consejo de Protectorado, correspon-
diéndole informar sobre todas aquellas materias a que se refiere el apartado 3 del artícu-
lo 8 del Real Decreto 358/1991, modificado por el Real Decreto 1200/1999 y R.D.
1359/2005, formulando las propuestas que, en su caso, correspondan a la entidad, y remi-
tiendo la documentación que preceptivamente esté obligada a presentar la ONCE, para lo
cual contará con la asistencia de la Dirección General o, en su caso, de CEOSA o de la
Fundación ONCE.
2.2.3.
Análisis comparativo.
En esta etapa es necesario estudiar las disposiciones que han regulado la evolución
normativa de la ONCE y las facultades (generales y específicas) que las mentadas dis-
posiciones le han atribuido.
Paso a exponerlas en el siguiente cuadro comparativo:
	Contenido
	R.D. 1.041/1981, de 22
de mayo
	R.D. 2.385/1985, de 27
de diciembre
	R.D. 358/1991, de 15
de marzo 274

	Del
protectorado
	Artículo 7o. Del
Protectorado.
1. El Protectorado del
Estado       sobre       la
Organización se encomien-
da al Ministro de Trabajo,
Sanidad   y    Seguridad
Social, quien lo ejercerá
a través de un Consejo
integrado     por     los
siguientes señores:
Presidente:       El
Ministro   de   Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social.
-   Vicepresidente:    El
Director   General    de
	Artículo 7o. Del
Protectorado.
1. El protectorado del
Estado       sobre       la
Organización Nacional
de   Ciegos   Españoles
corresponde al Ministerio
de Trabajo y Seguridad
Social, quien lo ejercerá
a través de un Consejo
integrado     por     los
siguientes miembros:
Presidente: El Ministro
de Trabajo y Seguridad
Social.
Vicepresidente primero*:
el   Secretario  General
	Artículo 8o.
Protectorado del
Estado.
1. El protectorado del
Estado       sobre       la
Organización Nacional
de   Ciegos   Españoles
corresponde              al
Ministerio de Trabajo y
Asuntos  Sociales, que
velará  por  la coordi-
nación entre los servi-
cios que la ONCE pres-
ta y la política social
general     desarrollada
por el propio Ministerio.
2. El protectorado del


274 Modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio y Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviem-
bre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por el que se reordena la
Organización Nacional de Ciegos Españoles.
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	Acción Social.
Vocales:        Los
Subdirectores Generales
de la Dirección General
de Acción Social y del
Instituto   Nacional   de
Asistencia   Social,   el
Presidente   y  los   dos
Vicepresidentes       del
Consejo    General,    el
Delegado General de la
Organización    y    tres
Vocales      libremente
designados     por     el
Ministro   de   Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social   entre   personas
que se hayan distinguido
por su labor en favor de
los ciegos, uno de los
cuales    actuará,    por
designación            del
Presidente del Consejo,
como Vocal Interventor.
Vocal     Secretario:
Actuará como Secretario
General     del     Fondo
Nacional de Asistencia
Social de la Dirección
General     de    Acción
Social.
2.     Corresponde     al
Consejo de Protectorado
velar por la observancia
de la legalidad, correcta
aplicación de los recur-
sos y la alta inspección
de todos los servicios y
actividades      de      la
Organización   y   para
ello:
a) Aprobar los Estatutos
de la Organización y, en
general,  informar con
	para     la     Seguridad
Social.
Vicepresidente   segun-
do*:      la      Directora
General    de    Acción
Social.
Vocales: el Presidente y
los dos Vicepresidentes
del Consejo General de
la    Organización;    el
Director General de la
Organización,    cuatro
representantes         del
Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social, desig-
nados por el Ministro,
uno    de    los    cuales
ejercerá    la    función
interventora     en     la
Organización, un repre-
sentante del Ministerio
de       Economía       y
Hacienda, un represen-
tante del Ministerio del
Interior, y un represen-
tante del Ministerio de
la Presidencia. Igualmente,
podrán    asistir   como
Vocales eventuales con
voz,    pero    sin   voto,
aquellas  personas que
sean expresamente con-
vocadas        por       el
Presidente del Consejo
de   Protectorado   por
haberse distinguido en
su labor en favor de los
ciegos.
Secretario:  el Jefe del
Gabinete Técnico  del
Consejo de Protectorado,
con voz, pero sin voto.
2.     Corresponde     al
Consejo de Protectorado
	Estado  se  ejercerá  a
través de un Consejo
integrado     por     los
siguientes miembros:
Presidente: Ministro de
Trabajo     y    Asuntos
Sociales.
Vocales: tres represen-
tantes del Ministerio de
Trabajo     y    Asuntos
Sociales, dos represen-
tantes del Ministerio de
Economía y Hacienda y
un   representante   del
Ministerio del Interior,
con igual nivel o superi-
or    al    de    Director
General  y designados
todos ellos por el titular del
respectivo Departamento;
el Presidente y cuatro
miembros del Consejo
General de la ONCE,
así como  el Director
general  de la organi-
zación.
También podrán asistir
como vocales, con voz,
pero sin voto, aquellas
personas que sean con-
vocadas  expresamente
por la Presidencia.
Secretario: el titular de
la Subdirección General
de             Participación,
Fundaciones y Entidades
Tuteladas       de       la
Dirección General  de
Coordinación           de
Políticas     Sectoriales
sobre la Discapacidad
que actuará con voz y sin
voto.
El        Consejo        de
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	carácter  preceptivo y
vinculante los proyec-
tos normativos por los
que deba regirse el fun-
cionamiento     de    la
Organización,
b) Informar con carác-
ter preceptivo y vincu-
lante los proyectos de
presupuestos ordinarios
y extraordinarios y la
cuenta general de liq-
uidación del ejercicio.
c) Aprobar las plantil-
las   orgánicas   de   la
Organización,
d) Autorizar los actos
de    disposición    que
afecten  al  patrimonio
de  la Entidad en el
marco de la legislación
aplicable.
e)     Intervenir,     con
carácter  previo  a  su
realización, los ingre-
sos, gastos y pagos a
través      del      Vocal
Interventor  y  de   los
Interventores
Delegados,
f) Resolver las recla-
maciones   y   recursos
contra      actos      del
Consejo General o del
Delegado       General,
agotando la vía adminis-
trativa y  previa a la
jurisdiccional,
g) Informar las propues-
tas de nombramiento y
cese    del    Delegado
General.
h) Promover, a iniciati-
va     propia     o     del
Consejo   General,    y
	velar por la observancia
de  la  legalidad  y  el
cumplimiento   de   los
fines de la Organización,
así como la alta inspec-
ción de todos los servi-
cios y actividades de la
misma y en particular:
a) Aprobar los Estatutos
de la Organización, que
habrán de  incluir las
normas reguladoras de
la actividad económico-
financiera de la misma
y, en general, informará
con carácter preceptivo
y vinculante los proyec-
tos normativos internos
de la propia Organización
sobre desarrollo estatu-
tario.
b) Proponer a iniciativa
propia  o del  Consejo
General y oído éste, en
todo caso, las medidas
normativas        conve-
nientes para el correcto
cumplimiento   de   los
fines de la Organización.
c) Informar, con carác-
ter preceptivo y vincu-
lante, los proyectos de
presupuestos ordinarios
y extraordinarios de la
Organización    y    las
modificaciones      pre-
supuestarias correspon-
dientes,   así como  las
cuentas y balances del
ejercicio,       relativos,
tanto  a la liquidación
del presupuesto como,
en     genera],     a     la
situación   económico-
financiera y patrimonial
	Protectorado aprobará
sus normas internas de
funcionamiento.
3.     Corresponde    al
Consejo de Protectorado
velar por la observan-
cia de la legalidad y el
cumplimiento de  los
fines de la Organización,
así    como    la    alta
inspección  de  todos
los servicios y activi-
dades de la misma y
en particular:
a) Aprobar, a propues-
ta del Consejo General
de    la   ONCE,    los
Estatutos      de       la
Organización,        así
como   sus   modifica-
ciones.    La    ONCE
deberá     remitir     al
Consejo de Protectorado,
para su conocimiento,
todas las normas inter-
nas que se dicten para
el  desarrollo  de  los
Estatutos.
b) Promover a iniciati-
va    propia    o    del
Consejo   General    y
oído éste en todo caso,
las medidas de carác-
ter normativo, adminis-
trativo o de cualquier
otra   índole,   conve-
nientes para el correc-
to   cumplimiento   de
los fines de la organi-
zación.
c)   Informar,   con   la
conformidad   de   los
Ministerios de Economía
y   Hacienda    y    del
Interior y con carácter
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	oído éste en todo caso,
las medidas legislativas
convenientes   para   el
correcto cumplimiento
de   los   fines   de   la
Entidad.
	de   la   Organización,
todo ello en los térmi-
nos    que    el    propio
Consejo de Protectorado
acuerde.
d) Autorizar, a propues-
ta del Consejo General,
las  inversiones de la
Organización, así como
los actos de disposición
que afecten al patrimo-
nio de la misma, en los
términos que el Consejo
de Protectorado acuerde
con arreglo a principios
de seguridad, rentabili-
dad y eficacia.
e) Controlar la correcta
aplicación de los recur-
sos, ejerciendo, a través
del Vocal Interventor, la
función     interventora
acerca de los ingresos y
gastos         de         la
Organización,       con-
forme a los Estatutos.
f) Resolver las reclama-
ciones y recursos con-
tra   los   actos   de   la
Organización, agotando
la   vía   administrativa
previa   a  la jurisdic-
cional  en  materia de
afiliación,   así   como
respecto a los sorteos
del  cupón pro-ciegos,
cuando, en este último
caso,   la   cuantía   del
asunto supere el millón
de pesetas.
g) Establecer, oído el
Consejo General y sin
perjuicio de las compe-
tencias gestoras que a la
	previo al sometimiento
al        Consejo        de
Ministros, las propues-
tas que se eleven a este
respecto de las autoriza-
ciones que, en materia
de   juegos   de    azar
autorizados      a      la
ONCE,  sean precisas
conforme a lo previsto
en el artículo 7 del pre-
sente Real Decreto.
d) Establecer de con-
formidad con lo dis-
puesto en el artículo 7
los   criterios   y  pro-
cedimientos  adecua-
dos para ejercer el con-
trol sobre las materias
relativas  al cupón y
otras  modalidades  de
juego autorizadas a la
ONCE.
Asimismo,       recabar
cuanta      información
considere precisa para
verificar el volumen de
las emisiones realizadas,
la recaudación obteni-
da, los premios paga-
dos, los premios cadu-
cados y cuantos datos
sean precisos para veri-
ficar el cumplimiento
de   los   Acuerdos   de
autorización.
e) Ser informado docu-
mentalmente,  durante
el mes de diciembre del
año anterior, de los pre-
supuestos ordinarios de
la organización, y en su
momento, de las modi-
ficaciones a los mis-
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	propia    Organización
competen,  los  térmi-
nos,      características,
modalidades,  frecuen-
cias, cuantías, número
de billetes y, en gener-
al, cualquier aspecto de
los sorteos del cupón
pro-ciegos,  así como
las alegaciones totales
o parciales que los sor-
teos     hubieren      de
experimentar,  previa
autorización, en todo
caso, del Ministro de
Economía y Hacienda,
h)       Autorizar       la
aceptación  de  heren-
cias, legados y dona-
ciones por el Consejo
General,           cuando
impliquen    caigas    u
obligaciones   para   la
Organización,
i)   Autorizar,   previa-
mente,      el      endeu-
damiento       de       la
Organización   en   los
términos que prevean
los Estatutos,
j) En general, realizar
cuantas     actuaciones
sean necesarias para el
mejor ejercicio de las
funciones   de  protec-
torado estatal sobre la
Organización.
3.   Como   órgano   de
apoyo  al  Consejo  de
Protectorado,  existirá
un Gabinete Técnico,
dependiente     de     la
Dirección  General  de
Acción Social, al cual
	mos, así como de los
presupuestos  extraor-
dinarios   cuando   se
produzcan.
Dichos   presupuestos
contendrán las previ-
siones y grandes mag-
nitudes  del  ejercicio
respecto de CEOSA,
así como los criterios
y cuantías de los flujos
económicos  entre  la
ONCE   y   su   corpo-
ración empresarial.
f) Simultáneamente a
la     presentación     e
información   de   las
cuentas anuales de la
organización,         ser
informado     por     el
Consejo General sobre
los mecanismos y pro-
cedimientos   adopta-
dos   para   ejercer   el
control sobre CEOSA,
al objeto de que ésta
cumpla       adecuada-
mente   los   objetivos
empresariales           o
sociales que la ONCE
le ha asignado, y sobre
el cumplimiento de los
criterios      de      fun-
cionamiento           de
CEOSA  que,   en   su
caso, pudiera fijar el
Consejo de Ministros,
g) Ser informado de
las inversiones realizadas
por  la  organización,
así como de los actos
de   disposición   que
afecten al patrimonio
de la misma, a partir
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	corresponderán       las
siguientes funciones:
a) Ejercer las activi-
dades  administrativas
de  la   Secretaría  del
Consejo de Protectorado,
preparar e instrumentar
sus   acuerdos,   asistir
técnicamente a dicho
órgano   y   ordenar   e
impulsar los asuntos de
su competencia,
b) Ejercer,  por dele-
gación del Consejo de
Protectorado,          la
inspección de los ser-
vicios y actividades de
la   Organización,   en
particular lo relativo a
la    explotación     del
cupón pro-ciegos,
c)   Seguir,   por   dele-
gación del Consejo de
Protectorado,          los
acuerdos y decisiones
de   los   órganos   de
gobierno y gestión de
la Organización,
d) En general, cualesquiera
funciones     que     el
Consejo de Protectorado le
delegue expresamente.
	de   la   cuantía   que
establezca el Consejo
de Protectorado,
h) Ser informado, den-
tro de los seis meses
siguientes al del cierre
del ejercicio económi-
co, sobre los progra-
mas de los servicios
sociales realizados por
la           organización
durante ese ejercicio,
para     efectuar     la
evaluación correspon-
diente en función de
los    resultados    de
dichos programas,
i) Ser informado docu-
mentalmente,   dentro
de  los   seis   meses
siguientes   al cierre
del ejercicio económi-
co, sobre las cuentas y
los balances consoli-
dados de la ONCE, así
como de la liquidación
del presupuesto y, en
general,       de       la
situación económica,
financiera y patrimo-
nial de la organización
incluida CEOSA.
j)  Elaborar planes  y
proponer convenios de
cooperación   para   el
desarrollo de activi-
dades      relacionadas
con  los  fines   de  la
ONCE   en   las   que
estén interesados otros
Organismos    de    la
Administración     del
Estado,  ya  sea por
iniciativa propia o la
propuesta   de    otros
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	Organismos     de      la
Administración      del
Estado y del Consejo
General de la ONCE.
k) Conocer y analizar
los informes de audito-
rias sobre las cuentas
anuales individuales y
consolidadas    de     la
organización,     y    de
CEOSA       que       se
realizarán con periodici-
dad anual y serán encar-
gadas por aquélla a una
empresa audítora inde-
pendiente.
El contenido y alcance
de las auditorias com-
prenderán  necesaria-
mente,  los  elementos
que permitan expresar
una opinión sobre los
estados    contables    y
financieros, el grado de
rentabilidad económica
de las inversiones, los
procedimientos de con-
trol interno, el grado de
cumplimiento    de    la
legalidad vigente y los
demás   extremos   que
sean   ordinarios   en  el
sistema de control de
auditorias.
Asimismo, el  Consejo
de Protectorado en el
ejercicio de  sus  fun-
ciones, podrá determi-
nar la  realización  de
auditorias por empresa
auditora independiente,
a los fines que el mismo
determine en el ámbito
de sus competencias.
1) Ser informado por la
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	ONCE del cumplim-
iento  de las  obliga-
ciones y del resultado
de las actuaciones en
las     materias    con-
tenidas en el Acuerdo
General      entre      el
Gobierno de la Nación
y la ONCE vigente en
cada momento en los
términos previstos en
él.
m) Resolver las recla-
maciones  y recursos
contra los actos de la
organización,  agotan-
do la vía administrati-
va previa a la juris-
diccional, en materia
de afiliación y de las
modalidades de juegos
autorizados     a     la
ONCE,   cuando,   en
este último caso,  la
cuantía   del    asunto
supere  4.000.000 de
pesetas,
n) Informar con carác-
ter     previo     a     la
aceptación de heren-
cias, legados y dona-
ciones por el Consejo
General, cuando éstas
impliquen   cargas   y
obligaciones para  la
Organización,
n) Aprobar y tramitar
ante     los     órganos
administrativos correspon-
dientes, a solicitud del
Consejo       General,
propuestas de medidas
concretas,   tanto   de
modificaciones    nor-
mativas     como     de
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	índole  administrativa,
para garantizar la efec-
tiva    persecución    y
represión de los juegos
ilegales.
o) En general, realizar
cuantas acciones sean
necesarias    para     el
mejor desenvolvimiento
de la ONCE, la correc-
ta consecución de sus
objetivos y la coordi-
nación más idónea con
la Administración del
Estado.
4. Los informes que de
acuerdo con lo estable-
cido   en   el   presente
Real   Decreto   deban
ser   elevados   por   la,
ONCE al Consejo de
Protectorado,    tienen
carácter previo y pre-
ceptivo   en   relación
con aquellas materias
a las que los mismos
se refieran.


2.2.4. Facultades generales.
En la fase democratizadora, el protectorado se caracteriza por el; ejercicio de tres
facultades generales:
· Observancia de la legalidad.

· Correcta aplicación de los recursos.

· Alta inspección de todos los servicios y actividades de la organización.

La primera y la tercera se van a reiterar en 1985 y 1991, y la segunda se modifica por:
-
Cumplimiento de los fines de la organización. Es la consecuencia inmediata de una
modulación en la concepción y ejercicio del protectorado, que amplia las atribuciones
que van a corresponder a la ONCE, siempre que se cumplan los fines para los que ha
sido creada.
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2.2.5.
Facultades específicas.
Respecto a las facultades específicas, procedo a su sistematización, para poder efec-
tuar un análisis pormenorizado de su contenido, así como de la modificación del régi-
men jurídico de las mismas275:
2.2.6.
Consecuencias.
Ala vista de la sistematización expuesta es posible extraer las siguientes consecuencias:
a) Facultades legislativas y normativas.
Se establece que corresponderá al Consejo de Protectorado velar por la coordinación entre
los servicios que presta la ONCE y la política social del Gobierno, lo que ineludiblemente se
desarrollará a través del ejercicio de las facultades legislativas y normativas, atribuidas a
ambas partes y de las que tendrán recíproco conocimiento. Esto es así, pues se incorpora en
la última reforma de RD 358/1991, la remisión al Consejo de Protectorado para su conoci-
miento, de todas las normas internas que se dicten para el desarrollo de los Estatutos.
Inicialmente la regulación normativa de la ONCE debía ser informada con carácter precepti-
vo y vinculante por el Consejo de Protectorado. En la actualidad, salvo para la aprobación de los
275 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNANDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
Escuela Libre Editorial, o.c., pp. 422-436: Los Estatutos de la ONCE afianzaron el camino emprendido, y
«entre las innovaciones que incorporan debo señalar las siguientes:
· La aprobación, modificación y supresión en materia de organización interna de la estructura orgánica cen-
tral y territorial que pasa a ser competencia exclusiva de la ONCE.
· La determinación del grado de visión como presupuesto de hecho de la afiliación es competencia del Consejo
General, siendo éste un hecho muy relevante puesto que en él reside una de las cuestiones esenciales de la Corporación.
· La posibilidad de que la ONCE pueda crear otras personas jurídicas de carácter fundacional o societario-
mercanttl supone dotarle de instrumentos válidos, nuevos y diferentes a los que disponía en la actualidad.
-Las facultades de gastos sin autorización previa del Director General hasta un determinado límite.
· La posibilidad de endeudamiento cuando no se supere cierta cantidad.

· Las inversiones en valores públicos a corto plazo.
· La posible realización de actos de disposición patrimonial.
· La resolución de todos los recursos contra actos del Director General por parte del Consejo General salvo
en materia de afiliación y de sorteos de cuantía superior a 1 millón de pesetas, que siguen residenciados en
el Consejo de Protectorado.

· La atribución de competencias al Director General y al Consejo General para aprobar, modificar o refun-
dir la normativa interna propia de la ONCE sin precisar autorizaciones externas.
En el futuro se debe conseguir la redefinición de la tutela del Estado sobre la ONCE, consistente genéricamente
en velar por la observancia de la legalidad, el cumplimiento de los fines de la corporación y la alta inspección,
pero que concretamente se articule únicamente a través de los mecanismos de alta inspección, de la rendición
anual de cuentas y de la realización de auditorias, debiendo darle un nuevo talante a la actividad estatal de tutela,
transformándose de una actividad cuasi policial o de control, es decir, de carácter negativo, en una actividad más
positiva y constructiva, que ayude a desarrollar a esta corporación todas sus potencialidades en el cumplimiento
de sus fines institucionales y en sus políticas y acciones de solidaridad y cooperación con terceros. Llevando inclu-
so a una nueva concepción ONCE-Estado que se plasme en un texto de rango legal»
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	Contenido
	R.D.
1.041/198
1, de 22
de mayo
	R.D.
2.385/1985,
de 27 de
diciembre
	R.D.
358/1991,
de 15 de
marzo

	Facultades legislativas y normativas
	
	
	

	
	
	
	

	Velar por la coordinación entre los servicios que
la ONCE presta y la política social general
desarrollada por el propio Ministerio
	
	
	SI

	Aprobar Estatutos
	SI
	SI
	SI

	La ONCE deberá remitir al Consejo de
Protectorado para su conocimiento, todas las nor-
mas internas que se dicten para el desarrollo de
los Estatutos
	
	
	SI

	Informar con carácter preceptivo y vinculante los
proyectos normativos por los que deba regirse el
funcionamiento de la organización
	SI
	
	

	Informar con carácter preceptivo y vinculante los
proyectos normativos internos de la propia orga-
nización sobre desarrollo estatutario
	
	SI
	

	Proponer medidas normativas para el correcto
cumplimiento de los fines de la organización.
	
	SI
	SI

	Promover medidas legislativas/normativas
	SI
(Legislativas)
	
	

	Facultades presupuestarias
	
	
	

	Informar con carácter preceptivo y vinculante los
presupuestos
	SI
	SI
	

	Ser informado documentalmente, durante el mes
de diciembre del  año  anterior,   de los  pre-
supuestos ordinarios de la organización, y en su
momento, de las modificaciones a los mismos,
así como de los presupuestos extraordinarios
cuando se produzcan.
Dichos presupuestos contendrán las previsiones
y grandes magnitudes del ejercicio respecto de
CEOSA, así como los criterios y cuantías de los
flujos económicos entre la ONCE y su corpo-
ración empresarial.
	
	
	SI
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	R.D.
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de mayo
	R.D.
2.385/1985,
de 27 de
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	R.D.
358/1991,
de 15 de
marzo

	Simultáneamente a la presentación e informa-
ción de los presupuestos de la organización, ser
informado por el Consejo General sobre los
mecanismos y procedimientos adoptados para
ejercer el control sobre CEOSA, al objeto de
que ésta cumpla adecuadamente los objetivos
empresariales o sociales que la ONCE le ha
asignado, y sobre el cumplimiento de los crite-
rios de funcionamiento de CEOSA que en su
caso, pudiera fijar el Consejo de Ministros.
	
	
	SI

	Ser informado documentalmente dentro de los
seis meses siguientes al cierre del ejercicio
económico, sobre las cuentas y los balances
consolidados de la ONCE, así como de la
liquidación del presupuesto y, en general, de la
situación económica, financiera y patrimonial
de la organización incluida CEOSA
	
	
	SI

	Aprobar las plantillas
	SI
	
	

	Autorizar actos de disposición sobre el patrimonio
	SI
	SI
	

	Ser informado de los actos de disposición que
afecten al patrimonio
	
	
	SI

	Autorizar inversiones de la Organización
	
	SI
	

	Ser informado de las inversiones realizadas
	
	
	SI

	Intervención de ingresos, gastos y pagos
	SI
	SI
	

	Autorizar la aceptación de herencias, legados y
donaciones
	
	
	SI

	Informar con carácter previo la aceptación de
herencias, legados y donaciones
	
	
	SI

	Autorizar el endeudamiento de la Organización
	
	SI
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	Conocer y analizar los informes de auditorias sobre
las cuentas anuales individuales y consolidadas de la
organización, y de CEOSA que se realizarán con
periodicidad anual y serán encargadas por aquélla a
una empresa auditora independiente
	
	
	SI

	Facultades inherentes al procedimiento
administrativo
	
	
	SI

	
	
	
	

	Resolver reclamaciones y recursos contra los actos
del Consejo general o del Delegado General
	SI
	
	

	Resolver las reclamaciones y recursos contra los
actos de la organización, agotando la vía adminis-
trativa previa a la jurisdiccional, en materia de
afiliación y de las modalidades de juegos autoriza-
dos a la ONCE, cuando, en este último caso, la
cuantía del asunto supere 4.000.000 de pesetas
	
	
	SI

	Los informes que de acuerdo con lo establecido en
el presente Real Decreto deban ser elevados por la
ONCE al Consejo de Protectorado, tienen carácter
previo y preceptivo en relación con aquellas mate-
rias a las que los mismos se refieran
	
	
	SI

	Facultades inherentes al sorteo del cupón 276
	
	
	

	Establecer y regular todos los aspectos de los sor-
teos del cupón
	
	SI
	

	Informar las propuestas que se eleven al Consejo de
Ministros sobre las autorizaciones que, en materia de
juegos de azar autorizados a la ONCE, sean precisas
conforme a lo previsto en el artículo 7 del presente
Real Decreto.
	
	
	SI

	Establecer d!e conformidad con lo dispuesto en el
artículo 7 los criterios y procedimientos adecuados para
ejercer el control sobre las materias relativas al cupón y
otras modalidades de juego autorizadas a la ONCE
	
	
	SI
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276 Vide Sentencia Audiencia Provincial Valladolid, núm. 74/2000 (Sección 1a), de 14 de febrero, Ar. 841:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Ejercitada en la demanda origen de este procedimiento una acción de responsabilidad extra-
contractual «ex» artículos 1902 y 1903 del Código Civil contra la «Organización Nacional de Ciegos
Españoles» (ONCE), y apreciada por la Juzgadora de Instancia la excepción de incompetencia de jurisdic-
ción invocada por la entidad demandada ante su condición de Corporación de Derecho Público, se inter-
pone recurso de apelación contra dicha resolución por la actora, doña Ma del Carmen P.. L., quien pone de
manifiesto en el acto de la vista su disconformidad con la resolución dictada en la instancia y en especial
con el hecho de que en la misma no se entrase en el conocimiento de la cuestión de fondo suscitada, al
entender que pese a la naturaleza de Corporación de Derecho Público que evidentemente ostenta la ONCE,
no es propiamente «Administración Pública» y por ello al ejercitarse contra la misma una acción de respon-
sabilidad extracontractual en la que lo que en definitiva se denuncia no es más que una actuación consti-
tutiva de un ilícito civil por un empleado de la Organización, la competencia para el conocimiento del asun-
to debió entenderse correspondiente al Orden Jurisdiccional Civil.
SEGUNDO.- Ciertamente asiste la razón a la Juzgadora de Instancia cuando al examinar la primera de las
excepciones planteadas no hace sino reconocer la evidencia de que la entidad demandada es una
Corporación de Derecho Público que desarrolla su actividad bajo el Protectorado del Estado y que tal y
como establece la Ley 29/1998, de 13 de julio (RCL 1998, 1741) Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, corresponde a la misma conocer de los actos y disposiciones de las
Corporaciones de Derecho Público adoptados en el ejercicio de sus funciones, al equipararse a estos efec-
tos por dicha Ley a la Administración Pública. Asimismo, acierta también la Juzgadora de Instancia cuan-
do señala que al ser la materia relativa al sorteo del cupón una de las atribuciones en que se produce el
Protectorado del Estado sobre la ONCE, ejercido a través del Consejo de Protectorado legalmente estable-
cido, las cuestiones que pudieran plantearse en dicha materia caerían también bajo el ámbito del necesario
conocimiento por la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, máxime cuando en la nueva ley reguladora
de dicha jurisdicción se establece un principio general de competencia para la reclamación de responsabil-
idad patrimonial de la Administración Pública cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de
relación de que derive.
TERCERO.- Sin embargo, y aunque de lo hasta aquí señalado pudiera entenderse que es correcta la
decisión de la Juez de Instancia en un pronunciamiento que obsta al conocimiento de la cuestión de fondo
planteada con la demanda, considera esta Sala que, al menos en el presente caso, asiste la razón a la parte
apelante, pues lo cierto es que de la narración de hechos efectuada en la demanda, de la que no resulta exce-
sivamente fácil concretar el hecho imprudente o negligente imputado, al menos se colige que no existe,
porque no se ha producido, acto o disposición de ningún tipo emanado de la ONCE susceptible de
impugnación, ni tampoco la demanda refiere actuación alguna en materia de sorteo del cupón contra la que
pudiera haberse planteado recurso o reclamación alguna que determinase la necesaria intervención del
Consejo de Protectorado. Es por ello que dado que, en realidad, lo que se plantea en la demanda como
«ilícito civil» no es sino la imputación de un delito de apropiación o engaño a la actora por el vendedor de
cupones de la ONCE, que entrega un billete como reintegro por el que merecedor de premio le entrega la
demandante, quien considera que su billete no estaba premiado con el reintegro sino con el premio gordo
de cinco millones de pesetas, la acción de responsabilidad extracontractual puede ser perfectamente enjui-
ciada ante esta jurisdicción, máxime cuando lo contrario obligaría a la demandante a continuar el cons-
abido peregrinaje jurisdiccional viéndose abocada a acudir al Orden Contencioso-Administrativo una vez
agotada la vía penal y tras cerrársele esta jurisdicción, en la que se llega además al trámite de apelación
tras haberse tramitado en su integridad el procedimiento en la primera instancia».
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	R.D.
1.041/198
1, de 22
de mayo
	R.D.
2.385/1985,
de 27 de
diciembre
	R.D.
358/1991,
de 15 de
marzo

	Recabar cuanta información considere precisa para
verificar el volumen de las emisiones realizadas, la
recaudación obtenida, los premios pagados, los pre-
mios caducados y cuantos datos sean precisos para ver-
ificar el cumplimiento de los Acuerdos de autorización
	
	
	SI

	Facultades sobre los programas de los servicios
sociales
	
	
	

	
	
	
	

	Ser informado sobre los programas de los servi-
cios sociales
	
	
	SI

	Elaborar planes y proponer convenios de coop-
eración
	
	
	SI

	Facultad de nombramiento de cargos
	
	
	

	
	
	
	

	Informar propuesta de nombramiento/cese del
Director General
	SI
	
	

	Otras facultades
	
	
	

	Realizar cuantas actuaciones sean necesarias
para el mejor ejercicio del protectorado
	
	SI
	

	En general, realizar cuantas acciones sean nece-
sarias para el mejor desenvolvimiento de la
ONCE, la correcta consecución de sus objetivos
y la coordinación más idónea con la
Administración del Estado
	
	
	SI

	Facultades exorbitantes
	
	
	

	Existencia de un Gabinete Técnico con funciones de:
secretaría, inspección y seguimiento de los acuerdos
	
	SI
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Estatutos, el protectorado carece de facultades efectivas respecto a la normativa interna de la orga-
nización, pero sin embargo se conjuga con equilibrio el resultado, tras lo expuesto en el párrafo
anterior, pues en su caso el Consejo de Protectorado puede promover medidas legislativas.
b)
Facultades presupuestarias.
El presupuesto, las inversiones, la disposición patrimonial la intervención de ingre-
sos, gastos y pagos, la autorización de herencias, legados y donaciones, así como auto-
rizar el endeudamiento de la organización son facultades de las que hoy no dispone el
protectorado, y que sin embargo estuvieron en su campo de atribuciones. La consecuen-
cia que se desprende de esta afirmación, es que la ONCE es soberana para determinar
el como, el cuánto y en qué distribuye los fondos de la organización.
Sin embargo, el Consejo de Protectorado tiene un profundo conocimiento del desa-
rrollo económico de la corporación, incluyendo las magnitudes correspondientes a
CEOSA. Además sobre esta última se garantiza su control efectivo, al objeto de que
cumpla los objetivos empresariales y sociales asignados.
En definitiva, supone una adecuación a una nueva modalidad de relación y regula-
ción, más acorde con el mundo que vivimos.
c)
Facultades inherentes al procedimiento administrativo.
Inicialmente el Consejo Superior de Ciegos resolvía en última instancia todas las reclamacio-
nes que se producían en el seno de la organización, como único y máximo órgano de la ONCE.
En la actualidad, la resolución de reclamaciones y recursos versará sobre materia de afiliación
y modalidades de juego autorizados a la ONCE, cuando la cuantía del asunto supere 24.040
euros277. Los informes que le serán elevados, tienen carácter previo y preceptivo, pero no vincu-
lante, en relación con aquellas materias a las que los mismos se refieran.
277 Vide José Luís REGUERO IBÁÑEZ, "Las corporaciones de derecho público en el proceso contencioso-adminis-
trativo", en Los colegios profesionales. Administración corporativa, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2001,
pp. 1.06-107: «En el caso de la ONCE, cuando se esté ante actos de sus órganos centrales -Consejo General, Director
General- que agoten la vía administrativa, se tratará de actos recurribles ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
de nuevo por la regla del art 10.1.  j) LJ en relación con el art 14.1 Primera LJ. Ahora bien, para el caso de que el Consejo
de Protectorado ejercite las funciones del art 8.3.1) del RD 358/91, esto es, resuelva "las reclamaciones y recursos con-
tra los actos de la Organización, agotando la vía administrativa previa a la jurisdiccional, en materia de afiliación y de
las modalidades de juegos autorizados a la ONCE, cuando, en este último caso, la cuantía del asunto supere 4.000.000
de pesetas" (texto actualizado conforme al RD 1200/1999, de 9 de julio) la competencia será del mismo Tribunal. En
efecto, es cierto que a tenor del art 8.2 del citado Real Decreto esa fiscalización la ejerce el Consejo presidido por "el
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales" (texto actualizado conforme al RD 1200/1999, de 9 de julio). Esa presidencia
no lleva a aplicar la regla competencial ni del art 11.1 .a) ni del b) LJ, pues el órgano que ejerce la potestad de protecto-
rado es el Consejo y no el ministro».
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d)
Facultades inherentes al sorteo del cupón y demás juegos de azar autorizados.
Este es uno de los aspectos en los que se han reforzado las atribuciones de la
Administración, como consecuencia de las desavenencias surgidas con la ONCE en el
transcurso del tiempo278. Su justificación se explica a lo largo de este trabajo, atendien-
do a las circunstancias especiales que concurren para que la ONCE pueda ofrecer tra-
bajo y prestar servicios a los destinatarios de su actividad.
e)
Facultades sobre los programas de servicios sociales.
En este campo de actividad la cooperación entre la Administración y la Corporación
de Derecho Público supone un modelo a seguir.
f) Facultad de nombramiento de cargos.
Como consecuencia de la naturaleza jurídica de la ONCE se trata de una facultad
que corresponde a los propios invidentes.
g) Otras facultades.
Se trata de proponer cuantas medidas puedan ayudar a conseguir mejores fines para
todos los destinatarios de la actividad de la ONCE. Se refuerza la coordinación con la
Administración del Estado como un elemento clave a la hora de entender los servicios
sociales en la actualidad.
278 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 742: «El Consejo
General de la Organización Nacional de Ciegos Españoles lanzó en 1995 un ultimátum al Gobierno para
que diera una respuesta a sus reiteradas peticiones sobre la actualización del sorteo del cupón de los cie-
gos. En una reunión extraordinaria celebrada el 16 de septiembre de dicho año por los Consejeros de
Unidad Progresista se acordó solicitar, en los próximos 15 días, la convocatoria extraordinaria del Consejo
de Protectorado para que debatiera su propuesta y elevara su decisión al Consejo de Ministros. La ONCE
se quejaba de que las negociaciones, que ha mantenido hasta ahora con el Gobierno, no han superado el
nivel de los Subsecretarios, y de que se aproxima el final de año sin que se haya decidido algo para el pró-
ximo quinquenio. Alegaba el Consejo General de la ONCE, que el Consejo de Protectorado no debe limi-
tarse a controlar al Organismo Tiflológico, porque, además, tiene la obligación de velar para que el funcio-
namiento de ésta sea óptimo, haciéndole más flexible para poder adaptarse al ritmo de los mercados.
La Organización Nacional de Ciegos Españoles ha perdido en el último quinquenio 60.000 millones de
pesetas por esta causa, ya que en ninguno de los últimos cinco años ha alcanzado la entidad el techo legal
de facturación del cupón, que ascendió en 1994 a 300.000 millones de pesetas. La ONCE propuso elevar
el precio del cupón ordinario a 200 pesetas y el de los viernes a 250 pesetas, a partir del 1 de enero de 1996.
La flexibilidad es entendida por el Organismo Tiflológico, como el poder aplicar mayores márgenes de por-
centajes comerciales a la distribución de los premios, que actualmente tienen un máximo del 47,5 por cien-
to en el cupón ordinario y el 52.5 por ciento en el de los viernes; pero el Gobierno tiene distinto concepto
de la flexibilidad para la corporación de invidentes»
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h) Facultades exorbitantes.
Incluyo este apartado, haciendo referencia a la existencia de un gabinete técnico con
funciones variadas (R.D. 2385/85). Dada la naturaleza jurídica de la relación entre la
Administración y la ONCE carecía de fundamento la existencia de un órgano de esta
naturaleza.
2.3. En el ejercicio del protectorado la Administración debe someterse a prin-
cipios consagrados.
Las disposiciones normativas que trazan el régimen jurídico de la actuación de la
Administración en esta materia, se sustentan en algunos principios elementales de ran-
cio abolengo en nuestra doctrina constitucional y administrativa.
2.3.1. Principio de legalidad.
El ejercicio del protectorado implica respeto escrupuloso al principio de legalidad.
Sobre el contenido de este principio debo recordar unas acertadas palabras del profesor
García de Enterría que sintetizan su esencia279:
«La sumisión de la Administración Pública a la Ley y el control efectivo de ese someti-
miento por un sistema eficaz de justicia administrativa que garantice a los ciudadanos consti-
tuye un rasgo esencial y definitivamente establecido del Estado contemporáneo. El sistema de
justicia administrativa se ha ido desarrollando y extendiendo hasta cubrir la plenitud de ese
sometimiento legal. Lo que comenzó presentándose como un control "objetivo", realizado en
el propio interés de la legalidad administrativa, ha pasado a ser, sin perjuicio de ese efecto refle-
jo, una técnica de garantía "subjetiva" de los ciudadanos, cuyos intereses vitales de cualquier
carácter no pueden ser afectados por las Administraciones públicas más que "en virtud de la
Ley" porque sólo en la Ley las sociedades occidentales admiten la prevalencia del poder públi-
co sobre esos intereses privados. [...].
Lo sustancial de los poderes administrativos son poderes discrecionales, que es
verdad que es la Ley la que los otorga y regula, que es verdad que el juez adminis-
trativo podrá controlar en cuanto a sus posibles excesos, pero que sustancialmente
dejan a los administradores extensos campos de libertad, de cuyo ejercicio podrá
derivarse una buena o mala gestión. El Derecho Público no pretende eliminar, en
modo alguno, la política, que es esencialmente sine qua non, libertad de opciones;
intenta sólo ponerle ciertos límites, postulados por la concepción del hombre y de
la sociedad sobre la que vivimos e intentamos seguir viviendo.
De nuevo reaparece aquí la idea ilustrada de la Ley como expresión y garantía
de la libertad, que hoy sentimos como consustancial a nuestra civilización».
279 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "La Administración pública y la ley", Revista Española de
Derecho Administrativo, 108, (2000), p. 574. Cfr. M. BELAD1EZ ROJO, "La vinculación de la
Administración al Derecho", RAP, 153, (2000), p. 320.
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Por tanto es necesario citar el principio de legalidad (arts. 9.3 y 103 CE), tal y como
ha afirmado Parada Vázquez280:
«La vinculación de toda la actividad administrativa a la legalidad se expresa en el artículo
103 de la Constitución, conforme al cual la Administración debe actuar con sometimiento
pleno a la Ley y al Derecho, lo que viene a significar, en principio, tanto como el sometimien-
to al Ordenamiento jurídico o al "bloque de la legalidad", comprensivo de toda la normativa
de origen parlamentario y administrativo, es decir, no reducida a las normas con rango de ley
formal».
2.3.2. Principio de adecuación al interés público281.
Parte de la doctrina282 considera que la conexión con el interés general constituye la vin -
culación mínima y necesaria que todo acto de la Administración debe tener con el Derecho283
para que esa actuación pueda considerarse conforme al ordenamiento jurídico y respetar así
la exigencia que deriva del principio de legalidad y, en última instancia, del principio de juri-
dicidad. En nuestro Derecho la norma que establece que la Administración actúa en benefi-
cio del interés general es el art. 103.1 de la Constitución que dispone lo siguiente: «La
Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con
los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con
sometimiento pleno a la Ley y al derecho». Vínculo positivo que la Administración nunca
podrá desconocer, ya que en tal caso habría vulnerado no sólo el principio de legalidad -no
ha respetado la norma jurídica que establece que sólo podrá actuar en beneficio del interés
general-, sino que, además, habría desconocido el principio de juridicidad al haber actuado
sin que exista la norma atributiva de competencia.
Quizás sea este el momento de acotar en que consiste esa entelequia que utilizamos
los juristas con asiduidad: «interés público/interés general»284. Cabe preguntarse si
280
Vide Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo I, Parte general, Marcial Pons, Madrid,
1999, p. 424.
281
Cfr STS: 27 de octubre de 1962; 31 de octubre de 1970; 24 de abril de 1973; 14 de enero de 1976; 16
de junio de 1978; 25 de julio de 1979; 14 de diciembre de 1979; 28 de septiembre de 1983; 3 de diciem-
bre de 1985; 30 de septiembre de 1986; 19 de julio de 1988, entre otras.
282
Vide M. BELADIEZ ROJO, "La vinculación de la Administración al Derecho", RAP, 153, (2000), pp. 328-329.
283 Vide STS de 6 de abril de 1979 (Ar. 1571): «[...], puesto que también si la Administración por razones de inte -
rés público regula el condicionado de una póliza sustrayéndole a la voluntad de los contratantes, es evidente que
se conculcaría dicho interés consintiendo después de su vigencia la aplicación de unas cláusulas ya derogadas,
aunque estén aún reflejadas en el documento formal suscrito por los contratantes y constituyan sus voluntades
contractuales, máxime cuando como en este caso ocurre, las nuevas disposiciones legales admiten su acomoda-
ción a ellas, porque entonces esas cláusulas derogadas no son vivo reflejo de las nuevas normas de interés públi -
co que exige el nuevo condicionado de tales pólizas [...]».
284 Vide Ramón MARTÍN MATEO, "La sustantividad del derecho administrativo", RAP, 53, (1967), p.
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cuando hablamos de interés público, estamos hablando de un concepto jurídico indeter-
minado, o nos referimos a una arbitrariedad de los poderes públicos. Se admite por la
doctrina que estamos en el primer supuesto285, y que es posible su control judicial.
Así ha sido explicado, aunque con matices, por los profesores Alejandro Nieto286:
«los intereses generales son indefinidos (en cuanto que ninguna norma lo hace) e indefini -
bles objetivamente (en cuanto que no existe criterio objetivo alguno para realizar esta opera-
ción), con la consecuencia de que su función primordial sigue siendo ideológica, es decir, de
cobertura legitimadora de los Poderes públicos para justificar el contenido de sus decisiones e
incluso su mera intervención formal en las relaciones sociales. Constatado esto, el análisis ha
demostrado, sin embargo, que no es lícito detenerse aquí, ya que la función ideológica tiene
una segunda vertiente no menos importante: la limitación del Poder. Si el Poder se legitima por
los intereses generales, es claro que dicha legitimación únicamente opera cuando existen tales
intereses y fuera de ellos la actuación se convierte en ilegítima»;
y García de Enterría287:
«pero me parece que no puede caber ninguna duda en estos dos asertos esenciales:
primero, que el término «interés general» es, en efecto, un «concepto jurídico indetermi-
nado» en cuanto es utilizado por las Leyes; y, segundo, que justamente por ello, y sólo
por ello, el juez puede controlar -y controla de hecho- su aplicación por la
Administración. [...]. Que la idea de interés público o de interés general es un «concepto
legal» (mejor que «jurídico», para evitar el equívoco de que se trate de cualquier cons-
trucción intelectual y abstracta, como podría dejarse suponer) de alcance indeterminado,
es la evidencia misma, desde el momento en que las leyes lo emplean con frecuencia y
porque su alcance es, evidentemente, indeterminado, pues no permite una aplicación pre-
cisa, determinada e inequívoca en un supuesto dado. [...]. Interés general o interés públi-
co son guías claras que utiliza el constituyente para organizar instituciones o actuaciones
públicas. En modo alguno podrían interpretarse, precisamente, como expresiones que
habiliten a los titulares de los poderes públicos para acordar lo que su buen querer o ima-
ginación puedan sugerirles, como habilitantes de una verdadera discrecionalidad, en sen-
tido técnico, según la cual cualquier decisión, cualquier opción entre alternativas sería
47: «[...]• Pero siempre habrá de concluirse sobre la presencia o no del interés público, porque esta noción
es, en sí metajuridica, cuya trascendencia para el mundo del Derecho sólo resulta de su concreción norma-
tiva y de !a decisión al respecto del órgano estatal competente. [...]. Queda, pues, demostrado que la con-
secución de finalidades de interés público, bien que inherente a todas las actividades de la Administración,
ni es exclusiva de ésta ni implica por sí la utilización de un régimen imperativo. [...]».
285 Vide J.Ma. GIMENO FELIU, "Sistema económico y derecho a la libertad de empresa versus reservas
al sector público de actividades económicas", RAP, 135, (1994), p. 209. También hace referencia a la STC
68/1984, de 11 de junio: «No cabe desconocer que la facultad atribuida por la Constitución al Estado para
definir el interés general, concepto abierto e indeterminado, llamado a ser aplicado a las respectivas mate-
rias, puede ser controlado, frente a posibles abusos, y a posteriori, por este Tribunal».
286 Vide Alejandro NIETO, "La Administración sirve con objetividad los intereses generales", en Estudios
sobre la Constitución Española (Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría), Vol. III, Cívitas,
Madrid, 1991, pp. 2185-2253.
287 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Una nota sobre el interés general como concepto jurídico
indeterminado", REDA, 89, (1996), pp. 69-89.
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legítima. Más bien la intención del constituyente, [...], viene a ser precisamente la
contraria. [...]. La Administración no cuenta con una autonomía de actuación com-
pleta. Su actuación está en principio determinada por las Leyes, las cuales son las
que efectúan, dentro de la Constitución, la selección de lo que en el concierto social
debe ser calificado de interés general y confiado, en una u otra medida, a la gestión
administrativa. Pero esta primera selección no agota la función del interés público.
Con toda normalidad, las leyes encomiendan a la Administración una actuación
determinada, y aun, dentro de ese ámbito de actuación, prescriben la necesidad de
que la Administración tome en cuenta para adoptar ciertas medidas (excepciones al
régimen común, adopción de medidas exorbitantes, etc.), un interés más cualifica -
do».
La finalidad a que la Administración Pública queda sujeta es el servicio a los inte-
reses generales. El servicio a los intereses generales, no califica por sí mismo (desde
esta perspectiva integradora o superadora de la oposición entre intereses públicos e
intereses privados) de público al Derecho regulador de la Administración Pública. El
carácter público de este Derecho deriva de la circunstancia de que sus normas tienen
por destinatario un Poder Público. Existe una acepción estricta de interés general, a
saber: «los bienes jurídicos imputables a la colectividad, cuya tutela corresponde, por
ello, a los poderes públicos, es decir, a las organizaciones estatales (o a las designadas
por éstas), en cuanto gestores cabalmente de los intereses del común o no pertenecien-
tes (en su caso, no asignados) a la esfera propia de los sujetos privados». En esta acep-
ción, «el interés general se identifica con el interés público y se contrapone, genérica-
mente, al interés particular o privado»; pero se trata de una contraposición genérica,
«no es de naturaleza, no da lugar inexorablemente, en todos los supuestos, a una con-
tradicción irreductible entre los mismos, en términos de bloques; de intereses compac-
tos, diferenciados, incompatibles y, por tanto, portadores de exigencias inconcilia-
bles [...]. Consecuentemente, no es infrecuente que, en función de las circunstan-
cias del caso, la satisfacción de un interés general o público, sí entra en contradic-
ción con unos concretos intereses privados, de otro lado y al mismo tiempo coinci-
da objetivamente o sea perfectamente compatible con otros intereses privados dis-
tintos»288. No es la peculiar teleología apuntada (el servicio a los intereses genera-
les) el criterio último de división entre los Derechos Público y Privado.
Esta sería una visión de los intereses generales como inmanentes a los intereses par-
ticulares, según la cual «se admite que la Administración no está solo para realizar los
intereses generales sino también, y con igual título, los intereses particulares, igualmen-
288  Cfr. Luciano PAREJO ALFONSO, "El interés general o público", Manual de derecho administrati-
vo, Vol. I, 4a edición, Ariel, Barcelona, 1988, pp. 240-241.
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te dignos de protección y fomento. Circunstancia que facilita la ruptura del prin-
cipio absoluto de la prevalencia de los intereses generales»289.
En todo caso, tal y como afirmó el profesor Parejo Alfonso290, la cuestión estri-
ba en que es imposible una definición a priori del interés público, pues el mismo
ha de ser identificado en cada caso. Su definición es difícil, si no imposible, en tér-
minos generales. Resulta más sencilla desde una perspectiva negativa, es decir,
mediante la identificación de actividades o medidas que atentan contra el mismo.
El contenido del interés público únicamente puede ser referido a valores, actuacio-
nes y bienes existentes en cada momento histórico. Esta de la historicidad es, por
cierto, otra característica del interés público, en la medida en que las comunidades
políticas asumen en el tiempo diversos intereses o bienes colectivos. Las expresio-
nes "interés público" e "interés general" son, por lo demás, versiones recientes de
otra fórmula más depurada y precisa: la de bien común. El rechazo a las técnicas
mediante las que antaño se buscó y delimitó el bien común (las técnicas previas al
constitucionalismo, las propias del Antiguo Régimen) produjo el arrumbamiento
de la expresión (no, lógicamente, de su esencia). El concepto de bien común vino
entonces a ser formulado con palabras como interés general, interés público, inte-
rés social, utilidad pública, etc. En esta mutación terminológica confluyeron, junto
a la apuntada, causas muy variadas: además del carácter económico que en ellas
se percibe (interés y utilidad), el naciente socialismo jugó también en dicha muta-
ción su papel.
Quizás ahora resulte más sencillo entender el ejercicio del protectorado y su
relación con el interés público.
IV. Grupo normativo regulador.
1. Derecho estatal.
1.1. Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto
1200/1999, de 11 de julio y Real Decreto 1359/2005, de 18 de Noviembre.
La regulación de la ONCE se determina en el Real Decreto 358/1991, de 15
de marzo, modificado en parte por el Real Decreto 1200/1999, de 11 de julio, y
289
Cfr. A. NIETO, "La Administración sirve ...", o.c, pp. 2208-2209.
290
Cfr. Luciano PAREJO ALFONSO, Antonio JIMÉNEZ BLANCO y Luís ORTEGA ALVAREZ,
Manual de derecho administrativo, Vol. I, ed. Ariel, Barcelona, 1988, p. 468.
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Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, que han sido abordados con ante-
rioridad. Por tanto, tendríamos que considerar el Real Decreto estatal y demás
normas estatales que los complementen y desarrollen.
1.2. Acuerdo General entre la ONCE y el Gobierno de la Nación.
Entre las normas que complementan y desarrollan el Real Decreto estatal, debo hacer
referencia al Acuerdo General entre la ONCE y el Gobierno de la Nación, aprobado por
Consejo de Ministros de 27 de febrero de 2004, en el que se recoge un nuevo marco para la
explotación de los juegos de azar, que permite, en cómputo anual, elevar la distribución de
premios hasta el 55% y la posibilidad de venta de juegos semiactivos291.
2. Derecho propio de la ONCE.
La autonomía normativa tal y como la describe el insigne jurista M.S. GIANNINI,
es la potestad atribuida por el ordenamiento jurídico estatal a entes diferentes del
Estado de emanar normas pertenecientes al mismo ordenamiento jurídico estatal292.
Pues bien, en este caso, el sistema pivota sobre los estatutos de la organización y regla-
mentaciones internas, que en definitiva son los que harán efectivos los derechos y obligacio-
nes inherentes a la actividad de la organización293. Dada la naturaleza jurídica de la ONCE,
cuando desempeñe funciones delegadas por la Administración, las normas que las discipli-
nan se incardinan en el ordenamiento jurídico-adrninistrativo.
291 Vide Memoria de la ONCE y su Grupo, año 2003, pp. 39-40: «En el mes de julio se llegó a una resolución
en el seno del Consejo de Protectorado para revisar el Acuerdo General de 1999 creándose a tal fin una comi-
sión negociadora integrada por representantes de ambas partes. Las conversaciones comenzaron en septiembre
y concluyeron con la firma el día 3 de febrero, ya en el año 2004, aprobando el Consejo de Ministros dicho
Acuerdo, y en especial en lo relativo a autorizaciones de juego de azar, en su sesión de 27 de febrero.
El Cuerdo General de 1999 se suscribió para un período de 10 años, pero su revisión estaba previs-
ta en su 5o año de vigencia, es decir, en 2003. Dicha revisión era aconsejable porque todos tos com-
promisos de la ONCE se habían cumplido plenamente en 4 años y medio y porque, sobre todo, resul-
taba imprescindible ante la constatación de que el marco de autorizaciones del Gobierno a la ONCE
en materia de Cupón y juego de azar era claramente insuficiente, lo que le estaba provocando a nues-
tra Entidad una caída de competividad y de ingresos por dicho concepto debido a la falta de flexi-
bilidad respecto de la capacidad comercial autorizada a la ONCE. Por ello era urgente, acometer, con
carácter prioritario e inmediato, la mejora de dicha marco de autorizaciones para frenar el retroceso
comercial y de ingresos y para recuperar una tasa de crecimiento económico razonable, que permi-
tiera atender debidamente el amplio abanico de obligaciones sociales de la Entidad y asegurar su
solidez y estabilidad financiera en el futuro».
292 Vide M.S. GIANNINI, "Autonomía, saggio sui concern" di autonomía", Revista Trimestrale di Diritto Pubblico,
4,(1951), p. 856.
293 Vide José Manuel TEJERIZO LÓPEZ, Los monopolios fiscales, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid,
1975, pp. 120-121: «Otra cuestión que debemos plantearnos en este momento, es si el Patronato de Puestas
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2.1. Estatutos de la ONCE294.
2.1.1. Secuencia temporal, contenido y reforma de los mismos.
El art. 37 del Código Civil se refiere a la figura de los estatutos cuando se plantea la
cuestión de la capacidad civil de la asociación295. Habrá lugar a la potestad reglamenta-
ria sólo cuando la propia ley296 de creación de la corporación así lo establezca y en los
términos y con el alcance que ésta prevea297.
Mutuas tiene la posibilidad de dictar normas en el ámbito de su competencia, en definitiva, si posee lo que
la doctrina llama "autonomía normativa".
El problema referido, en general, a los entes instrumentales aparece resuelto pacíficamente en el sentido
de negar a estos entes tal autonomía. En efecto, no tiene ningún sentido tal autonomía. El Estado, en un
cierto momento, crea un ente determinado para el cumplimiento de unos fines concretos. Después es tam-
bién quien determina su organización y actuación a través de los oportunos reglamentos y sólo en la fase
de actuación concreta se manifiesta la voluntad del ente, pero esta manifestación es exactamente la misma
que tendría una persona jurídica de derecho privado.
Esta argumentación que hemos realizado ¿se puede aplicar sin más al monopolio de las quinielas?. En
nuestro ordenamiento positivo se plantean algunas dudas porque se equiparan las normas estatales y las
disposiciones que dicta el organismo que administra el monopolio.
El problema se resuelve indagando sobre la naturaleza jurídica de estas últimas. Para nosotros las disposiciones que
en diferente momento dicta el Patronato de Apuestas Mutuas para regular el contrato de apuesta a que da lugar el
monopolio, deben incluirse en la categoría de condiciones generales de contratación, puesto que se refieren a la
reglamentación concreta del juego y además nos encontramos ante un contrato de adhesión. Es decir, que el
Patronato en este momento actúa de la misma manera que lo hace una sociedad anónima en condiciones similares.
La conclusión, por tanto, es negar asimismo la autonomía normativa en el caso que nos ocupa».
294 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL CÁNO-
VAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, La Ley,
Madrid, 1990, pp. 58-59: «Ahora bien, conviene hacer algunas breves precisiones acerca del significado y alcan-
ce del término "estatuto" o "estatutos". En efecto, la palabra "estatuto" tiene en castellano diversas acepciones,
entre las que están, sin duda, las dos siguientes: en un sentido "estatuto" equivale a ley, regla o norma que persi-
gue determinada finalidad (el gobierno de un cuerpo, la determinación del régimen autonómico de una región).
En otro sentido, "estatuto" se usa para referirse al régimen jurídico a que están sometidas las personas, por razón
de nacionalidad, de territorio, de profesión o de otro tipo de condiciones personales. En el primer caso, el Estatuto
(con mayúscula) es una especie del género ley, es una disposición legal; en el segundo, en cambio, el estatuto
(ahora con minúscula) constituye el contenido de una ley, reguladora precisamente del régimen jurídico de las per-
sonas o cosas de que se trate.
Obviamente, los Estatutos de la ONCE deben ser entendidos en la segunda acepción, ya que tienen un contenido
estrictamente de regulación interna de la Corporación ONCE y constituyen el máximo exponente del principio de
autonomía de la Corporación. Ahora bien, no sería demasiado arriesgado mantener el criterio de que las propias
normas fundacionales de la ONCE articulan un mecanismo de delegación normativa o cuasinormativa en favor
de la propia ONCE al objeto de elaborar sus Estatutos y, aunque la aprobación de éstos se residencia en el Consejo
de Protectorado (órgano colegiado de la Administración), el argumento no pierde su virtualidad sino que se ve
debilitado por un rasgo más de exorbitante intervencionismo administrativo.
Encontramos en el Real Decreto 1041/1981 una aislada referencia al término Estatutos en el artículo 7.2.a), al atri-
buir la competencia para su aprobación al Consejo de Protectorado, pero sin establecer los más mínimos criterios
en cuanto a su contenido básico, procedimiento de elaboración, plazos, etc. Sin embargo, el Real Decreto
2385/1985, que define por primera vez a la ONCE como Corporación de Derecho Público, realiza con una cier-
ta coherencia un amplio bosquejo de la cuestión estatutaria atribuyendo la competencia de elaboración de los
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El Consejo General en su sesión del 18 de diciembre de 1986, aprobó el proyecto de
los Estatutos de la ONCE, normativa que fue aprobada por el Consejo de Protectorado
en la sesión celebrada el 11 de mayo de 1988. Tras diversas modificaciones, el 23 de
noviembre de 1992, se publicaron los nuevos Estatutos de la ONCE, que fueron modi-
ficados por la Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales (BOE de 13 de abril):
«[....]. Habiéndose aprobado por el Consejo de Protectorado de la Organización
Nacional de Ciegos Españoles, en reunión celebrada el 4 de junio de 1992, la nueva
redacción de los Estatutos de la Organización, adaptada a las Disposiciones del Real
Decreto núm. 358, de 15 de marzo de 1991 (BOE de 21 de marzo), procede, de acuerdo
con lo previsto en la Disposición Adicional de la citada norma, la publicación en el BOE
de dichos Estatutos, que se acompañan como anexo a la presente: resolución.
Madrid, 23 de noviembre de 1992.
En los mismos se reitera que la ONCE es una Corporación de derecho público, de carác -
ter social, a la que pueden pertenecer como afiliados los deficientes visuales españoles, admi-
tidos estatutariamente en ella. Extiende su actividad en todo el territorio del Estado y está
sometida al protectorado de éste. Sus prestaciones y prerrogativas sociales quedan garantiza-
das por lo establecido en la legislación vigente para las corporaciones de derecho público y, en
particular, para la ONCE. Ejerce, además de sus funciones privativas, funciones delegadas de
las Administraciones Públicas, a cuyo efecto dispone de los derechos y beneficios que le han
venido siendo reconocidos por la legislación vigente desde su creación (art. 1).
Estatutos al Consejo General de la ONCE, aunque continua reservando su aprobación al Consejo de Protectorado
y perfilando un contenido básico con materias tales como derechos y deberes de los afiliados, procedimiento de
afiliación, régimen disciplinario, régimen económico-financiero, estructura orgánica y organización territorial,
etc., a la vez que perfila en su Disposición Adicional un plazo de 6 meses para cumplimentar el trámite de elabo-
ración, que el Consejo General prácticamente cumplió ya que se constituyó en junio del 86 y remitió el proyecto
de Estatutos en diciembre de ese mismo año, habiéndose tomado la Administración para su estudio, maduración
y revisión el razonablemente modesto plazo que medió entre enero de 1987 y mayo de 1988».
295 Vide Código Civil, art. 37: «La capacidad civil de las corporaciones se regulará por las leyes que las hayan
creado o reconocido; la de las asociaciones por sus estatutos; y la de las fundaciones por las reglas de su institu-
ción, debidamente aprobadas por disposición administrativa, cuando este requisito fuere necesario».
296
Sobre un concepto singular de Ley, Vide J. ORTEGA y GASSET, Obras completas, Vol. VI, Madrid, 1952, pp.
230-231.
297
Vide Fernando GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho Administrativo, Vol. I, Madrid, 1980, p. 309: «[...] la
potestad reglamentaria de los entes públicos distintos del Estado se concreta en dos tipos de normas: los Estatutos y
los Reglamentos. Con el nombre de Estatutos suele designarse el conjunto de normas que aprueban aquéllos para
reglar su propia organización, o mejor, para completarla en aquellas partes que no hayan sido regladas por ley estatal;
en cambio, reciben el nombre de Reglamentos las normas destinadas a regular las relaciones de dichos entes con sus
funcionarios, con sus componentes (si estuvieran constituidos sobre una base asociativa) o incluso con sujetos extra-
ños a ellos. Considera que, en principio, debe reconocerse la potestad estatutaria a todos los entes no territoriales, mien-
tras que la potestad de dictar Reglamentos que obliguen a terceros exige una específica consagración legal. [...]».
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Determina que la ONCE tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el cum-
plimiento de sus fines y que goza de los beneficios de carácter procesal, tributario y
postal que la legislación estatal le reconoce (art. 2).
La ONCE runda su organización en la democracia interna, la unidad de su institu-
ción, la independencia de gestión y la autonomía administrativa y financiera. Asegura
el libre ejercicio de la participación de sus afiliados en el gobierno y administración de
la institución y fomenta el ejercicio de sus libertades fundamentales. Todo ello, de
acuerdo con lo establecido en cada momento por la legislación vigente (art. 3).
Ninguna Entidad pública o privada podrá utilizar el nombre de Organización
Nacional de Ciegos Españoles ni cualquier otro que pudiera resultar de la adición de
palabras, alteración o combinación de las que lo constituyan, ni las siglas ONCE. El
Consejo General de la Organización podrá acordar autorización expresa, y en su caso
revocarla, para que otras entidades o personas jurídicas, fundadas o constituidas por la
ONCE, al menos con participación dominante o mayoritaria, puedan utilizar el título de
la Organización Nacional de Ciegos Españoles, siempre y cuando los fines de la nueva
entidad queden encuadrados con los fines estatutarios de la ONCE (art. 4).
La ONCE explota, en exclusiva, la concesión estatal de la venta del cupón pro-cie-
gos y otras modalidades de juego de naturaleza activa o pasiva distinta del cupón que
pueda autorizar el Consejo de Ministros, o, en su caso, cualquier otra Administración
competente por razón de la materia (art. 5).
La reforma de los estatutos se configura determinando taxativamente quienes podrán
emprenderla, su debate y su remisión al Consejo de Protectorado, a los efectos oportunos298.
298 Su contenido es el siguiente:
«Título V. De la reforma de los Estatutos.
Artículo 80. La iniciativa para reformar los presentes Estatutos se ejercerá mediante escrito motivado, diri-
gido al Consejo General, en el que se especificará:
a) Filiación detallada de quienes lo soliciten, órgano colegiado o unipersonal.
b) Objeto de la reforma, aclarando el alcance pretendido por la misma.
c) Texto articulado que se ofrece como alternativa.
Artículo 81. La iniciativa para presentar el escrito de reforma mencionado en el artículo anterior, puede partir:
a) Del propio Consejo General, bastando para ello el voto favorable de dos quintos de sus integrantes.
b) De los Consejos Territoriales, requiriéndose que el acuerdo sea adoptado en cualesquiera de sus sesiones, sien-
do necesario que la propuesta parta de un quinto de todos los Consejos Territoriales, como mínimo.
c) Del Director General.
Artículo 82. Desde el mismo instante en el que se inste el proyecto de reforma, el Consejo General, a través de la
Comisión correspondiente, trabajará sobre la citada propuesta, recabando de la Dirección General los dictámenes y estu-
dios necesarios, los cuales se evacuarán al órgano colegiado en el plazo de un mes, a contar desde que sean solicitados.
La Comisión competente, actuando diligentemente, trasladará sus conclusiones al Presidente del Consejo
General, quien ordenará se convoque el Pleno.
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¡2.1.2. Naturaleza jurídica de la forma y del fondo de la aprobación de los
Estatutos de la ONCE.
Tal y como afirmara CALVO SÁNCHEZ299, la naturaleza jurídica de una institución
es ante todo una forma abreviada de expresar su régimen jurídico. Y para averiguar la
naturaleza jurídica de la ONCE ha de acudirse a la regulación que de los mismos hace
el derecho positivo (en este caso las disposiciones que forman parte del grupo norma-
tivo regulador que han sido estudiadas).
Los estatutos son la norma autónoma corporativa que disciplina la organización, estruc-
tura y funcionamiento de la ONCE y el status de sus miembros. Y es que el hecho de que la
aprobación se instrumentalice en una disposición del Gobierno, ha provocado, al fijarse
exclusivamente en este dato formal, que se califique a los estatutos como reglamentos esta-
tales, disposiciones generales emanadas por la Administración del Estado en el ejercicio de
su potestad reglamentaria, que viene así a. desarrollar otras disposiciones de más rango jerár-
quico. Sin embargo, esta calificación puede ser controvertida si tenemos en cuenta que es
producto de una visión exclusivamente formal, que confunde forma y fondo, continente y
contenido. Pues una cosa es la vestidura formal que se otorga a la publicación y otra distinta
es la norma corporativa en sí, fruto y producto de la autonomía de la organización300. De este
modo se avalaría la tesis de considerar el acto de aprobación como acto de control de legali-
dad301. Las consecuencias las pone de manifiesto CALVO SÁNCHEZ,, y son de alto porte302:
Artículo 83.
1.
La propuesta de reforma de los Estatutos, será debatida en el Pleno del Consejo General, y para que pros-
pere, se requerirá mayoría absoluta de los Consejeros que componen el citado órgano.
Si definitivamente resulta aprobada la modificación, inmediatamente se trasladará al Consejo de
Protectorado, a los efectos oportunos.
2.
Asimismo, podrán proponerse iniciativas para la reforma estatutaria en el supuesto de que se promulguen nor-
mas legales, que claramente impliquen la alteración obligada del texto de los vigentes Estatutos. [...]».
299
Vide Luís CALVO SÁNCHEZ, Régimen jurídico de los colegios profesionales, Cívitas, Madrid, 1998, p. 229.
300
Ibídem, pp. 237-238. Vide Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, Fundamentos de derecho adminis -
trativo, Ceura, Madrid, 1988, p. 353: «En todos los sistemas normativos se ha experimentado un fenóme-
no de progresiva formalización y tipificación, de suerte que las normas son lo que son no porque posean
uno u otro contenido material, sino en virtud de datos extrínsecos, como la autoridad u órgano que los dicta,
el procedimiento de su elaboración e incluso el nombre o rótulo que se les asigna».
Vide Dictamen del Consejo de Estado de 28 de septiembre de 1978 (Exp. 41.786), a propósito del proyecto
de Estatutos del Colegio Nacional de Ópticos: «La primera cuestión que ha de dilucidarse es la de si, efectiva-
mente, debe o no considerarse como Reglamento ejecutivo de una Ley el texto de los Estatutos que, para su pro-
pio régimen, redactó una organización profesional encuadrada en la Ley de Colegios de tal índole. Entiende el
Consejo de Estado que semejantes prescripciones estatutarias aunque hayan de ser sometidas a la aprobación de
la Administración Pública carecen, en rigor, de ese carácter de Reglamento ejecutivo. No tienen, ante todo, la nota
de generalidad. Cada organización profesional los elabora dentro del ámbito que la Ley les reconoce y para su
exclusivo uso y régimen. La aprobación por la Administración Pública no tiene otro significado que el de com
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«En primer lugar, facilita el hallazgo de remedios contra la inactividad gubernamen-
tal en la aprobación de los estatutos [...]: al permitir básicamente, la aplicación del silen-
cio administrativo positivo. Permite en segundo lugar, situar en coordenadas completa-
mente diferentes el entendimiento del principio de legalidad sancionadora por relación a
la actividad disciplinaria de los Colegios Profesionales, lejos del esquema Ley-
Reglamentos estatales. [...]».
Quizás por ello en la Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, por la que se publican los nuevos estatutos de la ONCE se determina:
«Conforme al mencionado marco regulador, corresponde al Consejo General de la
Organización aprobar, por mayoría absoluta, la propuesta de modificación de sus
Estatutos, que deberá ser ratificada por el Consejo de Protectorado de la ONCE, quien
dispondrá su publicación en el "Boletín Oficial del Estado"».
Dicho de otro modo, la aprobación por el Consejo de Protectorado de los Estatutos
constituye un acto que persigue estrictamente la práctica de un control de legalidad de
los Estatutos previamente aprobados por la ONCE. La determinación es aquí un acto
(ratificación), no una norma o reglamento estatal, cuyo contenido es la aprobación de
la norma. De este modo, el acto sometido a aprobación es un acto perfecto y válido,
pero no puede surtir efectos hasta que sea aprobado. Y el acto de aprobación debe ceñir-
se a un control de legalidad303. Y además, esta tesis debe ser complementada con una
probar si, en el ejercicio de su potestad reguladora de su propio ámbito, que la Ley había de reconocer a estas
Corporaciones si no quería despojarlas de todo sentido y ponerlas en pugna con su propia tradición, tales
Corporaciones, como de Derecho Público que son, se mantuvieron o no dentro de los límites y obedecieron a las
prescripciones legales y reglamentarias que le son de aplicación. Mas ello no cambia ni altera su naturaleza pro-
pia, que es la de prescripciones orgánicas de carácter autonómico, atinentes a la organización y funcionamiento
de los organismos colegiales y obligatorias para quienes formen parte de ellos».
Vide Dictamen del Consejo de Estado de 5 de febrero de 1981 (Exp. 43.066).
302
Vide Luís CALVO SÁNCHEZ, Régimen jurídico de los colegios profesionales, Cívitas, Madrid, 1998, p. 239.
303
Vide STS de 5 de diciembre de 1992 (Ar. 10.682): «Importa destacar [...] el procedimiento de elabo-
ración y aprobación de los Estatutos Generales de los Colegios de una misma profesión o los de ámbito
nacional, tal como aparece regulado por la Ley de Colegios Profesionales, Ley 2/1974, de 13 de febrero,
modificada por norma de igual rango tal la Ley 74/1978, de 26 de diciembre. El esquema procedimental
es simple. La autonomía de las Corporaciones profesionales, en tanto personificaciones de base sectorial
privada, se reconoce al atribuirles la sustancial fase de elaboración de tales Estatutos generales [...], atri-
buyéndose la aprobación, como acto de tutela debilitada o relativa, a la Administración del Estado tutelan-
te (en tanto que encomienda a aquellos Colegios determinadas funciones de interés general o supraprofe-
sionales), mediante la intervención, aprobatoria o desaprobatoria, del Consejo de Ministros que actúa, y es
de interés resaltarlo, a través y mediante formal propuesta del Ministerio al que se adscriben los Colegios
profesionales correspondientes, según se desprende del art. 6, ap. 2, en relación con el art. 2, ap. 3, y tam-
bién de la disposición Adicional Segunda, párrafo final, del texto legal citado (FJ. 2). [...].
Así las cosas, las actuaciones ponen de relieve que la inactividad administrativa, generadora del acto pre-
sunto, no fue achacable, según dijimos al Consejo de Ministros en sede final de aprobación conformado-
ra, sino al Departamento ministerial de constante referencia, al que incumbía depurar el texto elaborado
por el Consejo Superior, previa la preceptiva audiencia de los Colegios profesionales de Químicos, de
eventuales ilegalidades (FJ. 4). [...].
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segunda proposición que estaría sustentada en la siguiente afirmación: la potestad de
aprobación del Consejo de Protectorado de los Estatutos sólo puede estar orientada a
asegurar la correcta integración en el sistema estatal del sistema normativo de la ONCE,
mediante el respeto por los Estatutos de la organización de las disposiciones legales
vigentes304. Precisamente por ello, el oportuno control de legalidad se encomienda a
alguien extraño a la propia organización, para que verifique dicha constatación.
Sin embargo, no pasa desapercibido al jurista, que también estas disposiciones que
regulan la ONCE tienen el carácter de "norma paccionada", mediatizada por el influjo
del gobierno en temas capitales para la organización.
En todo caso, y sobre el fondo de la cuestión, quizás convenga recordar la doctrina
establecida por la STC 93/1992, de 11 de junio, donde el TC determina la naturaleza
jurídica de los Estatutos particulares confrontándolos a los Estatutos Generales.
Resultado de esa operación es que, mientras los Estatutos Generales sí son "disposicio-
nes administrativas de carácter general", es decir, reglamentos estatales, los particula-
res no tienen esta condición, reduciéndose a meras normas corporativas que se limitan
a dar cuerpo al Estatuto que se crea y configura un Colegio Profesional. Cobra especial
interés el F.J. 7:
«[...]. El quicio sobre el que esta Ley intenta hacer compatibles el principio de lega-
lidad con la autorregulación corporativa consiste, precisamente, en disociar los Estatutos
particulares de cada Colegio y los Estatutos generales de la profesión entera. Aquéllos
son elaborados por el respectivo Colegio y aprobados autónomamente por el Consejo
General que culmina la organización corporativa de la profesión respectiva; en cambio,
los Estatutos generales, una vez elaborados por dicho Consejo General, son aprobados
por el Gobierno. Estos estatutos generales de la profesión, cuyo establecimiento es con-
fiado por la Ley de Colegios de 1978 a Reales Decretos del Gobierno, obviamente lla-
mado a ser publicados en el BOE, son los que deben regular -entre otros temas- el régi-
men disciplinario de la profesión. Por el contrario, los estatutos particulares se ven redu-
cidos a regular el funcionamiento del Colegio correspondiente».
En el caso de la ONCE, el Real Decreto estatal, si es derecho del Estado para con-
figurar la corporación de derecho público, de carácter social.
Por ello no incide en incongruencia omisiva la sentencia cuando, aun sin un razonamiento pormenorizado
enjuicia el acto administrativo de trámite, pero impeditivo de la continuación del procedimiento y, por
ende, fiscalizable (art. 37.1 LJ), que es el de propuesta a cargo del Ministerio de Industria y Energía, de
signo denegatorio por silencio, y lo anula en cuanto que aquél no encontró ilegalidades oponibles al texto
de Estatutos Generales nuevamente redactado y presentado con fecha 10-7-1985, sustituyéndolo por el
deber de presentar el texto estatutario a la aprobación del Gobierno».
304 Vide Luís CALVO SÁNCHEZ, Régimen jurídico de los colegios profesionales, Cívitas, Madrid, 1998,
p. 247.
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2.2. Comunicaciones oficiales: circular, oficio-circular y nota-circular.
2.2.1. Regulación.
En todo sistema jurídico formalizado, la atribución de potestad normativa no se pre-
sume ni se supone, sino que debe ser producto de una habilitación clara, aunque no
necesariamente explícita, efectuada por una norma de rango superior a aquellas que se
permiten dictar305. En el caso de la ONCE el reconocimiento es explícito e implícito
simultáneamente. Explícito, porque tal y como determinan los propios Estatutos de la
ONCE (art. 7):
«En su actuación y funcionamiento, la ONCE se rige fundamentalmente por lo establecido
en el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9
de julio, y por las demás normas estatales que lo complementen o desarrollen, así como por los
presentes Estatutos y por las reglamentaciones internas que se dicten para su desarrollo».
Es decir, determina el grupo normativo regulador de la propia organización, hacien-
do referencia expresa a los Estatutos y demás reglamentaciones internas que se dicten
para su desarrollo. Es una consecuencia del otorgamiento a la ONCE de un status jurí-
dico general que presupone necesariamente la tenencia de una potestad normativa gra-
cias al reconocimiento de su autonomía. Hasta tal punto, que la autonomía otorgada a
la ONCE es uno de los elementos fundamentales que conforman su naturaleza y condi-
ciona el desenvolvimiento efectivo de su actividad306.
A esta segunda tipología de normas que son los reglamentos de régimen interior, les
corresponde desarrollar la norma estatutaria, sin un contenido tasado a priori, pero pre-
ferentemente encaminada a la regulación detallada de la estructura, organización y fun-
cionamiento de la ONCE. Es por tanto, una norma que asume un papel subsidiario.
El Decreto de 13 de diciembre de 1938, art. 5.f) atribuía al Consejo Superior de
Ciegos, la competencia para elaborar "el Reglamento interno, sometiéndolo a la apro-
bación del Ministro del Interior". Además elaboró y aplicó en la ONCE, diversidad de
"reglamentos" en sentido impropio, a los que se les atribuyó un valor normativo análo-
go al de las disposiciones reglamentarias de carácter general. Así se dictaron entre otras:
305 Vide Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, Fundamentos de derecho administrativo, Ceura,
Madrid, 1988, p. 354.
306 Vide Luís CALVO SÁNCHEZ, Régimen jurídico de los colegios profesionales, Cívitas, Madrid, 1998,
p. 223, nota 3, donde hace referencia a M. S. GIANNINI, "Autonomía, saggio sui concetti...", p. 852: «[...]
no existe un concepto jurídico de autonomía, sino conceptos y nociones de contenidos y funciones nota-
blemente diversos entre sí, que reciben la calificación de un adjetivo; así autonomía normativa, organiza-
toria, institucional, política, privada, financiera, contable, administrativa, técnica, etc.».
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un primer Reglamento de personal de la ONCE en torno a 1945, que fue sustituido por
otro de funcionarios el 30 de octubre de 1970; el Reglamento de la Caja de Previsión
Social de 26 de abril de 1961, modificado posteriormente en diversidad de ocasiones y
cuyo texto sigue vigente en última edición de enero de 1986, y finalmente el
Reglamento de Funcionamiento Económico Administrativo de 30 de octubre de
1970307.
2.2.2. Tipología de las comunicaciones oficiales de la ONCE, de carácter general.
A. Antecedentes.
La Circular 33/87, de 29 de diciembre, reguló y unificó la normativa de la O.N.C.E. y
refundió las disposiciones que regulaban su actividad a nivel interno de la organización
(normas sobre el funcionamiento burocrático y administrativo).
Asimismo, a través de la Circular 29/87 de 25 de noviembre, fueron regulados
tanto el proceso de actualización de la tabla de vigencias, como la preparación, edi-
ción y distribución del "Libro Disposiciones Internas de la O.N.C.E.1'. Ambos pro-
cedimientos han quedado obsoletos como consecuencia de las transformaciones
producidas en la estructura orgánico-funcional de la Dirección General, así como por
el desarrollo de las nuevas tecnologías.
Por otra parte, viene siendo práctica habitual que los proyectos de Circulares y
Oficios-Circulares sean sometidos al trámite de sugerencias y elevados para su
deliberación al consejo de dirección. Sin embargo, este procedimiento no había
sido regulado ni desarrollado mediante normas escritas.
También es necesario definir con claridad las diferencias que existen entre las comu-
nicaciones oficiales de carácter general que tienen valor dispositivo., que comprenden
307 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (1)", Cuadernos de
Información Jurídica, s.n., (1987), p. 120: «Como apuntábamos, a dichos Reglamentos se les atribuyó un
valor normativo que originariamente podían tener alguna justificación dado el ambiguo y escaso ordena-
miento jurídico-administrativo del Estado, pero que indudablemente de conformidad con los preceptos de
la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, de la de Procedimiento Administrativo y
máxime, de la propia Constitución Española, carecían del mismo por adolecer básicamente de dos vicios
esenciales, tales como incompetencia del órgano que las dictó para promulgar normas de validez general
y fundamentalmente, ausencia de publicidad por falta de publicación en el Boletin Oficial del Estado. Por
tanto su valor jurídico real, era parejo al de reglamentos de funcionamiento interno o de régimen interior
análogos a las circulares emanadas de una autoridad administrativa, o en materia laboral, próximos a los
reglamentos de organización y régimen interior implantados por los empresarios. Idéntica validez puede
atribuírsele a la ingente cantidad de Circulares y Oficios-Circulares dictados por la ONCE como simple
manifestación de su poder de organización y dirección».
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las Circulares y los Oficios-Circulares, es decir, las disposiciones internas necesarias
para el buen funcionamiento de la organización, y aquellas otras que son simplemente
informativas, que comprende las Notas-Circulares, las cuales son comunicados de inte-
rés general sin valor normativo.
En virtud de las facultades que se confieren al Director General mediante el artí-
culo 6.3.d) del Real Decreto 358/91, de 15 de marzo, desarrollado en el artículo
40.i) de los vigentes Estatutos de la O.N.C.E, se procedió a elaborar la Circular n°
10/97, de 1 de julio, de Secretaría General y Gabinete Técnico de Dirección
General, registro general de salida n° 43.758, que entró en vigor el día 1 de julio de
1997. Derogó la Circular 29/87, de 25 de noviembre, y el apartado primero de la
Circular 33/87, de 29 de diciembre, de la entonces Sección de Coordinación.
B. Normas generales.
La Circular 10/97, de 1 de julio, regula las comunicaciones oficiales de carácter
general, distinguiendo entre aquellas que tienen un carácter dispositivo y aquellas cuya
finalidad es estrictamente informativa. También regula el procedimiento para su elabo-
ración, la actualización de la tabla de normas vigentes, y la preparación y publicación
de las compilaciones normativas que en cada momento se determine.
Serán disposiciones internas de la O.N.C.E. todas aquellas que, recogidas en
comunicaciones oficiales dispositivas con rango de Circular u Oficio-Circular,
sean dictadas para garantizar el buen funcionamiento de la Organización en la ges-
tión de las actividades y servicios que tiene encomendadas.
Cuando se trate de disposiciones que desarrollen los Estatutos, requerirán la
aprobación previa por parte del Consejo General y el conocimiento del Consejo de
Protectorado.
Las disposiciones internas (Circulares y Oficios-Circulares), sólo podrán ser
derogadas o modificas por otra disposición interna.
Los documentos originales de todas las disposiciones internas vigentes, se cus-
todian en el archivo general, dependiente de la Secretaría General, y se consideran
como textos válidos a efectos de posibles reclamaciones ante la O.N.C.E. o con-
tenciosos en los que participe la Corporación de Derecho Público, de Carácter
Social. Los originales de las normas derogadas se conservan por un periodo míni-
mo de 6 años.
Todos los centros directivos recibirán un ejemplar firmado de las disposiciones
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internas que se dicten, las cuales se custodian en un archivo oficial dependiente
del Secretario del centro. De estas disposiciones se dará traslado a las unidades
administrativas, y se facilitarán a los afiliados y trabajadores que lo soliciten, uti-
lizando los medios físicos y tecnológicos que en cada momento disponga la
Dirección General.
La firma de las Circulares y de los Oficios-Circulares, corresponderá al
Director General de la O.N.C.E. No obstante, podrán ser firmados por el Director
Genera] Adjunto en caso de vacante, ausencia o enfermedad del Director General.
La Nota-Circular, como comunicación oficial de interés general, y finalidad
informativa, será firmada por el responsable de la unidad directiva de la Dirección
General de la que proceda y se remitirá a todos los centros directivos de la insti-
tución a fin de que su contenido tenga la mayor difusión posible.
C. Comunicaciones oficiales de carácter dispositivo: circular y oficio-circular.
a)
Concepto de circular.
Será toda disposición que recoja normas internas de carácter general y cuyo conte-
nido tenga vocación de permanencia en el tiempo, sirviendo como marco de las direc-
trices básicas de gestión.
En consecuencia, las normas que se establezcan mediante Circular tenderán a la
generalidad, debiendo excluirse aquellas referidas a cuantías o a procesos previsible-
mente limitados en el tiempo.
El contenido de la Circular se estructura, se tramita y adopta su formato según se deter-
mine en cada momento y, en todo caso, responderá a criterios de uniformidad y racionali-
dad, los cuales se establecerán por el Director General mediante escrito dirigido a las uni-
dades directivas a las que corresponda la elaboración de las normas.
b)
Concepto de oficio-circular
Será toda disposición que desarrolle normas internas recogidas en Circulares o
Acuerdos del Consejo General, o bien regule procesos y situaciones que, previsible-
mente, tengan una vigencia determinada, por lo que habitualmente su eficacia tendrá
un carácter temporal.
En particular, en aquellos casos en que sea preciso modificar o sustituir, total o par-
cialmente, anexos a una Circular, será ineludible que dichas modificaciones se publi-
quen mediante Oficio-Circular. El contenido del Oficio-Circular adoptará el formato y
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se tramitará según se determine en cada momento y, en todo caso, responderá a crite-
rios de uniformidad y racionalidad, los cuales se establecerán por el Director General
mediante escrito dirigido a las unidades directivas a las que corresponda la elabora-
ción de las normas.
c)
Procedimiento de elaboración
Todas las disposiciones internas que sean precisas para desarrollar los Estatutos de
la Organización serán elaboradas por la Dirección General, correspondiendo su apro-
bación al Consejo General y debiendo ser remitidas al Consejo de Protectorado para
su conocimiento.
Las disposiciones internas, es decir, las Circulares y Oficios-Circulares, que se dic-
ten para ejecución de Acuerdos del Consejo General o a iniciativa de la propia
Dirección General, serán elaboradas por la unidad directiva de los Servicios Centrales
que corresponda, de acuerdo con las directrices impartidas por el Director General.
Los proyectos de Circulares y Oficios-Circulares se trasladarán a la Secretaría
General, que efectuará el trámite de sugerencias entre los órganos correspondientes y
en los plazos que en cada momento se determinen, y los someterá para su deliberación
al Consejo de Dirección.
El procedimiento pormenorizado para la elaboración, tramitación y publicación de
Circulares y Oficios-Circulares será establecido, en cada momento, por el Director
General y comunicado mediante escrito dirigido a las unidades directivas de la
Dirección General.
d)
Normas comunes para Circulares y Oficios-Circulares
Siempre que sea necesario, las Circulares y los Oficios-Circulares, contendrán
una disposición derogatoria que determine expresamente las normas que, en su
caso, deban quedar sin efecto como consecuencia de su entrada en vigor.
Contendrán, asimismo, una disposición final, donde se indicará la fecha de entrada
en vigor de la norma que se dicta, con excepción de aquellas disposiciones que, regu-
lando convocatorias, puedan detallar en su parte dispositiva un procedimiento riguro-
samente sujeto a plazos.
También podrán incorporarse a las Circulares y a los Oficios-Circulares disposicio-
nes adicionales y/o transitorias, cuando lo requieran las situaciones o procesos que se
regulen.
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e)
Actualización de la tabla de disposiciones internas en vigor
Esta tabla recogerá todas las disposiciones internas que se encuentren en vigor al
día 31 de diciembre de cada año, quedando excluidos los Oficios-Circulares que regu-
len convocatorias, sin perjuicio de que los mismos se sigan aplicando en tanto se cul-
mine el proceso que regulan.
Corresponderá a la Secretaría General realizar el proceso de preparación y actuali-
zación del proyecto de la tabla de vigencias.
Una vez seleccionadas las disposiciones internas vigentes, se preparará el proyec-
to de la tabla de vigencias, y se remitirá a las unidades directivas de la Dirección
General, antes de que el mismo sea sometido a trámite de sugerencias, para que expre-
sen su conformidad o disconformidad con las Circulares y Oficios-Circulares inclui-
dos en el mismo y que les afecten directamente.
La actualización de la tabla de vigencias se realizará anualmente, sin perjuicio de que,
a consecuencia de las transformaciones orgánico-funcionales de la O.N.C.E. o de cam-
bios tecnológicos que pudieran producirse, sea considerada la conveniencia o necesidad
de proceder a la actualización en periodos más cortos.
Se entenderá que no se encuentran vigentes todas aquellas disposiciones internas,
es decir, con rango de Circular u Oficio-Circular, no recogidas específicamente en la
tabla de vigencias y publicadas con anterioridad a la fecha en que se promulgue la
mencionada Tabla.
f)
Compilación de las disposiciones internas de la O.N.C.E.
Para facilitar el conocimiento, consulta y aplicación de las disposiciones internas de la
O.N.C.E., la Dirección General elabora publicaciones periódicas de la normativa interna,
procediendo a editarla en una compilación convenientemente sistematizada.
La mencionada compilación puede contener las disposiciones internas en vigor o la
totalidad de las dictadas por la O.N.C.E.
La publicación podrá llevarse a cabo mediante libro convencional, soporte infor-
mático, o cualquier otro sistema que permitan los avances tecnológicos y que en cada
momento se determine.
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D.
Comunicaciones oficiales de carácter informativo: nota-circular.
a)
Concepto.
Es una comunicación oficial que carece de valor normativo y que será utilizada
como un comunicado estrictamente informativo de interés general, cuyo contenido
dependerá de la naturaleza de la información que se pretenda dar a conocer, corres-
pondiendo su elaboración a la unidad directiva de la Dirección General competente
por razón de la materia, y su firma al responsable de aquélla.
b)
Procedimiento de elaboración.
La pormenorización del procedimiento para la elaboración, tramitación y publica-
ción de Notas-Circulares será establecido en cada momento, por el Director General,
y comunicado mediante escrito dirigido a las unidades directivas de la Dirección
General.
E.
Estructura y formato de las circulares, oficios-circulares y notas-circulares.
Con independencia de su contenido específico, las Circulares, Oficios-Circulares, y
Notas-Circulares deberán recoger los siguientes aspectos formales:
· Asunto: es un extracto del contenido de la comunicación expresado sucintamen-
te, con claridad y precisión.
· Datos Regístrales: son los datos precisos para la plena identificación del docu-
mento y harán referencia a los siguientes extremos:
a) Tipo del documento: se consignará la palabra Circular, Oficio-Circular o Nota-
Circular, según corresponda.
b) Número de Orden: se transcribirá el número de orden asignado por la Secretaría
General, separado por una barra del año que corresponda. El número de orden se inte-
rrumpirá al finalizar cada año natural, por lo que al iniciarse el año siguiente comen-
zará de nuevo la numeración.
c) Fecha: se indicará el día y mes de la publicación del documento.
d) Órgano emisor: se consignará el nombre completo de la unidad directiva de la
que proceda la comunicación.
e) Registro General de Salida: se transcribirá el correspondiente número de regis-
tro de salida de la Dirección General.
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2.3. La potestad normativa de la ONCE y la publicidad de las normas.
La Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
por la que se publican los nuevos estatutos de la ONCE, en su art. 7, establece el régi-
men de su potestad normativa.
Sólo las disposiciones básicas reguladoras de la entidad y los estatutos son publica-
das en el BOE. Respecto a las restantes normas no existe ninguna obligación de publi-
carlas, y por tanto, no se publican.
La explicación se halla en la inexistencia en el derecho positivo de precepto alguno
que ordene su publicación, pues el art. 2.1 CC sólo alcanza a las leyes, y el art. 132 LPA
se refiere sólo a los reglamentos del Estado, sin que tampoco resulte aplicable idéntica
exigencia respecto de las "disposiciones administrativas" contenida en el art. 52.1
LRJPA: «Para que produzcan efectos jurídicos las disposiciones administrativas habrán
de publicarse en el Diario Oficial que corresponda».
Quizás deba traer a colación alguna sentencia del Tribunal Supremo que diferencia
entre publicidad y publicación -de normas jurídicas- , para intentar comprender hasta
que punto llega el alcance negativo de esta vinculación positiva.308
Sin embargo es conveniente una difusión que garantice los derechos de los afiliados
o de los consumidores, en aquellos aspectos cuyo control corresponde a la
Administración pública.
308 Vide STS de 9 de julio de 2001, Sala 3a, Sección 6a, Ponente: González Navarro, F.D. CUARTO. C:
«a. Lo primero que hay que decir es que, una vez más la realidad es bastante más compleja de lo que refle-
jan los textos legales y la dogmática jurídica.
Y la realidad nos enseña que el mandato de publicación de las normas legales o reglamentarias, en un diario
oficial que establece el artículo 2.1, Código civil, el viejo art. 132 LPA, de 1958, o los artículos 52.1
LRJPA, 24.4 de la Ley del Gobierno, y 70.2 LBRL es expresión de una tendencia hacia una meta no del
todo alcanzada. Porque hay casos, lo mismo de normas estatales que de normas locales -también, pre-
sumiblemente, de normas regionales- en que la publicación, o bien no existe realmente -porque lo publi-
cado es sólo un mero anuncio de la aprobación de la norma o lo que ha tenido lugar es sólo una mera comu-
nicación a los interesados-, o bien sigue un cauce distinto de la publicación en un diario oficial.
De acuerdo a las convicciones jurídicas de nuestro tiempo, nadie se atrevería a negar la necesidad de que
las normas que integran el ordenamiento jurídico puedan ser conocidas, exacta y fácilmente por sus desti-
natarios o, si se prefiere y por hablar con mayor precisión, por aquellos a quienes vinculan.
Pero esto no significa que haya que admitir también la necesidad de que, siempre y en todo caso, y sin posi-
ble solución alternativa, tengan que ser publicadas en un diario oficial. Entre otras razones, porque lo que
la Constitución garantiza es únicamente la publicidad de las normas (artículo 9.3) y no el instrumento por
medio del cual esa publicidad se haga efectiva. La innegable vecindad semántica de los significantes
publicidad y publicación no debe desorientarnos hasta el extremo de hacernos olvidar el distinto significa-
do que tienen uno y otro, y desde luego la publicación en un diario oficial no es el único medio de con-
seguir una publicidad eficaz que es, en definitiva, lo que exige la Constitución.
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De esto se trata, pues: de conseguir que la norma jurídica alcance una publicidad lo suficientemente eficaz
como para que la existencia y el contenido de aquélla se hagan notorios a sus destinatarios.
Cuando el artículo 6.1 C. civil dice que "la ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento" no está
imponiendo la obligación de conocer las leyes, ni condenando a los que ignoran el derecho positivo. Lo
que hace es afirmar la voluntad de que el derecho se cumpla [...], y para ello, lo verdaderamente esencial
es que ese derecho pueda ser conocido por quienes están obligados a aplicarlo.
Dicho con otras palabras: lo que de verdad importa es, en primer lugar que el destinatario de la norma
pueda conocer su existencia; en segundo lugar, que pueda tener certeza de que su contenido no ha sido
alterado; y, por último, que pueda entenderla.
b. Subrayar esto es tanto más necesario en momentos como los actuales en que padecemos una inflación
normativa de tal envergadura que se ha podido afirmar que nuestro sistema jurídico marcha hacia una
situación de entropía esto es de desorganización, algo que es perceptible sobre todo en el ordenamiento
administrativo, donde ha quebrado el proceso codificador que tanto costó conseguir [...].
Todo esto no quiere decir, ni dice, que la publicación del derecho positivo en un diario oficial no sea con-
veniente, recomendable y hasta necesaria como regla general. Se trata únicamente de relativizar las venta-
jas -que son desde luego innegables- de esa forma de publicidad [...]».
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CAPÍTULO III. EL GRUPO ONCE
I. El Grupo ONCE.
1. La persona jurídica, la versatilidad de la categoría y su aplicación al objeto
de esta investigación.
1.1. Aproximación conceptual.
El vocablo persona, etimológicamente, no designa al hombre, sino a la máscara que
lleva el actor en el teatro griego y que sirve a modo de amplificador: para hacer reso-
nar su voz (per-sonare). Se advierte, en esta etimología, lo que tiene de formal el con-
cepto de persona, como quid que sirve, en la vida jurídica, de punto de imputación de
derechos y deudas, de poderes y deberes, con independencia de si es o no un ser huma-
no1.
La palabra "persona" es una de aquellas que ya de viejo mereció el calificativo de
"polysemia"; expresión de su riqueza de significados y por ello, también, de lo que de
dolencia congénita tiene como término técnico jurídico. Condición cuya gravedad no
se advierte, acostumbrada como se está a ella. Y eso que ya la señalara Juan Ángel
Werdenhagen a mediados del siglo XVII, quien enumera hasta diez sentidos en los que
1 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 250, nota I.
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el vocablo persona era entonces usado. Cantidad considerable, respecto de la que los
especialistas en semántica podrían decirnos si todavía ha aumentado2. Para comprender
su origen y evolución el profesor Federico de CASTRO3 explica con inigualable maes-
tría su aparición en los textos romanos y su configuración al hilo de situaciones reales
que acontecían en aquel periodo histórico. El significado moderno del término "perso-
na", el tránsito de la "persona ficta" a la "persona jurídica", las personas morales y la
configuración de la persona jurídica son hitos que el insigne jurista va degranando para
hacernos comprender el verdadero alcance de esta categoría esencial para el derecho.
Todo ello nos lleva a distinguir, al menos, dos clases de personas jurídicas, unas con
existencia natural o necesaria, como las ciudades y comunidades anteriores al Estado,
y otras de condición artificial o contingente, cuya vida depende de la voluntad de uno
o muchos individuos y éstas, no aquéllas, son las artificiales y las que precisan de la
aprobación estatal4. Por ello resulta especialmente útil recordar que la persona jurídica
es siempre, en última instancia, obra del Estado. El reconocimiento o atribución de su
personalidad por parte del Estado es lo que contribuye a que la persona jurídica surja a
la vida5. Debo recordar, que a la persona jurídica ni se la ve, ni se la toca. Se nos pre-
2
Vide Federico de CASTRO y BRAVO, "Formación y deformación del concepto de persona jurídica
(Notas preliminares para el estudio de la persona jurídica)", Centenario de la Ley del Notariado, Madrid,
1964, p. 12. Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho Administrativo Español, 2a ed., Eunsa,
Pamplona, 1994, pp. 196-197, donde expone los diversos sentidos del vocablo persona. Y llega a afirmar:
«Esta variedad de significados se enriquece cuando el vocablo persona es objeto de manipulación jurídica,
cuando se utiliza en sentido técnico jurídico. [...]. En el fondo, el problema de la personalidad "no es otro
que el de explicar el extraño fenómeno que ofrece una serie de relaciones sociales ofrecidas por la reali-
dad y actuando jurídicamente como si hubiesen llegado a constituir una entidad dotada de existencia sus-
tantiva y equiparada a la persona humana"».
3
Vide Federico de CASTRO y BRAVO, La persona jurídica, Cívitas, Madrid, 1981, pp. 19-20, donde como nota
introductoria Manuel AMORÓS GUARDIOLA, afirma: «[...]. Además, los estudios, del profesor DE CASTRO
aquí recogidos ponen de manifiesto una especial manera de enfrentarse con la realidad jurídica. Después de leer
complacidos la escrupulosa investigación histórica que realiza de alguno de estos temas, resulta patente la gran
eficacia que tiene el método histórico para el estudio de los problemas jurídicos. La necesidad de descubrir el sen-
tido de la evolución histórica de estas figuras, en forma rigurosa e imparcial, para clarificar su propia realidad
social, y el significado que encierra el momento actual de esa ininterrumpida evolución. Al mismo tiempo se
observa el criterio realista adoptado al estudiar la persona jurídica, destacando el substrato material o realidad
social subyacente a estas personificaciones, y rechazando la concepción abstracta y formalista de tales figuras. La
justa valoración de la función económico-social de las instituciones, y el adecuado enjuiciamiento de los fines que
a través de ellas se buscan para adecuarlos a las exigencias de la justicia social».
4 Vide Federico de CASTRO y BRAVO, "Formación y deformación del concepto de persona jurídica
(Notas preliminares para el estudio de la persona jurídica)", Centenario de la Ley del Notariado, Madrid,
1964,pp. 12-53.
5 Vide Luís DÍEZ-PICAZO y Antonio GULLÓN, Sistema de derecho civil, Vol. I, 8a edición, Tecnos,
Madrid, 1995, p. 617.
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senta con los signos de una entelequia jurídica. Por eso, y por su trascendencia, es nece-
sario acercarse a la misma y preguntar ¿qué es?, ¿cuál es su naturaleza?.
Con el nombre de personas jurídicas -y también con los de personas ficticias,
abstractas, incoporporales, morales, colectivas o sociales- se designa a aquellas
entidades formadas para la realización de los fines colectivos y durables de los
hombres, a las que el derecho objetivo reconoce capacidad para asumir derechos
y obligaciones6. Dicho de otro modo, son personas jurídicas las realidades socia-
les a las que el Estado reconoce o atribuye individualidad propia, distinta de sus
elementos componentes, sujetos de derechos y deberes y con una capacidad de
obrar en el tráfico por medio de sus órganos o representantes7. La persona jurídi-
ca es un ente transindividual al que el ordenamiento reconoce subjetividad8, que
ha sido calificada como "sello jurídico" o como una "vestidura orgánica" 9, desta-
cado su carácter instrumental10, o tenido en cuenta como una "pura técnica opera-
tiva"11, pero que impide ser considerada como una etiqueta que podamos colocar
arbitrariamente12.
Y conviene recordar que desde el derecho público se ha recurrido a la personifica-
ción de las organizaciones públicas para atender a dos finalidades distintas: a)
Limitación del poder público, ya que de esta forma se le puede exigir responsabilidad,
se le puede demandar en juicio, b) Fortalecimiento del poder ejecutivo, tanto del esta-
tal, como del regional, como del local; pues supone una técnica de liberación de las
6
Vide José CASTÁN TOBEÑAS, Derecho civil español, común y foral, Tomo I, Reus, Madrid, 1987, pp.
409-412.
7
Vide Luís DÍEZ-PICAZO y Antonio GULLÓN, Sistema de derecho civil, Vol. I, 8a edición, Tecnos,
Madrid, 1995, p. 617.
8
Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 250. Sobre discusiones doctrinales acerca
de si es sostenible en derecho público la atribución de personalidad jurídica al Estado, Vide Eduardo
GARCÍA de ENTERRÍA, "El concepto de personalidad jurídica en el derecho público", en AAVV,
Administración instrumental (Libro homenaje al Manuel Francisco CLAVERO ARÉVALO), Instituto
García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, pp. 829-830 y 833-836.
9 Vide FERRARA, Teoría de las personas jurídicas, Reus, Madrid, 1929, p. 342.
10 Vide Federico de CASTRO y BRAVO, Derecho Civil en España, Tomo II, IEP, Madrid, 1952, p. 274.
11 Vide Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, "Sobre la personalidad jurídica de las Cortes Generales.
Una aproximación a los problemas de las organizaciones estatales no administrativas", Revista de Derecho
Político, 9, (1981), p. 19.
12 Vide José María BOQUERA OLIVER, "La sistematización del derecho administrativo desde la perso-
nalidad jurídica de la Administración del Estado", en AAVV, Administración instrumental (Libro homena -
je al Manuel Francisco CLAVERO ARÉVALO), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994 , p. 841,
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limitaciones de la legislación general y una liberación del control del legislativo13.
Tempranamente fue puesto de manifiesto por la doctrina que el intento de huida o evasión
del Derecho administrativo general sólo podía conseguirse mediante la utilización del con-
cepto de personalidad jurídica que atribuido a los nuevos organismos o entidades, posibilitaba
la aplicación de un derecho singular y específico de carácter estatutario hecho a la medida de
las necesidades de la actividad descentralizada y del organismo creado especialmente14.
1.2. La solución al problema de las personas jurídicas pasa necesariamente por
la relativización del concepto de las mismas.
Como afirma CAPILLA RONCERO, la solución al problema de las personas jurídi-
cas pasa necesariamente por la relativización del concepto de las mismas, analizando el
concepto desde el derecho positivo y las funciones reales desempeñadas por la atribución
de personalidad a un determinado supuesto institucional15:
13 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, 2a ed., Eunsa, Pamplona,
1994, p. 196. Sobre la instrumental ¡dad del concepto de personalidad jurídica Vide: Mercedes LAFUEN-
TE BENACHES, "Las nociones de Administración pública y de personalidad jurídica en el derecho admi-
nistrativo", en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco CLAVERO
ARÉVALO), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, pp. 962-965; José Manuel DÍAZ LEMA,
"¿Tienen derechos fundamentales las personas jurídico-públicas?", RAP, 120, (1989), pp. 79-126.
14 Vide Manuel Francisco CLAVERO ARÉVALO, "Personalidad jurídica, derecho general y derecho singu-
lar en las Administraciones autónomas", Documentación Administrativa, 58, (1962). pp. 13-14. En fechas
más recientes Vide José ESTEVE PARDO, "La personalidad jurídica en el derecho público y la dialéctica
Estado-Sociedad. Perspectiva histórica", en AAVV, Administración instrumental, o.c., p. 879. Sobre la inte-
rrelación entre personalidad jurídica y órgano Vide José Luís CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, "La
doctrina clásica alemana sobre la personalidad jurídica del Estado. Notas de una relectura", en AAVV,
Administración instrumental, o.c, pp. 866-867.
15 Vide F. CAPILLA RONCERO, La persona jurídica: Junciones y disfunciones, Tecnos, Madrid, 1984,
p. 61. En las pp. 76-78, perfila las bases para la delimitación de la persona jurídica y afirma: «En primer
lugar hay que poner de relieve que con el término persona jurídica se hace referencia a un conjunto de
supuestos institucionales de muy diferente factura y que divergen notablemente entre sí. [...]. Además, bajo
el nomen persona jurídica no se encubre una determinada esencia: lo esencial son los supuestos institucio-
nales calificados como personas jurídicas; [...]. En tercer lugar es inconveniente (por no decir imposible)
pretender la elaboración de un único concepto de personalidad jurídica [...].
De resultas de todo ello, probablemente la vía de análisis más adecuada sea partir de la ruptura de la uni-
dad del concepto de persona jurídica, distinguiendo entre la atribución de personalidad en el ámbito del
Derecho público y el del Derecho privado; y dentro de la noción iusprivatista, distinguiendo en razón de
los distintos supuestos institucionales a los que se atribuye tal cualidad de personas jurídicas.
El resultado fragmentario y disperso que de este modo se alcanza no ha de llevar empero a considerar
imposible un tratamiento ordenado de la personalidad jurídica: éste, por el contrario, puede conseguirse,
pero no ya por la vía de buscar un concepto unificador, sino desde otro punto de vista. En este sentido, la
personalidad jurídica, en cuanto cualidad predicada de ciertos supuestos institucionales, es útil al desen-
volvimiento de ciertas funciones; en razón de ello, parece posible mejor que tratar de definir que sea, inves-
tigar para qué sirve la atribución de tal cualidad. Y así, dentro del ámbito del Derecho privado, pueden
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«Por ello, la solución al problema de las personas jurídicas pasa necesariamente por la relati-
vización del concepto de las mismas: se trata de describir el concepto operativo en cada ordena-
miento jurídico concreto, partiendo pues necesariamente del Derecho positivo y analizando las
funciones reales desempeñadas por la atribución de personalidad a un supuesto institucional, de
- tal suerte que la personalidad jurídica se convierte en mera cualidad (no esencia) de ciertos
supuestos institucionales, que sirve a unos fines concretos que marcarán la pauta más razonable
para determinar la función cubierta por el otorgamiento de personalidad jurídica».
Por eso cobra sentido -a mi juicio- su determinación como "persona técnica":
«Ya se ha visto cómo explicaba Savigny el empleo de la expresión "persona jurídica"
por el deseo de subrayar que la personificación de los grupos y de los patrimonios encuen-
tra su razón de ser en un fin jurídico.
Pero si bien se mira eso mismo ocurre con el hombre: que es persona para el derecho
. en razón a un fin jurídico.
Por eso me parece que es más exacto utilizar la expresión "persona técnica" para desig-
nar ese uso puramente instrumental que se hace de la idea de personalidad cuando se le apli-
ca a seres de naturaleza no humana, ya sean grupos sociales ya sean patrimonios.
En consecuencia, me parece conveniente -y hasta necesario, si hemos de expresarnos
con rigor científico- sustituir la expresión "persona jurídica" -cuya ambigüedad es patente-
por la más precisa de "persona técnica"»16.
Y todo ello teniendo presente que el derecho intenta propiciar la consecución de la
justicia y para ello en ocasiones es necesario penetrar en el substratum de las personas
jurídicas y proceder al levantamiento del velo:
- Sentencia de la Audiencia Provincial de Vizcaya de 20 de septiembre de 1988.
«[...] la más autorizada doctrina en el conflicto entre seguridad y justicia (artículos 1.1
y 9.3 CE), se ha decidido prudencialmente por aplicar, por vía de equidad y acogimiento
del principio de buena fe (artículo 7.1 CC), la tesis y práctica de penetrar en el substratum
personal de las entidades y sociedades, a las que la ley confiere personalidad jurídica pro-
pia, con el fin de evitar que al socaire de esta ficción o forma legal se puedan perjudicar ya
intereses privados o públicos o bien ser utilizada como camino de fraude (artículo 6.4 CC),
admitiéndose la posibilidad de que los jueces puedan penetrar ("descorrer o levantar el velo
distinguirse las funciones generales que desempeñaba la atribución de personalidad jurídica a los diferentes
supuestos institucionales, y las funciones específicas en razón de cada uno de tales supuestos».
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, 2a ed., Eunsa, Pamplona, 1994, p.
208: «Ante esto cabe preguntarse cuál es la misión que corresponde al jurista en este tema. Parece que habrá que
dar la razón a quien opina que lo que importa al jurista "de modo inmediato y urgente es averiguar qué ha de
entenderse por persona jurídica cada vez que ese término se emplea en un precepto jurídico; precisar si se usa
siempre en el mismo sentido o, si se emplea en varios, cuáles son éstos y su mayor o menor alcance en cada caso;
si en las mismas disposiciones que regulan una misma figura jurídica el término persona jurídica se ha tomado
dándole diferente valor, en fin, si tal cosa se considerase posible y conveniente, cuidar que el concepto de perso-
na jurídica sirva para ver y comprender mejor el ordenamiento jurídico, es decir, fijar su puesto y significado en
el sistema de conceptos que constituye la ciencia del derecho".
Todo ello exigirá el "abordar un viejo concepto a la luz de los hechos nuevos, llevando de este modo a cabo
una total revisión de sus líneas fundamentales"».
16Ibídem,p.202.
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jurídico") en el interior de esas personas jurídicas, lo cual no significa dejar de lado o sos-
layar la personalidad del "ente", [...]»17.
- Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de junio de 1988, Sala 4a, ponente:
GONZÁLEZ NAVARRO, F.J. 3o:
«Pero esta Sala de apelación no comparte esta literalista interpretación que desconoce la ver-
dadera naturaleza que liga a una Administración matriz con los entes institucionales que de él
dependen, y que, además, desconoce la condición de verdadero sistema que constituye la
Administración municipal. Porque es el caso que el Patronato de que se trata es una fundación
pública dependiente del Ayuntamiento de Barcelona. En consecuencia es necesario alzar el velo
de la personalidad jurídica para apreciar la auténtica relación que une al Ayuntamiento con las
fundaciones públicas que de él dependen, que es una relación fiduciaria, en virtud de la que el
ente matriz -Ayuntamiento de Barcelona- "confía" al Patronato la realización de una finalidad
concreta: guardería infantil. La personalidad de la fundación, por más que sea un instrumento útil
de cara a facilitar una más ágil gestión, no puede hacer perder de vista el carácter de simple órga-
no que en las relaciones internas tiene aquélla. En consecuencia la cocina del Ayuntamiento es
cocina del Patronato y de las demás organizaciones -personificadas o no- dependientes de aquel».
1.3. La tarea propia del jurista: averiguar qué ha de entenderse por persona
jurídica cada vez que ese término se emplea en un precepto jurídico.
Parece cierto, y es hoy generalmente admitido, que la tarea propia del jurista se concreta en
conocer e interpretar las normas jurídicas (en su más amplio sentido) y en vigilar y colaborar en
el buen empleo técnico de términos y conceptos para el mejor entendimiento y más justa aplica-
ción de las disposiciones legales. Quedan así fuera de su cometido estricto las consideraciones
sobre la justificación o significado de la persona jurídica desde puntos de vista metafísico-onto-
lógico, filosófico, moral, antropológico, psicológico o zoológico. Lo que importa aquí de modo
inmediato y urgente es averiguar qué ha de entenderse por persona jurídica cada vez que ese tér-
mino se emplea en un precepto jurídico; precisar si se usa siempre en el mismo sentido o, si se
emplea en varios, cuáles son éstos y su mayor o menor alcance en cada caso; si en las mismas
disposiciones que regulan una misma figura jurídica el término persona, jurídica se ha tomado
dándole diferente valor; en fin, si tal cosa se considera posible y conveniente, cuidar que el con-
cepto de persona jurídica sirva para ver y comprender mejor el ordenamiento jurídico, es decir,
fijar su puesto y significado en el sistema de conceptos que constituye la ciencia del Derecho18.
17 Vide Ricardo de ÁNGEL YAGUEZ, La doctrina del «levantamiento del velo» de la persona jurídica en la
jurisprudencia, Cívitas, Madrid, 1997, p. 95. Vide Lorenzo ÁLVAREZ de TOLEDO QUINTANA, Abuso de per -
sonificación, levantamiento del velo y desenmascaramiento, Colex, Madrid, 1997, pp. 62-63. Sobre la doctrina
del levantamiento del velo en el derecho comparado Vide José Miguel EMBID IRUJO, "Los grupos de socieda-
des en el Derecho comunitario y español", Revista Critica de Derecho Inmobiliario, 599, (1990), pp. 52-53.
18 Vide Federico de CASTRO y BRAVO, "Formación y deformación del concepto de persona jurídica (Notas pre-
liminares para el estudio de la persona jurídica)", Centenario de la Ley del Notariado, Madrid, 1964, pp. 146-147.
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Tal y como ha señalado la STS de 22 de julio de 1986, sala 4a:
«[...]. Porque en último término, la personificación es sólo una alternativa organizadora que
ni siquiera es suficientemente identificadora. No hay, en efecto, en el ordenamiento español una
regulación de la persona jurídica en virtud de la cual baste con invocar ese sintagma para que
sepamos qué régimen jurídico hay que aplicar. Este se articula para cada caso, de manera que
más que de persona jurídica cabe hablar -en plural- de personas jurídicas, y el régimen jurídi-
co de la personalidad es gradual, de manera que incluso organizaciones formalmente no per-
sonificadas ostentan en la práctica atributos de que carecen otras organizaciones que sí tienen
personalidad».
Y además debo señalar las peculiaridades que presenta el derecho publico pues:
«A diferencia de lo que ocurre en el derecho privado, en que el concepto de persona
jurídica se estudia polémicamente frente a la persona física [...].
En derecho administrativo, en cambio, el concepto de "persona" se ¡enfrentará polémica-
mente con el concepto de órgano. Al derecho público le interesará comparar la persona jurí-
dica no en relación con la "física", sino en relación con los órganos»19.
También debo resaltar, tal y como ya ha hecho doctrina autorizada20, el criterio que
permite distinguir, con independencia del sujeto actuante, la actividad pública de la pri-
vada, por lo que una misma persona puede tener capacidad para dar nacimiento a actos
públicos y a actos privados; en otras palabras, capacidad pública y capacidad privada.
Distinción mucho más conveniente que la de personas públicas y personas privadas. Se
trataría de una doble capacidad: pública y privada, pero una sola personalidad.
La diferencia entre actos jurídico públicos y privados radica, en que en los primeros
crean situaciones jurídicas y las aplican a sus destinatarios sin su consentimiento, es
decir, crean e imputan unilateralmente obligaciones y derechos. Por el contrario, los
efectos de un acto jurídico privado sólo se imponen a un sujeto si éste los acepta21.
También es posible entender una sola persona jurídica, con doble capacidad, y con carac-
teres de diversos tipos clasificatorios de las personas jurídicas (corporaciones, asociaciones,
fundaciones), más allá de la denominación formal que le atribuyan las disposiciones que la
crean, y que nos remitiría a su verdadera naturaleza material22.
19 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, 2a ed, Eunsa, Pamplona,
1994, pp. 224-225.
20
Vide José María BOQUERA OLIVER, "Criterio conceptual del derecho administrativo", RAP, 42,
(1963), p. 127, nota 11.
21
lbídem,pp. 125-126.
22
Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed.,
Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. 93-95: «Cabe pues, concluir que, según la con-
cepción de la ciencia jurídica moderna, las personas jurídicas exigen:
1) Que aparezca una entidad con existencia real e independiente de sus elementos componentes aun en el
caso de que sea un individuo único el que con otros elementos reales u organizativos integra la entidad.
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2. Personas jurídicas que integran el Grupo ONCE.
Tal y como expuse en la justificación de este libro, puede surgir alguna confusión
cuando se manejan términos tales como ONCE23 y grupo ONCE, corporación empre-
sarial ONCE y fundación ONCE. Para explicarlo, es preciso entender que el centro de
referencia de todo el sistema organizativo es la ONCE como corporación de derecho
público, de carácter social. A partir de ahí surgen dos grandes proyectos estratégicos. El
primero, consistió en la creación de la Fundación ONCE para la Solidaridad e
Integración Social de Personas con Discapacidad, el segundo, fue la constitución de la
Corporación Empresarial ONCE (CEOSA). Por todo ello, se viene denominando Grupo
ONCE a la propia ONCE, junto con la Fundación y la Corporación Empresarial, todas
ellas bajo la superior dirección político-institucional del Consejo General de la
Organización.
La expresión "Grupo ONCE" no responde a un modo formal de organización como ocu-
rre en algunos grupos empresariales, sino que es una manera de denominar una realidad inte-
grada por diversas entidades de naturaleza jurídica, fines y patrimonios diferentes, pero uni-
dos por una misma filosofía de valores, una inequívoca orientación social y espíritu solida-
rio y por vínculos jurídicos, institucionales o patrimoniales de naturaleza diversa, pero que
constituyen globalmente un sistema que, respetando sus identidades jurídicas diferenciadas,
le confiere un valor unitario, cohesionado y sinérgico de actuación en pro de los mismos valo-
res y fines que han guiado siempre a la ONCE. Por tanto, el Grupo ONCE es un conjunto de
entidades sociales y sociedades encabezadas por la ONCE que buscan alcanzar la autonomía
personal y la plena integración social de sus afiliados, atendiendo sus necesidades derivadas
de la ceguera o deficiencia visual, mediante la prestación de servicios sociales especializa-
dos, efectuando, asimismo, una importante labor de solidaridad con otros discapacitados a
través de su Fundación.
En este contexto, puedo afirmar que la evolución experimentada por la ONCE, propicia
que en la actualidad se designe al grupo ONCE como la conjunción de las siguientes áreas:
2) Que se trate de una entidad jurídicamente ordenada, esto es, estructurada como un "corpus" u organi-
zación capaz de alumbrar por sí una voluntad común o colectiva vinculante para todos sus elementos com-
ponentes (personales o reales).
3) Que esta entidad organizada actúe como sujeto de derecho, esto es, como "centro final de imputación"
de relaciones jurídicas, y que, por tanto, le sean reconocidos derechos y obligaciones, [...].
4) Que, para que todo lo anterior sea posible exista un patrimonio, no sólo separado, sino independiente,
al cual quepa referir la propia responsabilidad. La necesidad de un patrimonio propio e independiente ha
sido discutida. A mi juicio, ello es claro: si no hay patrimonio no hay posibilidad de responder [...]».
23   Vide Santiago MUÑOZ MACHADO, Voz "ONCE", en Santiago MUÑOZ MACHADO (Dir.),
Diccionario de Derecho Administrativo, Tomo II, Iustel, Madrid, 2005, pp. 1724-1730.
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· La ONCE como corporación de derecho público de carácter social, junto a la cor-
poración empresarial (CEOSA), que está adscrita a la Dirección General de la ONCE.
· La Fundación ONCE para la Cooperación e Integración Social de Personas con
discapacidad, junto con su grupo de empresas denominado Fundosa Grupo.
Ambas áreas dependen directamente del Consejo General de la ONCE24.
A continuación procedo a efectuar un estudio sistemático de las áreas referidas, y de
cada uno de sus componentes.
II. La ONCE
1. Estructura organizativa25.
1.1. Áreas ejecutivas.
Hasta este momento he precisado los antecedentes, creación, fines y la naturaleza
jurídica de la ONCE. Lo afirmado se ve avalado por determinaciones como la que efec-
túa el XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal (Resolución de la
Dirección General de Trabajo de 17 de marzo de 2003, BOE de 4 de abril, núm. 81,
código de convenio número 9003912)26.
24
Con anterioridad, el Grupo ONCE estaba constituido por tres áreas ejecutivas directamente dependien-
tes del Consejo General: Dirección General; Fundación ONCE y CEOSA.
25
Vide http://www.once.es, "La ONCE aprueba un Código Ético de Conducta para sus directivos", 31 de
mayo de 2005: «El Consejo General de la ONCE ha aprobado un Código Ético de Conducta para sus direc-
tivos que abarca una serie de valores como la solidaridad, la confianza, el respeto, el compromiso o la pro-
fesionalidad. Muchas de estas medidas las cumple la ONCE desde su creación en 1938, como organiza-
ción pionera en defensa de la acción social a favor de las personas ciegas y con otras discapacidades, y
otras normas que favorecen el gobierno corporativo y la responsabilidad social se han adoptado en los últi-
mos años.
Los once valores éticos de la ONCE.
Con este Código Ético de Conducta se pretende plasmar en un documento las mejores prácticas de los dis-
tintos directivos de la Organización, para que sirvan de pauta a todos ellos. Este Código, suscrito por todos
los directivos, cuenta con once valores éticos en los que basan su trabajo.
Comunicación Solidaridad      Confidencialidad    Equidad
Confianza
Honestidad
Coherencia      Humildad        Respeto
Compromiso
Profesionalidad
Paralelamente a la aprobación de este Código Ético de Conducta, el Consejo General de la ONCE ha cons-
tituido un Comité de Ética cuya misión es velar por el cumplimiento de este Código y promover medidas
y acciones que ayuden a su implantación y desarrollo. Este Comité está presidido por el presidente de la
ONCE, y cuenta entre sus miembros con representantes del primer nivel de decisión de la ONCE, la
Corporación Empresarial y la Fundación ONCE».
26 Vide XII Convenio Colectivo de la ONCE, art. 2: «1. La ONCE es una Corporación de Derecho Público,
de carácter social y de base asociativa, a la que pueden pertenecer como afiliados los deficientes visuales
españoles admitidos estatutariamente en ella.
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Sin embargo es necesario reflejar y explicar en un trabajo de estas características la
estructura organizativa en la que se sustenta el grupo ONCE. Dada su magnitud, la
estructura actual de la ONCE es relativamente compleja, para poder atender a toda la
diversidad de funciones que realiza. Los Estatutos de la ONCE, constituyen la piedra
angular del ordenamiento normativo y de la actuación de la Organización.
En cualquier caso, se deben diferenciar tres niveles:
· Órgano de control del Estado sobre la ONCE: Consejo de Protectorado.

· Órganos de gobierno y representación: Consejo General y Consejos Territoriales.
· Áreas ejecutivas de la ONCE, que se articulan en torno a dos opciones: primera,
Dirección General, estructura territorial y especializada de la ONCE y corporación
empresarial ONCE (dependen de la Dirección General); segunda, la Fundación ONCE.
1.2. El gobierno y administración de la ONCE27.
El gobierno y administración de la ONCE28 se sustentaba y sustenta en el Consejo
General, Consejos Territoriales y el Director General.
Para explicar de un modo más completo la configuración jurídica de estos órganos
de gobierno y administración e intentar aunar el contenido de los distintos Reales
Decretos que han determinado la significación y naturaleza jurídica de la ONCE res-
pecto a su estructura organizativa, y el cometido asignado a la misma por los Estatutos
de la ONCE, procedo a sistematizarlo en el siguiente cuadro:
2.
La ONCE explota en exclusiva la concesión estatal de la venta del cupón pro-ciegos, y de otros juegos
autorizados.
La ONCE podrá establecer canales de venta directa de sus productos, además de los actualmente existen-
tes, en el marco de los Acuerdos con el Gobierno de la Nación.
3. La ONCE ordena su actuación a la consecución de la autonomía personal y plena integración de sus afi-
liados.
4. La ONCE extiende su actividad en todo el territorio del Estado, y está sometida al Protectorado de éste».
27 Vide: Francisco ALVIRA MARTÍN, Ceguera y sociedad: situación social de los ciegos españoles.
ONCE (Sección de Acción Social), Madrid, 1988, 134 pp.; Santos CARRANZA GÓMEZ, Análisis socio -
demográfico de la población afiliada a la ONCE por Comunidades Autónomas, ONCE (Sección de Acción
Social), Madrid, 1987, 745 pp.; Constancio MINGUEZ ALVAREZ, El colegio de sordo-mudos y ciegos de
Burgos, ONCE (Sección de cultura), Madrid, 1995, 144 pp.; Constancio MINGUEZ ALVAREZ, La edu-
cación de ciegos en Málaga: Dr. Miguel Mérida Nicolich, ONCE (Dirección de Cultura y Deporte),
Madrid, 2003, 500 pp.
28 Tal y como determinan los Estatutos de la ONCE, art. 29, los principios que rigen la organización, el
desempeño profesional y la gestión financiera)' presupuestaria son los siguientes:
«Uno. La ONCE adecúa su organización a los principios de jerarquía, competencia, desconcentración,
coordinación y unidad en todo el territorio español.
Dos. El desempeño de puestos de trabajo en la ONCE se acomodará al principio de profesionalidad.
Tres. La gestión financiera y presupuestaría se ajustará al principio de unidad de caja».
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	Contenido
	R.D. 1.041/1981, de 22
de mayo
	R.D. 2.385/1985, de 27
de diciembre
	R.D. 358/1991, de 15
de marzo, modificado
por el R.D. 1200/1999,
de 9 de julio (BOE de
28 de julio, núm. 179)
y      por      el      R.D.
1359/2005, de  18 de
noviembre, por el que
se   modifica   el   R.D.
358/1991,   de   15   de
marzo, por el que se
reordena                  la
Organización Nacional
de  Ciegos  Españoles
(BOE de 1 de diciem-
bre, núm. 287)

	Del
Consejo
General
	Artículo      4o.       Del
Consejo General.
1. El Consejo General es
el órgano de gobierno de
la entidad. Estará consti-
tuido   por   15   vocales,
todos ellos electivos, que
elegirán entre  ellos  al
Presidente    y    a    dos
Vicepresidentes. Todos
los      miembros      del
Consejo serán elegidos
por y entre los afiliados,
en votación secreta y con
arreglo   a   las   normas
electorales que al efecto
se dicten.
2.   Corresponde   a  los
Estatutos        de        la
Organización determinar
el plazo de renovación
del   Consejo,   que   no
podrá ser superior a cua-
	Artículo       4o.       Del
Consejo General.
1. El Consejo General es
el órgano de gobierno de
la entidad. Estará consti-
tuido  por   15  Vocales,
todos ellos electivos, que
elegirán entre ellos  al
Presidente    y    a    dos
Vicepresidentes. Todos
los      miembros      del
Consejo serán elegidos
por y entre afiliados en
votación secreta y con
arreglo   a   las   normas
electorales que al efecto
se dicten.
2.   Corresponde   a  los
Estatutos        de        la
Organización determinar
el plazo de renovación
del   Consejo,   que   no
podrá ser superior a cua-
	Artículo      4o.      Del
Consejo General.
1. El Consejo General es
el órgano de gobierno de
la ONCE.
2.   Su   composición  y
funcionamiento será el
siguiente:
a) Estará constituido por
15 vocales.
b) Todos los vocales del
Consejo serán elegidos
por y entre los afiliados,
mediante sufragio secre-
to, con arreglo a las nor-
mas electorales aprobadas
por el propio Consejo
General,
c) Los vocales elegirán
de     entre     ellos     al
Presidente del Consejo
y hasta 4 Vicepresidentes
en los términos que en


«Uno. La ONCE adecua su organización a los principios de jerarquía, competencia, desconcentración,
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	tro años, la periodicidad
de  sus  reuniones  y el
procedimiento de adop-
ción de acuerdos.
3.  A las   sesiones  del
Consejo  General  asis-
tirán, con voz y sin voto,
un miembro del Consejo
de Protectorado designa-
do    por    éste    y    el
Delegado  y  Secretario
Generales        de        la
Organización,   actuando
este      último      como
Secretario del Consejo.
4.   Son   funciones   del
Consejo General:
a)   Recabar  y   obtener
toda   la   información
referente  a la marcha
financiera,  administrati-
va o cualquier otra de
índole genera] que afecte
a la Organización,
b) Definir y aprobar los
planes    generales    de
actuación de la Entidad
dentro de las previsiones
presupuestarias.
c) Velar por el cumplimien-
to   de   las   líneas   de
actuación  adoptadas  y
proponer          a          la
Administración    cuantas
medidas sean necesarias
para la defensa o inte-
gración   social   de   sus
afiliados,     así     como
ejercitar cuantas acciones
sean     pertinentes     en
defensa de los intereses
de sus afiliados,
d)   Aprobar   los    pre-
supuestos  ordinarios  y
extraordinarios.
	tro años, la periodicidad
de sus  reuniones  y el
procedimiento de adop-
ción de acuerdos.
3.  A  las   sesiones   del
Consejo  General   asis-
tirán con voz y sin voto
el Director y Secretario
General         de         la
Organización,   actuando
este       último      como
Secretario del Consejo.
4.   Son   funciones   del
Consejo General:
a)   Recabar   y   obtener
toda la información ref-
erente    a    la    marcha
financiera,  administrati-
va    o    cualquier    otra
índole general que afecte
a la Organización.
b) Decidir y aprobar los
planes     generales    de
actuación de la Entidad
dentro de las previsiones
presupuestarias.
c) Velar por el cumplimien-
to   de   las    líneas   de
actuación  adoptadas  y
proponer         a         la
Administración  cuantas
medidas sean necesarias
para la defensa e inte-
gración   social  de   sus
afiliados,     así     como
ejercitar             cuantas
acciones    sean    perti-
nentes en defensa de los
intereses  de sus  afilia-
dos.
d)     Aprobar,     previo
informe   vinculante   del
Consejo de Protectorado,
los presupuestos ordinarios
y extraordinarios de la
	cada caso establezca el
Consejo General.
d) Los estatutos de la
organización   determi-
narán el plazo de reno-
vación del Consejo, que
no podrá ser superior a
cuatro años, la periodici-
dad de sus reuniones y el
procedimiento de adop-
ción de acuerdos.
e)      Actuará      como
Secretario del Consejo,
con voz y sin voto, el
Secretario  general  del
Consejo    General.    Su
nombramiento correspon-
derá     al     Pleno    del
Consejo  General,   que
determinará   sus   fun-
ciones y nivel directivo,
recayendo en un afiliado
a la ONCE.
3.  Al las sesiones del
Consejo  General  asis-
tirán, con voz y sin voto,
el Director General de la
ONCE y los máximos
responsables  ejecutivos
de las áreas que en cada
momento  determine  el
Consejo, y, cuando sean
convocados   al   efecto
por la presidencia  del
Consejo aquellos ejecu-
tivos o expertos que se
considere   preciso   en
función   de  la  materia
que se vaya a tratar.
4.   Son   funciones   del
Consejo General:
a) Elaborar y aprobar los
proyectos  de Estatutos
de la Organización y sus
modificaciones.
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	e) Elaborar y elevar al
Ministerio de Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social la Memoria anual
de su gestión,
f)   Proponer   el   nom-
bramiento  y cese  del
Delegado General de la
Organización.
g)   Aprobar   el   nom-
bramiento y destitución
de los cargos directivos
de la Organización.
h) Representar con plena
capacidad,        a        la
Organización     en    la
negociación    con    los
sindicatos más represen-
tativos de la Organización
en todas aquellas mate-
rias relativas a las condi-
ciones de trabajo, con-
forme a lo establecido
sobre   la   negociación
colectiva en el Estatuto
de  los Trabajadores y
demás normas comple-
mentarias   o   que   las
sustituyan.
i)   Representar   a   sus
afiliados en los organis-
mos nacionales e inter-
nacionales.
j) Resolver los expedi-
entes disciplinarios que
se instruyan al personal
o     afiliados     de     la
Organización Nacional
de   Ciegos   por   faltas
graves y muy graves.
	Organización, así como
las modificaciones pre-
supuestarias  correspon-
dientes.
e) Elaborar y elevar al
Ministerio  de Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social la memoria anual
de su gestión.
f) Nombrar y cesar al
Director General de la
Organización       entre
afiliados con experiencia
suficiente en cargos de
dirección y gestión.
g)   Aprobar   el   nom-
bramiento y la destitu-
ción de los cargos direc-
tivos de la Organización.
h)    Representar,    con
plena capacidad,  a la
organización en la nego-
ciación con los  sindi-
catos  más   representa-
tivos en la organización
en todas aquellas mate-
rias relativas a las condi-
ciones de trabajo, con-
forme a lo establecido
sobre   la   negociación
colectiva en el Estatuto
de los Trabajadores  y
demás normas comple-
mentarias o que la susti-
tuyan.
i) Representar a sus afilia-
dos en los organismos
nacionales   e   interna-
cionales.
j) Resolver los expe-
dientes   disciplinarios
que se instruyan al per-
sonal o a los afiliados de
la Organización por fal-
tas muy graves.
	b) Aprobar todas las nor-
mas internas que sean
precisas para desarrollar
los    Estatutos    de    la
Organización.
Dentro de los criterios
establecidos     en    los
estatutos,   el   Consejo
General    aprobará    la
estructura   orgánica   y
funcional  del conjunto
de la organización, así
como       del      propio
Consejo General.
c) Definir y aprobar los
planes    generales    de
actuación de la Entidad
dentro de las previsiones
presupuestarias.
d)     Velar     por     el
cumplimiento   de   las
líneas     de     actuación
adoptadas, recabar cuan-
ta información sea pre-
cisa   sobre  la  marcha
financiera y administra-
tiva de la Organización
y     proponer     a     la
Administración cuantas
medidas sean necesarias
para la defensa e inte-
gración  social  de  los
afiliados,     así    como
ejercitar            cuantas
acciones    sean    perti-
nentes en defensa de los
intereses de los mismos.
e)   Aprobar   los   pre-
supuestos  ordinarios  y
extraordinarios   y   las
modificaciones correspon-
dientes, así como la liq-
uidación   de   los   pre-
supuestos y las cuentas
anuales  individuales y
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	k) Aprobar las plantil-
las  orgánicas  y con-
tratar el personal de la
Organización,   dentro
siempre de las posibili-
dades presupuestarias.
1)  Resolver todas  las
reclamaciones y recur-
sos contra los actos de
la           Organización,
poniendo fin a la vía
administrativa, sin per-
juicio de lo dispuesto
en el artículo 7.2.f).
11)  Ejercer  el  control
financiero ordinario de
la Organización.
m)       Elaborar       los
Estatutos       de       la
Organización.
n) Convocar elecciones
al Consejo General y a
los Consejos Territoriales
de la Organización.
	consolidadas,  debida-
mente auditadas, de la
organización.
f) Elaborar y elevar al
Consejo de Protectorado
los planes, proyectos o
acuerdos  de   los   que
dicha Consejo deba ser
informado,    de    con-
formidad      con      lo
establecido en el pre-
sente Real Decreto, así
como aprobar, a efectos
de    su    remisión    al
Consejo de Protectorado,
para       su       ulterior
tramitación     ante     el
Consejo de Ministros,
los proyectos de modifi-
cación del régimen del
cupón y  otros juegos
comercializados por la
ONCE   que   necesiten
autorización previa.
g) Informar al Consejo
de   Protectorado   del
cumplimiento   de   las
obligaciones     y    del
resultado de las actua-
ciones en las materias
contenidas      en      el
Acuerdo General entre
el    Gobierno    de    la
Nación   y   la   ONCE
vigente      en      cada
momento,   a   que   se
refiere el artículo 8.3.1).
h) Nombrar al Director
General        de         la
Organización       entre
afiliados con experien-
cia suficiente en cargos
de dirección y gestión,
así  como  acordar  su
cese.
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	i)   Aprobar   el   nom-
bramiento y la destitu-
ción de los cargos direc-
tivos           de           la
Organización.
j)    Representar,    con
plena  capacidad,  a la
organización     en     la
negociación    con    los
sindicatos  más  repre-
sentativos en la ONCE,
en todas aquellas mate-
rias    relativas    a   las
condiciones de trabajo.
k)   Representar   a   la
Organización y  a sus
afiliados en los organis-
mos nacionales e inter-
nacionales,   así   como
definir   los   criterios
generales de actuación,
y los  mecanismos  de
seguimiento,  en mate-
rias de importancia rela-
cionadas con los asun-
tos     de     la     Unión
Europea.
1) Resolver los expe-
dientes    disciplinarios
que se instruyan al per-
sonal o a los afiliados de
la Organización por fal-
tas muy graves.
m) Aprobar las plantil-
las orgánicas de la orga-
nización, así como las
líneas directrices de las
políticas   de   recursos
humanos.
n) Resolver todas  las
reclamaciones y recur-
sos contra sus actos, sin
perjuicio de lo dispuesto
en el artículo  8.3.m).
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	Dichas    resoluciones
agotarán la vía interna
de la organización.
ñ)  Ejercer el  control
financiero ordinario de
la Organización.
o)    Convocar    elec-
ciones    al    Consejo
General     y    a     los
Consejos Territoriales
de   la   organización,
conforme a la normati-
va electoral aprobada
previamente al efecto
por el propio Consejo
Territorial.
p) Nominar a las per-
sonas     que     serán
propuestas         para
desempeñar los cargos
de   máxima  respons-
abilidad  ejecutiva  en
CEOSA,       en       la
Fundación ONCE  y,
en su caso, en aquellas
otras personas jurídi-
cas   con   las   que   la
ONCE     tenga     una
fuerte       vinculación
societaria   o   institu-
cional.
Asimismo procederá a
nombrar a los repre-
sentantes de la ONCE
en    los   órganos   de
administración de las
entidades   a   que   se
refiere el párrafo ante-
rior.
q) Conocer las cuentas
anuales y las audito-
rias de CEOSA, de la
Fundación  ONCE   y,
en su caso, de las per-
sonas jurídicas con las
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	que  la ONCE  tenga
una fuerte vinculación
societaria   o   institu-
cional.
Asimismo, el Consejo
General deberá recibir
información suficiente
y adecuada de CEOSA
y   de   la   Fundación
ONCE en materia de
planificación estratégi-
ca, planes anuales de
actuación, presupuestos
anuales,   inversiones,
liquidación   de   pre-
supuestos y cualquier
otra materia de gran
relevancia. A tal fin, el
Consejo        General
articulará los proced-
imientos  o  mecanis-
mos    adecuados    de
coordinación,    super-
visión y control.
r)  Otorgar y revocar
los     apoderamientos,
con el alcance que en
cada caso se determine
a favor  de  los  altos
ejecutivos de la organi-
zación.
s) Adoptar, cuando se
forme parte de manera
directa, la decisión de
participar, en nombre
de la organización, en
la      fundación      de
cualquier     tipo     de
sociedades    o    enti-
dades,   así   como   la
adopción en nombre de
la   organización,    de
todas   las   decisiones
que  convengan  a  la
actividad social de las
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	De los
Consejos
Territoriales
	Artículo   5o.   De   los
Consejos Territoriales.
1. En el ámbito territori-
al   que   se   determine,
existirán  los Consejos
Territoriales, cuya misión
será la de supervisar y
comprobar la aplicación
de    los    acuerdos   del
Consejo General y del
consejo de Protectorado,
	Artículo   5o.   De   los
Consejos Territoriales.
1. En el ámbito territori-
al   que   se  determine,
existirán  los Consejos
Territoriales, cuya misión
será supervisar y com-
probar la aplicación de
los acuerdos del Consejo
General y del Consejo de
Protectorado así como
	indicadas entidades y
empresas.
t) Aprobar la remisión
al        Consejo        de
Protectorado           de
informes    donde    se
recojan propuestas de
medidas      concretas,
tanto    de    modifica-
ciones       normativas
como de índole admin-
istrativa, para garanti-
zar la efectiva persecu-
ción y represión de los
juegos ilegales.
u) Adoptar  todas  las
medidas que  se esti-
men oportunas para el
correcto funcionamiento
de    la    organización
respecto de cualquier
materia o asunto que
no haya sido atribuido
a otro órgano en el pre-
sente Real Decreto.
Artículo   5o.   De   los
Consejos Territoriales.
1.      Los      Consejos
Territoriales tendrán la
función de supervisar y
controlar la aplicación
de   los   acuerdos   del
Consejo  General,  así
como proponer cuantas
medidas, planes y pro-
gramas sean necesarios
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	así    como    proponer
cuantas medidas, planes
y programas sean nece-
sarios  para   el   mejor
funcionamiento de la
Organización.
2. Todos los miembros
de un Consejo Territorial
serán    elegidos    con
arreglo a los criterios y
a las normas electorales
a  que   se   refiere   el
apartado 1° del artículo •
4o.
3.  Corresponde a los
Estatutos       de       la
Organización  determi-
nar el ámbito territorial
de      los      Consejos
Territoriales, así como
su composición y reno-
vación -que coincidirá
con   la   del   Consejo
General-, periodicidad
de sus reuniones y pro-
cedimiento de adopción
de acuerdos.
4. A sus sesiones asis-
tirán, con voz, pero sin
voto, el Delegado y el
Secretario      de      la
Delegación,   actuando
este     último     como
Secretario del Consejo
Territorial.
	proponer cuantas medi-
das, planes y programas
sean necesarios para el
mejor funcionamiento
de la Organización.
2. Todos los miembros
del Consejo Territorial
serán    elegidos    con
arreglo a los criterios y
a   las   normas   elec-
torales a que se refiere
el apartado primero del
artículo 4o.
3. Corresponde a los
Estatutos       de       la
Organización determi-
nar el ámbito territorial
de      los      consejos
Territoriales, así como
su constitución, reno-
vación -que coincidirá
con   la   del   Consejo
General-, periodicidad
de sus reuniones y pro-
cedimientos  de adop-
ción de acuerdos.
4. Con carácter gener-
al, los Estatutos deter-
minarán también, en lo
no   previsto   en   este
artículo, el régimen de
los Consejos Territoriales,
incluido    su    ámbito
competencial   propio,
que habrá de respetar,
en todo caso, lo dis-
puesto en el presente
Real Decreto.
	para   el   mejor   fun-
cionamiento    de    la
Organización.
2. Los miembros del
Consejo      Territorial
serán elegidos  por y
entre los afiliados de
cada      demarcación
territorial,   mediante
sufragio   igual,   libre,
directo y secreto, con
arreglo  a las normas
electorales aprobadas
por      el       Consejo
General.
3. Los Estatutos de la
Organización determi-
narán el ámbito de los
Consejos Territoriales,
así como su composi-
ción, renovación -que
coincidirá con la del
Consejo       General-,
periodicidad   de   sus
reuniones y procedimien-
to   de   adopción   de
acuerdos.
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	Del
Delegado
General
	Artículo       6o.       Del
Delegado General.
1. La gestión y ejecu-
ción de los acuerdos del
Órgano de gobierno de
la Entidad se realizará
en base a criterios de
competencia,     profe-
sionalidad   y   descen-
tralización,    bajo     la
dirección del Delegado
General         de         la
Organización, de quien
dependerán, jerárquica-
mente,    la    Secretaría
General, los responsables
de las áreas básicas de
actuación a nivel estatal,
los Delegados Territoriales
y los Directores de los
Centros   de educación,
formación, rehabilitación
y trabajo.
2. El Delegado General
será  nombrado  por el
Ministro   de   Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social,  a propuesta en
terna      del      Consejo
General, entre afiliados
con   experiencia   sufi-
ciente   en   cargos   de
dirección o gestión. La
duración  del  mandato
del  Delegado  General
será la misma que la del
Consejo   General,   sin
perjuicio de que pueda
ser renovado por alguna
de las causas que en el
presente Real Decreto se
establecen.
3.   Son   funciones   del
Delegado General:
	Artículo       6o.       Del
Director General.
1. La gestión y ejecución
de   los    acuerdos    del
órgano de gobierno de la
Entidad se realizarán en
base a criterios de com-
petencia,   profesionali-
dad y descentralización,
bajo   la   dirección   del
Director General  de la
Organización, de quien
dependerán,  jerárquica-
mente,    los    represen-
tantes  de las áreas de
actuación a nivel estatal,
y restantes responsables
de la gestión.
2.    La    duración    del
mandato   del   Director
General  será la misma
que    la    del    Consejo
General, sin perjuicio de
que pueda ser removido
por éste. Al cesar en el
cargo,   permanecerá  el
Director General en fun-
ciones   hasta   el   nom-
bramiento   y   toma   de
posesión de su sucesor.
3.   Son   funciones   del
Director General:
a) Representar con per-
sonalidad jurídica sufi-
ciente a la Organización,
de    acuerdo    con    las
habilitaciones genéricas
que los artículos 38, 39,
40 y 41 de los Estatutos
de la ONCE le conce-
den, y con las que, conc-
retamente, establezca el
Consejo General.
b) Elaborar los planes de
actuación de la Entidad y
	Artículo      6o.       Del
Director General.
1. La gestión ordinaria
de la entidad corresponde
a la Dirección General
de la organización, que
actuará conforme a cri-
terios de competencia,
profesionalidad          y
desconcentración.
Del   Director  General
dependerán jerárquica-
mente      los      demás
responsables    de    los
órganos    de   adminis-
tración de la ONCE.
2.    La   duración   del
mandato  del   Director
General será la misma
que    la   del   Consejo
General,  sin   perjuicio
de que pueda ser reno-
vado por éste. Al cesar
en el cargo, el Director
General permanecerá en
funciones hasta el nom-
bramiento  y  toma  de
posesión de su sucesor,
3.   Son   funciones  del
Director General:
a) Ejercer todas las fun-
ciones  ejecutivas  con-
feridas   y   las   que   le
reconozcan los Estatutos
y  los   apoderamientos
genéricos o específicos
que el Consejo General
le otorgue, representan-
do   a  la  organización
ante las Administraciones
públicas,  las entidades
privadas y los particu-
lares, con capacidad de
obrar   suficiente   con-
forme a las facultades
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	a) Representar con per-
sonalidad jurídica sufi-
ciente a la Organización,
de   acuerdo   con   las
habilitaciones genéricas
que los Estatutos le con-
cedan  y  con  las   que
concretamente establez-
ca el Consejo General.
b) Elaborar los planes de
actuación de la Entidad y
velar por su ejecución,
una vez aprobados por el
Consejo General.
c)   Elaborar   los   pre-
supuestos  ordinarios  y
extraordinarios.
d)   Dictar  las   normas
internas necesarias para
el buen funcionamiento
de    la    Organización.
Proponer      el      nom-
bramiento y cese de los
cargos mencionados en
el  párrafo  primero  de
este artículo, cuyos titu-
lares no podrán ostentar
la condición de miem-
bros       del       Consejo
General.
f)      Emitir      cuantos
informes le sean solicita-
dos    por   el   Consejo
General   y   por   el   de
Protectorado.
g) Las que reglamentari-
amente  le   delegue  el
Consejo General o que,
por razón de la urgencia
del caso, haya de asumir,
dando cuenta al Consejo
General.
4. Los servicios de todos
los Órganos de gestión
serán desempeñados por
	velar por su ejecución,
una vez aprobados por el
Consejo General.
c)   Elaborar   los   pre-
supuestos  ordinarios  y
extraordinarios.
d)   Dictar  las   normas
internas necesarias para
el buen funcionamiento
de la Organización.
e)   Proponer   el   nom-
bramiento y cese de los
cargos          siguientes:
Secretario General,  los
responsables de las áreas
básicas de actuación a
nivel       estatal,       los
Delegados Territoriales
y los Directores de los
centros    de    recursos
educativos, formación y
rehabilitación y trabajo,
cuyos      titulares     no
podrán ostentar la condi-
ción de miembros  del
Consejo General.
f)       Emitir      cuantos
informes le sean solici-
tados  por  el   Consejo
General o por el Consejo
de Protectorado.
g) Las que, reglamen-
tariamente, le delegue el
Consejo general o que,
por razón de la urgencia
del caso, haya de asumir,
dando cuenta al Consejo
General.
h) Resolver los expe-
dientes    disciplinarios
que se instruyan al per-
sonal o a los afiliados de
la Organización por fal-
tas graves.
4. Los servicios de todos
	que se le atribuyen en la
presente disposición.
b) Elaborar los planes de
actuación de la Entidad
y velar por su ejecución,
una vez aprobados por
el Consejo General.
c)   Elaborar   los   pre-
supuestos  ordinarios  y
extraordinarios   de   la
organización, así como
la liquidación de dichos
presupuestos, formular
las cuentas anuales indi-
viduales y consolidadas
y presentar las mismas
al Consejo General, una
vez auditadas a efectos
de su aprobación.
En  materia  de  inver-
siones    actuará    con-
forme a los criterios y
procedimientos
establecidos    por    el
Consejo General.
d) Dictar las normas de
ejecución y gestión de
carácter interno nece-
sarias para el buen fun-
cionamiento de la orga-
nización  y el correcto
cumplimiento de los cri-
terios aprobados por el
Consejo General.
e)   Proponer   el   nom-
bramiento y cese de los
cargos dependientes de
la Dirección General.
f)       Emitir      cuantos
informes le sean solici-
tados  por  el  Consejo
General y por el Consejo
de Protectorado.
g) Resolver los expedi-
entes disciplinarios que
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	los   empleados   de   la
Organización.   En   las
normas que desarrollen
el presente Real Decreto
se determinarán aquellos
puestos de trabajo que,
preferentemente, han de
ser  desempeñados  por
afiliados, siempre dentro
de    los    criterios    de
idoneidad,  capacidad  y
titulación exigibles en su
caso.
	los órganos de gestión
serán desempeñados por
los   empleados   de   la
Organización.   En   las
normas de desarrollo del
presente Real Decreto se
determinarán   aquellos
puestos de trabajo que,
preferentemente, han de
ser  desempeñados  por
afiliados, siempre dentro
de    los    criterios    de
idoneidad, capacidad y
titulación exigibles,  en
su caso.
	se instruyan al personal
o a los afiliados de la
Organización por faltas
graves.
h)   Dirigir   la   gestión
financiera ordinaria y la
ejecución de las inver-
siones, con arreglo a los
criterios    establecidos
por el Consejo General.
i) Las que le delegue el
Consejo General o que,
por razón de la urgencia
del  caso,   sea  preciso
asumir, dando cuenta al
Consejo General en su
próxima reunión.


La evolución legislativa ha permitido perfilar con más nitidez las competencias atribuidas
a los órganos de gobierno y administración de la ONCE. Los Reales Decretos estatales son
el marco normativo, sobre el cual, el derecho interno de la organización (estatutos y comu-
nicaciones oficiales) precisan la configuración jurídica asignada a cada uno de ellos.
2.1.
Concepto.
El Consejo General es el órgano de gobierno de la ONCE. Le corresponde ejercer
las competencias expresamente atribuidas en el artículo 4 del Real Decreto 358/1991,
de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio, y cuantas
otras resulten necesarias para el buen gobierno y administración de la institución29.
2.2.
Competencias.
Las competencias que ostenta el Consejo General, pueden ser clasificadas del
siguiente modo30.
2.2.1. De naturaleza normativa interna.
Las competencias de naturaleza normativa interna, son las siguientes:
- Elaborar y aprobar los proyectos de Estatutos de la Organización y sus modificacio-
nes, oído el Director general.
29
Vide Estatutos de la ONCE, art. 14.
30
Vide Estatutos de la ONCE, art. 14.
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· Aprobar todas las normas internas que sean precisas para desarrollar los Estatutos de
la Organización.
· Aprobar la normativa electoral del Consejo General y de los Consejos Territoriales.
· Aprobar el Reglamento de Régimen Interno del propio Consejo y de los Consejos
Territoriales, oído en este caso a dichos Consejos, y supervisar su actuación.
· Promover cuantas medidas se estimen necesarias para fomentar y defender la integración
sociolaboral, educativa y cultural de los afiliados y, en general, de los ciegos españoles, así como
ejercitar cuantas acciones sean pertinentes en defensa de los intereses de los mismos.

· Promover las medidas legislativas convenientes para el más adecuado cumplimiento
de los fines reconocidos a la ONCE.
2.2.2.
De índole económica.
Las competencias de índole económica, son las siguientes:
· Aprobar los presupuestos ordinarios y extraordinarios y sus modificaciones corres-
pondientes, así como la liquidación de los presupuestos y las cuentas anuales individuales
y consolidadas, debidamente auditadas, y el informe de gestión.
· Velar por el cumplimiento de las líneas de actuación adoptadas y recabar cuanta infor-
mación sea precisa sobre la marcha financiera y administrativa de la Organización.
· Ejercer el control financiero ordinario de la Organización.
· Conocer las cuentas anuales y, en su caso, consolidadas y las auditorias de CEOSA, de la
Fundación ONCE para la Cooperación e Integración Social de las Personas con Minusvalías (en
adelante, Fundación ONCE) y, en su caso, de las personas jurídicas con las que la ONCE tenga
una fuerte vinculación societaria o institucional. Asimismo, el Consejo General deberá recibir
información suficiente y adecuada de CEOSA y de la Fundación ONCE en materia de planifica-
ción estratégica, planes anuales de actuación, presupuestos anuales, inversiones, en su caso, liqui-
dación de presupuestos y cualquier otra materia de relevancia. A tal fin, el Consejo General arti-
culará los procedimientos o mecanismos adecuados de coordinación, supervisión y control.

2.2.3.
De naturaleza representativa.
Las competencias de naturaleza representativa, son las siguientes:
· Representar a la organización y sus afiliados en los organismos nacionales e interna-
cionales, así como definir los criterios generales de actuación y los mecanismos de segui-
miento en materias de importancia relacionadas con los asuntos de la Unión Europea y de
la Comunidad Iberoamericana de Naciones.
· Representar a la ONCE ante los sindicatos y en las negociaciones colectivas, con arreglo a
la normativa vigente en materia sociolaboral, pudiendo delegar esta atribución en el Director
general.
2.2.4.
De gobierno y dirección.
Las competencias de gobierno y dirección, son las siguientes:
-
Elaborar y elevar al Consejo del Protectorado los planes, proyectos o acuerdos de los
que dicho Consejo deba ser informado, de conformidad con lo establecido en el Real
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Decreto 358/1991, modificado por el 1200/1999, de 9 de julio, asi como aprobar a efectos
de su remisión al Protectorado, para su ulterior tramitación ante el Consejo de Ministros,
los proyectos de modificación del régimen del cupón y de otros juegos para los que la
ONCE necesite autorización previa.
· Definir y aprobar la política general de la entidad y los planes generales de actuación den-
tro de las previsiones presupuestarías. Estas últimas serán propuestas por la Dirección General y,
en su caso, por los responsables máximos de otras áreas ejecutivas o entidades vinculadas31.
· Aprobar las plantillas orgánicas de la Organización, así como las líneas directrices de
las políticas de recursos humanos.
· Nombrar al Director general de la Organización entre afiliados, con experiencia sufi-
ciente en cargos de dirección y gestión, así como acordar su cese.
· Aprobar el nombramiento y cese de los cargos directivos de la ONCE.
Para los cargos de Delegados territoriales y responsables de los centros de ellos depen-
dientes, será preceptivo el informe del Consejo Territorial correspondiente.
· Convocar elecciones al Consejo General y a los Consejos Territoriales de la
Organización, conforme a la normativa electoral aprobada previamente al efecto por el pro-
pio Consejo General.
· Nominar a las personas que serán propuestas para desempeñar los cargos de máxima
responsabilidad ejecutiva en CEOSA, en la Fundación ONCE y, en su caso, en aquellas
otras personas jurídicas con las que la ONCE tenga una fuerte vinculación institucional o
societaria, en todo caso, en aquellas en las que la participación de la ONCE fuera mayori-
taria o con posición dominante.
Asimismo, procederá a nombrar y sustituir a los representantes de la ONCE en los órga-
nos de administración de las entidades a que se refiere el párrafo anterior.
· Otorgar y revocar los apoderamientos, con el alcance que en cada caso se determine, a
favor del Presidente, Vicepresidentes y altos ejecutivos de la Organización.
· Adoptar, cuando se forma parte de manera directa, la decisión de participar, en nom-
bre de la Organización, en la fundación y adquisición de participaciones relevantes de cual-
quier tipo de sociedades o entidades, así como la adopción, en nombre de la Organización,
de todas las decisiones relevantes que convengan a la actividad social de las indicadas enti-
dades y empresas.
· Aprobar las modalidades, calendario, precio, distribución de premios y demás aspec-
tos de los sorteos del cupón y de los restantes juegos de azar autorizados.
31 Los servicios centrales de la ONCE radican en la capital del Estado y serán organizados por acuerdo
del Consejo General, a propuesta del Director general, siguiendo criterios funcionales y de ordenación
jerárquica. Estarán dirigidos por el Director general.
Las modificaciones sustanciales de la estructura orgánica central que supongan incremento o supresión de
órganos directivos o sus denominaciones, serán aprobadas por el Consejo General a propuesta del Director
general. Las demás modificaciones podrán ser acordadas por resolución del Director general, conforme a
los criterios generales aprobados por dicho Consejo (art. 36 de los Estatutos de la ONCE).
Las modificaciones de la estructura organizativa del ámbito territorial que supongan incremento o supre-
sión de órganos directivos o sus denominaciones, así como la normativa marco de la misma, serán apro-
badas por el Consejo General, a propuesta del Director general (art. 40 de ios Estatutos de la ONCE).
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2.2.5. De índole administrativa.
Las competencias de índole administrativa, son las siguientes:
· Resolver los expedientes disciplinarios por falta muy grave que se instruyan a los tra-
bajadores de la Organización, sean o no afiliados, pudiendo delegar esta facultad en el
Director general.
· Resolver los expedientes incoados a los afiliados por faltas muy graves conforme a lo
dispuesto en los presentes Estatutos.
· Aprobar, a propuesta del Director general y previos los informes que estatutariamen-
te procedan, la creación, fusión o cese en su actividad de Delegaciones Territoriales y los
órganos o entidades de ellas dependientes.
· Resolver, agotando la vía administrativa, todo tipo de reclamaciones y recursos, sin
perjuicio de lo establecido en el artículo 8, apartado 3, letra 1), del Real Decreto 358/1991,
modificado por el Real Decreto 1200/1999.
· Adoptar todas las medidas que se estimen oportunas para el correcto funcionamiento
de la Organización respecto de cualquier materia o asunto que no haya sido atribuido en los
presentes Estatutos.
2.3.
Composición.
El Consejo General está compuesto por 15 vocales. Todos los vocales del
Consejo serán elegidos por y entre los afiliados, por sufragio secreto, con arreglo
a las normas electorales aprobadas por el propio Consejo General. Los vocales
elegirán de entre ellos al Presidente del Consejo y hasta cuatro Vicepresidentes en
los términos que en cada caso establezca el Consejo General, quien determinará su
número, competencias y áreas de actuación. Los Consejeros generales quedarán
sometidos a las normas sobre incompatibilidad que en cada caso acuerde el
Consejo General32 .
2.4.
Pérdida de la condición de miembro del consejo general.
Se perderá la condición de Consejero general por expiración del período de manda-
to, fallecimiento o incapacidad, o renuncia33.
2.5.
Ámbito territorial de actuación y duración del mandato.
El Consejo General ejercerá sus competencias en todo el territorio del Estado
español, durante un período de cuatro años, contados a partir de la fecha en que se
celebre la sesión de constitución, permaneciendo en funciones una vez transcurrido
32
Vide Estatutos de la ONCE, art. 14.
33
Vide Estatutos de la ONCE, art. 14.
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dicho período de tiempo, hasta el momento en que se constituya, después de las
correspondientes elecciones, el nuevo Consejo34.
2.6.
Disolución y convocatoria anticipada de elecciones.
El Consejo General podrá decidir su disolución y la convocatoria anticipada de elec-
ciones35.
2.7.
Estructura.
Para cumplir sus objetivos institucionales, el Consejo General se estructura en:
Presidencia del Consejo, las Vicepresidencias, la Comisión Permanente, las
Comisiones que se consideren oportunas, reflejadas en su Reglamento, y la Secretaría
General del Consejo, cuyo titular actuará como Secretario del Consejo con voz y sin
voto. Su nombramiento corresponderá al Pleno del Consejo General, que determinará
sus funciones y nivel directivo, recayendo en un afiliado a la ONCE. Entre sus compe-
tencias le será asignado el poder certificante general sobre cualquier documento o asun-
to obrante en los archivos de la ONCE. El desarrollo de estos órganos se efectúa en el
Reglamento de Régimen Interno del Consejo General, a quien corresponde su aproba-
ción y/o modificación36. En la actualidad es la siguiente.
2.7.1. Presidencia.
El Presidente del Consejo General es el representante máximo de la ONCE,
ostentando las facultades a que se refieren los Estatutos de la Organización, debien-
do velar por el correcto funcionamiento del Consejo y por la coordinación de las
diferentes áreas ejecutivas de la Organización.
Dirige, convoca y ordena los debates de los Plenos y Comisión Permanente.
Ejerce las competencias que el Consejo le delegue mediante apoderamiento general
o específico y es el directivo responsable de la gestión y administración de todos los
servicios adscritos al Consejo, para lo que contará con el apoyo del Secretario gene-
ral en las condiciones y asignación de competencias que se especifiquen en el
Reglamento de Régimen Interno37 (art. 15.3 de los Estatutos de la ONCE).
34
Vide Estatutos de la ONCE, art. 14.
35
Vide Estatutos de la ONCE, art. 14.
36
Vide Estatutos de la ONCE, art. 15.1.
37
Vide Estatutos de la ONCE, art. 15.3.
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2.7.2.
Vicepresidencias.
Los Consejeros Generales38 podrán elegir, de entre ellos, hasta un máximo de cuatro
Vicepresidentes, según establezca en cada caso el propio Consejo General. Las
Vicepresidencias del Consejo General desempeñarán las funciones que les asigne el Pleno,
las que le delegue el Presidente y las que les atribuyan el Reglamento de Régimen Interno,
otorgándoles a tal efecto los apoderamientos generales o específicos39.
En la actualidad se han establecido tres Vicepresidencias, a las que se atribuyen,
entre otras, competencias específicas en las áreas que se indican:
· Vicepresidencia 1a para las áreas de juego y asuntos económicos.
· Vicepresidencia 2a para las áreas de participación y recursos humanos.
· Vicepresidencia 3a para las áreas de relaciones con los movimientos asociativos
e innovación tecnológica.
2.7.3.
Comisión permanente.
La comisión permanente es el órgano colegiado ordinario de dirección y coordinación del
Consejo General. Desarrolla las funciones ordinarias que le confieren los Estatutos, el
Reglamento de Régimen Interno del Consejo y cuantas otras le delegue el pleno. Está inte-
grada como máximo por cinco consejeros, formando parte de la misma el Presidente del
Consejo, quien tendrá voto dirimente En la actualidad también la forman el Vicepresidente
1o y tres Consejeros, designados con proporcionalidad suficiente en la representación que
cada grupo ostente en el pleno. El secretario de este órgano es el del Consejo General. Para
el quórum de la Comisión Permanente bastará con la asistencia de tres de sus miembros y,
entre ellos, el Presidente o persona que reglamentariamente le sustituya40 41.
38
«Uno. Todos los Consejeros, tanto generales como territoriales, deberán ser afiliados a la ONCE.
Dos. Las causas de inelegibilidad e incompatibilidad se regularán por la norma electoral y por los acuer-
dos complementarios del Consejo General.
Tres. No podrá incoarse procedimiento sancionador contra ningún Consejero, ya sea general o territorial,
sin que el Consejo General, que habrá de ser consultado preceptivamente, se pronuncie sobre la proceden-
cia de que el expediente sea tramitado».
39
Vide Estatutos de la ONCE, art. 15.4.
40
Vide Estatutos de la ONCE, art. 15.2.
41  Vide Memoria de la ONCE y su grupo, 2003, p. 49, donde señala las funciones de la comisión permanente:
«La dirección y coordinación ordinaria del Consejo General. La planificación, impulso y seguimiento de todas
aquellas competencias, funciones y actividades que favorezcan el funcionamiento del resto de los órganos del
Consejo General y del Grupo ONCE. Planifica las prioridades y calendario de las iniciativas y acciones que
corresponden a los órganos del Consejo General. Analiza y determina los asuntos a incluir en el orden del día de
las sesiones del pleno. Supervisa periódicamente la marcha de las diferentes áreas ejecutivas del Grupo ONCE.
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2.7.4.
Comisiones y comités de carácter estable.
Las comisiones en las que se articula actualmente el Consejo General son las
siguientes: educación, cultura y deporte; acción social; control y régimen discipli-
nario; relaciones internacionales; estatutos y normativa; cupón y juegos de azar;
asuntos económicos; participación; recursos humanos e integración laboral; nuevas
tecnologías e informática accesible.
El actual Reglamento de Régimen Interno del Consejo General establece la constitución
de comités básicos de carácter estable, entre los que cabe destacar los dos siguientes.
Comité de Estrategia Económica e Inversiones, en general, velará por el correcto
funcionamiento económico-financiero de la Organización, actuando, además, como
órgano de intercambio de información de los asuntos económico-financieros relevantes
que afecten al Grupo ONCE.
Comité de Empleo para Afiliados (C.E.A), velará por la consecución de los objeti-
vos marcados en materia de formación y empleo para afiliados, dentro de los criterios
de actuación generales establecidos por el Consejo General.
2.7.5.
Secretaría General del Consejo.
El pleno del Consejo General nombrará para este cargo a un afiliado a la ONCE, que
actuará como secretario del Consejo, con voz y sin voto42.
42 Vide Memoria de la ONCE y de su Grupo, año 2003, pp. 54-55, donde señala que corresponden al Secretario
General las siguientes competencias: «Desarrolla, en general, las funciones atribuidas por los Estatutos de la
ONCE y, en especial, el poder certificante de la Organización. Vela por la observancia de la legalidad en la adop-
ción de acuerdos del Consejo y presta apoyo técnico y jurídico. Seguimiento de las novedades legales que pue-
dan afectar al Grupo ONCE en su conjunto. Desempeña la función de secretario del Pleno y de la Comisión
Permanente y de cuantos otros órganos colegiados se le encomiende. Ejercicio de las funciones propias de la
Secretaría y/o de carácter administrativo (poder certificante, notificaciones, actas, traslado de acuerdos, ejecución
según poderes, archivos, etc.), así como apoyo técnico administrativo y material a las Comisiones del Consejo y
a los propios Consejeros. Gestiona, bajo la dirección del Presidente y con arreglo a la normativa vigente en cada
caso en la ONCE, los servicios generales internos del Consejo (personal, seguridad, limpieza, mantenimiento,
compras, informática, etc.). Gestión de los aspectos económicos y del presupuesto del Consejo. Vela por el cum-
plimiento de las obligaciones formales y documentales con el Consejo de Protectorado en coordinación con las
Áreas Ejecutivas concernidas, según el asunto de que se trate, así como supervisión de las relaciones administra-
tivas y documentales con las áreas ejecutivas. A los efectos expresados, se articula un procedimiento específico
para el registro y archivo especializado sobre las relaciones documentales entre la ONCE y el Consejo de
Protectorado. Propone el nombramiento del Secretario Adjunto, que actuará como su sustituto en los supuestos
previstos en los Estatutos y en el Reglamento de Régimen Interno. La elevación a instrumento público de los
acuerdos de los órganos del Consejo General. Canaliza la información y comunicación entre los distintos órganos
del Consejo General, así como centraliza las relaciones del Consejo General con la Dirección General, CEOSA,
Fundación ONCE y tos Consejos Territoriales».
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2.7.6. Direcciones ejecutivas43.
Están adscritos al Consejo General los siguientes órganos ejecutivos: dirección de
relaciones internacionales, dirección técnica de control financiero y auditoría, dirección
de comunicación e imagen.
Respecto a esta última debo manifestar que su función es planificar, organizar, dirigir y
supervisar las actividades de comunicación e imagen, de acuerdo con las directrices del
Director General, transmitiendo a las Delegaciones y demás Centros dichas directrices, al
objeto de difundir adecuadamente los fines de la Organización y generar una imagen cohe-
rente de acuerdo con la estrategia de comunicación definida por la ONCE.
La comunicación e imagen de todo el Grupo ONCE es gestionada desde esta
Dirección, al objeto de dotar de unidad de acción a las actuaciones institucionales en
esta materia, con independencia de que la determinación de la estrategia global de
comunicación del Grupo ONCE que corresponde al Consejo General.
Esta Dirección está compuesta por los siguientes departamentos:
a) Dirección técnica44
b) Gabinete de prensa45
c) Departamento de relaciones públicas46
d) Departamento de publicidad47
43 Vide Acuerdo del Consejo General 6/2005, de 20 de julio, aprobación del texto refundido del organigrama
del Consejo General de la ONCE.
44 Su función es apoyar técnicamente a la Dirección Ejecutiva en materia de comunicación e imagen, así
como la gestión de la producción informativa que consiste en: la producción de cuantos soportes audiovi-
suales e impresos sean requeridos tanto para la comunicación externa como interna. Así se encarga de la
coordinación de las revistas "Perfiles" y "Así Somos", mantenimiento y actualización de las páginas web
institucionales, edición de las memorias anuales del Grupo ONCE, edición de los videos institucionales,
edición de folletos institucionales y cuantas actividades se le puedan encomendar.
45 Su función es recopilar toda la información interna susceptible de ser difundida al exterior con el fin de obtener
en los medios una proyección positiva de la imagen del Grupo ONCE y conseguir su publicación en dichos medios.
Además le corresponde la edición de los resúmenes de prensa para su difusión entre los directivos del Grupo ONCE.
46 Su función es la planificación, coordinación, ejecución y evaluación de cuantos eventos sean suscepti-
bles de ser organizados con el objeto de proyectar una imagen positiva de la institución. Así mismo le
corresponde la gestión de la oficina de información de la ONCE, desde la que se atenderán de forma coor-
dinada las diversas solicitudes de información que desde clientes, vendedores y afiliados se dirigen a la
ONCE. Por último le corresponde la gestión de los patrocinios y merchandising no directamente comer-
ciales y los vinculados a juego en coordinación con el departamento de marketing.
47 Sus funciones son la gestión de las campañas institucionales del Grupo ONCE de acuerdo con las direc-
trices estratégicas del Consejo General de la ONCE.
También corresponde a este departamento la gestión de las campañas publicitarias comerciales de la ONCE
de acuerdo a los requerimientos de la dirección comercial y de marketing. Le corresponde la gestión de la
investigación sobre la imagen que la opinión pública y los líderes de opinión tienen del Grupo ONCE.
381
2.7.7.
Órganos unipersonales dependientes del consejo general.
Se adscribe al presidente del Consejo General la Fundación ONCE para la
Solidaridad con Personas Ciegas de Latinoamérica (F.O.A.L).
2.7.8.
Órganos independientes integrados en el consejo general: el defensor del
afiliado.
Se integra en el Consejo General la figura de "Defensor del Afiliado", órgano comisio-
nado por el Consejo General para la protección y defensa de los derechos de los afiliados,
de conformidad con los Estatutos de la ONCE y su normativa interna.
El Consejo General de la ONCE, en su quinto pleno extraordinario, celebrado el día
15 de julio de 2003, aprobó, mediante acuerdo 5E/2003-1.1, la creación de la figura del
Defensor del Afiliado y publicó su Estatuto de funcionamiento48. Su regulación se efec-
48 Su régimen jurídico, determinado en su Estatuto, es el siguiente.
«ESTATUTO DEL DEFENSOR DEL AFILIADO.
PREÁMBULO
La regulación de la figura del Defensor del Afiliado es una aspiración de todos los sectores de la ONCE,
preocupados por dar una mayor seguridad al desarrollo de los intereses y participación social de sus afi-
liados. Desde la creación de la ONCE, y según se ha venido recogiendo en los Estatutos de la misma, se
ha señalado la importancia de buscar y articular garantías para el real y efectivo ejercicio de los derechos
de los afiliados.
La ONCE ordena su actuación a la consecución de la autonomía personal y plena integración social de los
deficientes visuales, velando, especialmente, por el ejercicio y satisfacción de los derechos fundamentales
amparados en el artículo 49 de la vigente Constitución Española. Para ello, desarrolla, entre otras, las acti-
vidades recogidas en sus Estatutos para lograr los fines igualmente allí contemplados.
Es cierto que ya existen unos sistemas que ofrecen garantías para la ejecución y cumplimiento de los dere-
chos que tanto esfuerzo y tiempo ha costado reconocer a las personas ciegas y deficientes visuales, como
son todos los óiganos de representación (Consejo General y Consejos Territoriales) y de gestión de la
ONCE, y el control de legalidad que realiza el Consejo de Protectorado. El Consejo General tiene entre
sus funciones el promover cuantas medidas se estimen necesarias para fomentar y defender la integración
socio-laboral, educativa y cultural de los afiliados y, en general, de los ciegos españoles, así como ejerci-
tar cuantas acciones sean pertinentes en defensa de los intereses de los mismos y de promover las medidas
legislativas convenientes para el más adecuado cumplimiento de los fines reconocidos a la ONCE. Los
Consejos Territoriales tienen, entre sus funciones, el proponer cuantas medidas, planes y programas consi-
deren necesarios para el buen funcionamiento de la ONCE, supervisar los servicios prestados en su ámbi-
to y comprobar el buen funcionamiento de los mismos, así como proponer medidas para el perfecciona-
miento de los servicios existentes y para la creación de otros precisos para la atención de funciones exigi-
das por los fines de la ONCE.
No obstante, la creación de un órgano comisionado por el Consejo General de la ONCE, que vele por el respeto
de los derechos de los afiliados recogidos en sus Estatutos y en cualquier otra norma interna, constituye un ins-
tmmento eficaz y especializado para asegurar el ejercicio real y efectivo de los Derechos reconocidos al Afiliado.
ARTÍCULO 1°,-
El Defensor del Afiliado del Consejo General de la ONCE es el Órgano comisionado por el Consejo
General de la ONCE, cuyo titular es designado por éste, para la protección y defensa de los derechos de
los afiliados, de conformidad con los Estatutos de la ONCE y su normativa interna.
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A estos fines, podrá realizar las indagaciones precisas para esclarecer los hechos objeto de queja ante el
órgano o centro de la ONCE concernido de su estructura central, periférica y centros autónomos, así como
de los entes, organismos y empresas que constituyen el Grupo ONCE.
En el cumplimiento de su misión, el Defensor del Afiliado del Consejo General de la ONCE podrá diri-
girse a toda clase de órganos y directivos del Grupo ONCE, de conformidad con las presentes normas de
funcionamiento.
Ejercerá las funciones encomendadas, ateniéndose a los principios de independencia y objetividad plenas;
equidad, presunción de inocencia, respeto a los derechos fundamentales e intereses legítimos de terceros,
así como el procedimiento de audiencia, contradicción y secreto profesional.
No queda comprendido en el esquema de competencias del Defensor del Afiliado el sistema de reclama-
ciones y recursos contra las decisiones de los órganos de la ONCE, que continuará tramitándose por el pro-
cedimiento establecido. A tal fin, se abstendrá de pronunciarse sobre aquellas quejas que hayan sido planteadas
formalmente como recurso o reclamación. La Comisión de Control y Régimen Disciplinario dará traslado
de los expedientes recibidos al Defensor del Afiliado, a los meros efectos de conocimiento y de abstención,
en caso de identidad o coincidencia de las materias objeto de queja y de recurso.
ARTÍCULO 2o.-
El Defensor del Afiliado del Consejo General de la ONCE será elegido y sustituido por el Pleno del
Consejo General, a propuesta de su Presidente, por mayoría absoluta del mismo. Su mandato coincidirá
con aquél del Consejo General que hubiese procedido a su nombramiento.
El Defensor del Afiliado tendrá su sede en la del Consejo General de la ONCE.
La Comisión Permanente del Consejo General de la ONCE será el órgano encargado de relacionarse con
el Defensor del Afiliado e informará y propondrá al Pleno cuantas medidas e iniciativas resulte necesario
adoptar. El Defensor del Afiliado se dirigirá a esta Comisión a través del Presidente de la misma y, asi-
mismo, podrá comparecer ante dicha Comisión por solicitud de sus miembros o a petición propia.
Los Consejeros Generales, de forma individual o en cualquiera de las Comisiones que en el Consejo
General de la ONCE se constituya, podrán solicitar, mediante escrito motivado, intervención del Defensor
del Afiliado para la investigación o esclarecimiento de actos, resoluciones y conductas concretas que afec-
ten al afiliado.
ARTÍCULO 3°.-
Podrá ser elegido Defensor del Afiliado cualquier afiliado a la ONCE, mayor de edad, en quien no concu-
rra ninguna circunstancia de incompatibilidad o inhabilidad.
ARTÍCULO 4o.-
La designación de Defensor del Afiliado será incompatible con el ejercicio de cualquier puesto de respon-
sabilidad, de carácter representativo o ejecutivo, en el Grupo ONCE.
ARTÍCULO 5°.-
La persona que ostente este cargo cesará por alguna de las siguientes causas:
1a Por renuncia.
2a Por expiración del mandato para el que hubiese sido nombrado.
3a Por muerte.
4a Por incapacidad sobrevenida.
5a Por actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo.
6a Por incompatibilidad sobrevenida.
T Por haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso.
Las causas de cese que se recogen en los apartados 4 y 7 será considerada, asimismo, causa de inhabilidad
para el ejercicio del cargo, a los efectos que señala el artículo 3 anterior.
En el supuesto de expiración del mandato, el Defensor del Afiliado permanecerá, en funciones, en el cargo
hasta la toma de posesión de quien le suceda.
Vacante el cargo o terminado el mandato, se iniciará el procedimiento para nombrar nuevo Defensor del
Afiliado en plazo no superior a un mes.
ARTÍCULO 6°.-
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El Defensor del Afiliado del Consejo General de la ONCE no estará sujeto a mandato imperativo alguno.
Desempeñará sus funciones con autonomía y según su criterio, de conformidad con lo dispuesto en los
Estatutos y la normativa interna de la ONCE, los acuerdos del Consejo General y del Consejo de
Protectorado.
ARTÍCULO 7°.-
Podrá dirigirse al Defensor del Afiliado cualquier afiliado o asociación de afiliados que invoque un interés
legítimo, sin restricción alguna; siempre que la pretensión u objeto de queja se enmarque en las compe-
tencias y ámbitos de actuación del Defensor del Afiliado.
ARTÍCULO 8o.-
El Defensor del Afiliado podrá, en todo caso, por su propia iniciativa o a instancia de parte, supervisar por
sí mismo la actividad de los órganos de la ONCE en el ejercicio de sus competencias, en relación directa
con la queja planteada.
La intervención en las restantes entidades que conforman el Grupo ONCE se llevará a cabo en coordina-
ción con sus respectivos máximos responsables ejecutivos.
ARTÍCULO 9o.-
Cuando el Defensor del Afiliado reciba quejas referidas al funcionamiento de los órganos del Grupo
ONCE, una vez acreditada su realidad, propondrá a la Comisión Permanente del Consejo General o
Director General la adopción de las propuestas normativas o de gestión, que estime necesarias. En todos
los casos, la Comisión Permanente del Consejo General y/o el Director General se verán obligados a res-
ponder por escrito en término no superior al de un mes.
ARTÍCULO 10º.-
Toda queja se presentará firmada por el afiliado, con indicación de su nombre, apellidos, DNI, número de
carné de afiliado a la ONCE y domicilio, en escrito razonado en papel común, y en el plazo máximo de
tres meses contado a partir del momento en que tuviera conocimiento de los hechos objeto de la misma.
Ésta deberá contener la autorización al Defensor del Afiliado que le permita el acceso a los archivos del
afiliado que contengan su documentación o información de carácter personal. También podrá hacerlo, con
idénticos requisitos formales, por Internet o cualquier otro procedimiento electrónico.
ARTÍCULO 11º.-
El Defensor del Afiliado registrará y acusará recibo de las quejas que se formulen, que tramitará o rechazará. En
este último caso lo hará en escrito motivado, pudiendo informar al afiliado sobre las vías más oportunas para ejer-
citar la acción en reclamación de su derecho, caso de que a su entender hubiese alguna y sin perjuicio de que el
afiliado pueda utilizar las que considere más pertinentes.
No entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que esté pendiente resolución judicial y lo sus-
penderá si, iniciada su actuación, se interpusiere por el afiliado demanda o recurso ante los órganos jurisdiccio-
nales competentes. Asimismo, esa abstención se deberá dar en el supuesto de la interposición de reclamaciones o
recursos ante el consejo General, según prescribe el artículo 1, apartado 5 anterior. Ello no impedirá, sin embar-
go, la investigación sobre los problemas generales planteados en las quejas presentadas.
Rechazará las quejas anónimas y aquéllas en las que advierta mala fe, carencia de fundamento, inexisten-
cia de pretensión, así como aquellas otras cuya tramitación irrogue perjuicio al legítimo derecho de terce-
ra persona.
ARTÍCULO 12°.-
Admitida la queja, el Defensor del Afiliado promoverá la oportuna investigación para el esclarecimiento
de los supuestos contenidos en la misma. En todo caso, dará cuenta del contenido sustancial de la solici-
tud al responsable del Órgano, Centro o Dependencia procedente, con el fin de que, en el plazo máximo
de quince días, le remita informe escrito. Tal plazo podrá ser ampliado cuando concurran circunstancias
que lo aconsejen, a juicio del Defensor del Afiliado.
2. La negativa o negligencia por parte del responsable del Órgano, Centro o Dependencia Administrativa
al envío del informe inicial solicitado, podrá ser considerado por el Defensor como actitud adversa y entor-
pecedora de sus funciones, destacando tal calificación en su informe anual o especial, en su caso, a la
Comisión Permanente del Consejo General.
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tuó a través de la Circular 7/2003, de 21 de agosto, de la Dirección de Organización y
Gestión de Recursos Generales, registro general de salida n° 39.736, cuya entrada en
vigor data del 15 de julio, fecha de aprobación del Acuerdo del Consejo General.
El defensor del afiliado se crea como órgano directivo unipersonal, integrado en la
estructura orgánica del Consejo General, pero con amplia autonomía y firme compro-
miso de independencia. Su objetivo fundamental es velar por el cumplimiento efectivo
ARTICULO 13°.-
''
Todos los órganos, centros y dependencias de la ONCE están obligados a auxiliar, con carácter preferente
y urgente, al Defensor del Afiliado en sus investigaciones e inspecciones. La intervención en las restantes
entidades que conforman el Grupo ONCE se realizará a través de sus respectivos órganos de gobierno y
dirección.
En la fase de comprobación e investigación de una queja o en expediente iniciado por su propia iniciativa,
el Defensor del Afiliado podrá personarse en cualquier centro o dependencia, para comprobar cuantos
datos fueren menester, hacer las entrevistas personales pertinentes o proceder al estudio de los expedien-
tes y documentación necesaria.
A estos efectos no podrá negársele el acceso a ningún expediente o documentación administrativa que se
encuentre relacionada con la actividad o servicio objeto de la investigación.
El ejercicio de esta facultad se realizará con pleno respeto a la legislación especial sobre protección de
datos de carácter personal que se encuentre en vigor.
ARTÍCULO 14°.-
El Defensor del Afiliado, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a los responsables de los cen-
tros las advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes y sugerencias que estime oportunos,
dando traslado al máximo responsable ejecutivo de los que aquéllos dependan.
ARTÍCULO 15°.-
El Defensor del Afiliado informará al interesado del resultado de sus investigaciones y gestión, así como
de la respuesta que hubiese dado el centro implicado, salvo en el caso de que éstas, por su naturaleza, fue-
sen consideradas como de carácter reservado o declaradas secretas.
ARTÍCULO 16º.-
El Defensor del Afiliado dará cuenta, anualmente, al Consejo General de la ONCE de la gestión realizada
y del resultado de la misma, en un Informe que presentará ante el Pleno.
Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordinario.
El Defensor del Afiliado podrá proponer la modificación de las actuaciones y procedimientos utilizados
que hayan podido atentar a los derechos de los afiliados.
Si, como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento riguroso
de la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los afiliados, podrá proponer al órga-
no competente la modificación de la misma.
ARTÍCULO 17°.-
1. El Defensor del Afiliado dará cuenta, en su informe anual, del número y tipo de quejas presentadas; de aque-
llas que hubiesen sido rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de investigación y el resultado
de la misma, especificando las sugerencias o recomendaciones admitidas por el Consejo General.
2. En el informe no constarán datos personales que permitan la identificación de los afiliados interesados.
ARTÍCULO 18°.-
El Defensor del Afiliado del Consejo General de la ONCE dispondrá de los medios materiales y humanos que se
estime necesarios por el Consejo General para el desarrollo de sus funciones y dentro de los límites presupuestarios.
ARTÍCULO 19V
La dotación económica necesaria para el funcionamiento del Órgano, constituirá una partida dentro de los
presupuestos del Consejo General de la ONCE, cuya gestión se ajustará a los principios y procedimientos
vigentes en materia económica y presupuestaria, así como de auditoria y control».
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de los derechos de los afiliados, supervisar y evaluar de forma estricta los servicios que
la ONCE les presta en el ejercicio de sus funciones y proponer actuaciones que redun-
den en un incremento en la calidad de vida de los ciegos y deficientes visuales, sea
mediante la presentación de propuestas de normativa, sea mediante iniciativas para la
corrección de procedimientos o actuaciones que se estimen lesivas para los afiliados.
Se trata, por tanto, de un órgano nuevo y especializado, capaz de canalizar las que-
jas de los afiliados, y cuya actuación, basada en principios de objetividad, no debe con-
fundirse, ni solaparse, con la que ejercen otras instancias de la ONCE, en especial los
Consejos Territoriales o la Comisión de Control y Régimen Disciplinario del Consejo
General. A tal fin, y complementando al Estatuto, se procederá a la publicación de un
Oficio-Circular que desarrolle las funciones de esta nueva figura y detalle los procedi-
mientos para el acceso a la mediación o audiencia de este órgano.
Realiza las indagaciones precisas para esclarecer los hechos objeto de queja ante el
órgano o centro de la ONCE que corresponda, incluyendo la totalidad de los compo-
nentes del Grupo ONCE.
2.8.
Asistencia a las sesiones.
A las sesiones del Consejo General asistirán con voz y sin voto, con carácter perma-
nente, el Director general de la ONCE y los máximos responsables ejecutivos de la
Fundación ONCE y de la «Corporación Empresarial ONCE, Sociedad Anónima»
(CEOSA), y el Secretario general del Consejo.
Asimismo, podrán asistir a las sesiones del Consejo y de sus Comisiones, en su
caso, aquellos ejecutivos o expertos que se considere preciso en función de la mate-
ria a tratar y que sean convocados al efecto por el Consejo General49.
2.9.
Constitución.
El Consejo General, para constituirse con quórum suficiente, necesitará la presencia
de la mayoría absoluta de sus miembros en primera convocatoria, siendo precisa la asis-
tencia de, al menos, cinco Consejeros, en la segunda. En todo caso, deberán hallarse
presentes el Presidente y Secretario o personas que válidamente les sustituyan50.
49
Vide Estatuios de la ONCE, art. 16.
50
Vide Estatutos de la ONCE, art. 17.
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2.10.
E1 ejercicio del derecho del voto.
Cada Consejero ostenta un único y personal voto que no podrá delegar. Los votos
de los Consejeros tienen igual valor. No obstante, el voto del Presidente tendrá carác-
ter dirimente en los casos de empate51.
Los Consejeros emitirán libremente sus votos. Habitualmente el derecho se ejerci-
tará de palabra y públicamente; con carácter excepcional y cuando así se decida por
mayoría absoluta, la votación podrá ser secreta52.
2.11.
Sesiones ordinarias.
El Consejo General celebrará una sesión ordinaria preceptiva cada dos meses.
Además, celebrará sesión extraordinaria cuantas veces lo estime pertinente su
Presidente o lo solicite la Comisión Permanente, un quinto de los Consejeros, el
Director general o el Consejo de Protectorado53.
Corresponde al Secretario general del Consejo cursar, por orden del Presidente, las
oportunas notificaciones y citaciones54.
La convocatoria del Pleno del Consejo General y de sus Comisiones se efectuará por
escrito y por los medios más eficaces para garantizar su recepción, con una antelación
mínima de cuarenta y ocho horas las sesiones ordinarias y de doce horas las extraordi-
narias. Deberá indicar el día, hora y lugar de la reunión, así como el orden del día,
adjuntándose la documentación adecuada para el estudio de los temas por los
Consejeros55.
Los Consejos extraordinarios deberán convocarse dentro del término de cinco días,
a partir de la presentación de la petición, no pudiendo mediar más de diez días entre la
fecha de la convocatoria y la señalada para la celebración de la pretendida sesión56.
2.12.
Orden del día.
El orden del día de las sesiones ordinarias contendrá la aprobación del acta de la
sesión anterior y la exposición de las actuaciones de la Comisión Permanente y de las
Comisiones Especiales o Ponencias, así como los temas que determine el Presidente o
51
Vide Estatutos de la ONCE, art. 18.1.
52
Vide Estatutos de la ONCE, art. 18.2.
53
Vide Estatutos de la ONCE, art. 19.1.
54
Vide Estatutos de la ONCE, art. 19.2.
55
Vide Estatutos de la ONCE, art. 19.3.
56
Vide Estatutos de la ONCE, art. 19.4.
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proponga cualquiera de los Consejeros, los que el Órgano Colegiado hubiera aprobado
en su sesión precedente por mayoría simple, los asuntos remitidos por el Director gene-
ral y las propuestas formuladas por la Comisión Permanente57.
No podrá ser objeto de acuerdo ningún asunto que no figure en el orden del día,
salvo que estén presentes todos los Vocales del Órgano Colegiado y sea declarada la
urgencia del asunto por el voto favorable de la mayoría58.
El orden del día será remitido a todos los miembros del Consejo General59.
2.13. Adopción de acuerdos.
Los acuerdos aprobados por el Pleno del Consejo General en las sesiones ordinarias
o extraordinarias normalmente se adoptarán por mayoría simple de los votos que emi-
tan los Consejeros asistentes, excepto en los supuestos contemplados en los apartados
dos, tres y cuatro de del artículo 21 de los Estatutos de la ONCE, que requerirán mayo-
ría absoluta o cualificada de tres quintos y dos tercios, respectivamente60.
Se requerirá mayoría absoluta en los siguientes casos:
a) Para elegir al Presidente, Vicepresidentes y Director general. En el supuesto de que
no se obtuviera la citada mayoría en la primera y segunda votación, en la tercera será sufi-
ciente con que la decisión se adopte por una mayoría simple.
b) Para la reforma de los Estatutos.
c) Cuando se resuelvan expedientes disciplinarios de carácter no laboral, referidos a
incumplimientos de los afiliados, y la sanción aplicable sea la de suspensión de la condi-
ción de afiliado superior a dos años.
d) Cuando se apruebe, altere o derogue el Reglamento de Régimen Interno del Consejo
General.
e) Para la aprobación de la normativa electoral correspondiente a los Consejos General
y Territoriales de la Organización.
f) Para decidir que un acuerdo se adopte mediante votación secreta.
g) Para modificar el límite de ceguera a que se refiere el artículo 8 del apartado uno de
los presentes Estatutos61.
Será necesaria la mayoría cualificada de tres quintos cuando, no concurriendo
causas de inelegibilidad o incompatibilidad, el Consejo General apruebe y, en su
caso, revoque la concurrencia y ejercicio simultáneo en un mismo afiliado de la
responsabilidad de Consejero general con el desempeño de los cargos de Director
57
Vide Estatutos de la ONCE, art. 20.1.
58
Vide Estatutos de la ONCE, art. 20.2.
59
Vide Estatutos de la ONCE, art. 20.3.
60
Vide Estatutos de la ONCE, art. 21.1.
61
Vide Estatutos de la ONCE, art. 21.2.
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general de la ONCE o de máximo responsable ejecutivo de Fundación ONCE o
CEOSA62.
Será precisa mayoría cualificada de dos tercios de los Consejeros cuando se resuelvan
expedientes disciplinarios de carácter no laboral, referidos a incumplimiento de los afilia-
dos, siempre que implique la pérdida de condición de afiliado63.
El voto será «in voce», salvo el supuesto contemplado en la letra g) del apartado dos
del artículo 21, anteriormente expuesto64.
2.14.
Actas.
Las incidencias y acuerdos adoptados en el Pleno del Consejo General o en las
Comisiones correspondientes se reflejarán en actas, que serán aprobadas en sesión pos-
terior. No obstante lo anterior, los acuerdos adoptados por el Pleno del Consejo General
tendrán fuerza ejecutiva a partir de su promulgación por él Presidente, cuando se haya
determinado su carácter de ejecutivo y urgente65.      
Cuando los acuerdos sean válidamente adoptados obligan por igual a todos los
Consejeros y cualesquiera personas o entidad vinculada con la Organización y afecta-
da por ellos66.
2.15.
Comunicación de los acuerdos adoptados al Consejo de Protectorado,
cuando tengan relación con alguna competencia atribuida al mismo.
Se comunicarán al Consejo de Protectorado los acuerdos adoptados por el Consejo
General, cuyo contenido tenga relación con alguna de las competencias atribuidas a
dicho Consejo de Protectorado67.
3. Los consejos territoriales.
3.1. Concepto.
Los Consejos Territoriales constituyen órganos colegiados de naturaleza político-
representativa, elegidos por sufragio igual, libre, directo y secreto entre los afiliados de
62
Vide Estatutos de la ONCE, art. 21.3.
63
Vide Estatutos de la ONCE, art. 21.4.
64
Vide Estatutos de la ONCE, art. 21.5.
65
Vide Estatutos de la ONCE, art. 22.1.
66
Vide Estatutos de la ONCE, art. 22.2.
67
Vide Estatutos de la ONCE, art. 22.3.
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su demarcación. La distribución de los Consejos Territoriales se ajusta, como la de las
Delegaciones Territoriales de la ONCE, al territorio de las Comunidades Autónomas
constituidas. Existirá igual número de Consejos que de Delegaciones Territoriales. El
Consejo General podrá adecuar la asignación o vinculación de las ciudades autónomas
de Ceuta y Melilla a la estructura periférica de representación y gestión68. En la actua-
lidad se integran en el Consejo Territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
Los Consejos Territoriales dependen jerárquicamente del Consejo General que será
quien supervise la labor de aquéllos. Responden a las mismas características que el
Consejo General, con la salvedad de que no tienen facultad de gobierno.
3.2. Competencias.
Corresponden a los Consejos Territoriales las siguientes competencias69:
3.2.1.
De naturaleza normativa interna.
Las competencias de naturaleza normativa interna, son las siguientes:
-
Controlar la correcta aplicación de la normativa vigente y de los acuerdos del Consejo
General. A tal efecto, se regulará un procedimiento de urgencia para que los Consejos plan-
teen, ante el Consejo General, cuestiones referidas al ejercicio de su función de control.
3.2.2.
De índole económica.
Las competencias de índole económica, son las siguientes:
· Determinar, previo estudio del Consejo Territorial, las partidas presupuestarías que se
necesiten para su funcionamiento.
· Aprobar los anteproyectos de presupuestos de la Delegación Territorial correspondiente,
en el marco de las directrices y límites establecidos por el Consejo General.
· Participar, en la forma en que precisen las normas de desarrollo de estos Estatutos, en
la definición de los criterios presupuestarios básicos de la entidad. En todo caso, y con
carácter anual, los Consejos Territoriales intervendrán en la concreción de dichas líneas.
3.2.3.
De naturaleza representativa.
Las competencias de naturaleza representativa, son las siguientes.
· Representar ante el Delegado territorial, Director general y Consejo General a los afi-
liados adscritos a la demarcación del Consejo Territorial.
· Representar a la entidad en actos públicos externos y presidir los que se celebren en
el seno de la Organización de su ámbito territorial.
68
Vide Estatutos de la ONCE, art. 23.
69
Vide Estatutos de la ONCE, art. 24.
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3.2.4.
De carácter consultivo.
Las competencias de gobierno y dirección, son las siguientes:
· Emitir informe previo, de carácter preceptivo, sobre las propuestas que formule el
Director general en relación con el nombramiento del Delegado territorial y demás cargos
directivos de él dependientes. En el supuesto de existir discrepancias entre las propuestas e
informes aludidos resolverá, en definitiva, el Consejo General.
· Participar, con voz y voto, representado por un Consejero, al menos, en cuantas Juntas,
Comisiones, Tribunales o análogos, incluso en las Juntas Administrativas de la Delegación
Territorial o de sus centros dependientes, que se constituyan en dicha Delegación en ejecución de
un acuerdo del Consejo General o por resolución del Director general.
· Aprobar los planes generales de actuación de su ámbito territorial dentro de las pre-
visiones presupuestarías.
· Proponer cuantas medidas, planes y programas consideren necesarios para el buen
funcionamiento de la ONCE.
· Recibir, periódica y puntualmente, información del Delegado territorial y demás
directivos de él dependientes, sobre la marcha de los centros de los que son responsables.
· Supervisar los servicios de la Delegación Territorial y comprobar el buen funciona-
miento de los mismos.
· Proponer medidas para el perfeccionamiento de los servicios existentes y para la cre-
ación de otros precisos para la atención de funciones exigidas por los fines de la ONCE.
· Elevar al Consejo General y al Director general cuantos informes les sean solicitados,
en orden a contribuir al buen funcionamiento de la ONCE, en general, y de los órganos peri-
féricos de gestión y los servicios a ellos adscritos, en particular.
3.2.5.
Otras.
También le corresponderán:
-
Las demás atribuciones que le confieren los presentes Estatutos y las normas que los
desarrollen o que el Consejo General les delegue.
3.3. Composición del consejo territorial.
Cada Consejo Territorial contará con tres Consejeros, elegidos por y entre los afilia-
dos con derecho a sufragio activo, en la fecha prevista para la celebración de las elec-
ciones que integren el censo de cada distrito electoral, a través de sufragio libre, igual,
directo y secreto; número que se incrementará con un Consejero más, por cada 500 afi-
liados o fracción superior a 200, que figuren en el censo; sin que, en ningún momento,
un Consejo Territorial pueda superar la cifra total de 14 Consejeros70.
70 Vide Estatutos de la ONCE, art. 25.1.
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3.4.
Duración del mandato.
La duración de sus mandatos será idéntica a la del Consejo General, cuatro años, con-
tados a partir de la fecha en que se celebre la sesión de constitución, permaneciendo en fun-
ciones, una vez transcurrido dicho período de tiempo, hasta que, una vez celebradas nue-
vas elecciones, se constituyan los nuevos Consejos71.
3.5.
Reuniones.
A las reuniones del Consejo Territorial asistirán, con voz y sin voto, el Delegado
territorial y el Secretario de la Delegación que actuará como Secretario del Consejo.
El Consejo Territorial se reunirá con carácter ordinario, al menos, una vez cada tres
meses y con carácter extraordinario cuando lo convoque su Presidente o lo solicite el
Delegado territorial, el Consejo General o un tercio de sus componentes72.
3.6.
Adopción de acuerdos.
El Consejo Territorial adoptará sus acuerdos por mayoría simple de sus miembros73.
3.7.
Quórum.
El quórum necesario para la celebración de reuniones será de la mayoría absoluta de
los miembros, en primera convocatoria, siendo precisa la asistencia de, al menos, dos
quintos de los Consejeros, en segunda convocatoria74.
3.8.
Elección de presidente y vicepresidente.
Cada Consejo Territorial elegirá de entre sus miembros un Presidente y un Vicepresidente,
siendo aquél directamente responsable de tramitar los acuerdos ante el Delegado territorial
correspondiente, velando por el cumplimiento de los mismos en cuanto ello sea posible,
mediante el oportuno seguimiento. El Presidente y el Vicepresidente serán elegidos por
mayoría absoluta. El Vicepresidente, en razón a las causas legal y reglamentariamente con-
templadas en la normativa vigente, sustituirá al Presidente, quien originariamente ostenta la
máxima representación del Consejo, conduciendo sus debates y previendo todo lo concer-
niente al buen, y normal funcionamiento del citado órgano75.
71
Vide Estatutos de la ONCE, art. 25.2.
72
Vide Estatutos de la ONCE, art. 25.3.
73
Vide Estatutos de la ONCE, art. 25.4.
74
Vide Estatutos de la ONCE, art. 25.5.
75
Vide Estatutos de la ONCE, art. 26.1.
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3.9 Elecciones parciales.
En caso de disolución de un Consejo Territorial o de quedar reducido a un núme-
ro inferior a la mitad más uno de sus miembros, el Consejo General podrá convocar
elecciones parciales para la reconstrucción del mencionado Consejo Territorial, aun-
que no coincidan con las elecciones generales de la ONCE; en tal supuesto, el man-
dato de los Consejeros electos finalizará en la fecha prevista de la conclusión del
mandato del Consejo General, no afectando a la composición de éste las modifica-
ciones en cómputo estatal que dichas elecciones parciales pudieran comportar76.
4. La Dirección General.
4.1. El director general.
Su régimen jurídico se determina en el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo y los
estatutos de la ONCE. A él le corresponde, en cumplimiento del acuerdo adoptado por
el Consejo General con fecha 15 de julio de 2003 (5E/2003-2.1), la adaptación norma-
tiva para establecer la estructura organizativa de la Dirección General.
4.1.1.
Concepto.
El Director general es el máximo responsable de la gestión ordinaria de la ONCE y
de la ejecución de los acuerdos del Consejo General, actuando conforme a criterios de
competencia, eficacia, profesionalidad, eficiencia y desconcentración. Bajo su depen-
dencia jerárquica se ordenan la corporación empresarial ONCE y los responsables de
las áreas de actuación a nivel estatal, los delegados territoriales, directores de centros y
servicios periféricos, así como los restantes responsables de la gestión institucional77.
4.1.2.
Nombramiento y cese.
Será nombrado y cesado por el Consejo General, de entre los afiliados con experien-
cia y prestigio suficiente en cargos de dirección y gestión, siendo propuesto por el pro-
pio Consejo78.
76
Vide Estatutos de la ONCE, art. 26.2.
77
Vide Estatutos de la ONCE, art. 30.1.
78
Vide Estatutos de la ONCE, art. 30.2.
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4.1.3.
Duración del mandato.
La duración del mandato del Director general será la misma que la del Consejo
General, sin perjuicio de que podrá ser removido por éste. Al cesar en el cargo, perma-
necerá en funciones hasta el nombramiento y toma de posesión de su sucesor79.
4.1.4.
Competencias.
Las competencias del Director general son las que le confiere el Real Decreto
358/1991, modificado por el Real Decreto 1200/1999, los Estatutos y aquellas que le
delegue el Consejo General por acuerdo del mismo o le otorgue mediante apoderamien-
tos genéricos o específicos80.
Independientemente de su función última de alta dirección sobre todas y cada una de las
dependencias directivas, técnicas y administrativas de la Dirección General, dependen direc-
tamente de él, como unidades directivas: la Dirección General Adjunta de Economía y Juego,
la Dirección General Adjunta de Servicios Sociales para Afiliados y la Dirección de
Organización y Gestión de Recursos Generales, así como las Direcciones Ejecutivas de
Recursos Humanos, Sistemas y Tecnologías de la Información y Comunicación e Imagen.
Del mismo modo, también la Unidad de Auditoria Interna de Dirección General tendrá
dependencia jerárquica directa del Director General.
Asimismo, el Director General como representante del accionista ONCE en
CEOSA, llevará a cabo el seguimiento de la misma a través de los mecanismos que se
establezcan; con absoluto respeto a las competencias que el Real Decreto y los
Estatutos vigentes le atribuyen al Consejo General.
Las competencias y facultades atribuidas al Director general podrán ser delegadas,
mediante apoderamientos genéricos o específicos, a favor de los responsables de los
servicios centrales y centros directivos, por razones de imposibilidad, necesidad, urgen-
cia, racionalidad o agilidad administrativas81.
A. De naturaleza representativa.
Corresponderán al Director general las siguientes competencias de naturaleza repre-
sentativa82 :
79
Vide Estatutos de la ONCE, art. 30.3.
80
Vide Estatutos de la ONCE, art. 30.4.
81
Vide Estatutos de la ONCE, art. 30.5.
82
Vide Estatutos de la ONCE, art. 31.
394
· Ejercer todas las funciones ejecutivas conferidas conforme a lo dispuesto en estos
Estatutos, representando a la Organización ante las Administraciones públicas, las entida-
des privadas y los particulares, con capacidad de obrar suficiente conforme a las facultades
que se le atribuyen en el Real Decreto 358/1991, modificado por el Real Decreto
1200/1999.
· En todo cuanto se refiera a actuaciones en el orden procedimental, tanto judicial como
administrativo o económico-administrativo, en cualesquiera clases dé expedientes o proce-
dimientos, y ante cualesquiera autoridades del Estado, Administraciones públicas, provin-
ciales o autonómicas, locales o municipales, corporaciones y organismos públicos,
Juzgados, Tribunales de instancia o de apelación, incluso el Supremo y el Constitucional,
de cualquier clase y jurisdicción, comprendida la civil, contencioso-administrativa, volun-
taria, penal, por denuncia o querella, o como parte civil, gubernativa, contencioso y econó-
mico-administrativa, social o del trabajo, o cualquier otra, común o especial, todo ello para
iniciar procedimientos o desistir de ellos, o realizar cualesquiera confesiones en los mis-
mos, promover todo tipo de actas notariales, intervenir como recurrente, demandante o
demandado o en cualquier otro concepto en el procedimiento o expediente de que se trate,
pudiendo en ellos realizar cuantas gestiones, actuaciones y adopción de acuerdos tenga por
conveniente; y, en relación con todo lo anterior, conceptuándose plenamente legitimado
para delegar en todo o en parte sus facultades mencionadas en favor de Abogados y
Procuradores o personas idóneas para concurrir en los procedimientos o expedientes de que
se trate, que podrá elegir libremente, pudiendo delegar en ellos de manera expresa la facul-
tad incluso de allanarse a la demanda o desistir de los procedimientos en tramitación.
· Formalizar y otorgar toda clase de documentos públicos o privados y las escrituras de
mandato especial, confiriendo la representación de la entidad para la adquisición, enajenación,
permuta o gravamen de bienes inmuebles, muebles o valores mobiliarios y la aceptación de
herencias o legados, previas las autorizaciones pertinentes, en su caso.
· Resolver, provisional o definitivamente, los concursos de obras y equipamientos, de
conformidad con los criterios establecidos al efecto por el Consejo General, procediendo
ulteriormente a su ejecución.
· Formalizar documentos sobre contratación laboral, civil, mercantil, así como arrenda-
miento de inmuebles y prestaciones de servicios y, en general, contratos de cualquier índo-
le o naturaleza.
· Formalizar, cuando así se lo encomiende el Consejo General, las escrituras de cons-
titución de asociaciones, sociedades mercantiles y entidades de cualquier tipo, así como
cualesquiera otros actos y documentos en los que haya de intervenir directamente la ONCE
como accionista, asociado, patrono o participante, de conformidad con el artículo 4.4 r) del
Real Decreto 358/1991, modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio.
B. De índole económica.
Corresponderán al Director general las siguientes competencias de índole económica83:
· Elaborar los planes generales y sectoriales de actuación de naturaleza económica.
· Elaborar  los  proyectos  de  presupuestos  ordinarios  y  extraordinarios  de  la
Organización, así como la liquidación de dichos presupuestos, formular las cuentas anuales
83 Vide Estatutos de la ONCE, art. 32.
395
individuales y consolidadas y el informe de gestión, y presentar las mismas al Consejo
General, una vez auditadas a efectos de su aprobación con arreglo a los criterios y plazos
que establezca dicho Consejo.
· En materia de inversiones actuará conforme a los criterios y procedimientos estable-
cidos por el Consejo General.
· Dirigir la gestión financiera ordinaria contable y la ejecución de las inversiones, con
arreglo a los criterios establecidos por el Consejo General.
· Adquirir o enajenar los bienes muebles, inmuebles, valores mobiliarios y cuantas
medidas afecten al patrimonio de la entidad, de conformidad con las previsiones conteni-
das en los presentes Estatutos.
· Ejecutar los presupuestos aprobados y los planes de política económica que se hayan apro-
bado por el Consejo General, dentro de las normas que reglamentariamente se determinen.

· Encargar los informes de auditoria así como las auditorias especiales que, en su caso,
puedan acordarse.
C. De carácter organizativo y de gestión.
Corresponderán al Director general las siguientes competencias de carácter organi-
zativo y de gestión84:
· Organizar y dirigir los servicios administrativos y de gestión, estableciendo áreas de
actuación y distintos servicios y asesorías a ella adscritos, previa aprobación del Consejo
General.
· Proponer al Consejo General, previos los informes de los Delegados territoriales y de
los Consejos Territoriales afectados, la creación o fusión de Delegaciones Territoriales o
modificación de! ámbito territorial de las existentes.
· Estructurar y organizar las Delegaciones y centros de gestión periférica, vigilando el
funcionamiento de los mismos, sin perjuicio de las facultades de ejecución que correspon-
dan a sus directivos.
· Proponer al Consejo General la creación o cese en sus actividades de centros de edu-
cación, rehabilitación, formación y trabajo, con observancia de los mismos requisitos expli-
citados en la letra anterior.
· Proponer el nombramiento y cese de los cargos directivos de los servicios centrales,
de los centros de ámbito territorial y centros especializados.
· Elaborar los proyectos de líneas directrices de las políticas de recursos humanos y de
plantillas orgánicas de la Organización.
· Conceder recompensas e imponer sanciones laborales por faltas leves, graves, así
como por las muy graves que le delegue el Consejo General en los supuestos y con los
requisitos de procedimiento y de orden sustantivo que se establezcan en los Estatutos, con-
venios colectivos u otras normas de desarrollo.
· Resolver expedientes disciplinarios incoados a los afiliados por faltas leves y graves,
previo dictamen preceptivo, para estas últimas, de la Comisión de Control y Régimen
Disciplinario del Consejo General.
· Dictar las normas de ejecución y carácter interno necesarias para el buen funciona-
84 Vide Estatutos de la ONCE, art. 33.
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miento de la Organización y el correcto cumplimiento de los criterios aprobados por el
Consejo General.
· Elaborar los planes de actuación de la entidad y velar por su ejecución, una vez apro-
bados por el Consejo General.
· Asistir, con voz y sin voto, a las sesiones del Consejo General y como Vocal a las
sesiones del Consejo de Protectorado.

· Comparecer y ser oído en las Comisiones y Ponencias del Consejo General y del
Consejo de Protectorado, de las que forme parte o sea requerido al efecto, o de cuantas
pudiera delegarle el Consejo General o el Consejo de Protectorado.
· Emitir cuantos informes le sean solicitados por el Consejo General.
· Cuantas funciones de tipo administrativo le delegue el Consejo General.
· Proponer al Consejo General la adopción de acuerdos sobre las modalidades, calen-
dario, precio, distribución de premios y demás aspectos de los sorteos del cupón y de los
restantes juegos autorizados.

D.
Funciones consultivas.
Corresponderán al Director general las siguientes funciones consultivas85:
· Ser oído, preceptivamente, en la elaboración de cualquier reforma o proyecto de
modificación de los Estatutos de la ONCE
· Ser oído, también preceptivamente, en las reglamentaciones de desarrollo estatutario.

· Ser, asimismo, preceptivamente oído en la negociación de convenios entre la ONCE
e instituciones públicas o privadas, cualquiera que fuera su ámbito territorial o funcional,
que el Consejo General se reserve expresamente.
· Informar las propuestas que se formulen entre el Consejo General y, en su caso, el
Consejo de Protectorado, orientadas a la promoción de medidas legales relacionadas con la
ONCE.
· Emitir cuantos informes le sean solicitados por el Consejo General, a iniciativa pro-
pia, o del Consejo de Protectorado de la ONCE.
E.
Otras.
También le corresponderán86:
Además de las competencias específicas señaladas en los artículos precedentes, el
Director general ejercerá las atribuciones que le delegue el Consejo General o le asignen
cualesquiera otras normas que complementen o desarrollen los presentes Estatutos.
Y cuantas facultades le confieran las normas internas de la ONCE, o que, por razón de
la urgencia del caso o de la necesidad del mismo, deba asumir, dando cuenta al Consejo
General en la inmediata reunión siguiente.
85
Vide Estatutos de la ONCE, art. 34.
86
Vide Estatutos de la ONCE, art. 35.
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4.2. Unidades de apoyo al Director General.
4.2.1. Dirección de recursos humanos.
Su función es planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar la gestión de personal
de todos los trabajadores de la organización, controlando la dinámica jurídica, administrati-
va y salarial de las relaciones laborales, representando a la organización en las relaciones sin-
dicales, impulsando las prestaciones sociales para el personal, supervisando la gestión relati-
va a previsión social y aplicando los estudios sobre rendimiento, cargas de trabajo, producti-
vidad, dotación de plantillas y posible creación de incentivos. Asimismo, es función de esta
Dirección coordinar y supervisar todo lo referente a la seguridad y la salud laboral, desarro-
llando una política preventiva integral y proponiendo al Director General la organización de
los servicios de prevención de riesgos laborales y la planificación estratégica de esta área y
en todo lo relacionado con la medicina preventiva y salud laboral. Dentro de sus funciones
también recae la coordinación de la gestión para el desarrollo de las competencias profesio-
nales de los trabajadores a través de formación, su adecuación a los puestos mediante selec-
ción y promoción, mejora de estructuras y procesos, así como diseño y aplicación de siste-
mas de evaluación retributiva de puestos y acciones para la optimización del desempeño, la
motivación y el compromiso del personal con los objetivos institucionales. Todo ello de
acuerdo a las directrices del Director General.
Esta dirección está integrada por los siguientes departamentos: a) Departamento de rela-
ciones laborales87; b) Departamento de gestión de nóminas y prestaciones sociales88; c)
Departamento de formación y desarrollo89, d) Departamento de gestión sanitaria y salud labo-
ral90; e) Dirección técnica de asistencia sanitaria91.
87 Sus funciones son gestionar y supervisar la tramitación de los distintos aspectos que se derivan del vín-
culo laboral en materia de contratación, licencias, antigüedad, excedencias, movilidad, vacaciones y jorna-
da de trabajo, entre otros, asumiendo la comunicación con las organizaciones sindicales con implantación
en la corporación y estableciendo los procedimientos de resolución de los expedientes de alta, cese y rein-
corporación a la venta, según necesidades y perfiles establecidos por el área de juego en cada momento.
88 Sus funciones son coordinar y supervisar la gestión de salarios y seguridad social, así como tramitar los asuntos
relativos a previsión social y relaciones con los organismos oficiales competentes en estas materias, gestionando y
haciendo el seguimiento de las prestaciones sociales, tales como ayudas al estudio, pólizas de vida y accidente, etc.
89 Sus funciones son coordinar la planificación y desarrollo de la formación para la optimización de las compe-
tencias profesionales de los trabajadores, los procesos de selección y promoción, la implantación de acciones de
desarrollo de la cultura organizativa y de mejora del clima socio-laboral y motivación, así como realizar estudios
de organización del trabajo y dotación de plantillas en los centros y asesorar sobre sistemas retributivos y de incen-
tivos al desempeño.
90 Sus funciones son coordinar y supervisar la gestión de los aspectos económico-administrativos del ser-
vicio sanitario que facilita la ONCE a sus trabajadores y pensionistas complementario al que otorga la
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4.2.2.
Dirección de sistemas y tecnologías de la información92.
Su función es planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar el desarrollo,
implantación y mantenimiento de la arquitectura de sistemas y medios tecnológicos de la
organización, orientando la correcta integración, distribución, puesta en marcha y desa-
rrollo tecnológico, así como velar por la accesibilidad de todos los sistemas de informa-
ción de la ONCE para las personas ciegas y deficientes visuales. Todo ello de acuerdo con
las directrices del Director General.
Esta Dirección se responsabilizará de la coordinación y dirección funcional de todas
las unidades y estamentos del Grupo ONCE que gestionan recursos relacionados con esta
materia, a fin de reforzar las sinergias y maximizar el aprovechamiento de los recursos
tecnológicos. Estas nuevas responsabilidades podrán afectar al desarrollo de la estructura
orgánico-funcional de esta Dirección Ejecutiva.
La Dirección de Sistemas y Tecnologías de la Información está integrada por los
siguientes departamentos: a) Departamento de control de calidad y accesibilidad93; b)
Gerencias de servicios sociales para afiliados, juego y recursos generales94.
4.2.3.
Auditoria interna.
Su cometido es coordinar y realizar las funciones de auditoria interna de procesos,
normativa y procedimientos administrativos con trascendencia económica en las dife-
sanidad pública, así como planificar y gestionar la prevención de riesgos laborales de conformidad con las
leyes en vigor en este tema, divulgando la cultura preventiva en la ONCE y realizando la evaluación de la
prevención en los centros.
91 Su función es apoyar técnicamente a la dirección ejecutiva en materia de asistencia sanitaria, dándole
cobertura en la gestión de asuntos tales como la coordinación de los servicios médicos de salud laboral,
programas de medicina preventiva, asesoramiento en materia de seguridad y salud laboral, seguridad social
y evaluación de la calidad de los servicios sanitarios prestados.
92 Vide Xavier GRAU SABATÉ y Otros, Tecnología y discapacidad visual: necesidades tecnológicas y
aplicaciones en la vida diaria de las personas con ceguera y discapacidad visual, ONCE (Consejo
General), Madrid, 2004, 526 pp.
93 Sus funciones son definir, proponer e implantar los procedimientos que aseguren el control de calidad
de los proyectos de desarrollo y explotación, así como el control de accesibilidad y manejo de éstos por
parte de ciegos y deficientes visuales, garantizando la funcionalidad, seguridad y adecuación de los siste-
mas a las necesidades de los usuarios y áreas de actividad de la corporación, y velando especialmente por-
que, tanto los desarrollos propios como los adquiridos, sean accesibles al colectivo de trabajadores afilia-
dos, contando en todos los casos con el visto bueno del CIDAT.
94 Las funciones de estas tres gerencias son analizar y atender las necesidades de los usuarios de cada una
de las áreas de su ámbito de actuación relativas al desarrollo e implantación de aplicaciones informáticas,
dotación de equipamiento y asesoramiento tecnológico, así como realizar el seguimiento de los procedi-
mientos, normativas y documentación establecidos para garantizar la adecuada coordinación, funciona-
miento y gestión de los distintos proyectos de sistemas de información en cada una de sus áreas.
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rentes parcelas de actividad de la ONCE, a fin de proponer mejoras al respecto y ase-
gurar, por parte de las distintas unidades de Dirección General y Centros, el cumpli-
miento de las normas y circuitos establecidos. Así como coordinar la ejecución de la
auditoria de cuentas anuales por parte de firmas de auditoria externa, todo ello bajo
dependencia jerárquica del Director General y funcional del Comité de Auditoria de
Dirección General y del Director Técnico de Control Financiero y Auditoria.
4.3. Unidades directivas que dependen de la Dirección General.
4.3.1. Dirección general adjunta de economía y juego.
Es el órgano directivo que, bajo la dependencia del Director General, realiza funcio-
nes ejecutivas y de apoyo a éste con arreglo a las competencias sobre las que recibe
delegación expresa. Centrará su actividad en la definición y desarrollo de políticas de
actuación, coordinación, seguimiento, control y toma de decisiones relativas al funcio-
namiento de las áreas de Economía y Juego.
Tiene las funciones de planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar la gestión
económica, financiera y presupuestaria de la ONCE, y cuantas otras cuestiones le
encargue el Director General asegurando una óptima rentabilidad de los recursos y del
patrimonio financiero en particular, emitiendo criterios presupuestarios a seguir por los
distintos órganos y centros, elaborando las cuentas anuales de la organización, y esta-
bleciendo acuerdos y convenios con entidades financieras.
Es responsable también de la definición y desarrollo de la política comercial del juego de
la ONCE y de la explotación de los diferentes productos de juego, proporcionando al Director
General las informaciones y apoyos que resulten pertinentes o le sean requeridos en esta
materia. Sus actuaciones recaen, de manera directa, en la estructuración de las formas más
idóneas de comercialización del cupón y otros juegos de la ONCE.
Tiene a su cargo la supervisión, el control y la coordinación de actuaciones de las
siguientes divisiones.
A. Dirección comercial y de marketing.
Su función es planificar, gestionar y controlar el diseño e implantación de la estra-
tegia comercial y de marketing más adecuada en cada momento, materializada en el
plan anual de ventas y el plan de marketing, con la responsabilidad última de la conse-
cución de los objetivos de ventas.
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Para ello se le encomienda la definición de la estructura de la red de ventas,
establecer los objetivos para cada ejercicio y realizar el seguimiento del cumpli-
miento de los mismos. Asimismo, es la encargada de determinar los criterios para
la selección de las personas que configuran la red de ventas en general y los ven-
dedores en particular y de asegurar la dotación de los medios técnicos y de forma-
ción necesarios para dicha red, coordinándose con la Dirección de Recursos
Humanos en cuantos aspectos se deriven de la relación laboral de los vendedores.
Directamente es la encargada de establecer la estrategia de comunicación comer-
cial y promocional y proponer el modelo de distribución óptimo. Todo ello de
acuerdo con las directrices del Director General Adjunto.
Se estructura en los siguientes departamentos: a) Departamento de ventas95; b)
Departamento de marketing96.
B. Dirección de operaciones de juego.
Su función es organizar y controlar los procesos de planificación, emisión, produc-
ción, distribución, devolución y liquidación de los productos de juego en general y del
pago y control de premios. Es responsable, asimismo, de la organización del proceso
del sorteo del cupón.
Adicionalmente, de la Dirección de Operaciones de Juego depende el centro espe-
cializado imprenta de la ONCE, cuyas funciones son planificar, gestionar y controlar la
emisión y producción de los productos de juego de la ONCE, cumpliendo estándares
de calidad y requerimientos que precisan los documentos de seguridad.
95 Sus funciones son la planificación, ejecución y control de la actividad de venta de todos los productos
de la ONCE, tanto en los canales actuales como en aquellos en los que la Organización decida entrar. Para
ello será necesario elaborar un plan anual de ventas, gestionar las áreas geográficas de venta, velando por
la coherencia de la distribución de los puntos de venta y analizando el rendimiento de cada uno de ellos,
así como ejecutando la actividad comercial en todos los canales y la formación de la red comercial. Por
último, se encarga de diseñar y proponer la dotación de los medios técnicos necesarios para su explotación
y proporcionar información comercial para la toma de decisiones. A través del coordinador de especialis-
tas de venta, dependiente de este departamento, se diseña la actuación de los especialistas de ventas.
96 Su función es doble, por un lado es el departamento responsable de la planificación, implantación y
seguimiento de la estrategia de marketing, para la ONCE y para cada producto y, por otro, de la gestión
promocional de los quioscos y otras acciones promocionales.
Como departamento de marketing debe analizar la evolución de las principales variables del mercado, pro-
poner la estructura de precios y premios que maximice los ingresos de cada producto y su rentabilidad,
diseñar y ejecutar las acciones publicitarias y de relación con el consumidor y medir el volumen de ventas
generado por las acciones de marketing (publicidad, promociones, etc.) que se realicen. Elaborará el plan
anual de marketing para la ONCE y sus productos, y desarrolla los programas de fidelización de clientes.
Asimismo se centrará en diseñar y gestionar las acciones promocionales y de información al canal y todas
las actividades relacionadas con la gestión promocional y publicitaria de los quioscos.
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Se estructura en los siguientes departamentos: a) Departamento de logística de
juego97; b) Departamento de planificación operativa98.
C.
Asesoría de economía y juego.
Su función es asesorar técnicamente a la Dirección General Adjunta en materia eco-
nómico-financiera y de juego, elaborando informes de situación socioeconómica, fiscal y
financiera sobre el entorno exterior de la ONCE a nivel nacional e internacional, hacien-
do estudios de análisis y evaluación económica de proyectos de diversa índole. Le corres-
ponde también el asesoramiento para la planificación, el desarrollo y la evaluación de los
proyectos de juego que se pongan en marcha. También asesorará a las otras áreas en rela-
ción a los análisis de viabilidad económica de todos los proyectos que se emprendan o
normas que se publiquen.
D.
Dirección técnica económico-financiera.
Sus funciones son tanto de asesoramiento como de apoyo en la gestión de las labo-
res económico-financieras, especialmente en lo relativo al centro Dirección General,
coordinando y supervisando las tareas y actividades encomendadas en dicho centro a
los departamentos del área económica, dependientes del Director General Adjunto.
Supervisará de forma directa la actividad económica propia de la Dirección General,
apoyado por los técnicos de control de gestión económico-financiera del centro, de él
dependientes, verificando su contabilidad, elaborando el anteproyecto de presupuestos
del mismo, gestionando el presupuesto, efectuando los pagos y cobros ordinarios y
manteniendo actualizados los registros de facturas, contables y fiscales exigidos.
Cuidará, además, la explotación y mejor rendimiento del fondo patrimonial pertene-
ciente al centro Dirección General.
97 Sus funciones son planificar, gestionar y controlar la distribución, devolución y liquidación de los pro-
ductos de juego, así como coordinar el pago y el control de premios. Tendrá asimismo, que asegurar la dis-
ponibilidad de los productos de juego de la ONCE a través de los canales electrónicos establecidos en cada
momento y establecer y controlar los procesos de recogida, anulación y custodia de la reserva de la impren-
ta y del producto sobrante y devuelto.
Supervisa también, los procesos independientes de control e inspección, y organiza el proceso del sorteo del cupón
y otros juegos comercializados por la ONCE. Por otro lado se encarga de la dotación y mantenimiento a la red de
ventas de los medios técnicos siguiendo los planes diseñados por la Dirección Comercial y de Marketing.
98 Sus funciones son planificar y gestionar periódicamente la cantidad de producto a asignar a cada vendedor garan-
tizando la alineación con los objetivos de ventas y gestionando, en su caso, las peticiones adicionales de productos
de juego. Para ello se basará en previsiones, estadísticas, datos históricos y toda aquella información que sea relevan-
te para la asignación. También se encargará de la asignación de productos a los nuevos canales comerciales.
402
De esta Dirección depende la Unidad de Administración de ICAD. Su función es
gestionar eficazmente y desarrollar en todas sus potencialidades de soporte para la ges-
tión, el sistema de informatización y control de apoyo a la decisión. Además de asistir-
lo logísticamente diseñará y propondrá lia incorporación de nuevos procedimientos al
sistema ICAD, en función de nuevas disposiciones o normativa, modificaciones de
estructura o procedimientos y otros cambios organizativos.
£. Departamento de gestión presupuestaria.
Sus funciones son elaborar el proyecto presupuestario anual consolidado ordinario y extra-
ordinario de ingresos y gastos de la ONCE, así como su seguimiento, análisis de desviaciones
y ajuste, mediante las modificaciones presupuestarias pertinentes y/u otros mecanismos correc-
tores, tramitando, también, la documentación relativa a suplementos de créditos, adscripción de
créditos centralizados y demás variaciones presupuestarias que sean competencia de la
Dirección General. Será responsable, asimismo, de la elaboración de instrucciones para la con-
fección de anteproyectos de presupuestos y memorias explicativas por parte de los Centros.
F.
Departamento de contabilidad general.
Sus funciones son coordinar y realizar el seguimiento y control de la contabilidad
general de los centros de imputación contable, de conformidad con el Plan Contable de
la ONCE, así como realizar la memoria contable consolidada y la liquidación centrali-
zada de los impuestos de IVA e IRPR Controlará el mantenimiento del inventario físi-
co y contable de los bienes propiedad de la ONCE y realizará el mantenimiento del
Registro Central de Garantías y Avales, con el fin de disponer en todo momento de
información fiable sobre el riesgo vivo asumido por la Organización.
G.
Departamento de tesorería general.
Sus funciones son coordinar y hacer el seguimiento y control de la gestión de teso-
rería de la corporación, recepcionar y distribuir fondos provenientes de los Centros,
rentabilizar de manera óptima las disponibilidades líquidas generales de la ONCE y
efectuar los pagos y cobros centralizados, manteniendo un correcto equilibrio de saldos
en las distintas cuentas, tanto a nivel central como periférico. Propondrá y gestionará,
en su caso, operaciones de inversión de saldos positivos de tesorería, así como de cré-
dito y financiación cuando se requiera, evaluando de forma continua la situación finan-
ciera de balance y recomendando las políticas más adecuadas a este respecto.
403
4.3.2. Dirección general adjunta de servicios sociales para afiliados.
Es el órgano directivo que, bajo la dependencia del Director General, realiza funciones eje-
cutivas y de apoyo a éste en materia de Servicios Sociales para Afiliados. Es responsable de la
planificación estratégica y desarrollo de la prestación de los servicios sociales de la ONCE, del
seguimiento de las políticas y legislación de servicios sociales a nivel internacional, estatal y
autonómico y de coordinar y aprobar tanto la suscripción de acuerdos y convenios de colabo-
ración relacionados con los servicios sociales, como la planificación de las líneas estratégicas y
los proyectos de investigación en materia de ceguera y deficiencia visual.
Tiene a su cargo la supervisión, el control y la coordinación de las actuaciones de
las siguientes divisiones.
A.
Asesoría de servicios sociales.
Sus funciones son analizar las necesidades de los afiliados, asesorando en el ajuste entre
la oferta general de servicios y la demanda actual y futura, así como en la planificación, desa-
rrollo y evaluación de la calidad de los servicios sociales desde la perspectiva de la mejora
continua de los procesos y de la atención a los usuarios. Asimismo, coordinar técnicamente
los proyectos y actuaciones comunes a las distintas áreas de la prestación de servicios, la
investigación relacionada con los servicios sociales y la documentación especializada sobre
ceguera y deficiencia visual, planificando y coordinando los recursos documentales especia-
lizados, la edición de publicaciones técnicas, así como su difusión.
B.
Unidad técnica de sordoceguera.
Sus funciones son analizar las necesidades específicas y características sociodemo-
gráficas del colectivo de afiliados sordociegos, elaborando orientaciones técnicas para
la prestación de servicios y seguimiento de acciones en esta materia y proponiendo
actuaciones encaminadas a la mejora continua de la calidad de la atención que recibe
este colectivo. Igualmente, asesorar y realizar el seguimiento de los acuerdos y conve-
nios específicos que se establezcan así como proponer proyectos de investigación para
la mejora de la calidad de vida de los afiliados sordociegos.
C.
Unidad central de afiliación.
Sus funciones son proponer, coordinar la gestión y velar por el cumplimiento del proce-
dimiento de afiliación a la institución, apoyando técnicamente a la Comisión Central de
Afiliación, y autorizar a los Centros los oftalmólogos propuestos como colaboradores,
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haciendo el seguimiento y evaluación de su actuación. Igualmente, mantener actualizado el
censo de afiliados y analizar la incidencia y evolución de las patologías causantes de la cegue-
ra y deficiencia visual. Y, asimismo, coordinar técnicamente el servicio de asesoramiento
genético y las actuaciones en materia de prevención de la ceguera y deficiencia visual.
D. Dirección de educación.
Su función es planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar la atención educa-
tiva de la ONCE. Igualmente, en materias de su competencia, suscribir acuerdos y con-
venios, encargándose de su seguimiento, así como proponer y evaluar los proyectos de
investigación e innovación. Dependen directamente de esta Dirección los Centros de
Recursos Educativos (CREs) y la Escuela de Fisioterapia. Asimismo, coordinará su
actuación con otros órganos directivos del área en materia de producción bibliográfica
(Centro Estatal Bibliográfico), en el desarrollo del deporte escolar (Dirección de
Cultura y Deporte) y en la formación y capacitación de los afiliados de acuerdo con las
expectativas de trabajo que se produzcan en el mercado laboral (Dirección de Empleo).
Esta Dirección está integrada por los siguientes departamentos: a) Departamento de
atención educativa"; b) Departamento de recursos educativos100.
£. Dirección de autonomía personal y bienestar social.
Su función es planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar las actuaciones dirigidas a
la consecución de la autonomía personal y bienestar social de los afiliados. Igualmente, en mate-
rias de su competencia, suscribir acuerdos y convenios, encargándose de su seguimiento, así
como proponer y evaluar proyectos de investigación e innovación. Depende directamente de esta
Dirección el Centro de Rehabilitación "Ignacio de Satrústegui y Fernández". También coordina-
rá su actuación con el CIDAT, en los aspectos referidos al servicios de comunicación y acceso a
la información y con la Escuela de Adiestramiento de la Fundación ONCE del perro-guía.
99 Sus funciones son analizar las necesidades específicas de la población de afiliados estudiantes, proponiendo el
desarrollo de programas y actuaciones orientados a la mejora continua de la calidad educativa, así como apoyar
técnicamente y evaluar los diferentes servicios educativos, e innovar y difundir cuantos instrumentos y estrategias
de valoración e intervención didáctica y renovación pedagógica favorezcan el desarrollo de programas educati-
vos de calidad, el fomento del juego, del deporte y de las actividades extraescolares, en general.
100 Sus funciones son analizar las necesidades específicas de recursos materiales, didácticos o de adaptación de
la población de estudiantes afiliados, proponiendo el desarrollo de programas y actuaciones orientados a su cober-
tura. Igualmente diseñar y coordinar técnicamente las actividades dirigidas a la producción y distribución de nue-
vos recursos o herramientas de uso educativo en cualquiera de las áreas específicas (tiflotécnología, juego, depor-
te escolar, informática, idiomas, etc.). Y, asimismo, difundir, coordinar la gestión y realizar el seguimiento de las
prestaciones económicas y de las adaptaciones de los puestos de estudio, coordinándose para este último con el
Centro de Investigación, Desarrollo y Aplicación Tiflotécnica (CIDAT).
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Esta Dirección está integrada por los siguientes departamentos: a) Departamento de
autonomía personal101; b) Departamento de bienestar social102.
F. Dirección de empleo.
Su función es planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar la gestión relativa al desa-
rrollo de la política de empleo de la ONCE respecto a sus afiliados, facilitando el acceso de los
mismos al mercado de trabajo y la adaptación de medios materiales y humanos que permitan
su adecuado desenvolvimiento laboral. Igualmente, en materias de su competencia, suscribir
acuerdos y convenios, encargándose de su seguimiento, así como proponer y evaluar proyec-
tos de investigación e innovación. Coordinará su actuación con la Dirección de Educación en
materia de formación y capacitación de los afiliados de acuerdo con las expectativas del mer-
cado laboral, así como con la Dirección de Recursos Humanos, la Dirección Comercial y de
Marketing, la Corporación Empresarial y la Fundación ONCE y Fundosa Grupo.
Esta Dirección está integrada por los siguientes departamentos: a) Departamento de
apoyo al empleo103; b) Departamento de accesibilidad a puestos de trabajo104.
101 Sus funciones son analizar las necesidades específicas de la población de afiliados en relación con su
autonomía personal, proponiendo programas y actuaciones orientadas al desarrollo y mejora de la misma,
así como motivando y asesorando sobre la adecuación del medio físico. También apoyará técnicamente y
evaluará los servicios de rehabilitación integral, apoyo psicosocial, comunicación y acceso a la informa-
ción y facilitadores de la autonomía personal.
102 Sus funciones son analizar las necesidades básicas de los afiliados mayores y de aquellos que se
encuentran en situación de carencia socioeconómica, proponiendo, apoyando técnicamente y evaluando los
programas de prestaciones y ayudas de las que pudieran ser beneficiarios y que contribuyan a prevenir
situaciones de exclusión social, así como conocer y difundir los recursos en esta materia de diversa índo-
le externos a la corporación y susceptibles de ser utilizados por los afiliados. Coordinará e impulsará el
desarrollo del voluntariado social de la ONCE.
103 Sus funciones son analizar las necesidades específicas de la población de afiliados en edad laboral,
proponiendo el desarrollo de programas orientados a la mejora de la empleabilidad de las personas ciegas
y deficientes visuales, así como apoyar técnicamente y evaluar estos servicios, realizando estudios de pros-
pectiva de mercado laboral y coordinando la gestión de la bolsa de empleo de afiliados. Igualmente, pro-
poner, impulsar y realizar el seguimiento de acciones de apoyo a la formación y capacitación, el empleo y
el autoempleo, tanto a nivel central como territorial. También difundirá y promoverá las posibilidades de
acceso al empleo de personas con ceguera o deficiencia visual entre los empleadores.
104 Sus funciones son analizar las necesidades específicas de recursos materiales para la adaptación de los pues-
tos de los afiliados en proceso de formación para el empleo o con actividad laboral, proponiendo el desarrollo de
programas orientados al autónomo desenvolvimiento laboral de los mismos, así como diseñar y realizar estudios
de adaptación de puestos de trabajo susceptibles de ser ocupados por afiliados. Igualmente, difundir, coordinar la
gestión y realizar el seguimiento de las adaptaciones de puesto de trabajo puestas a disposición de los afiliados
para su adecuado desempeño profesional, colaborando para ello con el CIDAT.
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G. Dirección de cultura y deporte.
Su función es planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar el desarrollo de la
política cultural y deportiva de la ONCE. Igualmente, en materias de su competencia,
suscribir acuerdos y convenios, encargándose de su seguimiento, así como proponer y
evaluar proyectos de investigación e innovación. Depende directamente de esta
Dirección el Museo Tiflológico. Coordinará su actuación con la Federación Española y
Federaciones Autonómicas de Deportes para Ciegos.
Esta Dirección está integrada por los siguientes departamentos:
a) Departamento de promoción artística, deportiva y recreativa105;
b) Departamento de recursos culturales106.
4.3.3. Dirección de organización y gestión de recursos generales.
Es el órgano directivo que, bajo la dependencia del Director General, realiza funciones eje-
cutivas y de apoyo a éste con arreglo a las competencias sobre las que recibe delegación expre-
sa. Centra su actividad en la definición y desarrollo de políticas de actuación; coordinación,
seguimiento, control y toma de decisiones relativas al funcionamiento de los servicios comu-
nes de la Dirección General y de la política de compras de la Organización.
Su responsable tiene la condición de Secretario de la Dirección General custodiando los
archivos de la Dirección General de la ONCE (Archivo general, archivo histórico y archivo
de expedientes sobre bienes inmuebles), actuando como fedatario, ante terceros de los docu-
mentos obrantes en dichos archivos, velando por la optimización de la gestión documental y
de los sistemas de registro, archivo y difusión de documentación, revisando, tramitando y
publicando, además, la normativa interna de la corporación.
Planifica, dirige y supervisa la gestión de las obras de la ONCE, el mantenimiento
y conservación de inmuebles e instalaciones, optimizando el desarrollo integral y la
rentabilización del patrimonio inmobiliario de la Organización.
105 Sus funciones son analizar las necesidades específicas de la población de afiliados en la utilización creativa del
ocio y tiempo libre, proponiendo programas y actuaciones encaminadas a facilitar la participación de las personas
ciegas o deficientes visuales en las actividades organizadas en ámbitos extemos e internos, apoyando técnicamen-
te y evaluando estos servicios. Coordina la gestión y promoción de cuantas actuaciones faciliten la proyección
externa de la ONCE (artistas ciegos en promoción, agrupaciones musicales y teatrales, premios literarios, etc.).
106 Sus funciones son analizar las necesidades específicas de la población de afiliados en el disfrute del hecho
cultural, proponiendo el desarrollo de programas y actuaciones orientados a la mejora del acceso de los afiliados
a la cultura y diseñando y coordinando técnicamente las publicaciones en braille, sonido, materiales en relieve y
soporte informático para afiliados, coordinándose con el Centro Estatal Bibliográfico (C.E.B) en lo referente a la
promoción del braille. Igualmente, establecer cuantas estrategias sean necesarias para implantar el sistema Audesc
en los medios audiovisuales y fomentar la implicación de las instituciones para hacer accesibles los espacios natu-
rales museísticos y culturales, así como orientar y evaluar las actividades del Museo Tiflológico.
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Garantiza la coordinación de todas las áreas de la Dirección General desde el punto
de vista administrativo, planificando y promoviendo mejoras que garanticen la mayor
coordinación y eficacia de todos los circuitos.
Dependen de esta unidad, los siguientes departamentos.
A.
Departamento jurídico.
Su función es apoyar la gestión jurídica de la ONCE en todas sus vertientes y ase-
sorar técnicamente en materia jurídica sobre cualquier ámbito del Derecho, represen-
tando y defendiendo los intereses de la corporación en todos los asuntos contenciosos
y extrajudiciales, garantizando el cumplimiento de las obligaciones legales y el sopor-
te jurídico a todas las actividades de la ONCE. Llevará a cabo el asesoramiento jurídi-
co en la firma de convenios, acuerdos y contratos a suscribir por la Organización.
Coordina, además, la actividad de los asesores jurídicos de centro.
B.
Departamento de obras.
Le corresponde la gestión de las obras e instalaciones de la institución, dando cober-
tura en la tramitación y gestión de los asuntos que le son propios, proponiendo las nue-
vas realizaciones, elaborando los estudios previos, gestionando la administración y
desarrollo de las obras y reparaciones de los inmuebles ocupados o en propiedad de la
Organización hasta su finalización. También establece los criterios de diseño acordes a
la imagen corporativa, decoración, mobiliario y tecnologías y, en su caso, coordina los
equipos externos encargados de la realización de los mismos. Supervisa, propone y, en
su caso, gestiona, la adquisición o arrendamiento de inmuebles que precise la ONCE,
buscando, en todo caso, el aprovechamiento óptimo del patrimonio inmobiliario de la
institución. Custodiará y actualizará, en colaboración con el departamento de gestión
jurídica, el archivo de expedientes de bienes inmuebles de la ONCE.
C.
Departamento de compras y servicios generales.
Sus funciones consisten en asumir la gestión global de compras de la Organización,
las relaciones con proveedores, concursos, contratos, almacenamiento y distribución de
bienes, haciendo el seguimiento de dichos asuntos en centros y gestionando directa-
mente las adquisiciones de carácter centralizado. Realiza el seguimiento de la gestión
de los inmuebles que constituyen el patrimonio excedentario de los distintos ámbitos
territoriales, rentabilizándolo, custodiando y actualizando el archivo de expedientes
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correspondiente a los mismos. Concertará y tramitará las pólizas de seguros en relación
con el patrimonio inmobiliario y otras relativas a servicios generales.
D.
Departamento de coordinación del centro Dirección General.
Sus funciones son coordinar el funcionamiento de los servicios comunes de Dirección
General, tales como limpieza, mantenimiento, seguridad, telefonía, reprografía, servicio
de ordenanzas, distribución interna de documentación, distribución de material de ofici-
na entre los despachos del centro, aparcamiento y otros análogos, estableciendo, además,
los criterios generales y de seguimiento sobre dichos temas en centros. También velará
por la correcta actualización del inmovilizado material de Dirección General, optimizan-
do su utilización y coordinará y supervisará las actividades que se realicen en el comple-
jo deportivo y cultural.
E.
Asesoría jurídica de juego.
Su función es asesorar técnicamente a la Dirección de Organización y Gestión de
Recursos Generales en materia jurídica, tanto en lo referente a la erradicación de las
rifas ilegales, como para la exploración de vías legales para la introducción de nuevos
juegos. Asimismo, coordinar y supervisar los procedimientos administrativos y judicia-
les inherentes a los juegos y rifas ilegales.
F.
Unidad de documentación y traducción.
Sus funciones son planificar y coordinar los recursos documentales del centro, gestio-
nando, además, las traducciones de documentos y optimizando en colaboración con el
Departamento de Coordinación del Centro Dirección General los sistemas de registro,
archivo y difusión de documentación. Revisará y publicará las disposiciones internas de
la ONCE, así como las Notas-Circulares, velando por su correcta tramitación, por su
homogeneidad y coherencia documental. Gestionará el archivo central y el archivo histó-
rico de Dirección General, catalogando, custodiando, conservando y estableciendo el con-
trol de acceso a los mismos, así como la difusión en bases de datos o aplicaciones infor-
máticas corporativas de documentación dispositiva o de interés general para la ONCE,
tramitando, en su caso, la edición de publicaciones al respecto.
5. Estructura territorial.
Con el fin de dar cumplimiento a los objetivos definidos por la entidad en todo el
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territorio del Estado y de poder atender en este ámbito las actividades productivas y de
servicios, la ONCE se estructura en centros territoriales y centros especializados,
dependientes jerárquica y funcionalmente de la Dirección General y con presupuesto
propio. Dicha estructura responde a lo estipulado en los Estatutos de la ONCE y en su
normativa de desarrollo, en este caso, la circular 2/2001, de 4 de enero.
5.1. Centros territoriales.
5.1.1. Regulación.
A.
Desconcentración de atribuciones.
La estructura territorial de la ONCE, regulada inicialmente por la circular 22/91, no
fue ajena al proceso de modernización que se ha producido en la organización. Por ello,
el pleno del Consejo General, en su sesión extraordinaria, celebrada el 28 de noviem-
bre del 2000, mediante acuerdo 6E/2000-2.1, aprobó la estructura organizativa de los
ámbitos territorial y especializado de la ONCE.
Se trataba de adaptar formalmente la organización de los centros territoriales y espe-
cializados al actual modelo de gestión basado en la especialidad de la gestión por áreas
estratégicas. Además, era preciso dotar a la organización periférica de la ONCE de los
medios y recursos organizativos suficientes para afrontar el reto de la desconcentración
de atribuciones como compromiso de gestión ágil y eficaz.
Entre las novedades más importantes, destaca la consideración de las agencias como
un área funcional más del ámbito territorial, en un paso más del proceso de profundi-
zación en la modernización de las mismas, así como la regulación específica de cada
uno de los centros especializados.
Los Centros territoriales, y los Centros especializados, dependen jerárquica y fun-
cionalmente de la Dirección General.
B.
Estructura básica.
Los recursos organizativos básicos de las Delegaciones territoriales y Direcciones
administrativas son:
a) La dirección del centro.
Es el órgano responsable de toda la actividad del centro, al frente del cual se sitúa el
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cargo directivo denominado Delegado territorial en los centros directivos de ámbito
autonómico (Delegaciones Territoriales) y Director Administrativo en los centros direc-
tivos de ámbito menor (Direcciones Administrativas).
b)
Los departamentos.
Son aquellos órganos que, coordinados por un mando intermedio, son responsables
de un proceso clave o parte del mismo para el ámbito territorial correspondiente, según
la distribución competencial definida en la estructura del Centro, desarrollando dicha
responsabilidad de acuerdo con las líneas de actuación de los órganos centrales y las
directrices del Director del Centro.
c)
Las agencias.
Son dependencias del Centro territorial, que coordinadas por un Director de Agencia
y sin autonomía presupuestaria, asumen la ejecución y el seguimiento total o parcial de
procesos clave para un ámbito geográfico determinado, según la distribución compe-
tencial definida en la estructura del Centro, desarrollando dicha responsabilidad de
acuerdo con las líneas de actuación de los órganos de la sede y las directrices del
Director del Centro Territorial al que están adscritas.
5.1.2. Delegaciones territoriales.
Son centros directivos, presupuestariamente autónomos, que constituyen la base de
la estructuración territorial de la ONCE, existiendo una delegación territorial en cada
una de las Comunidades Autónomas, es decir, en un ámbito territorial coincidente con
el de un Consejo Territorial.
Les corresponde la planificación, dirección, gestión y coordinación desconcentrada
de todos los servicios prestados a los afiliados, las actividades de la venta de productos
de juego, administración económica y de recursos humanos, etc., en su ámbito de actua-
ción correspondiente.
Sin perjuicio de las competencias estatales de representación y coordinación de
la Dirección General, las Delegaciones Territoriales asumen, para su ámbito auto-
nómico, la dirección de aquellas materias o proyectos que requieren la representa-
ción única o la actuación coordinada de los centros del ámbito y, específicamente,
las relaciones con el Consejo Territorial correspondiente.
Las  Delegaciones  territoriales  podrán contar con  el  cargo  directivo  de
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Subdelegado en determinados supuestos, asumiendo funciones de apoyo al
Delegado en sus competencias de representación, coordinación general y dirección
de la gestión, así como su sustitución en casos de ausencia.
Las delegaciones territoriales se estructuran básicamente en tres departamentos: coordi-
nación y gestión de recursos generales, servicios sociales para afiliados, juego.
5.1.3.
Direcciones administrativas.
Son centros directivos, presupuestariamente autónomos que, siguiendo la planifica-
ción de las delegaciones territoriales, gestionan y coordinan desconcentradamente
todos los servicios sociales prestados a los afiliados, las actividades de la venta de pro-
ductos de juego, administración económica y de recursos humanos, etc., en su ámbito
de actuación.
Actualmente las direcciones administrativas son 16: Alicante, Algeciras, Almería,
Cádiz, Cartagena, Córdoba, Granada, Huelva, Jaén, Jerez de la Frontera, Málaga, San
Sebastián, Salamanca, Tarragona, Tenerife y Vigo.
5.1.4.
Agencias administrativas.
Son centros sin autonomía presupuestaria que, a cargo de un mando intermedio y
bajo la dependencia de la delegación territorial o dirección administrativa corres-
pondiente, gestionan y supervisan asuntos en materia económica, de juego, servicios
sociales para afiliados, relaciones socio-laborales y servicios generales, asumiendo
la representación de la entidad en el ámbito de la agencia.
Actualmente hay 221 agencias administrativas en todo el territorio nacional.
5.2. Centros especializados.
5.2.1. La creación de personas jurídicas dotadas de autonomía y su participación
en otras ya creadas.
La ONCE puede crear entidades u organismos dotados de autonomía de gestión admi-
nistrativa y económica, ya sean de carácter fundacional o societario, para la atención de
servicios especializados que correspondan a sus fines.
Igualmente, podrá acordar su participación en organismos públicos o privados de cualquier
género, cuando aquélla pueda resultar útil o necesaria para el mejor cumplimiento de los fines
de la Organización. En particular, podrá acordar la creación de sociedades mercantiles o cual-
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quier otro tipo de entidades, así como la toma de participación en compañías o establecimien-
tos ya constituidos107.
5.2.2. Los centros especializados existentes en la actualidad.
A. Régimen jurídico.
Son centros directivos que, con régimen administrativo de autonomía presupuestaria y de
gestión, tienen encomendada la organización y gestión de prestaciones-singulares correspon-
dientes a los fines de la Organización, de acuerdo con las funciones y tareas asignadas.
Los centros especializados dependen funcionalmente de las áreas correspondientes
de la Dirección General, sin perjuicio de las relaciones administrativas que puedan esta-
blecer con cada centro territorial108. Gozan de un régimen administrativo de autonomía
de gestión y cuentan con los recursos humanos y materiales precisos para el desarrollo de
sus funciones. Son creados y cesan en su actividad, por acuerdo del Consejo General, a
propuesta del Director general.

El acuerdo de creación de cada centro especializado determina el ámbito territorial que
debe cubrir, su denominación, sus funciones genéricas, destinatarios preferentes de sus servi-
cios o requisitos para beneficiarse de los mismos, así como su estructura y régimen económi-
co y de funcionamiento.
Los Directores de centros especializados tienen la condición de cargos directivos de la
Las funciones encomendadas a los centros especializados podrán atenderse por la
ONCE en régimen de concierto o mediante subvenciones o compensaciones convenidas
con entidades públicas o privadas. También podrá la ONCE recabar cuotas o contribucio-
nes económicas de los usuarios de los servicios, por la prestación de los mismos. El
107 Vide Estatutos de la ONCE, art. 43.
108 Los centros especializados que existen en la actualidad son los siguientes:
· Centro de Recursos Educativos (CRE) "Antonio Vicente Mosquete", en Madrid.
· CRE "Espíritu Santo", en Alicante.
· CRE "Luís Braille", en Sevilla.
· CRE "Santiago Apóstol", en Pontevedra.
· CRE "Joan Amades", en Barcelona.
· Escuela Universitaria de Fisioterapia, en Madrid.
· Servicio Bibliográfico de la ONCE (S.B.O.) con dependencias en Madrid y Barcelona.
· Centro de Rehabilitación "Ignacio Satrústegui y Fernández", en Sabadell.
· Centro de Investigación, Desarrollo y Aplicación Informática, CIDAT, en Madrid.

· Imprenta de la ONCE (Madrid)».

109 Vide Estatutos de la ONCE, art. 41.
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Consejo General deberá aprobar previamente su cuantía110 (Estatutos de la ONCE, art. 42).
B.
Imprenta de la ONCE.
La imprenta de la ONCE es el centro especializado con autonomía presupuestaria
que, bajo la dependencia del Director General Adjunto de Juego, contribuye a la misión
de la Organización mediante la planificación, gestión, mejora continua, seguimiento y
evaluación de los recursos y procesos necesarios para la producción y distribución de
las emisiones de cupón y otros productos y modalidades de juegos de azar.
La imprenta de la ONCE cuenta con un director111, un director técnico112 y tres
departamentos: producción113, calidad y control114 y recursos generales115.
C.
Centro de investigación, desarrollo y aplicación tiflotécnica (CIDAT).
Es el centro especializado, con autonomía presupuestaria, que contribuye a la misión
de la Organización, mediante la investigación, desarrollo, evaluación, producción,
comercialización y mantenimiento de productos específicos para ciegos y deficientes
visuales. También garantiza la plena accesibilidad de todos los sistemas de información
de la ONCE a las personas ciegas y deficientes visuales, es decir, valida en cuanto a su
accesibilidad las aplicaciones informáticas de la ONCE, así como todas aquellas que
sean propuestas. Todo ello, cumpliendo los adecuados estándares de calidad y bajo la
dependencia del Director General Adjunto de Servicios Sociales para Afiliados.
110 Vide Estatutos de la ONCE, art. 42.
111 Es el director del centro, con rango directivo, nombrado por el Consejo General, que realiza las ope-
raciones encomendadas por normativa a dichos directivos. Es el responsable de toda la actividad del cen-
tro, siendo su función dirigir, coordinar y supervisar los procesos de producción y distribución de las moda-
lidades de juego encargadas a la imprenta, y las actividades administrativas de control presupuestario y
funcionamiento financiero, así como representar a la ONCE en su ámbito de competencia e impulsar y
hacer el seguimiento de acuerdos y convenios de colaboración que optimicen los recursos y la gestión del
centro. Asimismo, es el encargado de encauzar las comunicaciones con los diferentes responsables del área
de juego de la Dirección General y, en especial, con la Dirección de Explotación y Desarrollo de Juego.
112 Es el mando intermedio nombrado por el Director General, a propuesta del Director del centro, que se encarga
de apoyar a éste y coordinar los aspectos técnicos de las distintas áreas de actividad que configuran la imprenta.
113 Su función es responsabilizarse del proceso de fabricación y almacén del cupón y otros productos de juego,
según líneas de actuación de los órganos centrales y directrices del Director del centro y Director técnico.
114 Tiene como misión, desde una óptica independiente de los procesos de compra y producción, realizar
los controles oportunos en cada momento e impartir las pautas necesarias al resto de departamentos, con el
fin de conseguir un óptimo control de calidad, tanto de los procesos como del producto final, según líneas
de actuación de los órganos centrales y directrices del Director del centro y Director técnico.
115 Sus funciones son coordinar la gestión económica y las relaciones sociolaborales y sanitarias del centro, así como
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D. Centros de recursos educativos de la ONCE (Cres).
Constituyen la estructura organizativa que, bajo la dependencia de la Dirección de
Educación, dirige sus actuaciones hacia la acción educativa desarrollada con las perso-
nas con ceguera o deficiencia visual, tanto en centros educativos ordinarios como en
centros específicos.
En los centros de recursos educativos se presta asesoramiento técnico a todos los
miembros de la comunidad educativa y los apoyos psicopedagógicos, materiales, téc-
nicos y humanos necesarios. Se colabora en el establecimiento de criterios homogéne-
os de actuación y en la evaluación de la calidad de la atención educativa. Se canalizan
las actuaciones en campos tales como la investigación, la innovación y la formación de
profesionales. El objetivo último es fomentar y facilitar el apoyo a la integración en la
sociedad de las personas ciegas o deficientes visuales.
Cada centro de recursos educativos extiende su actuación a un determinada zona de
influencia, poniendo todos los recursos a disposición de los profesionales que intervie-
nen en la atención educativa de los centros específicos, de los alumnos, sus familias y
restantes miembros de la comunidad educativa que puedan demandarlo.
Los actuales centros de recursos educativos de la ONCE son los siguientes:
· CRE "Antonio Vicente Mosquete", en Madrid.
· CRE "Espíritu Santo", en Alicante.
· CRE "Joan Amades", en Barcelona.
· CRE "Luís Braille", en Sevilla.
· CRE "Santiago Apóstol", en Pontevedra.
La estructura de los centros de recursos educativos está constituida por el director,
un director de educación integrada, un director del centro específico, un jefe de depar-
tamento de recursos generales y un jefe de residencia. Todos ellos constituyen el con-
sejo de dirección del centro.
La Dirección General determina la estructura concreta de cada uno de los CREs en
función de los programas desarrollados en los mismos. También podrá autorizar la
designación de un coordinador de equipo específico de atención a la educación integra-
da del CRE para apoyar al director de educación integrada en los casos que así se deter-
mine por el volumen de la población a atender, el número de profesionales implicados,
etc.
gestionar las compras y los servicios comunes del mismo, tales como mantenimiento, seguridad, distribución y regis-
tro de documentación, apoyo informático y otros análogos. Todo ello, de acuerdo con la normativa en vigor.
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E.
Escuela de fisioterapia de la ONCE.
Es un centro docente adscrito a la Universidad Autónoma de Madrid, cuya titulari-
dad corresponde a la ONCE, de acuerdo con el Real Decreto 410/86, de 10 de febrero
y el convenio de colaboración académica establecido con la UAM.
En la Escuela Universitaria de Fisioterapia de la ONCE se organiza, coordina e imparte
la docencia conducente a la obtención del título de diplomado en fisioterapia. También se
apoya la integración académica de los afiliados a la ONCE que cursen estudios en otras
Escuelas Universitarias de Fisioterapia y se promueven proyectos de investigación en cola-
boración con otras instituciones. Asimismo, se organiza e imparte formación de postgrado
para mantener actualizados los conocimientos de los fisioterapeutas afiliados.
F.
Centro de rehabilitación "Ignacio Satrústegui y Fernández".
Es el centro especializado, que bajo la dependencia de la Dirección de Autonomía
Personal y Bienestar Social, contribuye a la misión de la Organización, mediante el
desarrollo de: una atención global en régimen residencial, dirigida a aquellos rehabili-
tandos cuyas circunstancias familiares o personales así lo aconsejen, además de prestar
los servicios de rehabilitación integral a los afiliados de la zona que se determine, con
el fin de favorecer su autonomía personal e integración social l16.
G.
Servicio bibliográfico de la ONCE (SBO).
La estructura previa a la actual estaba configurada por el centro bibliográfico y cul-
tural (CBC) y centro de producción bibliográfica de la ONCE (CPB).
El primero fue el centro especializado que contribuyó a la producción y difusión de
todo tipo de documentos, recursos bibliográficos y materiales en relieve para la auto-
nomía personal e integración social de ciegos y deficientes visuales, cumpliendo los
adecuados niveles de calidad y atención al usuario. El centro bibliográfico y cultural
contó con cinco departamentos: producción braille y de materiales en relieve117, pro-
ducción sonora118, biblioteca central119, atención a usuarios120 y recursos generales.
116 Vide: Juan José RODRÍGUEZ SOLER y Otros, Proyecto de investigación EVO: entrenamiento visual
por ordenador, ONCE (Dirección General), Madrid, 2003, 54 pp.
117 Es el responsable de realizar la adaptación y producción de documentación en braille, de materiales en
relieve y de ficheros informáticos adaptados.
118 Es el responsable de realizar la grabación, tratamiento y producción de documentación en cualquier
formato analógico o digital para la reproducción de sonido.
119 Es el responsable de la catalogación, custodia y servicio de préstamo de la totalidad de los fondos
bibliográficos y documentales de la entidad, en cualquiera de sus soportes.
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El centro de producción bibliográfica de la ONCE, fue el centro especializado que contribu-
yó a la producción y difusión de todo tipo de documentos y materiales en relieve para facilitar la
autonomía personal e integración social de los ciegos y deficientes visuales, cumpliendo los ade-
cuados niveles de calidad y atención al usuario, bajo la dependencia de la Dirección de Cultura.
En la actualidad se han refundido en el servicio bibliográfico de la ONCE, con
dependencias en Madrid y Barcelona.
H. Museo tiflológico.
Su función básica es difundir entre los afiliados y el público en general los aspectos
técnicos y culturales relacionados con la ceguera, la historia de la ONCE y la obra de
artistas ciegos y deficientes visuales, así como adaptar obras de arte para su acceso a
las personas con discapacidad visual121.
6. Régimen económico, financiero y patrimonial.
6.1. Régimen económico y financiero122.
Procedo a exponer el régimen económico y financiero de la ONCE comparando su regulación
inicial en el Reglamento de Funcionamiento Económico-Administrativo, y su regulación actual
en los Estatutos de la ONCE, actualizados por la Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales. Los presento a través del siguiente cuadro comparativo:
120 Su función básica es atender, gestionar, controlar y supervisar la atención y la dotación de material al
usuario final.
121 Para ello realiza las siguientes actividades:
· Gestionar las salas de exposición de maquetas accesible a ciegos y deficientes visuales.
· Custodiar y exponer las obras que conforman la cultura material de la ONCE como colectivo: documen-
tos en los distintos sistemas de escritura conocidos, utensilios y recursos tiflotécnicos empleados en la vida
diaria, desarrollo del sistema de lectura y escritura braille, historia del cupón de la ONCE, etc.
· Gestionar la exposición de obras realizadas por artistas ciegos y deficientes visuales.
· Mantener un fondo de obras de arte accesible a ciegos y deficientes visuales.
· Atender debidamente las visitas individuales y colectivas al museo y realizar estudios de satisfacción de
usuarios.
· Gestionar el adecuado uso y mantenimiento de las instalaciones.
· Mantener la web del museo, así como crear y actualizar la base de datos global de visitantes.
· Realizar estudios de detección de satisfacción de visitantes del museo.
· Participar en el desarrollo de conferencias, exposiciones, ferias, etc., facilitando información sobre el
museo tiflológico y las actividades desarrolladas en el mismo.
· Cualquier otra tarea encomendada por la dirección del centro o la Dirección de Cultura y Deporte en
materia de su competencia.
122 Vide Manuel LÓPEZ COBOS, "El 13 de diciembre cumple medio siglo de existencia: la ONCE,
potencia financiera", Directivos Nueva Banca, 6, (1987), pp. 23-27.
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	Contenido
	Reglamento de funcionamiento
económico-administrativo
	Estatutos de la ONCE

	Disp. generales.
	«CAPÍTULO   I:   PRECEPTOS
GENERALES.
Artículo 1°. De conformidad con lo
establecido en el Decreto de 13 de
diciembre de 1938 y Reglamento
para su aplicación, de 28 de octubre
de 1939, la Organización Nacional
de   Ciegos   es   una   Entidad   de
Derecho Público y de Asistencia
Social, que agrupa obligatoriamente
a todos los invidentes españoles,
con fines de ayuda mutua y para
resolución de sus problemas especí-
ficos.
Artículo 2o. El Consejo Superior de
Ciegos, además de su intervención
titular    directa    sobre    todo    la
Organización, tendrá, en el aspecto
económico-administrativo,     las
siguientes facultades:
1.  Representar, con personalidad
jurídica       suficiente,       a       la
Organización.
2. Administrar el Patrimonio de la
Obra.  Esta facultad se entenderá
delegada, a los solos efectos de eje-
cución de los presupuestos aproba-
dos, en el Jefe de la Organización y
en los de las distintas dependencias
administrativamente    autónomas,
quienes la ejercerán dentro de la
esfera de su respectiva competencia
y con estricta sujeción a cuanto se
dispone en el presente Reglamento.
3.   Autorizar   la   enajenación   de
bienes    muebles    e    inmuebles
propiedad de la Obra y constituir
gravámenes sobre los mismos.
4. Autorizar el concierto de créditos.
	CAPÍTULO I
Disposiciones generales sobre la
actividad financiera
Artículo 44.
Uno.    La    ONCE    goza    de
autonomía       económica        y
financiera en los términos que
establece    el    Real     Decreto
358/1991,   de   15   de   marzo,
modificado por el Real Decreto
1200/1999, de 9 de julio, y de los
beneficios   que   la   legislación
vigente concede a las corpora-
ciones de derecho público y a las
entidades de interés general.
Dos. La actividad económica de
la ONCE tiene como objetivo la
obtención de recursos suficientes
para  el  cumplimiento  de  sus
fines, rigiéndose, tanto en  sus
gastos como ingresos, por el pre-
supuesto ordinario anual elabora-
do por la Dirección General y
aprobado    por    el     Consejo
General.
Las    operaciones    económico-
financieras se registran de acuer-
do con el plan contable de la
ONCE.
Artículo 45.
Todos los movimientos económi-
cos y financieros, así como la uti-
lización  de  los recursos  de  la
ONCE, vendrán recogidos con
carácter general en:
a) Los presupuestos anuales y su
liquidación,
b) Las cuentas anuales individuales
y consolidadas.
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	subvenciones   cuando   impliquen
cargas   para   la   Organización   o
condicionen el destino de los bienes
donados.
6. Aprobar los Presupuestos ordi-
narios de ingresos y gastos.
7. Aprobar, en su caso, los pre-
supuestos extraordinarios  que se
formulen.
8. Aprobar las cuentas generales de
la Organización.
Artículo 3o. En aquellos casos de
reconocida urgencia, cuya resolu-
ción no pueda demorarse hasta la
reunión del Consejo, se autoriza al
Vicepresidente para  ejercer por
delegación,       las       facultades
atribuidas al Consejo en el Artículo
anterior, siempre que exista dicta-
men favorable  de  la  Ponencia
correspondiente y la conformidad
del Vocal Interventor.
De los acuerdos así adoptados, se
dará cuenta al Consejo en la primera
reunión que se celebre.
	c) El informe de gestión anual.

	Medios y
recursos
financieros.
	CAPÍTULO V: TESORERÍA.
Artículo  27.  La  Jefatura  y  las
Delegaciones y Centros administra-
tivamente autónomos, deberán tener
abierta una cuenta corriente en el
Banco de España de la localidad de
su residencia, con el título genérico
de   «Organización   Nacional   de
Ciegos» y con el específico del
Centro o Dependencia de que se
trate.
Cuando no exista sucursal de aquel
establecimiento de crédito, o cuan-
do  se  estime conveniente a los
intereses de la Organización,  la
Vicepresidencia, a propuesta de la
Jefatura de la Organización y con el
	CAPÍTULO III
De   los   medios   y   recursos
financieros
SECCIÓN   1a.   Disposiciones
Generales
Artículo 50.
Para el cumplimiento de sus fines,
la ONCE  dispondrá   de   los
siguientes recursos económicos:
Uno. Recursos de carácter ordi-
nario:
a) Los beneficios que obtiene con
la explotación en exclusiva del
cupón prociegos o de cualquier otra
modalidad de juego de naturaleza
activa o pasiva que se le autorice.
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	informe    favorable    del    Vocal
Interventor, podrá autorizar la aper-
tura de cuentas en otro establec-
imiento de crédito. Estas cuentas
tendrán análoga consideración a las
abiertas en el Banco de España, y
sus fondos serán igualmente inter-
venidos.
El movimiento de las cuentas ban-
carias será autorizado con las fir-
mas del Delegado o Jefe del Centro,
del Tesorero y del Interventor.
Lo dispuesto en el presente artículo
será de aplicación al Fondo Central
de la Organización, administrado
por la Vicepresidencia del Consejo.
La disposición de sus fondos se
realizará con las firmas conjuntas
del  Vicepresidente  y  del  Vocal
Interventor.
En el caso de ausencia o enfer-
medad del Vicepresidente podrá ser
sustituido por un Vocal del Consejo,
designado   por   él,   y   el   vocal
Interventor, por el Jefe Técnico de
la Intervención.
Artículo 28. Los fondos en poder
de las Delegaciones Provinciales y
Centros      autónomos      de      la
Organización, se ingresarán en las
respectivas cuentas corrientes ban-
carias autorizadas, manteniendo en
Caja solamente las cantidades nece-
sarias para hacer frente a los pagos
de cada día, con el topo máximo
que   autorice   la   Jefatura   de   la
Organización a petición del Jefe de
la Dependencia, informada por el
Interventor Delegado. Diariamente
se procederá a ingresar los exce-
dentes de Caja en la cuenta corri-
ente bancaria autorizada, o a extraer
de la misma las cantidades nece-
sarias para sus atenciones.
	b) Su patrimonio actual directa-
mente gestionado por los servi-
cios  de la Organización  y  el
rendimiento del mismo, así como
la parte que le corresponda del
patrimonio y de ios beneficios de
las empresas creadas o partici-
padas por la ONCE.
c) Los beneficios que obtenga o
pueda conseguir en el futuro, por
publicaciones en braille, en tinta
o sonoras; así como por otros ser-
vicios o actividades remuneradas
que institucionalmente preste o
pueda prestar, bien en el ámbito
nacional o internacional.
d) El rendimiento de cualesquiera
otras actividades comerciales que
la  ONCE  pueda  iniciar,  bien
directamente o a través de entes
instrumentales    o    filiales    o
sociedades mercantiles.
e) Las subvenciones que, en su
caso, le concedan el Estado y
demás Administraciones públi-
cas, territoriales e institucionales
o cualquier otro tipo de entidades
públicas o privadas, nacionales o
extranjeras.
f) Las cuotas que, en su caso,
pudieran  establecerse  para  los
afiliados a la Organización.
g) Cualquier otro tipo de ingreso
que legalmente se le reconozca.
Dos. Recursos de carácter extra-
ordinario:
El patrimonio fundacional y los
bienes      existentes      en      las
Fundaciones promovidas  o  no
por la ONCE, en caso de extin-
ción,   cuando   sus   previsiones
estatutarias así lo  determinen.
Las donaciones, legados y heren-
cias de particulares. Estas podrán
o no aceptarse.
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	Artículo 29. Al cerrar las opera-
ciones de cada día, se celebrará el
arqueo de Caja, a presencia del
Interventor,   y   se  extenderá  la
correspondiente Acta en el Libro que
se llevará al efecto, y que será
suministrado por la Jefatura, cuando
lo estime oportuno presenciará el
arqueo   el   Delegado   o  Jefe  del
Centro,  suscribiendo entonces  el
Acta   con   el   Interventor   y   el
Tesorero.  Se hará constar en la
misma, la conformidad o discon-
formidad   de   los   resultados   del
arqueo, con los datos contables, y si
el importe de las existencias está
dentro de los límites autorizados.
Artículo 30. Las Delegaciones y
Centros           administrativamente
autónomos de la Organización trans-
ferirán en la primera decena de cada
mes a la cuenta «Fondo central de la
Organización Nacional de Ciegos»,
en el Banco de España de Madrid,
las cantidades sobrantes, una vez
cubiertas sus atenciones. En los mis-
mos    periodos,    las    expresadas
Delegaciones   y  Centros  que  no
dispongan de los fondos necesarios
para atender las obligaciones previs-
tas,         solicitarán         de         la
Vicepresidencia,   a   través   de   la
Jefatura de la Organización, el envío
de las cantidades precisas.
Artículo 31. El importe de todos los
recursos   de   la   Organización   se
ingresará en las Cajas de la misma,
extendiéndose al efecto el correspon-
diente Mandamiento  de Ingreso,
debidamente       intervenido,       y
entregándose a la persona que lo
efectúe el resguardo acreditativo,
	El Consejo General estará facul-
tado para su aceptación, sin más
trámite, cuando no conlleven car-
gas o sea a beneficio de inven-
tario. En cualquier otro caso será
preciso  el  informe previo del
Consejo de Protectorado.
SECCIÓN 2a. De la Tesorería
Artículo 51.
Todos los recursos financieros,
cualquiera que sea su naturaleza,
ya consistan en dinero, títulos,
valores,   créditos   u   otros   de
análoga naturaleza, constituyen
la Tesorería de la ONCE.
Artículo 52.
La gestión de la Tesorería de la
Organización  se efectuará de
acuerdo a los siguientes pro-
cedimientos:
a) Depositando su efectivo en
cuentas   bancarias   abiertas   a
nombre de la Organización.
b) Diseñando y ejecutando una
política   bancaria   homogénea
para toda la ONCE.
c)   Estableciendo   el   flujo   de
cobros y pagos adecuado a las
necesidades de la ONCE en cada
momento.
d) Implantando las técnicas de
movimientos  de fondos nece-
sarias para poder llevar a cabo la
gestión de los flujos periféricos
de manera unificada.
e)   Buscando  el   modo  y   los
canales de financiación que en su
momento pudieran requerirse.
f) Llevando a cabo la inversión
de los excedentes de Tesorería.
g) Realizando todas aquellas fun-
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	autorizado   con   las   firmas   del
Tesorero y del Interventor.
Artículo 32. Cuando se trate de
ingresos muy numerosos derivados
de operaciones comerciales o indus-
triales,  los  ingresos  individuales
podrán ejecutarse utilizando docu-
mentos auxiliares, tales como reci-
bos o facturas. Estos ingresos se
formalizarán diariamente mediante
la expedición del oportuno man-
damiento por la recaudación obteni-
da.
Artículo 33. El producto de la venta
del cupón en la capital,  se for-
malizará diariamente con el opor-
tuno mandamiento de ingreso, por
el  importe  íntegro de  la  venta,
extendiéndose simultáneamente el
de pago, por el importe de las comi-
siones devengadas por los vende-
dores. El resguardo de este man-
damiento de ingreso, en el cual se
hará referencia al número y fecha
del acta establecida en el artículo
25, será archivado en la Delegación
Provincial.
Artículo 34. Las operaciones de
ingresos      y      pagos      de      las
Delegaciones    Locales,    que    se
comunicarán  periódicamente a  la
Delegación de que dependan, en la
forma que se determine, serán for-
malizadas por ésta,  mediante la
expedición de los oportunos man-
damientos, en base de las liquida-
ciones practicadas.
Los  sobrantes de fondos en  las
Delegaciones Locales, serán remiti-
dos a la Provincial, en los períodos
que se determinen.
	ciones que se precisen para la
consecución  de  los  objetivos
anteriormente enumerados.
Artículo 53.
La   Dirección   General   de   la
ONCE ostenta las facultades en
relación  con  la gestión  de  la
Tesorería  de  la  entidad,  con
arreglo   a   los   criterios   que
establezca el Consejo General.
A tal fin, serán competencias de
la Dirección General:
a) La gestión de los recursos
financieros de la ONCE a corto
plazo.
b) La gestión del endeudamiento
de la entidad.
c) La inversión de los excedentes
de Tesorería en valores mobiliarios
o análogos.
d) El diseño de la política ban-
caria de la ONCE.
e) La suscripción de pólizas de
aval o garantías similares y la
concesión de avales.
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	Artículo   35.   Todos   los   pagos
derivados   de   la   gestión   de   la
Organización serán realizados con
aplicación a las Cajas de la misma,
mediante la expedición de los opor-
tunos mandamientos, acompañados
de su justificación reglamentaria, y
autorizados    con    la   firma   del
Delegado   o   Jefe   de  Centro,   y
debidamente intervenidos.
Los ingresos de mandamientos de
pago, al igual que los de ingresos,
serán suministrados por la Jefatura,
en talonarios numerados.
Artículo 36. El pago de comisiones
a vendedores en la capital se efectuará
diariamente,     deduciéndose     su
importe del producto de la venta,
tales pagos se formalizarán en fin de
cada día mediante la expedición de
los oportunos mandamientos en la
forma dispuesta.
El importe de los premios será satis-
fecho contra la presentación de los
cupones premiados, formalizándose
diariamente el importe de lo pagado
por ese concepto con el oportuno
mandamiento.
Artículo 37. Las comisiones y pre-
mios pagados en las locales se for-
malizarán por la Delegación de que
dependen, a la vista de las liquida-
ciones  formuladas  por  aquéllas,
conforme a lo indicado en el artícu-
lo 34. Junto con tales liquidaciones
deberán enviarse los cupones paga-
dos para su adhesión en las hojas de
control.
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	Gastos,
inversiones y
actos de
disposición
patrimonial.
	CAPÍTULO VI: GASTOS
	CAPÍTULO V
De los gastos, inversiones y
actos de disposición
patrimoniales

	
	Artículo 38. El nombramiento de
personal de la ONCE se efectuará
conforme a las normas establecidas
por el Reglamento de Personal
vigente, no pudiéndose satisfacer
gastos de esta naturaleza, si no han
mediado los nombramientos
reglamentarios.
Artículo 39. Las adquisiciones y
suministros de toda índole, tanto de
material ordinario de oficina, como
en material inventariable, mobiliario,
herramientas, útiles, maquinaria,
víveres, primeras materias y mate-
rias auxiliares, se efectuará como se
indica a continuación: [...].
Artículo 40. No será precisa la cel-
ebración de concurso público ni
restringido cuando, por tratarse de
artículos sujetos a tasa, o de los que
no exista más que un sólo provee-
dor, no es posible promover la con-
currencia de ofertas. En este caso la
contratación será efectuada directa-
mente por el Jefe de la respectiva
Dependencia, previo el reglamen-
tario expediente, en el que figurará
el informe favorable del Interventor
Delegado. La utilización de esta
forma de contratación será autoriza-
da para cada caso por la Jefatura
cuando el gasto no sea superior a
50.000 pesetas y pro la
Vicepresidencia en los demás casos.
	Artículo 57.
Uno. Los gastos e inversiones
que se produzcan en el seno de la
Organización    perseguirán    el
cumplimiento de los objetivos
planificados, inspirándose en los
principios de eficacia, eficiencia,
rentabilidad, libre competencia y
economía en su distribución.
Dos. La ONCE gozará de plena
autonomía de gasto, correspon-
diendo la ordenación del mismo
al Director general, como órgano
de gestión y ejecución; todo ello
sin perjuicio del control que, en
cada momento, pueda efectuar el
Consejo General, y del control
global      del      Consejo      de
Protectorado, de acuerdo con sus
respectivas   competencias.   El
Consejo   General    gozará   de
autonomía de  gasto  sobre  sus
propias partidas presupuestarías,
facultad que corresponderá a su
Presidente, con sometimiento a
los    criterios    presupuestarios
establecidos.
Tres. El Consejo General deter-
minará los criterios, límites cuan-
titativos y procedimiento para la
realización de gastos de cualquier
índole, inversiones y desinver-
siones, por parte  del  director
general de la ONCE.
Artículo 58.
El Consejo General, a través del
Director  general,  en  su  caso,
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	Artículo 41. La adquisición de
inmuebles se efectuará por concur-
so público restringido, según su
cuantía, conforme a la escala indi-
cada en el artículo 39.
Artículo 42. Los contratos de obras
cuyo   importe   sea   superior   a
1.000.000 de pesetas, se realizarán
por subasta o concurso-subasta,
Artículo 43. No obstante lo dis-
puesto en los dos artículos anteriores,
la Vicepresidencia, a propuesta del
Jefe de la Organización, con dicta-
men favorable de la Ponencia cor-
respondiente e informe del vocal
interventor,   podrá   autorizar   la
adquisición  de  inmuebles  o   la
realización de obras por gestión
directa, cualquiera que sea su cuan-
tía, cuando lo considere conve-
niente en atención a las peculiari-
dades y condiciones especiales que
concurran, o cuando existan razones
de urgencia apreciadas por aquéllas.
Artículo   44.   Los   contratos   de
alquiler de locales serán autoriza-
dos por el Jefe de la Organización,
previo informe favorable del vocal
interventor.
Artículo 45. Compete al Jefe de la
Organización la concesión de pen-
siones especiales de invalidez y
vejez y en favor de subnormales,
con cargo al presupuesto de la orga-
nización.
El reconocimiento y pago de las
prestaciones    de    la    Caja    de
Previsión, se ajustará a las disposi-
ciones del Reglamento que regula
su funcionamiento.
	podrá realizar los actos de dis-
posición  patrimonial  e inver-
siones que considere oportunos,
de conformidad con la normativa
interna que le resulte aplicable.
El Consejo General, de acuerdo
con lo establecido en el artículo
8.3    g)    del   Real    Decreto
358/1991,   modificado  por  el
Real Decreto 1200/1999, de 9 de
julio, deberá informar de estos
actos de disposición patrimonial
e  inversiones   al   Consejo  de
Protectorado, cuando la cuantía
de estas disposiciones supere la
establecida por dicho Consejo.
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	Artículo 46.  La adquisición de
valores mobiliarios de todas clases,
se llevará a efecto, por delegación
del Consejo Superior, a través de
una Comisión de Inversores, presi-
dida por el Vicepresidente, y de la
que  formará parte el Jefe de la
Organización  Nacional,  el  Vocal
Interventor y el Jefe Técnico de la
Intervención del Consejo Superior,
que actuará como secretario. De los
acuerdos que adopte esta comisión,
que se reflejarán en las correspondi-
entes actas, se informará al Consejo.
Artículo 47. Para la mejor defensa
de los intereses de la Organización,
el Consejo Superior podrá variar, en
casos concretos y determinados, los
procedimientos generales de con-
tratación que se establecen en los
artículos anteriores, en atención a
las circunstancias especiales que en
los mismos puedan concurrir.
	

	Del control
financiero y de
gestión.
	
	CAPÍTULO VII
Del  control financiero  y  de
gestión
Artículo 70.
El Consejo General de la ONCE,
como máximo responsable del
funcionamiento de la institución,
ejercerá,  entre otras,  las  fun-
ciones de:
Uno. Control de gestión, en los
términos que el propio Consejo
General establezca, referidos a la
eficacia y eficiencia en la gestión
de la ONCE y, sobre todo, en la
definición de objetivos, análisis
de datos, medición de las desvia-
ciones    de    los    objetivos    y
establecimiento       de       las
responsabilidades.
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	Dos.  Control  financiero  ordi-
nario, en los términos que el pro-
pio Consejo General establezca,
todo ello encaminado a conocer,
valorar y enjuiciar los estados
financieros de la institución.
Artículo 71.
La ONCE encargará con periodi-
cidad anual una auditoria a una
empresa auditora independiente,
en los términos y condiciones
exigidos en el artículo 8.3 k) del
Real Decreto 358/1991, modifi-
cado   por    el   Real    Decreto
1200/1999, de 9 de julio.
Artículo 72.
Uno. En el primer semestre del
ejercicio siguiente, la Dirección
General presentará al Consejo
General, para su aprobación, los
siguientes documentos:
a) Cuentas anuales individuales y
consolidadas, debidamente audi-
tadas.
b)   Liquidación   de   los   pre-
supuestos.
c) Informe de gestión.
Dos. Los responsables ejecutivos
de la corporación  empresarial
ONCE, de la Fundación ONCE y
de cualquier otra fundación, aso-
ciación o entidad con partici-
pación o presencia dominante o
mayoritaria de la ONCE, presen-
tarán   para   conocimiento   del
Consejo General, en el mismo
plazo,    las    cuentas    anuales
debidamente auditadas,  indi-
viduales y consolidadas, en su
caso,  y,  cuando  proceda,  la
liquidación     de     los     pre-
supuestos.
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	Artículo 73.
Uno. El control externo de la
ONCE se ejercerá por el Consejo
de Protectorado, a través de los
informes de auditoria a que hace
referencia el artículo 8.3 k) del
Real Decreto 358/1991, modifi-
cado    por    el    Real    Decreto
1200/1999, de 9 de julio.
Dos. El Consejo de Protectorado,
en el ejercicio de sus funciones,
podrá determinar la realización
de auditorias por una empresa
auditora   independiente   a   los
fines que el mismo determine, en
el ámbito de sus competencias.
Tres. El Consejo General infor-
mará al Consejo de Protectorado,
dentro de los seis meses siguientes al
cierre del ejercicio económico,
de las cuentas anuales indi-
viduales  y  consolidadas de la
ONCE, así como de la liquidación
del presupuesto y, en general, de
la       situación       económica,
financiera  y patrimonial  de  la
Organización, incluida CEOSA,
en los términos establecidos en el
artículo 8.3 i) del Real Decreto
358/1991, de 15 de marzo, modi-
ficado   por    el    Real    Decreto
1200/1999, de 9 de julio.

	Régimen
presupuestario.
	CAPÍTULO III:
PRESUPUESTOS.
Artículo 6o. El régimen económico
de la Organización será el de pre-
supuesto anual ordinario de ingre-
sos y gastos, sin perjuicio de los
extraordinarios que se consideren
precisos, cuando la naturaleza de
los gastos, su duración y su carácter
eventual así lo aconsejen.
Tanto  el  presupuesto  de  gastos
	CAPÍTULO VI
Régimen presupuestario
SECCIÓN 1a. Del Presupuesto
Artículo 59.
La    actividad    económica    y
financiera de la ONCE se aco-
modará a un único presupuesto
ordinario de carácter anual, elabo-
rado por su Dirección General y
aprobado por el Consejo General
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	como el de ingresos se desarrollarán
por capítulos, artículo,  grupos y
conceptos,  en  número  suficiente
para comprender los recursos y
obligaciones con la debida sepa-
ración, según su origen y naturaleza.
El Consejo Superior fijará la estruc-
tura y nomenclatura de los pre-
supuestos.
Artículo 7°. El proyecto de pre-
supuestos ordinarios de ingresos y
gastos de cada ejercicio, redactado
por la Jefatura de la Obra, conjunta-
mente   con   la   Intervención   del
Consejo, en base y consideración de
los anteproyectos formulados por
los distintos Organismos adminis-
trativamente     autónomos,     será
sometido en el mes de diciembre del
anterior, junto con la correspondiente
memoria explicativa, a conocimien-
to   y   aprobación   del    Consejo
Superior.
Si al iniciarse el ejercicio económi-
co no hubiera sido aprobado el pre-
supuesto ordinario, se considerará
prorrogado automáticamente,  por
meses, el anterior, en cuanto afecta a
aquéllos créditos que amparan gas-
tos de carácter permanente.
Artículo 8o. El Consejo Superior, al
aprobar  los  presupuestos,  podrá
condicionar la inversión de determi-
nados créditos, en cuyo caso los pre-
ceptos que a tal fin se dicten, ten-
drán vigencia durante el ejercicio
económico a que se refieren, y el
período de prórroga del mismo, en
su caso.
Artículo 9o. Cuando se trate de
créditos que amparan, gastos que,
por su naturaleza o por ser función
	de la ONCE. Este presupuesto
ordinario comprenderá la totali-
dad de los ingresos y de los gas-
tos para un ejercicio determinado.
El   Consejo   General   también
podrá aprobar presupuestos extra-
ordinarios para gastos inaplazables,
cuando no existan estos con-
ceptos en el presupuesto ordi-
nario.
Artículo 60.
Los créditos del presupuesto de
ingresos expresan los objetivos
de obtención de recursos estable-
cidos para el ejercicio. En general,
los créditos consignados en el
presupuesto de ingresos tendrán
la naturaleza de ampliables, den-
tro de las pautas marcadas por el
Consejo General.
Artículo 61.
Uno. Los créditos cifrados en el
presupuesto de gastos significan
el límite máximo autorizado para
invertir en las atenciones para las
que se consigna.
Dos. El Consejo General determi-
nará los criterios generales para
establecer la naturaleza limitativa
o ampliable de las partidas del
presupuesto de gastos,  siendo
desarrollados dichos criterios por
la Dirección General.
Tres.   Los   créditos   del   pre-
supuesto de gastos no podrán ser
destinados a servicios o fines dis-
tintos de aquellos para los que
fueron autorizados, salvo que se
determine expresamente su carác-
ter de transferible por el Consejo
General o, en su caso, por la
Dirección General.
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	de otros, se estime conveniente, el
Consejo al aprobar los presupuestos,
podrá autorizar que tales créditos
tengan la consideración de ampliables,
estableciendo los requisitos precisos
para llevar a efecto las ampliaciones
necesarias.
Artículo 10. Los créditos cifrados
en el presupuesto de gastos signifi-
can el  límite máximo autorizado
para invertir en las atenciones para
las que se consignan, sin que por
ningún motivo pueda ser rebasado
su  importe.  Tampoco  podrán  ser
destinados a servicios o fines distin-
tos de aquéllos para los que fueron
autorizados.
Artículo 11. Las inversiones de fon-
dos  de carácter financiero,  tales
como    adquisición    de    valores
mobiliarios,      constitución      de
imposiciones a plazo, etc. [...], no
precisarán la inclusión de crédito en
presupuestos.
Artículo 12. El cambio de categoría
de las delegaciones, como conse-
cuencia del aumento o disminución
de la venta de cupones, conforme a
las normas establecidas, solamente
tendrá efectividad a partir del primer
presupuesto que se formule, una vez
producidas las condiciones que lo
fundamentan.
Artículo 13. Si una vez aprobados
los   presupuestos   ordinarios,   las
cifras consignadas en los distintos
conceptos resultasen  insuficientes,
se tramitarán los oportunos expedi-
entes de crédito extraordinario o de
suplemento de crédito que, a propues-
ta de la Jefatura, y con informe
	Artículo 62.
Si al iniciarse el nuevo ejercicio
económico, todavía no se hubiera
aprobado el  presupuesto ordi-
nario, se considerará prorrogado
automáticamente el anterior.
SECCIÓN 2a. Del proceso de
elaboración y aprobación de los
presupuestos
Artículo 63.
Uno.   Corresponde  al  Consejo
General de la ONCE aprobar las
líneas presupuestarías para cada
ejercicio económico, determinan-
do los criterios y definición global
de los objetivos y magnitudes
económicas relevantes que han
de quedar incorporadas a dichos
presupuestos.
Dos. La Dirección General, con
base en las líneas presupuestarías
previamente aprobadas por el
Consejo   General   y   con   los
anteproyectos  de presupuestos
formulados   por   los   distintos
órganos que integran la institu-
ción, redactará el proyecto definiti-
vo que, conjuntamente con una
memoria explicativa, será someti-
do anualmente a la aprobación
del Consejo General.
Tres. Dichos presupuestos con-
tendrán    también    información
sobre las previsiones y grandes
magnitudes de! ejercicio respecto
de CEOSA, así como los criterios
y cuantías de los flujos económi-
cos entre la ONCE y su corpo-
ración empresarial.
Cuatro.  El  ámbito,  duración  y
finalidad   de  los  presupuestos
extraordinarios  se determinará
por el Consejo General, debiendo
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	favorable  del   vocal   interventor,
serán        resueltos        por        la
Vicepresidencia del Consejo, excep-
to los que impliquen variaciones de
las plantillas de personal, que pre-
cisarán, en todo caso, la previa y
expresa autorización del Consejo.
Artículo 14. Por lo que respecta al
presupuesto ordinario de gastos, en
fin de cada ejercicio, y una vez con-
tabilizado   como   acreedores   el
importe de las obligaciones contraí-
das y no satisfechas, se anularán
automáticamente los remanentes de
crédito producidos en cada concep-
to.
A estos efectos, en la primera quin-
cena del mes de enero, se redactará
una  relación   que  recoja   dichas
obligaciones, que se unirá a la cuen-
ta del mes de diciembre, como justi-
ficante de la cuenta de acreedores.
Artículo 15. Los remanentes de
crédito producidos en el presupuesto
extraordinario, no serán anulados en
fin de cada ejercicio. Su anulación
se acordará por la vicepresidencia, a
propuesta de la jefatura, una vez ter-
minada la obra o servicio para los
que fueron concedidos.
El importe de tales remanentes se
reflejará contablemente mediante
cuentas de orden, hasta su can-
celación.
Artículo 16. Si una vez anulados los
créditos sobrantes de un ejercicio, se
viniese en conocimiento de la exis-
tencia de obligaciones con cargo a
los mismos, que no fueron contabi-
lizados como acreedores por igno-
rarse su existencia cuando se prac-
ticó la anulación, se incoará el opor-
	informar de la aprobación de los
mismos       al       Consejo       de
Protectorado.
Cinco. Durante el mes de diciem-
bre, el Consejo General remitirá al
Consejo de Protectorado el pre-
supuesto ordinario anual de la
Organización, correspondiente al
ejercicio siguiente.
Artículo 64.
Los presupuestos de ingresos y
gastos se elaborarán en base a fun-
ciones, programas y actividades, o
en base a aquellas otras divisiones
funcionales    que    el    Consejo
General determine. Las  activi-
dades  recogerán,  cada una de
ellas, acciones encaminadas hacia
el logro de fines homogéneos.
Artículo 65.
En el presupuesto ordinario de
gastos  de figurará una partida
denominada        «Fondo        de
Modificación     Presupuestario»
asignada  al presupuesto  de la
Dirección General, cuya dotación
servirá para cubrir las insuficien-
cias  que  se produzcan  en  las
actividades que se determinen.
Artículo 66.
El Consejo General podrá estable-
cer en los presupuestos condi-
ciones para la aplicación de deter-
minados créditos. Las normas que
a tal fin se dicten tendrán vigencia
exclusivamente en el ejercicio
económico a que se refiere o en el
período de prórroga de aquél.
SECCIÓN 3a. De la Ejecución
del Presupuesto
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	tuno   expediente   de   presupuesto
extraordinario para su liquidación.
Artículo 17. Los sobrantes de man-
damientos de pago satisfechos, se
ingresarán en las cajas de la organi-
zación, como reintegros de apli-
cación al concepto por el que se
efectuó el pago, reponiendo el crédi-
to indebidamente consumido.
Artículo 18. La realización de pagos
en concepto de devolución de ingre-
sos indebidos, no precisará la exis-
tencia de crédito en presupuestos,
llevándose a efecto  como  mino-
ración del concepto al cual se aplicó
el  ingreso indebido. No obstante,
será necesario para la realización de
tales pagos la tramitación del opor-
tuno expediente, en el cual se justifi-
cará la efectividad del ingreso, fecha
en que tuvo lugar, su carácter de
indebido y el de no haberse realiza-
do la devolución hasta la fecha en
que se solicita.
	Artículo 67.
Uno. El Director general es el
máximo responsable de la ejecu-
ción del presupuesto y actúa con
plena capacidad en la gestión de
los    recursos    financieros,    de
acuerdo con las previsiones con-
tenidas en los presentes Estatutos
y los criterios generales aproba-
dos por el Consejo General.
Asimismo, será competencia de
la Dirección General dictar los
procedimientos que regulen las
transferencias de crédito entre
centros, y a nivel de cada centro.
Dos. Estas responsabilidades y
atribuciones puede ejercitarlas
directamente o con  la colabo-
ración de los responsables direc-
tivos de los Servicios centrales y
de los centros  directivos  con
facultades    de    gestión    pre-
supuestaría.   También   podrán
habilitarse a otras personas para
el desempeño de las aludidas fun-
ciones.
Tres. Los responsables de centros
con facultades de gestión  pre-
supuestaría, siguiendo las direc-
trices emanadas del Director general
y  autorizados  por este órgano,
controlarán  la  gestión  de   los
recursos   económicos   que   se
derivan del presupuesto aprobado
para su centro.
Artículo 68.
Los responsables de centro con
facultades de gestión presupues-
taría, siguiendo las directrices dis-
puestas por el Director general y
autorizados por este órgano, con-
trolarán la gestión de los recursos
financieros en los centros de la
Organización que no  gocen  de


432
	
	
	tales  competencias,  siempre  y
cuando estén dentro de su demar-
cación territorial, de acuerdo a lo
previsto     en     los     presentes
Estatutos.
Artículo 69.
El Director general periódicamente
y, al menos, semestralmente, pre-
sentará al Consejo  General el
avance del estado de las cuentas,
que refleje con la debida pre-
cisión la situación en que se halla
la ejecución del presupuesto.

	Intervención.
	CAPÍTULO VII:
INTERVENCIÓN.
Artículo 48. Todos los actos que
tengan repercusión directa o indi-
recta   en   el   patrimonio   de   la
Organización  y  en  especial  los
ingresos, gastos y pagos, deberán
ser intervenidos con carácter previo
a su realización, por el vocal inter-
ventor del Consejo Superior de
Ciegos o por los interventores dele-
gados.
Artículo 49. El nombramiento y
cese de los interventores y delega-
dos de la intervención del Consejo
Superior,    corresponderá    a    la
Vicepresidencia,  a propuesta del
vocal interventor. Los interventores
delegados dependerán directamente
de este último, sin perjuicio de que
el personal afecto a los servicios de
intervención y contabilidad esté
encuadrado    administrativamente
dentro del organismo o dependencia
correspondiente.
Artículo 50. Corresponde a la inter-
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	vención, con carácter general, fis-
calizar todos los actos y contratos
que hayan de repercutir en el patri-
monio de la obra, y entre ellos los
siguientes:
1.  Colaborar en la redacción del
anteproyecto  de presupuesto ordi-
nario   del    organismo,   y   emitir
informe sobre el mismo.
2.  Informar los expedientes sobre
modificación  de  crédito  del  pre-
supuesto   ordinario    y    los    pre-
supuestos extraordinarios que se for-
mulen.
3.  Fiscalizar las  liquidaciones de
derechos y obligaciones que se prac-
tiquen.
4. La intervención previa de todos
los expedientes de gastos que se
incoen.
5. La intervención previa de todos
los mandamientos de pago que se
expidan por el Organismo.
6. Autorizar con su firma los talones
que se expidan contra la cuenta
corriente bancaria del Organismo.
7. Autorizar los mandamientos de
ingresos, así como  los recibos  y
demás   documentos   que   puedan
expedirse, acreditativos del ingreso
de    cantidades    a    favor    de    la
Organización.
8. Presenciar los arqueos de Caja, y
suscribir las Actas que, reglamen-
tariamente, sean extendidas.
9. Autorizar con su firma las peti-
ciones de fondos que se formulen.
10. Autorizar las liquidaciones pro-
visionales   que   mensualmente   se
envían  a  la  Vicepresidencia  del
Consejo Superior.
11. Fiscalizar las hojas de control de
premios satisfechos.
12.   Fiscalizar   la   recepción   de
cupones en el Organismo y su envío
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	a las Delegaciones Locales.
13.  Presenciar en  la  Capital  la
recogida y entrega de cupones a los
vendedores,  suscribiendo el  acta
reglamentaria   y   estampando   su
firma en el sobre que contenga los
cupones devueltos o sobrantes.
14. Vigilar el desarrollo de la con-
tabilidad.
15. Autorizar con su firma las cuen-
tas y todos los documentos que se
expidan con referencia a los libros
de contabilidad del Organismo.
16.  Cualquier otra función que,
expresamente, les sea encomendada
por la Superioridad.
Artículo     51.     El     Interventor
Delegado colaborará estrechamente
con el Jefe del Organismo en el que
preste sus servicios,  asesorándole
siempre que sea requerido al efecto
por éste, o cuando así lo estime con-
veniente a los intereses de la Obra.
Los Jefes y funcionarios de los
Organismos   suministrarán   a   la
Intervención       cuantos       datos,
informes y documentos precise para
el   mejor   cumplimiento   de   su
cometido, y que a tal fin hayan sido
solicitados.
	

	Contabilidad.
	CAPÍTULO VIII:
CONTABILIDAD.
Artículo   52.   La   contabilidad
general    de    la    Organización
Nacional de Ciegos será desarrolla-
da por la Intervención del Consejo
Superior, por el sistema de partida
doble, en base a las cuentas mensuales
rendidas por todos los Organismos
administrativamente     autónomos
que integran aquella.
	CAPÍTULO IV
De la contabilidad
Artículo 54.
El registro contable de los ingre-
sos, gastos e inversiones y, en
general,    de   las   operaciones
económicas de la Organización
se efectuará utilizando la técnica
de la partida doble, de acuerdo
con los principios  y criterios
establecidos en el plan contable
de la ONCE y en las disposi-
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	Artículo 53. Los Organismos aludi-
dos en el artículo anterior desarrollarán
su contabilidad en la forma que se
establezca por la Vicepresidencia a
propuesta del vocal interventor, y
con   el   informe  del   Jefe  de  la
Organización.
Artículo   54.   Las   Delegaciones
Locales rendirán periódicamente
sus cuentas a la Delegación de que
dependan para su examen y fis-
calización de sus operaciones. Sus
datos serán incorporados por ésta a
su contabilidad en la forma estable-
cida.
Artículo 55. Antes del 15 de cada
mes,  las Delegaciones y Centros
administrativamente   autónomos,
rendirán las cuentas del anterior a la
Jefatura de la Organización, quien
las examinará y  hará constar su
conformidad o reparos.
La  Jefatura  de  la  Organización
remitirá las cuentas de todos los
Organismos, juntamente con  las
ayudas propias, a la intervención
del Consejo Superior, de forma que
obren en poder de la misma antes
del último día del mes subsiguiente
al que correspondan.
Artículo 56. Las cuentas mensuales
vendrán redactadas en los docu-
mentos       que       establece       la
Instrucción, a los que unirán los
mandamientos de ingreso y pago,
acompañados  de  los justificantes
reglamentarios. Independientemente
de   las   cuentas   mensuales,    los
Organismos      administrativamente
autónomos deberán formular en la
primera decena de cada mes,  y
	ciones que desarrollen su con-
tenido. Dicha normativa contable
se ajustará al Plan General de
Contabilidad  vigente en cada
momento, o a la adaptación de
dicho Plan que pudiera ser de
obligado    cumplimiento.    La
aprobación del plan contable de
la ONCE y sus modificaciones
serán acordadas por el Consejo
General.
Artículo 55.
A      efectos      contables,      el
Patrimonio de la ONCE está for-
mado por las siguientes cuentas:
a) Fondo patrimonial: Constituye
el elemento básico del patrimo-
nio de la Organización para con-
seguir sus fines sociales, y es la
principa] garantía ante terceros.
Cualquier    modificación    del
fondo      patrimonial      deberá
requerir    la    aprobación    del
Consejo General,  protocolizán-
dose en escritura pública.
b)   Reserva   estatutaria:   Esta
reserva  tiene  como   finalidad
actuar de complemento del fondo
patrimonial para lograr una ade-
cuada    capitalización    de    la
Organización. Se dotará anual-
mente en la cuantía que establez-
ca el Consejo General.
c) Reservas de carácter fiscal:
Son  aquellas reservas creadas
por normas fiscales, a las que la
ONCE se haya acogido volun-
tariamente. El fin y utilización de
las mismas será el determinado
en las propias normas fiscales.
d)   Reservas  voluntarias:   Son
aquéllas      creadas      por      la
Organización con la parte del
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	enviar directamente a la
Vicepresidencia, una liquidación
provisional de las operaciones
realizadas en el anterior, en la fór-
mula dispuesta.
Artículo 57. El personal de con-
tabilidad será designado por la
jefatura a propuesta conjunta del
Jefe del Centro o dependencia y del
Interventor Delegado.
	excedente del ejercicio que no
haya sido aplicada a los capítulos
anteriores. Su disposición para
cualquier finalidad requerirá la
aprobación del Consejo General.
Artículo 56.
Uno. Con base en los criterios
establecidos en el Plan General
de Contabilidad y Normativa de
Desarrollo,    la    Organización
creará en el pasivo de su balance,
con cargo a los resultados del
ejercicio, todas aquellas provi-
siones que sean necesarias para
hacer frente a contingencias,
riesgos    y    responsabilidades
futuras.
Dos. El Consejo General podrá
adoptar mecanismos específicos
dentro de las provisiones para
cubrir   posibles    desviaciones
anuales que se produzcan en el
porcentaje de premios pagados
del   cupón   y   otros   juegos
autorizados, revisando periódica-
mente su funcionamiento.

	Responsabilidades.
	CAPÍTULO IX:
RESPONSABILIDADES.
Artículo 58. Quienes dicten resolu-
ciones o ejecuten actos en contra de
cuanto se dispone en el presente
Reglamento, quedarán incursos en
responsabilidad administrativa, sin
perjuicio de las de otro orden que
puedan derivarse, según la natu-
raleza de los hechos.
Artículo 59. Los Ordenadores de
gastos y de pagos serán responsables,
personalmente, de los que dispon-
gan sin existir crédito suficiente en
los presupuestos, o que se refieren a
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	expedientes   que  no   hayan   sido
encontrados    conformes    por    la
Intervención y, en general, de los
gastos y pagos que dispongan en
contra de lo que se establece en el
presente Reglamento.
Artículo   60.   Los   Interventores
serán responsables, personalmente:
a) De la buena marcha de la con-
tabilidad.
b) De la rendición de cuentas en los
plazos y forma que se establece en
el presente Reglamento.
c) De las infracciones de las normas
contenidas      en      el      presente
Reglamento que se cometan siem-
pre que, conocidas por ellos, no las
hayan puesto en conocimiento de
Jefe de la Dependencia.
d) Solidariamente con el ordenador
de gastos, de los que se realicen sin
crédito suficiente en presupuestos, y
hayan sido por él intervenidos de
conformidad.
e) Solidariamente con el ordenador
de pagos de los que se efectúen
indebidamente, en virtud de man-
damientos que hayan sido autoriza-
dos con su firma.
f) De la existencia en caja de canti-
dad  superior a  la reglamentaria-
mente autorizada.
Artículo 61. Los Tesoreros serán
responsables,  personal  y  directa-
mente:
a) De todos los pagos que se reali-
cen sin mandamiento previo, expe-
dido reglamentariamente y debida-
mente intervenido.
b) De los pagos que se lleven a efec-
to sin la justificación reglamentaria.
c) De las cantidades que se satisfa-
gan a persona distinta de aquélla a
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	cuyo favor va extendido el man-
damiento, a cuyo fin exigirán de los
perceptores que acrediten suficien-
temente su identidad, o la repre-
sentación que ostenten para cobrar
en nombre del librado.
d) De la existencia en caja de mayor
cantidad de la autorizada, salvo que
lo han comunicado al Jefe de la
Dependencia o al Interventor.
Artículo 62. De cuantos pagos se
realicen indebidamente, se exigirá
inmediatamente a los responsables
directos el reintegro de su importe a
los fondos de la Organización, sin
perjuicio   de  incoar  el  oportuno
expediente para exigir las respon-
sabilidades  administrativas, o de
otro  orden,  que  de  los  hechos
pudieran derivarse.
	

	Disp. finales.
	Primera. La interpretación del pre-
sente Reglamento compete a la
Vicepresidencia     del     Consejo
Superior.
Segunda. Corresponde también a la
Vicepresidencia, a propuesta con-
junta del Vocal Interventor y del
Jefe de la Obra, dictar las instruc-
ciones complementarias para  su
aplicación, y aquellas a las cuales
habrá de ajustarse la contabilidad
de los Organismos que integran la
Organización.
Tercera. Sin perjuicio de lo dis-
puesto en las normas precedentes,
la  Jefatura  de  la  Obra,  previo
informe   del   Vocal   Interventor,
podrá cursar a los Jefes de las
Dependencias las aclaraciones que
precise la aplicación del presente
Reglamento, y la de las instruc-
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	ciones        dictadas        por        la
Vicepresidencia.
Cuarta.     Queda    derogado    el
Reglamento   de   Funcionamiento
Económico y Administrativo de 11
de diciembre de 1945 y cuantas nor-
mas se opongan a lo dispuesto.
Quinta.  El presente Reglamento
entrará en vigor el día 1 de noviem-
bre de 1970.
	


Las conclusiones que se pueden extraer de la comparación efectuada se resumen del
siguiente modo.
Las disposiciones generales sobre la actividad financiera evidencian una notable
evolución. Inicialmente, y como consecuencia de la configuración y naturaleza jurídi-
ca otorgada a la ONCE, correspondía al Consejo Superior de Ciegos la administración
del patrimonio, y por tanto, la adopción de todas las medidas inherentes al mismo. Por
contra, los estatutos de la organización proclaman la autonomía económica y financie-
ra, de manera que el presupuesto ordinario anual es aprobado por un órgano interno de
la propia corporación: el Consejo General.
En la determinación de los medios y recursos financieros, inicialmente correspondí-
an al vocal interventor (perteneciente al Consejo Superior de Ciegos) y a los interven-
tores designados, toda la gestión de la autorización de las operaciones de tesorería,
mientras que los estatutos confieren esas atribuciones a la Dirección General de la
ONCE, que ostenta todas las facultades, con arreglo a los criterios establecidos por el
Consejo General. Entre otras desempeña las siguientes competencias: a) gestión de los
recursos financieros de la ONCE a corto plazo. b) La gestión del endeudamiento de la
entidad. c) La inversión de los excedentes de tesorería en valores mobiliarios o análo-
gos. d) El diseño de la política bancaria. e) La suscripción de pólizas de aval o garantí-
as similares y la concesión de avales.
Respecto a los gastos, inversiones y actos de disposición patrimonial se pasa de un
régimen claramente administrativo a la proclamación de la plena autonomía de gasto y
disposición patrimonial como facultades inherentes al ejercicio encomendado a la
Dirección general y Consejo General, respectivamente.
El control financiero y de gestión era atribuido inicialmente a la intervención, de
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manera que todos los actos que tenían repercusión directa o indirecta en el patrimonio de
la organización y en especial los ingresos, gastos y pagos, debían ser intervenidos con
carácter previo a su realización por el vocal interventor del Consejo Superior de Ciegos o
por los interventores delegados. Tras la publicación de los estatutos de la ONCE, el con-
trol financiero y de gestión se ejerce internamente y externamente (por el Consejo de
Protectorado) a través de auditorias independientes que incluyan no sólo la situación eco-
nómica, financiera y patrimonial de la organización, sino también la de su corporación
empresarial (CEOSA).
El régimen presupuestario se determinaba por el Consejo Superior de Ciegos que
aprobaba los presupuestos, siendo en la actualidad competencia del Consejo General
esta actividad. Corresponderá al Director General la ejecución de los mismos, con la
obligación de informar periódicamente y, al menos, semestralmente, al Consejo
General del avance del estado de cuentas, que refleje con la debida precisión la situa-
ción en la que se halla la ejecución del presupuesto.
De un sistema de contabilidad establecido por la Administración (Consejo Superior
de Ciegos) se pasa a un plan contable de la propia ONCE.
La responsabilidad inherente a la gestión económica y financiera tenía el carácter de
responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las de otro orden que pudiera derivar-
se, según la naturaleza de los hechos. Esta calificación de "administrativa" ha desapa-
recido en la actualidad, dada la autonomía de que goza la corporación de derecho públi-
co de carácter social.
La interpretación y desarrollo normativo del régimen económico y financiero
correspondían en un principio al Consejo Superior de Ciegos, a través de la vicepresi-
dencia. En la actualidad estas facultades corresponderán al Director General y al
Consejo General, en virtud de los establecido por el grupo normativo interno de la orga-
nización en sus estatutos.
Todo lo expuesto se resume en una premisa: se ha pasado del control directo e inme-
diato por parte de la Administración, a la autonomía económica y financiera de la
ONCE, como un elemento indiscutible de la soberanía de la que goza en la actualidad.
6.2. Régimen patrimonial.
6.2.1. Concepto y naturaleza jurídica de patrimonio.
La voz "patrimonium" que pasa a las lenguas románicas, todavía utilizada en el len-
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guaje común y técnico moderno, denota etimológicamente la pertenencia al pater que
en el antiguo Derecho romano era el único sujeto de derecho. Por tanto, patrimonio es
todo aquello que pertenece al pater o que deriva del pater. Sin embargo, a pesar de que
el término evoque arcaicas concepciones, la palabra no es originaria, pues las XII
Tablas para indicar lo que vulgarmente se entiende por patrimonio, hablan de familia y
pecunia.
Sea como fuere, la idea de patrimonio, con el tiempo, perderá aquellos matices no
puramente económicos que acompañan o integran su concepto originario. Denotando
por otra parte, que guarda relación con una pluralidad, un conjunto que comprende no
sólo las cosas, sino también los derechos, los corpora y los iura, en relación con su titu-
lar, puesto que el Derecho debe ayudar a cada uno a conservar "rem aut ius suum" (D,
1,3,41). Por lo demás el patrimonio, al igual que los bienes, puede ser entendido en dos
sentidos: como el complejo de relaciones económicas de manera que comprenda tam-
bién los débitos, ya que estos también son entidades de esta naturaleza o, simplemente,
como el complejo de relaciones activas con exclusión del pasivo, ya que "bona non
intelleguntur nisi deducto aere alieno" (D, 50, 16, 1, 39,1). Pero esta última noción res-
ponde a una concepción vulgar y común, ya que en sentido jurídico el patrimonio com-
prende tanto las relaciones activas como las pasivas123.
La doctrina distingue, tres corrientes, como más importantes sobre el patrimonio: Teoría
personalista124, Teoría del fin125 y Teoría realista126. Pues bien, tras una lectura sosegada de
las mismas127., podemos concluir o aproximarnos al concepto técnico de patrimonio:
123
Yide José Luís de los MOZOS, "Patrimonio", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo XIX,
Barcelona, 1989, p. 166.
124
Vide Federico de CASTRO y BRAVO, Temas de derecho civil, Marisal, Madrid, 1972, p. 36. Teoría
personalista; también llamada clásica. El patrimonio se considera "emanación de la personalidad y expre-
sión del poder jurídico de que está investida la persona como tal"; es "la misma personalidad del hombre
en sus relaciones con objetos exteriores". El patrimonio, las propiedades, constituyen el círculo de libertad
de cada hombre; donde puede ejercitar libremente el poder de su voluntad. Esta teoría pone el acento en el
aspecto subjetivo del patrimonio, en el patrimonio personal, en los bienes que están al servicio del titular
del patrimonio. Se le ha criticado, con motivo de lo parcial de su visión.
125 Ibídem, p. 37. Teoría del fin. Nace de la observación de que, si bien hay patrimonios que pertenecen a alguien,
hay otros que pertenecen a algo, que están afectados a un fin. Más que a la voluntad, se tiene ahora en cuenta el
interés, al que cada masa de bienes sirve. Con ello, esta teoría nos ha recordado acertadamente que no sólo existe
el patrimonio personal, y nos ha servido bien para subrayar la importancia de la responsabilidad patrimonial.
126 Ibídem, p. 37. Teoría realista; también denominada pluralista y atomista. No hay, se nos dice, por qué ni para
que hablar del patrimonio, como algo distinto de los bienes o de los derechos que forman su contenido.
Patrimonio, no es otra cosa que un nombre para designar la suma de los bienes o derechos que corresponden a
una persona. Postura escéptica, que lleva fácilmente a la negativa, y a considerar inútil el concepto de patrimonio.
127 Vide  José Luís de los MOZOS, "Patrimonio", o.c, pp. 167-170, donde expone las teorías sobre el
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«El patrimonio, en su significado técnico o útil para la ciencia jurídica moderna, supone la
existencia: a) De masas de bienes de una doble faz, una activa (poder, ámbito de libertad) y otra
pasiva (garantía para los acreedores). b) De masas de bienes de distinta naturaleza, según la con-
dición de su titular, unidas a éste, separadas o independizadas, por su destinó a un fin determina-
do. El patrimonio aparece entonces como una masa de bienes de valor económico (haber y debe),
afectada y caracterizada por su atribución y el modo de atribuírsele a quien sea su titular. Masa
de bienes a la que las normas jurídicas atribuyen caracteres y funciones especiales; que serán, en
fin de cuentas las que vienen a determinar la definición del patrimonio»128.
Utilizando conceptos expuestos por la doctrina (bien jurídico, personalidad), pode-
mos entender por patrimonio, la unidad abstracta de los bienes jurídicos posibles, en
cuanto referidos a una determinada personalidad. Lo que hace que un cierto objeto
pueda colocarse, como tal, en una relación de derecho cualquiera, y será por ello, pre-
cisamente, por su índole patrimonial129. También parte de la doctrina130 ha determinado
el concepto de patrimonio en virtud de la confluencia de tres elementos: a) Valor eco-
nómico: el primer elemento constitutivo del concepto de patrimonio viene dado por su
valor económico, susceptible de ser evaluado pecuniariamente; b) Denominación
colectiva: el patrimonio, en cuanto conjunto de bienes y derechos es una denominación
colectiva que indica un agregado de bienes económicos. Bien (o derecho) es la identi-
dad singular, patrimonio es el conjunto, el agregado o la colectividad; c) Referencia a
un titular: el concepto de patrimonio lleva consigo una referencia subjetiva, pues indi-
ca la pertenencia actual o posible, a un determinado titular131.
La naturaleza jurídica del patrimonio es considerada de muy difícil definición132. Dos
circunstancias contribuyen especialmente a crear esa dificultad. Una, el carácter abstrac-
to del concepto de patrimonio. Como algún concepto de las ciencias naturales (por ejem-
plo, sistema planetario, sistema nervioso), se nos ofrece como término creado para nom-
brar un punto de referencia de series de funciones y efectos interconexos. La otra, que el
concepto de patrimonio, como el de tantos de las ciencias sociales, está influenciado por
patrimonio. Vide J. CASTÁN TOBEÑAS, "En torno a la teoría del patrimonio", Revista de la Real
Academia de Jurisprudencia y Legislación, 1, (1950), pp. 18-22.
128
Vide Federico de CASTRO y BRAVO, Temas de Derecho Civil, o.c. p. 38. Vide J. CASTÁN
TOBEÑAS, "En torno a la teoría del patrimonio", Revista de la Real Academia de Jurisprudencia y
Legislación, 1, (1950), pp. 12-17.
129
Vide Jaime GUASP, Derecho, o.c, pp. 146 y 147.
130
Vide José Luís de los MOZOS, "Patrimonio", o.c, pp. 170-174.
131
Vide Rafael HUERTA HUERTA y Cesar HUERTA IZAR de la FUENTE, Fundaciones. Régimen civil,
administrativo y fiscal, Bosch, Barcelona, 1998, p. 557.
132 Vide A. BLANC ALTEMIR, El patrimonio común de la humanidad, Bosch, Barcelona, 1992, pp. 21-
54.
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las condiciones económicas e ideológicas de cada época. La figura misma del patrimonio
está condicionada históricamente; sólo se hace visible con la separación efectiva de las
esferas, la personal ("meum internum") y la económica ("meum externum") de la perso-
na133.
6.2.2. Clasificación del patrimonio y su aplicación a la ONCE.
A. Patrimonios especiales o separados134.
No he leído a nadie que lo explique con tanta claridad como Guasp, cuando afirma
que es necesario admitir:
«[...] la existencia de elementos jurídicos no apoyados en consistencias extrajurídicas de aná-
loga naturaleza, creadas o forjadas por el Derecho mismo, con propósitos instrumentales pero no
por ello menos eficaces [...]. Al lado de los patrimonios físicos o naturales, es decir, aquellos que
están integrados por los bienes reales atribuidos a la personalidad, o, más significativamente, a
una persona determinada, nos encontramos con figuras en que el conjunto de objetos que se pre-
dica del sujeto jurídico en general o de un cierto sujeto jurídico en particular no tiene esa estruc-
tura o modo de ser tomada, directa e inmediatamente, de la realidad extrajurídica que envuelve a
tal sujeto. Se trata [...] de patrimonios técnicos, es decir, de posibilidades objetivas imaginadas
por el Derecho, organizadas y vestidas por él, y desligadas, por lo tanto, de la apoyatura normal,
en que, en los otros casos, se basa la idea de la patrimonialidad. El perfil del patrimonio corres-
pondiente, en estas hipótesis, se configura autónomamente por el Derecho, el cual incluye o
excluye, movido por razones y propósitos propios, del ámbito de la posibilidad objetiva a obje-
tos más o menos determinados: es decir, considera que están en el patrimonio de un sujeto bie-
nes que de hecho caen fuera del mismo o segrega de ese patrimonio fáctico, para darles un trata-
miento específico, a objetos que, virtualmente o en principio, habría que reputar como pertene-
cientes al mismo. Así se llega a la erección en el Derecho, al lado del patrimonio general o común,
el que recoge el conjunto de los bienes que, natural o realmente, pertenecen a una persona, de la
figura de los patrimonios especiales o separados, que acopian una serie más o menos numerosa
de bienes artificialmente perfilada: verbigracia, el peculio [...] y otras tantas, que comparten una
misma naturaleza. [...]. En los patrimonios técnicos, por la misma índole de su consistencia, el
Derecho está presente en mucho mayor grado, tanto en lo que respecta a su constitución como en
lo que atañe a su duración como, en lo que toca, por último, a sus vicisitudes conclusivas»135.
La ONCE, como corporación de derecho público, es una creación del ordenamiento jurí-
dico en base a las peculiaridades que presenta su régimen jurídico, acorde con las finalidades
que se pretenden alcanzar. Así, la ONCE, en su consideración de conjunto organizado de sus
elementos componentes, dispone de un patrimonio. Nada impide que pueda atender a la rea-
lización de los fines particulares, en la medida que no contraríen los intereses públicos deter-
133
Vide Federico de CASTRO y BRAVO, Temas de derecho civil, Marisal, Madrid, 1972, p. 35.
134
Vide Miguel CERDA OLMEDO, Derecho Civil y Farmacia, La Ley, Madrid, 1993, pp. 68-70.
135
Vide Jaime GUASP, Derecho, o.c, pp. 149 y 150.
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minantes que le sirven de fundamento, y por tanto pueda operar el concepto de patrimonio
especial o separado.
B. Patrimonio afectado a un fin o patrimonio de destino136.
El antiguo régimen había llevado, se observa en el siglo XVIII, al anquilosamiento de la
economía y de la sociedad, por el uso y abuso de la vinculación de bienes; de modo que per-
día "para siempre la propiedad, la comunicabilidad y la transmisibilidad que son sus dotes
más preciosos" (Jovellanos). Ilustrados y liberales logran la condena y la supresión en masa
de "mayorazgos, fideicomisos, patronatos y cualquiera otra especie de vinculaciones de bie-
nes raíces, muebles, semovientes, censos, juros, foros o de cualquiera otra naturaleza, los cua-
les se restituyen desde ahora a la clase de absolutamente libres" (art. 1o, Ley 27 septiembre-
11 octubre 1820). Disposición completada al ordenarse la venta de los: predios rústicos y
urbanos, censos y foros, pertenecientes a manos muertas, ya estén o no mandados vender por
leyes anteriores (art. 1o, Ley 1 de mayo de 1855)137.
La pregunta que surge a continuación es la siguiente: ¿quedan todavía bienes afectados
permanentemente a un fin?. El Código civil ha venido a reconocer la excepción hecha en
favor de las fundaciones de interés público; pero ello se hace incluyéndolas entre las perso-
nas jurídicas y privándolas de su condición de manos muertas (arts: 35 y 36)138.
136 Vide Ley 41/2003, de 18 de noviembre (BOE de 19 de noviembre, núm. 277), de protección patrimo-
nial de las personas con discapacidad, Exposición de Motivos: «De esta forma, el objeto inmediato de esta
Ley es la regulación de una masa patrimonial, el patrimonio especialmente protegido de las personas con
discapacidad, la cual queda inmediata y directamente vinculada a la satisfacción de las necesidades vitales
de una persona con discapacidad, favoreciendo la constitución de este patrimonio y la aportación a título
gratuito de bienes y derechos a la misma.
Los bienes y derechos que forman este patrimonio, que no tiene personalidad jurídica propia, se aislan del
resto del patrimonio personal de su titular-beneficiario, sometiéndolos a un régimen de administración y
supervisión específico.
Se trata de un patrimonio de destino, en cuanto que las distintas aportaciones tienen cómo finalidad la satis-
facción de las necesidades vitales de sus titulares.
Beneficiarios de este patrimonio pueden ser, exclusivamente, las personas con discapacidad afectadas por
unos determinados grados de minusvalía, y ello con independencia de que concurran o no en ellas las cau-
sas de incapacitación judicial contempladas en el artículo 200 del Código Civil y de que, concurriendo,
tales personas hayan sido o no judicialmente incapacitadas. [...].
En cuanto a la administración del patrimonio, y el término administración se emplea aquí en el sentido más
amplio, comprensivo también de los actos de disposición, se parte de la regla general de que todos los bie-
nes y derechos, cualquiera que sea su procedencia, se sujetan al régimen de administración establecido por
el constituyente del patrimonio, el cual tiene plenas facultades para establecer las reglas de administración
que considere oportunas, favoreciéndose de esta forma que la administración pueda corresponder a entida-
des sin ánimo de lucro especializadas en la atención a las personas con discapacidad, [...]».
137 Vide Federico de CASTRO y BRAVO, Temas de derecho civil, Marisal, Madrid, 1972, pp. 60 y 61.
138 Código Civil, arts 35: «Son personas jurídicas: 1o. Las corporaciones, asociaciones y fundaciones de
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En definitiva podemos afirmar que restan algunos mini-patrimonios que han esca-
pado entre las mallas de las disposiciones prohibitivas de las vinculaciones. Entre otros
podemos citar: La "destinatio atque vinculado" de unos bienes para una fundación de
interés público; las que han podido denominarse fundaciones dependientes; las capella-
nías, que en lo que aquí interesa, implica la vinculación de unos bienes de modo per-
manente a un destino espiritual y los patrimonios por suscripción. Además también
habría que hacer referencia al patrimonio fundacional y su paralelismo con el patrimo-
nio concesional de servicio público139, como verdaderos patrimonios de destino140,
identificados y regulados en atención a las finalidades de interés general a que esas
masas de bienes, derechos y recursos se encuentran aplicados.
Por tanto puede ser considerado como un supuesto especial de patrimonio indepen-
diente, que es un patrimonio de tipo excepcional desligado de la relación de dependen-
cia con ningún titular y que está adscrito al servicio de un fin, el cual puede ser de des-
tino propiamente dicho o de liquidación. Se les llama también patrimonios en adminis-
tración en contraposición a los patrimonios libres, en pleno goce de su titular141.
El patrimonio de la ONCE dadas sus características, también debe ser incluido en
este grupo, aunque no están presentes todas las notas jurídicas que se atribuyen al
mismo142. Idéntica reflexión puedo efectuar sobre el patrimonio de la Fundación
ONCE, instrumento o medio, que será estudiado en un apartado posterior.
interés público reconocidas por la ley. Su personalidad empieza desde el instante mismo en que, con arre-
glo a derecho, hubiesen quedado válidamente constituidas. 2o. Las asociaciones de interés particular, sean
civiles, mercantiles o industriales, a las que la ley conceda personalidad propia, independiente de la de cada
uno de los asociados» y 36: «Las asociaciones a que se refiere el número 2o. del articulo anterior se regi-
rán por las disposiciones relativas al contrato de sociedad, según la naturaleza de éste».
139 Vide Alberto RUIZ OJEDA, "Las fundaciones privadas como colaboradores de la Administración y el
régimen jurídico del patrimonio fundacional: un comentario con ocasión de la nueva Ley de Fundaciones",
REDA, 93,(1997), pp. 30-31.
140 Vide Diego VERA JURADO, "El régimen jurídico del patrimonio de destino en la concesión adminis-
trativa de servicio público", RAP, 109, (1986), pp. 217 y ss.
141
Vide J. CASTÁN TOBEÑAS, "En torno a la teoría del patrimonio", o.c, p. 33.
142
Vide José Luís de los MOZOS, "Patrimonio", o.c, p. 179:
«Como caracteres generales de lo patrimonios [...] hemos de señalar los siguientes: 1) Son creación del
ordenamiento jurídico, conforme a un sistema de numerus clausus, sin que puedan extenderse por analo-
gía a otros supuestos.
2) El patrimonio no es objeto de tráfico, aparte de la posibilidad de la sucesión universal. Objeto de tráfi-
co son los bienes singulares, pero teniendo en cuenta en su caso las correspondientes singularidades sobre
el patrimonio.
3) Es posible que del patrimonio salgan bienes, pero constante la vida del mismo, cuando se trate de ena-
jenaciones o inversiones, en su lugar entrarán otros por el juego de la subrogación real.
4) La separación del patrimonio autónomo, respecto del patrimonio general de su titular o titulares, permite
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C. Patrimonio colectivo.
Masas de bienes indivisas, atribuidas unitariamente a una pluralidad de personas, se
encuentran en las más diferentes organizaciones jurídicas. La variedad de sus manifes-
taciones ha proporcionado graves preocupaciones a la doctrina, ante la dificultad de su clasi-
ficación o encuadramiento. En nuestro Derecho se manifiesta con una mayor gravedad. De
una parte, por la imprecisa delimitación de la figura persona jurídica, que se extiende hasta a
supuestos en los que no se aisla su patrimonio respecto del de los socios; de otro lado, por la
amplitud con la que se ha regulado la comunidad de bienes, que excede de la mera copropie-
dad o propiedad por cuotas, en fin, por la existencia de figuras de origen tradicional, usual o
consuetudinario que escapan a las corrientes clasificaciones143.
Con las reservas indicadas, puede decirse que el patrimonio colectivo supone una masa
de bienes que está atribuida como tal (unitariamente) a una pluralidad de personas, también
unidas entre sí, de modo que cada una de ellas, aisladamente, no aparezca como titular de los
dichos bienes. A diferencia de lo que ocurre con la copropiedad por cuotas, en la que cada
comunero es propietario de su cuota, de modo independiente.
Clasificar o enumerar los patrimonios colectivos, por la ya indicado, es una empresa com-
prometida. Exige encerrar en un cuadro conceptual formas asociativas borrosas y escurridi-
zas144.
En cualquier caso, es posible admitir -con algunas reservas- su aplicación a la ONCE,
pues en este caso la pluralidad de personas y el fin que persigue, son una misma cosa.
6.2.3. Caracteres del patrimonio.
El profesor de Castro y Bravo145, establece la diferencia entre patrimonio y una mera
suma de bienes y derechos. En segundo lugar, señala las características del patrimonio146.
mantener relaciones patrimoniales entre las diversas masas, semejante a relaciones obligatorias y aun de
derecho real.
5) Las titularidades de administración y disposición del patrimonio autónomo, así como la responsabilidad
a que se hallan sujetos sus bienes y la calificación de los mismos, en ocasiones (como sucede con los bie-
nes gananciales) es también objeto de estricta regulación legal.
6) La separación de patrimonios no es absoluta, en la relación externa de los mismos. [...]».
143
Vide Federico de CASTRO y BRAVO, Temas de derecho civil, Marisal, Madrid, 1972, pp. 63-66.
144
Cfr. STS 21 de noviembre de 1969.
145
Vide Federico de CASTRO y BRAVO, Temas de derecho civil, Marisal, Madrid, 1972, p. 38.
146  Ibídem, pp. 38-40: «Caracteres del patrimonio:
1- Contenido. La primera nota de lo patrimonial, es la posible valoración económica o estimación dineraria de
los bienes y deudas (activo y pasivo) que forman su contenido. Quedan extraños al patrimonio los demás bie-
nes y derechos; así, los bienes de la personalidad y lo concerniente al estado civil de la persona. Sólo cuando
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Por todo ello, se justifican las desidentidades o no coincidencias, entre lo que es, en
términos naturales o reales, un objeto, o serie de objetos jurídicos, y lo que es, en tér-
minos de Derecho, ese mismo elemento tomado en la dimensión de su posibilidad legal.
6.2.4. Elementos constitutivos del patrimonio147.
A. Titular.
Podemos afirmar que los sujetos no constituyen el elemento único de una relación
jurídica cualquiera. Es cierto, que ocupan el primer puesto en la serie componente de
los factores exigidos por el Derecho. Es también indiscutible que este papel primordial
no es un papel exclusivo: que en la relación de Derecho hay algo más que puros suje-
tos, y que ese algo más lleva consigo, en virtud de la precisión de su existencia, la pre-
tensión fundada de ser tenido en cuenta a la hora de establecer la lista de los elementos
básicos que constituyen los requisitos de una relación jurídica148.
El patrimonio está atribuido a un titular (persona física o jurídica). Relación que se
exterioriza en que, a los distintos tipos de patrimonio reconocidos por el Derecho,
el daño o perjuicio material y moral, sufrido en un bien no patrimonial, origina una indemnización pecuniaria,
ésta ingresará automáticamente en el patrimonio.
2. Estructura. Se distingue en el patrimonio dos esferas bien separadas: a) Esfera externa. Hablando metafórica-
mente, cada patrimonio está separado de los demás patrimonios y defendido por una frontera, a este lado lo pro-
pio y en aquel lo ajeno. b) Esfera interna. Constituye el ámbito de libertad del titular del patrimonio que puede a
su guisa ("licere") tener, gozar o disfrutar sus bienes, conforme al contenido de sus derechos y facultades sobre
los mismos; y no habrá que decirlo, conforme y según las propiedades naturales de los tales bienes.
3. Identidad. No obstante lo heterogéneo y lo variable del patrimonio se le considera como unidad y como idén-
tico a través del tiempo. Esta cualidad fue, precisamente, la que llamara la atención hacia las masas patrimo-
niales ("universitates iuris") o patrimonios no personales.
Como se dijera del peculio (Papirio Fronto), el patrimonio nace, crece, decrece y muere. Mientras existe el titular,
éste responde con todos sus bienes, presentes y futuros (art. 1911); su identidad y unidad no depende del cam-
bio de sus partes, de la abundancia o escasez de bienes, ni de su localización (excepto, claro es, si hubiera que
aplicarle legislaciones distintas, a causa de las normas de Derecho Internacional privado).
La fuerza unificadora del patrimonio hace natural que el vacío producido por la salida de la cosa vendida se
vea llenado por la entrada del precio por ella recibido.
4.
"Ex lege". La importancia básica que, para la seguridad jurídica, tiene la buena delimitación de los patrimo-
nios, lleva a excluir de la autonomía de la voluntad lo referente a la creación, transmisión, separación, reunión
y disolución de patrimonios. Dichos hechos quedan sometidos a la regulación imperativa de las leyes, y fuera
de los cauces legales carecen de validez. Esta última afirmación se ha puesto en duda».
147
Vide J. CASTÁN TOBEÑAS, "En torno a la teoría del patrimonio", o.c, p. 23: «Son, pues, tres los
elementos que integran el patrimonio, y están comprendidos en la anterior definición: 1o. Su composición
como conjunto unitario de derechos y a veces también de obligaciones. 2o. Su significación económica y
pecuniaria. 3o. Su atribución a un titular como centro de sus relaciones jurídicas, que no excluye la posibi-
lidad de que en una misma persona por razón de la variedad jerarquizada de los fines humanos, puedan
concentrarse diversos núcleos o grupos patrimoniales».
148
Vide Jaime GUASP, Derecho, o.c, p. 143.
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corresponden diversas clases de titulares. La conexión entre titular y patrimonio es dife-
rente a la que existe entre sujeto y objeto en el derecho subjetivo. La condición de titu-
lar del patrimonio se refiere a una masa indeterminada de bienes, respecto de los que se
individualizarán, en su caso, obligaciones y derechos subjetivos (poderes concretos)149.
B. Bienes y derechos subjetivos.
Se ha sostenido que el patrimonio ha de tener elementos de una sola o misma natu-
raleza; según los autores, sólo derechos subjetivos o sólo bienes. Pero lo cierto, es que
tratándose de la estructura del patrimonio, derechos subjetivos y bienes no son elemen-
tos distintos, que como tales puedan excluirse entre sí, sino que son aspectos de una
misma realidad jurídica. El bien, importa al Derecho, en cuanto es un bien jurídico
patrimonial; es decir, cuando es el objeto de un derecho subjetivo.
Conforme al sentido del término "patrimonial" 150, los bienes patrimoniales tienen
dos notas: la de su valor económico, sean cosas físicas, energías151 o bienes inmateria-
les; la de ser atribuible al titular de un patrimonio; como dice el Código civil, cosas
"que son o pueden ser objeto de apropiación".
Los bienes y derechos que han configurado y configuran el patrimonio de la ONCE
son los siguientes:
149
Vide Federico de CASTRO y BRAVO, Temas de derecho civil, o.c, p. 44.
150
Vide STS de 12 de diciembre de 1980 y 9 de junio de 1987. Vide Federico de CASTRO y BRAVO,
Temas de derecho civil, Marisal, Madrid, 1972, p. 45.
151 Vide Jaime GUASP, Derecho, o.c, pp. 152-155: «Conviene trazar una distinción entre las cosas jurídicas que
responden a la idea de la materia y las cosas jurídicas que responden a la idea de la energía. Una materia jurídi-
ca es una cosa, objeto corporal estricto, que se identifica y no rebasa jurídicamente el sustrato perceptible y sen-
sible que la realidad externa ofrece como tal. Es indiferente a este respecto que la realidad objetiva en cuestión
ocupe, dentro de la estructura de la relación jurídica a la que pertenece, un papel más o menos importante, más o
menos de primer plano. [...]. Lo esencial para el concepto de materia jurídica es esa limitación definitoria a un
trozo de realidad sensible. [...].
En cambio, una energía jurídica es también una cosa, puesto que cosa es todo objeto jurídico singular, pero una
cosa cuya esencia estriba en ser una aptitud, disposición o virtualidad, para producir ciertos efectos reales que el
Derecho tiene en cuenta, sin confundirla en absoluto, no obstante con tales efectos, por mucha que sea la aparien-
cia y hasta la apariencia exclusiva con que éstos pueden ser contemplados. [...]. Así, cuando el tenedor de un
documento puede, por la virtud de su tenencia, más o menos formalizada, exigir determinadas prestaciones aje-
nas, la relación jurídica correspondiente reconoce como objeto no ya al ente físico documental, que sería una cosa
masiva, por supuesto, ni tampoco a las prestaciones contractuales, que son objeto de otras figuras jurídicas con-
secuenciales, sino a la aptitud que tal documento tiene para producir aquellas repercusiones ulteriores, es decir, a
la energía, jurídicamente perfilada, que del documento se desprende (energía circulante) y que no se identifica
con el cuerpo del documento mismo. De la misma manera, si el titular de una autorización o licencia en exclusi-
va puede hacer o impedir que se haga colectivamente en función del soporte objetivo de tal titularidad y ese poder
y correlativo deber descansan externamente en la capacidad fecundante de la cosa de que se es titular, de la que
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todos los bienes, valores y derechos
que   posee   en   la   actualidad   o
adquiera en lo sucesivo.
Serán recursos de la misma:
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efectivo.
d) El producto de sus explotaciones
industriales y comerciales.
e) El producto íntegro obtenido en
la venta del Cupón pro-ciegos.
f) El producto de la venta de bienes
y     valores     propiedad     de     la
Organización.
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o societaria, que puedan consti-
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dientes a las diferentes opera-
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d) Cualquier otro derecho que
legalmente le pertenezca.
Artículo 47.
El patrimonio de la ONCE no
responde de los gastos, imposi-
ciones y operaciones de crédito
que se adquieran o realicen al
margen de los previstos en las
disposiciones legales, en los pre-
sentes Estatutos y en sus normas
de desarrollo.
Artículo 48.
La   Dirección   General   de   la
ONCE mantendrá un inventario
del        patrimonio       de       la
Organización      continuamente
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mación facilitada por los centros
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	con facultades  de gestión pre-
supuestaría. El Director general
presentará un inventario anual de
este    patrimonio    al    Consejo
General, junto con las cuentas
anuales.
Artículo 49.
Los responsables de centro en
cuya demarcación existan edifi-
cios   o   grupos   de   inmuebles
pertenecientes a la ONCE man-
tendrán actualizados los inventarios
de todos los bienes a su cargo,
reflejando fielmente las  varia-
ciones   que   experimenten.   La
Dirección General  obtendrá el
valor de mercado de estos bienes
a efectos informativos, con base
en tasaciones periciales, que se
actualizarán periódicamente. El
inventario contable se regirá por
lo dispuesto en el plan contable
de la ONCE.


6.2.5. Cosas fuera del comercio152.
Se confunden a menudo las cosas fuera del comercio y las cosas fuera del patrimonio ("extra
patrimonium"); y, en verdad, tienen muchos puntos de contacto. La diferencia entre ellos resi-
de, en que la "res extra commercium" pertenece a un patrimonio, aunque no puede salir del
mismo y pasar a otro patrimonio. Lo que puede resultar por la condición del titular (por ejem-
plo, Estado, Iglesia) y su especial y exclusivo destino (público, religioso). Con la consecuencia
de no ser aptos para ser objeto de la contratación y para servir para garantía patrimonial.
emanan, como de un foco impulsor, los efectos perceptibles y sensibles de los fenómenos jurídicos implicados,
estamos igualmente en presencia de una cosa no material, sino de una verdadera energía jurídica (energía irra-
diante), que sería erróneo confundir con los instrumentos o vehículos materiales de su acción. En uno y otro caso,
las materias jurídicas que cabe encontrar son, meramente encarnaciones más o menos circunstanciales, del ver-
dadero objeto jurídico de que se trata, pero se separan absolutamente del mismo, porque este objeto consiste en
una realidad distinta de la estrictamente material que antes se ha manejado; y no se trata aquí de relaciones jurí-
dicas sin objeto, ni con un objeto puro o ideal o incorporal, sino con un objeto auténtico, que no es simplemente
un objeto masivo, sino energético, como tantas veces ocurre en el mundo, que no cabe llamar puro, ni ideal ni
incorporal, de la realidad física verdadera. Las cosas en el sentido jurídico propuesto, sean cosas jurídicas mate-
riales o energéticas, constituyen pues, en todo caso, el objeto de una relación jurídica determinada y precisa».
152 Vide: Manuel ALBALADEJO, Derecho Civil, Tomo III, Vol. I, Bosch, Barcelona, 1989, pp. 253-255;
Federico de CASTRO y BRAVO, Temas de derecho civil, Marisal, Madrid, 1972, pp. 45 y 46.
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El patrimonio es el conjunto de los objetos jurídicos que pueden estar en una rela-
ción jurídica y concretamente en las relaciones jurídicas imputadas a una cierta perso-
na, tanto en calidad de provechos como en calidad de desventajas de la misma: no sólo,
pues, sus créditos, sino sus débitos. En la noción de patrimonialidad hay, por lo tanto,
una dimensión activa: la que corresponde a los poderes cuyo objeto señala, y una
dimensión pasiva: la que corresponde a los deberes cuyo objeto describe. Lo mismo el
activo patrimonial que el pasivo patrimonial están autorizados para su inclusión en el
concepto básico del patrimonio, y una y otra división no son más que matizaciones
internas, importantes más no en el plano general que ahora se considera, de la esencia
de la patrimonialidad153.
6.2.6. Disolución del patrimonio.
Los bienes remanentes en caso de disolución deben destinarse, a entidades con fines
de interés general que a su vez, en caso de disolución, tengan los mismos requisitos. A.
pesar de que haya sectores que reclaman la modificación de esta limitación, creo que
esta norma tiene razonable fundamento, asegura el mantenimiento de las finalidades a
las que el fondo se destinó y, sobre todo, evita importantes riesgos de fraude154.
7. Relaciones internacionales de la ONCE.
7.1. Normativa reguladora.
Con fecha 27 de febrero de 2001, el Pleno del Consejo General aprobó, en su primera
sesión ordinaria, el acuerdo regulando la presencia y participación de la ONCE en organiza-
ciones internacionales, dictando criterios de funcionamiento y planificación para sus represen-
tantes en las actividades internacionales. Para ello, se dictó la Circular 9/2001, de 16 de mayo,
de la Dirección de Recursos Humanos y Sanitarios, registro general de salida n°: 33.320.
Su objetivo principal era, por una parte, el tomar conocimiento de la situación actual
de su presencia y participación en diversidad de entidades y organizaciones internacio-
nales y, por otra, la fijación de una serie de criterios y procedimientos que permitieran,
de manera ordenada y ágil, tomar decisiones en cuanto a la entrada y salida de dichas
organizaciones internacionales, el nombramiento y sustitución de representantes y el
conocimiento exacto del coste económico de las decisiones y de las actividades que se
153
Vide Jaime GUASP, Derecho, o.c, p. 151.
154
Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA (Dir), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, pp. 112-114.
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desarrollen en virtud de esta participación internacional, así como los criterios de fun-
cionamiento en las actividades internacionales y la planificación de las mismas.
Dado que la presencia en dichas entidades internacionales afecta a todas las áreas
ejecutivas del Grupo ONCE, el acuerdo prevé que cada una de ellas dicte una normati-
va de desarrollo que contemple instrucciones y criterios de funcionamiento homogéne-
os, siempre bajo la coordinación de la Vicepresidencia 2a y de la Dirección de
Relaciones Internacionales del Consejo General.
Así, en ejecución del mencionado acuerdo del Consejo General, y en uso de las
facultades que le corresponden al Director General, se procedió a impartir una serie de
instrucciones que regularan esta actividad.
7.2.
Criterios de participación en organizaciones internacionales y designación
de representantes.
Debo dejar claro que la máxima responsabilidad y competencia en materia de rela-
ciones internacionales corresponde al Presidente del Consejo General.
Como norma general, para proceder a la incorporación como nuevo socio partici-
pante en cualquier tipo de organización internacional, así como para decidir la baja o
retirada, será preciso el acuerdo de la Comisión Permanente del Consejo General a pro-
puesta del Presidente, que habrá contado con los informes y el parecer de la Dirección
de Relaciones Internacionales.
El Director General de la ONCE podrá asimismo acordar la participación en aque-
llas Organizaciones Internacionales que considere necesario para el mejor desarrollo de
la actividad ejecutiva que le compete, así como designar los representantes en las mis-
mas, informando de todo ello al Consejo General.
Semestralmente, el Director General, o en su caso los Directores Generales
Adjuntos, informarán al Presidente del Consejo General de la actividad de los represen-
tantes de su ámbito en las organizaciones internacionales de referencia, basándose para
ello en los informes que se determinen.
7.3.
Relación de organizaciones internacionales con presencia de la ONCE.
Dichas organizaciones son las citadas en el Acuerdo del Consejo General 1/2001-4,
de 27 de febrero, y son las siguientes155:
155 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización de los ciegos españoles, o.c, pp.
259-261.
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· Unión Mundial de Ciegos (WBU ó UMC)155. Cuyo objetivo es la defensa y pro-
moción social de los deficientes visuales de todo el mundo. Desarrolla su labor a través
de varios comités permanentes, que mantienen contactos regulares con las agencias
especializadas de las Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales no guber-
namentales. Estos comités son los siguientes: de finanzas, de desarrollo social, de acce-
so a la información y la cultura, de investigación, de rehabilitación, formación y
empleo, de ayudas a países en vías de desarrollo, sobre la situación de las mujeres cie-
gas, sobre actividades de los sordociegos, de actividades de ocio y esparcimiento, en
memoria de Luís Braille.
· Unión Europea de Ciegos (EBU). Con los mismos objetivos que la UMC y como
su organización regional, desarrolla su labor a través de comisiones permanentes: de
derechos sociales, sobre instrumentos auxiliares técnicos y sociales, de jóvenes, para
actividades de los ancianos ciegos y discapacitados visuales, de enlace con la CE, de
cooperación con los ciegos y discapacitados visuales en los países en vías de desarro-
llo, de acceso a la información y la cultura, de actividades para sordociegos, de movi-
lidad y perros guías, de actividades para los discapacitados visuales, de rehabilitación,
formación profesional y empleo.

· European Charities Committee on VAT (ECCVAT)
· Federación Internacional de Deportes para Ciegos (IBSA). Procura promover y regular
la práctica de deportes para ciegos y establecer la normativa de su participación en competi-
ciones a nivel internacional. Desarrolla su labora a través del Oficial Técnico de Deportes, el
Oficial Médico de Deportes, Comités, Sub-Comités y Secciones Regionales.
· Organización Internacional de Sordociegos (DBI)
· Consejo Internacional para la Educación de Personas Ciegas y Deficientes Visuales
(ICEVI)
· Federación Internacional de Asociaciones Bibliotecarias (IFLA). Sección de bibliotecas
para ciegos que lucha por promover y mejorar los servicios de bibliotecas para ciegos.
· Asociación Internacional de Grupos de Ciclistas Profesionales
· Asociación Internacional de Educadores de Sordociegos (LAEDB). Especializada
en promover la formación de profesores especiales en este tipo de doble discapacidad
a través de una publicación especializada, conferencias mundiales, europeas, etc.

156 Vide ONCE, "Nueva estrategia para la Unión Mundial de ciegos", Perfiles (Versión electrónica), 207,
(2005): «Desarrollar y poner en marcha un Plan de Captación de Fondos y Gestión de Recursos, constituir
una Oficina Permanente y elaborar el programa para la VII Asamblea General que la Unión Mundial de
Ciegos (UMC) celebrará en 2008 son, entre otros, los puntos clave del Plan de Acción Estratégico aproba-
do por la Junta Directiva de la UMC el pasado 14 de febrero en Madrid».
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· Confederación Iberoamericana de Fundaciones (CIF)
· Organización Iberoamericana de Seguridad Social (OISS)
· Unión Latinoamericana de Ciegos (U.L.A.C.)157. Regional de la UMC, con la que com-
parte objetivos que desarrolla a través de varias comisiones: de prevención de la ceguera, de
educación, de rehabilitación, de capacitación profesional y empleo, de acceso a la información
y la cultura, de educación física, recreación y deportes, de la condición de la mujer ciega158.
· World Lottery Association (WLA)

· Consorcio DAISY

· Consorcio MIRACLE
· Comité Derechos de Autor

· Comité Iberoamericano del Braille
-
ECEVI EUROPA (Consejo Internacional para Educación de Personas Ciegas y
Deficientes Visuales). Destinado, como su nombre indica, a promover y mejorar los servicios
educativos a través de su publicación semestral El Educador, conferencias y recursos.
· Escuelas Asociadas a la UNESCO
· Sociedad Internacional para la Investigación y Rehabilitación de la Baja Visión
(ISLRR)
· Federación Internacional de Escuelas de Perros-Guía
157 Vide ONCE, ¿Qué es la ONCE?, o.c, p. 7: ««Respecto a ciegos de otros países del mundo, en los últi-
mos años nuestra Organización ha sistematizado y potenciado, con un presupuesto específico anual, la
ayuda a las personas ciegas que viven en países subdesarrollados; en particular, se ha dedicado a
Iberoamérica, con cuyo continente nos unen especiales lazos de lengua, cultura, etc. Así se han apoyado
distintos movimientos asociativos y unificadores como la creación de la Unión Latinoamericana de Ciegos,
y se han proporcionado los medios económicos, educativos y materiales para desarrollar, en estos países,
diferentes programas de servicios especializados para ciegos y deficientes visuales».
158 Vide diario El País de 3 de julio de 1998, "La ONCE crea una Fundación de ayuda a ciegos latinoamerica-
nos": «La Organización Nacional de Ciegos de España (ONCE) presentó ayer una nueva fundación que promo-
verá acciones de carácter social y de integración laboral con las personas con discapacidad visual en
Latinoamérica. La institución -Fundación para la Solidaridad con las Personas Ciegas de Latinoamérica- arranca
con un presupuesto de 200 millones de pesetas. Al acto de presentación acudieron los expresidentes de Portugal
y Colombia Mario Soares y Óscar Arias, respectivamente. La ONCE se ha consolidado como modelo para las
organizaciones similares en los países latinoamericanos. La fundación servirá para fortalecer los más de 1.000
programas promovidos principalmente por la ONCE, que ya están funcionando desde 1985 en esos países. [...].
En Latinoamérica hay unos 5 millones de ciegos, pero las estadísticas de muchos de esos países "o no exis-
ten o no son fiables". Rafael Mondaca, director de la Fundación, aseguró: "Se ha empezado por concien-
ciar a los dirigentes políticos para que se apoye más a este sector". [...]».
Vide ONCE, "Carballeda apadrina el nacimiento del CERMI chileno", Perfiles (Versión electrónica), 205,
(2005): «Miguel Carballeda y Ricardo Lagos estudiaron proyectos de colaboración conjunta a favor de los
ciegos y deficientes visuales de Chile. El presidente de la ONCE y de la Fundación ONCE para la
Solidaridad con las Personas Ciegas de América Latina (FOAL), Miguel Carballeda, asistió a la constitu-
ción del Comité Coordinador de la Discapacidad de Chile. [...]».
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· Comité Paralímpico Internacional

· Foro Europeo de Personas con Discapacidad (EDF)
· Comité Económico y Social de la Unión Europea (CES-UE)
· Grupo para Europa de International Organization for the Provision of work for
People with Disabilities and who are occupationally (JPWH-Grupo Europa).

· European Platform for Vocational Rehabilitation (EPVR)

· Centro Europeo de Fundaciones (EFC)
-
Comité Consultivo Europeo de Cooperativas, Mutualidades, Asociaciones y
Fundaciones (CMAF)
· Grupo Europeo de Estudios de Síndrome de Usher. Destinada a promover y poten-
ciar los servicios especiales para este grupo de población. Realiza conferencias especia-
lizadas.
· Colaboradores Europeos en Prevención de la Ceguera (EPBP), que procura orga-
nizar programas de prevención de ceguera en países en vías de desarrollo y mejorar el
aprovechamiento de los recursos por medio de la cooperación de ONGs internaciona-
les.
· Agencia Internacional de Prevención de Ceguera (LAPB). Su nombre indica sus
objetivos. Realiza campañas, conferencias, etc.

· POND. Grupo de productores de instrumentos auxiliares para ciegos sin fines de
lucro. Procura mejorar la calidad y cantidad de los dispositivos especiales a través de
la difusión de proyectos de fabricación y/o investigación.
· Además, la ONCE mantiene vinculación profesional de distinto grado con la OMS,
Asociación Panamericana de la Salud, Unesco, OIT, etc.

III. Corporación empresarial ONCE.
1. Ideas generales.
La Corporación Empresarial ONCE tiene la misión de impulsar la presencia de la
ONCE en la actividad económica mediante la participación, promoción y gestión de
empresas rentables generadoras de empleo que contribuyan directa o indirectamente a
la integración de deficientes visuales y otros discapacitados debidamente cualificados
en el mercado laboral, de acuerdo con los fines del accionista ONCE, asumiendo como
principio la generación de empleo productivo que se sustenta en la existencia de empre-
sas rentables.
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El intento de diversificación económica por parte de la ONCE, responde a una rea-
lidad. Esta realidad es la inestabilidad del sector, pues todo depende del arraigo con que
esté establecido el consumo de juego. La sociedad moderna es especialmente proclive
a modificar hábitos de consumo, principalmente por la mayor comunicación entre paí-
ses, que facilita la exportación de gustos y modas, y por el incremento de mayor varie-
dad de oferta. Si hay un cambio en el consumo, el sector puede derrumbarse159.
Para afrontar esta situación se opta por crear un grupo empresarial que responda a la
diversificación económica a la que hacía referencia, utilizando para ello un estilo de direc-
ción estratégica160 basada en el control financiero, teniendo en cuenta que las características
del grupo, el tamaño de las participaciones y la dispersión de ellas se acomoda más a un agru-
pamiento de control financiero que de planificación de objetivos161.
159 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c., p. 158, nota 5.
160 Vide: Víctor GOYENECHEA FUENTES, Las corporaciones: tipos y funcionalidad, Alianza, Madrid,
1990, pp. 34-36; Zulema FERNÁNDEZ, Las corporaciones, una nueva imagen para los viejos holdings,
Ariel, Madrid, 1990, pp. 37-40; Miguel MARTÍN FERNÁNDEZ, Conglomerados financieros, Ariel,
Madrid, 1990, pp. 42-45; Josep PIQUÉ CAMPS, Corporaciones y grupos de empresas: un concepto diná-
mico, Tecnos, Madrid, 1990, pp. 46-49; José Antonio SANTOS, Sistemas de ordenación y control de los
grupos de empresas, Ariel, Madrid, 1990, pp. 50-53.
161 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c, p. 163. En las pp. 160-162, recopila los ocho estilos de dirección estratégica más utilizados:
«- Compañía Holding. El centro es bastante pasivo. Tiene poca implicación en el desarrollo de estrategias
de las unidades. Generalmente permite que las divisiones reinviertan sus propios fondos, más bien que
tener una activa intervención en la asignación de recursos. El control es laxo, y solamente malos resulta-
dos sostenidos implican que el centro adopte acciones (El término "Compañía Holding" es utilizado para
explicar que las compañías diversificadas pueden asignar el capital más eficientemente que las fuerzas del
mercado, si se asume que disponen de mecanismos apropiados de planificación y control. Denomina a esas
compañías como "empresas multidivisionales". Las compañías divisionalizadas en las que faltas esos
mecanismos de planificación y control se denominan "Compañías Holding").
· Centralizado. El centro toma el liderazgo en el desarrollo de estrategias, decidiendo por sí mismo lo que es
importante. Los directores de unidades de negocio implementan las estrategias decididas por el centro. Los con-
troles del centro se enfocan preferentemente a verificar si se han desarrollado las decisiones, antes que a compro-
bar los resultados.
· Planificación estratégica. El centro trabaja conjuntamente con los directores de unidades de negocio en
el desarrollo de estrategias.

Establece procesos de planificación extensivos, hace contribuciones significativas al pensamiento estratégico, y
puede haber definido una estrategia corporativa o misión que guía y coordina los desarrollos de las unidades de
negocios. Se estima menos atención al proceso de control. Los objetivos de resultados se fijan con criterios
amplios, en términos estratégicos tales como "llegar a ser el suministrador líder" o "establecer una posición.
Los objetivos financieros anuales se contemplan como menos importantes que los objetivos estratégicos a
largo plazo.
-
Programación estratégica. Este estilo es una variante de la planificación estratégica. Como en las com-
pañías de esta última, el centro está implicado en desarrollar estrategias al nivel de las unidades de nego-
cio, pero adicionalmente intenta fijar claros objetivos de resultados e insiste en que se alcancen. El estilo
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Sin embargo, no siempre ha tenido un buen resultado la actividad empresarial de la
ONCE. Sirva como ejemplo la siguiente afirmación:
«[...]. Entre los factores de decadencia cabe señalar el cierre, en 1958, de las fábri-
cas de dulces que la ONCE había montado en Madrid y Zaragoza y que se habían mos-
trado como rentables mientras el Gobierno mantuvo la concesión de un cupo especial
de azúcar a precio reducido. Y también desaparecieron la fábrica de cepillos de Madrid
y la de artículos de limpieza de Barcelona. Las razones de estas crisis, al margen del
escaso apoyo oficial, hay que buscarlas también en el desinterés de parte de la pobla-
ción afiliada, dado que los jornales que dichas fábricas repartían a sus operarios eran
inferiores a lo que se venía obteniendo en la venta del cupón que, por otro lado, había
experimentado una relativa mejora»162.
En la actualidad los objetivos de funcionamiento de la corporación empresarial
son, esencialmente, los de obtener una rentabilidad que en 2007 llegue al 5.5% por
encima de su actual potencial económico; máxima transparencia en la gestión;
obtención de beneficios a través del aprovechamiento de sinergias.
incluye una planificación detallada, patrocinio central de la estrategia y estricto control contra los objeti-
vos financieros y los hitos estratégicos.
-
Control estratégico. El centro prefiere dejar la iniciativa en el desarrollo de planes a los directores de unidades
de negocio. El centro revisa y critica los planes, usando las revisiones como método de chequeo de la calidad del
pensamiento de los directores de unidades de negocios, más que como una oportunidad para dirigir.
El proceso de control es un mecanismo de influencia importante para el centro. Los objetivos se fijan pen-
sando en metas estratégicas (tales como la cuota de mercado) tanto como en resultados financieros, y se
espera que los directores alcancen los objetivos. Se olvidarán los cumplimientos del presupuesto cuando
se hayan alcanzado importantes objetivos estratégicos. Las compañías de control estratégico combinan una
moderada influencia en planificación con un estricto control estratégico.
· Riesgo estratégico. En este estilo el centro delega el desarrollo de estrategias a los directores de unida-
des, y hace pocos intentos par cambiar sus propuestas. Los controles son flexibles, concediendo tiempo a
los directores de unidades para construir una posición en el mercado. Pero el centro trabaja más que en el
estilo Compañía Holding. Verifica los resultados que se alcanzan e interviene si están apareciendo proble-
mas serios, y retiene la capacidad de decisión sobre las principales asignaciones de recursos. El estilo es
similar al utilizado por las compañías de capital-riesgo.

· Control financiero. La influencia del centro se ejercita principalmente a través del sistema presupuesta-
rio. El rol de la dirección corporativa en el desarrollo de estrategias es limitado y los planes a largo plazo
no son formalmente revisados por el centro. En vez de esto, el centro se endereza a una estricta revisión
del presupuesto anual.

Los objetivos de beneficios se fijan al aprobar el presupuesto, y los puestos están en peligro si los objeti-
vos no se cumplen. Las compañías de control financiero combinan un bajo nivel de influencia en la plani-
ficación con controles financieros estrictos.
-
Programación financiera. Este estilo es una variante del control financiero. Aunque las directrices estratégicas
amplias se dejan a los directores de unidades, la dirección central de estas compañías sugerirá, y aun dictará, los
ratios y resultados financieros que deben mejorarse. Esto además de que el centro debe aprobar los presupuestos
y las inversiones. También se controlan estrictamente los objetivos de presupuesto.
Es claro que, con mucho, los estilos más comunes son los de planificación estratégica, control estratégico
y control financiero. Estos estilos aparecen como las opciones más viables para dirigir una gran compañía
diversificada».
162 Vide ONCE, "ONCE, 1938-1988. Medio siglo de vida por la integración", o.c, p. 29.
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La corporación empresarial depende orgánicamente del Director General, quien
tiene encomendado el seguimiento de la misma a través de los mecanismos estable-
cidos con absoluto respeto a las competencias que corresponden a otros órganos.
La estructura interna, está encabezada por un consejo de administración, que
tiene un funcionamiento adaptado a los estatutos de una sociedad anónima. Dicho
consejo está compuesto en su integridad por representantes de ONCE dado el
carácter de accionista único de esta Organización.
En la actualidad, las empresas de la Corporación Empresarial ONCE compar-
ten una cultura corporativa común, plasmada en los siguientes valores163:
· Rentabilidad económica: las empresas de CEOSA deben ser, ante todo, renta-
bles y competitivas.
· Rentabilidad social: CEOSA debe cumplir una función social de integración laboral de
ciegos y deficientes visuales en función de sus competencias profesionales.
· Desarrollo personal y profesional de los empleados: CEOSA desea potenciar
el desarrollo personal y profesional de las personas como mejor vía para incremen-
tar su integración y compromiso en un proyecto común.
· Calidad y orientación al cliente: las empresas de CEOSA aspiran a estar ges-
tionadas con criterios de profesionalidad basados en la calidad de su dirección, la
mejora continua y la orientación al cliente.
· Cooperación inter-empresas: CEOSA se propone incrementar la cooperación y
coordinación entre sus sociedades con la finalidad de generar sinergias entre ellas
y mejorar sus resultados empresariales.
· Trabajo en equipo: en CEOSA se piensa que las mejores soluciones se obtie-
nen trabajando en equipo con creatividad.
2. CEOSA (Corporación Empresarial ONCE, Sociedad Anónima)164.
163 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003, p. 111.
164 Vide diario El País, 25 de mayo de 2002, "20 años de democracia en la ONCE", artículo firmado por
José María Arroyo: «[...]. Una acción empresarial con vocación social. También se han alzado voces crí-
ticas en relación con la acción empresarial desarrollada por la ONCE. Esta línea argumental de crítica insis-
te en la contradicción existente entre la función social de la ONCE y su presencia en el mundo empresa-
rial. Sin embargo, hay dos razones que avalan la presencia de nuestra institución en el mundo empresarial.
Ya antes hemos explicado la situación de dificultad que experimenta el mercado del juego. Por ello, si la
ONCE en el futuro debe seguir desarrollando su acción social a favor de los discapacitados españoles, es
imprescindible que sea capaz de procurarse los ingresos necesarios para poder hacerlo.
Pero, sobre todo ello, es el empleo nuestra preocupación fundamental, porque consideramos que no hay
integración posible en la sociedad sin un empleo digno. "Un hombre no es pobre por el hecho de no tener
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2.1.
Origen.
A finales de 1987 y principios de 1988, se adoptaron las medidas oportunas para que el
colectivo tiflológico participara en la actividad empresarial a través del holding ONCE165.
Se hizo la reserva específica para que se pudiera hacer en cualquier momento la
integración en el Régimen general de la Seguridad Social, y se procedió a la diver-
sificación empresarial con la liquidez de que disponía la institución.
2.2.
Relación de empresas que conforman el grupo empresarial de la ONCE166.
2.2.1. Propias.
Con datos correspondientes al año 2003167, la Corporación Empresarial ONCE gestiona
de manera directa una serie de empresas divididas en las siguientes áreas de negocio:
· Sector inmobiliario: ONCISA168.

· Sector servicios a empresas: Grupo Servicios169.
· Sector turístico: Confortel170 y Viajes 2000171.
· Sector mobiliario urbano: Primur172.
· Sector alimentario: R.C. Alimentación173.
· Sector asegurador: Seguronce174.
· Sector socio-sanitario: Revitass175.
Los datos consolidados del grupo corporación empresarial ONCE muestran unos ingre-
sos de explotación de 476,02 millones de euros, lo que ha supuesto un incremento del
10,98% respecto al ejercicio 2002. Este aumento se ha debido, principalmente, al crecimien-
to en las empresas del sector inmobiliario y de servicios, aunque prácticamente todas las
sociedades del grupo han mantenido una evolución favorable en sus ingresos de explotación.
nada, sino cuando no trabaja", nos recordaba Montesquieu, y, para ello, las personas con discapacidad precisan,
para no ser pobres, la colaboración de todos, para que se subsane el incumplimiento generalizado por parte de
todos los sectores, incluyendo Administraciones públicas, de la obligación legal de reserva de puestos de trabajo
para personas con discapacidad. Por ello, si el principal servicio social prestado a los ciegos españoles y a otras
personas con discapacidad en el pasado fue la inserción laboral y, a través de ella, la inserción social, en el futu-
ro la ONCE quiere seguir ejerciendo su vocación integradora, con menor dependencia, si fuera posible, de la evo-
lución del mercado del juego.
Esperamos que con estas reflexiones hayamos sido capaces de transmitir nuestros objetivos y, sobre todo,
dejar claro que la ONCE quiere proyectarse en el futuro como una organización cada vez más comprome-
tida socialmente, más eficaz, más moderna, más transparente, porque todavía queda mucho por hacer y los
ciegos españoles queremos seguir colaborando comprometidamente para la integración en pie de igualdad
de todos los discapacitados españoles en la sociedad».
165
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 660.
166
Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2004, pp. 158-159, donde se detalla la relación de
empresas que conforman el grupo empresarial de la ONCE, y se indica la participación en las mismas:
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	Sociedad
	Actividad
	%

	Ángel Antoñana, S.L.
	Limpieza
	100

	CEE Corporación Empresarial ONCE Servicios S.L.
	Servicios de gestión administrativa
	100

	CEE PILSA (Centro Especial de Empleo de PILSA, S.A)
	Limpieza
	91

	CEE Seguronce, S.A.
	Consultoría de pensiones
	91

	Ceosa Gestión, S.A.
	Servicios jurídicos y administrativos
	100

	Conforte!, S.L.
	Hostelería
	100

	Confortel Gestión, S.A.
	Hostelería
	100

	Corporación Empresarial ONCE, S.A (CEOSA)
	Sociedad de cartera
	100

	Corporación Empresarial ONCE Servicios, S.L. (CEOSER)
	Servicios de gestión administrativa
	100

	Divercisa, S.A.
	Sin actividad
	100

	Española Receptora de Transmisiones y Alarmas, S.A.
	Alarmas
	100

	Ideella Sepel, AB.
	Gestión de loterías
	71,1

	Ibérico Sierra de Azuaga, S.A.
	Productos cárnicos
	97,5

	Interhotel, S.A.
	Hostelería
	100

	José Rubia, S.A.
	Productos cárnicos
	100

	OMESA
	Limpieza
	100

	Oncisa, S.L.
	Promoción inmobiliaria
	100

	Patronce, S.L.
	Inmobiliaria
	100

	Proyectos e Instalaciones de Material Urbano, S.A. (PRIMUR)
	Fábrica de mobiliario urbano
	93,2

	Proyectos Integrales de Limpieza, S.A. (PILSA)
	Limpieza
	100

	Protección de Valores, C.A. (PROVAL)
	Seguridad
	100

	R.C. Alimentación, S.L.
	Sociedad de Cartera
	49

	Seguronce Mediación, S.A.
	Correduría de Seguros
	87,5

	Servicios Complementarios del Norte, S.L.
(2,V-2 Complementos Auxiliares, S.A.)
	Seguridad
	51

	Surba Gestión, S.L.
	Intermediación inmobiliaria
	100

	Total Gaming Systems, S.A.
	Consultoría de Juego
	77

	T.P. Servicios Integrales de Protección Civil, S.A.
	Servicios de Protección Civil
	82,5

	Transportes y Comunicaciones Banvenez, C.A. (TRANSCOMBAN)
	Seguridad
	100

	Venezolana de Investigación y Protección C.A. (VEINPRO)
	Seguridad
	100

	Viajes 2000, S.A.
	Agencia de Viajes
	100

	Vigilancia Integrada, S.A. (VINSA)
Vinsa Seguranca, Ltda.
	Seguridad
	100

	Vinsa Seguridad Venezuela, C.A.
	Seguridad
	100

	V-2 Complementos Auxiliares, S.A.
	Seguridad
	100

	V-2, Gestión de Empleo Temporal ETT, S.A.
	Servicios de Trabajo
	100


167 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003, pp. 117 y ss.
168 ONCISA, centra su actividad en promociones de carácter residencial, tanto de primera como segunda vivienda
y construcción de edificios de oficinas para su arrendamiento. Además presta todo tipo de servicios inmobiliarios de
gestión, administración, mantenimiento y comercialización del patrimonio de las empresas integradas en CEOSA.
En cuanto a su plantilla, poseía a 31 de diciembre de 2003, 43 trabajadores, de los cuales 11 (25,6%) son
discapacitados, con lo que se aumenta ligeramente el porcentaje de años anteriores.
169 Se ha conseguido implantar un modelo de gestión que integra en una sola unidad las empresas que confor-
man este grupo, con independencia del mantenimiento de las marcas comerciales y las especificidades propias de
cada actividad, aprovechando de esta manera la sinergia administrativa, comercial y de gestión con el fin de
ampliar y mejorar la oferta de servicios a sus clientes, así como la rentabilidad económica.
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El importe neto de la cifra de negocios consolidada de CEOSA fue de 430,91 millo-
nes de euros, lo que supuso un incremento del 4,14%, con respecto al año anterior. Los
beneficios de explotación ascendieron a 26,61 millones de euros, mientras que en los
Las divisiones que componen el Grupo Servicios y las actividades en las que opera son las siguientes:
-
División de limpieza y medio ambiente, formada por PILSA (Proyectos Integrales de Limpieza, S.A.),
OMESA (Obras Melilla y Servicios de Alcantarillado, S.L.); Ángel Antoñana, S.L. y CEEPILSA
(Centro Especial de Empleo de Proyectos Integrales de Limpieza, S.A.).
Las actividades desarrolladas por esta división incluyen: limpieza comercial e industrial, limpieza viaria, gestión
de residuos urbanos, control de plagas, paisajismo, jardinería y mantenimiento integral de edificios.
-
División de vigilancia, seguridad y sistemas, integrada por las empresas VINSA (Vigilancia Integrada, S.A.); V-
2 Complementos Auxiliares, S.A.; V-2 Gestión de Empleo Temporal-E.T.T., S.A.; TERESA (R.P. Servicios
Integrales de Protección Civil, S.A.) y ERTASA (Española Receptora Transmisora de Alarmas, S.A.).
Además de éstas, cuenta con las filiales internacionales en Portugal: VINSA Seguranca L.D.A. y en
Venezuela: VINSA Seguridad de Venezuela, C.A., PROVAL (Protección de Valores, Provincial C.A.),
TRANSCOMBAM, C.A. (Transporte y Comunicaciones Banvenez, C.A.) y VEINPRO (Venezolana de
Investigación y Protección, C.A.).
Esta división abarca las siguientes actividades: servicios de vigilancia, protección personal, sistemas de seguridad,
sistemas contra incendios, servicios auxiliares, trabajo temporal, formación en materia de seguridad, lucha contra
incendios y conducción, además de las funciones propias de una central receptora de alarmas.
Durante el año 2003 han destacado las adjudicaciones de clientes como Enagas, Unión Fenosa, AENA,
Gobierno Vasco, INTA, Real Federación Española de Fútbol o Ibercaja, entre otros. A éstas hay que sumar
la renovación de contratos de clientes importantes como son: Telefónica, Renfe, Real Madrid o Barclays-
Zaragozano.
A 31 de diciembre de 2003, la plantilla del Grupo Servicios era de 17.014 trabajadores. El número de
empleados con minusvalía experimentó un incremento pasando de 1.271 registrados en el año 2002 a 1.307
al cierre de este ejercicio, de los cuales 83 son ciegos o deficientes visuales.
170 Se trata de una cadena hotelera, que a 31 de diciembre de 2003, gestiona ocho establecimientos.
A 31 de diciembre de 2003, la plantilla de la compañía ascendía a 278 empleados, de los cuales 32 son tra-
bajadores con discapacidad, 24 de ellos ciegos o deficientes visuales.
171 A1 final del ejercicio 2003, la plantilla ascendía a 45 empleados, de los cuales 7 son discapacitados,
dato que se mantiene estable respecto al año anterior.
172 La plantilla ascendió durante el año 2003, a 99 trabajadores, de los cuales un 5% es personal discapacitado.
173 El ejercicio 2003, se cerró con una plantilla de 136 trabajadores, de los cuales un 6% son personas con
discapacidad.
174 Seguronce ha potenciado sus servicios a fin de dar soluciones específicas a las asociaciones y federa-
ciones de personas discapacitadas, que junto a la inclusión en su página Web de un dossier donde se reco-
gen las principales condiciones especiales para los discapacitados, han hecho que la correduría de seguros
propiedad de CEOSA, se posicione entre las más especializadas y sensibles a las necesidades del colecti-
vo de discapacitados.
El número total de empleados al cierre de 2003, que presta sus servicios en la correduría de seguros, es de
61, de los cuales un 80,33% con personas con discapacidad.
175 En septiembre de 1997 se suscribe un convenio de colaboración entre la Dirección General de la
ONCE, la Escuela Universitaria de Fisioterapia y la Corporación Empresarial ONCE, creándose por parte
de ésta última la sociedad Clínica Universitaria de Fisioterapia, S.L. y su marca comercial Revitasss.
A finales del año 2003 y repartidos por toda la geografía nacional, son 23 los centros adscritos a la marca
Revitass, a través de los que se da empleo a un total de 13 personas con discapacidad, de las cuales 11 son
ciegas o deficientes visuales.
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beneficios después de impuestos atribuibles al Grupo consolidado Corporación
Empresarial ONCE, se ha alcanzado la cifra de 15,48 millones de euros, frente a los
10,44 del ejercicio anterior, lo que ha supuesto un incremento del 48,34%.
En lo referente a fondos propios, se han situado en la cifra de 392,07 millones de
euros, que suponen un incremento del 7,5% con respecto al año 2002, y el total activo
del grupo asciende a 740,08 millones de euros.
Respecto a la plantilla total del Grupo, a 31 de diciembre de 2003, estaba formada
por 17.736 trabajadores, de los que 1.456 (8,21%) son discapacitados, siendo 183 de
ellos ciegos o deficientes visuales.
2.2.2. Participadas.
Además, de las empresas gestionadas directamente por CEOSA, y en virtud de su política
de diversificación inversora, a lo largo de los años se han ido adquiriendo participaciones en
numerosas empresas de sectores diversos, tales como Personalia, S.A., dedicada a la atención
de personas mayores, en la que CEOSA posee un 25% de su capital social o Ibermática, S.A.,
grupo líder del mercado español de los servicios en tecnología de la información y las comu-
nicaciones, en la que CEOSA participa en un 7,51%, y otras empresas de capital riesgo.
También se ha adquirido el 40% de las acciones de Bauribusur, S.L., por parte de R.C.
Alimentación, S.L., y el 25% de las acciones de Grupo Alisio Canarias Inversiones, S.A.,
firma dedicada a la búsqueda de posibles inversiones en el archipiélago canario.
IV. Fundación ONCE.
1. Minusvalía y discapacidad.
1.1. Determinaciones conceptuales.
Explicar el contenido y alcance de la Fundación ONCE, implica necesariamente
determinar algunos conceptos de obligada referencia en esta materia. Nada mejor que
remitirme a los expertos que han tratado con notable solvencia esta cuestión.
1.1.1. Deficiencia176.
Definición: "Dentro de la experiencia de la salud, una deficiencia es toda pérdida o
anormalidad de una estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica".
176 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 2003, pp. 19-22. Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación
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Características: "La deficiencia se caracteriza por pérdidas o anormalidades que
pueden ser temporales o permanentes, entre las que se incluyen la existencia o apari-
ción de una anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra
estructura del cuerpo, incluidos los sistemas propios de la función mental. La deficien-
cia representa la exteriorización de un estado patológico, y, en principio, refleja pertur-
baciones a nivel de órgano".
con el Estado: 1800-1938, ONCE, Madrid, 1996, pp. 25-26. El autor declara que es necesario hacer algu-
nas precisiones conceptuales. Se entiende por minusvalía (concepto establecido por la OMS): «[...] cual-
quier desventaja de un individuo dado, resultante de una deficiencia o de una discapacidad que le limita o
impide el desempeño de su papel normal como tal individuo (según su edad, sexo y condiciones sociales
y culturales). Se entiende por discapacidad: «[...] cualquier restricción o carencia (resultantes de una defi-
ciencia) de la habilidad para desarrollar una actividad en la forma o en el grado que se considera normal
para un ser humano». En lo que respecta a deficiencia la OMS, la define como: «[...] cualquier pérdida o
anormalidad de una estructura función-psicológica, fisiológica o anatómica». Y en cuanto a lo expuesto, es
conveniente reseñar: «En el informe sobre "Rehabilitación de Minusválidos" que el Secretario General de
la ONU presentó en la XXIV sesión de la Comisión de Desarrollo Social, se dice que se consideran "defi-
cientes" y "minusválidos", a: las personas cuya salud física o mental está afectada temporal o permanen-
temente, bien por causas congénitas o por la edad, enfermedad o accidente, con el resultado de que su auto-
dependencia, estudios o trabajo, resultan impedidas. La palabra minusvalía, según se usa aquí, significa la
reducción de la capacidad funcional para llevar una vida cotidiana normal. Es el resultado no sólo de la
deficiencia mental y/o física, sino también de la afectación del individuo a la misma».
También añade otra visión acerca de !a definición de minusvalía incluida en la Declaración de Derechos
del Minusválido Físico: «Se entiende por "Minusválido" toda persona incapaz de atender por sí sola, total
o parcialmente, a las necesidades de su vida individual y/o social normal como consecuencia de una defi-
ciencia congénita o no, en sus capacidades físicas o mentales».
El muy extendido libro de estilo del diario "El País" ofrece una versión muy práctica de los términos de la
OMS, que redefine así:
Deficiencia es "toda pérdida o anormalidad de una estructura o función, sea psicológica, fisiológica o ana-
tómica".
Discapacidad es "toda restricción o ausencia -debida a una deficiencia- de la capacidad de realizar una
actividad, en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser humano".
Minusvalía es una "situación desventajosa para un individuo, como consecuencia de una deficiencia o de
una discapacidad que limita o impide su normal desenvolvimiento"».
También procede el autor a señalar el sentido en el que se utilizan frecuentemente los siguientes términos:
«Integración: incorporar a la sociedad, con plenitud de derechos y oportunidades a colectivos de personas
más o menos minoritarios que no gozan de hecho de tal situación. [...].
Rehabilitación: un proceso de duración limitada y con un objetivo definido, encaminado a permitir que una
persona con deficiencia alcance un nivel físico, mental y/o social funcional óptimo, proporcionándole así
los medios de modificar su propia vida. Pude comprender medidas encaminadas a compensar la pérdida de
una función o limitación funcional (por ejemplo, ayudas técnicas) y otras medidas encaminadas a facilitar
ajustes o reajustes sociales. [...].
Normalización: el uso de medios culturalmente normativo para ofrecer a las personas -devaluadas- unas
condiciones de vida al menos tan buenas como las del ciudadano medio y para apoyar en lo posible su com-
portamiento, su apariencia, sus experiencias, su categoría social y reputación».
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1.1.2.
Discapacidad177.
Definición: "Dentro de la experiencia de la salud, una discapacidad es toda restric-
ción o ausencia (debida a una deficiencia) de la capacidad de realizar una actividad en
la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser humano".
Características'. "La discapacidad se caracteriza por excesos o insuficiencias en el
desempeño y comportamiento en una normal actividad rutinaria, los cuales pueden ser
temporales o permanentes, reversibles o irreversibles y progresivos o regresivos. Las
discapacidades pueden surgir como consecuencia directa de la deficiencia o como una
respuesta del propio individuo, sobre todo la psicológica, a deficiencias físicas, senso-
riales o de otro tipo. La discapacidad representa la objetivación de una deficiencia y, en
cuanto que tal, refleja alteraciones a nivel de la persona".
1.1.3.
Minusvalía178.
Definición: "Dentro de la experiencia de la salud, una minusvalía es una situación des-
ventajosa para un individuo determinado, consecuencia de una deficiencia o de una disca-
pacidad que limita o impide el desempeño de un rol que es normal en su caso (en función
de la edad, sexo y factores sociales y culturales).
Características: "La minusvalía está en relación con el valor atribuido a la situación
o experiencia de un individuo cuando se aparta de la norma. Se caracteriza por la dis-
cordancia entre el rendimiento o estatus del individuo y las expectativas del individuo
mismo o del grupo en concreto al que pertenece. La minusvalía representa, pues, la
socialización de una deficiencia o discapacidad, y en cuanto tal refleja las consecuen-
cias -culturales, sociales, económicas y ambientales- que para el individuo se derivan
de la presencia de la deficiencia y la discapacidad".
1.1.4.
Deficiencia, discapacidad y minusvalía visual.
Aplicados al ámbito de las alteraciones visuales, los tres niveles de discapacidad
pueden delimitarse del siguiente modo179:
- Deficiencia visual: limitación de una o más funciones del ojo y sistema visual. La
más comunes son la alteración de la agudeza visual y campo visual.
177
Idem.
178
Idem.
179 Vide ONCE, Las necesidades en servicios sociales de los afiliados a la ONCE, ONCE, Madrid, 1993,
pp. 24-25.
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· Discapacidad visual: limitación en la realización de ciertas actividades visuales,
como lectura y escritura y orientación y movilidad.

· Minusvalía visual: desventaja que experimenta realmente una persona debido a su
alteración o incapacidad visual. La desventaja debe considerarse en relación a las
expectativas sociales o individuales y a las demandas del entorno.
1.2. Grupo normativo regulador180.
1.2.1.
Internacional.
La Declaración de Derechos del Deficiente Mental, aprobada por las Naciones
Unidas el 20 de diciembre de 1971, y la Declaración de Derechos de los Minusválidos,
proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1975
[resolución 3447 (XXX)], han inspirado la legislación española sobre esta materia.
El 3 de diciembre de 1982, se aprobó por la Asamblea General de las Naciones Unidas
un documento fundamental en la lucha por la atención a las minusvalías, el Programa de
Acción Mundial para los Impedidos que determina en los antecedentes:
«A causa de deficiencias mentales, físicas o sensoriales, hay en el mundo más de qui-
nientos millones de personas impedidas, a las que se deben reconocer los mismos derechos
y brindar iguales oportunidades que a todos los demás seres humanos. Con demasiada fre-
cuencia estas personas han de vivir en condiciones de desventaja, debido a barreras físicas
y sociales existentes en la sociedad que se oponen a su plena participación. El resultado es
que millones de niños y adultos del mundo entero arrastran a menudo una existencia mar-
cada por la segregación y degradación».
1.2.2.
Supraestatal.
En el seno de la Unión Europea debo destacar el contenido de la Carta Social
Europea, adoptada por el Consejo de Europa y suscrita en Turín el 18 de octubre de
1961, y ratificada por España mediante Instrumento de 29 de abril de 1980, en especial,
su art. 15:
«Derecho de las personas físicas o mentalmente disminuidas a la formación profesio-
nal y a la readaptación profesional y social- Para garantizar el ejercicio efectivo del dere-
cho de las personas físicas o mentalmente disminuidas a la formación profesional y a la rea-
daptación profesional y social, las Partes Contratantes se comprometen:
1. A tomar las medidas adecuadas para procurar a los interesados medios para su for-
180 Vide: Santiago MUÑOZ MACHADO, "La crisis del Estado del bienestar y la cuestión de la reversi-
bilidad de los derechos sociales: el caso de los minusválidos", en AAVV, La integración social de los
minusválidos, Fundación ONCE-Escuela Libre Editorial, Madrid, 1991, pp. 15-18; Santiago MUÑOZ
MACHADO (Din), Código de las minusvalías, La Ley, Madrid, 1989.
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mación profesional e incluso, si fuese necesario, las oportunas instituciones especializadas,
ya sean privadas o públicas.
2. A adoptar las medidas adecuadas para proporcionar un puesto de trabajo a los
minusválidos, particularmente por medio de servicios especiales de colocación, posi-
bilidades de empleo protegido y medidas destinadas a estimular a los empleadores a
su contratación».
El Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, art. 13, habilitó al Consejo
para «adoptar acciones adecuadas para luchar contra la discriminación por moti-
vos de sexo, de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad
u orientación sexual». La Directiva del Consejo 2000/78/CE, de 27 de noviembre
(DOL de 2 de diciembre, núm. 303), establece la igualdad de trato en el empleo y
la ocupación, y tiene por objeto establecer un marco general para luchar contra la
discriminación por motivos de religión o convicciones, de discapacidad, de edad
o de orientación sexual en el ámbito del empleo y la ocupación, con el fin de que
en los Estados miembros se aplique el principio de igualdad de trato181. También
aborda esta materia la Directiva 2002/73/CE, para la igualdad entre hombres y muje-
res en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesio-
nales y a las condiciones de trabajo.
La Carta de Derechos Fundamentales, germen de la Constitución Europea estable-
ció en su art. 21:
181 Vide Directiva del Consejo 2000/78/CE, de 27 de noviembre, art. 5: «Ajustes razonables para las per-
sonas con discapacidad. A fin de garantizar la observancia del principio de igualdad de trato en relación
con las personas con discapacidades, se realizarán ajustes razonables. Esto significa que los empresarios
tomarán las medidas adecuadas en función de las necesidades de cada situación concreta, para permitir a
las personas con discapacidades acceder al empleo, tomar parte en el mismo o progresar profesionalmen-
te, o para que se les ofrezca formación, salvo que esas medidas supongan una carga excesiva para el empre-
sario. La carga no se considerará excesiva cuando sea paliada en grado suficiente mediante medidas exis-
tentes en la política del Estado miembro sobre discapacidades».
En esta disposición se apuesta por el diálogo social, art. 13: «1. Los Estados miembros, con arreglo a sus
respectivas tradiciones y prácticas nacionales, adoptarán las medidas adecuadas para fomentar el diálogo
entre los interlocutores sociales, a fin de promover la igualdad de trato, incluido el control de las prácticas
en el lugar de trabajo, convenios colectivos, códigos de conducta y mediante la investigación o el inter-
cambio de experiencias y buenas prácticas.
2. Siempre que ello sea coherente con sus respectivas tradiciones y prácticas nacionales, los Estados miembros
fomentarán entre empresarios y trabajadores, sin perjuicio de su autonomía, la celebración al nivel apropiado, de
convenios que establezcan normas antidiscriminatorias en los ámbitos mencionados en el artículo 3 que entren
dentro de las competencias de la negociación colectiva. Estos convenios respetarán los requisitos mínimos esta-
blecidos en la presente Directiva y las correspondientes medidas nacionales de aplicación». En el art. 14, se apues-
ta por el diálogo con las organizaciones no gubernamentales, en los siguientes términos: «Los Estados miembros
fomentarán el diálogo con las correspondientes organizaciones no gubernamentales que tengan, con arreglo a las
legislaciones y prácticas nacionales, un interés legítimo en contribuir a la lucha contra la discriminación basada
en alguno de los motivos contemplados en el artículo 1, con el fin de promover el principio de igualdad de trato».
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«Se prohibe toda discriminación y, en particular, la ejercida por motivos de sexo,
raza, color, orígenes étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o
convicciones, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría
nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual»,
y en el artículo 24:
«Las personas discapacitadas tienen derecho a beneficiarse de medidas que garanticen
su autonomía, su integración social y profesional y su participación en la vida de la comu-
nidad».
El Tratado por el que se establece una Constitución para Europa reproduce el con-
tenido del art. 21 de la Carta de Derechos Fundamentales, en el artículo II-81 (No dis-
criminación). Y lo mismo sucede con el mencionado art. 24 de la Carta de Derechos
Fundamentales, cuyo contenido lo encontramos en el artículo II-86 (Integración de las
personas discapacitadas). Además debo hacer referencia al artículo I-2:
«Valores de la Unión. La Unión se fundamenta en los valores de respeto a la dig-
nidad humana, libertad, democracia, Igualdad, Estado de Derecho y respeto de los
derechos humanos, incluidos los derechos de las personas pertenecientes a minorías.
Estos valores son comunes a los Estados miembros en una sociedad caracterizada por
el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igual-
dad entre mujeres y hombres».
Artículo 1-47:
«Principio de democracia participativa. 1. Las instituciones darán a los ciudada-
nos y a las asociaciones representativas, por los cauces apropiados, la posibilidad de
expresar e intercambiar públicamente sus opiniones en todos los ámbitos de actuación
de la Unión.
2. Las instituciones mantendrán un diálogo abierto, transparente y regular con las aso-
ciaciones representativas y la sociedad civil.
3. Con objeto de garantizar la coherencia y la transparencia de las acciones de la
Unión, la Comisión mantendrá amplias consultas con las partes interesadas.
4. Un grupo de al menos un millón de ciudadanos de la Unión, que sean naciona-
les de un número significativo de Estados miembros, podrá tomar la iniciativa de invi-
tar a la Comisión, en el marco de sus atribuciones, a que presente una propuesta ade-
cuada sobre cuestiones que estos ciudadanos estimen que requiere un acto jurídico de
la Unión para los fines de la aplicación de la Constitución. La Ley europea establece-
rá las disposiciones relativas a los procedimientos y condiciones necesarios para la
presentación de esta iniciativa ciudadana, incluido el número mínimo de Estados
miembros de los que deben proceder los ciudadanos que la presenten».
Artículo III-l18:
«En la definición y ejecución de las políticas y acciones contempladas en la pre-
sente Parte, la Unión tratará de luchar contra toda discriminación por razón de sexo,
raza u origen étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación
sexual».
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La nueva Constitución que deberá ser ratificada por todos los Estados miem-
bros para poder entrar en vigor, al dotar a la Carta de Derechos Fundamentales
de carácter vinculante, supone un avance, que se manifiesta con especial inten-
sidad para el mundo de la discapacidad y su movimiento asociativo, dado que
recoge entre otros el derecho de no discriminación por este motivo, y el de
acción positiva. Además, la inclusión de un artículo consagrado al diálogo civil
es un logro que supone garantizar a las asociaciones representativas, el derecho
de consulta y un mayor protagonismo en el proceso de toma de decisiones de la
Unión Europea.
Recientemente ha sido publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea, de 30 de
abril de 2004 (C 121/28), el Dictamen del Comité de las Regiones sobre la
"Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Económico
y Social Europeo y al Comité de las Regiones: igualdad de oportunidades para las perso-
nas con discapacidad, un plan de acción europeo"182.
Entre las observaciones del Comité de las Regiones debo destacar:
-
La atención a la discapacidad es un proceso irreversible183:
«El Comité de las Regiones considera que con el Año Europeo de las personas con dis-
capacidad 2003 se ha logrado hacer avanzar los temas de discapacidad en la Unión
Europea. Dicho año por tanto debería considerarse como el inicio de un proceso irreversi-
ble que deberá continuar y acrecentarse en los años siguientes; destaca en este sentido la
labor desarrollada por los medios de comunicación para la difusión de este Año Europeo,
subrayando la necesidad de continuidad y de implicar a los medios regionales y locales en
esta iniciativa».
-
La implicación de los poderes nacionales, regionales y locales:
«[...] destaca que la nueva orientación de las políticas de discapacidad alumbrada por el
año 2003 concierne a todos los poderes, especialmente a los regionales y locales, por su cer-
canía y efectos directos en la vida corriente de las personas con discapacidad. [...] es cons-
ciente de que la política sobre discapacidad es sobre todo competencia nacional. No obs-
tante, las diferentes iniciativas de la UE influyen en las políticas nacionales mediante direc-
182 Vide: Libro Verde "Igualdad y no discriminación en la Unión Europea ampliada" (COM (2004) 379
final), Dictamen del Comité de las Regiones sobre el Libro Verde "Igualdad y no discriminación en la
Unión Europea ampliada" (2005/C 71/15) (DOCE de 23 de marzo de 2005, C 71/62).
183 Vide I. de la E, Diario El País (versión electrónica), "Hay que eliminar barreras, dice el presidente de
la Fundación ONCE", 4-12-2004: «El presidente de la Fundación ONCE y secretario general del Comité
Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) Carlos Rubén Fernández, es informá-
tico, tiene 34 años y es ciego. Los discapacitados empiezan a ser más visibles, pero las barreras persisten.
Arquitectónicas, comunicativas, mentales. "Hay personas que no pueden desenvolverse en su entorno y no
salen a la calle. Un estudio revela que el 100% de los edificios públicos visitados (416) y el 96% de las
viviendas mantienen barreras arquitectónicas. El 80% de los mostradores de la Administración tampoco
están diseñados para alguien en silla de ruedas", afirma el secretario general del CERMI, [...]».
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tivas o la aplicación específica del método abierto de coordinación a las personas con dis-
capacidad. Por consiguiente, la futura política sobre discapacidad deberá tener en cuenta
una complementariedad adecuada entre las políticas nacionales y las comunitarias, junto
con las competencias cada vez mayores de los entre regionales y locales».
Entre las recomendaciones del Comité de las Regiones se establecen las siguientes:
-
Las iniciativas de la UE deben incluir referencias a la discapacidad:
«[...] insiste en que entre las iniciativas de la UE que deben incluir referencias específi-
cas a las personas con discapacidad deben figurar: la política de consumidores, la legisla-
ción de contratación pública, las iniciativas sobre derechos humanos, el transporte, el pro-
grama de acción para la juventud, los programas e iniciativas sobre educación (Sócrates,
Comenius, Leonardo da Vinci), los programas sobre cultura y medios de comunicación,
programas de transición de la escuela al mercado laboral, programas dirigidos a facilitar el
acceso a la sociedad de la información y a las nuevas tecnologías, el mercado de trabajo y
las actividades en el ámbito de los deportes, especialmente con vistas al Año Europeo de la
educación por el deporte 2004».
-
Se recomienda el intercambio de información:
«[...] recomienda que las instituciones de la Unión Europea apoyen la creación de una
red de entes regionales y locales que permita fomentar el intercambio de información entre
los Estados miembros, sobre las políticas en favor de las personas con discapacidad y sobre
las buenas prácticas en este ámbito. El intercambio mutuo de información sobre la elabora-
ción de las políticas en materia de discapacidad y su aplicación a nivel regional y local per-
mitirá mejorar la calidad de los servicios que se ofrecen a las personas con discapacidad.
Esta red deberá funcionar en estrecha colaboración con las organizaciones dedicadas a las
personas con discapacidad, para favorecer el intercambio de experiencias y las buenas prác-
ticas en todos los niveles».
-
Insiste en que las personas con discapacidad deben ser miembros activos de la
sociedad:
«[...], como cualquier otro ciudadano, las personas con discapacidad deben ser miem-
bros activos de la sociedad y participar en las distintas organizaciones como partidos poli-
ticos, sindicatos, organizaciones profesionales, organizaciones religiosas, clubes deporti-
vos, grupos de protección del medio ambiente y demás asociaciones. Todas estas organiza-
ciones deben estructurarse de forma que permitan la participación de las personas con dis-
capacidad».
-
Es necesario mejorar la imagen de los discapacitados en los medios de comunica-
ción, pues sólo a través de la sensibilización de la opinión pública se podrá modificar
la actitud hacia la discapacidad combatir la invisibilidad:
«[...] debe mejorarse la imagen que de las personas con discapacidad transmiten los
medios de comunicación. La información y los programas deben basarse en un enfoque que
reconozca los derechos de las personas con discapacidad y que haga hincapié en los obstá-
culos que impiden su plena participación en la sociedad, abandonando estereotipos e ideas
recibidas que trasladan la idea de la discapacidad como una realidad negativa o doliente,
merecedora de desprecio, lástima o indiferencia; sólo a través de la sensibilización de la
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opinión pública se podrá modificar la actitud hacia la discapacidad y combatir la invisibili-
dad».
-
Recomienda que el programa específico de acción sobre la discapacidad a escala
europea tenga en cuenta los siguientes ámbitos184:
«[...] apoyar la integración de la discapacidad en todas las políticas comunitarias rele-
vantes con el fin de reforzar los mecanismos actuales de consulta y seguimiento, e incre-
mentar la sensibilización de los responsables de las decisiones en la materia, concentrándo-
se en las posibilidades existentes para las personas con discapacidad;
[...] apoyar el establecimiento de un método abierto de coordinación en el ámbito de la
discapacidad, basado en indicadores comunes de resultados que permitan supervisar el
avance progresivo de los niveles de integración social de las personas con discapacidad.
Este método cubriría todos los ámbitos correspondientes de la política sobre discapacidad
como la educación, la formación profesional, el aprendizaje permanente, el empleo, el pro-
greso profesional, los transportes, la sociedad de la información, las prestaciones sociales,
así como los servicios a las personas con necesidades de dependencia complejas y a sus
familias. Deben facilitarse ejemplos de buenas prácticas en todos estos ámbitos para lograr
un aprendizaje común. El método abierto de coordinación de las políticas sobre discapaci-
dad sería útil para todos los Estados miembros y especialmente para los países que se adhe-
rirán a la Unión Europea en un futuro cercano;
[...] garantizar y reforzar la participación de las organizaciones representativas de las
personas con discapacidad en el diálogo civil a escala comunitaria, estableciendo una finan-
ciación y unos mecanismos de consulta adecuados;
[...] incluir a las fundaciones y asociaciones de solidaridad y a las agrupaciones de
voluntarios que ofrezcan servicios sociales a las personas con discapacidad;
[...] reconocer con nitidez, a efectos de interlocución y diálogo civil, la función del Foro
Europeo de las Personas con Discapacidad (European Disability Forum-EDF) como la
organización que aglutina y representa a las personas con discapacidad y a las familias de
las personas con discapacidad que no pueden representarse a sí mismas. El EDF debe gozar
de un estatuto especial en todas las etapas de consulta estructurada entre las instituciones
de la UE y el movimiento asociativo, especialmente con el Grupo de Alto Nivel sobre
Discapacidad».
-
Se insiste en la necesidad de adoptar una directiva específica sobre discapacidad:
«[...], basada en el artículo 13 del Tratado CE, que prohiba la discriminación de las per-
sonas con discapacidad en todos los ámbitos de la vida, si bien destaca que la aprobación
de legislación es insuficiente si no se adoptan las medidas oportunas para su ímplementa-
ción, desarrollo, eficacia y se garantiza su cumplimiento efectivo. Esta Directiva específi-
ca en relación con la discapacidad debería tener como ejes principales, entre otros, el acce-
so al empleo como elemento central de la autonomía y suficiencia social, sobre la base de
la formación y la discriminación positiva en la inserción laboral, así como la implementa-
ción de servicios y apoyos para dicha autonomía social y personal. Y en ese sentido, el
Comité reitera la recomendación de que las normas que implican la obligación de reserva
184 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c., pp. 174-175, donde
señala que España detenta la tasa juvenil europea más baja de marginación hacia las personas discapacita-
das, según datos del "Eurobarómetro" correspondientes al año 1997.
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de un porcentaje de puestos de trabajo para personas con discapacidad deben incluir meca-
nismos de control y sanción que garanticen su cumplimiento».
-
Los principales destinatarios deben ser los niños y los jóvenes:
«['...] propone que el nuevo método abierto de coordinación en el ámbito de la educa-
ción considere a los niños y niñas y jóvenes con discapacidad como uno de los principales
grupos destinatarios y que todas las actividades e indicadores previstos los tengan en con-
sideración».
-
Necesidad de crear un mercado europeo de tecnologías de asistencia:
«[...] desea que se desarrollen adecuadamente las nuevas tecnologías, tanto integrado-
ras como de asistencia, para que puedan desempeñar un papel crucial a la hora de superar
algunas de las barreras que afrontan las personas con discapacidad. Por lo tanto se debe exi-
gir que la discapacidad se considere un tema horizontal y se deben apoyar las iniciativas
destinadas específicamente a las personas con discapacidad. Asimismo, se debería hacer un
mayor esfuerzo por suprimir todas las barreras jurídicas y de otro tipo que actualmente
impiden el establecimiento de un auténtico mercado europeo de tecnologías de asistencia,
así como proporcionar a escala nacional el adecuado respaldo financiero para las personas
con discapacidad que necesiten utilizar estas tecnologías».
Por todo ello se establece la necesidad de aprobar programas de acción plurianua-
les, con los suficientes apoyos financieros y demás recursos, en materia de igualdad de
oportunidades de personas con discapacidad, en cuya elaboración, gestión, ejecución y
evaluación participen las personas con discapacidad a través de sus organizaciones
representativas. En atención a las necesidades y demandas perentorias de las personas
con discapacidad, estos programas deberían centrarse en los siguientes aspectos:
«- en materia de formación y empleo, incluir como eje de acción particular medidas de
promoción de la empleabilidad de las personas con discapacidad en las políticas y planes
de desarrollo local que lleven a cabo los entes regionales y locales. Asimismo, compromi-
so para aplicar, dentro de su esfera de competencias, los contenidos de la Directiva
78/2000/CE sobre igualdad de trato en el empleo y la ocupación. El desarrollo de las medi-
das tendentes a mejorar el acceso al empleo en el ámbito local ofrece múltiples posibilida-
des. Entre ellas cabría destacar el establecimiento de cláusulas sociales en las bases de con-
tratación que discriminen de forma favorable a tas empresas y entidades que incluyan en su
plantilla a personas con discapacidad,
· en materia de sociedad de la información y acceso a las nuevas tecnologías, desarro-
llar programas dirigidos a favorecer la infoinclusión de las personas con discapacidad en la
nueva sociedad del conocimiento. De igual modo, establecer sistemas públicos de ayudas
técnicas y tecnologías asistidas que contribuyan a la vida independiente y una mayor cali-
dad de vida de las personas con discapacidad,
· en materia de accesibilidad y diseño para todos, adoptar planes universales de accesibilidad
que incorporen como presupuesto previo la estrategia del diseño para todas las personas, en todas
las esferas de competencia de los poderes regionales y locales (edificación, urbanismo, infraes-
tructuras, redes de transporte, espacios virtuales, telecomunicaciones, medios de comunicación,
bienes y servicios a disposición del público, servicios públicos, etc.),
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· en lo referente a las personas con discapacidades más graves, es decir, las personas que no
son autónomas, el objetivo es que, en aplicación del principio de igualdad de oportunidades, pue-
dan mantener una vida autónoma en su domicilio e integrarse física y socialmente en su comuni-
dad local. Esto implica que dispongan de una asistencia y una ayuda que les permitan seguir
viviendo con sus padres o personas allegadas y vivir solas al llegar a la edad adulta. En caso de
que se vean imposibilitadas para vivir en familia o en su propia vivienda deberán ponerse a su
disposición estructuras residenciales de acogida que correspondan a sus necesidades,

· en relación con la lucha contra la pobreza y la exclusión social en el territorio, incor-
porar a los planes regionales y locales de inclusión social como grupo preferente de aten-
ción a las personas con discapacidad en situación de precariedad social;
· y el desarrollo de programas y actuaciones en el marco local y regional a favor de las
personas con discapacidad adquiere una dimensión plena en cuanto a la promoción y apoyo
de la autonomía personal y social de estas personas. En este sentido, deberá ser un objeti-
vo fundamental facilitar el acceso a la vivienda a través de diversas alternativas, como son
las viviendas comunitarias, los pisos tutelados y la reserva y adaptación de vivienda de pro-
moción pública, tanto en el concepto de alquiler como de compra».
1.2.3. Derecho interno español.
La Constitución Española de 1978 establece en su art. 49: «Los poderes públi-
cos realizarán una política de prevención, tratamiento, rehabilitación e integración
de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención
especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los
derechos que este título otorga a todos los ciudadanos»185.
La Ley de Integración Social de los Minusválidos (LISMI), aprobada el 7 de abril
de 1982, se fundamenta en el precepto mencionado, pero también apela al valor "dig-
nidad de la persona", que se recoge en el art. 10.1 CE. También debo hacer referencia
al artículo 14 CE, que obliga a regular los medios para conseguir que estos ciudadanos
no sean discriminados y gocen de igualdad de oportunidades186.
185 Ibídem, p. 30: «Hoy en día, el principal problema para las personas discapacitadas no reside en el reco-
nocimiento de sus derechos en el terreno civil, pues tras una prolongada reivindicación histórica se ha con-
seguido la plena equiparación formal. El problema reside en las actitudes sociales, es decir, en conseguir
en el plano real y cotidiano que los demás ciudadanos traten a las personas discapacitadas con el nivel de
igualdad que ya fijan las leyes y normativas en el plano teórico».
186 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "La protección jurídica de las personas con discapacidad en el dere-
cho internacional", en AAVV, Las múltiples dimensiones de la discapacidad, Fundación ONCE-Escuela Libre
Editorial, Madrid, 1993, p. 55: «Tres son los modelos que se han dispensado a lo largo del tiempo a las personas
con discapacidad. Un primer modelo, caracterizado por su marginación social: las personas con discapacidad son
tratadas como sujetos de asistencia y tutela y como seres dependientes e improductivos. El segundo modelo, naci-
do tras la Segunda Guerra Mundial, es el llamado rehabilitador, en el que el protagonista es el individuo que debe
ser objeto de un tratamiento médico recuperador, incluida su capacidad de trabajo. Finalmente el tercer modelo,
actualmente predominante, es el que fija como objetivo potenciar la autonomía e independencia personal».
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Además en materia de empleo, las principales normas son: Real Decreto 1451/1983, de
11 de mayo, empleo selectivo y medidas de fomento del empleo de trabajadores minusváli-
dos, modificado por el Real Decreto 4/1999, de 8 de enero; Real Decreto 1368/1985, de 17
de julio, modificado por un Real Decreto 427/1999, de 12 de marzo, que regula la relación
laboral especial de los minusválidos en los centros especiales de empleo; Real Decreto
2274/1985, de 4 de diciembre, que regula los centros ocupacionales para minusválidos;
Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 16 de octubre de 1998, sobre integra-
ción laboral de minusválidos en centros especiales de empleo y trabajo autónomo187.
También debo citar otras disposiciones188. Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de pro-
tección a las familias numerosas, al incluir en el concepto de familia numerosa (art. 2),
aquellos supuestos en el que existen algún discapacitado entre los ascendientes o des-
cendientes. Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de las perso-
nas con discapacidad. Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades,
no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. El Real
Decreto 290/2004, de 20 de febrero, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, que
regula los enclaves laborales como medida de fomento del empleo de las personas con
discapacidad (BOE de 21 de febrero, núm. 45; rectificación BOE 7 de abril, núm. 84).
El Real Decreto 1865/2004, de 6 de septiembre, del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, por el que se regula el Consejo Nacional de la Discapacidad (BOE de 7 de
septiembre, núm. 216)189. El Real Decreto 2271/2004, de 3 de diciembre, por el que se
187 Vide Miguel Ángel CABRA de LUNA, "Personas con discapacidad y derecho", en AAVV, Las múltiples
dimensiones de la discapacidad, Fundación ONCE-Escuela Libre Editorial, Madrid, 2003, p. 50: «La integración
laboral es un factor clave para la integración social de las personas con discapacidad, que puedan desarrollar una
actividad por cuenta ajena o propia.
La experiencia norteamericana demuestra que una legislación de no discriminación en el. campo del empleo es,
por sí sola, insuficiente para mejorar la tasa de empleo de las personas con discapacidad
No es fácil poder demostrar que una empresa que no ha contratado a una persona con discapacidad lo ha hecho
por su discapacidad o lo ha hecho por que la persona contratada en su lugar estaba mejor preparada.
Más aún, hay personas con discapacidad cuya productividad media es menor a las personas sin discapacidad. Estas
personas siempre quedarían fuera de la cobertura de una legislación de no discriminación que solo "protege" a
aquellas personas con discapacidad que, con o sin una adaptación de su puesto de trabajo, pueden rendir con "nor-
malidad" y que además han de ejercer su derecho demandando ante los tribunales a la empresa discriminadora.
Medidas de acción positiva tienen que complementar una legislación básica de no discriminación.
Subvenciones a empresas, entidades especializadas, sistemas de cuotas, beneficios fiscales, son algu-
nos ejemplos de medidas que han dado resultados».
188 Vide Proposición de Ley por la que se crea el fondo de Promoción de la Accesibilidad de las
Personas con Discapacidad, presentada por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió), que
aparece publicada en el BOCG con fecha 8 de octubre de 2004, núm. 122-1.
189 Vide Real Decreto 1865/2004, de 6 de septiembre, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, por
el que se regula el Consejo Nacional de la Discapacidad: «La Orden de 17 de junio de 1999 creó y reguló
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regula el acceso al empleo público y la provisión de puestos de trabajo de las personas con
discapacidad (BOE de 17 de diciembre, núm. 303). El Real Decreto 364/2005, de 8 de abril,
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, por el que se regula el cumplimiento alternati-
vo con carácter excepcional de la cuota de reserva a favor de los trabajadores con discapaci-
dad (BOE de 20 de abril, núm. 94).
Las Comunidades Autónomas, también han abordado la discapacidad y la supresión de
barreras físicas y sensoriales: Ley Foral 4/1998, de 11 de julio, de Navarra (BOE de 28 de
noviembre, núm. 285), supresión de barreras físicas y sensoriales; Ley 20/1991, de 25 de
noviembre, de Cataluña (BOE de 24 de diciembre, núm. 307), promoción de la accesibilidad y
supresión de barreras arquitectónicas; Ley 8/1993, de 22 de junio, de Madrid (BOE de 25 de
agosto, núm, 203), promoción de la accesibilidad y supresión de barreras arquitectónicas; Ley
8/1995, de 6 de abril, de Canarias (BOE de 23 de mayo, núm. 122), accesibilidad y supresión
de barreras físicas y de la comunicación; Ley 3/1997, de 7 de abril, de Aragón (BOE de 2 de
mayo, núm. 105), promoción de la accesibilidad y supresión de barreras arquitectónicas, urba-
nísticas, de transportes y de la comunicación; Ley 8/1997, de 20 de agosto, de Galicia (BOE de
3 de octubre, núm. 237), accesibilidad y supresión de barreras; Ley 20/1997, de 4 de diciem-
bre, del País Vasco (BOPV de 24 de diciembre, núm. 246), promoción de la accesibilidad; Ley
el Consejo Estatal de las Personas con Discapacidad, con el fin de institucionalizar la colaboración del
movimiento asociativo de las personas con discapacidad y de la Administración General del Estado en la
definición y coordinación de una política coherente de atención integral.
La disposición final segunda de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no dis-
criminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, ordena al Gobierno que en un
plazo de seis meses desde su entrada en vigor modifique la normativa reguladora del Consejo Estatal de
Personas con Discapacidad, al objeto de adecuarla a lo establecido en el artículo 15.3 de dicho texto legal
que le atribuye funciones en materia de igualdad de oportunidad y no discriminación, y en particular, a su
nueva denominación como Consejo Nacional de la Discapacidad. [...].
Por otro lado, la experiencia acumulada en los últimos años y el nuevo enfoque de los derechos humanos
en la actuación sobre la discapacidad han puesto de manifiesto la necesidad de actualizar determinados
aspectos de la estructura y composición del Consejo, a fin de agilizar su funcionamiento, reforzar su repre-
sentatividad, otorgarle una mayor autonomía institucional y garantizar la eficacia de sus actuaciones que
han de inspirarse en los principios de vida independiente, normalización, accesibilidad universal, diseño
para todos, diálogo civil y transversalidad de las políticas en materia de discapacidad.
Con la regulación de este Consejo, se da así impulso al principio de diálogo civil, en virtud del cual las organizacio-
nes representativas de personas con discapacidad y sus familias participan en la elaboración, ejecución, seguimien-
to y evaluación de las políticas oficiales que se desarrollan en !a esfera de las personas con discapacidad».
Vide Orden TAS/736/2005, de 17 de marzo, por la que se regula la estructura y funcionamiento de la
Oficina Permanente Especializada del Consejo Nacional de la Discapacidad (BOE de 26 de marzo, núm.
73), art. 1: «1. La Oficina Permanente Especializada es el órgano que se constituye en el seno del Consejo
Nacional de la Discapacidad, de carácter permanente y especializado, encargado de promover la igualdad de opor-
tunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.
2. Con la Oficina Permanente Especializada colaborarán las asociaciones de utilidad pública más representativas
de las personas con discapacidad y sus familias». Tal y como determina el art. 2, dicha Oficina dependerá orgá-
nicamente de la Dirección General de Coordinación de Políticas Sectoriales sobre la Discapacidad.
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1/1998, de 5 de mayo, de la Generalidad Valenciana (BOE de 9 de junio, núm. 137), accesibi-
lidad y supresión de barreras arquitectónicas, urbanísticas y de la comunicación.
2. La convivencia de la ONCE con las asociaciones de minusválidos.
Desde la creación de la Asociación Nacional de Inválidos Civiles (ANIC), regulada por la
Orden Ministerial de 29 de noviembre de 1958, se podían haber adoptado medidas de apoyo
a este colectivo desde la Administración Pública que no se adoptan hasta la década de los
ochenta, y que hubiesen mejorado la situación para su inserción efectiva en la sociedad. Sin
duda, este desfase contribuye, a que la convivencia con la ONCE no siempre sea sencilla.
La situación ha sido descrita con mucha claridad por MONTORO MARTÍNEZ190:
«En mayo de 1987 el Gobierno se compromete a desmantelar y hacer desaparecer la
sociedad PRODIECU y su rifa, que tanto perjudicaba a la ONCE, pero a condición de que
ésta acogiera, como agentes vendedores del cupón a unos 7.000 minusválidos con vista de
los que, hasta entonces vendían el cupón de PRODIECU; mas, como la ONCE no quería
que vendiesen el cupón pro-ciegos tantos disminuidos físicos videntes, porque la entidad
tiflológica podía convertirse en la ONME (Organización Nacional de Minusválidos
Españoles) y los privados de vista tendrían muchas dificultades para vender su cupón, si les
hacía la competencia un excesivo número de discapacitados físicos videntes, la corporación
de ciegos discurrió solucionar el compromiso contraído con el Gobierno acogiendo a algu-
nos miles de minusválidos, como agentes vendedores del cupón, pero otros tantos miles de
discapacitados videntes procuraría buscarles empleo en empresas ajenas a la entidad tifio-
lógica, creando la Fundación ONCE para desarrollar este plan de acción.
El Consejo General del organismo de no videntes acordó el día 3 de julio de 1987 crear
el Fondo Social de Solidaridad con los minusválidos, como contrapartida al desmantelamien-
to de PRODIECU por el Gobierno; fondo que fue el origen de la Fundación ONCE, y que el
Gobierno, con el fin de compensar semejantes gastos, a primeros de septiembre de 1987 auto-
riza a la entidad tiflológica el lanzamiento del cuponazo de los viernes a partir del 2 de octu-
bre de aquel año; beneficio al que responde el colectivo de los ciegos admitiendo a varios
miles de minusválidos videntes de PRODIECU, como agentes vendedores del cupón a prime-
ros de septiembre. [...].
El 22 de diciembre de 1987 acordó el Consejo General la creación de la [...] Fundación
ONCE, que fue clasificada el 2 de agosto de 1988, como Fundación de Beneficencia
Particular por Orden del Ministerio de Asuntos Sociales. [...].
[...] de los 25 vocales del patronato, 13 están reservados para representantes de la cor-
poración de invidentes, por lo que queda garantizado que le Patronato nunca tomará deci-
siones que puedan perjudicar al organismo fundador. [...], frente a otros colectivos de
minusválidos, entre las actividades comerciales que la Fundación ONCE pudiera empren-
der para el logro de sus objetivos, quedan expresamente excluidas las relaciones con el mer-
cado de los juegos de azar (art. 10). [...] porque tiene como uno de sus objetivos priorita-
rios el que dichos disminuidos encuentren una ocupación, pero que sea distinta de la venta
de un cupón competidor del vendido por los faltos de vista. [...].
190 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 759-762.
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La creación de empleo por la Fundación ONCE se ha instrumentalizado a través de
Fundosa Grupo S.A.; un Negociado que opera como sociedad de cartera de un grupo
empresarial que en 1995 engloba a 47 entidades».
La historia demuestra que esta convivencia, aun en el seno de organizaciones en las
que confluyen todos los sectores implicados, puede ser objeto de instrumentalización
en uno u otro sentido, dependiendo de las circunstancias.
3. Fundación ONCE.
3.1. Nacimiento de la fundación.
La ONCE creo dos instituciones. Una fue el holding empresarial ONCE, con fines lucrati-
vos. La otra, fue la fundación ONCE, con objeto de convertirla en una herramienta para la cons-
trucción y desarrollo de programas orientados a la integración social de las personas con disca-
pacidad, especialmente, en cuanto a la eliminación de barreras, lo que hay denominamos como
promoción de medidas de accesibilidad universal y, por otra parte orientadas a la integración
laboral del colectivo. Para ello era necesario generar iniciativas empresariales diversificadas,
específicamente concebidas para la generación de empleo para los minusválidos191.
191 Ibídem, p. 788. En las pp. 806-812 precisa: «[...]. Las subvenciones gubernamentales a la Fundación ONCE son
motivo de muchas críticas, que en algunos sectores empresariales se lanzan contra el holding de este órgano tiflológico,
al que se acusa de estar falseando la libre competencia y de adulterar los fines para los que fue concebido el colectivo
de invidentes, no queriendo reconocer que, prioritariamente, la Fundación ONCE tiene un cometido benéfico-social,
proporcionando un empleo y un jornal a personas discapacitadas, a quienes se rechaza en casi todas las empresas; [...].
La nueva tienda inaugurada en Madrid pertenece a la división de accesibilidad de la Fundación ONCE, participando en
este negocio tres empresas diferentes, que se ocupan del asesoramiento y prestación de servicios a personas con disca-
pacidad. Se trata de "Técnicas S.A.", la mayor exposición de artículos de ortopedia, rehabilitación y ayudas técnicas a
minusválidos; "Eurotaxis S.A.", cuyo principal objetivo es investigar y desarrollar vehículos adaptados para el transpor-
te de personas con problemas de movilidad, así como su comercialización y asesoramiento; y "Desarrollos Vía Libre
S.L.", que soluciona problemas de accesibilidad, eliminando barreras arquitectónicas en hospitales, ambulatorios, cen-
tros educativos, museos, etc. [...].
Los dos grandes objetivos de la Fundación ONCE, insistimos, son el empleo de los minusválidos y la eli-
minación de toda clase de barreras [...].
Esta fue la razón de que idease la Fundación ONCE, el programa "Integración Laboral en Grandes Empresas"
(ILGE), que consiste en llegar a acuerdos con grandes empresarios, con empresas o grupos para hacer proyectos
conjuntos desde una actitud muy abierta de la Organización Nacional de Ciegos Españoles con el fin de generar
empleo para minusválidos. El socio asume la tecnología, los aspectos industriales, el control de la calidad, la
comercialización, pues él es quien tiene solvencia en el negocio; y la fundación ONCE aporta el capital humano,
el asesoramiento pertinente a los posibles trabajadores admitidos en una empresa y al que va a ser su nuevo jefe,
para evitar malos entendidos. La Fundación ONCE selecciona al futuro personal, al que imparte un cursillo indi-
vidualizado de capacitación para el empleo que se le ofrece; y ella gestiona y resuelve cuantos problemas pueda
plantear la contratación laboral de un minusválido y su comportamiento profesional en el trabajo. [...].
La Fundación ONCE no puede ni debe aspirar a dar respuesta favorable a todos los problemas de los dis-
capacitados, porque eso deben hacerlo las Administraciones Públicas y la Organización Nacional de
Ciegos Españoles actuará en un régimen de complementariedad. [...]».
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En Febrero de 1989 acordó el Consejo General de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles crear una sociedad instrumental, llamada Fundosa Grupo S.A., que facilitaría a la
Fundación ONCE la integración social y laboral de las personas disminuidas física, psíquica
y sensorialmente, la cooperación con las instituciones y asociaciones interesadas en resolver
satisfactoria y definitivamente la problemática de los minusválidos, tratando de que no desa-
parecieran los puestos de trabajo ocupados por los discapacitados y fomentando la creación
de empleo para estas personas. Fundosa Grupo S.A. estaría destinada a ser la cabecera del
holding empresarial que debería montar y mantener la fundación ONCE con un determina-
do porcentaje de trabajadores minusválidos en su plantilla; actuando Fundosa Grupo, S.A.
como ente operativo para que aquélla alcance los objetivos impuestos192 193.
192 Ibídem, pp. 817-819. Además señala que «desde el año 1989, las empresas de Fundosa Grupo S.A. se
agrupan en las cuatro áreas o divisiones siguientes:
a) División de servicios.
b) División industrial.
c) División de accesibilidad.
d) División de cartera.
En 1995 las principales empresas de Fundosa Grupo S.A. integradas en cada uno de estos sectores o áreas
eran, entre otras, las siguientes:
División de Servicios.
· Flisa (Fundosa Lavanderías Industriales, S.A.).

· Fundosa Galenas, S.A.

· Fucoda, S.A. (Fundosa Control de Datos).

· Sertel, S.A. (Servicio Telemarketing).
· Fundosa Social Consulting. S.A.

· Fundosa Aparcamientos S.A.
· Elde S.A. (Escuela Libre de Derecho y Economía).

· Servi Bread, S.L.

Servionce es la empresa cabecera de la división de servicios, división que es la joya más preciada de la
corona de Fundosa Grupo S.A.
División Industrial.
· Fulpresa (Fundosa Ultracongelados y Precocinados, S.A.).

· Sadepan, S.A,
· Hornos de Lamastelle.

· Proden-92, S.A.
· C.E.E. Indonce.
· Finca "El Rey".

· Columbia.
· International Austral Sport, S.A.

· C.E.E. "Las Cinco Llagas" (Cecillasa) S.A. (ropa de trabajo).
· Coral Balear.
· Zonatrón-Sogitec, S.A.
División de Accesibilidad.
· Tecnic Aid, S.A., cabecera de la división.

· Desarrollos Vía Libre, S.L.

· Fundosa Eurotaxi, S.A.
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La Fundación ONCE se presenta ante la sociedad como un instrumento de coopera-
ción y solidaridad de los ciegos españoles hacia otros colectivos de personas con disca-
pacidad para la mejora de sus condiciones de vida.
En su patronato están presentes:
· COCEMFE (Confederación Coordinadora Estatal de Minusválidos Físicos de España).
· FEAPS (Confederación Española de Organizaciones a Favor de las Personas con
Discapacidad Intelectual).

· CNSE (Confederación Nacional de Sordos de España).
· FIAPAS (Confederación Española de Asociaciones de de Padres y Amigos de los Sordos).
· CERMI (Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad)194, platafor-
· Ciberveu, S.A.
División de Cartera
· Gureak (Talleres protegidos).

· Kaltea (Trabajo en empresas de Guipúzcoa).
· Galega de Granito, S.A.

· Seguronce.
· Oncedisa.
· Aplicsa (Aplicaciones del Corcho, S.A.).
-T.C.-11.
· C.E.E. Pilsa (Proyectos Integrales de Limpieza).
· Grupo Universal de Emisoras "Radio Amanecer".
· Servimedia.
· IDEA (Iniciativas de Empleo Andaluzas).

· Erosme.
· Deflor».
Esta relación está actualizada en este trabajo en páginas posteriores, y la comparación nos permitirá com-
probar la evolución experimentada.
193
Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c, p. 186: «La fórmula organizativa adoptada es la de centro de empleo protegido, con personalidad jurí-
dica de sociedad anónima. Esta combinación es experimentada de forma significativa por primera vez con
Fundosa, para conseguir compaginar las ayudas públicas establecidas a los centros de empleo protegido,
con las exigencias de eficacia y rentabilidad que son consustanciales a las sociedades anónimas.
La elección de la calificación administrativa de centro de empleo representa el compromiso legal de que
al menos un 75% de los trabajadores tengan que ser personas con minusvalías».
194
Vide Fundación ONCE, Guía de la discapacidad, Fundación ONCE, Madrid, 2004, pp. 21-45, donde
detalla quien compone CERMI y las distintas asociaciones que están representadas:
«Las distintas organizaciones, que representan a cada tipo de discapacidad, integran una plataforma de
intereses comunes para actuar ante las Administraciones Públicas, las Instituciones y la sociedad en gene-
ral: el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI). Además de la ONCE,
están representadas en el CERMI las distintas Asociaciones.
COCEMFE (Confederación Coordinadora Estatal de Minusválidos Físicos de España). COCEMFE gestio-
na y desarrolla diversos programas destinados a mejorar las condiciones de vida de las personas con dis-
capacidad física y orgánica. Además, ofrece a las Entidades que la integran servicios de asesoría en mate-
ria jurídica, técnica y económica, presentación de proyectos e información continuada.
FEAPS (Confederación Española de Organizaciones a favor de las Personas con Discapacidad Intelectual).
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ma que agrupa a las principales organizaciones de discapacitados de España, muchas de ellas
de carácter autonómico, y que reúne a más de 2.000 asociaciones y entidades, que represen-
tan a los 3,5 millones de personas con discapacidad que existen en nuestro país.
Creada hace 40 años, está formada por padres madres y familiares de personas con discapacidad intelectual, y
cuenta entre sus asociados con personas y entidades colaboradoras que apoyan e impulsan sus proyectos, como
la Fundación ONCE. Es un amplio movimiento de base civil, articulado en Federaciones por Comunidades
Autónomas.
La misión del movimiento FEAPS es mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad intelec-
tual y la de sus familias. Todo su quehacer gira en torno a esa finalidad y a los valores que le dan sentido.
Es decir, contestando a la pregunta "¿qué debemos hacer para mejorar sus condiciones de vida?", la
respuesta ha sido siempre y lo sigue siendo ahora: "trabajar, eficazmente en campos tales como legis-
lación, educación, empleo, vida autónoma, etc.".
CNSE (Confederación Nacional de Sordos de España). La labor fundamental de la CNSE es velar por el
bienestar de las personas sordas de este país. Luchar por que se reconozca legal y socialmente la Lengua
de Signos Española y la Lengua de Signos Catalana en el ámbito de Cataluña, cambiar las leyes que nos
discriminan, promover la educación, la formación, la cultura y el empleo son las principales tarcas de una
organización que busca, por encima de todo, la participación en igualdad de las personas sordas.
FIAPAS (Confederación Española de Asociaciones de Padres y Amigos de los Sordos). FIAPAS es una
entidad de ámbito nacional que surgió hace más de 25 años para dar respuesta a las necesidades que tiene
la familia del discapacitado auditivo y del propio afectado. Cuenta en la actualidad con 47 Asociaciones de
Padres, junto a las que se están incorporando las distintas Federaciones Autonómicas.
ASPACE (Confederación Española de Federaciones y Asociaciones de Atención a las Personas con Parálisis
Cerebral y Afines). ASPACE agrupa a las principales Entidades de Atención a la Parálisis Cerebral en España.
Intentan mejorar la calidad de vida de las personas con parálisis cerebral y la de sus familias. Para ello, tienen cerca
de 1.300 profesionales, trabajando en sus distintos centros atendiendo directamente a 4.000 afectados.
FEAFES (Confederación Española de Agrupaciones de Familiares y Enfermos Mentales). FEAFES agru-
pa a 175 Entidades, Federaciones y Asociaciones en todo el territorio nacional. Es miembro de destacadas
Federaciones Internacionales.
PREDIF (Plataforma Representativa Estatal de Discapacitados Físicos). PREDIF es una Asociación de
ámbito estatal, que agrupa a las dos grandes Federaciones de personas con discapacidad física gravemen-
te afectadas en España: Federación Nacional de ASPAYM (Asociación de Lesionados Medulares y
Grandes Minusválidos Físicos) y COAMFICOA (Coordinadora y Asociaciones de Minusválidos Físicos
de las Comunidades Autónomas de España).
FEISD (Federación Española de Instituciones para el Síndrome de Down). FEISD agrupa a las Instituciones espa-
ñolas que trabajan para mejorar la calidad de vida de las personas con Síndrome de Down y de sus familias.
CAE (Confederación Autismo España). Hoy, la Confederación Autismo España está integrada por casi 50
Entidades implantadas por todo el territorio español. Préstamos, servicios y atención de carácter pedagó-
gico, científico, educativo, asistencial y de ocio y tiempo libre a personas con autismo y sus familias.
FESPAU (Federación Española de Asociaciones de Padres de Autistas). Se trata de 15 Asociaciones de Padres
que representan el colectivo de autistas y otros trastornos generalizados del desarrollo y en este momento repre-
sentan a más de mil familias repartidas por diversas Comunidades Autónomas con un objetivo común: mejorar la
calidad de vida de las personas con autismo y la de sus familias, apoyar y promover la investigación y el estudio
en este campo y fomentar la creación de nuevas Asociaciones en todo el territorio español.
FEDER (Federación Española de Enfermedades Raras). Se constituyó el 17 de abril de 1999, formada por
Asociaciones y Entidades sin ánimo de lucro que se ocupan de la atención a enfermedades de baja incidencia.
FEDACE (Federación Española de Daños Cerebrales). Compuesta por más de 20 Asociaciones Provinciales que
agrupan a más de 4.000 familias, FEDACE nació en 1995 para ofrecer su apoyo y colaboración a los afectados por
Lesiones Cerebrales, así como para poner de manifiesto las carencias que sufren en su asistencia sanitaria y social».
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La principal fuente de financiación de la Fundación ONCE para cada ejercicio pro-
viene del 3% (este porcentaje puede llegar al 5%) de los ingresos brutos obtenidos con
la comercialización del cupón de la ONCE. Esta cifra ascendió a 68.980.218,89 euros,
supone un euro de cada tres de los que la ONCE dedica a servicios sociales195.
Con ánimo de corresponsabilidad la Fundación ONCE promueve que las
Administraciones participen en programas específicos a favor de las personas con discapaci-
dad. De ahí que firme convenios con distintas Administraciones, como el convenio de acce-
sibilidad con el IMSERSO o su participación durante el período 2000-2006 en la gestión del
programa operativo "Lucha contra la discriminación" de la Unión Europea.
3.2. Objetivos y líneas de actuación: enumeración.
El objetivo principal de la Fundación ONCE consiste en la realización de programas
de integración laboral -empleo y formación para personas con discapacidad- y la acce-
sibilidad global, para contribuir a la integración social de las personas con discapacidad
y a la mejora de su calidad de vida promoviendo la creación de entornos, productos y
servicios globalmente accesibles.
Son beneficiarios potenciales de la Fundación cualquier persona de nacionalidad
española afectada de discapacidad física, psíquica, sensorial o mental, conforme a la
regulación y calificación legal vigente de las minusvalías. También pueden ser benefi-
ciarías potenciales las entidades de nacionalidad española, dotadas de personalidad jurí-
dica, que desarrollan una actividad coincidente con la que lleva a cabo la Fundación
ONCE, de acuerdo con lo establecido en los Estatutos. Puede extenderse la acción pro-
tectora de la Fundación, previo acuerdo de su patronato y a propuesta de la comisión
permanente, a personas naturales o jurídicas de distinta nacionalidad en quienes concu-
rran los requisitos citados anteriormente. Los beneficiarios deben reunir, además, aque-
llas otras condiciones establecidas específicamente en los diferentes planes y progra-
mas que apruebe el patronato de la Fundación ONCE o su comisión permanente.
El segundo objetivo se centra en la accesibilidad, y cobra especial relevancia el Plan
estratégico de accesibilidad 2003-2008.
 Vide Memoria anual Fundación ONCE correspondiente al año 2003, p. 13.
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3.3. Empleo y formación.
3.3.1. Aspecto cuantitativo196.
La Fundación ONCE tiene como máxima prioridad la creación de empleo para las per-
sonas con discapacidad y esta actitud es lógica consecuencia del convencimiento de que
las personas con discapacidad sólo pueden alcanzar la plena integración social a través de la
inserción laboral197. Esta premisa lleva a la Fundación ONCE a dedicar cerca del 70% de su
presupuesto al plan de inserción laboral y formación para el empleo. En cifras absolutas, y
tal y como refleja la memoria de la fundación correspondiente al año 2003, se destinaron
60.430.325 euros a proyectos de formación y de creación y consolidación de empleo.
196 Vide diario El País de 24 de septiembre de 1999, "La ONCE creó 26.000 empleos en 10 años". Vide
diario El País de 2 de octubre de 1999, "Una empresa de Ford, Industria y la ONCE ocupará a discapaci-
tados": «La multinacional Ford, la Consejería de Industria y la Fundación ONCE han acordado crear una
empresa que dará empleo a discapacitados. La firma que se ubicará en el Parque Industrial Juan Carlos I
de Almusafes, realizará trabajos de montaje de piezas del sector automovilístico, encargos que recibirán
tanto de Ford como del resto de empresas ubicadas en el parque. [...]. El acuerdo que fue rubricado ayer,
recogerá la inquietud de los trabajadores de la factoría de Ford que tienen hijos con deficiencias, ya que
serán el objetivo prioritario a la hora de contratar empleados».
197 Vide Fundación ONCE, Mapa de oportunidades para el empleo de las personas con discapacidad,
Fundación ONCE, Madrid, 2003, pp. 6-7: «La situación real del empleo del colectivo de personas con dis-
capacidades aún poco conocida, debido tanto a la falta de datos contrastados como a la dispersión de la
información. Los datos oficiales más recientes se remiten a la Encuesta sobre Discapacidades, Deficiencias
y Estado de Salud de 1999, realizada por el Instituto Nacional de Estadística en colaboración con el
IMSERSO y la propia Fundación ONCE. Según este estudio, el total de personas con discapacidad en
España se sitúa en 3.528.221, lo que representa un 9% de la población. De éstas, 1.337.708 están en edad
laboral, aunque sólo 431.841 son personas activas -319.185 trabajan y 112.656 están en desempleo-. La
tasa de paro, por lo tanto, se sitúa en un 26,1%, el doble de la tasa de paro de la población en general.
La situación del colectivo se caracteriza por su escasa participación en la actividad económica, sobre todo en el
caso de las personas más severamente afectadas y de las mujeres, en particular las de mayor edad. Además de esa
baja participación, que constituye el elemento cuantitativo del problema de empleo de las personas con discapa-
cidad, existe también una dimensión cualitativa que los escasos datos disponibles permiten vislumbrar y que se
traduce en que, en muchos casos, los empleos a los que acceden las personas con discapacidad son poco cualifi-
cados, mal retribuidos y en ocasiones de subempleo más o menos encubierto. Las carencias de formación en el
conjunto del colectivo, son uno de los factores fundamentales que explican esta situación
Sin embargo, también es cierto que muchas personas con discapacidad están suficientemente preparadas
para acceder a. un empleo competitivo por cuenta ajena, en las empresas privadas o en el sector público, o
bien para establecerse como trabajadores autónomos con negocios viables. No obstante, se enfrentan a cir-
cunstancias que dificultan su inserción laboral, como la falta de puestos de trabajo adaptados, el coste de
adaptación, la existencia de barreras arquitectónicas y de comunicación que obstaculizan la accesibilidad
al medio laboral, la falta de un capital inicial para poner en marcha un negocio o la existencia de prejui-
cios infundados acerca de su rendimiento, debidos a la falta de información sobre sus potencialidades ocu-
pacionales. Cuando junto con la discapacidad concurren otras circunstancias, como la baja formación, la
falta de experiencia profesional, el desempleo de larga duración o una edad elevada, las dificultades para
encontrar y conservar empleo se incrementan en gran medida».
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La creación de este empleo para personas con discapacidad se lleva a cabo fundamental-
mente a través de: ocupación de puestos de trabajo en las empresas del grupo Fundosa, ya sean
filiales o participadas; colaboración con empresas ordinarias y otos operadores económicos;
cooperación con otras organizaciones de personas con discapacidad; fomento del autoempleo.
En el desarrollo de este objetivo prioritario, la Fundación ONCE puso en marcha en 1997
el denominado "Plan 5000", encaminado a crear 5.000 puestos de trabajo, así como a reali-
zar 10.000 acciones formativas para personas con discapacidad durante el cuatrienio 1997-
2000. Los resultados del plan desbordaron las expectativas más optimistas, y en los dos pri-
meros años (1997-1998) quedaron ya rebasadas las cifras establecidas.
En 1999 se firma con el Gobierno de la Nación un segundo Acuerdo General sobre
Cooperación, Solidaridad y Competitividad para la estabilidad del futuro de la ONCE. En
este acuerdo se fijaron los nuevos objetivos sociales en materia de formación y empleo de
personas con discapacidad para el período 1999-2008 que se plasmaron en el denominado
"Plan 20.000/40.000". En este plan se plantea como objetivo la creación de 20.000 puestos
de trabajo para personas con discapacidad y la realización de 40.000 acciones formativas,
tanto en materia de formación profesional, como de formación ocupacional y continua.
Para la consecución de los objetivos sociales de este plan, se establecieron unas vías
estratégicas que profundizan en lo ya desarrollado en el "Plan 5000", mejorándolas y
haciendo hincapié en la formación, especialmente en aquella orientada a la inserción labo-
ral concreta. Dentro de este plan, entendido como un mandato estratégico para todo el
Grupo ONCE, la Fundación ONCE adquirió el compromiso de crear 13.000 puestos de tra-
bajo y realizar 18.000 acciones formativas en el decenio 1999-2008. En los cinco primeros
años de ejecución de este plan, el total de puestos de trabajo y plazas ocupacionales para
personas con discapacidad creados como resultado de la actuación de Fundación ONCE ha
sido de 20.885, lo cual supone la superación del objetivo global que el Área de Fundación
ONCE tenía asignado. En el mismo periodo se llevaron a cabo 28.240 acciones formativas.
Tal y como refleja la propia memoria de la Fundación ONCE correspondiente al año
2003, el desglose de creación de empleo 1988-2003 ha sido:
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	Empleo para personas con discapacidad
	

	En empresas de! Grupo
	8.326

	Transiciones externas198
	204

	Proyectos de terceros199
	11.245

	Intermediación laboral
	8.891

	Autoempleo
	607

	Plazas ocupacionales
	15.227

	Total
	44.500

	Empleo para personas sin discapacidad
	

	Empresas del Grupo
	3.244

	Proyectos de terceros
	1.645

	Total
	4.889

	Total empleos creados
	49.389


3.3.2. Aspecto cualitativo: una apuesta por el empleo de calidad200.
La Fundación ONCE se ha planteado mejorar cualitativamente el empleo para per-
sonas con discapacidad, sin perder de vista en ningún caso el objetivo cuantitativo201.
Esta mejora cualitativa se procura en dos aspectos: en los puestos de trabajo y en el
acceso al empleo de colectivos de discapacitados con especiales dificultades de inser-
ción, como son las mujeres, los jóvenes, los mayores de 45 años, tetrapléjicos, discapa-
citados intelectuales y enfermos mentales, entre otros. Todos ellos deben añadir a su
discapacidad la problemática de su condición particular al acceder a un empleo202.
La mejora cualitativa en los puestos de trabajo se lleva a cabo mediante el diseño de
planes de carreras personalizados, un especial esfuerzo en la estabilidad del empleo crea-
do, la correcta adaptación y ergonomía de los puestos de trabajo, la investigación de nue-
198 Transiciones externas: la incorporación de un trabajador a un centro especial de empleo del grupo fundosa o a
una empresa ordinaria externa.
199
Proyectos de terceros: son proyectos de otros agentes, la mayoría de ellos del movimiento asociativo
de la discapacidad, subvencionados por Fundación ONCE.
200
Vide Memoria Fundación ONCE año 2003, pp. 33-35.
201 Vide diario El País de 6 de junio de 1998, "Hay que dar un vuelco a la formación laboral de los ciegos".
202 Vide Fundación ONCE, Mapa de oportunidades para el empleo de las personas con discapacidad,
Fundación ONCE, Madrid, 2003, p. 17: «Sin embargo, a pesar de los avances, la situación actual dista mucho de
poder ser considerada ejemplar, pues en la práctica, la mayor parte de las personas con discapacidad no partici-
pan, en igualdad de oportunidades, de dos de los principales dispositivos de integración social: la educación y el
acceso al trabajo». En la p. 18 se determinan los obstáculos para la inserción laboral en los siguientes términos:
«Los resultados de la investigación manifiestan la existencia de grandes obstáculos en la inserción laboral de las
personas con discapacidad que se articulan alrededor de cuatro grandes ejes: - Las barreras "personales" del pro-
pio colectivo y su entorno más cercano. - Las barreras educativas (- Bajo nivel de formación del conjunto del
colectivo. - las deficiencias de los procesos de formación ocupacional). - Las barreras y resistencias del medio
empresarial. - Las deficiencias en las vías de tránsito del empleo protegido al empleo ordinario».
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vos nichos de empleo, etc. Este propósito demanda una mejor formación, condición
imprescindible para el acceso a puestos más cualificados.
Además la Fundación ONCE ha continuado gestionando el "Programa Operativo de
Lucha Contra la Discriminación". La misión del proyecto es paliar la discriminación social
y laboral del colectivo de las personas con discapacidad e impulsar su integración, mediante
acciones de sensibilización, mejora de las condiciones de empleabilidad y medios propios a
través de empresas participadas al 100% por la Fundación ONCE: fundosa social consulting
(FSC), en la intermediación laboral y en la gestión de acciones formativas203; teleservicios,
en el área de nuevas tecnologías; servimedia, en las acciones de comunicación.
3.3.3.
Acciones de mejora de la empleabilidad.
Son las dirigidas a salvar los déficit de partida de los demandantes mediante accio-
nes de desarrollo de habilidades y adquisición de conocimientos y destrezas profesio-
nales. Son especialmente relevantes las acciones de formación ocupacional diseñadas
en función, y a la medida, de las necesidades del mercado de trabajo,
Una de las limitaciones detectadas entre el colectivo de demandantes de empleo con
discapacidad, y también la más recurrente, es la baja cualificación que acompaña a
muchas de las personas que buscan un empleo. Este déficit opera en una doble dimen-
sión: por un lado, aboca a trabajos de baja remuneración y, frecuentemente, poco gra-
tificantes; por otro, condiciona las posibilidades de acceder al mercado del empleo. Por
ello es imprescindible actuar sobre la cualificación profesional de los desempleados.
3.3.4.
Intermediación laboral.
La intermediación laboral constituye el núcleo central del sistema de intervención,
y su objetivo es la localización del candidato más adecuado para cada oferta de traba-
203 Ibídem, p. 21: «Las deficiencias en la formación ocupacional tienen que ver con:
· Un diseño inadecuado y obsoleto de los planes de formación: suelen cubrir un espectro de opciones pro-
fesionales excesivamente homogéneo, tradicional y poco dinámico, que no se ajusta a las tendencias y
demandas actuales del mercado laboral.
· La formación está muy poco adaptada a la diversidad del colectivo y a las necesidades individuales de
las personas. Esta homogeneidad tiende a frustrar a las personas con más limitaciones, y aburre y desmo-
tiva a otras con capacidades de aprendizaje más rápido.
· Se produce con excesiva frecuencia una "inflación del periodo formativo que se convierte así en una
actividad ocupacional en sí misma, mientras se espera la consecución de un trabajo. Los períodos de for-
mación largos, cuando no están sustentados sobre un objetivo profesional definido y consensuado con la
persona demandante de empleo, suelen provocar desánimo y frustración. Además se produce una sobrea-
daptación del colectivo al ámbito institucional-asistencial que ofrece este tipo de formación, lo cual actúa
en contra de la adquisición de autonomía y autoestima por parte de las personas con discapacidad».
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jo. La Fundación ONCE, a través de FSC, procede a la captación de ofertas, al análisis
exhaustivo de los puestos de trabajo, a la búsqueda de candidatos adecuados, a la rea-
lización de procesos rigurosos de selección y a su presentación a los empleadores ase-
sorando en el proceso de contratación e incorporación a la empresa204.
3.3.5. Autoempleo.
Dentro del sistema la Fundación atiende, como un subtipo que presenta necesidades
especiales, al colectivo de potenciales emprendedores, que cuenta con formación y ase-
soramiento específico en el proceso de creación de su propio puesto de trabajo y de
puesta en marcha de su iniciativa empresarial.
La Fundación ONCE, a través del "Programa Operativo", cofinanciado por el Fondo
Social Europeo, fomenta el autoempleo como vía de inserción laboral de las personas
con discapacidad, que se convierten así en los artífices de su propio empleo, impulsa-
das por el desarrollo de actividades útiles para la sociedad.
El fomento de la inserción laboral a través del autoempleo provoca la necesi-
dad de articular planes formativos que capaciten la puesta en marcha de nuevos
proyectos empresariales. Por ello se ha firmado un convenio con el Consejo
Superior de Cámaras de Comercio, para intentar dotar al colectivo de habilidades
personales, herramientas de gestión y conocimientos empresariales, para que sean
gestores de su propio negocio.
Los cursos para emprendedores, impartidos por el Instituto Cameral para la
Creación y Desarrollo de Empresas (INCYDE) y coordinados por Fundosa Social
Consulting (FSC), tienen como finalidad que el alumno consiga desarrollar un
proyecto viable a partir de su idea inicial de negocio. Esta acción contempla, el
estudio personalizado de cada caso y la prestación de tutorías individuales en
204 Ibídem, pp. 21-22: «Las resistencias del empresariado a la contratación de personas con discapacidad
tienen que ver con los siguientes aspectos:
· El alejamiento que 1 concepto de "discapacidad" supone de los valores dominantes y deseados en una
sociedad productiva y competitiva como la nuestra. Los estereotipos sobre la discapacidad (incompeten-
cia, falta de flexibilidad, etc.).

· La no visibilidad, la significativa falta de presencia del colectivo en el mercado de trabajo (la contrata-
ción de una persona discapacitada resulta una opción que se contempla excepcionalmente en las seleccio-
nes de personal).

· La falta de conocimiento de los empresarios empresarias de las ayudas económicas y del propio proce-
so de inserción. Por ejemplo, cuando el empresario se enfrenta con la posibilidad de contratar una perso-
na con discapacidad piensa que es el puesto de trabajo el que se tiene que adaptar al discapacitado. Desde
ahí se proyectan frenos por razón de pérdida de productividad, complicación de las tareas comunes con
otros operarios, etc.».
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apoyo de cada proyecto. Estas tutorías individualizadas se mantienen hasta la defi-
nitiva implantación de la nueva empresa y durante dos años más.
3.3.6.
Cooperación con agentes sociales.
El sistema se completa mediante el desarrollo de políticas de cooperación y alianzas con
operadores públicos y privados que prestan su colaboración en acciones de creación de
empleo directo e indirecto para personas con discapacidad205. En este marco, Fundación
ONCE ejecuta el programa INSERTA con grandes empresas.
3.3.7.
Programa INSERTA.
El programa INSERTA es un instrumento destinado a introducir empleados discapa-
citados en empresas acreditadas de muy distintos sectores de actividad, ajenos al entor-
no de la Fundación ONCE206. El concepto de fondo de este programa es llegar a un
acuerdo de colaboración entre la Fundación ONCE y cualquier empresa solvente que
tenga el propósito de crear nuevos empleos. A estas empresas se les ofrece, desde el ase-
soramiento para la selección y formación de los candidatos discapacitados, la obtención
de subvenciones públicas existentes por su contratación, hasta las aportaciones econó-
micas -bien en capital, bien mediante otras fórmulas- para la puesta en marcha de ini-
205 Vide Fundación ONCE, "Acuerdo de colaboración entre Fundación ONCE y MRW", Nosotros, 57,
(2005), p. 3. Es el tercer acuerdo que suscriben ambas entidades para impulsar la integración laboral de las
personas con discapacidad.
206 Vide Fundación ONCE, Mapa de oportunidades para el empleo de las personas con discapacidad,
Fundación ONCE, Madrid, 2003, p. 23: «Dentro de la problemática del acceso al ámbito del empleo ordi-
nario, los expertos en integración entrevistados coinciden en valorar de forma crítica la eficacia de los
Centros Especiales de Empleo, como vía de tránsito hacia la empresa ordinaria.
Existe consenso en valorar que los CEEs cumplen una importantísima función como espacios de inserción
laboral para quienes, por su grado de discapacidad, se ven objetivamente limitados para acceder al empleo
ordinario. El trabajo en ellos, permite a la persona con discapacidad desenvolverse en un entorno laboral
seguro, concebido a su medida; le otorga una fuente de ingresos y le ayuda a adoptar una actitud preacti-
va con la que gana en autoestima y autonomía, le da acceso a un entrenamiento que le permitirá luego rea-
lizar una adaptación al entorno ordinario menos traumática y más exitosa. Es decir, su función como ámbi-
to de empleo protegido está totalmente cubierta de forma satisfactoria.
Sin embargo, existe también un amplio consenso entre los expertos que señala que los CEEs fallan en su
función de ser "puente" para la integración de muchas personas con discapacidad que serían empleables
en el mercado ordinario. La principal explicación se refiere a la tensión que se produce entre los dos roles
del Centro Especial de Empleo: el empresarial y el social Su viabilidad en el mercado y la supervivencia
económica les exige forzar su competitividad siguiendo los comportamientos que rigen en la empresa ordi-
naria: quedarse con los mejores. Así, se tiende a asegurar los niveles de competitividad con plantillas esta-
bles de personas que podrían estar trabajando en el empleo ordinario, impidiendo o limitando de esta mane-
ra tanto el acceso de éstos al mercado ordinario como la integración de personas nuevas a los Centros
Especiales de Empleo».
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ciativas destinadas a la creación de empleo para discapacitados. Se trata de un plan "a
medida", en el que los empresarios pueden elegir en qué grado aceptan la participación
y colaboración de la Fundación ONCE207.
Este programa facilita asimismo, el cumplimiento de las obligaciones empresariales
de reserva de puestos de trabajo para personas con discapacidad mediante la aplicación
de las medidas alternativas a dicha obligación y reguladas en el Real Decreto 364/2005,
de 8 de abril, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, por el que se regula el cum-
plimiento alternativo con carácter excepcional de la cuota de reserva a favor de los tra-
bajadores con discapacidad (BOE de 20 de abril, núm. 94). Se trata de posibilitar la cre-
ación indirecta de empleo para el colectivo a través de la compra de bienes y servicios
producidos o prestados por centros especiales de empleo208.
3.3.8. Auditoria social.
La Fundación ONCE utiliza desde el año 1997 las auditorias como técnica de con-
traste y verificación por un tercero independiente de los resultados sociales. De esta
manera la consultora elegida emite un informe de validación de las cifras de empleos,
plazas ocupacionales y alumnos formados, informe que la Fundación hace público
como resultado de su actividad.
207 Vide Memoria Fundación ONCE año 2003, p. 42: «Durante el 2003 se han adherido al programa
INSERTA las empresas Ferrovial y Fiat.
Mediante dicho acuerdo, Ferrovial pondrá en marcha distintas acciones que promuevan la inserción labo-
ral de personas con discapacidad, en el seno de las empresas que integran Ferroser y sus UTES, y todas
aquellas que en un futuro pudieran incorporarse a la misma. Asimismo, el acuerdo prevé la incorporación
de 45 trabajadores discapacitados a la plantilla de Ferroser en un plazo máximo de 36 meses. Fundación
ONCE se compromete a prestar asesoramiento en actividades de formación, cuafificación, selección e
intermediación laboral, así como en materia de ayudas y subvenciones, accesibilidad y adaptación de pues-
tos de trabajo.
En el acuerdo con Fiat, la colaboración entre ambas entidades permitirá a Fiat alcanzar el 2% de reserva
de empleo para personas con discapacidad, favoreciendo la inserción laboral del colectivo, y a los conduc-
tores con discapacidad el asesoramiento sobre el tipo de vehículo y adaptación que más les convenga».
208 Con el fin de impulsar esta vía de empleo, el Grupo Fundosa ha puesto en marcha en el año 2001 la
unidad de medidas alternativas. De este modo se proporciona a los empresarios vías para el cumplimiento
de las disposiciones legales que rigen en nuestro país, a fin de potenciar e impulsar la generación de empleo
y la plena integración de personas con discapacidad.
El punto de partida se produce en 1982, año en el que se aprueba la Ley de Integración Social y Laboral del
Minusválido (LISMI), que impone a las empresas de 50 o más trabajadores la obligación de reservar una cuota
del 2% de su plantilla a favor de trabajadores discapacitados. Posteriormente el Real Decreto 27/2000 flexibilizó
la Ley anterior proporcionado a las empresas mecanismos sustitutivos que permitan el cumplimiento de la obli-
gación social en cualquier circunstancia. En fechas recientes, el Real Decreto 364/2005, de 8 de abril, del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, regula el cumplimiento alternativo con carácter excepcional de la cuota
de reserva a favor de los trabajadores con discapacidad (BOE de 20 de abril, núm. 94).
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3.4. Accesibilidad209.
3.4.1. Accesibilidad210 y no discriminación.
La Ley 51/2003, de 2 de diciembre, sobre igualdad de oportunidades, no discrimi-
nación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad211, en su Exposición
de Motivos determina el concepto de accesibilidad y su interrelación con la no discri-
minación en los siguiente términos:
«El concepto de accesibilidad por su parte, está en su origen muy unido al movimiento pro-
movido por algunas organizaciones de personas con discapacidad, organismos internacionales
209
Vide Memoria Fundación ONCE 2003, pp. 61-73.
210
Vide: Antonio MARTÍNEZ HENAREJOS y Otros, Accesibilidad en el medio físico para personas con
ceguera o deficiencia visual, ONCE (Sección de Acción Social e Integración Laboral), Madrid, 1994, 181 pp.;
Pablo MARTÍN ANDRADE, Accesibilidad para personas con ceguera y deficiencia visual, ONCE, Madrid,
1994, 279 pp.; Begoña CONSUEGRA CANO, El acceso al patrimonio histórico de las personas ciegas y defi-
cientes visuales, ONCE (Dirección de Cultura y Deporte), Madrid, 2002, 179 pp.; María Asunción GARCÍA
LUCERGA, El acceso de las personas deficientes visuales al mundo de los museos, ONCE (Sección de Cultura),
Madrid, 1993, 85 pp.; Actas de la sexta conferencia internacional de movilidad, celebrada en Madrid del 9 al 12
de septiembre de 1991, Conferencia internacional de movilidad, 2 Vols., 6a ed., ONCE (Sección de Acción Social
e Integración Laboral), Madrid, 1993,382 y 391 pp., respectivamente.
211
Vide Ley 51/2003, de 2 de diciembre, art. 2:
«Principios. Esta Ley se inspira en los principios de vida independiente, normalización, accesibilidad uni-
versal, diseño para todos, diálogo civil y transversalidad de las políticas en materia de discapacidad.
A estos efectos entiende por:
a) Vida independiente: la situación en la que la persona con discapacidad ejerce el poder de decisión sobre
su propia existencia y participa activamente en la vida de su comunidad, conforme al derecho al libre desa-
rrollo de la personalidad.
b) Normalización: el principio en virtud del cual las personas con discapacidad deben poder llevar una vida
normal accediendo a los mismos lugares, ámbitos, bienes y servicios que está a disposición de cualquier
otra persona.
c) Accesibilidad universal: la condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y ser-
vicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utiliza-
bles y practicables por todas las personas en condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más autó-
noma y natural posible. Presupone la estrategia de "diseño para todos" y se entiende sin perjuicio de los
ajustes razonables que deban adoptarse.
d) Diseño para todos: la actividad por la que se concibe o proyecta, desde el origen y siempre que ello sea
posible, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramien-
tas, de tal forma que puedan ser utilizados por todas las personas, en la mayor extensión posible.
e) Diálogo civil: el principio en virtud del cual las organizaciones representativas de personas con disca-
pacidad y de sus familias participan, en los términos que establecen las leyes y demás disposiciones nor-
mativas en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas oficiales que desarrollan en
la esfera de las personas con discapacidad.
f) Transversalidad de las políticas en materia de discapacidad, el principio en virtud del cual las actuaciones que
desarrollan las Administraciones públicas no se limitan únicamente a planes, programas y acciones específicas,
pensados exclusivamente para estas personas, sino que comprenden las políticas y líneas de acción de carácter
general en cualquiera de los ámbitos de actuación pública, en donde se tendrán en cuenta las necesidades y deman-
das de las personas con discapacidad».
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y expertos en favor del modelo de "vida independiente", que defiende una participación más
activa de estas personas en la comunidad sobre unas bases nuevas: como ciudadanos titulares
de derechos; sujetos activos que ejercen el derecho a tomar decisiones sobre su propia existen-
cia y no meros pacientes o beneficiarios de decisiones ajenas; como personas que tienen espe-
ciales dificultades para satisfacer unas necesidades que son normales, más que personas espe-
ciales con necesidades diferentes al resto de sus conciudadanos y como ciudadanos que para
atender esas necesidades demandan apoyos personales, pero también modificaciones en los
entornos que erradiquen aquellos obstáculos que les impiden su plena participación.
El movimiento en favor de una vida independiente demandó en un primer momento
entornos más practicables. Posteriormente, de este concepto de eliminar barreras físicas se
pasó a demandar "diseño para todos", y no sólo de los entornos, reivindicando finalmente
la "accesibilidad universal" como condición que deben cumplir los entornos, productos y
servicios para que sean comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas.
La no accesibilidad de los entornos, productos y servicios constituye, sin duda, una
forma sutil pero muy eficaz de discriminación, de discriminación indirecta en este caso,
pues genera una desventaja cierta a las personas con discapacidad en relación con aquellas
que no lo son, al igual que ocurre cuando una norma, criterio o práctica trata menos favo-
rablemente a una persona con discapacidad que a otra que no lo es. Convergen así las
corrientes de accesibilidad y de no discriminación»212.
212 Vide Ley 51/2003, de 2 de diciembre, art. 10:
«Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación.
1.
El Gobierno, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las comunidades autónomas y a las corporaciones
locales, regulará unas condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación que garanticen unos mismos nive-
les de igualdad de oportunidades a todos los ciudadanos con discapacidad.
Dicha regulación será gradual en el tiempo y en el alcance y contenido de las obligaciones impuestas y abarcará
a todos los ámbitos y áreas de las enumeradas en el capítulo I.
2.
Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación establecerán, para cada ámbito o área, medidas
concretas para prevenir o suprimir discriminaciones, y para compensar desventajas o dificultades. Se incluirán dis-
posiciones sobre, al menos, los siguientes aspectos:
a) Exigencias de accesibilidad de los edificios y entornos, de los instrumentos, equipos y tecnologías, y de los bie-
nes y productos utilizados en el sector o área. En particular, la supresión de barreras a las instalaciones y la adap-
tación de equipos e instrumentos.
b) Condiciones más favorables en el acceso, participación y utilización de los recursos de cada ámbito o área y
condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas.
c) Apoyos complementarios, tales como ayudas económicas, tecnológicas de apoyo, servicios o tratamientos
especializados y otros servicios personales. En particular, ayudas y servicios auxiliares para la comunicación,
como sistemas aumentativos y alternativos, sistemas de apoyos a la comunicación oral y lengua de signos u otros
dispositivos que permitan la comunicación.
d) La adopción de normas internas en las empresas o centros que promuevan y estimulen la eliminación de des-
ventajas o situaciones generales de discriminación a las personas con discapacidad.
e) Planes y calendario para la implantación de las exigencias de accesibilidad y para el establecimiento de las con-
diciones más favorables y de no discriminación.
f) Medios y recursos humanos y materiales para la promoción de la accesibilidad y la no discriminación en el
ámbito de que se trate.
3.
Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación se establecerán teniendo en cuenta a los diferentes
tipos y grados de discapacidad que deberán orientar- tanto el diseño inicial como los ajustes razonables de los entor-
nos, productos y servicios de cada ámbito de aplicación de la Ley».
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La labor que desarrolla la ONCE, ha sido explicada del siguiente modo:
«Una descripción del tratamiento de las rninusvalías en España no sería completa sin una
referencia a la ONCE, organización que espontáneamente realiza, bajo el protectorado del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, los mayores logros en materia de integración social
de los invidentes, si bien extiende cada vez más su actuación a la atención a todo tipo de dis-
capacitados. La ONCE es actualmente la única Corporación de Derecho Público dedicada a la
protección de las minusvalías. Su carácter corporativo es, precisamente, el impulsor de una
actividad incansable en beneficio de las personas que integran y dirigen la organización. Los
invidentes participan, pues, en forma efectiva, en la programación y desarrollo de su propia
integración»213.
Entre las medidas adoptadas o solicitadas podemos destacar las siguientes: sonorización
de semáforos; sonorización de las cabinas telefónicas; señalización en braille de las botone-
ras de los ascensores; distintas rugosidades en el pavimento de las aceras, que sirvan de
orientación y punto de referencia a los ciegos; información sonora en los diferentes trans-
portes públicos; correcta protección de obras en la vía pública para evitar golpes y caídas;
mejor ubicación de las señalizaciones y del mobiliario urbano con el fin de que no actúen
como obstáculos para la movilidad del ciego; implantación gradual de un sistema sonoro
complementario y paralelo, que permita al invidente acceder a la información que aparece
en las pantallas de la televisión pública y, en su caso, en la privada, conforme lo posibilite
la nueva tecnología; publicación en braille de un importante periódico en las principales ciu-
dades españolas; instalación de cajeros automáticos en braille; facilitar en braille la carta de
los restaurantes más importantes; promulgación de la ley sobre el bastón blanco, favorecien-
do los desplazamientos de los no videntes; en la carrera de magisterio debe introducirse en
la rama de la pedagogía la enseñanza del sistema braille y del lenguaje de los sordomudos;
es imperativo que el Gobierno establezca un sistema de monedas y de billetes bien singula-
rizados para que sean perfecta y fácilmente clasificados por los faltos de vista; debe promul-
garse una ley estatal y un conjunto de normas autonómicas de rango suficiente, que promue-
van y protejan la utilización de perros-guía por personas sin vista, tanto en entornos públi-
cos como privados214.
3.4.2. La segunda prioridad en la actuación de la Fundación ONCE.
La accesibilidad global es, tras la inserción laboral y la formación para el empleo, la
segunda prioridad en la actuación de Fundación ONCE.
213
Vide Santiago MUÑOZ MACHADO, José Luís GARCÍA DELGADO, Luís GONZÁLEZ SEARA
(Directores), Las estructuras del bienestar, Escuela Libre Editorial-Cívitas, Madrid, 1997, p. 638.
214
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 344.
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Cobra especial relevancia la reunión del patronato de la Fundación ONCE celebrada el
19 de diciembre de 2003, en la que se aprobó el nuevo "Plan Estratégico de Accesibilidad"
para el período 2003-2008. El nuevo plan amplia el concepto de accesibilidad como "elimi-
nación de barreras arquitectónicas para personas con movilidad reducida", incorporando nue-
vos enfoques desde la perspectiva de la accesibilidad universal, el diseño para todos y la vida
independiente. Esto le da al concepto "accesibilidad" un valor añadido, englobando además
el anterior215.
La misión del Plan es contribuir a la integración social de las personas con discapa-
cidad y a la mejora de su calidad de vida promoviendo la creación de entornos, produc-
tos y servicios globalmente accesibles. Con esta intención se han definido varias estra-
tegias que ayudarán a alcanzar dicha misión:
· Potenciar, desde una visión transversal de los problemas que afectan a las perso-
nas con distintas discapacidades, los conceptos "accesibilidad universal", "diseño para
todos", y "vida independiente".
· Sensibilizar a la sociedad respecto al nuevo concepto de accesibilidad a través de
la difusión de las actuaciones de Fundación ONCE.

· Contribuir a la difusión del nuevo concepto de "accesibilidad" como una ventaja
competitiva con valor para los agentes que interactúan en el mercado.
· Fomentar la accesibilidad y el uso de las nuevas tecnologías.
Los principios rectores de este Plan son los principios de solidaridad, complementariedad,
cooperación y el principio de optimización de recursos. Cabe destacar el propósito de inter-
venir en la adaptación de puestos de trabajo, en el acceso de las personas con discapacidad al
ocio y a la cultura, y en la creación de entornos accesibles en relación con las tecnologías de
la información y la comunicación. La nueva estrategia en materia de "accesibilidad" prevé,
como algo imprescindible, la cooperación con todos aquellos que puedan influir en los pro-
cesos de cambio hacia la accesibilidad universal y los entornos globalmente accesibles216.
215 Vide diario El País de 9 de septiembre de 1999, "La ONCE ayuda a suprimir barreras arquitectónicas
en Barcelona": «El Ayuntamiento de Barcelona y la ONCE han firmado un convenio por el que en los pró-
ximos cuatro años destinarán 500 millones a eliminar las barreras arquitectónicas en la vía pública y en las
escuelas. La integración laboral de los discapacitados y la eliminación de las barreras arquitectónicas son
los pilares sobre los que pivota la colaboración entre el Ayuntamiento y la ONCE, entidad que considera
que Barcelona tiene una sensibilidad especial a la hora de facilitar los desplazamientos de las personas
disminuidas [...]. El convenio firmado ayer prevé la instalación de nuevos semáforos en la vía pública en
los lugares donde los ciudadanos con deficiencias visuales lo han solicitado. Asimismo se estudia adaptar
el transporte público en los alrededores del nuevo edificio de la ONCE en Poblenou, que albergará las nue-
vas unidades y el centro de producción bibliográfica. [...]».
216 Vide diario El País de 13 de noviembre de 2003, "La ONCE enseña como viven los discapacitados": «La
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Con el nuevo Plan, la Fundación ONCE trata de convertirse en un agente de cono-
cimiento, apoyo y promoción en materia de accesibilidad, complementando las actua-
ciones de la Administración que tiene la responsabilidad directa de favorecer la plena
integración de todos los ciudadanos.
La actividad fundamental de la Fundación ONCE en el área de accesibilidad, duran-
te los últimos dos años, se ha desarrollado básicamente en el marco del Convenio sus-
crito el 24 de julio de 2001 entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales217, a tra-
vés del IMSERSO y la Fundación ONCE, para desarrollar un programa de accesibili-
dad global arquitectónica, urbanística, en la comunicación sensorial, en el transporte,
así como en la sociedad de la información y las nuevas tecnologías218. Aún así, queda
mucho por hacer:
Organización Nacional de Ciegos (ONCE) ha organizado unas jornadas de puertas abiertas con motivo del Año
Europeo de las Personas con Discapacidad. Una inmensa carpa en el paseo de Recoletos ofrece a los visitantes
un paseo por el mundo con el que se enfrentan las personas ciegas o con deficiencia visual, que en la región suman
más de 9.200. En el paseo está presente la tiflotecnología, o la adaptación de las nuevas tecnologías a las necesi-
dades de las personas con discapacidad. Hay lectores de pantalla, dispositivos de voz, sistemas de captura, edi-
ción e impresión de textos [...]. "Estas adaptaciones posibilitan a los ciegos trabajar, estudiar o acceder a la infor-
mación a través del soporte informático, así como navegar en internet por páginas adaptadas", explican los res-
ponsables de la muestra. Fuera de la carpa, unos especialistas hacen exhibiciones del trabajo de los perros-guía.
Además, los visitantes pueden ponerse un antifaz y hacer un circuito de movilidad como si estuviesen ciegos».
217 A través de este Convenio, previsto su desarrollo durante 2001, 2002 y 2003, se han invertido 44,47 millo-
nes de euros y se enmarca, además, dentro de las acciones complementarias del Fondo Europeo de Desarrollo
Regional (FEDER), en el Programa Operativo de "Lucha contra la Discriminación", del Fondo Social Europeo.
A lo largo del año 2003, y en el marco del Convenio, se han llevado a cabo las siguientes actuaciones:
· Se ha acordado la suscripción de un total de 109 convenios de accesibilidad con otros tantos municipios, tanto
para la realización de obras de supresión de barreras arquitectónicas (81), como para la redacción de planes espe-
ciales de accesibilidad (28), los cuales se han llevado a cabo a lo largo del ejercicio 2004.
· Se han finalizado un total de 58 planes de accesibilidad (derivados básicamente de convenios firmados a fina-
les de 2002).
· Se ha procedido a la sonorización de 1.991 semáforos.
· Se han estudiado y/o resuelto un total aproximado de 32.000 vados peatonales que dificultaban la movilidad.
· Se han estudiado y/o adaptado alrededor de 300 itinerarios y 120 edificios.
218 Vide Memoria Fundación ONCE 2003, pp. 68-70: «Constituye este campo uno de los más desafiantes por
las enormes posibilidades que puede ofrecer para las personas con discapacidad. Por esta razón se viene trabajan-
do en este ámbito y se creó, en el año 2002, un nuevo departamento específico que durante el año 2003 ha pues-
to en marcha diversas actuaciones. Las más relevantes son:
-
La Fundación ONCE se ha constituido en miembros del W3C y WAI (Iniciativa para la Web Accesible). El
Consorcio Mundial de la Web, W3C (World Wide Consortium), de cuya junta directiva forma parte Fundación
ONCE, fue fundado en 1994 y tiene como principal objetivo desarrollar directrices y estándares comunes para la
Web, promoviendo su evolución y máxima operatividad. Es el consorcio más importante que regula las normas
de la red y cuenta entre sus miembros, más de 450, con las principales empresas mundiales de tecnología infor-
mática y de la información y comunicación (AOL, Apple Computer, IBM Corporation, Microsoft ...), e impor-
tantes centros de investigación y universidades. [...].
WAI (Iniciativa para la Web Accesible) es uno de los dominios o grupos de trabajo en los que W3C organiza sus
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«Miren el gráfico que ilustra este texto y métanse en la piel del ciego que camina pega-
do a la pared para eludir cualquier obstáculo. ¿Cuántos objetos pueden sorprenderle a la
altura de la cara que su bastón, un paso más adelante, no ha detectado?. Muchos: una cabi-
na colgada, una escalera voladiza, un extintor, las ramas de un árbol, los peligrosos escom-
bros que salen del contenedor.
La ciudad para los ciegos es muy a menudo una inmensa trampa que sus bastones no
descubren. Y aquellos que llevan bastón no ven, pero su discapacidad se hace visible y la
soledad los protege de los obstáculos. Pero muchos otros simplemente tienen una visión
reducida o prefieren no llevar bastón. Ay de éstos.
La Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) ha editado una guía (y su
correspondiente soporte electrónico) donde profesionales, administraciones y empresas
podrán encontrar las claves para un correcto diseño de ciudades y edificios que posibilite a
los ciegos y personas con deficiencias visuales una accesibilidad suficiente.
La legislación actual ya contempla los requisitos mínimos del colectivo invidente, pero
en esta organización de ciegos se quejan de que no siempre se cumple. Encuentran aceras,
ascensores, puertas, cabinas, taxis, metro, autobuses, parques, playas, aeropuertos, hoteles,
cajeros, mobiliario urbano sin adaptar, que convierten las ciudades para ellos en un intrin-
cado bosque lleno de obstáculos. [...]. "Que todo sea más accesible no es algo que nos bene-
ficie sólo a los ciegos: ancianos, padres con carritos de bebés, personas que necesitan mule-
tas o van en silla de ruedas, o los que llevan un simple carro de la compra, sacarían gran
provecha con estas medidas" [...]»219.
3.5. Plan estratégico de accesibilidad 2003-2008.
3.5.1. Ideas generales.
A. Antecedentes
La Accesibilidad ha sido uno de los objetivos prioritarios de la Fundación ONCE
desde su nacimiento en 1988.
Los éxitos alcanzados en este ámbito de intervención han sido posibles gracias a la
estrecha cooperación con numerosas instituciones a escala nacional e internacional,
tanto en el ámbito público como privado. A través de esta cooperación se han logrado
actividades. W3C materializa las directrices que regulan la accesibilidad en la red a través de las normas WAT de
accesibilidad, que son consideradas en la Unión Europea como normas de facto, y son citadas como referencia
obligada en la mayoría de las legislaciones sobre Tecnologías de la Información de todo el mundo.
· Durante el año 2003, y en el marco del Programa Operativo de la Fundación ONCE, se ha continuado poten-
ciando DISCAPNET como plataforma virtual del colectivo de personas con discapacidad.
· Se ha realizado, en conjunción con el departamento I+D de Fundosa Accesibilidad, el desarrollo de unos emu-
ladores de ratón que permitan a personas gravemente afectadas interactuar con el ordenador. Asimismo, se ha eva-
luado la aplicación de reconocimiento vocal "Dragon Naturally Speaking" para analizar su respuesta ante perso-
nas con problemas de dicción o que utilizan respirador. [...]».
219 Vide diario El País de 24 de noviembre de 2003, "La ciudad trampa".
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poner en común recursos humanos y económicos siempre destinados a favorecer la
integración social de las personas con discapacidad que han dado lugar a resultados
satisfactorios.
B.
Cooperación institucional
Con el apoyo de la ONCE, la Fundación ONCE ha colaborado activamente con las
organizaciones de representantes de personas con discapacidad y el CERMI, para obte-
ner una visión heterogénea que respondiera a las necesidades específicas, que en mate-
ria de accesibilidad, tienen los diferentes colectivos de personas con discapacidad.
Desde el convencimiento de que la integración social de las personas con discapa-
cidad es una responsabilidad de todos los actores de la sociedad, la Fundación ONCE
ha tratado siempre de comprometer a otros agentes sociales, a través de la firma de
acuerdos y convenios de colaboración, para la ejecución de acciones concretas, con uni-
versidades, empresas del sector privado y de la economía social, entre otros, o a través
de la participación en foros y plataformas de diálogo desde donde se pueden obtener
posiciones comunes destinadas a influir en la definición de políticas de accesibilidad.
Cabe destacar por su importancia la estrecha colaboración que ha mantenido con el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.
Además, ha resultado muy fructífera la colaboración de la Fundación ONCE con el
Ministerio de Fomento, con el Real Patronato sobre Discapacidad, con las
Comunidades Autónomas, las Diputaciones, con más de un millar de ayuntamientos,
con la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP), etc., entidades todas
ellas, junto con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, sin las que hubiera sido
imposible obtener los resultados que hoy están presentes en nuestra sociedad, especial-
mente en lo referente a la accesibilidad urbanística, arquitectónica, del transporte y de
la comunicación sensorial.
C.
Resultados.
Hoy por hoy se pueden apreciar cambios positivos respecto de la accesibilidad de
las personas con discapacidad a determinados bienes y servicios, gracias a muchos de
los proyectos que se han llevado a cabo.
Dentro de la política de eliminación de barreras de todo tipo, se han realizado un
importante número de actuaciones que en su mayoría se encuadran dentro del Convenio
Marco IMSERSO-Fundación ONCE, cofinanciado en parte por el FEDER, cuyo obje-
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to es desarrollar un programa de accesibilidad global, y que han arrojado como princi-
pales resultados los siguientes:
· Realización de más de 325 planes de accesibilidad, intervención en 446 muni-
cipios, adaptación de 6.716 calles, instalación de 217 ascensores y plataformas, rea-
lización de 77.900 vados peatonales, adaptación de 385 edificios públicos, construc-
ción de 371 rampas e implantación de más de 5.350 semáforos acústicos para cie-
gos.
· La mejora del transporte, especialmente y entre otras, con actuaciones como el
"Programa Eurotaxi" con la puesta en circulación de más de 280 eurotaxis en la geo-
grafía española.
· En el ámbito de las Nuevas Tecnologías la Fundación ONCE, en el marco del
Programa Operativo cofínanciado por el FSE y el FEDER, del que es benefíciaria
para el período 2000-2006, ha puesto en marcha el portal "Discapnet" especializa-
do en asuntos de interés para las personas con discapacidad. Además publica diaria-
mente, a través de SERVIMEDIA, un periódico digital que contiene información
relevante para el colectivo de personas con discapacidad.
· La dotación de ayudas técnicas a muchas personas con discapacidad, directa-
mente, a través de ayudas individuales y de ayudas a asociaciones.
· La elaboración de estudios y su posterior publicación como un elemento de difusión
y sensibilización que constituye una herramienta de trabajo para todos aquellos profesio-
nales que pueden contribuir a crear una sociedad accesible para todos.
En los últimos años, se ha avanzado en el reconocimiento de la accesibilidad como
un derecho fundamental de los ciudadanos. Las miles de actuaciones desarrolladas
desde la Fundación ONCE han contribuido sin duda a mejorar esta percepción. Hoy
más que nunca, es preciso trabajar para garantizar la accesibilidad a los nuevos entor-
nos que están apareciendo (Tecnologías de la Información y la Comunicación-TIC),
pues sin duda en ellos las personas con discapacidad pueden encontrar una oportunidad
más para su integración.
D. Recursos
Todos estos resultados, recogidos en el documento denominado "Actuaciones
Resumen de la Fundación ONCE en accesibilidad de 1988 a 2001", han sido posibles
gracias a la aportación, en estos años, de 74.000 millones de pesetas, provenientes en
su mayoría de la venta del cupón de la ONCE.
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Dentro de los recursos de la Fundación ONCE utilizados, para conseguir estos resul-
tados ha resultado capital el grupo de empresas del área de Accesibilidad de la
Fundación ONCE, que a día de hoy configuran una oferta de productos y servicios que
en términos generales paso a describir:
VIA LIBRE Proyectos, está especializada en el concepto y aplicación más general de
la accesibilidad. A la Dirección de Accesibilidad le viene prestando un asesoramiento
técnico clave para el desarrollo de los convenios. Actúa como una consultora tanto para
la Dirección de Accesibilidad como para otros estamentos de la Fundación y sus empre-
sas y para la propia ONCE. Ha venido desarrollando las pautas y actuaciones relacio-
nadas con el "diseño universal".
VIA LIBRE Automóviles ejerce también para la Fundación ONCE las funciones de
consultora. Realiza los informes de evaluación inicial de los proyectos de taxi para
todas las personas.
VIA LIBRE Ortopedias. Es igualmente consultora en todo lo que tiene que ver con
ese inmenso campo de las ayudas técnicas. También lo es para todo tipo de institucio-
nes, entidades, empresas y particulares más allá de la mera venta de un producto.
FUNDOSA TELESERVICIOS, está especializada en el desarrollo de proyectos e-busi-
ness, e-learning, hosting, elaboración de interfaces accesibles, elaboración de sitios web acce-
sibles, etc., así como en la prestación de servicios de consultaría, accesibilidad a Internet, for-
mación relacionada con la accesibilidad e interfaces software de todo tipo.
FUNDOSA T.B.S.: compañía cuya actividad principal es facilitar el acceso a la cul-
tura de las personas con discapacidad.
FUNDOSA SPORT Y OCIO: Esta compañía gestiona instalaciones deportivas y de
ocio, y a través de esta actividad impulsa la mayor integración de las personas con dis-
capacidad en estas áreas.
PERSONALIA es un nuevo proyecto del Grupo FUNDOSA que ha sido concebido
para gestionar instalaciones residenciales que faciliten la vida independiente y la inte-
gración de personas con necesidades especiales
FUNDOSA SOCIAL CONSULTING (FSC): Sus actuaciones en materia de accesibi-
lidad se realizan prioritariamente y de acuerdo a sus fines en aquellas actividades en las
que esa accesibilidad cobra importancia en la inserción laboral de las personas con dis-
capacidad, como son: la formación ocupacional, la incorporación y acceso a la empre-
sa y la adecuación o adaptación del puesto de trabajo. Es en materia de formación ocu-
pacional donde se están dando mayores avances, tanto en formación ocupacional por
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los métodos tradicionales como en "e-learnig". FSC colabora con la Fundación CNSE
en el proyecto Red Sorda, que se encuentra en su segunda fase, mediante el que se están
analizando y desarrollando las técnicas y materiales adecuados a la formación para per-
sonas sordas a través de internet.
E. El futuro
Nos enfrentamos, sin duda, a una realidad difícil, todavía diseñada para unos pocos
y en la que, en más ocasiones de las que serían deseables, los criterios económicos pre-
valecen sobre los sociales, sin embargo se constata que estamos en un momento de
cambio positivo.
Se afronta el futuro con un relativo optimismo, sustentado en los logros que ya se
han alcanzado y en el hecho de que, aunque el camino que queda por recorrer es largo,
siempre hay muchas personas, múltiples instituciones, es decir, numerosos agentes
sociales implicados acompañando en ese camino.
3.5.2. Metodología.
A. Elaboración del documento.
Para la elaboración del plan estratégico de accesibilidad se ha tomado como referen-
cia tanto el Plan Nacional de Accesibilidad (ACCEPLAN) como los diferentes proyec-
tos legislativos sobre este tema que recientemente han sido aprobados. Me refiero a la
Ley de Igualdad de Oportunidades, no Discriminación y Accesibilidad Universal de las
Personas con Discapacidad. Asimismo se han tenido en cuenta las políticas en materia
de accesibilidad establecidas por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.
Este Plan Estratégico viene marcado por el horizonte temporal definido por el actual
reparto de los Fondos Estructurales de la Unión Europea, principalmente del Fondo de
Desarrollo Regional (FEDER). Por ello, parecía razonable establecer como fecha de
referencia el año 2008, en el que finaliza el actual período de justificación de los fon-
dos estructurales, siendo conscientes de que en ese año tendrá que llevarse a cabo una
nueva reflexión y establecer un nuevo Plan Estratégico de Futuro, lo cual no impide una
revisión continua y las adaptaciones necesarias que la realidad imponga.
En la reflexión que ha dado como fruto este plan estratégico han participado, ade-
más de los equipos del área de Fundación ONCE, especialmente los que tienen como
disciplina habitual las materias de accesibilidad, las direcciones de FUNDOSA y sus
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empresas, representantes de la ONCE, del CERMI, además de expertos independientes
conocedores de la problemática actual así como de las tendencias futuras en los cam-
pos de accesibilidad universal y diseño para todos.
B. Nuevo enfoque.
La superación del concepto de Accesibilidad como "eliminación de barreras arqui-
tectónicas para personas con movilidad reducida" ha dado paso a nuevos conceptos
como son los de "Accesibilidad Universal", "Diseño para Todos" y "Vida
Independiente", que sin duda suponen un valor añadido y engloban el anterior y que por
lo tanto deben ser un referente en la definición de las políticas y estrategias futuras. Este
Plan Estratégico pretende dar respuesta al nuevo escenario en el que nos encontramos.
El objetivo es, por tanto, participar activamente, junto al resto de agentes implica-
dos, en el impulso hacia el cambio orientado a una sociedad integradora que respete las
diferencias y donde se observen los conceptos referidos. Esto implica que la Fundación
ONCE debe aspirar a situarse en una posición de referencia para todos aquellos que
deben o pueden incidir en la mejora de la calidad de vida de las personas con discapa-
cidad a través de entornos globalmente accesibles.
La amplitud de este fin último que constituye la Accesibilidad Universal permite
vislumbrar la dificultad de establecer políticas en una única dirección por la ingente
participación de numerosos agentes y la necesidad de intervenir en un amplio número
de escenarios. Ello lleva a plantearse la necesidad de definir, en primer lugar, una
Misión que recoja de forma integral la actuación de la Fundación ONCE en ese com-
plejo marco, que se desarrollará a través de 5 estrategias y unos principios rectores que
guíen sus actuaciones dentro de cada una de ellas.
La formación y el empleo, áreas de trabajo en las que la Fundación ONCE ha alcan-
zado importantes logros, resultan factores necesarios para la consecución de la norma-
lización, pero no suficientes. La participación ciudadana más allá del empleo es, no sólo
un derecho fundamental, sino también una aspiración para las personas con discapaci-
dad que en pié de igualdad deberían tener acceso a las actividades culturales y de ocio
La lucha por la eliminación de barreras como concepto tradicional ha venido actuan-
do básicamente en el medio urbano y en edificios de titularidad pública. Especialmente
se han realizado esfuerzos en centros hospitalarios y de rehabilitación, en edificios
públicos de atención ciudadana y en centros formativos. Los centros turísticos, los
entornos culturales y el deporte de base apenas han sido intervenidos. Por ello se debe
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actuar para promover entornos, productos y servicios accesibles que permitan a los dis-
capacitados la plena participación de la sociedad en igualdad de oportunidades.
Dentro de este Plan estratégico no se dedica ningún apartado concreto al ocio y la
cultura por la transversalidad que estos aspectos comportan. Es decir, en cada una de
las estrategias se dará la orientación necesaria para que los objetivos de acercar las acti-
vidades culturales y de ocio a las personas con discapacidad queden suficientemente
cumplidos.
El diseño para todos, en lo que respecta a las actividades culturales y de ocio, no
sólo viene determinado por la inexistencia de barreras físicas y de comunicación,
sino que en muchos casos conlleva una necesaria concepción diferente de las activi-
dades, no excluyente y flexible, adaptable a las necesidades y/o limitaciones de los
participantes, potenciadora de las capacidades de los mismos.
C. Principios rectores.
Los principios rectores en los que se sustenta, son los siguientes:
Principio de Solidaridad
La Fundación ONCE se ha convertido gracias al firme impulso de la ONCE en un
ejemplo de solidaridad orientado hacia la integración social de las personas con disca-
pacidad.
Este principio de solidaridad ha dado lugar al reconocimiento y apoyo del papel de
la ONCE a través de la Fundación ONCE por parte del colectivo de personas con dis-
capacidad, de sus organizaciones y su plataforma de representación, el Comité Español
de Representantes de Minusválidos, y de las propias Administraciones Públicas en
todos sus ámbitos (local, autonómico estatal y supraestatal).
Principio de Complementariedad
La Fundación ONCE se configura como un agente de conocimiento, apoyo y pro-
moción en materia de accesibilidad, complementando las actuaciones de aquellos que
tienen la responsabilidad directa de favorecer la plena integración de todos los ciuda-
danos. Esto implica la necesidad de ir trasladando gradualmente su papel histórico de
ejecutores en materia de accesibilidad, para dar paso a actividades que aporten un
mayor valor añadido y que tengan efectos multiplicadores que rentabilicen los recursos,
que indudablemente son limitados. Así se plantean nuevas posibilidades de interven-
ción en la definición y promoción de políticas que trasladen los conceptos anteriormen-
te descritos.
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Principio de Cooperación
Como ya se ha mencionado, la cooperación con todos aquellos capaces de influir en
los procesos de cambio hacia la Accesibilidad Universal y los entornos globalmente
accesibles, es imprescindible en un escenario tan complejo y extenso. Por otra parte, la
experiencia ha demostrado que esta forma de trabajar es la mejor para alcanzar los obje-
tivos.
En este ámbito la ONCE es un referente importante, no solamente por su condición
de patrono fundador e inspirador de esta actividad, sino, porque sin duda viene siendo
un ejemplo en la prestación de servicios y la creación de entornos accesibles para per-
sonas ciegas y con deficiencia visual. Por esta razón la cooperación con la ONCE debe-
rá regirse por una interlocución fluida para la definición y desarrollo de proyectos inno-
vadores y la puesta en marcha de actuaciones conjuntas en beneficio del colectivo de
personas con discapacidad.
Relaciono a continuación los principales agentes que intervienen en cuestiones de
accesibilidad, sin intención de elaborar una lista exhaustiva, puesto que para el desarro-
llo de cada una de las estrategias, se deberá hacer un esfuerzo para identificarlos dete-
nidamente:
· Las organizaciones de personas con discapacidad que de forma activa han venido
logrando avances significativos en materia de accesibilidad. Ellas serán las que trasmi-
tan el conocimiento específico relativo a cada una de las discapacidades y por lo tanto
colaboradores sine qua non.
· El Comité Español de Representantes de Minusválidos (CERMI) como plataforma
de coordinación del sector, que ha venido haciendo un importante trabajo para crear un
marco legislativo favorable a estos objetivos y al que las Administraciones Públicas
reconocen como interlocutor legítimo cuando se tratan temas que afectan al colectivo
de personas con discapacidad en general.
· El Foro Europeo de la Discapacidad (EDF) como entidad análoga del CERMI en
el ámbito europeo y con el que se deberá cooperar para incidir a escala europea e inter-
nacional en temas de accesibilidad en beneficio de los ciudadanos europeos.
Respecto a la presencia de la Fundación ONCE en aquellas instituciones europeas
que trabajan por la accesibilidad, se debe continuar participando con el Instituto
Europeo de Diseño para Todos, el European Design for All e-Accessibility Network y
con el Grupo VI de la Red Temática de Nuevas Tecnologías, liderado por el EDF.
-
Los que denomino como agentes internos, que son las empresas del GRUPO FUN-
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DOSA, corno sociedades instrumentales de apoyo a la ejecución de las políticas de
accesibilidad de la Fundación ONCE, en la medida en la que puedan contribuir en la
ejecución de las líneas estratégicas definidas.
· Las Administraciones Públicas a todos los niveles, supraestatal, estatal, autonómi-
ca y local. Especial relevancia tiene el papel del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales ya que buena parte de las acciones en materia de accesibilidad en las que par-
ticipa la Fundación ONCE se enmarcan dentro del convenio de colaboración suscrito
con este ministerio.

· Todos aquellos cuyas decisiones afecten, directa o indirectamente, a temas de acce-
sibilidad, interviniendo en la definición de políticas, en el diseño de productos, inci-
diendo en la sociedad a través de sus actuaciones, etc.  En este punto se contemplan:
sector privado, economía social, universidades, centros de excelencia en materia de
accesibilidad, expertos independientes, etc. A este tipo de agentes se les ha calificado
de "externos" con la única intención de simplificar cualquier referencia a los mismos.

· Debemos tener en cuenta, de cara a la elaboración de estrategias de actuación con-
cretas, que la accesibilidad no es un tema que exclusivamente afecte a las personas con
discapacidad. Es lógico pensar que la accesibilidad igualmente repercute en la calidad
de vida de las personas mayores, las personas discapacitadas temporalmente y, en gene-
ral, de todas aquellas personas que en determinadas circunstancias se encuentren en una
situación de desventaja en el acceso a entornos, servicios o productos.
Con todos estos agentes y con los que se identifiquen en un futuro, se deberán esta-
blecer metodologías de trabajo que permitan trabajar de forma ágil y eficiente para la
puesta en marcha de nuevas estrategias.
Principio de Optimización de los Recursos
El hecho de que los recursos sean por definición limitados lleva a efectuar una refle-
xión sobre el mejor aprovechamiento de los mismos de la forma más eficiente.
Sin duda el eje de desarrollo de este Plan Estratégico, recae sobre la Dirección de
Accesibilidad de la Fundación ONCE que lleva el peso de la puesta en marcha y la eje-
cución de sus estrategias.
La Dirección de Accesibilidad deberá planificar, coordinar y dirigir todas las actua-
ciones de la Fundación ONCE y de los agentes internos en materia de accesibilidad
dentro del ámbito objetivo del Plan Estratégico.
La coordinación de las actuaciones del grupo es especialmente importante a la hora de
rentabilizar los recursos tanto económicos como humanos. Para ello es imprescindible con-
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tar con un núcleo de profesionales que establezcan el sistema de coordinación interna de las
entidades propias de la Fundación y de los agentes externos implicados. A tal efecto, y den-
tro de un esquema general de eficiencia y racionalidad, es necesario dotarla de los medios y
recursos adecuados, reforzándola en su caso, para poder desarrollar las acciones previstas.
Se tratará siempre de identificar y seleccionar profesionales expertos en los campos
específicos en los que se va a trabajar, preferentemente discapacitados, redundando en
los objetivos prioritarios de la propia Fundación ONCE, para cubrir las carencias detec-
tadas internamente y creando simultáneamente una red de colaboradores permanentes.
De igual forma se deberá desarrollar una política de captación de recursos de terceros
para todas las actuaciones a realizar.
3.5.3. Desarrollo de la misión a través de las estrategias.
A.
Misión.
Como ya se ha mencionado anteriormente la amplitud del nuevo escenario conduce
a establecer una misión que de forma integral defina la actuación de la Fundación
ONCE en este ámbito.
La misión será contribuir a la integración social de las personas con discapacidad
y a la mejora de su calidad de vida promoviendo la creación de entornos, productos y
servicios globalmente accesibles.
B.
Estrategias.
Las estrategias serán las siguientes:
1. Potenciar, desde una visión transversal de los problemas que afectan a las perso-
nas con distintas discapacidades, los conceptos "Accesibilidad Universal",   "Diseño
para Todos", y "Vida Independiente".
2. Sensibilizar a la sociedad respecto del nuevo concepto de Accesibilidad a través
de la difusión de las actuaciones de la Fundación ONCE.
3. Contribuir a la difusión del nuevo concepto de Accesibilidad como una ventaja
competitiva con valor para los agentes que interactúan en el mercado.
4. Fomentar la accesibilidad y la uso de las nuevas tecnologías.
5. Constituirse en agente que aglutine y potencie el conocimiento en materia de
accesibilidad.
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3.5.4. Estrategia 1: potenciar, desde una visión transversal de los problemas
que afectan a las personas con distintas discapacidades, los conceptos:
"Accesibilidad Universal", "Diseño para Todos", y "Vida Independiente".
A.
Consideraciones generales.
Como ya se ha apuntado antes, nos enfrentamos a un nuevo escenario de la accesi-
bilidad que integra conceptos más amplios y ambiciosos.
Estamos evolucionando desde el concepto de "accesibilidad al medio físico para
personas con movilidad reducida" para afrontar la consecución de entornos globalmen-
te accesibles que puedan ofrecer a las personas con discapacidad la posibilidad de ser
plenamente autónomos.
Ligado al concepto de "Accesibilidad Universal" aparece el de "Diseño para
Todos", que pretende establecer estándares de accesibilidad que puedan ser incorpora-
dos a los productos, servicios o entornos, desde el momento de su concepción.
Conviene resaltar que, mientras interesa extraordinariamente potenciar el
"Diseño para Todos" esto no debe ir en detrimento de las necesidades específicas de
aquellas personas o grupos de personas, que requieran productos y servicios de
apoyo especiales que faciliten su integración social en términos de igualdad.
En línea con los objetivos generales de la ONCE y de la Fundación ONCE, y en el
marco del Acuerdo suscrito entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el
CERMI el 3 de Diciembre de 2002, se debe adquirir un compromiso para favorecer la
accesibilidad al medio de trabajo y en este sentido se prevén acciones concretas orien-
tadas a garantizar un empleo de calidad para las personas con discapacidad.
B.
Actuaciones en el marco de esta estrategia.
Es importante poder establecer vías de cooperación con grandes empresas para que incor-
poren criterios de accesibilidad en la fase de diseño de sus procesos productivos.
Promover y favorecer el establecimiento de "estándares de diseño para todos" que gene-
ren distintivos para que las empresas puedan publicitar su compromiso con la accesibilidad.
Se actuará en línea con los avances que ya se hayan realizado en este tema. En este sentido
será necesario hacer un seguimiento de las iniciativas que se tomen a este respecto para poder
intervenir en aquellas que sean de interés para la consecución de los objetivos. Igualmente se
tratará también de impulsar el cumplimiento de las directrices de accesibilidad que ya exis-
ten, muchas de ellas recogidas en normas de obligado cumplimiento.
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Se trabajará en la investigación e implementación de sistemas ergonómicos y méto-
dos de adaptación de puestos de trabajo para la eliminación de todo tipo de barreras,
incluidas las sensoriales. A este respecto se desarrollarán metodologías transferibles a
las empresas de trabajo ordinario para facilitar la contratación de personas con discapa-
cidad.
Dentro de las posibilidades de la Fundación ONCE, se promoverán acciones de
I+D+I que impulsen el concepto de Diseño para Todos y Accesibilidad Universal.
Igualmente en el campo de las ayudas técnicas y las tecnologías de apoyo.
Se analizará la posibilidad de desarrollar nuevas líneas de negocio para las empre-
sas del Área de la Accesibilidad de la Fundación ONCE en el marco de esta estrategia.
Se emprenderán acciones que incidan en los sistemas educativos a todos los niveles
encaminadas a introducir los nuevos conceptos de "Accesibilidad Universal" y "Diseño
para Todos". A tal efecto se prevén los siguientes niveles de intervención: educación
obligatoria, currículos universitarios, colegios profesionales y técnicos en activo, etc.
Actualización de los sistemas de coordinación con el CERMI en los apartados de
accesibilidad al urbanismo, edificación, comunicación sensorial, transporte, a las adap-
taciones del puesto de trabajo y a las nuevas tecnologías con el fin de potenciarlas.
Agilización de los procedimientos de organización, de gestión económica y de recursos
humanos que permita operar con planificación, prever plazos y recursos, al tiempo que se
pueda dar respuesta inmediata a necesidades puntuales sin que altere la organización.
3.5.5. Estrategia 2: sensibilizar a la sociedad en el nuevo concepto de la accesi-
bilidad a través de la difusión de las actuaciones de la Fundación ONCE.
A. Consideraciones generales.
Conseguir la normalización y la participación en todas las instancias sociales para
las personas con discapacidad en una sociedad como la actual y en un mundo globali-
zado, pasa por intervenir cotidianamente en los medios de comunicación. Sensibilizar
a la sociedad es una tarea difícil pero fundamental si se quiere la plena normalización
de las personas con discapacidad. Por ello se deben realizar esfuerzos en este sentido.
Por otra parte, cuanta más información tengan las personas con discapacidad sobre
entornos, productos o servicios accesibles, mayores serán sus oportunidades de partici-
pación en la sociedad, y por ello comunicar de forma eficiente las actuaciones realiza-
das desde la Fundación ONCE coadyuvará al logro de los objetivos propuestos.
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En términos generales todas las actuaciones en materia de sensibilización se reali-
zarán dentro de las líneas de comunicación marcadas y de las estrategias de la
Dirección de Cooperación de la Fundación ONCE.
Es innegable que hay que aprovechar las enormes posibilidades que ofrecen las
publicaciones periódicas existentes, tanto en papel como digitales, sin olvidar las pági-
nas web, especialmente las que se han creado desde la ONCE, la Fundación ONCE, el
CERMI y las empresas del GRUPO FUNDOSA, asi como las que pertenecen al resto
de organizaciones de personas con discapacidad o de sectores con similares intereses
en lo concerniente a la accesibilidad.
Los dos objetivos principales que deben plantearse en el marco de esta estrategia
son: hacer visible a la sociedad en general situaciones a las que se enfrenta el colectivo
de personas con discapacidad en lo relativo a la accesibilidad; eliminación de prejui-
cios, estigmas y barreras psicológicas.
B. Actuaciones en el marco de esta estrategia
Promover la aparición de contenidos sobre discapacidad y en particular las referidas
a temas de accesibilidad.
Analizar la conveniencia de planificar estrategias convergentes con otros colectivos
con los que se compartan intereses comunes.
Identificar eventos y foros que puedan ofrecer visibilidad a las actuaciones de la
Fundación.
Participar en eventos tanto del sector de la discapacidad como del mundo ordinario
presentando las actividades que se ponen en marcha desde la Fundación ONCE.
3.5.6. Estrategia 3: contribuir a la difusión de) nuevo concepto de accesibilidad como
una ventaja competitiva con valor para los agentes que interactúan en el mercado.
A. Consideraciones generales.
Hasta el momento la accesibilidad ha sido entendida por las empresas como una
obligatoriedad que deben cumplir por imperativo legal. Es el momento de empezar
a dar el giro de concepto y mostrar al mundo empresarial que el hecho de que sus
entornos, productos o servicios sean accesibles les confiere una ventaja competitiva
y un elemento diferenciador. Concepto análogo a la introducción de criterios de cali-
dad o la gestión empresarial respetuosa con el medioambiente.
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Es importante hacer visible al sector empresarial que el colectivo de personas con
movilidad reducida, mucho más amplio que el de personas con discapacidad, y sus
familias, como un público objetivo importante en términos de potenciales clientes que
son exigentes en sus elecciones y que van a primar la accesibilidad sobre otras varia-
bles en su decisión de compra. Dentro del colectivo de personas con movilidad reduci-
da se incluyen personas mayores, mujeres embarazadas, personas con carritos de bebé,
aquellos que temporalmente tengan limitada su movilidad como escayolados, etc.
En este sentido, al igual que en su momento la calidad o la gestión medioambiental-
mente correcta fueron un elemento diferenciador para las empresas respecto a su com-
petencia, así lo está siendo ya la consideración del nuevo concepto de accesibilidad. En
la estrategia 1 se hablaba de estándares que generen distintivos para que las empresas
puedan publicitar su compromiso con la accesibilidad. Evidentemente se empieza a
hablar de accesibilidad como elemento de mercado y no como una cuestión exclusiva
de las Administraciones públicas que deben destinar fuertes dotaciones presupuestarias
para la eliminación de todo tipo de barreras. Estamos ante un nuevo paradigma que en
un futuro cambiará conceptos hasta el momento no superados. Se paga por ser accesi-
ble y no debe ser exclusivamente objeto de subvención.
Se ha de enfatizar en el hecho de que la accesibilidad como elemento distintivo es
una visión del corto y medio plazo ya que en la medida en que se vaya extendiendo e
implantando en todos los niveles de la gestión empresarial, pasará a constituirse de ele-
mento diferenciador a elemento excluyente del mercado, como lo son ya los menciona-
dos factores de la calidad y la gestión medioambiental.
En este sentido el entorno empresarial actual se configura como el marco de actua-
ción ideal para la introducción de estas ideas. Son muchos los foros y los analistas que
vienen señalando el momento actual como un punto de inflexión en cuanto a la consi-
deración del desarrollo sostenible y la Responsabilidad Social de la Empresa (RSE).
Sirvan como ejemplo las más de 120 empresas españolas que en abril de 2002 se ads-
cribieron a la iniciativa Global Compact de las Naciones Unidas220 o el importante
número de compañías que comienzan a publicar sus memorias de RSE.
Al igual que en el resto de estrategias, será especialmente relevante estar presente
en los foros en los que se generan los indicadores y estándares relacionados con el desa-
rrollo sostenible y la RSE. El objetivo será que el concepto de accesibilidad se incluya
en las agendas de trabajo para el desarrollo de dichos indicadores y estándares. Esto
220 Vide www.unglobalcompact.org
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conducirá a que la accesibilidad esté comprendida a posteriori entre los elementos de evalua-
ción que van a distinguir a las empresas y agentes del mercado que se comprometan en la
aplicación como estrategia competitiva de políticas socialmente responsables.
Todo esto abre nuevos nichos de mercado que deberán ser aprovechados por las
empresas del grupo ONCE, siempre en entornos competitivos en los que se garantice
la concurrencia de otros agentes. En particular se identifican en primera instancia las
actividades de consultoría y certificación que vienen avaladas por el Plan Nacional de
Accesibilidad que en su estrategia segunda establece la creación de la figura del
"Consultor de Accesibilidad" y de un "Registro Nacional de Consultores de
Accesibilidad". Por ello las empresas especializadas que hasta el momento se han nutri-
do de los trabajos encomendados por las administraciones o la propia Fundación ONCE
en materia de accesibilidad podrán incrementar su cartera de clientes con las empresas
que demandan un distintivo de accesibilidad.
Asimismo es fundamental que se mejore la elaboración de planes de accesibilidad
utilizando sistemas moderaos y dinámicos que permitan realizar los seguimientos de su
evolución de forma remota. Para ello es importante incorporar los "Sistemas de
Información Geográfica" como herramienta de gestión básica. Esta nueva forma de rea-
lizar los planes conferirá un elemento de modernidad y dinamismo que permitirá ofre-
cer al usuario información precisa de la accesibilidad de los municipios.
En previsión de cambios futuros es necesario por tanto preparar a los agentes inter-
nos para que puedan afrontar estas nuevas demandas de forma ágil y eficiente.
Especialmente hay que tener en cuenta las actividades de las empresas del Grupo
Fundosa que trabajan en los ámbitos de la discapacidad y de la accesibilidad. En este
sentido los pasos dados hasta ahora han estado dirigidos, por un lado, por la Fundación
ONCE en lo que se refiere a la filosofía, al "qué hacer" y a la programación y planifi-
cación de la actividad en general y, por otro lado, desde el Grupo FUNDOSA a la ges-
tión. La ejecución se ha llevado a cabo fundamentalmente a través de FUNDOSA
ACCESIBILIDAD. Ocasionalmente han participado otras empresas del grupo. No obs-
tante, hay que indicar también que las empresas de accesibilidad se han servido de cola-
boradores externos en mayor o menor medida, sobre todo VIA LIBRE Proyectos.
Conviene destacar que detrás de la política de accesibilidad de la Fundación ONCE
hay un inmenso equipo humano conformado por una extraordinaria multiprofesionali-
dad que aporta a sus productos y servicios una variedad de puntos de vista posiblemen-
te irrepetible y que tiene que ver con el hecho de que concepto, diseño y desarrollo de
508
la accesibilidad en España vayan unidos, sin discusión posible al nombre de ONCE, por
vía de la Fundación ONCE: arquitectos, ingenieros de caminos, ingenieros de montes,
aparejadores, ingenieros técnicos, interioristas, delineantes, informáticos, multimedias,
pedagogos, psicólogos, sociólogos, terapeutas ocupacionales, abogados aportan sus
conocimientos y disciplinas a una actividad que abarca prácticamente a todas las inte-
rrelaciones con el entorno físico y con las demás personas.
B. Actuaciones concretas en el marco de esta estrategia.
Indico a continuación las actuaciones que deben ser abordadas con urgencia, funda-
mentalmente por razones de oportunidad del mercado y del entorno. En este sentido las
acciones que tendrían que impulsarse en el futuro más inmediato serían:
-
Poner en marcha las acciones necesarias para potenciar el desarrollo de distintivos
de accesibilidad y su demanda por parte de las empresas. Preparar a un equipo de con-
sultores en accesibilidad mediante la formación y el adiestramiento necesario.
-Acercamiento a entidades, presencia en foros y desarrollo de alianzas orientadas a incluir
en las agendas de trabajo y en los indicadores de referencia relativos a la RSE y el Desarrollo
Sostenible todas las variables relacionadas con el nuevo concepto de accesibilidad.
· Establecer estrategias de comunicación y seguimiento de actuaciones con las
empresas del GRUPO FUNDOSA que realizan actuaciones en estas materias para
conocerlas, apoyarlas o en su caso reorientarlas.
· Puesta en marcha de una aplicación de Sistema de Información Geográfica (GIS).
De esta manera se ofrecerá a las Administraciones públicas y otros entes la gestión de
los Planes de Accesibilidad en tiempo real y a través de Internet; igualmente permitirá
ofrecer y actualizar esa información en la red, y con esa herramienta podrían trabajar
en red las empresas y los colaboradores externos y la propia dirección de accesibilidad.
3.5.7. Estrategia 4: fomentar la accesibilidad y el uso de las nuevas tecnologías.
A. Consideraciones generales.
La situación actual de las nuevas tecnologías, enmarcada en una sociedad tan com-
pleja como la presente y tendente a la globalización, no se puede analizar sin tener en
cuenta tres áreas fundamentales: el ámbito legislativo, el estado de la tecnología (pre-
sente, investigación, evolución) y la realidad social y económica. Por todo ello al desa-
rrollar esta estrategia se han tenido en cuenta estas tres dimensiones.
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Después de analizar la situación actual, voy a hacer un breve diagnóstico del punto
de partida, con la intención de centrar las actuaciones concretas:
· Carencia de formación, información y cualificación de los usuarios.
· Falta de presencia de técnicos discapacitados cualificados en nuevas tecnologías
en foros, jornadas y encuentros sobre la sociedad de la información, tanto nacionales
como internacionales. A medida que esta falta se supla, se podrán adoptar posiciones
activas y participativas encaminadas a la infoinclusión.

· Falta de medios económicos de los discapacitados. El acceso a las nuevas tecnolo-
gías supone un coste de adquisición de los elementos físicos de acceso (ordenador, tele-
visión interactiva, teléfonos con tecnología WAP) y un coste de mantenimiento que
para muchas personas con discapacidad supone una barrera derivada de su poder adqui-
sitivo.
· Desconocimiento por parte del sector privado del potencial mercado de la discapa-
cidad.
· Desconocimiento del mundo de la discapacidad en el desarrollo de tecnología.
· Rápida evolución del avance tecnológico, que impide su conocimiento, acceso y
actualización.
· Incumplimiento de medidas legislativas (ej: Ley General de Telecomunicaciones)
cuyo cumplimiento eliminaría muchas de las barreras actuales para el acceso a la socie-
dad de la información.

B. Acciones en el marco de esta estrategia.
El desarrollo y coordinación de las líneas de actuación en el marco de esta estrate-
gia corresponderá al área de accesibilidad a las nuevas tecnologías dependiente de la
dirección de accesibilidad. Este área podrá contar con una red de expertos, formada por
recursos internos y externos, que cumpla dos objetivos claros: por un lado, contribuir
al diseño de la política de accesibilidad en nuevas tecnologías de las empresas, desarro-
llando acciones de información y de formación, entre otras, a todo su personal; y por
otro, erigirse en la unidad especializada en este campo y de referencia obligada.
Las acciones que se detallan a continuación deberán favorecer, entre otros fines, el desa-
rrollo de DISCAPNET como herramienta de promoción de la accesibilidad en la red.
Para alcanzar el objetivo de estar siempre en primera línea en materia de accesibili-
dad a las NNTT y las TIC, será necesario tener presencia activa en los foros, tanto de
estandarización, como en aquellos en los que se traten específicamente temas relacio-
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nados con el acceso por y a las NNTT y TIC. La Fundación ONCE ya es miembro del
W3C y de su grupo de trabajo WAI encargado de temas relacionados con la accesibi-
lidad a internet. También centro de excelencia en la red EDeAN (European Design
for All e Accessibility Network). Pero se deberá tener más actividad en los foros
mencionados más arriba y en todos aquellos que puedan surgir, a fin de que la
Fundación ONCE pueda jugar un papel activo en el desarrollo de estándares de
accesibilidad en el entorno de las NNTT y las TIC.
Considerando de interés en este mundo tan cambiante y vertiginoso de la tecno-
logía, el tomar posiciones por adelantado, aunque cada vez más los periodos de
tiempo se acortan, se debería crear una unidad de técnicos cualificados discapacita-
dos, que puedan constituir un núcleo aglutinador de conocimientos tecnológicos y
de contactos de utilidad,
Igualmente se debería analizar la conveniencia de impulsar directamente o patro-
cinar en su caso, el desarrollo de eventos, jornadas, etc., o la creación de foros de
acuerdo a estos intereses.
Se deberán apoyar en la medida de lo posible las iniciativas de I+D+I en este
campo. Para la ejecución de este tipo de proyectos será indispensable la participa-
ción de técnicos cualificados provenientes de todos los sectores de la discapacidad.
Es importante dentro de esta estrategia crear alianzas con las empresas que cuen-
ten con potentes programas de I+D+I en este sector, puesto que esto permitirá incor-
porar criterios de accesibilidad desde el momento de la definición de los productos
y servicios de acuerdo a criterios de "Diseño para Todos".
Igualmente se deberán promover acciones que acerquen el mundo del discapa-
citado a las empresas, y a la inversa, las nuevas innovaciones al colectivo. Sería
necesario desarrollar actividades que difundieran los avances y elementos físicos
de acceso a las nuevas tecnologías a los discapacitados; y que al mismo tiempo
mostraran y enseñaran este campo a las casas comerciales presentes en todas las
ramas de la sociedad de la información (fabricantes de tecnología, desarrolladores
de software e interfaces, distribuidores comerciales).
Se deberían crear acciones de colaboración con las Administraciones públicas
aprovechando y actualizando si fuera necesario los acuerdos ya existentes.
Poner en práctica acciones que faciliten el acceso a la tecnología a las personas
con discapacidad de menores recursos, aprovechando que el rápido avance tecno-
lógico da lugar a renovaciones constantes y por tanto genera equipos que son con-
511
siderados obsoletos por las empresas pero plenamente aprovechables por usuarios
menos exigentes en cuanto al desarrollo tecnológico.
Fomentar el diseño de acciones formativas en colaboración con universidades,
fundaciones y empresas sobre diseño para todos en el ámbito de las nuevas tecnolo-
gías. Al objeto de que esa formación sea rentabilizada, sería deseable tratar de lle-
gar a acuerdos con empresas del sector tecnológico para que el ciclo formativo se
complementara con prácticas en los departamentos de I+D+I de dichas empresas.
Analizar la conveniencia de desarrollar nuevas líneas de negocio para las empre-
sas que ya vienen operando en este ámbito, reconociendo que el sector de las nue-
vas tecnologías puede llegar a ofrecer nuevos "nichos de mercado".
3.5.8. Estrategia 5: constituirse en agente que aglutine y potencie el conoci-
miento en materia de accesibilidad.
Las actuaciones llevadas a cabo en el pasado así como el activo fundamental que
constituyen las personas que trabajan en el entorno de la Fundación ONCE, permi-
ten afirmar que en la actualidad son uno de los más importantes centros de conoci-
miento en todo lo referente a la discapacidad y por tanto a la accesibilidad. Esto
implica que este conocimiento deberá estar gestionado y explotado de la forma más
eficiente posible para el logro de sus objetivos.
Por otro lado es un hecho que no cuentan con la exclusiva en este ámbito y que
por tanto su estructura deberá permitir tener acceso a todo el conocimiento y nuevos
desarrollos que se estén produciendo y se producirán en otros ámbitos impulsados
por otros agentes.
En este sentido es fundamental considerar el conocimiento como una estrategia
transversal y clave del plan estratégico y es por ello que ha de ubicarse en último
lugar, pues debe formar parte de las anteriores, contemplando dos dimensiones:
recabar el conocimiento clave existente en cualquier ámbito de actuación que se
concrete en el Plan de Accesibilidad debe ser uno de los principios básicos del tra-
bajo del día a día; seguir siendo uno de los agentes líderes en el sector de la disca-
pacidad y la accesibilidad pasa por aspirar a constituirse en un agente activo de pro-
moción del conocimiento en materia de accesibilidad.
El desarrollo práctico de estos dos aspectos se relaciona directamente con uno de
los principios rectores del plan enunciados, que es el relativo a la cooperación con
otros agentes, así como con la optimización de los recursos humanos y técnicos dis-
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ponibles en cada momento bajo las directrices que se establezcan desde la
Fundación ONCE.
Respecto de la vía para constituirse en agente activo para la promoción del cono-
cimiento se propone la utilización de DISCAPNET como plataforma para la crea-
ción de una "Red de Conocimiento sobre Accesibilidad". Una red de conocimiento
es en general un mecanismo de intercambio, que relaciona a diferentes organizacio-
nes o individuos. En este sentido la red de conocimiento tendría los siguientes obje-
tivos clave: promover el intercambio de información, compartir nuevos conocimien-
tos, metodologías y prácticas de trabajo, colaborar en iniciativas relacionadas con la
capacitación, la investigación y el desarrollo, y acumular conocimiento basado en
las complementariedades, la reciprocidad y el intercambio.
Las redes de conocimiento facilitan en general la construcción de capital social.
Los intercambios basados en pilares de reciprocidad y confianza aceleran y mejoran
el aprendizaje de todos los participantes y llevan a una ganancia neta de conocimien-
to con un sentido dinámico. Las características de las redes de conocimiento exito-
sas incluyen compromiso con la práctica participativa, una estructura de manejo,
normas claramente definidas, objetivos y reglas, compromiso de los miembros.
Como ya se ha señalado, el nuevo concepto de accesibilidad incluye múltiples dimensio-
nes e implica tener en cuenta a los diferentes actores involucrados en distintos sectores y dis-
ciplinas. Sin pretender una enumeración exhaustiva, la red de conocimiento sobre accesibili-
dad permitiría la inclusión del sector gubernamental, las organizaciones de discapacitados y
otras entidades de la economía social, los centros de investigación y desarrollo, las universi-
dades u otros centros de formación, la industria, expertos del sector privado y público, ciu-
dadanos interesados y otros grupos de interés distintos a la discapacidad a los que les afectan
también las problemáticas relacionadas con la accesibilidad.
En general las redes de conocimiento que operan dentro de estructuras formales
poseen un objetivo generalmente centrado en la creación y difusión de conocimien-
tos, así como en la identificación de las señales para promover su adaptación frente
a la demanda de nuevos productos y nuevas formas de utilización del conocimiento
influyendo políticas. De esta forma, las redes no sólo aportan información que per-
mite una gestión a tiempo real o una decisión informada sobre la base de la expe-
riencia a los distintos agentes que participan en la misma, sino que también facilitan
la influencia sobre las políticas pudiendo constituirse en un catalizador del desarro-
llo de innovaciones legislativas e institucionales.
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Esta red de conocimiento debería ser concebida y promovida como un medio
para la consecución de objetivos en materia de accesibilidad. Debería desarrollarse
con los instrumentos que permitan entender la demanda de información y posicio-
narse estratégicamente en la entrega de servicios de información y comunicación
entre los distintos agentes involucrados en cada momento. Todo ello movilizando los
recursos humanos, técnicos y financieros adecuados para el diseño y mantenimien-
to de la red, asegurando en todo momento la consideración de los requisitos de con-
trol de la calidad de los contenidos, lo cual implica que la gestión eficiente de esta
red deberá garantizar la relevancia o valor añadido de sus contenidos y procesos para
los usuarios así como un desarrollo en nivel adecuado de partenariados y/o alianzas
institucionales.
Sobre estas ideas de partida sería necesario desarrollar la puesta en marcha de
esta red, como se ha indicado, aprovechando las nuevas tecnologías en general y la
plataforma DISCAPNET en particular.
Esto se debe de hacer sin perder de vista que este desarrollo puede igualmen-
te permitir el aprovechamiento de oportunidades de negocio para las empresas del
grupo ONCE, en la medida en que sean capaces de enfocar la evolución de la red
hacia la puesta a disposición del mercado de contenidos con valor añadido que
puedan configurase como ofertas comerciales de servicios. Estas ofertas estarían
en primera instancia orientadas a la implantación de políticas socialmente respon-
sables en el ámbito de la accesibilidad.
3.6. Relaciones sociales e internacionales221.
3.6.1. Colaboración con el movimiento asociativo.
La Fundación ONCE ha colaborado con el movimiento asociativo de la discapaci-
dad y con otras entidades de ámbito social, acogiendo en sus instalaciones la celebra-
ción de asambleas, reuniones y otros actos internos de diversas entidades222.
221
Vide Memoria Fundación ONCE 2003, pp. 75-83.
222
Vide  Memoria Fundación ONCE 2003, p.   108,  donde cita  las  siguientes:  «Asociación de
Neurofibromatosis;  Federación Española de Instituciones para el  Síndrome Down;  Confederación
Nacional de Sordos de España; Federación Madrileña de Deportes de Minusválidos Físicos; Fundación
Minusválidos en la Naturaleza; Confederación Española de Familiares de Enfermos de Alzheimer y otras
Demencias; Asociación de Parkinson Madrid; Plataforma de Organizaciones de Infancia; Federación de
Daño Cerebral; Federación Española de Asociaciones de Padres y Amigos de los Sordos (FIAPAS);
Asociación Pro Personas con Deficiencia Mental (AFANIAS); Asociación Española contra el Cáncer;
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3.6.2. Avances legislativos.
La Fundación ONCE ha trabajado de forma persistente para lograr la transposición, en
tiempo, de la Directiva del Consejo de la Unión Europea 78/2000, de 27 de noviembre, sobre
establecimiento de un marco de igualdad de trato en el empleo y la ocupación. La transposi-
ción de esta Directiva supone un paso importante para el sector de la discapacidad, ya que
introduce la dimensión de la no-discriminación en nuestra legislación laboral
También ha sido destacada su actuación en la consecución de diferentes reformas
legislativas, entre las que destacan:
· Ley de Protección a las Familias Numerosas (Ley 40/2003, de 18 de noviembre, BOE
de 19 de noviembre, núm. 277), al incluir en el concepto de familia numerosa (art. 2) aque-
llos supuestos en el que existe algún discapacitado entre los ascendientes o descendientes.
· Ley de Protección Patrimonial de las Personas con Discapacidad (Ley 41/2003, de
18 de noviembre, BOE de 19 de noviembre, núm. 277)223.
· Ley de Igualdad de Oportunidades, no Discriminación y Accesibilidad Universal de
las Personas con Discapacidad (Ley 51/2003, de 2 de diciembre, BOE de 3 de diciembre,
núm. 289)224, donde se proclama (Exposición de Motivos):
Comité Estatal de Representantes de Minusválidos (CERMI); Asociación Española de Genética Humana;
Asociación de Padres y Amigos de Sordos (ASPAS); Confederación Española de Organizaciones a Favor
de las Personas con Discapacidad Intelectual (FEAPS); Grupo Amat de Sociología; Federación de
Instituciones de Síndrome Down; Asociación de Celiacos de Madrid; Asociación Nacional de Alternativas
Dramáticas y Expresivas (ANADE); Asociación Madrileña de Rehabilitación Psicosocial; Alianza
Española de Familias de Von Hippel Lindau».
223 Vide Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de Protección Patrimonial de las Personas con Discapacidad,
Exposición de Motivos: «Son múltiples los mecanismos que, en cumplimiento del mandato que a los pode-
res públicos da el artículo 49 de la Constitución, tratan de responder a la especial situación de las perso-
nas con discapacidad, ordenando los medios necesarios para que la minusvalía que padecen no les impida
el disfrute de los derechos que a todos los ciudadanos reconocen la Constitución y las leyes, logrando así
que la igualdad entre tales personas y el resto de los ciudadanos sea real y efectiva, tal y como exige el
artículo 9.2 de la Constitución.
Hoy constituye una realidad la supervivencia de muchos discapacitados a sus progenitores, debido a la
mejora de la asistencia sanitaria y a otros factores y nuevas formas de discapacidad como las lesiones cere-
brales y medulares por accidentes de tráfico, enfermedad de Alzheimer y otras, que hacen aconsejable que
la asistencia económica al discapacitado no se haga sólo con cargo al Estado o a la familia, sino con cargo
al propio patrimonio que permita garantizar el futuro del minusválido en previsión de otras fuentes para
costear los gastos que deben afrontarse.
Esta Ley tiene por objeto regular nuevos mecanismos de protección de las personas con discapacidad, cen-
trados en un aspecto esencial de esta protección, cual es el patrimonial. [...]».
224 Vide Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibili-
dad universal de las personas con discapacidad, Exposición de Motivos: «Las personas con discapacidad
constituyen un sector de población heterogéneo, pero todas tienen en común que, en mayor o menor medi-
da, precisan de garantías suplementarias para vivir con plenitud de derechos o para participar en igualdad
de condiciones que el resto de ciudadanos en la vida económica, social y cultural del país.
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«Transcurridos más de veinte años desde la promulgación de la Ley de Integración
Social de los Minusválidos, sin poner en cuestión su vigencia, se considera necesario pro-
mulgar otra norma legal, que la complemente y que sirva de renovado impulso a las políti-
cas de equiparación de las personas con discapacidad. Dos razones justifican esta nueva
Ley: la persistencia en la sociedad de desigualdades, pese a las inequívocas proclamacio-
nes constitucionales y al meritorio esfuerzo hecho a partir de aquella Ley, y, lo que es más
importante todavía, los cambios operados en la manera de entender el fenómeno de la "dis-
capacidad" y, consecuentemente, la aparición de nuevos enfoques y estrategias: hoy es sabi-
do que las desventajas que presenta una persona con discapacidad tienen su origen en sus
dificultades personales, pero también y sobre todo en los obstáculos y condiciones limita-
tivas que en la propia sociedad, concebida con arreglo al patrón de la persona media, se
oponen a la plena participación de estos ciudadanos».
3.6.3.
Relaciones institucionales.
La Fundación ONCE ha participado en:
· Foro Europeo de Personas con Discapacidad (EDF).
· Comité Económico Social Europeo (CESE). Fundación ONCE está presente en
este órgano consultivo de la UE, en representación de la Confederación Empresarial
Española para la Economía Social (CEPES).

· Centro Europeo de Fundaciones (EFC). La colaboración con otras fundaciones
europeas para mejorar la identidad de las mismas en la UE, y su capacidad de coopera-
ción con las instituciones europeas.

· Conferencia Europea Permanente de Cooperativas, Mutualidades, Asociaciones y
Fundaciones  (CEF-CMAF).  Ha  participado  a  través  del  Centro  Europeo  de
Fundaciones, en conexión con CEPES.
3.6.4.
Otras actividades en la esfera internacional.
El Grupo Fundosa es miembro desde 1995 de workability International, red interna-
La Constitución Española, en su artículo 14, reconoce la igualdad ante la Ley, sin que pueda prevalecer
discriminación alguna. A su vez, el artículo 9.2 de la Ley Fundamental establece que corresponde a los
poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de las personas sean reales y
efectivas, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitando su participación en
la vida política, cultural y social, así como el artículo 10 de la Constitución, de los derechos y deberes fun-
damentales, que establece la dignidad de la persona como fundamento del orden político y de la paz social.
En congruencia con estos preceptos la Carta Magna, en su artículo 49, refiriéndose a las personas con dis-
capacidad, ordena a los poderes públicos que presten la atención especializada que requieran y el amparo
especial para el disfrute de sus derechos.
Estos derechos y libertades enunciados constituyen hoy uno de los ejes esenciales en la actuación sobre la
discapacidad. Los poderes públicos deben asegurar que las personas con discapacidad puedan disfrutar del
conjunto de todos los derechos humanos: civiles, sociales, económicos y culturales. [...]».
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cional de empresas y entidades que dan empleo y servicios de empleo y formación a un
millón de personas con discapacidad en cerca de 30 países. Además la Fundación
ONCE ha seguido participando como miembro de pleno derecho de la EPVR
(European Plataform for Vocational Rehabilitation), asociación sin ánimo de lucro que
reúne a instituciones que proveen servicios en las áreas ocupacional, médica y de reha-
bilitación social para personas con discapacidad, con el fin de mejorar su posición en
el mercado de trabajo.
3.7. Convenios suscritos.
Si tomamos como referencia un año, pongamos 2003, el número de convenios
marco suscritos es extraordinariamente elevado. Su objeto puede ir dirigido a planes de
formación y empleo225, o a planes de accesibilidad226. En todos ellos se suele determi-
nar un periodo de vigencia y un importe que supone la dotación que se otorga al mismo.
4. Estatutos y reglamento interno de la fundación ONCE227 228.
Desde el punto de vista jurídico-admínistrativo, la importancia y trascendencia de
los estatutos de la Fundación ONCE y de su reglamento interno, están fuera de toda
225 Vide Memoria Fundación ONCE 2003, p. 129:
	Partes Firmantes
	Acuerdos
	Importe

	Dirección General de Servicios Grupo Ferrovial
y Fundación ONCE
	Llevar a cabo distintas acciones que promuevan la
inserción laboral de personas con discapacidad en el
seno de la empresas que integran Ferroser y sus
UTES y todas aquellas que en un futuro pudieran
incorporarse a la misma.
	0,00 euros.

	Generalitat de Cataluña, ONCE, Fundosa Grupo
y Fundación ONCE
	Potenciar la integración social y laboral de las per-
sonas con discapacidad.
	0,00 euros.

	Cecot, Cocarmi y Fundación ONCE.
	El desarrollo de una serie de actuaciones destinadas
a promover la integración laboral de personas con
discapacidad entre las empresas.
	0,00 euros.

	Fundación Sistema y Fundación ONCE.
	Desarrollo del proyecto científico "Estudio pros-
pectivo sobre tendencias sociales. Tercera fase (ten-
dencias y escenario futuro)".
	238.500,00 euros.

	Fiat Auto España y Fundación ONCE.
	Actuaciones destinadas a promover la integración
social y laboral de las personas con discapacidad.
	0,00 euros.

	Universidad Autónoma de Madrid
(Centro Internacional Carlos V)
y Fundación ONCE.
	Realización de un master en administración y direc-
ción de fundaciones, asociaciones y otras entidades
no lucrativas.
	45.075,90 euros.
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226 Vide Memoria Fundación ONCE 2003, pp. 130-141, donde precisa la firma de 143 acuerdos de cola-
boración en la eliminación de barreras arquitectónicas y urbanísticas con distintas instituciones y
Corporaciones Locales. Además en las pp. 128-129 enumera los siguientes:
	Partes Firmantes
	Acuerdos
	Importe

	Imserso y Fundación ONCE.
	Realización y organización de un foro de ONG, para-
lelo a la conferencia de ministros del Consejo de
Europa responsables de las políticas de integración
para las personas con discapacidad, que se celebró en
Madrid los días 7 y 8 de abril de 2003.
	90.000 euros.

	Fundación privada del Real Club Deportiu Espanyol,
ONCE y Fundación ONCE.
	Establecer un marco de colaboración que permita la
concreción de acuerdos referentes a la movilidad,
accesibilidad y ayudas a la práctica del deporte y desa-
rrollo a la integración de personas discapacitadas.
	12.000 euros.

	Real Madrid Club de fútbol y Fundación ONCE.
	Desarrollar acciones concretas referentes a la defini-
ción y ejecución de proyectos y obras encaminadas a
la eliminación de barreras arquitectónicas que permi-
ta mejorar de forma sustancial la accesibilidad del
Estadio Santiago Bernabeu.
	0,00 euros.

	Diputación Foral de Guipúzcoa y Fundación ONCE.
	Definición de políticas de integración social y econó-
mica de personas con discapacidad que permitan e
impulsen con éxito la regulación y puesta en marcha
de cuantas actividades y relaciones jurídicas conside-
ren ambas instituciones de interés.
	0,00 euros.

	Ministerio de Administraciones Públicas
y Fundación ONCE.
	Desarrollar iniciativas de mejora de la accesibilidad
de las personas con discapacidad a la administración
pública, realización de trabajos de investigación y es-
tudios, cooperación en la impartición de cursos, semi-
narios y actividades formativas.
	0,00 euros.

	Pontificia Real <: Ilustre Hermandad Matriz
de Nuestra Señora de Almonte y Fundación ONCE.
	Desarrollo de actuaciones destinadas a promover la
accesibilidad y la eliminación de barreras arquitectó-
nicas y de la comunicación en las instalaciones de la
citada hermandad.
	30.000 euros.

	Spanair, S.A., Cermi y Fundación ONCE.
	Favorecer el acceso normalizado y en condiciones de
calidad, para las personas con discapacidad, los servi-
cios de transporte aéreo de la compañía Spanair.
	0,00 euros.

	Universidad Internacional de Andalucía
y Fundación ONCE.
	Desarrollo de acciones coordinadas de ambas institu-
ciones, tanto sobre el intercambio de información
como las encaminadas a potenciar y desarrollar pro-
gramas sobre temas de interés común, este desarrollo
se llevará a cabo mediante la firma de convenios.
	0,00 euros.

	ONCE, Ayuntamiento de Sant Boi de Llobregat
y Fundación ONCE.
	Concreción de acuerdo de movilidad y accesibilidad,
transporte público e infraestructuras. Bienestar social,
creación de puestos de trabajo para personas con disca-
pacidad, actualización de censo de personas con dismi-
nución, actividades socio-culturales.
	0,00 euros.
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duda, al tratarse de dos elementos fundamentales que establecen el contenido de la
organización y misión encomendada a la Fundación.
Procedo a reproducirlos porque se trata de dos textos poco conocidos que resultan
esenciales para comprender la actividad desplegada por el Grupo ONCE. En el caso de
los Estatutos, presento su versión actualizada y la versión inicial (subrayada, en aque-
llos artículos que difieren de la versión actual) para poder comprobar la evolución de la
Fundación ONCE a lo largo de estos años.
A través de estos textos, comprenderemos el destino de parte de los ingresos de la ONCE,
instrumentalizados a través de una persona jurídica (fundación) para la atención de otros
minusválidos. Más en concreto, el ámbito personal y la actuación de la fundación se circuns-
cribe a las personas afectadas de minusvalías físicas, psíquicas o sensoriales, para las cuales
se desarrollarán actuaciones en todo el territorio del estado español sin perjuicio de su parti-
cipación o cooperación con entidades u organismos internacionales públicos y privados,
dependientes de gobiernos extranjeros y no gubernamentales.
227
Vide: Ley 50/2002, de 26 de diciembre, (BOE de 27 de diciembre, núm. 3109), Ley de Fundaciones;
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, Jefatura del Estado (BOE de 24 de diciembre, núm. 307), Régimen fis-
cal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo y la nueva redacción a la
disposición adicional quinta de esta Ley efectuada por la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, por la que se
incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas comunitarias en materia de fiscalidad de
productos energéticos y electricidad y del régimen fiscal común aplicable a las sociedades matrice y filia-
les de estados miembros diferentes, se regula el régimen fiscal de las aportaciones transfronterizas a fon-
dos de pensiones en el ámbito de la Unión Europea (disposición final quinta.2); Real Decreto 1337/2005,
de 11 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de fundaciones de competencia estatal (BOE de
22 de noviembre, núm. 279).
228
Vide: Ignacio NART, "La fundación", Revista de Derecho Privado, Tomo XXXV, (1951), pp. 489-499;
Joaquín MADRUGA MÉNDEZ, "Fundaciones benéfico-particulares y docentes", Revista General de
Legislación y Jurisprudencia, 210, (1961), pp. 159-202; José Javier LÓPEZ JACOISTE, "La fundación y
su estructura a la luz de sus nuevas funciones", Revista de Derecho Privado, Tomo XLIX, (1965), pp.567-
609; Rafael GÓMEZ FERRER MORANT, "Aspectos de la nueva regulación de las fundaciones cultura-
les privadas", RAP, 70, (1973), pp. 377-401; Luís MORELL OCAÑA, "Notas sobre el arcaísmo del
Derecho de las fundaciones benéficas", REDA, 17, (1978), pp. 149-171; Miguel HERRERO RODRÍGUEZ
de MIÑÓN, "La regulación de las fundaciones en los estatutos de autonomía: visión general", en AAVV,
Las fundaciones y ¡os estatutos de autonomía, Madrid, 1979; Fernando GARRIDO FALLA, "Artículo 34",
Comentarios a la Constitución, Cívitas, Madrid, 1985, pp. 704-717; Carlos J. MALUQUER de MOTES,
La fundación como persona jurídica en la codificación civil: de vinculación a persona (Estudio de un pro-
ceso), Universidad de Barcelona, Barcelona, 1988; Rafael de LORENZO GARCÍA y Miguel Ángel
CABRA de LUNA, Las fundaciones y la sociedad civil, Fundación ONCE-CÍVITAS, Madrid, 1992, en
especial: Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Constitución, fundaciones y sociedad civil", pp. 21-53;
AAVV, El régimen jurídico de las fundaciones, Fundació Abatoliba, Barcelona, 1997; Fernando MORI-
LLO GONZÁLEZ, El proceso de creación de una fundación, Aranzadi, Pamplona, 1999, pp. 87, nota 255,
donde determina de modo individualizado el caso de la ONCE; Fernando MORILLO GONZÁLEZ, La
fundación: concepto y elementos esenciales, Tecnos, Madrid, 2001.
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En todo caso, queda claro, que la fundación no podrá accionar, actuar, ni plantear
reivindicaciones en contra de la persona jurídica del fundador y de sus legítimos inte-
reses, ya sea de forma directa o indirecta, pública o privada. Tampoco podrá realizar la
fundación actividades productivas relacionadas con el mercado de los juegos de suerte,
envite o azar. Esta posibilidad queda garantizada, no sólo por su inclusión en el texto
de la carta de naturaleza que da vida a la fundación, sino también porque el patronato
estará integrado por 35miembros, de los cuales más de la mitad son designados por la
ONCE.
El cumplimiento de los fines de la Fundación se desarrollará mediante alguna de las
actividades específicas que, con carácter puramente enunciativo y no exhaustivo, se
indican: a) La promoción y en su caso, el desarrollo de programas en todos aquellos
ámbitos y materias que puedan resultar de interés para lograr la integración socio-labo-
ral de las personas con discapacidad y la eliminación de barreras, en particular: 1)
Programas dirigidos a la creación y/o mantenimiento de empleo para las personas con
discapacidad, y a la mejora de sus condiciones de trabajo. 2) Programas de prevención
y/o rehabilitación de la discapacidad. 3) Programas de educación y/o formación profe-
sional. 4) Programas que impulsen el desarrollo de actividades culturales, recreativas y
deportivas. 5) Programas de investigación y aplicación de las nuevas tecnologías al
ámbito de la discapacidad. 6) Programas dirigidos al apoyo a los movimientos asocia-
tivos que a juicio del Patronato resulten afines con los objetivos de la Fundación. 7)
Programas orientados a la supresión de barreras, tanto arquitectónicas y urbanísticas
como de la comunicación. 8) Cualesquiera otras actividades de acción social destina-
das al cumplimiento del fin principal perseguido, de conformidad con la planificación
que realice el Patronato. b) La promoción de Congresos, Seminarios y Mesas redondas
relacionadas con los fines de la Fundación. c) La edición de publicaciones especializa-
das relacionadas con los fines de la Fundación. d) La promoción de campañas de sen-
sibilización social relacionados con los fines de la Fundación. e) El apoyo, colabora-
ción y participación de entes en los que se estructuren los movimientos sociales en
general. f) La colaboración con los poderes públicos, institucionales y entidades, públi-
cas y privadas, en actividades coincidentes con los fines de la Fundación.
Serán beneficiarios potenciales de la Fundación cualquier persona de nacionalidad
española afectada de discapacidad, física, psíquica, sensorial o mental, conforme a la
regulación y calificación legal vigente de las minusvalías. También podrán ser benefi-
ciarías potenciales las entidades de nacionalidad española, dotadas de personalidad jurí-
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dica, que con arreglo a sus estatutos, desarrollan una actividad coincidente con la que
lleva a cabo la Fundación ONCE.
La fundación podrá, cuando lo considere de interés, establecer conciertos o conve-
nios-programas con personas jurídicas de cualquier naturaleza que preferentemente no
tengan ánimo de lucro, para que se desarrollen actividades y prestaciones en favor de
personas minusválidas. Podrán establecerse dichos acuerdos asimismo, aunque no con-
curra la circunstancia de ausencia de ánimo de lucro, cuando se estime, que existen
garantías suficientes de que el beneficio económico revertirá en favor de personas
minusválidas o de que se conseguirá un beneficio social de alto interés para este colec-
tivo. Igualmente podrán destinarse inversiones, subvenciones o ayudas a aquellas socie-
dades, empresas o fundaciones que el patronato pueda crear como filiales instrumenta-
les para el mejor cumplimiento de sus fines.
Sin duda debo hacer destacar que la Fundación ONCE en su funcionamiento se arti-
cula en órganos de gobierno y gestión.
El órgano de gobierno se sustenta en:
· El patronato. Es el máximo órgano de gobierno y representación. Está formado por
35 miembros designados por las distintas organizaciones de discapacitados representa-
das en la Fundación ONCE. Además hay varios patronos de libre designación nombra-
dos por el propio patronato entre personalidades destacadas.
· La comisión permanente. Está compuesta por ocho miembros. Es el órgano dele-
gado del patronato, con las funciones previstas en los estatutos y en el reglamento inter-
no y aquéllas que el patronato le delegue.
Órganos de gestión. La gestión se lleva a cabo a través de órganos unipersonales y
colegiados, actuando subordinadamente al patronato y a su comisión permanente y asu-
miendo la gestión y administración económica de dicha entidad. Como órgano colegia-
do, cuenta, con el comité directivo, al cual corresponde la adopción de decisiones para
la resolución de aquellos asuntos que por su importancia requieran de una valoración
conjunta de los cargos ejecutivos.
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	ESTATUTOS DE LA FUNDACIÓN
ONCE PARA LA COOPERACIÓN E
INTEGRACIÓN SOCIAL DE PER-
SONAS CON DISCAPACIDAD
	REGLAMENTO INTERNO DE LA
FUNDACIÓN ONCE 229

	«Estatutos de la Fundación ONCE para la
cooperación e integración social  de per-
sonas con minusvalías, modificados parcial-
mente en la sesión celebrada el 27 de sep-
tiembre de 1990 .230
CAPÍTULO I: DE LA FUNDACIÓN
Artículo 1°. Denominación y naturaleza.
1.1.   La   Fundación   O.N.C.E   para   la
Cooperación   e   Integración   Social   de
Personas con Discapacidad, es una entidad
de  naturaleza fundacional  sin ánimo de
lucro, de carácter benéfico-asistencial, de
duración  indefinida,  que persigue fines
sociales   y   que  fue  constituida   por   la
Organización Nacional de Ciegos Españoles
mediante acuerdo 2E/88-2.2 de fecha de 28
de enero de 1988 de su Consejo General,
por razones de solidaridad social con las
personas discapacitadas de conformidad
con la Escritura Fundacional y los presentes
Estatutos.
1.1. La Organización Nacional de Ciegos
Españoles ha decidido, mediante acuerdo 2-
E/28-22. de fecha 28 de enero de 1988. de
su Consejo General,  la creación de una
Fundación benéfico-asistencial por razones
de  solidaridad  social  con  personas con
minusvalías,    de   conformidad    con    la
Escritura Fundacional v con los presentes
Estatutos.
1.2.   La   Fundación   benéfico-asistencial
	CAPITULO I.- DISPOSICIONES
GENERALES
Artículo 1. Objeto.
El presente Reglamento Interno tiene por
objeto regular el   funcionamiento  y  las
actividades que realiza la "FUNDACION
ONCE   PARA  LA  COOPERACION   E
INTEGRACION SOCIAL DE PERSONAS
CON DISCAPACIDAD" en cumplimiento
de la voluntad del Fundador.
Artículo 2. Ámbito territorial.
La Fundación desarrollará sus actuaciones
en todo el territorio del Estado, sin perjuicio
de su participación  o cooperación con
Entidades u Organismos internacionales,
públicos   o   privados,   dependientes   de
Gobiernos extranjeros o no gubernamen-
tales.
Artículo 3. Delegaciones.
Por el Patronato,  y  a  propuesta de  la
Comisión Permanente, se podrán establecer
Delegaciones de la Fundación en otras ciu-
dades del Estado cuando así lo requiera el
mejor cumplimiento de sus fines, mante-
niendo siempre la lógica coordinación con
las estructuras territoriales del Fundador. Se
entiende por Delegación las oficinas de
carácter informativo que pudieran crearse
por el Patronato con las funciones que se
determinen.


229 El patronato de la Fundación ONCE, mediante acuerdo 2/88.4, aprobó en su sesión celebrada el día
14 de julio de 1998 el «Reglamento interno Fundación ONCE para la cooperación e integración social de
personas con minusvalías», modificado parcialmente en las sesiones celebradas el 27 de septiembre de
1990, el 21 de diciembre de 1993, el 28 de septiembre de 1994 y en otras posteriores.
El que ahora presento es el vigente en la actualidad.
230 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 763-771.
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	ahora creada por la ONCE, tendrá la denom-
inación   de   Fundación   ONCE   para   la
Cooperación   e   Integración   Social   de
Personas con Minusvalías.
Artículo 2o. Nacionalidad y domicilio.
La Fundación tiene nacionalidad española.
El domicilio de la Fundación radica en
Madrid, en la Calle Sebastián Herrera, 15.
El Patronato podrá promover el cambio de
domicilio, mediante la oportuna modifi-
cación estatutaria, con inmediata comuni-
cación al Protectorado, en la forma prevista
en la legislación vigente.
El Patronato podrá crear delegaciones de la
Fundación en  otras  ciudades  del Estado
Español para mejor cumplimiento de sus
fines.
El domicilio de la fundación será el que
establezca su Patronato, que podrá ser modifi-
cado por éste, cuando concurran razones que
lo justifiquen suficientemente. Asimismo, el
Patronato podrá crear Delegaciones de la
Fundación en otras ciudades del estado
español para mejor cumplimiento de sus
fines.
Artículo 3o. Régimen jurídico.
3.1. La Fundación se rige por la voluntad del
Fundador manifestada en la escritura de
constitución y en los presentes Estatutos, así
como por las disposiciones vigentes en la
materia.
3.2. El Patronato y los órganos de gestión,
dentro de sus competencias, podrán dictar
las normas y disposiciones sin contravenir la
voluntad fundacional.
3.1. La fundación será de beneficencia par-
ticular v de carácter permanente.
3.2. La fundación se regirá por la voluntad
del fundador, manifestada en los presentes
estatutos, por las normas v disposiciones
que establezca el patronato en desarrollo de .
la voluntad fundacional, que no podrá ser
	Artículo 4. Nacionalidad y domicilio.
La Fundación tiene nacionalidad española y
está  domiciliada  en  la  calle  Sebastián
Herrera n° 15,    de Madrid. El Patronato
podrá promover el cambio de domicilio,
mediante la oportuna modificación estatu-
taria,   con   inmediata   comunicación   al
Protectorado, en la forma prevista en la
legislación vigente.
Artículo 5. Capacidad.
5.1. La Fundación tiene personalidad jurídi-
ca propia y plena capacidad jurídica y de
obrar, y por tanto con carácter enunciativo y
no limitativo, puede adquirir, conservar,
poseer,   administrar,   disponer,   enajenar,
gravar y permutar bienes de todas clases;
celebrar todo género de actos y de contratos;
contraer obligaciones; renunciar y transigir
bienes y derechos,  así como  promover,
oponerse, seguir y desistir los procedimien-
tos que fueran oportunos y ejercitar libre-
mente toda clase de derechos, acciones y
excepciones ante los Juzgados y Tribunales
ordinarios y especiales y Organismos y
dependencias de la Administración Pública
y cualesquiera otros del Estado, provincia,
municipio   y   demás   Corporaciones   o
Entidades, incluso internacionales, en par-
ticular de la Unión Europea.
5.2. El Fundador no contraerá compromiso,
obligación o responsabilidad alguna, ni
principal ni subsidiaria, respecto de las
actuaciones    llevadas    a   cabo   por    la
Fundación.
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	contravenida,   v   por   las   disposiciones
vigentes en la materia.
Artículo 4o. Capacidad.
4.1. La fundación tiene personalidad jurídica
propia y plena capacidad jurídica y de obrar; y
por tanto, con carácter enunciativo, y no limi-
tativo,  puede adquirir, conservar, poseer,
administrar, disponer, enajenar, gravar y per-
mutar bienes de todas clases; celebrar todo
género de actos y contratos; contraer obliga-
ciones, renunciar y transigir bienes y derechos,
así como promover, oponerse, seguir y desistir
los procedimientos que fueran oportunos, y
ejercitar libremente toda clase de derechos,
acciones y excepciones ante los Juzgados y
Tribunales    ordinarios    y    especiales    y
Organismos     y     dependencias     de     la
Administración Pública; y cualesquiera otros
del Estado, provincia, municipio y demás
Corporaciones o Entidades, incluso interna-
cionales, en particular de la Unión Europea.
4.2. El fundador no contraerá compromiso,
obligación o responsabilidad alguna ni prin-
cipal ni subsidiaria, respecto de las actua-
ciones y cualquier consecuencia de ellas
derivadas de la fundación.
4.3. No obstante lo establecido en el aparta-
do 1° de este artículo, la Fundación no podrá
accionar, actuar o plantear reivindicaciones
en contra de la persona jurídica del fundador
y de sus legítimos intereses, ya sea de forma
directa o indirecta, pública o privada.
4.1. La fundación tiene personalidad jurídica
propia v plena capacidad jurídica v de obrar;
v por tanto, con carácter enunciativo, v no
limitativo, puede adquirir, conservar, poseer,
administrar, disponer, enajenar, gravar v per-
mutar bienes de todas clases; celebrar todo
género de actos y contratos; contraer obliga-
ciones, renunciar v transigir bienes v dere-
chos, así como promover, oponerse, seguir y
desistir los procedimientos que fueran opor-
tunos, y ejercitar libremente toda clase de
derechos, acciones v excepciones ante los
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	Juzgados y Tribunales ordinarios v espe-
ciales  y organismos dependientes de la
Administración  Pública:   y  cualesquiera
otros del Estado, Provincia, Municipio v
demás Corporaciones o Entidades.
Artículo 5°. Ámbito personal y territorial.
5.1. El ámbito personal de actuación de la
Fundación se circunscribe a las personas
afectadas de discapacidad física, psíquica,
sensorial o mental, según se define en la legis-
lación vigente, y en los términos establecidos
en los presentes Estatutos.
5.2. La fundación desarrollará sus actua-
ciones en todo el territorio del Estado, sin
perjuicio de su participación o cooperación
con entidades u organismos internacionales,
públicos   o   privados,   dependientes   de
Gobiernos extranjeros y no gubernamentales.
5.1. El ámbito personal v la actuación de la
fundación se circunscribe a las personas
afectadas de minusvalías físicas, psíquicas o
sensoriales en los términos establecidos en
los presentes estatutos.
	

	CAPÍTULO II: FINES Y
BENEFICIARIOS
Artículo 6o. Fines fundacionales.
El objeto o fin principal de la Fundación es
la realización de forma directa o concertada
de programas de integración social y presta-
ciones sociales para personas con discapaci-
dad física, psíquica,  sensorial o mental,
destacando prioritariamente la formación y
el empleo así como la accesibilidad y la
superación de barreras de cualquier clase.
6.1. Objeto o fin principal de la fundación es
la realización, de forma directa o concertada,
de programas de integración social v presta-
ciones sociales para personas con minusvalía
física, psíquica o sensorial.
6.2.    De    manera    enunciativa    podrán
realizarse, entre otros, programas de preven-
	CAPITULO II.- FINES, ACTIVI-
DADES, LINEAS DE ACTUACIÓN
Y BENEFICIARIOS.
Artículo 6. Fines Fundacionales
El objeto o fin principal de la Fundación es
la realización o el impulso, de forma directa
o concertada, de programas de integración
social y prestaciones sociales para personas
con discapacidad física, psíquica, sensorial o
mental, destacando prioritariamente la for-
mación y el empleo así como la accesibili-
dad global y la superación de barreras de
cualquier clase.
Artículo 7. Actividades específicas.
7.1. De conformidad con lo establecido en el
artículo 7 de los Estatutos, la Fundación,
para el cumplimiento de sus fines, podrá
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	ción de la minusvalía, rehabilitación, edu-
cación,   formación   profesional,   empleo,
actividades culturales, recreativas v deporti-
vas, investigación y aplicación de nuevas
tecnologías, dirigidas al campo de las minus-
valías y de apoyo a los movimientos asocia-
tivos que, a juicio del Patronato, resulten
afines con los objetivos de la fundación:
supresión de barreras, tanto arquitectónicas
como urbanísticas o de la comunicación; y.
en general, actividades de acción social, des-
tinadas al cumplimiento del fin principal
perseguido, de conformidad con la planifi-
cación que realice el patronato.
Artículo 7. Actividades específicas.
El   cumplimiento   de   los   fines   de   la
Fundación se desarrollará mediante alguna
de las actividades específicas que, con carác-
ter puramente enunciativo y no exhaustivo,
se indican:
a) La promoción y en su caso, el desarrollo
de programas en todos aquellos ámbitos y
materias que puedan resultar de interés para
lograr la integración socio-laboral de las per-
sonas con discapacidad y la eliminación de
barreras, en particular:
1) Programas dirigidos a la creación y/o
mantenimiento de empleo para las personas
con discapacidad, y a la mejora de sus condi-
ciones de trabajo.
2) Programas de prevención y/o rehabilitación
de la discapacidad.
3) Programas de educación y/o formación
profesional.
4) Programas que impulsen el desarrollo de
actividades culturales, recreativas y deporti-
vas.
5) Programas de investigación y aplicación
de las nuevas tecnologías al ámbito de la dis-
capacidad.
6)  Programas  dirigidos  al  apoyo  a  los
movimientos asociativos que a juicio del
Patronato resulten afines con los objetivos
de la Fundación.
	desarrollar, entre otras, las siguientes activi-
dades específicas:
a) La promoción y en su caso, el desarrollo
de programas en todos aquellos ámbitos y
materias que puedan resultar de interés para
lograr la integración socio-laboral de las per-
sonas con discapacidad y la eliminación de
barreras, en particular:
1. Programas dirigidos a la creación y/o
mantenimiento, de forma directa o indirecta,
de empleo para las personas con discapaci-
dad, y a la mejora de sus condiciones de tra-
bajo:
2. Programas de fomento del empleo en
Centros Especiales de Empleo y en empre-
sas ordinarias.
3. Asesoramiento a proyectos y financiación
de actividades empresariales que redunden
en beneficio de las personas con discapaci-
dad.
4.   Programas   para   el   fomento   de   la
economía social y del autoempleo.
5. Programas para Centros Ocupacionales.
6. Programas de educación y/o formación
profesional.
7. Programas orientados a la accesibilidad
global, que eliminen las barreras arquitec-
tónicas y de comunicación, en sus distintos
ámbitos: edificación, urbanismo, transporte,
sociedad de la información y nuevas tec-
nologías.
8.   Programas   de  accesibilidad   para  el
empleo.
9. Supresión de barreras psicosociales.
10. Programas de mejora de la accesibilidad
para plurideficientes.
11. Programas de accesibilidad para la inte-
gración en el deporte.
12. Ayudas de ajuste personal y social.
13. Programas de prevención y/o rehabilitación
de la discapacidad.
14. Programas que impulsen el desarrollo de
actividades culturales, recreativas y deporti-
vas.
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	7) Programas orientados a la supresión de
barreras, tanto arquitectónicas y urbanísticas
como de la comunicación.
8) Cualesquiera otras actividades de acción
social destinadas al cumplimiento del fin
principal perseguido, de conformidad con la
planificación que realice el Patronato,
b) La promoción de Congresos, Seminarios
y Mesas redondas relacionadas con los fines
de la Fundación.
c) La edición de publicaciones especializadas
relacionadas con los fines de la Fundación.
d) La promoción de campañas de sensibi-
lización social relacionados con los fines de
la Fundación.
e) El apoyo, colaboración y participación de
entes   en   los   que   se   estructuren   los
movimientos sociales en general.
f) La colaboración con los poderes públicos,
institucionales y entidades, públicas y pri-
vadas, en actividades coincidentes con los
fines de la Fundación.
Artículo 8. Criterios y líneas de actuación.
En el desarrollo de las actividades que la
Fundación emprenda para el cumplimiento
de su finalidad institucional habrán de obser-
varse los criterios y líneas de actuación que
a continuación se indican:
1a. La Fundación debe desarrollar al máximo
su potencial y recursos de acuerdo con la
filosofía establecida en estos Estatutos coad-
yuvando a la consecución de la autonomía
personal y plena integración de personas con
discapacidad.
2a. Su funcionamiento debe regirse por los
principios de eficacia, agilidad, transparen-
cia, participación,  dinamización, solidari-
dad, modernidad, apartidismo y aconfe-
sionalidad,   privacidad   y   complemen-
tariedad.
3a. Las ayudas y actividades de la Fundación
tendrán un carácter discrecional, graciable y
gratuito, sin detrimento de la racionalidad,
solidaridad, inherentes a las actuaciones de
	15. Programas de investigación y aplicación
de las nuevas tecnologías al ámbito de la
discapacidad.
16. Programas  dirigidos  al  apoyo  a los
movimientos asociativos que a juicio del
Patronato resulten afines con los objetivos
de la Fundación.
17. Programas que impliquen el desarrollo
de iniciativas socialmente responsables, que
satisfagan los intereses legítimos de los des-
tinatarios de la acción institucional de la
Fundación.
18. Cualesquiera otras actividades de acción
social destinadas al cumplimiento del fin
principal perseguido, de conformidad con la
planificación que realice el Patronato.
b) La promoción de Congresos, Seminarios
y Mesas redondas relacionadas con los fines
de la Fundación.
c) La edición de publicaciones especializadas
relacionadas con los fines de la Fundación.
d) La promoción de campañas de sensibi-
lización social relacionadas con los fines de
la Fundación.
e) El apoyo, colaboración y participación en
entes   en   los   que   se   estructuren   los
movimientos sociales en general.
f) La colaboración con los poderes públicos,
instituciones y entidades, públicas y pri-
vadas, en actividades coincidentes con los
fines de la Fundación.
7.2. Corresponde al Patronato fijar, en el
plan de actuación de cada ejercicio, los pro-
gramas, objetivos y actividades que se pre-
vean desarrollar, determinando sus priori-
dades y su dotación económica
7.3. La Fundación promoverá la máxima
difusión aconsejable de cada uno de los
planes, programas y actividades a desarrollar,
en la forma que determine el Patronato o la
Comisión Permanente.
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	buena fe de las personas y coherencia de las
instituciones, no asumiendo pensiones, ni
ayudas perpetuas.
4a. Las actividades de la Fundación se orien-
tan prioritariamente a la formación y al
empleo  de  personas  discapacitadas,   así
como   a   la   superación   de   barreras   de
cualquier clase.
5a. Deberá procurarse necesariamente que
las actividades de la Fundación no incurran
gradualmente en la dinámica de ir susti-
tuyendo, por vía de hecho, las obligaciones
de los poderes públicos, en cualquier aspec-
to de la política sobre discapacitados. No
obstante, la Fundación podrá cooperar con
las Administraciones Públicas, mediante la
adopción de acuerdos o conciertos para la
promoción de proyectos o programas de
cualquier índole, siempre que se produzca
una contribución significativa de aquéllas.
6a.  La Fundación debe aparecer ante la
opinión pública como protagonista de sus
actuaciones,  tanto directas como concer-
tadas, sin perjuicio de la colaboración ade-
cuada y necesaria con personas jurídicas,
públicas o privadas.
T. La Fundación deberá procurar no desem-
peñar institucionalmente funciones o actua-
ciones reivindicativas que en todo caso son
patrimonio y derecho exclusivo de las orga-
nizaciones sociales que la integran.
8a. La Fundación promoverá la obtención de
recursos financieros alternativos y/o com-
plementarios a los transferidos por el fun-
dador, además de desarrollar las iniciativas
empresariales  tendentes a conseguir los
objetivos del empleo de discapacitados y
obtención de recursos.
9a. Se utilizarán como instrumento para el
logro de los fines de la Fundación estruc-
turas organizativas, de carácter productivo, a
través de empresas o sociedades mercan-
tiles, o cualquier otra fórmula destinada a la
gestión   de   aquellas   funciones   de   la
	Artículo    8.    Criterios    y    líneas    de
actuación.
En el desarrollo de las actividades que la
Fundación emprenda para el cumplimiento
de su  finalidad  institucional  habrán de
observarse los criterios y líneas de actuación
que a continuación se indican:
a) La Fundación debe desarrollar al máximo
su potencialidad y recursos de acuerdo con
la filosofía establecida en    los Estatutos
coadyuvando   a   la   consecución   de   la
autonomía personal y plena integración de
personas con discapacidad,
b) Su funcionamiento debe regirse por los
principios de eficacia, agilidad, transparen-
cia, participación, publicidad, dinamización,
solidaridad, modernidad, apartidismo, acon-
fesionalidad, protección de los datos de
carácter personal, complementariedad, sub-
sidiariedad, buen gobierno, mejora continua,
responsabilidad     social     y     desarrollo
sostenible.
c) Las ayudas y actividades de la Fundación
tendrán un carácter discrecional, graciable y,
en general, gratuito, sin detrimento de la
racionalidad y solidaridad, inherentes a las
actuaciones de buena fe de las personas y
coherencia de las instituciones, no asumien-
do pensiones, ni ayudas perpetuas.
d) Las actividades de la Fundación se orien-
tarán prioritariamente a la formación y el
empleo  de personas discapacitadas,  así
como al fomento y el impulso de la accesi-
bilidad global, y el diseño universal, y la
superación de barreras de cualquier clase
e) Deberá procurarse necesariamente que
las actividades de la Fundación no incurran
gradualmente en la dinámica de ir susti-
tuyendo, por vía de hecho, las obligaciones
de los poderes públicos, en cualquier aspec-
to de la política sobre discapacitados. No
obstante, la Fundación podrá cooperar con
las Administraciones públicas, mediante la
adopción de acuerdos o conciertos para la
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	Fundación que el Patronato le asigne en
actividades industriales  o servicios, que
garantizando una rentabilidad económica
mínima, comporten una alta rentabilidad
social, por creación intensiva de empleo.
10a. La Fundación procurará actuar preferente-
mente a favor de inversiones o financia-
ciones de proyectos que impliquen gastos
por una sola vez, procurando evitar gastos
corrientes o consolidados, o que comporten
obligaciones continuadas en el tiempo.
Artículo 9. Beneficiarios.
9.1. Serán beneficiarios potenciales de la
Fundación cualquier persona de nacionali-
dad española afectada de discapacidad, físi-
ca, psíquica, sensorial o mental, conforme a
la regulación y calificación legal vigente de
las minusvalías. También podrán ser benefi-
ciarías potenciales las entidades de nacional-
idad española,  dotadas de personalidad
jurídica, que con arreglo a sus estatutos,
desarrollan una actividad coincidente con la
que lleva a cabo la Fundación ONCE, de
acuerdo con lo establecido en los presentes
Estatutos.
9.2. Podrá extenderse la acción protectora de
la   Fundación,   previo   acuerdo   de   su
Patronato, a personas naturales o jurídicas
de distinta nacionalidad, en quienes concurran
los requisitos establecidos en el apartado
anterior.
9.3. El Patronato podrá, cuando lo considere de
interés, establecer Conciertos o Convenios -
Programas con personas jurídicas para que
desarrollen actividades y prestaciones en favor
de personas discapacitadas.
9.4. La determinación de los beneficiarios se
efectuará por el Patronato con criterios de
imparcialidad y no discriminación, y dará
información suficiente de sus fines y activi-
dades para que sean conocidos por sus even-
tuales beneficiarios y demás interesados.
9.5. Los beneficios de la Fundación se otor-
garán discrecionalmente por el Patronato a
	promoción de proyectos o programas de
cualquier índole, siempre que se produzca
una contribución significativa de aquéllas.
f) La Fundación debe aparecer ante la
opinión pública como protagonista de sus
actuaciones, tanto directas como concer-
tadas, siendo la comunicación    de estas
acciones consciente, coherente y transparente y
sin perjuicio de la colaboración adecuada y
necesaria con personas jurídicas, públicas o
privadas
g) La Fundación deberá procurar no desem-
peñar institucionalmente funciones o actua-
ciones reivindicativas que en todo caso son
patrimonio y derecho exclusivo de las orga-
nizaciones sociales que la integran.
h) La Fundación promoverá la obtención de
recursos financieros alternativos y/o com-
plementarios a los transferidos por el fun-
dador, además de desarrollar las iniciativas
empresariales tendentes  a conseguir los
objetivos del empleo de las personas con
discapacidad y obtención de recursos.
i) Se utilizarán como instrumento para el
logro de los fines de la Fundación estruc-
turas organizativas, de carácter productivo,
a través de empresas o sociedades mercan-
tiles, o cualquier otra fórmula destinada a la
gestión   de   aquellas   funciones   de   la
Fundación   que el Patronato le asigne en
actividades industriales o de servicios, que
garantizando una rentabilidad económica
mínima, comporten una alta rentabilidad
social, por creación intensiva de empleo.
j) La Fundación procurará actuar preferente-
mente en favor de inversiones o financia-
ciones de proyectos que impliquen gastos
por una sola vez, procurando evitar gastos
corrientes o consolidados, o que comporten
obligaciones continuadas en el tiempo.
Artículo 9. Beneficiarios
9.1. Serán beneficiarios potenciales de la
Fundación cualquier persona de nacionali-
dad española afectada de discapacidad, físi-


529
	las personas que, reuniendo las condiciones
señaladas en este artículo, se estime que son
merecedoras de los mismos y dentro siempre
de   las   posibilidades   financieras   de   la
Fundación.    Nadie    podrá    imponer    al
Patronato la atribución de los beneficios de
la Fundación  a  personas  o  instituciones
determinadas.
Artículo 7º. Beneficiarios.
7.1. Serán beneficiarios potenciales de la
fundación cualquier persona de nacionalidad
española  afectada  de   minusvalía  física,
psíquica o sensorial, conforme a la regu-
lación v calificación legal  vigente de las
minusvalías.
7.2. Podrá extenderse la acción protectora de la
fundación, previo acuerdo de su patronato, a
personas minusválidas de distinta nacionalidad.
7.3. El patronato podrá, cuando lo considere
de interés, establecer conciertos o convenios
v  programas  con personas jurídicas  sin
ánimo de lucro para que desarrollen activi-
dades v prestaciones en favor de personas
minusválidas.
Artículo 8o. Carácter de las prestaciones.
Los beneficios  de la fundación  se otor-
garán,discrecionalmente, por el patronato a
las personas que, reuniendo las condiciones
señaladas en el artículo anterior, se estime
que son merecedoras de los mismos, v den-
tro siempre de las posibilidades financieras
de la fundación. Nadie podrá imponer al
patronato la atribución de los beneficios de la
fundación a personas o instituciones deter-
minadas.
Artículo 10. Destino de las rentas e ingresos.
1. A la realización de los fines fundacionales
deberá ser destinado, al menos, el 70 por 100
de   los   resultados   de   las   explotaciones
económicas que se desarrollen y de los ingre-
sos que se obtengan por cualquier otro con-
	ca, psíquica, sensorial o mental, conforme a
la regulación y calificación legal vigente de
las minusvalías. También podrán ser benefi-
ciarías potenciales las entidades de nacional-
idad  española,  dotadas  de  personalidad
jurídica, que con arreglo a sus estatutos,
desarrollan una actividad coincidente con la
que lleva a cabo la Fundación ONCE, de
acuerdo con lo establecido en los Estatutos.
9.2. Podrá extenderse la acción protectora de
la   Fundación,   previo   acuerdo   de   su
Patronato, y a propuesta de la Comisión
Permanente, a personas naturales o jurídicas
de distinta nacionalidad, y en quienes con-
curran  los  requisitos  establecidos  en  el
apartado anterior.
9.3. El Patronato podrá, cuando lo considere
de    interés,    establecer    Conciertos    o
Convenios-Programas con personas jurídi-
cas, para  que desarrollen  actividades  y
prestaciones en favor de personas discapaci-
tadas.
9.4. Corresponde al Patronato establecer los
criterios por los que, de manera objetiva, con
arreglo a los principios de imparcialidad y
no discriminación, atendiendo a sus fines
prioritarios, se determinen los beneficiarios
de la acción de la Fundación.
9.5. Los beneficios de la Fundación se otor-
garán discrecionalmente por el Patronato o
los órganos en quién éste delegue a las per-
sonas que, reuniendo las condiciones señaladas
en este artículo, se estime que son merecedo-
ras de los mismos y dentro siempre de las
posibilidades financieras de la Fundación.
Nadie podrá imponer al Patronato la atribu-
ción de los beneficios de la Fundación a per-
sonas o instituciones determinadas.
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	cepto, deducidos los gastos realizados, para
la obtención de tales resultados o ingresos,
debiendo destinar el resto a incrementar bien
la dotación o bien las reservas según acuerdo
del Patronato.
Los gastos realizados para la obtención de
tales ingresos podrán estar integrados, en su
caso, por la parte proporcional de los gastos
por servicios exteriores, de los gastos de per-
sonal, de otros gastos de gestión, de los gas-
tos financieros y de los tributos, en cuanto
que contribuyan a la obtención de los ingre-
sos, excluyendo de este cálculo los gastos
realizados para el cumplimiento de los fines
estatutarios.
2. El plazo para el cumplimiento de esta
obligación será el comprendido entre el ini-
cio del ejercicio en que se hayan obtenido los
respectivos resultados e ingresos y los cuatro
años siguientes al cierre de dicho ejercicio.
3. Los gastos de administración no podrán
superar el porcentaje fijado en la legislación
vigente y, en su caso, el que pudiera fijar el
Patronato.
	

	CAPÍTULO III: DEL RÉGIMEN
PATRIMONIAL.
Artículo 11. Dotación de la Fundación.231
La dotación de la Fundación estará integrada
por todos los bienes y derechos que consti-
tuyen la dotación inicial de la Fundación, y
por aquellos otros que en los sucesivo se
aporten a la misma con ese carácter.
Artículo 12. Patrimonio Fundacional.
El patrimonio de la Fundación puede estar
integrado por toda clase de bienes y dere-
chos susceptibles de valoración económica.
Unos y otros deberán figurar a nombre de la
Fundación y constar en su inventario, en el
	Capitulo     V.     DEL    PATRIMONIO,
RECURSOS        Y       ACTIVIDADES
ECONÓMICAS DE LA FUNDACIÓN.
Artículo 39. Dotación de la Fundación.
La dotación de la Fundación estará integra-
da por todos los bienes y derechos que consti-
tuyen la dotación inicial de la Fundación, y
por aquellos otros que en lo sucesivo se
aporten a la misma con ese carácter.
Artículo 40. Patrimonio de la Fundación.
40.1. El patrimonio de la Fundación puede
estar integrado por toda clase de bienes y
derechos    susceptibles    de    valoración
económica.


231 Vide María Eugenia SERRANO CHAMORRO, Las fundaciones: dotación y patrimonio, Cívitas,
Madrid, 2000, en su totalidad.
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	Registro de Fundaciones y en los demás
Registros que corresponda.
El Patronato queda facultado para hacer las
variaciones necesarias en la composición del
patrimonio de la Fundación de conformidad
con lo que aconseje la coyuntura económica
de cada momento y sin perjuicio de solicitar
la debida autorización o proceder a la opor-
tuna comunicación al Protectorado.
Artículo 9". Patrimonio fundacional.
9.1. La dotación inicial de la fundación se
establece en un capital fundacional en cuan-
tía de cien millones de pesetas, a través de
valores, conforme al siguiente detalle:
9.2. Los productos líquidos de los bienes
integrantes del capital fundacional destinar-
los a invertirlos en la realización de los fines
de la fundación, salvo que el patronato con-
sidere conveniente acumularlos al capital
fundacional.
Artículo 13. Financiación.
La   Fundación   podrá   disponer   para   el
cumplimiento de sus fines de los siguientes
recursos económicos:
a) Los rendimientos del patrimonio funda-
cional.
b) Las dotaciones que el fundador le trans-
fiera.
c) Las subvenciones que, en su caso, le con-
ceda el Estado y demás Entidades Públicas
territoriales e institucionales.
d) Las donaciones, legados y herencias acep-
tadas con arreglo a la legislación vigente.
e) Los ingresos derivados de actividades
económicas aprobadas por el Patronato,
siempre que ello no implique una limitación
injustificada del ámbito de sus posibles
beneficiarios,  y  quedando expresamente
excluidas las relacionadas con el mercado de
los  juegos   de  azar,   salvo  en   aquellos
supuestos en los que medie autorización
expresa del Fundador y en las condiciones
contenidas en la misma.
	40.2. Unos y otros deberán figurar a nombre
de la Fundación y constar en su Inventario,
en el Registro de Fundaciones y en los
demás Registros que corresponda.
40.3.  El  Patronato queda facultado para
hacer las variaciones necesarias en la com-
posición del patrimonio de la Fundación, de
conformidad con lo que aconseje la coyun-
tura económica de cada momento y sin per-
juicio de solicitar la debida autorización o
proceder a la oportuna comunicación al
Protectorado, de acuerdo con lo establecido
en la Ley y en los Estatutos.
Artículo 41. Inventario.
41.1. La Fundación mantendrá un inventario
del Patrimonio de la Fundación continuamente
actualizado, reflejando fielmente las varia-
ciones que experimenten. Periódicamente
se realizarán las tasaciones periciales de
aquellos inmuebles que estime oportuno
para obtener el valor de mercado de los
bienes a efectos informativos. Todos los
bienes y derechos deberán figurar a nombre
de la Fundación.
41.2.  El  inventario formará parte de la
memoria individual de la Fundación y por
tanto será registrado conjuntamente con
esta en el Registro de Fundaciones y en los
demás Registros que correspondan.
Artículo 42. Financiación.
La   Fundación   podrá   disponer  para   el
cumplimiento de sus fines de los siguientes
recursos económicos:
a) Los rendimientos del Patrimonio funda-
cional.
b) Las donaciones que el Fundador le con-
ceda.
c) Las subvenciones que en su caso le con-
ceda el Estado y demás Entidades públicas,
territoriales e institucionales.
d) Las donaciones,  legados y  herencias
aceptadas  con  arreglo  a  la  legislación
vigente.
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	Artículo 10. Financiación.
La   fundación   podrá   disponer,   para   el
cumplimiento de sus fines, de los siguientes
recursos económicos:
a) Los rendimientos del patrimonio funda-
cional.
b) Las dotaciones que el fundador le trans-
fiera.
c) Las subvenciones que, en su caso, le con-
ceda el Estado v demás Entidades Públicas
Territoriales e Institucionales,
d) Las donaciones, legados v herencias de
particulares, reglamentariamente aceptadas.
e) Los ingresos derivados de actividades pro-
ductivas,   aprobados   por   el   patronato;
quedando expresamente excluidas las rela-
ciones con el mercado de los juegos de azar.
Artículo   14.  Actividades  mercantiles   e
industriales.
14.1. Se reconoce como un medio eficaz para
el cumplimiento de sus fines, en particular
los de naturaleza prioritaria, la participación
de la Fundación en sociedades mercantiles.
Dicha participación deberá ajustarse, en todo
caso, a lo establecido en la legislación que
resulte de aplicación.
14.2. La Fundación no podrá participar en
sociedades mercantiles, ni en ninguna otra
forma asociativa de naturaleza mercantil, en
las que se deba responder personalmente de
las deudas sociales.
14.3. La Fundación sólo podrá participar en
aquellas sociedades mercantiles que, por su
objeto social y la actividad empresarial a la
que   se   dedican,   puedan   contribuir   al
cumplimiento de los fines fundacionales.
14.4. La representación de la Fundación en el
órgano de administración de las sociedades
participadas por ella así como los términos en
que la misma se ejercerá, serán determinados
por el Patronato.
14.5. En el supuesto de que la Fundación
ostente la condición de socio en sociedades
mercantiles en los términos que se establecen
	e) Los ingresos derivados de actividades
económicas  aprobadas por el Patronato,
siempre que ello no implique una limitación
injustificada del ámbito de sus posibles
beneficiarios,  y quedando expresamente
excluidas las relacionadas con el mercado de
los juegos   de  azar,   salvo   en   aquellos
supuestos en los que medie autorización
expresa del Fundador y en las condiciones
contenidas en la misma.
Artículo 43. Actividades mercantiles e
industriales
43.1. Se reconoce como un medio eficaz
para el cumplimiento de sus fines, en par-
ticular los de naturaleza prioritaria, la par-
ticipación de la Fundación en sociedades
mercantiles, principalmente por medio de
Fundosa Grupo, S.A. Dicha participación
deberá ajustarse, en todo caso, a lo estableci-
do en la legislación que resulte aplicación.
43.2. La Fundación no podrá participar en
sociedades mercantiles, ni en ninguna otra
forma asociativa de naturaleza mercantil, en
las que se deba responder personalmente de
las deudas sociales.
43.3. La Fundación sólo podrá participar,
directa   o   indirectamente,   en   aquellas
sociedades mercantiles que, por su objeto
social y la actividad empresarial a la que se
dedican, puedan contribuir al cumplimiento
de los fines fundacionales.
43.4. La representación de la Fundación en
el   órgano   de   administración   de   las
sociedades participadas por ella, así como
los términos en que la misma se ejercerá,
serán determinados por el Patronato.
43.5. En el supuesto de que la Fundación
ostente la condición de socio, directo o indi-
recto, en sociedades mercantiles, en los tér-
minos que se establecen en el presente
artículo, deberá promover los procedimien-
tos de control y verificación que, de acuerdo
con la legislación mercantil y la que resulte
aplicable en materia de Fundaciones, se esti-
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	en el presente artículo, deberá promover los
procedimientos de control y verificación que,
de acuerdo con la legislación mercantil y la
que    resulte    aplicable    en    materia    de
Fundaciones,  se estimen  adecuados  para
garantizar que, en todo caso, dicha partici-
pación en sociedades mercantiles contribuye
eficazmente al cumplimiento de los fines
fundacionales.
14.6.  Las  sociedades  mercantiles  partici-
padas por la Fundación, de acuerdo con los
requisitos establecidos en este artículo ten-
drán la consideración de instrumento esencial
de la propia Fundación para el desarrollo de
los   fines   fundacionales,   por   lo  que   la
Fundación prestará el apoyo que, en cada
caso se estime preciso, para asegurar la con-
tinuidad de la  actividad que realizan  las
citadas sociedades.
14.7. La Fundación ejercerá el poder de
dirección   que   le   corresponda   en    las
sociedades en las que participe de manera
que en todo  caso quede garantizado el
cumplimiento de los fines fundacionales.
Artículo 11. Aplicación de los recursos.
11.1. Los bienes v rentas de la fundación se
entenderán afectos v adscritos de una manera
directa e inmediata, sin interposición de per-
sonas, a la realización del objeto del benefi-
cio para el que la fundación se constituye.
11.2. El patronato estará facultado para efec-
tuar en los bienes las transformaciones v
modificaciones que se consideren necesarias
o convenientes; de conformidad con lo que
aconseje la coyuntura económica de cada
momento, por lo que se recomienda que, para
provecho de sucesivas  generaciones,  los
patronos hagan uso de estas facultades. En su
virtud, el capital fundacional será conservado
en sus inversiones originarias o en aquellas
otras que posteriormente efectúe el patrona-
to.
	men adecuados para garantizar que, en todo
caso, dicha participación en sociedades mer-
cantiles     contribuye    eficazmente    al
cumplimiento de los fines fundacionales.
Asimismo, en las sociedades en las que par-
ticipe la Fundación se impulsará el establec-
imiento de sistemas de gestión socialmente
responsables
43.6.  Las  sociedades  mercantiles  partici-
padas,  directa  o  indirectamente,  por la
Fundación, de acuerdo con los requisitos
establecidos en este artículo, tendrán la con-
sideración de instrumento esencial de la
propia Fundación para el desarrollo de los
fines fundacionales, por lo que la Fundación
prestará el apoyo que, en cada caso se estime
preciso, para asegurar la continuidad de la
actividad     que     realizan     las     citadas
sociedades.
43.7. La Fundación ejercerá el poder de
dirección   que   le   corresponda   en   las
sociedades en las que participe, directa o
indirectamente, de manera que en todo caso
quede garantizado el cumplimiento de los
fines fundacionales.
43.8. Los Consejos de Administración o
Administradores de las sociedades mercan-
tiles en las que la Fundación posea, de forma
directa o indirecta, la mayoría del capital
social, serán cargos estatutariamente no ret-
ribuidos. En aquellas otras sociedades mer-
cantiles, en las que la Fundación participe de
forma directa o indirecta, pero no posea la
mayoría del capital social, y existan retribu-
ciones a los Administradores o Consejos de
Administración, por el ejercicio de dicho
cargo, las retribuciones correspondientes a
los representantes de la Fundación, serán
reintegradas e ésta.
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	Artículo 15. Fiscalidad.
El Patronato de la Fundación realizará cuan-
tas gestiones sean precisas para optimizar !a
obtención de cualquier tipo de beneficio fis-
cal aplicable a la Fundación, así como las
subvenciones y bonificaciones vigentes en
cada momento en materia de seguridad social
y empleo, al objeto de disponer de los may-
ores recursos netos posibles para el cumplim-
iento de sus fines.
Artículo 16.- Régimen financiero
16.1.  La Fundación  goza de autonomía
económica y financiera en los términos que
establece la legislación vigente. La gestión
económico- financiera de la Fundación tiene
como objetivo la obtención de recursos sufi-
cientes para el cumplimiento de sus fines,
rigiéndose, tanto en sus gastos como ingre-
sos, por el plan de actuación aprobado por el
Patronato.
Las operaciones económico-financieras se
registran de acuerdo con la adaptación del
Plan General de Contabilidad a las entidades
sin fines lucrativos.
16.2. La gestión económico-financiera a realizar
en el seno de la Fundación perseguirá el
cumplimiento de los fines sociales, inspirándose
en los principios de eficacia, eficiencia, rentabil-
idad, solvencia, libre competencia y economía
en su distribución,
16.3. El Patronato elaborará y remitirá al
Protectorado, en los últimos tres meses de
cada ejercicio, un plan de actuación, en el
que queden reflejados los objetivos y las
actividades que se prevea desarrollar durante
el ejercicio siguiente.
16.4. Corresponde al Vicepresidente Primero
Ejecutivo o, en su caso, a la persona que sea
designada por acuerdo del Patronato la for-
mulación de las cuantas  anuales  de  la
Fundación.
16.5. Con carácter anual y dentro de los seis
primeros meses del ejercicio siguiente, el
Patronato aprobará las cuentas anuales, tanto
	Capitulo VI        DEL RÉGIMEN
ECONÓMICO Y FINANCIERO DE LA
FUNDACIÓN.
SECCIÓN I- DEL PLAN DE
ACTUACIÓN, PRESUPUESTO Y
CUENTAS ANUALES.
Artículo 44. De la Gestión Económico
Financiera.
44.1. La gestión económica de la Fundación
se regirá, tanto en sus gastos como ingresos,
por un Plan de Actuación, en su concreción
presupuestaria. Dicha gestión se basará en
los principios de transparencia, eficacia, efi-
ciencia, rentabilidad, solvencia, libre compe-
tencia, prudencia, economía en su distribu-
ción y unidad de caja.
44.2. El ejercicio económico coincidirá con
el año natural.    Todos los movimientos
económico financieros,  así como la uti-
lización de los recursos de la Fundación, se
registrarán de acuerdo con las Normas de
Adaptación     del     Plan     General     de
Contabilidad a las Entidades sin fines de
lucro y vendrán recogidos con carácter
general en las Cuentas Anuales, y el Plan de
Actuación con su correspondiente concre-
ción presupuestaria.
44.3. El Plan de Actuación será confecciona-
do para cada ejercicio económico, y en él se
recogerán con claridad los objetivos y las
actividades   que   se   prevean   desarrollar
durante el ejercicio siguiente.
Artículo 45.  Elaboración del Plan  de
Actuación
45.1. El Patronato es el órgano competente
para proceder a la aprobación del Plan de
Actuación.
45.2. El Plan de Actuación se elaborará, de
conformidad con la legislación vigente y los
estatutos, en los últimos tres meses de cada
ejercicio.
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	individuales como consolidadas. Las cuentas
anuales comprenden el balance, la cuenta de
resultados, y la memoria. La memoria indi-
vidual   además  de  completar,  ampliar  y
comentar la información contenida en el
balance y en la cuenta de resultados, incluirá
información    relativa    a    los    siguientes
extremos:
a. Las actividades fundacionales.
b. Los cambios en sus órganos de gobierno,
dirección y representación.
c. El grado de cumplimiento del plan de
actuación, indicando los recursos empleados,
su procedencia y el número de beneficiarios
en cada una de las distintas actuaciones
realizadas.
d. Los convenios que, en su caso, se hayan
llevado a cabo con otras entidades para estos
fines.
e. El grado de cumplimiento de las reglas que
se refieren al destino que ha de darse a las
rentas e ingresos de la Fundación, de acuerdo
con lo establecido en la Ley.
f. Inventario de los elementos patrimoniales.
16.6. Se someterán a auditoria externa las
cuentas anuales de la Fundación, tanto indi-
viduales como consolidadas. Los informes
de auditoria se presentarán al Patronato en el
momento  de  aprobación  de las  cuentas
anuales.
16.7. Los documentos señalados en el aparta-
do 16.5, una vez aprobados por el Patronato
de la Fundación, junto con los informes de
auditoria a que se refiere el apartado 16.6,
serán remitidos al Protectorado dentro de los
diez días hábiles siguientes a su aprobación,
para su examen y ulterior depósito en el
Registro de Fundaciones, con observancia de
los plazos establecidos en la Ley.
Artículo 13. Régimen financiero.
13.1. La gestión económico-financiera de la
fundación se regirá por los principios rec-
tores v criterios generales v particulares del
Plan General de Contabilidad.
	45.3. Con carácter previo a la aprobación del
Patronato, corresponde al Comité Directivo,
en primer término, y después a la Comisión
Permanente    el    estudio,    valoración    y
aprobación   del   proyecto   de   Plan   de
Actuación.
45.4. El Plan de Actuación de la Fundación
aprobado por el Patronato, será remitido por
éste al Protectorado en los últimos tres meses
de cada ejercicio.
Artículo 46. Del Presupuesto.
46.1. El Presupuesto de la Fundación es la
concreción y cuantificación del  flujo de
ingresos y gastos previstos para la realización de
los objetivos y acciones que se encuentran
determinados en el Plan de Actuación. El
seguimiento y control  económico de la
Fundación,   será   realizado   a   través   del
Presupuesto.
46.2. Tanto el presupuesto de gastos como el
de ingresos se desarrollarán en los programas
y cuentas necesarios para comprender los
hechos económicos con la debida separación
y se adecuará a la estructura de actuaciones
reflejada en el Plan de Actuación.
46.3.  El Presupuesto se aprobará por el
Patronato, de acuerdo con el procedimiento
que se establece en el artículo anterior.
46.4. Las partidas de gastos cifradas en la
concreción   presupuestaria   del   Plan   de
Actuación  significarán el  límite  máximo
anual   autorizado   inicialmente  para   la
realización de las actividades contenidas en
el mismo. Dichos gastos no podrán ser desti-
nados a una finalidad distinta de aquella para
la que fueron autorizados, sin perjuicio de las
modificaciones  y  alteraciones presupues-
tarias que de acuerdo con los procedimientos
establecidos   a   lo   largo   del   presente
Reglamento Interno se establecen.
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	13.2. El ejercicio económico coincidirá con
el año natural. La fundación confeccionará,
para  cada   ejercicio  económico,   el   pre-
supuesto  correspondiente,  en  el  que  se
recogerán con claridad los ingresos y gastos.
13.3. Dentro de los cuatro primeros meses
del año de cada ejercicio económico la fun-
dación confeccionará la liquidación del pre-
supuesto v el balance correspondiente al año
anterior: así como una memoria explicativa
de la gestión económica v de las actividades
desarrolladas.
13.4. Antes del día 1 de julio de cada año. de
conformidad con la legislación vigente, se
remitirá al órgano de protectorado la rendi-
ción de cuentas, junto con una certificación
acreditativa de que los documentos que
constituyen la misma son fiel reflejo de las
cuentas de la fundación.
	Artículo 47. Modificaciones presupues-
tarias.
47.1.    Para    que   pueda  modificarse    el
Presupuesto será necesario que existan razones
que lo justifiquen y que se tramite un expediente
en el que se acrediten los motivos que determi-
nan la modificación presupuestaria.
47.2. Con carácter general, los órganos con
competencia para acordar la modificación
del presupuesto serán los siguientes:
A) Cuando se trate de una modificación que
afecte a una partida que se refiera a la activi-
dad no lucrativa de la Fundación podrá ser
acordada por el Comité Directivo  si no
excede de 12.000 euros, por la Comisión
Permanente si excede de dicha cifra y no
supera 1.500.000 euros y en el caso de ser
superior a 1.500.000 euros por el Patronato.
B) En el caso de la que la modificación pre-
supuestaria se refiera a una partida que com-
prenda gastos de administración el órgano
competente para adoptar el acuerdo será el
Comité Directivo si la cuantía no excede de
60.000 euros o la Comisión Permanente si
fuera superior a dicha cifra.
C) En el caso de que la modificación pre-
supuestaria se refiera al trasvase entre par-
tidas relativas  a programas cofinanciados
con fondos públicos y que sin afectar al pre-
supuesto global asignado a ese programa
aprobado por el Patronato, sin embargo fuera
necesario realizar dicha modificación para
asegurar la correcta y eficaz gestión, el
Comité Directivo podrá acordar la modifi-
cación entre expedientes, sin perjuicio de su
posterior refrendo por parte del Órgano supe-
rior que corresponda.
D) La transferencia de crédito del programa
"acciones no programadas de formación y
empleo" al resto de programas de formación
y empleo, y del programa "acciones no pro-
gramadas en materia de superación de
barreras de integración" al resto de progra-
mas  de "accesibilidad"  corresponderá al
Comité Directivo.
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	E) El Comité Directivo podrá aprobar la
ampliación del presupuesto de gastos en una
cuantía equivalente al  incremento de los
ingresos obtenidos respecto a los contempla-
dos en los Presupuestos de la Fundación.
F) La aprobación de presupuestos extraordi-
narios, entendiendo como tales, aquellos que
supongan aumentar la cifra total de gastos,
fuera de los supuestos contemplados en el
punto anterior, corresponderá, en todo caso,
al Patronato de la Fundación.
47.3. En todo caso, el Patronato podrá, si lo
estima conveniente, determinar, al aprobar
los  presupuestos  de cada  ejercicio,  los
órganos  con  competencia  para   efectuar
variaciones en el presupuesto.
Artículo 48. Liquidación del Presupuesto.
El presupuesto se liquidará a final de cada
ejercicio económico.  Si   la  totalidad del
crédito no se consumiera a lo largo del ejer-
cicio,  con las ayudas  aprobadas por  los
órganos y los gastos de administración, este
crédito no podrá ser utilizado para ejercicios
posteriores, con las únicas excepciones que
decida el Patronato o aquellas que establez-
ca la legislación vigente en su momento.
Artículo 49. Formulación y aprobación de
cuentas.
49.1. Corresponde al Vicepresidente Primero
Ejecutivo o, en su caso, a la persona que sea
designada por acuerdo del Patronato la for-
mulación  de  las  cuentas  anuales  de  la
Fundación.
49.2. Con carácter anual y dentro de los seis
primeros meses del ejercicio siguiente, el
Patronato aprobará las cuentas anuales, tanto
individuales como consolidadas. Las cuentas
anuales comprenden el balance, la cuenta de
resultados, y la memoria. La memoria indi-
vidual  además de completar,  ampliar y
comentar la información contenida en el balance
y en la cuenta de resultados, incluirá infor-
mación relativa a los siguientes extremos:
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	a.- Las actividades fundacionales.
b.- Los cambios en sus órganos de gobierno,
dirección y representación.
c- El grado de cumplimiento del plan de
actuación, indicando los recursos empleados,
su procedencia y el número de beneficiarios
en cada una de las distintas actuaciones
realizadas.
d.- Los convenios que, en su caso, se hayan
llevado a cabo con otras entidades para estos
fines.
e.- El grado de cumplimiento de las reglas
que se refieren al destino que ha de darse a
las rentas e ingresos de la Fundación, de
acuerdo con lo establecido en la Ley.
f.- Inventario de los elementos patrimoniales.
g.- El porcentaje de participación en enti-
dades mercantiles.
49.3.  Los  documentos  señalados  en el
apartado segundo de este artículo, una vez
aprobados por el Patronato de la Fundación,
junto con los informes de auditoria serán
remitidos al Protectorado dentro de los diez
días hábiles siguientes a su aprobación, para
su examen y ulterior depósito en el Registro
de Fundaciones, con observancia de los pla-
zos establecidos en la Ley.
SECCIÓN II.- TESORERÍA
Artículo 50. Cuentas corrientes.
La Fundación podrá tener cuentas abiertas en
las entidades de crédito que se estimen más ben-
eficiosas, debiendo contar en todo caso, con la
previa autorización del Director General.
Artículo 51. Disposición de fondos.
Para la disposición de fondos de las cuentas
abiertas en entidades de crédito, serán pre-
cisas las firmas de al menos dos personas
autorizadas, una de ellas de los máximos
niveles ejecutivos de la Fundación que, en
todo caso, deberán estar apoderadas formal-
mente al efecto a través de la correspondi-
ente atribución de facultades.


	
	Artículo 52. Cobros y pagos.
52.1. Todas las cantidades percibidas por la
Fundación serán ingresadas en las cuentas
abiertas a nombre de la misma, en entidades
bancadas y en la caja.
52.2. Todos los gastos de la Fundación serán
abonados con cargo a la Tesorería de la
misma, previa conformidad de los documen-
tos justificativos.
Artículo 53. Inversiones financieras tempo-
rales.
53.1. Con la finalidad de rentabilizar los
excedentes de tesorería, que en su momento
pudiera tener la Fundación, se realizarán
inversiones   financieras   temporales.   Se
entenderá por inversión financiera a estos
efectos, aquéllas destinadas a rentabilizar la
tesorería a corto plazo, es decir, inferior a un
año,   así   como   aquellas   otras   que   se
adquieran a mayor plazo, con el único fin de
beneficiarse a corto plazo de las variaciones
en sus precios.
53.2. Los criterios para la realización de las
inversiones financieras temporales son los
siguientes:
a).- Como principio general se buscará en
primer lugar la total seguridad de las inver-
siones y en segundo lugar la mayor liquidez
de las mismas. A estos efectos, las inver-
siones se realizarán siempre en activos
liquidables en cualquier momento, o a pla-
zos no superiores al mes, y que correspondan
a deuda pública del Estado Español o que
estén garantizados por una entidad bancaria
solvente.
b).- Una vez conseguidos tos objetivos ante-
riores, se elegirán aquellas inversiones que
aporten una mayor rentabilidad, procurando
una diversificación de las mismas.
53.3. Para el movimiento de las cuentas de
inversiones  financieras  temporales,   será
necesario la firma de al menos de dos per-
sonas, una de ellas de los máximos niveles
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	ejecutivos de la Fundación, que, en todo
caso, deberán estar apoderadas formalmente
al efecto a través de la correspondiente
atribución de facultades.
53.4. Para cualquier inversión en acciones
cotizables en bolsa se precisará autorización
previa del Patronato.  Quedan  totalmente
prohibidas las inversiones que respondan a
un uso meramente especulativo de los recur-
sos financieros, y en especial:
a) Venta de valores tomados en préstamo al
efecto (ventas en corto).
b) Las operaciones intradía.
c) Las operaciones en los mercados de
futuros y opciones, salvo las operaciones
que se efectúen con la finalidad de cobertu-
ra, y que previamente hayan sido autorizadas
por el Patronato.
Cualquier otra inversión de naturaleza análoga.
53.5. En cumplimiento de lo dispuesto en la
Disposición Adicional Tercera de la Ley
44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de
Reforma del Sistema Financiero, desarrolla-
da por la Resolución de 19 de diciembre de
2003 del Banco de España y por el Acuerdo
de 20 de noviembre de 2003 del Consejo de
la  Comisión Nacional  del  Mercado  de
Valores, ambos publicados, en el BOE de 8
de enero y referidos al Código de Conducta
de las Entidades sin ánimo de lucro para la
realización de inversiones financieras tem-
porales; la Fundación ONCE realizará un
Informe   anual   acerca   del   grado   de
cumplimiento del citado Código para que lo
conozca el Protectorado. En dicho informe
se especificará la naturaleza de las inver-
siones efectuadas en el ejercicio, y los crite-
rios seguidos en su elección, así como las
posibles desviaciones que se hayan produci-
do respecto del Código de Conducta anteri-
ormente mencionado. En el primer informe
anual se hará constancia, asimismo, de los
Acuerdos adoptados por los órganos de
gobierno de la Fundación para garantizar
el cumplimiento del Código de Conducta.
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	Artículo 54. Endeudamiento bancario y
constitución de garantías.
54.1. La Fundación ONCE podrá suscribir
operaciones bancarias de crédito, así como
constituir garantías para el cumplimiento de
los fines y actividades que le son y que tienen
su concreción en el correspondiente Pian de
Actuación.
54.2. Cualquier operación de las contem-
pladas en el apartado anterior necesitará la
aprobación     previa     de     la     Comisión
Permanente. No obstante, en casos de urgen-
cia, podrá resolver el Vicepresidente Primero
Ejecutivo,  dando  cuenta  a  la  Comisión
Permanente de la decisión adoptada.
54.3. Para realizar actos de disposición y/o
gestión respecto de operaciones bancarias de
crédito, así como las que se refieran a la con-
stitución,  modificación o cancelación de
garantías se procederá conforme a lo estable-
cido en el artículo 51 de este Reglamento.
CAPITULO VII.- DEL RÉGIMEN DE
CONTROL Y AUDITORIA DE LA
FUNDACIÓN.
SECCIÓN I.- AUDITORIA EXTERNA
Artículo 55. Auditoria externa.
55.1. Se someterán a auditoria externa las cuen-
tas anuales de la Fundación, tanto individuales
como consolidadas. Los informes de auditoria
se presentarán al Patronato en el momento de
aprobación de las cuentas anuales.
55.2. La auditoria externa deberá ser realiza-
da por una empresa auditora de reconocido
prestigio,     solvencia     profesional,     con
implantación en todo el territorio del Estado,
y con estricta observancia, en su ejecución,
de la legislación que resulte aplicable. La
entidad auditora dispondrá de un plazo míni-
mo de un mes, a partir del momento en que
les fueran entregadas las cuentas anuales for-
muladas, para realizar el informe de audito-
ria.
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	Artículo 56. Régimen de nombramiento,
renovación y revocación de los auditores
externos.
El nombramiento, renovación o revocación
de la empresa externa que audite las cuentas
individuales y consolidadas de la Fundación
corresponderá al Patronato, a propuesta del
Comité de Auditoria.
Artículo 57.  Otras  auditorias  externas
complementarias
Además de las auditorias legalmente estable-
cidas el Patronato, la Comisión Permanente o
el Comité Directivo, con conocimiento del
Comité de Auditoria, podrá encargar la eje-
cución de auditorias sobre asuntos o materias
cuyo análisis o revisión    sean de especial
interés para la Fundación, tales como el
grado  de  consecución  de  los  objetivos
sociales de la Fundación, la calidad de los
procesos de gestión y funcionamiento, en
materia de seguridad informática, medioam-
biental, etc.
SECCIÓN II.-AUDITORIA INTERNA
Artículo 58 Auditoria interna
La Fundación dispondrá de un departamento
de Auditoria Interna que permita un control y
seguimiento adecuado de sus actuaciones y
procedimientos.
Artículo 59. El Comité de Auditoria
59.1.  La Fundación  ONCE designará un
Comité de Auditoria cuya principal función
será el mantenimiento de eficaces y adecua-
dos sistemas de control interno.
59.2. En el Comité de Auditoria confluirán el
órgano de Gobierno  de  la Fundación,  la
Dirección de la misma, su Auditoria Interna y la
propia Auditoria del Consejo General de la
ONCE.
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	Artículo 60. Composición del Comité de
Auditoria
El Comité de Auditoria estará formado, al
menos, por un Patrono de la Fundación, que
presidirá la misma, sus máximos Directivos, el
Directivo responsable de los temas financieros,
el responsable de la Auditoria Interna del
Consejo General de la ONCE y el responsable
de la Auditoria Interna de la propia Fundación.
Artículo  61.  Funciones del Comité de
Auditoria.
El Comité de Auditoria tendrá las siguientes
funciones:
a) Aprobar el Plan Anual de Auditoria.
b) Evaluar el sistema de control interno en
general de la Fundación y de información
financiera, contable y presupuestaria en particu-
lar, revisando las cuentas de la Fundación y ase-
gurando que la información periódica y anual se
efectúa de acuerdo con principios de contabili-
dad generalmente aceptados.
c) Proponer la designación de la Sociedad
Auditora que se encargará de la auditoria de
las cuentas anuales.
d) Asegurar que los auditores externos e
internos  realizan  su  misión  conveniente-
mente, sin interferencias.
e) Conocer la marcha de las auditorias, tanto
externas como internas, y sus aspectos más
relevantes.
f) Ser informado de la implantación de las
medidas propuestas por las auditorias exter-
nas e internas.
g) Cualquier   otra que  le encomiende  el
Patronato, en función de   las
instrucciones,     criterios     y     directrices
emanadas del Fundador.
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	CAPÍTULO   IV.   DEL GOBIERNO  Y
GESTIÓN DE LA FUNDACIÓN.
Artículo 17.- Órganos
17.1.- La Fundación se rige y es administra-
da por órganos de gobierno y de gestión.
17.2.  - El  órgano de gobierno y  repre-
sentación de la Fundación es el Patronato.
17.3.  -  Los  órganos responsables  de la
gestión ordinaria y ejecución de los acuerdos
del Patronato son los que se contemplan en la
Sección II del Capítulo IV de los Estatutos.
Artículo 14. Órganos.
1.4.1. La fundación se articula en órganos de
gobierno v gestión.
14.2. El órgano de gobierno de la fundación
será el patronato.
14.3. Los órganos responsables de la gestión
ordinaria v de la ejecución de los acuerdos
del patronato serán el Secretario General, el
Director Gerente v el Administrador.
SECCIÓN I. DEL PATRONATO .232
	CAPITULO III DE LOS ÓRGANOS DE
GOBIERNO Y GESTIÓN DE LA
FUNDACIÓN.
Artículo 10. Régimen Jurídico.-
La Fundación conforme dispone el artículo
17 de sus Estatutos está regida y administra-
da por órganos de gobierno y órganos de
gestión, cuya composición, organización,
competencias y funcionamiento son los que
se regulan  en  los  Estatutos   y  en  este
Reglamento Interno,  de acuerdo con lo
establecido en las disposiciones legales que
les sean aplicables.
SECCIÓN I.- DE LOS ÓRGANOS DE
GOBIERNO.
Artículo 11. Órganos de Gobierno.-
Los órganos de Gobierno y representación de
la Fundación son el Patronato y la Comisión
Permanente. La Comisión Permanente es un
órgano colegiado, que actúa por delegación
del Patronato


232 La composición del patronato tal y como figura en la memoria de la Fundación ONCE correspondi-
ente al año 2003, p. 17 y ss, es la que relaciono: «Presidenta de honor: S.A.R. Da Margarita de Borbón y
Borbón; Presidente: Carlos Rubén Fernández Gutiérrez; Vicepresidente 1o ejecutivo: Alberto Durán López;
Vicepresidente 2o: Mario García Sánchez (Presidente de COCEMFE); Vicepresidente 3o: Paulino Azúa
Berra (Director Gerente de FEAPS); Vicepresidente 4o: Luís Jesús Cañón Reguera (Presidente de CNSE);
Vocales en representación de la ONCE: Mario Loreto Sanz Robles (Vicepresidente 1o del Consejo General
de la ONCE), Andrés Ramos Vázquez (Vicepresidente 2o del Consejo General de la ONCE), Teresa Lajarín
Ortega (Consejera General de la ONCE), Félix Villar Gómez (Consejero General de la ONCE), Basilio San
Gabriel Sánchez (Consejero General de la ONCE), Emilio Sainz de Murieta y Rodeyro (Consejero General
de la ONCE), Vicente Ruiz Martínez (Director General Adjunto de Servicios Sociales para Afiliados),
Fernando Mendía González (Director de Comunicación e Imagen de la ONCE), Jorge Iniguez Villanueva
(Director de Organización y Gestión de Recursos Generales de la ONCE), Enrique Servando Sánchez
González (Consejero Delegado de la Corporación Empresarial ONCE), Antonio Rodríguez Taria
(Dirección Administrativa de la ONCE en Alicante), Patricio Cárceles Sánchez (Delegado Territorial de la
ONCE en Andalucía), Teresa Palahí Juan (Delegada Territorial de la ONCE en Cataluña), Eugenio
Ferradás Moledo (Delegado Territorial de la ONCE en Galicia), Manuel Antón Gómez (Delegado
Territorial de la ONCE en Madrid), Antonio Millán Moya (Comisionado del CERMI para los CERMI
Autonómicos); En representación de COCEMFE: Ma Angeles Cózar Gutiérrez (Consejera de COCEMFE),
Martín Ortega Sánchez (Consejero de COCEMFE), José Mª Ballesteros López (Consejero de COCEMFE),
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	Artículo 18.- Naturaleza
18.1. - El Patronato es el órgano máximo de
gobierno y representación de la Fundación
del   que   dependen   jerárquicamente   los
órganos de gestión.
18.2. - El Patronato se regirá por los pre-
sentes   Estatutos   y   por   su   Reglamento
Interno,
Artículo 19.- Composición
El Patronato está integrado por treinta y
cinco miembros y su composición, en todo
caso, se ajustará por expresa voluntad del
Fundador al principio de participación y soli-
daridad social  de las  diferentes organiza-
ciones más representativas de discapacitados,
de conformidad con lo establecido en los pre-
sentes Estatutos.
Artículo 16. Composición.
16.1. La composición del patronato se ajus-
tará, por expresa voluntad del fundador, al
principio  de participación  v  solidaridad
social de las diferentes organizaciones más
representativas de minusválidos,  de con-
formidad con lo establecido en los presentes
Estatutos.
16.2. El patronato estará integrado por 25
miembros designados, de entre los que se
elegirá un presidente, hasta 3 vicepresidentes
v un secretario. El patronato podrá dotar de
facultades ejecutivas  a la  vicepresidenta
	Artículo 12. El Patronato.-
12.1.- El Patronato es el máximo órgano de
gobierno y administración de la Fundación,
que tendrá la composición, competencias y
funcionamiento previsto en la Sección I del
Capítulo IV de los Estatutos  y en este
Reglamento Interno.
12.2. Corresponde al Patronato velar por el
cumplimiento de los fines fundacionales y
por la diligente administración de los bienes
y derechos que integran el patrimonio de la
Fundación,   manteniendo   plenamente  el
rendimiento y utilidad de los mismos.
Artículo 13 Atribuciones del Patronato.
13.1. El Patronato como máximo órgano de
gobierno, representación, y administración
de la Fundación ostenta plenas facultades
para decidir sobre cuantos asuntos concier-
nan a los intereses de la Fundación, en los
términos establecidos en la Ley, en los
Estatutos,  y  en  el  presente  Reglamento
Interno.
13.2. El Patronato podrá delegar las facul-
tades    y,    en    su    caso,    atribuir    los
apoderamientos generales o especiales que
se estimen  necesarios para el  adecuado
desarrollo de las actividades fundacionales,
salvo respecto de aquellas materias que con
arreglo a la Ley, a los Estatutos o al presente
Reglamento Interno sean indelegables. Los
apoderamientos establecerán, con claridad y


Emilio Sáez Cruz (Consejero de COCEMFE); En representación de FEAPS: Pedro Serrano-Piedecasas
Fernández (Presidente de FEAPS), José María López Gimeno (Vocal Junta Directiva de FEAPS), José María
lbáñez Martínez-Losa (Vocal Junta Directiva de FEAPS), María Luisa Escribano Toledo (Vocal Junta Directiva
de FEAPS); En representación de FIAPAS: Juan Manuel Barco lruretagoyena (Vocal Junta Directiva de FIA-
PAS); En representación de CERMI: María Teresa Lasala Fernández (Presidenta ASPACE), Francisco Morata
Andreo (Presidente de FEAFES); Vocales de libre designación: Directora General de Acción Social del Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales; Director General del IMSERSO del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales;
Secretario no patrono: Luís Crespo Asento (Director General de la Fundación ONCE). También fueron patronos
en el 2003 los señores: Juan Enrique González Martínez, José María Arroyo Zarzosa, Aurelia Millán Pérez, Santos
Cabrero Vallejo, Miguel Carballeda Piñeiro, Luis Natalio Royo Paz, José Antonio Reyes Durán, Teresa Mogin
Barquín y Alberto Galerón de Miguel».
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	primera en los términos v con el alcance que
lo determine el reglamento interno.
16.3. Los 25 miembros del patronato se
designarán de la forma siguiente:
a) Cuatro por la COCEMFE.
b) Cuatro por la Confederación Española de
Federaciones v Asociaciones Pro-personas
Deficientes Mentales.
c) Un representante de Asociaciones  de
Sordomudos, designado por ellas.
d) Trece representantes designados por la
Organización Nacional de Ciegos Españoles.
e) Tres vocales de libre designación por el
patronato.
16.4. El patronato podrá crear, a través de su
reglamento interno,  una comisión perma-
nente con las facultades v composición que
estime conveniente.
Artículo 20 .- Designación y nombramiento
de patronos
20.1.- Los treinta y cinco miembros del
Patronato   se  designarán   de  la  forma
siguiente:
a) Cinco Patronos en representación de la
discapacidad   física   nombrados   por   el
Patronato a propuesta de COCEMFE.
b) Cinco Patronos en representación de la
discapacidad psíquica nombrados por el
Patronato a propuesta de FEAPS.
c) Dos Patronos en representación de la dis-
capacidad   auditiva,   nombrados   por   el
Patronato, uno a propuesta de CNSE y otro a
propuesta de FIAPAS.
d) Dieciocho Patronos en representación del
fundador, nombrados por el Patronato a
propuesta de la ONCE.
e) Cinco Patronos de libre designación por el
Patronato, dos de los cuales se cubrirán con
arreglo a lo dispuesto en el apartado cuarto
de este artículo.
20.2.- Las organizaciones con facultad para
proponer patronos  deberán  comunicar al
Patronato, por cualquier medio del que se
pueda tener constancia expresa de su recep-
	precisión, las funciones o poderes conferi-
dos a cada directivo, las materias en que se
delega la capacidad de contratación y los
límites o cuantías máximas por conceptos o
materias. No obstante lo anterior, en aras a
una mayor agilidad, los poderes podrán fig-
urar sin cuantía determinada, lo que no
impedirá el cumplimiento por dichos direc-
tivos de la normativa interna de su área cor-
respondiente. Con independencia de la liter-
alidad  de  los  poderes   otorgados,  cada
Directivo será responsable de respetar la
normativa interna del Área Ejecutiva a la
que pertenezca, debiendo contar, cuando así
se establezca, con la aprobación de los
órganos colegiados o directivos superiores
con carácter previo a la utilización de su
capacidad de decisión y contratación. Para
ello, en el código ético a suscribir por cada
Directivo, figurará un apartado con este
extremo
13.3. Son materias no delegables y de la
competencia del Patronato:
a) La determinación de  la voluntad del
Fundador, a través de la interpretación y, en
su caso, el desarrollo de los Estatutos, mediante
la aprobación del Reglamento Interno.
b) La aprobación, cada ejercicio, del plan de
actuación y de las cuentas anuales de la
Fundación.
c) La aprobación de los planes y programas
de actuación dentro de las previsiones pre-
supuestarias, así como los actos de ejecución
de dichos planes o programas, que por su
naturaleza o cuantía, sean de la competencia
del Patronato, de acuerdo con lo que se
dispone en el Reglamento Interno.
d) La aprobación de la memoria anual com-
prensiva de las actividades fundacionales y
de la gestión económica.
e) La modificación, por mayoría absoluta,
de los Estatutos, salvaguardando en todo
caso la esencia y finalidad primordial de la
Fundación manifestada por el Fundador.
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	ción, la propuesta de las personas que han de
ocupar el cargo de Patrono, formulada, en el
seno de cada organización, por el órgano que
corresponda.
20.3.-   El   Patronato   procederá   al   nom-
bramiento  de   los   patronos  propuestos
mediante la adopción del acuerdo correspon-
diente, en los términos establecidos en el
artículo 32, a excepción de los dos patronos a
que se refiere la letra e) del primer apartado
de este artículo que serán nombrados con-
forme se establece en el apartado siguiente.
20.4.- Para la elección de dos de los patronos
a que se refiere la letra e) del  apartado
primero de este artículo se procederá de
acuerdo con las siguientes reglas:
a).- Se podrán proponer tanto personas físi-
cas como jurídicas.
b).- En el caso de que el nombramiento
recaiga en personas físicas, el acuerdo deberá
adoptarse por mayoría de tres quintos.
c).- En el supuesto de que para ocupar el
cargo de patrono sean propuestas personas
jurídicas, éstas no podrán ser ninguna de las
organizaciones o entidades a que se hace
referencia en los epígrafes a) a d) del aparta-
do primero de este artículo o cualesquiera
otras que ya tuvieran representación en el
Patronato. En todo caso, el acuerdo deberá
adoptarse por mayoría de dos tercios.
Artículo   21.   Aceptación   del   cargo   de
Patrono.
Los Patronos entrarán a ejercer sus funciones
después de haber aceptado expresamente el
cargo en documento público, en documento
privado con firma legitimada por notario o
mediante comparecencia realizada al efecto
en el Registro de Fundaciones. Asimismo, la
aceptación se podrá llevar a cabo ante el
Patrono, acreditándose a través de certifi-
cación expedida por el Secretario, con firma
legitimada notarialmente.
	f) La elección y sustitución del Presidente,
Vicepresidentes, Secretario y en su caso,
vicesecretarios del Patronato, así como la del
Director General, y Secretario General de la
Fundación.
g) La creación de órganos de gestión distin-
tos a los contemplados en los Estatutos, así
como la elección y sustitución de las per-
sonas que hayan de ocupar dichos cargos.
h) Todos aquellos actos que requieran la
autorización del Protectorado.
i) Cualesquiera otras que con arreglo a la
Ley, a los Estatutos, al presente Reglamento
o por decisión del Patronato, se reserven a la
exclusiva competencia de este órgano.
Artículo 14. Organización y
funcionamiento.-
14.1. El Patronato celebrará sus reuniones en
la sede social de la Fundación, sin perjuicio
de que por decisión de la Presidencia, si así
lo estima oportuno, puedan celebrarse en
otro lugar.
14.2. En las sesiones del Patronato serán
objeto de deliberación y, en su caso, voto
todos aquellos asuntos y materias incluidas
en el Orden del Día. Excepcionalmente, a
propuesta de la Presidencia, podrán some-
terse a la consideración del Patronato nuevos
asuntos no recogidos en el Orden del Día de
la reunión, si así lo estima la mayoría de los
asistentes.
14.3. A las sesiones del Patronato podrán
asistir, con voz y sin voto, cuantos direc-
tivos de la Fundación ONCE y Fundosa
Grupo sean invitados por la Presidencia en
función del asunto a tratar, así como aquellas
otras personas que convinieran por razón de
la materia.
Artículo 15. Comisiones.
El Patronato podrá crear cuantas comisiones
de trabajo considere convenientes, con la
composición y funciones que le asigne en
cada caso.
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	Artículo   22.   Sustitución   y   cese   de
Patronos.
22.1. La sustitución o el cese de los patronos
se producirá en los supuestos siguientes:
a) Por muerte o declaración de fallecimiento,
así como por extinción de la persona jurídica.
b) Por incapacidad, inhabilitación o incom-
patibilidad de acuerdo con lo establecido en
la Ley.
c) Por cese en el cargo por razón del cual
fueron nombrados miembros del Patronato.
d) Por resolución judicial en los supuestos
previstos por la Ley.
e) Por el transcurso del período de su manda-
to.
f) Por renuncia, que deberá hacerse mediante
comparecencia al efecto en el Registro de
Fundaciones o bien en documento público o
en documento privado con firma legitimada
por notario, que se hará efectiva desde que se
notifique   formalmente   al   Protectorado.
Asimismo, la renuncia se podrá llevar a cabo
ante el Patronato, acreditándose a través de
certificación expedida por el Secretario, con
firma legitimada notarialmente.
g) En el caso de que cualquiera de las orga-
nizaciones   con   facultad   para   designar
patronos, en los términos establecidos en el
artículo 20, decida la sustitución de alguno
de los representantes que le corresponden.
22.2. Producida una vacante el Patronato
procederá a la designación de la persona que
haya de ocupar el cargo en la próxima
reunión que celebre, con arreglo a lo estable-
cido en los artículos 20 y 32 de los Estatutos.
Artículo 17. Sustitución de patronos.
17.1. Se producirá la vacante del cargo de
patrono por defunción, por renuncia del
cargo, por incapacidad, por cualquiera de las
causas establecidas en la legislación vigente
v por los presentes estatutos.
17.2. Producida una vacante, se procederá a
la designación del sustituto por idéntico pro-
cedimiento al establecido en el artículo 16.
	Artículo 16. La Comisión Permanente.-
16.1. La Comisión Permanente conforme
previenen los Estatutos es un órgano de
gobierno y representación de la Fundación
jerárquicamente subordinado al Patronato,
que por delegación ostenta todas las facul-
tades del Patronato salvo las que legal o
estatutariamente sean indelegables.
16.2. La Comisión Permanente se regirá por
lo dispuesto en los Estatutos y en el presente
Reglamento Interno.
Artículo 17. Composición.-
17.1. Son miembros de pleno derecho de la
Comisión Permanente:  el Presidente, el
Vicepresidente    Primero    Ejecutivo,    el
Vicepresidente Segundo, el Vicepresidente
Tercero,   el   Vicepresidente   Cuarto,   el
Secretario del Patronato, el Director General
de la Fundación y el Consejero Delegado de
Fundosa Grupo S.A
17.2. Por acuerdo del Patronato podrá ampli-
arse el número de miembros de pleno dere-
cho de la Comisión Permanente, correspon-
diendo al propio Patronato su nombramien-
to.
17.3.   Los   miembros   de   la   Comisión
Permanente desempeñarán su puesto con
estricta observancia de los deberes de fideli-
dad, lealtad, diligencia, responsabilidad,
confidencialidad, e información clara, trans-
parente y veraz, y  por el plazo  de tiempo
durante el cual ostenten el cargo por el cual
han sido designados.
Artículo 18. Atribuciones.
La Comisión Permanente tendrá las siguientes
competencias:
a) Aprobar el proyecto de Estatutos  y
Reglamento Interno de la Fundación, así
como las modificaciones de los mismos.
b) La resolución de los expedientes que, con-
forme al presente Reglamento, han de trami-
tarse para el desarrollo de cualquier activi-
dad no lucrativa dirigida al cumplimiento de
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	punto   3.   Este  nombramiento   no  podrá
demorarse más de dos meses, a contar de la
fecha en la que se haya producido la vacante.
Artículo 23. Carácter del cargo de Patrono.
23.1. Los Patronos ejercerán su cargo gra-
tuitamente sin que en ningún caso puedan
percibir retribución por el desempeño de su
función.
Los Patronos tendrán derecho a ser reembol-
sados de los gastos debidamente justificados
que el desempeño de su función les oca-
sione.
23.2.  Son obligaciones de los Patronos:
cumplir ios fines de la Fundación, concurrir
a las reuniones, desempeñar sus cargos con
la diligencia de un representante leal, man-
tener y conservar los bienes y valores de la
Fundación y promover su extinción con
arreglo a lo dispuesto en  la  legislación
vigente y en los presentes Estatutos.
23.3. Los Patronos serán responsables frente
a la Fundación de los daños y perjuicios que
causen por actos contrarios a la Ley o los
Estatutos o por los realizados negligente-
mente. Quedarán exentos de responsabilidad
quienes se opusieren expresamente al acuer-
do determinante de la misma o no hubiesen
participado en su adopción.
23.4. El cargo de Patrono se desempeñará
durante un período de cuatro años renovables
no  pudiendo  ser  removidos  durante el
mismo salvo en los supuestos previstos en el
artículo anterior.
Artículo 18. Carácter del cargo de patrono.
18.1. Los cargos de patrono son absoluta-
mente gratuitos, sin perjuicio de las compen-
saciones por gastos de desplazamiento u
otros que sean necesarios para la consecu-
ción de los objetivos de la fundación.
18.2.  Son  obligaciones  de  los  patronos
cumplir los fines de la fundación, concurrir
a las reuniones, desempeñar sus cargos con
	los fines institucionales, y que implique la
asignación de recursos económicos del Plan
de Actuación de la Fundación, cuando la
cuantía  solicitada rebase  la cantidad de
12.000 euros y hasta la suma de 1.500.000
euros.
c) Someter a la consideración del Patronato,
a efectos de su resolución, los expedientes a
los que se refiere al apartado anterior cuan-
do su cuantía excede de 1.500.000 euros.
d) Aprobar,  a efectos de su elevación al
Patronato, el proyecto del Plan de actuación de
la Fundación y del presupuesto correspondiente.
e) Informar, a efectos de su aprobación por
el  Patronato,   las  cuentas  anuales  de la
Fundación en los términos establecidos en el
artículo 16 de los Estatutos y en la legis-
lación que resulte aplicable.
f) Informar las propuestas que se eleven al
Patronato para el nombramiento y cese de
los órganos de gestión de la Fundación.
g)   Cualquier   otra   competencia   que   le
atribuya el presente Reglamento y las que le
delegue el Patronato.
Artículo 19. Organización y
Funcionamiento.-
19.1. La Comisión Permanente estará presi-
dida por el Presidente de la Fundación,
actuando como Secretario el Secretario del
Patronato de la Fundación ONCE.
19.2. En el supuesto de ausencia vacante o
enfermedad del Presidente de este órgano,
podrá ser sustituido, por su orden, por el
Vicepresidente   Primero   Ejecutivo,   los
Vicepresidentes segundo, tercero y cuarto.
19.3.   Para   los   supuestos   de   ausencia,
vacante, o enfermedad del  Secretario, o
siempre que se estimara necesario se podrá
designar uno o varios vicesecretarios, que
podrán no ser miembros de la Comisión
Permanente, en cuyo caso, asistirán a las
reuniones con voz, pero sin voto. El desem-
peño del cargo de Secretario y, en su caso, el
de vicesecretario será gratuito.
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	diligencia, obtener y conservar los bienes y
valores de la fundación v promover su extin-
ción, con arreglo a lo dispuesto en la legis-
lación vigente y en los presentes Estatutos.
Los patronos son responsables ante la fun-
dación  en  los términos previstos  por el
Código   Civil.   Ouedarán   exentos   de
responsabilidad,  quienes se opusieron al
acuerdo determinante de la misma v los que
no participen en la adopción del acuerdo
lesivo,  salvo que se probase que tenían
conocimiento de éste v no expresaron opor-
tunamente su disentimiento.
18.3. El cargo de patrono se desempeñará
durante un período de 4 años, renovable, no
pudiendo ser removido durante el mismo,
salvo en los supuestos señalados en el artícu-
lo 17, punto 1. y en el apartado siguiente:
18.4. Los patronos a los que se refiere el
artículo 16, punto 3, letras d) y e), podrán ser
sustituidos por la Entidad que les designó o
por el patronato, respectivamente, aunque no
se haya cumplido completamente su período
de mandato.
Artículo 24. Atribuciones del Patronato.
24.1. Corresponde al Patronato cumplir los
fines fundacionales y administrar los bienes
y derechos que integran el patrimonio de la
fundación   manteniendo   plenamente   el
rendimiento y utilidad de los mismos.
24.2. El Patronato como máximo órgano de
gobierno, representación, y administración
de la Fundación ostenta plenas facultades
para decidir sobre cuantos asuntos concier-
nan a los intereses de la Fundación. El
desarrollo ordinario de estas funciones se
ejercerán    por    el    Presidente,    y    el
Vicepresidente Primero Ejecutivo, a quienes
el Patronato delegarán las facultades o, en su
caso, atribuirá los apoderamientos generales
o especiales que se estimen necesarios para
el ejercicio del cargo, salvo respecto de
aquellas materias que con arreglo a la Ley o
a los presentes Estatutos sean indelegables.
	19.4. Para la existencia de quórum  se
requerirá la presencia de al menos la mitad
más uno de sus miembros de pleno derecho.
En todo caso, deberán hallarse presentes su
Presidente y su Secretario o las personas
que conforme a este Reglamente les susti-
tuyan.
19.5.  La  adopción de  acuerdos  por la
Comisión Permanente se realizará,  con
carácter general, por mayoría simple, salvo
en  aquellos  supuestos que estatutaria o
reglamentariamente   se   exigiera   otra
mayoría.
19.6. La Comisión Permanente celebrará
una sesión ordinaria al menos trimestral-
mente. Asimismo podrá celebrar cuantas
sesiones extraordinarias sean precisas por
decisión de la Presidencia, por acuerdo del
Patronato, por petición de al menos la mitad
de    los    miembros    de    la    Comisión
Permanente    o    solicitud    del    Comité
Directivo,   debiendo   en   estos   últimos
supuestos incorporarse a la solicitud de con-
vocatoria los puntos del Orden del Día a
tratar.
19.7. La Comisión Permanente celebrará
sus reuniones  en la sede social de la
Fundación, sin perjuicio de que por decisión
de la Presidencia, si así lo estima oportuno,
puedan celebrarse en otro lugar.
19.8.   A  las   sesiones   de   la   Comisión
Permanente podrán asistir, con voz y sin
voto,  cuantos  directivos  de  Fundación
ONCE y Fundosa Grupo sean invitados en
función de los asuntos a tratar, así como
aquellas otras personas que convinieran por
razón de la materia.
Artículo 20. Convocatoria. -
20.1. La convocatoria de las reuniones de la
Comisión Permanente se cursarán por el
Secretario por orden del Presidente por
cualquier medio del que se pueda tener con-
stancia expresa de su recepción.  En la
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	Asimismo, el Patronato podrá conferir, por
iniciativa propia o a instancia del Presidente,
o del Vicepresidente Primero Ejecutivo los
apoderamientos generales o especiales que se
consideren necesarios a favor de las demás
personas que integran los órganos de gestión.
24.3. Son materias no delegables y de la com-
petencia del Patronato:
a)  La determinación  de  la  voluntad del
Fundador, a través de la interpretación y, en
su  caso,   el   desarrollo   de   los   presentes
Estatutos,   mediante   la   aprobación   del
Reglamento interno.
b) La aprobación, cada ejercicio, del plan de
actuación y de las cuentas anuales de la
Fundación.
c) La aprobación de los planes y programas
de actuación dentro de las previsiones pre-
supuestarias, así como los actos de ejecución
de dichos planes o programas, que por su
naturaleza o cuantía, sean de la competencia
del Patronato, de acuerdo con lo que dispon-
ga el Reglamento Interno.
d) La aprobación de la memoria anual com-
prensiva de las actividades fundacionales y
de la gestión económica.
e) La modificación, por mayoría absoluta, de
los presentes Estatutos, salvaguardando en
todo caso la esencia y finalidad primordial de
la Fundación manifestada por el Fundador.
f) La elección y sustitución del Presidente,
Vicepresidentes, Secretario y en su caso,
Vicesecretarios del Patronato, así como la del
Director General, y Secretario General de la
Fundación.
g) La creación de órganos de gestión distintos a
los contemplados en los presentes Estatutos, así
como la elección y sustitución de las personas
que hayan de ocupar dichos cargos.
h) Todos aquellos actos que requieran la
autorización del Protectorado.
i) Cualesquiera otras que con arreglo a la Ley
o a los presentes Estatutos, o por decisión del
Patronato, se reserven a la exclusiva compe-
tencia de este órgano.
	misma se indicará el lugar, día y hora de
celebración de la reunión, así como el orden
del día. Con la convocatoria se remitirá la
documentación que se estime necesaria para
el examen de los distintos puntos incluidos
en el orden del día. No será preciso convo-
catoria previa cuando se encuentren pre-
sentes todos sus miembros y acuerden por
unanimidad la celebración de la reunión, así
como los puntos del Orden del Día a tratar.
20.2. Los acuerdos surtirán efectos desde el
momento en que sean adoptados, salvo que
por decisión de la Comisión Permanente se
demore su eficacia a un momento posterior.
20.3.  De las reuniones de la Comisión
Permanente se levantará por el Secretario la
correspondiente   Acta,   que   deberá   ser
aprobada al finalizar la reunión, en la sesión
siguiente, o, si se considera adecuado, den-
tro del plazo de quince días por el Presidente
y dos interventores. El Acta se transcribirá al
correspondiente libro y será firmada por el
Secretario con el visto bueno del Presidente.
20.4. Corresponde al Secretario, o en su
caso al vicesecretario, certificar los acuer-
dos de la Comisión Permanente, con el visto
bueno del Presidente o del Vicepresidente
Primero Ejecutivo.
Artículo 21. El Comité de Retribuciones
21.1.  El Comité de Retribuciones es un
órgano     colegiado,     dependiente     del
Patronato, encargado de fijar las condi-
ciones  económicas y  de cualquier otra
índole, que han de regir en todo lo que se
refiere al desempeño de cargos directivos en
el ámbito de la Fundación ONCE y el Grupo
Fundosa, debiendo velar por el cumplimien-
to de los criterios   y directrices que, sobre
esta  materia,   sean  establecidos   por  el
Patronato y el Fundador.
En particular, corresponde al Comité de
Retribuciones:
a) Autorizar la contratación de directivos y
fijar, en su caso, la compensación o indem-
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	Artículo 19. Competencias del patronato.
El patronato tendrá las siguientes competen-
cias:
a) Gobernar v administrar la fundación, sin
perjuicio de las funciones delegadas a los
órganos de gestión.
b) Representar a la fundación en toda clase
de relaciones,  actos  o contratos  ante la
Administración    Pública.    Comunidades
Autónomas,      Corporaciones      Locales.
Organismos Públicos, Tribunales  y cua-
lesquiera entidades de carácter público o pri-
vado; así como personas físicas, ejerciendo
derechos, acciones y excepciones en cuantos
procesos,  expedientes  y/o  reclamaciones
afecten a la fundación, otorgando, al efecto,
los poderes correspondientes,
c) Interpretar y desarrollar los presentes
estatutos, salvaguardando, en todo caso, la
voluntad fundacional, así como aprobar su
reglamento interno.
d)  Aprobar  los  planes  y  programas  de
actuación, dentro de las previsiones pre-
supuestarias.
e) Aprobar los presupuestos, cuentas y balances
anuales.
f) Aprobar la memoria anual de gestión.
g) Modificar por mayoría absoluta los pre-
sentes  estatutos,  salvaguardando,  en  todo
caso, la esencia v finalidad patrimonial de la
fundación, manifestada por el fundador.
h) Elegir y sustituir al presidente, vicepresi-
dente v secretario.
i) Nombrar y cesar al secretario general,
director gerente y al administrador.
j) Decidir, sobre todo, aquellos asuntos no
mencionados expresamente en los puntos
anteriores, que sean necesarios para la conse-
cución de los fines fundacionales.
Artículo 25. - Obligaciones del Patronato
25.1.  -  El  Patronato  deberá  ajustar  su
actuación a la legislación vigente, a la volun-
tad del Fundador y a los presentes Estatutos.
	nización por cese en el desempeño del cargo.
b) Establecer el sistema, la cuantía y, en su
caso, la revisión de las retribuciones de todos
los directivos.
c) Fijar las grandes líneas que, en materia de
política salarial, han de regir, con carácter
general, en todo el ámbito de la Fundación
ONCE y el Grupo Fundosa.
d) Aprobar el Código ético a seguir por todos
los Directivos de Fundación ONCE y Grupo
Fundosa.
e) Cualquier otra atribución que le pudiera
ser encomendada por el Patronato de la
Fundación, de acuerdo con las instrucciones,
criterios    y    directrices    emanadas    del
Fundador.
21.2. El Comité de Retribuciones estará for-
mado por el Presidente de la Fundación, el
Vicepresidente Primero  Ejecutivo  de  la
Fundación,   el   Director   General   de   la
Fundación,   el   Consejero   Delegado   de
Fundosa   Grupo,   S.A.,   y   el   Secretario
General. Cuando el Comité de Retribuciones
aborde temas referidos a alguno de sus
miembros, el miembro afectado no partici-
pará ni en las deliberaciones ni en la votación
correspondiente.
SECCIÓN II.- DE LOS ÓRGANOS DE
GESTIÓN.
Artículo 22. Disposiciones Generales.
22.1.   Los   órganos   de   gestión   tienen
encomendada   la   dirección,   gestión   y
administración económica de la Fundación,
actuarán con arreglo a lo establecido en la
Ley, en los Estatutos y en el Reglamento
Interno y con subordinación al Patronato y a
la Comisión Permanente, de acuerdo con las
facultades     que     por     delegación     o
apoderamiento, general o especial, les fueran
conferidas por el Patronato.
22.2. Los órganos de gestión tienen carácter
unipersonal o colegiado. Los órganos uniper-
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	25.2. - El Patronato formulará el plan de
actuación y rendirá cuentas al Protectorado,
y solicitará las necesarias autorizaciones de
conformidad con lo dispuesto en la vigente
legislación.
Artículo 21. Obligaciones del patronato.
21.1. El patronato deberá ajustar su actuación
a la legislación vigente, a la bondad del fun-
dador y a los presentes estatutos.
21.2. El patronato formulará presupuestos y
rendirá cuentas al protectorado de la benefi-
cencia y solicitará las necesarias autoriza-
ciones, de conformidad con lo dispuesto en
la vigente legislación de beneficencia par-
ticular.
Artículo 26. - Delegaciones y apoderamientos
26.1. - El Patronato podrá delegar sus facul-
tades en uno o más de sus miembros, así
como nombrar apoderados generales o espe-
ciales. No son delegables la aprobación de
las cuentas y del plan de actuación, la modi-
ficación de los Estatutos, la fusión y la
liquidación de la fundación, ni aquellos
actos  que requieran  la  autorización del
Protectorado, ni ninguna de las materias que,
conforme al artículo 24.3, tienen el carácter
de indelegables.
26.2. - Las delegaciones, los apoderamientos
generales y su revocación deberán inscribirse
en el Registro de Fundaciones.
Artículo 27.- Comisión Permanente
La Comisión Permanente es un órgano cole-
giado,   que   actúa   por   delegación   del
Patronato, cuya composición, funcionamien-
to y atribuciones vendrán determinadas por
el Reglamento Interno.
Artículo 28.- Cargos del Patronato
28.1.- El  Patronato elegirá  de entre sus
miembros  un Presidente y  hasta cuatro
Vicepresidentes.
	sonales de dirección, gestión y  adminis-
tración son el Presidente, el Vicepresidente
Primero Ejecutivo, el Director General y el
Secretario  General.  De  acuerdo  con  lo
establecido en el artículo 24.3 g) de los
Estatutos,   podrán  crearse   una   o   varias
Direcciones  Generales Adjuntas,  con   las
atribuciones que, en su caso, se determinen.
22.3. Tendrá la consideración de máximo
órgano de gestión el Presidente.
22.4. Los titulares de los órganos de gestión
desempeñarán el cargo con estricta obser-
vancia de los deberes de fidelidad, lealtad,
diligencia,  responsabilidad,  confidenciali-
dad,  e información  clara,  transparente  y
veraz.
Artículo 23. Del Presidente.
23.1.  El  Presidente,  por delegación  del
Patronato, ostenta la más alta representación
de la Fundación ante todo tipo de personas,
autoridades, entidades públicas o privadas,
pudiendo para ello celebrar toda clase de
actos y suscribir los documentos que fueran
necesarios a tal fin.
23.2. Le corresponde presidir las sesiones
del Patronato y de la Comisión Permanente,
pudiendo, con carácter extraordinario, pre-
sidir las reuniones del Comité Directivo.
23.3. El Presidente tiene funciones ejecuti-
vas, ostentando la máxima responsabilidad
sobre   los   órganos   de   gestión   de   la
Fundación.
Artículo 24. Del Vicepresidente Primero
Ejecutivo.
24.1. Sin perjuicio de lo establecido en el
artículo       anterior,       corresponde       al
Vicepresidente Primero Ejecutivo la repre-
sentación, dirección,  gestión  y  adminis-
tración de la Fundación, y a estos efectos
ostenta la dirección y coordinación de todos
los órganos de gestión de la Fundación.
24.2. Para el desarrollo de sus funciones se
le otorgarán, por los órganos correspondí-


554
	28.2.- Asimismo el Patronato nombrará un
Secretario, cargo que podrá recaer en una
persona que no ostente la condición de
patrono, en cuyo caso asistirá a las reuniones
del Patronato con voz, pero sin voto.
28.3.- El Patronato podrá también nombrar,
si   se  estima  necesario,   uno  o  varios
vicesecretarios, pudiendo designar a una
persona que no forme parte del Patronato, en
cuyo caso asistirá a las reuniones con voz,
pero sin voto.
Artículo 29.- El Presidente
29.1.- El Presidente, por delegación del
Patronato, ostenta la más alta representación
de la Fundación ante todo tipo de personas,
autoridades, entidades públicas o privadas,
pudiendo para ello celebrar toda clase de
actos y suscribir los documentos que fueran
necesarios a tal fin.
29.2.-   Por   acuerdo   del   Patronato,   el
Presidente podrá asumir funciones ejecuti-
vas, en cuyo caso ostentará la máxima
responsabilidad ejecutiva sobre los órganos
de gestión de la Fundación.
29.3.- Corresponde así mismo al Presidente
convocar las reuniones del Patronato, pre-
sidirlas y dirigir los debates.
Artículo  30.-  El Vicepresidente Primero
Ejecutivo y los demás Vicepresidentes
30.1.- El Vicepresidente Primero Ejecutivo,
por delegación del Patronato, ostenta la
representación de la Fundación ante todo
tipo de personas,  autoridades,  entidades
públicas o privadas, pudiendo para ello cele-
brar toda clase de actos y suscribir los docu-
mentos que fueran necesarios a tal  fin.
Asimismo ejerce funciones ejecutivas  y
ostenta la máxima responsabilidad ejecutiva
sobre los órganos de gestión de la Fundación,
de acuerdo con lo establecido en la sección II
del capítulo IV de los presentes Estatutos.
30.2.- Corresponde a los Vicepresidentes, por
su orden, sustituir al Presidente en los casos
	entes de la Fundación, de acuerdo con lo
establecido en la Ley, en los Estatutos y en el
Reglamento Interno, cuantas facultades y
apoderamientos se estimen precisos, pudiendo
dictar    disposiciones    de   orden    interno,
jerárquicamente subordinadas a los Estatutos y
al Reglamento Interno, en las que se recojan los
criterios y directrices que hayan de regir la
administración y gestión, en el ámbito de la
Fundación y su área de influencia.
24.3.    En    todo    caso    corresponde    al
Vicepresidente Primero Ejecutivo:
a) Representar a la Fundación ante todo tipo
de personas y entidades, y celebrar toda clase
de actos y contratos, suscribiendo los docu-
mentos que fueran necesarios a tal fin.
b) Dirigir la gestión y administración de la
Fundación.
c) Asignar los recursos necesarios para la
ejecución del Plan de Actuación, dentro de
los límites presupuestarios.
d)   Ejercer   las   funciones   que   le   sean
atribuidas por el Patronato
e) Presidir y dirigir, en sustitución del
Presidente, las reuniones de la Comisión
Permanente y, con carácter extraordinario,
las del Comité Directivo de la Fundación.
f) Dictar disposiciones de carácter interno,
dirigidas a regular la organización y el fun-
cionamiento de la Fundación, y el de las enti-
dades que se encuentran en su ámbito de
organización.
g) Crear órganos de apoyo a la gestión,
atribuirles el correspondiente ámbito de
actuación, nombrar y, en su caso, cesar a las
personas que hayan de ocupar dichos cargos
h) Decidir, por razones de urgencia, y sin
necesidad de cumplimentar los trámites que
respectivamente  se  contemplan  en  este
Reglamento Interno, sobre cualquier asunto
que concierna a la ejecución del presupuesto
de la Fundación, bien se trate del desarrollo
de actividades no lucrativas, o se refiera a la
ejecución de gastos de administración, de
acuerdo con las siguientes reglas:
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	de que estuviera vacante el cargo, por
ausencia o enfermedad.
Artículo 31.- El Secretario
31.1.- Son funciones del Secretario la custo-
dia de toda la documentación perteneciente
a la Fundación, convocar por orden del
Presidente las  reuniones del  Patronato,
levantar las actas correspondientes a sus
sesiones,  así como  expedir las certifica-
ciones que sean necesarias.
31.2.- En el caso de que el Patronato hubiera
designado uno o varios vicesecretarios, la
función de éstos consistirá en colaborar con
el Secretario en el ejercicio de sus funciones
y sustituirle, por su orden, en caso de ser
varios, en los supuestos de ausencia, vacante
o enfermedad.
Artículo 32.- Organización y
Funcionamiento
32.1.- El Patronato celebrará una reunión
ordinaria    en    cada    trimestre    natural.
Asimismo, podrá celebrar cuantas reuniones
extraordinarias convoque la Presidencia o lo
soliciten al menos cinco Patronos. Si solici-
tada una reunión por cinco Patronos, el
Presidente no la convocara en el plazo de un
mes, los solicitantes estarán facultados para
convocarla formalmente.
32.2.- El Patronato quedará  válidamente
constituido cuando concurran la mayoría
absoluta de sus miembros. En todo caso será
necesaria la presencia del Presidente y del
Secretario o de las personas que les susti-
tuyan.
32.3.- Cada Patrono tendrá derecho a voto y
los acuerdos se adoptarán validamente por
mayoría de los miembros presentes, salvo
cuando expresamente se exija otra mayoría
cualificada.
32.4. - De las reuniones del Patronato se
levantará por el Secretario la correspondi-
ente Acta,  que deberá ser aprobada  al
	1. Cuando se trate del desarrollo de activi-
dades no lucrativas,  hasta el  límite de
1.200.000 euros, debiendo contar con el
concurso del Director General en aquellos
supuestos en los que la cuantía exceda de
600.000 euros.
2. Cuando la decisión se refiera a la ejecu-
ción de gastos de administración hasta el
límite de 600.000 euros, debiendo contar
con el concurso del Director General en
aquellos supuestos en los que la cuantía
exceda de 300.000 euros
3. De dichas decisiones deberá dar cuenta a
la Comisión Permanente, con observancia,
en todo caso, de las normas que en materia
de   gasto   y   ejecución   presupuestaria,
hubieran sido dictadas por el Fundador.
Artículo 25. Director General.
25.1. El Director General asume la direc-
ción de la gestión ordinaria de la Fundación,
en todas las materias en las que ésta desar-
rolla su actividad, y a estos efectos se le
podrán otorgar, por los órganos correspon-
dientes de la Fundación, de acuerdo con lo
establecido en la Ley, en los Estatutos y en
el Reglamento Interno, cuantas facultades y
apoderamientos se estimen precisos para el
desarrollo de sus funciones.
25.2. Bajo su dependencia directa e inmediata
se   encuentran   adscritas   las   Direcciones
Generales Adjuntas que, en su caso, puedan
crearse, así como los Órganos Directivos de
naturaleza sectorial. Para la adecuada organi-
zación de las diferentes áreas directivas, el
Director General podrá disponer lo que estime
conveniente, debiendo, al principio de cada
ejercicio, asignar a cada una de dichas áreas
directivas las partidas y cuantías de los gastos
de administración que conforme al  pre-
supuesto aprobado corresponde a cada una de
ellas.
25.3. En todo caso corresponde al Director
General:
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	finalizar la reunión y, en su defecto, y dentro
del plazo de quince días, por el Presidente y
dos interventores. El Acta se transcribirá al
correspondiente libro y será firmada por el
Secretario con el visto bueno del Presidente.
32.5.- La convocatoria de las reuniones será
cursada por el Secretario por orden del
Presidente y por cualquier medio del que se
pueda tener constancia expresa de su recep-
ción. En la misma se indicará el lugar, día y
hora de celebración de la reunión, así como
el orden del día. Con la convocatoria se
remitirá la documentación que se estime
necesaria para el examen de los distintos
puntos incluidos en el orden del día. No será
preciso   convocatoria   previa   cuando   se
encuentren presentes todos los patronos y
acuerden por unanimidad la celebración de
la reunión.
32.6.- Los acuerdos surtirán efectos desde el
momento en que sean adoptados, salvo que
por disposición de la Ley o decisión del
Patronato   se  demore  su  eficacia  a  un
momento posterior.
Artículo    20.    Organización    v    fun-
cionamiento.
20.1. El patronato podrá crear ponencias de
trabajo, al objeto de elaborar propuestas,
informes v dictámenes.
20.2. El patronato celebrará una reunión
ordinaria    en    cada    trimestre    natural.
Asimismo, podrá celebrar cuantas reuniones
extraordinarias convoque la presidencia o lo
soliciten, al menos, 3 patronos. Si solicitada
una reunión por 3 patronos, el presidente no
la convocara en el plazo de un mes, los
solicitantes estarán facultados para convo-
carla formalmente.
20.3. El patrono para constituirse válidamente,
precisará como quorum !a presencia de la may-
oría absoluta de sus miembros. En todo caso,
será necesaria la presencia del presidente y del
secretario o personas que les sustituyan.
	a)   Dirigir   la   gestión   ordinaria   de   la
Fundación.
b) Impulsar y supervisar las actividades que
forman parte de la gestión ordinaria del
órgano directivo y velar por el buen fun-
cionamiento  de los  órganos  y  unidades
dependientes y del personal integrado en los
mismos.
c) Por delegación del Vicepresidente Primero
Ejecutivo podrá representar a la Fundación y
celebrar actos y contratos, suscribiendo los
documentos que fueran necesarios a tal fin,
así como ejercer las funciones que le fueran
atribuidas.
d) Dirigir la actuación de los titulares de los
órganos directivos de apoyo a la gestión de
naturaleza sectorial.
e) Supervisar la ejecución del presupuesto de
la Fundación.
f) Autorizar las contrataciones de personal,
con sujeción a las directrices establecidas
por el Comité de Retribuciones.
g) Dictar disposiciones de carácter interno,
en  el  ámbito  de organización que tiene
encomendado.
h) Presidir y dirigir las reuniones del Comité
Directivo.
i) Decidir, por razones de urgencia, y sin
necesidad de cumplimentar los trámites que
respectivamente  se  contemplan  en   este
Reglamento Interno, sobre cualquier asunto
que concierna a la ejecución del presupuesto
de la Fundación, bien se trate del desarrollo
de actividades no lucrativas, o se refiera a la
ejecución de gastos de administración, de
acuerdo con las siguientes reglas:
1. Cuando se trate del desarrollo de activi-
dades  no  lucrativas,  hasta  el  límite de
1.200.000 euros, debiendo contar con el con-
curso del Vicepresidente Primero Ejecutivo
en aquellos supuestos en los que la cuantía
exceda de 600.000 euros.
2. Cuando la decisión se refiera a la ejecu-
ción de gastos de administración hasta el
límite de 600.000 euros, debiendo contar con


557
	20.4. Cada patrono tendrá derecho a voto,
que será de carácter indelegable.
20.5. La convocatoria de las reuniones será
cursada por el secretario por orden del presi-
dente. Se realizará por escrito, a través de
procedimientos rápidos v seguros, debiendo
determinar fecha, lugar y hora, adjuntándose
a la convocatoria el orden del día y la docu-
mentación correspondiente.
20.6.  Los  acuerdos  se adoptarán,  válida-
mente, por mayoría simple, salvo cuando
expresamente, se exija otra mayoría cualifi-
cada.
20.7. Los acuerdos surtirán efectos tras la
aprobación del acta, que se producirá en la
siguiente reunión, y será firmada por el pres-
idente y por el secretario. No obstante, los
acuerdos surtirán efectos inmediatos, cuando
se adopten con el carácter de ejecutivos de
urgencia.
20.8. El presidente podrá ser sustituido por
los vicepresidentes de forma correlativa; v el
secretario por el director gerente, que actuará
en calidad de secretario adjunto, con voz,
pero sin voto.
SECCIÓN 2a. DE LA GESTIÓN.
Artículo 33.- Disposiciones Generales.
33.1.-   Los   órganos   de   gestión   tienen
encomendada   la   dirección,   gestión   y
administración económica de la Fundación,
actuarán con arreglo a lo establecido en el
Ley, en los Estatutos y en el Reglamento
Interno y con subordinación al Patronato y a
su Comisión Permanente, de acuerdo con las
facultades     que     por     delegación     o
apoderamiento, general o especial, les fueran
conferidas por el Patronato.
33.2.-   Los   órganos   unipersonales   de
dirección, gestión y administración son el
Vicepresidente    Primero    Ejecutivo,    el
Director General y el Secretario General. De
acuerdo con lo establecido en el artículo 24.3
g),  podrá  crearse  una  Dirección  General
	el  concurso  del  Vicepresidente Primero
Ejecutivo en aquellos supuestos en los que la
cuantía exceda de 300.000 euros
3. De dichas decisiones deberá dar cuenta a
la Comisión Permanente, con observancia,
en todo caso, de las normas que en materia
de gasto y ejecución presupuestaria, hubier-
an sido dictadas por el Fundador.
j) Las demás atribuciones que le confieren
los Estatutos y el Reglamento Interno.
Artículo 26. Secretario General.
26.1. El Secretario General realiza funciones
ejecutivas   y   de   apoyo   al   Presidente,
Vicepresidente  Primero   Ejecutivo   y   al
Director General, centrando su actividad en
la gestión ordinaria de las áreas de servicios
comunes a la Fundación y a Fundosa Grupo,
S.A. que le sean encomendadas y, a estos
efectos, se le podrán otorgar, por los órganos
correspondientes de la Fundación, de acuer-
do con  lo establecido en la Ley, en los
Estatutos y en el Reglamento Interno, cuan-
tas facultades y apoderamientos se estimen
precisos.
26.2. Bajo su dependencia directa e inmedi-
ata quedan adscritos, los órganos directivos
que se constituyan por razón de un área de
servicios que haya de ser atendido.
26.3. Corresponden al Secretario General el
ejercicio de las siguientes funciones:
a)  Apoyar al  Presidente,  Vicepresidente
Primero Ejecutivo y al Director General, en
el desarrollo de sus funciones.
b) Dirigir y coordinar la actuación de los titu-
lares de los órganos directivos de apoyo a la
gestión, correspondientes a las áreas de servi-
cios comunes a la Fundación y a Fundosa
Grupo, S.A. que le sean encomendadas.
c)   Por   delegación   del   Vicepresidente
Primero Ejecutivo podrá representar a la
Fundación  y  celebrar  actos  y  contratos,
suscribiendo  los  documentos  que fueran
necesarios a tal fin, así como ejercer las fun-
ciones que le fueran atribuidas.
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	Adjunta, con las atribuciones que, en su
caso, se determinen.
33.3.- Tendrá la consideración de máximo
órgano  de gestión  el Presidente,  en  el
supuesto de que por acuerdo del Patronato se
decida dotar dicho órgano de facultades de
naturaleza ejecutiva y en  todo caso, el
Vicepresidente Primero Ejecutivo.
33.4.- Para la adecuada gestión de la Fundación
y con objeto de atender los servicios, progra-
mas o líneas de actuación propia de la actividad
de la Fundación, se crearán, con subordinación
a los órganos de gestión, otros órganos direc-
tivos de apoyo a la gestión de naturaleza secto-
rial o por razón de un área de servicios que ten-
gan encomendada.
33.5.- Existirá un Comité Directivo como
órgano  colegiado,  con  la composición,
atribuciones   y   funcionamiento   que   se
establezca en el Reglamento Interno.
33.6.- Todos los responsables ejecutivos
deberán actuar con criterios de racionalidad,
profesionalidad y eficacia, de conformidad
con los fines esenciales de la Fundación, con
los preceptos estatutarios y reglamentarios,
y con arreglo a los mandatos del Patronato y
de sus órganos subordinados.
Artículo 22. Órgano de gestión.
22.1. Los órganos encargados de la gestión v
administración económica de la fundación
serán el secretario general, el director
gerente v el administrador, en los términos
previstos en los presentes estatutos, en el
reglamento interno del patronato, y con-
forme a los poderes delegados por el mismo.
22.2. Los órganos citados en el punto
anterior serán nombrados v cesados por el
patronato,   conforme   al   procedimiento
establecido en su reglamento interno.
22.3. Asimismo, dichos órganos serán dota-
dos de los medios organizativos v materi-
ales; así como de los recursos humanos, téc-
nicos  y  administrativos  precisos para el
cumplimiento de sus obligaciones.
	d) Prestar asistencia y apoyo en la super-
visión de la ejecución del presupuesto de la
Fundación.
e) Dictar disposiciones de carácter interno,
en el ámbito de organización que tiene
encomendado.
f) Las demás atribuciones que le confieren
los Estatutos y el Reglamento Interno.
Artículo 27. El Comité Directivo.
27.1. El Comité Directivo es un órgano cole-
giado de dirección, gestión, administración y
asesoramiento, que actúa con subordinación
jerárquica    al    Vicepresidente    Primero
Ejecutivo y al Director General.
27.2. Son miembros de pleno derecho del
Comité Directivo el Vicepresidente Primero
Ejecutivo, el Director General, el Secretario
General, el Consejero Delegado de Fundosa
Grupo, así como cualquier otro órgano de
gestión que, de conformidad con lo estable-
cido en el presente Reglamento y en los
Estatutos, pudiera crearse, así como los titu-
lares de los órganos directivos de apoyo a la
gestión recogidos en el artículo 30 de este
Reglamento Interno. Asimismo tendrá la
consideración de miembro de pleno derecho
el Presidente de la Fundación, en aquellos
casos en los que decida asistir a las reuniones
que celebre el Comité.
27.3. El Comité Directivo sin perjuicio de las
facultades atribuidas a los órganos uniper-
sonales de gestión, analiza, delibera y decide
sobre aquellas materias que, por su trascen-
dencia, cualquiera de sus miembros con-
sidere conveniente someter a una valoración
conjunta. Asimismo,  será un órgano de
carácter ejecutivo para la adopción de deci-
siones colegiadas, en los supuestos contem-
plados en el presente Reglamento Interno.
Artículo 28. Atribuciones.
Las competencias del  Comité Directivo
serán las siguientes:
a) Examinar y valorar la marcha de la
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	22.4. Los titulares de los Órganos de gestión
percibirán las retribuciones que establezca el
patronato.
Artículo 34.- Del Vicepresidente Primero
Ejecutivo
34.1.-   Por   mandato   del   Patronato,   el
Vicepresidente Primero  Ejecutivo  es  el
máximo responsable ejecutivo encargado de
la   representación,   dirección,   gestión   y
administración de la Fundación, le corre-
sponde ejecutar los acuerdos del Patronato y
de su Comisión Permanente, y ejercer cuan-
tas funciones sean propias del cargo, asum-
iendo las atribuciones que, en su caso, sean
delegadas por el Presidente.
34.2.- El Vicepresidente Primero Ejecutivo
ostenta la dirección y coordinación de todos
los órganos de gestión de la Fundación.
34.3.- Para el desarrollo de sus funciones se
le otorgarán, por los órganos correspondi-
entes de la Fundación, de acuerdo con lo
establecido en la Ley, en los Estatutos y en el
Reglamento Interno, cuantas facultades y
apoderamientos se estimen precisos para el
ejercicio del cargo.
34.4.- En el ejercicio de sus atribuciones,
para la adecuada dirección de la Fundación,
el Vicepresidente Primero Ejecutivo podrá
dictar   disposiciones   de   orden   interno,
jerárquicamente subordinadas a los Estatutos
y al Reglamento Interno, en las que se reco-
jan los criterios y directrices que hayan de
regir  la  administración  y  gestión,  en el
ámbito de la Fundación y su área de influen-
cia.
34.5.- El Vicepresidente Primero Ejecutivo
se encuentra facultado para la creación de
órganos de apoyo a la gestión, atribuirles el
correspondiente ámbito de actuación, así
como para la designación y, en su caso, cese
de las personas que hayan de ocupar dichos
cargos. De la creación de dichos órganos y
del nombramiento o cese de las personas que
los   ocupan,   el   Vicepresidente   Primero
	gestión, así como aquellos asuntos, compe-
tencia de los diferentes órganos unipersonales
de gestión, que por su naturaleza requieran
un análisis y, en su caso, una decisión cole-
giada de la cuestión
b) Resolver los expedientes que, conforme al
presente Reglamento Interno, han de trami-
tarse para el desarrollo de cualquier activi-
dad no lucrativa dirigida al cumplimiento de
los fines institucionales, y que implique la
asignación de recursos económicos del Plan
de Actuación de la Fundación, cuando la
cuantía solicitada no excede de la cantidad
de 12.000 euros.
c) Someter a la consideración de la Comisión
Permanente, a efectos de su resolución, los
expedientes a los que se refiere al apartado
anterior cuando su cuantía excede de 12.000
euros.
d) Aprobar las variaciones presupuestarias
previstas en las letras d) y e) del artículo
47.2. de este Reglamento.
e) Aprobar, a efectos de su elevación a la
Comisión Permanente, el proyecto del Plan
de actuación de la Fundación y del pre-
supuesto correspondiente.
f) Evaluar la ejecución del Plan de Actuación
y la ejecución del presupuesto.
g) Informar, a efectos de su elevación a la
Comisión Permanente, las cuentas anuales
de la Fundación en los términos establecidos
en el artículo 16 de los Estatutos y en la
legislación que resulte aplicable.
h) Aprobar, a efectos de su elevación a la
Comisión   Permanente,   el   proyecto   de
Estatutos   y   Reglamento   Interno   de   la
Fundación, así como sus modificaciones.
i) Acordar la negociación y firma de conve-
nios  institucionales,  salvo  aquéllos  que
rebasen la suma de 12.000 euros o que por su
especial trascendencia sean de la competen-
cia de la Comisión Permanente.
j) Estudiar y deliberar sobre los proyectos de
planes, programas y acciones.
k) Decidir, con arreglo a lo establecido en la
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	Ejecutivo deberá dar cuenta al Patronato.
Artículo 35.- Director General.
35.1.- El Director General asume la dirección
de la gestión ordinaria de la Fundación, en
todas las materias en las que se desarrolla la
actividad de la Fundación. A estos efectos,
bajo su dependencia directa e inmediata se
encuentran adscritos los Órganos Directivos
de naturaleza sectorial. Asimismo ejercerá,
por delegación del Vicepresidente Primero
Ejecutivo,    cuantas   funciones    le   sean
encomendadas.
35.2.- Se le podrán otorgar, por los órganos
correspondientes de la Fundación, de acuer-
do con lo establecido en la Ley, en los
Estatutos y en el Reglamento Interno, cuan-
tas facultades y apoderamientos se estimen
precisos para el ejercicio del cargo.
Artículo 36.- Secretario General.
36.1.- El Secretario General realiza funciones
ejecutivas y de apoyo al Vicepresidente
Primero Ejecutivo y al Director General.
Centrará su actividad en la gestión ordinaria
de las áreas de servicios de la Fundación. A
tal fin, quedan adscritos bajo su dependencia
directa e inmediata, los órganos directivos
que se constituyan por razón de un área de
servicios que haya de ser atendido.
36.2.- Asimismo ejercerá, por delegación del
Vicepresidente Primero Ejecutivo, cuantas
funciones le sean encomendadas.
36.3.- Se le podrán otorgar, por los órganos
correspondientes de la Fundación, de acuer-
do con lo establecido en la Ley, en los
Estatutos y en el Reglamento Interno, cuan-
tas facultades y apoderamientos se estimen
precisos para el ejercicio del cargo.
Artículo   23.   Funciones   del   Secretario
23.1. El Secretario General será nombrado
por el patronato, asumiendo, genéricamente,
las funciones de dirección y de supervisión
	Ley, acerca del destino que ha de darse a los
bienes inmuebles de la Fundación cuyo uso
es susceptible de ser cedido a terceros,
resolviendo sobre su régimen de utilización
y disfrute.
1) Las demás facultades que le atribuya el
presente Reglamento  Interno  o  que  le
delegue   el   Patronato   o   la   Comisión
Permanente.
Artículo 29. Organización y
Funcionamiento
29.1. La presidencia ordinaria del Comité
Directivo corresponde al Director General.
En los casos de vacante, ausencia o enfer-
medad, será presidido por quien sustituya al
Director General en el ejercicio de sus fun-
ciones. Cuando estén presentes el Presidente
y/o el Vicepresidente Primero Ejecutivo, la
presidencia de este Órgano recaerá en el de
mayor rango.
29.2. El Comité Directivo designará de entre
sus miembros el que haya de ejercer las fun-
ciones de Secretario. Para los supuestos de
ausencia, vacante, enfermedad, o si se esti-
mara necesario se podrá designar uno o varios
vicesecretarios, que podrán no ser miembros
del Comité Directivo, en cuyo caso, asistirán
a las reuniones con voz, pero sin voto. El
desempeño del cargo de Secretario y, en su
caso, el de vicesecretario será gratuito.
29.3. Corresponde al Secretario, o en su caso
al vicesecretario, certificar los acuerdos del
Comité Directivo, con el visto bueno del
Presidente o del Vicepresidente Primero
Ejecutivo.
29.4. En todo lo demás resultará aplicable lo
establecido para la Comisión Permanente en
los artículos 19, y 20 de este Reglamento
Interno.
Artículo  30.  Órganos de  apoyo  a la
gestión.
30.1.   Para   la   adecuada   gestión   de   la
Fundación y con objeto de atender los servi-
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	general de la marcha de las actividades ordi-
narias de la fundación, bajo la dependencia
jerárquica del patronato.
23.2.   Las   competencias   del   Secretario
Genera] serán establecidas en los presentes
Estatutos, en e! Reglamento Interno de la
Fundación v las específicamente previstas
en el apartado siguiente.
23.3. A título enunciativo, v no limitativo,
serán funciones del Secretario General:
a) Representar jurídicamente a la fundación
sin perjuicio de la máxima representatividad
formal v protocolaria de la presidencia del
patronato.
b) Ejecutar los acuerdos por sí o a través del
Director Gerente y del Administrador,
c) Desempeñar las mismas funciones que las
previstas para el  Director  Gerente  y el
Administrador en los términos que establez-
ca el patronato y siempre que resulte conve-
niente   v   necesario   para   el   buen   fun-
cionamiento de la fundación.
d) Resolver en casos de extrema v probada
urgencia los problemas que se planteen de
tal carácter; rindiendo cuentas inmediata-
mente al patronato para su ulterior ratifi-
cación.
e) Cualquier otra competencia de gestión no
prevista, expresamente,  en  los  presentes
Estatutos o que le delegue el patronato.
Artículo   24.    Funciones    del    Director
Gerente.
24.1.  La  función  genérica  del  Director
Gerente consistirá  en  la dirección  de  la
gestión ordinaria de la fundación, mediante
la ejecución de los acuerdos del patronato v
del secretario general v bajo se dependencia
jerárquica.
24.2.   El   Director   Gerente   recibirá   los
apoderamientos genéricos v específicos que
le confiere el  patronato v  el  secretario
general para la realización de las siguientes
funciones:
	cios, programas o líneas de actuación propia de
la actividad de la Fundación, se crearán, con
subordinación a los órganos de gestión, otros
órganos directivos de apoyo a la gestión de
naturaleza sectorial o por razón de un área de
servicios que tengan encomendada.
30.2. Los órganos directivos de naturaleza
sectorial, bajo la dependencia directa del
Director General, tienen por finalidad dirigir
y gestionar los ámbitos de actuación en que
se estructura la actividad de la Fundación,
entre los que cabe destacar, con carácter
enunciativo y no limitativo, los siguientes: la
formación y el empleo, la accesibilidad, la
cooperación, los proyectos, las relaciones
sociales e internacionales, etc.
30.3. Por su parte los órganos directivos
titulares de un área de servicios ejercerán su
función directiva, bajo la dependencia direc-
ta del Secretario General, respecto de las
áreas de servicios comunes a la Fundación y
a Fundosa Grupo, S.A. que queden adscritas
a dicha Secretaría General.
30.4. Si se estimara necesario, se podrán
otorgar a los titulares de los órganos de
apoyo a la gestión los apoderamientos que se
estimen precisos para el ejercicio de sus
atribuciones.
CAPITULO IV. DE LA
ADMINISTRACIÓN
Y FUNCIONAMIENTO DE LA
FUNDACIÓN.
SECCIÓN     I.-DESTINO     DE     LAS
RENTAS E INGRESOS: GASTOS DE
ADMINISTRACIÓN.
Artículo 31. Destino de las rentas e ingre-
sos: gastos de administración.
31.1. A la realización de los fines funda-
cionales deberá ser destinado, al menos, el
70 por 100 de los resultados de las explota-
ciones económicas que se desarrollen y de
los ingresos que se obtengan por cualquier
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	a) Representar, con capacidad de obrar sufi-
ciente, al patronato para el cumplimiento de
sus obligaciones v la defensa de los intereses
de la fundación.
b) Elaborar los provectos de los planes v pro-
gramas de actuación  o colaborar con el
patronato o sus ponencias v con el secretario
general a tal fin; asumiendo su ejecución una
vez aprobado.
c) Dirigir la gestión general y al personal,
dictando las instrucciones precisas para ello.
d) Elaborar y remitir al patronato y al secre-
tario general cuantos informes, estudios y
provectos le soliciten.
Artículo 25. Funciones del administrador.
25.1. La función genérica del administrador
consistirá    en    la    gestión    económico-
financiera de la fundación en coordinación
con e! Director Gerente y bajo la dependen-
cia jerárquica del patronato y del secretario
general.
25.2.    El    administrador    decidirá    los
apoderamientos genéricos y específicos que
le confiere el patronato y el secretario
general para la realización, entre otras, de
las siguientes funciones:
a) Elaborar el provecto de presupuestos del
ejercicio económico.
b) Dirigir la gestión económico-financiera v
la contabilidad.
c) Controlar los gastos, pagos e ingresos,
precisándose tales expedientes,  su firma,
además de la de otro órgano de sección; con-
forme al procedimiento que establezca el
reglamento interno.
d) Formalizar balances y la cuenta general de
resultados.
Artículo 37. - Medios
37.1.- El Vicepresidente Primero Ejecutivo
velará para que los órganos de gestión con-
templados en la presente Sección, se encuen-
tren adecuadamente dotados de los medios
organizativos y materiales, así como de los
	otro concepto, deducidos los gastos realizados,
para la obtención de tales resultados o ingresos,
debiendo destinar el resto a incrementar bien la
dotación o bien las reservas según acuerdo del
Patronato. Los gastos realizados para la obten-
ción de tales ingresos podrán estar integrados,
en su caso, por la parte proporcional de los gas-
tos por servicios exteriores, de los gastos de
personal, de otros gastos de gestión, de los gas-
tos financieros y de los tributos, en cuanto que
contribuyan a la obtención de los ingresos,
excluyendo de este cálculo los gastos realiza-
dos para el cumplimiento de los fines estatutar-
ios. El plazo para el cumplimiento de esta
obligación será el comprendido entre el inicio
del ejercicio en que se hayan obtenido los
respectivos resultados e ingresos y los cuatro
años siguientes al cierre de dicho ejercicio.
31.2. En el cálculo de los ingresos no se
incluirán las aportaciones o donaciones
recibidas en concepto de dotación patrimo-
nial en el momento de la constitución o en
un  momento  posterior,  ni  los  ingresos
obtenidos en la transmisión onerosa de
bienes inmuebles en los que la entidad
desarrolle la actividad propia de su objeto o
finalidad específica, siempre que el importe
de la citada transmisión se reinvierta en
bienes inmuebles, en los que concurra dicha
circunstancia.
31.3. Se entiende por gastos de adminis-
tración los directamente ocasionados por la
administración de los bienes y derechos que
integran el patrimonio de la fundación, y
aquellos otros de los que los patronos tienen
derecho a resarcirse.
Artículo 32. Límite de gastos.
La partida de gastos destinada a adminis-
tración de la Fundación, que deberá incluirse
en los presupuestos, en ningún caso podrá
rebasar el porcentaje fijado en la legislación
vigente en cada momento y, en su caso, el
que pudiera establecer el Patronato.
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	recursos humanos, técnicos y administrativos
precisos para el cumplimiento de sus obliga-
ciones.
	Artículo 33. Ejecución de los gastos de
administración.
33.1. Para realizar gastos de administración
será preciso contar con la autorización de
alguno de los siguientes órganos:
a) El Comité Directivo para gastos de cuan-
tía  no  superior a  60.000 euros,  con  la
obligación   de   informar   a   la  Comisión
Permanente.
b) El Vicepresidente Primero Ejecutivo, o el
Director General  estarán facultados  para
autorizar gastos de cuantía no superior a
300.000 euros, con la obligación de infor-
mar a la Comisión Permanente.
c) Será necesaria la autorización conjunta
del Vicepresidente Primero Ejecutivo y del
Director General, cuando se trate gastos que
exceden de 300.000 euros y no superan la
cifra de 600.000 euros, con la obligación de
informar a la Comisión Permanente.
d) En el caso de gastos de administración
que excedan de la cifra de 600.000 euros
será necesario contar con la autorización de
la Comisión Permanente.
33.2.  No será necesario contar con la
autorización de los órganos a que se refiere
el apartado anterior, cuando se trate de gas-
tos de administración que se encuentren en
alguno de los siguientes supuestos:
a) pagos de nóminas y seguros sociales.
b) aquellos que en los presupuestos haya
quedado determinada claramente su cuantía
y el destinatario de los mismos.
c) los que sean consecuencia del cumplim-
iento     de     obligaciones     directamente
derivadas de normas legales o de la ejecu-
ción económica de los contratos aprobados
previamente por los órganos colegiados de
la Fundación.
33.3. Al comienzo de cada ejercicio, después
de      aprobado      el      presupuesto,      el
Vicepresidente Primero Ejecutivo, o por del-
egación de éste, el Director General asig-
narán a cada una de las áreas directivas de la
Fundación ONCE las partidas y cuantías de


564
	
	los gastos de administración que conforme
al presupuesto aprobado pueden ejecutar las
mismas.
33.4. Si en la ejecución de gastos de admin-
istración hubieran de asumirse compromisos
u obligaciones de pago cuya ejecución en el
tiempo exceda del periodo presupuestado, el
órgano competente por razón de la cuantía,
podrá establecer aquellos criterios que con-
sidere oportunos.
Artículo 34. Contratación de bienes y ser-
vicios.
34.1. Para la contratación de bienes y servi-
cios deberán observarse las reglas y pro-
cedimientos que, en cada caso, se estimen
adecuados, a fin de garantizar que los con-
tratos se suscriben en las condiciones más
favorables para la Fundación, y con sujeción
en todo caso a los principios de transparen-
cia, concurrencia de ofertas, responsabili-
dad, cumplimiento de contrato, confiden-
cialidad, honestidad y comunicación.
34.2. Los procedimientos que se establezcan
para la selección de contratistas deberán
garantizar que quienes pretendan contratar
con la Fundación actúan con arreglo a las
normas jurídicas que regulen el ámbito del
sector de que se trate, debiendo ser un factor
especialmente valorable que las entidades
contratistas posean un sistema de gestión
basado en principios propios de la respon-
sabilidad social corporativa y que además
se trate de empresas y organizaciones que,
de manera directa o indirecta, promuevan el
empleo de personas con discapacidad.
SECCIÓN II. DE LAS ACTIVIDADES
NO LUCRATIVAS DE LA FUNDACIÓN
ONCE.
Artículo 35. Disposición General.
35.1. El desarrollo de cualquier actividad no
lucrativa dirigida al cumplimiento de los
fines institucionales, y que implique la


	
	asignación de recursos económicos del Plan
de Actuación de la Fundación, requerirá la
apertura de un expediente cuya tramitación y
aprobación es objeto de regulación en la pre-
sente sección.
35.2. La tramitación del expediente tendrá
como  principal  función  la  de  valorar  y
resolver acerca de la procedencia de las
propuestas y peticiones de actuación que se
formulen, con objeto de garantizar el efecti-
vo cumplimiento de la finalidad    institu-
cional de la Fundación ONCE.
35.3. Cuando se trate de actuaciones que ya
se encuentren  nominal  y  específicamente
contempladas en la concreción presupues-
taria de! Plan de Actuación de la Fundación
ONCE, aprobado de conformidad con lo dis-
puesto en los Estatutos y en el presente
Reglamento Interno, no será necesario la
tramitación  de expediente alguno  y,  por
tanto, no resultará aplicable el procedimien-
to de aprobación a que se refiere este artícu-
lo al objeto de llevar a cabo la actividad no
lucrativa de que se trate.
35.4. Tampoco será necesaria la tramitación
de expediente cuando se trate asuntos de
carácter urgente, para cuya decisión y ejecu-
ción      se      encuentra      facultado      el
Vicepresidente   Primero   Ejecutivo   o   el
Director General, de conformidad con lo
establecido en los artículos 24 y 25 de este
Reglamento Interno.
Artículo 36. Iniciación del expediente.
36.1. Toda propuesta o petición de ejecución
de una actividad no lucrativa deberá cursarse
a través de la correspondiente solicitud, de
cuya admisión deberá resolver el órgano
directivo con competencia en la materia. En
ningún caso serán admitidas a trámite aquellas
propuestas que abiertamente contravengan o
resulten incompatibles con los fines de la
Fundación ONCE o, que de cualquier otra
manera, sean contrarias a la ley o a los
Estatutos de la Fundación.
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	36.2. Admitida a trámite la propuesta de
actuación, la Dirección General Adjunta de
Planificación decidirá sobre la adscripción
de la  misma al  programa  del  Plan de
Actuación de la Fundación ONCE que en
cada caso corresponda.
Artículo 37. Estudio y evaluación del
expediente.
37.1. La Dirección, a la que por razón de la
materia y de la consiguiente asignación al
Plan de Actuación, haya correspondido el
estudio del expediente de que se trate, pro-
cederá a valorar y analizar el mismo, a fin de
elaborar la propuesta que en su caso se pre-
sentará al órgano de decisión competente de
la Fundación.
37.2. Toda propuesta favorable, para que
pueda ser elevada al órgano de decisión
competente, deberá contar con la correspon-
diente autorización de crédito presupues-
tario, en los términos que se establecen en el
artículo 46.4 de este Reglamento Interno.
Artículo 38. Resolución del expediente.
38.1. Con carácter general, la propuesta elabo-
rada por la Dirección a quién haya correspondi-
do el estudio del expediente de que se trate se
presentará al Comité Directivo de la Fundación,
a fin de que por el mismo se proceda a su análi-
sis y valoración.
38.2. La competencia para resolver sobre la
propuesta presentada corresponderá al pro-
pio Comité Directivo de la Fundación en
aquellos supuestos en los que la cuantía
solicitada en el expediente no supere la can-
tidad de 12.000 euros.
38.3. Cuando se trate de expedientes en los
que la cuantía solicitada rebase la cantidad
de 12.000 euros y no exceda de 1.500.000
euros, será la Comisión Permanente quien
tendrá competencia para resolver sobre la
propuesta presentada. De 1.500.000 euros en
adelante corresponderá al Patronato aprobar
el expediente propuesto.
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	38.4.  De lo dispuesto anteriormente  se
exceptúan aquellos expedientes correspondi-
entes a actuaciones no lucrativas que por
Ley o Estatutos están reservados a la compe-
tencia del Patronato, cualquiera que sea la
cuantía de los mismos.
38.5. La Comisión Permanente podrá dele-
gar en el Comité Directivo la competencia
que, por razón de la cuantía solicitada, tiene
respecto de la aprobación de los expedientes.
Asimismo  el   Patronato  y   la  Comisión
Permanente podrán  modificar, respectiva-
mente, las cuantías económicas que han sido
establecidas en los artículos anteriores de
este Reglamento para determinar la compe-
tencia de la Comisión Permanente y del
Comité Directivo en la resolución de los
expedientes que se tramiten para el desarrollo
de cualquier actividad no lucrativa. En todo
caso, la facultad de delegación o modifi-
cación que se establece en el presente aparta-
do deberá ejercitarse con observancia estric-
ta de las normas que en materia de gasto y
ejecución presupuestaria, hubieran sido dic-
tadas por el Fundador

	CAPÍTULO V. DE LA MODIFICACIÓN
Y EXTINCIÓN
Artículo 38. Modificaciones estatutarias.
38.1. Se podrá proceder a la modificación de
los Estatutos y en su caso, a darles una nueva
redacción, mediante acuerdo del Patronato
adoptado por mayoría absoluta de sus miem-
bros, siempre que no se altere de manera sus-
tancial la naturaleza y fines de la Fundación.
38.2. La modificación o nueva redacción de
los Estatutos acordada por el Patronato se
comunicará al Protectorado.
Artículo 26. Modificaciones estatutarias.
Los Estatutos podrán ser modificados, medi-
ante acuerdo del Parlamento adoptado por
mayoría absoluta de sus miembros, respecto
de aquellas cuestiones que no supongan una
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	modificación substancial de la naturaleza v
fines de la fundación.
Artículo 39. Extinción.
La Fundación se extinguirá por alguna de las
siguientes causas:
a) Mediante acuerdo adoptado por mayoría
absoluta del Patronato, cuando resulte imposi-
ble o existan grandes dificultades para el
cumplimiento de los fines fundacionales, la
observancia de principios esenciales de los
presentes Estatutos o el funcionamiento glob-
al de la Fundación, así como por producirse
graves desviaciones respecto de los fines fun-
dacionales.
b) Por las causas previstas en la Legislación
vigentes no contempladas en el párrafo ante-
rior.
Artículo 27. Extinción.
La fundación se extinguirá por alguna de las
siguientes causas:
a) Mediante acuerdo adoptado por mayoría
absoluta del patronato, por imposibilidad o
grandes dificultades para el cumplimiento de
los fines fundacionales; así como por pro-
ducirse graves desviaciones respecto de los
fines fundacionales, de principios esenciales
de los presentes estatutos v del funcionamien-
to global de la fundación.
b) Por los plazos previstos en la legislación
vigente no contemplados en el párrafo anterior.
Artículo 40. Destino de los bienes.
En el supuesto de extinción de la Fundación,
tanto el  patrimonio fundacional como los
bienes existentes en ese momento se desti-
narán a fundaciones u otras instituciones que
persigan fines de interés general análogos a
los de la Fundación y que tengan afectados
sus bienes, incluso para el supuesto de su disolu-
ción, a la consecución de aquéllos designadas
en su momento por el Patronato, de acuerdo
con lo ordenado en la Legislación vigente.
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	Artículo 28. Destino de los bienes.
En el supuesto de extinción de la fundación,
tanto  el  patrimonio  fundacional  como  los
bienes existentes en ese momento, se desti-
narán al cumplimiento de fines benéficos asis-
tenciales. siendo  voluntad del fundador su
adscripción a la Cruz Roja Española.
	

	DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA
Las personas que, en la fecha de aprobación de la
modificación de los Estatutos de la Fundación
ostenten     la     condición     de     Presidente,
Vicepresidentes y Secretario del Patronato, así
como el resto de los Patronos, continuarán en el
ejercicio de su cargo hasta el final de su actual
mandato, de acuerdo con lo previsto en estos
Estatutos y en la legislación de fundaciones.
Asimismo continuarán en el desempeño de su
función las personas que actualmente integran
los Órganos de Gestión de la Fundación.
Lo dispuesto en los párrafos anteriores se
entiende sin perjuicio de los procedimientos
de sustitución de Patronos y de nombramien-
to y cese de cargos directivos previstos en los
Estatutos y en el Reglamento Interno.
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA
Queda derogado el Texto Refundido de los
Estatutos de la Fundación O.N.C.E. para la
Cooperación e Integración Social de Personas con
Discapacidad, aprobado en la sesión celebrada por
el Patronato el día 19 de diciembre de 2000.
DISPOSICIONES FINALES
Primera.   Desarrollo   reglamentario.       El
Patronato de la Fundación deberá proceder al
desarrollo de los presentes Estatutos, medi-
ante la aprobación de un nuevo Reglamento
Interno, dentro de los seis meses siguientes a
la fecha en que se produzca la entrada en vigor
de estos Estatutos.
Segunda.  Entrada  en  vigor.  Los  presentes
Estatutos entrarán en vigor a partir del día
siguiente a su formalización en escritura
pública.
	DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA
Queda    derogado    el    Reglamento    de
Funcionamiento  Interno  de la Fundación
O.N.C.E. para la Cooperación e Integración
Social   de   Personas   con   Discapacidad,
aprobado  en  la  sesión  celebrada  por el
Patronato el día  19 de diciembre de 2000.
DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA
Entrada en vigor. El presente Reglamento
entrará en vigor a partir del día siguiente a su
formalización en escritura pública.
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	DISPOSICIONES FINALES
Primera.  Los presentes estatutos surtirán
efecto tan pronto como se integren en la cor-
respondiente escritura pública v quede per-
feccionado el  negociado jurídico funda-
cional.
Segunda. El patronato deberá celebrar su
sesión constitutiva en el plazo máximo de 6
meses, contados desde el otorgamiento de la
escritura fundacional.
Tercera. El patronato de la fundación deberá
proceder a la elaboración v aprobación del
reglamento interno dentro de los 6 meses
siguientes a la fecha de su sesión constituti-
va.
Cuarta.  Sin perjuicio de lo que pueda
establecer en el futuro el reglamento interno,
inicialmente. el nombramiento de los órganos
de  gestión de la fundación se realizará
medíante acuerdo del patronato, adoptado
por mayoría absoluta, a propuesta de la pres-
idencia del mismo o. en su defecto, a prop-
uesta de los 2/5 de los patronos.
Quinta. Inicial y provisionalmente, el domicilio
del patronato se fija en Madrid, calle El Prado n°
24. con distrito n° 28014. hasta que el patronato
establezca domicilio definitivo. 233
Sexta. Tras el otorgamiento de la escritura
fundacional se recabará de los órganos com-
petentes de la Administración del Estado, la
clasificación de la fundación como entidad
de carácter benéfico asistencial de conformi-
dad con la legislación vigente, sin perjuicio
de que comience el proceso constitutivo de
los órganos de la fundación v el inicio de sus
actividades.
Madrid. 13 de mayo de 1991.
	


233 Este domicilio social se encuentra en la calle Sebastián Herrera, n° 15, Madrid.
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5. La Fundación ONCE para la cooperación e integración social de personas
con minusvalías234: una realidad en movimiento.
5.1. Líneas programáticas.
La fundación ONCE para la cooperación e integración social de personas con
minusvalías, creada por la ONCE conforme a escritura pública otorgada el 24 de febre-
ro de 1988, ante notario y cuyo Patronato se constituyó el 27 de mayo del mismo año,
necesitaba fijar unas líneas programáticas básicas, sobre cuyas coordenadas pudiese
comenzar a desarrollar sus actividades, sin perjuicio de los ajustes precisos en la forma
y con el ritmo que la experiencia vaya aconsejando.
Los criterios generales establecidos en sus estatutos, desarrollados básicamente en su regla-
mento interno, en cuanto a aspectos procedimentales, recogen la voluntad del Fundador, dentro
de cuyo respeto, el Patronato debe articular un conjunto de líneas o criterios de actuación que
posibiliten su concreción en los ulteriores programas y planificaciones, como premisa, para una
ágil y eficaz gestión de sus recursos y un mejor cumplimiento de sus fines y objetivos.
A tal fin, pueden apuntarse las siguientes líneas programáticas:
1a. La Fundación ONCE para la cooperación e integración social de personas con minus-
valías debe desarrollar al máximo la potencialidad y recursos, plasmando fiel y concretamen-
te la filosofía contenida en sus Estatutos y Reglamento Interno, como expresión de la volun-
tad del Fundador y de su primer Patronato. Asimismo, la Fundación ordenará su actuación
para coadyuvar a la consecución de la autonomía personal y plena integración de personas
con minusvalías.
2a. Su funcionamiento debe regirse por los principios de:
a) Eficacia, procurando optimizar los recursos asignados al cumplimiento de sus fines.
b) Agilidad, huyendo de burocratizaciones innecesarias.
c) Transparencia, con una gestión ajustada a la legalidad racional y abierta a los
medios de comunicación y a la opinión pública.
d) Participación, basándose en la estrecha y leal cooperación de las organizaciones
que la integran y cualesquiera otras afines.
e) Dinamización, coadyuvando a la consecución de mejoras estructurales del sector
de minusválidos, que faciliten su funcionamiento estable y autónomo.
f) Solidaridad, como idea central de redistribución de recursos en favor de personas
o colectivos necesitados.
234 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Femando SAN MIGUEL CÁNOVAS,
La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, o.c, pp. 470-472.
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g) Modernidad, intentando orientar sus actividades en un sentido de avance y pro-
greso permanente.
h) Apartidismo y aconfesionalidad, con voluntad de cooperación con todas las orga-
nizaciones sociales, siempre que asuman y defiendan la problemática de las personas
con minusvalías.
i) Privacidad, basando su actividad en el derecho privado y sus objetivos en la resolución
de problemas individuales y/o plurales, caracterizados por un interés social o general y
afrontado con actitud globalizadora, dentro de un espíritu de cooperación con las
Administraciones Públicas.
j) Complementariedad, ordenando sus actuaciones de forma que procuren evitar
solapamientos o duplicidades con las de las Administraciones Públicas, no debiendo
sustituirlas en aquellas actividades que la Administración está obligada a realizar de
acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente.
3a. Las ayudas y actividades de la Fundación tendrán un carácter discrecional, gra-
ciable y gratuito, expresión de la libertad y espíritu social querido por el Fundador y
encomendado al Patronato de la Fundación, y ello, sin detrimento de la racionalidad,
solidaridad, inherentes a las actuaciones de buena fe de las personas y coherencia de las
instituciones. Asimismo, la Fundación promoverá programas individuales globalizados,
con primacía a ayudas puntuales, no asumiendo pensiones ni ayudas perpetuas.
4a. Las actividades de la Fundación se orientarán prioritariamente, sin perjuicio de
otras acciones, hacia la amplia problemática del empleo de personas minusválidas, uti-
lizando para ello de forma directa o concertada, todos los mecanismos legales, organi-
zativos, humanos y económicos precisos a tal fin.
5a. Deberá procurarse necesariamente que las actividades de la Fundación no incu-
rran gradualmente en la dinámica de ir sustituyendo, por vía de hecho las obligaciones
públicas del Estado, en cualquier aspecto de la política sobre minusválidos, ya que
podría comportar una paulatina inhibición de los poderes públicos con la consecuencia
de transferencia de sus obligaciones hacia el sector privado y consiguiente reducción de
créditos presupuestarios. No obstante, dentro de un marco de cooperación con las
Administraciones Públicas, podrán adoptarse acuerdos o conciertos para la promoción
de proyectos o programas de cualquier índole, siempre que se produzca una contribu-
ción significativa de aquellas. Excepcionalmente podrán acometerse programas en
aquellos aspectos todavía no asumidos por las Administraciones Públicas.
6a. La fundación debe aparecer ante la opinión pública como protagonista de sus
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actuaciones, tanto directas como concertadas, sin perjuicio de la colaboración adecua-
da y necesaria con personas jurídicas, públicas o privadas.
7a. La Fundación deberá procurar no desempeñar institucionalmente roles o actua-
ciones reivindicativas que en todo caso son patrimonio y derecho exclusivo de las orga-
nizaciones sociales que la integran, considerando en tal sentido, como deber público
básico, el fomento, apoyo y financiación de los movimientos y organizaciones sociales
de minusválidos, correspondiendo a éstas exigir su cumplimiento.
8a. La Fundación procurará la obtención de recursos financieros alternativos y/o comple-
mentarios a los transferidos por el Fundador, cualesquiera que sean su origen o circunstan-
cia, público o privado, además de desarrollar las iniciativas empresariales tendentes a conse-
guir los objetivos del empleo de minusválidos y obtención de recursos.
9a. Se considerará como instrumento válido y conveniente, dentro de la lógica pru-
dencia, la organización de estructuras organizativas, de carácter productivo, a través de
empresas o sociedades mercantiles, o cualquier otra fórmula destinada a la gestión de
aquellas funciones de la Fundación que el Patronato le asigne en actividades industria-
les o de servicios, que, garantizando una rentabilidad económica mínima, comporten
una alta rentabilidad social, por creación intensiva de empleo. Conforme establecen los
Estatutos de la Fundación, dichas actividades empresariales no podrán girar en torno al
mercado de los juegos de azar en ningún caso.
10a. La Fundación procurará actuar preferentemente en favor de inversiones o finan-
ciaciones de proyectos que impliquen gastos por una sola vez, de promoción de la ini-
ciativa, nuevo lanzamiento, equipamiento, instalación, etc., procurando evitar gastos
corrientes o consolidados, o que comporten obligaciones continuadas en el tiempo.
Asimismo, cuando se realicen acciones de carácter económico que afecten a bienes
inmuebles de cualquier clase, deberán adoptarse las cautelas legales necesarias para
asegurarse la propiedad, total o parcial de aquéllas, o garantizar la indisponibilidad
patrimonial, o la afectación finalista del bien inmueble al objetivo social perseguido
durante largos períodos.
5.2. Una perspectiva de la labor realizada.
En estos últimos años se ha desarrollado un intenso fortalecimiento de la cohesión
entre todas las organizaciones de discapacitados en torno a la ONCE, apoyándose innu-
merables propuestas entre las que debo destacar aquellas realizadas en defensa del
cupón de la ONCE, y en contra del juego ilegal.
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Con el esfuerzo de todas las organizaciones, y especialmente de la ONCE y su
Fundación, se ha consolidado el Comité Español de Representantes de Minusválidos
(CERMI) como la gran plataforma representativa de los 3,5 millones de personas con
discapacidad. Dentro de esta colaboración, se ha participado, entre otros temas, en la
negociación del II Plan de Empleo MTAS-CERMI 2002-2004, en la elaboración de
mejoras fiscales que posteriormente fueron introducidas en el IRPF, en la negociación
del proyecto de Ley de igualdad de oportunidades y no discriminación para personas
con discapacidad y en la negociación de la Ley reguladora del estatuto patrimonial del
discapacitado.
Se ha intensificado el nivel de relación institucional con la Administración Pública
y con distintos agentes públicos y privados, materializándose en la firma de más de 50
convenios marco y 536 convenios de ejecución, centrados tanto en la promoción de la
formación y el empleo como en la supresión de todo tipo de barreras.
Dentro de la política de alianzas mantenida por la Fundación ONCE en estos años
en el ámbito nacional, se ha continuado con el acercamiento a las entidades que traba-
jan dentro de la denominada "Economía Social", principalmente a través de CEPES. A
nivel europeo, hay que mencionar la continuidad de las relaciones con el Foro Europeo
de las Personas con Discapacidad (EDF), resaltando el apoyo que esta entidad ha pres-
tado a la ONCE a través del reconocimiento a nivel europeo del modelo singular de la
misma.
Dentro de la política de eliminación de barreras de todo tipo, se han realizado un
importante número de actuaciones que en su mayoría se encuadran dentro del Convenio
Marco IMSERSO-Fundación ONCE cuyo objeto es desarrollar un programa de accesibi-
lidad global, y que arroja resultados muy alentadores.
El Grupo de empresas de la Fundación ONCE, Fundosa Grupo, se ha convertido en
estos años en el principal grupo empresarial de empleo protegido en España, pasando
de los 10.100 trabajadores que tenía en el año 1999 a los 12.084 con los que cuenta en
la actualidad, de los que más del 70% son personas con discapacidad. La facturación ha
continuado creciendo hasta alcanzar los 153,4 millones de euros en el ejercicio 2002, y
lo que es más importante, la cifra de resultados ha sido positiva estos tres últimos ejer-
cicios. Por ello, se puede concluir que el Grupo Fundosa ha cumplido el objetivo de
alcanzar una rentabilidad social y económica.
En este período se ha experimentado una mejora de los procedimientos de control
económico-financiero, acompañado de actuaciones de auditoria, que permite el desa-
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rrollo de métodos de control de la ejecución presupuestaria y la planificación a largo
plazo, y que aportan un mayor grado de eficacia y transparencia en la información soli-
citada por el Consejo General de la ONCE.
La mejora en la calidad del empleo y la implantación de políticas de recursos huma-
nos, plasmadas en la aprobación del Plan de Calidad en el Empleo y del Plan Director
de Recursos Humanos, ha permitido la puesta en marcha de actuaciones dirigidas a
colectivos con especiales dificultades de inserción (glandes discapacitados, enfermos
mentales, etc.), consiguiéndose así mismo una mejora en las condiciones laborales de
un número importante de trabajadores (ayudas para guarderías, salas de descanso, fle-
xibilidad de horarios, etc.).
5.3. Un esfuerzo solidario.
La Fundación ONCE se ha convertido, en la mayor muestra de solidaridad de las
personas ciegas para con los demás discapacitados. Esta realidad es reconocida en pri-
mer lugar, por el propio colectivo de personas discapacitadas a través de su plataforma
de representación, el Comité Español de Representantes de Minusválidos (CERMI),
pero también se reconoce por parte de las Administraciones Públicas en todos sus ámbi-
tos (local, autonómico, estatal y supraestatal). Por ello, es fundamental seguir avanzan-
do en la consolidación de este proyecto, pues sin duda se ha convertido en la mejor
herramienta de ayuda para poder alcanzar la plena integración social de miles de per-
sonas con discapacidad.
El empleo, principal objetivo de la Fundación desde su creación, debe alcanzar,
mayores cotas de resultados tanto en el plano cuantitativo como, y de forma especial-
mente intensa, en los aspectos cualitativos. En los últimos años, se ha avanzado en el
reconocimiento de que la accesibilidad es un derecho fundamental de los ciudadanos.
Las actuaciones desarrolladas desde la Fundación ONCE han contribuido sin duda a
mejorar esta percepción. Hoy más que nunca, es preciso trabajar para garantizar la
accesibilidad a los nuevos entornos que están apareciendo (comunicación, nuevas tec-
nologías), pues sin duda en ellos las personas con discapacidad pueden encontrar una
oportunidad más para su integración o una barrera que contribuya a su exclusión social.
En la construcción de una sociedad más justa en la que se tenga en cuenta también
a las personas con discapacidad, la Fundación ONCE no puede ni debe caminar sola,
por ello, es fundamental que establezca alianzas que permitan alcanzar los objetivos de
forma más eficaz.
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5.4. Compromisos de futuro.
Entre los objetivos que se plantea la Fundación ONCE, de cara al futuro, debo des-
tacar los siguientes:
· Los próximos años se deberán caracterizar por el mantenimiento y mejora de las
relaciones con el movimiento asociativo, con especial atención a las asociaciones que
representan a nuevas patologías, colaborando en la medida de sus posibilidades, con el
sector en su conjunto para que los nuevos colectivos tengan la atención y el soporte que
requieran en el marco de las relaciones institucionales ya implantadas.
· Además, la Fundación ONCE colaborará con especial relevancia en la ejecución
de nuevos proyectos, leyes, estatutos y directivas que el CERMI viene planteando ante
la Administración Pública Estatal y Europea.

· La Fundación ONCE continuará trabajando en la consolidación de una política de
alianzas con entidades externas a ella, tanto a nivel estatal como en el ámbito europeo,
colaborando estrechamente con aquellas instituciones públicas competentes en materia
de empleo, accesibilidad, etc.

-
La Fundación  ONCE  continuará  sensibilizando  a  las Administraciones
Autonómicas y Locales en la integración social de sus ciudadanos discapacitados; así
como con los sectores privados para la integración laboral de los mismos en la empre-
sa ordinaria, potenciando para ello los Programas Inserta y las nuevas fórmulas deriva-
das de la implantación de las Medidas Alternativas. También intensificará su ronda de
contactos con los principales interlocutores sociales (sindicatos, patronal, partidos polí-
ticos, etc.) para el correcto cumplimiento de las políticas de integración enmarcadas en
la LISMI.
· La Fundación ONCE reforzará a nivel interno la comunicación desarrollando una
cultura corporativa común de pertenencia de sus trabajadores al Grupo ONCE, favore-
ciendo el contacto con la otra área ejecutiva de la ONCE. En cuanto a la comunicación
externa, se realizarán de acuerdo con la estrategia marcada por la Dirección de
Comunicación e Imagen de la ONCE.
· Se le dará un fuerte impulso a la web Discapnet, para que se convierta en el portal
de referencia de la discapacidad en España, con conexión con el sitio web de las gran-
des asociaciones.

· Potenciará el servicio de Información y Atención Externa de la Fundación ONCE
aumentando el nivel de atención personalizada, prestando especial interés a la comuni-
cación de las acciones promovidas a los máximos responsables territoriales de repre-
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sentación y gestión del Grupo ONCE en el ámbito en el que se desarrollen estas actua-
ciones.
· Impulsará ante las Administraciones Públicas, en coordinación con las organizaciones
del sector, el establecimiento de políticas que faciliten una correcta atención temprana, esti-
mulación, etc., en las primeras etapas de la vida de los niños con discapacidad.
· La Fundación ONCE mantendrá su posición de liderazgo, en relación con el fomento y
defensa del empleo para personas con discapacidad. Por ello, promoverá propuestas ante las
organizaciones del sector mediante actuaciones propias, compartidas y en alianza con otros
agentes sociales. Asimismo, promocionará estas propuestas ante las Administraciones públi-
cas para la consecución de puestos de trabajo estables y de calidad.
· La Fundación ONCE fomentará la búsqueda activa de puestos de trabajo capaces
de ser desempeñados por discapacitados gravemente afectados o con especiales dificul-
tades de inserción. Pretende alcanzar un mayor equilibrio entre géneros en la composi-
ción de las plantillas de nueva creación, conscientes de que la búsqueda de la igualdad
entre hombres y mujeres redunda también en el desarrollo de la sociedad.
· La Fundación ONCE continuará trabajando por la consecución de la accesibilidad
global, en colaboración con las Administraciones Públicas. Se impulsará la implanta-
ción de nuevos taxis accesibles en colaboración con el IMSERSO, Respecto a la pre-
sencia de la Fundación ONCE en aquellas instituciones europeas que trabajan por la
accesibilidad, se continuará participando con el Instituto Europeo de Diseño para todos,
con el Grupo de Empresas Europeas Proa Internacional y con el Grupo VI de la Red
Temática de Nuevas Tecnologías, liderado por el EDF.

· Otro de los importantes objetivos de la Fundación ONCE y su Grupo de empresas
es la absoluta transparencia y control de las actuaciones realizadas. Por ello potenciará
los trabajos del Comité de Auditoria de Fundación y del Grupo Fundosa dependiente
del Consejo General. También redoblará los esfuerzos de las áreas de Control de
Gestión Interna, y realizará auditorias de gestión a cargo de profesionales externos en
las empresas del Grupo Fundosa.

· Conscientes de la importancia que tiene para la Fundación en particular, y para la dis-
capacidad en general, el crecimiento del Grupo Fundosa, impulsará nuevas políticas
comerciales que permitan, por un lado aumentar los niveles de facturación y por tanto de
empleo de sus empresas, y por otro, contribuyan a difundir con ejemplos claros las posibi-
lidades laborales de las personas con discapacidad.
· Pondrán en marcha la unidad central de compras del grupo en conexión con una
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posible Plataforma Central de Compras del Grupo ONCE, con objeto de aprovechar las
sinergias existentes y abaratar costes en los suministros.
- Prestarán su apoyo al deporte paralímpico, como una muestra más de normalización del
colectivo, revisando las políticas actuales y adecuándolas a las nuevas necesidades en fun-
ción de los recursos disponibles, para poder consolidar los logros deportivos alcanzados y
continuar trabajando para la consecución de nuevos objetivos al respecto.
6. Fundosa Grupo, S.A235 236.
6.1. Ideas generales.
El grupo Fundosa es la división empresarial creada por la Fundación ONCE en 1989 con
el objetivo de generar y gestionar empleo para personas con discapacidad237. Cumple su
misión de forma directa o a través de acuerdos con empresas o instituciones238.
235 El Consejo de Administración está formado por (Vide Memoria Fundación ONCE año 2003, p. 23):
«Presidente: Carlos Rubén Fernández Gutiérrez; Vicepresidente Ejecutivo: Alberto Durán López; Consejero
Delegado: José Luis Martínez Donoso; Consejeros: Mario Loreto Sanz Robles, Enrique Servando Sánchez
González, Paulino Azúa Berra, Mario García Sánchez, Luis Jesús Canon Reguera, Juan Manuel Barco
Iruretagoyena, María Teresa Lasala Fernández, Ángel Ricardo Sánchez Cánovas, Luis Crespo Asenjo; Secretaria
no consejera: Francisca García Vizcaino; Letrado asesor: José Luis Barceló Blanco-Steger».
236 El Comité Directivo de Fundosa Grupo está formado por (Vide Memoria Fundación ONCE año 2003, p. 24):
«Vicepresidente Ejecutivo: Alberto Durán López; Consejero Delegado: José Luis Martínez Donoso; Director
General de Fundación ONCE: Luis Crespo Asenjo; Secretaria General: Francisca García Vizcaino; Director General
de Empresas Filiales: Ignacio Tremiño Gómez; Director General de Empresas Participadas: Juan Antonio González
García; Director General Adjunto de Empresas Filiales: Alejandro Oñoro Medrano; Director del Área Económico
Financiera: Joaquín Ingelmo de la Mata; Director del Área de Recursos Humanos y Asuntos Generales: Juan Carlos
Rodríguez Romero; Director del Área de Servicios Jurídicos: José Luis Barceló Blanco-Steger».
237 Vide diario El País, de 10 de marzo de 2002, "La ONCE apuesta por el sector agroalimentario": «La
Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) ha elegido al sector agrario y alimentario como uno
de los objetivos de sus inversiones para complementar su negocio y emplear a sus asociados. Frente a los
varapalos recibidos en años anteriores en otras actividades, los responsables de la ONCE apuestan por la
rentabilidad del campo y la industria alimentaria. Esta política de inversiones se está desarrollando funda-
mentalmente a través de dos instrumentos. Por un lado, con la Fundación ONCE (Fundosa), grupo que
cuenta con una sociedad en Madrid, Fundosa Alimentaria, así como con sus empresas participadas. Por
otra parte, mantiene una serie de sociedades en el sector agrario y alimentario por medio de la Corporación
Empresarial ONCE (Ceosa). Fuentes de Fundosa señalan que el objetivo de la sociedad es disponer de una
herramienta para la integración de personas discapacitadas en la actividad laboral. [...]».
238 Vide Memoria Fundación ONCE 2003, p. 47: «El Grupo Fundosa con un capital social que supera los
162 millones de euros, ha consolidado un programa de diversifícación que ha dado como fruto una amplia
oferta de productos y servicios. La facturación de las 34 empresas filiales del grupo supera los 163 millo-
nes de euros; cuenta con 176 centros de trabajo y una plantilla media de 5.119 trabajadores. Esta cifra
asciende a más de 11.600 personas si se incluyen las 36 empresas participadas. El porcentaje de puestos
de trabajo ocupados por personas con discapacidad supera el 71%. De este modo, el Grupo Fundosa viene
a demostrar que es compatible la eficacia empresarial con el compromiso social».
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6.2.
Sectores donde opera el Grupo Fundosa.
El Grupo Fundosa es un grupo presente en cinco sectores:
-
Industrial: dentro de este sector, cabe destacar su presencia en alimentación,
medios informáticos, lavandería y textil.
· Productos y servicios tecnológicos: está presente en planes de urgencia y emergencia,
telemarketing, digitalización, diseño y mantenimiento de páginas web.
· Servicios: en este sector, posee varias sociedades propias. Una de ellas, Fundosa
Social Consulting, actúa directamente en la integración de las personas discapacitadas.
Opera en todo el territorio del Estado con una base de datos que acoge 85.000 perso-
nas, posibilitando los servicios de intermediación laboral para la integración de las per-
sonas con discapacidad.

Dentro del sector servicios está Servimedia, la agencia de prensa especializada en
información social y un elemento esencial de la Fundación ONCE para difundir el men-
saje de una sociedad en igualdad de oportunidades.
La tercera de las empresas del sector servicios es Galenas, que agrupa a tiendas de
conveniencia, presentes principalmente en hospitales y universidades.
-
Sociosanitario: en este sector está presente con dos sociedades. La primera,
Sistemas Integrales Sanitarios (SIS), dedicada al tratamiento de residuos sanitarios. La
segunda sociedad es Personalia, que trata de promover y gestionar proyectos relaciona-
dos con la tercera edad y/o la discapacidad, tanto en residencias como en asistencia
domiciliaria.
-
Accesibilidad: el Grupo Fundosa también actúa en el sector de la accesibilidad,
otro de los objetivos prioritarios de la Fundación ONCE. Por medio de Fundosa
Accesibilidad desarrolla y ofrece ayudas técnicas, ortopedia, adaptaciones de vehículos
para personas discapacitadas, a la vez que desarrollan y conciertan con gobiernos de
Comunidades y Ayuntamientos planes de eliminación de barreras en ciudades y edifi-
cios.
En el sector de accesibilidad, también se contempla el acceso al ocio de las perso-
nas con discapacidad. Por ello dentro del Grupo Fundosa está la empresa Sport y Ocio
dedicada a la gestión de instalaciones deportivas y de ocio.
6.3.
Relación de empresas propias y participadas.
La relación de empresas propias y participadas tal y como detalla la Memoria
Fundación ONCE 2003, es la siguiente:
580
· Sociedades participadas mayoritariamente por la Fundación ONCE y Fundosa
Grupo. Sociedad Cabecera239.
· Sociedades participadas por la Fundación ONCE y Fundosa Grupo240.
239 La relación de empresas es la siguiente:
· Fundosa Grupo, S.A. Sociedad instrumental de Fundación ONCE. Participación Fundación ONCE 100%.
· Fundosa Accesibilidad, S.A. Fabricación, montaje y distribución de productos de ayuda técnica y ortope-
dia. Participación Fundosa Grupo 98,38 %.
· Orto Relia, S.L. Ortopedia y rehabilitación. Participación Fundosa Grupo 98,38%.
· Fundosa Teleservicios, S.A. Telecomunicaciones aplicadas: teléfono de emergencia, teleasistencia, tele-
medicina, teletrabajo y autopistas de la información. Participación Fundosa Grupo 100%.
· Fundosa Sport y Ocio, S.A. Explotación y gestión de instalaciones deportivas, de recreo y ocio.
Participación Fundosa Grupo 100%.

· Fundosa Transcripciones en Braille y Sonoras, S.L. (TBS). Trascripción de documentos a braille y gra-
bación sonora. Participación Fundosa Grupo 100%.
· C.E.E. SERTEL, S.A. Mercadotecnica telefónica. Participación Fundosa 100%.

· Servicios de Telemarketing, S.A. Mercadotecnica telefónica. Participación Fundosa Grupo 100%.

· Fundosa Control de Datos y Servicios, S.A. Grabación, verificación, codificación y proceso informático
de datos. Participación Fundosa Grupo 100%.
· Data Line, S.A. Mecanización y procesamiento de datos. Participación Fundosa Grupo 100%.
· MK Plan 21, S.A. Mercadotecnia telefónica. Participación Fundosa Grupo 75,5%.
· Fábrica de Información y Telecomunicaciones de Extremadura, S.A. Servicio de atención e información
telefónica. Participación Fundosa Grupo 65,14%.

· Columbia Cintas de Impresión, S.A. Fabricación y comercialización de consumibles de impresión.
Participación de Fundosa Grupo 100%.

· Columbia Reciclados Informáticos de Reinosa, S.L. Fabricación y comercialización de cartuchos ink-jet
y toner. Participación de Fundosa Grupo 100%.

· Fundosa alimentaria, S.A. Comercialización de productos alimenticios. Participación Fundosa Grupo
100%.
· Fundosa Ultracongelados y Precocinados, S.A. Fabricación de tortillas ultracongeladas. Participación
Fundosa Grupo 50%.

· Confortel Catering, S.L. Catering y restauración. Participación Fundosa Grupo 100%.
· Fundosa Lavanderías Industriales, S.A. Gestión de lavanderías industriales. Participación de Fundosa
Grupo 100%.

· Flisa Cataluña, S.A. Lavandería industrial. Participación de Fundosa Grupo 100%.
· Lavandería Industrial Flisa Sevilla, S.A. Lavandería industrial. Participación de Fundosa Grupo 100%.
· Lavandería Industrial Flisa Las Palmas, S.A. Lavandería industrial. Participación de Fundosa Grupo
100%.
· Cipo Flisa S.L. Lavandería industrial. Participación de Fundosa Grupo 100%.
· Lavahotel, S.L. Lavandería industrial. Participación de Fundosa Grupo 50%.
· Lavandería Euskalduna, S.L. Lavandería industrial. Participación de Fundosa Grupo 100%.
· Lavandería Nervión, S.L. Lavandería industrial. Participación de Fundosa Grupo 100%.
· Fundosa Textil, S.A. (FUNDOTEX). Fabricación y venta de equipos laborales (ropa y calzado).
Participación de Fundosa Grupo 100%.
· Sistemas Integrales Sanitarios, S.A. Tratamiento de residuos y prestación de servicios higiénicos a esta-
blecimientos sanitarios. Participación de Fundosa Grupo 100%.
· Fundosa Galenas, S.A. Explotación de servicios cívicos hospitalarios. Venta de papelería, artículos de
consumo y regalos de empresa. Participación Fundosa Grupo 100%.
· Galenas Andaluzas, S.A. Explotación de tiendas en hospitales. Participación Fundosa Grupo 100%.
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· Fundosa Social Consulting, S.A. Gestión de empleo para personas con discapacidad. Participación
Fundosa Grupo 100%.

· Servimedia, S.A. Agencia de prensa y servicios de comunicación, publicaciones y contenidos digitales.
Participación de Fundación ONCE 100%.

· Personalia, S.A. Servicios sanitarios. Participación Fundosa Grupo 50%.

· Fabricación Modular Valenciana, S.L. Fabricación y montaje de productos para empresas industriales y servi-
cios añadidos de logística, principalmente en el sector de la automoción. Participación Fundosa Grupo 50%.
· Mediterránea de Volantes, S.L. (MEVOL). Manufacturación, venta y comercialización de componentes
para vehículos y especialmente el forrado de volantes. Participación de Fundosa Grupo 51%.

240 La relación de empresas es la siguiente:
· Agrupación de C.E.E. Guipúzcoa Katea, S.A. Servicios de subcontratación de procesos de producción de
clientes y de servicios: calderería de aluminio, electrónica, equipamientos industriales, sistemas de cableado,
envases y embalajes. Participación Fundosa Grupo 20%.

· Alisis Canarias, S.A. Tratamiento residuos, especialmente de carácter biosanitario. Participación Fundosa
Grupo 27,5%.
· Atlantis Vida de Seguros y Reaseguros, S.A. Seguros de vida y cobertura de riesgos complementarios ha
dicho ramo. Participación de Fundosa Grupo 1%.

· Carmen, la Comida de España, S.A. Hostelería y restauración. Participación Fundosa Grupo 9,9%.

· Carpe Diem Servicios Sanitarios, S.L. Explotación, venta y alquiler de servicios médicos y sanitarios y
productos y servicios de comunicación y atención al cliente. Participación Fundosa Grupo 10,79%.

· C.E.E. Apta, S.L. Elaboración, fabricación y comercialización de elementos eléctricos para vehículos y
aparatos de línea blanca. Confección de ropa para protección laboral. Participación Fundosa Grupo 40%.

· C.E.E. Proyectos Integrales de Limpieza, S.A. (PILSA). Limpieza de edificios y locales, jardinería, reco-
gida de residuos, control de plagas y mantenimiento en general. Participación Fundosa Grupo 9%.

· C.E.E. Seguronce, S.A. Correduría de seguros. Participación Fundosa Grupo 9%.

· Céltica de Componentes del Automóvil, S.L. (CELCOAUTO). Forrado de volantes y elaboración de
componentes del automóvil. Participación Fundosa Grupo 30%.

· Comercialización 2000 S.A. Realización de servicios de telemarketing a través de redes telemáticas y la
explotación comercial de material hospitalario, ortopédico y de ayudas técnicas. Participación Fundosa
Grupo 30%.
· Desarrollo Ganadero Porcino, S.A. (DEGAPORSA). Explotación porcina mediante la producción y
engorde de cerdos. Participación Fundosa Grupo 35,5 %.
· Ecopremium XXI, S.A. Comercialización, recuperación y gestión de equipos y dispositivos informáticos
de telecomunicación, así como consumibles y material de oficina. Participación Fundosa Grupo 25%.

· Garevot, S.L. Forrado de volantes. Participación Fundosa Grupo 30%.

· Gerogestión. Servicios Gerontológicos, S.A. Gestión de residencias de la tercera edad y/o discapacitados.
Participación Fundosa Grupo 10%.

· Gudat, S.L. Grabación de datos. Participación Fundosa Grupo 30%.

· Híbridos Avícolas, S.L. Explotaciones avícolas. Participación Fundosa Grupo 12,50%.

· Híbridos de Servicios Auxiliares, S.L. Prestación de servicios a la industria en general y a la avícola espe-
cialmente. Participación Fundosa Grupo 1,875%. Participación Híbridos Avícolas 92,5%.

· lbermática, S.A. Consultoría y servicios informáticos. Participación Fundosa Grupo 3,20%.

· Iniciativas de Empleo Andaluzas, S.A. Integración laboral de pacientes psiquiátricos de Andalucía.
Participación Fundosa Grupo 46,97%.

· Integración Ganadera del Pisuerga, S.A. Fabricación y venta de piensos y otros productos agrícolas y
ganaderos. Participación Fundosa Grupo 25%.

· Interhospitalia, S.A. Higienización y alquiler de textil. Participación Fundosa Grupo 20,38%.

· Isalud 2000, S.L. Servicios para la gestión de la salud en internet. Participación Fundosa Grupo 19,99%.

· Lonja Virtual, S.L. Explotación y comercialización de una lonja virtual para el sector avícola a través del
comercio electrónico. Participación Fundosa Grupo 8,33%.
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· Manchalan, S.A. Fabricación y venta de componentes de electrodomésticos y realización de montajes e
instalaciones industriales. Participación de Fundosa Grupo 20%.

· Multiser del Mediterráneo, S.L. Mantenimiento parques y jardines, impresión textos, guarda vehículos,
catering y hostelería, mantenimiento de edificios. Participación Fundosa Grupo 32,14%.
· Nasermo, S.L. Fabricación y venta de componentes de electrodomésticos y realización de montajes e ins-
talaciones industriales. Participación Fundosa Grupo 25%.

· Proazimut, S.L. Fabricación, distribución y reparación elementos electrónicos. Servicios relacionados con
hostelería, catering y limpieza. Participación Fundosa Grupo 34,07%.
· Promoción Profesional de Residencias, S.A. Construcción y promoción de residencias para la tercera
edad. Participación Fundosa Grupo 10% Residencia "El Encinar del Rey".
· Residencias Madrid Iberia, S.A. Promoción, construcción, explotación y gestión de residencias y centros
de día para mayores y/o discapacitados. Participación Fundosa Grupo 7,5% Residencia "El Encinar del
Rey".
· Servicios de Emergencia de Cantabria, S.A. Servicios de atención al ciudadano dentro del sector de la
urgencia y la emergencia. Participación Fundosa Grupo 15,20%.
· Sevilla Seed Capital, S.A. Sociedad de capital riesgo. Participación Fundosa Grupo 4,63%.
-
Snacks de Castilla y León, S.A. Fabricación y comercialización de patatas fritas y aperitivos.
Participación Fundosa Grupo 35%.
· Talleres Auxiliares de Subcontratación Industrial Navarra, S.A. (TASUBINSA). Prestación de servicios
de jardinería, limpieza, higienización y actividades productivas del sector de automoción. Montajes elec-
trónicos, cableado de equipos, empaquetado y embalaje, serigrafía, artesanía e inyección de plásticos.
Participación Fundosa Grupo 22%.

· Talleres Protegidos Gureak, S.A.Creación de empleo para personas con discapacidad. Participación
Fundosa Grupo 19,88%.

· Total Gaming Systems, S.A. Estudios de mercado y desarrollos estratégicos del sector de juego para
ONCE. Participación Fundosa Grupo 33%.
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CAPITULO IV. LA COMUNIDAD DE PERSONAS
FÍSICAS QUE INTEGRAN LA ONCE
I. Determinación de la comunidad de personas físicas que integran la organiza-
ción.
La comunidad que integra la organización tal y como determinan los estatutos de la
ONCE, está formada por tres tipos de personas físicas:
«Título IV. De la comunidad de personas que integran la organización.
Artículo 78. La comunidad de la ONCE estará formada por tres tipos de personas físi-
cas:
Los afiliados.
Los empleados.
Los pensionistas.
La pertenencia a dicha comunidad implica el acatamiento de los presentes Estatutos y
la obligación de servir al cumplimiento de los fines institucionales.
En lo referente a la afiliación, regirá lo dispuesto en el Título correspondiente de los
vigentes Estatutos. Su condición es perfectamente compatible con la de empleado, pensio-
nista o cualquier otra.
En cuanto a los pensionistas, que podrán ser o no afiliados, disfrutarán de las presta-
ciones sociales inherentes a la citada condición».
Pasemos a estudiar cada una de ellas.
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II. Los afiliados.
1. Concepto.
La afiliación es un acto voluntario y requisito previo para adquirir la pertenencia a
la Corporación de Derecho Público de carácter social1. A partir de ese momento se
ostentará la condición de miembro de la ONCE, y de este modo se obtiene el derecho
a las prestaciones que ofrece, si bien el carácter social de la Organización hace que no
sólo sean beneficiarios los afiliados, sino que extiende alguno de sus servicios a invi-
dentes extranjeros, principalmente de Iberoamérica, a deficientes visuales graves que
no cumplan los requisitos necesarios para afiliarse y a otros grupos de minusválidos a
través de programas de solidaridad2.
Por tanto, mediante la afiliación, la ONCE incorpora a aquellas personas que,
habiéndolo solicitado, reúnen los requisitos legalmente establecidos para ello, pasando
a ser miembros de pleno derecho de la Corporación y sujetos de los derechos y obliga-
ciones establecidos en su normativa. En la actualidad, el número de afiliados de la
ONCE al finalizar el año 2003, ascendía a 64.4043. Un 49,88% son mujeres y el resto
1
Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p. 90, donde establece el número de afiliados y
vendedores en distintas fechas hasta 1980: «Enero de 1970: 15.100 vendedores del cupón, 12.230 afilia-
dos y 2.870 discapacitados. Diciembre de 1971: 28.912 personas afiliadas a la ONCE: 15.653 hombres y
3.259 mujeres. 31 de diciembre de 1973: 22.753 vendedores del cupón: 12.874 hombres y 9.879 mujeres.
31 de diciembre de 1975: 28.263 afiliados: 13.189 mujeres y 15.084 hombres. 25.141 vendedores: 13.615
vendedores y 11.526 vendedoras. 31 de diciembre de 1979: 13.280 vendedores del cupón de los cuales
9.640 eran afiliados, 1.065 deficientes visuales y 2.575 inválidos videntes. Enero de 1980: 21.976 vende-
dores del cupón: 12.147 hombres y 9.829 mujeres invidentes, y 1.646 inválidos videntes».
2
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN y Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c, p. 143. Vide ONCE, Las necesidades en servicios sociales de los afiliados a la ONCE, Madrid, 1993,
p. 13: «En cualquier caso parece evidente que se han invertido las razones que motivaban la afiliación, his-
tóricamente ligadas al puesto de trabajo en !a venta de cupón. Actualmente la tendencia apunta a un claro
incremento de la población mayor de 60 años, la cual suele conllevar unas necesidades específicas de auto-
nomía personal, cultura, ocio y tiempo libre, salud, prestaciones económíco-asistenciales, residencias, etc.,
que aumentan si además padecen otra deficiencia asociada a la visual».
3 Vide Memoria de la Dirección General ONCE, año 2003, p. 49, donde detalla la distribución por edad
de la población afiliada:
	0-5 años
	1,40%

	6-18 años
	5,18%

	19-30 años
	10,09%

	31-64 años
	43,99%

	65 o más
	39,33%
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hombres. El número de afiliados por Comunidades Autónomas queda así: Andalucía
(14.069); Aragón (1.846); Asturias (1.561); Baleares (1.230); Canarias (3.570);
Cantabria (845); Castilla-La Mancha (2.399); Castilla y León (3.352); Cataluña
(9,148); Extremadura (1.742); Galicia (3.010); Madrid (9.121); Murcia (2.360);
Navarra (631); País Vasco (3.194); La Rioja (490); Comunidad Valenciana (5.587);
Ceuta (144); Melilla (105).
Los datos más relevantes correspondientes al ejercicio 2003, y su comparación
porcentual con el año anterior son los siguientes: 6.731 reconocimientos oftalmo-
lógicos (-8,48%). 4.003 nuevos afiliados (-2,48). 2.192 bajas de afiliados (21,71%).
El porcentaje de solicitantes que finalmente han resultado afiliados ha sido del
55,28%, cifra superior a la del pasado ejercicio (52,95%)4.
2. Naturaleza jurídica.
¿Cuál es el elemento a través del cual se verifica la vinculación con la ONCE?.
Estimo que se trata de un elemento dual: personal (subjetivo) y real (objetivo).
Personal, por la connotación que supone ser invidente. Real, porque el cupón, al menos
en su origen, suponía un elemento capital a la hora de comprender el tipo de vincula-
ción que se establecía en el colectivo. Hoy día ese elemento real ha sido sustituido por
los derechos y obligaciones inherentes a la condición de afiliado.
El ordenamiento no impone forzosa y directamente la incorporación, el ingreso en el ente
corporativo, pero sí indirectamente, al elevarlo a requisito sine qua non para el ejercicio de
determinada profesión o actividad o para ostentar la titularidad de un derecho.
Las funciones de carácter público-administrativo que la legislación le encomienda
por su atribución legal, concreción, obligatoriedad, garantías de derecho público y rele-
vancia social, resultarían suficientes para justificar la adscripción forzosa. En todo caso,
en la actualidad se articula como una corporación pública de carácter voluntario (lo que
la doctrina ha denominado como el discutible género de la corporación voluntaria).
En todo caso, debo manifestar a tenor de lo expuesto hasta este momento, que es
posible asegurar que la solicitud de afiliación, al igual que la resolución que se pronun-
cia sobre la misma, tienen carácter administrativo, y por tanto puede ser objeto de
recurso ante el consejo de protectorado, pues muchas de las prestaciones que derivan
de la misma las lleva a cabo la ONCE por delegación de la Administración pública.
 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003, p. 50.
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3. Requisitos.
Los requisitos exigidos para afiliarse a la ONCE se determinan en los Estatutos de
la organización en base al criterio de la nacionalidad, y en base a criterios clínicos que
se detallan en el art. 8:
«1. Podrán afiliarse a la ONCE todos los ciudadanos españoles que asi lo soliciten y
que, examinados por un oftalmólogo, autorizado por la ONCE, se compruebe que cumplen
en ambos ojos y con un pronóstico fehaciente de no mejoría visual, al menos, una de las
siguientes condiciones:
a) Agudeza visual igual o inferior a 0,1 (1/10 de la escala de Wecker) obtenida con la
mejor corrección óptica posible.
b) Campo visual disminuido a 10 grados o menos.
c) El Consejo General podrá aumentar el límite de agudeza visual hasta un máximo de
0,2 (2/10), y el límite del campo visual disminuido hasta 15 grados, ambos mediante acuer-
do adoptado por mayoría absoluta».
Además se crea una comisión central de carácter técnico, cuya determinación y
competencia se determinan del siguiente modo en los Estatutos de la ONCE, art. 8.3:
«Mediante normativa interna se regulará la composición y funciones de una Comisión
Central de carácter técnico, que informará respecto al cumplimiento de los requisitos pre-
cisos para la afiliación. Las propuestas acordadas por dicha Comisión deberán adaptarse, en
todo caso, previo cumplimiento del trámite de audiencia al interesado y resueltas por el
órgano competente de la Dirección General».
La Comisión Central de Afiliación es el órgano de carácter técnico competente
para evaluar, dictaminar y elevar propuestas a la Dirección General en materia de afi-
liación. Estará constituida por los siguientes miembros: Presidente: el Director
General Adjunto; Vicepresidente: el Director del Departamento de Servicios Sociales
para Afiliados; Vocales: el Jefe de la Sección de Acción Social, el Jefe del Negociado
de Afiliación y cuantos asesores determine el presidente, en función de necesidades
específicas y, en todo caso, un asesor oftalmológico5 y un asesor jurídico. Actuará
como secretario, sin voz ni voto, un empleado administrativo designado por el presi-
dente.
La Comisión se reúne en sesión ordinaria y a propuesta de su presidente con carác-
5 Los oftalmólogos autorizados son aquellos profesionales autorizados por la Dirección General para cola-
borar en cada centro de la ONCE. Sus cometidos básicos son:
a) Realizar los reconocimientos oftalmológicos relacionados con la afiliación correspondientes a la demar-
cación adscrita al centro, así como intervenir en tareas de supervisión y asesoramiento en relación con otros
oftalmólogos que también realicen reconocimientos oftalmológicos en la demarcación.
b) Participación en cursillos de formación y reciclaje que se impartan a diferentes profesionales o en acti-
vidades de formación e información en ámbitos internos y externos, en ios que pueda ser necesario incluir
contenidos oftalmológicos.
No es labor de los oftalmólogos autorizados la puramente asistencial.
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ter trimestral y en sesión extraordinaria cuantas veces se precise. Con carácter anual
informa al Director General respecto del cumplimiento de requisitos precisos para la
afiliación, elevando memoria de todo lo actuado.
4.
Clasificación.
Los afiliados pueden serlo con carácter permanente, o con carácter transitorio, tal y
como determinan los Estatutos de la ONCE, art. 8.1, 2o párrafo:
«No obstante todo lo anterior, aquellos ciudadanos españoles que cumplan, al menos
una de las condiciones antes señaladas y cuyo pronóstico contemple la posibilidad de mejo-
ría visual, podrán acceder a la condición de afiliados transitorios durante dos años, quedan-
do obligados, con el fin de determinar la situación que en cada momento pudiera correspon-
derles, a comunicar a la ONCE cualquier variación que se produzca en su situación visual,
así como a someterse a los exámenes oftalmológicos que ésta pudiera indicar».
Por tanto, durante la situación de afiliación transitoria, los así afiliados, tendrán la
obligación de comunicar a la Organización cualquier variación que se produzca en su
situación visual, así como la de someterse a los exámenes oftalmológicos que la misma
le indique, con el fin de determinar la situación que en cada momento pueda correspon-
derles.
Con una antelación de dos meses a la finalización del período por el que se les otor-
gó la afiliación transitoria, podrán solicitar nuevamente la afiliación.
5.
Grupo normativo regulador.
La afiliación viene regulada en los Estatutos de la ONCE, Título I. Dicha disposi-
ción deberá ser completada por la restante normativa interna que precisa con más rigor
el contenido estatutario. En especial debo referirme a los acuerdos 4/94-2.2, de fecha
19 de julio, y 1.E/94-1, de 28 de octubre, adoptados por el Consejo General y a la
Circular 7/94, de 28 de octubre. También debo señalar la aplicación de la LRJPAC,
como norma básica, salvo en los casos en que así se disponga en la normativa interna
de la organización.
6.
Procedimiento de afiliación.
La sistemática se resume en el artículo 9 de los Estatutos de la ONCE:
«1. Presentada una solicitud de afiliación, el órgano competente examinará la documen-
tación que acredite que el solicitante reúne las condiciones exigidas para la misma, pudien-
do recabar los informes que considere oportunos para ello, y dictará la resolución en el
plazo máximo de tres meses.
Cuando en el trámite de afiliación hayan sido requeridas pruebas de contraste u otras
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pruebas complementarias de especial complejidad, el cómputo del plazo anterior quedará
suspendido hasta que dichas pruebas hayan sido realizadas, a partir de las cuales se reanu-
dará dicho cómputo hasta completar el plazo máximo de tres meses.
2. Las solicitudes de afiliación serán admitidas, suspendidas o denegadas, debiendo
motivarse en cualquier caso.
Las solicitudes sólo podrán ser suspendidas por insuficiencias en la documentación pre-
sentada y durante un plazo máximo de un mes».
6.1. Iniciación.
6.1.1.
Oficinas de tramitación.
La competencia para autorizar la afiliación a la ONCE corresponde a la Dirección
General de la misma, a propuesta de la Comisión Central de Afiliación.
En los Estatutos de la ONCE, art. 8.2, se determina que en cada provincia existirá una o
más oficinas encargadas de tramitar las solicitudes de afiliación, en las que los interesados
recabarán la información necesaria y aportarán los documentos exigidos en cada caso, por si
o por medio de representante legal, cuando tenga restringida la capacidad de obrar.
Las oficinas encargadas de tramitar las solicitudes de afiliación son las Delegaciones
Territoriales, Direcciones Administrativas y Agencias (Provinciales, Comarcales y
Administrativas) de la ONCE. En dichas oficinas los interesados recabarán la informa-
ción necesaria y aportarán los documentos exigidos en cada caso.
6.1.2.
Solicitud de afiliación.
El procedimiento de afiliación se iniciará a solicitud del interesado o de su representan-
te legal cuando aquél tenga restringida la capacidad de obrar. Existe un impreso normaliza-
do por la ONCE para formularla, que será facilitado gratuitamente en la oficina tramitado-
ra que corresponda por razón del domicilio del interesado.
Al entregar la solicitud se abonará, en calidad de depósito, la cantidad que en cada
momento esté establecida en concepto de honorarios facultativos y que deberá distin-
guir según se trate de reconocimientos oftalmológicos practicados en consulta de oftal-
mológica o en el domicilio del aspirante a la afiliación, en aquellos casos en que éste se
encuentre imposibilitado para trasladarse a la consulta. La cantidad depositada será
reintegrada al interesado en el momento en que sea efectiva la afiliación.
Los solicitantes de afiliación que carezcan de recursos económicos podrán ser exi-
midos por el correspondiente delegado territorial o director administrativo. A estos
efectos, los interesados habrán de acreditar documentalmente las circunstancias alega-
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das que se consideren necesarias, así como presentar un informe del oftalmólogo que
les trate en el que se consigne de ambos ojos la agudeza visual con corrección de cris-
tales y el campo visual, si éste estuviera reducido, y otro informe realizado por un tra-
bajador social de la ONCE.
El reconocimiento gratuito únicamente se autorizará en aquellos casos en que quede sufi-
cientemente demostrada la carencia de medios económicos del interesado y siempre que en
ambos ojos su agudeza visual no sea superior a 1/10 de la escala de Wecker o que su campo
visual no sea superior a 10 grados, según conste en el informe oftalmológico presentado.
6.2. Desarrollo.
La tramitación tendrá carácter general y no presenta salvedades dignas de mención,
pues la petición de informes o pruebas nos remiten al procedimiento estandarizado. En
todo caso debo señalar las siguientes especialidades.
6.2.1. Examen oftalmológico6 7.
Una vez presentada la solicitud de afiliación y depositado el importe de los honora-
rios facultativos que correspondan a cada caso, el aspirante deberá someterse a un exa-
men oftalmológico, a practicar por el oftalmólogo autorizado que designe la ONCE, el
cual expedirá el correspondiente certificado en el impreso que a tal fin le haya sido faci-
litado por el centro de la ONCE al que pertenezca la oficina tramitadora. Deberá devol-
ver el impreso al mencionado centro, debidamente cumplimentado.
Quizás deba mencionar la suspensión del procedimiento, cuando se hayan solicita-
6 Vide: Eleanor E. FAYE, Clínica de la baja visión, ONCE (Dirección de Acción Social), Madrid, 1997,
523 pp.; Edwin B. MEHR, Alian N. FREID, El cuidado de la baja visión, 2a ed., ONCE (Sección de Acción
Social), Madrid, 1995,272 pp. Vide M.P.O., "La ONCE financia el segundo centro mundial del glaucoma",
Diario El País (versión electrónica), 19-1-1989.
7 Vide: Susana MILLAR, La comprensión y la representación del espacio: teoría y evidencia a partir de
estudios con niños ciegos y videntes, ONCE (Dirección de Educación), Madrid, 1997, 406 pp.; José T.
RANDALL, Visión subnormal, ONCE (Centro de Rehabilitación Visual), Madrid, 1998, 506 pp.; José
Miguel VILA LÓPEZ y Otros, Apuntes sobre rehabilitación visual, ONCE (Sección de Acción Social e
Integración Laboral), Madrid, 1994, 319 pp.; Pilar ARNAIZ SÁNCHEZ, Deficiencias visuales y psicomo-
tricidad: teoría y práctica, ONCE (Sección de Educación), Madrid, 1994, 250 pp.; Lea HYVARINEN, La
visión normal y anormal en los niños. La clasificación de las deficiencias y discapacidades visuales,
ONCE (Centro de Rehabilitación Visual), Madrid, 1988, 92 pp.; Diana VALVERDE PÉREZ, La retinosis
pigmentaria en España: estudio clínico y genético, ONCE (Dirección de Autonomía y Bienestar Social),
ONCE, Madrid, 2001, 382 pp.; Consorcio EXLIB, El proyecto EXLIB: los discapacitados visuales y el
acceso a la información, ONCE (Sección de Cultura), Madrid, 1995, 499 pp.; ONCE, Humor a ciegas,
ONCE (Sección de cultura), Madrid, 1992, 358 pp.
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do pruebas de contraste de especial complejidad, hasta la realización de las mismas. A
falta de determinación precisa del plazo máximo de suspensión, nos remitiremos al
establecido con carácter general en el art. 42.5.c) LRJPAC.
6.2.2. Toma en consideración por la comisión central de afiliación.
Una vez en poder del Centro el certificado oftalmológico debidamente cumplimen-
tado, se unirá a éste la solicitud de afiliación y se remitirán ambos documentos a la sec-
ción de acción social para la toma en consideración por parte de la comisión central de
afiliación la cual, una vez estudiada la documentación, emitirá informe.
6.3. Terminación.
6.3.1. La resolución será motivada.
Respecto a la terminación del procedimiento de afiliación, los Estatutos de la ONCE, art.
9, determinan, entre otras consideraciones, que la resolución será motivada:
«3. La resolución será, en todo caso, motivada, se notificará al interesado en el
plazo máximo de diez días desde su adopción y, contra la misma podrá interponerse
recurso de reposición ante la Dirección General de la ONCE y/o de alzada ante el
Consejo de Protectorado en el plazo que con carácter general se establece para los
recursos administrativos, empezando a contarse desde su notificación fehaciente.
4. La resolución favorable a la afiliación generará el derecho a disfrutar los dere-
chos inherentes a la condición de afiliado, a partir de la fecha en que se adoptó el acuer-
do o, en su caso, desde la fecha de estimación del correspondiente recurso.
5. A los afiliados se les expedirá un carné acreditativo de su condición».
6.3.2. Resolución desfavorable.
En caso de que la comisión considere que no se reúnen los requisitos para la afi-
liación, elevará al Director General propuesta desfavorable.
La resolución denegando la afiliación será motivada, incluyendo expresamente
el grado de visión certificado por el oftalmólogo autorizado correspondiente. Se
notificará al interesado por medio fehaciente a través de la oficina tramitadora, en
un plazo máximo de cinco días desde su adopción, advirtiendo al interesado que
contra la misma podrá formular recurso ante el Consejo de Protectorado en el plazo
de un mes a contar desde su recepción, agotando la vía administrativa previa a la
jurisdiccional.
Las personas cuya solicitud de afiliación haya sido desestimada podrán solicitar
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de nuevo su afiliación cuando haya transcurrido un año desde la denegación ante-
rior, salvo en aquellos casos en que se acredite mediante certificación oftalmológi-
ca que se reúnen los requisitos visuales establecidos para su concesión.
6.3.3. Resolución favorable.
A.
Informe favorable de la comisión central de afiliación.
Si el informe de la comisión central de afiliación es favorable, se ordenará la inco-
ación del expediente de afiliación.
B.
Expediente de afiliación8.
a)
Tramitación.
El expediente de afiliación será tramitado por la delegación territorial o dirección
administrativa a cuyo ámbito corresponda el domicilio del interesado. A estos efectos,
al notificar la resolución autorizando la incoación del expediente de afiliación, el cen-
tro indicará al interesado que dispone del plazo de un mes para entregar la documenta-
ción necesaria para formalizar su expediente de afiliación, advirtiéndole que en caso
contrario quedará sin efecto la mencionada autorización y perderá el derecho a la devo-
lución del importe depositado para el reconocimiento oftalmológico.
b)
Traslado.
El traslado del expediente de afiliación se producirá en los siguientes supuestos:
- Cambio de domicilio del afiliado, cuando éste conlleve la adscripción a una
8 Tal y como determina la Circular N° 7/94, de 28 de octubre, del Departamento de Servicios Sociales para
Afiliados, Sección de Acción Social, el expediente de afiliación estará integrado por los siguientes docu-
mentos (apartado: 2.5): «a) Fotocopia de la solicitud de afiliación, b) Ficha de afiliación, con fotografía
colocada en el lugar reservado para ello y cumplimentados todos los datos, c) Fotocopia del certificado
oftalmológico que sirvió de base para autorizar la incoación del expediente, d) Dos fotografías compulsa-
das del D.N.I. en vigor o, en el caso de ser menor de edad, del certificado de nacimiento, e) Dos fotogra-
fías tamaño carné con el nombre del solicitante al dorso, de las cuales, una se colocará en la ficha tal como
se describe en la letra b), reservándose la otra para la confección del carné de afiliado, f) Cuestionario de
afiliación debidamente cumplimentado.
Este expediente se considera información confidencial, con la consiguiente implicación para las personas
que intervienen en él.
El expediente de afiliación quedará archivado en el centro correspondiente, debiendo remitir a la Dirección
General, Sección de Acción Social: a) Una fotocopia compulsada del D.N.I. en vigor o, en caso de ser
menor de edad, del certificado de nacimiento, b) Una fotografía tamaño carné conforme a lo dispuesto en
el apartado e) (anteriormente reseñado)».
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Delegación Territorial o Dirección Administrativa distinta a la de origen. En tal caso, el
afiliado deberá solicitar al centro de origen su traslado, y éste remitirá el expediente de
afiliación al centro de destino.
· Cuando el afiliado desempeñe su actividad laboral en un centro de un ámbito de
adscripción distinto al de su domicilio. En tal caso, el centro al que corresponda el
domicilio del afiliado trasladará de oficio el expediente de afiliación a la Delegación
Territorial o Dirección Administrativa de la que dependa laboralmente, salvo que el
interesado solicite por escrito, dirigido al centro de adscripción de su domicilio, que su
expediente de afiliación permanezca en el mismo.

· Las peticiones de traslados por otros motivos requerirán la autorización del centro
de adscripción previa solicitud suficientemente justificada.

C.
Propuesta de afiliación.
Completado el expediente de afiliación, la comisión elevará al Director General pro-
puesta de afiliación a favor del interesado. Una vez que se produzca la resolución favo-
rable se procederá a inscribir al solicitante en el Registro General de Afiliados, adjudi-
cándole un número que conservará mientras permanezca en la Organización y se dará
traslado al centro de adscripción correspondiente para su comunicación al interesado,
haciendo constar que contra la misma podrá formular recurso de alzada ante el Consejo
de Protectorado en el plazo de un mes a contar desde su recepción, agotando la vía
administrativa previa a la jurisdiccional.
D.
Expedición del carné de afiliado.
Tras haber sido concedida la afiliación al interesado, se expedirá un carné a su favor,
remitiéndose al centro al que quede adscrito el mismo para su entrega al titular. En el
momento de la entrega se procederá a la devolución del importe depositado por el inte-
resado para la realización del examen oftalmológico.
El carné de afiliado es el documento personal que acredita la afiliación a la ONCE
de su titular. Su formato será el que la organización establezca en cada momento y su
vigencia será de diez años, a excepción de los afiliados transitorios cuyo carné tendrá
una vigencia de dos años. Transcurridos estos plazos o en caso de pérdida o deterioro
del carné, el interesado deberá solicitar un nuevo carné a la Delegación Territorial o
Dirección Administrativa a la que se halle adscrito.
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7.
Derechos: enumeración.
Adquirida la condición de afiliado, se genera un conjunto de derechos sobre la enti-
dad a que pertenece. Nacen de una reglamentación estatutaria que previamente ha
merecido la sanción de la Administración. Los titulares ostentan su derecho frente a la
institución que viene obligada a satisfacerlos. Este compromiso está sancionado por la
exigencia legal que el art. 2o del RD 358/1991 impone a la ONCE para que toda su acti-
vidad se dirija al cumplimiento de unos fines.
Los derechos son garantizados por la propia ONCE a través de sus órganos de
gobierno y por la Administración, mediante la relación de protectorado sobre la
Entidad, además de la protección jurisdiccional derivada del posible incumplimiento de
las normas que regulan su actividad.
Los Estatutos de la ONCE, regulan los derechos de los afiliados en el art. 10, a saber: dere-
cho a la obtención de todos los beneficios institucionalmente establecidos, de acuerdo con los
principios de igualdad, equidad, objetividad, especificidad y transparencia; derecho a la
obtención de orientación y rehabilitación personal y familiar; derecho a la atención educati-
va; derecho a la formación y rehabilitación profesional; derecho al disfrute de los medios cul-
turales de la entidad; derecho a la venta del cupón y otras modalidades de juego autorizadas
que comercialice la ONCE, dentro de las posibilidades existentes; derecho a la obtención de
información sobre la marcha de la entidad; derecho a la participación en los asuntos de la
organización; derecho a las garantías procesales y derecho al asesoramiento legal. Sin embar-
go, también van a ser objeto de comentario, otros derechos no incluidos expresamente en
dicho artículo, pero que sin embargo se contemplan y posibilitan como tales en la evolución
diaria de la Corporación de Derecho Público, de Carácter Social, a saber: derecho a la aten-
ción por parte de voluntarios; derecho a la práctica deportiva, incluida la alta competición;
derecho a facilitar la integración de los invidentes y deficientes visuales: animación socio-
cultural y deporte de base.
8.
Derecho a la obtención de todos los beneficios institucionalmente estableci-
dos9, de acuerdo con los principios de igualdad, equidad, objetividad, especifici-
dad, y transparencia.
9 Vide: Equipo de Investigación Sociológica (EDIS), Las necesidades en servicios sociales de los afilia-
dos a la ONCE, ONCE (Departamento de Servicios Sociales para Afiliados), Madrid, 1993,248 pp.; Actas
del congreso estatal sobre prestación de servicios para personas ciegas y deficientes visuales, Congreso
estatal sobre prestación de servicios para personas ciegas y deficientes visuales, 6 Vols., ONCE
(Departamento de Servicios Sociales para Afiliados), Madrid, 1996.
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Por lo que respecta a la evolución de los servicios sociales que la ONCE ha venido
prestando a los ciegos y deficientes visuales, es clara la tendencia de crecimiento a lo
largo de la vida de la institución10, dado que el objetivo último es lograr la plena auto-
nomia e integración social de sus afiliados. En este área, han influido las mejoras eco-
nómicas experimentadas por la ONCE.
Su formulación actual en los Estatutos, art. 10, es la siguiente (derecho a)11:
10 Vide Memoria de la ONCE y su Grupo, año 2003, pp. 30-31:
«A lo largo del año 2003 el número de afiliados a la Organización continuó aumentando, destacando los
4.003 nuevos afiliados los cuales son nuevos usuarios de los distintos servicios que presta la ONCE.
A pesar de la bajada de recaudación en materia de Cupón, la ONCE ha aumentado el gasto en servicios sociales
un 2,2% con respecto al año anterior, que ha superado, por todos los conceptos, los 215 millones de euros.
Algunas cifras significativas del área de servicios son:
· 8.104 alumnos de todos los niveles atendidos, en su mayoría, en educación integrada, pero también en
los centros específicos de la ONCE.

· 6.356 equipos para la adaptación al puesto de estudio.

· 5.157 personas atendidas a través del servicios de rehabilitación integral, con 7.067 intervenciones realizadas.
· 117 perros-guía entregados, con un censo total de 802 perros-guía activos en nuestro país.

· 6.798 acciones formativas realizadas en el servicio de comunicación y acceso a la información.

· 546 componentes de agrupaciones artísticas, con 234 funciones representadas y 94 conciertos ofrecidos.

· 10.682 visitantes al museo tiflológico.

· 25 nuevas películas adaptadas en sistema audiodescrito.

· 2.986 actividades socioculturales y deportivas organizadas.

· 680 obras producidas en braille y 1.296 en sonido, con un total de 301.798 páginas transcritas y
18.077.112 páginas impresas.
· 8.989 servicios de voluntariado prestados, con 896 beneficiarios atendidos y 33.845 horas de dedicación.
· 3.414 afiliados integrados laboralmente al margen de la venta del cupón.

· 167 ayudas individuales para la formación y reciclaje para el empleo.

· 77 prácticas profesionales realizadas, con 35 usuarios empleados antes de los tres meses siguientes a la
finalización de las prácticas.

· 11.539 reparaciones de material tiflotécnico».
11 Desde los inicios de su fundación, la ONCE proporcionó servicios educativos a través de colegios (en
Madrid, Pontevedra, Sevilla, Alicante y Barcelona) en régimen de internado, así como programas para la
educación de adultos.
En la década de 1960, se crea en el área de cultura el Libro Hablado y crecen notoriamente los fondos
bibliográficos, tanto sonoros como en braille. En prestaciones educativas se inician los programas de for-
mación profesional creándose las Escuelas de Telefonía (Madrid y Barcelona), la de Fisioterapia, el Centro
de Formación y Rehabilitación Profesional Industrial. Además, se incrementan significativamente las pres-
taciones económicas para estudios y de material adaptado y, por último, a finales de esta década se proyec-
ta la rehabilitación de adultos, que se consolida con la puesta en funcionamiento en el año 1971, del Centro
de Rehabilitación Social de Adultos de Sabadell (hoy "Ignacio Satrústegui").
La década de 1980 se caracteriza por la modernización y diversificación de los servicios. Así, en 1986 se produ-
ce la consolidación de la red de equipos de atención básica y dotación de infraestructura de recursos materiales,
humanos y técnicos. Se transforman los colegios en centros de recursos educativos. Se amplia la oferta de servi-
cios de rehabilitación básica y visual. Se transforman las imprentas braille en centros de producción bibliográfi-
ca (hoy unificados en el Servicio Bibliográfico de la ONCE -S.B.O). Se ponen en marcha nuevos programas de
atención a la población diabética y ayudas a domicilio. También comienza a funcionar la unidad tiflotécnica y el
club de deportes ONCE, lo que supuso un desarrollo de la competición y alta competición en este campo.
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«a) Beneficiarse de todas las prestaciones establecidas, institucionalmente, de acuerdo
con los criterios de igualdad, equidad, objetividad, especificidad y transparencia, y siempre
con la observancia de la reglamentación vigente».
8.1. La generación de recursos posibilita las prestaciones a los afiliados. La idea de bien
jurídico y la consecución de una máxima «prestar asistencia a los invidentes españoles».
En la realidad de la vida del Derecho, el objeto de sus relaciones se halla configura-
do de una manera determinada, recibiendo una formalización que lo segrega, en cuan-
to objeto jurídico, del mundo objetivo de cualquier otra realidad.
La idea de bien jurídico expresa, en principio, suficientemente, esta perspectiva califica-
da del objeto del Derecho. Hay que reconocer, desde luego, que el concepto de bien no es
exclusivo, ni mucho menos, del ámbito jurídico; es más, que viene importado al mismo desde
un campo netamente diverso, como el de la Ética, lo que hace que la noción sea manejada
frecuentemente desde un punto de vista valorativo y no, como el que a la ciencia del Derecho
interesa, de pura descripción. Desde esta base conceptual, podemos hacer la traslación al
campo del derecho público, con la figura del bien público, y al derecho privado.
Como en su día afirmó Guasp12, un bien jurídico es un ente integrador de la estructura
relativa del Derecho y, como tal, apto para designar significativamente a todo aquello en que
se aloja la exteriorización de los sujetos jurídicos. Recordando el concepto de personalidad,
e intentando determinar la relación de los bienes para comportarse como objetos de una rela-
ción jurídica, no importa cual, es necesario determinar el haz abstracto de aptitudes subjeti-
vas y objetivas que se pueden conferir al titular de los mismos.
Por todo ello se puede afirmar que el bien jurídico que persigue la ONCE se presenta
a modo de prisma con múltiples vertientes. Sin duda cobra un valor capital la prevención
y detección de la ceguera, donde ha sido intensa la labor de la ONCE13 (me remito a los
En 1988 se formuló un nuevo modelo de prestación de servicios caracterizado por la atención integral de
necesidades derivadas de la ceguera y deficiencia visual, que se orienta a una mejora continua de las prác-
ticas profesionales, procesos y resultados, y, por ende, a una mejor calidad de los servicios.
12 Vide Jaime GUASP, Derecho, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1971, pp. 144-146.
13 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003, p. 39: «En materia de prevención de la
ceguera, en el servicio de asesoramiento genético de la patología ocular, se han recibido 84 solicitudes
durante el ejercicio 2003, siendo emitido el correspondiente asesoramiento a 43 personas. Además, se ha
continuado con las actividades realizadas por los centros territoriales relativas a la divulgación de los tra-
tamientos preventivos y la colaboración con organismos y asociaciones que intervienen en esta materia, y
se han financiado diversas investigaciones relacionadas con la prevención de la ceguera».
Vide diario El País, 17 de julio de 1990, "Un ambicioso proyecto español presentado en la CE intenta combatir
la ceguera en el tercer mundo": «El eurodiputado comunista Antoni Gutiérrez ha presentado a la Comisión
Europea la Operación Cecilia, un proyecto para combatir la ceguera en el tercer mundo. De los más de 35 millo-
nes de ciegos, el 75% son curables con costes muy bajos y medidas preventivas, según los expertos. Los
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objetivos que se fijaban en el nacimiento de la organización). Sirva de muestra el «Acta
de creación del Comité Nacional de Apoyo a la Prevención de la Ceguera»14. Sin embar-
go, dada la evolución sufrida por la sociedad española, esta tarea corresponde en nuestros
días a los respectivos sistemas sanitarios que prestan las Comunidades Autónomas a sus
ciudadanos. Pero, si la pérdida de visión alcanza a un ser humano, la ONCE ha desarro-
llado un complejo sistema de servicios15 para prestar la máxima atención a los invidentes
españoles. Situación -no exenta de críticas- que sitúan a nuestro país en el grupo de
Estados punteros en la atención a la ceguera y a la discapacidad16.
dos comisarios españoles, Manuel Marín y Abel Matutes, responsables de la política de cooperación de la CE,
aprueban la iniciativa. Al proyecto se han sumado la Clínica Barraquer y la ONCE. Ambas instituciones están dis-
puestas a participar en una organización internacional de lucha contra la ceguera, que ahora no existe. [...]. En el
mundo hay 35 millones de ciegos, según la Organización Mundial de la Salud. Esta cifra se eleva a 42 millones,
según un estudio del Instituto Barraquer, si se considera ciego a quien es incapaz de contar dedos a una distancia
de seis metros. El 80% de los ciegos viven en países subdesarrollados. En todo caso, los expertos coinciden en
que la cifra de invidentes se habrá duplicado de aquí a final de siglo, entre otras causas porque muchos de los
niños ciegos que antes morían hoy logran sobrevivir. [...]».
14 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 225-226:
«Asistentes: [...].
Reunidos en Madrid el día 12 de febrero de 1987, a las 19 horas, y en la sede de la Dirección General de la
ONCE, calle del Prado número 24, convocados por el Sr. Vicente Mosquete, las personas que al margen se rela-
cionan, el Presidente del Consejo General de la ONCE hizo una introducción a la sesión, exponiendo por una
parte, las experiencias internacionales en materia de promoción de prevención de la ceguera y, a su vez, la dis-
posición de la Organización Nacional de Ciegos Españoles por él representada, a contribuir a poner en marcha
en España una acción semejante, contando con la colaboración de la Administración Pública y de los profesio-
nales. Finalmente, los reunidos manifestaron su adhesión al siguiente conjunto de acuerdos:
1o. Se constituye un Comité Nacional de Apoyo a la Prevención de la Ceguera, que tendrá como finalidad la pro-
fundización y ampliación de la acción preventiva de referencia por parte de los organismos y cuerpos profesiona-
les con competencia y responsabilidad en la materia. Se evitará, en todo caso, la creación de órganos y programas
que dupliquen o sustituyan los propios del sistema sanitario. Será objetivo de este Comité promover actividades
orientadas a la prevención de la ceguera; en concreto, fomentar la inserción de aspectos de prevención de la cegue-
ra en la sanidad escolar, la sanidad laboral y otras modalidades de pensión médica, dirigidas a fines preventivos
y capaces de abarcar los más amplios porcentajes de población, así como campañas específicas de detección, que
cubran las lagunas actualmente existentes, implicando a todas las instituciones relacionadas con el tema.
2o. Por criterios de funcionalidad y, al menos, en la primera etapa, el Comité estará integrado por representantes
del Ministerio de Sanidad y Consumo del Real Patronato de Prevención y atención a Personas con Minusvalía,
de las asociaciones médicas relacionadas con la prevención de la ceguera y de la propia Organización Nacional
de Ciegos Españoles. Las citadas entidades propiciarán las conexiones y colaboraciones que resulten pertinen-
tes, quedando para una segunda etapa la posible ampliación del Comité con otras representaciones.
3o. En el presente ejercicio de 1987 las entidades promotoras del Comité atenderá a su constitución y, a la vez, a la
organización de las primeras actividades en la línea de la finalidad perseguida y que se indica en el punto primero.
4o. Para la realización de dichas actividades se contará con los recursos que las entidades promotoras aporten.
5o. En la etapa de constitución del Comité, la ONCE prestará apoyo en Secretaría Administrativa.
6o. El próximo día 23 de marzo, a las 19 horas y en la misma sede de la Dirección general de la ONCE, se cele-
brará una reunión a la que se convoca a los mismos asistentes. [...]».
Vide ONCE, Las necesidades en servicios sociales de los afiliados a la ONCE, ONCE, Madrid, 1993, p. 23:
«Se denominan servicios sociales al conjunto de actuaciones institucionales planificadas con el objetivo de
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8.2. Evolución de la asistencia social y sanitaria a los afiliados a la ONCE17.
La labor asistencial que secularmente ha prestado la ONCE, se puede dividir en las
siguientes etapas:
Primera. Desde la fundación de la entidad hasta el 1 de enero de 1961; período
en el que todo lo referente a la asistencia médico-farmacéutica de los afiliados y
empleados de la Organización Nacional de Ciegos Españoles se encuentra recogi-
do en la Circular n° 347, de fecha 9 de abril de 1960; asistencia que, paulatinamen-
te, fue perfeccionando y ampliando hasta completar unos servicios, que pueden
resumirse  en los  siguientes  conceptos:  a)  Prestaciones  médicosanitarias18. b)
promover la integración social, prevenir las situaciones de marginación y, en términos generales, satisfacer o
mitigar las necesidades sociales de los sectores de población efectiva o potencialmente más desfavorecidos».
16 Vide diario El País, 25 de mayo de 2002, "20 años de democracia en la ONCE", artículo firmado por José
María Arroyo: «[...]. A lo largo de estas dos décadas, la ONCE ha desarrollado un completo sistema de servicios
sociales que atienden el conjunto de necesidades, derivadas de su ceguera, de sus más de 60.000 afiliados, pero
también ha consolidado definitivamente varias realidades: la Corporación Empresarial ONCE como herramien-
ta de rentabilidad económica y social; y ha ampliado sus horizontes para extender su solidaridad con los herma-
nos de Latinoamérica, a través de su Fundación para los ciegos de aquel continente.
Asimismo, en estos años, la ONCE ha tratado de devolver, de alguna manera, a la sociedad española parte de lo
que con tanta generosidad nos ha venido otorgando, y, así, hemos intentado mostrar nuestra solidaridad en las
grandes y pequeñas causas; estar con el desvalido cuando más lo ha necesitado, y aplicar sus experiencias para
que la ceguera pueda ser evitada en la medida de lo posible. Pero quizá el servicio más visible y el que hace más
peculiar el modelo de la ONCE, que ha calado más entre nuestros conciudadanos y que ha significado un hito
ante nuestros vecinos europeos, es el acento puesto en la creación de puestos de trabajo.
En efecto, la ONCE, a través del cupón, ha sido capaz de dar empleo a más de 23.000 afiliados, además de a
otros miles de personas afectadas por otras discapacidades.
A la vez han sido 20 años intensos de cooperación con otras asociaciones de discapacitados y con las
Administraciones públicas, en la mejora de las condiciones de vida y niveles de integración social de los cerca
de tres millones y medio de personas discapacitadas que viven en nuestro país, y de sus familiares, cerca de
nueve millones de personas. Expresión clara de esta voluntad de colaboración fue la creación en 1988 de la
Fundación ONCE para la cooperación e integración de personas con discapacidad. Algunas cifras bastarán para
hacernos una idea de la tarea desarrollada. En el ámbito del empleo, la ONCE, a través de su Fundación, ha cre-
ado desde 1988 más de 39.000 puestos de trabajo y plazas ocupacionales adicionales a los generados con la
venta del cupón, y ha facilitado formación para el empleo a más de 26.000 personas. [...]».
17 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 261-262.
18 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, o.c, pp. 162-163: «La asistencia médica se presta absolutamente gratis a todos los afilia-
dos y familiares. El servicio médico incluye especialistas de todas clases, intervenciones quirúrgicas, etc.,
todo por cuenta de la ONCE. El personal que reside en localidades pequeñas es atendido a cargo de la
ONCE generalmente a través del régimen de igualas, abonándose también gastos de viajes y dietas en caso
de necesidad de traslado desde la propia residencia al centro asistencial correspondiente. Corre también a
cargo de la Organización las estancias en sanatorios y hospitales.
En cuanto al servicio de Farmacia se facilitan todos los medicamentos que los médicos prescriban a los afi-
liados, empleados y familiares, abonando el interesado el 25 por 100 de su importe y quedando el resto a
cargo de la Organización. Si la medicación es prescrita a enfermos acogidos en sanatorios y hospitales, la
Organización abona el total importe de la misma.
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Atención farmacéutica, c) Incapacidad laboral transitoria, d) Bajas por enfermedad,
e) Otras prestaciones por asistencia sanitaria, consistentes en el pago total o parcial
de prótesis y tratamientos especiales, que no estén comprendidos en la póliza sus-
crita con una entidad aseguradora.
Segunda. Desde el 1 de enero de 1961 que entra en vigor el Primer Reglamento
de la Caja de Previsión Social de la ONCE hasta el 9 de junio de 1984, que se publi-
ca en el BOE el Primer Convenio Colectivo entre la ONCE y su personal; período
en el que todos los miembros de la entidad y sus familiares directos están acogidos
a la Caja de Previsión Social de la misma.
Tercera. Del 9 de junio de 1984 al 1 de abril de 1991, tiempo en el que, quienes
ingresan en la ONCE a partir de la primera fecha, se integran en la Seguridad Social del
Estado, en tanto que los restantes miembros del colectivo tiflológico continúan acogi-
dos a la Caja de Previsión Social de la Entidad (CPS). La circular número 27, del 3 de
octubre de 1986 contiene toda la normativa de la asistencia social y sanitaria de la
Organización Nacional de Ciegos Españoles en este período.
Cuarta. La ONCE se integra totalmente en el Régimen General de la Seguridad Social del
Estado a partir del 1 de abril de 1991, por la Orden Ministerial del 25 de marzo de dicho año,
que, como anexo, recoge el Acuerdo del Consejo de Ministros del 15 del mismo mes, por el
que se procede a integrar en el Régimen General de la Seguridad Social al personal que vinie-
re percibiendo la acción protectora a través de la Caja de Previsión Social de la Organización
Nacional de Ciegos Españoles, en sustitución de la establecida en el sistema de la Seguridad
Social; teniendo derecho a este sistema estatal todo ciudadano español, según el artículo 41
de la Constitución de 197819.
Por tanto, a partir de este periodo, las prestaciones de la ONCE se destinan a
cubrir necesidades específicas derivadas de la ceguera o deficiencia visual. No obs-
tante, también se valoran, aunque con carácter excepcional, las necesidades especia-
les de los afiliados, aunque éstas no estuvieran directamente relacionadas con la dis-
capacidad visual.
En otros aspectos de la asistencia social, aparte del servicio médico y farmacéutico, la Organización tiene
establecidos los siguientes beneficios para sus afiliados: subsidio por enfermedad, ayudas económicas no
reintegrables, aparatos ortopédicos, pensiones de invalidez y vejez.
Finalmente, puede destacarse que la ONCE tiene reservadas en la Gran Residencia de Ancianos de la
Beneficencia general del Estado un número determinado de plazas, teniendo también afiliados internados
a su cargo en otros establecimientos de la misma indole».
19 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c, pp. 148-149.
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Estas prestaciones serán complementarias respecto a las concedidas por la
Administración Pública para la misma finalidad. Para ello, el afiliado beneficiario
que haya disfrutado de algún tipo de ayuda económica de la ONCE, debe reintegrar,
de la cuantía total percibida, el importe total o parcial, en su caso, que le hubiera
sido concedido por el sector público.
En relación con las prestaciones análogas existentes en el sector privado, el beneficiario
estará obligado a comunicar su concesión de forma que la ONCE abonará del coste corres-
pondiente, la cuantía no cubierta por la ayuda concedida por el sector privado, con el límite
máximo establecido por normativa interna de la organización.
También debo destacar, que la concesión de las ayudas establecidas, está supedi-
tada a la disponibilidad presupuestaria correspondiente. Por tanto, sólo se resuelven
favorablemente los expedientes que cumplan los requisitos exigidos cuando exista
garantía de la suficiente disponibilidad presupuestaria, pudiendo ser causa de dene-
gación la carencia de dicha dotación.
8.3. Prestaciones para el bienestar social y la autonomía personal que la ONCE
ofrece en la actualidad20.
8.3.1. Concepto.
20 Vide Santiago MUÑOZ MACHADO, José Luís GARCÍA DELGADO, Luís GONZÁLEZ SEARA, Las
estructuras del bienestar, Escuela Libre Editorial-Cívitas, Madrid, 1997, p. 638: «La ONCE realiza muy distin-
tas actividades en pro a la autonomía personal y plena integración social de los deficientes visuales. Da empleo y
facilita un salario digno y reconocimiento social con los beneficios de la explotación exclusiva del cupón procie-
gos, a más de 21.000 personas, entre los que cerca de 8.000 están afectados por una minusvalía diferente. Pero lo
que más interesa, sin duda, es que ni uno solo de los ámbitos que se han considerado escapan al ámbito de su
acción. Destaca, desde luego, de entre todas sus actividades, la esencial labor de mentalización social que ha veni-
do desarrollando. Se advierte con facilidad, en efecto, su contribución a la suavización de las barreras -sobre todo
de orden psicológico, pero también físicas, como ya se ha dicho- que diferencia al colectivo de invidentes.
Dispone de servicios de oftalmología distribuidos en todas sus Delegaciones Territoriales, de un Centro de
Rehabilitación Visual en Madrid (CERVO), de Unidades de rehabilitación visual repartidas por todo el territorio
nacional, y tiene varios conciertos para el diagnóstico, la atención temprana y la escolarización de invidentes en
escuelas infantiles. En materia educativa, posee cinco centros de educación de ciegos, en régimen de residencia y
extemado, que actúan como Centros de Recursos Educativos y prestan el apoyo humano y material requerido por
los alumnos integrados en el sistema ordinario, desarrolla y presta apoyo económico a programas de formación
profesional (telefonía, afinación de pianos, informática y administrativos), de enseñanzas medias (de tanto pres-
tigio como la Escuela de Fisioterapia) y superiores. La tarea investigadora tampoco es ajena a su actividad (dos
sociedades THIEL y CIVREVEU, trabajan en instrumentos y programas que permitan una más fácil comunica-
ción y autonomía personal), como la difusión entre sus asociados, de los avances en materia tiflotécnica.
Desarrolla también importantes funciones en lo relativo a la ocupación del ocio y tiempo libre de los afiliados, en
la producción y distribución de material bibliográfico y en la promoción y patrocinio de actividades y empresas
deportivas».
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Las prestaciones para el bienestar social y la autonomía personal de los afiliados a la
ONCE son ayudas de carácter individual, concedidas con una finalidad social, sobre la base
de una situación de carencia o necesidad relacionada con la ceguera o deficiencia visual21.
8.3.2.
Beneficiarios.
Podrán ser beneficiarios de estas prestaciones los afiliados a la ONCE que reúnan
los requisitos que se determinen, específicamente, para cada ayuda.
8.3.3.
Obligaciones de los beneficiarios.
Los beneficiarios de las prestaciones reguladas contraen las siguientes obligaciones:
· Destinar las cantidades económicas concedidas a la finalidad que justifica su con-
cesión. El incumplimiento de esta obligación dará lugar a la revocación de la ayuda y
reintegro a la ONCE de las cuantías adjudicadas.
· Solicitar a la Administración Pública la ayuda correspondiente, cuando ésta con-
temple su cobertura, quedando, igualmente, obligados a comunicar a la ONCE la reso-
lución adoptada.
· Observar los preceptos de la legislación fiscal vigente en cada momento.

Se deberá conceder la ayuda con carácter reintegrable, parcial o total, cuando el solici-
tante, aun no disponiendo del importe íntegro a desembolsar, pueda afrontar el gasto de
forma fraccionada o se prevea un cambio respecto a la situación en que se ha producido su
concesión.
8.3.4.
Causas de extinción de la ayuda.
Las prestaciones que describiré, se extinguirán, con carácter general, por alguna de las
siguientes causas:
21 Vide: Javier CHECA BENITO, Purificación DÍAZ VEIGA y Rafael PALLERO GONZÁLEZ,(Coord.),
Psicología y ceguera: manual para la intervención psicológica en el ajuste a la discapacidad visual,
ONCE, Madrid, 2004, 678 pp.; Rosa LUCERGA REVUELTA, María Jesús SANZ ANDRÉS, Puentes invi-
sibles: el desarrollo emocional de los niños con discapacidad visual grave, ONCE (Dirección de Educación), Madrid,
2003, 175 pp.; Peggy FREEMAN, El bebé sordo ciego: un programa de atención temprana, 2" ed, ONCE (Dirección
de Educación), Madrid, 1999, 218 pp.; Rosa LUCERGA REVUELTA, Palmo a palmo: la motricidad fina y la con-
ducta adaptativa a los objetos en los niños ciegos, ONCE (Sección de Educación), Madrid, 1993, 67 pp.; Mercé
LEONHARDT, El bebé ciego: primera atención, ONCE-Masson, Madrid, 1992, 162 pp.; María del Carmen CIL
CIRIA, La construcción del espacio en el niño a través de la información táctil, ONCE-Trotta, Madrid, 1993, 195 pp.;
Francesc CANTAVELLA y Otros, Introducción al estudio de las estereotipias en el niño ciego, ONCE-Masson,
Madrid, 1992, 140 pp.; Herminia PERALTA, Rosa ELOSÚA, Paloma LINARES, Representación de categorías
naturales en niños ciegos, ONCE-Trotta, Madrid, 1992, 154 pp.; Ismael MARTÍNEZ LIÉBANA, Tacto y objetivi-
dad: el problema de la psicología de Condillac, ONCE (Sección de Educación), Madrid, 1996, 182 pp.,
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· Fallecimiento del beneficiario.
· Pérdida del vínculo de afiliación a la ONCE.
· Cumplimiento del plazo u objeto de la ayuda.
· Incumplimiento, por parte del beneficiario, de alguno de los requisitos establecidos.
· Utilización de la ayuda en otras finalidades distintas de aquellas para las que se con-
cedió.
· Engaño u ocultación por parte del beneficiario y debidamente constatado, de informa-
ción o documentación fundamental para la resolución del caso.
· Renuncia expresa del interesado.
8.3.5.
Tipos de prestaciones.
Las prestaciones existentes en la actualidad se estructuran del siguiente modo:
· Prestaciones para la mejora del bienestar social.
· Prestaciones favorecedoras de la autonomía personal.
· Prestaciones extraordinarias.

8.3.6.
Compatibilidad e incompatibilidad.
Las prestaciones existentes son compatibles entre sí cuando sean de distinta natura-
leza y sus requisitos lo permitan, así como con cualquier otro tipo de ayuda de la
ONCE, del sector público o del sector privado, siempre que se reúnan todas las condi-
ciones que se requieran en cada caso.
8.4. Prestaciones para la mejora del bienestar social.
8.4.1. Ayuda de primera necesidad.
Esta ayuda tiene carácter periódico y duración determinada. Se destina a atender
necesidades básicas como alimentación y vivienda, de aquellas personas que carecen de
recursos económicos para afrontarlas.
Pueden ser beneficiarios de esta ayuda los afiliados que cumplan los requisitos económi-
cos que se establezcan reglamentariamente, así como alguna de las siguientes condiciones:
· Haber cumplido 65 años en el momento de presentar la solicitud.
· En el caso de ser menor de 65 años, estar en edad laboral y afectado por una defi-
ciencia concurrente con la visual que le imposibilite para obtener un empleo.
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8.4.2.
Ayuda a domicilio y/o teleasistencia.
Esta ayuda está destinada a aquellos afiliados que no pueden valerse por sí mismos
para realizar las actividades de la vida diaria pero que no requieren de ingreso en un
centro asistencial. Consiste en la financiación parcial del coste de un servicio de ayuda
a domicilio, en un máximo de cuatro horas diarias, y/o de teleasistencia.
Podrán ser beneficiarios de esta ayuda los afiliados que cumplan los requisitos eco-
nómicos que se establezcan reglamentariamente y las siguientes condiciones:
· Haber cumplido los 18 años en el momento de presentar la solicitud.
· Vivir solo o con personas a las que no les sea posible ayudarle en la realización de
las actividades de la vida diaria.

· No tener derecho al servicio de ayuda a domicilio o teleasistencia prestado por el
sector público o ser éste insuficiente.

8.4.3.
Ayuda para atención en centros y residencias.
Se trata de una ayuda de carácter periódico y duración determinada que está desti-
nada a financiar parte del coste de una plaza ocupada en un centro o residencia, siem-
pre que no tenga el carácter de médico-hospitalario.
Pueden ser beneficiarios de esta ayuda los afiliados que cumplan los requisitos eco-
nómicos que se establezcan reglamentariamente y las siguientes condiciones:
· Tener 60 años o más, en el momento de presentar la solicitud.

· Estar incapacitado para toda clase de trabajo.

· Precisar asistir a un centro o residencia en régimen de internado, externado o
mediopensionista.

En el caso de régimen de internado, el afiliado deberá carecer de vivienda o ambiente familiar
adecuado y no ser suficiente la ayuda a domicilio y/o servicios complementarios. En aquellos
supuestos en los que el afiliado viva solo en un domicilio de su propiedad y pase a ocupar una
plaza residencial en régimen de internado, se deberá rentabilizar su vivienda (venta o alquiler).
Será causa de extinción de la ayuda, la concesión de la plaza pública que habrá de
solicitar el afiliado.
El régimen de plaza asistencial podrá ser:
· Centro de día (externado): se incluyen en este grupo aquellos casos en los que el
afiliado realiza diversas actividades en el centro pero sin recibir la comida en el mismo.
· Centro de día (mediopensionista). contempla los casos en los que el afiliado reali-
za la comida en el propio centro.
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Centro o residencia (internado): cuando el afiliado reside habitualmente en el centro o residencia.
8.4.4. Ayuda para necesidades especiales.
Esta ayuda tiene por objeto posibilitar atenciones de carácter periódico como puede
ser un tratamiento rehabilitador (físico, psicológico, psiquiátrico, etc.), no contemplado
en las prestaciones psico-sociales y sanitarias cubiertas por las entidades públicas o pri-
vadas a las que el interesado pudiera pertenecer, ni en otra normativa de la ONCE.
También serán objeto de estas ayudas las destinadas al acondicionamiento de la
vivienda por razones de accesibilidad y adquisición de ayudas técnicas (audífonos,
sillas de ruedas y prótesis).
Pueden ser beneficiarios de esta ayuda los afiliados que cumplan las condiciones econó-
micas que se establezcan reglamentariamente y las siguientes condiciones:
· No tener derecho a percibir o no haber percibido una ayuda de análoga naturaleza
y finalidad concedida por un organismo público o privado o, en caso contrario, que la
cantidad concedida no será suficiente para sufragar el gasto generado por la necesidad.

· No estar contemplado el tratamiento a aplicar en las prestaciones establecidas por
la ONCE.
· Estar justificado documentalmente el inicio o la continuidad, en su caso, del tratamiento.
· Aportar un informe emitido por el profesional que realice el seguimiento, en los casos de
renovación de la ayuda, con el fin de valorar los resultados obtenidos en la fase anterior del
tratamiento.
· No haber recibido subvención de la ONCE para el material objeto de la solicitud
en los tres años anteriores a la misma, salvo causa médica que justifique la prescripción
de un nuevo material.

8.5. Prestaciones favorecedoras de la autonomía personal: en general.
8.5.1. Ayuda para asistencia al servicio de rehabilitación de la ONCE: rehabili-
tación integral.
Este servicio se presta a los afiliados con carácter gratuito. Por tanto, las ayudas para
este fin, tienen por objeto facilitar la asistencia al mismo.
Pueden ser beneficiarios de esta ayuda los afiliados que precisen recibir un progra-
ma de rehabilitación integral en un servicio de rehabilitación de la ONCE y que cum-
plan los requisitos y condiciones que se establezcan reglamentariamente.
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La asistencia a un servicio de rehabilitación integral de la ONCE dará derecho a una o
varias ayudas de acuerdo con los siguientes conceptos: compensación laboral personal ONCE
(agente vendedor; no vendedor), compensación laboral personal externo a la ONCE, compen-
sación por alojamiento y manutención, compensación por desplazamiento por territorio penin-
sular, compensación por desplazamiento por territorio insular y desde Ceuta y Melilla y com-
pensación por acompañante (menores de edad y adultos que lo precisen).
8.5.2. Ayuda para adquisición de material óptico y/o tiflotécnico.
La ONCE tiene entre sus principales objetivos hacer la vida más fácil y ofrecer
herramientas a sus afíliados que les permitan ser más competitivos en un mercado de
trabajo en el que entre el 70% y el 80% de las actividades precisan de la visión22.
Esta ayuda tiene como finalidad posibilitar a los afíliados la adquisición de los mate-
riales específicos distribuidos por la ONCE favorecedores de su autonomía personal,
para lo cual se establece la subvención de un determinado porcentaje de su coste neto.
Los materiales objeto de esta subvención deberán cumplir alguna de las siguientes condi-
ciones:
· Estar incluido en el catálogo de material tiflotécnico editado por el CIDAT.
· Haber sido recomendado para la optimización del funcionamiento del resto visual tras
el proceso de rehabilitación, figurando incluido en el catálogo oficial publicado por la
Dirección de Autonomía Personal y Bienestar Social.
Podrán ser beneficiarios de esta ayuda los afiliados que cumplan los requisitos econó-
micos que se establezcan reglamentariamente y las siguiente condiciones:
22 Vide diario El País, 26 de marzo de 1998, "La ONCE premiará con 30 millones el mejor hallazgo sobre
la ceguera": «[...]. Los hay para todos los gustos: aplicaciones que permiten consultar el diccionario de la
Real Academia Española o el Larousse inglés-español, a través de un dispositivo Braille o de una voz que
sale del ordenador para responder a las consultas del usuario; un callejero para ubicarse en Madrid; o un
bolígrafo-lupa portátil, que permite leer y escribir cualquier texto ampliado en una pantalla de televisión.
El utensilio, de tecnología nacional, se encuentra en proceso de producción, mientras que los diccionarios
y el callejero podrán adquirirse desde principios de abril en todas las tiendas de las sedes de la ONCE.
Además de otros inventos como relojes y termómetros sonoros y juegos para niños, la Unidad Tiflotécnica
de la ONCE tiene en marcha el proyecto de un programa informático llamado Pein. Éste permitirá acceder
a los periódicos tanto por el sistema Braille como por el adaptador de voz. Por si existiera alguna duda
sobre la capacidad para mejorar el teclado de los ordenadores (indispensable en cada una de estas aplica-
ciones informáticas), Fernández bromea: "Al vidente le cuesta más aprender a escribir sin mirar las teclas,
mientras que los ciegos lo hacen más fácilmente porque no lo necesitan"». Vide diario El País, de 7 de julio
de 1998, "La ONCE instituye nuevas ayudas a la investigación". Vide diario El País, de 7 de mayo de 2003,
"La ONCE pone a la venta los primeros teléfonos móviles en español adaptados para ciegos". Vide diario
El País, de 27 de junio de 2003, "Para los ciegos y quienes no lo son (New Pol y la ONCE presentan una
lavadora accesible a invidentes dirigida a todos los clientes)".
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· No haber percibido una ayuda de análoga naturaleza y finalidad concedida por un
organismo público o, en caso contrario, que la cantidad percibida sea insuficiente para
sufragar el gasto.
· Contar con la capacitación adecuada para la utilización del material tiflotécnico para
los casos en los que éste revista una especial complejidad.
· Precisar el uso de material óptico y haber sido recomendado por un servicio de reha-
bilitación integral de la ONCE.
8.5.3. Ayuda para adquisición de material informático.
Esta ayuda tiene como finalidad facilitar a los afiliados la adquisición de determinado
hardware informático (ordenador personal -PC- y escáner), así como el sortware básico
necesario para su funcionamiento, para lo cual se establece la subvención de un determi-
nado porcentaje de su coste neto.
Pueden ser beneficiarios de esta ayuda los afiliados que cumplan los requisitos económi-
cos y condiciones que se establezcan reglamentariamente, y no hayan recibido subvención
de la ONCE para el material objeto de la solicitud en los tres años anteriores a la misma.
8.6. Prestaciones favorecedoras de la autonomía personal: el perro-guía.
8.6.1. Rehabilitación básica y utilización de perro-guía.
Un elemento clave para la rehabilitación y reinserción social de los invidentes es la uti-
lización de perros-guía. Durante el año 2003, de las actuaciones de la Fundación ONCE
del perro-guía, cabe destacar:
· Entrega de 117 perros-guía, de los cuales 95 fueron del centro de adiestramiento de la
fundación ONCE del perro-guía (30 renovaciones) y 22 de the leader dogs for the blind de
Rochester (EE.UU), como resultado de la colaboración con la federación de clubes de
León de España (una renovación).
· El número de perros obtenidos en el ejercicio 2003 ha sido de 147 nacidos en el cen-
tro y 27 adquiridos mediante compra o donación.
· En este ejercicio se ha alcanzado una cifra media mensual de residencias de 156
perros. El total de familias educadoras ha sido de 220.
La aportación económica a la Fundación ONCE del perro-guía se ha cifrado en 2,81
millones de euros, un 4,94% más que en el ejercicio anterior.
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8.6.2. Registro y distintivo para perros-guía23.
A. Grupo normativo regulador.
a) Estatal24.
El Real Decreto 3250/83, de 7 de diciembre, y la Orden Ministerial 1527, de 18 de
junio de 1985, regulan el uso de perros-guía para deficientes visuales estableciendo las
condiciones y derechos vinculados a dicha práctica así como determinando los requisi-
tos previos para la misma, los cuales se concretan en:
- El perro-guía debe proceder de una escuela de reconocida solvencia cuya califica-
ción como tal corresponde a la ONCE previa consulta con las asociaciones de usuarios
y otras entidades interesadas25. Las escuelas incluidas se considerarán tras consulta con,
23 Vide María CONDE MORENO, "De la ONCE", Diario El País (versión electrónica), 13-1-2002:
«Escribo esta carta para que, gracias a su periódico, todos sus lectores puedan saber el papel que tenemos
los educadores de perros guía.
Esta es una labora que realizamos de forma voluntaria para que los cachorros que serán perros guía en un
futuro puedan convivir con su familia y acostumbrarse a todo lo que una persona hace en su día cotidiano
y menos cotidiano; para ayudarnos contamos en todo momento con el apoyo de todo el equipo de profe-
sionales de la ONCE y de una ley dentro de la Comunidad de Madrid, que obliga a dejarnos entrar en cual-
quier lugar como si fuéramos ciegos. Al cabo de ese año se devuelve a la ONCE para que los adiestrado-
res terminen de realizar tan difícil labor.
Se preguntarán qué es lo que me hace escribir esta carta; hoy, día 2 de enero, salía de un centro comercial
con el cachorro que ahora estoy educando y he ido a coger un taxi; el taxista me ha prohibido que entrara
con un perro en su vehículo, afirmando que yo le había puesto esa camiseta, pero que no se creía que ese
perro fuera de la ONCE. Sigue sorprendiéndome cómo la gente puede pensar que se hace esto para entrar
con un perro [...] ¿el carné de educadora también es falso?. ¿La chapa del perro?.
Me quedaba sólo denunciarlo, aunque es agotador y es por eso por lo que escrito; ¿no deberíamos todos
concienciarnos de que para que en un futuro estos perros realicen de forma correcta su trabajo tienen que
acostumbrarse desde pequeños?.
24 También podemos encontrar algunas referencias en el ámbito supraestatal. Sirva como ejemplo, la
Resolución de; 13 de diciembre de 1996, del Parlamento Europeo, sobre los derechos de las personas dis-
capacitadas (DOC de 20 de enero de 1997, núm. 20), núm. 19: «Pide a la Comisión y a los Estados miem-
bros que adopten medidas para garantizar que no se limite la libertad de los movimientos de los ciegos y
de tas personas con visión reducida, por el hecho de que se impida el acceso de sus perros guía (en espe-
cial, debido a disposiciones relativas a cuarentenas en los puntos de entrada de los distintos países)».
25 Vide Circular 10/87, de 10 de junio, del Servicio para Afiliados, Sección de Acción Social, anexo I,
donde se detalla la relación de escuelas de reconocida solvencia, que es la siguiente:
«ESCUELAS DE RECONOCIDA SOLVENCIA
USA
-Guide Dogs for the Blind, Inc.
· International Guiding Beyes, Inc.

· Eye of the Pacific Guide Dogs and Mobility Services, Inc.

· Leader Dogs for the Blind.

· The Seeing Eye, Inc.
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o a iniciativa de, la asociación o asociaciones de usuarios de perros-guía existentes en
el país y mediante informe favorable del departamento de relaciones internacionales
que debía basarse fundamentalmente en el consenso espontáneo producido en las publicacio-
nes tiflológicas, así como en los eventuales mecanismos internacionales de homologación.
· Además debe constar mediante certificación veterinaria que el animal cumple las
condiciones sanitarias legalmente exigidas.

· El animal debe llevar en lugar visible un distintivo que le identifica como perro-
guía cuyo modelo se fija en la Orden Ministerial de referencia.
Todo ello, sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas sobre esta
materia.
b) Autonómico.
· Guide Dog Foundation for the Blind, Inc.
· Guiding Eyes for the Blind, Inc.
· Pilot Dogs, Inc.
REINO UNIDO
· The Guide Dogs for the Blind Association.
FRANCIA
· Fédération Nationales des Clubs et Ecoles de Chiens Guides.

· Association des Chiens Guides de l.Quest.
RDA
· Blinden-und-Sehschwachen-Verband der DDR.
CHECOSLOVAQUIA
· Union of Invalids.
RFA
· Deutsches Rotes Kreuz.

· Fuhrhundschule fur Blinde.

· Internationale Blindenfuhrhundschule.

· Internationale Fuhrhundschule Kolnstrasse 54.
AUSTRALIA
· Royal guide Dogs For the Blind Associations of Australia.
JAPÓN
· Nippon Lighthorse Welfare Centre for the Blind.

· Japan Guide Dog Association for the Blind.
NUEVA ZELANDA
· Royal New Zealand Foundation for the Blind.
SUDAFRICA
· South African Guide Dog Association for the Blind.
SUIZA
· Ecole Suisse de dressage pour chiens d.Aveugles.
ITALIA
· Service Cani Guido Dei Lions.

· Nationala guide dog School for the Blind.
BÉLGICA
· Guide Dog Centre».
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Las Comunidades Autónomas han establecido una regulación propia que versa
sobre el acceso de los invidentes con perro-guía a distintos lugares públicos o de uso
público, registro y distintivo que se le otorga26.
En todas las disposiciones autonómicas, tras reiterar el contenido del art. 49 CE, se
trata de adecuar los medios suficientes y necesarios para que las personas con alguna
minusvalía puedan participar en la sociedad en las mejores condiciones posibles. Para
ello, se trata de generar una normativa lo suficientemente ágil y clara que permita que
esto no quede sólo en juicio de intenciones, sino que, por el contrario, se convierte en
instrumento que facilita una igualdad de posibilidades para su integración.
Esta regulación la efectúan en base a su competencia exclusiva en materia de asis-
tencia y servicios sociales, y en tanto les corresponde promover las condiciones para
que la libertad e igualdad del individuo y los grupos en que se integra sean reales y efec-
tivas, y remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la parti-
cipación económica, cultural y social.
Un ejemplo simbólico sobre el particular lo representa la resolución de 24 de enero
de 2003, de la Consejería de Cultura de la Junta de Andalucía, que acuerda publicar la
26 Vide: Ley 3/1994, de 26 de julio, Asamblea Regional de Murcia, acceso al entorno de los deficientes
visuales graves acompañados de perro-guía (B.O. Región de Murcia, 30 de julio 1994, núm. 174); Ley Foral
7/1995, de 4 de abril, que regula el régimen de libertad de acceso, deambulación y permanencia en espacios
abiertos y otros delimitados correspondiente a personas con disfunción visual total o severa y ayudadas por
perros guía (B.O. de Navarra de 12 de abril, núm. 47); Ley 17/1997, de 21 de noviembre,del País Vasco,
regula los perros guía (B.O. País Vasco de 11 de diciembre, núm. 237); Ley 5/1998, de 23 de noviembre,
del Parlamento de Andalucía, uso de perros guía por personas con disfunciones visuales (BOJA de 12 de
diciembre, núm. 141); Ley 23/1998, de 21 de diciembre, de Madrid, acceso de las personas ciegas o con
deficiencia visual usuarias de perro guía al entorno (BOCM, de 4 de enero de 1999, núm. 2); Ley 5/1999,
de 31 de marzo, de las Islas Baleares, regula los perros guía (BOE de 4 de mayo de 1999, núm. 106); Ley
1/2000, de 31 de
mayo, Presidencia de la Comunidad Autónoma de La Rioja, regulación de los perros guía acompañantes de
personas con deficiencia visual (BOE de 11 de julio, núm. 165); Decreto 19/2002, de 15 de marzo,
Consejería de Salud y Servicios Sociales de La Rioja, registro y distintivo oficial de perros guía acompa-
ñantes de personas con deficiencia visual (B.O. La Rioja de 19 de marzo, núm. 34); Ley 10/2003, de 26 de
diciembre, Presidencia de la Junta de Galicia, acceso al entorno de las personas con discapacidad acompa-
ñadas de perros de asistencia (BOE de 29 de enero de 2004, núm. 25), resultando de interés la clasificación
de los perros de asistencia que efectúa en su art. 3: «1. A los efectos de la presente ley, los perros de asisten-
cia se clasifican en: a) Perro-guía: aquel individualmente adiestrado para acompañar, conducir y auxiliar a
las personas ciegas o con deficiencia visual, b) Perro de servicio: aquel individualmente adiestrado para
auxiliar a las personas con discapacidad física en el desarrollo de las labores propias de la vida cotidiana»;
Decreto 1017204, de 1 de junio, del Departamento de Agricultura y Pesca, sobre tenencia de animales de la
especie canina en la Comunidad Autónoma del País Vasco (B.O. País Vasco, de 9 de julio, núm. 130);
Decreto 32/2005, de 8 de febrero, de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social, regula el distintivo
de perro guía y el procedimiento para su concesión y crea el registro de perros guía de la Comunidad
Autónoma de Andalucía (BOJA de 22 de febrero, núm. 37).
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normativa revisada de visita del monumento de la Alambra y Generalife aprobada por
acuerdo del pleno del Patronato de 27 de mayo de 2002, apartado 2.6.3. Normas bási-
cas de acceso al monumento: «Está prohibido el acceso a las zonas visitables del
Monumento en compañía de animales en general, con excepción de los perros guía».
c) Local.
En cumplimiento de la legislación autonómica reseñada, las Corporaciones Locales,
han procedido a adaptar sus respectivas ordenanzas municipales27.
B. Adjudicación del distintivo para perros-guía por la ONCE.
Mediante la Circular 10/87, de 10 de junio, del Servicio para Afiliados, Sección
de Acción Social, se estableció la regulación del distintivo para perros-guía, registro
general de salida n°: A-5.720. A través de esta normativa se establece el registro de
escuelas de reconocida solvencia que figurará en la Dirección General de la ONCE.
La ONCE expedía y expide una tarjeta de usuario de perro-guía y un distintivo de
perro-guía a todos aquellos interesados que cumpliesen las condiciones correspondien-
tes, según el procedimiento establecido.
El solicitante debe acreditar:
· La procedencia del animal mediante el documento que le haya facilitado la escue-
la en la que se le instruyó, y
· Que el perro cumple las condiciones sanitarias pertinentes, lo que se demostraba
mediante certificado veterinario. En concreto el perro no debía padecer enfermedades
transmisibles al hombre, entendiéndose por tales las incluidas en el cuadro de antropo-
zoonosis vigente en cada momento, debía estar vacunado de rabia, con tratamiento
periódico de equinococosis, exento de parásitos externos y haber dado resultados nega-
tivos a las pruebas de leishmaniasis, leptospirosis y brucelosis. Se consideran signos de
enfermedad que justifican la negativa a la solicitud los siguientes: signos febriles, depi-
laciones anormales, deposiciones diarreicas, secreciones anormales y señales de para-
sitosis cutáneas.
Si la escuela de procedencia del animal se encuentra incluida en el registro de escue-
las de reconocida solvencia y además si el certificado veterinario acredita que el perro
cumple las condiciones sanitarias arriba mencionadas según los modelos de certificación
27 Sirva como ejemplo, la Ordenanza de 24 de septiembre de 2004, del Ayuntamiento de Almería,
Ordenanza municipal sobre los animales domésticos, art. 14.4: «Los perros guía de personas con disfun-
cion.es visuales, estarán exentos, en cualquier situación de ser conducidos con bozal».
611
vigentes en cada momento, se adjuntará a la solicitud una copia de los documentos acre-
ditativos para formar expediente y se facilitará al interesado una tarjeta de usuario y un
indicativo de perro-guía para el animal.
Los interesados cumplimentarán formulario según el modelo establecido y lo pre-
sentarán en cualquier Delegación Territorial, Dirección o Agencia Administrativa, para
que a su vez den curso normal y sean enviados a la Dirección General, tras haber com-
probado que cumplen los requisitos exigidos.
Una fotografía del dueño (cuerpo entero) junto al perro en posición de descanso figurará en
la tarjeta y otra igual en el expediente. Dicha fotografía irá situada en la parte anterior del carné.
En la parte posterior reflejará los siguientes datos: nombre y apellidos del usuario,
dirección, teléfono, número de carné de usuario, fecha de emisión y centro al que está
adscrito el usuario. Más abajo figurará el nombre del perro, escuela de origen, país de
procedencia, raza, color y número de registro.
El distintivo que se destine al perro-guía será metálico, y en su anverso figurará el
grafismo estipulado por la legislación en vigor. En el reverso irá grabado el nombre del
perro, número de carné y nombre del usuario.
Tanto la tarjeta de usuario como el indicativo del perro-guía, tendrán que renovarse
cuando por cualquier circunstancia exista la necesidad de reemplazar al perro.
La concesión de tarjeta y distintivo para el uso de perros-guía es independiente de
la afiliación a la ONCE. Los deficientes visuales con residencia en el extranjero que
realicen estancia temporal en España pueden también acogerse a esta regulación.
Los responsables territoriales de la entidad deberán orientar y apoyar por todos los
medios adecuados a los usuarios que, estando en regla como usuarios de perros-guía,
según normativa, y habiendo sido lesionados en sus derechos, deseen ejercer algún tipo
de acción legal o reivindicativa por los medios oficialmente establecidos.
8.6.3. La Fundación ONCE del perro-guía28.
A. Nacimiento.
28 Vide diario El País, 5 de junio de 2003, "Lazarillos bien entrenados":
«El entusiasmo se desata en la perrera. Varios labradores, golden retriever y pastores alemanes saltan y
ladran felices al ver acercarse a su instructor, Juan Luna, cargado con una correa. Van a salir de paseo.
Hasta ahí, el comportamiento normal de un perro. Pero estos bellos ejemplares están destinados a ser futu-
ros perros guía para personas ciegas. Viven en Boadilla del Monte, en las instalaciones de 110.000 metros
cuadrados de la Fundación ONCE del perro guía -la única escuela de este tipo de España y la mayor de
Europa, aseguran sus responsables-. [,..].
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Con el fin de propiciar alternativas encaminadas a la autonomía personal de las per-
sonas ciegas en lo que a su movilidad se refiere, el Consejo General de la ONCE
mediante el acuerdo 3/89-3 de fecha 20 de junio de 1989 decidió la creación de una
Fundación de carácter benéfico-asistencial que desarrollara en España un servicio cuyo
objetivo final fuese el adiestramiento de perros-guía, pretendiendo una vez más acercar
las soluciones a los afiliados de la entidad29.
Así, cobra existencia la Fundación ONCE del Perro-Guía cuyo patronato constitui-
do el día 28 de febrero de 1991 se compone de personas relacionadas con los Servicios
Sociales de la ONCE. Su desenvolvimiento práctico se realiza en un centro de adiestra-
miento de perros-guía.
Otra finalidad añadida consistía en intentar normalizar la adquisición de perros guía,
a través de la fundación, ya sea directamente o con el concurso de centros o escuelas.
B. Beneficiarios.
Serán beneficiarios potenciales de la Fundación, con carácter prioritario, las perso-
nas de nacionalidad española cuya situación visual coincida en cada momento con la
definición de ceguera de la ONCE que, a juicio del patronato, están en condiciones físi-
cas, psicológicas y socio-económicas de utilizar el perro como medio de movilidad y
prefieran esta alternativa.
En 2002 salieron de Boadilla 91 canes y se entregaron otros 20 procedentes de Estados Unidos. Con éstos
ya son 800 los perros guía que circulan por España. A pesar de la cifra, la lista de espera para obtener un
ejemplar criado, educado y adiestrado en el centro de la ONCE se encuentra en torno al año y medio. El
perro se entrega gratuitamente en usufructo vitalicio. [...].
La Fundación del perro guía, en marcha desde 1990, es autosuficiente. [...].
Lo que sí necesita la ONCE es la ayuda de las familias, que colaboran desinteresadamente en la formación
de los perros. Cuidan tanto de los ejemplares reproductores como posteriormente de las carnadas. Los
machos y hembras utilizados en la reproducción están seleccionados siguiendo criterios clínicos, físicos y
temperamentales. [...].
Los cachorros permanecen con la madre hasta que tienen 45 días. En ese momento son adoptados por unas
familias, previamente seleccionadas, hasta que cumplen un año: son los llamados educadores. [...].
Asignados los perros, los usuarios ciegos se trasladan durante tres semanas a la residencia de Boadilla. Allí
viven, pero las prácticas se hacen fuera, en Madrid. Y van a lugares sencillos, amplios, sin muchos obstá-
culos, a situaciones cada vez más complejas. Posteriormente, el instructor se desplaza dos o tres días al
lugar donde van a vivir y trabajar el perro. Establece las rutas principales de movimientos y luego vuelve
a Madrid. Pero ahí no acaba su cometido. Ahora es responsable de por vida de esa unidad: "Si hay algún
problema, tú eres el encargado de solucionarlo". [...]».
29 Vide Circular 14/91, de 18 de junio, del Departamento de Servicios Sociales para Afiliados, Sección de
Acción Social e Integración Laboral: «Normativa reguladora de la adquisición de perros-guía», registro
general de salida n°: 28.440-A.
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C. Solicitudes.
a)
Presentación
Los interesados presentarán sus solicitudes, a la Delegación Territorial o Dirección
Administrativa a la que estén adscritos, quienes las remitirán a la Dirección General,
Departamento de Servicios Sociales para Afiliados, Sección de Acción Social e
Integración Laboral.
Los solicitantes que hubieran utilizado perro-guía y precisen reponerlo tendrán prio-
ridad con respecto a las primeras peticiones.
b)
Valoración
La Dirección General de la ONCE y la Fundación ONCE del Perro-Guía exa-
minarán las solicitudes y pedirán al centro al que estén adscritos los solicitantes
los informes de orientación y movilidad, social, médico y psicológico, respectivamente.
Los informes serán realizados por los profesionales de los Equipos de Atención
Básica de los Centros a los que estén adscritos los aspirantes.
La Dirección General de la ONCE y la Fundación ONCE del Perro-Guía estudiarán
los informes y en base a ellos, aceptarán la concesión de perro-guía en función del nivel
de adecuación observado.
c)
Ayudas económicas.
La concesión de un perro-guía es de carácter gratuito, corriendo con los gastos la
Fundación ONCE del Perro-Guía.
a'. Adquisición a través de la Fundación ONCE del perro-guía
Si el perro-guía es proporcionado directamente por la Fundación ONCE del Perro-
Guía, ésta cubrirá los siguientes gastos:
· Viaje de ida y vuelta y seguro desde el domicilio del solicitante. Los billetes serán
adquiridos por la Fundación ONCE del Perro-Guía, quien los remitirá al centro al que
esté adscrito el solicitante.
· Alojamiento y manutención durante los días de duración del curso de adiestramien-
to. La Fundación ONCE del Perro-Guía y el usuario formalizarán un contrato en el que
se especificarán los derechos y deberes de ambas partes.

b'. Adquisición por el concurso de un centro o escuela ajeno a la Fundación ONCE del Perro-Guía
Cuando el perro-guía se adquiera con el concurso de un centro o escuela ajeno a la
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Fundación ONCE del Perro-Guía, como consecuencia de la orientación de ésta, queda-
rán asimismo cubiertos los siguientes servicios30:
· Viaje de ida y vuelta y seguro desde el domicilio del solicitante. Los billetes serán
adquiridos por la Fundación ONCE del Perro-Guía, quien los remitirá al centro al que
esté adscrito el solicitante.

· Alojamiento y manutención durante los días de duración del curso de adiestramiento.
· Ayuda para la obtención de perro-guía.

· Viaje y emolumentos del intérprete que acompañe al grupo cuando la Fundación
ONCE del Perro-Guía lo estime necesario para el adecuado desenvolvimiento del curso
al que propicie el acceso.
d) Condiciones económico-laborales.
Teniendo en cuenta que el entrenamiento para la utilización de un perro-guía ocupa
al interesado varias semanas requiriendo residir en el centro de adiestramiento durante
este período de tiempo, aquellas personas que en el momento de inicio del curso se
encuentran desarrollando una actividad laboral retribuida, podrán acogerse a alguna de
las modalidades que a continuación se especifican.
Para el cálculo de las ayudas, se considerará como período total de instrucción la
suma de: - Los días empleados para el desplazamiento. - Los días de duración del curso
de adiestramiento. - Los cuatro primeros días posteriores a la finalización del curso, que
son considerados como período de adaptación.
a'. Afiliados que desarrollan su actividad laboral fuera de la ONCE
En el caso de que los beneficiarios desarrollen su actividad laboral fuera de la
ONCE, se les abonará por el tiempo que dura su período total de instrucción compen-
sación económica equivalente a su salario íntegro mensual más el complemento de anti-
güedad o el descuento que sobre éste les hubiera sido practicado por motivo de realizar
el curso31.
30 Para la percepción de esta ayuda el interesado deberá remitir a la Dirección General, Departamento de
Servicios Sociales para Afiliados, Sección de Acción Social e Integración Laboral, a través del centro al
que esté adscrito, la siguiente documentación: a) Certificado de adiestramiento del perro-guía, emitido por
la Escuela de origen, b) Certificado veterinario en el que consten análisis, vacunas, etc. c) Factura emitida
por el centro de adiestramiento en la que figure el coste del perro-guía, d) Datos de la entidad bancaria y
número de cuenta a la que se desee que se realice el abono.
31 Los interesados en recibir dicha compensación deberán remitir a la Dirección General, Departamento
de Servicios Sociales para Afiliados, Sección de Acción Social e Integración Laboral, a través del centro
al que estén adscritos, certificado expedido por su empresa en el que se señalen las cantidades dejadas de
percibir en el período total de instrucción, así como los requerimientos para la obtención del servicio con
explicitación de las fechas que lo definen.
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b'. Afiliados que desarrollan su actividad laboral dentro de la ONCE
Si no son vendedores de cupón la ONCE les proporcionará licencia retribuida por el
tiempo que dure el período absoluto de instrucción, siendo totalmente hábil a efectos
de antigüedad.
Si son vendedores de cupón, la ONCE de igual manera, les proporcionará la licen-
cia pertinente, abonándoseles por el tiempo que dure su período total de instrucción,
compensación económica equivalente al módulo salarial más el complemento de anti-
güedad, resultando, como en el caso anterior, totalmente hábil a efectos de cómputo de
antigüedad.
En el caso de que presente alguna situación no contemplada en alguna de las cate-
gorías enunciadas con anterioridad, se significará este extremo a la Dirección General,
la cual adoptará la resolución que corresponda al respecto.
8.7.
Prestaciones extraordinarias.
Están reservadas para resolver aquellas situaciones excepcionales, derivadas de la
ceguera o deficiencia visual, no contempladas en las prestaciones descritas anterior-
mente, siempre y cuando se encuentren debidamente acreditadas y justificadas.
Los expedientes deberán ser estudiados e informados previamente por las juntas de
prestaciones para el bienestar social y la autonomía personal, justificando la propuesta.
Serán remitidos para su resolución, a la Dirección de Autonomía Personal y Bienestar
Social.
8.8.
Juntas de prestaciones para el bienestar social y la autonomía personal.
8.8.1.
Concepto.
Es el órgano comisionado de las delegaciones territoriales, direcciones administra-
tivas y dirección general, que entiende, en su ámbito de competencia, de todo lo relati-
vo a las prestaciones establecidas por la ONCE.
8.8.2.
Composición.
La composición es la siguiente:
- Junta de la Dirección General.
Presidente: el Director General Adjunto de Servicios Sociales para afiliados.
Vicepresidente: el Director de Autonomía Personal y Bienestar Social.
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Vocales: los Jefes de los Departamentos de Bienestar Social y Autonomía Personal
de la Dirección General.
Secretario: un administrativo, designado por el Presidente, que actuará con voz y sin
voto.
- Juntas de las Delegaciones Territoriales y Direcciones Administrativas.
Presidente: el Delegado o Subdelegado Territorial o el Director Administrativo.
Vocales: el Jefe del Departamento de Servicios Sociales para Afiliados y un miem-
bro del Consejo Territorial.
Secretario: un administrativo, designado por el Presidente, que actuará con voz y sin
voto.
8.8.3. Funciones.
A las Juntas de Prestaciones para el Bienestar Social y la Autonomía Personal
corresponde resolver la concesión, denegación, renovación, suspensión de las ayudas
reguladas en esta normativa, revisar y, en su caso, modificar sus acuerdos cuando con-
tra ellos se interpongan recursos por parte de los usuarios y cuantas competencias les
sean atribuidas por la Dirección General, dentro de su ámbito.
9. Derecho a la obtención de orientación y rehabilitación personal y familiar.
El artículo 10 de los Estatutos de la ONCE, establece (derecho a):
«b) Obtener la orientación y rehabilitación personal y familiar adecuadas, tendentes a la
reinserción social».
En la memoria de la ONCE, se destaca que durante el año 2003 se ha prestado aten-
ción directa en rehabilitación a 5.157 personas (5,2% más que el año 2002). En total se
han efectuado 7.067 intervenciones, de acuerdo al siguiente detalle: 4.315 intervencio-
nes en el área de optimización del funcionamiento visual; 1.551 acciones en el área de
orientación y movilidad; 1.201 en el área de habilidades de la vida diaria.
El número de solicitudes para el servicio de rehabilitación ha sido de 6.008 y la lista
de espera ascendió a 3.682 personas.
La implantación completa del servicio de rehabilitación integral alcanza ya a 44 centros.
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10. Derecho a la atención educativa32.
10.1. Los servicios educativos de la ONCE33 34.
10.1.1. Ideas generales35.
32 Vide: María Rosa VILLALBA SIMÓN, Aspectos evolutivos y educativos de la deficiencia visual, 2
Vols., ONCE, Madrid, 2000, en particular el segundo volumen, más extenso que el primero, donde se
ocupa de los aspectos que más propiamente corresponden a la práctica educativa; Trinidad GONZÁLEZ
de CARA, Socorro SÁNCHEZ CRISOL, Milagros SUÁREZ VILAR, Adquisición y desarrollo de concep -
tos básicos, ONCE, Madrid, 1997; María Rosa CANDEL MARTÍN RINCÓN y Otros, Atención tempra -
na a niños con ceguera o deficiencia visual, ONCE, Madrid, 2001; Dolores BARDISA, Cómo enseñar a
los niños ciegos a dibujar, ONCE, Madrid, 1992; Natalie BARRAGA, Disminuidos visuales y aprendiza -
je: enfoque evolutivo, ONCE, Madrid, 1985; Luisa POVEDA REDONDO, La educación plástica de los
alumnos con discapacidad visual, ONCE, Madrid, 2003; Rosa Lucerga ELENA GASTÓN, En los zapa -
tos de los niños ciegos: guía de desarrollo de 0 a 3 años, ONCE, Madrid, 2004; José Enrique FERNÁN DE
del CAMPO, La enseñanza de la matemática a los ciegos, ONCE, Madrid, 1996; Mercé LEONHARDT,
La intervención en los primeros años de vida del niño ciego y de baja visión: un enfoque desde la aten -
ción temprana, ONCE, Madrid, 2002; Jorge Luís GONZÁLEZ FERNÁNDEZ y Otros, Más allá del aula:
la acción tutorial en niños ciegos y deficientes visuales, ONCE, Madrid,   1997; Julia FUENTES
HERNÁNDEZ, Método Alameda: maduración lecto-escritora para alumnos ciegos y deficientes visuales
de tres a seis años, ONCE, Madrid, 1995; Elizabeth J. CHAPMAN y Michael J. TOBIN, Mira y piensa:
manual del profesor, ONCE, Madrid, 1997; Ignacio ESCANERO MARTÍNEZ, Los servicios educativos
en las instituciones: cómo desarrollar una gestión moderna y eficaz, ONCE, Madrid, 1996; Mercé LEON-
HARDT, Iniciación del lenguaje en niños ciegos: un enfoque preventivo, ONCE, Madrid, 1999; Vicente
L. MONACID GUINOT, El juego en los niños ciegos y deficientes visuales, ONCE, Madrid, 1990; Rosa
María LUCERGA REVUELTA y otros, Juego simbólico y deficiencia visual, ONCE, Madrid, 1992;
Amparo MIÑAMBRES ABAD y otros, ¿Se pueden tocar los cuentos?, ONCE, Madrid, 1996.
Todos iguales, todos diferentes, bajo este titulo común, la ONCE presenta una serie de cinco estudios, sin
fecha, sobre integración escolar de niños con ceguera o deficiencia visual, que comprende los siguientes
títulos: María José DÍAZ-AGUADO, Niños con necesidades especiales; María José DÍAZ-AGUADO,
Programas para favorecer la integración escolar: manual de intervención; María José DÍAZ-AGUADO,
Pilar ROYO GARCÍA, Ana BARAJA, Programas para favorecer la integración escolar de niños ciegos:
investigación; María José DIAZ-AGUADO, Pilar ROYO GARCÍA, Instrumentos para evaluar 1a integra -
ción escolar; María José DÍAZ-AGUADO, Pilar ROYO GARCÍA, Niños con dificultades para ver.
33 La experiencia acumulada desde la entrada en vigor de las circulares 29/88, de 1 de junio, del Servicio
para Afiliados, Sección de Educación, regulando la configuración y definición de los Centros de Recursos
Educativos, 38/88, de 5 de octubre, del Servicio para Afiliados, Sección de Educación, publicando los
Estatutos de los Centros de Recursos Educativos y 12/90, de 21 de junio, del Servicio para Afiliados,
Sección de Educación e Integración Laboral, reguladora de los Servicios Educativos de la O.N.C.E., así
como los cambios que de índole educativa se han venido produciendo en los últimos años, hicieron nece-
sario el estudio y análisis de la nueva realidad, que culminaron con la elaboración del documento: "La
Educación en la O.N.C.E." aprobado por el Consejo General de la O.N.C.E., por Acuerdo 3/98 - 2.2., de
26 de mayo: "Líneas Generales de la Educación en la O.N.C.E."
Era necesario proceder a una actualización de la normativa que contribuyera a armonizar la nueva situa-
ción al objeto de proporcionar una respuesta más acorde con las necesidades educativas que presentan los
alumnos ciegos o deficientes visuales y la legislación vigente en materia educativa. Para ello se dictó la
Circular 1/99, de 5 de marzo, de la Dirección de Educación, registro general de salida n°: 23.345, por la
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El Decreto de 13 de diciembre de 1938, por el que se crea la Organización Nacional
de Ciegos Españoles (O.N.C.E.) y el Real Decreto 358/1991 de 15 de Marzo, por el que
se reordena dicha Organización, reconocen, como uno de los fines principales de la
Corporación de Derecho Público, de Carácter Social, la atención educativa a las perso-
nas ciegas y deficientes visuales36. Los Estatutos de la ONCE, en su art. 10, determi-
nan, el derecho del afiliado a:
«c) La atención educativa con los medios técnicos precisos para aquellos afiliados que
se encuentran en edad escolar, respetando, en todo caso, los legítimos derechos de sus
padres37 o representantes legales».
Sin embargo, el conjunto de cambios producidos en la legislación educativa de nuestro país
en los últimos años, ha dado lugar a que la O.N.C.E., como institución de reconocido prestigio
en la atención educativa de sus afiliados, vaya adecuando progresivamente todos sus recursos,
que se establece la normativa reguladora de los servicios educativos de la ONCE, y funcionamiento de los
centros de recursos educativos, que entró en vigor el 1 de marzo de 1999.
Quedaban derogadas las circulares: 29/88, de 1 de Junio, del Servicio para Afiliados, Sección de
Educación, 38/88, de 5 de octubre, del Servicio para Afiliados, Sección de Educación y 12/90, de 21 de
junio, del Servicio para Afiliados, Sección de Educación e Integración Laboral, así como los modelos de
documentación que debían cumplimentar los Centros de Recursos Educativos y los Equipos Específicos,
en sustitución de los anexos contenidos en la Circular 12/90, que fueron remitidos por oficio particulariza-
do, de fecha 4 de junio de 1992, a los diferentes Centros de Recursos Educativos, Delegaciones
Territoriales y Direcciones Administrativas.
34 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "La ONCE como entidad prestadora de servicios especializados
para los deficientes visuales: especial análisis del problema del empleo", Cuadernos de Información
Jurídica, 20, (1987), pp. 3-5, donde señala clasifica la evolución en la prestación de los servicios a los defi-
cientes visuales en tres momentos de expansión o de acción de los servicios especializados: a)
Equipamiento educativo residencial, b) Década de los 60. c) Tras las elecciones de 1982, donde se da un
apoyo institucional decidido a la opción de la educación de los escolares ciegos en centros ordinarios.
35 Se ha contado durante el año 2003, con 570 profesionales de la ONCE y de diversas Administraciones, 409 dedi-
cados a la educación integrada y 161 a los ciclos impartidos en los centros específicos de la institución.
Así, durante el curso 2002/2003 se ha atendido a 8.104 niños ciegos y deficientes visuales, de los cuales 445 estaban
escolarizados en los centros específicos de la ONCE (5,49%) y 7.659 integrados en colegios orientados (94,51%).
36 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, pp. 65-66: «Dentro
de las acciones que la ONCE financia gracias a la cuota social del cupón, merece destacar la tarea educa-
tiva por su acción integradora. Históricamente, la ONCE ha dirigido su atención preferente a la educación
de las personas ciegas durante la infancia y la juventud. Actualmente, y aún manteniendo los centros espe-
ciales para invidentes, la ONCE propicia educación de los escolares ciegos en centros ordinarios, siempre
que los padres estén de acuerdo. Este procedimiento resulta bastante más gravoso y complicado que el sis-
tema de colegios especiales, pero la ONCE ha apostado por financiar la adaptación del puesto de estudio
con la convicción de que este sistema de "educación inclusiva" propicia un mayor nivel de integración.
Varias experiencias han demostrado la elevada eficacia normalizadora de este sistema en comparación con
la educación en centros especiales, y según varios especialistas, permiten el método de aprendizaje de pau-
tas y actitudes integradoras más eficaz y duradero de entre todos los conocidos».
37 Vide Actas de la primera conferencia de padres de niños sordociegos, celebrada en Madrid los días 5 al
7 de abril de 1991, Conferencia de padres de niños sordociegos, 1a, ONCE-Fundación ONCE, Madrid,
1991, 83 pp.
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humanos y materiales, a la realidad actual. Esta adecuación se traduce en la nueva estructura y
organización de los servicios educativos de la O.N.C.E., cuyo objetivo prioritario es lograr la
máxima calidad de la educación de las personas con ceguera o deficiencia visual, en aras de
conseguir su plena autonomía personal e integración en la sociedad38.
En este sentido, la O.N.C.E. asume, en materia de política educativa:
· La consolidación de los Centros de Recursos Educativos como garantes del desarrollo
de la acción educativa llevada a cabo con las personas con ceguera o deficiencia visual, en
cualquiera de las dos modalidades actuales de escolarización: apoyo a la enseñanza integra-
da de los alumnos escolarizados en centros ordinarios y atención educativa a los alumnos
escolarizados en los Centros Específicos de Educación Especial que se ubican en los Centros
de Recursos Educativos. Ambas modalidades son de libre elección de las familias, previa
información y orientación por parte de los profesionales, teniendo en cuenta, en todo caso,
los recursos humanos y materiales de la institución.
· La continua adecuación de los servicios educativos a la realidad socioeducativa del
país, que se concretará, a su vez, en los siguientes objetivos específicos: integración y
normalización educativas; consolidación de los centros y servicios educativos y parti-
cipación de cuantos agentes se hallen implicados en la comunidad educativa, en con-
cordancia con el espíritu de tales principios básicos; consolidación del carácter especí-
fico y complementario de los servicios, prestaciones y centros de la organización. A este
38 Vide REDACCIÓN, "Braillín, el muñeco que enseña braille", Elmundo.es, 24 de noviembre de 2004:
«Tiene el pelo amarillo, zapatos grandes y una camiseta naranja muy especial: sobre ella, en seis botones
"apretables", se puede escribir todo el alfabeto Braille. Su nombre es Braillín, un juguete para niños cie-
gos -o no- pionero en el mundo.
Nació en Argentina, en la mente de una maestra que trabajaba con discapacitados, pero la ONCE, en cola-
boración con Famosa y el Instituto de Juguete (AIJU), han dado el aspecto y la textura final a este simpá-
tico muñeco. El objetivo es favorecer a los más pequeños en su integración, un divertido puente entre el
mundo de los que ven y el de los que, no.
Jugar como una más.
"Brailín permite a un niño ciego interactuar e intercambiar juguetes con sus compañeros videntes. De este
modo, a la vez que les explica el funcionamiento del Braille, el niño gana en autoestima e integración",
afirma Luz Laine, directora de Educación de la ONCE.
Además, se incluye una guía didáctica que propone actividades a los profesores para realizar en el aula
con todos los chavales. Aprender a escribir el nombre en Braille permite explicar qué es y quienes usan ese
lenguaje. "Si el niño aprende jugando, interioriza mejor los conceptos y los hace propios", explica Vicente
Ruiz, director general adjunto de Servicios Sociales de la ONCE.
Distribución en centros educativos.
Esta concienciación con la discapacidad del compañero ciego es cada vez más necesaria, puesto que el 95%
de los 8.000 estudiantes ciegos van a colegios normales y no a centros exclusivos para invidentes.
En un principio, las primeras 3.000 unidades se podrán comprar en las tiendas de la ONCE a un precio de
18 euros, pero se distribuirán gratuitamente entre todos aquellos centros educativos que lo soliciten.
Cualquier colegio que cuente con un discapacitado visual entre sus alumnos puede tener un Braillín».
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respecto, la aportación de la entidad al sistema educativo general se concreta en el
ámbito derivado de la ceguera o deficiencia visual; colaboración con las administracio-
nes educativas, estamentos universitarios y otras instituciones, mediante la firma de los
correspondientes convenios o acuerdos, conservando la O.N.C.E. el protagonismo que
en materia de educación le ha sido otorgado por el Estado.
· La consolidación de la Escuela Universitaria de Fisioterapia de la O.N.C.E. como cen-
tro en el que se organiza, coordina e imparte la docencia conducente a la obtención del títu-
lo de Diplomado en Fisioterapia. Se apoya la integración académica de los afiliados a la
O.N.C.E. que cursan estudios en otras escuelas universitarias de Fisioterapia y se promue-
ve la formación de profesionales ya titulados.
· La optimización de los Servicios Educativos de la O.N.C.E. que se concreta en
metas parciales tales como: racionalización y eficiencia en la gestión, máxima profesio-
nalización, participación y evaluación constantes.

10.1.2. Dirección de educación.
La Dirección de Educación es el órgano ejecutivo que, bajo la dependencia del
Director General y Director General Adjunto, tiene como funciones las de planificar,
organizar, dirigir, coordinar y supervisar la actividad educativa de la O.N.C.E. y, en par-
ticular, la de los Centros de Recursos Educativos y Escuela Universitaria de Fisioterapia; pro-
poniendo y elaborando informes, normativas y proyectos sobre educación.
La Dirección de Educación se estructura en los siguientes departamentos.
A. Departamento de evaluación y calidad educativa
Sus funciones son planificar, poner en marcha, coordinar, verificar y evaluar los progra-
mas educativos llevados a cabo en los diferentes servicios educativos. Todo ello de acuerdo
con las directrices emanadas del Director Ejecutivo, desarrollando las siguientes actividades:
· Ordenar los servicios educativos de la O.N.C.E.
· Potenciar la máxima calidad educativa en los programas desarrollados, garantizan-
do a todos los alumnos los apoyos y medios técnicos necesarios para llevar a cabo sus
estudios con normalidad.

· Llevar a la práctica, de las innovaciones analizadas por el Departamento de
Renovación Pedagógica, las que se consideren oportunas.
· Realizar, en coordinación con las diversas estructuras implicadas en cada progra-
ma, la evaluación/inspección de los diferentes servicios educativos de la entidad.
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· Coordinar y realizar el seguimiento de los acuerdos y convenios que, en materia
educativa, se firmen con las distintas administraciones públicas y otras instituciones.

· Cualquier otra actividad, encomendada por el Director Ejecutivo, en materias de
su competencia.
B.
Departamento de renovación pedagógica
Sus funciones son investigar, innovar y difundir cuantos instrumentos y estrategias
de diagnóstico e intervención didáctica y pedagógica favorezcan el desarrollo de pro-
gramas educativos de calidad para las personas con ceguera o deficiencia visual, así
como determinar y controlar la adecuada formación de los profesionales encargados de
los mismos. Todo ello de acuerdo con las directrices emanadas del Director Ejecutivo,
desarrollando las siguientes actividades:
· Proponer, analizar y difundir experiencias generales de innovación educativa, en
el ámbito nacional e internacional.

· Planificar, valorar, ejecutar e informar estudios e investigaciones en materia edu-
cativa, tanto de los profesionales de la O.N.C.E. como externos; difundiendo y publi-
cando, en su caso, los resultados obtenidos.

· Recopilar, analizar y difundir la documentación existente sobre temas pedagógicos y legisla-
tivos en materia de educación, así como promover publicaciones de carácter técnico e informativo.
· Determinar la formación que deban poseer los profesionales de la educación de la
O.N.C.E. y los externos que colaboren con la misma, controlando la permanente actua-
lización de aquélla.
· Cualquier otra actividad, encomendada por el Director Ejecutivo, en materias de
su competencia.
C.
Departamento de gestión de recursos educativos
Sus funciones son analizar las necesidades inherentes a la gestión educativa y administrar
y coordinar la racionalización de cuantos recursos humanos, materiales y económicos sean
precisos para alcanzar los objetivos establecidos en los programas; todo ello de acuerdo con
las directrices del Director Ejecutivo, desarrollando las siguientes actividades:
· Planificar los procesos orgánico-funcionales de los servicios de recursos didácti-
cos de los Centros de Recursos Educativos de la O.N.C.E.

· Orientar, bibliográficamente, a estudiantes, a profesionales de la educación y res-
ponsables de la producción sobre los recursos didácticos existentes.
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· Coordinar y revisar las prestaciones económicas y las adaptaciones de puesto de
estudio concedidas por los centros.

· Tramitar las prestaciones económicas que sean competencia de la Dirección
General en materia de prestaciones al estudio.

· Difundir información actualizada a los afiliados y profesionales de la educación, sobre
recursos existentes en la O.N.C.E. y las administraciones públicas, afines a sus intereses y
necesidades, tales como convocatorias de concursos, premios, ayudas, becas, etc.
· Cualquier otra actividad, encomendada por el Director Ejecutivo, en materias de
su competencia.
10.1.3. Centros de recursos educativos.
A.
Concepto.
Los Centros de Recursos Educativos (C.R.E.) constituyen la estructura organizativa
que, bajo la dependencia de la Dirección de Educación, dirige sus actuaciones hacia la acción
educativa desarrollada, tanto en centros ordinarios como en centros específicos, con las per-
sonas con ceguera o deficiencia visual. Desde los mismos, se presta asesoramiento técnico a
todos los miembros de la comunidad educativa y los apoyos psicopedagógicos, materiales,
técnicos y humanos necesarios; se ejerce la coordinación técnica y pedagógica en el área edu-
cativa de los profesionales de los equipos específicos y del centro específico y se canalizan
las actuaciones en campos tales como la investigación, la innovación y la formación de pro-
fesionales. El objetivo último es, por tanto, fomentar y facilitar el apoyo a la integración en
la sociedad de las personas ciegas o deficientes visuales.
B.
Ámbito de influencia.
Cada Centro de Recursos Educativos extiende su actuación a una determinada zona de
influencia, poniendo todos sus recursos a disposición de los profesionales de los equipos
específicos, de los centros específicos, de los alumnos, sus familias y restantes miembros
de la comunidad educativa que puedan demandarlo.
La zona de influencia de los diferentes C.R.E. queda configurada de la siguiente
manera:
-
"Antonio Vicente Mosquete" de Madrid: Madrid, Castilla-León, Castilla-La
Mancha, Canarias, País Vasco y Navarra.
-
"Santiago Apóstol" de Pontevedra: Galicia, Asturias y Cantabria.
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· "Espíritu Santo" de Alicante: Comunidad Valenciana y Murcia.

· "Luís Braille" de Sevilla: Andalucía, Extremadura, Ceuta y Melilla.

· "Joan Amades" de Barcelona: Cataluña, Aragón, La Rioja y Baleares.

No obstante, esta distribución puede sufrir modificaciones al objeto de conseguir
una óptima racionalización de los recursos, tanto personales como materiales.
C.
Funciones.
Las funciones de los Centros de Recursos Educativos son las siguientes:
-
Planificar, supervisar y evaluar la acción educativa, en coordinación con la
Dirección de Educación.
· Coordinar las actuaciones desarrolladas por los Equipos Específicos de Atención a
la Educación Integrada de ciegos y deficientes visuales.

· Coordinar las actuaciones de los diferentes módulos y servicios especializados
ofertados por el Centro de Recursos Educativos.

· Organizar en los Centros Específicos los niveles y etapas educativas a impartir,
según el enfoque promovido por las administraciones educativas, conforme a las dispo-
siciones legales vigentes.
D.
Estructura orgánico-funcional del centro de recursos educativos.
La titularidad de los Centros de Recursos Educativos corresponde a la O.N.C.E.,
ejerciendo su gobierno, representación y gestión a través de sus órganos unipersonales
y colegiados.
Son órganos unipersonales del C.R.E.:
· Director del C.R.E.
· Director de Educación Integrada.

· Director del Centro Específico.

· Secretario.
· Jefe de Residencia.

· Administrador.
Son órganos colegiados del C.R.E.:
· Consejo de Dirección.
· Junta Económico-Administrativa.

· Junta de Prestaciones al Estudio.
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10.1.4. Oferta educativa del centro de recursos educativos.
Los Centros de Recursos Educativos prestan los siguientes servicios:
· Estructura Modular.
· Servicios Especializados.
· Centro Específico.
· Apoyo a la Educación Integrada.
A. Estructura modular.
La estructura modular es el conjunto de servicios del C.R.E. que, bajo el principio de
estrecha coordinación entre los mismos, investiga en cualquiera de los campos educativos
y asesora a los profesionales, tanto del centro específico como de los equipos específicos de
su zona de influencia, acerca de su intervención profesional.
Esta estructura tiene su sede en el C.R.E. y sus componentes son profesionales de los centros
específicos y de los equipos específicos, facilitando, de este modo, el intercambio de experiencias,
enriqueciendo la resolución de los problemas planteados en los diferentes ámbitos de la educación
y profundizando, desde distintos puntos de vista, en la mejora de la calidad de la enseñanza.
La estructura modular va dirigida a todos los estamentos de la comunidad educati-
va que, de forma directa o indirecta, trabajen con alumnos ciegos o deficientes visua-
les: profesionales de la O.N.C.E. y de otras instituciones públicas o privadas, familias
de los alumnos y entidades del ámbito educativo. Además, es flexible, ajustándose en
cada momento a las necesidades de la estructura educativa de la O.N.C.E. La participa-
ción de los diferentes profesionales en cada uno de los módulos estará en función de los
cambios y/o necesidades que se produzcan en los Centros de Recursos Educativos.
En la actualidad, forman parte de esta estructura los siguientes módulos:
· Atención educativa a personas con sordoceguera.
· Formación de profesionales.

· Habilidades básicas.
· Orientación educativa e intervención psicopedagógica y familiar.

· Innovación educativa y desarrollo curricular.

· Recursos didácticos y de apoyo: investigación y adaptación.
Este esquema básico de estructura modular responde a un Centro de Recursos
Educativos tipo, lo que supone que tiene una aplicación particular y específica en cada caso;
no todos los módulos deben ser desarrollados por todos los Centros de Recursos Educativos,
dependiendo su grado de implantación de las necesidades educativas que se planteen.
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Las funciones a desarrollar por cada uno de los módulos, en el campo propio de sus
competencias, son básicamente las siguientes: investigación e innovación; asesora-
miento técnico a los directivos del C.R.E. y responsables de los equipos específicos;
asesoramiento técnico a los diferentes profesionales que intervienen en la atención al
colectivo de personas ciegas o deficientes visuales, estableciendo los criterios y direc-
trices que deben regir la intervención posterior.
La coordinación técnica de los módulos será ejercida por uno de los profesio-
nales participantes en cada uno de ellos. En la planificación y evaluación de las
actividades de los diferentes módulos intervendrá un equipo de coordinación inter-
modular, compuesto por el director del C.R.E. y los coordinadores de cada uno de los
módulos.
El director del C.R.E., como responsable de la estructura modular, arbitrará las
medidas necesarias para garantizar el adecuado funcionamiento de esta estructura. El
Director de Educación Integrada facilitará la coordinación entre la estructura modular
y los equipos específicos.
Para cada, curso escolar, los diferentes módulos realizarán el correspondiente proyecto
anual. Finalizado el curso escolar, se cumplimenta la correspondiente memoria que recoge,
al menos, la evaluación/valoración de los diferentes apartados incluidos en el plan de actua-
ción. A continuación desarrollo los aspectos más relevantes de cada uno de los módulos:
a) Atención educativa a personas con sordoceguera.
a'. Concepto.
Este módulo tiene encomendadas tareas de investigación, diseño, planificación,
desarrollo y evaluación de las actuaciones que en materia educativa se desarrollan con
las personas sordociegas; es decir, afectadas por un grave déficit visual combinado con
una deficiencia auditiva.
Dada la especificidad del módulo, existe una estrecha colaboración con el resto de
los módulos.
b'. Objetivos.
Elaborar documentación especializada que posibilite la detección precoz de las per-
sonas afectadas de sordoceguera.
Mantener actualizado el censo de la población afectada de sordoceguera.
Establecer criterios de evaluación y pautas de actuación para la atención de alumnos
sordociegos a fin de unificar criterios diagnósticos y de intervención.
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Desarrollar programas acordes con la situación actual en el ámbito de la educación,
la orientación vocacional-profesional y la integración social, adaptados a las caracterís-
ticas individuales, intereses y necesidades de cada alumno sordociego.
Proporcionar apoyo y orientación a los profesionales implicados directa o indirecta-
mente en la intervención educativa con las personas sordociegas.
Elaborar documentación técnica destinada a la formación y orientación de las familias de
las personas sordociegas incluidas en los programas educativos que se desarrollan.
Unificar los sistemas de comunicación (lenguaje de signos, dactilológico, etc.) entre
las propias personas sordociegas, los profesionales que les atienden, sus familias y su
contexto relacional próximo, para su posterior generalización.
Proporcionar formación especializada a los profesionales que intervengan en la edu-
cación de personas sordociegas, en coordinación con el módulo de formación de profe-
sionales.
Promover y orientar la investigación en las distintas áreas y campos de actuación del
módulo.
c' Funciones.
Elaboración y actualización periódica de estadísticas rigurosas sobre la población
afectada de sordoceguera.
Diseño de instrumentos de evaluación de las necesidades de estas personas, super-
visando su aplicación y recogida de información para la realización de los análisis
correspondientes.
Elaboración y edición de documentación especializada, para su posterior difusión,
que permita la detección precoz de las personas afectadas de sordoceguera y, por otra
parte, ofrezca modelos de actuación homogéneos con los educandos sordociegos.
Elaboración de orientaciones precisas para el diseño de las adaptaciones curricula-
res que sirvan de marco de referencia a los profesionales del Centro de Recursos
Educativos.
Propuesta al Director del C.R.E. de la realización de proyectos, actividades y cuan-
tas líneas de actuación se consideren necesarias para sistematizar la intervención y dar
coherencia a las actuaciones de los profesionales.
Elaboración de una guía de recursos externos susceptibles de ser utilizados por las
personas sordociegas, para favorecer su integración.
Diseño de programas de garantía social que sean realmente garantes de la inserción
laboral de esta población.
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Planificación, en colaboración con el módulo de formación de profesionales, de pro-
cesos de formación y fomento de la participación en los mismos de los profesionales
que intervienen con este colectivo.
Elaboración y difusión de un modelo de intervención familiar que dé respuesta a las
necesidades especiales de los alumnos sordociegos.
b)
Formación de profesionales
a'. Concepto.
Este módulo tiene encomendadas tareas de diseño, planificación, desarrollo y eva-
luación de programas de formación en materia de ceguera y deficiencia visual, así como
del ámbito educativo general, dirigidos a los profesionales de dicho ámbito.
b'. Objetivos.
Proponer el establecimiento de relaciones y de convenios con organismos, entidades
y centros que intervienen en el campo de la formación de profesionales.
Detectar y canalizar las necesidades que en el campo de la formación planteen los
profesionales, contribuyendo de esta manera a optimizar su desarrollo profesional.
Planificar y organizar acciones formativas para profesionales internos y externos a
la entidad.
Proponer acciones formativas y elaborar, desarrollar y coordinar las que sean apro-
badas por la comisión de formación de la Dirección General.
c'. Funciones.
Fomento y canalización de la participación de los profesionales de la O.N.C.E. en
las acciones formativas programadas por otras entidades.
Elaboración, desarrollo y realización del seguimiento y evaluación de acciones formati-
vas dirigidas a profesionales de la educación, a través de centros públicos y/o privados.
Elaboración, desarrollo y realización de los cursos de formación aprobados en el
Plan de Formación Anual de la Institución.
Colaboración con facultades, escuelas universitarias y centros de profesores y recur-
sos en los planes de formación, tanto de alumnos como de profesores, en materias rela-
cionadas con la ceguera y deficiencia visual.
c)
Habilidades básicas.
a'. Concepto.
Este módulo tiene encomendadas tareas de investigación, diseño, planificación,
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desarrollo y evaluación de proyectos relacionados con las áreas básicas del desarrollo
personal y social afectadas por la ceguera o deficiencia visual: estimulación visual,
orientación y movilidad, habilidades de vida diaria, habilidades sociales, logopedia y
psicomotricidad.
b'. Objetivos.
Promover, dirigir y, en su caso, desarrollar proyectos de investigación, incluidos en
los planes generales de la O.N.C.E., encaminados a mejorar las actuaciones contenidas
en las distintas áreas del módulo.
Elaborar y/o adaptar los currículos y programas de las diferentes áreas que componen este
módulo, conjuntamente con el módulo de innovación educativa y desarrollo curricular.
Asesorar y orientar a los profesionales, tanto internos como externos a la O.N.C.E.,
sobre las distintas actuaciones relacionadas con las áreas de intervención del módulo.
Establecer líneas y criterios comunes de actuación en las distintas áreas, a fin de uni-
ficar criterios diagnósticos y de intervención con el alumnado.
Facilitar la transferencia de conocimiento y experiencias entre todos los profesiona-
les del C.R.E., respecto a las diferentes áreas de intervención.
Establecer vías efectivas de coordinación con centros e instituciones con los que
existan, o puedan existir, acuerdos o convenios de colaboración.
c' Funciones.
Establecimiento de criterios comunes de actuación e intervención en cada una de las
áreas, dirigidas a los profesionales del C.R.E.
Elaboración y/o adaptación de los currículos y programas de las diferentes áreas que
componen este módulo.
Asesoramiento y orientación a los profesionales de los equipos específicos y del
centro específico, en relación con las actuaciones desarrolladas en las distintas áreas.
Diseño y validación de un instrumento de evaluación en cada una de las áreas del
módulo.
Asesoramiento a las familias de los alumnos a fin de que éstas puedan realizar un
adecuado seguimiento de las orientaciones de los profesionales, en su contexto social.
Intercambio de experiencias y transmisión de conocimientos entre todos los profe-
sionales intervinientes.
Establecimiento de criterios en las áreas de logopedia y psicomotricidad que permi-
tan la derivación de alumnos a los servicios externos, si fuera necesario.
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d)
Innovación educativa y desarrollo curricular
a'. Concepto.
Este módulo da cabida al desarrollo y actualización curricular y elaboración de
orientaciones para la realización de adaptaciones curriculares, así como a la planifica-
ción, seguimiento, evaluación e investigación de las enseñanzas experimentales impar-
tidas en los centros.
b' Objetivos.
Desarrollar los programas de investigación y de innovación educativa incluidos en
los planes generales de la O.N.C.E..
Elaborar directrices pedagógicas para la realización de adaptaciones de acceso al
currículo y curriculares propiamente dichas, significativas o no, tanto generales como
individuales, en las distintas áreas y materias, incidiendo de forma especial en las de cien-
cias, educación física, dibujo, música, idiomas y geografía.
Colaborar en la elaboración y/o adaptación de los desarrollos curriculares que se propon-
gan desde el centro específico, equipos específicos, módulos, servicios especializados, etc.
Asesorar a los diferentes colectivos del ámbito educativo en materia de elaboración,
seguimiento y evaluación de las enseñanzas experimentales que se desarrollen.
Formar parte de grupos de trabajo, seminarios, etc. organizados, tanto por la
O.N.C.E. como por otras instituciones, en relación con el desarrollo curricular y la
innovación educativa.
c'. Funciones.
Asesoramiento en la elaboración de las adaptaciones curriculares necesarias para los
alumnos.
Elaboración, asesoramiento, seguimiento y evaluación de enseñanzas experimentales
y asesoramiento en la elaboración de las adaptaciones, en los casos necesarios.
Asesoramiento y/o colaboración en la elaboración, seguimiento y evaluación de los dise-
ños curriculares base, respecto de las adaptaciones necesarias para los alumnos ciegos y defi-
cientes visuales.
Propuesta de programas de innovación educativa (diseño, desarrollo y evaluación)
relacionados con la educación de personas ciegas y deficientes visuales.
Detección y difusión de programas experimentales de innovación educativa.
e)
Orientación educativa e intervención psicopedagógica y familiar
a'. Concepto.
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Este módulo tiene encomendadas tareas referidas a la planificación, desarrollo y
evaluación, tanto de la orientación educativa en sus dimensiones básicas, como de la
intervención psicopedagógica y familiar.
b'. Objetivos.
Planificar los criterios y pautas referidos a la orientación educativa y a la interven-
ción psicopedagógica y familiar.
Diseñar y/o adaptar herramientas e instrumentos que permitan la evaluación y valo-
ración psicopedagógica de la población ciega y deficiente visual.
c'. Funciones.
Desarrollo de los programas de orientación e intervención psicopedagógica y fami-
liar dirigidos tanto a los centros específicos como a los equipos específicos.
Diseño y/o adaptación de técnicas e instrumentos que permitan desarrollar eficaz-
mente la orientación educativa en sus dimensiones básicas, así como la intervención
psicopedagógica y familiar.
Diseño del programa de orientación vocacional-profesional.
f) Recursos didácticos y de apoyo: investigación y adaptación
a'. Concepto.
Este módulo se dedica a la investigación, adaptación y difusión del material didáctico.
b'. Objetivos.
Fomentar la investigación encaminada a mejorar y actualizar los materiales didácticos.
Llevar a cabo planes de asesoramiento, información y difusión sobre materiales
didácticos.
Orientar sobre la elaboración, adaptación y utilización de materiales didácticos.
Investigar y adaptar programas educativos informatizados.
Establecer canales o vías que permitan recoger cuantas sugerencias planteen los pro-
fesionales.
Elaborar criterios psicopedagógicos y didácticos para el diseño y/o adaptación de
material educativo.
c'. Funciones.
Selección, investigación y diseño de los materiales curriculares, así como asesora-
miento a todos los miembros de la comunidad educativa.
Establecimiento de líneas básicas de actuación respecto a la adaptación de textos y
materiales curriculares.
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Asesoramiento respecto a la idoneidad de los materiales de acceso al currículo y sus
adaptaciones.
Fomento de la investigación, innovación y búsqueda de recursos materiales que
resulten idóneos para la educación de ciegos y deficientes visuales.
Elaboración de un manual con los criterios psicopedagógicos relacionados con el
diseño y/o adaptación del material didáctico.
B. Servicios especializados.
Es el conjunto de servicios del C.R.E. que, bajo la dependencia de su director, atien-
de las necesidades educativas planteadas por los alumnos tanto del centro específico
como de los equipos específicos.
Paso a exponer los aspectos más relevantes de cada uno de los servicios del C.R.E.
a) Servicio de apoyos específicos transitorios.
a'. Concepto.
Es el servicio desde el que se coordinan todas las actuaciones de apoyo que se llevan a
cabo en el centro específico, de forma puntual y transitoria, con los alumnos que en algún
momento de su escolaridad, en un centro ordinario, presenten problemas que no puedan
ser resueltos con los recursos de su zona de procedencia.
Este servicio se coordinará con los equipos específicos de la zona de influencia del
C.R.E., a través del Director de Educación Integrada correspondiente. La coordinación téc-
nica de este servicio en cada C.R.E. puede ser ejercida por un profesional designado por el
director del mismo.
b'. Objetivos.
Conseguir que los alumnos, que en su escolaridad presenten algún tipo de problema que
no pueda ser resuelto con los recursos de la zona en la que residen, se encuentren en condi-
ciones de volver a su escolaridad normalizada, en el menor tiempo posible y con mayores
probabilidades de éxito, mediante el desarrollo de las actuaciones necesarias.
Dar respuesta a las necesidades de formación específica que determinados grupos de
alumnos requieran en algún momento concreto de su escolaridad y que circunstancias como
la especificidad de sus necesidades, la conveniencia de que los alumnos convivan entre sí o
la racionalización de los recursos, aconsejen ofrecerlo desde este servicio.
c'. Funciones.
Coordinación de la elaboración y puesta en práctica de todas las actuaciones que los
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alumnos que acceden a este servicio precisan, posibilitándoles la incorporación a sus
centros de la forma más normalizada posible.
Evaluación de la consecución de los objetivos propuestos para cada alumno y reali-
zación del seguimiento de los mismos, una vez hayan regresado a su lugar de proceden-
cia, en coordinación con el Equipo Específico correspondiente.
b) Servicio de residencia.
a'. Concepto.
La residencia es el servicio del C.R.E. encargado de programar, coordinar y super-
visar las actividades que se desarrollan en ella, entendiendo ésta, no sólo como un ser-
vicio que oferta alojamiento y manutención sino, sobre todo, como el ámbito del C.R.E.
donde se promueven hábitos de convivencia, socialización e integración.
b'. Destinatarios.
La residencia acoge a los alumnos menores de 18 años escolarizados en los centros
específicos y a los que reciban apoyos específicos transitorios en el centro de recursos
educativos y deban permanecer en el mismo, así como a los alumnos, familias y profe-
sionales que realicen cursillos, convivencias, etc., organizadas desde el propio C.R.E.
En determinados casos, también se podrá poner la residencia a disposición de los
alumnos menores de 18 años que estudien en centros ordinarios y no puedan residir en
sus domicilios familiares. Esta situación será valorada por el director del C.R.E. y auto-
rizada expresamente por la Dirección de Educación.
c' Objetivos.
Colaborar en la educación de los alumnos en todo lo referido a la convivencia, socia-
lización, integración en el entorno, participación en el hogar y, en definitiva, en todos
los aspectos relativos a la vida residencial.
Ser lugar de encuentro de los grupos de alumnos que asistan a cursos, jornadas, con-
vivencias, etc.
Ofrecer alojamiento a los padres de alumnos y a profesionales de la educación que
acudan y permanezcan en el C.R.E. en cursos de formación y facilitar la convivencia y
el intercambio de experiencias entre los profesionales de la residencia, del centro espe-
cífico y de la educación integrada.
Colaborar en intercambios culturales de profesores y alumnos de otros países.
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c)
Servicio de rehabilitación
Es el servicio en el que se realiza la rehabilitación integral de los alumnos.
d)
Servicio de producción de recursos didácticos
Es el servicio en el que se realiza la adaptación de textos en tinta a sistemas accesi-
bles para las personas ciegas y deficientes visuales: grabación, trascripción al sistema
braille y soporte informático, así como la producción de otros materiales didácticos,
realizándose su posterior envío a los diferentes usuarios.
e)
Servicio de documentación técnica
Es el servicio encargado de gestionar los fondos bibliográficos y documentales del
centro.
0 Otros.
También cuenta con: servicio administrativo, servicios de intendencia y manteni-
miento y servicio médico.
C. Centro específico de educación especial.
Los centros específicos ubicados en los C.R.E. son centros docentes privados, cuya titu-
laridad corresponde a la O.N.C.E. como persona jurídica. Todos ellos poseen la condición de
Centros de Educación Especial para personas con ceguera o deficiencia visual.
Los centros que tengan la consideración jurídica de centros privados concertados se
atendrán a lo previsto en la legislación en vigor estatal y autonómica. Aquellos que
estén ubicados en los Centros de Recursos Educativos imparten enseñanzas no univer-
sitarias, subordinando su actuación a la del Centro de Recursos Educativos como
estructura más amplia.
En los centros específicos que la O.N.C.E. determine se impartirán las siguientes
enseñanzas:
· Educación primaria.
· Educación secundaria obligatoria.

· Bachillerato unificado polivalente (hasta su total extinción).

· Aulas de atención a alumnos sordociegos.

· Aulas de educación básica obligatoria.

· Formación profesional de II grado (hasta su total extinción)
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· Enseñanzas de formación profesional no reglada.

· Programas de garantía social que tras su estudio, análisis y valoración se estime
que se adecuan a las necesidades del colectivo de alumnos ciegos y deficientes visua-
les, para ser impartidos en estos centros.
No obstante, será responsabilidad de la O.N.C.E. determinar, en cada momento, la conti-
nuidad y/o implantación de niveles, etapas y distintas enseñanzas, velando por garantizar una
respuesta adecuada a las necesidades de los educandos ciegos o deficientes visuales.
D. Apoyo a la educación integrada: equipos específicos de atención a la educa-
ción integrada de ciegos y deficientes visuales.
La legislación vigente en materia educativa establece que los alumnos con necesi-
dades educativas especiales serán escolarizados en los centros y programas ordinarios.
La O.N.C.E., en su propósito de hacer efectiva dicha integración, facilita, dentro de sus
posibilidades, todos los medios necesarios para su logro, respetando, en todo momen-
to, los principios de normalización e integración escolar.
Progresivamente, desde las distintas administraciones educativas se ha ido creando
y consolidando toda una red de recursos humanos y materiales, de los cuales debo des-
tacar a los Equipos de Orientación Educativa y Psicopedagógica (Generales, de
Atención Temprana y Específicos) o equivalentes en las distintas comunidades.
En esta red de recursos se incorporan los profesionales de la O.N.C.E., conforman-
do así los Equipos Específicos de Atención a la Educación Integrada de ciegos y defi-
cientes visuales. Estos Equipos atienden a todas las etapas educativas y complementan
a los generales, dada su especialización. Les corresponde, por tanto, proporcionar los
apoyos necesarios para lograr con éxito la plena integración de las personas con cegue-
ra o deficiencia visual.
La O.N.C.E., a través de sus diversos centros, presta apoyo a los educandos escola-
rizados en centros ordinarios, encomendándose de forma concreta esta función a los
Equipos Específicos de Atención a la Educación Integrada de ciegos y deficientes
visuales de los Centros de Recursos Educativos, Delegaciones Territoriales y
Direcciones Administrativas. Dichos equipos están constituidos por los profesionales
necesarios para atender las necesidades derivadas de la deficiencia visual que presenta
el colectivo de afiliados adscritos a su demarcación geográfica o zona de intervención.
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a)
Concepto.
Los Equipos Específicos de Atención a la Educación Integrada de ciegos y deficien-
tes visuales se definen como la estructura multiprofesional que dirige su atención edu-
cativa a las personas con ceguera o deficiencia visual con necesidades específicas deri-
vadas de estas deficiencias, a fin de contribuir a la normalización e integración de estas
personas en todos los ámbitos de su vida.
b)
Ubicación y dependencia
Los equipos específicos están ubicados en las diferentes Delegaciones Territoriales
y Direcciones Administrativas, a excepción de aquéllos ubicados en provincias donde
exista un C.R.E. En este caso, el equipo específico tiene su sede en dicho C.R.E.
Los equipos específicos de las Delegaciones Territoriales y Direcciones
Administrativas dependen de los Jefes del Departamento de Servicios Sociales para
Afiliados. Los Equipos Específicos ubicados en los C.R.E. dependen de los Directores
de Educación Integrada.
El Jefe del Departamento de Servicios Sociales para Afiliados es el responsable téc-
nico de los Equipos Específicos de las Delegaciones Territoriales y Direcciones
Administrativas, siguiendo las directrices dictadas por el Director de Educación
Integrada, si bien, jerárquicamente, depende de su Jefe de Centro. Realiza funciones de
seguimiento de los convenios firmados, en materia educativa, con las diferentes admi-
nistraciones, de control y gestión de la actuación de su equipo y de racionalización y
administración de los recursos humanos y materiales a su disposición. No obstante,
algunas de las funciones de coordinación técnica podrá delegarlas en un profesional del
equipo, preferentemente adscrito a la O.N.C.E. y con, al menos, dos años de ejercicio
profesional en el mismo.
En aquellas comunidades autónomas con las que la O.N.C.E. establezca convenios
de colaboración en materia educativa, el Delegado Territorial, junto con el Director del
C.R.E. correspondiente, formarán paite de la comisión rectora de dicho convenio. El
Delegado Territorial designará a uno de los Jefes del Departamento de Servicios Sociales
para Afiliados de su comunidad autónoma para formar parte de la comisión técnica de segui-
miento de dicho convenio, junto con el Director de Educación Integrada.
c)
Destinatarios.
Desde cada uno de los equipos específicos se presta apoyo educativo a las personas
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afiliadas a la O.N.C.E. de su demarcación. Excepcionalmente, se atenderá a aquellos
alumnos no afiliados cuando exista informe favorable del Jefe del Departamento de
Servicios Sociales para Afiliados, quien contará con la valoración de los equipos espe-
cíficos.
Las diferentes actuaciones que se desarrollan desde los equipos específicos, en fun-
ción de los informes psicopedagógico, social y de visión funcional, van dirigidas a los
siguientes grupos de población:
· Bebés ciegos y deficientes visuales.

· Alumnos con ceguera o deficiencia visual escolarizados en cualquiera de las eta-
pas y niveles de la escolaridad obligatoria y no obligatoria de la enseñanza reglada,
tanto si cursan estudios en centros sostenidos con fondos públicos como privados.
· Alumnos con ceguera o deficiencia visual que cursen diferentes enseñanzas no
regladas.

· Familias de los alumnos atendidos por el equipo específico.
· Profesionales de la educación que atiendan directamente a los alumnos apoyados
por el equipo específico.

· Y, en general, todos aquellos agentes de la comunidad educativa que intervienen
en el proceso educativo.

d)
Objetivos y funciones.
El objetivo principal de la intervención desarrollada por los equipos específicos será
conseguir la efectiva integración y normalización del alumno ciego o deficiente visual
en todos los ámbitos de su vida. Los equipos deberán, por tanto, asesorar e intervenir
con todos los agentes de la comunidad educativa, participar activamente en las accio-
nes que la O.N.C.E. u otras instituciones emprendan para la detección y posterior inte-
gración de educandos ciegos y deficientes visuales, incidir en el entorno educativo del
alumno para su más efectiva integración, favorecer el proceso de enseñanza-aprendiza-
je de los alumnos de su ámbito, facilitar las ayudas específicas que el alumno requiera,
asesorar a los profesionales de los centros educativos, orientar a las familias y, por últi-
mo, intervenir en acciones de reciclaje que mejoren su formación.
e)
Componentes.
Los Equipos Específicos están, en la medida de lo posible, formados por profesio-
nales de la O.N.C.E. y de las Administraciones públicas. Sus componentes dependen,
637
administrativamente, de la institución de la que proceden y, técnicamente, del Jefe del
Departamento de Servicios Sociales para Afiliados, quien actúa bajo las directrices del
Director de Educación Integrada del Centro de Recursos Educativos a cuya zona de
influencia pertenecen.
Los Equipos Específicos cuentan, sin perjuicio de lo que en cada comunidad autó-
noma se establezca, con los siguientes profesionales:
· Profesor
· Trabajador social
· Psicólogo y/o Pedagogo

· Técnico de rehabilitación

· Instructor tiflotécnico
· Animador sociocultural y deportivo

El Equipo Específico podrá contar, asimismo, con la colaboración puntual, en fun-
ción de las necesidades, de otros profesionales: médico, oftalmólogo y especialista en
núcleos periféricos.
f)
Coordinación.
La coordinación de cada equipo será ejercida por el Jefe del Departamento de
Servicios Sociales para Afiliados, en el caso de las Delegaciones Territoriales y
Direcciones Administrativas, y por el Director de Educación Integrada, en el caso de
equipos con sede en un Centro de Recursos Educativos.
g)
Organización y funcionamiento.
El equipo específico funciona como un grupo de trabajo multiprofesional, con una
misma organización y plan de actuación, desarrollando sus tareas en una dinámica de
trabajo en equipo y compaginando éstas con las propias del campo de intervención de
cada profesional.
El equipo específico colabora en la valoración de los alumnos con los equipos gene-
rales de sector o equivalentes. Asimismo, colabora con las comisiones de coordinación
pedagógica, los departamentos de orientación y los centros donde se escolarizan los
alumnos en los aspectos que los centros demanden y en la elaboración de las adaptacio-
nes curriculares que el alumno requiera.
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h) Metodología de intervención.
Cada una de las etapas educativas atendidas por el equipo específico (educación
infantil, educación primaria y secundaria obligatoria, enseñanza postobligatoria, ense-
ñanzas universitarias, educación de personas adultas y atención a centros de educación
especial) requiere un tipo de intervención diferenciado, en función de las condiciones
particulares del sujeto, del centro, etc., que pueden aconsejar variar el tipo y frecuencia
del apoyo. No obstante, en términos generales, se establecen como tipos posibles de
intervención el apoyo directo y el seguimiento.
i) Áreas de intervención.
La coordinación multiprofesional ha de guiar toda la actuación del equipo específi-
co, si bien cada profesional ha de cubrir una parcela concreta de intervención en cada
una de las áreas que se desarrollen. Las áreas de intervención más importantes son:
valoración multidimensional; orientación personal, escolar y vocacional; asesoramien-
to a los centros ordinarios; asesoramiento al tutor en la realización de las adaptaciones
auriculares y de acceso al currículo; atención a familias; lectoescritura braille; estimu-
lación visual y utilización de ayudas ópticas; orientación y movilidad; habilidades de
vida diaria; nuevas tecnologías; elaboración y adaptación de material; habilidades
sociales; ocio y tiempo libre y apoyo específico en otras áreas curriculares.
10.1.5. Escuela Universitaria de Fisioterapia.
A. Concepto.
La Escuela Universitaria de Fisioterapia de la O.N.C.E. es un centro docente adscri-
to a la Universidad Autónoma de Madrid (U.A.M.) cuya titularidad corresponde a la
O.N.C.E., de acuerdo con el Real Decreto 410/86, de 10 de febrero y el Convenio de
Colaboración Académica establecido con la UAM.
Se organiza, coordina e imparte la docencia conducente a la obtención del título de
Diplomado en Fisioterapia. Con esta finalidad se elaboran los planes de estudio, se ges-
tionan los servicios y los recursos docentes y se colabora con otras instituciones públi-
cas y privadas, a fin de posibilitar la formación de todos los miembros de la comunidad
educativa del centro, así como el fomento de la investigación en otros centros de la
U.A.M. y de la O.N.C.E. Asimismo, se apoya la integración académica de los afiliados
a la O.N.C.E. que cursan estudios en otras Escuelas Universitarias de Fisioterapia y se
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promueve la participación de fisioterapeutas afiliados en jornadas, cursos, congresos,
etc.
B.
Funciones.
Son funciones de la Escuela:
· Elaborar los planes de estudio.

· Organizar y coordinar las enseñanzas, así como la gestión de los servicios y recur-
sos docentes que permitan el desarrollo de los planes de estudio.

· Preparar para el ejercicio de la actividad profesional del fisioterapeuta.
· Crear y mantener las estructuras específicas y necesarias que actúen como sopor-
te de la docencia.
· Apoyar la integración académica de los afiliados a la O.N.C.E. que cursen estudios
en otras Escuelas Universitarias de Fisioterapia.

· Colaborar con otras instituciones públicas y privadas, a fin de posibilitar la forma-
ción de todos los miembros de la comunidad educativa del Centro, así como el fomen-
to de la investigación en otros Centros de la U.A.M. y de la O.N.C.E.
· Participar con otras instituciones públicas y privadas en el desarrollo de las activi-
dades relacionadas con la práctica docente de los alumnos.

· Promover la participación de fisioterapeutas afiliados en jornadas, cursos, congre-
sos, etc. organizados por otros organismos e instituciones y cuyo contenido ayude al
perfeccionamiento en el desempeño de sus tareas.

C.
Gobierno.
El gobierno y la administración de la Escuela Universitaria de Fisioterapia de la
O.N.C.E. quedan regulados en el Reglamento de Régimen Interno de la Escuela apro-
bado en la junta de centro, celebrada el 21 de abril de 1995.
D.
Plan de estudios y ordenación académica.
Las enseñanzas de Diplomatura en Fisioterapia abarcan un único ciclo, cuya dura-
ción es de tres años, de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 1414/90, de 26
de octubre, por el que se establece el Título Universitario Oficial de Diplomado en
Fisioterapia, y en las Directrices Generales propias de los planes de estudios conducen-
tes a la obtención del mismo. Asimismo, ha de tenerse en cuenta la Resolución de 6 de
junio de 1995 por la que el Rectorado de la Universidad Autónoma de Madrid ordena
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la publicación del plan de estudios de Diplomado en Fisioterapia, a impartir en la
Escuela Universitaria de Fisioterapia de la O.N.C.E., o posterior normativa que sustitu-
ya a la anteriormente citada.
E Otras actuaciones.
Otras actuaciones desarrolladas por la Escuela son:
· Asesorar y apoyar la integración de afiliados que cursen las enseñanzas de
Fisioterapia en otros centros universitarios.
· Organizar acciones formativas de postgrado encaminadas a lograr una permanen-
te adecuación profesional a las demandas que el mercado laboral plantea a los fisiote-
rapeutas afiliados.

· Colaborar activamente con otros centros universitarios, en los campos de la forma-
ción e investigación.

F. Régimen económico.
La Escuela Universitaria de Fisioterapia de la O.N.C.E. depende económicamente
de las aportaciones presupuestarias que apruebe la O.N.C.E. Además, la Universidad
Autónoma de Madrid puede participar en las diversas necesidades docentes de la
Escuela mediante subvenciones y otras ayudas de carácter económico.
10.2. Sistema de prestaciones al estudio para afiliados.
10.2.1. Ideas generales.
El Ministerio de Educación y Ciencia y las comunidades autónomas convocan
anualmente becas y ayudas al estudio de carácter general para los alumnos de los nive-
les posteriores a la enseñanza obligatoria, así como otras ayudas de carácter especial
que se destinan a cubrir necesidades específicas de sectores de población más desfavo-
recidos y a alumnos de los demás niveles, obligatorios y no obligatorios, estableciendo
una clara prioridad hacia los estudios medios y superiores y, por tanto, dotando a estas
becas y ayudas de la parte más importante de los recursos públicos.
La ONCE es consciente de que la educación es un vehículo indispensable para la
integración social de las personas con ceguera y deficiencia visual, y vela por que la
atención educativa que reciben los estudiantes afiliados sea de calidad, independiente-
mente de la etapa educativa que cursen. También estima necesario articular un sistema
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de prestaciones al estudio que compense las necesidades específicas derivadas de la
ceguera o deficiencia visual del colectivo de afiliados, atendiendo a las condiciones
socioeconómicas más desfavorables de los alumnos, en beneficio del ejercicio pleno
del derecho a la educación.
La experiencia acumulada desde la entrada en vigor de la Circular 6/98, de 3 de
julio, de la Dirección de Educación, reguladora del Sistema de Prestaciones al Estudio
para afiliados a la ONCE hacía aconsejable proceder a su actualización, mediante la
promulgación de una nueva normativa, teniendo como objetivo proporcionar una res-
puesta más adecuada a las necesidades educativas que presentan los afiliados a la
ONCE, manteniendo, el carácter de complementan edad con respecto a las prestaciones
del sector público en esta materia. Este es el cometido que se aborda a través de la
Circular 7/2004, de 21 de junio, de la Dirección de Educación, por la que se regula el
sistema de prestaciones al estudio para afiliados a la ONCE, registro general de salida
n°: 29.362, que entró en vigor el 1 de julio de 2004. De este modo quedaba derogada la
Circular 6/98 de la Dirección de Educación que regulaba el sistema de prestaciones al
estudio para afiliados a la ONCE y el Oficio Circular 35/2003 que concretaba las cuan-
tías económicas y materiales de las prestaciones al estudio para el curso 2003/2004.
Las prestaciones que se establecen son complementarias con respecto a las concedi-
das por la Administración Pública para la misma finalidad. En relación con las presta-
ciones análogas existentes en el sector privado, el beneficiario estará obligado a comu-
nicar a la ONCE su concesión, de forma que la ONCE abonará, del coste correspon-
diente, la cuantía no cubierta por la prestación concedida por el sector privado, con el
límite máximo establecido por normativa.
La concesión de las prestaciones establecidas esta supeditada a la disponibilidad presu-
puestaria correspondiente y, por lo tanto, sólo se podrán resolver favorablemente los expe-
dientes que cumplan los requisitos exigidos cuando exista garantía de la suficiente disponi-
bilidad presupuestaria, pudiendo ser causa de denegación la carencia de dicha dotación.
10.2.2. Prestaciones al estudio.
A. Concepto.
Tienen la consideración de prestaciones al estudio, tanto las asignaciones económi-
cas que la ONCE concede a los estudiantes, como el préstamo de materiales para la
adaptación del puesto de estudio.
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B.
Beneficiarios.
Pueden ser beneficiarios de los distintos tipos de prestaciones al estudio reguladas, los
estudiantes afiliados a la ONCE que, estando matriculados en los estudios para los que se
solicita la prestación, reúnan los requisitos específicos para cada una de ellas.
Genéricamente los estudios para los que puede solicitarse una prestación de las
reguladas en la normativa interna de la ONCE son los comprendidos en la enseñanza
reglada obligatoria y no obligatoria del Sistema Educativo General, que comprende
desde la Educación Preescolar hasta la Universidad, así como las enseñanzas presen-
ciales de Formación Profesional no reglada de los centros de la ONCE, enseñanzas no
regladas de especial interés para la población de estudiantes afiliados, como son los
estudios de música, idiomas e informática.
C.
Obligaciones de los beneficiarios.
Los beneficiarios de las prestaciones al estudio quedan obligados a:
· Destinar las prestaciones económicas, así como los materiales de que se les dote como adap-
tación del puesto de estudio, a la finalidad parra la que se le haya concedido. El incumplimiento
de esta obligación dará lugar a la revocación de la prestación y reintegro a la ONCE de las cuan-
tías adjudicadas o devolución del material, cuando se trate de adaptación de puesto de estudio.
· Solicitar de la Administración Pública la ayuda correspondiente, cuando de ella exista
cobertura, quedando, asimismo, obligados a comunicar a la ONCE la resolución adoptada.
Cuando la resolución sea de concesión, el importe concedido por la administración u orga-
nismo privado se descontará de las cantidades pendientes de pago. Si la cantidad desconta-
da no cubriese el total a reintegrar, el beneficiario quedará obligado a devolver lo pagado
por la ONCE, hasta cubrir dicho importe.
· En el caso de las prestaciones económicas quedan obligados a observar los preceptos
de la legislación fiscal vigente en cada momento.
D.
Causas de extinción de la prestación.
Las prestaciones descritas se extinguirán con carácter general, por alguna de las siguien-
tes causas:
· Fallecimiento del beneficiario.

· Pérdida del vínculo de afiliación a la ONCE
· Al cumplirse el plazo u objeto de la prestación.
· Al dejar el beneficiario de cumplir alguno de los requisitos establecidos.
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· Cuando se constate que la prestación se destina a otras finalidades distintas a aque-
llas para las que se concedió.

· Cuando se constate que existe engaño u ocultación de información o documenta-
ción fundamental para la resolución del caso.

· Renuncia expresa del interesado.

E. Tipos de prestaciones.
Las prestaciones reguladas se estructuran en:
a)
Prestaciones económicas. A su vez se dividen en:
· Prestaciones económicas de carácter general.

· Prestaciones económicas de carácter especial.

b)
Adaptación del puesto de estudio.
10.2.3. Prestaciones económicas de carácter general.
Tienen la consideración de prestaciones económicas de carácter general las ayudas que se
destinan a cubrir, total o parcialmente, necesidades derivadas de la ceguera o deficiencia
visual, en relación con la actividad escolar o académica de los estudiantes afiliados a la
ONCE y siempre con carácter complementario a las de la Administración Pública.
Podrán solicitar estas prestaciones los alumnos afiliados que cursen estudios obliga-
torios y no obligatorios de la enseñanza reglada, así como los alumnos que cursen ense-
ñanzas no regladas en los centros específicos de la ONCE.
Se adjudicarán en función de criterios de renta económica y patrimonio de la unidad
económica familiar y por criterios de rendimiento académico, no siendo de aplicación
este último criterio a las siguientes prestaciones:
· Ayudas para preescolar.
· Ayudas para educación infantil.
· Ayuda para enseñanza obligatoria.
· Ayuda para alumnos escolarizados en centros específicos de la ONCE,

· Ayuda para alumnos con necesidades educativas especiales asociadas a ceguera o
deficiencia visual.
A. Ayudas para preescolar.
Esta prestación se destina a cubrir gastos inherentes a la escolarización de los meno-
res hasta los 3 años de edad en centros debidamente autorizados por la administración
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correspondiente. Esta prestación es compatible con la ayuda de carácter especial para
atención temprana.
La prestación se compone de los siguientes conceptos: enseñanza, comedor y transporte,
B.
Ayudas para educación infantil.
Esta prestación se destina a cubrir gastos inherentes a la escolarización de alumnos
entre los 3 y 6 años de edad.
La prestación se compone de los siguientes conceptos: enseñanza, adquisición de libros
de texto, adquisición de material didáctico complementario, comedor y transporte.
Por causas excepcionales y muy justificadas, podrá concederse ayuda para vehículo
privado, en cuyo caso se abonará, en concepto de kilometraje, la cuantía que se fije
anualmente en Oficio-Circular.
C.
Ayudas para enseñanza obligatoria
Esta prestación se destina a cubrir gastos producidos por la adquisición de libros de
texto y material didáctico complementario, así como por la utilización, en caso necesa-
rio, de los servicios de comedor y transporte de los alumnos matriculados en Educación
Primaria, Educación Secundaria Obligatoria y Programas de Iniciación Profesional o
Garantía Social.
Asimismo, los adultos que cursen enseñanzas regladas de Educación Básica para
personas adultas (enseñanzas iniciales o educación secundaria para personas adultas)
impartidas en centros públicos, podrán solicitar la prestación para libros y material
didáctico complementario, así como la de transporte, en caso necesario.
La prestación se desglosa en: adquisición de libros de texto, adquisición de material
didáctico complementario, comedor y transporte.
Por causas excepcionales y muy justificadas, podrá concederse ayuda para vehículo
privado, en cuyo caso se abonará, en concepto de kilometraje, la cuantía que se fije
anualmente en Oficio-Circular.
D.
Ayudas para alumnos escolarizados en centros específicos de la ONCE.
Los alumnos escolarizados en los centros específicos de la ONCE, en las distintas
enseñanzas que en ellos se impartan, así como los que reciban apoyos específicos tran-
sitorios en el CRE, a excepción de los alumnos que cursen enseñanzas de Formación
Profesional, podrán solicitar alguna de las ayudas que a continuación se establecen:
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transporte para traslados de fin de semana y períodos vacacionales, transporte para
alumnos externos.
Por causas excepcionales y muy justificadas, podrá concederse ayuda para vehículo
privado, en cuyo caso se abonará, en concepto de kilometraje, la cuantía que se fije
anualmente en Oficio-Circular.
E.
Ayudas para alumnos con necesidades educativas especiales asociadas a
ceguera o deficiencia visual.
Ayudas destinadas a alumnos con necesidades educativas especiales asociadas a ceguera
o deficiencia visual, afiliados a la ONCE, entre 6 y 21 años, escolarizados en centros de edu-
cación especial no sujetos a convenio con la ONCE o con la Fundación ONCE, en unidades
de educación especial de centros ordinarios o en centros ordinarios, de titularidad pública, o
en centros no sostenidos con fondos públicos debidamente autorizados por el Ministerio de
Educación o Comunidad Autónoma correspondiente.
La prestación está integrada por los siguientes conceptos: enseñanza, adquisición de
material didáctico complementario, comedor, transporte, residencia y tratamientos
especiales.
Podrá solicitarse la prestación señalada en último lugar cuando los centros en los que
se escolaricen los alumnos no cuenten con el servicio correspondiente, siempre y cuando
el tratamiento para el que se solicita la ayuda no pueda llevarse a cabo con los recursos
públicos o privados existentes (centros de rehabilitación de titularidad pública, gabinetes
privados financiados por asociaciones de padres, etc.).
F.
Ayudas para bachillerato y ciclos formativos de grado medio y superior.
Podrán solicitar las prestaciones económicas de carácter general reguladas en este
epígrafe, los estudiantes afiliados a la ONCE que, vayan a realizar estudios de los que
se relacionan a continuación.
a) Enseñanzas de régimen general.
Serán las siguientes:
· Educación Secundaria Postobligatoria: Bachillerato, Ciclos Formativos de Grado
Medio.
· Ciclos Formativos de Grado Superior.

· Acceso a la Universidad mayores de 25 años.
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b) Enseñanzas de régimen especial.
Serán las siguientes:
· Enseñanzas artísticas: grado elemental y medio de música y danza.
· Ciclos formativos de grado medio y superior de enseñanzas de artes plásticas y
diseño.
· Enseñanzas de idiomas cursadas en escuelas oficiales.
Los estudiantes de bachillerato que realicen sus estudios en la modalidad a distan-
cia podrán solicitar las ayudas para adquisición de libros de texto y material didáctico
complementario. Asimismo podrán solicitar ayuda de transporte para acudir a tutorías
y pruebas presenciales.
La prestación se compone de los siguientes conceptos: adquisición de libros de
texto, adquisición de material didáctico complementario, transporte, alojamiento y
manutención, precios públicos por servicios académicos e insularidad.
Por causas excepcionales y muy justificadas, podrá concederse ayuda para vehículo
privado, en cuyo caso se abonará, en concepto de kilometraje, la cuantía que se fije
anualmente en Oficio-Circular. Para la concesión de esta prestación se tendrá en cuen-
ta la existencia o no de centro docente adecuado en la localidad donde se encuentra la
residencia familiar del estudiante, o a menor distancia, y, en su caso, la disponibilidad
de plazas, y si se imparte la profesión, especialidad o modalidad que desea cursar.
La prestación por insularidad se destina a sufragar gastos ocasionados por los des-
plazamientos en períodos vacacionales de los estudiantes de enseñanzas de régimen
especial, que realicen sus estudios en centros de la península por inexistencia de éstos
en su lugar de residencia, todos ellos con domicilio habitual de la unidad económica
familiar en las comunidades autónomas de Canarias o Baleares, así como también en
Ceuta y Melilla, que, por las circunstancias expuestas, tengan que utilizar transporte
marítimo o aéreo.
G. Ayudas para enseñanzas universitarias de primer y segundo ciclo y proyec-
to fin de carrera.
Podrán solicitar las prestaciones económicas reguladas en este epígrafe, los estu-
diantes afiliados a la ONCE que, vayan a realizar estudios de enseñanzas universitarias
de primer y segundo ciclo, cursos de adaptación que pudieran existir para titulados de
primer ciclo universitario que deseen proseguir estudios superiores oficiales y proyec-
tos de fin de carrera, siempre que éste no constituya una asignatura del último curso
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académico. Se incluyen en este apartado las enseñanzas artísticas de grado superior de
Música y Danza, grado superior de Arte Dramático, enseñanzas superiores de Diseño
y enseñanzas superiores de Conservación y Restauración de Bienes Culturales.
Las diferentes prestaciones podrán concederse durante dos años más de los estable-
cidos en los correspondientes planes de estudio en enseñanzas técnicas superiores y
durante un año más en el resto de estudios universitarios.
Los estudiantes que cursen la totalidad de estudios universitarios en centros de edu-
cación a distancia podrán disfrutar de las ayudas que les correspondan durante un año
más de los previstos en el párrafo anterior.
La limitación temporal establecida en los dos párrafos anteriores no será de aplica-
ción en el caso de las ayudas para precios públicos por servicios académicos y para pro-
yecto fin de carrera, cuyos límites de concesión se establecen en las propias ayudas.
Los estudiantes universitarios que hayan superado un primer ciclo universitario, o estén
en posesión de un título de Diplomado, Maestro, Ingeniero o Arquitecto Técnico, podrán soli-
citar las prestaciones para cursar estudios de segundo ciclo conducentes a la obtención del
título de Licenciado, Ingeniero o Arquitecto, cuando el segundo ciclo constituya continuación
directa del primero. Asimismo, los estudiantes universitarios que hubieran superado un pri-
mer ciclo universitario, cuando las directrices propias de los títulos posibiliten el acceso a un
segundo ciclo que no constituya continuación directa del primero, podrán solicitar las pres-
taciones aquí reguladas a las que hubiere lugar.
Los afiliados que se encuentren en posesión del título de Licenciado o Ingeniero
podrán solicitar las prestaciones reguladas a continuación, a las que hubiere lugar, para
cursar estudios de sólo segundo ciclo correspondiente al mismo área de su titulación,
tendente a la obtención de un segundo título de Licenciado o Ingeniero.
En el supuesto de Diplomados, Ingenieros o Arquitectos Técnicos que inicien estu-
dios conducentes a la obtención del título de Licenciado, Ingeniero o Arquitecto en
estudios que no constituyen continuación directa de la titulación que ya obtuvieron,
podrán solicitar, de las prestaciones aquí reguladas, las que pudieran corresponderles
exclusivamente para la realización del segundo ciclo de los nuevos estudios y el curso
de adaptación, si lo hubiere.
Cuando un mismo estudiante afiliado simultanee estudios de los aquí regulados,
podrá solicitar las diferentes prestaciones que pudieran corresponderle para la realiza-
ción de uno de ellos, habiendo lugar en el segundo exclusivamente a la ayuda para pre-
cios públicos por servicios académicos.
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Los estudiantes universitarios que realicen sus estudios en la modalidad a distan-
cia podrán solicitar las ayudas para adquisición de libros de texto, material didácti-
co complementario y precios públicos por servicios académicos. Asimismo podrán
solicitar ayuda de transporte para acudir a tutorías, pruebas presenciales y prácticas
obligatorias a sus centros asociados o colaboradores.
La prestación se compone de los siguientes conceptos: adquisición de libros de
texto, adquisición de material didáctico complementario, transporte, alojamiento
manutención, precios públicos por servicios académicos e insularidad.
Por causas excepcionales y muy justificadas, podrá concederse ayuda para vehículo
privado, en cuyo caso se abonará, en concepto de kilometraje, la cuantía que se fije
anualmente en Oficio-Circular.
La prestación por insularidad se destina a sufragar gastos ocasionados por los des-
plazamientos en períodos vacacionales de los estudiantes de la Escuela Universitaria de
Fisioterapia de la ONCE, así como de los estudiantes universitarios que realicen sus
estudios en centros de la península por inexistencia de éstos en su lugar de residencia,
todos ellos con domicilio habitual de la unidad económica familiar en las comunidades
autónomas de Canarias o Baleares, así como también en Ceuta y Melilla, que, por las
circunstancias expuestas, tengan que utilizar transporte marítimo o aéreo.
H. Ayudas para alumnos que cursan enseñanzas de formación profesional en
centros de recursos educativos de la ONCE.
Los alumnos que cursen enseñanzas de Formación Profesional reglada o no reglada
en los centros de recursos educativos de la ONCE podrán solicitar las prestaciones que
precisen de las expresadas a continuación: alojamiento y manutención, transporte e
insularidad.
I. Ayudas para realización de estudios de tercer ciclo universitario y tesis doc-
toral.
Prestaciones destinadas a los estudiantes de tercer ciclo universitario y la realización
de la tesis doctoral.
a) Tercer ciclo universitario.
Estudiantes que vayan a matricularse o se encuentren matriculados en cursos o pro-
gramas de doctorado, en cualquiera de las fases de docencia o investigación, previas a
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la realización de la Tesis Doctoral, a excepción hecha de los "master" y "expertos" que
se regularán desde la Dirección de Empleo, ya que tienen un carácter de preparación
para la vida laboral.
Los estudiantes de tercer ciclo universitario podrán solicitar las ayudas que precisen
por un sólo curso académico de las expresadas a continuación: adquisición de libros de
texto, adquisición de material didáctico complementario, transporte, alojamiento y
manutención, precios públicos por servicios académicos e insularidad.
b) Tesis Doctoral.
Prestación destinada a los afiliados que habiendo superado los períodos de docencia
e investigación del programa de doctorado correspondiente, se encuentren en la fase de
elaboración de la Tesis Doctoral.
Esta prestación podrá solicitarse inicialmente por un año, pudiendo prorrogarse
anualmente, previa solicitud, hasta un máximo de cuatro.
10.2.4. Prestaciones económicas de carácter especial.
Son prestaciones económicas destinadas a satisfacer, total o parcialmente, aspectos
complementarios a la actividad académica de los alumnos, específicamente derivados
de la ceguera o deficiencia visual.
Dada la especificidad de las ayudas que se articulan, para la valoración del expe-
diente se considera imprescindible contar con los informes técnicos de los coordinado-
res de caso o profesionales de referencia de los equipos específicos de atención educa-
tiva a personas con discapacidad visual, ubicados en los Centros de Recursos
Educativos, Delegaciones Territoriales o Direcciones Administrativas de la ONCE.
A. Ayudas para atención temprana
Se destina a cubrir gastos inherentes al proceso de atención temprana de los niños
comprendidos entre el nacimiento y los 4 años de edad, prorrogable hasta los 6, en fun-
ción de la edad de desarrollo y las características psicosociales del niño.
Esta prestación es compatible con las ayudas al estudio para preescolar y educación
infantil.
Se desglosa en los siguientes conceptos: tratamientos especiales y transporte.
La prestación de tratamiento especial, está destinada a cubrir necesidades derivadas
de la ceguera o deficiencia visual, por gastos ocasionados por los tratamientos comple-
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mentarios a la atención temprana que pudiera precisar el niño, como podrían ser los de
fisioterapia, rehabilitación, psicomotricidad y logopedia, siempre que todos estos servi-
cios o recursos no existan, o no se encuentren disponibles, en la red pública de servi-
cios sociales, sanitarios o de salud mental.
B.
Ayudas para reeducación pedagógica e intervención logopédica.
Esta prestación podrá solicitarse para los alumnos afiliados a la ONCE de Educación
Primaria, Educación Secundaria Obligatoria, Programas de Iniciación Profesional y de
Garantía Social, si los hubiere, que presenten dificultades en las áreas instrumentales
del currículo (lecto-escritura y cálculo) o del lenguaje, que no puedan ser atendidas con
los recursos ordinarios del aula o del centro.
Estas ayudas son incompatibles con las prestaciones económicas de carácter gene-
ral para alumnos con necesidades educativas especiales asociadas a ceguera o deficien-
cia visual.
Se establecen dos tipos de ayudas: reeducación pedagógica e intervención logopé-
dica. Cuando sea necesario, y se justifique debidamente estas ayudas, podrán ser com-
patibles entre sí.
C.
Ayudas para estudios complementarios de música, idiomas e informática.
Por la especial relevancia que tienen las enseñanzas de música, idiomas e informá-
tica para el colectivo de estudiantes afiliados a la ONCE, podrán concederse ayudas
complementarias a otras de las reguladas, para los estudios no reglados de esta natura-
leza, que se realicen en centros o escuelas de música, idiomas e informática, de titula-
ridad pública o privada.
Para poder ser beneficiario de esta prestación, los alumnos que la soliciten deberán
encontrarse realizando, simultáneamente, estudios reglados de la enseñanza obligatoria
o no obligatoria, así como estudios no reglados en los centros específicos de la ONCE.
Cuando los estudiantes reciban alguna de las prestaciones para cursar estudios reglados
de idiomas o informática no podrán solicitar las prestaciones contempladas en este apartado
para cursar estudios complementarios de la misma enseñanza como no reglada; pudiendo, sin
embargo, solicitar ayuda complementaria para cursar cualquiera de las otras dos.
D.
Ayudas extraordinarias.
La Dirección de Educación podrá conceder estas prestaciones en cualesquiera otros
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supuestos no contemplados en las restantes prestaciones reguladas, siempre que concu-
rran circunstancias excepcionales, debidamente justificadas, acreditadas e informadas
por el centro que atiende al alumno, siempre que cumplan los requisitos generales esta-
blecidos para las prestaciones.
Por otra parte, la Dirección de Educación, cada curso académico, convocará
mediante Oficio-Circular, ayudas para perfeccionamiento de idiomas que serán resuel-
tas por la misma.
10.2.5. Adaptación del puesto de estudio.
A.
Concepto.
Prestación al estudio consistente en la dotación de recursos físicos o lógicos, proce-
dentes del mercado ordinario o del mercado de productos tiflotecnológicos o informá-
ticos, puestos a disposición de los estudiantes ciegos y deficientes visuales, como adap-
tación curricular de acceso.
La adaptación de puesto de estudio se realizará en función de criterios de necesidad
curricular y de adecuación de los materiales a cada nivel de estudios.
La asignación de los materiales se efectuará en calidad de préstamo temporal, tanto
a los propios estudiantes que lo soliciten, como a los centros docentes en que se esco-
laricen o matriculen, en las condiciones que se establezcan.
En Oficio-Circular se regularán los materiales que pueden prestarse por duplicado a
un estudiante, para ser utilizados en su domicilio y en el centro docente, que, en todo
caso, serán aquellos que encierran especiales dificultades de transporte.
B.
Modalidades de préstamo.
Se establecen dos modalidades de préstamo, que constituyen, a su vez, dos tipos
posibles de beneficiarios:
a) Préstamo a estudiantes.
Podrán ser beneficiarios de adaptación de puesto de estudio los estudiantes ciegos y
deficientes visuales afiliados a la ONCE que se encuentren realizando estudios de los
regulados en materia de ayudas.
Los beneficiarios de ayudas para estudios complementarios de música, idiomas e
informática sólo podrán solicitar la adaptación del puesto de estudio cuando se encuen-
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tren realizando, simultáneamente, estudios reglados o no reglados, de los contempla-
dos.
No podrán ser beneficiarios de la prestación correspondiente a la adaptación del
puesto de estudio aquellos estudiantes que, en el momento de cursar la solicitud, se
encuentren en posesión de la tecnología solicitada, ya sea en régimen de propiedad,
adaptación de puesto de trabajo, o préstamo a través del Programa de Nuevas
Tecnologías de la ONCE, a excepción de aquellos dispositivos que, por razón de su
naturaleza precisen de la instalación del software de otro ordenador y aquellos que
supongan especiales dificultades de traslado entre el domicilio y el centro educati-
vo, en cuyo caso podrán ser solicitadas para su utilización en el centro.
b). Préstamo a centros educativos.
Podrá solicitarse adaptación de puesto de estudio en un centro educativo cuando en
él se escolaricen dos o más alumnos ciegos o deficientes visuales, que vayan a compar-
tir la utilización del mismo material. Cuando en el centro sólo se escolarice un alumno
o habiendo más de uno no puedan compartir el material, la adaptación de puesto de
estudio se concederá en los términos expresados anteriormente.
Los materiales de que se dote a un centro docente, como adaptación de puesto de
estudio, podrán ser todos los que en Oficio-Circular figuren como materiales suscepti-
bles de préstamo a centros, quedando expresamente excluidos los materiales informá-
ticos procedentes del mercado ordinario.
En Oficio-Circular figurará la relación de los materiales que podrán prestarse como
adaptación del puesto de estudio en ambas modalidades.
10.2.6. Juntas de prestaciones al estudio.
A. Concepto.
Es el órgano comisionado de la Dirección General, así como de cada una de las
Delegaciones Territoriales y Direcciones Administrativas (a excepción de aquellas que
no tengan competencias educativas por existir un C.R.E. en su demarcación) y en los
Centros de Recursos Educativos, que entienden, en su ámbito de competencia, de todo
lo relativo a las prestaciones económicas.
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B. Composición.
a)
Juntas de Delegaciones Territoriales y Direcciones Administrativas.
· Presidente: el Delegado o Subdelegado Territorial o el Director Administrativo.

· Vicepresidente: el Jefe del Departamento de Servicios Sociales para Afiliados.

· Vocales: un miembro del Consejo Territorial y un estudiante, elegido entre los afi-
liados mayores de edad y que esté cursando, al menos, bachillerato o ciclos formativos
de grado medio o superior.

· Asimismo, asistirá como Secretario, sin voz ni voto un administrativo relacionado
con los servicios educativos del centro.

Podrán asistir como asesores, con voz y sin voto, otros profesionales del centro
designados por el Presidente de la Junta, cuando éste lo requiera.
El representante de los estudiantes se elegirá de entre éstos cada cuatro años, previa
convocatoria que se publicará mediante Oficio Circular.
b)
Juntas de los Centros de Recursos Educativos.
· Presidente: el Director del Centro de Recursos Educativos.

· Vicepresidentes: el Director de Educación Integrada y el Director del Centro
Específico si los hubiere.

· Vocales: un Consejero Territorial de la demarcación del Centro y un estudiante,
elegido entre los afiliados mayores de edad y que esté cursando, al menos, bachillerato
o ciclos forrnativos de grado medio o superior.

· Asimismo, asistirá como Secretario, sin voz ni voto un administrativo relacionado
con los servicios educativos del centro.

Podrán asistir como asesores, con voz y sin voto, otros profesionales del CRE,
designados por el Presidente de la Junta, cuando éste lo requiera.
El representante de los estudiantes se elegirá de entre éstos cada cuatro años, previa
convocatoria que se publicará mediante Oficio Circular.
c)
Junta Central de prestaciones al estudio.
· Presidente: el Director General Adjunto de Servicios Sociales para Afiliados.

· Vicepresidente: el Director de Educación.

· Secretario: el Jefe del Departamento de Recursos Educativos.

· Vocal: el Jefe del Departamento de Atención Educativa.
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C.
Funciones.
A las Juntas de Prestaciones al Estudio corresponde resolver la concesión, denega-
ción, renovación, suspensión de las prestaciones que les son encomendadas, revisar, y
en su caso, modificar sus acuerdos cuando contra ellos se interpongan recursos por
parte de los usuarios, y cuantas competencias les sean atribuidas por la Dirección
General, dentro de su ámbito.
D.
Funcionamiento.
Las Juntas de Prestaciones al Estudio se reunirán tantas veces como estimen nece-
sario para resolver, en los plazos indicados en la presente normativa, los expedientes de
solicitud de prestaciones al estudio de carácter económico de su demarcación.
11. Derecho a la formación y rehabilitación profesional: servicio de apoyo al
empleo de la ONCE39.
11.1. Objetivo, alcance y criterios generales del servicio de apoyo al empleo.
El art. 10 de los Estatutos de la ONCE establece el derecho a:
«d) La formación y rehabilitación profesional, conforme a las capacidades del interesa-
do y a los medios disponibles por la ONCE».
La actuación del servicio de apoyo al empleo va dirigida a promover el empleo, no
sólo a través de una oferta laboral de la propia ONCE, sino especialmente a promocio-
nar la inserción de las personas con ceguera y deficiencia visual en el mercado laboral
ordinario. Todo ello aconseja el desarrollo de los programas en esta materia, enmarca-
do dentro de la política de prestación de servicios sociales de esta Entidad.
La filosofía de la ONCE implica tomar conciencia de que los cambios constantes en
la sociedad impulsan tanto a los afiliados ocupados, como a los predemandantes,
demandantes de empleo o mejora del mismo a afrontar un papel activo en su trayecto-
ria laboral. Paralelamente es necesario tener en cuenta las demandas presentes y futu-
ras del mercado laboral ordinario, que impone contar con profesionales cualificados,
39 Vide Circular 8/2004, de 21 de junio, de la Dirección General de Empleo, donde se establece la norma-
tiva reguladora del Servicio de Apoyo al Empleo de la ONCE. Su registro general de salida es n°: 29.327,
y entró en vigor el día 15 de julio de 2004. Derogó: Circular 7/92, de 3 de abril emitida por la entonces
Sección de Acción Social e Integración Laboral, así como las Circulares 9/94, de 22 de noviembre, 5/96,
de 6 de marzo y 13/96, de 10 de julio y los Oficios-Circulares 41/94, de 25 de noviembre, y 33/96, de 10
de julio, emitidos todos por la entonces Sección de Integración Laboral, así como el Oficio-Circular 14/97,
de 14 de marzo, emitido por la entonces Dirección de Integración Laboral.
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adaptados a las nuevas tecnologías y capaces de responder de manera ágil y dinámica
ante los cambios, sin dejar de ser operativos, eficientes y productivos.
Ante esta multiplicidad de factores que configuran la realidad del mercado laboral40,
es necesario dar respuesta a todos los agentes implicados en los itinerarios de inserción,
canalizando y optimizando los procesos y recursos materiales, técnicos y humanos de
los que dispone y puede movilizar la ONCE.
Por todo ello, se pretenden cubrir las necesidades derivadas de la ceguera o deficien-
cia visual de los usuarios del servicio de apoyo al empleo, al tiempo que facilitar las
herramientas necesarias para su integración laboral, mediante la consecución de los
siguientes objetivos:
40 Vide Ana COLMENAREJO, "Inserción. Un apoyo para el empleo de ciegos", Diario El Mundo
(Expansión&Empleo), 20 de febrero 2005, p. 8: «Las cataratas congénitas con las que nació Purificación
Alonso han condicionado su vida pero no le han impedido desarrollar su carrera profesional. Tras varias ope-
raciones cuando tenía cuatro años, su visión ahora es de un diez por ciento en el ojo izquierdo y ninguna en
el ojo derecho. Estudió Magisterio y después se matriculó en Ciencias Físicas. "Lo dejé y me matriculé en
Farmacia" A pesar de su discapacidad, Alonso se las ingenió para sacar adelante la carrera: "Estudié de oído.
No veía el encerado e inventé una especie de lupa permanente que me ayudó bastante junto con un magne-
tofón para grabar las clases. Los apuntes de mis amigas también me facilitaron las cosas", cuenta.
La Organización Nacional de Ciegos de España (ONCE) asesora a aquellos que quieren poner en marcha un
negocio y, si cumple los requisitos, concede una subvención a fondo perdido y/o préstamos a bajo interés ade-
más de las ayudas públicas. Los negocios más comunes son clínicas de fisioterapia, bufetes de abogados, ase-
sorías fiscales, comercios, pubs e incluso empresas de restauración y algún matadero. Al finalizar sus estu-
dios, Alonso compró una farmacia en Villamil, Cáceres, el pueblo de su marido. "También me nombraron ins-
pectora de sanidad de la zona y allí estuve hasta que nació mi hija, también ciega, y me volví a Madrid. En
ese momento me afilié a la ONCE. Aquí compré una farmacia pero gané otra a través de un concurso por
méritos y la vendí. Además de la farmacia de Tres Cantos, Alonso lleva desde casa todo el papeleo de la
empresa de su marido.
Prejuicios.
Abordar los prejuicios de la sociedad y sobre todo de las empresas a la hora de contratar a una persona invi-
dente es la misión principal del servicio de apoyo al empleo de la ONCE. Yolanda Martín, directora de empleo
de la organización, afirma que "el objetivo y el logro de nuestra institución es servir de apoyo, pero el verda-
dero protagonista de la inserción laboral es la persona".
El departamento de empleo se encarga, por ejemplo, de adaptar los puestos de trabajo: "Cuando se incorpo-
ra un trabajador, valoramos si requiere alguna adaptación -si tiene la visión reducida le facilitamos una pan-
talla grande de ordenador o telelupas; y para ciegos programas que verbalizan lo que se visualiza en pantalla
línea Braille, escáner e impresoras. Nosotros asumimos el coste", explica Martín.
Aparte de la formación previa que la ONCE facilita a sus afiliados también ofrece programas de prácticas
profesionales a través de los que se facilita a la persona ciega que acaba de finalizar sus estudios la inserción
en una empresa ordinaria durante cinco meses, cinco horas al día sin ningún coste para la empresa. Los obje-
tivos son dos: "Que los recién titulados consigan habilidades laborales y que las empresas conozcan las capa-
cidades de este colectivo", dice Martín y añade que en un 33 por ciento de los casos surgen ofertas laborales.
La ONCE tiene suscritos varios convenios con empresas privadas para las que trabajan un total de 2.334 cie-
gos. [...].
Martín reitera que "aportamos los procesos y servimos de intermediarios para que los ciegos realicen prácti-
cas profesionales y les ayudamos a saber venderse. Pero son ellos, como cualquier otra persona sin discapa-
cidad, los que pelean por una oportunidad laboral"».
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· Establecer medidas de coordinación dentro del Grupo ONCE que garanticen el
máximo aprovechamiento de los recursos, tanto propios como externos, para el fomen-
to y mantenimiento del empleo de afiliados.
· Concienciar a las empresas externas y avanzar en la desaparición de barreras a tra-
vés de la difusión de las capacidades laborales de las personas ciegas y deficientes
visuales.
· Establecer programas de formación, reciclaje, prácticas profesionales y cuantas
acciones innovadoras surjan, orientadas a la inserción laboral, así como al manteni-
miento y promoción en los puestos de trabajo, llevando a cabo una actualización y aná-
lisis constante de la bolsa de demandantes de empleo, de mejora de empleo y ocupa-
dos, con el fin de poder planificar óptimamente las acciones a realizar.
· Promover la acción emprendedora de los afiliados a través del autoempleo.
· Estudiar toda la oferta del mercado laboral a fin de posibilitar la inserción de
demandantes de empleo y de mejora de empleo, y en particular el acceso a través de las
nuevas profesiones y yacimientos de empleo más demandados.
· Avanzar en la accesibilidad a los puestos de trabajo para asegurar la adaptabilidad
de las nuevas herramientas tecnológicas y de la comunicación.
-
Realizar el seguimiento de la legislación vigente, promoviendo propuestas de
mejora a través de las instancias que correspondan.
Estos objetivos afectan al área de empleo de ONCE y a cuantas actividades tengan
por objeto la inserción laboral de sus afiliados, y que se realicen bien desde la Dirección
General, bien desde cualquier centro ONCE u organización adscrita o que preste a, esta
sus servicios, permaneciendo siempre en la ONCE la responsabilidad del control y
seguimiento de todos los programas.
El ámbito de aplicación será la totalidad de la estructura organizativa definida por la
ONCE en cada momento.
El servicio de apoyo al empleo basa su actuación en los principios generales que
enumero a continuación:
-
Uno de los derechos básicos de las personas es el acceso al trabajo, por ello, cual-
quier sistema de integración de las personas ciegas pasa por la inserción en el mercado
laboral de los individuos capacitados y en edad de realizar una actividad profesional,
tanto en el entorno interno como externo del Grupo ONCE.
-
Constituyen pilares básicos del proceso de integración laboral, el análisis y diag-
nóstico de la autonomía y situación social del afiliado, la formalización previamente
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consensuada y aceptada por el usuario de un itinerario de inserción laboral, el sondeo
de mercado de trabajo, la orientación, formación y capacitación profesional, el ajuste
entre el perfil del demandante y la oferta laboral, y la adaptación al puesto de trabajo,
derivando en definitiva en la integración laboral del afiliado, todo ello enmarcado den-
tro de la globalidad de la prestación de servicios diseñada en el modelo de servicios
sociales de la ONCE.
· El servicio de apoyo al empleo se basa en el principio de igualdad de oportunida-
des, recabando de los poderes públicos la aplicación de medidas para una progresiva y
plena integración de las personas con discapacidad en el mercado laboral, en las mis-
mas condiciones que el resto de los ciudadanos, prestando una atención específica a
aquellos colectivos con especiales dificultades de inserción, contemplándose en el pro-
ceso de integración laboral modalidades de empleo tanto ordinarias, como protegidas.

· La financiación de la prestación del Servicio de Apoyo al Empleo se realizará de
acuerdo con los presupuestos anuales aprobados por el Consejo General. No obstante,
se adopta como criterio general de actuación, la búsqueda sistemática de otras fuentes
alternativas de cofinanciación, ligadas a la participación y al aprovechamiento de los
programas de promoción de la formación y el empleo de las diferentes administracio-
nes de carácter nacional y europeo, y entidades privadas.

11.2. Programas y referentes generales del servicio de apoyo al empleo.
11.2.1. Programas.
Para el cumplimiento de los objetivos reseñados, se han desarrollado los siguientes
programas:
· Orientación e inserción laboral.

· Formación para el empleo, integrado por formación individual, formación colecti-
va y prácticas profesionales.

· Ayudas al. autoempleo.
· Accesibilidad a puestos de trabajo.

Igualmente, teniendo en cuenta la experiencia acumulada, para la consecución de
objetivos se contemplan otras diferentes acciones a realizar por la Dirección de Empleo
en colaboración con los distintos centros y organizaciones del Grupo ONCE, siendo
dichas acciones de carácter complementario y genérico respecto a la prestación del ser-
vicio de apoyo al empleo. En tal sentido, se enumeran a titulo informativo las siguien-
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tes, que se verán complementadas en el futuro con aquellas que tiendan a posibilitar y/o
mejorar la inserción laboral del colectivo de afiliados a la ONCE:
· Establecimiento de convenios de colaboración con empresas y entidades de todo
tipo, tanto públicas como privadas, que posibiliten la generación de ofertas de empleo,
formación específica y/o prácticas profesionales, para afiliados. Muy especialmente
con empresas proveedoras del Grupo ONCE.
· Elaboración y actualización permanente de estudios del mercado de trabajo que
permitan disponer de un catálogo de los puestos más demandados en el mercado, y con
mayor adecuación a las características de los afiliados.
- Participación en jornadas, seminarios, congresos y cuantos eventos de este tipo
tengan relación con el empleo en general y, de forma especial, en aquellos relacionados
con el empleo de discapacitados, que faciliten la concienciación del empresariado,
ampliando así la oferta de posibilidades laborales para los afiliados.
· Realización de procesos de seguimiento y determinación de los niveles de calidad del
servicio prestado, a partir de los niveles obtenidos de actualización de la información exis-
tente, así como del nivel de satisfacción de los usuarios, que impulsen la mejora continúa.
· Desarrollo de herramientas que faciliten la optimización del trabajo de los profesio-
nales vinculados con la prestación del servicio de apoyo al empleo, tales como manuales
de procedimiento, elaboración de rankings de posicionamiento de cada centro con respec-
to al resto en función de los resultados obtenidos, así como todo aquello que redunde
directamente en un mejor servicio a los afiliados.
· Elaboración y edición de diferentes materiales de difusión y comunicación, dirigi-
dos tanto a los propios usuarios del servicio de apoyo al empleo, como a las empresas
y entidades, potenciales colaboradoras en la integración laboral de los afiliados.
11.2.2. Beneficiarios.
El Servicio de Apoyo al Empleo que presta la ONCE está dirigido a todos sus afi-
liados en edad laboral que solicitan la prestación de cualquiera de los programas con-
templados, con el objeto de iniciar, desarrollar o consolidar su propio proceso de inte-
gración laboral, mediante el desempeño de un puesto de trabajo por cuenta propia o
ajena, en cualquiera de las diferentes modalidades de relación laboral.
Teniendo en cuenta el tipo de programa a desarrollar, se establecen los siguientes
grupos de beneficiarios, estimándose de especial importancia su actualización y correc-
to registro:
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· Predemandantes: son los usuarios del servicio de apoyo al empleo que se encuen-
tran dentro del. programa de orientación y que, por diversas carencias existentes, sean
formativas, de definición del objetivo profesional, de habilidades o competencias labo-
rales, etc., se haya determinado, por el usuario y la ONCE, no registrarse aun en la apli-
cación informática correspondiente como demandantes de empleo hasta paliar estas
carencias, mediante la ejecución de las acciones definidas en los protocolos del servi-
cio de apoyo al empleo.

· Demandantes de empleo: son los afiliados que, estando en situación de desempleo, soli-
citan de los servicios de la ONCE apoyo para acceder a un puesto de trabajo, diferente a la
venta del cupón, dentro o fuera de la estructura de las distintas áreas ejecutivas de la organi-
zación y que están registrados en la aplicación informática correspondiente.
· Demandantes de mejora de empleo: son los afiliados que, aun desempeñando un
puesto de trabajo, dentro o fuera del Grupo ONCE, solicitan apoyo para acceder a otro
empleo de nivel superior o más acorde con su formación o intereses profesionales y que
están registrados en la aplicación informática como tales.

· Ocupados: son los afiliados que desempeñan un trabajo dentro o fuera del Grupo
ONCE, distinto a la venta del cupón, con relación laboral (cuenta ajena o propia), mer-
cantil o desempeño de cargo público remunerado y cuya situación es conocida por la
ONCE y, por tanto, está registrada en el módulo correspondiente de la aplicación infor-
mática.
Para ser considerado beneficiario de los grupos de demandante de empleo o de
mejora de empleo, hay que:
· Haber solicitado el servicio de apoyo al empleo a través del centro de adscripción.
· Participar activamente en la búsqueda de su empleo, solicitando formación para el
empleo, de acuerdo con su itinerario, enviando su curriculum a ofertas de empresas que
haya conocido por cualquier medio (prensa, internet, empleo público, etc.).

· Renovar la demanda en los plazos establecidos y conforme a los procedimientos
definidos al efecto.
· Acudir a las entrevistas de trabajo proporcionadas o, en su caso, justificar debida-
mente la imposibilidad de acudir a las mismas y aceptar las ofertas de empleo que se le
hayan podido realizar, con las especificaciones estipuladas al efecto por la normativa
interna de la ONCE.
· Estar registrado como demandante de empleo o de mejora de empleo en el orga-
nismo publico correspondiente.
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11.3. Programa de orientación e inserción laboral.
11.3.1.
Justificación y finalidad.
En línea con uno de los pilares básicos del proceso de integración laboral del afilia-
do, este programa pretende:
· Analizar las posibilidades reales de empleabilidad de cada afiliado respecto a: cua-
Hficación, experiencia, expectativas, con el fin de poder definir conjuntamente su pro-
yecto de inserción laboral.

· Evaluar su situación formativa y profesional, tras lo cual se elabora un itinerario
con los diferentes programas a desarrollar, donde se fijarán objetivos, plazos y una
metodología de actuación.

El fin último del programa es la promoción, a través de itinerarios integrados, de la
inserción socio-laboral de los usuarios del servicio de apoyo al empleo por medio del
desarrollo de itinerarios personalizados y multidisciplinares. Para poder responder de
manera eficiente a este fin, el programa cubre los siguientes aspectos:
· El estudio y análisis del mercado de trabajo.
· La segmentación de los afiliados ante dicho mercado.
· La aplicación de nuevas metodología en materia de empleabilidad.
· El diseño de un itinerario formativo adaptado y coherente con el itinerario profe-
sional del usuario.
· La elaboración de modelos específicos de formación para la inserción.
· La aplicación de metodologías adaptadas para la búsqueda activa de empleo y de
intermediación laboral.

11.3.2.
Ámbito de realización.
Coincidirá, normalmente, con el centro correspondiente al lugar del domicilio habi-
tual de la unidad económico familiar del interesado, excepto casos excepcionales en los
que sea necesario su traslado al ámbito de otro centro por razones de inexistencia de la
acción concreta en el centro originario del lugar de residencia, o cuando ello sea con-
veniente para el proceso de orientación e inserción laboral del afiliado.
11.3.3.
Duración.
La duración vendrá determinada en cada caso por el cierre consensuado de las
acciones de orientación previstas y reflejadas en el correspondiente itinerario de
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orientación del protocolo del servicio de apoyo al empleo del modelo de servicios sociales.
11.3.4.
Requisitos.
Para acceder al programa de orientación e inserción laboral, además de los requisi-
tos generales establecidos41, será necesario cumplir el requisito específico de seguir, en
función de las características personales del afiliado, un itinerario de inserción, recogi-
do en el protocolo correspondiente.
11.3.5.
Fases del programa de orientación e inserción laboral.
El proceso seguido para la consecución de la inserción laboral del afiliado benefi-
ciario del servicio de apoyo al empleo, debe responder a una sistemática homogénea en
todos los centros, con independencia de cual sea su ámbito de influencia. Todo ello con
procedimientos que permitan realizar un seguimiento, control y evaluación de las
actuaciones, en términos de calidad y efectividad.
En su realización, se contemplan las siguientes fases:
· Primera fase: determinación del servicio de apoyo al empleo en el plan individua-
lizado de atención.
· Segunda fase: proceso de inserción. Determinación y ejecución del plan personal de
inserción.
· Tercera fase: proceso de inserción. Búsqueda activa de ofertas.

· Cuarta fase: proceso de inserción. Intermediación laboral.
11.4. Programa de formación para el empleo.
1.1.4.1. Justificación y finalidad.
Estos programas ponen a disposición de los afiliados un conjunto de acciones formativas,
tendentes, de un lado, a facilitar su formación teórico-práctica para el acceso a un puesto de
trabajo y, de otro, a la adquisición, ampliación y perfeccionamiento de sus conocimientos, de
tal forma que los sitúe en las condiciones adecuadas que posibiliten su estabilidad laboral, su
competitividad y su promoción profesional.
41 Los beneficiarios de las acciones del servicio de apoyo al empleo deberán reunir los siguientes requisitos generales:
· Estar afiliado a la ONCE.
· Estar en edad laboral de acuerdo con la legislación vigente en cada momento.
· Aportar autorización expresa de los padres, tutores o representantes legales para el caso de menores de edad
e incapacitados judicialmente.
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Los programas regulados son los siguientes:
· Formación individual para el empleo.

· Formación colectiva para el empleo.
· Prácticas profesionales.

La finalidad de estos programas se corresponde con la consecución de uno o varios
de los siguientes objetivos:
· Realización de cursos de formación, siempre que se generen perspectivas concre-
tas de trabajo.
· Procesos de especialización profesional.

· Procesos de reclasificación y reciclaje de los  profesionales dentro del mercado
ordinario en ejercicio de su profesión habitual y básica como complemento a la forma-
ción facilitada por la empresa donde el afiliado desarrolla su actividad laboral.
· Participación en jornadas, encuentros, seminarios, congresos y actos similares, cuyos con-
tenidos estén relacionados con el ejercicio de su profesión habitual y básica.
· Preparación de oposiciones y pruebas selectivas de empleo, destinadas a afiliados,
con independencia de su situación laboral.
· Cualifícación práctica previa al acceso al mundo laboral o mejora de su cualifica-
ción profesional, complementando los conocimientos teóricos adquiridos con una expe-
riencia práctica profesional.

11.4.2. Requisitos comunes a los programas de formación para el empleo.
Para acceder a los programas de formación para el empleo, además de los requisi-
tos generales establecidos (iguales a los que se detallaron en el programa anterior), se
deberán cumplir los siguientes requisitos:
· Estar en posesión de la titulación requerida en los supuestos que sea exigible en
función del itinerario consensuado al efecto con el profesional correspondiente.
· Tener un nivel suficiente de autonomía personal y dominar un código de lecto-
escritura, con las adaptaciones necesarias, adecuado al puesto al que pretende acceder.

· Haber solicitado ayudas similares existentes en el sector público.
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11.4.3. Aspectos comunes relacionados con las ayudas económicas.
A.
Baremos y cuantías.
Los afiliados que soliciten alguna de las ayudas económicas contempladas deberán
acreditar que su unidad económica familiar no supera los límites de renta y patrimonio
establecidos por la normativa interna de la ONCE.
La cuantía de las ayudas será definida por Oficio-Circular.
B.
Incompatibilidades.
La percepción de las ayudas económicas para los programas de formación para el
empleo, será incompatible en los supuestos que a continuación expongo:
· Con cualquier tipo de ayuda por los mismos conceptos, concedida por cualquiera
de las Direcciones y/o áreas ejecutivas de la ONCE, siempre que la cuantía total perci-
bida por ambas ayudas supere la cantidad máxima establecida por Oficio-Circular al
respecto. Los estudios no reglados de ofimática e idiomas estarán contemplados siem-
pre que no se simultaneen con una formación reglada, en cuyo caso se regularán por la
normativa correspondiente de prestaciones al estudio, de la Dirección de Educación de
la ONCE. La formación profesional impartida y gestionada en los centros de recursos
educativos de la ONCE queda excluida de esta normativa.

· Con ayudas de las Administraciones Publicas de naturaleza similar. El afiliado por
tanto, deberá reintegrar a la ONCE las cantidades equivalentes a las satisfechas por las
Administraciones Publicas que cubran total o parcialmente la cuantía que por Oficio-
Circular le corresponda para realización del proceso formativo.
C.
Tipos de ayudas económicas.
Serán comunes a todos los programas de formación para el empleo, los siguientes
tipos de ayudas económicas:
-
De alojamiento v manutención: los afiliados acogidos a alguno de los programas de for-
mación para el empleo podrán solicitar ayudas de alojamiento y manutención, en aquellos
supuestos en los que sea imprescindible el cambio de residencia del alumno fuera del domici-
lio habitual de la unidad económico familiar, durante el período de formación. La necesidad de
residir fuera del domicilio habitual se producirá por inexistencia de centro apropiado a su nivel
de formación, en la localidad en la que se encuentra dicho domicilio, o por razón de distancia
entre el mismo y el centro, sin posibilidad de transporte de ámbito local entre ambos.
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Cuando el solicitante resida en una vivienda que no conlleve el pago de un alquiler
o no presente justificante del mismo, percibirá, exclusivamente, la cuantía correspon-
diente a manutención, para la cual no se precisa presentar justificación alguna.
No obstante, el afiliado al que le corresponda una ayuda en concepto de alojamien-
to y manutención, podrá optar entre:
· Aceptar la citada ayuda de alojamiento y manutención, en los términos antes des-
critos.
· O canjear esta ayuda por la de transporte, entendiendo por tal, la ayuda destinada
a sufragar los gastos que le suponga al afiliado, el desplazamiento diario desde su domi-
cilio habitual en un medio de transporte colectivo, hasta el lugar donde se imparte la
acción formativa.
La cuantía de esta ayuda de transporte nunca superará a la de alojamiento y manuten-
ción, ya que en caso de ser aquella superior a ésta, únicamente se concederá, como máxi-
mo, el importe correspondiente a la de alojamiento y manutención.
Asimismo, en caso de optar por esta ayuda de transporte, el afiliado deberá siempre
presentar, sistemáticamente y a mes vencido, los títulos de transporte oficiales (billetes,
tickets) utilizados.
En cualquier caso, la percepción de una de estas dos ayudas, excluye la percepción
de la otra,
-
De insularidad: se destina a sufragar los gastos ocasionados por los desplazamien-
tos, al inicio y fin de la acción formativa, de aquellos afiliados insulares que participan
en procesos formativos en centros de la península, por inexistencia de estos en el lugar
de residencia habitual de la unidad económico familiar del interesado. Estos afiliados
deben tener el domicilio habitual, bien en las comunidades autónomas de Canarias o
Baleares, bien en Ceuta y Melilla, y necesidad expresa de utilizar transporte marítimo
o aéreo.
D. Decaimiento.
El derecho a la percepción de las ayudas concedidas podrá decaer por:
· Faltas de asistencia injustificadas, que superen el 10% de las horas de la acción for-
mativa.
· Falta de aprovechamiento justificado y documentado.
· Otras situaciones similares debidamente justificadas y documentadas que pudieran
aconsejar esta decisión.
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En consecuencia, podrá suspenderse el pago de las ayudas concedidas e incluso exi-
girse la devolución, total o parcial, de las cantidades percibidas, por resolución del
Director de Centro como consecuencia de alguna de las causas anteriormente citadas,
debidamente justificadas y documentadas, siempre y cuando se hayan realizado las
oportunas advertencias e intentos de reconducción de la situación.
11.5. Programa de formación individual para el empleo.
11.5.1.
Ámbito de realización.
Se corresponderá con el centro correspondiente al lugar del domicilio habitual del interesa-
do, excepto casos excepcionales en los que sea necesario su traslado al ámbito de otro centro
por razones de inexistencia de la acción formativa concreta en el lugar originario de residencia.
11.5.2.
Duración.
Se corresponderá con la acción formativa concreta desarrollada por cada afiliado.
11.5.3.
Interrupción.
Una vez iniciada la acción formativa no podrá interrumpirse, excepto por causas
suficientemente justificadas a juicio del centro correspondiente. En estos casos y siem-
pre que la ausencia no supere el 10% del tiempo total abarcado por la acción formati-
va, se mantendrá el calendario establecido.
Cuando las ausencias superen el 10% de la duración prevista o se interrumpa la asis-
tencia injustificada o definitivamente, se suspenderá el derecho a la realización de la
formación y a las percepciones de cualquier tipo de ayuda.
11.5.4.
Requisitos específicos.
Además de los requisitos generales (expuestos en programas anteriores), y de los requi-
sitos comunes para los programas de formación para el empleo, para poder acceder a una
ayuda económica a la formación individual el afiliado deberá:
- Estar registrado en la aplicación informática correspondiente, como ocupado,
demandante de empleo, demandante de mejora de empleo o predemandante.
En el caso de realización de cursos de formación consecutiva, sólo será posible el apoyo
económico a segundos niveles y siguientes cuando la valoración final del curso precedente
fuera positiva.
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11.5.5. Ayudas específicas.
Además de los tipos de ayudas económicas, indicadas como comunes para todos los
programas de formación para el empleo, en la formación individual se contempla espe-
cíficamente la siguiente ayuda:
- Ayuda para gastos de formación. Ayudas destinadas a cubrir parcialmente los gas-
tos derivados del propio proceso de formación, tales como matrículas, cuotas de ins-
cripción, publicaciones, material didáctico, honorarios a profesionales, etc.
11.6. Programa de formación colectiva para el empleo.
11.6.1.
Ámbito de realización.
Cada convocatoria regulará el ámbito de realización y la especificidad para la trami-
tación de los expedientes.
11.6.2.
Duración.
La duración quedará determinada en cada convocatoria, permaneciendo los afilia-
dos en todo momento cubiertos por un seguro por contingencias de accidente, muerte e
invalidez, así como de responsabilidad civil.
11.6.3.
Interrupción.
Una vez iniciada la acción formativa no podrá interrumpirse, excepto por causas
suficientemente justificadas a juicio del centro correspondiente. En estos casos y siem-
pre que la ausencia no supere el 10% del tiempo total abarcado por la acción formati-
va, se mantendrá el calendario establecido.
Cuando las ausencias superen el 10% de la duración prevista o se interrumpa la asis-
tencia injustificada o definitivamente, se suspenderá el derecho a la realización de la
formación y a las percepciones de cualquier tipo de ayuda.
11.6.4.
Requisitos específicos.
Además de los requisitos generales, establecidos (enumerados en los programas
anteriores), y de los requisitos comunes para los programas de formación para el
empleo, en la convocatoria de las acciones de formación colectiva se fijarán requisitos
específicos.
Anualmente, se publicará un plan de formación para el empleo, donde quedará reco-
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gida la oferta formativa colectiva de carácter nacional prevista desarrollar por las áreas
del Grupo ONCE para el año académico, con el fin de que el afiliado pueda ser orien-
tado y escoger aquella acción formativa acorde con su itinerario profesional.
No obstante, con carácter general, para poder acceder a una ayuda económica a la
formación colectiva el afiliado deberá:
Estar registrado en la aplicación informática correspondiente, como ocupado,
demandante de empleo, demandante de mejora de empleo o predemandante.
11.6.5. Ayudas específicas.
Ya que el coste de la acción formativa correrá a cargo de la ONCE, solo se estable-
cen como posibles ayudas específicas destinadas a los afiliados que cursen esta forma-
ción, las referidas de forma genérica en el epígrafe anterior de "Tipos de ayudas econó-
micas": "Aspectos comunes relacionados con las ayudas económicas para los
Programas de Formación para el Empleo" (apartado 11.4.3.C).
11.7. Programa de prácticas profesionales.
11.7.1. Ámbito de realización.
El programa de prácticas profesionales tiene como escenario preferente de realiza-
ción, por su propia naturaleza de mecanismo de inserción laboral, todas las empresas y
entidades externas a la ONCE. No obstante, dicho programa también podrá ser realiza-
do en cualquiera de las Áreas ejecutivas de la Organización y en las empresas de ellas
dependientes, al disponer de condiciones que las configuran como escenarios privile-
giados para las mismas.
Las prácticas profesionales se desarrollarán preferentemente en el ámbito del Centro
correspondiente al lugar del domicilio habitual del interesado. Sólo se justifica su rea-
lización fuera del mismo cuando no exista en el entorno del afiliado la posibilidad de
cualificarse en su perfil profesional en concreto, cuando existan posibilidades fundadas
de consolidación de las prácticas profesionales en un puesto de trabajo posterior, o ante
la imposibilidad de disponer de una empresa de prácticas profesionales en un período
máximo de dos meses, dentro del ámbito de circunscripción del centro al cual pertenez-
ca la residencia habitual del afiliado. Al respecto, desde la Dirección de Empleo se rea-
lizarán las correspondientes acciones de coordinación entre centros para asegurar su
cumplimiento.
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La realización de las prácticas profesionales será incompatible con los supuestos que
a continuación se detallan:
· Con la realización de un trabajo remunerado en la misma empresa donde se reali-
cen las prácticas.
· Con el desempeño de un puesto de trabajo estable acorde con la titulación del soli-
citante de prácticas profesionales.

· Con la ejecución de las prácticas profesionales en empresas con cuyo propietario
el afiliado tenga relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, así como en las
que el afiliado tenga participación en el capital social de la misma, salvo casos excep-
cionales suficientemente justificados.

11.7.2.
Duración.
Las prácticas profesionales tendrán una duración máxima de cinco meses,
cubiertas en todo momento por un seguro de iguales características que el relacio-
nado para el programa de formación colectiva. Cada jornada de prácticas profesio-
nales se compondrá de un horario máximo de cinco horas diarias.
La definitiva duración y horario de las mismas se determinará por el Jefe del
Departamento de Servicios Sociales a propuesta de los profesionales que están prestan-
do el servicio según cada caso, en función de variables como:
-
Complejidad de la formación teórica previa al desarrollo de las tareas asignadas en
la empresa.
.   - Necesidad de habituarse al entorno empresarial objeto de las prácticas profesionales.
· Naturaleza de la actividad en prácticas: intelectual, manual, individual, colectiva, etc.
· Situación socioprofesional del afiliado.

· Ajuste a horarios y medidas organizativas de la empresa.
· Otras razones de naturaleza similar.

11.7.3.
Interrupción.
Una vez iniciadas las prácticas profesionales no podrán interrumpirse, excepto
por causas suficientemente justificadas a juicio del centro correspondiente. En estos
casos y siempre que la ausencia no supere el 10% del tiempo total abarcado por las
prácticas, se mantendrá el calendario establecido. Si la interrupción superase dicho
período, se suspenderá transitoriamente la percepción de la ayuda económica hasta
el momento de reincorporación al puesto de prácticas profesionales, fijándose en ese
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momento la nueva fecha de finalización de las mismas, una vez añadida a la fecha
originaria el período total de interrupción.
Cuando se interrumpa la asistencia injustificada o definitivamente, se suspenderá el
derecho a la realización de las prácticas profesionales y a las percepciones de cualquier
tipo de ayuda.
1.1.7.4. Requisitos específicos.
Para acceder al programa de prácticas profesionales, además de los requisitos gene-
rales (enumerados en programas anteriores), y de los requisitos comunes para los pro-
gramas de formación para el empleo, deberán cumplirse los siguientes requisitos espe-
cíficos:
· Haber acabado, o hallarse en la etapa final de cualquier tipo de formación (regla-
da o no), entendiéndose como tal, estar en el último curso académico de dicha forma-
ción, y no estar en dicha situación por más de 2 años de manera continuada, salvo casos
debidamente justificados.
· No haber sido beneficiario del programa de prácticas profesionales de la ONCE en los
dos últimos años. Dicho período no será tenido en cuenta cuando se hayan producido varia-
ciones sustanciales en el itinerario formativo y profesional del afiliado que aconsejen la rea-
lización de un nuevo programa de prácticas, siempre y cuando éste se oriente a un puesto dis-
tinto a cualquiera de los desempeñados con anterioridad (laborales o en prácticas profesiona-
les), o cuando haya posibilidades reales de inserción laboral.
· Cuando existiese un desfase temporal importante entre la fecha de solicitud de rea-
lización de prácticas profesionales respecto a la fecha de finalización de la formación
cursada o experiencia laboral adquirida con anterioridad, se deberá proveer al afiliado
de los procesos formativos previos para el máximo aprovechamiento del programa de
prácticas profesionales.

· Estar registrado, en la aplicación informática correspondiente como demandante
de empleo o mejora. En el caso de predemandantes no se contempla la posibilidad de
realización de prácticas profesionales.

La resolución positiva de solicitudes, salvo casos excepcionales debidamente justi-
ficados, no podrá tener lugar sin la previa selección de la empresa de prácticas profe-
sionales y consenso entre las partes del período temporal en que tendrán lugar, proce-
diéndose en ese momento a la firma del convenio de colaboración afiliado-empresa-
ONCE.
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11.7.5. Ayudas específicas.
Además de los tipos de ayudas económicas, indicadas como comunes para todos los
programas de formación para el empleo, en el programa de prácticas profesionales se
contempla específicamente la siguiente ayuda:
-
Ayuda general para prácticas. Ayuda proporcionada a todos los solicitantes que
tengan derecho a ella, para gastos directamente vinculados a la realización de las prác-
ticas profesionales, y como promoción de las mismas en el lugar del domicilio habitual
del afiliado.
11.8. Programa de autoempleo.
11.8.1. Justificación y finalidad.
La ONCE, dentro de su objetivo de fomentar la integración laboral de los afiliados,
apoya el autoempleo, con el fin de contribuir de una manera efectiva a la plena integra-
ción de sus afiliados. La finalidad última es poder facilitar ayuda financiera a bajo inte-
rés, así como, asesoramiento técnico a los afiliados que opten por esta posibilidad.
Se desarrolla de forma conjunta y coordinada entre las distintas áreas de gestión que
componen el Grupo ONCE, a través del grupo de trabajo creado al efecto por el comi-
té técnico de empleo, buscando siempre la obtención por parte del afiliado de los mejo-
res resultados económicos y sociales posibles para su proyecto de autoempleo.
Podrán beneficiarse de este programa, ofrecido por el Grupo ONCE, los afilia-
dos que presenten proyectos individuales o cuando participen accionarialmente en
una sociedad, pudiendo solicitar las ayudas económicas que en cada caso proce-
dan y, siempre y cuando, se dé alguna de las siguientes circunstancias:
· Inicio, mejora o ampliación de una actividad, simultaneable o no con otra.
· Reconversión del puesto de trabajo, cuando, por causa de la ceguera sobrevenida
o agravamiento de la deficiencia visual, el titular laboral deba acomodarse a nuevas
tareas profesionales.

Se contemplan los siguientes aspectos:
· Información relativa al conjunto de posibilidades de financiación existentes, tanto
a nivel externo como interno de la Organización, con atención expresa a las ayudas de
carácter financiero.

· Orientación y asesoramiento profesional, incluyéndose en este apartado, aspectos
tales como la consultoría legal, diagnóstico de la viabilidad económica de la actividad
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empresarial, asesoramiento de carácter económico-financiero, de marketing que coad-
yuven al desarrollo inicial del proyecto, así como apoyos para la comercialización pos-
terior de los bienes o servicios generados a raíz de la actividad empresarial del afiliado
promotor entre las empresas de CEOSA, Fundación ONCE, o empresas proveedoras
del Grupo ONCE si se tratara de una actividad empresarial afín.
-
Ayudas económicas, mediante préstamos y subvenciones.
11.8.2.
Ámbito de realización.
Estará delimitado por el centro coincidente con la sede social y la zona geográfica
de influencia establecida en cada proyecto de autoempleo.
11.8.3.
Duración del programa de autoempleo.
Los préstamos serán satisfechos al afiliado en un único pago. Con el fin de facilitar
al máximo la puesta en marcha de la nueva actividad, y hasta haber transcurrido un año
desde la firma del contrato de préstamo, no se exigirá al prestatario cuota alguna de
amortización del préstamo, tanto de capital como de intereses.
Concedida la ayuda económica, el beneficiario contará con seis meses para dispo-
ner de la misma, computados desde el siguiente día en que le hubiera sido notificada
dicha concesión. En el supuesto de que el beneficiario no hiciese efectiva la ayuda en
este tiempo, caducará el derecho a percibirla, a todos los efectos, debiendo iniciar nue-
vamente el procedimiento de solicitud si pretendiera disfrutar de ella.
Del mismo modo, las subvenciones a fondo perdido se conceden en un solo pago, una vez
se cumplan los requisitos especificados en este programa para el acceso a las mismas.
11.8.4.
Requisitos específicos.
A. Requisitos específicos comunes a préstamos y subvenciones.
Para acceder al programa de autoempleo, además de los requisitos generales esta-
blecidos (detallados en programas anteriores), deberán cumplirse los siguientes requi-
sitos específicos:
· Tener un nivel suficiente de autonomía personal y dominar un código de lecto-
escritura con las adaptaciones necesarias adecuado al puesto al que pretende acceder.

· Encontrarse en alguna de las siguientes situaciones: estar registrado en la aplica-
ción informática correspondiente como ocupado, demandante de empleo o mejora, o
672
estar registrado como predemandante, con orientación hacia el programa de autoem-
pleo.
· Desempeñar una actividad laboral y que no se limite, por tanto, a una mera parti-
cipación accionarial en el negocio.

· No estar reintegrando a la ONCE, a entidades públicas o personas físicas o jurídi-
cas privadas, cantidades económicas que hagan difícil el reembolso del préstamo soli-
citado a la ONCE.

· Haber solicitado ayudas económicas de igual naturaleza de las Administraciones
Públicas y/o de los fondos europeos, aportando en todo caso la resolución correspon-
diente cuando se recibiese. Las ayudas de la ONCE serán complementarias de las final-
mente abonadas por las Administraciones Públicas y/o de los fondos europeos, debien-
do reintegrarse a la ONCE, de la suma total percibida, la cantidad que exceda de las
necesidades financieras del proyecto.

· Acreditar que su unidad económica familiar no supera los límites de renta y patri-
monio establecidos reglamentariamente.

· Aportar en el plazo más breve posible, cuanta documentación le sea requerida, la
cual quedará establecida por Oficio-Circular.

B. Requisitos específicos para la formalización de préstamos.
Requisitos a formalizar por el beneficiario posteriormente a la concesión del présta-
mo y previamente a la firma del contrato de préstamo con la ONCE:
a)
Al objeto de garantizar el reintegro del préstamo a la ONCE, se establece la pre-
lación de garantías según se detalla a continuación:
· Garantía hipotecaria: se requerirá preferentemente una garantía hipotecaria, aun
cuando ésta pueda ser de una segunda hipoteca.
· Aval: de no poderse llevar a cabo la garantía hipotecaria, por no disponer de bie-
nes el afectado, se exigirá aval de dos personas de reconocida solvencia. En su defec-
to, podrá presentarse, previo estudio, cualquier otro tipo de aval reconocido por la legis-
lación vigente.
· Fianza solidaria: de no poder conseguirse aval, se constituirá fianza solidaria.
En todo caso, sea cual fuere la modalidad requerida, siempre debe quedar afianza-
do el principal del préstamo.
b)
Suscripción de póliza de seguro que cubra, tanto la incapacidad o situación asi-
milada, como la defunción del prestatario.
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c) Justificación de los gastos reales derivados de la inversión producida.
C. Requisitos específicos para formalización de las subvenciones.
De corresponderle al afiliado una subvención a fondo perdido, complementaria a su
solicitud de préstamo, éste quedará obligado:
a) A la creación de, al menos, un puesto de trabajo, además del propio interesado, a
cubrir por personas afiliadas incluidas en la aplicación informática vigente, inscritas
como demandantes de empleo o de mejora del mismo.
b) A la sustitución de estos trabajadores por otros afiliados en la misma situación
laboral, en los casos de cese en el trabajo por cualquier causa.
c) Al mantenimiento de los puestos de trabajo creados por un mínimo de tres años.
11.8.5. Ayudas específicas del programa de autoempleo.
A. Tipos de ayudas.
a)
Préstamos.
Se definen como la cantidad económica que se concede como apoyo a los afiliados
socios/trabajadores participantes en los diferentes proyectos empresariales presentados a
estudio y valoración, cantidades que deberán ser reintegradas mensual mente hasta que se
amortice el total del importe concedido y de los intereses establecidos, y todo ello, conforme
a los baremos y cuantías máximas que se establezcan reglamentariamente.
b)
Subvención a fondo perdido.
Se define como aquella cuantía económica complementaria del préstamo, y que no
está sujeta a devolución a la ONCE por parte del afiliado. Tendrá carácter complemen-
tario de los préstamos y, por tanto, no podrá solicitarse aisladamente, sino simultánea-
mente con aquellos. Las cuantías máximas de las subvenciones no podrán exceder, en
ningún caso, del cincuenta por ciento de las cantidades concedidas en concepto de prés-
tamo.
Únicamente podrán solicitarse subvenciones a fondo perdido cuando:
· El coste de los proyectos presentados supere las cuantías máximas establecidas
para los préstamos.
· El coste de puesta en marcha de los proyectos presentados, aun no superando las
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cuantías máximas establecidas para los préstamos, suponga inviabilidad del negocio, en
función de las cantidades periódicas a reintegrar por los interesados.
B.
Cobertura de las ayudas.
Las cuantías económicas susceptibles de concederse como apoyo financiero a afiliados socios/tra-
bajadores participantes en los proyectos de autoempleo, se destinarán a los siguientes gastos:
· Estudios de viabilidad o diagnostico empresarial.

· Constitución y primer establecimiento.

· Inversiones mobiliarias o inmobiliarias de cualquier naturaleza relacionadas con la
actividad empresarial.

· Activo circulante para el primer año de actividad, en un porcentaje no superior al
10% de la inversión.
· Asesoramiento técnico y jurídico para la reestructuración de la actividad empresa-
rial, o su adaptación.

· Cualesquiera otras que pudieran plantearse por los afiliados, y que se consideren
viables y acordes con los objetivos del programa.
Para los supuestos de sociedades, el importe máximo financiable por la ONCE, será
proporcional a la participación accionarial del socio/trabajador afiliado.
Las cuantías susceptibles de concederse en concepto de las ayudas financieras de
referencia, serán fijadas y revisadas periódicamente.
C.
Decaimiento de las ayudas.
El derecho de percibo y disfrute de la ayuda por parte del afiliado, podrá decaer por las
siguientes causas, debiendo en estos casos reintegrarse a la ONCE la parte no amortizada del
préstamo y la totalidad que, en su caso, hubiese percibido en concepto de subvención a fondo
perdido:
· Cese por cualquier causa o traspaso del negocio para el cual fue concedida la ayuda eco-
nómica.
· Fallecimiento del concesionario, o de cualquiera de los garantes, siempre que no
se hayan realizado los trámites necesarios para su sustitución.
· Incumplimiento del beneficiario de cualquiera de las obligaciones y requisitos
establecidas en el presente programa.

· Falsedad de los datos o documentación aportada al expediente en cualquier fase de
tramitación o desarrollo de la actividad.
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· No hacer efectiva la ayuda por parte del peticionario, dentro de los seis meses siguientes a
la notificación de su concesión, salvo causa de fuerza mayor documentalmente justificada.
· Desviación de la ayuda económica hacia otros fines diferentes a los señalados ori-
ginariamente por el solicitante de la misma.

· Impago total o parcial de tres recibos de devolución del préstamo, sean, estos o no
consecutivos. En este caso, se considerará que el acuerdo de concesión se ha incumpli-
do a todos los efectos, pudiéndose ejecutar inmediatamente la garantía que se hubiere
suscrito, previa comunicación al beneficiario.

D. Pago.
Las ayudas serán abonadas al interesado mediante un único pago tras la firma del contra-
to, previa presentación de la documentación justificativa de la inversión que va a realizar (fac-
turas proforma, etc.) y de la póliza de seguro que cubrirá las posibles contingencias que impi-
dieran la devolución del préstamo, y documentación regulada por las normas establecidas.
11.9. Programa de accesibilidad a puestos de trabajo.
11.9.1. Justificación y finalidad.
Un compromiso de la ONCE es garantizar la plena accesibilidad al mercado laboral
de sus afiliados, en igualdad de condiciones con los demás trabajadores, de forma que
desempeñen con profesionalidad y eficiencia las tareas y competencias que su puesto
de trabajo exige, tanto si éste se lleva a cabo en el ámbito interno como fuera de la ins-
titución. En este sentido, persigue la consecución de la adaptación de los puestos de tra-
bajo ocupados por sus afiliados, optimizando los recursos disponibles, en un tiempo
mínimo de respuesta a las necesidades planteadas y buscando la coherencia con los
constantes avances tecnológicos que obligan a una permanente revisión de los equipos
de adaptación y de los procedimientos de gestión en este campo.
Se considera adaptación de un puesto de trabajo ocupado por un afiliado aquel pro-
ceso que permite la normalización de las tareas que desempeña en dicho puesto. Este
proceso conlleva el asesoramiento técnico adecuado y el préstamo de las ayudas mate-
riales que se consideren necesarias, las cuales se devolverán a la ONCE cuando finali-
ce el período laboral o formativo para el que se conceden.
A través del programa de accesibilidad a puestos de trabajo, se da cobertura igualmen-
te a las necesidades de adaptación de los puestos de los afiliados que están realizando cur-
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sos de formación no reglada o, en su caso, prácticas profesionales, contemplados en esta
normativa, encaminados al empleo o mejora de éste.
11.9.2.
Ámbito de realización.
El ámbito de aplicación de este programa se corresponderá con el del centro de soli-
citud o bien con el ámbito de otro centro en razón de la ubicación del puesto de traba-
jo del solicitante, lugar de residencia o cualquier otra situación que lo justifique.
11.9.3.
Duración.
Las ayudas recogidas en este programa se contemplan a lo largo del período labo-
ral o formativo, según los programas descritos con anterioridad, para los que han
sido destinadas, o bien para el período de concesión que se especifique en cada caso
a través de la resolución de la correspondiente solicitud.
11.9.4.
Requisitos.
Para el acceso a las ayudas (medios materiales y medios humanos) del programa
de accesibilidad a puestos de trabajo deberán cumplirse los requisitos generales esta-
blecidos (enumerados en los programas anteriores).
11.9.5.
Ayudas.
Existen dos tipos de ayudas:
· Medios materiales: se proporcionarán a título de préstamo y podrán proceder
del mercado tiflotécnico (equipos específicos para personas ciegas o deficientes
visuales) y, excepcionalmente, del mercado ordinario.
· Medios humanos: es la ayuda económica compensatoria de los gastos que el apoyo o
colaboración de personas ajenas a la institución origina a los afiliados con los que colabo-
ran, cuyas especificaciones vendrán reguladas por la normativa interna de la ONCE.
Los destinatarios de estas ayudas serán los beneficiarios de cualquiera de los pro-
gramas contemplados, así como afiliados en situaciones que se consideren justifica-
das según criterios establecidos por la Dirección General.
Las resoluciones a las solicitudes de adaptación de puestos de trabajo se llevarán a
cabo por los jefes de los Departamentos de Servicios Sociales para Afiliados, a excep-
ción de las correspondientes al Consejo General y Dirección General que serán resuel-
tas en la Dirección de Empleo.
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Una vez comprobado el correcto funcionamiento de los equipos de adaptación de
puestos de trabajo, se suscribirá el correspondiente contrato.
11.9.6. Desarrollo del programa de accesibilidad a puestos de trabajo.
Desde el aula de tiflotecnología se impartirá la correspondiente formación en el manejo
de los dispositivos de adaptación de puestos de trabajo que va a utilizar el afiliado.
El instructor de tiflotecnología y braille del centro, o profesional que se considere más
adecuado, procederá a la entrega y puesta en funcionamiento del material en el puesto de
trabajo del usuario, aportándole el complemento formativo específico en su puesto de tra-
bajo, en caso de ser necesario para el correcto desempeño.
El mantenimiento y reparación de los materiales de adaptación de puestos de trabajo
corresponderá a la ONCE siempre que la causa que motive la reparación no esté, relaciona-
da con la responsabilidad del beneficiario, entendida como mal uso del bien, negligencia o
circunstancias análogas, en cuyo caso las reparaciones correrán a cargo de éste.
Los consumibles de la adaptación no se considerarán en ningún caso como mante-
nimiento y, por tanto, correrán por cuenta del beneficiario.
12. Derecho al disfrute de tos medios culturales de la entidad: los servicios
bibliográficos de la ONCE.
El art. 10 de los Estatutos de la ONCE, establece el derecho del afiliado:
«e) El disfrute de los medios culturales de la entidad en el marco de las normas
vigentes para cada caso»4243.
42
Vide EFE, "La ONCE adaptará para los ciegos los museos de la región", Diario El País (versión electrónica),
12-10-2000: «La Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) adaptará los museos de la Comunidad de
Madrid para el acceso y disfrute de personas invidentes y con deficiencias visuales, de acuerdo con un convenio
suscrito ayer entre ambas partes, que establece la realización de una experiencia piloto en la Casa Natal de
Cervantes en Alcalá de Henares. En los próximos meses, la ONCE transcribirá a la escritura braille los carteles de
las obras expuestas y los folletos informativos del museo dedicado al autor del Quijote. Además realizará en for-
mato sonoro la información del catálogo del museo, adaptará el sistema de audio del vídeo explicativo, elaborará
planos en relieve de las instalaciones y asesorará para los proyectos de accesibilidad que sea necesario efectuar.
Con el mismo objetivo, la ONCE, que donará a este centro un ejemplar en braille del Quijote, organizará cursos
para los empleados del museo y la Consejería de Cultura permitirá que los invidentes puedan tocar una serie de pie-
zas. Posteriormente se aplicará esta experiencia piloto a los otros tres museos dependientes de la Comunidad: el
Arqueológico Regional, en Alcalá; la Colección Picasso, de Buitrago de Lozoya, y el Taurino de las Ventas».
43
Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003, p. 60: « Durante el año 2003, se han organizado 2.986
actividades socioculturales y deportivas y una participación de 169.368 usuarios, de los cuales 78.447 son afilia-
dos. Asimismo, se han realizado 1.214 actividades en Agencias».
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12.1. Ideas generales.
Dentro del objetivo de integración de las personas ciegas y deficientes visuales en la
sociedad, resulta obvia la importancia que tiene el acceso ágil a las fuentes bibliográficas,
donde se conservan la gran mayoría de los conocimientos, lo que permite desarrollar a los
afiliados a la ONCE cada vez más sus inquietudes culturales o profesionales y afrontar un
mayor número de disciplinas académicas. Para posibilitar una correcta utilización de los mis-
mos, y con el fin de avanzar en la línea de agilización e incremento en la oferta de servicios
bibliográficos que están a disposición de los afiliados a la ONCE, se establece una normati-
va para regular el acceso a la información por medio del Braille, las grabaciones sonoras, los
materiales en relieve y los registros informáticos44.
En el seno de la ONCE, se entenderá por Servicios Bibliográficos todas aquellas
prestaciones que la Organización pone a disposición de sus afiliados para facilitar el
acceso a la información escrita sobre cualquier soporte.
Los Servicios Bibliográficos específicos para ciegos y deficientes visuales se encuentran
protegidos por la legislación vigente independientemente del formato en el que se presenten.
En concreto, el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, del Ministerio de Cultura
(BOE de 22 de abril, núm. 97), que aprueba el texto refundido de la Ley de Propiedad
Intelectual, regularizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales vigentes sobre la
materia, en su artículo 31, inciso 3o, establece: «Las obras ya divulgadas podrán reproducir -
se sin autorización del autor en los siguientes casos: [...]. 3o. Para uso privado de invidentes,
siempre que la reproducción se efectúe mediante el sistema Braille u otro procedimiento espe -
cífico y que las copias no sean objeto de utilización lucrativa». Por tanto, dentro de la produc-
ción y el préstamo bibliotecario de las obras en Braille, se consideran incluidos tanto los docu-
mentos en soporte papel como los archivos informáticos que incluyan los códigos específicos
para Braille y que puedan ser leídos y procesados mediante adaptaciones tiflotécnicas.
Los servicios bibliográficos en la ONCE, así considerados, serán desarrollados a través de:
- El Servicio de Producción Bibliográfica, mediante el cual, y por medio de la Red
de Producción Bibliográfica, se llevarán a. cabo las transcripciones a Braille, las graba-
ciones sonoras y la confección de materiales en relieve que precisen los afiliados a la
ONCE para cubrir sus necesidades culturales, formativas y de empleo.
44 Vide Circular 14/99, de 28 de diciembre de la Dirección de Cultura, que regula los servicios bibliográ-
ficos de la ONCE, registro general de salida n°: 95.877, que entró en vigor el día siguiente a su publica-
ción y que derogó: Circular 54/85, de 4 de noviembre; Circular 16/87, de 16 de agosto; Circular 20/91, de
5 de septiembre; Circular 4/92, de 22 de enero; Oficio-Circular 33/93, de 28 de junio; Circular 15/93, de
12 de julio; Circular 1/93, de 16 de julio.
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El Servicio de Bibliotecas, mediante el cual se pondrá a disposición de los afilia-
dos a la ONCE las obras ya producidas que forman parte de los fondos de la Red de
Bibliotecas de la ONCE.
Estos Servicios son gestionados por las Direcciones de Cultura y Educación, que
contarán con el apoyo técnico de la Comisión Braille Española, con el fin de resolver
los problemas técnicos que pudiera plantear el código de lecto-escritura braille.
Por último, como complemento y apoyo a los Servicios Bibliográficos, tanto los
usuarios como las Direcciones de Cultura y Educación contarán con la aplicación infor-
mática de ámbito corporativo, denominada BIFLOS, que recogerá los registros de todos
los fondos bibliográficos producidos por la ONCE o incluidos en su red de bibliotecas,
lo que supondrá una importante fuente de consulta y acceso directo a los textos.
12.2. Producción bibliográfica.
Con el fin de cubrir las necesidades culturales, educativas, de desempeño del pues-
to de trabajo y de integración social de sus afiliados, la ONCE dispone de una red de
producción bibliográfica que está compuesta por:
· El Departamento de Coordinación Bibliográfica, los Centros de Producción
Bibliográfica y los Núcleos Periféricos de Producción Bibliográfica, dependientes de la
Dirección de Cultura.
· El Departamento de Gestión de Recursos Educativos, los Servicios de Producción de
Recursos Didácticos y el Núcleo Periférico de la Escuela de Fisioterapia, dependientes de la
Dirección de Educación, así como el colectivo de maestros de los Equipos Específicos de
Atención a la Educación Integrada de Ciegos y Deficientes Visuales, y de los Centros Específicos.
No obstante lo anterior, y en determinados casos concretos regulados en la normativa
interna de la ONCE, se podrán requerir los servicios externos de trascripción y grabación,
que deberán ser homologados por la Dirección de Cultura, que desarrollará las directrices
que habrán de ser tenidas en cuenta para conseguir una mayor calidad y rapidez en los tra-
bajos realizados en Braille y en sonido.
12.2.1. Prioridades en la producción bibliográfica.
El impulso que la ONCE da a la integración educativa y profesional de las personas ciegas
supone un incremento en la demanda de producción de libros que, junto con la producción
correspondiente a obras de interés general que permiten el acceso del colectivo a la cultura y al
ocio, hacen necesario racionalizar y agilizar la producción de los fondos bibliográficos.
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Para ello, se establecen las prioridades en función del origen de la solicitud de pro-
ducción de una obra o documento. La educación y el empleo, junto con la autonomía
personal, son los motores principales que permiten la integración de los invidentes en
la sociedad. Por lo tanto, los textos cuya solicitud tenga origen en necesidades educati-
vas y de formación ("producción bibliográfica educativa") o sean necesarios para el
desempeño del puesto de trabajo ("producción bibliográfica de empleo"), tendrán pre-
ferencia en su producción, teniendo en cuenta, a este respecto, que:
a) Se considerará como "producción bibliográfica educativa" a toda aquella que sea
necesaria para que cualquier estudiante afiliado pueda acceder al currículo de su centro
en las mejores condiciones posibles, siendo beneficiarios de la misma todos aquellos
afiliados que, en el momento de presentar la solicitud, estén siendo atendidos bien en
un Centro Específico o a través de un Equipo Específico de Atención a la Educación
Integrada de Ciegos y Deficientes Visuales. Este tipo de producción incluirá únicamen-
te aquellos textos que deban ser utilizados por el alumno en el aula, así como aquellos
cuya lectura considere obligatoria el profesor del centro educativo.
b) Se considerará como "producción bibliográfica de empleo" a toda aquella que necesi-
ta cualquier afiliado a la ONCE para el desempeño de su puesto de trabajo.
La producción de aquellas obras que son solicitadas por los afiliados, para cubrir sus
inquietudes culturales y/o destinadas a engrosar los fondos bibliográficos de las bibliotecas
de la ONCE, se denomina "producción bibliográfica de obras de ocio y tiempo libre".
Una vez cubiertas las necesidades en cuanto a educación y empleo, se habrá de tener
en cuenta que será atendida la "producción bibliográfica de obras de ocio y tiempo
libre" que tenga su origen en una solicitud presentada por un afiliado a la ONCE.
En función de las disponibilidades de la red de producción bibliográfica, serán produ-
cidas aquellas obras de interés general destinadas a engrosar los fondos de las bibliotecas
de la ONCE, siendo la Dirección de Cultura la encargada de seleccionar este tipo de
obras, de acuerdo con criterios de calidad y demanda.
12.2.2. Red de producción bibliográfica. Competencias de la Dirección de Cultura.
La Dirección de Cultura, es la encargada de planificar y coordinar las actividades de
selección, producción y difusión bibliográfica. Gestión que realiza a través del
Departamento de Coordinación Bibliográfica, de los Centros de Producción
Bibliográfica y de los Núcleos Periféricos de Producción Bibliográfica.
Será la encargada, de establecer las directrices en cuanto a la catalogación y regis-
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tro de las obras que se produzcan en Braille y/o sonido dentro del módulo de gestión
bibliográfica de la aplicación informática BIFLOS
A.
Departamento de coordinación bibliográfica.
El departamento de coordinación bibliográfica tendrá, entre otras funciones, las
de planificar y coordinar las actividades de selección, producción y difusión
bibliográfica de las obras que son transcritas al sistema Braille o grabadas, asig-
nando los libros seleccionados para su realización en base a criterios de producti-
vidad y racionalización de los recursos humanos y técnicos que conforman la red
de producción.
Para ello, y como funciones específicas, deberá:
· Coordinar y tramitar las solicitudes de producción Braille y sonora.

· Velar por que los datos introducidos en el módulo de gestión bibliográfica de la
aplicación informática BIFLOS estén actualizados.

· Velar por la actualización de los datos de producción, a través del módulo de ges-
tión de la producción de BIFLOS, con el fin de conocer en qué proceso se encuentran
las obras, para evitar duplicidades y equilibrar las cargas de trabajo de los distintos pun-
tos de la red de producción.
· Velar por la calidad de la producción bibliográfica.

· Coordinar la producción de obras completas que se lleve a cabo en los Centros y
Núcleos Periféricos de Producción Bibliográfica.

B.
Centros de producción bibliográfica de la ONCE.
La red de producción bibliográfica dispone de dos grandes centros especializados de
producción:
· El Centro Bibliográfico y Cultural de la ONCE en Madrid (CBC)
· El Centro de Producción Bibliográfica de la ONCE en Barcelona (CPB).

Son Centros directivos de ámbito estatal que, dependientes de la Dirección General
(Dirección de Cultura), están dotados de los medios precisos para satisfacer la deman-
da de productos bibliográficos del colectivo de ciegos y deficientes visuales.
Además, son el instrumento idóneo para la producción de obras que requieren gran
tirada y, genéricamente, llevarán a cabo cualquier actividad encomendada por la
Dirección de Cultura, que básicamente será:
-
Producir y reproducir libros de amplia tirada, publicaciones periódicas editadas por
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la ONCE, folletos y documentos de amplia difusión en cualquiera de las lenguas del
Estado, con el fin de satisfacer las necesidades culturales de los afiliados y nutrir los
fondos de la red de bibliotecas de la ONCE.
· Producir y reproducir libros de texto completos, demandados por estudiantes uni-
versitarios y profesionales.

· Producir y reproducir temarios de oposiciones.
· Producir y reproducir revistas, siempre que sean necesarias para llevar a cabo la
labor profesional o desarrollo del currículo educativo del solicitante.
· Producir y reproducir materiales en relieve.
· Producir y reproducir obras musicales.
· Realizar el material que presente dificultades técnicas debidas a los códigos utili-
zados (ajedrez, informática, lenguas con alfabetos no latinos, etc.).
· Producir cualquier otro material bibliográfico encargado, de forma expresa, por la
Dirección de Cultura.

· Formar y asesorar técnicamente al resto de puntos de la red de producción, para
garantizar la calidad de las grabaciones sonoras, de las transcripciones Braille y de la
producción de materiales en relieve.
· Asesorar y supervisar técnicamente los servicios de trascripción y grabación exter-
nos.
· Llevar a cabo la adaptación de textos en conexión con la Dirección Ejecutiva
correspondiente.
· Transformar los archivos informáticos, entregados por las editoriales y otros orga-
nismos o entidades, con el fin de que puedan ser utilizados para la transcripción Braille.
· Llevar a cabo el control de calidad de las transcripciones y grabaciones que se le
encarguen, ya sean producidos por el propio Centro o por los servicios externos.
· Transcribir la normativa interna de la Organización para su difusión a través de las
redes corporativas de la Entidad.
C. Núcleos periféricos de producción bibliográfica
Son unidades básicas de producción limitada, destinadas a atender aquellas necesi-
dades específicas generadas en su ámbito zonal y cuya realización no se encomienda a
los Centros de Producción Bibliográfica (CBC y CPB) o a los Servicios de Producción
de Recursos Didácticos, por no ser documentos de interés general, que se producirán en
ejemplar único o tiradas muy reducidas.
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Existen 34 Núcleos Periféricos de Producción Bibliográfica, de los cuales 33 están
ubicados en todas las Delegaciones Territoriales, Direcciones Administrativas, con fun-
ciones de producción bibliográfica y biblioteca territorial, y uno en la Escuela de
Fisioterapia (dependiente de la Dirección de Educación), que atiende las necesidades
bibliográficas de los estudiantes de dicha Escuela.
Cada Núcleo Periférico de Producción Bibliográfica contará, al menos, con un especialista
que llevará a cabo las labores técnicas de producción bibliográfica y servicio bibliotecario,
siempre bajo la dependencia del Jefe del Departamento de Servicios Sociales correspondiente.
Dada la especificidad y variedad de tareas que desempeñan, en caso de producirse
una vacante en alguna Delegación Territorial o Dirección Administrativa, la persona
que vaya a cubrirla deberá reunir una serie de requisitos en cuanto a conocimientos teó-
rico-prácticos, para el desempeño de las funciones inherentes al puesto de trabajo, defi-
nidas en el convenio colectivo vigente. Por tanto, previamente a la admisión de un aspi-
rante para cubrir una vacante de especialista de Núcleo Periférico de Producción
Bibliográfica, será preciso el informe favorable de la Dirección de Cultura, sin que ello
impida que, con posterioridad, se establezcan los correspondientes programas de for-
mación y actualización en el puesto de trabajo.
Salvo la producción de obras completas, que precisará de la autorización de la
Dirección de Cultura, las tareas que realizan los especialistas de Núcleos Periféricos de
Producción Bibliográfica serán coordinadas por el Jefe del Departamento de Servicios
Sociales para Afiliados, y, básicamente, serán las siguientes:
a) En cuanto a la producción bibliográfica.
· Producir y reproducir, en soporte Braille o sonoro, la documentación generada en
el centro donde estén ubicados, siempre que sea necesaria.

· Producir y reproducir los documentos demandados por los afiliados, cuando sean
necesarios para desempeñar su puesto de trabajo o para una actividad organizada de
interés social, y no se trate de libros completos.

· Producir y reproducir los apuntes y exámenes de los estudiantes. Cuando los apun-
tes contengan partes de un libro, y siempre previa consulta por si estuviera producido,
deberán conservar el soporte informático correspondiente si se trata de producción
Braille, hasta que no reciba otras instrucciones al respecto.

· Colaborar con los maestros de los Equipos Específicos de Atención a la Educación
Integrada de Ciegos y Deficientes Visuales en la transcripción y adaptación de los tex-
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tos del Primer Ciclo de Primaria, salvo en el caso de los Núcleos Periféricos de
Producción Bibliográfica de la DT de Andalucía, DT de Cataluña, DT de Madrid y de
la DA de Alicante, en cuyo caso serán producidos y reproducidos por parte de los
Servicios de Producción de Recursos Didácticos de los CRE respectivos.
-
Producir y reproducir mapas y planos de carácter específico de su zona de influencia.
En cualquier caso, para aquellos documentos que se consideren de interés general,
deberán informar a la Dirección de Cultura de su producción, con el fin de dar a cono-
cer al resto de puntos de la red de producción la disponibilidad de dichos documentos
en Braille o sonido.
b) En cuanto al servicio de biblioteca
· Atender la biblioteca con todas las tareas que a ella atañen en las áreas de Braille,
sonido, tinta y videoteca.
· Atender las peticiones de libros de la biblioteca territorial solicitados por los usua-
rios y por los profesionales que integran los Equipos de Atención Básica.
· Fomentar y desarrollar el uso del servicio bibliotecario en su demarcación.
· Tener permanentemente actualizada la catalogación de los fondos de su biblioteca
territorial en el módulo de gestión bibliográfica de la aplicación informática BIFLOS.
· Informar a los usuarios de los datos que soliciten sobre productos bibliográficos, a
través de las bases de datos del módulo de gestión bibliográfica de la aplicación infor-
mática BIFLOS.
En caso de no poder asumir la transcripción o grabación de alguno de los trabajos
encomendados, el Jefe del Departamento de Servicios Sociales al que esté adscrito el
Núcleo informará al respecto a la Dirección de Cultura, la cual encomendará el traba-
jo, bien a otro punto de la red de producción que pudiera asumirlo, bien a los servicios
externos homologados por ésta.
12.2.3. Red de producción bibliográfica. Competencias de la Dirección de
Educación.
La Dirección de Educación será la encargada, entre otras funciones, de planificar y
supervisar la actividad educativa de la ONCE, y en particular la de los Centros de
Recursos Educativos y la Escuela de Fisioterapia.
La producción de libros en Braille o sonido, correspondientes a cualquier nivel
educativo no universitario, deberá ser gestionada por la Dirección de Educación,
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mediante el módulo de gestión de la producción de la aplicación informática
BIFLOS.
La Dirección de Educación, para cumplir sus funciones de producción biblio-
gráfica, se servirá del Departamento de Gestión de recursos Educativos, de los
Servicios de Producción de Recursos Didácticos y del colectivo de maestros ads-
critos a los Equipos Específicos de Atención a la Educación Integrada de Ciegos
y Deficientes Visuales, y a los Centros Específicos.
A.
Departamento de gestión de recursos educativos
El Departamento de Gestión de Recursos Educativos tiene, como funciones directa-
mente relacionadas con la producción bibliográfica, las de:
· Planificar los procesos orgánico-funcionales de los servicios de producción de
recursos didácticos de los Centros de Recursos Educativos de la ONCE.
· Orientar, bibliográficamente, a estudiantes, a profesionales de la educación y res-
ponsables de la producción sobre los recursos didácticos existentes.

· Fijar, como consecuencia de lo anterior, los criterios de producción y adapta-
ción de los textos educativos, coordinando las actuaciones de los servicios de pro-
ducción bibliográfica dependientes de la Dirección de Educación.
B.
Servicio de producción de recursos didácticos
Los Servicios de Producción de Recursos Didácticos se configuran como servi-
cios para la investigación, adaptación y producción de recursos didácticos. Están
adscritos a los Centros de Recursos Educativos y se destinan a atender las necesi-
dades de producción de libros de texto y de otro material didáctico de los estudian-
tes de los ciclos educativos no universitarios y de los profesionales de la educa-
ción de ciegos y deficientes visuales, que presten sus servicios en las sedes de los
Centros de Recursos Educativos de la ONCE.
En lo relativo a la producción Braille y grabación sonora son considerados como
puntos de la red de producción y, por tanto, habrán de ajustarse a las normas de proce-
dimiento establecidas para el resto de puntos de producción.
Las funciones de los Servicios de Producción de Recursos Didácticos en cuanto a la
producción bibliográfica, son:
-
Producir, reproducir, adaptar y supervisar la transcripción y grabación sonora de
los textos pertenecientes a los niveles educativos no universitarios, sea cual sea su difu-
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sión. La transcripción y adaptación de textos del Primer Ciclo de Primaria se realizará
en colaboración con los maestros de los Equipos Específicos de Atención a la
Educación Integrada de Ciegos y Deficientes Visuales o de los Centros Específicos.
· Transcribir los exámenes y apuntes aportados por los centros educativos ordina-
rios, donde estén matriculados los estudiantes de cualquier nivel adscritos a su sede.

· Introducir y reproducir los documentos que pudieran necesitar los profesionales afi-
liados que presten sus servicios en la sede del CRE en el que estén ubicados para desem-
peñar su puesto de trabajo, siempre que no se trate de libros completos.
· Producir y reproducir la documentación interna del centro en el que estén ubica-
dos y cuya producción sea necesaria.
· Producir y reproducir materiales en relieve necesarios para llevar a cabo la labor
educativa propia del CRE en que estén ubicados, siempre previa consulta por si estu-
vieran producidos en otro punto de la red de producción.
· Registrar en el módulo correspondiente de la aplicación informática BIFLOS las
obras que se produzcan.

· Supervisar y garantizar la calidad de los trabajos que se le encomienden, ya sean reali-
zados internamente o por los servicios de transcripción y grabación externos.
No obstante, en el caso de no poder asumir la producción, podrán solicitar los servicios de
transcripción y grabación externos homologados por la Dirección de Cultura, siempre previa
consulta por si estuviera producido o en fase de producción. Para ello, el Servicio de
Producción de Recursos Didácticos remitirá el material que deba ser trascrito o grabado al ser-
vicio externo. Una vez entregado el documento por éste al Servicio de Producción de Recursos
Didácticos, y previa validación del mismo (trascrito o grabado), procederá a abonar el coste
correspondiente a los servicios homologados de trascripción y grabación externa.
El Servicio de Producción de Recursos Didácticos conservará en sus archivos el
soporte informático en el caso de las transcripciones, o el soporte sonoro en el caso de
las grabaciones, por si fuera preciso llevar a cabo copias con destino a otros usuarios o
puntos de la red de producción.
C. Equipos específicos de atención a la educación integrada de ciegos y defi-
cientes visuales, y de los centros específicos.
El colectivo de maestros adscritos a los Equipos Específicos de Atención a la
Educación Integrada de Ciegos y Deficientes Visuales y de los Centros Específicos pro-
ducirá exámenes de cualquier nivel educativo.
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Además, colaborarán con los Núcleos Periféricos de Producción Bibliográfica y los
Servicios de Producción de Recursos Didácticos, en la trascripción y adaptación de tex-
tos del primer ciclo de primaria.
D. Núcleo periférico de producción bibliográfica de la Escuela Universitaria de
Fisioterapia
El Núcleo Periférico de Producción Bibliográfica de la Escuela Universitaria de
Fisioterapia dependerá orgánicamente de la citada Escuela y, por tanto de la Dirección
de Educación. Sus funciones y cometidos serán los expuestos, con las especificidades
propias de su ámbito competencial.
12.2.4. Usuarios de los servicios de producción bibliográfica.
Podrán ser usuarios de los servicios de producción bibliográfica todos los afiliados
a la ONCE.
El objetivo es optimizar los recursos disponibles, ofreciendo un mejor servicio a los
usuarios y por ello deben tenerse en cuenta las siguientes instrucciones.
A.
Producción bibliográfica de obras de ocio y tiempo libre.
La trascripción o grabación de las obras de ocio y tiempo libre, debe ser solicitada
a la Dirección de Cultura (Departamento de Coordinación Bibliográfica).
No será necesario que los solicitantes aporten el original en tinta, pero sí será preci-
so que, junto con su petición, figuren, como mínimo, los siguientes datos de la obra a
producir: autor, título y editorial.
B.
Producción bibliográfica educativa.
La trascripción o grabación de obras y apuntes para estudiantes de cualquier ciclo
educativo serán solicitadas al Jefe del Departamento de Servicios Sociales de la DT o
DA a la que se esté adscrito educativamente, salvo en el caso de aquellas en cuya misma
sede se encuentre un Centro de Recursos Educativos, en cuyo caso serán solicitados a
través de los Servicios de Producción de Recursos Educativos respectivos.
En el caso de los libros, no será necesario aportar los originales en tinta por parte de
los solicitantes, pero sí será preciso que, junto con la petición, figuren, como mínimo,
los siguientes datos: autor, título, editorial y número de ISBN (International Standard
Book Number).
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C.
Producción bibliográfica para empleo.
La trascripción o grabación de obras, apuntes o documentos para profesionales serán
solicitadas al Departamento de Servicios Sociales de la DT o DA a la que se esté ads-
crito, salvo en el caso de aquellos que desempeñen su puesto de trabajo en la sede de
los Centros de Recursos Educativos.
En el caso de los libros, no será necesario aportar los originales en tinta por parte de
los solicitantes, pero sí será preciso que, junto con la petición, figuren, como mínimo,
los siguientes datos: autor, título, editorial y número de ISBN.
D.
Tarifas de producción bibliográfica.
Mediante Oficio-Circular, la Dirección General publicará las tarifas correspondien-
tes a los siguientes servicios culturales:
· Suscripción a las distintas publicaciones periódicas (revistas), que en todo caso será una
cuota simbólica y que sólo deberá ser abonada por aquellos afiliados trabajadores cuyas ren-
tas superen el doble del salario mínimo interprofesional anual.
· Solicitud de producción bibliográfica de obras de ocio y tiempo libre que por su
temática sean de interés muy particular, en cualquiera de sus soportes; la cuota en nin-
gún caso superará el coste de la obra en el mercado ordinario.
· Solicitud de copias de las obras producidas, o por producir, en cualquiera de los
soportes contemplados y expuestos.

En el Oficio-Circular aludido se considerará la gratuidad de estos servicios en fun-
ción de la situación económica de los usuarios.
12.3. Servicio de bibliotecas45.
45 El correcto funcionamiento del servicio de bibliotecas y la optimización de sus fondos bibliográficos,
así como su preservación exigen el cumplimiento de ciertas instrucciones específicas.
· Los préstamos tienen carácter gratuito, siempre que los envíos estén exentos de franqueo. En caso con-
trario, los gastos serán abonados por el lector.

· El lector se responsabiliza totalmente de las obras recibidas en préstamo y no se autoriza el traspaso direc-
to de libros de uno a otro lector, por lo que únicamente se exigirán responsabilidades a aquel que los haya
solicitado y recibido de la biblioteca correspondiente.

· En el caso de la Biblioteca Central, el plazo máximo para la retención de una obra por el lector no deberá
exceder de tres meses. Además, el lector no podrá tener en préstamo más de dos obras al mismo tiempo,
excepto en el caso de aquellas destinadas al estudio.
En el caso de las Bibliotecas Territoriales, quedan a criterio del correspondiente Jefe del Departamento de
Servicios Sociales los plazos de préstamo, siempre teniendo en cuenta el número de usuarios y las carac-
terísticas de la población atendida.
-
Los usuarios responderán económicamente de la pérdida o deterioro de los libros que se les hayan prestado.
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12.3.1.
Dotación.
La ONCE cuenta con una red de bibliotecas destinadas al préstamo de sus fondos
bibliográficos, constituida por la Biblioteca Central y las Bibliotecas Territoriales.
Dadas las peculiaridades de la entidad tiflológica, dichas bibliotecas están dotadas
de:
· Fondos en Braille.
· Fondos en sonido.
· Fondos en tinta, tanto de obras de interés general, cuyo ejemplar es necesario para
producir el libro en Braille y/o sonido, como de un fondo de documentación especiali-
zada referida a ceguera y deficiencia visual.

· Fondos en otros soportes.

12.3.2.
Biblioteca central.
La Biblioteca Central, adscrita al Centro Bibliográfico y Cultural está dotada técni-
ca, humana y materialmente para satisfacer la demanda de préstamos de libros al colec-
tivo de ciegos y deficientes visuales. Sus fondos bibliográficos incluyen la totalidad de
las obras producidas por la ONCE en cualquiera de los soportes contemplados.
Además, cuenta con un Servicio de Documentación especializado en todo lo concer-
niente a ceguera y deficiencia visual.
Sus fondos bibliográficos podrán ser solicitados por:
· Los afiliados.
· Los trabajadores y profesionales de la ONCE, que podrán acceder a los fondos en
tinta, ya se trate de obras de interés general o de documentación especializada, siempre
que no sean necesarios para llevar a cabo la producción de una solicitud en Braille y/o
sonido y cuyo préstamo no suponga dificultades en la prestación del servicio.

· Los estudiantes y profesionales ajenos a la ONCE que precisen documentación
· La biblioteca podrá reclamar al lector cualquier obra en cualquier momento, por necesidades del servicio.
· Es imprescindible que los usuarios comuniquen sus cambios de residencia, domicilio o número de telé-
fono, a fin de evitar posibles deficiencias en el servicio.

· Con respecto a los fondos bibliográficos en Braille, no podrán prestarse las obras que componen la colec-
ción denominada "Biblioteca Cervantina", incluida en los fondos de la Biblioteca Central, o aquéllas otras
cuya antigüedad y estado de deterioro no hagan aconsejable el préstamo a domicilio. Sin embargo, todas
ellas podrán ser consultadas en la sede de la correspondiente biblioteca.

Del mismo modo, dentro de las obras en tinta, no podrán prestarse las que constituyan una colección, enci-
clopedias, diccionarios y aquellas que sean necesarias para el servicio de producción bibliográfica. Sin
embargo, como en el caso anterior, todas ellas podrán ser consultadas en la sede de la biblioteca correspon-
diente.
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especializada sobre ceguera y deficiencia visual para sus investigaciones o su labor pro-
fesional.
-
Aquellos discapacitados que no puedan acceder a la lectura mediante los métodos
convencionales, previo certificado médico presentado ante la dirección del CBC.
Para acceder a los servicios de la biblioteca, los interesados habrán de ponerse en
contacto con los servicios de atención dirigidos a los usuarios establecidos en el CBC.
12.3.3. Bibliotecas territoriales.
La ONCE cuenta, así mismo, con una red de bibliotecas distribuidas en las distintas
Delegaciones Territoriales, Direcciones Administrativas, Centros de Recursos
Educativos y otros Centros Especializados, en los que, por su naturaleza, se considera
necesaria la existencia de este servicio.
Por los fondos bibliográficos con los que cuentan son el complemento, dentro de su
ámbito zonal, al servicio que presta la Biblioteca Central.
Al frente de ellas se encuentran los Especialistas de Núcleos Periféricos de
Producción Bibliográfica, cuyas funciones respecto al servicio bibliotecario han sido
expuestas. Sus fondos bibliográficos podrán ser destinados a:
· Los afiliados.
· Los trabajadores y profesionales de la ONCE adscritos a su zona de influencia, que
podrán solicitar el préstamo de las obras en tinta de interés general o documentación
especializada, siempre que no sean necesarios para llevar a cabo la producción de una
solicitud en Braille y/o sonido y cuyo préstamo no suponga dificultades en la presta-
ción del servicio.

· Los estudiantes y profesionales ajenos a la entidad que precisen documentación
especializada sobre ceguera y deficiencia visual para sus investigaciones o su labor pro-
fesional.
· Aquellos discapacitados que no puedan acceder a la lectura mediante los métodos
convencionales, previo certificado médico presentado ante el Jefe del Departamento de
Servicios Sociales correspondiente.
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12.4. Comisión Braille Española46.
12.4.1. Ideas generales.
El papel primordial que tiene el Braille como vehículo de acceso a la información,
la cultura47 y la educación para las personas ciegas48 y la creciente importancia de las
nuevas tecnologías informáticas, hacían necesaria una especial atención y vigilancia
sobre los problemas técnicos que puedan afectar a los textos que incluyen este código.
Estas nuevas tecnologías están permitiendo un aumento de materias a las que pueden
acceder los usuarios con discapacidad visual que utilizan el sistema braille con fines profe-
46 Vide Circular 1/88, de ] 1 de enero, del Servicio para Afiliados, Sección de Cultura, registro general de
salida n°: 523-A, que estableció la modificación de la signografía braille, en los siguientes términos:
«Del 13 al 16 de junio de 1987 tuvo lugar en Montevideo (Uruguay) la Reunión de Imprentas Braille de
habla hispana, en la cual participaron representantes de Argentina, Colombia, España, Uruguay y
Venezuela.
Con el fin de llevar a la práctica aquellas conclusiones acordadas en la citada reunión, y en uso de las atri-
buciones que me confiere el articulo 6.3 d) del Real Decreto 1041/81, de 22 de mayo, dispongo lo siguien-
te:
1º La obligatoriedad de la utilización de la signografía aprobada en la reunión de Montevideo, tanto para
el Braille literal como matemático, a partir del 1º de enero de 1988.
2o Tal obligatoriedad afectará inexcusablemente a cuantos profesionales están dedicados a la trascripción
de obras en Braille así como a los otros dedicados al ejercicio de la docencia.
3o La citada signografía se encuentra recogida en los folletos titulados "Signos de la escritura básica" y
"Código Matemático Unificado para la Lengua Castellana", ambos editados por el Centro de Producción
Bibliográfica de Madrid.
4o El citado Centro de Producción Bibliográfica remitirá a la totalidad de los Centros un número suficien-
te de ejemplares con los que puedan atender las peticiones de profesionales y usuarios.
5o Del contenido de la presente Circular se dará la mayor difusión posible».
47
Vide Redacción, "La ONCE agradece a José Hierro su ayuda con una edición en braille", Diario El País
(versión electrónica), 30-4-1999: «Aparte de su reconocida tarea como poeta, el último premio Cervantes,
José Hierro, ha dedicado una parte de su tiempo a ayudar a diversas instituciones sociales. Eso le agrade-
cieron ayer los dirigentes de la Organización Nacional de Ciegos (ONCE), durante una comida a la que
Hierro asistió con su mujer, Lines, y su hija Marian. [...]».
48
Vide: José Enrique FERNÁNDEZ del CAMPO SÁNCHEZ, Desafíos didácticos de la lectura braille,
ONCE (Dirección de Educación), Madrid, 2001, 342 pp.; Juan ALLER PÉREZ, Manual simplificado de
musicografia braille: versión para usuarios no ciegos, ONCE (Dirección de Cultura y Deporte), Madrid,
2001, 187 pp.; Begoña ESPEJO de la FUENTE El braille en la escuela: una guía práctica para la ense -
ñanza del braille, ONCE (Sección de Educación), Madrid, 1993, 87 pp.; ONCE (Dirección de Cultura y
Deporte), Guía práctica de signografía braille general, ONCE, Madrid, 2002, 261 pp.; Julio CORRAL
MERÁS, Braulio REFUSTA TORRES, Manual de trascripción braille, ONCE (Dirección de Cultura),
ONCE, Madrid, 1998, 167 pp.; ONCE (Centro Bibliográfico y Cultural), La musicografia braille: un acer -
camiento a la escritura musical para uso de las personas ciegas, ONCE (Dirección de Cultura y Deporte),
Madrid, 2001, 27 pp.; Bettye KROLICK, Nuevo manual internacional de musicografia braille, traducción
de Francisco Javier MARTÍNEZ CALVO, ONCE (Dirección de Cultura), Madrid, 1998, 282 pp.; Cecilia
SIMÓN RUEDA, El desarrollo de los procesos básicos en la lectura braille, ONCE (Sección de
Educación), Madrid, 1994, 255 pp.; Carmen ROIG, Luís Braille: la historia de un genio de singular "relie -
ve", ONCE (Dilección de Cultura), Madrid, 2000, 237 pp
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sionales, educativos y culturales. Por tanto, debían establecerse las correspondientes signo-
grafías específicas en braille, de obligado cumplimiento en el ámbito de actuación de la
ONCE, de modo que los productos bibliográficos cumplan un estándar que permita su utili-
zación por todos los usuarios. Además, la sensibilización de la sociedad hacia las necesida-
des de las personas ciegas y deficientes visuales está suponiendo un incremento del número
de servicios y productos que incluyen el Braille en su etiquetado y en la información que con-
tienen sus envases. En tal sentido, las administraciones públicas, tanto nacionales como de la
Comunidad Europea, tienen como objetivo elaborar normas que regulen la inclusión de infor-
mación indispensable en productos y servicios, de modo que sea accesible a cualquier ciuda-
dano.
En consecuencia era preciso modernizar la estructura y funcionamiento de la
Comisión Braille Española como órgano regulador del braille en nuestro país para dar
adecuada respuesta a las necesidades que plantea para las personas ciegas y deficientes
visuales la sociedad de la información y el conocimiento. Para ello se procedió a la
regulación de la Comisión Braille Española (CEB), a través de la Circular 12/2004, de
23 de noviembre, de la Dirección de Cultura y Deporte. Esta Circular derogó parcial-
mente la Circular N° 14/1999 de 28 de diciembre, donde se regulan los Servicios
Bibliográficos de la ONCE, y entró en vigor el 24 de noviembre de 2004.
12.4.2.
Concepto.
La Comisión Braille Española (CBE) es un órgano de la ONCE que ostenta la
máxima autoridad en España para la fijación de normas de uso y desarrollo del sistema
braille de lecto-escritura, así como de la simbología en relieve y color aplicable a lámi-
nas o cualquier otro tipo de productos utilizables por las personas ciegas y deficientes
visuales.
12.4.3.
Funciones.
La CBE llevará a cabo las siguientes funciones:
1a) Fijar la signografía para el braille literal así como la correspondiente a todos los
ámbitos del conocimiento en que sea utilizada por las personas ciegas y deficientes
visuales.
2a) Establecer y unificar las tablas braille para su uso en aplicaciones informáticas y
dispositivos de hardware adaptados para ciegos.
3a) Establecer criterios generales para la elaboración de materiales en relieve y color.
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4a) Establecer la simbología en relieve aplicable a la confección de planos, mapas,
láminas y a cualquier otro producto que se desee hacer accesible al tacto así como los
criterios y normas para su correcta elaboración.
5a) Asesorar a los Centros y profesionales de la ONCE y a las empresas externas que
realizan la producción de libros en Braille en la utilización de dicha signografía y la
confección de materiales en relieve.
6a) Asesorar a las Administraciones y empresas, especialmente aquellas que desarro-
llan sus actividades en nuestro país, que rotulen sus productos y servicios en braille o
mediante marcas táctiles, otorgándoles los correspondientes certificados de homologa-
ción.
7a) Representar a la ONCE en organismos, reuniones y grupos de trabajo internacio-
nales encaminados a la unificación de signografías.
8a) Recoger información tanto nacional como internacional referente a las signogra-
fías utilizadas en cada país y en distintas materias, como material de consulta y estudio.
9o) Promover la unidad de criterios entre los distintos códigos braille especialmente
entre los de nuestra área lingüística y los correspondientes al resto de las lenguas coo-
ficiales del estado español.
10a) Difundir el conocimiento y uso del braille entre la población con discapacidad
visual como forma autónoma de acceso a la información y la cultura.
12.4.4. Estructura.
La CBE se estructura en los siguientes órganos:
- Pleno49.
49 Corresponden al Pleno de la CBE las siguientes competencias:
1a) Aprobar los objetivos y planes generales de la CBE para cada año.
2a) Conocer la marcha de los Proyectos en curso, señalando las directrices a seguir en los temas de espe-
cial trascendencia.
3a) Evaluar la gestión de los distintos órganos de la CBE, proponiendo las modificaciones que se estimen
necesarias en la estructura orgánica de la misma.
4a) Aprobar las nuevas signografías elaboradas por los Grupos de Trabajo, así como las normas que afec-
ten a la trascripción de textos en braille y a la confección de materiales en relieve y color elaboradas por
los Grupos de Trabajo.
5a) Adoptar nuevas iniciativas en el marco de sus competencias.
El Pleno adoptará los acuerdos que considere convenientes, previo estudio de cada uno de los puntos del
orden del día y de tas deliberaciones que se produzcan. Dichos acuerdos se adoptarán con el mayor con-
senso posible y en última instancia por la mitad más uno de los asistentes. De todo ello se dejará debida
constancia en un acta elaborada por el Secretario del Pleno y suscrita por el Presidente y por el Secretario.
Los acuerdos del Pleno se harán públicos mediante Oficios-Circulares, siendo de obligado cumplimiento
desde el día de su publicación.
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· Comité Permanente50.
· Secretaría51.
· Secretaría Técnica52.
· Grupos de Trabajo53.
50 El Comité Permanente tendrá las competencias siguientes:
1a) Seguimiento y control de las actividades de la Secretaría Técnica.
2a) Resolución de las cuestiones urgentes que, al margen del procedimiento establecido en el apartado
noveno, le traslade el Secretario o el Secretario Técnico o que le sean presentadas directamente. Una vez
resuelta la cuestión, el Comité Permanente impartirá las instrucciones precisas firmadas por el Presidente.
Esas instrucciones serán provisionales y deberán ser ratificadas por el Pleno y hechas públicas mediante
Oficio-Circular.
El Comité Permanente se reunirá a propuesta del Presidente de la CBE. Las convocatorias deberán ser
remitidas por escrito por el Secretario a todos los miembros del Comité, con un mínimo de 15 días de ante-
lación al de celebración de la reunión, indicando los asuntos del orden del día que se van a tratar en la reu-
nión.
El Comité Permanente se considerará validamente constituido cuando así lo considere el Presidente, con
independencia de que no concurran a la reunión la totalidad de sus miembros. En todo caso, siempre debe-
rán estar presentes el propio Presidente, el Secretario y el Secretario Técnico.
El Comité Permanente adoptará los acuerdos que considere convenientes previo estudio de cada uno de los
puntos del orden del día y de las deliberaciones que se produzcan. Dichos acuerdos se adoptarán con el
mayor consenso posible y en última instancia por la mitad más uno de los asistentes. De todo ello se deja-
rá debida constancia en un acta elaborada por el Secretario del Pleno y suscrita por el Presidente y por el
Secretario.
51 El cargo de Secretario de la CBE será ocupado por el Jefe del Departamento de Recursos Culturales de
la Dirección de Cultura y Deporte.
Las competencias del Secretario son las siguientes:
1a) Preparar la documentación del Pleno y del Comité Permanente.
2a) Elaborar el orden del día de las reuniones plenarias y remitir las convocatorias a los miembros de los
órganos de la CBE.
3a) Redactar y difundir las actas correspondientes a las reuniones plenarias y del Comité Permanente.
4a) Custodiar toda la documentación emanada de la CBE.
5a) Otorgar los certificados de homologación a Administraciones y empresas externas que rotulen en brai-
lle sus productos o servicios.
52 La Secretaría Técnica estará a cargo de un técnico de servicios bibliográficos, que debe contar con la
experiencia y competencia necesarias en el manejo de signografia braille de distintas materias. Será desig-
nado por el presidente de la CBE a propuesta del Director de Cultura y Deporte.
La Secretaría Técnica estará adscrita a la Dirección de Cultura y Deporte (Departamento de Recursos
Culturales).
Corresponderán a la Secretaria Técnica las siguientes funciones:
1a) Conocer y valorar las signografías utilizadas en otros países con el fin de poder trabajar en su armoni-
zación con las utilizadas en España.
2a) Seguir el desarrollo de los proyectos signográficos o cualesquiera otros que elaboren los distintos gru-
pos de trabajo.
3a) Coordinar la elaboración de manuales y guías signográficas que publique la CBE.
4a) Atender consultas técnicas, dando respuesta a. cuantas dudas signográficas puedan plantear los profe-
sionales y empresas que produzcan textos en braille o materiales en relieve.
5a) Asesorar a las Administraciones y empresas que rotulan sus productos y servicios en braille o median-
te marcas táctiles.
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12.4.5. Procedimientos de resolución de dudas y sugerencias.
A.
Asesoramiento sobre trascripción braille y producción de materiales en
relieve.
El procedimiento a seguir para dar respuesta a las dudas y sugerencias planteadas
por los profesionales de la red de producción bibliográfica de la ONCE o de empresas
dedicadas a la producción braille y de miembros del pleno de la CBE, será el siguien-
te:
-Las dudas y sugerencias se dirigirán a la Secretaría Técnica de la CBE.
-A tal fin, este órgano buscará la respuesta más adecuada, recabando la opinión de
los miembros de los grupos de trabajo si fuera necesario, transmitiendo la solución téc-
nica a la Comisión Permanente.
-En el caso de las sugerencias, el Secretario Técnico las dirigirá a la Comisión
Permanente.
-En ambos casos, éste último será el que las valore, impartiendo las instrucciones
precisas firmadas por el Presidente de la CBE.
-Estas instrucciones serán provisionales y deberán ser ratificadas por el pleno y
hechas públicas mediante Oficio-Circular.
B.
Asesoramiento a empresas que incluyan el braille o el relieve en sus produc-
tos y servicios.
Cuando una empresa externa u organismo público desee incluir textos o material
adaptado en sus productos y servicios o solicitar asesoramiento seguirá el siguiente pro-
cedimiento:
· Envío de sus solicitudes a la Secretaría Técnica de la CBE a través de la dirección
de correo ordinario (Departamento de Recursos Culturales, Secretaría Técnica de la
CBE, C/Prado, 24, 28014 Madrid)
· Mediante llamada telefónica al número: 91.589.46.69

· Mediante correo electrónico a la dirección: etiquetabraille@once.es

53 El Pleno de la CBE podrá crear grupos de trabajo para la realización de proyectos específicos que debe-
rán llevarse a cabo en un determinado plazo de tiempo, que quedará fijado en el correspondiente acuerdo
de creación. Cada grupo de trabajo estará integrado, preferentemente, por un máximo de cinco personas,
que deberán contar con la experiencia necesaria en la materia sobre la que verse su cometido. Se designa-
rá un coordinador de cada grupo de trabajo.
El pleno podrá ampliar el plazo de los grupos de trabajo o acordar su permanencia en el tiempo siempre
que las necesidades signográficas lo justifiquen, ya sea para elaborar nuevos proyectos o para establecer
nuevos signos concernientes a su materia.
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-La Secretaría Técnica llevará a cabo el asesoramiento oportuno, dando respuesta a
las consultas.
-La Secretaría de la CBE certificará que el braille incluido en el producto o servicio
y el material adaptado son correctos.
12.5. Aplicación informática biflos.
BIFLOS es una aplicación informática corporativa que, a través de diversos módu-
los, posibilita homogeneizar, aglutinar, controlar y rentabilizar los recursos bibliográfi-
cos de la institución, permitiendo a las Direcciones de Cultura y Educación prestar un
mejor servicio a los usuarios.
Estará compuesta por los siguientes módulos:
· Gestión bibliográfica: permite a los usuarios el manejo de la bibliografía corres-
pondiente a los fondos documentales de la red de bibliotecas.
· Gestión de la producción: dirigida a rentabilizar los recursos materiales y humanos
disponibles en la red de producción bibliográfica.

· Gestión de los fondos informatizados: posibilita a los usuarios acceder, por medio
de las redes informáticas, a los fondos bibliográficos en soportes legalmente permiti-
dos.
· Gestión de la distribución: permite agilizar el proceso de circulación de los fondos
bibliográficos (pedido-reserva-remisión al usuario).

13. Derecho a la venta del cupón y otras modalidades de juego autorizadas que
comercialice la ONCE, dentro de las posibilidades existentes54.
54 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sala de lo Social), de 3 de marzo de 1994,
Ar. 1139, donde se pronuncia sobre el derecho objetivo del afiliado a la venta del cupón.
«ANTECEDENTES DE HECHO
SEGUNDO.- [...].
II..-Con fecha 5 de agosto de 1991 se preavisó al actor de la extinción del contrato, comunicándole que
"podrá Vd. solicitar la venta del cupón nuevamente en cualquier ciudad del territorio español que resulte
de su interés, a excepción de la provincia de Zamora; siéndole concedido siempre que las condiciones obje-
tivas de trabajo y plantilla lo permitan".
III-Con fecha 29 de agosto de 1991, el actor solicitó nuevamente seguir vendiendo el cupón en la ciudad
de Gijón (Asturias). Dicha solicitud le fue denegada, con fecha 26 de octubre de 1991, al estimar "que no
procede autorizar el reingreso a la venta del interesado que no reúne las aptitudes necesarias para el desa-
rrollo personal y continuado de la venta del cupón".
IV.-Previo al inicio de la relación laboral, el actor fue sometido a examen médico, el 13 de julio de 1990,
por el médico de empresa, que determinó la atrofia congénita del nervio óptico y sordera neurosensorial
bilateral con pérdida del 72 por 100 en derecho y 74,6 por 100 en izquierdo beneficiado con audífonos bila-
terales. El carácter de la sordera se calificó como progresivo y se concluyó con la aptitud condicional para
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En relación con el derecho a la venta del cupón y a otras modalidades de juego auto-
rizadas que comercialice la ONCE, tengo que afirmar que no es un derecho de aplica-
ción automática. Sino que su ejercicio está sujeto a reglamentación que lo condiciona,
es decir a un compromiso previo de carácter labora!, a través del correspondiente con-
trato y a las condiciones del mercado que van imponiendo los puestos vacantes que se
la venta del cupón. El 9 de septiembre de 1991, fue sometido nuevamente el actor a examen médico, some-
tiendo la aptitud del trabajador al uso de los audífonos y con carácter temporal, su aptitud futura. Dicho
informe tomaba como base el reconocimiento médico al que fue sometido el actor en mayo de 1991 y la
valoración realizada por el otorrino en julio del mismo año.
V.-Consta intentada la conciliación previa ante el SMAC.
TERCERO.-   Contra dicha sentencia se interpuso recurso de suplicación por la parte demandante don José
Ángel H. G., siendo impugnado de contrario. Elevados los autos al Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, se dispuso el pase a Ponente para su examen y resolución.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Por lo que se refiere a la revisión de los hechos probados, es necesario tener en cuenta que
reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, por todas Sentencia de 23 abril 1986 establece que los
hechos podían adicionarse, suprimirse o rectificarse, si concurren las siguientes circunstancias:
A) Que se concrete con precisión y claridad el hecho que haya sido negado u omitido;
B) Que tal hecho resulte de forma clara, patente y directa de la prueba documental o pericial obrante en
autos;
C) Que se ofrezca el texto concreto a figurar en la narración que se tilde de equivocada;
D) Que tal hecho haya de tener trascendencia para llegar a la modificación del fallo recurrido, pues aún en
la hipótesis de haber incurrido en error, si carece de virtualidad a dicho fin no puede ser acogido;
E)
Que en modo alguno se trate o haya de tratarse de una nueva valoración global de la prueba incorpora-
da al proceso.
En el caso presente la modificación pretendida de que se añade que «a estas circunstancias no se añadirá
ningún otro condicionamiento» es innecesario por así desprenderse del hecho probado cuya revisión se pre-
tende, respecto de las adiciones solicitadas referidas al hecho cuarto para que se haga constar que «no apre-
ciándose agravación en la situación del actor se informa que la aptitud para el trabajo en la actualidad (infra
91) es positiva siempre y cuando utilice audífonos, procede su estimación pues así se desprende de la docu-
mental aportada, obrante a los folios 93 y 106.
SEGUNDO.- Con correcto apoyo procesal denuncia infracción del art. 1262 del Código Civil y art. 10
de los Estatutos de la ONCE en relación con el apartado 1.1 de la Circular 4/1989 de la dicha Organización
Nacional de Ciegos.
El preaviso realizado el 5 de agosto de 1991 confería al actor el derecho a solicitar nuevamente la venta
del cupón en una ciudad distinta a Zamora, «siéndole concedido siempre que las condiciones objetivas de
trabajo y plantilla lo permitan». Se trata, por tanto, de un ofrecimiento cuya virtualidad se somete, única -
mente, a la existencia de determinadas circunstancias, tasadas y predeterminadas, cuales son las tan repe -
tidas condiciones objetivas de trabajo y plantilla. Hay que hacer notar que el preaviso de 5 de agosto seña-
la que, dándose las condiciones, le será concedido el reingreso, con lo que el consentimiento de una de las
partes, la ONCE, ya se encuentra prestado en el momento de notificarse dicho preaviso. En cuanto al con-
sentimiento del actor, no cabe hacer mayor referencia, en la medida en que este procedimiento responde a
su voluntad inequívoca de seguir trabajando para la ONCE.
Por otra parte, es obvio que el art. 10 de los Estatutos de la ONCE y la circular que lo desarrolla, confie -
ren al afiliado de la ONCE el derecho a la venta del cupón, sometido, en su caso, a la aptitud física y psí -
quica. Respecto de ello, resulta determinante que el informe médico de septiembre de 1991 mantiene una
valoración positiva de tal aptitud, por lo que, en atención al derecho regulado en las normas citadas debe
concederse al actor la venta del cupón, todo ello sin perjuicio del control médico de su aptitud, para lo que
la empresa tiene totales facultades según los propios estatutos y normas complementarias».
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produzcan y su ubicación geográfica. Los Estatutos de la ONCE, en su art. 10, deter-
minan este derecho de la siguiente manera (los afiliados tienen derecho a):
«f) El acceso a la venta del cupón, y a otras modalidades de juego autorizadas que
comercialice la ONCE, conforme a los requisitos y procedimientos que se establezcan en
la normativa aprobada por la ONCE».
14.
Derecho a la obtención de información sobre la marcha de la entidad.
El art. 10 de los Estatutos de la ONCE establece el derecho a:
«g) La información relativa a la marcha de la Entidad».
Dicho derecho se materializa posibilitando el acceso de los afiliados a toda la docu-
mentación e información que genera el Grupo ONCE.
15.
Derecho a la participación en los asuntos de la organización.
El art. 10 de los Estatutos de la ONCE, contempla el derecho de los afiliados a:
«h) Participar en los asuntos de la Organización a través de los órganos y normas esta-
blecidos al efecto, y siempre sin perjuicio del principio de libre iniciativa».
Dicha participación no sólo se limita a los procesos democráticos que culminan con
la elección de un nuevo Consejo General y Consejos Territoriales, sino que la esencia
de la propia Corporación confiere a la misma una filosofía que se sustenta en este dere-
cho/deber. Pues sin dicha participación, sería imposible el funcionamiento de un engra-
naje que cuenta con tantos resortes.
16.
Derecho a las garantías procesales.
Al determinar la naturaleza jurídica de la afiliación se precisó el carácter adminis-
trativo de la solicitud de afiliación y de la resolución que pudiera recaer sobre la misma
y se justificó esta afirmación. La consecuencia es el derecho a interponer los recursos
oportunos ante la propia Administración o ante la jurisdicción competente, en el caso
de que las demandas no sean atendidas. Este derecho se encuentra recogido en el art.
10 de los Estatutos de la ONCE, en los siguientes términos (derecho a):
«i) Interponer las acciones legalmente procedentes contra la denegación de benefi-
cios y prestaciones».
Evidentemente, para recibir los beneficios y prestaciones, es necesario estar afiliado.
17.
Derecho a asesoramiento legal.
El conjunto de disposiciones que disciplinan el funcionamiento de la ONCE prevén, tal y
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como han establecido los Estatutos de la Organización (art. 10), que se asesore en general a
los afiliados, y especialmente en el supuesto de vulneración de normas o derechos que les
correspondan. Cobra especial relevancia la figura del defensor del afiliado, entre cuyas misio-
nes destaca ésta. Se formula en los siguientes términos (derecho a):
«j) Recibir el asesoramiento preciso, cuando se vulneren o menoscaben normas o dere-
chos que les correspondan».
18. Derecho a la atención por parte de voluntarios: la ONCE como entidad de
voluntariado55.
18.1. Ideas generales56.
55 Vide Real Decreto 235/2005, de de marzo, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (BOE de 18 de
marzo, núm. 66), regula el Consejo Estatal de Organizaciones No Gubernamentales de Acción social.
Recientemente se han presentado sendas proposiciones de ley que regulan el estatuto del cooperante: la pri-
mera, presentada por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió), que aparece publicada en el
BOCG de 23 de abril de 2004, núm. 34-1; la segunda presentada por el Grupo Parlamentario Popular en
el Congreso, aparece publicada en el BOCG de 17 de septiembre de 2004, núm. 116-1.
56 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social, Exposición de Motivos: «1. El
moderno Estado de Derecho debe incorporar a su ordenamiento jurídico la regulación de las actuaciones
de los ciudadanos que se agrupan para satisfacer los intereses generales, asumiendo que la satisfacción de
los mismos ha dejado de ser considerada como una responsabilidad exclusiva del Estado para convertirse
en una tarea compartida entre Estado y sociedad.
El Estado necesita de la responsabilidad de sus ciudadanos y éstos reclaman un papel cada vez más activo
en la solución de los problemas que les afectan.
La conciencia creciente de esa responsabilidad social ha llevado a que los ciudadanos, a veces individual-
mente, pero, sobre todo, por medio de organizaciones basadas en la solidaridad y el altruismo, desempe-
ñen un papel cada vez más importante en el diseño y ejecución de actuaciones dirigidas a la satisfacción
del interés general y especialmente a la erradicación de situaciones de marginación y a la construcción de
una sociedad solidaria en la que todos los ciudadanos gocen de una calidad de vida digna.
Una manifestación fundamental de esta iniciativa social la constituye el voluntariado, expresión de la soli-
daridad desde la libertad y el altruismo.
La acción voluntaria se ha convertido hoy en día en uno de los instrumentos básicos de actuación de la
sociedad civil en el ámbito social y, como consecuencia de ello, reclama un papel más activo que se tradu-
ce en la exigencia de mayor participación en el diseño y ejecución de las políticas públicas sociales.
Esta participación, por otro lado, es la que reconoce expresamente nuestra Constitución a los ciudadanos
y a los grupos en que éstos se integran, en el artículo 9.2, y la que, en razón del mismo artículo, están obli-
gados a promover, impulsar y proteger los poderes públicos. Abordar legislativamente desde el Estado esta
triple tarea supone, de un lado, garantizar la libertad de los ciudadanos a expresar su compromiso solida-
rio a través de los cauces que mejor se acomoden a sus más íntimas motivaciones. En segundo lugar, impli-
ca, como se ha dicho anteriormente, la obligación del Estado de reconocer, promover e impulsar eficaz-
mente la acción voluntaria en sus diversas modalidades. Finalmente, implica la obligación de respetar el
orden constitucional de distribución de competencias y, por tanto, las normas que sobre esta misma mate-
ria hayan dictado o puedan dictar en un futuro las Comunidades Autónomas.
La presente Ley persigue el logro de esos tres objetivos. En efecto, queda superado el concepto restringi-
do de voluntario, asimilado con frecuencia a lo puramente asistencial, para dar cabida también al resto de
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Tras la adopción del acuerdo del Consejo General, de 26 de abril, 2/2001-2.3, la
ONCE se constituyó en Entidad de Voluntariado en el ámbito de todo el estado espa-
ñol57. Para ello se procedió a regular esta actividad a través de la Circular 24/2001, de
21 de diciembre, de la Dirección de Autonomía Personal y Bienestar Social, registro
general de salida n°: 68.666, que entró en vigor el 24 de diciembre de 2001, tras que-
dar derogado el Oficio-Circular 28/1991, de 16 de mayo, emitido por la entonces deno-
minada Sección de Acción Social.
ámbitos en los que la participación ciudadana es igualmente valiosa y necesario complemento de la activi-
dad pública. Desde la educación al deporte, de lo cívico a lo asistencial, la Ley recoge lo que viene siendo
la práctica habitual de quienes trabajan de forma altruista en conseguir una sociedad mejor para todos.
El voluntariado así entendido debe superar también el puro voluntarismo, la acción individual, aislada y
esporádica, bienintencionada pero poco eficaz y, por tanto, ha de ser reconducido hacia las organizaciones,
tanto privadas como públicas, con capacidad para aprovechar sinérgicamente el esfuerzo, el entusiasmo y
la dedicación de los voluntarios.
Por lo que se refiere al segundo de los objetivos citados, junto con el reconocimiento del hecho social del
voluntariado, la Ley contempla una serie de medidas de apoyo al voluntariado tendentes a incrementar su
nivel de implantación social.
Finalmente, en cuanto al reparto constitucional de competencias, la promoción y el fomento del volunta-
riado no es una competencia exclusiva del Estado, razón por la que la Ley limita su ámbito de aplicación
a los voluntarios y organizaciones que participen o desarrollen programas de ámbito estatal o supraauto-
nómico, así como a los que participen en programas que desarrollen actividades de competencia exclusiva
estatal».
57 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social. «Artículo 8. De las organizacio-
nes .
1. Las organizaciones que cuenten con la presencia de voluntarios habrán de estar legalmente constitui-
das, dotadas de personalidad jurídica propia, carecer de ánimo de lucro y desarrollar programas en el marco
de las actividades de interés general recogidas en el artículo 4 de esta Ley. Los distintos Ministerios, den-
tro de los créditos habilitados a tal fin, podrán conceder subvenciones o establecer convenios con las enti-
dades de voluntariado siempre que se cumplan los requisitos exigidos en la legislación general sobre sub-
venciones y se realicen de acuerdo con criterios de transparencia y equidad, de la forma que reglamenta-
riamente se establezca.
2. Dichas organizaciones deberán, en todo caso:
a) Cumplir los compromisos adquiridos con los voluntarios en el acuerdo de incorporación a la organiza-
ción.
b) Acreditar la suscripción de una póliza de seguro, adecuada a las características y circunstancias de la
actividad desarrollada por los voluntarios, que les cubra de los riesgos de accidente y enfermedad deriva-
dos directamente del ejercicio de la actividad voluntaria, con las características y por los capitales asegu-
rados que se establezcan reglamentariamente.
c) Cubrir los gastos derivados de la prestación del servicio y dotar a los voluntarios de los medios adecua-
dos para el cumplimiento de sus cometidos.
d) Establecer los sistemas internos de información y orientación adecuados para la realización de las tare-
as que sean encomendadas a los voluntarios.
e) Proporcionar a los voluntarios la formación necesaria para el correcto desarrollo de sus actividades.
f) Garantizar a los voluntarios la realización de sus actividades en las debidas condiciones de seguridad e
higiene en función de la naturaleza y características de aquéllas.
g) Facilitar al voluntario una acreditación que le habilite e identifique para el desarrollo de su actividad.
h) Expedir a los voluntarios un certificado que acredite los servicios prestados.
i) Llevar un registro de altas y bajas del personal voluntario».
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En los últimos años, algunos servicios que la ONCE presta a sus afiliados han veni-
do siendo complementados por voluntarios en aspectos tales como: acompañamiento,
lectura de documentos, apoyo en algunos programas recreativo-culturales, así como a
estudiantes, etc. Esta complementación incide muy positivamente en el bienestar social
de los afiliados al permitirles realizar actividades para las que no cuentan con las con-
diciones personales y/o socio-familiares adecuadas.
Desde su creación en 1996, el voluntariado ha contado con escasa implantación en
la Organización, por lo que se pretendía crear el marco adecuado para que esta figura
de participación gozara de una mayor presencia. No obstante, también se consideraba
conveniente alcanzar acuerdos puntuales con otras entidades de voluntariado a fin de
complementar el voluntariado de la propia corporación.
En base a lo anterior, era necesario que la ONCE contara con su propio voluntaria-
do, para lo cual y conforme a lo establecido por la Ley 6/96 de 15 de enero, regulado-
ra del voluntariado social58, el Consejo General, adopta el acuerdo de 26 de abril,
2/2001-2.3, según el cual se constituye la ONCE en Entidad de Voluntariado en todo el
ámbito del territorio nacional con el fin de atender a los colectivos de afiliados que, con
ocasión y causa de su deficiencia visual y de carencia de posibilidades de apoyo fami-
liar, presentan necesidades especiales, bien para complementar los servicios a que tiene
derecho, bien para la realización de actividades básicas cotidianas59.
18.2. Determinaciones conceptuales.
La actuación de la ONCE como Entidad de Voluntariado60 se regirá conforme a lo
58 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social; «Artículo  1. Objeto .
La presente Ley tiene por objeto promover y facilitar la participación solidaria de los ciudadanos en actua-
ciones de voluntariado, en el seno de organizaciones sin ánimo de lucro públicas o privadas.
Artículo 2. Ámbito de aplicación .
1. Esta Ley será de aplicación a los voluntarios que participen en programas de ámbito estatal o supraau-
tonómico, así como a las correspondientes organizaciones en cuanto desarrollen dichos programas.
2. También será de aplicación a los voluntarios y organizaciones que participen en programas que desa-
rrollen actividades de competencia exclusiva estatal».
59 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social, Exposición de Motivos: «2. [...].
Los derechos y deberes contemplados en la Ley son fiel reflejo de los que con carácter general se apuntan
en las diversas Recomendaciones internacionales sobre la materia, así como los que se recogen en la «Carta
europea para los voluntarios» propuesta por Volonteurope y la «Declaración Universal sobre
Voluntariado», elaborada por los propios voluntarios en el Congreso mundial celebrado en París en 1990
a iniciativa de la Asociación Internacional de Esfuerzos Voluntarios. En la misma línea estos derechos y
deberes se ajustan a las Cartas de los voluntarios de las ONGs que en nuestro país cuentan con una mayor
tradición en este terreno».
60 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social, Exposición de Motivos: «3. [...].
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establecido en la Ley Orgánica 6/96 de 15 de enero del Voluntariado, y en sus Estatutos.
De manera excepcional, en aquellos casos que por intereses institucionales se conside-
re adecuado y, previo acuerdo del Consejo General, se podrán constituir entidades de
voluntariado autonómico, en cuyo caso se atendrán a la legislación autonómica corres-
pondiente.
18.2.1.
Entidad de voluntariado61.
Puede ser toda aquella en la que concurran los requisitos legales de personalidad
jurídica propia, carencia de ánimo de lucro y desarrollo de programas y actividades de
carácter cívico y social por medio de personal mayoritariamente voluntario. La ONCE
cumple estos requisitos y se constituye en entidad de voluntariado.
18.2.2.
Voluntariado de la ONCE62.
Se entiende el voluntariado de la O.N.C.E como el conjunto de actividades desarro-
lladas, de forma organizada y estable, por personas voluntarias en las áreas de interés
social que establezca la organización.
La Ley no distingue donde la realidad no lo ha hecho y contempla el voluntariado en toda su diversidad
sin acuñar nuevas terminologías que en nada contribuirían a clarificar el ya de por sí complejo y rico pano-
rama asociativo español. En consecuencia, cualquier organización, pública o privada, que cumpla los
requisitos señalados en la Ley (carecer de ánimo de lucro, estar legalmente constituida, tener personalidad
jurídica propia y realizar programas en el marco de las actividades de interés general que la propia Ley
menciona) puede contar con la colaboración de voluntarios, quedando entonces sometida, respecto de
ellos, al régimen jurídico establecido en la Ley».
61 Vide A. MADRID, La institución del voluntariado, Editorial Trotta, Madrid, 2001, p. 30.
62 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 3. Concepto de volun-
tariado .
1.
A los efectos de la presente Ley, se entiende por voluntariado el conjunto de actividades de interés gene-
ral, desarrolladas por personas físicas, siempre que las mismas no se realicen en virtud de una relación
laboral, funcionaría], mercantil o cualquier otra retribuida y reúna los siguientes requisitos:
a) Que tengan carácter altruista y solidario.
b) Que su realización sea libre, sin que tengan su causa en una obligación personal o deber jurídico.
c) Que se lleven a cabo sin contraprestación económica, sin perjuicio del derecho al reembolso de los gas-
tos que el desempeño de la actividad voluntaria ocasione.
d) Que se desarrollen a través de organizaciones privadas o públicas y con arreglo a programas o proyec-
tos concretos.
2. Quedan excluidas las actuaciones voluntarias aisladas, esporádicas o prestadas al margen de organiza-
ciones públicas o privadas sin ánimo de lucro, ejecutadas por razones familiares, de amistad o buena vecin-
dad.
3. La actividad de voluntariado no podrá en ningún caso sustituir al trabajo retribuido».
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18.2.3.
Voluntario63.
Voluntario es toda persona física que por libre determinación, sin mediar obligación
o deber64, dedica parte de su tiempo a las indicadas actividades de carácter cívico o
social sin contraprestación alguna, mediante la formalización escrita con la ONCE del
pertinente Acuerdo de Prestación de Servicios en Régimen de Voluntariado65.
18.2.4.
Beneficiario de la actividad de voluntariado.
Beneficiario de la actividad de voluntariado es todo afiliado que solicite a través del
servicio de coordinación de voluntariado ser atendido en relación con alguno/s de los
programas establecidos.
18.2.5.
Coordinador del servicio de voluntariado de centro.
Es el trabajador contratado por la ONCE, responsable del funcionamiento del servicio de
coordinación de voluntariado en su centro y ámbito de influencia, así como de la relación con
la coordinación general del voluntariado de Dirección General.
En aquellas Delegaciones Territoriales en cuyo ámbito se constituya entidad de voluntaria-
do autonómica, el coordinador del servicio de voluntariado de la sede de la Delegación
Territorial asumirá las funciones de coordinación en relación con la citada entidad autonómica.
18.3. Objeto de la actuación de la ONCE como entidad de voluntariado66.
Los Programas que desarrolla la ONCE como Entidad de Voluntariado pretenden la
mejora de la atención a las necesidades de los diferentes colectivos de afiliados a la
ONCE que tengan algunas de las carencias definidas en los mismos.
63 Vide Ley 6/1996, de 1 de enero, reguladora del voluntariado social. «Articulo 5. Concepto de volunta-
rio .
Tendrán la consideración de voluntarios las personas físicas que se comprometan libremente a realizar las
actividades contempladas en los artículos 3 y 4».
64 Vide J. MURILLO MARINAS, "Las relaciones jurídicas del voluntariado social como excluidas de la
relación laboral", Revista de Trabajo y Seguridad Social, 1, (1991), p. 150.
65 Vide: M.I. MARTÍNEZ MARÍN y Elvira GONZÁLEZ GAGO, "Coexistencia de voluntariado y traba-
jadores asalariados en las ONG de acción social", Documentación Social, 122, (2001); José Manuel
LEONÉS SALIDO, "El trabajo marginal: una frontera sin resolver", Aranzadi Laboral, 2, (2003).
66 Vide ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 4. Actividades de inte-
rés general .
Se entiende por actividades de interés general, a efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las asisten-
ciales, de servicios sociales, cívicas, educativas, culturales, científicas, deportivas, sanitarias, de coopera-
ción al desarrollo, de defensa del medio ambiente, de defensa de la economía o de la investigación, de desa-
rrollo de la vida asociativa, de promoción del voluntariado, o cualesquiera otras de naturaleza análoga».
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En cualquier caso, la atención deberá organizarse en función de las prioridades de
los servicios demandados, las cuales habrán de analizarse en el servicio de coordina-
ción de voluntariado, puntualmente en todos los casos en los que no se puedan atender
las solicitudes recibidas por alguna circunstancia.
18.3.1.
Programa de acompañamiento.
Con la finalidad de atender a los afiliados que no poseen, por alguna circunstancia,
la autonomía personal suficiente ni disponen en su entorno socio-familiar de personas
que les puedan acompañar, encontrando por ello, especial dificultad en sus desplaza-
mientos, surge el programa de acompañamiento.
Los beneficiarios de este programa serán los afiliados que no cuenten con la auto-
nomía personal suficiente para desplazarse ni posibilidades de ser acompañado por per-
sonas de su entorno familiar.
Las actividades a realizar por los voluntarios serán:
· Acompañamiento a los servicios que presta la ONCE, tales como, rehabilitación,
aprendizaje de braille y tiflotecnología, atención de profesionales, actividades de ani-
mación sociocultural, etc.

· Acompañamiento a actividades o servicios externos a la ONCE, como consultas
médicas, gestiones administrativas, compras, paseos por su entorno, etc.
· Acompañamiento puntual a los afiliados que, aún teniendo la suficiente autonomía perso-
nal, necesiten excepcionalmente ayuda para realizar algún recorrido complejo y no habitual.
· Compañía a personas adultas con necesidades excepcionales a fin de paliar situa-
ciones de soledad o aislamiento.

18.3.2.
Programa de lectura.
Surge este programa con el objeto de facilitar a los afiliados el acceso a la informa-
ción, mediante la lectura de documentos privados, correspondencia, impresos, etc., siem-
pre y cuando no cuenten con la autonomía personal suficiente.
Los beneficiarios de este programa serán los afiliados adultos que no puedan acce-
der a la información escrita a través de los medios tiflotécnicos para los que la ONCE
imparte formación y no cuenten en su entorno con apoyo socio-familiar.
Las actividades a realizar por los voluntarios son las siguientes:
· Lectura de correspondencia y documentos privados.
· Lectura y cumplimentación de impresos.
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18.3.3.
Programa de apoyo a estudiantes.
Surge este programa con el fin de atender a los alumnos ciegos y deficientes visua-
les en relación a su participación en actividades de ocio y tiempo libre, así como para
ayudarles a superar limitaciones de acceso a la información mediante la lectura inme-
diata, directa y personalizada, de textos relativos a sus estudios.
Los beneficiarios de este programa serán los afiliados que cursen estudios en cual-
quier etapa educativa/formativa que requieran los apoyos en él previstos, y no cuenten
con el apoyo de sus familias o entorno inmediato.
Las actividades a realizar por los voluntarios son las siguientes:
· Lectura de apuntes manuscritos.

· Lectura de textos que comprendan gráficos, fórmulas o tablas complejas y que, en defi-
nitiva, no puedan ser leídos a través de los medios tiflotécnicos de acceso a la información.
· Acompañamiento y apoyo a estudiantes ciegos o deficientes visuales que para su
adecuada integración en actividades de ocio y tiempo libre requieran de una orientación
o atención especial.
18.3.4.
Programa deportivo.
Surge este programa con la finalidad de facilitar la práctica deportiva grupal o indi-
vidual de los afiliados, fundamentalmente en deportes de base.
Los beneficiarios serán los afiliados que para practicar deporte requieran algún tipo
de apoyo personal, tanto en actividades organizadas o no por la ONCE
Las actividades a realizar por los voluntarios serán las siguientes:
-
Apoyar la práctica deportiva grupal o individual en aquellos deportes que los afi-
liados demanden.
18.3.5.
Programa cultural-recreativo.
Surge este programa con objeto de hacer más accesible el ocio a las personas cie-
gas y deficientes visuales, apoyando la participación de los afiliados en actividades
culturales-recreativas tanto organizadas por la ONCE como externas.
Los beneficiarios serán todos los afiliados interesados en los programas cultura-
les-recreativos y que no cuenten en su entorno con apoyo socio-familiar.
Las actividades a realizar por los voluntarios serán las siguientes:
-
Prestar apoyo a los grupos que realizan excursiones o actividades socio-culturales en gene-
ral, como complemento a la labor del monitor, y para acompañar al grupo en su desplazamiento.
706
· Apoyar al afiliado en la participación en actividades culturales-recreativas organi-
zadas en su entorno.

· Colaborar en la organización de actividades culturales, tertulias, conferencias, cine
forum, etc.
18.4. Principios reguladores de la figura del voluntario67.
67 Vide Estatuto del voluntario de la ONCE:
«ESTATUTO DEL VOLUNTARIO DE LA ONCE
PRIMERO.- La ONCE es una Corporación de Derecho Público, de carácter social a la que pueden perte-
necer como afiliados los deficientes visuales españoles admitidos estatutariamente en ella, con personali-
dad jurídica propia y plena capacidad de obrar, que desarrolla su actividad en todo el territorio español.
SEGUNDO.- Dentro de sus fines privativos, la ONCE ordena su actuación a la consecución de la autono-
mía personal y plena integración de los deficientes visuales en la sociedad, desarrollando, entre otras, las
actividades siguientes:
a) Prevención, detección temprana y diagnóstico de la deficiencia visual.
b) Preparación de estadísticas y registros que permitan la planificación.
c) Atención educativa.
d) Formación y capacitación profesional.
e) Promoción profesional y ocupacional, colocación y empleo.
f) Producción y distribución de depósitos bibliográficos y política de promoción cultural, en general.
g) Investigación sobre instrumentos auxiliares, técnica de tratamientos específicos y otros aspectos de natu-
raleza similar.
h) Orientación y rehabilitación en situaciones que puedan afectar a la deficiencia visual.
i) Mentalización social.
TERCERO.- La ONCE funda su organización en la democracia interna, la unidad de su Institución, la inde-
pendencia de gestión y la autonomía administrativa y financiera. Asegura el libre ejercicio de la participa-
ción de sus afiliados en el gobierno y administración de la Institución y fomenta el ejercicio de sus liber-
tades fundamentales.
CUARTO.- Los planes y programas de servicios para deficientes visuales que la ONCE acuerda y ejecuta
se coordinan con los objetivos y criterios en materia de política social del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales y de los demás órganos competentes de las Administraciones Públicas.
QUINTO.- La Organización colabora con el citado Ministerio y las restantes Administraciones Públicas,
así como con las demás Entidades privadas, en la ejecución de las políticas de integración social de las per-
sonas con minusvalía, a través de la articulación de los mecanismos de solidaridad y cooperación que se
establezcan mediante convenio.
SEXTO.- Los fines de la ONCE a estos efectos, constituyen actividades de interés general, conforme el artí-
culo 4 de la Ley Orgánica 6/1996, de 15 de enero del. Voluntariado, y por ello promueve la participación
en los mismos por parte del voluntario/a mediante su integración en la ONCE como entidad de voluntaria-
do.
SÉPTIMO.- Definiciones. Se entiende el Voluntariado de la ONCE como el conjunto de actividades desa-
rrolladas de forma organizada y estable por personas voluntarias en las áreas de interés social que establez-
ca la Organización. A estos efectos Voluntario es toda persona física que por libre determinación, sin
mediar obligación o deber, dedica parte de su tiempo a las indicadas actividades de carácter cívico o social
sin contraprestación alguna, mediante la formalización escrita con la ONCE del pertinente Acuerdo de
Prestación de Servicios en Régimen de Voluntariado. Entidad de voluntariado puede ser toda aquella en la
que concurran los requisitos legales de personalidad jurídica propia, carencia de ánimo de lucro, y desa-
rrollo de programas y actividades de carácter cívico y social por medio de personal mayoritariamente
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voluntario. La ONCE que cumple estos requisitos se constituye en Entidad de Voluntariado.
OCTAVO- En el ejercicio de su actividad de voluntariado, los voluntarios gozarán de los siguientes
Derechos:
a)
Obtener de la ONCE la información sobre la organización y funcionamiento de la entidad que resulte nece-
saria para la actividad a realizar.
b)
Recibir la formación necesaria para el desarrollo de su actividad.
c)
Participar en el desarrollo y evaluación del programa al que esté adscrito, así como en la elaboración y dise-
ño de programas futuros.
d) Ser acreditado como voluntario social y recibir certificación de su participación en los programas.
e) Ser asegurado frente a los riesgos básicos derivados de la actividad que desempeña como voluntario.
f) Recibir los medios materiales necesarios para el ejercicio de su actividad.
g) Recibir una compensación por los gastos realizados en el desempeño de su actividad.
h) Cesar libremente en su condición de voluntario.
i) No ser asignados a la ejecución de tareas ajenas a los fines y naturaleza de la ONCE como entidad de volun-
tariado.
j) Ser parte, en la forma que se determine, de los órganos de participación del voluntariado que se constituyan
en el seno de la ONCE
k) Todos aquellos que se deriven de la Ley n° 6/1996 de 15 de enero de 1996 reguladora del Voluntariado Social
y del resto del ordenamiento jurídico.
NOVENO.- En el ejercicio de su actividad de voluntariado, los voluntarios deberán prestar su actividad con
sujeción a los siguientes deberes:
a) Cumplir los compromisos adquiridos con la ONCE como entidad de voluntariado, con pleno respeto a
sus fines y la normativa interna que resulte de aplicación a su actividad a desarrollar por el voluntario.
b) Suscribir con carácter previo a la prestación de su actividad el correspondiente Acuerdo escrito de
Prestación de Servicios en Régimen de Voluntariado.
c) Guardar, cuando proceda, confidencialidad de la información recibida y conocida en el desarrollo de su
actividad voluntaria.
d) Rechazar cualquier contraprestación material que pudieran recibir bien del beneficiario final de su acti-
vidad o de otras personas relacionadas con su acción.
e) Respetar los derechos de los beneficiarios de su actividad voluntaria.
f) Actuar de forma diligente y solidaria en el desempeño de su actividad.
g) Participar en las tareas formativas previstas por la ONCE para las actividades y funciones confiadas, así
como las que con carácter permanente se precisen para mantener la calidad de los servicios que preste.
h) Seguir las instrucciones adecuadas a los fines que se impartan en el desarrollo de las actividades enco-
mendadas.
i) Utilizar debidamente la acreditación y distintivos de la ONCE que le sean facilitados.
j) Respetar y cuidar los recursos materiales que la ONCE ponga a su disposición.
k) Cooperar en la consecución de los objetivos del programa en que participe.
I) Observar las medidas de seguridad e higiene que se adopten.
m) Tratar con respeto y cortesía tanto a sus compañeros como a los beneficiarios de su actividad.
n) Comunicar al Servicio de coordinación de voluntariado, al menos con 24 horas de antelación, la impo-
sibilidad de realización de los servicios comprometidos.
ñ) Comunicar al menos con 15 días de antelación la renuncia como voluntario al Servicio de Coordinación
de voluntariado, con objeto de no ocasionar daño al servicio.
o) Abstenerse de intervenir, en nombre del afiliado beneficiario del programa, en operaciones que conlle-
ven la disposición de fondos tales como compras, retirada de dinero en cajeros automáticos, gestiones en
entidades bancarias o el manejo de documentación relativa a sus cuentas bancarias y propiedades, con
objeto de no verse comprometido en las mismas.
p) Abstenerse de intervenir, en calidad de representante del afiliado beneficiario del programa, en cualquier
tipo de operaciones salvo que exista mandato escrito de forma expresa; en este caso, se entenderá que su
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18.4.1.
De la adquisición y pérdida de la condición de voluntario.
En relación a la adquisición y pérdida de la condición de voluntario, habrá que ate-
nerse a lo previsto en el punto undécimo del Estatuto del Voluntario de la ONCE.
No obstante, se deberán cumplir los trámites previos a la firma del acuerdo de presta-
ción de servicio en régimen de voluntariado que a continuación se detallan:
· Entrevistar al voluntario con objeto de informarle sobre los programas de voluntaria-
do de la ONCE.
· Informar al voluntario sobre sus derechos y obligaciones regulados en el Estatuto del
Voluntario de la ONCE
La baja de un voluntario, en todo caso, deberá quedar formalizada por escrito68.
18.4.2.
De la relación con el beneficiario.
El voluntario deberá tratar al beneficiario con el debido respeto, el cual habrá de ser
correspondido.
En la realización del servicio encomendado, el voluntario actuará con diligencia, aten-
intervención se efectúa a título personal y que la misma es ajena al marco de la relación de voluntariado.
q) Los demás que se deriven de la Ley n° 6/1996 de 15 de enero de 1996 reguladora del Voluntariado Social
y del resto del ordenamiento jurídico.
DÉCIMO.- Régimen de incompatibilidad. La condición de voluntario será incompatible con el desarrollo
por cuenta de la ONCE de prestaciones profesionales, laborales, mercantiles o cualesquiera otras sujetas a
retribución.
UNDÉCIMO.- Adquisición y pérdida de la condición de voluntario. La incorporación de los voluntarios o
voluntarias a la ONCE se formalizará por escrito mediante el correspondiente acuerdo de prestación de ser-
vicios en régimen de voluntariado y la concesión de la acreditación pertinente de su actividad de volunta-
rio.
La condición de voluntario se pierde:
1. Por fallecimiento
2. Por renuncia del voluntario manifestada por escrito
3. Por mutuo acuerdo entre el voluntario y la ONCE manifestado por escrito.
4. Por decisión motivada de la ONCE en caso de incumplimiento por el voluntario de sus deberes.
DUODÉCIMO.- Libro registro de voluntarios. Por parte de la ONCE se llevará un libro registro de volun-
tarios en el que se hará constar el nombre y apellidos, DNI, fecha de alta y baja como voluntario, progra-
ma en el que desarrolla su actividad.
DECIMOTERCERO.- Comisión de voluntariado. La O.N.C.E constituirá una comisión que constará entre
sus miembros con voluntarios y que tendrá por objeto reunirse periódicamente al efecto de diseñar los pro-
gramas a desarrollar en las distintas áreas de actividad por medio de voluntarios. Una vez al año, se reuni-
rá dicha Comisión con objeto de evaluar el grado de cumplimiento de los programas, estableciendo aque-
llas medidas pertinentes para el mejor desarrollo de la actividad».
68 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 11. Régimen jurídico .
Los conflictos que surjan entre los voluntarios y las organizaciones en el ejercicio de las actividades pro-
pias de voluntariado se dirimirán por la jurisdicción competente, de conformidad con lo establecido en las
normas procesales».
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diendo los requerimientos del beneficiario, dentro de los límites propios del servicio enco-
mendado.
Si la duración de un servicio concreto se prorrogase más allá de la solicitud presentada por
el afiliado, el Servicio de Coordinación deberá ser informado para tenerlo en cuenta en el cóm-
puto de horas del voluntario, así como en el ajuste de la planificación de la actividad.
En el caso de que el acompañamiento entrañe en su transcurso alguna operación econó-
mica (compras, retirada de dinero en un cajero automático o cualquier gestión en una sucur-
sal bancaria), el voluntario deberá evitar el contacto con el dinero del afiliado, así como con
documentos relativos a sus cuentas a fin de no verse comprometido en las mismas.
El voluntario habrá de rechazar todo tipo de compensación tanto económica
como en especie proveniente del beneficiario o su entorno inmediato.
El voluntario no deberá soportar coste económico por el desarrollo de su activi-
dad, por lo que se le habrán de compensar los gastos de transporte relacionados con
la realización de lo encomendado por el Servicio de Coordinación, desplazamien-
tos realizados en transporte público, autobús, metro, tren y, excepcionalmente, taxi
o vehículo propio del voluntario. En este último caso, habrá de abonarse al volun-
tario la cantidad establecida por Km., en concepto de compensación de gastos por
utilización de vehículo propio69.
18.4.3. De los derechos70 y obligaciones71 del voluntario.
69 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 14. Incentivos al voluntariado.
Los voluntarios podrán disfrutar, en los términos y con el alcance que establezcan el Ministerio o Ministerios
competentes, de bonificaciones o reducciones en el uso de medios de transporte público estatales, así como en
la entrada a museos gestionados por la Administración General del Estado, y cualesquiera otros beneficios que
reglamentariamente puedan establecerse como medida de fomento, reconocimiento y valoración social de la
acción voluntaria».
Vide Pablo BENLLOCH SANZ, "La actividad del voluntariado: su difícil delimitación con la actividad labo-
ral (Comentario a la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal de Justicia de Cataluña de 6 de octubre de
2003)", Aranzadi Social, 1, (2004), versión electrónica, p. 7: «En efecto, respecto al primer elemento, la ausen-
cia de contraprestación es compatible, por ejemplo en el caso de los bomberos voluntarios, con el percibo de
una compensación económica no sólo por los gastos que la actividad desempeñada puede ocasionarle sino tam-
bién por la atención a los siniestros en que sea requerido y ello sin que se desvirtúe el carácter de voluntariado
de dicha actividad».
70 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 6. Derechos del voluntario.
Los voluntarios tienen los siguientes derechos:
a) Recibir, tanto con carácter inicial como permanente, la información, formación, orientación, apoyo y,
en su caso, medios materiales necesarios para el ejercicio de las funciones que se les asignen.
b) Ser tratados sin discriminación, respetando su libertad, dignidad, intimidad y creencias.
c) Participar activamente en la organización en que se inserten, colaborando en la elaboración, diseño, eje-
cución y evaluación de los programas, de acuerdo con sus estatutos o normas de aplicación.
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d) Ser asegurados contra los riesgos de accidente y enfermedad derivados directamente del ejercicio de la activi-
dad voluntaria, con las características y por los capitales asegurados que se establezcan reglamentariamente.
e) Ser reembolsados por los gastos realizados en el desempeño de sus actividades.
f) Disponer de una acreditación identifícativa de su condición de voluntario.
g) Realizar su actividad en las debidas condiciones de seguridad e higiene en función de la naturaleza y
características de aquélla.
h) Obtener el respeto y reconocimiento por el valor social de su contribución».
Vide Pablo BENLLOCH SANZ, "La actividad del voluntariado: su difícil delimitación con la actividad
laboral (Comentario a la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal de Justicia de Cataluña de 6 de octu-
bre de 2003)", Aranzadi Social, 1, (2004), versión electrónica, p. 3, donde respecto a la importancia de la
autonomía de la voluntad afirma: «Como es sabido, y así lo confirma la propia sentencia objeto de comen-
tario, es reiterado el criterio jurisprudencial de que los contratos tienen la naturaleza jurídica que se deriva
de su contenido obligacional, independientemente de la denominación que le otorguen los intervinientes,
por lo que la determinación del carácter laboral o no de la relación que une a las partes no es algo que quede
a su libre disposición, sino que ha de surgir del contenido real de las prestaciones concertadas y de la con-
currencia de los requisitos que legalmente delimitan el tipo contractual.
Este criterio jurisprudencial entendemos que puede y debe ser aplicable también a la actividad del volun-
tariado, en el bien entendido que la calificación jurídica habrá de buscarse en este caso en el denominado
compromiso o acuerdo de incorporación -instituto contractual atípico- en el que se formaliza el vínculo
que une al voluntario con la organización y que tiene un inequívoco contenido obligacional sobre todo en
aquellos casos en los que se incorporan derechos y obligaciones distintos a los específicamente previstos
en la normativa que sea de aplicación en cada caso.
Es cierto que carece de una fisonomía clara pero también lo es el hecho de que recoge un acuerdo o con-
senso de voluntades que tiene aquí una relevancia mayor que en el ordenamiento laboral, quizás por el
hecho del carácter altruista y solidario de la actuación del voluntariado, a la hora de calificar la relación
que les vincula. Como dice la Sentencia citada del Juzgado de lo Social núm. 4 de Sevilla, "En el sector
concreto del voluntariado se aboga por una presencia significativa de la autonomía de la voluntad, dado
que como consecuencia de la elección, el voluntario no sólo se insertará en el marco del Derecho del
Trabajo, sino que incluso llegará a realizar su trabajo con carácter gratuito". En este sentido, el hecho de
que, como parte del contenido obligacional del acuerdo de incorporación se mencione expresamente que
ha de consignarse el carácter altruista de la relación y que en algunos casos se permita moralizarlo admi-
tiendo la posibilidad de renunciar a la compensación de gastos viene a confirmar esa relevancia de la
voluntad individual».
71 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 7. Deberes del voluntario.
Los voluntarios están obligados a:
a) Cumplir los compromisos adquiridos con las organizaciones en las que se integren, respetando los fines
y la normativa de las mismas.
b) Guardar, cuando proceda, confidencialidad de la información recibida y conocida en el desarrollo de su
actividad voluntaria.
c) Rechazar cualquier contraprestación material que pudieran recibir bien del beneficiario o de otras per-
sonas relacionadas con su acción.
d) Respetar los derechos de los beneficiarios de su actividad voluntaria.
e) Actuar de forma diligente y solidaria.
f) Participar en las tareas formativas previstas por la organización de modo concreto para las actividades
y funciones confiadas, así como las que con carácter permanente se precisen para mantener la calidad de
los servicios que presten.
g)
Seguir las instrucciones adecuadas a los fines que se impartan en el desarrollo de las actividades enco-
mendadas.
h) Utilizar debidamente la acreditación y distintivos de la organización.
i.) Respetar y cuidar los recursos materiales que pongan a su disposición las organizaciones».
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Los derechos y deberes del voluntario se encuentran regulados en el Estatuto del
Voluntario de la ONCE, puntos Octavo y Noveno, el cual deberá ser conocido tanto por
los voluntarios como por todas las personas relacionadas directa e indirectamente con
el servicio de Coordinación de Voluntariado.
18.4.4. De la representación de voluntarios.
Según se establece en la ley 6/1996 de 15 de enero, los voluntarios habrán de estar
representados en una comisión de organización, diseño y control de los programas de
voluntariado y, a tal efecto, en cada centro los voluntarios elegirán en asamblea, a cele-
brar cada tres años o cuando de forma extraordinaria resulte convocada desde Dirección
General, a un representante que será candidato para la representación en la Comisión
Coordinadora de Voluntariado, con sede en Dirección General. Una vez designado un
representante por cada centro de adscripción, los mismos elegirán al vocal en la comi-
sión, de entre ellos, para lo cual deberá reunir la mayoría de votos o avales favorables
de los representantes electos.
La Comisión Coordinadora de voluntariado estará compuesta por:
· Director General Adjunto de Servicios Sociales para Afiliados que ejercerá de
Presidente.
· Director de Autonomía Personal y Bienestar Social que actuará en calidad de
Vicepresidente.
· Un miembro del Consejo General que actuará en calidad de Vocal.

· Coordinador general del servicio de voluntariado que actuará como Vocal.

· Un representante de los voluntarios elegido/a por ellos, integrándose como
Vocal.
· Actuará como secretario una persona que, habiendo sido designada por el
Presidente, se integrará en la comisión, sin voz ni voto, con objeto de levantar acta.
La Comisión celebrará, al menos, una reunión al año, siendo sus funciones las
siguientes: diseño de programas, planificación de las actividades generales, evaluación
y control de la ejecución de los programas, recepción y análisis de las sugerencias reci-
bidas desde los servicios de coordinación de cada centro, cualquier otra que se consi-
dere conveniente en relación con la actividad de voluntariado
En aquellas Comunidades Autónomas en las que se constituya Entidad de
Voluntariado, el régimen de representación de voluntarios tendrá que atenerse a lo regu-
lado en la legislación aplicable.
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18.5. Procedimientos relativos a la gestión de la ONCE como entidad de volun-
tariado.
18.5.1.
Captación de voluntarios.
Antes de iniciar un proceso de captación activa de voluntarios en cualquier cen-
tro de la ONCE se deberá considerar lo siguiente: estimación de la demanda de
voluntariado en el centro; cuantificación aproximada de voluntarios a captar; previ-
sión de la acogida de los interesados en ser voluntarios; comunicación a Dirección
General de la necesidad de iniciar la campaña de captación activa.
Los colectivos a los que preferentemente se deberán dirigir las campañas de captación
activas son: - Afiliados, haciendo especial hincapié en el colectivo de mayores. - Personas
con discapacidad no afiliadas. - Familiares de afiliados. - Familiares de trabajadores del grupo
ONCE. - Perceptores de pensión derivada de relación laboral directa con la ONCE, afiliados
o no a la misma, que no realicen actividad laboral alguna. - Estudiantes universitarios. -
Asociaciones tales, como de pensionistas, de mujeres, de vecinos, etc.
Queda expresamente excluido a este respecto el colectivo de trabajadores de la
ONCE, tal y como dispone la legislación vigente.
La campaña de captación se materializa con la distribución de soportes gráficos, así
como accesibles, los que se estime oportuno en cada momento y que serán distribuidos
al efecto por la Dirección General.
La captación pasiva será la realizada sin iniciativa ex profeso de la Organización, en
la cual las personas interesadas en ser voluntarios hayan tenido conocimiento de la
posibilidad de serlo en la ONCE y se dirigen a la entidad sin que se haya producido una
convocatoria.
Se deberá atender a todas las personas que estén interesadas en ser voluntarios, aco-
giéndolas y dándoles una respuesta adecuada que habrá de ser la recogida de sus datos
y, en caso de tener demanda, citarles para la selección.
18.5.2.
La selección.
Las personas interesadas en ser voluntarios de la ONCE deberán cumplimentar una
ficha, que entregarán en el centro de la ONCE más próximo a su domicilio habitual.
Se convocará a todos y cada uno de los interesados para la realización de una entre-
vista personal en la que se deberán cubrir los siguientes objetivos: - Proporcionar infor-
mación básica suficiente sobre la ONCE y en especial sobre los programas de volunta-
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riado. - Conocer el perfil del entrevistado. - Recoger información suficiente para valo-
rar qué actividades puede realizar y cuáles son sus preferencias. - Informarle sobre los
derechos y obligaciones del voluntario de la ONCE, según el correspondiente Estatuto.
· Estimar el compromiso temporal del entrevistado como posible voluntario de ONCE.
· Aclarar al entrevistado las diferencias entre voluntariado y ocupación laboral.
Detectar si el entrevistado presenta alguna característica que haga desaconsejable su
entrada como voluntario.
El voluntario procederá a la firma de todas las hojas del Acuerdo de Prestación de
Servicios en Régimen de Voluntariado y se le hará entrega mediante recibí de una copia
del Estatuto del Voluntario de la ONCE72.
18.5.3.
La formación.
La formación inicial deberá consistir en un curso de una duración mínima de 15
horas, en el que se abordarán al menos las siguientes materias: - Formación institucio-
nal. - Conocimientos básicos sobre el funcionamiento de los sen/icios sociales.
Aproximación al mundo de la ceguera y la deficiencia visual. - Pautas de comporta-
miento con personas ciegas y deficientes visuales. - Aspectos básicos sobre la diabetes.
-
Psicología del mayor. - Iniciación en la lectura para ciegos. - Contenidos concretos de
los programas a desarrollar. - Aspectos básicos de la acción voluntaria.
18.5.4.
Trámites administrativos relativos al aseguramiento y registro de volunta-
rios.
La ONCE, como Entidad de Voluntariado, está obligada a la llevanza de un libro registro de
voluntarios, en el que constarán los datos de cada uno de los voluntarios, nombre, apellidos,
N.I.F., fecha de inicio de su actividad como voluntario en la ONCE y fecha de finalización.
Este registro será centralizado, para lo cual cada Delegación Territorial y Dirección
72 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 9. Incorporación de los
voluntarios .
1.
La incorporación de los voluntarios a las organizaciones se formalizará por escrito mediante el corres-
pondiente acuerdo o compromiso que, además de determinar el carácter altruista de la relación, tendrá
como mínimo el contenido siguiente:
a) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, que habrá de respetar lo dispues-
to en la presente Ley.
b) El contenido de las funciones, actividades y tiempo de dedicación que se compromete a realizar el voluntario.
c) El proceso de formación que se requiera para el cumplimiento de sus funciones.
d) La duración del compromiso y las causas y formas de desvinculación por ambas partes.
2.
La condición de voluntario será compatible con la de socio en la misma organización».
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Administrativa deberá cumplimentar hojas de registro de voluntarios, en las que tam-
bién constarán las horas de servicio realizadas mensualmente, las cuales serán remiti-
das a Dirección General mensualmente a efectos de actualización.
La cumplimentación del acuerdo de prestación de servicio en régimen de volunta-
riado, será realizado en cada Delegación Territorial o Dirección Administrativa, así
como en aquellos otros centros que reciban autorización expresa, remitiéndose el origi-
nal a Dirección General y archivándose copia en el Centro correspondiente.
Las altas y bajas de voluntarios deberán formalizarse mediante la inmediata remi-
sión del Acuerdo de Prestación de Servicio en régimen de voluntariado y de la renun-
cia al acuerdo por parte del voluntario, en su caso, con objeto de gestionar el asegura-
miento de los voluntarios o su baja en el colectivo asegurado. La póliza de seguro debe-
rá contemplar las coberturas sanitaria, de accidente y de responsabilidad civil73.
Las Delegaciones Territoriales y Direcciones Administrativas facilitarán un carné a
cada voluntario, según modelo, remitido por Dirección General, el cual les servirá para
acreditarse tanto ante el personal de la ONCE como ante los beneficiarios.
Se ha creado un archivo informático en el que se recogerán los datos personales de
los voluntarios. Antes del inicio de la utilización de este fichero, se dio de alta ante la
Agencia de Protección de Datos, mediante una solicitud dirigida a la Agencia, a través
de la Dirección de Sistemas y Tecnología de la Información.
18.5.5. Funcionamiento del servicio de coordinación de voluntariado.
El servicio de Coordinación de voluntariado desarrollará las siguientes funcio-
nes: - Análisis periódico de las necesidades del servicio de voluntariado. -
Recepción y clasificación de las solicitudes de servicio. - Asignación de servicios
a voluntarios. - Comunicación de los servicios a realizar por voluntarios. -
Registro de incidencias.
En cualquier caso, los cometidos deberán ser realizados desde el servicio de coordi-
73 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 10. Responsabilidad extra-
contractual frente a terceros .
Las organizaciones responderán frente a terceros por los daños y perjuicios causados por los voluntarios que
participen en sus programas, como consecuencia de la realización de actuaciones de voluntariado, en los
siguientes términos:
a) Cuando se trate de organizaciones privadas, de acuerdo con lo establecido en el capítulo II del Título XVI
del Libro IV del Código Civil.
b) Cuando se trate de la Administración General del Estado y de las entidades de derecho público vinculadas o
dependientes de ella, de conformidad con lo previsto en el Título X de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre , de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común».
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nación, al que se comunicarán tanto las posibles incidencias, como los avisos en caso
de imposibilidad de realización con 24 horas de antelación.
Los voluntarios podrán realizar tareas de apoyo a la coordinación de la actividad,
siempre con la debida supervisión del coordinador del servicio.
19. Derecho a la práctica deportiva74, incluida la alta competición.
19.1. Evolución.
La Circular 10/99, de 14 de septiembre, de la entonces Dirección de Cultura estableció un
marco organizativo muy preciso para el deporte de competición en la ONCE, con un acusado pro-
tagonismo del Club de Deportes ONCE como instrumento de gestión de la práctica deportiva de
competición. Sin embargo, la transferencia de competencias en materia deportiva a las distintas
Comunidades Autónomas ha tenido como consecuencia, en los últimos años, un desarrollo legis-
lativo heterogéneo y diferente para cada Comunidad Autónoma, en el que la actuación de un club
de ámbito estatal como el de la ONCE, contaba con importantes dificultades de actuación.
Todo ello ha implicado que la nueva realidad política, con su consiguiente traducción
legislativa en el campo del deporte, aconsejaban la desaparición del club y la reorganización
de las estructuras para la práctica deportiva de los afiliados. Así, con fecha 25 de junio, el
Consejo General, mediante Acuerdo 3/2001-2.3., formalizó la extinción del Club de Deportes
ONCE (CDO), estableciendo que, a partir de entonces fuese la Federación Española de
Deportes para Ciegos (FEDC) la competente para desarrollar el deporte de competición de
las personas ciegas y deficientes visuales en el ámbito de la ONCE, siempre con su colabo-
ración, reservándose ésta la competencia sobre el deporte de base y el deporte escolar.
Para desarrollar esta colaboración la Federación Española de Deportes para Ciegos75
firmó un acuerdo con la ONCE el 28 de junio de 2001 cuyos aspectos más significati-
vos pondré de manifiesto.
74 Vide: Emilio CASTRILLÓN HERNÁNDEZ (Coord.), Deportes para personas ciegas y deficientes visuales,
ONCE (Dirección de Cultura y Deporte)-Federación Española de Deportes para Ciegos, Madrid, 2002, 324 pp.;
Pau SERRACANTA i MARCET, Esquí alpino para personas ciegas y deficientes visuales, ONCE (Dirección de
Cultura), Madrid, 1998 119 pp.; José Luís AGUADO GARNEL y Otros, Estrategias de fomento del deporte de
los niños ciegos y deficientes visuales, Consejo Superior de Deportes-Federación Española de Deportes para
Ciegos, Madrid, 2003, 150 pp.; Bruno CARMEN!, Judo para deportistas ciegos, ONCE (Dirección de
Relaciones Públicas y Publicidad), ONCE, Madrid, 1998, 258 pp.; Gulio NARDONE, María Luisa GARGIU-
LO, Submarinismo para ciegos y deficientes visuales: manual para monitores y guías de submarinismo para per -
sonas con discapacidad visual, ONCE (Dirección de Cultura), Madrid, 1999,109 pp.
75 Vide Resolución de 26 de octubre de 1993, Consejo Superior de Deportes (BOE de 13 de noviembre,
núm. 272), Estatutos de la Federación Española de Deportes para Ciegos, modificada por Resolución de
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A nivel interno de la propia ONCE se ha dictado la Circular 23/2001, de 21 de
diciembre, de la Dirección de Cultura y Deporte, por la que se determina y regula la
práctica del deporte de competición, registro general de salida n°: 68.387, que entró en
vigor el 1 de enero de 2002, y que derogaba la Circular 10/99, de 14 de septiembre. Su
pretensión era impartir las instrucciones necesarias a los centros de la ONCE para con-
seguir un mejor cumplimiento del acuerdo citado y la consecución de los objetivos que
en él se proponen.
19.2. La organización del deporte en la ONCE.
La práctica deportiva en la ONCE se desarrollará en tres niveles: deporte escolar,
deporte de base y deporte de competición.
19.2.1.
Deporte escolar.
El deporte realizado por los niños afiliados a la ONCE en edad escolar es compe-
tencia de la Dirección de Cultura y Deporte junto, con la Dirección de Educación, sien-
do los Departamentos de Servicios Sociales para Afiliados de todas las Delegaciones
Territoriales y Direcciones Administrativas los responsables de la organización y segui-
miento de las actividades con este sector.
En aquellos ámbitos donde esté ubicado un Centro de Recursos Educativos, éste
colaborará activamente con los referidos Departamentos, bajo las directrices de las
Direcciones de Cultura y Deporte y de Educación.
En ambos casos, la FEDC actuará como asesora técnica.
19.2.2.
Deporte de base.
El deporte de base en su concepción de deporte para todos, como actividad de par-
ticipación, mantenimiento, recreación, educación y de salud, realizado por los afiliados
a la ONCE, es competencia de la Dirección de Cultura y Deporte, así como de los res-
pectivos Departamentos de Servicios Sociales para Afiliados, estando regulado por la
Circular correspondiente sobre Animación Sociocultural y Deportiva en la ONCE. La
FEDC actuará como asesora técnica.
19.2.3.
Deporte de competición
La actividad deportiva de las personas ciegas y deficientes visuales afiliadas a la
ONCE que implique marca, rendimiento, selección, representación deportiva nacional
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e internacional, que se realice en el ámbito estatal y, en su caso, en el autonómico, es
competencia de la FEDC en coordinación con la Dirección de Cultura y Deporte de la
ONCE. Esta actividad deportiva es la que regula la Circular 23/2001.
19.3. Objetivos del deporte de competición en la Federación Española de
Deportes para Ciegos ( FEDC).
Los objetivos de la FEDC en relación con el deporte de competición son los siguien-
tes:
· Promover la práctica deportiva de las personas ciegas76 y deficientes visuales como
plataforma de progresión e integración personal y colectiva.

· Incorporar a la sociedad parámetros diferentes de mentalidad con respecto al
mundo de las personas ciegas y deficientes visuales.
· Trasladar los beneficios de la práctica deportiva a la rehabilitación de las personas
ciegas y deficientes visuales.
· Representar a las personas ciegas y deficientes visuales y al Estado Español, en los
acontecimientos deportivos internacionales.

28 de abril de 1998 (BOE de 11 de mayo, núm. 112) y Resolución de 29 de julio de 2004 (BOE de 28 de
agosto, núm. 208). En el art. 1 establece: «La Federación Española de Deportes para Ciegos (FEDC) es
una federación deportiva de ámbito estatal cuyo objeto es promover y gestionar el deporte para ciegos y
que ejerce por delegación funciones públicas de carácter administrativo, actuando, en su caso, como agen-
te colaborador de la Administración Pública. [...],
La Federación Española de Deportes para Ciegos tiene personalidad jurídica y plena capacidad de obrar
para el cumplimiento de sus fines y se rige por la Ley del Deporte [...].
De conformidad con la Constitución Española y las normas internacionales, la Federación Española de
Deportes para Ciegos no permitirá en su seno discriminaciones por razones de sexo o posición social, política,
religiosa o ideológica. De igual forma no permitirá injerencia extraña de carácter deportivo en el ámbito
de su competencia».
76 Vide Estatutos de la Federación Española de Deportes para Ciegos, art. 6: «Deportistas. Podrán inscri-
birse como miembros de la Federación Española de Deportes para Ciegos los deportistas que participen en
competiciones oficiales de ámbito nacional.
De acuerdo con los Estatutos de la Asociación Internacional de Deportes para Ciegos (International Blind
Sports Association), se define la ceguera como la condición en que la agudeza de la visión del mejor de tos
ojos, tras su corrección, no exceda de 6/60 o bien el campo visual del mejor de los ojos es de un ángulo de
20 grados o menos.
Los deportistas se clasificarán de acuerdo con las categorías vigentes en el seno de la Asociación
Internacional de Deportes para Ciegos, que son las siguientes:
B.l. Inexistencia de percepción de la luz en ambos ojos o percepción de la luz pero imposibilidad de dis-
tinguir la forma de una mano a cualquier distancia o en cualquier dirección.
B.2. Desde habilidad para distinguir la forma de una mano hasta una agudeza visual de 2/60 y/o un campo
visual de menos de cinco grados.
B.3. Desde la agudeza visual por encima de 2/60 hasta una agudeza de 6/60 y/o un campo visual de más
de cinco grados y menos de 20 grados.
Todas estas clasificaciones se realizan con mediciones en el mejor ojo y tras la mejor corrección posible».
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19.4.
Deportes de competición en la FEDC.
La FEDC asume como las modalidades deportivas más adecuadas para la práctica
de las personas ciegas y deficientes visuales las siguientes: - Ajedrez. - Atletismo. -
Ciclismo en tándem. - Esquí. - Fútbol-Sala. - Judo. - Natación. - Goalball. -
Montañismo. - Tiro . - Deportes minoritarios: powerlifting, vela, remo e hípica.
Se podrán establecer como deportes de competición aquellos que se consideren
oportunos en cada momento, siempre que estén reconocidos en el ámbito de la
Federación Internacional de Deportes para Ciegos (IBSA).
19.5.
Destinatarios del deporte de competición.
Los destinatarios del deporte de competición serán las personas ciegas y deficientes
visuales que superen las marcas y/o requisitos establecidos para cada uno de los depor-
tes en sus distintas modalidades y categorías, así como los integrantes de los equipos
que participen en las competiciones para deportes de grupo incluidas en el calendario
promulgado por la FEDC.
19.6.
Niveles del deporte de competición.
Atendiendo a la clasificación por marcas y/o a los requisitos de la FEDC, los depor-
tistas se integrarán en los siguientes niveles:
Deportistas de alta competición: deportistas seleccionados para participar en
Paralimpiadas77, Campeonatos Mundiales y Campeonatos Europeos, siempre que sean
de carácter oficial78.
Deportistas de competición: deportistas seleccionados para participar en otros eventos
internacionales, competiciones estatales y campeonatos interautonómicos e integrados.
19.7.
Categorías del deporte de competición.
Los afiliados a la ONCE que cumplan los requisitos establecidos al efecto, y que
estén federados en la FEDC, podrán participar en todas las categorías en vigor, encua-
drándose en aquellas más convenientes según su resto visual.
77 Vide Orden TAS/2787/2005, de 29 de agosto, autorizando la utilización de las donaciones recibidas en
virtud de lo previsto en el artículo 2.1.c) del Real Decreto 364/2005, de 8 de abril, para la promoción del
deporte paralímpico y la posterior inserción laboral de los deportistas (BOE de 9 de septiembre, núm. 216).
78 Vide ONCE, "El sueño hecho realidad de los atletas paralímpicos", Perfiles (Versión electrónica), 211,
(2005): «El sueño que acariciaban los atletas de élite españoles con discapacidad ha acabado cumpliéndose:
ya cuentan con un Plan ADOP (Apoyo al Deporte Objetivo Paralímpico) que les permitirá prepararse en las
mejores condiciones técnicas para las citas paralímpicas de mayor relevancia. [...]».
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19.8 Ámbitos de participación.
Atendiendo a la extensión geográfica de los eventos deportivos y, consecuentemente,
a los requisitos de participación y competición exigibles para dicha representación geo-
gráfica, se considerarán ámbitos de competición los siguientes:
19.8.1.
Interautonómico.
Acogerá los eventos de competición que se desarrollan entre deportistas y equipos
de un determinado ámbito geográfico, inferior al estatal, y tengan carácter clasificato-
rio para los campeonatos estatales.
19.8.2.
Estatal.
Acogerán los eventos de competición realizados por los deportistas y equipos de
todo el ámbito estatal.
19.8.3.
Internacional.
Acogerán los eventos de competición realizados por los deportistas y equipos espa-
ñoles con otros países.
19.8.4.
Eventos de competición de carácter integrado.
En cualquiera de los tres ámbitos previstos, podrán celebrarse eventos de competi-
ción de carácter integrado, en los que participarán deportistas y equipos de ciegos y
deficientes visuales que dispongan de licencia federativa en vigor, conjuntamente con
deportistas y equipos de otras discapacidades y no discapacitados. Las actividades
deportivas que se celebran en el ámbito autonómico se consideran deporte para todos y
deporte de base, siempre que no estén encuadrados dentro de un campeonato clasifica-
torio de ámbito superior al autonómico o estén organizados por una Federación
Autonómica de Deportes para Ciegos y autorizados por la FEDC.
19.9. Actividades deportivas de competición y de alta competición.
Tendrán la consideración de actividades deportivas de alta competición las siguientes:
· Los Campeonatos de Europa, Campeonatos del Mundo y Juegos Paralímpicos.
Se considerarán actividades de competición:

· Las concentraciones, tests físicos y estages.
· Los campeonatos interautonómicos.
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· Las ligas, campeonatos de España, vueltas estatales y otros que puedan tener deno-
minación oficial.

· Las competiciones integradas de ámbito estatal e internacional.
· Cualquier otro evento deportivo, nacional e internacional que, por su carácter pro-
mocional o competitivo, considere oportuno convocar la FEDC de acuerdo con la
ONCE.
19.10. Estructura organizativa: competencias y responsabilidades.
Con el fin de establecer un marco de relaciones organizativo preciso y coordinado,
se crea un sistema de relaciones que concretan las correspondientes competencias,
tanto de la estructura central como de la estructura territorial de la ONCE, así como
las responsabilidades de financiación asumibles por cada una de ellas.
9.10.1. Estructura central.
Corresponderá a la Dirección General de la ONCE, por medio de la Dirección de
Cultura y Deporte, la ejecución de las actuaciones que se deriven de las siguientes com-
petencias y responsabilidades.
A. Competencias organizativas
· Acordar con la FEDC las sedes de la ONCE en las que vayan a celebrarse compe-
ticiones previstas en el calendario deportivo anual.
· Dar a conocer en el ámbito de la ONCE el calendario deportivo aprobado y publi-
cado por la FEDC.
· Acordar con la FEDC los criterios de participación de los deportistas, equipos y
otro personal de la ONCE en las actividades deportivas de competición a fin de com-
patibilizar su actividad deportiva con su relación laboral.
· Aprobar posibles acuerdos con entidades externas para el patrocinio de competi-
ciones, eventos deportivos y equipos.

· Aprobar y supervisar los posibles patrocinios que establezca la FEDC en las acti-
vidades de competición.

· Autorizar y supervisar la imagen corporativa que pueda establecer la FEDC.
· Establecer, teniendo en cuenta los criterios de la FEDC, acuerdos con empresas sumi-
nistradoras para adquisición de equipamientos y material deportivo.
· Facilitar, en los centros ONCE, el desarrollo de la estructura autonómica de la FEDC.
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-
Establecer acuerdos con las Federaciones Autonómicas de Deportes para Ciegos y
con las Delegaciones Territoriales de la FEDC sobre materias de su responsabilidad.
B. Competencias económicas.
La Dirección General de la ONCE incluirá en sus presupuestos anuales y en sus pro-
gramas establecidos al efecto partidas para:
· Determinar la subvención que para cada ejercicio concederá, a la FEDC y a otras
Federaciones Autonómicas, en base al presupuesto aprobado por éstas y a las subven-
ciones recibidas por la FEDC y las Federaciones Autonómicas, de otras entidades
públicas y privadas.

· Canalizar, a través de la nómina, el pago de las compensaciones correspondientes
ocasionadas por la participación de deportistas, equipos, personal técnico y personal de
apoyo, pertenecientes a la plantilla de la ONCE, en los distintos eventos nacionales e
internacionales organizados por la FEDC.

19.10.2. Estructura territorial.
Corresponderá a los centros de la ONCE la ejecución de las actuaciones que se deri-
ven de las siguientes competencias y responsabilidades:
A. Competencias organizativas.
· Establecer un control de la participación de los deportistas y equipos de su ámbito
territorial, según las características y condiciones de las convocatorias y, en su caso, dis-
pensar del trabajo a los deportistas que acudan a las competiciones.
· Solicitar a la FEDC las licencias federativas de los deportistas, entrenadores y
demás personal directamente relacionado con el deporte de competición, según la nor-
mativa vigente.
· Suscribir los contratos de entrenadores, monitores y demás personal técnico rela-
cionado con las actividades del deporte de competición, salvo aquellos que realice la
FEDC.
· Facilitar el material deportivo  a los deportistas y equipos, según las directrices
impartidas por la FEDC.
-
Gestionar     las  cesiones  de  instalaciones  de Ayuntamientos,  Comunidades
Autónomas y otras entidades públicas y privadas, en el marco de los convenios de cola-
boración con la FEDC que puedan suscribirse.
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· Solicitar a la FEDC las equipaciones necesarias para los deportistas y equipos.
· Facilitar el desplazamiento a las instalaciones, en aquellos casos que sean estricta-
mente necesarios.

· Gestionar la participación de los deportistas y equipos en las actividades convoca-
das y organizadas por la FEDC.

· Presentar las candidaturas para la asignación de sedes para la organización de las
distintas actividades deportivas de competición.

· Elaborar y cuantificar los proyectos para la organización de actividades deportivas
de competición a desarrollar en su territorio, según las directrices marcadas por la
FEDC.
· Llevar a cabo, con el asesoramiento y supervisión de la FEDC, el proyecto autori-
zado de organización de competiciones deportivas.
· Proponer, a la Dirección General de la ONCE y a la FEDC, acuerdos con entidades
externas para el patrocinio de competiciones, eventos deportivos y equipos.
· Promover la participación de personal voluntario en los eventos deportivos, siem-
pre sin menoscabo del nivel y calidad de los mismos.
· Desarrollar, en coordinación con la Dirección General de la ONCE y la FEDC, las
estructuras necesarias para la creación y progreso de las diferentes Federaciones
Autonómicas de Deportes para Ciegos y Delegaciones Territoriales de la FEDC.

B. Competencias económicas.
· Gestionar los gastos a abonar en nómina ocasionados por la participación, de
deportistas vendedores y no vendedores de la plantilla de la ONCE, en las distintas acti-
vidades deportivas de competición, convocadas y organizadas por la FEDC.
· Gestionar el gasto derivado de la participación de personal técnico y de apoyo,
ajeno a la plantilla de la ONCE.
· Gestionar los gastos ocasionados por el desarrollo y ejecución de cada proyecto de
evento deportivo autorizado, que se hará con cargo al presupuesto de la FEDC, según
las instrucciones impartidas al efecto por la Dirección de Cultura y Deporte.
19.10.3 La Federación Española de Deportes para Ciegos (FEDC).
Las competencias de la FEDC, de acuerdo con la normativa estatal en materia de
deporte y su normativa interna son las siguientes.
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A. Competencias organizativas.
· Gobernar, gestionar, administrar y reglamentar las modalidades y especialidades
deportivas de los deportes por ella homologados.

· Ser miembro del Comité Paralímpico Español.

-
Representar a España, con carácter exclusivo, en los siguientes Organismos
Internacionales: Federación Internacional de Deportes para Ciegos (IBSA); cuantos otros
organismos pudieran crearse, asumiendo la representación española del deporte para ciegos
y defícientes visuales en cuantos eventos de carácter nacional e internacional se organicen,
previa la correspondiente autorización del Consejo Superior de Deportes.
· Elaborar y aprobar su presupuesto anual.

· Establecer acuerdos interfederativos.

· Administrar y gestionar los recursos propios y las subvenciones recibidas.

· Establecer las marcas o criterios de participación necesarios para cada deporte.

· Seleccionar a los deportistas y equipos para la participación en los distintos even-
tos deportivos.
· Diseñar, elaborar y ejecutar los planes de preparación de los deportistas de alta
competición en sus respectivas modalidades deportivas, así como elaborar las listas
anuales de los mismos.
· Conceder y administrar el presupuesto de las becas a los deportistas de alta com-
petición.
· Colaborar, con la Administración del Estado y de las Comunidades Autónomas, en
la formación específica de técnicos de deportes para ciegos y deficientes visuales, en la
prevención, control y represión del uso de substancias y grupos farmacológicos prohi-
bidos y métodos no reglamentarios en el deporte.

· Aprobar y publicar el calendario deportivo anual.

· Determinar los campeonatos que tendrán rango de competición integrada.

· Organizar y tutelar las competiciones oficiales de carácter internacional que se
celebren en el territorio del Estado.

· Solicitar, comprometer u organizar actividades y competiciones deportivas oficia-
les de carácter internacional, previa autorización del Consejo Superior de Deportes.

· Ejercer el control de las subvenciones que se asignen a las asociaciones y entida-
des deportivas de su ámbito de influencia, en las condiciones que fije el Consejo
Superior de Deportes.
· Ejecutar, en su caso, las resoluciones del Comité Español de Disciplina Deportiva.
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· Asesorar a los centros ONCE en el desarrollo de la estructura autonómica de la
FEDC.
· Diseñar e impartir la formación a los entrenadores, monitores y demás personal
técnico del deporte de competición.
· Gestionar el desplazamiento de deportistas, equipos, entrenadores, técnicos, acom-
pañantes y otro personal de apoyo.
· Sugerir investigaciones para comprobar la contribución del deporte en la rehabili-
tación de las personas ciegas y deficientes visuales.
· Velar por que los deportistas estén reglamentariamente inscritos en las diferentes
federaciones y mutuas deportivas.

· Establecer directrices claras y precisas, en cuanto a las equipaciones y material
deportivo necesario, para los entrenamientos y competiciones, según las diferentes
modalidades deportivas.

· Fijar las condiciones para la selección y contratación de entrenadores y monitores
deportivos de competición.

· Elaborar las condiciones técnicas y el modelo de proyecto para la organización de
actividades deportivas.

B. Competencias económicas.
Los gastos ocasionados por el desarrollo y ejecución de las competencias organiza-
tivas de la FEDC, irán a cargo de su presupuesto.
20. Facilitar la integración de los invidentes y deficientes visuales: animación
socio-cultural, actividades de aire libré y agrupaciones artísticas.
20.1. Animación socio-cultural (con anterioridad a la reforma emprendida en 2005).
20.1.1. Ideas generales.
Durante los últimos años los servicios para personas ciegas y deficientes visuales
han experimentado un crecimiento significativo tanto en la dotación de recursos huma-
nos y materiales como en el desarrollo de programas y servicios, lo cual ha supuesto la
necesidad de adoptar nuevas técnicas organizativas del trabajo interdisciplinar y ade-
cuar los programas a las nuevas directrices que sobre descentralización quedan refleja-
das en el acuerdo 2/92.4 aprobado por el Consejo General.
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Dentro de este contexto, y de acuerdo con los criterios recogidos en el Plan General
de Actuación del Departamento de Servicios Sociales para Afiliados, se consideró nece-
saria la revisión del marco normativo de la Animación Socio-cultural, considerando
también, la experiencia acumulada en los últimos años, desde que en 1.983 se iniciara
el proceso. Para ello, se procedió a publicar la Circular 11/92, de 8 de julio, del
Departamento de Servicios Sociales para Afiliados, Sección de Cultura, registro gene-
ral de salida n°: 38.737-A, que regula esta actividad, que dado el nivel de consolidación
alcanzado, puede ser considerada un derecho del afiliado. De este modo quedó deroga-
da la Circular 3/88, de 28 de enero, del Servicio para Afiliados, Sección de Cultura.
20.1.2. Concepto.
Según la definición establecida por la Unesco, la Animación Socio-cultural en la
ONCE se concibe como el conjunto de técnicas sociales basadas en una pedagogía par-
ticipativa, cuya finalidad es promover prácticas y actividades voluntarias que, con la
participación activa de la persona, se desarrollan en el seno de un grupo o comunidad
determinada, y se manifiesta en los diferentes ámbitos que contribuyen al desarrollo de
la calidad de vida.
Desarrollando aún más esta definición hay que añadir que se trata de:
· Un conjunto de prácticas y acciones destinadas a generar procesos de participación
en el mayor número de personas posible.

· Que se deciden y se llevan a cabo de una manera concertada con los participantes,
desarrollando las posibilidades que toda persona, grupo o colectivo posee.

· Generando dinámicas que convierten al público-espectador en participante-actor.

· Con una metodología adecuada que desarrolle la práctica de la gente y el nivel de
conciencia que esa misma gente posee participando.

· Articulando prácticas abiertas a todos, según sean sus aptitudes personales.

· Dentro de un reconocimiento del pluralismo cultural y la autonomía de los desti-
natarios.
· Con una visión de proceso que comprenda la capacidad de análisis, la de organi-
zación y la de expresión.
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20.1.3. La animación socio-cultural en la ONCE: objetivos generales79 y crite-
rios básicos de actuación.
A. Objetivos generales.
Los objetivos generales son los siguientes: elevar el nivel cultural del colectivo de
personas ciegas y deficientes visuales; promover la participación activa de los afiliados;
79 Para que la Animación Socio-cultural y Deportiva desarrolle sus objetivos, es imprescindible la existencia
de una programación que permita su posterior seguimiento y evaluación. Esta cumplirá los siguientes requisi-
tos:
· Explicitar claramente los objetivos generales que se pretenden conseguir con el conjunto de la programación.
· Precisar los objetivos específicos de cada una de las actividades que se programen.
· Definir los perfiles de los destinatarios, en base a un sondeo previo de necesidades, a los que van dirigidas
las actividades, así como el número de afiliados, señalando las carencias que se desean abordar o las posibili-
dades que se quieren movilizar.
· Secuenciar en tiempo las fases y duración de las actividades programadas, manteniendo una intensidad equi-
librada a lo largo de todo el curso.
· Determinar los Monitores de Actividades Específicas, explicitando tiempo de prestación y honorarios.
· Detallar claramente por partidas los costos de la programación, cuidando la racionalización del gasto y el
nivel de eficiencia del mismo. Asimismo, se harán constar los recursos ajenos que se prevean conseguir.
· Describir los sistemas de seguimiento y evaluación que se han de utilizar.
Un criterio importante a tener en cuenta para el desarrollo de las distintas actividades programadas, es que al
menos el 50% de los participantes sean afiliados, tendiendo a conseguir como objetivo el incremento paulati-
no de dicho porcentaje al 75%. Asimismo las distintas actividades deben contar con un mínimo de diez parti-
cipantes para que puedan ser realizadas, salvo casos excepcionales en que dicha ratio podrá ser inferior, aten-
diendo a la especificidad de la actividad a acometer o a las características del centro. En ambos casos se soli-
citará expresamente de la Dirección General, Sección de Cultura la autorización excepcional, tanto para alte-
rar el porcentaje como el número de participantes necesario para iniciar una actividad.
No obstante, cuando dicho límite no pueda alcanzarse siempre se deberá asegurar que las personas interesadas
puedan acceder a dicha actividad a través de los recursos ofrecidos por otras instituciones del entorno, en régi-
men integrado.
De otra parte, los ámbitos de intervención se centran en el desarrollo equilibrado de las cuatro áreas siguien-
tes:
Recreativa. En el sentido de que posibilite la ocupación del tiempo libre en su dimensión más creativa y rela-
cional entre los miembros (excursiones, salidas, campamentos, tertulias, encuentros, fiestas, etc.).
Cultural. En cuanto que intenta elevar el nivel de conocimiento y disfrute del hecho cultural por parte de los
destinatarios (conferencias, teatro, animación a la lectura, música, exposiciones, etc.).
Formativa. En lo que supone el crecimiento de los afiliados en el dominio de nuevos saberes y habilidades
(talleres, cursos, etc.), sin abordar la dimensión de enseñanzas regladas o formales.
Deportiva. Promoviendo la participación en las distintas actividades deportivas, tratando que éstas impliquen
a un mayor número de afiliados en la práctica del ejercicio físico y en el mejor aprovechamiento de su tiempo
libre.
Reforzando la dimensión de convivencia y autoestima por parte de los afiliados en el ejercicio de las prácticas
deportivas.
Es importante insistir en la finalidad última de la ONCE, y por consiguiente, de la Animación Socio-cultural y
Deportiva, de propiciar la integración de los ciegos y deficientes visuales en los diferentes ámbitos y sectores
de la sociedad, utilizando las actuaciones, programas, equipamientos y servicios que ésta destina, a través de
sus instituciones públicas y privadas, al conjunto de los ciudadanos/as.
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fomentar la integración socio-cultural de las personas ciegas y deficientes visuales;
lograr la plena utilización de los servicios culturales y el mejor aprovechamiento de los
recursos destinados a esta área de actuación.
B. Criterios básicos de actuación.
Los criterios básicos de actuación, se resumen del siguiente modo: priorizar activida-
des en las que participen el mayor número posible de afiliados; conseguir que las mismas
tengan un carácter abierto que permita la progresiva integración de dichos afiliados en su
medio; fomentar la integración de los afiliados en otras actividades organizadas por insti-
tuciones públicas o privadas con el fin de establecer niveles de colaboración e implicación
mutua y generar recursos externos; lograr implicar a los propios usuarios así como a otros
profesionales de la ONCE en el desarrollo del programa, en especial al Equipo de Atención
Básica, potenciando el trabajo interdisciplinar; garantizar la extensión del programa a todo
el ámbito territorial que abarca el Centro; Asegurar la coordinación entre las actividades de
Animación Socio-cultural y Deportes programadas desde las Delegaciones Territoriales y
Direcciones Administrativas con las actividades extraescolares que se prevén realizar
desde los Centros de Recursos Educativos.
20.1.4. Destinatarios.
Los destinatarios de las distintas actividades o programas de animación socio-cultural,
de acuerdo con los objetivos generales de la misma en la ONCE, son primordialmente los
afiliados, si bien también podrán ser beneficiarios los trabajadores, pensionistas y, en su
caso, personas estrechamente vinculadas a la organización, habida cuenta del carácter de
integración social, objetivo primordial y fin último de la corporación de derecho público,
de carácter social, en lo relativo a la prestación de servicios a los ciegos y deficientes visua-
les.
Para ello, en cualquiera de estas cuatro áreas, se considera prioritario avanzar en esta dirección, pudiéndose
dicha integración favorecerse de diferentes formas y niveles:
· Individual, en tanto que cualquier afiliado pueda participar en actividades de su medio.
· Grupal, ya sea ocasional o permanente, de una forma espontánea o concertada.
· Institucional, basada en acuerdos establecidos entre la ONCE y cualquier institución pública o privada.
Para poder llevar a cabo dicho proceso ascendente de integración, el Programa de Animación Socio-Cultural
y Deportiva facilitará los medios oportunos, ya sean materiales, económicos o de personal humano de apoyo,
que estarán sujetos a la comprobación de su eficacia por sistemas específicos de evaluación.
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20.1.5. El animador socio-cultural y deportivo: funciones y tareas.
En cada Delegación Territorial y Dirección Administrativa existen uno o varios técni-
cos especializados para el diseño y organización de actividades deportivas y de animación
sociocultural. Estos técnicos pertenecen a los equipos de atención básica y actúan bajo la
dependencia jerárquica del Jefe de Negociado de Servicios Sociales para Afiliados. Con
independencia de su participación en otros programas del departamento, sus cometidos
esenciales se resumen en los siguientes:
· Coordinar todas las actividades de animación socio-cultural y deportes, ya sea de
base o competición, que sean impartidos en su ámbito de influencia.
· Promover y difundir actividades de animación socio-cultural y deporte en su ámbi-
to de actuación.

· Elaborar el proyecto anual de animación socio-cultural y deportes en coordinación
con el Consejo Territorial y con la programación general del Equipo de Atención
Básica.
· Realizar gestiones internas y/o externas, para el adecuado desarrollo de las activi-
dades programadas (infraestructura, material, monitores, etc.).

· Proporcionar la información requerida, mediante el sistema de información: ficha
de programación y evaluación anual establecida por el Departamento de Servicios
Sociales para Afiliados, así como elaborar informes semestrales (junio y diciembre) y
evaluación anual (diciembre) específicos del programa en base a los modelos estable-
cidos.
· Desarrollar las diferentes actividades programadas en colaboración con los moni-
tores de actividades específicas, y en su caso con otros profesionales del equipo de aten-
ción básica.
· Participar en el Equipo de Atención Básica (EAB) en todo aquello que se refiera a
sus competencias y cometidos.

· Fomentar la participación de los usuarios en actividades internas y externas.
· Informar, difundir y comunicar las actividades proyectadas o realizadas en el ámbi-
to de su circunscripción.

· Optimizar los recursos disponibles.

· Colaborar de forma especial en la implantación y desarrollo de las agrupaciones
artísticas.
· Colaborar y apoyar otros programas relacionados con el área de cultura y, en gene-
ral, con la prestación de servicios a los afiliados.
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- Recabar en la medida de lo posible, los recursos de otras instituciones externas a
la O.N.C.E.
20.1.6. Estructura de funcionamiento.
La política descentralizadora potenciada desde la Dirección General en materia prin-
cipalmente de servicios y desarrollada a través de la Circular 22/91 de 22 de noviem-
bre, implica, en todo momento, el establecimiento de unas competencias claras tanto de
la Estructura Central como Territorial. Para ello, se delimitan los dos niveles de funciona-
miento que deberán estar interrelacionados entre sí.
A.
Competencia de la Dirección General.
A la Dirección General le corresponderá: elaborar pautas y criterios para la realiza-
ción de los proyectos y presupuestos; informar los proyectos anuales; evaluar los infor-
mes semestrales y la memoria anual, dando traslado a los centros de los resultados de
la misma; asesorar y realizar el seguimiento de los diferentes programas; asegurar
información periódica a los centros y espacios de formación y reciclaje para los anima-
dores socio-culturales-deportivos.
B.
Competencia de los Centros.
Será competencia de los Centros: garantizar la existencia de un Programa de Animación
Socio-cultural-Deportivo en su ámbito territorial, basado en las necesidades de los destinata-
rios; enviar el proyecto, debidamente informado por el Jefe de Negociado de Servicios Sociales
para Afiliados, el Consejo Territorial, y con la ratificación del Jefe de Centro, debiendo enviar-
se antes del 30 de septiembre a la Dirección General, Sección de Cultura; aprobar dicho pro-
yecto, considerando los distintos informes emitidos; remitir los informes semestrales y evalua-
ción anual a la Dirección General, Sección de Cultura; posibilitar los medios adecuados al
Animador Socio-cultural-Deportivo para que pueda desarrollar el programa según los térmi-
nos descritos (local, teléfono, material deportivo y de talleres, salas diversas, etc.); asegurar la
coordinación entre el Proyecto Socio-Cultural-Deportivo del Centro con el correspondiente al
Centro de Recursos Educativos de su circunscripción, proyecto que normalmente forma parte
del Proyecto General Educativo en concepto de actividades extraescolares.
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20.2. Actividades de aire libre (con anterioridad a la reforma emprendida en
2005)80.
Fundamento.
A partir de la publicación de la Circular 11/92, de fecha 8 de julio, que regulaba la
Animación Sociocultural y Deportiva, se potenciaron considerablemente las activida-
des de aire libre tales como los campamentos, colonias, convivencias, salidas a la natu-
raleza, etc.
Estas actividades proporcionan beneficios muy significativos a los niños y jóvenes
que participan. La dimensión educativa, rehabilitadora, creativa y de integración que se
desarrolla en estas experiencias, hacen que sean consideradas como prioridad específi-
ca dentro de los Servicios Sociales para estos sectores de población.
El ocio y el tiempo libre constituyen en las sociedades modernas un factor de capi-
tal importancia. Sus posibilidades se plasman en el ámbito de la economía, en las rela-
ciones sociales y en el desarrollo físico e intelectual de los ciudadanos. Son, además,
un derecho humano básico, como la educación, el trabajo y la salud, y nadie debería ser
privado de este derecho por razones de género, edad, raza, religión, creencia, nivel de
salud, discapacidad o condición económica.
La ONCE, en cumplimiento de sus fines fundacionales y como desarrollo de sus ser-
vicios sociales para afiliados, ha propiciado una dinámica progresiva de intervención
en el campo del ocio y del tiempo libre. Pero ha sido en los últimos años cuando el
número de actividades y participantes se ha incrementado considerablemente, princi-
palmente entre los niños y jóvenes.
La experiencia obtenida en la organización de actividades de aire libre, en campa-
mentos y colonias, supone una aportación muy significativa al conjunto de la educación
como adquisición de saberes, desarrollo de habilidades y destrezas y modificación de
conductas, a las áreas de rehabilitación, autonomía personal e integración social.
20.2.2. Objetivos.
Son los siguientes:
a) Propiciar que los niños y jóvenes consigan una mejor relación consigo mismo,
con los demás y con el medio.
b) Disfrutar el ocio en sus dimensiones lúdicas, formativas y creativas.
80 Vide Circular 2/97, de 28 de febrero, de la Dirección de Cultura, registro general de salida n°: 14.926, que entró
en vigor el 1 de marzo de 1997.
731
c) Progresar en la autoestima, la autonomía y el desarrollo de habilidades de orien-
tación, movilidad y recursos sensoriales.
d) Avanzar en la convivencia, la participación, la solidaridad e integración social.
e) Desarrollar actitudes de respeto y valoración del medio natural.
f) Sensibilizar y concienciar a los gestores de recursos naturales sobre la adaptación
de los espacios de tiempo libre para las personas ciegas y deficientes visuales.
20.2.3. Destinatarios.
Son los siguientes:
a) Afiliados a la ONCE en edades comprendidas entre los 6 y 18 años, salvo en
aquellos supuestos que los centros estimen oportuno establecer alguna variación.
b) Familiares directos, compañeros de clase y amigos pertenecientes a su entorno
cercano. Todos ellos deberán ser de edades similares a los participantes afiliados,
teniéndose en cuenta los beneficios que reportan a éstos de cara a su integración.
2.2.4. Requisitos para la programación de campamentos y colonias.
Son los siguientes:
A. Proyecto.
Los Centros deberán elaborar un proyecto que se enviará a la Dirección General,
Dirección de Cultura, para su aprobación. Dicho proyecto desarrollará los siguientes
contenidos:
· Justificación de la actividad. Se describirán aquellos aspectos que explican la
necesidad de realizar tal actividad, señalando con precisión los beneficios que reporta-
rán a los participantes.

· Análisis de los destinatarios. Se determinarán los participantes de la actividad.
Será necesario disponer de un número de niños y jóvenes suficiente. En los cam-
pamentos organizados por la ONCE, la proporción entre afiliados se establece
entre el 50% y el 75%, si bien en casos especiales se podrá rebajar este porcenta-
je cuando esté debidamente justificado. Los grupos deberán distribuirse por eda-
des y grado de desarrollo así como el tipo de discapacidad.
· Objetivos. Se establecerán unos objetivos generales para el campamento y
unos objetivos específicos para cada grupo o sector de participantes.
· Metodología. Esta deberá ser activa y participativa.
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- Actividades. Un campamento debe tener un hilo conductor tendente a conse-
guir los objetivos previstos. Para ello es necesario que el diseño de las actividades
sea elaborado por el animador sociocultural y deportivo, como experto y respon-
sable de las actividades de ocio y tiempo libre de la ONCE, apoyado por el resto
de profesionales del Equipo de Atención Básica. Se diseñarán actividades de dis-
tinto tipo que incluyan las siguientes áreas81:
81 Posibles áreas de actividades:
Teniendo en cuenta la edad y las características psico-físicas de los participantes puedo señalar 6 grandes
grupos de actividades adaptadas:
1. Creativas o de experiencias.
2. Deportivas o predeportivas.
3. Ambientales o ecológicas.
4. Lúdicas.
5. Culturales o formativas.
6. Transversales a la vida cotidiana.
1.
Creativas o de experiencias:
Todas aquellas cuyo marco de desarrollo se realizaría en un espacio delimitado, con una sistematización
formal, material variado y grupo reducido.
· Taller de barro y arena.
· Taller de plastilina.
· Taller de madera.
· Taller de collage.
· Mural de albergue o colonia.
· Taller de disfraces.
· Taller de títeres.
· Taller de teatro y expresión.

· Taller de gimnasia y relajación.
· Taller de prensa.
· Taller de radio.
· Taller de construcciones.
· Túnel de sensaciones.
· Taller de juegos de mesa.
· Taller de reciclado.
· Etc.
2.
Deportivas y predeportivas:
Aquellas actividades basadas en el ejercicio físico que requieran destreza, fuerza y equilibrio adaptados a
las habilidades de cada persona y sin afán competitivo:
· Ajedrez.
· Juegos de equipo.

-
Juegos populares.
· Bicicletas y patines.
-Natación.
· Atletismo.
· Vela y piragüismo.
-Etc.
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· Creativa.
· Deportiva y predeportiva.
· Ambiental y ecológica.
· Lúdica.
· Cultural y/o formativa.
· Transversal a la vida cotidiana.
3.
Ambientales y ecológicas:
Son actividades cuyo desarrollo tiene que ver con la educación ambiental, o con la utilización de los recur-
sos que la naturaleza ofrece para realizar actividades de ocio:
· Senderismo.
· Escalada.
· Caballos.
· Espacios naturales protegidos.
· Flora y fauna: conocimiento y estudio.

· Construcción de espacios de aventura.

· Bici-cross.
· Recuperación y limpieza de espacios a conservar.
-Etc.
4.
Lúdicas:
· Juegos cooperativos.

· Veladas.
· Concursos.
· Festivales.
· Fiestas.
· Danzas y canciones.
· Grandes juegos de exterior.
-Etc.
5.
Culturales o formativas:
· Museos.
· Campañas de lectura.

· Monumentos.
· Costumbres, leyendas e historia.
-Etc.
6.
Transversales a la vida cotidiana o cotidianas:
Serian aquellas actividades con un claro contenido rehabilitador, por lo tanto adaptadas a la minusvalía; y
socializador, encaminadas a detectar conflictos latentes o evidentes, problemas de marginación o aisla-
miento.
Es necesario tenerlas en cuenta aunque no sea necesario ejecutarlas por separado, sino más bien engloba-
das en otras áreas de actividad adaptadas a cada niño/joven y dentro del cronograma general del campa-
mento:
· Actividades de vida diaria y orientación.

· Dinámicas grupales.
· Habilidades sociales.
· Higiene y salud.
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- Evaluación. Se establecerán sistemas de evaluación que puedan medir el grado de
consecución de los objetivos previstos y los aprendizajes adquiridos.
B.
Instalaciones.
Se deberá contar con instalaciones y espacios adecuados. Estos deben cumplir los
requisitos mínimos en cuanto a adaptación, accesibilidad, seguridad e higiene, así como
los permisos legales necesarios.
C.
Seguros.
Se contratarán seguros que cubran accidentes, asistencia en viajes y responsa-
bilidad civil. Así mismo se deberá comprobar que el seguro de la instalación donde
se realizan las actividades cubre a las personas con minusvalía.
D.
Personal.
Se dispondrá del personal suficiente en número y cualificación82. Este personal
deberá conocer la realidad sociocultural de los niños y jóvenes afiliados.
£. Difusión.
Se realizará un material de difusión atractivo para los posibles participantes en
donde se describirá las características de la actividad, lugar, fecha, costes, condiciones
de participación y el plazo límite de inscripción.
Para una mayor información de los niños y jóvenes afiliados, será imprescindible la cola-
boración del Equipo de Atención Básica en la difusión del citado material.
82 Será el siguiente:
-
Director del campamento o colonia. Es la persona responsable de toda la actividad y del equipo de moni-
tores. Deberá estar titulado a la vez que poseer una capacitación contrastada en organización, planificación,
dinámica de grupos y evaluación, así como un conocimiento y experiencia de trabajo con afiliados a la
ONCE.
-Monitores. Son personas mayores de edad y con titulación de Monitor de Tiempo Libre. Estarán capaci-
tados en la planificación, ejecución de actividades, trabajo en equipo, gestión de recursos y evaluación.
· Monitores de apoyo. Son personas que realizarán labores de apoyo y refuerzo a los monitores en
las tareas que se les encomienden. Serán mayores de edad y deberán poseer un conocimiento y experien-
cia de trabajo con personas ciegas y deficientes visuales.
· Personal sanitario. Son personas especializadas en materia de socorrismo y primeros auxilios y realiza-
rán funciones de asesoramiento a los monitores en el control de medicaciones y de posibles accidentes. En
el caso de que la instalación no disponga de este personal, deberá ser facilitado por la ONCE.
· Personal de cocina, de limpieza y de mantenimiento, Este personal suele formar parte del servicio de la
instalación. Deberá estar informado de las características de los participantes, ajustando las dietas alimen-
tarias y los horarios a las necesidades de los mismos.
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20.3. Agrupaciones artísticas (con anterioridad a la reforma emprendida en
2005).
20.3.1.
Antecedentes.
Si atendemos a la historia, antes incluso de la aparición de la ONCE, las manifesta-
ciones artísticas y con mayor intensidad las musicales, se han venido asociando con el
colectivo de los ciegos. Estos precedentes culturales fueron impulsados a partir de la
creación de la entidad, si bien cambiando los medios y fines perseguidos, ya que el
carácter semi profesional, como medio de vida de la primera etapa, pasó a convertirse
en una mezcla de actividad cultural e imagen social con la que se podría caracterizar la
segunda etapa. La fase actual, iniciada a partir de la nueva andadura democrática, desa-
rrolla una política de servicios acorde con la evolución que la propia sociedad experi-
menta, lo que conlleva adaptar el potencial existente (normas, personal, medios, etc.) a
la nueva situación, algo que debe ser entendido como una evolución positiva con res-
pecto a las etapas anteriores.
El Plan de Actuación del Servicio para Afiliados (y más concretamente el corres-
pondiente a la Sección de Cultura, aprobado por el Consejo General en acuerdo
2/87-2.8) contemplaba, en su apartado 11.6, una serie de medidas tendentes a impul-
sar las agrupaciones artísticas, incluyendo en el mismo desde la revisión normativa
hasta la celebración regular de certámenes como medida de motivación para las
agrupaciones y los propios componentes. En este contexto resulta especialmente
trascendente la Circular 1/89, de 10 de enero, del Servicio para Afiliados, Sección
de Cultura, registro general de salida n°: A-768, normativa sobre agrupaciones artís-
ticas, que entró en vigor el 1 de enero de 1989, y que derogó la Circular 622 de 27
de noviembre de 1979 y la Circular 24/87, de 1 de octubre. También debo mencio-
nar la Circular 2/91, de 9 de enero, del Servicio para Afiliados, Sección de Cultura,
registro general de salida n°: 1.018-A, que desarrolla la Circular 1/89, sobre agrupa-
ciones artísticas.
20.3.2.
Definición y clases de agrupaciones.
Tendrán carácter de agrupaciones artísticas de la ONCE todos aquellos grupos cul-
turales que, al amparo de la normativa de la Organización, tengan como finalidad prin-
cipal la búsqueda del arte en su acepción más general.
Las agrupaciones se clasificarán principalmente en dos grupos:
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· Agrupaciones escénicas o teatrales.

· Agrupaciones musicales.

Este segundo grupo, a su vez, quedará subdividido en los subgrupos siguientes,
según géneros:
· Orquestas de pulso y púa.

· Orfeones y coros.

· Orquestas de cámara.

· Agrupaciones de música moderna (Pop, Rock, Jazz, Heavy Metal, etc.).
Excepcionalmente y si careciese de una normativa específica, las manifestaciones
culturales cuyo protagonista sea una sola persona (un solista, por ejemplo) podrán aco-
gerse a la Circular 1/89, de 10 de enero.
20.3.3. Niveles artísticos.
Con el fin de ampliar el acercamiento a dichas manifestaciones culturales del núme-
ro máximo de personas y facilitando igualmente la renovación y mejora de las agrupa-
ciones existentes y de las que pudieran surgir, se establecen tres niveles artísticos cla-
ramente diferenciados en cuanto a objetivos y tratamiento, si bien la cultura habrá de
ser hilo conductor común. Dichos niveles se corresponden con los que se señalan a con-
tinuación.
A.
Talleres creativos.
Los talleres creativos están íntimamente relacionados con la animación socio cultu-
ral y pueden definirse como manifestaciones lúdico-creativas sin objetivo profesional
definido, a través de los cuales se persigue iniciar y fomentar el interés hacia el arte de
todas aquellas personas que, por varias circunstancias, no han dispuesto de posibilida-
des anteriores.
La metodología utilizada es participativa y la adscripción a los mismos es totalmen-
te voluntaria.
B.
Agrupaciones artísticas.
Poseen un carácter intermedio entre las agrupaciones institucionales y agrupaciones
autónomas, con la salvedad de que cualquier decisión que se tome al respecto por una
u otra parte, ha de ser previamente convenida entre la institución y la agrupación inte-
resada.
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La pertenencia a una agrupación artística ha de llevar implícito cumplir los requisi-
tos establecidos. Pese a que persigan como fin último la profesionalidad, no serán con-
sideradas estricto sensu como tales, salvo que su nivel de calidad, evaluado por una
comisión de expertos, aconseje que la mencionada Agrupación deba acceder al nivel
siguiente. A este respecto debe entenderse que la calidad artística objetiva de cada agru-
pación va a quedar marcada por el propio grupo en conjunción con su director y que
habrá de interpretarse el término profesional más como dedicación exclusiva que como
calidad interpretativa.
20.3.4.
Agrupaciones en promoción artística.
Dicho subgrupo representa el máximo nivel al que pueden aspirar las distintas agru-
paciones dentro de la ONCE, alcanzado en función de su calidad y profesionalidad,
ambas en el sentido de la dedicación exclusiva a su género. Al igual que en el primer
nivel, este apartado posee, además, una normativa y un específico tratamiento.
20.3.5.
Creación y disolución de agrupaciones.
A.
Constitución.
La iniciativa de constituirse al amparo de la normativa en vigor, así como su deno-
minación, corresponde en exclusiva, a sus propios componentes, quienes deberán
ponerlo en conocimiento del encargado del Servicio para Afiliados correspondiente a
su demarcación o Jefe del Centro. Este a su vez, deberá tramitar dicha solicitud, con el
informe pertinente, a la Dirección General, Sección de Cultura, que resolverá su viabi-
lidad una vez valorado el expediente.
No obstante y como complemento a lo anterior, el propio centro, a través del
Servicio para Afiliados o Jefe de Centro, deberá promover y facilitar los cauces adecua-
dos a cualquier potencial iniciativa que estime es oportuna.
B.
Disolución.
La disolución de una agrupación, o el abandono de alguno de sus miembros, podrá
tener lugar por estas causas:
· Propia voluntad, de la agrupación o de alguno de sus miembros.

· Decisión de la Dirección General de la ONCE a propuesta del centro al que se halle
adscrita, siempre que existan justificadas razones objetivas para tomar dicha decisión.
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Con el fin de dirimir responsabilidades, en ambos casos, se valorarán los compro-
misos adquiridos en cuanto a actuaciones, tanto internas como externas.
20.3.6. Organización y funcionamiento.
En relación con el apartado anterior y tomando como referencia el segundo nivel
artístico, serán requisitos imprescindibles para dar de alta una agrupación el disponer,
tanto el Centro correspondiente como la Dirección General, Sección de Cultura, de los
siguientes datos:
Individualizados:
· Objetivos y fines que persigue.
· Datos personales de cada uno de los miembros (fecha de nacimiento, sexo, profe-
sión, dirección, grado de visión, conocimiento del Braille, fecha de ingreso, etc.), de
acuerdo con una ficha tipo que se facilitará oportunamente.
· Curriculum profesional o experiencias artísticas anteriores.
De grupo:

· Denominación de la agrupación.

· Historia o trayectoria de la agrupación.
Propuesta del responsable técnico monitor (primer nivel) o director (segundo nivel)
que hace el centro correspondiente. Dicha propuesta deberá ir acompañada del curricu-
lum que avale su capacidad técnica. En los tres niveles se requerirá, para poder ocupar
dicha responsabilidad técnica, el título profesional correspondiente, acorde con la
mayor o menor profesionalidad a que se aspire alcanzar con cada agrupación:
-
Primer nivel: diploma en canto, arte dramático o música.
· Segundo nivel: diploma superior de especialización en canto; experiencia avalada
documentalmente como actor, de al menos dos años.
· Tercer nivel: experiencia como director de grupo teatral o director de coro u
orquesta, avalada documentalmente, de al menos dos años.
No obstante, en el caso de los monitores o directores avalados por un mínimo de dos
años al frente de una agrupación en la ONCE, cuando la experiencia demuestre su capa-
cidad técnica, podrán ser reconocidos como responsables de las respectivas agrupacio-
nes, si bien, serán sometidos a un plan formativo y de reciclaje.
En consecuencia y con las precisiones anteriormente expuestas, la importancia téc-
nica concedida a los monitores o directores será fundamental para el buen funciona-
miento de cada agrupación. A estos monitores o directores les corresponde:
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· Llevar a efectos las pertinentes pruebas de ingreso.

· Realizar proyecto anual de ensayos, actuaciones, etc.

· La responsabilidad técnica de los ensayos.

· Elaborar un informe trimestral y una memoria anual.

· Participar en la comisión que dentro de la agrupación pueda crearse.

· Dar cuenta, al encargado del Servicio para Afiliados o Director de Centro, de cuan-
tos informes le sean requeridos.

Dada la inestabilidad, característica común de tales agrupaciones artísticas, la rela-
ción profesional de los monitores o directores con la ONCE no implicará relación labo-
ral alguna, optando, con carácter general, por la fórmula de prestación de servicios. No
obstante, si una determinada agrupación demuestra su estabilidad en el tiempo, no
queda descartado el posible establecimiento de relaciones laborales con la persona que
dirija dicha agrupación.
Al igual que al resto de miembros, el encargado del Servicio para Afiliados, conjun-
tamente con el Jefe de Centro correspondiente, será quien proponga a la Sección de
Cultura, previo informe, a aquella persona que por cumplir los requisitos apuntados en
el apartado anterior, pueda ocupar el mencionado puesto.
En el mes de septiembre de cada año, el monitor (en coordinación con el Equipo de
Animación) o el Director del Centro elaborará el proyecto de actuación para el año que
corresponda (1 de enero - 31 de diciembre), debiendo éste recoger los siguientes apar-
tados: - Objetivos y fines. - Programa de ensayos. - Concierto y certámenes (internos y
externos). - Presupuesto. - Todos cuantos datos se estimen importantes sobre un deter-
minado programa.
Dicho proyecto será aprobado y canalizado por el Director del Centro, previo infor-
me preceptivo del encargado del Servicio para Afiliados, siempre teniendo en cuenta
los criterios generales marcados al respecto por la Dirección General, sobre todo en lo
que respecta al baremo económico a seguir, revisado anualmente a través de la respec-
tiva normativa.
La dependencia jerárquica directa de las agrupaciones artísticas de la ONCE inclui-
do su monitor o director, se establece con respecto al encargado del Servicio para
Afiliados o, en su defecto, del Jefe del Centro correspondiente, quien por otra parte,
será el directo responsable de que dichas agrupaciones se beneficien de las prerrogati-
vas que establece la normativa en vigor.
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20.3.7.
Condiciones de participación según niveles.
El número de componentes de cada agrupación será variable, pudiendo establecer-
se el mínimo de dos miembros pero nunca un máximo. De dichos miembros, con carác-
ter general, el número de afiliados será como mínimo del 50%. A pesar de ello, el men-
cionado porcentaje se deberá entender como orientador, pudiendo flexibilizarse, siem-
pre con la debida justificación, según los casos.
El acogerse a la normativa en vigor, lleva implícito para cualquiera de los niveles
artísticos mencionados, un tiempo mínimo de ensayo semanal, que se establece en 3
horas, y un máximo para los dos primeros niveles, de 10 horas semanales, distribuidos
ambos en diversas sesiones diarias, anteriormente reseñadas, en el proyecto de la anua-
lidad a que se refiere.
Igualmente y siempre que a juicio del monitor o director artístico la agrupación
posea una calidad técnica adecuada, se establecerá y gestionará con el Jefe de Centro
correspondiente, a través del encargado del Servicio para Afiliados, el plan de actua-
ciones anual, tanto si es dentro como si es fuera de la institución.
El número de actuaciones, variable según los casos, no debería ser inferior a 10 por
año, pudiendo cada centro, de común acuerdo con la agrupación, establecer qué porcen-
taje de las mismas han de ser consideradas como preceptivas.
A las agrupaciones acogidas a la normativa en vigor le será facilitado, con carácter
general, por parte de cada centro del que dependan, una infraestructura básica que le
permita desarrollar su trabajo habitual, concretándose ésta en: - Espacio disponible para
ensayos y reuniones. - Monitor o director. - Facilidades en el material tiflológico nece-
sario (obras en Braille, Servicio de Libro Hablado, etc.). - Apoyo de personal auxiliar
y técnico cuando fuese requerido.
Por lo que respecta al vestuario de los miembros de las distintas agrupaciones, así
como el material instrumental, cada centro que cuente con una agrupación habilitará un
material básico mínimo que deberá estar inventariado.
En función de la demanda, la Dirección General, Sección de Cultura, organizará
diversos cursos formativos, a los que podrán asistir los miembros respectivos. También
éstos podrán solicitar apoyo del centro al que están adscritos, con objeto de asistir a
cursillos, certámenes, etc., organizados a nivel local, provincial o autonómico.
20.3.8.
Certámenes.
Según los casos, la ONCE podrá facilitar a las distintas agrupaciones todos los
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medios necesarios para que puedan participar en los distintos certámenes que se pro-
gramen por otras organizaciones locales, autonómicas, nacionales o internacionales.
Todo ello sin perjuicio de otras subvenciones de las que pudieran ser objeto por otros
organismos públicos o privados.
No obstante y como complemento a lo anterior, la Dirección General de la ONCE
organiza, con carácter anual, un certamen de agrupaciones musicales o teatrales en
el que intervienen las diversas Comunidades que poseen agrupaciones artísticas.
Igualmente cada Delegación Territorial, Dirección Administrativa o Centro, podrá
gestionar el intercambio entre agrupaciones o incluso, siempre que las dimensiones
territoriales lo permitan, podrán organizar encuentros en los que se facilite la parti-
cipación de otras agrupaciones externas a la propia ONCE, siempre previo conoci-
miento y autorización de la Dirección General.
20.4. La animación sociocultural y el deporte de base en la ONCE en la actua-
lidad.
20.4.1. Una nueva regulación.
La animación sociocultural y el deporte de base han tenido un largo recorrido desde
su implantación en la ONCE, colaborando en la mejora y crecimiento del conjunto de
los servicios sociales para afiliados.
Recientemente ha sido modificada la regulación de esta materia a través de la Circular
3/2005, de 24 de junio, de la dirección de cultura y deporte (registro general de salida n°
2005/172234), para adecuarla al actual modelo de servicios sociales para afiliados, estructu-
rándola dentro de la ayuda a la integración social, en el servicio de asesoramiento personal
en la ocupación del tiempo libre y actividades de ocio, a través de la participación en activi-
dades de promoción cultural, recreativa, artística y deportiva.
Y todo ello se justifica por la evolución de los perfiles personales y sociales de los
nuevos afiliados, la adecuación progresiva de los servicios sociales a las nuevas nece-
sidades de éstos, así como los cambios producidos en las dinámicas sociales. Teniendo
presente que las actividades de ocio, no solamente suponen una experiencia humana,
con sus beneficios propios, entre ellos la libertad de elección, creatividad, satisfacción,
disfrute y placer, así como una mayor libertad, sino que además comprenden una
dimensión que conforma actitudes, comportamientos y hábitos necesarios y saludables
para el desarrollo personal y social.
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Por otra parte, el deporte de base es una actividad de ocio en la que la persona no
busca alcanzar ningún otro objetivo más allá de la propia participación, el disfrute la
satisfacción personal. Constituye un elemento determinante en el mantenimiento de la
salud y se convierte en un factor corrector de desequilibrios sociales, ya que contribu-
ye al desarrollo de la igualdad entre los ciudadanos, creando hábitos favorecedores de
inserción social y, mediante su desarrollo en equipo, fomenta la solidaridad.
Evidentemente queda derogada la Circular 11/92, de 8 de julio, emitida por la enton-
ces sección de cultura y el Oficio-Circular 34/2004, de 16 de junio, de la Dirección de
Cultura y Deporte.
20.4.2. Definición, objetivos y destinatarios.
A.
Definición.
La animación sociocultural y el deporte de base de la ONCE, forma parte de un servi-
cio social especializado denominado servicio cultural, recreativo, artístico y deportivo
que pretende contribuir a la integración social de las personas ciegas y deficientes visua-
les, a través de la participación en actividades de este tipo, tal y como se define en el
actual modelo de servicios sociales para afiliados.
B.
Objetivos.
Los objetivos de la animación sociocultural y el deporte de base en la ONCE, se
pueden sintetizar del siguiente modo:
· Utilizar el ocio y el tiempo libre de las personas ciegas y deficientes visuales desde
una perspectiva personalizadora.

· Establecer procesos y recorridos de participación activa entre las personas ciegas
y deficientes visuales a través de las actividades lúdicas, culturales, creativas, deporti-
vas y artísticas.

· Generar procedimientos para que las personas ciegas o deficientes visuales puedan
ser más autónomas e independientes.

· Avanzar en la participación en las iniciativas de su entorno para ir consiguiendo
metas de integración plena.

· Establecer la coordinación con otras iniciativas públicas y sociales con el objeto de
estar presente y utilizar los recursos recreativos, culturales, deportivos y artísticos.
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C. Destinatarios.
Los destinatarios prioritarios de la animación sociocultural y del deporte de base, de
acuerdo con los objetivos generales de la ONCE, son sus afiliados.
20.4.3. Criterios de actuación.
La organización tiene en cuenta los siguientes criterios:
· Se tienen en cuenta las características específicas de cada sector de afiliados: mayo-
res, jubilados y pensionistas, afiliados sin actividad, etc, estableciendo una conexión direc-
ta con sus centros de interés, y con los objetivos de generar habilidades sociales y autono-
mía personal, que les permitan la integración en su ámbito, en la propuesta de actividades
propias y de apoyo a las actividades externas.
· Se velará por establecer un equilibrio en la atención recibida por los sectores de la
población afiliado con mayores necesidades.
· La programación propiciará la participación de los diferentes colectivos, por lo que se
tendrán en cuenta los horarios, los días de la semana, los recursos económicos de los afi-
liados, el coste de las actividades y otras contingencias similares.
· Se pretende incrementar la participación del colectivo de afiliados, en las ofertas de
actividades de animación sociocultural y de deporte de base que se organicen por otras ins-
tituciones y asociaciones públicas y sociales.
· Se presta una especial atención a los afiliados residentes en otras localidades ajenas a
la sede de los distintos centros de la ONCE, como beneficiarios legítimos de todos los ser-
vicios, para lo cual se establecerán las estrategias necesarias, teniéndose en cuenta sus pre-
ferencias y posibilidades, la asignación de los recursos necesarios, la coordinación con
poblaciones cercanas, así como el apoyo para la implicación en las actividades, programas
y equipamientos culturales y deportivos, dependientes de las organizaciones públicas y
sociales.
· Se pretende fomentar la utilización y participación progresiva en las actividades orga-
nizadas en el entorno de los afiliados al que tienen derecho como ciudadanos, para lo cual
se intensificarán las coordinaciones necesarias, así como los apoyos de orientación e infor-
mación a los propios afiliados.
· Se contemplarán las características particulares de las diferentes etapas por las que
pasa el proceso individual de aceptación de la ceguera de cada afiliado.
· Se propiciará que todas las actividades, estén o no incluidas en los planes individua-
lizados de atención al afiliado, tendrán coherencia con los objetivos e intervenciones del
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resto de los servicios, especialmente en lo referente a diseño de actividades para el colec-
tivo de niños, jóvenes y adultos; por lo que se deberá mantener una estrecha coordinación
con el resto de profesionales del centro.
- En las delegaciones territoriales y direcciones administrativas se dispondrá de profe-
sionales responsables de la animación sociocultural y del deporte de base, designados con
arreglo a los criterios que se establezcan. Estos profesionales cumplirán los requisitos de
competencia y formación adecuados a su actividad.
20.4.4. Áreas de intervención.
Se agrupan de la siguiente forma
A.
Animación en el área recreativa.
Se pretende establecer entre los afiliados espacios y actividades que permitan la ocu-
pación de su tiempo libre en una dimensión lúdica y relacional entre ellos. Además
supone un primer nivel de sensibilización para conseguir su participación en otras acti-
vidades y programas.
Las actividades más destacadas son: excursiones, campamentos, convivencias, gran-
jas escuelas, campus deportivos, fiestas, torneos, actuaciones, ludotecas, juegos de
mesa, etc.
B.
Animación en el área cultural.
La finalidad es elevar el nivel de conocimiento y disfrute del hecho cultural por
parte de los afiliados, participando en las dinámicas e iniciativas de esta naturaleza que
se establezcan en su entorno.
Las actividades más relevantes son: conferencias, visitas culturales, cursillos, ani-
mación a la lectura, tertulias culturales, organización de actos (exposiciones, actuacio-
nes, representaciones), etc.
C.
Animación en talleres formativos.
La intención es que los afiliados adquieran nuevas habilidades y destrezas en acti-
vidades relacionadas con la vida cotidiana para aumentar su autonomía, autoestima y
seguridad, así como el dominio de nuevos saberes y aprendizajes sin abordar las ense-
ñanzas regladas.
Las actividades más relevantes son: informática, ofimática, idiomas, jardinería, etc.
745
D.
Animación en talleres creativos.
Se pretende favorecer la expresión de las habilidades creativas y artísticas de los afi-
liados así como la iniciación y desarrollo de sus capacidades, habilidades y destrezas
en el campo de la creación y el arte.
Las actividades más frecuentes son: artes escénicas, música, literatura, radio, plásti-
ca, manualidades, bailes, etc.
E.
Deporte de base.
Esta área de intervención tiene dos grandes apartados: el deporte de base y el depor-
te escolar.
El deporte de base intenta iniciar a los afiliados en el conocimiento, aprendizaje
y práctica de determinados deportes, individuales y grupales, como finalidad para
aumentar su nivel de segundad, movilidad, autonomía e integración
Las actividades son: ajedrez, atletismo, ciclismo en tándem, esquí, fútbol sala, judo,
etc.
El deporte escolar incluye todas las actividades que, de forma organizada se reali-
zan en los clubes, asociaciones, etc, fuera del programa de la asignatura de educación
física. En ellas participa el afiliado en edad escolar con los siguientes objetivos: contri-
buir a la mejor formación integral de la persona, transmitir el significado de la coope-
ración y el trabajo en equipo, ayudar a un desarrollo físico más sano y emplear el tiem-
po de ocio de forma gratificante.
Como elementos transversales a las áreas de intervención anteriormente descritas,
se tendrá especial atención en la difusión de las actividades de animación sociocultural
y deportiva que se organicen en los centros, en la potenciación de la cultura institucio-
nal, así como en la profundización de las relaciones que se establezcan con las admi-
nistraciones públicas y entidades privadas.
20.4.5. Competencias.
Para el correcto desarrollo de los programas descritos, es necesario establecer con
claridad las diferentes competencias tanto de la estructura central como de la territorial.
A. Competencias de la Dirección General.
Son las siguientes:
- Establecer las prioridades necesarias, tanto en los contenidos a desarrollar en los
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diferentes programas como los destinatarios a atender en la animación sociocultural y
deporte de base.
· Evaluar el servicio en su globalidad, así como proponer los ajustes necesarios para
que se dé respuesta a las circunstancias cambiantes, tanto del colectivo, como de su
entorno.
· Elaborar las pautas y criterios para la realización de los anteproyectos de presu-
puestos referidos a estos programas, estableciendo las correcciones necesarias a los
mismos.
· Asesorar y realizar un seguimiento exhaustivo de los distintos programas articu-
lando las modificaciones oportunas y autorizar la designación de los profesionales res-
ponsables.

· Establecer la coordinación necesaria entre las distintas áreas ejecutivas de la
Dirección General, para la programación, el diseño, el desarrollo y la evaluación de
actuaciones con el objeto de aunar esfuerzos.
· Generar los espacios de información a los centros y la formación y el reciclaje
necesario a los profesionales.

B.    Competencias    de    las    Delegaciones    Territoriales    y    Direcciones
Administrativas.
Son las siguientes:
· Garantizar la existencia de una programación anual de las actividades sociocultu-
rales y de deporte de base, tanto en la sede como en las agencias.
· Incluir en los planes de atención individualizada que se considere oportuno el ser-
vicio cultural, recreativo, artístico y deportivo a aquellos afiliados que lo necesiten.
· Establecer las coordinaciones necesarias con los Consejos Territoriales de los cen-
tros.
· Remitir los informes semestrales y la evaluación final a la Dirección General,
Dirección de Cultura y Deporte.

· Asignar a los profesionales responsables de la animación sociocultural y el depor-
te de base las tareas y los medios necesarios para el desarrollo de sus funciones.
21. Obligaciones.
Como corresponde a toda relación jurídica, la condición de afiliado también estable-
ce un conjunto de obligaciones generadas sobre la misma construcción de dependencia
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y exigibilidad que los derechos. La pertenencia a la Corporación representa, para el afi-
liado, el compromiso de cumplir con sus normas, especialmente con el Estatuto, ade-
más de colaborar con dedicación y lealtad. Para garantía de dichas obligaciones se regu-
la un régimen disciplinario que puede llegar hasta imponer la desafiliación83.
Las obligaciones se determinan en los Estatutos de la ONCE, art. 11. Su incumpli-
miento lleva aparejada la apertura del procedimiento correspondiente, y la adopción de
la medida prevista en el ordenamiento que regula la afiliación en el seno de la
Corporación de Derecho Público, de carácter social. Son las siguientes:
21.1. Cumplir las normas.
«a) Cumplir lo dispuesto en los presentes Estatutos y en las normas aprobadas por el
Consejo General que les puedan afectar».
21.2.
Observar el debido respeto a los demás afiliados y a la entidad.
«b) Observar el debido respeto a los demás afiliados y a la entidad».
21.3.
Colaborar en la defensa de la organización.
«c) Colaborar solidariamente en la defensa de la Organización, en el logro de sus fines
y en la buena marcha de sus actividades».
21.4.
Desempeñar diligentemente y con lealtad institucional los cargos para los
que sean propuestos o elegidos.
«d) Desempeñar diligentemente y con lealtad institucional, los cargos para los que sean
propuestos o elegidos, salvo que medien causas que se lo impidan y siempre dentro del
estricto respeto a su libertad individual».
21.5.
Comunicar los cambios que afecten a su situación respecto a la organiza-
ción.
«e) Comunicar los cambios que se produzcan en sus circunstancias personales que pue-
dan ser de interés para la Organización y proporcionar información veraz sobre los extre-
mos que ésta le solicite».
83  Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles.
Escuela Libre Editorial, Madrid, 1995, pp. 35-37.
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21.6. Facilitar datos.
«f) Colaborar en la realización de las encuestas promovidas por la Organización, en
las que se pretendan recopilar datos para confeccionar cuadros estadísticos con fines de
mejorar la información sobre la afiliación o de los servicios a la ONCE, garantizando,
en todo momento, la confidencialidad de los datos aportados».
21.7. Someterse a los reconocimientos oftálmicos que requiera la ONCE.
«g) Someterse a los reconocimientos oftálmicos que requiera la ONCE, al objeto de que
puedan determinarse, con la máxima precisión, en su caso, los grados de agudeza y campo
visual del afiliado».
22. Responsabilidad disciplinaria.
Los Estatutos de la ONCE regulan la responsabilidad disciplinaria en el art 12. Se incu-
rrirá en la misma cuando se incumplan alguno de los deberes y obligaciones enumerados.
«1. Los afiliados están sujetos a responsabilidades disciplinarias por el incumplimiento
de los deberes y obligaciones previstos en estos Estatutos».
22.1. Infracciones.
Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves (art. 12.2, 3,4 y 5):
	Faltas leves
	Faltas graves
	Faltas muy graves

	3. Son faltas leves:
	4. Son faltas graves:
	5. Son faltas muy graves:

	a) El trato incorrecto de los órganos
	a) La desobediencia o incumplimiento
	a) La comisión de cualquier delito

	de gobierno y administración de la
	de las normas aprobadas por el Consejo
	doloso contra la institución o cual-

	ONCE o a cualquiera de sus afilia-
	General o de las órdenes o instrucciones
	quiera de sus afiliados, así como

	dos.
	particulares, legítimamente dictadas por
	contra sus patrimonios.

	b) El incumplimiento de cualquiera
	cualquiera de los órganos de gobierno y
	b) La agresión o maltrato físico o

	de los deberes y obligaciones que
	administración de la ONCE.
	verbal a cualquier afiliado.

	estos Estatutos imponen a los afilia-
	b) La falta del debido respeto y con-
	c) La descalificación, la injuria o el

	dos, siempre que no sean califica-
	sideración a la institución o cual-
	menosprecio públicos de la ONCE

	das como falta grave o muy grave.
	quiera de sus actividades.
	de sus actividades o de sus fines.

	
	c) La causación voluntaria de daños o
	d) La realización de actividades

	
	desperfectos en los inmuebles, instala-
	contrarias   a   los   fines   de   la

	
	ciones, mobiliario, material de cual-
	Organización.

	
	quier tipo o documentación de la
	e) La comisión de tres faltas graves

	
	ONCE.
	en el período de un año.

	
	d) La falta de notificación a la
	

	
	Organización de las modificaciones
	

	
	de las circunstancias personales del
	

	
	afiliado que sean relevantes para la
	

	
	determinación de su situación en la
	

	
	Organización o para los fines de ésta.
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Las faltas leves prescribirán al mes, las graves a los tres meses y las muy graves a
los seis meses. Estos plazos se empezarán a contar desde la fecha en que la ONCE tenga
conocimiento de la comisión de las faltas y, en todo caso, al año de haberse cometido.
La prescripción se interrumpirá por la iniciación del expediente disciplinario, vol-
viendo a correr el plazo si el expediente permaneciere paralizado durante más de tres
meses por causa no imputable al afiliado sujeto al mismo.
Sobre esta materia resulta ilustrativa la STS de 24 de abril de 2000 (Ar. 3817), que
determina que una misma conducta puede estar tipificada en dos disposiciones diferen-
tes, por afectar a personas que mantienen distinta relación jurídica con la ONCE,
Antecedente de Hecho Cuarto:
«El principio general de derecho "non bis in ídem", no contemplado expresamente en
nuestra Constitución pero reconocido y amparado por el Tribunal Constitucional, a partir
de su sentencia de 30 de enero de 1981 por estar íntimamente unido al principio de legali-
dad, prohibe que una persona sea sancionada dos veces por el mismo hecho, pero no impi-
de que una misma conducta pueda estar tipificada en dos disposiciones diferentes por afec-
tar apersonas que mantienen distinta relación jurídica con la ONCE (como afiliado o como
trabajador), máxime teniendo en cuenta que en una persona se puede dar una de esas con -
diciones sin concurrir la otra, existiendo casos de trabajadores no afiliados y de afiliados
no trabajadores. [...]».
22.2. Sanciones.
Las sanciones se establecen en los Estatutos de la organización, art. 12.6:
	Faltas leves
	Faltas graves
	Faltas graves

	Apercibimiento    por    escrito    o
reprensión privada.
	Inhabilitación  temporal  hasta  dos
años.
	Inhabilitación temporal de dos a
cuatro  años  o  separación   de  la
Organización.


Las sanciones impuestas por faltas leves prescribirán al mes, las graves a los tres
meses y las muy graves a los seis meses. El plazo de prescripción comenzará a contar-
se desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza la resolución por la que se
impone la sanción o desde que se quebrantase el cumplimiento de la sanción si hubie-
ra comenzado.
22.3. Procedimiento.
22.3.1. Regulación.
Se regula en los Estatutos de la ONCE, art. 12:
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«7. La imposición de sanción que en cada caso corresponda a la falta cometida se efec-
tuará en función de su gravedad, trascendencia, reincidencia o intención del autor y del per-
juicio que se cause a la ONCE.
8. La responsabilidad disciplinaria se exigirá en todo caso, a través del correspondien-
te expediente disciplinario, que se tramitará conforme establezca el Reglamento de proce-
dimiento disciplinario aprobado por la ONCE. En su defecto, serán aplicables las normas
reguladoras del procedimiento sancionador previstas en la Ley General Reguladora del
Procedimiento Administrativo»,
22.3.2. Principios del régimen disciplinario.
Los principios que voy a enumerar son de aplicación a la Organización Nacional
de Ciegos Españoles, en tanto, que como Corporación de Derecho Público, de
Carácter Social, posibilita la afiliación y aplicación del régimen disciplinario a todos
aquellos en los que concurren las circunstancias determinadas en el grupo normati-
vo regulador. Es por ello, que se deben cumplir los siguientes.
A. Legalidad.
El art. 25.1 CE dispone que nadie puede ser condenado o sancionado por acciones
u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción
administrativa, según la legislación vigente en aquel momento. Este precepto compren-
de una doble garantía. La primera, de orden material y alcance absoluto, refleja la tras-
cendencia del principio de seguridad en los ámbitos limitativos de la libertad indivi-
dual, como el penal y el sancionador, y se traduce en la imperiosa exigencia de prede-
terminación normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. La
segunda, de carácter formal, se refiere al rango necesario de las normas tipificadoras de
aquellas conductas y reguladoras de estas sanciones, en cuanto que el término "legisla-
ción vigente" contenido en el art. 25.1 CE es expresivo de una reserva de ley en mate-
ria sancionadora. Sobre esta última cuestión, la jurisprudencia ha sido mucho más cauta
en el procedimiento administrativo sancionador, y la reserva de ley no es absoluta, sino
relativa y limitada, de manera que un reglamento puede complementar lo dispuesto en
la ley por relación a la tipificación de las conductas infractoras y de las sanciones
correspondientes. Lo que no es posible admitir en este ámbito, son las regulaciones
reglamentarias independientes y no claramente subordinadas a la ley.
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B.
Tipicidad.
Se considera un aspecto parcial del principio de legalidad, en tanto que es obliga-
ción del legislador y del titular de la potestad reglamentaria, regular las infracciones y
sanciones, de tal modo que el conjunto de las normas aplicables permita predecir, con
suficiente grado de certeza, el tipo y el grado de sanción susceptible de ser impuesto,
sin que sea posible definir las conductas ilícitas en términos que por su amplitud o
vaguedad dejen las mismas en la más absoluta indefinición.
Como complemento del principio de tipicidad se ha considerado por parte de la doc-
trina y de la jurisprudencia la exclusión de la analogía in peius, es decir, sólo podrán
sancionarse las acciones u omisiones que, en el momento de producirse, constituyan
infracción disciplinaria. Las normas definidoras de infracciones y sanciones no serán
susceptibles de aplicación analógica.
C.
Irretroactividad de las normas sancionadoras no favorables.
El art. 9.3 CE garantiza la irretroactividad de las normas sancionadoras no favora-
bles, es decir, las normas sancionadoras no pueden ser aplicadas en la medida en que
sean desfavorables al inculpado, a hechos o conductas anteriores a su entrada en vigor.
D.
Non bis in ídem.
Es un principio clásico que implica que no puedan imponerse dos o más sanciones
(penales o administrativas) por un mismo hecho, siempre que se aprecie identidad de
sujeto, hecho y fundamento. Pero el último elemento citado es fundamental, porque
permite verificar que bien jurídico se intenta proteger.
£. Proporcionalidad.
Entre la infracción cometida y la sanción impuesta deberá existir la adecuada pro-
porcionalidad.
Su correcta significación implica que la sanción impuesta debe guardar una adecua-
da relación con la gravedad de la falta. Tradicionalmente se han utilizado elementos
como: intencionalidad; perturbación del servicio; atentado a la dignidad del personal;
falta de consideración a los demás, etc.
F. Pleno respeto de los derechos y garantías.
No puede ser de otra manera en un Estado de Derecho, y por tanto está garantizado
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el pleno respeto de todos los derechos que reconoce la Constitución y el resto de nues-
tro ordenamiento jurídico.
22.3.3. Principios del procedimiento disciplinario.
Por idénticos motivos a los expuestos respecto a los principios del régimen discipli-
nario, debo hacer referencia, al menos, a los siguientes.
A.
Economía o eficiencia.
Economía y eficiencia, son dos principios que van ligados íntimamente. Esto justi-
fica que la LRJPAC no hable de economía porque quizás los autores de la ley entien-
den que este principio está subsumido en el de eficiencia. En esencia, lo que con estas
ideas se quiere expresar es que entre varias alternativas que producen el mismo gasto,
debe seleccionarse siempre la que lleva al mejor cumplimiento de los objetivos de la
administración, y entre varias alternativas que conducen al mismo cumplimiento debe
seleccionarse la que implica menor gasto84.
No es que sea necesario perfilar estos conceptos porque así lo impone una actuación
mínimamente correcta desde el punto de vista de la llamada ciencia de la administra-
ción. Es que además, estos conceptos tienen trascendencia jurídica, pues su inobservan-
cia es contraria a los principios de buena administración.
B.
Celeridad.
Sin duda su referencia ineludible es el art. 75 de la LRJPAC, cuando dice:
«1. Se acordarán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan una
impulsión simultánea y no sea obligado su cumplimiento sucesivo».
Este criterio de celeridad debe presidir el trabajo a realizar. Que así los procedimien-
tos podrán llegar antes a su terminación nadie puede negarlo.
C.
Eficacia.
Guarda este principio una gran relación con el de celeridad y economía. En general,
afecta a todas las Administraciones públicas y a los funcionarios que las sirven. En la
exposición de motivos de la LPA se hacían algunas importantes precisiones:
«El presente texto no desdeña, por supuesto, las garantías jurídicas que el Estado deba
a los administrados, y de ello es buena prueba toda la Ley, y en especial los títulos dedica-
84 Vide J. GONZÁLEZ PÉREZ y F. GONZÁLEZ NAVARRO, Comentarios a la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, 2a ed., Cívitas, Madrid, 1999, p.
322.
753
dos al procedimiento y a los recursos administrativos; pero tiene en cuenta que las citadas
garantías, cuando se instrumentan tan sólo como protecciones formales, no alcanzan ni con
mucho el fin perseguido, al ser compatible con demoras y retrasos, molestias innecesarias
y perturbadoras, excesivo coste e ineficacia de los servicios, y, en fin, con una variada gama
de verdaderos perjuicios que redundan tanto en el de los particulares como en el de la pro-
pia Administración.
Por lo demás, las aludidas directrices no se conciben como simples enunciados progra-
máticos, sino como verdaderas normas jurídicas, al habilitar a la Administración de una vez
para siempre para adoptar cuantas medidas repercutan en la economía, celeridad y eficacia
de los servicios; a estos fines responden los preceptos relativos a la normalización de docu-
mentos, racionalización, mecanización y automatización de los trabajos en las oficinas
públicas, creación de oficinas de información y reclamaciones y fijación de horarios ade-
cuados para el mejor servicio de los administrados, etc.».
Sin embargo la LRJPAC ha desdeñado tan nobles enseñanzas. También debo aña-
dir que la exigencia de actuar de manera eficaz no habilita para eludir los condicio-
namientos propios de un Estado Social y Democrático de Derecho85.
Por ello no se puede confundir la agilidad con la eficacia. En la eficacia se incar-
dinan por igual la agilidad y las garantías constitucionales. No puede ser eficaz un
sistema, por muy ágil que sea, si el acceso al empleo o la concesión de servicios se
cimientan sobre el clientelismo antes que sobre la objetividad, Todo lo contrario, la
pérdida de garantías se convierte en fuente de ineficacia, pues la ausencia de un ade-
cuado control de la actividad supone un fuerte atractivo para la utilización incorrec-
ta de los recursos, que no es otra cosa que la ineficacia86.
22.3.4. Principios de actuación de los instructores.
A. Independencia.
La función que desempeñan lleva aparejada la independencia o actuación profesional
bajo su leal saber y entender. De este modo se entiende que en el procedimiento, cuando
la naturaleza de una determinada actuación lo requiera, podrá requerir la colaboración
necesaria. También podrán solicitar el debido asesoramiento a los demás órganos de la
ONCE, los organismos profesionales, sociedades o asociaciones directamente relacionadas
con la naturaleza del asunto, así como de otras entidades, instituciones y servicios, tanto
públicos como privados.
85  Ibídem,pp. 320-321.
86 Vide Felio J. BAUZA MARTORELL, La desadministración pública, Marcial Pons, Madrid, 2001, p.
195.
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B.
Profesionalidad.
El régimen disciplinario tiene un carácter fuertemente especializado, y requiere una
preparación específica. En todo caso, es necesario mantener un delicado equilibrio
entre colaboración y el ejercicio de autoridad, lo que exige un proceso de formación
continua.
C.
Obediencia jerárquica.
Los profesionales que participan en el procedimiento disciplinario están sometidos
al deber de obediencia jerárquica, lo que les obliga a cumplir las instrucciones y órde-
nes de servicio87, pudiendo ser sancionados, en caso de desobediencia, por vía discipli-
naria. Por tanto puedo afirmar que existe un deber de obediencia cuando la legalidad de
la orden sea dudosa, discutible, opinable, es decir, cuando su ilegalidad no sea mani-
fiesta porque en tal caso prevalece la presunción favorable a su legalidad, sin perjuicio
de que puedan exponerse al superior jerárquico los reparos que el cumplimiento de la
orden suscita88.
Este deber de obediencia es compatible con su libertad profesional. La obediencia,
resultado de su dependencia orgánica y funcional, no afecta al contenido mismo de su
profesión. La obediencia hace posible que el servicio funcione y que se ajuste a las
directrices de quien es responsable. Pero la obediencia no elimina la responsabilidad
profesional del instructor. El deber de obediencia no puede afectar al contenido de las
actas y propuestas que deben reflejar la realidad tal como los instructores la ven. Su
contenido esta determinado por la legalidad y su conciencia profesional. En todo caso
es necesario exponer también reflexiones como la siguiente:
87
Vide LRJPAC,art.21:
«Instrucciones y órdenes de servicio. 1. Los órganos administrativos podrán dirigir las actividades de sus
órganos jerárquicamente dependientes mediante instrucciones y órdenes de servicio.
Cuando una disposición específica así lo establezca o se estime conveniente por razón de los destinatarios
o de los efectos que puedan producirse, las instrucciones y órdenes de servicio se publicarán en el perió-
dico oficial que corresponda.
2. El incumplimiento de las instrucciones u órdenes de servicio no afecta por sí solo a la validez de los
actos dictados por los órganos administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se
pueda incurrir».
88
Vide STS, Sala 2a, de 20 de noviembre de 1989 (Ar. 8683): «Cuando la orden recibida, cuyo cumpli-
miento origina la comisión de una infracción penal, no sea clara y manifiestamente ilícita y el subordina -
do, que la ha recibido en el ámbito y con las formalidades propias de la relación funcionaría], cree que es
legal y en tal creencia la cumple, queda exento de responsabilidad criminal por haber obrado en virtud de
obediencia debida, siempre que este error pueda ser calificado de invencible según las circunstancias».
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«Por si lo anterior no fuera bastante, a la intervención se acumula ocasionalmente la
inspección. Si la intervención funciona rutinariamente en todos y cada uno de los expe-
dientes, de forma muy distinta opera la inspección. Los servicios de inspección no actúan
automáticamente sino de forma específica respecto de órganos o funcionarios o proce-
dimientos concretos. Cuando surge una sospecha de irregularidad se envía a un inspec-
tor o inspectores que estudian sobre el terreno lo que ha sucedido y como estos funcio-
narios disponen de una experiencia y de una información mucha más completa -y mucho
más reciente- de la que manejará en su día el juez, sus posibilidades de descubrimiento
son amplísimas. Y, sin embargo, también resultan ineficaces por completo debido a las
siguientes causas: por lo pronto, sólo actúan cuando se lo ordena su superior, lo que sig-
nifica que, si desde arriba se pretende ocultar algún caso, sencillamente no se les llama;
y en segundo término, los resultados de su investigación son meramente informativos,
es decir, que ellos se limitan a elevar su informe a la superioridad y ésta puede archivar-
lo sin más por graves que sean las denuncias. La consecuencia final puede imaginarse:
los inspectores pierden sus estímulos y, sabiendo de antemano que de nada vale su
esfuerzo -y que incluso lo que se quiere es que no se esfuercen-, apenas si realizan unos
trámites formales para reservar su energía, si llega el caso, a situaciones y hechos que
sus superiores no quieran ocultar -o que incluso quieren perseguir seriamente-, pagando
así por todos quienes no están relacionados con soborno alguno»89.
La ONCE es un ejemplo claro de que esto no sucede.
D. Imparcialidad.
La imparcialidad exige igualdad de trato y comportamiento objetivo en la apli-
cación de las normas y en el cumplimiento de las instrucciones del servicio90.
En el ejercicio legítimo del cargo, el instructor tiene el cometido de buscar y aplicar la
interpretación del precepto que sea coherente y adecuada; y no solamente la interpretación
sino también la. apreciación y valoración de los hechos que van a constituir la causa de la deci-
sión que se tome, estableciendo una proporción entre hechos y sanción jurídica91.
89 Vide Alejandro NIETO GARCÍA, Corrupción en la España democrática, Ariel, Barcelona, 1997, p. 231.
90 Vide "Código de Buena Conducta Administrativa para el personal de la Comisión Europea en sus rela-
ciones con el público" (Decisión de 17 de octubre de 2000, DOCE de 20 de octubre), en el que impone el
deber de imparcialidad en términos adaptables a los funcionarios nacionales: «El personal actuará siempre
con objetividad e imparcialidad en pro del interés comunitario y del bien común».
91 Cfr. STS de 13 de enero de 2000 (Ar, 659): «El caso que contemplamos, sin embargo, no se agota en
los supuestos de ejercicio de potestades discrecionales dentro de los parámetros que exige el artículo 9.3
de la Constitución, sino que ha de extenderse a aquellos supuestos, asimilables a éstos, en que en la apli-
cación por la Administración de la norma jurídica al caso concreto no haya de atender sólo a datos objeti-
vos determinantes de la preexistencia o no del derecho en la esfera del administrado, sino que la norma
antes de ser aplicada ha de integrarse mediante la apreciación, necesariamente subjetivada, por parte de la
Administración llamada a aplicarla, de conceptos indeterminados determinantes del sentido de la resolu-
ción. En tales supuestos es necesario reconocer un determinado margen de apreciación a la Administración
que, en tanto en cuanto se ejercite dentro de márgenes razonados y razonables conforme a los criterios
orientadores de la Jurisprudencia [...]».
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£. Secreto profesional.
La configuración del secreto en el derecho público es una cuestión muy compleja y some-
tida a fuertes tensiones contrapuestas. Así pues, de un lado, la Administración debe ser trans-
parente y facilitar la información que se le pide (arts: 105,b), 109 y 23 CE), pero de otro lado,
la Administración está obligada a mantener el secreto de ciertas materias e, incluso, necesita
de un cierto secreto para poder actuar eficazmente92. Sin embargo no se puede entender el
problema de la publicidad y sus límites formulando sólo principios generales, puesto que «la
ponderación de los intereses públicos y privados, que aquí operan, exigen que la enunciación
de los grandes principios vaya contrastada por su aplicación a cada caso»93. Sin embargo aquí
no puedo abordar esta labor ni en relación a la legislación sobre procedimiento administrati-
vo, ni en relación con la legislación sectorial Si quisiera destacar las dos vertientes que tiene
el principio de transparencia: en el reverso el deber de informar, está en deber de callar, que
puede consistir en un deber de sigilo (deber genérico y personal de discreción)94 o de secre-
to (deber específico relativo a determinados asuntos)95.
En el ámbito de la Unión Europea, la Sentencia del Tribunal de Justicia Comunitario
de 7 de noviembre de 1985, en el asunto Stanley G. Adams, 145/1983, condena a la
Comunidad a indemnizar a un ciudadano perjudicado por la violación del deber de
secreto de las autoridades y funcionarios comunitarios, contenido en el art. 214 del
Tratado Constitutivo de la CEE, que dice así:
«Los miembros de las instituciones de la Comunidad, los miembros de los comités, así
como los funcionarios y agentes de la Comunidad estarán obligados incluso después de
haber cesado en sus cargos, a no divulgar las informaciones que por su naturaleza estén
amparadas por el secreto profesional y, en especial, los datos relativos a las empresas, y que
se refieran a sus relaciones comerciales o a los elementos de sus costes».
Sólo cuando seguido un proceso con todas las garantías se llega a una resolución que
debe ser aplicada y publicada cesa el deber de reserva. Pero incluso en ese caso, no se debe
difundir aquello que se conoce, por el ejercicio de su actuación y que puede menoscabar
el prestigio o la imagen de personas o instituciones96.
92 Vide F. SAINZ MORENO, "Secreto e información en Derecho público", en el Vol. Col. Estudios sobre
la Constitución Española. Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría, Tomo III, Cívitas, Madrid,
1991, pp. 2863-2864,
93   Ibídem, p. 2981.
94
Vide Luís MARTÍN REBOLLO, "Régimen de responsabilidades del inspector de consumo como fun-
cionario en los ámbitos civil, penal y disciplinario. Referencia al deber de sigilo", en La inspección de con -
sumo en el contexto de la actuación administrativa, Gobierno Vasco, Vitoria, 1992, pp. 99-103.
95
Cfr. J. GONZÁLEZ PÉREZ y F. GONZÁLEZ NAVARRO, Comentarios ..,, Tomo I, o.c, pp. 436 y ss.
96 Vide: Ley de Funcionarios Civiles del Estado. Texto articulado aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de
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Pues bien, todo ello también es aplicable al personal de la ONCE.
F.
Lealtad y buena fe.
Se deben respetar los principios de buena fe y confianza recíproca, tal y como deter-
mina la LRJPAC, art. 3:
«1. Las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses generales y actú-
an de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración
y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho.
Igualmente, deberán respetar en su actuación los principios de buena fe y de confianza
legítima».
Los contornos de este deber no son fáciles de determinar en abstracto pero sí lo sue-
len ser en cada caso concreto. Se trata de un deber que actúa hacia el exterior pero tam-
bién en el interior del servicio. La exigencia de lealtad tiene muchas manifestaciones.
G.
Responsabilidad.
El alcance de la misma ha de valorarse a la luz de la casuística y de las resoluciones
judiciales sobre el particular. Pero puedo afirmar que en la jurisprudencia se deduce una
tendencia favorable a exigir una mayor responsabilidad por «culpa in vigilando». Sirva
como ejemplo la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 31 de enero
de 1997 (Ar. 396), F.J. 5o:
«Pero es más, en el caso presente aparece como hecho probado, que el aquí procesado,
en el curso 1991-1992, en un Colegio Público de Y., antes de los sucesos de autos, ya había
sido objeto de quejas por problemas de tipo pedagógico y por ciertos hechos de significa-
do lúbrico que allí se especifican y, ahora no es preciso repetir, hechos que no llegaron a
denunciarse pero que fueron comunicados al Servicio de Inspección y a la Delegación
Provincial del Ministerio de Educación y Ciencia, sin que conste que se incoara ningún
expediente por los mismos. Es decir, en el caso presente hubo desidia por parte de los fun-
cionarios del Estado que tenían el deber de controlar al procesado respecto de su compor-
tamiento con sus alumnos. Tales funcionarios tuvieron conocimiento de unos hechos de sig-
nificado semejante a los aquí examinados, aunque sin duda, de menor gravedad. Y una ade-
cuada actuación, al menos en el ámbito disciplinario propio de esta clase de empleados
públicos, habría servido para evitar que con posterioridad pudieran ocurrir hechos tan
reprobables como los que motivaron la condena ahora recurrida».
febrero (BOE núm. 40, de 15 de febrero), art. 80: «Los funcionarios han de observar en todo momento una
conducta de máximo decoro, guardar sigilo riguroso respecto de los asuntos que conozcan por razón de su
cargo, y esforzarse en la mejora de sus aptitudes profesionales y de su capacidad de trabajo; Reglamento
de régimen disciplinario de los funcionarios de la Administración del Estado, aprobado por Real Decreto
33/1986, de 10 de enero (BOE núm. 15, de 17 de enero), art. 7: «Son faltas graves: j) No guardar el debi-
do sigilo respecto de los asuntos que se conozcan por razón del cargo, cuando causen perjuicio a la
Administración o se utilice en provecho propio».
758
La sentencia pues impulsa a adoptar medidas preventivas en caso de duda,
siempre que la inspección haya obtenido la información que evita que la medida
sin fundamento suficiente cause un daño a quien la sufre97.
22.3.5. Iter procedimental.
Se incurrirá en responsabilidad disciplinaria por las faltas que se cometan. La mayo-
ría de las tipificadas responden a la necesidad que la ONCE tiene, como organización
prestadora de servicios, de mantener la disciplina interna y de asegurar que se cumplan
los derechos y deberes establecidos en la normativa reguladora de los mismos.
Respecto a los derechos deberán garantizarse los reconocidos en el art. 35 de la LRJPA
y además se tendrá derecho: a) A la presunción de inocencia; b) A ser notificado del nom-
bramiento de instructor y, en su caso, secretario, así como a recusar a los mismos; c) A ser
notificado de los hechos imputados, de la infracción que constituyan y de las sanciones
que, en su caso, puedan imponerse, así como de la resolución sancionadora; d) A formular
alegaciones en cualquier fase del procedimiento; e) A proponer cuantas pruebas sean ade-
cuadas para la determinación de los hechos; f) A ser asesorado y asistido por los represen-
tantes sindicales; g) A actuar asistido de letrado. Dicho de otro modo, se deberán garanti-
zar todos los derechos reconocidos a los ciudadanos en su relación con las
Administraciones públicas, y además se incorporan para su formalización algunos elemen-
tos que de modo genérico estaban reconocidos en nuestro ordenamiento jurídico.
Todos ellos se materializan en el procedimiento que deberá desarrollarse de la
siguiente forma.
A. Iniciación.
Sin forzar gravemente la naturaleza de las cosas, puede decirse que el procedimien-
to -que tiene por definición un sentido dinámico- se ofrece ante nosotros como un fenó-
meno de pura biología: nace, se desarrolla y muere98. Fijar con precisión el momento
de la iniciación del procedimiento, tiene una importancia que suele pasarse por alto".
97
Vide Fernando SAINZ MORENO, "La inspección educativa", o.c, p. 33.
98   Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Comentarios a la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, 2a ed.,
Cívitas, Madrid, 1999, p. 1649.
99   Ibídem, p. 1650, donde detalla las siguientes razones:
«a) Porque ese día se toma como día inicial para el cómputo del plazo máximo de duración del procedi-
miento de que se trate cuyo incumplimiento puede dar lugar a la exigencia de responsabilidad (art. 42,
núms. 2 y 3, LRJPA).
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Pero el problema que con más frecuencia se ha planteado ante los tribunales en relación
con el acto de iniciación es el de su naturaleza. Pues bien, la jurisprudencia tiene dicho:
«Los acuerdos de iniciación de un procedimiento, como reiteradamente ha declarado
esta Sala, son actos típicos de trámite»100.
Además se generan los efectos necesarios en todo procedimiento administrativo:
obligación de resolver (art. 42.1 LRJPA) e impulsión de oficio del procedimiento (art.
74.1 LRJPA); prioridad formal y material (art. 74.2 LRJPA).
El procedimiento se iniciará siempre de oficio, por acuerdo del órgano competente,
bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, moción razonada del
centro al que estuviera adscrito el presunto responsable o por denuncia.
Será competente para ordenar la incoación del expediente disciplinario la comisión
central de afiliación la cual, con carácter previo, podrá acordar la realización de una
información reservada. Dado que las informaciones reservadas no interrumpen los plazos
de prescripción, deberá tenerse en presente esta circunstancia en orden a la duración en la
tramitación de las mismas, en especial, con los hechos que, por su entidad, se presuman
puedan ser constitutivos de falta leve.
En el caso de hechos constitutivos de faltas leves, también será competente para
ordenar la incoación del expediente disciplinario el Delegado Territorial o Director
Administrativo del centro al que figure adscrito el afiliado.
La instrucción del expediente se realizará por la comisión central de afiliación y, en
los incoados por faltas leves, por el Directivo correspondiente, los cuales podrán nom-
brar un instructor cuando las circunstancias lo aconsejen. La comisión central de afilia-
ción podrá decretar el auxilio del responsable del centro al que figure adscrito el afilia-
do sujeto al expediente para la práctica de cualquier diligencia.
La incoación del procedimiento con el nombramiento de instructor, se notificará al
afiliado sujeto a expediente, así como al designado para ostentar el cargo. Son de apli-
cación las normas relativas a la abstención y recusación de la LRJPA (arts. 28 y 29).
La incoación de expediente al personal que ostente la condición de delegado sindi-
b) Ese día determina, también, la legislación conforme a la que debe tramitarse y resolverse un determina-
do procedimiento (Cfr. disposición transitoria 2a, LRJPA).
c) Y, por último, indica cuándo pueden adoptarse las medidas provisionales para asegurar la eficacia de la
resolución (art. 72.1, LRJPA), aunque también cabe que esas medidas puedan adoptarse antes de iniciarse
el procedimiento en casos previstos expresamente en una norma con rango de ley (art. 72.2, LRJPA), e
incluso, sin necesidad de ello, cuando por la propia naturaleza de la medida no sea posible esperar a que
se inicie el procedimiento».
100 Sentencias del Tribunal Supremo de España: de 30 de junio de 1989 (Ar. 10085, de 1990); de 12 de
diciembre de 1989 (Ar. 9120); y 20 de mayo de 1992 (Ar. 4288); entre otras.
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cal, delegado de personal o cargo electivo en las organizaciones sindicales más repre-
sentativas, se comunicará a la sección sindical, junta de personal o central sindical,
según proceda, a fin de que puedan ser oídos durante la tramitación del procedimiento.
Esta comunicación procede, asimismo, cuando la instrucción se practique dentro del
año inmediatamente posterior al cese del inculpado en alguna de las condiciones enu-
meradas y en el supuesto de que el mismo sea candidato durante el periodo electoral.
En cualquier momento del procedimiento en que el instructor aprecie que la presun-
ta falta puede ser constitutiva de delito o falta penal, lo pondrá en conocimiento de la
autoridad que hubiere ordenado la incoación del expediente para su oportuna comuni-
cación al Ministerio Fiscal. Ello no será obstáculo para que continúe la tramitación del
expediente disciplinario hasta su resolución e imposición de la sanción si procediera,
B. Desarrollo.
El instructor ordenará la práctica de cuantas diligencias sean adecuadas para la
determinación y comprobación de los hechos y en particular de cuantas puedan condu-
cir a su esclarecimiento y a la determinación de las responsabilidades susceptibles de
sanción.
El instructor como primeras actuaciones procederá a recibir declaración al afiliado
y a evacuar cuantas diligencias se deduzcan de la comunicación o denuncia que moti-
vó la incoación del expediente y de lo que aquél hubiera alegado en su declaración.
Todos los servicios y dependencias de la ONCE están obligados a facilitar al instruc-
tor los antecedentes e informes necesarios, así como los medios personales y materia-
les que precise para el desarrollo de sus actuaciones. El informe101 puede definirse
como: «acto jurídico consistente en una declaración de juicio emitida por un órgano
distinto de aquél a quien corresponde iniciar, instruir o resolver el procedimiento, y que
sirve para aportar nuevos datos al expediente o comprobar los ya existentes en el
mismo». Y esta definición encaja a la perfección con el contenido de las disposiciones
reguladoras de esta materia. Se solicitarán los informes necesarios y aquellos que se
consideren convenientes. Los «informes necesarios y aquellos que se consideren con-
venientes», básicamente versarán sobre datos relativos a la situación generada.
Pero quizás el dato más importante sea valorar en este momento la naturaleza jurí-
dica de esos informes. Su función puede consistir en aportar datos al expediente, o com-
probar los ya aportados. En el primer caso, puede llegar a tener función probatoria y
101 Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Comentarios ..., o.c, p. 1938.
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deben reputarse como documentos nuevos, lo que rebasa la simple función de asesorar
al órgano decisor y obligan a dar al interesado la oportunidad de formular nuevas ale-
gaciones. Así podría deshacer la posible eficacia probatoria de aquellos informes en la
medida que le sean desfavorables. Podemos catalogarlos como facultativos y en prin-
cipio no vinculantes, pues se puede pedir más de uno, lo que siempre ofrece la contin-
gencia de que puedan ser contradictorios, circunstancia ésta incompatible con la idea de
la vinculación. En todo caso constituye actividad de instrucción encomendada a un
órgano distinto de aquel a quien corresponde iniciar, instruir o resolver el procedimien-
to.
El escrito en que se solicita el informe deberá contener una serie de requisitos pre-
ceptivos: indicación expresa del precepto que lo exija, o fundamentación de la conve-
niencia de reclamarlo (art. 82.1 LRJPA); delimitación concreta del extremo o extremos
acerca de los que se solicita el dictamen (art. 82.2 LRJPA) y plazo legal para su emi-
sión.
La LRJPA no alude al órgano emisor del dictamen, pero es evidente que éste podrá
ser individual o colegiado. Estos informes cuando son emitidos por los técnicos com-
petentes, gozan de presunción iuris tantum102 de objetividad, tal y como ha señalado
reiterada doctrina jurisprudencial sobre el tema (Sentencia de 7 de abril de 1988, [anti-
gua] Sala 4a, Ponente: García Ramos) (Ar. 2665):
«La parte actora pretende desvirtuar las conclusiones que se deducen de los informes
técnicos elaborados por la Administración mediante la aportación como prueba documen-
tal de dos dictámenes elaborados a su ruego por sendos Arquitectos en las fechas compren-
didas entre el 10 y el 16 de abril de 1984, de los que aparece que en aquellos momentos,
cuando ya había sido declarado por el Alcalde de Hospitalet del Llobregat su estado de
ruina inminente, tas viviendas de autos no se hallaban en absoluto en dicha situación, por
cuanto no estaba en peligro su estabilidad y el estado de sus paredes de carga, cimientos,
forjados y cubiertas era aceptable, si bien en algunas de las cubiertas aparecían humedades
y parte de las fachadas y cielos rasos presentaban grietas, mientras que los suelos y parte
baja de las paredes se veían afectadas por humedades importantes, que a la larga podrían
provocar lesiones irreversibles en paredes y cimientos, pero que no las habían producido
por el momento; el dictamen emitido por el perito forense, que habitualmente tiene un
carácter prevalente y decisivo, es prácticamente irrelevante en el supuesto de autos, ya que,
habiendo desaparecido las edificaciones que deberían haber constituido normalmente el
objeto de la pericia en virtud de la ejecución del acto administrativo impugnado, no puede
aquél sino basarse para emitir su informe en los dictámenes aportados por la parte deman-
102 Cfr. STS de 10 de febrero de 1989 (Ar. 1102): «[...] los informes de los técnicos de la Administración,
ajenos a los intereses en juego -promotor y adquirentes de las viviendas-, gozan de una particular presun-
ción de acierto o veracidad, ciertamente iuris tantum».
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dante y concluir, que a tenor de los mismos, no se hallaban en estado de ruina inminente las
viviendas de los actores; ello nos lleva a la cuestión esencial sobre la que pivota la resolu-
ción de este litigio, que no es otra que la atinente a si han de ser tenidos en cuenta con pre-
ferencia los dictámenes aportados por los recurrentes o los informes periciales confeccio-
nados por los técnicos de la Administración y obrantes en el expediente; una reiterada
Jurisprudencia del Tribunal Supremo -así por todas, Sentencias de 10 y 11 de abril y 21 y
25 de mayo de 1984 (Ar. 1986, 1991, 3115 y 3134)- ha venido afirmando, aun cuando con
las matizaciones que se derivan de la aplicación del principio de la sana crítica sentado por
el artículo 632 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la prevalencia de los técnicos municipa-
les, por la presunción de objetividad de que gozan, dado que en principio carecen de otro
interés que el público en las cuestiones sometidas a su dictamen; la parte actora trata de des-
virtuar tal presunción con alegaciones que suponen una imputación de desviación de poder
a la Administración, ya que se basan en la afirmación de que, habiendo sido recalificados
como destinados a parques y jardines públicos los terrenos sobre los que se hallaban cons-
truidas las viviendas derruidas en la Revisión del Plan General Metropolitano aprobada en
julio de 1976 e iniciado expediente expropiatorio de aquéllos por Decreto de la Alcaldía de
1 de octubre de 1982, que fue impugnado por los aquí actores ante la Sala Segunda de lo
Contencioso de esta Audiencia, que suspendió su ejecución, el derribo de las citadas edifi-
caciones mediante un expediente de ruina inminente fue utilizado por el Ayuntamiento
como medio de burlar la decisión judicial y de disminuir la suma a abonar en concepto de
indemnización, pero es lo cierto que tales asertos no pueden ser admitidos, por cuanto cons-
ta en autos que la Administración no tenía interés alguno en la demolición de las viviendas
propiedad de los actores, sino que, por el contrario, aquéllas fueron incluidas en el ámbito
del Plan Especial de Reforma Interior del Parc de la Serp, aprobado definitivamente por la
Corporación Metropolitana en fecha 14 de julio de 1983, sin perjuicio de condicionar su
ejecución a la pertinente modificación del Plan General, hallándose prevista su conserva-
ción-rehabilitación como única muestra restante de un estilo constructivo muy extendido en
la zona a partir de la oleada inmigratoria de los años veinte; es por lo que queda desvane-
cida cualquier duda sobre la imparcialidad de los dictámenes técnicos en que se apoya el
acto impugnado y, en consecuencia, han de ser desestimadas las alegaciones formuladas al
respecto por la parte actora».
Ya lo he manifestado, el hecho de que un órgano haya informado en un determina-
do procedimiento no impide que posteriormente intervengan en el mismo otros órganos
asesores. De hecho si el órgano encargado de emitirlo considerase necesario el informe
previo de algún otro, lo expondrá así al órgano competente en escrito razonado.
A la vista de las actuaciones practicadas y en un plazo no superior a un mes, conta-
do a partir de la incoación del procedimiento se formulará pliego de cargos que com-
prenderá los hechos imputados, con expresión, en su caso, de la falta presuntamente
cometida, y de las sanciones que puedan ser de aplicación. Cuando concurran causas
justificadas o se paralice el expediente por causa imputable al inculpado, se podrá
ampliar el plazo anteriormente referido sin que en ningún caso pueda exceder del pre-
visto para la prescripción de la falta presuntamente cometida. Se exceptúan de la posi-
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bilidad de ampliación del plazo para formular el pliego de cargos los supuestos de expe-
dientes incoados por faltas leves.
El pliego de cargos deberá redactarse de un modo claro y preciso, en párrafos sepa-
rados y numerados cada uno de los hechos imputados al afiliado, notificándose al incul-
pado a través del centro al que figure adscrito, concediéndole un plazo de diez días para
que pueda contestarlo con las alegaciones que considere convenientes a su defensa y
con la aportación de cuantos documentos considere de interés y/o con la solicitud de la
práctica de las pruebas que para su defensa crea necesarias. Asimismo, se trasladará el
pliego de cargos al Consejo Territorial correspondiente al centro al que se halle adscri-
to el afiliado sujeto a expediente, para que en el mismo plazo emita informe.
El instructor deberá proponer en el momento de elaborar el pliego de cargos, a la
vista del resultado de las actuaciones practicadas, el mantenimiento o levantamiento de
la medida de suspensión provisional que, en su caso, se hubiera adoptado.
Contestado el pliego o transcurrido el plazo sin hacerlo, el instructor o en su caso,
la Comisión Central de Afiliación podrá acordar la práctica de las pruebas solicitadas
que juzgue oportunas, así como la de todas aquellas que considere pertinentes, lo que
deberá efectuarse en el plazo de un mes, y pudiendo denegarse la admisión y práctica
de las pruebas que se consideren innecesarias, mediante escrito motivado contra el que
no se admitirá recurso alguno.
Los hechos relevantes para la decisión del procedimiento podrán acreditarse por
cualquier medio de prueba admisible en Derecho.
Para la práctica de las pruebas propuestas, así como para las de oficio cuando se esti-
me oportuno, se notificará al interesado el lugar, fecha y hora en que deberán realizar-
se, debiendo incorporarse al expediente la constancia de la recepción de la notificación.
La intervención del instructor en todas y cada una de las pruebas practicadas es
esencial y no puede ser suplida, sin perjuicio de que el instructor pueda interesar la
práctica de otras diligencias de cualquier órgano de la ONCE.
Cumplimentadas las diligencias previstas ser dará vista del expediente al inculpado
con carácter inmediato para que en el plazo de diez días alegue lo que estime pertinen-
te a su defensa y aporte cuantos documentos considere de interés. Se facilitará copia
completa del expediente al inculpado cuando éste así lo solicite.
El instructor formulará dentro del plazo de los diez días siguientes al término del
plazo de prueba, la propuesta de resolución en la que fijará con precisión los hechos,
motivando, en su caso, la denegación de las pruebas propuestas por el inculpado, hará
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la valoración jurídica de los hechos y se determinará la falta que se estime cometida, la
responsabilidad del afiliado y la sanción a imponer.
La propuesta de resolución se notificará por el instructor al interesado así como al
Consejo Territorial correspondiente para que en el plazo de diez días aleguen cuanto
consideren oportuno.
Verificado el trámite de audiencia o transcurrido el plazo sin alegación alguna, aten-
diendo a la imputación que contenga la propuesta de resolución se proseguirá la trami-
tación de la siguiente forma:
a) Cuando la propuesta de resolución impute al inculpado la comisión de una falta
grave, se remitirá el expediente completo al Consejo General para la emisión del corres-
pondiente dictamen por la Comisión de Control y Régimen disciplinario, lo que debe-
rá efectuarse en un plazo de diez días y tras lo cual se devolverá el expediente comple-
to y el correspondiente dictamen al Director General para la adopción de la resolución
que proceda.
b) Cuando la propuesta de resolución impute al inculpado la comisión de una falta
muy grave, se remitirá el expediente completo al Consejo General.
C. Terminación.
Recibido el expediente completo en el Consejo General o con el dictamen de la
Comisión de Control y Régimen Disciplinario por el Director General, se procederá a
dictar por el órgano competente la resolución que corresponda en el plazo de diez días,
si bien en el caso de que la propuesta de resolución establezca como sanción la separa-
ción de la Organización se seguirán los trámites establecidos en el procedimiento for-
malizado articulado al efecto103. Y cuando dicha propuesta establezca como sanción la
103 La Circular N° 7/94, de 28 de octubre, establece en su apartado 5, el siguiente procedimiento de sepa-
ración de la organización:
«Corresponde al Consejo General de la ONCE la competencia para dictar resoluciones de separación de la
Organización, a propuesta de la Dirección General de la ONCE y previo expediente incoado al efecto. Las
resoluciones dictadas en esta materia deberán ser adoptadas por el Pleno del Consejo General por mayoría
cualificada de 2/3 de sus miembros y podrán ser recurridas por los interesados en el plazo de un mes, desde
su notificación ante el Consejo de Protectorado, agotando la vía administrativa previa a la jurisdiccional.
Corresponde al Director General elevar la propuesta de separación al Consejo General de la ONCE, una
vez tramitado el correspondiente expediente incoado al efecto.
El expediente de separación por no reunir las condiciones visuales establecidas se desarrollará del siguien-
te modo.
Iniciación. El expediente de separación motivado en esta causa se iniciará por el centro al que estuviese
adscrito el afiliado o por la Dirección General, cuando existan indicios, suficientemente fundados, de que
el interesado supera las condiciones visuales establecidas y tendrá por objeto el esclarecimiento de la situa-
ción y la determinación de las condiciones visuales del interesado.
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suspensión de la condición de afiliado por tiempo superior a dos años la resolución se
deberá adoptar por el Pleno del Consejo General por mayoría absoluta.
Desarrollo. a) Constatados los indicios de que la visión del interesado supera las condiciones visuales esta-
blecidas, el Centro correspondiente ordenará mediante escrito dirigido al interesado la práctica de un exa-
men oftalmológico, que tendrá carácter gratuito y deberá practicarlo un oftalmólogo colaborador distinto
del que hubiera efectuado el examen oftalmológico que causó la afiliación.
b) El certificado correspondiente a este examen oftalmológico será enviado por el Centro a la Sección de
Acción Social para la consideración de la Comisión Central de Afiliación, la cual, tras conocer y valorar
los informes técnicos pertinentes, resolverá, bien procediendo al archivo del expediente de separación o
bien indicando al Centro que informe al interesado que existen discrepancias entre dicho certificado y el
que causó su afiliación por lo que es necesario que se someta a otro examen oftalmológico, que también
será gratuito y deberá ser practicado por un especialista colaborador distinto de los anteriores, el cual debe-
rá expedir nuevo certificado.
c) El certificado correspondiente a este examen oftalmológico será enviado por el centro a la Sección de
Acción Social para la consideración de la Comisión Central de Afiliación, la cual procederá a su estudio y
valoración técnica, a la vista del cual o bien se procederá al archivo del expediente o bien se formulará pro-
puesta de separación de la Organización que se trasladará al Centro correspondiente para que éste la comu-
nique al interesado haciendo constar expresamente el grado de visión certificado por el oftalmólogo auto-
rizado correspondiente y advirtiendo que dispone de un plazo de diez días a partir de la fecha de recepción
de la propuesta para expresar por escrito las alegaciones que considere oportunas, así como para aportar la
documentación que estime conveniente.
d) Tanto en el caso de que se formulen alegaciones y/o se aporte documentación, como en el supuesto de
que no se hubieran presentado las mismas una vez finalizado el plazo fijado, el Centro dará traslado de ello
a la Sección de Acción Social para la consideración de la Comisión Central de Afiliación. A la vista del
estudio y valoración realizados por la Comisión, se procederá al archivo del expediente o se propondrá al
Director General que eleve al Consejo General moción de separación de la Organización de la persona
sujeta al expediente.
Resolución. Una vez elevada moción de separación de la Organización al Consejo General, el mismo estu-
diará el expediente junto con las alegaciones y la documentación que en su caso haya aportado el interesa-
do, sometiendo la cuestión al conocimiento del Pleno, y como resultado de todo ello se dictará resolución
confirmando la afiliación u ordenando la separación de la Organización del interesado. Dicha resolución
se remitirá al interesado por conducto de la Dirección General y del Centro correspondiente, advirtiéndo-
le que contra la misma podrá interponer recurso ante el Consejo de Protectorado en el plazo de un mes a
contar desde la notificación, agotando la vía administrativa previa a la jurisdiccional.
El expediente de separación de la organización por sanción disciplinaria se desarrollará de la siguiente
forma.
Iniciación. Incoado expediente disciplinario de conformidad con lo establecido y concluido el mismo con
la propuesta de sanción de separación de la Organización se procederá por la Comisión Central de
Afiliación a la apertura del expediente de separación al que se incorporará el expediente disciplinario.
Desarrollo. Iniciado el expediente de separación por la causa descrita en el apartado anterior, se traslada-
rá éste al Director General con propuesta de elevar al Consejo General de la ONCE moción de separación
de la Organización de la persona sujeta al expediente.
Resolución. Una vez elevada moción de separación de la Organización al Consejo General, el mismo estu-
diará el expediente junto con las alegaciones y la documentación que en su caso haya aportado el interesa-
do y como resultado de lo cual se dictará resolución confirmando la afiliación u ordenando la separación
de la Organización del interesado. Dicha resolución se remitirá al interesado por conducto de la Dirección
General y del Centro correspondiente, advirtiéndole que contra la misma puede interponer recurso ante el
Consejo de Protectorado en el plazo de un mes a contar desde la notificación, agotando la vía administra-
tiva previa a la jurisdiccional».
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La resolución disciplinaria habrá de ser motivada y dictada en base a los hechos que
motivaron el pliego de cargos y la propuesta de resolución, sin perjuicio de su distinta
valoración jurídica, determinando con toda precisión la falta que se estime cometida,
señalando los preceptos en que aparezca recogida la clase de falta y la sanción que se
impone y haciendo expresa declaración en orden a las medidas provisionales adoptadas
durante la tramitación del procedimiento, notificándose al interesado, a través de la
Dirección General y del Centro correspondiente dentro de los diez días siguientes a
aquél en que se adoptó. Se le advertirá que contra la misma podrá interponer recurso,
en el plazo de un mes a contar desde su notificación, ante el Consejo de Protectorado
de la ONCE, cuya resolución agota la vía administrativa previa a la jurisdiccional.
Si la resolución estimare la inexistencia de falta disciplinaria hará las declaraciones
pertinentes en orden a las medidas provisionales.
Las sanciones disciplinarias se ejecutarán según los términos de la resolución en que
se imponga, y el plazo máximo establecido, salvo que, cuando por causas justificadas, se
establezca otro distinto en dicha resolución. También podrá acordarse la inejecución de la
sanción por el órgano competente para imponerla, a petición del interesado y cuando se
aprecie que concurren motivos que así lo aconsejen o cuando la ejecución produzca un
daño de imposible o difícil reparación.
Aunque lo habitual es que el procedimiento disciplinario termine mediante una reso-
lución, no de se pueden descartar las demás opciones que se recogen en los arts. 87-92
LRJPA. Especialmente, debo mencionar la caducidad, y la referencia que supone el art.
44.2 LRJPA, que en su caso podría resultar de aplicación: «En los procedimientos ini-
ciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado
y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la
obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos: [...]. 2. En los procedi-
mientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de
intervención, susceptible de producir efectos desfavorables o de gravamen, se produci-
rá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el
archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 92».
22.3.6. Medidas provisionales.
A. En el procedimiento administrativo, en general.
Incoado el procedimiento, el órgano que acordó la incoación podrá adoptar las medi-
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das provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que
pudiera recaer, así como en su caso dirigir su ejecución. Entre las medidas a adoptar hay que
diferenciar entre aquellas conectadas instrumentalmente con la resolución posterior, cuya eje-
cución se trata de asegurar, y aquellas otras medidas de policía o de limitación que tienen por
objeto proteger un interés público, y que se pueden denominar medidas provisionales de poli-
cía. Quizás es este el matiz que se trasluce en el art. 72 LRJPAC104, apartados 1 y 2.
La caracterización de estas medidas es triple. En primer lugar, son medidas de policía,
pues tienen por finalidad tutelar inmediatamente un interés público. En segundo lugar, tienen
un carácter provisional, es decir, su eficacia es temporal. Se trata de lo que en el ámbito pro-
cesal se denominan medidas provisionalísimas. En tercer lugar, debido al carácter extraordi-
nario, se configuran como medidas excepcionales. Su habilitación legal (art. 72.2 LRJPAC)
y el bien jurídico que protegen, hacen que el presupuesto habilitante para la adopción de estas
medidas sea la existencia de un riesgo grave e inminente. Es decir, el carácter urgente que las
legitima imposibilita que pueda hablarse de una auténtica discrecionalidad del actuario105.
El límite lo fija el propio art. 72.3 al precisar que no deben causar perjuicio de difícil o
imposible reparación a los interesados, ni implicar violación de los derechos amparados por
las leyes.
Dadas las características de estas medidas, el procedimiento puede faltar por completo.
Es posible que falte el trámite de audiencia dada la naturaleza del mismo, y en todo caso
104 LRJPAC, art. 72: «1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolverlo,
podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, las medidas provisionales que estime oportunas para asegu-
rar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello.
2.
Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente, de oficio o a instancia de
parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar
las medidas correspondientes en los supuestos previstos expresamente por una norma de rango de Ley. Las
medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del
procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser
objeto del recurso que proceda.
En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuan-
do el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.
3. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible repara-
ción a los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.
4. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento,
de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en
cuenta en el momento de su adopción.
En todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimien-
to correspondiente».
105  Vide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, La actividad administrativa de inspección, Comares,
Granada, 2002, pp. 411-423. En la p. 416 afirma: «En definitiva, el presupuesto determinante de la adop-
ción de este tipo de medidas consiste en la existencia de un riesgo grave e inminente, independientemente
de que se haya cometido o no una infracción del ordenamiento, dado que la finalidad de estas medidas es
la salvaguarda de los bienes jurídicos protegidos».
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será motivada tal y, como establece el art. 54.1.d) LRJPAC106. La notificación se entende-
rá practicada por acta, e incluso se puede hacer de modo verbal (art. 55 LRJPAC). La eje-
cución de la medida consiste en la imposición de una orden, y dado que se trata de una
medida provisional, son inmediatamente ejecutivas. Su duración no excederá de la que
exija la situación de riesgo que la justificó. E incluso algunas disposiciones establecen que
tendrán que ser ratificadas por el órgano competente en un determinado plazo. Además el
propio art. 72.2 LRJPAC establece un plazo (entiendo que máximo) de quince días desde
el día siguiente a su adopción para que sean confirmadas, modificadas o levantadas.
B. En el procedimiento disciplinario a un afiliado.
Iniciado el procedimiento, la autoridad que acordó la incoación podrá adoptar las
medidas provisionales que estime oportuno para asegurar la eficacia de la resolución
que pudiera recaer.
La medida provisional por excelencia es la inhabilitación temporal, durante la tra-
mitación de un expediente disciplinario por falta grave o muy grave, o de un expe-
diente judicial. Es decir, se trata de una medida excepcional e instrumental, que sólo
puede adoptarse en casos de especial gravedad o cuando la continuidad pueda pertur-
bar el funcionamiento de la organización o perjudicar la instrucción del expediente,
que debe motivarse y fundarse en una estimación razonable y proporcionada de las
circunstancias y limitarse al tiempo estrictamente necesario. No se podrán dictar
medidas provisionales que puedan causar perjuicios irreparables o impliquen viola-
ción de derechos amparados por las leyes.
La inhabilitación provisional podrá acordarse preventivamente en la resolución de
incoación del expediente y durante la tramitación del procedimiento disciplinario, a jui-
cio del órgano que acordó la incoación y cuando la gravedad de los hechos así lo acon-
sejen.
Las medidas provisionales podrán mantenerse o levantarse en el momento de ela-
borar el pliego de cargos, habida cuenta de los que en el mismo se contengan.
22.4. Rehabilitación107 y cancelación de la nota de su expediente personal.
Se determina en los Estatutos de la organización, art. 12, que los sancionados podrán
106
Vide LRJPAC, art. 54.1.d): «Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de dere-
cho: d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción
de medidas provisionales previstas en los artículos 72 y 136 de esta Ley».
107
La Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, art.
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solicitar su rehabilitación con la consiguientes cancelación de la nota de su expediente
personal, con los plazos y condiciones estipulados:
«9. Las sanciones disciplinarias que se impongan a los afiliados figurarán en su expe-
diente personal. Los sancionados podrán solicitar su rehabilitación, con la consiguiente can-
celación de la nota de su expediente personal, transcurridos los siguientes plazos, contados
desde el cumplimiento de la sanción:
a) Si la sanción se hubiera impuesto por falta leve, seis meses.
b) Si fuera por falta grave, dos años.
c) Si fuera por falta muy grave, cuatro años».
105, ha modificado la redacción del artículo 37 del texto articulado de la Ley de Funcionarios Civiles del
Estado, aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de febrero, incorporando a la legislación vigente la figura de
la rehabilitación de los funcionarios públicos.
El apartado 3 de este artículo ha quedado así: «Los funcionarios que hubieran perdido su condición por
cambio de nacionalidad o jubilación por incapacidad permanente podrán solicitar la rehabilitación, de con-
formidad con el procedimiento que se establezca».
El Real Decreto 2669/1998, de 11 de diciembre, del Ministerio de las Administraciones Públicas, aprueba
el procedimiento a seguir en materia de rehabilitación de los funcionarios públicos en el ámbito de la
Administración General del Estado (BOE de 24 de diciembre de 1998, núm. 307). Además del cauce pro-
cedimental, fija los criterios a tener en cuenta a la hora de apreciar las circunstancias que concurran, lo que
determinará la decisión que se adopte.
El Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud (Ley 55/2003, de 16 de diciembre)
incorpora esta posibilidad legal para el personal estatutario, aunque deberá ser objeto de posterior desarro-
lla reglamentario el procedimiento y los criterios a tener en cuenta, pues el Real Decreto 2669/1998, de 11
de diciembre, en virtud de lo establecido en el art. 1.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para
la Reforma de la Función Pública, prevé que podrán dictarse normas específicas para adecuar esta Ley a
las peculiaridades del personal sanitario.
En todo caso el período transcurrido entre la pérdida de la condición de personal estatutario y la reha-
bilitación no será computable a efectos del reconocimiento y cálculo de una pensión posterior, cual-
quiera que fuese su causa. Tampoco será computable a efectos de ascensos, trienios y demás derechos
pasivos que puedan corresponder según el régimen de Seguridad Social que le sea de aplicación.
Los supuestos que contempla son los que expongo a continuación.
Recuperación de la nacionalidad. Procederá solicitar la rehabilitación cuando el interesado haya recu-
perado la nacionalidad española o adquirido otra nacionalidad que permita el acceso a la plaza o
empleo al que perteneció. Deberá aportar certificación literal de nacimiento expedida por el Registro
Civil o documento que le sustituya, en la que conste esta circunstancia.
Revisión de incapacidad. Procederá solicitar la rehabilitación del personal estatutario cuando desapa-
rezca la incapacidad que motivó su jubilación y así quede acreditado mediante dictamen médico emi-
tido conforme a las normas reguladoras del Régimen General de la Seguridad Social. Para ello, el inte-
resado deberá solicitar que se efectúe el correspondiente reconocimiento por el Equipo de Valoración
de Incapacidades del Instituto Nacional de la Seguridad Social u órgano médico equivalente de la
Comunidad Autónoma en la provincia en la que el interesado tenga su domicilio, pudiendo acompañar
a la instancia cuanta documentación relativa a su historial o situación médica tuviere por conveniente.
Si la revisión se produce dentro de los dos años siguientes a la fecha de la declaración de incapacidad,
el interesado tendrá derecho a incorporarse a la plaza de la misma categoría y Área de Salud en que
prestaba sus servicios, en el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente al de la notificación.
La declaración en situación de excedencia voluntaria. La recuperación de la condición de personal
estatutario, con la excepción señalada en el apartado anterior, lleva implícita la declaración del intere-
sado en la situación de excedencia voluntaria. Esta situación administrativa, regulada en el art. 69 de
esta Ley, exime de tiempo mínimo de permanencia en la misma para este supuesto.
770
En ningún caso se computarán a efectos de reincidencia las sanciones canceladas o
que hubieran podido serlo.
23. Causas determinantes de baja como afiliado.
Se detallan en el artículo 13 de los Estatutos de la ONCE, y son las siguientes:
«1. Constituyen causas determinantes de baja, como afiliado:
a) Su muerte o declaración de fallecimiento.
b) Su renuncia expresa.

c) La recuperación de la visión de manera que sobrepase los límites establecidos para
ostentar la condición de afiliado.
d) La separación de la ONCE, acordada como sanción disciplinaria»..
23.1.
Muerte o declaración de fallecimiento.
Es razonable que así sea, pues el mismo es la base del acto de afiliación que tiene
como destinatario una persona. La muerte o declaración de fallecimiento, priva de
razón de ser esta actividad.
23.2.
Renuncia expresa.
Se trata de un acto voluntario que debe ser solicitado con una antelación mínima a
la fecha en que se desee hacer efectiva. Sobre la forma, parece claro que deberá reali-
zarse por escrito para que quede constancia fehaciente de la misma, y tal y como ha
declarado entre otras la STS de 26 de septiembre de 1994, hasta que la aceptación no
se formaliza puede el interesado dejar sin efecto su renuncia108.
108 Vide STS de 31 de marzo de 1992, Sala 3a, Sección 4a (Ar. 3240): «[...] quedando concretada la pro-
blemática jurídico-administrativa en si la retirada de la renuncia presentada al cargo de concejal por la
mencionada señora C. antes de que el Pleno del Ayuntamiento se reuniera y la pudiera tomar en conside-
ración resulta procedente en Derecho y, en consecuencia, es conforme al ordenamiento jurídico el acuerdo
impugnado y el que rechazó el recurso de reposición, o por el contrario los efectos de una renuncia al dere-
cho y deber que comporta la función de concejal como uno de los integrantes junto con el Alcalde del
Ayuntamiento, artículo 19 de la Ley de Bases de la Administración Local de 2-4-1985, son irreversibles
aun antes de que el Pleno de la Corporación tuviera conocimiento de la dimisión.
En este proceso no se debate el derecho de los concejales a renunciar a su cargo reconocido en la legali-
dad vigente, artículo 182 de la Ley de Régimen Electoral General de 19-6-1985, y artículo II.6 párrafo pri-
mero de la Ley de Elecciones Locales de 17-7-1978, este artículo no derogado por la anterior; renuncia de
un derecho que comporta la de ejercer un cargo representativo de la voluntad manifestada a través de una
elección, así como la de los derechos y obligaciones anejas al mismo, y respecto a la cual no pueda formu-
larse juicio alguno sobre su procedencia, ya que pertenece a un derecho y deber condicionado, una vez ele-
gido, solamente a la voluntad del concejal; no obstante lo cual deberá hacerse efectiva ante el Pleno de la
Corporación, artículo 9.4 del Reglamento sobre Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las
Corporaciones Locales de 28-11-1986, de lo que se infiere que si antes de que el Pleno del Ayuntamiento
la tome en consideración el concejal que la presentó de forma expresa retira su dimisión no puede estimarse
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La aceptación quedará condicionada a motivos de interés general, y si éstos no se ven afec-
tados, será aceptada. La renuncia no inhabilita para obtener nuevamente la condición de afiliado.
23.3.
Recuperación de la visión.
El derecho tiene su base en unas determinadas condiciones objetivas. La recupera-
ción de la visión imposibilita el cumplimiento de las mismas.
En todo caso, el art. 13.3 de los Estatutos de la ONCE establece:
«Los expedientes de separación motivados por las causas enumeradas en el apartado c) del
punto anterior, serán sometidos a la consideración de la Comisión Central de Afiliación para su
conocimiento y valoración, dándose, igualmente, trámite de audiencia al interesado en las causas
enumeradas en los apartados c) y d) del presente artículo 13 y seis del artículo 12».
23.4.
Separación acordada como sanción disciplinaria.
Tras la instrucción del correspondiente procedimiento disciplinario, y siempre
por la comisión de una falta muy grave, se puede imponer esta sanción. Deberá ser
ratificada por los Tribunales de justicia, es decir, adquirir firmeza.
23.5.
Pérdida de la nacionalidad española.
Aunque este motivo, no está incluido en los relacionados en el artículo 13 de los Estatutos
de la ONCE, si lo está en la Circular 7/94, de 28 de octubre (apartado 4). Es lógico que se
incluya, pues supone uno de los requisitos exigidos para acceder a la condición de afiliado109.
perfeccionado el negocio jurídico unilateral a que se contrae la renuncia de este derecho, pues en la propia
naturaleza de ese cargo público está el que se pueda renunciar al mismo según los principios de Derecho
inmanentes a los cargos públicos que traigan origen de la elección popular, lo que a la vez implica que si
antes de que se perfeccione mediante la declaración del Pleno del Ayuntamiento de haber recibido la renun-
cia, o previa constatación de ser cierta y haberse producido sin la concurrencia de vicio alguno que invali-
de la voluntad del concejal, éste puede desistir de su propósito sin que pueda aducirse perjuicio para ter-
ceros ya que la renuncia no tiene lugar hasta que se haga efectivo en el Pleno Municipal».
109 Vide Juan Francisco PÉREZ GÁLVEZ, Comentarios al Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios
de Salud, Vol. 1, Bosch, Barcelona, 2004, p. 477, donde se considera la pérdida de la nacionalidad española como causa
de pérdida de la condición de personal estatutario fijo en los siguientes términos: «Esta causa que no se encontraba ini-
cialmente recogida en el art. 37 de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, debe ser hoy completada a la luz de la
Ley 17/1993, de 23 de diciembre, art.1.1.: "[...] los nacionales de los demás Estados miembros de la Comunidad
Europea podrán acceder en idénticas condiciones que los españoles a la función pública investigadora, docente, de
correos, sanitaria de carácter asistencial y a los demás sectores de la función pública a los que, según el derecho comu-
nitario, sea de aplicación la libre circulación de trabajadores". Si bien en el apartado 3 del mismo precepto precisa:
"[...] en todo caso, los puestos de trabajo de los sectores a que hace referencia el apartado 1 de este artículo, que impli-
quen ejercicio de potestades públicas o la responsabilidad en la salvaguarda de los intereses del Estado o de las
Administraciones Públicas quedan reservados a los funcionarios con nacionalidad española, correspondiendo a cada
Administración Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias, la determinación concreta de dichos
puestos".Por tanto, la pérdida de la condición de personal estatutario fijo no sólo puede provenir de la pérdida de
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24. La pérdida de la condición de afiliado, no será determinante de la ruptura
de la posible relación laboral con la ONCE.
Se regula en los Estatutos de la ONCE, art. 13.2:
«La pérdida de la condición de afiliado por la causa mencionada en el punto c) del párrafo ante-
rior, no será determinante de la ruptura de la posible relación laboral entre el afiliado y la ONCE».
Es lógico, pues se trata de dos situaciones distintas con una regulación independien-
te y que otorgan distinta naturaleza jurídica, derechos y deberes a quien la ostenta.
III. Los trabajadores: en general.
1. Concepto.
El Estatuto de la Organización Nacional de Ciegos establece que tendrá la condición
de trabajador, toda aquella persona ligada por cualquier tipo de vínculo laboral con la
institución, sean o no afiliados:
«Artículo 79.
1. Los trabajadores ligados por cualquier tipo de vínculo laboral con la institución, que
podrán ser o no afiliados, se regirán en su relación jurídica por la Ley 8/1980, del 10 de
marzo, del Estatuto de los Trabajadores, convenio colectivo de ámbito nacional vigente en
cada momento y sus circulares de desarrollo.
2. En el ámbito laboral todos los empleados son iguales, sin que pueda prevalecer discrimi-
nación alguna por circunstancias personales o sociales, dejando a salvo la promoción profesional
y ocupacional preferencial de los deficientes visuales para las colocaciones y empleo, circunstan-
cias acogidas y desarrolladas por los sucesivos convenios colectivos que se pacten, de acuerdo a
lo preceptuado en la normativa en vigor, y siempre dentro del marco constitucional.
3. Los deberes y derechos de los empleados guardarán una inmediata proporción con la
función que laboralmente se les asigne, de acuerdo a su capacitación y nivel profesional;
para ello, acatarán diligentemente las directrices que emanan del Director General, bien o
a través de otros Directivos, Jefes u órganos de gestión de rango inferior».
El XII convenio colectivo (Resolución de 17 de marzo de 2003, BOE de 4 de abril, núm.
81) de la empresa ONCE y su personal (código: 9003912)110, determina en su art. 1 que tiene
por objeto regular las condiciones de trabajo de todo el personal que trabaja en la ONCE, con
independencia de que sea no afiliado a la misma. Además, el ámbito territorial (art. 3), inclu-
ye al personal de la ONCE en todo el territorio del Estado Español111.
la nacionalidad española, sino también de la pérdida de la nacionalidad de otro país de la Unión Europea que pre-
viamente haya habilitado al personal sanitario para la obtención de la condición de "fijo" en el Sistema Nacional
de Salud».
110 Vide Resolución de 11 de mayo de 2005, Dirección General de Trabajo (BOE de 1 de junio, núm. 130),
que dispone la inscripción en el registro y publicación del acuerdo de la Comisión Negociadora del XII
Convenio Colectivo de la ONCE y su personal, que básicamente se refiere a la regulación del ejercicio y
condiciones de la venta del cupón para el sorteo de 15 de agosto de 2005.
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2. Naturaleza jurídica.
2.1. Con anterioridad al primer convenio colectivo: laboral, sujeto a régimen
administrativo, sujeto a relación especial (vendedores del cupón)112.
Con anterioridad al 8 de junio de 1984, cuando se publica el primer Convenio
Colectivo de la ONCE, la situación estaba caracterizada por el pluralismo de la natura-
leza jurídica de las relaciones que se venían manteniendo, con un sinfín de normas
reguladoras de las condiciones de trabajo y una ausencia de representación sindical.
El personal que prestaba sus servicios retribuidos bajo la organización y dirección
de la ONCE estaba constituido por tres colectivos, claramente diferenciados, a saber:
personal laboral; personal sujeto a régimen administrativo (funcionarios y asimilados);
personal sujeto a relación especial (vendedores del cupón pro-ciegos).
Cada uno de los tres colectivos se regía por normas diferenciadas que contenían un
conjunto de condiciones de trabajo distintas para cada uno de ellos.
2.1.1. Personal laboral113.
Al personal laboral le eran de aplicación diversas ordenanzas y reglamentaciones de
trabajo. Así se regía por la Ordenanza de Oficinas y Despachos y sus Convenios
Colectivos de ámbito provincial, la Ordenanza de Centros de Asistencia y Atención a
Deficientes Mentales y Minusválidos Físicos y sus subsiguientes Convenios Colectivos
de ámbito estatal, la Ordenanza y el Convenio del sector de Artes Gráficas, de
Comercio, de Prensa no diaria, etc., y más de treinta convenios colectivos114.
La naturaleza de las relaciones laborales ha sido determinada del siguiente modo:
«a) La relación laboral o contrato de trabajo consiste en la prestación voluntaria de una per-
sona física de sus servicios a otra persona física o jurídica a cambio de una retribución, actuando
aquélla por cuenta y bajo la dirección de ésta (art. 1.1 del Estatuto de los Trabajadores).
b) La relación laboral goza de una "vis atractiva" históricamente demostrada mediante
un fenómeno de expansión gradual que actualmente se manifiesta a través de la presunción
111 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003, p. 23, donde se detalla la plantilla
media de personal ONCE:
	
	2003
	2002
	Variación

	Vendedores
	23.129
	23.095
	34

	No vendedores
	5.070
	5.186
	-116

	Total
	28.199
	28.281
	-82


La evolución de la plantilla ha oscilado desde 1996 (27.048 trabajadores) hasta el año 2003 (28.199 traba-
jadores). Respecto a plantillas medias anuales de ONCE, se ha mantenido una relativa estabilidad durante
2002 y 2003, con un ligero crecimiento de la de vendedores y un descenso de la de no vendedores.
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112 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNANDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c, pp. 37-39.
113 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, Sevilla, núm. 2931/1998 (Sala de lo
Social) de 25 de septiembre, Ar. 3089.
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
[...]. SEGUNDO.- Para resolver el presente litigio es necesario recordar la doctrina jurisprudencial
sobre las notas que caracterizan la existencia de una relación jurídico laboral, conforme al artículo 1
ET , especialmente cuando se trata de prestaciones profesionales que pueden hacerse tanto en régi-
men laboral como bajo la forma de arrendamiento civil de servicios, dependiendo su naturaleza de
las circunstancias fácticas concurrentes en cada caso. A tal efecto debe recordarse la STS 8 octubre
1992 , con cita de las SSTS 6 junio y 6 octubre 1983, 12 julio 1988 y 1 marzo 1990, de acuerdo
con las cuales se puede establecer que el trabajo de muchos profesionales puede realizarse tanto en
régimen laboral (contrato de trabajo) como en régimen de ejercicio libre (arrendamiento de servicio).
Visto desde la perspectiva del caso: la asistencia de profesional [...] puede llevarse a cabo con recur-
sos personales propios, o mediante encargo a colaboradores externos o a sociedades [...]. La elec-
ción entre una y otra posibilidad corresponde, como es obvio, a las empresas y profesionales (en uso
de la libertad de empresa y de la libertad profesional, respectivamente), los cuales, de común acuer-
do, pueden dar a la relación de servicios la configuración que tengan por conveniente. La línea divi-
soria entre una y otra opción está en lo que la jurisprudencia llamó «integración en el círculo rector
y disciplinario del empresario», concepto que en la legislación vigente se formula como «servicios...
dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica» (artículo 1.1 del
Estatuto de los Trabajadores), y que la doctrina científica denomina nota o criterio de «dependen-
cia». Si los servicios del profesional sanitario se prestan en régimen de dependencia nos encontrare-
mos, al margen del «nomen iuris» elegido por las partes, ante un contrato de trabajo; si se realiza en
régimen de autonomía, fuera del círculo rector o ámbito de dirección de la empresa, nos encontrare-
mos, al margen también de la calificación asignada por los contratantes, ante un contrato de arren-
damiento de servicios. Por otro lado, en cuanto a la dependencia en el actual sistema productivo,
caracterizado por una gran variedad de prestaciones de servicios, esta nota no se manifiesta necesa-
riamente a través de los indicadores clásicos de tiempo, lugar o modo de realización del trabajo,
como jornada y horario preestablecidos, puesto de trabajo en fábrica u oficina, ordenación y control
continuos, etc., sino que se refleja también en otros posibles aspectos de la ejecución del trabajo, que
están en función del tipo de servicios prestado en cada caso, destacando al efecto si es la empresa y
no los profesionales quien programa el trabajo de éstos, mediante la asignación y rotación de tare-
as.. Debe atenderse pues a si la ordenación del trabajo se lleva a cabo, además, mediante directrices
y comunicaciones de régimen interior detalladas y minuciosas, que exceden claramente lo que sería
la mera concreción del objeto del contrato o si se limita a ésta. Por otra parte, debe tenerse en cuen-
ta si la aceptación o rechazo de las tareas encargadas depende de la voluntad de los profesionales y
si participan en la fijación del baremo de sus llamados «honorarios», se adhieren al determinado por
la empresa y si ésta coordina, supervisa y controla su actuación. Así, la facultad de un profesional de
rechazar tareas ofrecidas, unida a la naturaleza meramente descriptiva (o de concreción del objeto
del contrato) de las instrucciones recibidas, y a la existencia de colaboradores a su servicio, son indi-
cadores inequívocos de la prestación de los servicios profesionales en régimen de autonomía.
TERCERO.- En el presente caso, no consta que el actor programase su trabajo, sino que las tareas le
venían asignadas; tampoco depende de su voluntad la aceptación o rechazo de las tareas encargadas ni
participaba en la fijación del baremo de sus honorarios; no es relevante el dato de la ordenación del tra-
bajo, al ser netamente profesional y difícilmente susceptible de directrices y comunicaciones detalladas,
al responder sobre todo a las exigencias técnicas de la «lex artis» del profesional [...]. Cabe destacar,
por último, que no constan colaboradores, ni que se hiciera efectiva una facultad de sustitución, así como
la irrelevancia de otros trabajos para terceros distintos a los determinados por la relación enjuiciada.
Por todo ello, los indicios deben considerarse impropios de un profesional en régimen de autonomía y cabe
calificar la relación como laboral, lo que conduce a desestimar el recurso».
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"iuris tantum" de laboralidad reflejada en el artículo 8 del E.T: "[...]. Se presumirá existen-
te entre todo el que presta un servicio por cuenta y dentro del ámbito de organización y
dirección de otro y el que lo recibe a cambio de una retribución a aquél".
c) Las exclusiones de la legislación laboral pueden producirse por un lado por la ausencia de
alguna de las características básicas del contrato de trabajo (retribución, ajenidad, dependencia),
o por otra parte, por exclusión expresa de la Ley (Vide relación de exclusiones del art. 1.3 del E.T).
d) Pueden producirse también excepciones a la relación laboral de carácter común mediante
la técnica jurídica de la relación laboral de carácter especial, contenida en el artículo 2 del E.T.
Por tanto, puede concluirse que toda prestación de servicios de una persona a otra a cambio
de una retribución y por cuenta y bajo la dependencia de ésta, es laboral cuando se den sus notas
intrínsecas y no se haya producido expresamente su exclusión mediante la Ley. Dicha relación
laboral será de carácter común si se ajusta a los requisitos del artículo 1.1 del E.T, o de carácter
especial si se halla encuadrada en las previsiones del artículo 2 de la precitada norma, jugando un
papel decisivo la presunción de laboralidad del artículo 8 de esta Ley»115.
2.1.2. Personal sujeto a régimen administrativo: los denominados funcionarios
de la ONCE116.
El personal sujeto a régimen administrativo se hallaba regido fundamentalmente por
el Reglamento de Funcionarios de la ONCE, aprobado por el Consejo Superior de
114
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (III)", Cuadernos de
Información Jurídica, s/n, 1987, p. 184, donde afirma: «El problema fundamental que afecta a este perso-
nal puede expresarse en una doble vertiente, por una parte se trata de personas contratadas por tiempo
determinado (eventualidad, temporalidad, etc.) que están atendiendo necesidades de la Entidad de carácter
permanente por lo que inevitablemente deberán ser consideradas como fijos de plantilla, so pena que la
Jurisdicción laboral, al entender en los litigios que puedan plantearse, declare dichos contratos como con-
certados en fraude de ley o contratos de carácter abusivo, cuya consecuencia sería su conversión en con-
tratos por tiempo indefinido; por otra parte nos encontramos ante una extraordinaria desigualdad en las
condiciones de trabajo especialmente en materia salarial respecto de los auxiliares administrativos y subal-
ternos, ya que al aplicarse la Ordenanza de Oficinas y Despachos, la cual se ramifica en aproximadamen-
te treinta convenios colectivos de ámbito provincial, se produce una disparidad de niveles retributivos, [...].
Como se verá, la heterogeneidad de los niveles retributivos no es razonable ni recomendable por razones
de unidad de empresa, máxime cuando se pretenda convertir dichas relaciones laborales en fijas, problema
agravado aún más al comparar las condiciones de trabajo de este personal con las de los actualmente deno-
minados funcionarios de la ONCE, los cuales con una jornada básica semanal de 30 horas tienen una retri-
bución superior al personal laboral con 40 horas semanales, a igualdad de función y categoría».
115
Ibídem, p. 185.
116  Respecto al carácter funcionarial de parte de los trabajadores de la ONCE, a pesar de que se hubieran
ingresado con anterioridad a la vigencia del Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo, la STS de 27 de
diciembre de 1994 (Ar. 559), determinó en el FD Primero:
«Cuestión igual a la debatida en este proceso ha sido ya resuelta por este Tribunal Supremo en sentencia
de 27 de mayo de 1993, que siguiendo la doctrina expresada en la de 23 de octubre de 1991, niega el carác-
ter funcionarial a los empleados de la Organización Nacional de Ciegos de España (ONCE), a pesar de que
hubieren ingresado a su servicio con anterioridad a la vigencia del Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo,
sobre la base de afirmar que aun en la hipótesis del carácter administrativo que pudiera atribuirse a la rela-
ción establecida entre aquéllos y la entidad mencionada, al amparo del Decreto de 13 de diciembre 1938 y
del Reglamento Interno de 1970 y los derechos que derivaran de tal situación, sin embargo entre los
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Ciegos en la reunión de 3 de julio de 1970 y sancionado por el Ministerio de
Gobernación el 30 de octubre del mismo año117. La doctrina ha procedido ha establecer
la siguiente delimitación:
«El primer problema a abordar es la delimitación de este colectivo que sin ánimo de
exhaustividad puede concretarse de la siguiente forma:
a) El personal sujeto al Reglamento de Funcionarios de la ONCE de 30 de octubre de
1970.
b) Personal sujeto a cualquier otro Reglamento dictado por el antiguo Consejo Superior
de Ciegos (por ejemplo, los Asesores Religiosos sometidos al Reglamento de Asesoría
Religiosa de 25 de abril de 1951 de conformidad con la dicción del art. 1 de! Reglamento
de Funcionarios).
c) Delegados y demás personal de las Delegaciones Locales que no radiquen en capital
de provincia cuya venta sea inferior al límite que determine la Jefatura (art. 2 del RF).
(Pueden incluirse aquí el personal auxiliar y limpiadoras cuya relación nace en virtud de
nombramiento administrativo de la ONCE).
d) Otros pequeños grupos de personal de la ONCE cuya relación también nació por
nombramiento,  por ejemplo: personal del Centro  de Formación y Rehabilitación
Profesional Industrial, del Taller y Escuela de Artesanía, etc. [...], en general todos aquellos
que perciben su retribución por el concepto 141 del Presupuesto de la Entidad, pues el per-
mismos no se comprendía el de impedir que el Estado, a través de norma con rango suficiente, como es el
del Real Decreto 1041/1981, pudiera transformar la naturaleza jurídica del organismo al. que venían sir-
viendo y consecuentemente variar el régimen jurídico de las relaciones entre el Ente y sus servidores
pasando uno de Derecho Administrativo a otro de tipo laboral.
La doctrina jurisprudencial reseñada es especialmente criticada por el apelante al entender que, frente a lo
que en la misma se afirma, el Real Decreto 1041/1981 carecía de rango suficiente para transformar -ni
siquiera por la vía indirecta de cambiar la naturaleza jurídica del Ente- un vínculo primitivamente admi-
nistrativo por otro laboral, sin la cobertura de ley formal, habida cuenta de lo dispuesto en el artículo 103.3
de la Constitución. Sobre esta relevante cuestión nos hemos pronunciado en Auto de 30 de noviembre de
1994, dictado en la apelación 1300/1991, en el que hemos dicho que/a alegación no puede prosperar por -
que el Real Decreto 1041/1981 tenía rango suficiente para introducir las pertinentes reformas en la estruc -
tura orgánica de la entidad de naturaleza fundacional, creada por Decreto, sin que la acusada interven -
ción estatal a la que se hallaban sujetos su régimen y funcionamiento, constituya justificación bastante
para entender amparada su configuración por una reserva de ley que, por otro lado, habría sido suprimí -
da en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto-ley 18/1976, de 8 de octubre, de ordenación económica,
que en su artículo 27 autorizó al Gobierno para acordar la suspensión, refundición o reestructuración de
los Departamentos ministeriales y de los Organismos y Servicios de la Administración del Estado e
Institucional, cualquiera que sea el rango de la disposición por la que fueron creados o se encuentren
regulados; y así mismo debe rechazarse la invocada reserva de ley, a partir de la Constitución, para con-
vertir en laboral un pretendido vínculo funcionarial, ya que en virtud de lo dispuesto en el artículo 2o a) de
la Ley 16/1976, de 8 de abril, de Relaciones Laborales, cuyo texto se reproduce en el artículo 1°.3 a) de la
ley 8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores, el personal de la ONCE se hallaba regulado
por la legislación laboral, al no aparecer incluido en el ámbito de aplicación de la Ley de Funcionarios
Civiles del Estado, de 7 de febrero 1964, ni en el del Estatuto del Personal al servicio de los Organismos
Autónomos, aprobado por Decreto de 23 julio 1971, ni hallarse regulada su relación de servicio, al ampa-
ro de una Ley, por normas administrativas o estatutarias».
117 La STS de 22 de octubre de 1991, Sala 3a, se pronuncia considerando que la relación que estos traba-
jadores mantienen con la ONCE es de carácter laboral, es decir, los funcionarios de la ONCE no son tales.
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sonal funcionarial los percibe por el concepto 111 y siguientes, mientras que el personal
laboral lo hace por los conceptos 116 y 142, según sea temporal o fijo de plantilla. Esta dife-
renciación se hace con fines puramente expositivos sin que pueda atribuírsele a este crite-
rio contable de distinción valor jurídico alguno. [...]»118.
Debo destacar la vigencia ad cautelam que venía manteniendo la cláusula adicional
quinta del primer convenio colectivo de la ONCE por la que se acordaba que la firma
del mismo no implicaba renuncia del personal que se regía por el Reglamento de
Funcionarios a reivindicar la naturaleza funcionarial a su relación de trabajo, no susten-
tada en ningún soporte legislativo claro, y dada su perfecta identidad con los caracteres
básicos del contrato de trabajo (retribución, ajenidad, dependencia), y que derivaba de
la compleja naturaleza jurídica de la ONCE119. Todo ello ha sido justificado120.
118 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (III)", o.c, p. 184. Además, en
las pp. 184-185 precisa las características comunes a todo este conjunto de personal:
«a) Se trata de una prestación voluntaria de servicios (el dato de que exista un nombramiento administra-
tivo no excluye, sino que más bien presupone la aceptación por parte del interesado).
b) Dichos servicios son retribuidos (la retribución se produce bien por el procedimiento de multiplicar su
módulo salarial por el coeficiente que corresponda a cada categoría o por cualquier otro criterio, siendo
este dato irrelevante).
c) Servicios prestados por cuenta ajena (en efecto los servicios se prestan por cuenta de una persona jurí-
dica denominada ONCE, como demuestra el propio Decreto fundacional que le atribuye la personalidad
jurídica).
d) Actuar bajo el ámbito de organización y dirección de otra persona física o jurídica (no cabe la menor
duda de que todo el personal analizado en este colectivo actúa bajo las órdenes directas de los responsa-
bles de la Entidad, que es la que determina los criterios de organización y actuación. Así como bajo el
ámbito de su poder disciplinario)».
119
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTON, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c, p. 224.
120
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (III)", o.c, pp. 185-187:
«Puede observarse la perfecta identidad entre los caracteres de la prestación de los funcionarios de la
ONCE con los elementos básicos del contrato de trabajo. Ahora bien, es preciso analizar en este punto la
trayectoria histórica seguida por el status jurídico de los funcionarios de la Administración Pública para
poder diferenciar con nitidez el grado de funcionarización del personal de la ONCE y su fundamentación
jurídica.
Según el dictamen de 14 de diciembre de 1960 del Consejo de Estado, el régimen jurídico adminis-
trativo o el laboral son dos técnicas organizativas susceptibles de ser utilizadas por la Administración
para la configuración de las relaciones jurídicas con su personal. Surge aquí el primer problema cual
sea el de la naturaleza jurídica de la Entidad que, aunque no es el objeto de este dictamen, precisa
de unas mínimas puntualizaciones. En efecto la naturaleza jurídica de la ONCE responde claramen-
te al régimen jurídico de derecho público y de beneficencia general, siendo la mayor dificultad la
inclusión de esta Entidad dentro de la tipología de las jurídicas del artículo 35 del Código Civil, al
confluir en ella caracteres de asociación de hecho y de corporación de derecho público. No obstan-
te y con independencia de dicha tipificación institucional lo que sí es claro es el carácter de la ONCE
como Entidad distinta de cualquier de las clases de Administraciones públicas, resultando evidente
que no se trata de una Administración Central del Estado, ni de Administración Local, ni
Institucional, al no ajustarse al régimen jurídico general de cada una de ellas.
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Por tanto, la opción entre régimen administrativo o laboral del personal, antes apuntado, no puede ser
hecha por la propia ONCE sino por los poderes públicos y con sujeción clara a la legislación vigente en
cada momento.
La Ley de Contrato de Trabajo de 26 de enero de, 1944 excluía de su ámbito de aplicación en su artículo 8
a los funcionarios públicos que se regirían por su legislación específica. Era aquel un momento histórico
de escasa, confusa y dispersa regulación en el que no se daba con nitidez una definición de qué se enten-
día por funcionario público. La Jurisprudencia interpretó a la luz del artículo 110 del Código Penal que:
"Se consideraba funcionario público todo el que por disposición inmediata a la Ley, o por elección o nom-
bramiento de la autoridad competente, participe del ejercicio de funciones públicas", pasando entonces la
cuestión en torno al concepto de función pública. Por otra parte, al realizarse una remisión a la "legisla-
ción específica" sin referencia a rango legal y al regularse la relación de los funcionarios de la ONCE por
una disposición emanada de un órgano como el Consejo Superior de Ciegos, puede mantenerse que duran-
te aquella etapa se diesen caracteres que justificasen una duda razonable acerca de la posible funcionariza-
ción del personal funcionario de la ONCE.
A partir de ese momento se produce una gradual evolución que comporta un importante nivel de juridifi-
cación tanto del status de los funcionarios públicos como de las relaciones laborales y todo ello gracias a
las aportaciones de la doctrina científica y a la laboriosa y enjundiosa tarea de la Jurisprudencia. Así, en
los años 50 se produce el gran desarrollo de las leyes administrativas. Consiguiéndose durante los años 60
una más correcta regulación marco de los funcionarios públicos, por ejemplo, en la Ley articulada de los
Funcionarios Públicos de 1964 y en el Estatuto del Personal al servicio de los organismos autónomos de
1971.
En este contexto se dicta el 8 de abril de 1976 la Ley de Relaciones Laborales que implanta la idea de gene-
ralización de las relaciones laborales. Así respecto de los funcionarios públicos establece en su artículo 2:
"Se excluye del ámbito regulado por la legislación laboral:
a) La relación de servicio de los funcionarios públicos, así como la del personal al servicio del Estado, las
Corporaciones Locales y las Entidades Públicas autónomas cuando al amparo de una Ley, dicha relación
se regule por normas administrativas o estatutarias [...]".
Así queda despejado totalmente el panorama jurídico respecto de la distinción entre el status funcionarial
y el laboral, al exigir en todo caso para que se produzca la exclusión del ámbito laboral la existencia de una
ley formal que ampare dicha exclusión.
Tras la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978, se profundiza en dicha diferenciación al esta-
blecerse dos regímenes jurídicos diferenciados, el funcionarial en el artículo 103 y el laboral en el artícu-
lo 35, alcanzando virtualidad plena el principio de legalidad al amparo del art. 9.3 de nuestra Constitución.
Finalmente el ET, como no podía ser de otra forma, confirma la línea iniciada por la Ley de Relaciones
Laborales de 1976 y transcribe casi literalmente el artículo 2 de esta Ley en su artículo 1.3 al exigir Ley
formal para que alcance virtualidad la exclusión del ámbito laboral de cualquier relación jurídica someti-
da al derecho administrativo.
Tras todo lo visto, y dada la perfecta adecuación de los denominados funcionarios de la ONCE a los caracte-
res del contrato de trabajo, se llega a la conclusión de que sí bien en una primera etapa histórica de confusa
configuración jurídica y escasa distinción entre status laboral y exclusión de los funcionarios públicos, la rela-
ción jurídica de los funcionarios de la ONCE pudo hallarse en zonas grises entre el régimen administrativo y
el laboral, no cabe la menor duda de que tras el encuadramiento general de los funcionarios de las
Administraciones públicas en regulaciones marco y, sobre todo, tras la entrada en vigor de la Ley de Relaciones
Laborales se produjo una clarificación definitiva o, dicho de otra manera, una conversión "ope legis" en vir -
tud de la cual la "vis expansiva " del derecho del trabajo atrajo e incluyó en su ámbito de aplicación, relacio -
nes hasta entonces de dudosa calificación como por ejemplo la de los funcionarios de la ONCE, produciéndo-
se a tenor de la Disposición 2a de esta Ley la derogación de todos aquellos preceptos del Reglamento de
Funcionarios de la ONCE de 30 de octubre de 1970 y de cualquier otra disposición de carácter interno de la
Entidad que se opusiesen a aquélla, quedando dicho Reglamento con un puro y simple valor asimilado a los
Reglamentos de régimen interior de las empresas en cuanto no fueran contrarios a la legislación laboral.
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2.1.3. Personal sujeto a relación especial: colectivo de vendedores del cupón.
El colectivo de vendedores del cupón se encontraba regido por un conjunto de
circulares y oficios-circulares que regulaban sus condiciones particulares.
2.2. Con posterioridad al primer convenio colectivo: personal laboral121.
A todo el personal le resulta de aplicación la legislación laboral común y ordinaria
prevista en el art. 1.1. del Estatuto de los Trabajadores, y por el Convenio Colectivo en
vigor.
Y todo ello teniendo presente que de conformidad con la legislación vigente, la
facultad y responsabilidad de la organización del trabajo, así como la evaluación e
incentivación de la productividad, corresponderá a la ONCE, a través de los órganos o
centros directivos pertinentes, sin merma de las atribuciones que la Ley confiere a los
trabajadores y a sus representantes legales.
La organización del trabajo comprende, entre otras, y a título meramente ejemplifi-
cativo, la determinación y exigencia de una actividad y un rendimiento a cada trabaja-
dor, la adjudicación a cada trabajador de la tarea correspondiente al rendimiento míni-
mo exigible, la fijación de normas de trabajo que garanticen la óptima realización de
los servicios, la modificación de los métodos de trabajo razonablemente exigible, y el
mantenimiento de las normas de organización de trabajo reflejadas en el convenio
colectivo, tanto a nivel individual como grupal.
El trabajador está obligado a realizar los trabajos encomendados bajo la direc-
ción de las personas responsables en cada momento. El rendimiento exigible será
el correspondiente a la actividad normal en régimen de plena ocupación.
Respecto a los agentes vendedores del cupón, siendo aplicable lo expuesto, me remi-
to a lo que determinaré en páginas posteriores, cuando los estudie de manera singular.
Confirmada dicha línea por el ET puede llegarse a la conclusión de que la situación actual de los denominados
funcionarios de la ONCE es de carácter laboral a la que se aplica con carácter general las normas laborales del
Estado y aquellas disposiciones de normas de régimen interior de la ONCE en cuanto no se opongan a aqué-
llas, haciéndose extraordinariamente precisa una nueva regulación con carácter general de todo este colectivo
de personas a través de los instrumentos jurídicos que el ET proporciona, es decir, la negociación colectiva,
posibilidad ésta confirmada por el propio artículo 4.4.h) del R.D. 1041/81, de 22 de mayo»
121 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c., pp. 40-41.
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3. Clasificación.
3.1.
Por la naturaleza de su vinculación con la ONCE (antes de la firma del pri-
mer convenio colectivo).
Tal y como he expuesto la naturaleza jurídica de la vinculación de un trabajador
con la ONCE era variada hasta la firma del primer convenio colectivo: personal
laboral, personal sujeto a régimen administrativo (funcionarios y asimilados), perso-
nal sujeto a relación especial (vendedores del cupón pro-ciegos).
3.2.
Por las labores realizadas dentro de la ONCE: grupos, categorías y pues-
tos.
El XIII convenio colectivo, determina que el personal que presta sus servicios en la
ONCE se clasificará, en atención a las funciones prevalentes que desarrolle, en los gru-
pos, categorías y puestos de trabajo, que se reflejan en el anexo 1 del mismo. La rela-
ción de grupos, puestos y categorías es meramente enunciativa, por lo que pueden exis-
tir otros y otras no reflejados en el anexo 1, y tampoco presupone la obligación de man-
tener cubiertos todos los puestos de trabajo recogidos en él (art. 10)122.
Quizás la primera división sea la que se establece entre aquellos trabajadores que
pertenecen a la red de ventas, y los que no. División que será objeto de análisis a lo
largo de este trabajo.
3.3.
Por la existencia o no de minusvalía y características de la misma.
La discapacidad y sus grados han sido objeto de determinación conceptual por la doctri-
na especializada. A ella me he remitido a lo largo de este trabajo para determinar el ámbito
subjetivo de la actividad que despliega la Fundación ONCE. Las referencias expuestas enton-
ces, son el elemento que me permiten establecer ahora esta clasificación.
3.4.
Por el carácter permanente o temporal (contrato por obra o servicio deter-
minado o contrato eventual) de su vinculación con la ONCE.
En el XIII convenio colectivo, se contempla la relación laboral de carácter perma-
122 En el anexo 1 se determinan los grupos, categorías y puestos de trabajo: grupo 1. Servicios; grupo 2.
Gestión; grupo 3. Producción; grupo 4. Red de ventas (que cuenta con dos categorías: agente vendedor y
especialista de ventas).
En el anexo 2 se procede a la ordenación de puestos de trabajo por grados de contenido organizativo (en
total se contabilizan XI grados).
En el anexo 3 se procede a definir los puestos de trabajo.
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nente y la de carácter temporal. Esta última (art. 15) se divide entre aquellos que tienen
un contrato por obra o servicio determinado y aquellos que tienen un contrato eventual
por circunstancias de la producción. A efectos de esta modalidad contractual se consi-
derarán circunstancias del mercado, tales como la acumulación de tareas o exceso de
pedidos, cualesquiera que supongan un incremento de la demanda o actividad de la
ONCE, susceptible de individualizarse temporalmente. En el caso concreto de los agen-
tes vendedores, además, cualesquiera de los productos que la ONCE decida comercia-
lizar en determinadas épocas del año y/o determinadas zonas geográficas.
3.5. Por el tipo de jornada en la que prestan sus servicios: a tiempo completo o
parcial.
Tal y como determina el convenio colectivo, lo habitual será la prestación de servi-
cios en jornada a tiempo completo. Pero también se contempla la prestación a tiempo
parcial (art. 16).
4. Grupo normativo regulador.
4.1. Con anterioridad al primer convenio colectivo: reglamento del personal de
la Organización Nacional de Ciegos.
El 29 de enero de 1945, el Consejo Superior de Ciegos aprobó el Reglamento del
Personal de la Organización Nacional de Ciegos. La aplicabilidad de dicho reglamen-
to, ya ha sido objeto de consideración al estudiar la naturaleza jurídica del personal
sujeto a régimen administrativo, con remisión expresa al Reglamento de Funcionarios
de la ONCE aprobado por el Consejo Superior de Ciegos en la reunión de 3 de julio de
1970123.
123 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 76-88:
«REGLAMENTO DE PERSONAL DE LA ORGANIZACIÓN NACIONAL DE CIEGOS
CAPÍTULO PRIMERO
Clasificación, dotaciones, incrementos quinquenales de sueldo y gratificaciones por servicios del personal.
[...]. Artículo 10. Para establecer la antigüedad de los funcionarios, al efecto del percibo de quinquenios, se
tomará como punto de partida la fecha de toma de posesión en la categoría que ocupen en calidad de funcio-
narios de la Organización. Los servicios prestados les serán convalidados en la totalidad y los prestados en
clase inferior a la que ocupen, les serán computados al 50 por ciento.
Para efectos de antigüedad, no podrán acreditarse como abono de servicios los prestados en entidades o aso-
ciaciones que no sean propiamente las creadas por el Decreto de Fundación de la Organización de 13 de
diciembre de 1938. [...].
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CAPITULO SEGUNDO
Nombramientos por provisión de vacantes, posesiones, ceses, traslados, jornada de trabajo, licencias y vaca-
ciones.
Artículo 13. Los cargos directivos que se enumeran anteriormente, serán designados y destituidos libremen-
te por las autoridades que siguen:
a) El Jefe de la Organización Nacional, por el Ministro de la Gobernación, debiendo recaer su nombramien-
to en persona no vidente.
b) Los Delegados Provinciales y Locales Autónomos, por el Director General de Beneficencia y Obras
Sociales, a propuesta del Jefe de la Organización, dando cuenta al Consejo Superior a efectos de su conoci-
miento.
c) Los Delegados Locales no autónomos, por el Jefe de la Organización, a propuesta del Delegado Provincial
o de la Local Autónoma a que esté afecto.
Artículo 14. El Secretario General de la Organización será designado por el Director General de Beneficencia y
Obras Sociales, a propuesta del jefe de la Organización, debiendo recaer el nombramiento en quien concurra
alguna de las condiciones siguientes u otra de análoga entidad:
a) Título facultativo.
b) Pertenecer a algún escalafón público con categoría, por lo menos de Jefe de Negociado de primera clase o
asimilado.
c) Haber sido, por más de tres años, Jefe de Sección de la Organización o Delegado provincial o Local
Autónomo sin nota alguna desfavorable.
Artículo 1.5. Los Jefes de Sección serán nombrados y destituidos por el Director General de Beneficencia y
Obras Sociales a propuesta del jefe de la organización. [...].
Artículo 16. Los Directores de centros y establecimientos serán nombrados y destituidos por el Jefe de la
Organización, a propuesta del jefe de la Sección correspondiente. El nombramiento habrá de recaer, previo
concurso público, en personal que reúna el título de la especialidad adecuada o acredite suficiente capacidad
profesional.[...].
Artículo 1.7. El personal administrativo y auxiliar de la Jefatura de la Organización será nombrado por el
Director General de Beneficencia y Obras Sociales, a propuesta del Jefe de la organización, mediante concur-
so de méritos entre funcionarios de su clase que sirvan en Delegaciones Provinciales o Locales Autónomas.
Artículo 18. Para el ingreso en las clases administrativas, auxiliar y subalterna se exigirán las pruebas de apti-
tud que se establezcan por el Consejo Superior, a propuesta del Jefe de la Organización. [...].
Artículo 20. Para cubrir vacantes de funcionarios se anunciará concurso de traslado por méritos, entre los que
será preferente la antigüedad entre los funcionarios de la clase correspondiente. [...].
Artículo 22. [...]. Los funcionarios trasladados sólo disfrutarán de 15 días de plazo para incorporarse a sus nue-
vos destinos. [...].
Artículo 30. En el caso de comprobarse ser falsas las causas alegadas para la obtención de las licencias ante-
riormente referidas, sufrirá el funcionario una corrección equivalente al doble del importe de los haberes
correspondientes a los días en que hubiera disfrutado licencia. [...].
Artículo 35. Todos los empleados tendrán derecho a disfrutar una vacación anual remunerada de 15 días con-
secutivos. No tendrán derecho a ella los funcionarios que no lleven prestando un año de servicio. [...].
CAPÍTULO TERCERO
Incompatibilidades y excedencias.
Artículo 37. En armonía con lo dispuesto en el Artículo 26 del Reglamento de 28 de octubre de 1939, los
empleados de cualquier clase que sean, no podrán ejercer dos cargos remunerados simultáneamente, dentro
de la Organización. Si por necesidades del servicio tuviesen que realizarlo, percibirán solamente el sueldo
correspondiente a uno de ellos. La condición de funcionario de la Organización es compatible con la presta-
ción de servicios retribuidos a Entidades Públicas o de carácter oficial. [...].
CAPÍTULO CUARTO
Recompensas, faltas y correcciones, expedientes y recursos. [...].
Artículo 49. Las faltas administrativas serán corregidas con las siguientes sanciones:
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4.2. Con posterioridad al primer convenio colectivo.
Son varios los convenios colectivos que han sido firmados y publicados, y ya han
sido expuestos a lo largo de este trabajo. A ellos les remito.
5. Cobertura de las plazas.
5.1. Provisión124.
La provisión de puestos de trabajo se lleva a cabo mediante recursos humanos de la
propia empresa o contratando personal que no pertenece a la misma.
Ia. Amonestación en privado.
2a. Apercibimiento por escrito.
3a. Multa de uno a quince días de haber.
4a. Traslado de destino o de residencia.
5a. Suspensión de empleo y sueldo de un mes a un año.
6a. Separación definitiva del servicio.
[...]. La imposición de tres multas en su grado medio y la de dos en su grado máximo determinarán el traslado
de destino o de residencia del funcionario. [...].
Artículo 50. [...]. El Instructor, con vista del resultado de las actuaciones, hará la correspondiente propuesta fun-
damental. Si la propuesta fuera de responsabilidad, se le notificará al expedientado en el término de tres días
para que dentro de otro plazo de cinco días pueda alegar ante el Jefe de la Organización cuanto considere con-
veniente a su defensa. Transcurrido dicho plazo, y en los casos que no corresponda dictar resolución a la
Jefatura de la Organización, ésta elevará con su informe el expediente a la Vicepresidencia del Consejo
Superior de Ciegos. [...].
Artículo 55. Todo expediente deberá quedar ultimado en el plazo máximo de tres meses a contar desde la
fecha de su incoación. Para la resolución de los expedientes antedichos tendrán la Vicepresidencia del
Consejo Superior de Ciegos o la Jefatura de la Organización, en cada caso, un plazo de un mes a contar
desde la fecha en que reciban la correspondiente propuesta.
Artículo 56. Contra toda sanción podrá recurrir el interesado en el plazo de quince días, a contar desde su
notificación, ante el Jefe superior inmediato del que la haya impuesto. Toda sanción impuesta por faltas
graves o muy graves podrá ser recurrida ante el Vicepresidente del Consejo Superior de Ciegos.
Artículo 57. Se considerará incurso en falta muy grave el empleado que planteare reclamaciones ante auto-
ridades u organismos de todo orden, sobre sus derechos o deberes como funcionario de la organización sin
antes haber reclamado y obtenido resolución firme del Jefe en cada caso competente dentro de aquélla.
Las sanciones que impliquen suspensión o separación del servicio serán apelables ante el Consejo Superior.
Artículo 58. En el caso de que la actuación de un funcionario pudiera dar origen a responsabilidad o pre-
sunción de responsabilidad económica, le podrá ser retenida, con carácter preventivo hasta la séptima parte
de sus haberes por acuerdo del Instructor. [...].
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
[...]. 2a. Todos los funcionarios administrativos no videntes, que hayan ingresado al servicio de la
Organización con anterioridad al primero de julio de 1942, para obtener el título definitivo deberán acre-
ditar su competencia y aptitud mediante las pruebas que al efecto se establezcan. Los demás, así como los
auxiliares y subalternos, tendrán que someterse a iguales pruebas que los de nuevo ingreso. [...].
4a. Para todas las personas a que se refieren las disposiciones transitorias anteriores se computarán como
fecha de antigüedad, a todos los efectos, aquélla en que comenzó a prestar sus servicios en la Organización.
[...]».
124 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 11.
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La cobertura de puestos podrá realizarse mediante concurso cuando, a criterio de la
ONCE, existan vacantes en número suficiente, y condiciones que las hagan necesarias.
En el caso de promoverse una convocatoria, la cobertura de plazas se podrá efectuar a
través de las fases, y con las condiciones, que en ella se establezcan. Dichas convoca-
torias podrán ser de ámbito nacional o bien por Comunidad Autónoma o por centro
directivo de la ONCE.
En las comisiones que realicen la selección de personal se integrará un represen-
tante del comité intercentros, o del comité de empresa, en su caso, con los mismos
derechos y obligaciones que los restantes miembros de tales órganos de selección,
respetando las facultades de la presidencia que le sean propias.
La superación de las pruebas de aptitud facultará a la ONCE, a suscribir contrato
indefinido en el que se reflejará el período de prueba convenido.
5.2. Movilidad funcional125.
La movilidad funcional en el seno de la ONCE no tendrá otras limitaciones que las
exigidas por las titulaciones académicas o profesionales precisas para ejercer la presta-
ción laboral o por la pertenencia al grupo profesional o categorías equivalentes.
La movilidad funcional para la realización de funciones no correspondientes al
grupo profesional ni a categoría equivalente sólo será posible si existiesen razones téc-
nicas u organizativas que la justificasen y por el tiempo imprescindible para su aten-
ción. En el caso de encomienda de funciones inferiores ésta deberá estar justificada por
necesidades perentorias e imprevisibles de la actividad productiva. La ONCE deberá
comunicar esta situación a los representantes de los trabajadores.
La movilidad funcional se efectuará sin menoscabo de la dignidad del trabajador y
sin perjuicio de su formación y promoción profesional, teniendo derecho a la retribu-
ción correspondiente a las funciones que realice, salvo en los casos de encomienda de
funciones inferiores, en los que mantendrá la retribución de la categoría de origen.
El cambio de funciones distintas de las pactadas, no incluido en los supuestos pre-
vistos, requerirá el sometimiento a las reglas previstas para las modificaciones sustan-
ciales de condiciones de trabajo establecidas en el artículo 41 del Estatuto de los
Trabajadores.
125 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art 17.
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5.3.
Ascensos126.
La cobertura de plazas podrá realizarse medíante ascenso en el caso de promoverse
una convocatoria, y en las condiciones que ésta especifique. Podrán acceder a ella los tra-
bajadores de la ONCE adscritos al mismo centro directivo en el que se ha producido la
vacante, con independencia de la categoría que ostenten, siempre que ésta sea de grado
igual o inferior a aquella a la que aspiren.
Si no se ha cubierto la plaza entre los trabajadores del mismo centro directivo,
podrán optar a ella los trabajadores de los restantes centros de la ONCE.
En ningún caso podrá un trabajador exigir su ascenso de categoría por el mero trans-
curso del tiempo.
5.4.
Reserva de empleo para afiliados127.
La ONCE reservará con preferencia absoluta para sus afiliados todos aquellos pues-
tos de trabajo que por su contenido funcional sean susceptibles de desempeño por aqué-
llos.
6. Cobertura de puestos.
6.1. Cobertura de puestos de superior categoría128.
Cuando se aprecie la necesidad objetiva de realizar trabajos de superior categoría, la
ONCE, a través del responsable del centro respectivo, designará al trabajador que deba
realizar dichos trabajos, comunicándolo al comité de empresa o delegados de personal.
Cuando un trabajador sea designado para realizar puestos de trabajo de superior
categoría, el responsable del centro se lo comunicará por escrito y, en este supuesto, la
ONCE abonará a dicho trabajador la diferencia de sueldo entre el puesto de trabajo que
ostenta y el que ejerza desde el primer día de la realización de los trabajos.
Si el trabajador realizase funciones de superior categoría durante un período supe-
rior a seis meses en un año, o a ocho meses en dos años, podrá solicitar de la ONCE la
cobertura de la plaza correspondiente a las funciones por él efectuadas si se dan las con-
diciones previstas en el convenio colectivo.
126 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 19.
127 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 12.
128 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 18.
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6.2.
Desplazamientos129.
Por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, o bien por contra-
taciones referidas a la actividad empresarial, la ONCE podrá efectuar desplazamientos
temporales de sus trabajadores que exijan que éstos residan en población distinta de la
de su domicilio habitual, abonando, además de los salarios, los gastos de viaje y las die-
tas que correspondan.
El trabajador deberá ser informado del desplazamiento con una antelación suficien-
te a la fecha de su efectividad, que no podrá ser inferior a cinco días laborables en el
caso de desplazamiento de duración superior a tres meses; en este último supuesto, el
trabajador tendrá derecho a un permiso de cuatro días laborables en su domicilio de ori-
gen, por cada tres meses de desplazamiento, sin computar como tales los viajes, cuyos
gastos correrán a cargo del empresario.
Los desplazamientos cuya duración en un período de tres años exceda de doce meses,
tendrán a todos los efectos, el tratamiento previsto para los traslados.
Los representantes legales de los trabajadores tendrán prioridad de permanencia en
los puestos de trabajo, en el supuesto abordado en este apartado.
6.3.
Traslados.
6.3.1. Voluntarios130.
La cobertura de puestos podrá realizarse mediante traslados.
La ONCE se compromete a valorar con prioridad las solicitudes de traslados moti-
vadas por problemas sociales excepcionalmente graves, facilitando dichos traslados sí
lo permiten las necesidades del servicio. Con carácter semestral, la Dirección General
de la ONCE comunicará al comité intercentros los traslados efectuados por esta causa,
dando cuenta de las circunstancias que concurrían en cada trabajador. En caso de pro-
moverse una convocatoria los baremos vendrán establecidos en la misma, y serán publi-
cados por la dirección general a través de disposiciones internas.
Entre la publicación de la convocatoria y el plazo límite para la presentación de ins-
tancias solicitando tomar parte en la misma, deberán mediar al menos veinte días hábi-
les.
Los concursos serán resueltos por la ONCE, adjudicando las plazas a los aspirantes
129
Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 22.
130
Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 20.
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que obtengan mayor puntuación en aplicación del baremo de cada convocatoria, con
participación de un miembro del comité intercentros.
El cese del trabajador trasladado a consecuencia del concurso se producirá en la
fecha consignada en el escrito de notificación de la concesión al interesado.
La toma de posesión del nuevo destino obtenido a consecuencia del concurso se pro-
ducirá dentro del plazo de once días hábiles si radica en distinta localidad, contados a
partir del día siguiente de haberse producido el cese. Si radica en la misma localidad,
existirá un preaviso de cuarenta y ocho horas.
Los puestos vacantes a causa de traslado del titular con derecho a reserva del pues-
to de trabajo podrán cubrirse mediante contratos de interinidad.
6.3.2. Forzosos131.
Cuando las necesidades del trabajo lo justifiquen, a juicio de la ONCE, la entidad
podrá imponer el traslado forzoso.
Si el traslado implica, necesariamente, cambio de residencia, se estará a las reglas
establecidas en el Estatuto de los Trabajadores. A estos efectos, la notificación prevista
en el art. 40.1 del Estatuto de los Trabajadores se hará al comité intercentros.
Cuando por necesidades del servicio un trabajador sea trasladado forzosamente y
deba cambiar de residencia, si su cónyuge también presta servicios en la ONCE, tendrá
éste un derecho preferente al traslado a la misma localidad, si hubiera vacante en su
puesto de trabajo.
Cuando el traslado forzoso obligue al trabajador a cambiar de residencia habitual,
por un período superior a doce meses en tres años, el trabajador trasladado tendrá dere-
cho a percibir una compensación a tanto alzado, y por una sola vez, para indemnizar
todos los gastos que implique el cambio de residencia del trabajador y sus familiares.
7. Formación132.
7.1. Relacionada con el contenido funcional del puesto de trabajo.
Son acciones formativas relacionadas con el puesto de trabajo aquellas cuyo contenido
supone la actualización o desarrollo de alguna o todas las competencias, actuales o previs-
tas, necesarias para el desempeño del puesto de trabajo en la ONCE.
131 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 21.
132 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 24.
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En el caso de trabajadores minusválidos o afiliados la ONCE dotará a los mismos de
los medios técnicos y tiflotécnicos necesarios y precisos para su realización.
7.2.
No relacionada con el contenido funcional del puesto de trabajo.
Las acciones formativas que no están relacionadas con el puesto de trabajo podrán ser
contempladas exclusivamente, dentro de las acciones susceptibles de prestación social por
parte de la organización, y al margen de lo establecido en este.
7.3.
Plan general de formación.
La ONCE elaborará anualmente un plan general de formación para los trabajadores en
activo, que contemplará la planificación y presupuesto de las acciones institucionales, así
como la cantidad máxima de las ayudas a conceder para iniciativas individuales.
Determinados aspectos del plan de formación, y los cursos que en su caso correspon-
dan, podrán ser de carácter obligatorio para las personas a quienes afecte, si las exigencias
del trabajo así lo aconsejan. La falta de asistencia a los cursos se considerará, en tal caso,
como infracción disciplinaria.
En todo caso, los trabajadores que hayan recibido formación tendrán la obligación de
aplicarla para mejorar la realización de su trabajo.
8. Jornadas y descansos para el personal no vendedor.
La jornada laboral para el personal no vendedor, sus reglas específicas, los equipos de
cierre de ventas en sábados, domingos y festivos, la jornada partida, el descanso diario, el
descanso semanal, el descanso anual y la determinación de los festivos, se regulan en el
convenio colectivo de la empresa ONCE y su personal133.
133 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, arts. 26-35. Mención especial mere-
ce el art. 28:
«Equipos de cierre de venías en sábados, domingos y festivos.
Para dar cobertura a las operaciones propias de cierre de ventas, recogida de devolución de cupones y otras
análogas, a consecuencia de las ventas y sorteos que se celebren en sábados, domingos y días festivos, se
formarán los equipos de trabajadores que resulten imprescindibles con aplicación de las siguientes reglas:
a) Los trabajadores que compongan los equipos serán designados por los jefes de centro entre el personal
adscrito al mismo, sin que esta obligación pueda comprender dos fines de semana consecutivos.
b) Las horas que se realicen en los referidos días se computarán como jornada ordinaria de trabajo. El cóm-
puto de la jornada podrá realizarse mensualmente.
c) Los trabajadores que realicen habitualmente estos trabajos percibirán el complemento funcional regula-
do en el artículo 58.10 de este convenio, y tendrán derecho a recuperar el mismo tiempo de descanso en
los dos meses siguientes».
789
9. Licencias, permisos y excedencias134.
Se regulan a través del convenio colectivo: licencias no retribuidas, permisos retri-
buidos, licencias para asuntos particulares, licencias para estudios, reducción de jorna-
da, suspensión del contrato con reserva de puesto de trabajo, excedencia voluntaria135,
excedencia forzosa136 y excedencia especiall37.
134 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, arts: 36-43.
135 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art, 41:
«Excedencia voluntaria.
1.
La excedencia voluntaria podrá ser solicitada por los trabajadores fijos de plantilla con un año, al menos,
de antigüedad al servicio de la ONCE. La duración de esta situación no podrá ser inferior a un año ni supe-
rior a seis, y el derecho a esta situación sólo podrá ser ejercido otra vez por el mismo trabajador si han
transcurrido tres años desde su reincorporación al trabajo activo al final de la anterior excedencia volunta-
ria.
La excedencia se concederá siempre por un plazo determinado. Un mes antes de finalizar este plazo, el tra-
bajador excedente deberá solicitar por escrito su reincorporación, o bien prorrogar su situación de exce-
dencia por un nuevo período determinado, sin que pueda exceder de seis años en cómputo total. De no
efectuar esta opción en tiempo y forma, se entenderá extinguido su contrato de trabajo.
El trabajador excedente conserva un derecho preferente al reingreso en las vacantes de igual o similar cate-
goría a la suya que hubiera o se produjeran, en cualquier centro de trabajo de la ONCE en todo el territo-
rio nacional.
Los vendedores que se acojan a esta excedencia perderán la titularidad sobre el punto o zona de venta que
tuvieran concedida, en su caso.
2.
No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los trabajadores tendrán derecho a un período de exce-
dencia, de duración no superior a tres años, para atender al cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por
naturaleza como por adopción, o en los supuestos de acogimiento, tanto permanente como preadoptivo, a
contar desde la fecha de nacimiento o, en su caso, a partir de la resolución judicial o administrativa.
También tendrán derecho a un período de excedencia, de duración no superior a un año, los trabajadores
para atender al cuidado de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razo-
nes de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo, y no desempeñe actividad retribuida.
Si dos o más trabajadores generasen este derecho por el mismo sujeto causante, sólo uno podrá solicitar la
excedencia. Cuando un nuevo sujeto causante diera derecho a un nuevo periodo de excedencia, el inicio
de la misma dará fin al que, en su caso, se viniera disfrutando.
El periodo en que el trabajador permanezca en situación de excedencia conforme a lo establecido en este
apartado será computable a efectos de antigüedad y el trabajador tendrá derecho a la asistencia a cursos de
formación profesional, a cuya realización deberá ser convocado por la ONCE, especialmente con ocasión
de su reincorporación.
Durante los primeros doce meses de excedencia el trabajador tendrá derecho a la reserva de su puesto de
trabajo. Transcurrido dicho plazo, la reserva quedará referida exclusivamente, a un puesto de trabajo del
mismo grupo profesional o categoría equivalente, y en cualquier centro de trabajo de la ONCE.
En lo que afecta a los agentes vendedores, la titularidad del punto o zona de venta que tuvieran concedida
en su caso, con anterioridad a la excedencia prevista en este apartado se mantendrá, exclusivamente, duran-
te los primeros doce meses de su duración».
136 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 42:
«Excedencia forzosa.
1. La excedencia forzosa se concederá por designación o elección para un cargo público que imposibilite
la asistencia al trabajo y dará derecho a la conservación del puesto y al cómputo de la antigüedad, siempre
790
10.
Retribución.
La retribución del personal no vendedor está constituida por un salario base y por
los complementos salariales: funcionales, de vencimiento periódico superior al mes,
complemento por antigüedad y desempeño y otros138.
11.
Régimen disciplinario.
11.1.
Potestad disciplinaria.
Los trabajadores podrán ser sancionados por los órganos de dirección de la entidad
en virtud de incumplimientos laborales, de acuerdo con la graduación de faltas y san-
ciones que se establece en el convenio colectivo, y en estricta aplicación del procedi-
miento establecido.
11.2.
Tipificación de las faltas y graduación.
Las faltas disciplinarias de los trabajadores, cometidas con ocasión o como conse-
cuencia de su trabajo, podrán ser en atención a su importancia, reincidencia, reiteración
o intencionalidad: leves, graves o muy graves (art. 68 del Convenio Colectivo).
11.2.1. Faltas leves.
Las faltas leves las podemos clasificar del siguiente modo:
A. Relacionadas con la atención al público, compañeros, subordinados y superiores.
a.l) La incorrección o falta de atención con el público, compañeros, subordinados
y superiores.
que el reingreso se efectúe en el plazo máximo de un mes a contar desde el cese en el cargo público.
2. Cuando un trabajador sea nombrado para un cargo directivo, quedará liberado de las funciones propias
de su categoría, y estará sujeto a las condiciones fijadas en su contrato de alta dirección».
137 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 43:
«Excedencia especial.
1.
La ONCE podrá conceder excedencia especial a aquellos trabajadores que, por interés de la entidad,
pasen a prestar servicios a empresas de la Corporación Empresarial de la ONCE o Fundación ONCE.
En estos casos, los trabajadores excedentes continuarán disfrutando de sus derechos de previsión social
recogidos en el artículo 76 de este convenio.
2.
En este supuesto, y en los indicados en el artículo anterior, la ONCE podrá efectuar contratos de interi-
nidad para cubrir las vacantes producidas mientras dure la reserva del puesto de origen».
138 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, arts. 56-63.
791
B.
Relacionadas con los deberes, en general.
a.2) La negligencia, retraso o descuido excusable en el cumplimiento de sus deberes.
a.6) No comunicar a la Entidad los cambios de domicilio o residencia.
a.7) La falta de aseo o higiene personal, la embriaguez y toxicomanías, si no reper-
cuten negativamente en el trabajo, así como cualquier conducta o actitud, durante el
ejercicio del trabajo, que supongan perjuicio leve para la imagen de la Organización.
C.
Relacionadas con el trabajo.
a.3) La no comunicación, con la debida antelación, de la falta al trabajo por causa
justificada, a no ser que pruebe la imposibilidad de hacerlo.
a.4) La falta de puntualidad, sin causa justificada, al horario de trabajo establecido
en el centro, hasta tres días en el período de un mes, siempre que no exceda en su con-
junto de sesenta minutos al mes. En este caso, la falta se considerará grave. Lo anterior
regirá igualmente para los casos de impuntualidad en la asistencia a cursos formativos
impartidos por la ONCE y de obligada asistencia para los trabajadores.
D.
Relacionadas con la utilización de los elementos materiales.
a.5) El descuido en la conservación de los locales, instalaciones, material y docu-
mentos de los servicios.
E.
Relacionadas con las ventas.
a.8) Dejar de practicar, total o parcialmente, una liquidación de la venta de los
cupones u otros productos, durante un día por causas imputables al vendedor. Al segun-
do día de retraso, la falta se considerará grave.
F.
Relacionadas con los medios electrónicos, informáticos y telemáticos.
a.9) Efectuar modificaciones a los componentes físicos («hardware») de los equi-
pos informáticos (ampliación de memoria, modems, teclado, añadir o quitar tarjetas,
etcétera).
a. 10) Utilizar recursos telemáticos, incluido Internet y correo electrónico, para acti-
vidades no relacionadas directamente con el puesto de trabajo.
a.l 1) No informar de las incidencias que se observen en relación con la seguridad
de los datos informáticos.
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11.2.2. Faltas graves.
Se pueden clasificar del siguiente modo.
A.
Relacionadas con la atención al público, compañeros, subordinados y supe-
riores.
b.5) La grave desconsideración con los compañeros, superiores, subordinados y
público.
B.
Relacionadas con los deberes, en general.
b.3) La falta de cooperación, retraso o demora inexcusable en el cumplimiento de
las instrucciones recibidas, o su obstaculización, y la retención de datos o información
relevantes para la ONCE.
b..4) La no comunicación inmediata de las circunstancias relevantes para el desem-
peño del trabajo asignado.
b.12) La falta de aseo o higiene personal, la embriaguez y toxicomanías, si reper-
cuten negativamente en el trabajo, así como cualquier conducta o actitud, durante el
ejercicio del trabajo, que suponga perjuicio grave para la imagen de la Organización.
b.17) Aportar datos inexactos, o alegar motivos falsos, para la concesión de ayudas
de acción social o la obtención de beneficios o permisos regulados en el presente
Convenio, o usar estos beneficios con fines distintos al solicitado, siempre que no se
produzca dolo o fraude.
b.21) No avisar a su superior, o responsables inmediatos, de las incidencias producidas
o de situaciones que requieran una toma de decisión ágil por parte del centro.
C.
Relacionadas con el trabajo.
b.l) La indisciplina y desobediencia en cualquier materia de trabajo, incluida la
resistencia a medidas organizativas y la negativa a cumplimentar documentos de con-
trol.
b.2) El incumplimiento de las obligaciones concretas del puesto, o de órdenes e ins-
trucciones de los superiores en relación con el trabajo y el ejercicio de la venta, así
como las negligencias e imprudencias de las que se deriven, o puedan derivarse, perjui-
cios graves para el servicio, conservación de locales, material o documentos de la
Entidad.
b.6) La falta de asistencia al trabajo, sin causa justificada, durante un día en el perí-
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odo de un mes. Lo anterior regirá igualmente para los casos de inasistencia injustifica-
da a cursos formativos impartidos por la ONCE y de obligada asistencia para los traba-
jadores.
b.7) Las faltas de puntualidad al horario de trabajo establecido en el centro, sin
causa justificada, de cuatro a seis días en el período de un mes, sin que exceda en nin-
gún caso de ciento veinte minutos en el plazo de treinta días. En este caso, la falta se
considerará muy grave. Lo anterior regirá igualmente para los casos de impuntualidad
en la asistencia a cursos formativos impartidos por la ONCE y de obligada asistencia
para los trabajadores.
b.8) No comunicar con la puntualidad debida los partes de baja o confirmación de
Incapacidad Temporal.
b. 13) El abandono del punto o lugar de trabajo, y la desatención de las funciones
propias del puesto sin causa justificada.
b. 19) La disminución de la productividad habitual, alcanzada con anterioridad, sin
causa justificada, así como la negligencia en el trabajo que afecte a la buena marcha del
servicio.
D.
Relacionadas con la utilización de los elementos materiales.
b. 18) Acceder, sin autorización, a locales, dependencias, quioscos, despachos, vehí-
culos o procedimientos de comunicación no autorizados.
E.
Relacionadas con las ventas.
b.9) Dejar de practicar, total o parcialmente, una liquidación de la venta de los cupones
u otros productos, correspondientes incluso a un solo sorteo, durante dos días, por causas
imputables al vendedor. Al tercer día de retraso, la falta se considerará muy grave.
b.10) Perjudicar o entorpecer la venta que realiza otro compañero, colocándose en
su punto de venta hallándose éste presente.
b.14) Negarse a vender cupones, u otros productos, cuando el vendedor los tenga
expuestos al público.
b. 15) Ejercer la venta durante el período de vacaciones retribuidas o encontrándo-
se en situación de baja médica.
b. 16) Exponer o ejercer la venta de loterías, rifas o juegos o cualquier producto no
autorizado por la ONCE, así como no exponer todos los productos que la ONCE le
entregue.
794
b.20) Cuando resulte suficientemente acreditado que el porcentaje de rentabilidad
obtenido por un agente vendedor es, durante dos meses consecutivos, inferior al seten-
ta por ciento de la rentabilidad del punto que tiene asignado, y ello sea debido a una
actitud negligente del agente vendedor en cuestión.
R Relacionadas con los medios electrónicos, informáticos y telemáticos.
b.22) Compartir o facilitar el identificador de usuario y contraseña con otras perso-
nas (logon, login, etcétera).
b.23) Enviar mensajes de correo electrónico de forma masiva o con fines comercia-
les o publicitarios, sin consentimiento de la Organización.
b.24) Instalar cualquier tipo de software (programas, paquetes, etc.), sin la corres-
pondiente autorización.
b.25) Cambiar la configuración de los recursos informáticos corporativos.
b.26) Obstaculizar voluntariamente el acceso de otros usuarios a la red mediante el
consumo masivo de los recursos informáticos y telemáticos de la empresa, así como
realizar acciones que dañen, interrumpan o generen errores en dichos sistemas.
b.27) Leer, borrar, copiar, o modificar los mensajes de correo electrónico o archi-
vos de otros usuarios, excepto aquellas personas autorizadas expresamente por la
ONCE.
G. Normas de seguridad y prevención de riesgos laborales.
b.11) Las infracciones a las normas de seguridad, salud, prevención de riesgos, y
medio ambiente en el trabajo, cuando de ellas no se derive perjuicio para el servicio,
para los compañeros, o para cualquier otra persona.
H. Reincidencia.
b.28) La reincidencia en la comisión de tres faltas leves, aunque sean de distinta
naturaleza, dentro de un mismo semestre, cuando hayan mediado sanciones por las mis-
mas.
11.2.3. Faltas muy graves.
Se pueden clasificar del siguiente modo:
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A.
Relacionadas con la atención al público, compañeros, subordinados y superiores.
c.10) Las ofensas verbales siempre que supongan perjuicio grave y manifiesto para
la dignidad o imagen de los compañeros, superiores, subordinados o público.
c.11) Agresiones físicas a los compañeros, superiores, subordinados o público.
c.12) La violación de los deberes de atención al cliente, calidad en el trato, e ima-
gen comercial exigible, cuando de ella se derive perjuicio muy grave para el servicio.
B.
Fraude, deslealtad, abuso de confianza o cualquier otro delito.
c.l) El. fraude, la deslealtad y el abuso de confianza, la concurrencia y competencia
desleales, así como cualquier conducta constitutiva de delito doloso. Tendrá esta consi-
deración el retraso en practicar, total o parcialmente, la liquidación del importe de la
venta de los cupones u otros productos, correspondientes incluso a un solo sorteo,
durante un período de tres o más días en un mes, por causas imputables al vendedor.
Las liquidaciones y devoluciones (a distancia o no) incorrectamente practicadas por
negligencia culpable del vendedor.
c.5) La denuncia de robo o expoliación que resulte falsa o no ajustada a la realidad.
c.26) Facilitar o promover información que pueda dañar la imagen institucional y el
prestigio de la ONCE.
C.
Relacionadas con el trabajo.
c.2) La manifiesta y reiterada indisciplina o desobediencia en el trabajo. Incurrirá
también en esta falta el instigador o inductor de la misma.
c.3) La negativa a prestar trabajo de carácter extraordinario, imprevisto e inaplaza-
ble, cuando se ordene por escrito por el jefe correspondiente.
c.6) La falta de asistencia al trabajo, no justificada, durante dos días o más en el
período de un mes, así como el abandono del puesto de trabajo (punto de venta en el
caso de los Agentes Vendedores) o desatención de las funciones propias del puesto sin
causa justificada, durante dos o más veces en el período de un mes. Lo anterior regirá
igualmente para los casos de inasistencia a cursos formativos impartidos por la ONCE
y de obligada asistencia para los trabajadores.
c.7) Las faltas reiteradas de puntualidad, no justificadas, más de seis días en el perí-
odo de un mes, o más de doce días en el período de tres meses. Lo anterior regirá igual-
mente para los casos de impuntualidad en la asistencia a cursos formativos impartidos
por la ONCE y de obligada asistencia para los trabajadores.
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c.8) Cuando resulte suficientemente acreditada la disminución continuada y volun-
taria en el rendimiento del trabajo normal o pactado, así como la venta sistemática por
debajo del Mínimo Mensual de Ventas fijado en el artículo 49, durante un período de
dos meses consecutivos.
c.l 5) Realizar trabajos por cuenta propia o ajena estando en situación de baja labo-
ral, así como realizar cualquier otro acto fraudulento tendente a conseguir o prolongar
dicha situación.
c.l6) La simulación de enfermedad o accidente.
c.l8) Realizar actividades particulares durante la jornada de trabajo, en detrimento
grave del servicio.
c.l9) Falsear los datos contenidos en las fichas de control de entrada y salida, y
simular la presencia de otro trabajador. Asimismo, incurre en esta falta el trabajador por
quien se ficha.
c.20) El abuso de autoridad, en el ejercicio de sus funciones, por parte de los supe-
riores..
c.21) La obstaculización o impedimento por parte de los diferentes responsables de
la ONCE del libre ejercicio de los derechos sindicales.
c.23) El quebranto o violación del secreto o la reserva obligados en relación con la
información conocida por razón del trabajo, o su comunicación a terceros, cuando se
derive o pueda derivar perjuicio para la ONCE.
D. Relacionadas con las normas de seguridad y prevención de riesgos laborales.
c.22) La infracción de las normas de seguridad, salud, prevención de riesgos, y
medio ambiente en el trabajo, cuando de ella se derive perjuicio para el servicio o ries-
go de accidente para el trabajador o terceras personas.
c.25) Contribuir a causar daños a las personas, a su intimidad o dignidad, sea dolo-
samente, o por la inobservancia de medidas de prevención, negligencia, falta de aten-
ción o descuido inexcusable.
£. Relacionadas con la utilización de los elementos materiales.
c.l7) Escribir o fijar letreros o anuncios en el mobiliario, quioscos o instalaciones
de la ONCE, sin autorización y con perjuicio de la Entidad, así como retirar los que
hayan sido instalados por la ONCE
c.24) Emplear para usos propios, sin autorización, o para usos distintos a los proce-
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dentes, material e instalaciones de la Entidad, si se producen perjuicios, o el trabajador
obtiene de ello un beneficio particular.
F.
Relacionadas con las ventas.
c.4) El falseamiento voluntario de datos o información relativos al servicio, a la
venta o liquidación de cupones u otros productos, y a! pago de cupones premiados, así
como en la confección de cualquier tipo de documentos.
c.9) La errónea comunicación del número o números de cupón premiados, cuando
concurra mala fe debidamente probada.
c. l3) Vender cupones o productos correspondientes a sorteos ya verificados..
c.14) Vender consciente y voluntariamente cupones o productos a precio distinto al
establecido.
G.
Relacionadas con los medios electrónicos, informáticos y telemáticos.
c.27) Falsear los registros de traza y auditoria que dejan los sistemas informáticos
en determinados ficheros con el objeto de poder analizar determinadas acciones.
c.28) Destruir, alterar, inutilizar o dañar datos, programas o documentos electróni-
cos.
c.29) Acceder, o intentar acceder, a áreas restringidas de los sistemas informáticos
ONCE o aumentar el nivel de privilegios de un usuario.
c.30) Introducir voluntariamente virus o cualquier otro software que produzca gra-
ves alteraciones en los sistemas.
c.31) Copiar y transferir al exterior datos de carácter personal o confidencial obran-
tes en los ficheros propiedad de la ONCE, o utilizar este tipo de datos para usos pro-
pios o con fines lucrativos.
c.32) Descifrar, o intentar descifrar, las contraseñas, sistemas o algoritmos de cifra-
do y cualquier otro elemento de seguridad que intervenga en los procesos telemáticos
de la Organización.
c.33) Crear ficheros y bases de datos con datos personales sin la autorización exigi-
da por la normativa vigente en cada caso.
c.34) Usar programas informáticos sin la correspondiente licencia, así como usar,
reproducir, ceder, transformar o comunicar públicamente cualquier tipo de obra o inter-
vención protegida por la propiedad intelectual o industrial.
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H. Reincidencia.
c.35) La reincidencia en faltas graves, o muy graves, aunque sean de distinta natu-
raleza, dentro de un período de seis meses, cuando hayan mediado sanciones.
11.3. Sanciones.
Tal y como determina el art. 69 del convenio colectivo, las sanciones que podrán
imponerse en función de la calificación de las faltas serán las siguientes.
11.3.1.
Por faltas leves.
Amonestación por escrito.
Suspensión de empleo y sueldo de uno a tres días.
11.3.2.
Por faltas graves.
Suspensión de empleo y sueldo de cuatro a seis días.
Cambio de puesto o zona de venta dentro de la misma localidad. Si el trabajador
ostentaba la condición de titular, perderá la titularidad.
11.3.3.
Por faltas muy graves.
Suspensión de empleo y sueldo de siete a treinta días.
Traslado a otro puesto o zona de venta, fuera de la localidad, y dentro del ámbito del
mismo Centro Directivo, sin derecho a la compensación prevista en el art. 20 de este
Convenio. Si el trabajador ostentaba la condición de titular, perderá la titularidad.
Traslado forzoso fuera del ámbito de su Centro Directivo, sin derecho a la compen-
sación prevista en el artículo 21 de este Convenio.
Despido.
11.3.4.
Ejecutividad de las sanciones.
Todas las sanciones impuestas serán ejecutivas desde el día siguiente al de su noti-
ficación al interesado. El tiempo de suspensión disciplinaria de empleo y sueldo no dará
lugar a ninguna percepción retributiva, ni será computado como servicios prestados a
ningún efecto.
11.3.5.
Despido en el supuesto de faltas muy graves subsumibles en el art. 54 ET.
El art. 69.2 del convenio colectivo, determina que la ONCE podrá sancionar con el
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despido todas las faltas muy graves subsumibles en el artículo 54 del Estatuto de los
Trabajadores.
Respecto del despido disciplinario, la ONCE sólo actuará en esta materia, en casos
suficientemente graves y fundados.
11.4. Procedimiento.
Su regulación se establece en el art. 70 del convenio colectivo.
11.4.1. En general.
En los casos de faltas calificadas como leves, no será necesaria la instrucción de
expediente. No se podrán imponer sanciones por faltas graves o muy graves sino en vir-
tud de expediente contradictorio incoado al efecto en el que se dará audiencia al intere-
sado y al comité de empresa o delegados de personal, haciéndoles saber el derecho que
les asiste a ser oídos en el expediente.
El interesado dispondrá de un plazo de diez días naturales, contados desde la notifi-
cación del pliego de cargos, para presentar las alegaciones que estime pertinentes en
defensa de sus derechos. En el mismo plazo de diez días podrá emitir un informe la
representación legal de los trabajadores.
Asimismo, se dará audiencia al delegado sindical acreditado por el sindicato al que
el trabajador estuviera, en su caso, afiliado, si la ONCE conociera este dato.
De toda sanción se dará traslado por escrito al trabajador, quien deberá acusar reci-
bo de la comunicación. En la misma se describirán claramente los actos constitutivos
de la falta, la fecha de su comisión, graduación de la misma, y la sanción adoptada por
la Entidad.
En la citada comunicación se hará saber al interesado el derecho que le asiste para
solicitar la revisión de la sanción ante la jurisdicción laboral.
Las resoluciones disciplinarias por faltas graves o muy graves se deberán comuni-
car al presidente del comité de empresa o delegado de personal.
En aquellos expedientes disciplinarios cuya propuesta de resolución sea la de despi-
do, será oído el comité intercentros de forma previa a la resolución. En todos los
supuestos de despido disciplinario, la ONCE dará traslado por escrito al comité inter-
centros de la sentencia recaída y del sentido de la opción que ejercite en su caso.
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11.4.2. Anotación y cancelación en el expediente personal.
La ONCE anotará en los expedientes personales de sus trabajadores las sanciones
impuestas.
Los órganos pertinentes de la ONCE cancelarán en el expediente personal del traba-
jador sancionado las anotaciones que por motivos disciplinarios se hubiesen efectuado,
siempre que hubieran transcurrido seis meses, dos o tres años, respectivamente, desde
la última falta leve, grave o muy grave.
11.5.
Prescripción.
El convenio colectivo precisa que las faltas leves prescribirán a los diez días, las gra-
ves a los veinte días y las muy graves a los sesenta días a partir de la fecha en que la
empresa tenga conocimiento de su comisión y, en todo caso, a los seis meses de haber-
se cometido (art 71.1).
Dichos plazos quedarán interrumpidos por cualquier acto propio del expediente dis-
ciplinario, siempre que la duración de éste, en su conjunto, no supere el plazo de tres
meses, a partir de la incoación del pliego de cargos, sin mediar culpa del trabajador
expedientado (art. 71.2).
11.6.
Garantías.
11.6.1. De los representantes de los trabajadores .
El art. 72 del convenio colectivo especifica que para la imposición de sanciones por
faltas graves o muy graves a los representantes legales de los trabajadores será preciso
expediente contradictorio con la audiencia del comité intercentros cuando se trate de
representantes de ámbito estatal, o de los demás representantes de los trabajadores
cuando su ámbito sea el del centro de trabajo.
Los representantes legales de los trabajadores no podrán ser despedidos ni sancio-
nados durante el ejercicio de sus funciones, ni dentro del año siguiente a la expiración
de su mandato, siempre que el despido o sanción se base en la acción del trabajador en
el ejercicio de su representación, sin perjuicio, por tanto, de lo establecido en el artícu-
lo 54 del Estatuto de los Trabajadores. Asimismo, no podrán ser discriminados en su
promoción económica o profesional en razón precisamente del desempeño de su repre-
sentación.
Los delegados sindicales, en el supuesto de que no formen parte del comité de
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empresa, tendrán las mismas garantías que las establecidas legalmente para los miem-
bros del comité de empresa.
11.6.2. Otras garantías.
Todo trabajador podrá dar cuenta por escrito por sí, o a través de sus representantes sindica-
les o legales, de los actos que supongan faltas de respeto a su intimidad o a la consideración
debida a su dignidad humana o laboral. La ONCE, a través del órgano directivo al que estuvie-
ra adscrito el interesado, abrirá la oportuna información y adoptará las medidas disciplinarias o
de cualquier otra índole que en cada caso procedan, de las que dará cuenta a la representación
del trabajador dentro del plazo máximo de treinta días (art 73 del convenio colectivo).
12. Previsión social.
12.1. Percepciones complementarias por incapacidad temporal y maternidad.
El art. 74 del convenio colectivo determina que los trabajadores tendrán derecho,
desde la fecha de inicio de la situación de baja por incapacidad temporal o maternidad,
a que la ONCE les complemente la prestación económica que pueda corresponderles,
en su caso, en dichas situaciones hasta el 100 por 100 de su salario base y complemen-
to por antigüedad y desempeño.
Los trabajadores en situación de baja por IT, sea cual sea la contingencia causante, debe-
rán permitir las visitas de inspección de los profesionales médicos que la ONCE designe, y
acudir a los reconocimientos que éstos soliciten, al objeto de efectuar la comprobación de la
baja. La negativa del trabajador a dichos reconocimientos podrá determinar la suspensión del
derecho económico previsto. Cuando la situación de baja por incapacidad temporal se extin-
ga por pase a la de invalidez permanente o gran invalidez con efectos retroactivos, los traba-
jadores que hayan percibido complemento a cargo de la ONCE vendrán obligados a reinte-
grar a ésta el importe percibido desde la fecha de efectos de la invalidez.
Con carácter excepcional, los trabajadores no vendedores que venían percibiendo el
plus de residencia continuarán cobrándolo durante las situaciones de baja por incapacidad
temporal y maternidad, en los casos y con el alcance que se contemplan en la disposición
transitoria primera del convenio colectivo139.
139 Su contenido es el siguiente: «Los trabajadores no vendedores que, a 31 de diciembre de 1994, vinie-
ran percibiendo el plus de residencia regulado en el artículo 44 del VI convenio colectivo de la ONCE y
su personal, continuarán percibiéndolo en la misma cuantía, siempre que se mantengan las condiciones que
generaron el derecho a su disfrute».
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12.2. Plan de pensiones140.
El plan de pensiones «ONCEPENSION I» se configura como una institución de previ-
sión de carácter privado, voluntario y libre que, en razón de sus sujetos constituyentes, se
encuadra en la modalidad de sistema de empleo y, en razón de las obligaciones estipula-
das, en la modalidad de mixto, contemplando tanto aportaciones definidas como prestacio-
nes definidas.
Serán partícipes de este plan de pensiones todos los trabajadores que reúnan las condi-
ciones previstas en su reglamento de funcionamiento y que manifiesten su voluntad de
integrarse en el plan, rellenando el correspondiente boletín de adhesión.
Las aportaciones al plan de pensiones serán efectuadas por los trabajadores partíci-
pes, en la cuantía y con la periodicidad fijadas voluntariamente por ellos en el boletín
de adhesión, y con las condiciones y limites que establezca el reglamento del plan
vigente en cada momento.
Las contingencias cubiertas por «ONCEPENSION I» son: jubilación o situación
asimilable; gran invalidez, invalidez permanente total o absoluta para todo trabajo en la
ONCE; fallecimiento.
El funcionamiento y ejecución del plan de pensiones será supervisado por una comisión
de control, que asumirá asimismo su representación judicial y extrajudicial, y todas aquellas
funciones que le vengan atribuidas por la Ley y por su Reglamento.
El plan de pensiones se regirá por lo establecido en su Reglamento, aprobado por la
comisión de control y vigente en cada momento, y por la normativa legal aplicable.
13. Acción social.
13.1. Fondo de acción social141.
Se establece, con el fin de posibilitar el desarrollo de la acción social en la ONCE,
un fondo que se aplicará a los supuestos previstos.
Quedan comprendidas dentro del fondo de acción social todas las prestaciones realiza-
das por la ONCE en favor de sus trabajadores y familiares, en su caso, así como todas las
mejoras, ventajas y ayudas sociales reguladas en el convenio y en la normativa interna de
desarrollo. Estas prestaciones serán tenidas en cuenta a fin de definir el alcance de los
incrementos retributivos en cada año.
140 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 75.
141 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 78.
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13.2.
Ayudas por cargas familiares.
El programa de acción social, en la modalidad de prestaciones por hijo a cargo,
y en concepto de mejora voluntaria de la protección familiar de Seguridad Social,
contará con una cuantía de dos millones ochocientos cincuenta mil euros anuales.
13.3.
Otras ayudas142.
13.3.1.
Indemnizaciones por fallecimiento y accidente.
La ONCE concertará una póliza de seguro de vida y de accidentes para todos los tra-
bajadores, por las contingencias siguientes:
1. Fallecimiento. Con la extensión y las exclusiones que determine la póliza.
2. Invalidez permanente absoluta derivada de accidente, con independencia de
que el accidente tenga o no causas laborales, una vez que la situación haya sido
declarada por la Seguridad Social, y con la extensión y exclusiones que determine
la póliza.
Se excluirá expresamente la invalidez derivada de enfermedad, sea profesional o
común.
13.3.2.
Préstamos financieros.
En lo que a préstamos financieros se refiere, la ONCE y sus trabajadores se regirán
por lo preceptuado en la normativa vigente o norma favorable que la sustituya, forman-
do parte dos representantes del comité intercentros en la comisión que se cree al efec-
to.
13.3.3.
Premios a la antigüedad en el trabajo.
Se establece un premio a la continuidad en el trabajo, que se percibirá de forma
única en el mes en que se cumplan los veinticinco y treinta y cinco años de antigüedad
en la cuantía establecida.
IV. Los trabajadores: el agente vendedor del cupón y de otros productos o jue-
gos que la ONCE le entregue para su comercialización.
142 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 80.
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1. Concepto143.
Entre todos los trabajadores, el agente vendedor del cupón y de los demás productos o
juegos que la ONCE le entregue para su comercialización es un elemento fundamental en la
configuración de la Corporación de Derecho Público. Debo destacar que además de su labor
de intermediación, sostén económico básico, también cumplen otras funciones de cara a la
sociedad y a la credibilidad del mensaje integrador de la ONCE. El vendedor del cupón cons-
tituye para el gran público, la representación material y humana de la ONCE. Su apariencia
física, su trato personal, la forma en que el resto de los ciudadanos ven y valoran su dimen-
sión profesional y personal, constituyen "la piedra de toque", el soporte de credibilidad donde
toman cuerpo tanto los valores emitidos en las campañas de publicidad, como la propia ima-
gen institucional de la organización144.
Ello justifica que dentro de este capítulo, tenga un epígrafe específico donde se estu-
die de modo individualizado las características jurídicas más sobresalientes del mismo.
El agente vendedor del cupón pro-ciegos y de los demás productos o juegos que la
ONCE le entregue para su comercialización es el paradigma social representativo de la
143 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 216: «Los aspirantes
a vendedores del cupón han de cumplir, según el acuerdo tomado por el Consejo General de 1989, los
siguientes requisitos:
a) Superar un breve cursillo sobre la historia de la ONCE.
b) La evolución de la venta del cupón.
c) Características del cupón y de otras loterías.
d) Técnicas y estrategias de venta.
e) Derechos de los vendedores.
f) Sistemas de adjudicación de puestos de venta.
g) Aspectos normativos y comerciales que hacen que la venta del cupón sea una profesión.
h) Lenguaje y actitudes del agente vendedor del cupón, su personalidad, etc.».
144 Vide Antón ALVAREZ RU1Z, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, p. 163: «Y ello
ocurre por varios motivos.
En primer lugar, los vendedores constituyen los únicos miembros de la organización con los que el ciuda-
dano de a pie puede tratar habitualmente. Desde un punto de vista comunicacional y representacional, el
vendedor encarna y personaliza en sí mismo, en gran medida, los valores atribuidos a la organización a la
que pertenece, desempeñando un rol público referencial y prototípico.
En segundo lugar, el trato con el vendedor es condición indispensable para adquirir el cupón. Por ello, la
propia publicidad de la ONCE remite necesariamente al vendedor (para adquirir el cupón), lo que subraya
su función referencial. Desde esta perspectiva, la publicidad comercial de la ONCE, al pedirnos que com-
premos el cupón, ya está desempeñando un cometido integrador y recomendando una conducta normali-
zadora, pues le está solicitando a los ciudadanos que traten con una persona discapacitada y que colaboren
con su actividad profesional. Y el ciudadano puede confirmar con su trato con ésta, el nivel de credibili-
dad del discurso integrador de la ONCE. [...].
Por todo ello, el vendedor adquiere un valor de paradigma social, representando a la ONCE, y también al
colectivo de las personas discapacitadas ante el resto de los ciudadanos. Y su dignificación profesional
constituye un elemento más -y muy poderoso- en la emisión de imágenes integradoras generadas por la
ONCE».
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misma y del colectivo de discapacitados, y es también, un trabajador por cuenta ajena
del régimen laboral común que, reuniendo los requisitos exigidos por la organización,
ejerce la venta de este producto y de cualquier otro juego autorizado, de manera perso-
nal, configurándose pues como una prestación de actividad de carácter personalísimo,
en los lugares, horarios, condiciones y con la utilización de los medios que se le asig-
nen, según las directrices marcadas por la dependencia de la ONCE a la que estén ads-
critos. El régimen jurídico de estos trabajadores vendrá determinado por lo dispuesto
en el vigente convenio colectivo de la empresa ONCE y de su personal.
2. Naturaleza jurídica de la actividad del vendedor del cupón.
La actividad básica del vendedor del cupón consiste en una labor de mediación entre
la ONCE y sus clientes compradores de aquél, labor mediadora que a lo largo del tiem-
po ha sido susceptible de ser configurada de distintas formas: contrato de comisión
mercantil (trabajador por cuenta propia o autónomo); contrato de trabajo de régimen
común (trabajador por cuenta ajena); contrato de carácter especial (trabajador por cuen-
ta ajena). Paso a analizarlos.
2.1. El convenio colectivo no entra, ni ciertamente podría establecerlo con
carácter general un convenio colectivo, en la adscripción de la naturaleza de la
relación de trabajo entre la ONCE y los vendedores del cupón.
Así de rotunda ha sido la jurisprudencia. La STS de 14 de abril de 1999 (Ar. 2817),
FD Segundo ha determinado:
«[...]. Debe señalarse, sin embargo, que el contenido del art. 42 del primer convenio
colectivo de la ONCE y su personal, no se corresponde en ninguno de sus dos apartados
con lo señalado en el número primero de la parte dispositiva de la Resolución de la
Secretaría General de la SS de 7 de noviembre de 1984; y en efecto, el número primero del
art. 42 del citado convenio colectivo califica a los vendedores del cupón de trabajadores por
cuenta ajena, lo que es conforme a lo establecido en el art. 1.1. ET en su redacción inicial,
a la sazón vigente, de 1980 sin que en el art. 2 del ET se mencione "nominatim" a los ven-
dedores del cupón de la ONCE como colectividad sujeta a alguna de las relaciones especia-
les de trabajo que enumera en su art. 2, que recoge entre ellas [art. 2.1 .f)] la de los denomi-
nados representantes de comercio; por lo que la inclusión en tal grupo de los vendedores
del cupón de la ONCE dependía y depende de que su actividad cumpla las condiciones
materiales expresadas en la regulación especial de tal relación de trabajo a la sazón vigen-
te y constituida en 1984 por el RD 2083/1981 modificado a su vez por el RD 1195/1982 y
desde 1 de enero de 1986 por el RD 1438/1985, de 1 de agosto.
Y de otra parte, en el apartado segundo de este art. 42 del primer convenio de la ONCE
lo único que se establece se halla referido a que el "régimen jurídico de los vendedores del
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cupón vendrá determinado por lo dispuesto en el presente convenio colectivo y supletoriamente,
en lo que resulte aplicable por el art. 2.1.f) del ET y el RD 2033/1981, de 4 de septiembre" antes
reseñado; de lo cual se deducen algunos corolarios: el primero, que la normativa propia de los
representantes de comercio, es sólo de aplicación subsidiaria a lo establecido en el convenio;
segundo, que ello es posible no en cualquier caso, sino en tanto no sea aplicable el convenio, lo
que viene determinado por la naturaleza de la relación de trabajo de los vendedores del cupón
con la ONCE, sin que ciertamente la regulación del convenio afecte a dicha naturaleza jurídica;
y en tercer lugar, que el art. 42.2 del convenio de referencia no entra, ni ciertamente podría esta -
blecerlo con carácter general un convenio colectivo, en la adscripción de la naturaleza de la
relación de trabajo entre la ONCE y los vendedores del cupón, para calificarlo como propia de
los denominados representantes de comercio; lo que tampoco puede hacer con carácter normati-
vo una resolución como la reseñada de la Secretaría General de la SS, ya que en todo caso su pro-
nunciamiento queda circunscrito al de una resolución concreta para un caso o situación determi-
nada a los fines de percibir una inmediata protección del Sistema, estando por lo mismo sujeto tal
pronunciamiento a la revisión por los Tribunales de Justicia, sea por impugnación de parte inte-
resada, sea en el ejercicio de la potestad de juzgar con carácter prejudicial (art. 4 LJCA) en un
determinado proceso en el que se examine un tema de alguna forma ligado a tal pronunciamien-
to».
2.2. Trabajadores por cuenta propia o autónomos: comisionistas.
Esta concepción responde al inicio de la actividad de la ONCE, tal y como ha sido
precisado por la doctrina:
«Los vendedores del cupón son "trabajadores por cuenta propia", a comisión, ya que a
la Asociación de la que forman parte "con fines de mutua ayuda y para la resolución de sus
problemas específicos", es la propiedad común de todos sus afiliados. Los vendedores no
son agentes, como se dio en llamarlos, porque no trabajan para un empresario, sino para
ellos mismos. Del producto de su actividad, descontando las comisiones, los premios al
público y los gastos generales, queda un beneficio que se distribuye en el cumplimiento de
los fines de la organización, claramente especificados en su Estatuto Fundacional (la Orden
Ministerial de 28 de octubre de 1939). Esa ingente obra social que todos conocemos se ha
levantado y se mantiene con el esfuerzo de los vendedores, que son conscientes de su res-
ponsabilidad ante la historia»145.
Por Orden del 20 de junio de 1959, el Ministerio de Trabajo aceptó la exclusión del
régimen laboral de todo el personal de la ONCE (Actas del Consejo Superior de Ciegos
del 20 de enero de 1956 y 22 de julio de 1957). Su razonamiento, sin embargo, no coin-
cidía exactamente, aunque se aproximaba, a la imagen de sí misma que la organización
presentaba a sus miembros. Tanto para el Ministerio de Trabajo como para la ONCE,
la organización no era una empresa. Sin embargo, para la organización, la ONCE era
una asociación de ayuda mutua, una gran mutualidad, mientras que para el Ministerio,
se trataba primordialmente de una organización benéfico-asistencial:
145 Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la organización nacional de cie-
gos a través de mis vivencias, o.c, p. 191.
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«Se han suscitado dudas acerca de si la Organización Nacional de Ciegos y sus afi-
liados deben estar sometidos a los Regímenes de Seguridad Unificados y Mutualismo
Laboral o si, por el contrario, dicha Organización, por sus características propias,
puede considerarse autónoma a este respecto.
Para resolver esta cuestión se ha de tener en cuenta, por un lado, que la
Organización Nacional de Ciegos no tiene el carácter de Empresa, sino de Entidad de
carácter benéfico [...] que asume como propias las funciones asistenciales más impor-
tantes en favor de los ciegos, y de otra, que dichos afiliados actúan por su cuenta en
la venta de cupones, en régimen de gran Mutualidad, percibiendo una comisión por
tales trabajos y sin que, por tanto, puedan considerarse estos servicios como de
carácter laboral (Orden del Ministerio de Trabajo del 20 de junio de 1959)»146.
Tanto el Reglamento de Funcionamiento Económico-Administrativo de la
ONCE de 30 de octubre de 1970 (art. 22: retribución mediante comisiones), como
la Circular número 634 de la ONCE de 17 de julio de 1980, que viene a difundir
el comunicado número 1180, de 8 de julio, de la Dirección General de Tributos,
excluye su consideración como empleados de la ONCE y los califica como comi-
sionistas, afirmando textualmente: «[...]. Cuantía de la retención a los vendedores
del cupón, dado que la retribución satisfecha a dichos vendedores está en función
principal del volumen de venta de los cupones que efectúen, sin que, en modo
alguno, puedan considerarse tales vendedores como empleados de la
Organización, su operatividad guarda una estrecha relación con la desarrollada por
los agentes comerciales, por cuanto su retribución está representada por una comi-
sión sobre las ventas que promocionen; por lo cual la retención a efectuar deberá
ser el 8 por ciento. La calificación jurídico-fiscal de los vendedores del cupón es
la de comisionistas, es decir, realizan una actividad profesional, teniendo todos
los derechos y obligaciones inherentes a su condición profesional de comisionis -
tas. [...]»147
Esta figura, que se correspondería con un contrato de comisión mercantil, presenta
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional,
o.c, p. 121. En la p. 129 expone: «Fruto del deseo de excluir a la organización del régimen laboral
fue la Orden del 29 de junio de 1959. El Ministerio de Trabajo, a cambio de aceptar esta exclusión,
hizo prometer a la organización que, aunque esta no fuera considerada una mutualidad laboral, que-
daría obligada a ofrecer los mismos beneficios sociales de que disponía el resto de los trabajadores.
Es decir, la organización no era una mutualidad laboral, pero debería actuar como si lo fuera.
Además, al ser considerada una asociación benéfico-asistencial, la organización también debería
ocuparse de la política asistencial de ciegos ancianos e inválidos. La organización, entonces, había
heredado un doble compromiso, el de ofrecer los seguros obligatorios del régimen laboral a su pobla-
ción activa, tanto ciega como vidente, y el de ofrecer pensiones asistenciales a la población ciega
inactiva».
147 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 207.
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perfiles propios, tal y como puso de manifiesto Rafael de LORENZO GARCÍA, en los
siguientes términos148:
«La actividad de intermediación en el comercio es susceptible de regulación tanto en el
derecho laboral como en el mercantil siendo la frontera delimitadora la concurrencia o no
del elemento de asunción del riesgo o ventura de la operación mercantil de que se trate. Es
por ello que el ET en su artículo 1.3.f) señala que:
"Tres. Se excluyen del ámbito regulado por la presente Ley:
f) La actividad de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuen-
ta de uno o más empresarios, siempre que queden personalmente obligados a responder
del buen fin de la operación, asumiendo el riesgo y ventura de la misma".
Con lo que se ve claramente que toda relación de intermediación en la que el interme-
diario quede personalmente obligado a responder del buen fin de la misma, resulta exclui-
da del ámbito de aplicación de la legislación laboral. Según Alonso Olea se responde del
buen fin, cuando el representante en virtud del contrato con su representado se subroga en
la responsabilidad de las personas con quienes contrata si éstas no satisficiesen las obliga-
ciones contraídas, de forma que haya de satisfacer él mismo a su representado el importe
de los productos por él vendidos y no satisfechos por el comprador. En estas condiciones
es evidente que el representante trabaja por cuenta propia haciendo suya directamente, o
perdiendo la utilidad de su trabajo, no existiendo relación de ajenidad, radicando en esto la
inexistencia del contrato de trabajo y la razón de la exclusión; el contrato entre representan-
te y representado será entonces usualmente uno de comisión mercantil (el comisionista
puede contratar en nombre propio, quedando entonces obligado de un modo directo como
si el negocio fuese suyo) (Código de Comercio, arts. 245 y 246), y el comisionista, bien un
trabajador autónomo, bien un empresario si a su vez tiene representantes o trabajadores a
su servicio.
En definitiva la característica de este régimen jurídico se halla en la responsabilidad
personal y patrimonial del comisionista que contrata en nombre propio e interés ajeno asu-
miendo tanto los beneficios como las pérdidas. Dicho carácter de trabajador autónomo o de
empresario de su propio trabajo puede revestir fórmulas diferentes:
A)
Contrato de comisión mercantil.
Código de Comercio, artículo 244 y siguientes, ya comentado (por ejemplo el agente de
seguros).
B)
Contrato de corretaje.
Es en el que el intermediario pone en contacto a dos personas para que concierten una
operación sin hallarse ligado a ninguna de las dos, pudiendo recibir la comisión de cual-
quiera de ellas, a diferencia del comisionista mercantil el cual actúa en interés de una de las
partes. Ejemplo del contrato de corretaje es la figura del agente de la propiedad inmobilia-
ria.
C)
Otras figuras próximas también excluidas de la relación laboral, son las contempla-
das en los arts. 88 al 115 del Código de Comercio; agente de cambio y bolsa, corredores de
comercio y corredores intérpretes de buques».
148 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", Cuadernos de
Información Jurídica, s/n, (1987), pp. 228-230.
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2.3. Trabajadores por cuenta ajena149.
2.3.1. Régimen común150.
Se dan determinadas actividades laborales con connotaciones de intermediación
que por reunir todos los requisitos del artículo 1.1 del ET son consideradas como
149 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", o.c, pp. 236-237:
«Inclusión de la relación de los vendedores del cupón pro-ciegos dentro de la tipología contractual: ven -
tajas e inconvenientes.
Sin olvidar que como afirma reiteradamente la Jurisprudencia, las relaciones laborales son lo que son,
según la esencia de su propia materia de hecho susceptible de subsunción en alguna de las figuras de nues-
tra rica tipología contractual; a continuación y para concluir, se transcriben las líneas que el autor de este
trabajo redactó en diciembre de 1983 como análisis de ventajas e inconvenientes para la ONCE, teniendo en
cuenta no sólo los aspectos jurídicos sino también los económicos y organizativos. Además, desde entonces,
ha habido importantes modificaciones legales, en materia de sistemas de Seguridad Social (supresión del
Régimen Especial de Representantes de Comercio, entre otras) que invalidarían las opiniones que en la
fecha en que fueron emitidas tenían su sentido como hipótesis de trabajo.
A.
Como contrato de comisión mercantil.
Puede intentar mantenerse la situación actual de los vendedores de cupón, aparentando una relación mer-
cantil aunque tiene serias dificultades técnico-jurídicas para ello. En opinión de esta Asesoría tendría como
principa] ventaja la inclusión de este colectivo en el régimen especial de la Seguridad Social de los traba-
jadores autónomos, ventaja considerada desde el punto de vista puramente económico ya que la cotización
a dicho régimen va con cargo exclusivo al propio trabajador. Ahora bien son muchos más los inconvenien-
tes, entre los que pueden citarse:
· La exclusión del régimen laboral que es el más beneficioso para todo el que trabaja.

· La imposibilidad de ejercer derechos de carácter colectivo tales como representación sindical, negocia-
ción colectiva, derecho de conflicto colectivo y huelga, etc.

· La difícil justificación de conceptos salariales tales como festivos retribuidos, pagas extraordinarias y
vacaciones retribuidas.

· El deficiente nivel de prestaciones que ofrece el régimen especial de autónomos de la Seguridad Social,
aunque todos los indicios parecen apuntar hacia una equiparación en los niveles de prestaciones con el régi-
men general, equiparación que alcanza también a los tipos de cotización con lo que se agrava la carga eco-
nómica sobre el trabajador.

B.
Como contrato de trabajo de régimen común.
Es éste el régimen general de las relaciones de trabajo y sería preciso hacer correcciones en esta relación
jurídica para su perfecta inclusión tales como: sueldo mínimo garantizado; sujeción a jornada y horario de
trabajo, etc., que no se adaptan a la realidad fáctica actual de los vendedores de cupón. La principal venta-
ja consiste en los beneficios que reporta la homologación con un régimen de general aplicación, constitu-
yendo el más grave inconveniente, probablemente insalvable, como es la incorporación al régimen gene-
ral de Seguridad Social que, si bien es el más completo en cuanto a prestaciones, comporta una carga con-
tributiva tal, para la Entidad a la vista de los niveles salariales de los vendedores que sería insostenible
desde el punto de vista financiero. Recuérdese que en el régimen general se cotiza por salarios reales reca-
yendo una carga contributiva sobre la ONCE en torno al 30% de la masa salarial global de los vendedores.
C.
Contrato de trabajo como representantes de comercio.
Podría adaptarse, no sin dificultades, la relación jurídica entre la ONCE y el vendedor de cupón al contra-
to especial de trabajo de representantes de comercio, elaborando un contrato tipo que recogiese en su inte-
gridad los caracteres y elementos expuestos anteriormente.
Esta relación laboral especial tiene la ventaja de tratarse al fin y al cabo de una relación laboral y además
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relaciones sujetas a régimen común, es decir, a la regulación jurídica completa del
ET sin especialidad ni excepción alguna. Dichas relaciones son por ejemplo las figu-
ras del vendedor, comprador, el viajante de comercio, el delegado de zona, etc., que
se caracterizan por pertenecer a la plantilla de la empresa y que generalmente se
hallan prestando sus servicios en las propias oficinas de ésta, realizando con mayor
o menor frecuencia operaciones de intermediación mercantil sujetas en todo caso a
confirmación del empresario.
Dichas características podrían sintetizarse en las siguientes: a) Pertenecer a la plan-
tilla de la empresa. b) Hallarse incluido dentro de una categoría profesional típica regu-
lada por convenio colectivo. c) Estrecha sujeción a las instrucciones del empresario. d)
Necesidad de aprobación o confirmación de las operaciones realizadas, por el empresa-
rio. e) Tener garantizado al menos una retribución equivalente al salario mínimo inter-
profesional con independencia del volumen de ventas.
2.3.2. Régimen de carácter especial: representantes de comercio151.
La labor de intermediación en el comercio se halla configurada como relación labo-
ral de carácter especial por el artículo 2.1.f) del ET que señala:
«Uno. Se considerarán relaciones laborales de carácter especial:
f) La de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o
más empresarios sin asumir el riesgo y ventura de aquéllas».
una ventaja que supera el problema visto en el supuesto anterior cual es la inclusión en el régimen espe-
cial de la Seguridad Social de representantes de comercio cuyo nivel de prestaciones se halla a mitad de
camino entre el régimen general y el especial de autónomos, siendo sus niveles de cotización inferiores a
los del general y distribuidos entre empresa y trabajador, aunque con mayor carga para éste».
150
Ibídem,pp. 228-232.
151
Ibídem, pp. 232-236:
«Adecuación de la relación fáctica del vendedor al régimen jurídico al representante de comercio.
Se hace precisa una labor de subsunción de la situación fáctica del vendedor dentro del régimen jurídico
del representante de comercio para poder observar el nivel o grado de adecuación o encuadramiento de
aquélla en éste. Para ello comparemos inicialmente las notas caracterizadoras de la relación laboral de los
representantes de comercio tanto en el artículo 6.2 (derogado) de la LCT, con el art. 2.1.1) del ET y sus
diferencias.
A) Ser persona física. La legislación laboral exige que el trabajador sea persona natural o física en los tér-
minos previstos en el Código Civil y que naturalmente se halle en edad laboral (ET art. 1.1). Ello compor-
ta por el carácter personalísimo de la prestación, que el trabajador ejerza su actividad de forma personal y
directa para que merezca la calificación de laboral. La normativa interna de la ONCE exige de igual mane-
ra el carácter personal de la actividad de venta del cupón no admitiéndose sustitución alguna.
B) Intervención en operaciones mercantiles.
a) Forma de intervención. La manera en la que el representante de comercio interviene en las operaciones
mercantiles debe sujetarse a dos criterios básicos: la profesionalidad o habitualidad, es decir, el que dicha
actividad sea un medio de vida, una fuente de recursos con dedicación permanente y continua; la profesionalidad
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no implica exclusividad; y la gestión directa, es decir el representante ha de mantener una actividad activa
para conseguir el mayor número de operaciones posibles.
Ambas condiciones las cumple el vendedor de cupón, que se dedica con total habitualidad a la venta del
cupón, constituyendo ésta su profesión habitual, que en la ONCE está considerada con carácter de exclu-
sividad al establecerse la incompatibilidad con cualquier otro trabajo. Dicha exclusividad es de legalidad
dudosa pues una cosa es que se prohiba la competencia (por ejemplo, vendiendo otras rifas o loterías) y
otra bien distinta es la de prohibición del pluriempleo en actividades distintas a la de la venta del cupón.
b) Clases de operaciones mercantiles. Se trata de precisar el objeto de la intervención del mediador, es
decir, qué tipo de operaciones mercantiles, o mejor dicho, qué debe entenderse por tales. [...]. El contrato
aleatorio es totalmente diferente de otro contrato surgido entre la ONCE y el representante vendedor del
cupón, el cual al actuar por cuenta y bajo el ámbito de dirección de la ONCE, tiene indudable naturaleza
jurídico-laboral.
c) No asumir el riesgo o ventura de la operación. La característica fundamental de las relaciones de traba-
jo se halla en la ajenidad en virtud de la cual el trabajador transfiere al empresario "ab initio" la titularidad
de los frutos, así como los riesgos, perteneciendo a éste los posibles beneficios, pero asumiendo también
las pérdidas cuando se produzcan. Por tanto, el requisito de la no asunción del riesgo presupone precisa-
mente que ese riesgo se transfiere al empresario, y en tal sentido se ha pronunciado la Jurisprudencia al
definir, entre otras en la Sentencia del TCT de 17 de octubre de 1972 que, "por responder del buen fin debe
entenderse el asumir, frente al tercero con quien contrata la deuda de la empresa que el contrato se deriva,
o asumir frente a la empresa la deuda del tercero.
Según doctrina jurisprudencial reiterada, "responder a los efectos que estamos estudiando, significa tanto
el soportar en su totalidad y riesgo y ventura del coste de la operación concluida, como asumirlo parcial-
mente". Así, por ejemplo, las sentencias del Tribunal Supremo de 5 de diciembre de 1975, de 27 de febre-
ro de 1976 y del Tribunal Central de Trabajo de 11 de noviembre de 1974, se considera responder de buen
fin, al asumir el riesgo de la operación en un determinado porcentaje (por ejemplo el 50%, el 30%, el 10%),
o responder integrando el triple de las comisiones percibidas anticipadamente, cuando con posterioridad la
operación fracase. Lo importante es saber si en la práctica el intermediario asume o no efectivamente el
riesgo con independencia del porcentaje, dado el valor relativo de éste, que se halla en función del precio
de la operación.
No se considera responder del buen fin, la pérdida de las comisiones de las operaciones fallidas, ya que
una cosa es responder personalmente con su patrimonio respecto del buen fin de una operación, y otra bien
distinta, no devengar una comisión cuando la operación es fallida (diferencia entre daño emergente y lucro
cesante).
Ello es claro, a tenor del artículo 29 del ET, y del art. 7.3 del R.D. 2.033/81, que reconoce que el derecho
a la comisión nace en el momento de liquidarse y pagarse el negocio, es decir, cuando se produce la con-
sumación del negocio, por lo que el intermediario debe asegurarse de la solvencia del cliente, pues de lo
contrario el empresario correría el riesgo de tener que pagar comisiones por operaciones fallidas imputa-
bles a la conducta dolosa del comprador y/o el intermediario.
Tampoco considera la Jurisprudencia como asunción del buen fin de la operación (entre otras Sentencias
del Tribunal Supremo de 3 de mayo de 1967, del Tribunal Central de Trabajo de 1 de marzo de 1980, de
23 de junio de 1979, 12 de noviembre de 1980, 27 de octubre de 1978, etc.) la obligación de gestionar su
cobro ya que ésta puede ser una obligación de carácter contractual, como el artículo 7.6 del R.D. 2.033/81
prevé: "6. Los trabajadores podrán venir obligados a gestionar el cobro de las operaciones mercantiles en
que directa o indirectamente hubiesen intervenido, si así se determina en el contrato. En ningún caso, de la
gestión de cobro, podrá derivarse responsabilidad patrimonial para los trabajadores, salvo que haya habi-
do negligencia grave o dolosa. "De la gestión de cobro se derivará, tan sólo para el intermediario, la posi-
ble pérdida de las comisiones si la operación resulta fallida, pero en ningún caso deberá responder ni total
ni parcialmente ante el empresario, salvo, clara está, que aquél observase una conducta negligente o dolo-
sa.
En definitiva, se da la exclusión del ámbito laboral en este tipo de relaciones, con independencia de su
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intensidad de frecuencia, cuando el intermediario responde del buen fin de las operaciones de manera habitual y
directa. No se da tal extremo cuando aquél responde de forma esporádica y en virtud de algún incumplimiento
contractual, por ejemplo: al incumplir el intermediario las instrucciones de la empresa realizando operaciones con
clientes con los que expresamente estaba prohibido (Sentencia del TCT de 4 de abril de 1977); o por que expre-
samente le estaba prohibido (Sentencia del TCT de 4 de abril de 1977); o por conducta negligente en la gestión
del cobro (Sentencia del TCT de 13 de noviembre de 1980).
Comparando estos aspectos con el comportamiento fáctico del vendedor del cupón pro-ciegos, se desprende lo
siguiente. En su labor de intermediación el vendedor del cupón perfecciona contratos aleatorios de apuesta o juego
del cupón pro-ciegos con los clientes compradores del mismo, en nombre y por cuenta de la ONCE.
Ante esas dos partes contractuales el vendedor no responde del buen fin ante el comprador del cupón, pues
en el supuesto de no celebración del sorteo o insolvencia de la Entidad, el comprador nada puede repetir
contra el vendedor sino contra la Entidad; así como tampoco responde del buen fin ante la Entidad por las
operaciones realizadas. Ahora bien, si el vendedor no consigue vender sus cupones, en todo o en parte (ope-
raciones fallidas) no percibirá lógicamente comisiones. Dadas las especiales características de los compra-
dores de cupón, al tratarse de compradores ocasionales (transeúntes) aunque alguno de ellos tenga una cier-
ta habitualidad, la Entidad debe garantizar mediante algún mecanismo el cobro de dichas ventas, pudien-
do utilizar por ejemplo dos instrumentos:
1º. Que el vendedor asuma en el contrato la obligación de gestionar el cobro del cupón vendido (art. 7.6
del RD. 2.033/81), y,
2o. Configurar como obligación contractual o instrucción expresa del empresario la circunstancia de que el
vendedor no podrá entregar cupón alguno al comprador sin el simultáneo pago de su precio por éste. Con
ello se garantizaría plenamente la gestión del cobro, siendo imputables al vendedor los impagados por
incumplimiento contractual directo (obligación de gestionar el cobro) e incumplimiento indirecto al no
acatar estrictamente las instrucciones (cobro simultáneo) de la ONCE (poder de dirección del empresario).
d)
Confirmación o aprobación de las operaciones e instrucciones del empresario. Una de las diferencias
observadas entre el artículo 6.2 de la LCT y el artículo 2.1.f) del ET, es la desaparición de los requisitos de
aprobación del empresario y cumplimiento de las instrucciones emanadas de éste. A tal respecto puede
decirse que el cumplir las instrucciones del empresario es algo intrínseco a la relación laboral por hallarse
el trabajador bajo el ámbito de dirección y organización del empresario, por ejemplo, artículo 1.1.5.c) y
20.2 del ET, por lo que la ausencia de este requisito es irrelevante al ser consustancial al trabajo por cuen-
ta ajena.
Las posibles dudas resultan despejadas por la dicción literal del artículo 1.1 "in fine", del R.D. 2.033/81,
que exige la actuación bajo las instrucciones del empresario.
En cambio el requisito de la aprobación o confirmación del empresario para el perfeccionamiento de los
negocios o contratos realizados por el mediador es importante concluyendo algunos autores como Alonso
Olea, que si concurre tal requisito estamos ante una relación laboral común y si no concurre, ante la espe-
cial de representante de comercio.
La realidad demuestra que el vendedor del cupón actúa ajustándose a las instrucciones emanadas de la
ONCE en cuanto al lugar, modo, cuantía, etc., de realizar la venta si bien es evidente que para la perfec-
ción del contrato aleatorio de juego del cupón pro-ciegos no es precisa la aprobación ni confirmación de
la ONCE.
e)
No concurrencia y exclusividad. Prevé la ley la posibilidad de que el representante de comercio actúe
para uno o más empresarios, siendo preciso distinguir dos aspectos diferenciados:
1. No concurrencia. El trabajador no podrá actuar para otro empresario simultáneamente cuando se trate
de la misma actividad que la del empresario principal (ET art. 21.1). Actuación plural que sería calificada
como de competencia desleal por parte del trabajador, conceptuada como causa especial de extinción del
contrato, a tenor del artículo 8.2 del R.D. 2.033/81. Ello ocurriría por ejemplo si un vendedor de cupones
de la ONCE prestase simultáneamente sus servicios de hecho o de derecho, a otras empresas o entidades
vendiendo lotería nacional, rifas o cualquier otro juego de azar, por tratarse de una actividad idéntica a la
de la ONCE, sobreviniendo pues la competencia desleal.
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Se trata de una relación especial con peculiaridades propias que le dan la razón de
ser de la especialidad de la misma.
Los antecedentes históricos152 y el régimen jurídico, presentan perfiles propios, y en
lo no previsto por los Reales Decretos que desarrollan el art 2.1.f) del ET, se aplicará
lo pactado en contrato individual o convenio colectivo. En materia de negociación
colectiva se aplicará íntegramente el Título III del ET.
2.4. El régimen de adscripción a la Seguridad Social no afecta al fondo del
asunto153.
2. Exclusividad.- Nada se opone en cambio a que el trabajador vendedor del cupón pueda desarrollar otras
actividades de intermediación simultáneas y distintas a la de la venta del cupón, salvo, claro está, que pacte
con la ONCE la exclusividad a cambio de una compensación económica, por la que se estará a lo previs-
to en el ET, artículo 21, puntos 1 y 2».
152 Ibídem,pp. 228-232:
«Brevemente pueden resumirse así:
· Antes de la promulgación de la Ley de Contrato de Trabajo (LCT) la Jurisprudencia consideraba exclui-
da la relación jurídica de los representantes de comercio del ámbito laboral (Sentencias del Tribunal
Supremo de 30 de septiembre de 1939, 18 de octubre de 1940 y 15 de enero de 1940).
· Tras la entrada en vigor de la LCT de 1944 el Tribunal Supremo mantuvo idéntico criterio continuando
al margen del ordenamiento laboral esta relación jurídica (Sentencias del Tribunal Supremo de 7 de octu-
bre de 1944, 12 de junio de 1947 y 9 de abril de 1948).
· El Ministerio de Trabajo dictó una Orden el 27 de julio de 1960 que declaraba como laboral la relación
de los representantes de comercio, que fue declarada inaplicable por el Tribunal Supremo en Sentencias de
11 de enero de 1962, 18 de enero de 1962 y 9 de julio de 1962, por opuesta a la LCT.

· Para superar el problema de rango normativo de la Orden Ministerial citada, se dictó la Ley de 21 de julio
de 1962 que añadió un párrafo 2° al artículo 6 de la LCT, reconociendo esta relación como laboral a todos
los efectos, según la cual eran "también trabajadores, aunque no se hallen sujetos a jornada determinada o
a vigilancia en su actividad, las personas naturales que intervengan en operaciones de compraventa de mer-
cancías por cuenta de uno, o más empresarios, con arreglo a las instrucciones de los mismos, siempre que
dichas operaciones exijan, para su perfeccionamiento, la aprobación o conformidad del empresario y no
queden personalmente obligados a responder del buen fin o de cualquier otro elemento de la operación. Su
situación laboral será regulada específicamente por el Gobierno a propuesta del Ministerio de Trabajo, pre-
vio informe del de Comercio y oída la Organización Sindical".

· La Ley citada fue desarrollada por el Decreto de 20 de septiembre de 1962 pero de manera muy parcial,
abordando tan sólo aspectos tales como el despido, indemnizaciones, pacto de no concurrencia, etc., man-
teniéndose vigente hasta su derogación por el R.D. 2.033/81, de 4 de septiembre.
· La Ley de Relaciones Laborales (LRL) de 8 de abril de 1976 previó la regulación de los representantes
de comercio como relación laboral de carácter especial, precepto que no fue desarrollado reglamentaria-
mente.
· La Ley de ET de 10 de marzo de 1980 reconoce como relación laboral de carácter especial en su artícu-
lo 2.1 .f) la de los representantes de comercio».
153 Respecto a los trabajadores, la ONCE como entidad colaboradora de la Seguridad Social, se convier-
te en autoaseguradora de las prestaciones. Así lo ha determinado entre otras la STSJ de Andalucía, núm.
4486/1999, de 22 de diciembre (Ar. 7295), FD Segundo:
«Acorde con tal doctrina jurisprudencial ha de concluirse que en el supuesto de autos la empresa ONCE
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La Resolución de la Secretaría General para la Seguridad Social de 7 de noviembre
de 1984 sobre adscripción provisional de los agentes vendedores del cupón de la ONCE
al Régimen Especial de la Seguridad Social de Representantes de Comercio establecía:
«La Ley 8/80, de 10 de marzo, Estatuto de los Trabajadores, establece como relación laboral
de carácter especial la de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de
uno o más empresarios, sin asumir el riesgo y ventura de aquéllas.
Analizadas las características propias tipificadoras de los Agentes Vendedores del
cupón de la ONCE y la calificación jurídico-laboral que de los mismos se efectúa en el artí-
culo 42.2 del Primer Convenio Colectivo de la ONCE y su personal, firmado el 2 de mayo
de 1984, y publicado en el BOE el 8 de junio siguiente, se impone considerar incluida en
el artículo 2.1..f) del Estatuto de los Trabajadores, la relación laboral de los mencionados
Agentes Vendedores del cupón, con la consiguiente repercusión que ello puede suponer en
Seguridad Social.
Por otra parte, con la entrada en vigor del citado Convenio Colectivo se produce una
dualidad de situaciones en lo que a previsión y protección de Seguridad Social se refiere:
de un lado los vendedores que iniciaron su actividad laboral con anterioridad al 9 de junio
de 1984, que se hallan protegidos mediante el régimen de la Caja de Previsión Social de la
ONCE, de carácter sustitutorio dada la exclusión de Seguros Sociales que estableció la
Orden de 20 de junio de 1959; y de otro, los contratados a partir de la referida fecha, que
se encuentran en circunstancias de completa desprotección al no estar incluidos en el ámbi-
to de cobertura de la Caja de Previsión Social de la ONCE ni haber sido afiliados ni dados
de alta en el oportuno régimen de los que integran el sistema de la Seguridad Social, situa-
ción clara de desigualdad lesiva para los nuevos contratados, que es preciso resolver de
forma urgente, aunque sea con carácter de provisionalidad.
Además, conocidos los planes de la ONCE sobre creación de mil nuevos puestos de tra-
bajo para minusválidos físicos, cuya ejecución efectiva ha quedado pendiente a expensas de
la predeterminación del encuadramiento -aunque sea provisional- de estos trabajadores en
el Régimen de Seguridad Social que legalmente corresponda, con la finalidad de hacerlos
viables y, ante e! objetivo prioritario del Gobierno de creación de empleo, esta Secretaría
General para la Seguridad Social, sin perjuicio de la decisión de carácter general que se
alcance como resultado de las negociaciones ya iniciadas entre la Seguridad Social y la
es entidad colaboradora voluntaria de la Seguridad Social en las prestaciones de incapacidad temporal, por
lo que se convierte en autoaseguradora de las prestaciones y, por ello, asume la responsabilidad de su pago
en virtud del contrato de colaboración que, entre otros derechos atribuidos a la empresa, están el de reci-
bir la cotización de los trabajadores y gestionar los servicios necesarios para poder ejercer la acción pro-
tectora a la que se han comprometido.
Finalmente decir que no puede aceptarse el razonamiento de la sentencia y del impugnante del recurso,
relativo a que la empresa, desde el momento en que se extinguió la relación laboral del trabajador quedó
exonerada del pago de la prestación, trasladando la responsabilidad al INSS, pues como dicen las
sentencias del Tribunal Supremo al principio citadas "la responsabilidad del pago de la prestación no
depende del mantenimiento de la relación de cotización hacia el futuro, sino de la vigencia de ese asegu-
ramiento en el momento en que se produjo el hecho causante. No se paga la prestación porque continúe la
obligación de cotizar en beneficio de la entidad aseguradora, sino porque en su día se recibieron esas coti-
zaciones con anterioridad a la actualización del riesgo. Y, desde luego, es contrario a la lógica del asegu-
ramiento y a los criterios de equidad imputar al INSS la responsabilidad de un gasto por el que no ha per-
cibido las contraprestaciones legalmente previstas"».
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ONCE para la integración de su personal dentro del sistema gestionado por aquélla, ha
resuelto:
Primero: Los Agentes de la ONCE vendedores del cupón, contratados a partir del día 9 de
junio de 1984 deben quedar incluidos en el campo de aplicación del Régimen Especial de la
Seguridad Social de Representantes de Comercio, conforme a lo que declara el primer
Convenio Colectivo de la ONCE y su personal, en su artículo 42.2.
Segundo: La afiliación, así como las altas y las bajas de los vendedores de cupón contrata-
dos a partir del 9 de junio de 1984 y antes de la entrada en vigor de la presente Resolución, sur-
tirán sus efectos desde la fecha de inicio y/o suspensión o extinción de la relación laboral con-
forme a lo previsto en el artículo 6 de la Orden de 24 de enero de 1976 para la aplicación y
desarrollo del Decreto 2.409/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el Régimen Especial
de la Seguridad Social de los Representantes de Comercio, siempre y cuando la solicitud se
realice dentro de los plazos que se determinen, para este supuesto concreto, en el sistema pre-
visto en el párrafo cuarto.
Dentro de dicho plazo y a efectos de lo previsto en el artículo 69.2 de la Orden anteriormen-
te citada, los trabajadores afectados podrán ejercer la opción a que se refiere dicho artículo. El
cambio de base deberá hacerse, en todo caso, antes del mes de noviembre de cada año.
Tercero: Oída la ONCE, y dadas las especiales características del colectivo, podrá esta-
blecerse, en su caso, un sistema especial en materia de afiliación, altas, bajas y forma de
recaudación y cotización, a cuyo efecto la Tesorería General iniciará las oportunas gestio-
nes con la citada Organización.
Cuarto: Lo dispuesto en la presente Resolución en cuanto a la integración en el
Régimen Especial de los Representantes de Comercio, tendrá carácter provisional a resul-
tas de la norma que disponga la integración definitiva del colectivo de la Caja de Previsión
Laboral de la ONCE en la Seguridad Social»154.
154 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c, pp. 373-374,
También debo señalar que el Real Decreto 2611/1986, de 24 de diciembre, por el que se integran los
Regímenes Especiales de la Seguridad Social de Trabajadores Ferroviarios, Jugadores de Fútbol,
Representantes de Comercio, Toreros y Artistas en el Régimen General, así como se procede a la integra-
ción del Régimen de Escritores de Libros en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o
Autónomos (BOE de 30 de diciembre de 1986, núm. 312), establece: «Art. 1. Regímenes de integración.
1. Se integran en el Régimen General de la Seguridad Social los Regímenes Especiales siguientes: [...]. c)
De Representantes de Comercio, regulados por Decreto 2409/1975, de 23 de agosto. |...].
Disposición Final Segunda. [...]. 2. La integración dispuesta en el presente Real Decreto tendrá efecto el 1
de enero de 1987».
La Orden de 20 de julio de 1987 por la que se desarrolla el Real Decreto 2621/1986, de 24 de diciembre,
que procede a la integración de diversos Regímenes Especiales en materia de campo de aplicación, inscrip-
ción de empresas, afiliación, altas y bajas, cotización y recaudación forzosa (BOE de 31 de julio de 1987,
núm. 182), estableció en la Disposición Adicional Primera: «Las disposiciones de esta Orden sobre tos
representantes de comercio no serán de aplicación a los Agentes vendedores del cupón de la ONCE, cuya
integración en el Régimen General de la Seguridad Social se regirá por las normas comunes de dicho
Régimen, sin perjuicio de que pueda establecerse, en su caso, un sistema especial al respecto en materia de
afiliación, altas, bajas y forma de cotización y recaudación en relación con dicho colectivo».
Vide: Resolución de la Tesorería General de la Seguridad Social de 28 de agosto de 1987 sobre integración
de determinados Regímenes Especiales del Sistema de la Seguridad Social en el Régimen General y en el
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Sin embargo, a tenor de lo expuesto a lo largo de este trabajo, el régimen de adscrip-
ción a la Seguridad Social es lábil y no afecta al fondo del asunto que estoy tratando en
este apartado.
2.5. Conclusión: la naturaleza jurídica de la relación de trabajo del vendedor
del cupón y de otros productos o juegos que la ONCE le entregue para su comer-
cialización, en la actualidad.
La STS de 26 de septiembre del 2000 (Ar. 9646), FD Tercero y Cuarto, considera la
relación de trabajo de los vendedores de cupones como contrato de trabajo común y no
como relación de trabajo de carácter especial, explicándolo del siguiente modo:
«TERCERO. El art. 2.1.f) del ET considera como relación laboral de carácter espe -
cial "la de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno
o más empresarios sin asumir el riesgo y ventura de aquéllas". La expresión "interven-
ción en operaciones mercantiles" apunta a una participación destacada en la preparación
de las mismas. Según el Diccionario de la Real Academia el término "intervenir" tiene
distintas acepciones ("mediar", "interceder", "interponer uno su autoridad", ejercer una
autoridad fruiciones propias de otra o actividades privadas, etc.). En todas ellas el deno-
minador común es que la persona que interviene tiene un amplio margen de iniciativa en
la labor desarrollada. En el mismo sentido, el art. 1 del RD 1438/1985 concreta el con-
tenido de la "intervención en operaciones mercantiles" a que se refiere el art. 2.1 .f) del
ET al definir el objeto de esta relación de trabajo especial como la actividad de "promo-
ver o concertar operaciones mercantiles" por cuenta de uno o más empresarios. De
acuerdo con el propio precepto, el sujeto que despliega esta actividad de promoción o
concierto de operaciones mercantiles es "una persona natural" que interviene "bajo la
denominación de representante, mediador o cualquiera otra con la que se identifique en
el ámbito laboral".
Así pues, el análisis gramatical de los preceptos legales de aplicación al caso inclina a
descartar la calificación de los vendedores de cupones pro ciegos como representantes o
mediadores en operaciones mercantiles. En el tráfico mercantil actual, las operaciones que
caracterizan a los representantes o mediadores de comercio o asimilados no son meras ope-
raciones de expedición o entrega, sino contratos de venta o distribución al por mayor o al
menos contratos que tienen por objeto un producto o servicio de cierta complejidad e
importancia económica. La actividad de "expender" que define a los vendedores de cupo-
nes es, de nuevo según el Diccionario de la Real Academia, una actividad de venta "al por
menor" o "al menudeo". La diligencia y la habilidad del vendedor son sin duda un factor
importante de las ventas realizadas, pero la oferta del producto que el vendedor lleva a cabo
no constituye propiamente un acto de "promoción" del mismo, que se suele llevar a cabo
de trabajadores por cuenta propia o autónomos; Resolución de la Dirección General de Régimen Jurídico
de la Seguridad Social de 9 de mayo de 1988 sobre "Improcedencia del abono de diferencias de cotización
por la ONCE en el Régimen Especial de Representantes de Comercio"; Resolución de la Tesorería General
de la Seguridad Social de 16 de mayo de 1988 sobre "Comunicación de la Secretaría General para la
Seguridad Social relativa al Régimen de los Trabajadores de la ONCE".
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por medios publicitarios. Tampoco la entrega del cupón vendido es un acto de mediación
entre la empresa y el cliente, en el sentido que tiene el término en la jurisprudencia civil;
como recuerda una sentencia de la Sala 1 de este Tribunal Supremo de 19 de octubre de
1993 (Ar. 7744), en el contrato de mediación "la función del mediador está dirigida a poner
en conexión a los que pueden ser contratantes", actividad que corresponde a operaciones
comerciales de cierta importancia o dificultad (venta de un inmueble en el caso de la sen-
tencia citada), pero que no es la desarrollada por los vendedores de cupones, ni tendría sen-
tido desde el punto de vista económico en este segmento del tráfico mercantil.
CUARTO. La interpretación gramatical de los preceptos reseñados del ET y del RD
1438/1985 conduce, en definitiva, a la consideración de la relación de trabajo de los ven -
dedores de cupones como contrato de trabajo común y no como relación de trabajo de
carácter especial y a que, en consecuencia, no es aplicable a los mismos el art. 3 del RD
1438/1985 sobre posibilidad de contratación temporal sin causa durante cierto tiempo; lo
que obliga a rectificar la doctrina implícitamente aceptada en nuestra ya citada sentencia
precedente de 29 de septiembre de 1993. A este mismo resultado se llega recurriendo a los
cánones de la interpretación histórica y sistemática.
Como ha puesto de relieve la doctrina científica, en el contexto normativo del RD
1438/1985 y los antecedentes históricos del mismo ponen de relieve la coexistencia en toda
época de categorías laborales próximas a la del representante de comercio o mediador en
operaciones mercantiles que no están incluidas en el campo de aplicación de la regulación
especifica de estos últimos, sino en la legislación laboral común. Sin ir más lejos, la defi-
nición legal de los representantes de comercio del art. 6 de la derogada Ley de Contrato de
Trabajo, antecedente inmediato de la actual del art. 1 del RD 1438/1985, y muy próxima a
ella, revela con claridad el ámbito limitado de este grupo profesional al exigir el requisito
de que las operaciones en que intervinieran habían de perfeccionarse mediante "aproba -
ción o conformidad del empresario".
Es evidente, por otra parte, que los principales aspectos de la vigente regulación espe -
cífica de los representantes o mediadores de comercio, no están pensados para la actividad
especifica de venta al público de cupones pro ciegos. Así sucede con el régimen de la rela-
ción de clientes (art. 5), o el suministro de muestrario e instrumentos de trabajo (art. 6) o la
indemnización por la clientela (art. 11), o las obligaciones diversas del empresario de dar
noticia de la recepción de los pedidos o de la aceptación o rechazo de las operaciones rea-
lizadas (art. 7)».
Idéntica solución adopta la STSJ de Cantabria núm. 244/2003, de 26 de febrero (Ar.
2804), FD Cuarto:
«[...], ya que conforme con la Dirección General de Régimen Jurídico de la Seguridad
Social, Resolución de 18-9-1987, y el propio Tribunal Supremo, Sala de lo Social, senten-
cia de 12-12-1996 las disposiciones de la OM de 20-7-1987 sobre los representantes de
comercio no aplicables a los agentes vendedores del cupón de la ONCE son, exclusivamen-
te, aquellas en que la Orden desarrolla aspectos no sustantivos en materia de encuadramien-
to, afiliación, forma de cotización o recaudación, siendo estas materias las susceptibles de
un futuro establecimiento de un sistema especial para el colectivo de referencia, y no los
aspectos sustantivos en materia de cotización y acción protectora ya regulados por el RD
2621/1986. De esta forma, resultó de aplicación a este colectivo de la ONCE lo estableci-
do para los representantes de comercio en cuanto a la cotización en el RD 2621/86, y en la
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Disp. Transit. de este en cuanto a los límites cuantitativos de las bases de cotización. La
situación expuesta también está avalada jurisprudencialmente por Sentencias del Tribuna!
Supremo de 29-9-93 o la de 12-12-96; debiéndose señalar que en relación con la reciente
interpretación jurisprudencial, el art. 44.1 del undécimo Convenio Colectivo de la ONCE y
su personal establece con carácter general que "el agente vendedor del cupón de la ONCE
es trabajador por cuenta ajena del régimen laboral común [...]" con lo que se plasman así
sustantivamente, en parte, los criterios del T. Supremo contenidos en la sentencia de 26-9-
2000, indicando en su disposición final que las especificidades recogidas en el mismo para
los agentes vendedores, surten efectos desde el día 1-10-2001; por lo tanto es desde esa
fecha en que las bases de cotización no serán sometidas a los límites cuantitativos estable-
cidos específicamente en cada ejercicio para los representantes de comercio».
3. Clasificación de la red de ventas.
El XIII convenio colectivo de la empresa ONCE y su personal, establecen en los
anexos 1 y 3 un grupo denominado red de ventas. Teniendo presente esta cualificación,
procedo a establecer la siguiente clasificación.
3.1. Especialista de ventas155.
3.1.1. Creación del puesto.
La función profesional de los especialistas de ventas, se ha regulado mediante la
Circular 17/2002, de 17 de octubre, de la Dirección Comercial y de Marketin, registro
de salida n°: 47.680, que entró en vigor el día 18 de octubre de 2002. De este modo
quedó derogada la Circular n° 9/89, de 17 de abril, emitida por la entonces Sección de
Cupón, relativa a "Normativa Reguladora de la Inspección de Ventas.
Entre sus antecedentes cabe señalar, que el Consejo General de la ONCE mediante
Acuerdo 3/85 -3.11, de 28 de junio de 1985, creó la Inspección de Ventas, definiéndo-
se su composición, funciones y competencias a través del desarrollo normativo promul-
gado por Dirección General, mediante la Circular 9/89 de 17 de abril. Asimismo, en
cumplimiento del Acuerdo 1/2001-2.5 del Consejo General de la ONCE, se negoció el
Undécimo Convenio Colectivo de la ONCE y su Personal, dentro del cual se pactó con
la representación social la creación, a partir del 1 de octubre de 2001, de un nuevo pues-
to de trabajo denominado "Especialistas de Ventas", el cual incorpora y actualiza las
funciones que hasta, dicha fecha, habían venido desempeñando los inspectores de ven-
tas, categoría que ha desaparecido con la entrada en vigor del XI Convenio.
Por tanto, y en virtud de las facultades que tenía conferidas el Director General de
155 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 25.
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la ONCE, artículo 6.3 d) del Real Decreto 358/91, de 15 de marzo, se procedió a la
creación de este puesto de trabajo y a su regulación, encuadrándolo en el grupo profe-
sional de la red de ventas.
Como consecuencia, se incorporaron al nuevo puesto de trabajo de especialista de
ventas, todos aquellos trabajadores de la ONCE cuya labor profesional, a la entrada en
vigor del undécimo convenio colectivo, el 1 de octubre de 2001, era de inspector de
ventas156.
Los Especialistas de Ventas se adscribirán a un Centro Territorial, bajo la dependencia
jerárquica y funcional del coordinador de especialistas de ventas y prestarán colaboración
y apoyo técnico a las demás unidades operativas del departamento.
3.1.2. Concepto.
El especialista de ventas es aquel trabajador de la ONCE, que encuadrado en el
grupo profesional "Red de ventas" y siguiendo las directrices de sus superiores, se
encarga de la gestión del área o áreas geográficas asignadas. Sus funciones se reflejan
en el anexo 3 del convenio, y se desarrollan en la circular 17/2002, de 17 de octubre, o
norma que la sustituya.
El área geográfica gestionada por el especialista de ventas está compuesta por un
conjunto de puntos o zonas de venta y establecimientos colaboradores de venta
(ECOVE) de características homogéneas y en un ámbito geográfico determinado, que
permitan una gestión uniforme.
El especialista de ventas será responsable de la gestión de los productos de la ONCE
en el área geográfica asignada. Por ello, desarrollará funciones de planificación comer-
cial y operativa de la venta, prospección y catalogación de nuevos puntos o zonas de
venta, seguimiento de la actividad de venta, gestión del sobrante del especialista de
ventas, seguimiento de las sustituciones de agentes vendedores, etc.
156 Asimismo, se podrá encargar el desempeño del puesto de trabajo de Especialista de Ventas, siempre
que superen los requisitos exigidos, a trabajadores de la ONCE pertenecientes a otros puestos de trabajo
de origen, sin que ello suponga la consolidación en este puesto de trabajo.
El encargo de desempeño de funciones de Especialistas de Ventas, a otros trabajadores diferentes a los que
hasta el 1 de octubre de 2001 desempeñaban el puesto de trabajo de Inspector de Ventas, corresponderá al
Director de Recursos Humanos y Sanitarios de la Dirección General, a propuesta del Jefe de Centro, con
informe vinculante del Director Comercial y de Marketing, teniendo en cuenta el informe emitido por el
Coordinador General de los Especialistas de Ventas, en el que se valoren los requisitos exigidos y la ido-
neidad de la persona propuesta. El cese en el encargo de funciones de Especialista de Ventas corresponde-
rá igualmente a Dirección General, a propuesta del Jefe de Centro, retornando el trabajador afectado al
desempeño de su puesto de origen.
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3.1.3.
Características generales.
Dadas las especiales características del mercado del juego y su constante evolución, se
considera necesaria la optimización de las tareas funcionales de los especialistas de ventas,
con el fin de adecuar las mismas tanto a las dinámicas comerciales como de atención y
apoyo a la red de ventas. Para ello, su jornada laboral seguirá unas reglas específicas, pues,
la dirección del centro, a propuesta del coordinador de especialistas de ventas, podrá efec-
tuar una distribución del horario laboral flexible y ajustada a las necesidades comerciales
de la venta de los productos de la ONCE y a la mejor cobertura del mercado; podrá esta-
blecer un cómputo de jornada en términos mensuales o superiores; finalmente podrá enco-
mendarles la realización de sus funciones en festivos, sábados y domingos.
Cada especialista de ventas actuará en un área geográfica delimitada, responsabili-
zándose de los resultados comerciales que obtengan los agentes vendedores que explo-
tan los puntos o zonas de venta que la conforman. Cada área geográfica estará asigna-
da a un único especialista de ventas, que se responsabilizará de la gestión de los pro-
ductos de la ONCE en la misma.
Con el fin de optimizar la atención a los agentes vendedores de su área geográfica
debe utilizar los vehículos, instrumentos de comunicación y cualesquiera medios técni-
cos que la ONCE pueda poner a su disposición y que el coordinador de especialistas de
ventas estime más adecuados, en función de las características del área geográfica enco-
mendada.
3.1.4.
Estructura organizativa.
La estructura organizativa de los especialistas de ventas es la siguiente.
A.
De ámbito estatal.
Un especialista de ventas designado coordinador general de los especialistas de ven-
tas por la Dirección General, adscrito al departamento de ventas de la Dirección
Comercial y de Marketing que, cumpliendo los requisitos exigidos, tiene la responsa-
bilidad de velar por la ejecución práctica de las directrices emanadas hacia los coordi-
nadores de especialistas de ventas, jefes de equipo y especialistas de ventas.
B.
De ámbito territorial.
El coordinador de especialistas de ventas, tendrá a su cargo a los jefes de equipo y
especialistas de ventas de su ámbito, incluidos aquellos adscritos a las distintas agen-
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cias administrativas dependientes, siendo responsable de la gestión de ventas, bajo las
directrices del jefe del departamento de juego y actuando como asistente de éste en todo
lo referente al área comercial de la ONCE.
El jefe del equipo supervisará y coordinará a los especialistas de ventas de aquellos
centros en los que superen la cifra de 8-10, o que por razones de extensión y/o concen-
tración geográfica sea aconsejable incorporar esta figura intermedia entre especialista y
coordinador.
Del especialista de ventas depende un grupo de agentes vendedores. El número de
especialistas de ventas estará en función de variables, tales como: número de agentes
vendedores, distribución, agencias, dispersión de población, extensión y orografía del
centro, volumen de ventas, etc.
Respecto a las agencias administrativas, sus directores serán impulsores de las polí-
ticas comerciales de la ONCE en su zona y responsables junto con los especialistas de
ventas de la aplicación de las mismas, siguiendo las directrices del jefe del departamen-
to de juego y de acuerdo al plan estratégico acordado para cada agencia con el coordi-
nador de especialistas de ventas.
3.1.5. Coordinador general de los especialistas de ventas.
El coordinador general de los especialistas de ventas será designado y, en su caso cesado,
por la Dirección General de la ONCE, mediante el procedimiento que en cada momento se
determine. Serán funciones del coordinador general de los especialistas de ventas:
· Informar al Director Comercial y de Marketing sobre las propuestas realizadas por
los jefes de centro sobre nombramiento o cese de coordinadores de zona, jefes de equi-
po y encargos de función o cese de especialistas de ventas.
· Realizar los estudios y análisis necesarios para establecer la plantilla idónea de
especialistas de ventas en cada centro, que en función del plan de ventas permitan
cubrir los objetivos estratégicos y comerciales.

· Informar al Director Comercial y de Marketing sobre las propuestas realizadas por
los centros, en relación con la modificación de las plantillas de especialistas de ventas,
cambios de adscripción, etc.
· Supervisar la actividad de los coordinadores de ventas, jefes de equipo y especia-
listas de ventas en todo el territorio nacional, tratando de homogeneizar la actuación de
los mismos y proponiendo las acciones necesarias tendentes a resolver aquellos casos
de disfunción o problemas existentes en los centros.
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· Participar en el diseño de las aplicaciones informáticas propias de su área, super-
visando la carga de datos, para el correcto mantenimiento de la aplicación y evaluando
cuantas propuestas le sean remitidas por los centros.
· Impulsar los programas de formación y reciclaje de los especialistas de ventas,
jefes de equipo y coordinadores de ventas, tendentes a conseguir la mayor eficacia en
el ejercicio de sus funciones, así como una actuación homogénea del colectivo.
· Cualquier otra actividad encomendada por el jefe del departamento de ventas en
temas de su competencia.

3.1.6. Coordinador de especialistas de ventas.
Los coordinadores de especialistas de ventas serán designados, cumpliendo los
requisitos establecidos por la Dirección de Recursos Humanos y Sanitarios de
Dirección General, a propuesta del jefe de centro y con informe vinculante del Director
Comercial y de Marketing. Este cargo no tendrá carácter consolidable y, consecuente-
mente, se podrá remover del mismo a quien se hubiera nombrado con el mismo proce-
dimiento utilizado para la designación.
Las principales funciones que desempeña el coordinador de especialistas de ventas,
son:
· Colaborar con el jefe del departamento de juego, en la confección del plan de ven-
tas de su centro territorial bajo las directrices de éste.
· Informar al jefe del departamento de juego de la evolución y seguimiento de los
objetivos comerciales y de ventas de su centro territorial, establecidos en el plan anual
de ventas, proponiendo cuantas medidas considere necesarias para su consecución.
· Recabar los estudios de mercado de los especialistas de ventas, para conocer las
posibilidades de venta de cada punto o zona de venta, micromercado, área geográfica,
municipio, agencia administrativa y centro en su conjunto, a fin de optimizar el dimen-
sionamiento y distribución de la red de ventas, así como la adecuación de la plantilla de
agentes vendedores, informando puntualmente al jefe del departamento de juego.
· Recabar información de todo el ámbito territorial sobre el seguimiento del nivel de
implantación y resultados de otros operadores del juego, públicos o privados, legales e
ilegales, emitiendo informes al respecto al jefe del departamento de juego.
· Supervisar la actividad de los especialistas de ventas asignados a su territorio, tratando
de homogeneizar la actuación de los mismos y proponiendo las acciones necesarias tenden-
tes a resolver aquellos casos de disfunción o problemas existentes en el centro.
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· Colaborar en la aplicación del plan de marketing con acciones de promoción
comercial específica para el ámbito, teniendo en cuenta la propuesta de su equipo, y
participar en su caso, en su implantación y seguimiento, tanto si se trata de acciones de
ámbito local como de ámbito nacional.

· Realizar los estudios y análisis necesarios para establecer la plantilla idónea de
especialistas de ventas en cada centro, teniendo en cuenta las variables que en función
del plan de ventas permitan cubrir los objetivos estratégicos y comerciales de la ONCE,
informando de ello al jefe del departamento de juego.

· Proponer mediante informe, al jefe del departamento de juego, la modificación de
las plantillas de especialistas de ventas, cambios de adscripción, etc.

· Supervisar el funcionamiento de sus jefes de equipo y especialistas de ventas, pro-
curando que se ajuste a los cometidos funcionales definidos y las directrices emanadas
del Departamento de Juego y de la Dirección Comercial y de Marketing.
· Colaborar con los responsables del centro en el mantenimiento de contactos con
entidades públicas y privadas del ámbito, de cara a la consecución de nuevos puntos o
zonas de venta, licencias de quioscos, stands, gestiones con bancos, etc.

· Diseñar las áreas geográficas de responsabilidad de los especialistas de ventas en
función de las características urbanísticas, extensión, dispersión, carga de trabajo, etc.,
efectuando la asignación de las mismas de acuerdo a criterios de idoneidad, producti-
vidad, etc., con la pertinente aprobación del jefe del departamento de juego.

· Participar en aquellas comisiones y equipos de trabajo interdepartamentales para
los que sea designado por el jefe del departamento de juego, aportando información
propia de su área competencial.

· Gestionar y elevar, en los casos que corresponda, las propuestas realizadas por los especia-
listas de ventas que puedan afectar, en su área geográfica de responsabilidad, al desarrollo y eje-
cución de las políticas comerciales y de apoyo al agente vendedor diseñadas por la ONCE.
· Organizar la cobertura de las diferentes áreas geográficas de los especialistas
de ventas cuando se produzcan ausencias de los mismos por vacaciones, IT, asun-
tos personales, recuperación de trabajo en festivo, etc., asegurando que en todo
momento las áreas geográficas de su ámbito se encuentran correctamente atendi-
das.
· Proponer a la dirección del centro la distribución de jornada y horario de los espe-
cialistas de ventas de su ámbito.

· Las propias encomendadas a los especialistas de ventas.
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-
Cualquier otra actividad encomendada por la Dirección Comercial y de
Marketing o el jefe del departamento de juego en temas de su competencia.
3.1.7.
Jefe de equipo.
Cuando el número de especialistas de ventas sea tan numeroso que impida la correcta ges-
tión de los mismos por el coordinador de especialistas de ventas (de 8 a 10 aproximadamente),
se podrán constituir equipos de trabajo liderados por un jefe de equipo. Los jefes de equipo serán
nombrados, de entre los especialistas de ventas y cumpliendo los requisitos exigidos, por el jefe
de centro a propuesta del coordinador de especialistas de ventas y jefe del departamento de juego.
Los jefes de equipo tienen las siguientes funciones:
· Organizar, distribuir y coordinar el trabajo del equipo de especialistas de ventas y
áreas geográficas a su cargo, tanto en el aspecto comercial como administrativo, con-
trolando las incidencias (licencias, bajas, vacaciones, etc.) de su equipo y de los agen-
tes vendedores asignados, procurando en ambos casos la cobertura más adecuada en
cada momento en función de las necesidades comerciales y de apoyo a la venta; todo
ello en consonancia con las directrices del coordinador de especialistas de ventas.
· Canalizar y gestionar la información y datos generados por su equipo para poten-
ciar y dinamizar la actividad comercial de su área, proponiendo aquellas medidas que
optimicen los procesos de trabajo encomendados y realizando un permanente segui-
miento de la operativa funcional de los especialistas de ventas de su equipo y las direc-
trices enmarcadas en el plan de ventas.
· Cuantas otras le sean encomendadas en materia de su competencia para conseguir
la máxima eficacia de las áreas geográficas y equipo a su cargo, acorde con los crite-
rios, directrices y objetivos marcados por sus superiores.
· Las propias encomendadas a los especialistas de ventas.
3.1.8.
Especialista de ventas.
Los especialistas de ventas tendrán asignadas una o varias áreas geográficas donde
desarrollarán su trabajo de forma habitual. A cada área geográfica estarán adscritos un
número de agentes vendedores que variará en función de las características sociodemo-
gráficas del ámbito territorial.
Los especialistas de ventas tienen las siguientes funciones157:
-
Realizar estudios de mercado del área/s geográfica/s asignada/s (distribución
157 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, anexo 3.
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demográfica, hábitos de consumo, características socioeconómicas del área geográfica,
etc.), a fin de conocer la venta potencial de la misma, ajustando el dimensionamiento y
ubicación de la red de puntos o zonas de venta y su área de influencia, determinando
los días y horarios comerciales de mayor rentabilidad para su asignación a los agentes
vendedores, realizando prospecciones de nuevos espacios para la venta y buscando la
adecuación de la plantilla a las peculiaridades de los micromercados que conforman su
área geográfica, procurando la máxima productividad de los puntos o zonas de venta.
· Servir de soporte técnico para elaborar el plan de ventas y colaborar en el estable-
cimiento de los objetivos de venta a nivel agente vendedor, micromercado, área geográ-
fica asignada, agencia administrativa y del ámbito en su conjunto, de acuerdo a los cri-
terios de la Dirección Comercial y de Marketing y del propio centro, realizando el
seguimiento oportuno y analizando posteriormente las desviaciones respecto a esos
objetivos y, en general, la evolución de los resultados de venta desde el nivel individual
hasta el ámbito en su conjunto.

· Establecer el ajuste periódico de la cuantía y composición de productos a comer-
cializar asignados a cada agente vendedor de su área geográfica, así como las modifi-
caciones que en este sentido deban realizarse en función de los cambios del mercado de
cada uno; todo ello de acuerdo con los objetivos prefijados y las posibilidades de venta
según día de la semana, período del mes o diferentes meses del año, eventos, tipo de
cliente y otras variables del micromercado.

· Gestionar la operativa en otros canales físicos (supermercados, hipermercados,
gasolineras, etc.), haciendo un seguimiento de la venta y de la calidad del servicio,
supervisando el estado de las instalaciones, etc.

· Supervisar la venta en el área geográfica asignada durante el horario comercial pre-
visto, apoyando a los agentes vendedores para el mejor desarrollo de su actividad,
observando si éstos ofrecen a sus clientes un trato de calidad y proyectan una adecua-
da imagen de los productos y de la institución, supervisando el correcto uso dado por
los agentes vendedores a los elementos auxiliares para la venta (quioscos, stands, expo-
sitores, máquinas lectoras, datáfonos, etc.), detectando si la venta se realiza según nor-
mativa y elaborando informes sobre infracciones a los deberes propios de los agentes
vendedores, accidentes de trabajo, robos, solicitudes relacionadas con los puntos o
zonas de venta, estado de quioscos, etc.

· Realizar análisis de series históricas, mensuales o del período que se determine, de
la evolución de las ventas de cada agente vendedor, proponiendo acciones puntuales
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correctoras en aquellos casos en los que dicha evolución no se adecue al rendimiento
previsto.
-
Estudiar y optimizar la productividad de los puntos o zonas de venta para cada uno
de los productos comercializados, analizando si dicho punto o zona de venta es explo-
tado en todas sus posibilidades y estableciendo su cobertura en caso de vacaciones,
enfermedad y otros absentismos al menos de aquellos puntos o zonas de venta cuya ren-
tabilidad sea igual o superior a la del centro.
En este sentido y con carácter trimestral, elaborará los siguientes informes: baja ren-
tabilidad, cumplimiento de horarios, cobertura de puntos o zonas de venta en su área
geográfica. Los parámetros necesarios para la confección de dichos informes se esta-
blecerán periódicamente por la Dirección Comercial y de Marketing.
· Proponer el conjunto de promociones genéricas o específicas a incluir en el plan
de actividad promocional respecto de su área geográfica.
· Gestionar el sobrante del especialista de su área geográfica asignándolo a los agentes
vendedores y analizando la utilización del mismo, dentro de su ámbito de competencia.
· Realizar acciones de motivación e información de los agentes vendedores, actuan-
do como canalizador de información bidireccional: transmisión de metas y estrategias
comerciales a los agentes vendedores y recepción de datos sobre el mercado, así como
cuantas sugerencias, demandas y reclamaciones se susciten por parte de los mismos.
· Colaborar en la definición de estrategias de marketing en su ámbito, proponiendo
acciones en esta materia (campañas de promoción, publicidad local, merchandising,
marketing directo [...]), con el fin de consolidar y ampliar a otros segmentos la deman-
da, participando en estudios sobre la eficacia de estas medidas, nivel de satisfacción de
clientes, etc.; evaluando su impacto y constatando que los agentes vendedores respetan
las instrucciones relativas a publicidad en los puntos o zonas de venta de la ONCE.
· Hacer el seguimiento en su área geográfica de la implantación de otros agentes del
juego competidores, públicos o privados, legales o ilegales, realizando estudios compa-
rativos de la evolución de sus ventas e implantación en relación a los productos de la
ONCE.
· Impulsar y gestionar la coordinación del trabajo de los agentes vendedores en
micromercados, orientado a la mejora tanto de los resultados como de la calidad de los
procesos de venta, conduciendo las reuniones con sus agentes vendedores, contribuyen-
do a la fijación de sus objetivos y actuando como canalizador de información, en con-
sonancia con el plan de ventas y las estrategias comerciales fijadas.
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· Realizar análisis de rentabilidad/productividad de los diferentes puntos o zonas de
venta para cada uno de los productos comercializados, en base a grupos homogéneos:
distribución zonal, localización geográfica, modalidad del punto o zona de venta, etc.

· Mantenerse permanentemente informado sobre normativa en vigor, estrategia,
objetivos, nuevos productos de la ONCE y de otros operadores de juego, etc.; todo ello
relativo al área geográfica, asistiendo a las sesiones de trabajo y los cursos de forma-
ción que se diseñen al efecto.

· Establecer el perfil idóneo del agente vendedor según las características de cada
punto o zona de venta. Así mismo proponer los cambios necesarios de asignación de
agente vendedores a los puntos o zonas de venta para una mejor adaptación y aprove-
chamiento comercial.
En este sentido se hará especial énfasis en facilitar la acción comercial de aque-
llos agentes vendedores con mayores dificultades (ciegos totales, grandes minusva-
lías), contemplando este perfil para aquellos puntos o zonas de venta que puedan
ser susceptibles de utilización por los mismos, mediante los ajustes necesarios y
bajo parámetros de optimización y rentabilidad comercial.
· Mantener actualizada la aplicación informática que se utilice, con los datos reque-
ridos y correspondientes a su área geográfica de responsabilidad, según los procedi-
mientos que se promulguen y garantizando la confidencialidad y exactitud de los datos.
· Colaborar en la distribución de vacaciones de los agentes vendedores de su área
geográfica de responsabilidad, con el fin de equilibrar, en los distintos períodos, la ofer-
ta y demanda de nuestros productos.
-Prestar en todo momento a los agentes vendedores el apoyo y ayuda necesarios que
requieran una acción inmediata o circunstancial que pudiera surgir en la vía pública o
el punto o zona de venta, tales como enfermedad, accidente, robo, requerimiento de la
autoridad cuando fuera necesario, etc.
Igualmente en aquellos supuestos en que se detecten problemas psicosociales del
agente vendedor (drogodependencia, alcoholismo, inadaptación, abandono, etc.), que
repercutan en la productividad e imagen de la institución, se pondrá en conocimiento
del coordinador de especialistas de ventas para la adopción de las medidas oportunas.
· Participar en aquellas comisiones de trabajo interdepartamentales para las que sea
designado por sus superiores, aportando información propia de su área competencial.

· Elaborar cuantos informes le sean requeridos por sus superiores relacionados con
su cometido funcional: memoria de actividades, evolución de las ventas, estadísticas de
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robos y expoliación, mantenimiento y estado de los quioscos, infracciones, solicitudes
de agentes vendedores, etc.
· Emitir cuantas propuestas considere necesarias, respecto a su área geográfica de
responsabilidad, en materia de cobertura, agentes vendedores asignados, mercado, etc.
y en definitiva, todo cuanto pueda repercutir en el desarrollo y ejecución de las políti-
cas comerciales y de apoyo al agente vendedor diseñadas por la ONCE.
· Todas aquellas relacionadas con el centro territorial y especialistas de ventas que
le sean encomendadas por el coordinador de especialistas de ventas en el marco esta-
blecido por la Dirección Comercial y de Marketing.
3.2. Agente vendedor.
3.2.1.
Ordinario.
Es el agente vendedor que desarrolla su trabajo con arreglo a las determinaciones
generales que expongo.
3.2.2.
De ruta.
Se entiende por ruta de ventas aquella en la que, desde el primer lugar asignado para
comenzar la venta hasta el último, el vendedor necesite utilizar vehículo particular o
transporte público para desplazarse, cubriendo diversos municipios.
Los agentes vendedores que tengan asignada una ruta de ventas tendrán derecho a
cobrar un complemento salarial que se determinará en el convenio colectivo.
3.2.3.
Vendedor titular.
Se entiende por vendedor titular de un punto o zona de venta aquel vendedor que,
con carácter prioritario respecto a otro vendedor, ejerce la venta de los productos de la
ONCE en el mismo.
Los vendedores titulares de puntos o zonas de venta podrán verse privados de su titularidad
por las siguientes razones: a) Por traslado voluntario o forzoso, b) Por excedencia voluntaria, c)
Por aplicación del régimen disciplinario ante incumplimiento de sus deberes, d) Por movilidad
funcional, e) Por concurrir circunstancias económicas, productivas, técnicas u organizativas, o
por la necesidad de amortizar el punto o zona de venta por causas legales o de mercado.
El jefe de centro, previa aplicación de lo establecido en los puntos d) y e), deberá
dar audiencia al vendedor o vendedores afectados.
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La pérdida de la titularidad de un punto o zona de venta por parte de un vendedor
no dará derecho en ningún caso a la concesión de una nueva titularidad. Al vendedor
afectado por la pérdida de titularidad, se le designará un nuevo punto o zona de venta,
mediante el sistema de asignación establecido. En el supuesto de que la rentabilidad del
punto o zona de venta perdido tenga una rentabilidad superior a la media de la depen-
dencia, el nuevo punto o zona de venta asignado no tendrá que tener necesariamente
una rentabilidad similar.
El punto o zona de venta cuya titularidad haya sido perdida por un vendedor, será
cubierto en su caso, mediante el sistema de asignación reglamentariamente establecido.
4. Elementos.
4.1. Iniciación de la venta158 159.
El Reglamento de la ONCE aprobado por Orden de 28 de octubre de 1939 en su art.
14 a), determinaba: «Implantación y organización por medio de la Subsección, que se
denominará Cupón pro-ciegos, de esta forma excepcional y exclusiva de ingresos para
los no videntes imposibilitados de desempeñar una profesión y oficio especial». Con
posterioridad, se han dictado una larga serie de disposiciones internas que regulan esta
posibilidad en los términos expuestos al explicar este derecho del afiliado.
Por tanto, la venta se inicia mediante el acto de autorización tras la favorable reso-
lución del expediente de concesión de venta.
En la actualidad, la inicial reserva de dicha actividad para los ciegos afiliados se
modifica por dos vías: a) Ampliando la concesión de venta a afiliados transitorios y a
minusválidos; b) Estableciendo una incompatibilidad entre la actividad de vendedor y
cualquier otra actividad, comprensible tan sólo si se circunscribe al ámbito interno de
la ONCE pero de dudosa legalidad si dicha incompatibilidad se extiende a cualquier
tipo de trabajo a extramuros de la entidad, es decir, lo que en principio fue reserva en
exclusiva pasa a convertirse en una incompatibilidad.
Se concede asimismo la venta a afiliados transitorios con especiales reglas en caso
de que dicha transitoriedad no se confirme, manteniéndoles el derecho a continuar en
la venta transcurrido un número de años en iguales condiciones que los minusválidos.
158  Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", Cuadernos de
Información Jurídica, s/n, (1987), p. 225.
159 Vide Ma Antonia CASTRO ARGUELLES, "La ludopatía como atenuante que excluye el despido dis-
ciplinario: el particular caso del vendedor de la ONCE", Aranzadi Social, 13, (2002), en su totalidad.
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Finalmente se admite a minusválidos como vendedores en número que no supere
un porcentaje establecido respecto del total de vendedores ciegos también rodea-
dos de requisitos especiales tales como provisionalidad durante dos años, conce-
sión condicionada a que no perturbe o perjudique a los vendedores ciegos, etc.
Por último señalar como dato inicial la exigencia en todos los casos de que la venta
del cupón se ejerza de manera personal, configurándose pues como una prestación de
actividad y de carácter personalísimo.
4.2. Tiempo de trabajo y descanso.
En un principio, la actividad de venta del cupón no estaba sujeta a jornada ni hora-
rio determinado, quedando éstos a la libre discrecionalidad del vendedor que comenza-
ba la tarea según su personal costumbre o según las exigencias de la zona de venta o de
sus clientes habituales, interrumpiéndola habitualmente cuando concluía la venta del
total de cupones diarios, sin perjuicio de las pausas o descansos para comer y análogas,
cuya duración también quedaba a su entera libertad160. Por todo ello, el horario de venta
era discrecional.
En la actualidad, será el convenio colectivo el que regule el tiempo de trabajo y des-
canso. Lo hace del siguiente modo161.
4.2.1. Jornada y horario.
La jornada laboral es el intervalo de tiempo fijado para que cada vendedor rea-
lice su actividad de venta. Ésta se establece, con carácter general, en ocho horas
por cada día hábil. Dentro de este horario se incluyen las actividades propias de
venta de los productos de la ONCE y cualesquiera otras obligaciones del puesto de
trabajo, tales como la recogida de los productos, así como su liquidación o devo-
lución.
La jornada tendrá carácter flexible, sin superar las cuarenta horas semanales, siendo
competencia del centro su distribución semanal.
El horario comercial es el intervalo de tiempo durante el cual ha de permane-
cer activo para la venta al público, un punto o zona de venta determinado, por
ofrecer durante el mismo, suficiente rentabilidad comercial, fehacientemente com-
probada. Los horarios comerciales de cada punto o zona de venta son fijados por
160 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", o.c, p. 227.
161 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 35.
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el departamento de juego. Una vez fijados dichos horarios, son registrados en la
aplicación informática establecida para la gestión comercial de la red de ventas162.
4.2.2.
Vacaciones.
Los agentes vendedores tendrán derecho a veinticuatro días laborables anuales de
vacaciones, cuyos períodos de disfrute -tres como máximo- deberán fijarse de mutuo
acuerdo. En lo restante será de aplicación lo previsto por el art. 32 del convenio. En lo
que afecta a festivos, será de aplicación lo previsto en el art. 34 (art. 35.7 del convenio
colectivo).
4.2.3.
Horas extraordinarias.
Se considerarán horas extraordinarias las que superen el límite de la jornada ordinaria,
siempre que la dirección de los centros haya dado la orden de su realización por escrito.
Los agentes vendedores no realizarán horas extraordinarias con carácter general
salvo casos excepcionales. Bajo ningún concepto tendrán dicho carácter las prolonga-
ciones de jornada realizadas por los agentes vendedores sin contar con la orden de la
ONCE (art. 35.8 del convenio colectivo).
162 Sobre el particular, el convenio colectivo determina (art. 35):
«Con base en las específicas características de la actividad de los agentes vendedores, no reconducibles en
general a las condiciones previstas para el resto de personal en plantilla de la ONCE, su jornada y horario
de trabajo, así como lo relativo a su tiempo de descanso y vacaciones se regirá por las siguientes reglas:
1. La jornada laboral de los agentes vendedores tendrá carácter flexible y una duración de mil ochocientas
horas de trabajo anuales, con un máximo de 40 horas semanales, destinadas a las actividades propias de
venta de los productos de la ONCE y a cualesquiera otras obligaciones del puesto de trabajo.
2. En el caso de los agentes vendedores de ruta se considerará tiempo de trabajo los desplazamientos de
unos puntos de venta a otros, pero no los desplazamientos entre los puntos de venta y los domicilios de los
agentes.
3. Se podrán establecer, por parte de la dirección de los centros, distintos horarios en función de las zonas
o puntos de venta y de las diversas modalidades de venta o tipos de sorteo. Igualmente se tendrán en cuen-
ta las necesidades del mercado y consumidores, épocas del año e incrementos puntuales o localizados de
la demanda, características de los puntos de venta (centros y superficies comerciales, grandes almacenes,
etc.).
4. Los agentes vendedores tendrán derecho a conocer sus horarios de trabajo para cada quincena con una
antelación mínima de siete días. En dichos horarios constarán igualmente los días de descanso semanal.
5. Los agentes vendedores desarrollarán su jornada, como regla general, durante cinco días semanales
como máximo. Asimismo tendrán derecho a un descanso semanal de dos días consecutivos, cuya fijación
corresponderá a las direcciones de centro.
6. Cuando por necesidades de comercialización de los productos de la ONCE sea necesaria, a juicio de la
dirección de los centros, la prestación de servicios en días festivos (al margen de los domingos), los agen-
tes vendedores afectados tendrán derecho a compensar dicho día con otro de descanso preferentemente
sábado o domingo, o inmediatamente anterior o posterior a los de inicio o fin del descanso semanal. Dicho
descanso deberá efectuarse en el plazo de dos meses a contar desde el día festivo trabajado. [...]».
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4.2.4.
Jornada en horario nocturno.
Como descanso compensatorio por la realización de parte o la totalidad de la
jornada en horario nocturno (entre las 22 y las 6 horas) se establece una reducción
del veinte por ciento de la duración de cada hora de esta naturaleza, sin pérdida de
retribución para el agente-vendedor (art. 35.9 del convenio colectivo).
4.2.5.
Sistemas de control del cumplimiento de la jornada y tiempo de trabajo.
La ONCE podrá instaurar los sistemas de control del cumplimiento de la jornada y
tiempo de trabajo por parte de los agentes vendedores que estime convenientes (art.
35.10 del convenio colectivo).
4.3.
Condiciones de trabajo163.
En términos generales son las contempladas en el convenio colectivo al que estoy
haciendo referencia en diversos epígrafes.
4.4.
Retribución.
Sobre esta materia se deben diferenciar dos etapas. Una primera que abarca
desde la fundación de la ONCE hasta el 2 de mayo de 1984, en que se firma el pri-
mer Convenio Colectivo entre la ONCE y su personal, y una segunda, desde esta
fecha hasta nuestros días.
163 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos españoles. Un estudio institucio -
nal, o.c, p. 185:
«Pero lo que deseaban los vendedores de cupones no era sólo salarios altos, sino obtener unas condiciones
de trabajo lo más semejantes al resto de los trabajadores videntes que les sirvieran para poder intentar esta-
blecer comparaciones con ellos. Así, a pesar del dramatismo de sus quejas y de la causticidad con que los
medios de comunicación las presentaban, las movilizaciones de los vendedores durante los años de transi-
ción democrática de la organización se centraron en conseguir unas mejores condiciones de trabajo. Pedían
el ingreso en la Seguridad Social, el reconocimiento de su categoría de trabajadores por cuenta ajena, como
"agentes vendedores" que la Orden de 1959 les había negado. Pedían que la percepción de los trienios y
de las compensaciones por cargas familiares fuera en metálico, y no en cupones, como se venía haciendo
desde que la organización se creó. Pedían también poder retirar los cupones sin pagarlos por adelantado;
el fin de los "enchufismos" en la asignación de los quioscos y, sobre todo, la democratización la organiza-
ción; es decir, voz para poder expresar su punto de vista ante los creadores de opinión dentro de la organi-
zación, muchos de los cuales nunca habían vendido el cupón. Así, los vendedores de Gijón, al ser pregun-
tados sobre los cambios que habría que introducir en la organización, se referían mayoritariamente a la
reforma democrática de la ONCE, en segundo lugar, a las reformas en materia de cupón y sólo en tercer y
último lugar, a las reformas en la política de empleo. No es de extrañar, entonces, que tras el primer con-
greso de asociaciones de vendedores éstos declararan: "hemos aceptado el cupón, al menos por el momen-
to, pero pensamos que es fundamental humanizar su venta y buscar otros caminos laborales (El País, 13
de abril de 1979)»
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En el primer periodo la retribución del vendedor era un cuarenta por ciento en con-
cepto de comisión164.
Tras la firma del Primer Convenio Colectivo entre la ONCE y su personal (BOE del 9 de
junio de 1984), se establece una estructura retributivo constituida por los siguientes concep-
tos (cito los recogidos en el XIII convenio colectivo de la empresa ONCE y su personal165):
· Salario base: retribución del trabajador por unidad de tiempo.

· Complemento por antigüedad y desempeño. Se regirá por lo dispuesto en el con-
venio colectivo.
· Comisiones por venta: son las retribuciones percibidas por el vendedor al realizar
la venta efectiva de los cupones o productos entregados por la ONCE, en las condicio-
nes previstas en el convenio colectivo.

164 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 148: «En un princi-
pio, los afiliados que expendían cupones en las Delegaciones Locales sólo percibían de comisión el 35 por
ciento de lo recaudado en su venta, quedándose la Organización Nacional de Ciegos, en estos casos, con
un 17,5 por ciento de dicha recaudación, pero por Acuerdo del Consejo Superior de Ciegos se dispone que,
a partir del 1 de febrero de 1958, los vendedores de las Delegaciones Locales percibirán el 40 por ciento
(Circular núm. 332, con fecha de 29 de enero de 1958).
Con el fin de mejorar y aumentar los servicios sociales prestados por la Organización Nacional de Ciegos
a todos sus asociados y, al mismo tiempo, proporcionar mayores ganancias a sus vendedores del cupón, a
partir del 2 de noviembre del año 1943 se implantó en la Entidad la venta voluntaria de un número varia-
ble de cupones complementarios con un 20 por ciento de comisión para el vendedor y un 32,5 por ciento
de ingresos para asistencia y previsión social de todos los miembros del Organismo. Estos cupones com-
plementarios constituían el grupo vulgarmente llamado por los afiliados "Reenganche", y con esta medida
se pretendía que no hubiera cupones sin vender. Asimismo, se establecen topes de venta al 40 por ciento
con diferente número de cupones, de conformidad con las circunstancias familiares de los vendedores, por-
que, por ejemplo, un casado que tuviera hijos, podía vender más cupones que un soltero (Circular núm.
133, del 14 de octubre de 1943). Si un individuo no podía vender todos sus cupones algún día, debía devol-
ver a su Delegación los cupones sobrantes antes de las 20,30 horas con el fin de que allí los anulasen, tala-
drándolos, previamente al sorteo, y le pagarán el 60 o el 20 por ciento del valor de su devolución, confor-
me a lo establecido por la ONCE (Circular número 422, del 13 de mayo de 1968).
Todos los días laborables por la mañana el vendedor del cupón está obligado a presentar en su Delegación
correspondiente la liquidación de la venta realizada el día anterior, con el fin de que tuviera derecho a que
se le entregase la carpeta de los cupones que debía expender el día de la fecha. [...]».
165 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 48: «[...]. Las reformas o modi-
ficaciones de cualquier tipo que la ONCE introduzca en el juego del cupón, en cualquiera de sus aspectos,
o bien la introducción de nuevos productos, no entrañarán en ningún caso la aplicación automática del régi-
men de comisiones y primas regulado en este artículo, debiendo establecerse en su caso, por la comisión
negociadora, las normas que correspondan. [...].
En los casos de ausencias justificadas y permisos y licencias retribuidos según el presente convenio, los
agentes vendedores únicamente percibirán el salario base y el complemento por antigüedad y desempeño.
Igualmente, el complemento de prestaciones por incapacidad temporal y maternidad se producirá hasta
alcanzar, en su caso, la cuantía de dichos conceptos salariales. Todo ello, sin perjuicio del abono de las
comisiones y primas de productividad devengadas en el caso de que tales permisos y licencias, o situación
de incapacidad y maternidad, no les ocupen la totalidad de la jornada diaria de trabajo, de acuerdo con lo
expresado en los artículos 48 y 50».
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· Complemento salarial de vencimiento periódico superior al mes: se percibirán por
este concepto dos pagas extraordinarias al año.
· Plus de ruta: retribuye los desplazamientos realizados por los agentes vendedores
de ruta en el desempeño normal de su trabajo.
Debo señalar que se establece un mínimo mensual de ventas obligatorio, y en el caso
de ser la venta mensual inferior al mínimo mensual, no se devengará ninguna comi-
sión166.
4.5. Gestiones de liquidación, devolución y de canje de premios167.
El derecho a la retribución nace de la actividad propia de los agentes vendedores,
consistente básicamente en el intercambio del cupón o de cualquier otro producto o
juego comercializado por la ONCE por su precio fijado, entre el agente vendedor y el
cliente comprador.
El agente vendedor recibirá los cupones o productos que tenga asignados el primer
día que inicie la venta, sin previo pago, firmando un recibo en el que conste el número
de cupones o productos entregados, liquidando, posteriormente el importe íntegro de la
venta realizada por el valor nominal de los cupones o productos168.
La entrega de los cupones y productos para su venta, y las operaciones de liquidación
y pago de los expendidos, de devolución y canje (incluyendo la introducción en sobres)
de los cupones premiados, se llevarán a cabo en la forma, cuantía, lugar y horario que se
determine por la ONCE en cada dependencia.
166 Vide J. Jesús de VALARNAL, "Sobre la arbitrariedad o el arbitrio de los magistrados. En torno a la
Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de octubre de 2004, Sala de lo Social", Aranzadi Social, 21, (2004),
versión electrónica, pp. 2-3.
167 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 54.
168 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", o.c, p. 226, donde
explica un sistema y una dinámica que ha sido sustituido: «En cuanto a la devolución de los cupones no
vendidos se está fundamentalmente a la compleja regulación de la Circular 620 [...].
En opinión del profesor Sagardoy Bengoechea se sigue la dinámica que se expone con sus siguientes efec-
tos:
· El vendedor paga a la Organización el importe de los cupones que retira, vendiéndolos posteriormente de
forma directa, percibiendo de los compradores el importe de la venta.
· El vendedor puede entregar a la Organización los cupones no vendidos, resarciéndose de su importe.
· La pérdida de los cupones y del dinero recaudado con la venta de aquéllos es soportado por el vendedor
a su costa.
Por ello el profesor Sagardoy llega a la conclusión de que el vendedor es, más que un trabajador, un clien-
te de la ONCE a la que compra los cupones a un determinado precio, revendiéndolos posteriormente, obte-
niendo así la comisión que es la diferencia entre el precio de adquisición y el precio final de venta, sopor-
tando el riesgo de la pérdida de cupones o del dinero recaudado».
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El agente vendedor no recibirá nuevas entregas de cupones o productos de no efectuar su
liquidación, devolución o canje en la forma establecida, ni tampoco mientras adeude el
importe, total o parcial, de alguna liquidación, devolución o canje anterior, permaneciendo en
situación de suspensión cautelar de empleo y sueldo mientras no regularice sus obligaciones
de liquidación, o no concluya, en su caso, el correspondiente procedimiento disciplinario.
Sin perjuicio de la aplicación del régimen disciplinario, a los agentes vendedores
que, en el período de un mes, incumplan por tres o más días, incluso de un mismo sor-
teo, sus obligaciones de liquidación, se les podrá exigir, por el centro, y en concepto de
aseguramiento de los perjuicios económicos que puedan generarse a la ONCE, el pre-
vio pago de los cupones o productos que retiren, durante los dos meses siguientes y pre-
vio informe al comité de empresa.
La ONCE, a través de las fórmulas que determine, será la encargada de constatar y veri-
ficar la posible existencia de diferencias económicas de todo tipo por incorrecciones cometi-
das por el agente vendedor en las operaciones de liquidación, canje de premios, y devolución
en las condiciones previstas por la normativa vigente en cada momento.
Una vez realizadas las verificaciones y constatada, en su caso, la existencia de dife-
rencias económicas en perjuicio de la ONCE, las mismas adquirirán, desde tal momen-
to, el carácter de deudas vencidas, líquidas y exigibles, pudiendo ser objeto de compen-
sación por parte de la ONCE mediante su detracción de las nóminas del agente vende-
dor en el mes en cuestión o en los posteriores. Asimismo, las diferencias económicas
que se detecten en perjuicio del agente vendedor, conforme a lo establecido, se reinte-
grarán al agente vendedor en su liquidación o en la nómina mensual.
Todo ello sin perjuicio de la aplicación del régimen disciplinario previsto en el con-
venio colectivo.
4.6. Fundones encomendadas.
El agente vendedor tiene encomendadas las funciones que figuran en el XIII
Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, anexo 3169.
169 Son las siguientes: «Atiende a los clientes con un trato de calidad y según los hábitos de compra y
necesidades de los mismos, procurando rentabilizar al máximo la explotación del lugar de venta y horario
que se le asigne, todo ello dentro del marco del convenio colectivo, la normativa interna en materia de
juego y las instrucciones de sus superiores, a fin de alcanzar los objetivos de venta individuales, y del ámbi-
to de su actuación en conjunto.
Realiza la venta de productos de juego utilizando técnicas comerciales de fidelización y captación de nue-
vos compradores, utilizando la adecuación permanente del tope asignado a la demanda del micromercado
en el que ejercen la venta, con los objetivos prefijados.
Recoge y prepara los productos con antelación a la venta, realizará la liquidación de los mismos, así como
836
4.7. Número de vendedores.
A lo largo del tiempo el número de vendedores del cupón, las características de los
mismos, y la situación por la que atravesaba la ONCE, se ha ido modificando. La jus-
tificación ha sido variada:
«Pero no sólo decrecía la rentabilidad de los vendedores de cupón, sino también el
número de vendedores a partir de 1963. El descenso, en términos absolutos, era pequeño.
la devolución de los no vendidos, en los lugares que la ONCE les indique, haciendo los desplazamientos
necesarios, tanto para dichos procesos como para el propio ejercicio de la venta, en su caso. Puede canjear al
público cupones premiados por nuevos cupones para la venta, y los introduce en sobres entregándolos
como parte de su liquidación. Todo ello en las condiciones fijadas por la normativa vigente, y con utiliza-
ción de los medios técnicos que la ONCE ponga a su disposición en cada momento.
Admite los sistemas de revisión y control que determine la ONCE y relativos a su actividad de venta, liqui-
dación, así como en relación a los sobres contenedores de premios canjeados y de los que contengan devo-
lución comunicada a distancia, respondiendo diariamente, y en su caso, con sus nóminas de los débitos que
pudieran detectarse.
Se mantiene permanentemente informado sobre normativa en vigor, estrategia, objetivos, nuevos produc-
tos y técnicas, todo ello relativo al área comercial, asistiendo a las sesiones de trabajo y los cursos de for-
mación que se diseñen al efecto.
Actúa como canal de comunicación externa, informando a los clientes sobre distintos aspectos de los pro-
ductos del juego (números premiados, dónde cobrarlos, cuantía de los mismos, etc.), y en general sobre
necesidades sociales de ciegos y deficientes visuales y servicios que presta la organización.
Recoge y canaliza información de los clientes sobre su nivel de satisfacción acerca de los productos comer-
cializados y de la calidad del servicio de venta (quejas, reclamaciones, sugerencias, etc.).
Informa puntualmente al equipo de gestión de ventas de su centro sobre todo lo concerniente a su activi-
dad comercial y de la competencia, aportando cuantos datos le soliciten para la realización de estudios en
su zona de influencia.
Maneja con autonomía y suficiencia, tanto la moneda de curso legal, como los sistemas electrónicos y
medios técnicos de comercialización y apoyo al ejercicio de la venta existentes en cada momento.
Contribuye con su presencia personal, actitud y profesionalidad a la buena imagen, tanto de los productos
que comercializa como de la propia institución, exhibiendo en el ejercicio de su trabajo el identificativo
que la ONCE establezca. Desarrolla su actividad en las mejores condiciones de presencia e imagen perso-
nal e institucional.
Colabora en actividades de marketing directo y en general en la estrategia publicitaria y promoción comer-
cial de los productos de juego de la ONCE en su ámbito.
En su caso y por designación expresa, actúa como formador de agentes vendedores aspirantes a la venta,
o como evaluador de punto de venta, colaborando en la prospección de nuevos lugares para la comerciali-
zación de productos de juego.
Realiza cuantas otras actividades le sean encomendadas de carácter afín al puesto».
El Oficio-Circular n° 18/2002, de 17 de junio, por el que se sustituía el anexo I de la Circular 1/2002,
incluía además como funciones encomendadas a los vendedores:
«En el supuesto de que el punto o zona de venta asignado al vendedor esté equipado con un quiosco/stand,
este equipamiento se entrega en perfecto estado de uso, estando obligado el vendedor a mantenerlo perma-
nentemente en idénticas condiciones, así como en perfecto estado de limpieza, estética e higiene, facilitan-
do la entrada en el mismo a todas aquellas personas que cuenten para ello con la debida autorización de la
ONCE y así lo acrediten.
Si el punto o zona de venta asignado al vendedor no está equipado con un quiosco/stand para realizar la
venta en la vía pública podrá utilizar exclusivamente, los expositores homologados por la ONCE, salvo
autorización del jefe del departamento de juego».
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Mientras que en 1963 había 15.523 vendedores, en 1970 había 15,139. Pero en relación al
incremento de afiliados, significaba que en 1963 había un vendedor por cada 1,2 afiliados,
y en 1974 la proporción era de 2,1. Esto es, a medida que los vendedores se iban jubilando
no entraban jóvenes ciegos a reemplazarles.
Las dificultades del reemplazo provenían del mejoramiento de las condiciones sanita-
rias del país, que redujo el número de ciegos jóvenes, por causa de la oftalmia purulenta del
recién nacido y del tracoma, al tanto que, al aumentar la longevidad de la población, aumen-
taba el número de ciegos ancianos debido a las cataratas. [...].
Ante este cambio demográfico, y para facilitar el reemplazo de los vendedores jubila-
dos, se tomó una decisión que marcó la inversión de objetivos. El Consejo Superior en su
reunión del 26 de noviembre de 1945 definió la ceguera, a efectos de afiliación como la
imposibilidad de contar los dedos de una mano a una distancia de un metro, una vez pues-
tos los cristales correctores, y siendo la ceguera incurable. Esta definición era muy estricta,
pues se trataba de impedir la venta del cupón a los menos ciegos con el fin de que no com-
pitieran deslealmente con los más ciegos. Esta definición, corresponde a una agudeza visual
entre 1/40 y 1/50 de la Escala Wecker. A medida que se baja en la escala, es decir, a medi-
da que el divisor es mayor, el grado de ceguera, entendido como la agudeza visual, también
es mayor.
Esta definición fue alterada en sesión del Consejo Superior de Ciegos del 8 de marzo
de 1970. De modo provisional se ensayó la ampliación de la definición de ceguera para
aquellos con una agudeza visual inferior a 1/30 de la Escala Wecker (circular 451). La jus-
tificación aparente es que la organización deseaba hacerse cargo de aquellos semiciegos que
no recibían ningún tipo de protección estatal, [...]. En sesión del Consejo Superior de
Ciegos del 8 de julio de 1971 se hace una evaluación de la medida que se tomó en la ante-
rior sesión mencionada. Desde que en aquella sesión se amplió la definición de ceguera,
ingresaron en la organización 2.550 individuos. De ellos, sólo 773 estaban en edad laboral,
y el 60% eran mayores de 60 años, es decir, nuevos peticionarios de prestaciones sociales.
El objetivo era reemplazar tos vendedores jubilados, pero no se había logrado. Se decidió
entonces ampliar de nuevo la definición de la ceguera. Serian ciegos a efectos de afiliación
los que tuvieran una agudeza visual por debajo de 1/20 de la Escala Wecker, pero con el fin
de evitar el ingreso de los mayores de 60 años se recomienda ser muy estricto con el térmi-
no "incurable". Como la mayoría de los casos de ceguera por senectud se deben a las cata-
ratas, y éstas son curables mediante una intervención quirúrgica, al insistir en no admitir a
ciegos incurables se intentaba evitar el ingreso de los ancianos; esto es, el aumento de las
pensiones por vejez. De esta forma, se recomendaba vivamente a los delegados que acon-
sejaran a los ancianos con cataratas que visitaran los centros de la Seguridad Social u otros
centros asistenciales para que se sometieran a un tratamiento, pero que no se les admitiera
como afiliados (circular 475). Esta medida tampoco debió tener el éxito esperado, por lo
que se tuvo que tomar una decisión mucho más explícita para conseguir vendedores de
reemplazo.
En sesión del Consejo Superior de Ciegos del 23 de enero de 1974, se corrigió el criterio dé
ingreso en la organización. Se admitía como vendedores de cupón, sin ostentar la categoría de afi-
liados, a aquellos individuos entre 18 y 60 años con una agudeza visual entre 1/10 y 1/20 de la
Escala Wecker. En esta ocasión, la organización ya reclamaba abiertamente sólo deficientes
visuales en "condiciones físicas y psíquicas" para ejercer la venta del cupón (circular 512)170. El
número de deficientes visuales, mientras esta categoría existió, tampoco fue muy numeroso. En
1979 alcanzó el máximo de 504, lo que suponía sólo cerca de un 4% de la plantilla de vendedo-
res. Sin embargo, dadas las dificultades económicas de la organización, se les exigió, a partir de
1977, que vendieran más cupones del segundo cupo que el resto de los vendedores. Por la circu-
lar 573, mientras que los antiguos vendedores deberían vender 2 cupones al 20% por cada 5 al
40%, los nuevos vendedores deberían vender un cupón al 20% por cada cupón al 40%. Más tarde,
mientras que los antiguos vendedores debían vender 3 al 20% por cada 5 al 40% (circular 590),
los deficientes visuales debían vender 2 cupones al 20% por cada uno al 40% (circular 607). Por
circular 617 más de la mitad de estos deficientes visuales consiguieron la categoría de afiliados;
pero aun teniendo los mismos derechos que el resto de los afiliados no tenían las mismas obliga-
ciones. La circular 639 recordaba que debían seguir vendiendo 2 cupones al 20% por cada 1 al
40%, mientras que se pedía a los antiguos vendedores que vendieran 1 por cada 1.
Ahora es el momento de hacer una pequeña recapitulación. El objetivo originario de la
organización era que sólo un segmento de los muy ciegos (aquellos entre una agudeza
visual mínimamente inferior de 1/40 de la escala de Wecker) se dedicara a la venta del
cupón. Estos serían los ancianos y los ciegos incapacitados de recibir una reeducación pro-
fesional, esto es, los ciegos con menos posibilidades de encontrar empleo en una fábrica o
taller. Este segmento se extiende, durante la época Ezquerra a la inmensa mayoría de los
ciegos, pues no se llevan adelante políticas de formación profesional y de empleo externo.
Pero la circular 512 va más allá de un mero desplazamiento de objetivos. Ahora se reclama
para la venta no sólo a la inmensa mayoría de los muy ciegos, sino a los menos ciegos (por
debajo de 1/10 de la escala Wecker), que además están en perfectas condiciones físicas y
psíquicas para dedicarse a la venta, es decir a los ciegos (o deficientes visuales) con más
posibilidades de encontrar un puesto de trabajo en una fábrica o taller. Además, a estos
menos ciegos se les exige una productividad mayor en la venta que a los más ciegos. Esto
es una inversión de objetivos171. O visto de un modo más gráfico, el proceso no es uno de
desviación de objetivos, sino de desviación de clientelas. Las necesidades de mantenimien -
170 Vide Acta del Consejo Superior de Ciegos del 23 de enero de 1974, ponencia del jefe de la sección de
trabajo, donde incidía en la necesidad de justificar esta medida con cuidado ante la opinión pública, y ofre-
cía los siguientes consejos para presentarla: «[...]. La medida mencionada "debiera fundamentarse, no en
la reducción del número de afiliados (y vendedores), que aun siendo cierta no es conveniente mencionar-
la en un documento oficial, para evitar interpretaciones extrañas, sino en el aumento de la capacidad adqui-
sitiva del pueblo español en determinadas regiones, como resultante del desarrollo económico del país.
Para evitar la afiliación masiva de ancianos que traería consigo cuantiosos gastos para la ONCE, a través
de todo tipo de prestaciones, sería político no aducir razones de índole económica, sino de las que se deri-
van de la política social del Estado, como puede ser la creciente y eficaz labor social del Ministerio de
Trabajo, que día tras día extiende los beneficios de la Seguridad Social a todos los campos laborales».
171 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos españoles. Un estudio institucional, o.c,
pp. 90-92: «Ocurre cuando, como consecuencia de un desplazamiento de objetivos, una organización toma exac-
tamente las decisiones opuestas a las que debería tomar si la organización persiguiera los objetivos originales, de
tal modo que los "outputs" que la organización produce son exactamente los contrarios de los que inicialmente se
deseaba. [...]. También es posible imaginarse un proceso de inversión de objetivos en el caso de la ONCE. Según
sus objetivos, a la venta del cupón sólo se dedicarían los ciegos con menores posibilidades de formarse profesio-
nalmente y de encontrar un empleo externo. Un desplazamiento de objetivos ocurriría si la organización dedica-
ra la mayoría de sus esfuerzos en extender la venta del cupón, como modo de mantener y potenciar la organiza-
ción. Una inversión de objetivos ocurriría si la organización favoreciera la vuelta a la venta del cupón de los que
han conseguido empleo externo, o si promoviera la venta del cupón entre los ciegos con más posibilidades de
encontrar un puesto de trabajo en una industria externa».
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to de la organización la impulsaron a ampliar el sector de población bajo su protección o
jurisdicción»172.
Durante el año 2003 la plantilla media ha sido de 23.129 vendedores, incrementán-
dose con respecto al año anterior el 0,2%. En relación a la distribución de la plantilla
de vendedores atendiendo a su tipo de discapacidad el 59,5% son ciegos y deficientes
visuales y el restante 41,3%, vendedores con otras discapacidades173.
4.8. La profesionalización de la venta del cupón.
4.8.1. Normativa reguladora.
En unas jornadas celebradas entre el 15 y el 17 de septiembre de 1987, se explicó
con detenimiento el programa de profesionalización, basado en la normativa regulado-
ra de inspección de ventas (circular 21/87) y en la normativa de puestos y zonas de
venta (circular 22/87).
172 Ibídem, pp. 133-137.
173 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003:
«Evolución de la plantilla de vendedores de la ONCE.
	CCAA
	2003
	2002
	%

	Andalucía
	5.814
	5.748
	1,15

	Aragón
	389
	395
	-1,63

	Asturias
	664
	669
	-0,76

	Baleares
	668
	678
	-1,50

	Canarias
	1.386
	1.431
	-3,12

	Cantabria
	246
	247
	-0,21

	Castilla-La Mancha
	673
	675
	-0,24

	Castilla-León
	850
	849
	0,16

	Cataluña
	3.453
	3.475
	-0,63

	Extremadura
	622
	623
	-0,21

	Galicia
	812
	817
	-0,66

	Madrid
	2.534
	2.531
	0,11

	Murcia
	1.080
	1.047
	3,19

	Navarra
	208
	210
	-0,76

	País Vasco
	789
	786
	0,37

	La Rioja
	135
	133
	1,38

	Comunidad Valenciana
	2.705
	2.680
	0,94

	Ceuta
	60
	60
	-0,83

	Malilla
	41
	43
	-4,05

	Total
	23.129
	23.095
	0,15
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La última normativa merece especial atención porque hace desaparecer el últi-
mo aspecto de la venta del cupón que lo asociaba a la mendicidad. Anteriormente,
los vendedores de cupón realizaban la venta ambulante u ocupaban de forma más
o menos permanente las esquinas o calles que ellos elegían o que les eran directa-
mente adjudicados por el delegado. Con la nueva normativa la calle se cierra, se
divide en "puestos de venta". La calle, entonces, deja de ser un espacio abierto y
caótico, y se estructura normativa y simbólicamente en espacios cerrados, en
donde cada vendedor tiene su "lugar de trabajo", su puesto de venta. La venta del
cupón deja de ser una venta callejera, porque la calle, como tal, ha dejado de exis-
tir para ser sustituida por una red de puestos de venta adjudicados a los vendedo-
res según una escala de méritos. Así, aparece la figura del titular del puesto de
venta, que tiene su puesto "en propiedad", pues lo ha ganado a través de un con -
curso de méritos. Surge también la figura del vendedor suplente, que ocupa el
mismo puesto de venta que el titular vendiendo a distintas horas. El suplente tam -
bién ha ganado su puesto a través de un concurso de méritos y está a la espera de
conseguir su titularidad o la suplencia de otro puesto de venta más rentable175. En
175 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, núm. 45/1994 (Sala de lo Social), de 18
de enero, Ar. 9, donde se analiza la condición de suplencia para la venta del cupón en un quiosco de la
ONCE:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
SEGUNDO.- El art. 22.a) de la Circular de la «ONCE» núm. 24/1989, de 14 septiembre, rectora de la
adjudicación de quioscos de venta de cupones en concepto de titular, efectuada en 14 de enero de 1992 por
la Junta de Adjudicación de puntos de venta de Cantabria a favor del codemandado, establece que «el
suplente accederá automáticamente a la condición de vendedor principal del quiosco cuando haya ejerci-
do la suplencia en el mismo durante un período superior a cuatro años y siempre y cuando se haya produ-
cido la vacante del principal». Dicha decisión es impugnada en la demanda por entender que el adjudica-
tario no cumplía el mencionado requisito en la fecha en que se produjo, ya que le fue autorizada su condi-
ción de suplente con efectos al 1 de agosto de 1988.
Quedó expresado el error que la sentencia de instancia razona producido contractualmente en cuanto a tal
retroacción de efectos. Son argumentos adicionales del demandante, reproducidos en el recurso, la inefica-
cia de las posibles suplencias esporádicas, en casos de enfermedad o ausencias ocasionales del titular, para
tener la cualidad de suplente de un quiosco, y la exigencia de contrato escrito que la confiera, porque así
lo dice el ap. 24 de la Circular de la «ONCE» núm. 6/1987, de 1 abril: «Los adjudicatarios de quioscos
están obligados a suscribir el contrato que para el disfrute del mismo se establezca. De existir suplentes,
suscribirán el que se fije para ellos, incluso cuando la suplencia corresponda al cónyuge del titular».
Ambas alegaciones recurrentes serán objeto de subsiguiente análisis.
TERCERO.- La suplencia no es una sustitución del titular, aunque pueda también serlo, sino un «segun-
do adjudicatario de un punto de venta» que realiza la actividad «con carácter subsidiario o secundario res-
pecto del vendedor principal», según el art. 8 de la citada Circular 24/1989. Más explícitamente, el ap. 17
de la Circular 6/1987, también citada, dispone que el suplente «ejercerá la venta una vez que el titular haya
finalizado la suya».
A tal concepto de la situación de que se trata ha de entenderse referida la del codemandado, que se afirma
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1989, en una nueva normativa sobre puntos de venta aparece, finalmente, la figura del "pro-
bador de puntos de venta", un vendedor "con alto grado de productividad en su trayectoria
profesional" que accede a esta categoría durante un año con el fin de probar la rentabilidad
de un nuevo puesto de venta (circular 24/89). De esta forma, con la definición de los puntos
de venta, los vendedores tienen por delante una carrera profesional. Empezarán como
suplentes y, según su pericia profesional, pueden terminar disfrutando de un quiosco, de un
local, o de un "stand" de venta.
Se puede observar muy bien el cambio de actitud de la organización respecto a la
ocupación de la venta del cupón comparando los dos primeros planes de actuación de
la ONCE. El primer plan de actuación se aprobó antes de la reforma del 84. En estos
momentos se percibía al cupón como un obstáculo para la promoción profesional y
social de los ciegos176. Cuatro años más tarde, en el plan de actuación para 1987-89 se
acreditada desde 1987 en virtud de prueba practicada para mejor proveer, incluyente de declaración testi-
fical, y de la prueba documental constituida por el acta de la Junta de Adjudicación de puntos de venta de
fecha 14 de diciembre de 1988, en la que se reconoce al codemandado «la suplencia que viene realizando
durante dos años en el quiosco de la calle Hernán Cortés núm. 8, perteneciente a la vendedora núm. 2».
Esta vendedora fue la declarante testifical en trámite de mejor proveer. Al jubilarse fue sucedida en la titu-
laridad por otro empleado, de quien siguió siendo acreditadamente suplente el codemandado. Es importante
notar que el ap. ] 7 de la repetida Circular 6/1987 establece que «la "ONCE" procurará en todo momento que
cada quiosco disponga, al menos, de un suplente»; no consta la existencia de otro alguno en el quiosco a que
se refiere el litigio. Así pues, la suplencia del codemandado que viene acreditada desde 1987 no puede enten-
derse, como se alega en el recurso, ejercida a título de sustitución esporádica del titular, sino en los términos
correspondientes al concepto de la situación.
CUARTO.- Queda por examinar la significación de la alegada exigencia de contrato escrito para adquirir la con-
dición de suplente. En el recurso se pretende identificable tal requisito formal con la existencia misma de la situa-
ción jurídica («de iure», se dice), por contraposición a la ineficazmente acaecida de mero hecho.
Pero esta tesis recurrente es errónea. Cuando el ap. 24 de la Circular 6/1987, anteriormente trascrito, impo-
ne a los suplentes la obligación de suscribir el contrato que se fije para ellos no significa que no adquieran
tal condición si no les ha sido ofrecido el contrato a la firma, sino que han de firmarlo si se les ofrece. La
exclusión del requisito de la forma contractual escrita con carácter esencial o «ad solemnitatem» constitu-
ye principio común a que responden los arts. 1254, 1278 y 1279 del Código Civil, y, en el ámbito laboral,
el art. 8 del Estatuto de los Trabajadores.
Cuestión distinta es que la suplencia haya de constar como situación efectivamente reconocida por la «ONCE»,
sin eficacia posible de la mera situación de hecho, y además que lo haya sido de algún modo fehaciente para que,
como se alega en el recurso, obtenga la trascendencia que implica frente a terceros, precisamente manifestada en
la presente controversia. A tal cuestión responden el párr. 5.° de los hechos probados y el Acuerdo de la Junta de
Adjudicación de puestos de venta de 14 de diciembre de 1988 que en aquél se acoge, donde, como quedó expues-
to, se reconoce al codemandado la suplencia que venía desempeñando en el quiosco de que se trata desde hacía
dos años. Carece de relevancia el impreciso exceso de esta antigüedad en el desempeño y reconocimiento explí-
cito de la condición de suplente, con inequívoco efecto retroactivo, puesto que bastarían once meses de retroac-
ción para la legítima adquisición del derecho impugnado en la demanda y viene acreditado un tiempo de suplen-
cia anterior, reconocido por el órgano competente en su día, ampliamente superior en todo caso».
176 En el Acuerdo 8/83-9 del Consejo General se establecía que el objetivo era: «[...] que la existencia de
un medio como el cupón pro-ciegos [...] no se traduzca en niveles más bajos de integración profesional,
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observa un cambio de perspectiva de 180 grados. El cupón no es sólo un medio para
alcanzar un fin, sino que es también un fin en sí mismo, tanto para la organización como
para el vendedor, porque la venta del cupón es una profesión tan digna como otra cual-
quiera. De esta forma, el éxito de la organización, que es también una empresa, ya no
se puede medir por la reducción del número de vendedores, sino por su profesionali-
dad174,177".
4.8.2. El programa de profesionalización permanente de vendedores178.
Para una red comercial tan especial, la ONCE inicio en 1990 un plan de formación
permanente que se basa principalmente en las siguientes actividades:
· Cursos especiales de iniciación para nuevos vendedores.
· Campañas formativas y cursos específicos, impartidos en grupos de unos 15 ven-
dedores, para discutir sobre el producto, las diferentes modalidades de cupón, técnicas
de marketing, etc. Las reuniones se realizan por áreas territoriales y tienen en cuenta las
peculiaridades de venta de cada zona.
· Distribución gratuita a todos los vendedores de publicaciones periódicas de su inte-
rés (revista: Así Somos).

· Distribución gratuita de la revista mensual "Perfiles", de carácter general, que
conecta con los afiliados y trabajadores, desde una óptica abierta y variada, donde se
presta especial atención a la venta del cupón.
sino que por el contrario, represente una palanca para la formación profesional y la integración de los cie-
gos. Dicho objetivo debe constituir una meta fundamental y prioritaria en el marco del proceso transfor-
mador que queremos imprimir a la política de la ONCE a pesar de las dificultades que en el momento
actual representa la difícil situación por la que atraviesa el mercado de trabajo».

174 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
205-208.

177 El Acuerdo del Consejo General 2/87-2.8, establece que de lo que se trata es de desterrar: «[...] de una
vez por todas la idea de que cualquiera puede ser agente-vendedor del cupón y, por lo tanto, un profesio-
nal en esta materia, de la misma manera que cualquier individuo [...] puede ser un profesional en cualquier
campo. En este sentido, se considera urgente que tanto los afiliados a la ONCE como los no afiliados que
aspiren a ser agentes-vendedores cumplan unas condiciones mínimas indispensables para poder serlo».
En el programa de TVE: En Portada, emitido el lunes 8 de octubre de 1990, se hace una pregunta a un
líder progresista, y la contestación pone de manifiesto el cambio de tendencia: «- ¿Sería deseable, sería
posible que desapareciese la venta del cupón?. - !No!. Y respondo tan categóricamente porque nosotros no
consideramos la venta del cupón como un ejercicio profesional poco digno, sino al contrario. Es decir, en
otro tiempo había una cierta tendencia psicológica a pensar que ese ejercicio profesional podría ser degra-
dante, o no sé como. Pero, afortunadamente, la Institución ha conseguido [...] que hoy en día vender nues-
tro cupón sea una actividad dignísima, por la que incluso alguna gente lucha (cupón de los minusválidos,
cupón del parado). Y luchamos por defender esa cuota de mercado, porque vender el cupón (y si no, que
se lo digan a nuestros 22.000 vendedores), es una profesión tan enormemente digna [...] que para nosotros
no solamente es irrenunciable, sino que es esencialmente potenciable».
178 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, p. 162.
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4.9. Personas que lo acompañan.
La venta del cupón se ejerce de manera personal. Sin embargo, en ocasiones es nece-
sario que el invidente sea acompañado o auxiliado, lo que puede generar determinadas
controversias jurídicas179.
179 Vide Sentencia Tribunal Superior de Justicia Comunidad Valenciana núm. 3803/2000 (Sala de lo
Social), de 1 i de septiembre, Ar. 75573, sobre despido de un "Lazarillo" (acompañante).
«ANTECEDENTES DE HECHO
[...]. SEGUNDO.- Que en la citada sentencia y como HECHOS PROBADOS se declaran los siguientes: "PRI-
MERO.- La actora Da. Sacramento A. alega que ha venido prestando servicios por orden y cuenta de la deman-
dada Pilar Lozano Serrano presuntamente incapaz y tutelada por el también codemandado José Lozano Serrano,
desde el 1 -2-95, con la categoría profesional de Lazarillo y salario de 50.000 ptas mensuales, con inclusión de la
parte proporcional de las pagas extraordinarias. SEGUNDO.- La actora alega haber sido despedido por Pilar
Lozano Serrano, de forma verbal el 27-8-99, con efectos de 30- 8-99. TERCERO.- La actora alega no ostentar ni
haber ostentado en el año anterior al despido la condición de representante legal o sindical de los trabajadores.
CUARTO.- La actora no convive con Pilar L., siendo cuñada de ésta. QUINTO.- Pilar L., tiene reconocida la con-
dición e Minusvalía por resolución de 15-2-98 de la Consellería de Trabajo y Seguridad Social, debido a una dis-
minución de su capacidad orgánica y funcional del 90% por ceguera bilateral y deficiencia mental media de etio-
logía no aclarada. SEXTO.- Pilar L. viene prestando servicios por orden y cuenta de la ONCE como Agente ven-
dedor desde el 1-2-94. Previamente a la iniciación de la prestación de servicios, los padres de Pilar se reunieron
con el resto de la familia para exponerles que para que pudiera aceptar el trabajo era necesario que la familia cola-
borase a efectos de acompañar a Pilar de su domicilio al punto de venta, en la recogida y liquidación de los cupo-
nes, así como para evitar que fuera objeto de engaño alguno en la venta, mostrándose la familia (hermanos, cuña-
das y sobrinos) conformes con irse turnando para acompañar a Pilar, lo que así ha venido haciendo, acompañan-
do a Pilar de forma indistinta sus hermanos, cuñadas, sobrinas e incluso la propia actora, recibiendo a cambio de
dicha colaboración determinadas gratificaciones por los padres de Pilar, consistentes en pagarles o el importe de
determinadas compras (comestibles ó prendas de vestir). SÉPTIMO.- Como consecuencia de la mala relación
existentes entre la actora y Pilar Lozano se decidió por ésta y el resto de la familia que no la acompañase más a
la venta de los cupones comunicándole Pilar a la actora el día 27-8-99 que a partir del lunes (30-8-99), no volvie-
ra a acompañarla. OCTAVO.- Por los codemandados José Lozano Serrano y ONCE se alega falta de legitimación
pasiva, respecto al primero por no ser tutor de pilar Lozano Serrano, y respecto al segundo por no existir relación
laboral entre la actora y dicho Organismo. Asimismo por la codemandada Pilar L. se excepciona litisconsorcio
pasivo necesario por no haber sido citado a Juicio el Ministerio Fiscal de acuerdo con el art. 124 C.E. y tener la
demandada disminuida su capacidad. Y finalmente y por todos los codemandados se alega la excepción de cadu-
cidad, al haber dejado de acompañar la actora a Pilar el 1-9-99. NOVENO.- Con fecha 6-9-99 se presentó pape-
leta de conciliación, celebrándose el preceptivo acto conciliatorio el 20-9-99, que concluyó sin efecto, interpo-
niéndose posterior demanda el 5-10-99.".
TERCERO.- Que contra dicha sentencia se interpuso recurso de suplicación por la parte demandante,
habiendo sido debidamente impugnado. Recibidos los autos en esta Sala, se acordó la formación del rollo
correspondiente y su pase al Ponente.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.-[...]
También se alega, al amparo del apartado c) del art. 191 de la LPL, que se entienda infringido el art. .3 d) del E.T.,
art. 1214 del Código Civil y art. 56 del mismo Estatuto, pues se estiman suficientemente indicativos los indicios
de confluyen en afirmar que existió relación laboral entre las partes Sin embargo esa deducción de parte choca
frontalmente con hechos indiscutidos relativos a la relación familiar existente entre las partes, y al apoyo del resto
de la familia en la colaboración tendente al acompañamiento de la Sra Lozano a su puesto de venta de los cupo -
nes, asi como en la falta de todo dato que obligue a considerar que el acompañamiento era complementado con
tareas de ayuda en la venta de cupones, pues es evidente que los agentes vendedores de la ONCE, poseen
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5. Contratación de una póliza que cubre el riesgo por robo y expoliación que
sufran los vendedores180.
Como una medida de acción social, se contemplaba esta posibilidad en el convenio colec-
tivo de la ONCE. Mediante la Circular 5/2003, de 20 de mayo, de la Dirección de Recursos
Humanos y Sanitarios, registro general de salida n°: 27556, se procedió a determinar el régi-
men jurídico del seguro amparador de robo y expoliación para agentes vendedores del cupón.
De acuerdo con lo que en cada momento establezca el Convenio Colectivo de la ONCE
y su personal vigente o normativa aplicable, la Dirección General asumió el compromiso de
suscribir una póliza de seguro por una duración de doce meses, renovable por periodos suce-
sivos de igual duración, con una compañía de seguros que cubra los riesgos por robo y expo-
liación que puedan sufrir los agentes vendedores, en calidad de asegurados, de los cupones
asignados o del dinero obtenido por la venta. Las condiciones de cobertura, los límites y
exclusiones se fijarán dentro de los términos que en la póliza de seguro se establezcan.
5.1. Riesgos asegurados: robo y atraco o expoliación181.
Se entenderá como riesgos asegurados los contenidos en las siguientes definiciones:
determinadas minusvalías que no les impiden realizar su trabajo de manera independiente, aunque en ocasiones
cuenten con alguna ayuda para su traslado.. Ni el horario, ni la retribución, ni la dependencia resultan elemen -
tos que consten acreditados en el presente supuesto, por lo que la presunción de laboralidad de la relación no
puede estimarse como un elemento de necesaria deducción, lo cual obliga a la desestimación del recurso y a la
integra confirmación de la sentencia de la instancia».
180 Vide diario El País de 26 de noviembre de 1999, "Detenido un hombre por atracar a 35 vendedores de
la ONCE": «Agentes del grupo de sirias, especializados en perseguir a los atracadores que utilizan nava-
jas para cometer sus robos, [...], han detenido en Barcelona [...], acusado de ser el autor de 35 robos a ven-
dedores de cupones de la ONCE en los últimos dos meses. El presunto ladrón, pistola en mano, robaba a
los vendedores la recaudación, los cupones del día siguiente y los documentos personales, incluidos los
carnés de minusválido, lo que le permitía utilizar los transportes públicos a un coste reducido. [...]. Sus víc-
timas, al ser invidentes, no podían describir al asaltante; hasta que en uno de los atracos un vendedor de la
ONCE opuso resistencia al asalto y en el forcejeo al supuesto ladrón se le cayó el periódico que llevaba.
Fue su perdición. En el diario, tras un laborioso proceso, la policía encontró sus huellas [...]».
181 Vide diario El País de 10 de octubre de 1998. "Un joven es detenido por robar cupones de la ONCE y
venderlos por su cuenta": «Los agentes del Grupo de Delincuencia Urbana de la policía han arrestado a
[...], de 24 años, acusado de siete robos de cupones de la ONCE que después vendía haciéndose pasar por
disminuido. [...] tiene fijación por la ONCE y es un viejo conocido de la policía, que ya le ha detenido en
anteriores ocasiones por robos similares. [...] utilizaba dos tácticas. Provisto de una llave maestra como la
que tienen los limpiadores de los quioscos de la ONCE, se colaba en estas instalaciones y, haciendo ver
que la llave era navaja, amenazaba directamente a los invidentes y les robaba los cupones. Otras veces ace-
chaba y cuando los vendedores salían de su quiosco por necesidades fisiológicas, siempre con la llave,
entraba en ellos y arramblaba con los cupones. Con su botín y con su inseparable llave maestra [...], ni corto
ni perezoso, esperaba a que algún vendedor del cupón situado en el centro de Barcelona, por los alrededo-
res de la plaza de Urquinaona, acabara su jornada pronto y cerrara el quiosco. Cuando esto sucedía, el joven
abría el chiringuito con su llave y, con todo descaro, se ponía a vender los cupones robados».
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Robo: La sustracción o apoderamiento ilegítimo de los bienes asegurados, contra la
voluntad del vendedor mediante actos que impliquen fuerza o violencia en las cosas o
introduciéndose el autor o autores en el espacio físico previsto dentro de los límites
geográficos delimitados en la póliza, mediante ganzúa u otros instrumentos no destina-
dos ordinariamente a abrir las puertas o penetrando secreta o clandestinamente, igno-
rándolo el vendedor, su familia o empleados sirvientes, ocultándose y cometiendo el
delito cuando el local se hallare cerrado.
Atraco o expoliación: La sustracción o apoderamiento ilegítimo de los bienes ase-
gurados contra la voluntad del vendedor, mediante actos de intimidación o violencia,
realizados sobre su persona.
5.2.
Bienes garantizados contra robo y expoliación.
Los bienes garantizados contra robo y expoliación son los siguientes:
· Los cupones que la ONCE entregue para su venta a cada vendedor antes del sor-
teo correspondiente y desde la fecha institucional de retirada.

· El dinero en metálico o billetes de banco producto de la venta de dichos cupones,
durante los días de venta autorizados y hasta la liquidación de los mismos, según la nor-
mativa vigente en cada momento.

· Una determinada cuantía en concepto de cambio monetario, que será concretada
en la póliza, así como su importe máximo.
· Los cupones premiados con una o dos cifras, que hayan sido canjeados por el ven-
dedor.
5.3.
Beneficiarios.
Los beneficiarios de la póliza son todos los agentes vendedores del cupón de la
ONCE, cualquiera que sea su jornada de venta182.
5.4.
Límites geográficos.
La cobertura de la póliza alcanza a todas las zonas o puntos de venta que la ONCE
182 Vide EFE, "La ONCE denuncia estafas a sus vendedores con billetes de 50 euros" Elmundo.es, 30 de
enero de 2005: «Numerosos vendedores de la ONCE han sido estafados en las últimas semanas en
Cataluña con billetes falsos de 50 euros, según denuncia la organización. Los timadores consiguen que la
textura y el tamaño de estos billetes sean casi exactos a los de circulación legal, por lo que son práctica-
mente imposibles de detectar para personas ciegas o con escasa visión. [...]. Las estafas a vendedores de
cupones son una vieja práctica común en toda España, aunque los sistemas de falsificación se han ido inno-
vando y mejorando hasta el punto de que muchas personas ciegas, adiestradas en el uso y conocimiento de
los billetes al tacto, son incapaces de distinguir entre la moneda legal e ilegal. [...]».
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tiene en todo el territorio nacional (quioscos, locales comerciales, stands, locales públi-
cos o privados de acceso público, en vía pública, etc.), siempre que el agente vendedor
esté presente, así como al domicilio que cada vendedor tenga reconocido en su respec-
tivo centro de trabajo y al tránsito entre las zonas y los puntos de venta con las entida-
des de crédito colaboradoras, con la sede de las dependencias de la ONCE o domicilio
particular del vendedor y viceversa, siempre dentro del horario de venta habitual, liqui-
dación o devolución necesarias para desempeñar adecuadamente la actividad. La jorna-
da de venta habitual será la manifestada en la declaración de siniestro.
Ha quedado excluida cualquier otra cobertura fuera de estos trayectos y horarios.
5.5.
Límites de indemnización por siniestro.
La ONCE, mediante el correspondiente Oficio-Circular establecerá los límites de
indemnización por siniestro, así como la variedad de productos del juego que quedarán
cubiertos por la póliza que se negocie en cada momento, sin que en ningún caso la
indemnización pueda superar el valor nominal del cupón retirado para la venta, más la
cuantía del cambio monetario prevista en dicho Oficio-Circular.
Durante la vigencia de cada póliza, la indemnización por vendedor será de un máximo
de dos siniestros.
La cobertura por robo o expoliación sólo se producirá cuando el vendedor sea perso-
nalmente víctima del siniestro, o éste se efectúe en su domicilio.
5.6.
Riesgos excluidos.
Queda expresamente excluido el hurto de cupones o dinero en efectivo, considerándo-
se hurto la toma de los bienes asegurados contra la voluntad del vendedor, sin empleo de
fuerza o violencia en las cosas, ni intimidación ni violencia ejercida sobre las personas.
Igualmente, queda excluida la pérdida o extravío de los bienes garantizados.
Asimismo quedan excluidos los siguientes supuestos:
· Los siniestros causados por mala fe o negligencia del vendedor, de las personas que
de ellos dependan o que con ellos convivan, o cuando cualesquiera de estas personas hayan
cometido el robo o expoliación en concepto de autores, cómplices o encubridores.
· Los robos o expoliaciones cometidos en lugares distintos a los contemplados en la
póliza vigente en cada momento y que puedan originar aumento de riesgo.
· El dinero particular, documentos y objetos de valor, propiedad del agente vendedor o
de un tercero.
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· El dinero en efectivo del afectado o de un tercero.
· Los cupones que porte el agente vendedor, aunque el robo se produzca en el domicilio
del mismo, cuando aquéllos no le correspondan o pertenezcan a otro vendedor asegurado.
· Los robos que se produzcan en domicilio que no sea el particular del vendedor
· Los siniestros de expoliación en los que la víctima no sea personalmente el agente
vendedor.
· En general, todos aquellos casos no comprendidos en las definiciones de robo, atraco
o expoliación. Al fin previsto el vendedor deberá siempre emplear la diligencia exigible a
su actividad, de conformidad con las circunstancias de tiempo y lugar.
Cuando se acredite que la denuncia de un robo o expoliación es falsa, o se tergiverse la
realidad de lo acontecido agravándose las circunstancias del siniestro, el vendedor incurri-
rá en una falta muy grave, aplicándosele el régimen disciplinario previsto en el vigente
convenio colectivo, sin perjuicio de que además se adopten las acciones penales que, en
cada caso, procedan.
5.7. Procedimiento a seguir ante siniestros producidos.
El agente vendedor de cupón, en su calidad de asegurado de la cobertura, está obliga-
do a formular personalmente y bajo su exclusiva responsabilidad, la correspondiente
denuncia ante la policía o guardia civil de la localidad donde ejerza la venta, resida o se
produzca el siniestro, dentro del plazo máximo de cuarenta y ocho horas, contadas desde
el momento en que el hecho se hubiese producido. Podrá solicitar de su delegación terri-
torial, dirección administrativa o agencia el apoyo de un especialista de ventas u otra per-
sona idónea para que le acompañe o asista en tal menester, sin que ello suponga que la enti-
dad o la persona acompañante asuma la responsabilidad de la denuncia. Al presentar la
denuncia indicará, para que conste por escrito, el nombre de la compañía de seguros y el
importe total de lo robado o expoliado, reseñando por separado la cantidad de cupones y
de dinero en efectivo.
En el plazo máximo de veinticuatro horas contadas desde el momento en que se formu-
la la denuncia de robo o expoliación ante la autoridad competente, el vendedor siniestrado
presentará el documento acreditativo de la misma en su delegación territorial, dirección
administrativa o agencia, debiendo la dependencia de la ONCE receptora, registrar de
entrada dicho documento y entregar al interesado una fotocopia del mismo como justifi-
cante de su recepción, haciendo constar la fecha y hora en que dicha presentación se pro-
dujo.
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El vendedor que resulte víctima de robo o expoliación, tendrá derecho a que sea trami-
tada la solicitud de indemnización de siniestro, siempre que concurran los requisitos esta-
blecidos, aporte la correspondiente declaración y no hubiere cobrado indemnización por
dos siniestros durante el período de vigencia de cada póliza. En observancia de este dere-
cho, los centros vendrán obligados a la tramitación del correspondiente expediente de robo,
aun cuando aparentemente pudiera estar excluido de cobertura.
Si el vendedor siniestrado manifiesta no disponer de recursos suficientes para efectuar
la liquidación de los productos afectados por el expediente de robo, podrá solicitar por escri-
to la apertura de una "cuenta a cobrar", en cuantía no superior al importe de la liquidación
afectada. El centro respectivo deberá autorizar la citada apertura, con el límite máximo de dos
en el periodo de vigencia de cada póliza, salvo que concurran elementos objetivos que justi-
fiquen suficientemente su denegación.
Será condición imprescindible para la apertura de la citada cuenta que el vendedor entre-
gue la correspondiente copia de la denuncia y que, tanto ésta, como la comunicación a su cen-
tro de adscripción, hayan sido realizadas en la forma y plazos establecidos al efecto.
5.8. Tramitación del siniestro ante la aseguradora.
El mismo día que el vendedor realice la comunicación de robo y presente copia de la
denuncia en su centro de adscripción (Delegación Territorial, Dirección Administrativa o
Agencia), se procederá a tramitar el siniestro.
El plazo para tramitar y remitir el expediente por parte del centro, no deberá sobrepa-
sar los quince días, desde la fecha en que se produzca el siniestro, circunstancia que obli-
ga a que se actúe con la máxima celeridad y precisión, en evitación de los perjuicios que
se pudieran originar como consecuencia de retraso, negligencia o lentitud.
Afín de cumplimentar en la medida de lo posible los datos que no consten en la denun-
cia, se ha creado un modelo de declaración, que habrán de suscribir inexcusablemente, en
la dependencia de la ONCE a que se hallen adscritos los vendedores que hayan sufrido
robo o expoliación, en presencia de dos empleados videntes de la misma, que darán testi-
monio de la realidad de dicha declaración y autenticidad de la firma del declarante, suscri-
biéndolo en el lugar acotado al efecto. En caso de contar o estar presente únicamente un
empleado vidente, efectuará tal testimonio el titular de la dependencia, en defecto del
segundo empleado vidente.
El Delegado Territorial, Director Administrativo o Director de la Agencia a la cual figu-
re adscrito el vendedor interesado, cumplimentará el informe-certificación.
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Si el vendedor pertenece a una agencia administrativa, el mismo día en el que se reci-
ba la comunicación del robo y la copia de la denuncia por el agente vendedor, la agencia
de la ONCE procederá a la tramitación del siniestro en la forma establecida, remitiéndolo
por correo certificado o servicio de mensajería, en un plazo de 15 días, a la correduría de
seguros que se especifique en el correspondiente Oficio-Circular, la cual será la encargada
de gestionar ante la compañía de seguros contratada, el pago de la pertinente indemniza-
ción. Las agencias administrativas trasladarán simultáneamente a sus respectivas delega-
ciones territoriales y direcciones administrativas fotocopia de los documentos que hubie-
sen enviado directamente a la correduría.
Si el vendedor está adscrito a la sede de una delegación territorial o dirección adminis-
trativa, dicho centro lo remitirá en la misma fecha por valija a la Dirección General, donde
existe un apartado para dicha correduría.
A. la recepción del expediente por la correduría de seguros, ésta remitirá acuse de reci-
bo del mismo y lo remitirá al centro de origen de la ONCE que tramitó el expediente.
5.9. Resolución del expediente de robo.
La resolución del expediente por parte de la compañía aseguradora será comunicada al
agente vendedor.
En el caso de que la resolución del expediente de robo sea positiva, la compañía asegu-
radora, o en su caso, la correduría con la que se encuentre suscrita la póliza remitirá a la
sede del centro que tramitó el siniestro, el finiquito acreditativo de la concesión de la
indemnización a favor del vendedor, figurando en este último la fecha del robo.
En el supuesto de que la compañía no asuma total o parcialmente el siniestro, el ven-
dedor interesado quedará obligado a reintegrar a la ONCE el importe de la cuenta a cobrar.
Este reembolso podrá realizarlo al contado o mediante descuento en nómina, en el plazo
máximo de doce mensualidades, abonando en cada una de ellas la parte proporcional de la
deuda, con un mínimo mensual de 121 euros.
Cuando un vendedor tuviese dos cuentas pendientes por siniestros no indemnizados,
la cantidad mínima mensual será de 121 euros por el primer siniestro y de 241 euros
por el segundo siniestro.
V. Los pensionistas.
1. Los pensionistas, podrán ser o no, afiliados.
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Sobre ésta materia, los Estatutos de la ONCE, en su art. 78183, determinan que los
pensionistas, que podrán ser o no afiliados, disfrutarán de las prestaciones sociales
inherentes a la citada condición. Por tanto, si son afiliados, ostentarán como derechos
todos los inherentes a dicha condición que ya han sido objeto de estudio. Además, debo
señalar el que expongo a continuación.
2. Vacaciones sociales para el colectivo de mayores y pensionistas de la ONCE184.
2.1.
Concepto.
Tienen el carácter de vacaciones sociales las estancias de grupos de participantes en
una población diferente a su lugar habitual de residencia, exclusivamente dentro de la
Península, Baleares y Canarias, durante un período no superior a dos semanas, tiempo
en el que se programarán actividades que favorezcan la convivencia y la participación
social, cultural y turístico-recreativa entre los beneficiarios que coincidan en los distin-
tos turnos vacacionales.
Existen dos modalidades de vacaciones sociales en la ONCE: las convocadas por la
Dirección General (centralizadas); las ofertadas por las Delegaciones Territoriales y
Direcciones Administrativas (territorializadas).
2.2.
Características.
La programación de los turnos de vacaciones sociales convocados por la Dirección
General se publica anualmente mediante Oficio-Circular, regulándose en dicha norma
las condiciones específicas correspondientes.
183 Vide Estatutos de la ONCE, art. 78:
«Título IV. De la comunidad de personas que integran la organización.
Artículo 78. La comunidad de la ONCE estará formada por tres tipos de personas físicas:
Los afiliados.
Los empleados.
Los pensionistas.
La pertenencia a dicha comunidad implica el acatamiento de los presentes Estatutos y la obligación de ser-
vir al cumplimiento de los fines institucionales.
En lo referente a la afiliación, regirá lo dispuesto en el Título correspondiente de los vigentes Estatutos. Su
condición es perfectamente compatible con la de empleado, pensionista o cualquier otra.
En cuanto a los pensionistas, que podrán ser o no afiliados, disfrutarán de las prestaciones sociales inhe -
rentes a la citada condición».
184 Vide Circular 11/2001, de 6 de julio, de la Dirección de Autonomía Personal y Bienestar Social, regis-
tro general de salida n°: 44.231, que derogó la Circular 19/93, de 23 de julio, emitida por la entonces deno-
minada Sección de Acción Social e Integración Laboral.
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Respetando el mismo carácter social, se organizarán turnos vacacionales de carácter
centralizados en la época de Navidad, contabilizándose como cualquiera de los turnos
que se organicen a lo largo de la convocatoria.
Con el fin de posibilitar que los afiliados puedan conocer todas las ofertas de vaca-
ciones, los distintos centros ( D.T.s y D.A.s) publicarán en septiembre todos los turnos
tanto centralizados como territorializados que se vayan a realizar hasta que finalice el
año, y en enero todos aquellos que tengan lugar hasta el mes de julio.
Cada Delegación Territorial y Dirección Administrativa, siempre que cuente con
crédito suficiente en su presupuesto de gastos, tiene competencia para la aprobación de
sus propios proyectos de vacaciones sociales. Al objeto de una mejor planificación es
muy importante tener en cuenta que se están programando vacaciones de carácter
"social". Por consiguiente, su precio deberá ser accesible para la mayoría del colecti-
vo y los recursos económicos destinados a tal fin habrán de gestionarse buscando en
todo momento la racionalidad del gasto. Estos proyectos deberán contener básicamen-
te: - Lugar de celebración de las vacaciones. - Fecha inicial y final del período en que
se desarrollarían las mismas. - Número de plazas previstas. - Programación de activi-
dades a organizar. - Importe total e individual del presupuesto, incluyendo transporte,
alojamiento y manutención. - Seguro turístico por enfermedad o accidente.
Los turnos de vacaciones deberán programarse para un mínimo de veinte personas,
incluyendo el monitor, con excepción de los turnos centralizados a celebrar en Navidad.
La presentación de solicitudes deberá realizarse con un mes de antelación a la fecha de
salida prevista para cada uno de los turnos, con el fin de que todos los beneficiarios que pudie-
ran estar interesados, dispongan de tiempo suficiente para formalizar su petición.
La distribución de las plazas dentro de cada turno se efectuará priorizando la parti-
cipación de los afiliados, teniendo preferencia aquellos que no hayan disfrutado de nin-
gún turno vacacional dentro de la convocatoria.
Con el fin de poder realizar un seguimiento de los turnos, será necesario que los
monitores y coordinadores que participen en los mismos faciliten a su centro los infor-
mes previamente elaborados, para poder así ser introducidos en la aplicación informá-
tica de "Vacaciones Sociales".
2.3. Beneficiarios.
Podrán participar en cualquiera de los turnos vacacionales que se establezcan: afi-
liados a la ONCE sin actividad laboral, mayores de sesenta años; perceptores de pen-
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sión derivada de relación laboral directa con la ONCE, afiliados o no a la misma, que
no realicen actividad laboral alguna y que sean mayores de sesenta años, así como los
viudos de aquellos que hayan sido trabajadores de la entidad y cuya edad se correspon-
da con la indicada.
Los beneficiarios podrán disfrutar de un número limitado de turnos de vacaciones
dentro de una misma convocatoria, según aparezca regulado en el Oficio-Circular que
se publica anualmente, computando tanto los turnos centralizados como los territoriali-
zados.
Los beneficiarios que lo requieran podrán acudir a las vacaciones con un acompa-
ñante, recomendándose la elección de personas de edad similar por razones de homo-
geneidad de los grupos. En el supuesto de que esto no fuera posible no se admitirá, en
ningún caso, acompañantes menores de edad.
2.4. Personal de apoyo.
La ONCE asignará a los diferentes turnos el personal de apoyo necesario, como
monitores especializados responsables de cada grupo, que deberán seleccionarse por las
distintas Delegaciones Territoriales y Direcciones Administrativas, de acuerdo con el
perfil exigido por la normativa vigente.
Asimismo, se considera personal de apoyo a los coordinadores que se encuentran
destinados en distintos hoteles.
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CAPITULO V. LA LOTERÍA Y EL CUPÓN: UNA
RELACIÓN ENTRE GÉNERO Y ESPECIE
I. Consideraciones previas.
Casi todas las relaciones jurídicas se proyectan objetivamente sobre una entidad que, aten-
tamente contemplada, hay que descomponerla, también desde un punto de vista jurídico, en
una multiplicidad de objetos, más o menos enlazados entre sí, que exige hablar de pluralidad
de los mismos. Variando aquí, por supuesto, tal multiplicidad, desde una simple alineación
horizontal, hasta una más compleja y diferenciada tesitura jerárquica, que agudiza con mayor
rigor las eventuales conexiones recíprocas entre los objetos múltiples: como puede verse en
el caso de las llamadas partes constitutivas, las llamadas pertenencias y los llamados acceso-
rios, que son ejemplos de pluralidad objetiva presididos por una idea estructural de oscilante
densidad en la presentación, más o menos compacta, del conjunto objetivo de que se trata. Y
ya en el supuesto de la universalidad, la numeración accidental del objeto sube todavía más
de grado, hasta fundirse en una idea de totalidad1, que vuelve a permitir hablar de unidad,
pero naturalmente en un plano superior más elevado que el de la unidad elemental referida2.
1 Vide P. TEILHARD de CHARDIN, El fenómeno humano, traducción, prólogo y notas de M. Crusafont
Pairó, Taurus, Madrid, 1965. Tomado de: Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo
español, o.c, p. 523: «[...] el Cosmos en el que el hombre se halla comprometido constituye, de acuerdo
con la integridad indiscutible de su conjunto, un Sistema, un Totum y un Quantum: un Sistema, por su
Multiplicidad; un Totum, por su Unidad; un Quantum, por su Energía; los tres, por lo demás, situados en
el interior de una esfera ilimitada. [...]. Ahora bien; dentro de este bloque, si lo consideramos de una
manera más atenta, nos damos cuenta inmediatamente de que existe algo más que una simple superposi -
ción de relaciones articuladas [...]».
2 Vide Jaime GUASP, Derecho, o.c, pp. 156 y 157.
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En ningún caso, de la adición de unos sujetos y un objeto de Derecho surge la estruc-
tura completa y necesaria de una relación jurídica unívoca: para ello se hace preciso
suministrar, como tercer requisito de la relación, el enlace que ate y haga un todo sig-
nificativo del quién y del qué vistos por separado.
En el caso de la ONCE, el enlace es la creación de una organización a la que se le conce-
de un monopolio de lotería (concesión administrativa) para el desempeño de funciones públi-
cas o de interés público en aquellos supuestos concretos en que la Administración le delega
su ejercicio3.
II. La lotería en la Unión Europea.
Desde 1988 se vienen realizando sorteos comunes de Lotería Nacional con otras
Loterías Europeas. Esta experiencia ha gozado del favor del público, y esta circunstancia
ha supuesto la posibilidad de extender esa fórmula. Diversas sentencias del TJUE se han
pronunciado sobre las cuestiones que suscita el juego en el ámbito comunitario. Sus con-
clusiones son ilustrativas del alcance de esta materia en la Unión Europea.
1. La naturaleza de esta actividad en la Unión Europea.
Dada la inexistencia de normas que disciplinen esta materia en el ámbito comunitario,
debo recurrir a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de Luxemburgo para desentrañar
la naturaleza del juego, y en especial de la lotería en el seno de la Unión Europea. La refe-
rencia ineludible en esta materia la constituye la Sentencia del Tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas (Pleno), de 24 de marzo de 19944. Las cuestiones que se plantean
tienen una notable incidencia sobre la configuración jurídica de este sector.
3 Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA (Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid, 2000,
p. 25: «La crisis de empleo que azota a las sociedades modernas contribuye a que las asociaciones se conviertan
en agencias de empleo para los padres o afines ideológicos más que para una defensa objetiva y legitima de los
intereses de los débiles. Las asociaciones de ayuda mutua se mueven entre el sindicalismo de solidaridad y la opo-
sición pública subsidiada, entre el clientelismo institucional y la conciencia critica. Estas mismas asociaciones tie-
nen el riesgo de luchar por obtener concesiones del Estado que, por su privilegio o su exclusividad, les colocan
en situación de ventaja frente a otras asociaciones legítimas de búsqueda de lucro. La concesión exclusiva de lote-
rías o la exención de impuestos en actividades comerciales son, como se sabe, intromisiones no aceptadas por
amplios sectores de la sociedad, bien porque se convierten en instrumento de pago de servicios y fidelidades
ideológicas o porque alteran la competitividad de las leyes de mercado. Todo ello está dando origen a un nuevo
corporativismo de defensa intraorganizacional más que de ayuda a terceros (como se supone que debería acontecer)».
Vide José Manuel SALAARQUER, "Liberalización del monopolio de loterías y competencias sobre el
juego", REDA, 120, (2003), p. 534, donde respecto a esta sentencia apunta la diferencia entre prohibición
general y prohibición monopolística. Vide COMISIÓN TÉCNICA DEL JUEGO, CONSEJERÍA DE
ECONOMÍA Y HACIENDA DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA, "El sector del juego en el mer-
cado único europeo", Palau, 16, (1992), pp. 100-114.
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Por considerar que la solución del litigio principal requería la interpretación de dispo-
siciones de Derecho comunitario, la High Court of Justice suspendió el procedimiento y
planteó al Tribunal de Justicia las cuestiones prejudiciales siguientes:
· 1) ¿Constituyen mercancías, a efectos del artículo 30 del Tratado de Roma, los billetes
o el material publicitario de una lotería que se celebra legalmente en otro Estado miembro?.
· 2) En caso afirmativo, ¿es aplicable el artículo 30 a la prohibición del Reino Unido
de importar billetes o material publicitario de grandes loterías, tomando en consideración
que las restricciones impuestas por la legislación del Reino Unido a la celebración de
dichas loterías en el Reino Unido se aplican sin discriminación por razón de la nacionali-
dad y con independencia de que la lotería se organice fuera o dentro del Reino Unido?.
· 3) En caso afirmativo, ¿constituye el interés del Reino Unido en limitar las loterías,
por razones de política social y para prevenir el fraude, una consideración legítima de
orden público o moralidad pública que justifique, a tenor del artículo 36 o de otra disposi-
ción, las restricciones controvertidas?.
· 4) ¿Constituye la entrega de billetes o el envío de material publicitario de una lotería
celebrada legalmente en otro Estado miembro una prestación de servicios a efectos del artí-
culo 59 del Tratado de Roma?.
· 5) En caso afirmativo, ¿es aplicable el artículo 59 a la prohibición establecida por el
Reino Unido de importar billetes o material publicitario de grandes loterías, tomando en
consideración que las restricciones impuestas por la legislación del Reino Unido a la cele-
bración de dichas loterías en el Reino Unido se aplican sin discriminación por razón de la
nacionalidad y con independencia de que la lotería se organice fuera o dentro del Reino
Unido?.
· 6) En caso afirmativo, ¿constituye el interés del Reino Unido en limitar las loterías,
por razones de política social y para prevenir el fraude, una consideración legítima de
orden público o moralidad pública que, en las circunstancias del presente asunto, justifique
las restricciones alegadas a tenor del artículo 56 en relación con el artículo 66 o de otra dis-
posición?.
Habida cuenta de las alegaciones ante él formuladas por las partes del litigio principal
y de los fundamentos de su resolución de remisión, el Juez nacional planteo la cuestión de
si los artículos 30 y 59 del Tratado se oponían a que, como hace la legislación británica,
la legislación de un Estado miembro prohibiera, salvo excepciones, las loterías en el terri-
torio de dicho Estado miembro y, por consiguiente, la importación de material destinado a
permitir la participación de los habitantes de dicho territorio en loterías extranjeras.
857
Al plantear las cuestiones prejudiciales primera y cuarta, el Juez nacional deseaba saber
si la importación de material publicitario y de billetes de lotería en un Estado miembro,
para que los habitantes de dicho Estado participen en una lotería organizada en otro Estado
miembro, constituía una importación de mercancías sujeta al artículo 30 del Tratado o si
dicha actividad estaba vinculada a una prestación de servicios que, por este motivo, esta-
ba comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 59 del mismo Tratado.
1.1. ¿La actividad de las loterías es una "actividad económica"?, o ¿se trata de una
importación de mercancías o una prestación de servicios remunerada?.
Determinar la naturaleza de esta actividad en el seno de la Unión Europea constituye
una cuestión capital. Se trataba de determinar si la actividad de las loterías es una activi-
dad económica. Se alegaba que las loterías están tradicionalmente prohibidas en los
Estados miembros en que éstas son organizadas bien directamente por las autoridades
públicas, bien bajo su control, únicamente con fines de interés general. Consideraban que
las loterías están desprovistas de causa económica porque se basan en el azar. También afir-
man que las loterías tienen carácter recreativo o lúdico y no carácter económico.
También existía un grupo de gobiernos que mantenían que esta actividad consistente en
organizar loterías es un "servicio", con arreglo al artículo 60 del Tratado. Alegaban que tal
actividad consiste en efectuar prestaciones que, por una parte, se efectúan normalmente
contra remuneración al organizador de la lotería o a los participantes de dicha lotería, y
que, por otra parte, no se rigen por las normas relativas a la libre circulación de mercancí-
as. Los demandados en el litigio principal consideraban que la actividad que ejercen está
comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 30 del Tratado. Mantienen que el
materia] publicitario y los documentos que anuncian o se refieren al sorteo de lotería son
"mercancías", en el sentido del Tratado, es decir, objetos materiales obtenidos por fabrica-
ción según la definición que el Tribunal de Justicia da de ellas en la sentencia de 11 de julio
de 1985, Cinéthèque. Como algunos Gobiernos mantenían que las loterías no son "activi-
dades económicas" con arreglo al Tratado, procedía destacar que una importación de mer-
cancías o una prestación de servicios remunerada, deben considerarse "actividades econó-
micas" con arreglo al Tratado.
El Tribunal afirmó que las actividades de lotería no son actividades relativas a "mer-
cancías", ni están comprendidas, en cuanto tales, en el artículo 30 del Tratado. Al contra-
rio, dichas loterías debían considerarse actividades de "servicios", en el sentido del
Tratado. A tenor del párrafo primero del artículo 60 del Tratado:
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«[...] se considerarán como servicios las prestaciones realizadas normalmente a cambio de
una remuneración, en la medida en que no se rijan por las disposiciones relativas a la libre circu-
lación de mercancías, capitales y personas».
Las prestaciones de que se trata son las que efectúa el organizador de la lotería hacien-
do participar a los compradores de billetes en un juego de azar que les ofrece una esperan-
za de ganancia, y a dicho fin se dedican la recaudación de las apuestas, la organización de
sorteos aleatorios, la determinación y el pago de los premios.
Las prestaciones de que se trata tienen carácter transfronterizo cuando se ofrecen en
territorio de un Estado miembro distinto de aquel en el que está establecido el organizador
de la lotería. Dichas prestaciones se efectúan normalmente contra remuneración, consis-
tente en el precio del billete de lotería.
Por último, las loterías no se rigen ni por las normas del Tratado relativas a la libre cir-
culación de mercancías, ni por las normas relativas a la libre circulación de personas, que
sólo se refieren a los movimientos de personas, ni por las normas relativas a la libre circu-
lación de capitales, que sólo se refieren a los movimientos de capitales pero no al conjun-
to de los flujos monetarios necesarios para las actividades económicas.
Es cierto que, las loterías son objeto de una normativa particularmente estricta y de un
estrecho control por parte de las autoridades públicas en los distintos Estados miembros de
la Comunidad. No obstante, las loterías no están totalmente prohibidas en dichos Estados
miembros. Por el contrario, se celebran asiduamente. En particular, si bien las loterías están
prohibidas, en principio, en el Reino Unido, las pequeñas loterías, organizadas con fines
no lucrativos, así como la lotería nacional, desde la Ley adoptada al efecto en 1993, están
autorizadas en dicho Estado miembro.
En estas circunstancias, las loterías no pueden considerarse actividades prohibidas en
todos los Estados miembros a causa de su nocividad, y cuya situación, en relación con el
Derecho comunitario, pueda relacionarse con la de las actividades relativas a productos ilí-
citos, aunque, como observan algunos Gobiernos, los contratos de juego puedan conside-
rarse nulos con arreglo al Derecho de algunos Estados miembros. Suponiendo que la mora-
lidad de las loterías pueda, al menos, cuestionarse, no corresponde al Tribunal de Justicia
sustituir la apreciación de los Estados miembros en los que dicha actividad se practica
legalmente por la suya.
Algunos Gobiernos insistieron en el carácter aleatorio de las ganancias en la lotería.
Pero las actividades habituales de una lotería se resumen en el pago de una suma por un
apostante que espera recibir en contrapartida un premio. Que dicha contrapartida sea
incierta no le priva en cambio de su carácter económico.
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También es cierto que una lotería, al igual que el deporte amateur, puede tener carácter
recreativo para los jugadores que participen en ella. No obstante, este aspecto lúdico no
priva a la lotería de su carácter de prestación de servicios. No sólo aporta a los jugadores,
si no siempre una ganancia, al menos una esperanza de ganancia, sino que también procu-
ra un beneficio al organizador. En efecto, las loterías están organizadas por particulares o
por organismos públicos con un fin lucrativo ya que, en la mayoría de los casos, la totali-
dad de las sumas jugadas por los apostantes no se redistribuyen en forma de premios.
Si bien en numerosos Estados miembros la ley establece que los beneficios obtenidos
en una lotería sólo pueden afectarse a determinados objetivos, en particular de interés gene-
ral o, incluso, que deben afectarse al presupuesto del Estado, dichas normas sobre la afec-
tación de los beneficios no modifican la naturaleza de la actividad de que se trata y no la
privan de su carácter económico.
Al excluir de su ámbito de aplicación las actividades de lotería que no sean organiza-
das por particulares con carácter lucrativo, la Directiva 75/368, no ha negado sin embargo
el carácter de "servicios" de dichas actividades. Dicha Directiva se propone únicamente
facilitar, con carácter transitorio, el ejercicio por cuenta propia por parte de los nacionales
de otros Estados miembros de las actividades en ella determinadas. Por tanto, no tiene por
objeto ni por efecto excluir las loterías del ámbito de aplicación de los artículos 59 y 60 del
Tratado, cosa que, de todos modos, no tenía la facultad de hacer.
Por todo ello, y a modo de conclusión se puede afirmar que la importación de un Estado
miembro de material publicitario y de billetes de lotería para que lo habitantes de dicho
Estado miembro participen en una lotería organizada en otro Estado miembro constituye
un "servicio".
1.2. Las loterías y la libre prestación de servicios.
Las restricciones a la libre prestación de servicios se plantearon de manera que el Juez
nacional deseaba saber si una legislación nacional que, como la legislación británica rela-
tiva a las loterías, prohibía, salvo excepciones que ella misma establecía, la celebración de
loterías en el territorio de un Estado miembro, constituía un obstáculo a la libre prestación
de servicios.
La Comisión y los demandados en el litigio principal sostenían que dicha legislación,
que era, de hecho, discriminatoria, restringía en todo caso la libre prestación de servicios.
Los Gobiernos español, francés, helénico y del Reino Unido reconocían que tal legislación
podía constituir una restricción a la libre prestación de servicios, aunque se aplicase indis-
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tintamente. Los Gobiernos belga y luxemburgués estimaban que una legislación como la
británica no constituía una restricción a la libre prestación de servicios porque era indistin-
tamente aplicable.
Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, una legislación nacional puede estar
comprendida en el ámbito del artículo 59 del Tratado, aunque se aplique indistintamente,
cuando puede prohibir u obstaculizar de otro modo las actividades del prestador estableci-
do en otro Estado miembro, en el que presta legalmente servicios análogos.
Basta declarar que tal es el caso de una legislación nacional como la legislación britá-
nica en materia de loterías que impedía, de manera absoluta, que los organizadores de lote-
rías de otros Estados miembros promocionasen sus loterías y vendiesen sus billetes bien
directamente, bien a través de agentes independientes, en el territorio del Estado miembro
que adoptó dicha legislación.
En base a este relato fáctico, la sentencia concluyó respondiendo a la cuestión prejudicial
(quinta) que una legislación nacional que, como la legislación británica relativa a las loterí-
as, prohibía, salvo excepciones que ella misma establecía, la celebración de loterías en el
territorio de un Estado miembro constituía un obstáculo a la libre prestación de servicios.
1.3. Las loterías y la política social y de prevención del fraude que la justifican5.
El Juez nacional deseaba que se dilucidase si lo dispuesto en el Tratado en relación con
la libre prestación de servicios se oponía a una legislación como la legislación británica en
materia de loterías, habida cuenta de las preocupaciones de política social y de prevención
del fraude que la justificaban.
5 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
p. 154: «Existe plena unanimidad en oponerse a la liberalización del mercado, basada fundamentalmente
en que este tipo de juego tiene poderosas razones de orden público, constatado históricamente, a fin de pro-
teger a la población. El Estado garantiza con ello un juego limpio.
No puede olvidarse que los fondos recaudados a través de estos juegos suelen tener fines sociales o redis-
tributivos, que desaparecerían en un mercado liberalizado, pues la competencia haría disminuir los ingre-
sos y con ello la atención a esos fines.
El mantenimiento de los mismos se suplantaría con el incremento de impuestos a los ciudadanos.
Además, existe otro argumento nada despreciable si tenemos en cuenta cómo se toman las decisiones en
la Comunidad, y es que la liberalización del sector terminaría por hacer desaparecer los juegos de azar en
los países pequeños como Bélgica, Holanda y Portugal, a favor de los grandes Estados, con las mismas
consecuencias para sus ciudadanos y los fines perseguidos.
Es aventurado predecir cuál será la decisión que al final adopte la Unión Europea respecto a la pregunta
sobre la liberalización. Que se produzca en términos generales es bastante improbable. Más razonable será
esperar una cierta armonización legislativa.
Y respecto a las loterías, es de esperar que los Estados miembros mantengan posturas de fuerte rechazo a cual-
quier medida de liberalización».
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Pues bien, en la sexta cuestión se determina que una prohibición como la establecida
en la legislación británica, referida a la organización de grandes loterías y, más especial-
mente, a la publicidad y a la difusión de billetes de este tipo de loterías, se aplica con inde-
pendencia de la nacionalidad del organizador de la lotería o de sus agentes y sean cuales
sean el Estado miembro o Estados miembros en los que el organizador o sus agentes están
establecidos. Por tanto, no constituye ninguna discriminación por razón de la nacionalidad
de los operadores económicos afectados ni por razón del Estado miembro en que estén
establecidos.
Procedía entonces averiguar si el artículo 59 del Tratadose oponía a una legislación de
dicho tipo que, aunque no era discriminatoria, restringía sin embargo la libre prestación de
servicios.
Todos los Gobiernos que habían presentado observaciones estimaban que una legisla-
ción como la controvertida era compatible con lo dispuesto en el artículo 59 del Tratado.
En su opinión, dicha legislación debía considerarse justificada por las razones imperiosas
de interés general de la protección de los consumidores, la prevención de la delincuencia,
la protección de la moralidad pública, la limitación de la demanda de juego así como la
financiación de actividades de interés general. Además, estimaban que una legislación de
dicho tipo era proporcionada a los objetivos que perseguía.
La Comisión estimaba, por el contrario, que, aunque se basaba en razones imperiosas
de interés general, una prohibición de la lotería como la de la Ley británica no era compa-
tible con el artículo 59 del Tratado porque los objetivos que perseguía podían alcanzarse
a través de medidas menos restrictivas.
Según las indicaciones del Juez remitente, la legislación británica, en su versión ante-
rior a la Ley de 1993, por la que se instaura la lotería nacional, perseguía los objetivos
siguientes: prevenir los delitos y garantizar que los participantes en los juegos sean trata-
dos honradamente; evitar que se estimule la demanda en el sector del juego, cuyo exceso
tiene consecuencias sociales perjudiciales; velar por que las loterías no puedan organizar-
se para obtener un beneficio personal y comercial sino únicamente con fines benéficos,
deportivos o culturales.
Habida cuenta de la naturaleza tan particular de las loterías, subrayada por numerosos
Estados miembros, dichas razones podían justificar, en relación con el artículo 59 del
Tratado, restricciones que incluyeran la prohibición de las loterías en el territorio de un
Estado miembro. Pues no puede prescindirse de las consideraciones de orden moral, reli-
gioso o cultura] que rodean tanto a las loterías como a los demás juegos en todos los
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Estados miembros. Dichas consideraciones tienden, en general, a limitar e incluso a prohi-
bir el juego y a evitar que sea una fuente de enriquecimiento individual.
Pues bien, se responde a la sexta cuestión prejudicial que lo dispuesto en el Tratado en
relación con la libre prestación de servicios no se opone a una legislación como la legisla-
ción británica en materia de loterías, habida cuenta de las razones de política social y de
prevención del fraude que la justifican.
1.4. Conclusión.
En virtud de todo lo expuesto, es conveniente establecer las conclusiones derivadas de
la sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (Pleno), de 24 de marzo
de 1994. Se resumen del siguiente modo:
1. La importación en un Estado miembro de material publicitario y de billetes de lote-
ría para que los habitantes de dicho Estado miembro participen en una lotería organizada
en otro Estado miembro constituye un "servicio" con arreglo al artículo 60 del Tratado y,
por tanto, está comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 59 del Tratado.
2. Una legislación nacional que, como la legislación británica relativa a las loterías,
prohibe, salvo excepciones que ella misma establece, la celebración de loterías en el terri-
torio de un Estado miembro constituye un obstáculo a la libre prestación de servicios.
3. Lo dispuesto en el Tratado en relación con la libre prestación de servicios no se
opone a una legislación como la legislación británica en materia de loterías, habida cuen-
ta de las razones de política social y de prevención del fraude que la justifican.
2. La comercialización en un Estado miembro de loterías organizadas en otros
Estados y la tributación de los premios.
Una vez determinada la naturaleza de esta actividad en el seno de la Unión Europea, es
necesario dar un paso más y estudiar el efecto que tiene la comercialización en un Estado
miembro de loterías organizadas en otros Estados, en especial el efecto tributario.
Esta materia fue abordada por la Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas (Sala Quinta), de 13 de noviembre de 2003. Quizás nos ayude a comprender el
problema planteado, el análisis de las observaciones presentadas ante el Tribunal de
Justicia.
"La señora Lindman alegaba que la normativa finlandesa era discriminatoria ya que si
ella residiera en Suecia o hubiera ganado el premio controvertido en el asunto principal en
una lotería finlandesa, éste no estaría sujeto al impuesto sobre la renta.
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Los Gobiernos finlandés, belga, danés y noruego consideraban que la normativa finlan-
desa era compatible con el artículo 49 CEE. En este sentido, se basaban en la jurispruden-
cia del Tribunal de Justicia para señalar que la tributación de los juegos de azar es sólo un
aspecto especifico del régimen general aplicable a los juegos de este tipo, ámbito en el que
los Estados miembros disponen de un amplio margen de apreciación. Según los citados
Gobiernos, las eventuales restricciones estaban justificadas por razones imperiosas de inte-
rés general relacionadas con la lucha contra las consecuencias perjudiciales de los juegos
de azar, puesto que, si los premios de las loterías extranjeras estuvieran exentos, se incita-
ría al público a participar en ellas.
En concreto, el Gobierno finlandés alegaba que la tributación de los premios que se
obtienen en juegos de azar organizados fuera de Finlandia se explicaba por la imposibili-
dad de gravar con un impuesto en dicho Estado miembro a las empresas extranjeras que
organizaban juegos de azar desde el extranjero. De lo contrario, los contribuyentes sujetos
al impuesto en Finlandia y los organizadores de juegos de azar se repartirían una ventaja
fiscal, con independencia de que los ingresos se destinasen a fines de interés público en el
Estado de origen o de que la normativa de dicho Estado tratase de tener en cuenta los obje-
tivos de protección de los consumidores y de prevención de los perjuicios sociales.
La Comisión y el Órgano de Vigilancia de la AELC consideraron que la tributación, en
un Estado miembro, de los premios de loterías únicamente cuando se trataba de loterías
organizadas en otros Estados miembros se oponía al artículo 49 CEE y no podía justificar-
se por motivos de interés general.
La Comisión se basaba en la sentencia de 11 de junio de 1998, Fischer, para sostener
que, con arreglo al principio de neutralidad fiscal, el ganador de un juego de azar legalmen-
te organizado en un Estado miembro no podía recibir en otro Estado miembro un trato
menos favorable que el que recibía el ganador de un juego organizado en este último
Estado.
El Tribunal de Justicia respondió recordando que aunque la fiscalidad directa es com-
petencia de los Estados miembros, éstos deben ejercer dicha competencia respetando el
Derecho comunitario [Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas
(Sala Quinta), de 13 de noviembre de 2003]6:
[...]. 21. Ha quedado acreditado en el asunto principal que las loterías extranjeras reciben un
trato fiscal distinto del que se aplica a las loterías finlandesas y que se encuentran en una situa-
ción de desventaja con respecto a éstas. En efecto, en virtud de la lotteriskattelagen, únicamente
6 Vide Gil Carlos RODRÍGUEZ IGLESIAS, El régimen jurídico de los monopolios de Estado en la
Comunidad Económica Europea, Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1976.
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los premios obtenidos en juegos de azar no autorizados en Finlandia están sujetos a impuesto,
mientras que los premios obtenidos en juegos de azar organizados en dicho Estado miembro están
exentos. El Gobierno finlandés ha reconocido, por otra parte, que la existencia de dicha normati-
va produce el efecto de que un contribuyente finlandés prefiera participar en una lotería organi-
zada en Finlandia antes que en una lotería que se celebra en otro Estado miembro.
22 A diferencia de lo que sostiene dicho Gobierno, el hecho de que los prestatarios de jue-
gos establecidos en Finlandia estén sujetos al impuesto en concepto de organizadores de juegos
de azar no impide considerar que la normativa finlandesa es manifiestamente discriminatoria, ya
que dicho impuesto no puede equipararse al impuesto sobre la renta que grava los premios obte-
nidos por los contribuyentes al participar en loterías organizadas en otros Estados miembros.
23. Según el Gobierno finlandés, aun admitiendo que la normativa nacional sea discriminato-
ria, estaría justificada por razones imperiosas de interés general como la prevención de los abusos
y los fraudes, la reducción de los perjuicios sociales que ocasiona el juego, la financiación de acti-
vidades de utilidad pública o la tutela de la seguridad jurídica.
24. El Gobierno noruego invoca asimismo como justificación la necesidad de combatir las
consecuencias perjudiciales de la adicción al juego, que pueden considerarse una cuestión de
salud pública. Así, existen centros de rehabilitación y otras infraestructuras para tratar a los
jugadores y el juego puede crear problemas sociales como privar de recursos a la familia de la
persona adicta al juego, divorcios y suicidios. [...]».
Por tanto, y eso es lo que trato de destacar, la conclusión a la que llega el Tribunal de
Justicia es que el artículo 49 CEE se opone a la normativa de un Estado miembro con arre -
glo a la cual los premios obtenidos en loterías organizadas en otros Estados miembros se
consideran rendimientos del ganador sujetos al impuesto sobre la renta, mientras que los
premios de loterías organizadas en ese Estado miembro están exentos del citado impues -
to. Lo que sin duda tiene una notable repercusión en el ejercicio de esta actividad.
3. La incertidumbre sobre la creación de un mercado europeo único de loterías y
un primer paso en esta dirección: el juego común europeo denominado "euromillo-
nes".
Cabe suponer que a favor de la creación de este mercado se situarían aquellos estados
cuyas loterías cuentan con una tradición exportadora, como es el caso de Irlanda y de
Alemania. Por el contrario, a esta liberalización se opondrían aquellos países que, con una
tradición restrictiva hacia el juego, desconocen el funcionamiento del mercado. Este sería el
caso del Reino Unido. De cualquier modo, no hay razones de peso para que no se liberalice
el mercado de las loterías. Ala burocracia comunitaria, por un lado, no le repugna la idea de
institucionalizar una lotería europea, cuyo primer sorteo, por otra parte, ya se celebró en
Octubre de 1988. La corriente neoliberal, por otro lado, está favoreciendo un cambio de pers-
pectiva en el modo de evaluar el juego. Así, olvidando o desestimando tanto las patologías
sociales que algunos juegos pueden ocasionar, como el carácter fiscalmente regresivo del
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juego, hoy en día es cada vez más frecuente encontrar manifestaciones en su favor, al ser con-
siderado una herramienta fiscal particularmente idónea en las épocas de crisis7.
Un primer paso en esta dirección lo ha dado la Resolución de 6 de febrero de 2004,
Loterías y Apuestas del Estado (BOE de 9 de febrero, núm. 34), por el que se aprueban las
normas que rigen los concursos de pronósticos del juego común europeo denominado
Euromillones, como modalidad de la Lotería Primitiva o de Números8 9.
El resultado ha sido el desarrollo de un proyecto en el que han participado diferentes
instituciones gestoras de loterías en Europa, como son: La Francaise des Jeux (Francia),
Camelot (Reino Unido) y Loterías y Apuestas del Estado (España), y que supone la coor-
dinación de un juego común.
Inicialmente se ha comercializado en cada uno de los respectivos ámbitos territoria-
les de cada una de las anteriores entidades, si bien está previsto que, de forma paulati-
na vayan incorporándose otras loterías de distintos países.
En este primer proyecto, se pone en marcha un juego de pronósticos de la familia de
la lotería primitiva y, por tanto, similar al juego que ya se comercializaba en España, si
bien presenta algunas características propias como son: a) el boleto consta de dos matri-
ces o tablas de números, b) se han establecido doce categorías de premios y c) el siste-
ma de "bote", o de acumulación de premios para la primera categoría, permitirá ofre-
cer premios atractivos a los potenciales participantes.
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
267-268.
8 Vide Resolución de 6 de febrero de 2004, Loterías y Apuestas del Estado, por la que se aprueban las nor-
mas que rigen los concursos de pronósticos del juego común europeo denominado Euromillones, como
modalidad de lotería primitiva o de números, Capítulo I, 1a. 1: «Las presentes normas son aplicables exclu-
sivamente a la gestión que realice Loterías y Apuestas del Estado en su ámbito territorial y tienen por obje-
to establecer las condiciones por las que se rigen los concursos de pronósticos del juego común europeo
denominado Euromillones, modalidad de fórmula genérica de la Lotería Primitiva o Lotería de Números,
sin que suponga que se concierte contrato alguno entre los concursantes ni entre éstos y Loterías y
Apuestas del Estado, quedando limitada la actividad de quienes participan a pagar el importe correspon-
diente y entregar o remitir sus pronósticos en la forma establecida por estas normas».
9 Vide Resolución de 13 de julio de 2004, Loterías y Apuestas del Estado (BOE de 16 de julio, núm. 171),
por el que se modifican las normas aprobadas por Resolución de 6 de febrero de 2004, que rigen los con-
cursos de pronósticos del juego común europeo denominado Euromillones, como modalidad de la Lotería
Primitiva o de Números: «Las modificaciones que ahora se introducen tiene, por un lado, el propósito de
dejar abierta la posibilidad de incorporarse nuevos países a la gestión y comercialización de
"Euromillones" que, actualmente, realizan las instituciones de loterías de España, Francia y Reino Unido,
y por otro, la adaptación de la forma en que se genera el denominado "fondo garantizado" de acuerdo con
la experiencia obtenida a lo largo de los sorteos realizados hasta el momento. [...]».
III. La lotería nacional.
1. Evolución histórica.
La "lotería" produce gran ilusión en los pueblos pobres de la Europa meridional y
sobre ella se ha escrito abundantemente. Pero ni la institución ni la palabra tienen raigam-
bre muy antigua en España. En efecto, el Diccionario de Autoridades dice que la palabra
significa "lo mismo que Rifa", y añade: "Hácese en varias ciudades de Europa, con mer-
caderías o billetes de banco, asistiendo la Justicia. Es voz nuevamente introducida del
Francés"10.
La lotería tiene antecedentes en Francia, por los años de 1539, es decir, en tiempo de
Francisco I; hacia 1590 se introduce en Venecia, y en Nápoles antes (en 1583). Es el "joco
della ventura". En otras ciudades del sur de Italia, como Barí, aparece en 1685, y por la
misma fecha el arzobispo Ruffo la ataca como algo anticristiano11. Es decir, a partir del siglo
XVII se desarrollaron dos tipos de lotería, muy ingeniosas, que servían para dar garantías
mínimas al jugador y minimizar los riesgos de la hacienda: la lotería genovesa (o lotto), y
la lotería holandesa o de clases (o klassenlotterie). El primer tipo de lotería se convirtió en
la lotería dominante en Europa del sur, mientras que la segunda se extendió por Europa
Central y del Norte12.
10 Vide Julio CARO BAROJA, "La lotería", Revista de dialectología y tradiciones populares, Tomo XL,
(1985), p. 7. En las pp. 7-8, afirma: «De 1734, fecha en que se publica el tomo cuarto del diccionario, a
fines del XVIII o comienzos del XIX, la Lotería había adquirido, de todas formas, en España inmensa
popularidad en todas sus varias manifestaciones. Basta con consultar el vocabulario compilado en los escri-
tos de don Leandro Fernández de Moratín para verlo. Porque, aparte de que el gran artista en una ocasión
alude a rifa, en el sentido que da el diccionario citado, se refiere, también, a la "Lotería primitiva", en que
se sacaban cinco números de noventa, y a la Junta de la Lotería, de Nápoles precisamente; y además a la
venta de billetes sacados a la suerte en mayor número, la "Lotería moderna", a sus empleados, a las tien-
das donde se despachan los billetes e incluso al juego casero que imita la "Lotería primitiva". Cosas todas
familiares a los madrileños que hemos vivido bastante tiempo después. La fe en ella queda expresada en
otros escritores españoles de su misma época».
11 Ibídem, p. 8.
12 Vide Roberto GARVIA, "Las loterías españolas desde una perspectiva comparada: unos datos y una
hipótesis", Hacienda Pública Española, 145, (1998), pp. 35-36: «La lotto o lotería genovesa funcionaba
del siguiente modo. El jugador apostaba por un número o combinaciones de números entre 90 números, de
los que se extraían cinco en el sorteo. Las apuestas posibles eran el extracto simple (se apostaba a sólo un
número), el extracto determinado (se apostaba a un número determinando el orden de su aparición), el
ambo (se apostaban dos números), el temo, el quaterno, y la quintina (se apostaban respectivamente a tres,
cuatro o los cinco números). Cada una de estas apuestas tenía una probabilidad de éxito, pero los premios
eran siempre menores que esa probabilidad. [...].
La lotería de clases era (y sigue siendo) una lotería de billetes o número fijos. Estas loterías se organiza-
ban según un plan de sorteos y de premios establecido que se hacía público, de modo que el jugador tenía
certidumbre del premio del que sería acreedor en caso de ser afortunado. [...]».
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La Lotería en España se reglamenta, poco a poco y minuciosamente, como puede compro-
barse en obras de Derecho administrativo13. Es curioso ver cómo en ellas se constituye un capí-
tulo consagrado al estudio o análisis de las "funciones relativas a la vida moral", en el que se
recoge lo legislado en punto a diversiones públicas de una parte, a juegos y rifas de otra; cómo
son perseguidos los juegos prohibidos, pero cómo también un juego de azar "queda elevado
por el Estado a la categoría de institución administrativa", según expresión de un jurista ilus-
tre. En sí, "elevación" semejante puede dar mucho que pensar en un país en el que la pasión
por el juego ha producido grandes males, que sigue dominado por ella, con variedades nuevas
en apariencia y que, por otro lado, es abundante en legislación que prohibe una enormidad de
formas de jugar. En efecto, todo el título XXIII del libro XII de la Novísima Recopilación está
dedicado a transcribir leyes restrictivas que no son menos de dieciocho14.
13 Vide Vicente SANTAMARÍA de PAREDES, Curso de Derecho Administrativo según sus principios
generales y lo legislación general de España, Madrid, 1898, pp. 379-381. Vide Juan Francisco MARTÍ
BASTERRECHEA, "La lotería nacional: datos históricos", Presupuesto y Gasto Público, 4, (1979), pp.
343-365.
14 Vide Julio CARO BAROJA, "La lotería", Revista de dialectología y tradiciones populares, Tomo XL,
(1985), pp. 9-11: «La más antigua es de la época de don Juan I de Castilla y data de 1387. Se refiere a juegos
de naipes y dados, que se prohiben en términos tajantes. La segunda se refiere a los "tableros" (que eran pro-
piamente casas de juego) también de dados y naipes y corresponde a una petición hecha ya en 1329. La ley es
de Juan II (1436). Parece, sin embargo, por la ley tercera, que poco antes el mismo rey había derogado, donde
existían, leyes de arriendo de los mismos tableros y privilegios que algunas ciudades, villas y lugares tenían
para lucrarse con ellos. La cuarta ley de 1480 confirma todas las anteriores. Pero, sin embargo, los tableros
seguían y se arrendaban, como se ve por la ley quinta, dada en Granada en 1499. Más tarde se prohibe fabri-
car y vender dados (1515, 1523, 1537). Pero se comprueba que, de un modo u otro, la pasión por el juego
seguía, en ocasiones de forma que daba lugar al crédito o fiado, incluso en los juegos deportivos, como el de
la pelota. Las leyes se hacen menos tajantes a veces después, fijándose cantidades hasta las que es lícito jugar.
Pero hay otros momentos en que la legislación vuelve a ser severa, como en tiempos de Felipe II lo reflejan
leyes de 1568 y 1575, relativas, sobre todo, a los dados. Luego la prohibición se hace extensiva a juegos con
nombres pintorescos, como los de "bueltos, bolillo, trompico y palo" de 1586 y 1593. Produce extrañeza obser-
var que en la colección legislativa hay un vacío sensible en relación con todo el siglo XVII, es decir, los reina-
dos de Felipe III, Felipe IV y Carlos II en que se juega con desenfreno. La legislación borbónica es minucio-
sa, sobre todo la de la época de Carlos III y Carlos IV. Una ley refrendada por Carlos III, pero que arranca de
la época de su padre y sus hermanos, refleja el desenfreno a que había llegado la pasión por los juegos de "nay-
pes y envite, dados y tablas, cubiletes, dedales, nueces y corregüela y descarga la burra, que consisten todos en
suerte, fortuna y azar" y que controlaban gariteros, jugadores y fulleros. Esto, poco después de fundarse la
Lotería: en 1764. Otra ley, curiosísima desde el punto de vista lexicográfico, es la de 6 de octubre de 1771 en
que se prohiben "los juegos de banca o faraón, baceta, carteta, banca fallida, sacanete, parar, treinta y quaren-
ta, cacho, flor, quince, treinta y una convidada, [...] como también los juegos del birbis, oca o auca, dados,
tablas, azares y chuecas, bolillo, trompico, palo o instrumento de hueso, madera o metal, o de otra manera algu-
na que tenga encuentros, azares o reparos; como también el de taba, cubiletes, dedales, nueces, corregüela (o
cerregüela), descarga la burra y otros qualesquiera de suerte y azar, aunque no vayan señalados con sus pro-
pios nombres". Esta ley minuciosa fue apoyada por otra de 1786. Las que siguen son las ya aludidas con prohi-
bición de loterías extranjeras y del juego de lotería de cartones en los cafés y casas públicas: esto ya en 1800.
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Inicialmente la lotería pretendía cumplir una misión social. Para ello, cuando el virrey
Marqués de Croix, dio a conocer la nueva proposición al rey dijo, entre otras cosas, que la
lotería era "el más moderado de los juegos de suerte, por cuanto se hace a la vista de la
autoridad". Que "este juego no supone pérdida que deteriore las fortunas, a la vez que hay
una cierta ganancia para el Estado". Así pues, la necesidad de instituir un juego más mode-
rado hizo que el establecimiento de la lotería tuviera rápida ejecución desde que fuera con-
cebido y proyectado en 1767 o 1768 por el que iba a ser su primer director, don Francisco
Xavier de Sarria. El rey contestó al citado proyecto de Sarria, aprobando la lotería proyec-
tada por éste. Al mismo tiempo, ordenó que formulase el plan y reglas de la lotería, deci-
diese sobre la impresión de billetes, habilitase una casa y atendiese a cuantos detalles fuera
necesario para poner en marcha el negocio15.
En ese momento histórico, los derechos reales los constituyeron el catorce por ciento
de los fondos totales, hasta el año 1781. Y desde el año siguiente hasta el final, el diez y
seis por ciento. Este dos por ciento que fue añadido se destinó a mantener el Hospicio de
pobres.
La Real Hacienda no disfrutó del importe total del catorce por ciento, ya que de este
dinero se mantuvo la renta. Así pues, tanto los sueldos de los empleados, gastos de impre-
sión e importe de los billetes que no se vendieron, fueron pagados con este porcentaje.
Ahora bien; hubo otros ingresos que no se incluían en estos derechos del rey, como fueron
los billetes invendidos que tuvieron premios; los billetes y listas vendidas a las colecturías
foráneas; y premios caducos, que pasaban a la Real Hacienda16.
15
Vide José María CORDONCILLO SAMADA, Historia de la Real Lotería en Nueva España (1770-1821),
Dirección General de Tributos Especiales del Ministerio de Hacienda, Escuela de Estudios Hispano-
Americanos, Sevilla, 1962, pp. 17-20. También formula y contesta la siguiente pregunta, p. 20: «Cabe formu-
larse -y esta sería la cuestión más importante que puede plantearse sobre la historia de esta institución en Nueva
España. ¿Fue el interés para la Hacienda lo que indujo a crear esta renta en Nueva España, o, por el contrario,
fue la necesidad de salvar a sus habitantes de los vicios del juego, la razón de ser de la Lotería, y las utilidades
vinieron por añadidura?. De momento no podemos dar una respuesta convincente. Pero, a lo largo de esta obra,
comprenderemos cómo, aun considerando el interés para la Real Hacienda como el punto de partida de la fun-
dación, la renta atendió también a resolver aquel problema de orden público».
16
Ibídem, p. 131. En las pp. 133-137 se incluye el siguiente manifiesto:
«MANIFIESTO sobre la utilidad y ventajas que ofrece al público LA REALLOTERÍA que de orden de S.M. se
establece en esta Capital, con el Plan de ella, y razón del método que ha de observarse en su manejo.
Impreso de orden del Excmo. Señor Virrey de este Reino, en la Imprenta Real del Superior Gobierno del
Dr. D. Joseph Antonio del Hogal, Calle de Tiburcio. Año de 1770.
1. Nada hay que deba convencernos más de la grandeza de espíritu de Nuestro Augusto Soberano, que el
continuo desvelo con que procura la felicidad de sus Vasallos, proporcionándoles todos los medios
capaces de conducirlos a ella. Este es el único objeto que ocupa su Real atención, y el punto a que se diri-
gen las líneas de su dulce amable gobierno, como lo acredita la prodigiosa multitud de providencias que
observamos, tan sabias como propias de Magnanimidad, Amor y Benevolencia de S.M., que sólo desea
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hacer florecer en la vasta extensión de sus Dominios la tranquilidad y la abundancia, la equidad y la justi-
cia, desterrando de ellos todo abuso y desorden, origen y raíz infecta de las desgracias que sufren.
2. Las que ocasiona en esta Capital el abominable vicio de toda clase de Juegos de Embite son bien cons-
tantes y notorias. Por ello vemos hoy en la mayor pobreza al que mirábamos ayer en la opulencia y redu-
cido al lastimoso estado de la mendicidad un considerable número de ilustres Familias, que sacrificaron a
esta negra pasión los más gruesos caudales, y son actualmente por su desnudez un objeto de que no puede
prescindir el general dolor. Por ellos finalmente vemos la división de no pocos irreconciliables matrimo-
nios, la prostitución de tantas Doncellas que expusieron su honor entre el libertinaje de las casas de juego
y la relajación de muchos Jóvenes ociosos, que pudieran ser útiles al Estado; sin que las penas de las Leyes,
los reiterados Bandos prohibitivos, los ejemplares hechos, ni aun la misma experiencia de estas funestas
resultas, hayan bastado a remediar tan detestable vicio.
3. Estas consideraciones que desde luego llenaron a S.M. del más vivo dolor, excitaron al mismo tiempo
en su Real Piadoso Animo el ardiente deseo de extinguir un desorden que tanto corrompe y arruina la
mayor parte de sua amados Vasallos en este vasto Imperio, facilitándolo por medio de algún arbitrio que,
ofreciéndole la diversión más honesta y lucrativa, pudiese insinuarse en las inclinaciones, y contener las
que hasta aquí han mostrado -por aquellos juegos que los destruyen.
4. Con este laudable objeto manda S.M. establecer en esta Ciudad una Lotería concebida en términos los
más ventajosos, cuya sustancia se reduce a un convenio tácito entre cuencuenta mil Sujetos que poniendo
veinte pesos cada uno forma el fondo de un millón, a fin que, descontándose catorce por ciento para S.M.
se distribuya el resto de ochocientos y sesenta mil pesos entre cinco mil porciones o premios de distintos
valores que han de tocar a otros tantos Sujetos determinando la Suerte quienes han de ser, y cuánto ha de
disfrutar cada uno.
5. El fondo de los citados catorce por ciento, que se rebajan del Principal de esta Lotería, ha de servir para
atender los no pocos gastos que indispensablemente ocasionará su gobierno y giro; siendo muy estimable
y digno de considerarse lo moderado de la deducción, pues, si se compara con la que se hace en la de
Holanda, se hallará que proporcionalmente correspondía en ésta un veinticuatro por ciento; pero es tanta
la equidad de Nuestro Piadoso Monarca que, aunque esta dependencia es de tal naturaleza que sin moles-
tia del Público puede sufrir bastante gravamen, y socorrer oportunamente una buena parte de las urgencias
del Erario, se ha contentado S.M. por ahora con señalarse un premio tan reducido, para facilitar el curso
de un establecimiento que, a más de las ventajas generales que se expresarán luego, tiene la particular de
poder emplearse un número considerable de Individuos, proporcionando a muchos destino decente, que
hasta ahora tal vez ho habrá podrido lograr por falta de arbitrios.
6. Nada dará a conocer más libre de equivocaciones las ventajas de este Juego que poner a la vista del
mismo Plan de la Lotería cuyos diferentes Premios y distribución de fondo se demuestran en la manera que
sigue [...].
9. Estas poderosas razones, que convencen claramente la utilidad, y ventajas de las Loterías, así para proporcio-
nar la felicidad de los Pueblos, como para libertarlos de la corrupción y desorden que insensiblemente introducen
otros juegos, persuaden al mismo tiempo su licitud; sobre que es un grande bien seguro la aprobación de nuestro
Augusto Religioso Monarca, y su establecimiento en las Potencias más ilustradas de Europa. [...].
PLAN Y REGLAS DE LA LOTERÍA DENUEVA-ESPAÑA
11. La Dirección de esta Lotería se ha de hacer bajo el Real nombre de S.M., y cuando llegue el tiempo de darla
su práctico principio, se avisará al Público oportunamente la Casa que se destine para Oficina Principal, los
Parajes de esta Ciudad donde se establezcan Colectores que vayan percibiendo las Acciones con que algunos
quieran interesarse, de los Pueblos que se determine encargar Sujetos al mismo fin.
12. Cualquiera persona (sea del estado, calidad o condición que fuese) podrá interesarse en esta Lotería con
solos veinte pesos que exhiba, en virgud de los cuales goza desde luego una Acción en el Sorteo que se
verifique, haciéndose acreedor al Premio que entre los cinco mil señalados le consiga la ventura.
13. Para que cada Individuo quede resguardado, y tenga un Documento legítimo que justifique su derecho
en los casos de cobrar Premios que le toquen, se imprimirán cincuenta mil Billetes con sus Números desde
uno hasta cincuenta mil, de los cuales se entregará uno a cada Accionista, según la siguiente Fórmula. [...].
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En España, además de una lotería de tipo lotto (abolida por la Ley de Presupuestos de 4
de mayo de 186217)18, “se introdujo en el siglo XIX otra lotería pública, pero muy distinta al
resto de las loterías europeas: la Lotería Nacional. Esta lotería llegó a Cádiz en 1812, faltas
las Cortes liberales de recursos en la guerra contra los franceses19. La estrategia empleada
14. Si algún Dueño de Billete lo perdiese, o se lo hurtasen, acudirá inmediatamente al Colector que lo ven-
dió dándole noticia de ello con expresión de su número para que anote lo que convenga, a fin de no pagar
a otro si saliese premiado.
15. Los Accionistas podrán revender sus billetes a más precio, alquilarlos o donarlos. Y en atención a que
todos los comprasen a Sujetos no conocidos llevan el riesgo de recibir algunos que eran falsos; deberán
tomar las precauciones convenientes, tanto para asegurarse de su legitimidad, como para poder acreditar
en pertenencia al tiempo de cobrar los Premios que tal vez le toquen.
16. Al que robase Billete, se castigará muy seriamente conforme a las circunstancias del delito; y al que
contrahiciese se aplicarán las penas señaladas por Ley a los Falsificadores de Moneda: en el concepto de
que se tienen tomadas tales precauciones, que se mira como imposible que deje de descubrirse si sucedie-
se.
17. Según la voluntad del Rey debe verificarse el Sorteo cada tres meses; y algunos días antes del asigna-
do para dicho acto concurrirán al paraje de esta Capital, donde se ha de celebrar, el Juez Conservador de
La Lotería (que será un Ministro de la Real Audiencia), el Director, el Contador, el Oficial Mayor y un
Escribano, y asentados ya en sus respectivas Cédulas los cincuenta mil Números correspondientes a otros
tantos billetes que juegan en la Lotería se pondrá cada una, en presencia de los referidos dentro de un
Barrilito de madera, y todas así colocadas se introducirán en una Máquina que habrá de cerrarse con llave,
depositándose ésta en una Arquita de tres cerraduras, cuyas diferentes llaves guardarán hasta su tiempo,
una el Juez Conservador, otra el Regidor, y la restante el Contador. En igual Máquina, y bajo sus propias
formalidades, se pondrán los respectivos cinco mil Premios.
18. El Sorteo se hará con toda solemnidad en presencia de las Personas citadas, y de todas las demás que
gustasen concurrir a él, sin excepción alguna: por las mañanas desde las nueve hasta las doce, y por las tar-
des desde las tres hasta las seis».
17 Dicha lotería fue restablecida en nuestro país por el Real Decreto 1360/1985, de 1 de agosto, del
Ministerio de Economía y Hacienda (BOE de 7 de agosto, núm. 188).
18 Vide COMISIÓN NACIONAL DEL JUEGO (MINISTERIO DEL INTERIOR), Libro blanco del juego,
Madrid,. 1986, pp. 49-50: «No es casual que la Lotería Nacional nazca en el reinado de Carlos III, siguien-
do el modelo del lotto italiano, pues el monarca español fue rey de Nápoles antes de suceder a su herma-
no Fernando VI en el trono de España. Bajo su reinado y durante el gobierno del Marqués de Esquilache,
se desplazó a España en 1763 el director del juego del Lotto en el Reino de Nápoles, J. Peya. Acompañado
de dos ministros napolitanos que, al igual que él, percibirían un sueldo doble por su estancia en España,
Peya debía permanecer en nuestro país dos años como mínimo. Durante este tiempo se sabría si la expe-
riencia resultaba de utilidad o no para el Erario Público.
Peya redactó en el mes de julio de 1763 un folleto que constituye el primer Tratado de Lotería aparecido
en España. Tal folleto fue, asimismo, el fundamento por el que, con fecha de 30 de septiembre de 1793, y
a iniciativa del Marqués de Esquilache, el Rey Carlos III aprobó un Real Decreto que establecía en España
que "a imitación de la Corte de Roma y de otros países y con informes de diferentes Ministros de mis
Consejos, he tenido por oportuno y conveniente establecer en Madrid una Lotería". En seguridad de su
fondo se constituyó la Real Hacienda en Hipoteca, a la par que se regulaba el procedimiento de los sorte-
os con el fin de garantizar la mayor transparencia en su desarrollo, justificándose, además, la finalidad
benéfica de la Lotería. [...].
Por Real Orden de 25 de enero de 1767 se estableció claramente el carácter monopolístico de la Lotería,
prohibiéndose la venta pública o secreta de billetes de la lotería extranjera en toda la geografía nacional.
El fallecimiento de J. Peya, acaecido el 18 de julio 1775, cierra lo que Altabella denomina el ciclo
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para minimizar riesgos fue la del tanteo. Se comenzó con una emisión pequeña, que fue
aumentando gradualmente procurando ajustar la oferta a la demanda. A los cinco años ya se
consiguieron celebrar dos sorteos mensuales, y se comenzaron los ensayos con sorteos extra-
ordinarios como el de Navidad. Con este tipo de lotería de sorteo único pudo la hacienda
española enfrascarse en un proceso de experimentación continua (combinando variables
como el fraccionamiento o precio mínimo de la apuesta, la estructura de premios, el calenda-
rio de los sorteos, etc.), del que resultó una gama de productos (sorteos ordinarios, extraordi-
narios, con cuantías diferentes de premios y fraccionamientos) que satisfacía la demanda de
casi todos los sectores económicos de la población. Dicho de otra forma: por un método de
ensayo y error, se fue obteniendo en España lo que en los estudios de mercado de finales del
siglo XX consideran una lotería óptima: con productos diversificados para segmentos distin-
tos de la población, una estructura de premios concentrada en los extremos (esto es, un pre-
mio mayor muy sustancioso y mucha "pedrea"), sorteos frecuentes (que invitan a "reinver-
tir" la pedrea), y bajos costes de administración. Comparándola con las loterías de clase de
centroeuropa, más "toscas", la Lotería Nacional era mucho más flexible y agresiva.
La Lotería Nacional mostró su flexibilidad y capacidad de adaptación tras la decisión
de la hacienda de suprimir la lotto en 1862. Aquí se planteo un problema. La hacienda
debía procurar satisfacer la demanda de las clases populares, que eran los clientes habitua-
les de la lotería suprimida. Si no lo hacía perdería alrededor del 15 por ciento de los ingre-
sos totales de esta renta y corría además el riesgo de reforzar las loterías ilegales. Pero tam-
poco podía crear sorteos especiales de la Lotería Nacional al alcance de los bolsillos de
esas clases cuando, precisamente, se había justificado el desmantelamiento de la lotto por
razón de alejar del juego a las clases "laboriosas'". Se optó por el término medio: en ese
mismo año se reformó el calendario de sorteos de la Lotería Nacional. Se añadieron tres
experimental de la Lotería. Su segundo director, el también napolitano R. Vesino, innovó seriamente la
misma, al dictarse el 31 de julio de 1776 la "Instrucción para el manejo del ramo de la Real Lotería".
El 14 de diciembre de 1792, la designación del Ministro de Hacienda como Superintendente Nato de la
Lotería, puso de relieve el reconocimiento oficial de la importancia y trascendencia que para el Estado
habían adquirido ya las rentas procedentes de la mencionada Lotería.». Vide José María VILLAR y
ROMERO, "Bienes fiscales", Nueva Enciclopedia Jurídica, Tomo III, Barcelona, 1989, p. 374.
19 Vide Julio CARO BAROJA, "La lotería", Revista de dialectología y tradiciones populares, Tomo XL,
(1985), p. 12: «La llamada "Lotería moderna" se había establecido en 1811 (reglamento del 25 de diciembre).
Admitía variaciones en el número de billetes, de premios y del valor de éstos: pero no en las bases. El 25 por
100 de la jugada quedaba para la Hacienda y el resto se distribuía a los jugadores (o mejor dicho, a los billetes
premiados, porque podía haberlos no vendidos). Los sorteos eran mensuales primero, luego hubo dos al mes.
Los billetes con precio de dos a dieciséis duros, se vendían por medios, cuartos, etc. Ya en 1831 en Madrid había
diecisiete despachos de Lotería, [...]. Y se califica a la Lotería de "contribución dulce por ser voluntaria".
Contribución que se ajustó al sistema métrico decimal, con sus décimos y vigésimos, pero que en el mundo
popular fue interpretada de cualquier forma imaginable, menos la burocrática e incluso aritmética».
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sorteos más y se redujo el precio de la fracción mínima a diez reales en dos sorteos y a cua-
tro reales en otros tres sorteos (cuando el año anterior la fracción mínima costaba quince
reales). Aun así, el precio de participar en la lotería se había encarecido para los más des-
favorecidos, quienes en la lotería suprimida solían apostar por valor de un real20.”
Dada la competencia que padecía la Lotería Nacional por parte de las rifas, éstas se
limitaron exclusivamente a las que atendían directamente al culto o a la beneficencia,
pagando asimismo a la Hacienda una tasa de un 25%, y reglamentándose su concesión por
Real Decreto de 20 de enero de 185421.
20 Vide Roberto GARVIA, "Las loterías españolas desde una perspectiva comparada: unos datos y una
hipótesis", Hacienda Pública Española, 145, (1998), pp. 37-38. Este autor, en la p.39 avala una conclu-
sión: la lotería supone una fuente de recursos que no aumenta la amenaza de una revuelta fiscal.
21 Vide COMISIÓN NACIONAL DEL JUEGO (MINISTERIO DEL INTERIOR), Libro blanco del juego,
o.c, p. 50. Vide Mariano PESET REIG, "Breve historia de los impuestos sobre juegos", Palau, 14, (1987),
pp. 5-6: «Junto a la lotería nacional surge un sector conectado, como son las rifas, que podrían ser compe-
tencia para el monopolio de lotería. Quizá es en estas donde empieza a establecerse un auténtico gravamen
o impuesto, ya que en la lotería nacional, pagados los premios y satisfechos los gastos, el resto se ingresa-
ba en el tesoro: principio establecido ya por la real orden de 21 de agosto de 1817. Más tarde se refundió
con los presupuestos generales del Estado, de modo que no significaba, tan sólo el sobrante de un sector
autónomo.
Pero volverá a las rifas. Se prohibieron en 27 de octubre de 1815,22 de enero de 1817, 7 de enero de 1819,
27 de agosto de 1838 y 19 de octubre de 1843. La lista es expresiva de una actitud constante, que sólo
admitía la autorización de rifas en beneficio de los establecimientos de beneficencia y con pago del 25 por
ciento de los billetes que se vendan como tributo, según las últimas citadas, que se continúan por la real
orden de 2 de julio de 1849. La afectación a un fin piadoso sirve para su legitimación y limpieza [...].
Germán Orón ha estudiado con cuidado esta legislación y advierte un cambio profundo en el decreto de 29
de abril de 1865, que ampliaba la posibilidad de celebrarlas como "premio al trabajo, alivio a la desgracia
y fomento a la industria nacional". En estas fechas se fijó la parte destinada a ganancias en el 70 por cien-
to (Ley de presupuestos de 3 de agosto de 1866) y hubo algunas reformas más [...].
En los años de la Gloriosa se cambió radicalmente el sistema. El decreto de 10 de julio de 1869 y, sobre
todo, el de 1 de abril de 1871 dejó que se celebrasen sin autorización previa todas las rifas de bienes mue-
bles, inmuebles o semovientes, pero se prohibieron las que tenían premios en metálico o en efectos públi-
cos (art. 1o). De esta forma, la lotería quedaba reservada, pero se permitían rifas; algunos pensaron que la
revolución del 68 -la Gloriosa- debió hacer desaparecer la lotería, pero las urgencias del tesoro y la como-
didad de estos ingresos [...]. Por lo demás, las rifas en especie aludidas pagarían el cinco por ciento de los
billetes vendidos al Estado, y, si cayese el premio en alguno no vendido, el cinco por ciento de los billetes
emitidos (art. 3o). Los establecimientos de beneficencia, así como las corporaciones locales estarían exen-
tos de ese gravamen (art. 4o y orden de 6 de junio de 1873).
La restauración volvió al viejo sistema de licencia previa que aseguraba, sin duda, la percepción del
impuesto. Este se subía, a un cuatro o cinco por ciento de todos los billetes en las de beneficencia y utili-
dad pública y el 25 por ciento en las particulares (arts. 4o y 5o del real decreto de 20 de abril de 1875). Se
limitaba, como antes a inmuebles, muebles y semovientes y se ponían en combinación con la lotería nacio-
nal: es decir se mantenía el monopolio de la lotería nacional sobre premios en metálico y, de otro lado, se
aseguraba contra el fraude que pudiera darse en las extracciones. En una instrucción posterior se regula-
ban con minucia los requisitos sobre autorizaciones, forma de imprimir los billetes y las menciones que
deben de llevar. Cualquier irregularidad sería perseguida por los tribunales especiales de contrabando y
fraude. [...]».
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La Instrucción de 25 de febrero de 189322, sobre rifas, fue derogada por la Orden
Ministerial del 23 de marzo de 1956. También debo señalar la importancia de la Ley de 16
de julio de 1949, de la que destaco los artículos siguientes:
«Artículo 1o. Quedan prohibidas todas las rifas de interés particular o colectivo, salvo las que
se autoricen con arreglo a lo establecido más adelante, y se estimarán clandestinas y fraudulen-
tas las que no estén concedidas por el Ministerio de Hacienda.
Artículo 2o. Únicamente se autorizan las rifas benéficas, las de utilidad pública y las particu-
lares. Las dos primeras satisfarán al Estado, como impuesto, el 10 por ciento del valor total de los
billetes de que consten; y las particulares el 25 por ciento; debiendo abonar todas las rifas auto-
rizadas 10 céntimos por cada papeleta expendida como impuesto de Timbre. No se consentirá la
circulación de las papeletas sin que, previamente, se satisfaga el impuesto establecido, así como
el exigido por la Ley del Timbre en su Artículo 20223; no pudiendo dispensarse el pago de estos
derechos por ningún concepto.
Artículo 3o. Para que pueda autorizarse una rifa será preciso, si es benéfica o de utilidad públi-
ca que acredite su carácter legal por el Ministerio del ramo de que dependa la Entidad solicitante».
La Ley de 16 de julio de 1949, fue completada y desarrollada por la Orden del
Ministerio de Hacienda del 27 de julio del mismo año, núm. 18.880 (BOE del 7 de agos-
to) que, en lo concerniente a las rifas, es ampliada con la Orden Ministerial de 22 de marzo
de 1960, núm. 18.890. También debo destacar que continuaba vigente el artículo 60 de la
Ley de Presupuestos, del Ministerio de Hacienda, de 11 de julio de 1877, que disponía:
«Continuarán exceptuadas de todo impuesto las rifas que se celebren con aplicación al
sostenimiento de hospitales, asilos u hospicios que mantengan diariamente a 500 pobres, por
lo menos, siempre que los establecimientos acrediten no percibir recurso alguno permanente
de fondos generales, provinciales ni municipales y que los gastos de administración de la rifa
no exceden del 6 por ciento de los ingresos de la rifa».
La Dirección General del Timbre y Monopolios (suprimida por el Decreto de 10 de
mayo de 1957, que reorganizó el Ministerio de Hacienda), autorizó en 1939 la venta y
el sorteo del cupón pro-ciegos a la Organización Nacional eximiendo de las tasas fisca-
les los sorteos de la entidad. Exención que se confirma a través del Decreto de 1 de
diciembre de 1966, núm. 3.059 (BOE de 27 de enero de 1967)24.
22 Vide A. POSADA, La Administración política y la Administración social, Madrid, s.f., pp. 316 y ss,
donde relata que a comienzos de siglo la lotería proporciona al Estado un producto líquido de 24 millones
de pesetas.
23 Sustituida por el Texto Refundido de 6 de abril de 1967, sobre transmisiones patrimoniales y actos jurí-
dicos documentados.
24 Transcribo los siguientes artículos:
«Articulo 38.
a) Las rifas y tómbolas tributarán con carácter general, el 35 por ciento del importe total de los boletos o
billetes que ofrezcan.
b) Las declaradas de utilidad pública o benéfica tributarán el 15 por ciento.
c) En las tómbolas de duración inferior a 15 días, organizadas con ocasión de mercados, ferias o fiestas de
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En todo caso el desarrollo de la ilusión colectiva a lo largo de un par de siglos es
algo más que un simple asunto de paralelismo, o de transmisión. Podemos aceptar
que la institucionalización de la Lotería se realiza en España, por influjo napolitano;
cabe pensar que la reglamentación de los sorteos también se debe a esta influencia
y que incluso algunas ideas populares, respecto a los nombres de los números, la
suerte, etc., vienen de la Italia del Sur y no viceversa. El que todo esto marchara
luego casi paralelamente aquí y allá, sería poco si, además, no moviera pasiones, ilu-
siones, anhelos fortísimos, desesperaciones inmensas.
Pero desde el punto de vista filosófico hay más. En función de la Lotería puede verse
cómo la idea del azar se pretende someter al deseo de cuatro modos distintos: 1o.
Mediante el rezo, la oración, la plegaria siempre interesada y a veces conminatoria, de
suerte que casi se convierte en un conjuro. 2o. Por la fe en que hay circunstancias que
dan buena suerte. Fe en a) vendedores, b) en números, c) en horas, d) en días. 3o. Por
el estudio de complicadas combinaciones numéricas, que destruyen el azar mismo. 4o.
Por la relación con potencias malignas.
En todo caso -repito- se trata de anular la misma idea del azar; mejor dicho, de domi-
narla de acuerdo con un interés propio, concretísimo, dejando aparte toda especulación
filosófica acerca de su naturaleza25.
ámbito local y cuyos premios no exceden de un valor total de 10.000 pesetas, el sujeto pasivo podrá optar
entre satisfacer la tasa con arreglo al tipo del apartado a) o bien a razón de 1.000 pesetas por cada día de
duración, en capitales de provincia o poblaciones con más de 100.000 habitantes. De 500 pesetas, por cada
día en poblaciones entre 20.000 y 100.000 habitantes; y de 250 pesetas por cada día de duración en pobla-
ciones inferiores a 20.000 habitantes.
d) Las rifas benéficas de carácter tradicional, que durante los últimos diez años han venido disfrutando de un régi-
men especial más favorable, tributarán sólo el 1,50 por ciento sobre el importe de los billetes distribuidos.
En las apuestas el tipo será, con carácter general, el 7 por ciento del importe total de los billetes o boletos
vendidos.
En las apuestas celebradas en las carreras de caballos o en los frontones, el tipo será del 3 por ciento del
importe total de los billetes o boletos vendidos.
Artículo 39. Quedan exentos del pago de las tasas:
1. La celebración de apuestas mutuas, deportivas, cuando la organización y desarrollo de las mismas esté
a cargo del Patronato de Apuestas Deportivas Benéficas, creado por Decreto-Ley número 1.439, de 11 de
abril de 1946.
2. Los sorteos organizados por la ONCE.
3. Los sorteos de amortización y capitalización que estén legalmente autorizados.
4. La celebración de las tómbolas diocesanas de caridad, en las condiciones que, reglamentariamente, se
determinen.
5. La celebración de sorteos, tómbolas y rifas que organice la Cruz Roja Española en las condiciones que,
reglamentariamente, se determinen».
25 Vide Julio CARO BAROJA, "La lotería", Revista de dialectología y tradiciones populares, Tomo XL,
(1985), p. 19.
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2. Concepto.
El régimen jurídico básico de la Lotería Nacional (tal y como está concebido en la
actualidad) fue establecido por el Decreto de 23 de marzo de 1956, que aprobó la
Instrucción General de Loterías, modificada por Decreto de 24 de junio de 1965. En
este texto se define la Lotería Nacional como un recurso ordinario de tos Presupuestos
Generales de Ingresos del Estado, lo que garantiza el pago de los premios, prohibién-
dose en todo el territorio nacional las loterías, rifas, tómbolas, y modalidades similares
de interés particular o colectivo, así como la circulación y venta de billetes de las
extranjeras y la publicación de sus programas y anuncios. El art. 4 consideró a los bille-
tes de lotería nacional como valores del Estado, estimando su manipulación como fal-
sedad en documento público. De igual modo, reconoce a los billetes de la Lotería
Nacional el carácter de documentos al portador26 y contiene instrucciones sobre el
pago de los premios en caso de dudas sobre boletos rotos o deteriorados27 28.
26 Vide Fernando SA1NZ MORENO, "El pago de un décimo extraviado de la Lotería Nacional. Una senten-
cia innovadora sobre la eficacia de la prueba en materia de títulos al portador", REDA, 59, (1988), pp. 445-450.
27 Vide STC 163/1994, de 26 de mayo, ha precisado (F.J.):
«5. Procede afirmar la competencia del Estado sobre las Loterías y no sólo sobre la modalidad denominada
Lotería Nacional por la Instrucción de 1956. La Lotería es un juego conceptuado como tal desde su origen sin
distinguir las variedades con las que el elemento aleatorio se articulaba en su organización. Desde el siglo
XVIII en que se introdujo fue configurándose como una institución definida globalmente por aquel singular
nombre y su carácter de juego de suerte reservada su explotación a la Hacienda con el único fin de producir
ingresos no tributarios, regalía de la Corona primero y monopolio fiscal más tarde (el RD de 30 de septiembre
de 1763 establece que sus ganancias se pondrán en la Tesorería General); caracteres que la han definido desde
un principio sin consideración a la específica organización del juego mismo, sus modalidades o su administra-
ción, desarrolladas y modificadas en su ámbito interno por las autoridades propias.
La exclusividad del juego en manos de la Hacienda, determina la prohibición de la venta de billetes de lote-
rías extranjeras, pasa luego a la supresión de las rifas, incluso las de establecimientos públicos a particulares,
sometiendo más tarde a unas y otras a licencia de la propia Administración, de suerte que el monopolio fiscal,
primero actividad propia sobre la Lotería, se extiende a los demás juegos de suerte que pueden concurrir con
ella y asume la competencia para autorizarlos».
28 Vide STC 164/1994, de 26 de mayo, y también ha determinado las diferencias técnicas entre los diversos
tipos de loterías (F.J.):
«3. Procede ante todo afirmar que no cabe erigir en elemento determinante, a efectos de competencia, las dife-
rencias de técnicas que entre la Lotería Nacional o moderna y la Lotería Primitiva o de números puedan exis-
tir puesto que ambas han sido desarrolladas en el tiempo dentro de la institución que, desde su introducción en
España, ha venido explotándose por la Hacienda bajo la misma denominación de Lotería, la cual ha ampara-
do simultánea y sucesivamente a las dos modalidades de juego que, a su vez con distintas variantes, se vienen
organizando. La lotería Primitiva o de Números, como su propia denominación indica, apareció y sigue estan-
do jurídicamente configurada en nuestro ordenamiento como una modalidad del juego de la lotería, tal y como
ponen de manifiesto una visión histórica de la renta de la Lotería Nacional en España y un examen de la legis-
lación positiva en materia de juego.
La Lotería Primitiva, también denominada de números, no es sino una versión actualizada adaptándola a los
medios técnicos de que hoy se dispone, de la que, precisamente con ese nombre, se introdujo en España por el
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Sin duda es una materia a la que debemos prestar atención, porque España tiene el
mayor consumo de loterías del mundo, y hay evidencias que indican que esto ha sido así
desde los últimos cien años29.
3. Naturaleza jurídica30.
La lotería debe incluirse en la categoría de los contratos normativos, contratos realizados
en masa, en los que una de las partes manifiesta su adhesión a las normas y condiciones dic-
tadas por la otra parte, tal y como estableció la Instrucción General de Loterías y la STS de 26
de mayo de 1966, Ar. 2313:
RD de 30 de septiembre de 1763 como una explotación del Estado productora de renta para la «Tesorería
General». Ella es la que dio su nombre al juego que, desde entonces, vino a constituir una explotación o regalía
de la Corona y más tarde un monopolio sobre todos los juegos, rifas, o apuestas, explotado directamente respec-
to de la Lotería y mediante su autorización los demás. Así, la Instrucción de 31 de julio de 1776 para el manejo
del Ramo de la Real Lotería, la califica como «esta Renta», ¡a cual había de regirse por las mismas reglas y for-
malidades de cuenta y razón ya habituales en «las demás Ramas de la Real Hacienda». Sigue en esta forma explo-
tándose esa modalidad de Lotería, junto a la que la Instrucción de 15 de diciembre de 1811 crea con el nombre
de Lotería Moderna como «un medio de aumentar los ingresos del Erario Público sin quebranto de los contribu-
yentes» con unas características muy similares a la actual y que, desde el primer momento se trata de distinguir
de la Primitiva, pero siempre como una modalidad de Lotería en el seno del mismo organismo administrativo y
con igual fin financiero. Tratase, evidentemente, de dos modalidades de la Lotería, cada una con sus característi-
cas técnicas y organización, que coexisten hasta que la RO de 10 de febrero de 1862 suspende la Primitiva, defi-
nitivamente suprimida luego por la Ley de Presupuestos de 4 de mayo de 1862; ambas se administraron conjun-
tamente desde 1814 hasta que finalmente, es sólo la Lotería Moderna el juego explotado, si bien a través del tiem-
po se van incrementando el número de sorteos e incluso los medios técnicos mediante los que se realizan. No
resulta intranscendente el hecho de que las sucesivas Instrucciones se van a denominar «de Loterías», lo que indi-
ca la pluralidad de juegos sometidos en algún momento a su regulación.
Por otra parte, un examen de la legislación autonómica en materia de juego permite advertir, como denominador
común de la misma, que la lotería constituye un juego de azar que admite diversas modalidades, una de las cua-
les, la definida como sorteos sometidos a dos variables (números de jugadores y los números que cada jugador
determina en su boleto), no es sino la modalidad de juego que en las disposiciones en conflicto se designa como
Lotería Primitiva o de Números. Así, pues, pese a las diferencias técnicas existentes y los aspectos comunes que
pueda presentar con las apuestas, hay que concluir que en nuestro ordenamiento jurídico la Lotería Primitiva o
de Números constituye una modalidad del juego de la lotería, como así se define en las disposiciones y actos que
se impugnan e igual consideración merece también dicha modalidad de juego cuando es organizado, bajo otras
denominaciones y con distintas variantes, por las Comunidades Autónomas con competencia en la materia
Puede agregarse que las diferencias de régimen competencial fundadas en las características singulares del juego
(apuesta o juego en sentido estricto) no son capaces de determinar un criterio interpretativo claramente acepta -
ble puesto que habrían de comportar paralelamente el análisis del contenido en el mismo aspecto de los precep-
tos atributivos de competencias a las CC AA demandantes, por cuanto tampoco en los preceptos estatutarios se
les atribuye una competencia exclusiva general respecto de la materia de juego, y expresada aquélla en los térmi-
nos de casinos, juegos y apuestas, su contraste con dicho término general podría llevar también a un concepto res-
trictivo que la limitase al ejercicio de esos tipos de juego de azar localizado en establecimientos determinados».
29 Vide Roberto GARVIA, "Las loterías españolas desde una perspectiva comparada: unos datos y una hipó-
tesis", Hacienda Pública Española, 145, (1998), p. 27.
30 Vide COMISIÓN NACIONAL DEL JUEGO (MINISTERIO DEL INTERIOR), Libro blanco del juego, o.c,
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«[...] los billetes de lotería premiados [...) representan, y son, única expresión de un contrato
aleatorio, de los llamados adhesivos y normados, y con hipérbole se diría que "forzoso" en el sen-
tido de que, o no se juega, o si se hace, se aceptan todas sus cláusulas, por onerosas o exorbitan-
tes que sean [...]».
La naturaleza jurídica de los billetes de lotería nacional31 y de los ingresos obtenidos por
la comercialización de todos sus juegos, está determinada en el Real Decreto 2069/1999, de
30 de diciembre, que aprueba el Estatuto de la entidad pública empresarial Loterías y
Apuestas del Estado (LAE), art 23, del siguiente modo:
«Los billetes de lotería nacional, que son valores del Estado, y los ingresos obtenidos por
la comercialización de todos sus juegos, tienen la naturaleza de fondos y caudales públicos,
por lo que gozarán de la protección que, como tales, les reconoce el ordenamiento jurídico. [...]».
Quizás deba añadir que el billete de lotería es un valor del Estado que se materializa en
un documento al portador (Instrucción General de Loterías, art. 11), permitiendo realizar
el perfeccionamiento del contrato (compra del billete) con gran simplicidad y que puede
ser objeto de transmisión. Respecto a la naturaleza jurídica de los ingresos obtenidos,
buena parte de la doctrina ha entendido que se trata de ingresos de naturaleza tributaria, y
más aún, se trata de un impuesto32.
p. 49: «[...] la Lotería puede ser caracterizada como un juego público, en el que se premian, con diversas canti-
dades de dinero preestablecidas, varios billetes sacados a la suerte entre gran número de ellos que se ponen a la
venta. [...]». Vide STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3a), de 11 de octubre de 2004 (Ar. 6558),
F.J. Primero: «[...]. A este relato de hechos la Sala aplicó los preceptos de la Instrucción General de Loterías,
aprobada por Decreto de 23 de marzo de 1956, relativos al carácter de documentos al portador de los billetes de
la Lotería Nacional (artículo 11: "Los billetes de la Lotería Nacional son documentos al portador, por lo cual no
se reconoce más dueño de ellos que la persona que los presente, sin perjuicio del derecho de tercero, cuya decla-
ración corresponde a los Tribunales ordinarios") y a la necesaria presentación de aquellos para su pago (artícu-
lo 18: "No se satisfará premio alguno sin la previa presentación del billete o fracción que lo obtenga, cuyo docu-
mentos no podrá ser reemplazado ni sustituido de ningún modo"). Y concluía su razonamiento declarando: [...]
"De cuanto antecede se infiere claramente que, a juicio de la Sección, las Resoluciones impugnadas al denegar
el pago en aplicación del art. 18 de la Instrucción General de Lotería, son conformes al ordenamiento jurídico,
pues ese impago del premio está justificado por la propia naturaleza del juego y por su regulación, sin que -por
los razonamientos más arriba vertidos- sea contrario a la equidad, ni los fines cambiantes de la sociedad deman-
den solución distinta a la contemplada en la Instrucción, que además de ser coherente con la naturaleza de los
billetes, ofrece ventajas desde una perspectiva de seguridad jurídica, y sin que, por último, dados los términos
claros de la norma, sea preciso acudir a otras fuentes para su correcta hermenéutica. [...]».
31 Vide STC 38/2003 (Sala Primera), de 27 de febrero, Antecedente 12, donde califica a los boletos de lote-
ría no autorizados como "efectos estancados".
32 Vide José Manuel TEJERIZO LÓPEZ, Los monopolios fiscales, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid,
1975, pp. 84-85. Sobre la naturaleza jurídica de los premios de la lotería nacional y de la ONCE, se deter-
mina que no tienen la consideración de renta, tal y como explicitan: María Amparo GRAU RUIZ, "La posi-
bilidad de sancionar los incrementos no justificados de patrimonio", Quincena fiscal Aranzadi, 18, (1995),
pp. 11-20; Jorge MARTÍN LÓPEZ, "Incrementos no justificados de patrimonio y delito fiscal",
Jurisprudencia Tributaria Aranzadi, 2, (2002), versión electrónica, nota 21.
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También ha dejado claro la jurisprudencia constitucional, tal y como expondré más ade-
lante, que el monopolio fiscal corresponde a la Administración del Estado y que el concep-
to de juego de la lotería y su explotación como recurso de la Hacienda del Estado incluido
en el art. 149.1.14 CE no puede quedar referido únicamente a la especifica modalidad con
la que aquél aparece configurado en la Instrucción general de Loterías de 23 de marzo de
1956.
En la STC 164/1994, de 26 de mayo, se formula un voto particular donde se concreta,
a juicio del magistrado, el objeto y naturaleza jurídica de las loterías, con conclusiones dis-
tintas a la expuesta:
« VOTO PARTICULAR
que formula el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer a la sentencia dictada en el conflicto
positivo de competencia núm. 957/1985, al que se adhieren los Magistrados don Luís López
Guerra y don Carlos de la Vega Benayas. [...].
2 Si nos atenemos a los dos elementos fundamentales que definen las materias competenciales,
no cabe duda, a mi juicio, que la «organización y gestión (...) en materia de celebración y autoriza-
ción de sorteos, loterías, rifas, combinaciones aleatorias, juegos y apuestas» pertenece a la materia
de juegos y apuestas. En efecto, el objeto sobre el que recae la actuación pública regulada en el artí-
culo impugnado está constituido por una actividad humana, considerada lúdica ó recreativa, some -
tida a reglas, en la que diversas personas apuestan determinados bienes con el fin de obtener unos
premios, si el azar les resulta propicio, a riesgo, en caso contrario, de perder lo apostado. En cuan -
to a su contenido, se trata de una actuación administrativa compleja que genéricamente puede
catalogarse de prestacional y de control o de policía consistente, en unos casos, en la organización
de esas actividades recreativas por parte de la propia Administración y, en otros casos, en autorizar
la celebración de las organizadas por personas o entidades ajenas a la misma Importa destacar sobre
todo que el precepto cuestionado se refiere a un tipo de actuación administrativa -la organización o
autorización de determinados juegos de azar- distinta de otras actividades públicas que pueden ejer-
cerse sobre el juego y que pueden constituir el contenido de otras materias competenciales. No regu-
la, por ejemplo, actividades relativas a la sanción penal de determinados juegos, ni actividades direc-
tamente relacionadas con la recaudación de ingresos públicos derivados de los mismos. La activi-
dad que en él se contempla constituye un prius o cuando menos, algo autónomo respecto de esas
actividades represoras o recaudatorias y, en consecuencia, puede tener un tratamiento competencial
diferenciado.
Pues bien, esta actividad administrativa de organización, gestión y autorización de loterías,
rifas, sorteos, juegos y apuestas ha sido encuadrada tradicionalmente, tanto en la legislación como
en la doctrina, en la materia de juegos y apuestas. Así se entendió a lo largo de la historia en nues-
tro ordenamiento y en los de nuestro entorno cultural; así se entendía en 1978 al redactar la
Constitución y los Estatutos de Autonomía; y así debe continuarse entendiendo con posterioridad
a esta fecha. [...]».
4. Elementos.
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4.1. Subjetivo.
4.1.1. La Administración pública y el juego33.
A. El juego en España: evolución social y legislativa.
La evolución histórica sobre el juego34 ha sido estudiada por la doctrina35 haciendo refe-
rencia a Las Partidas donde se recogen los principios expuestos en el Derecho romano sobre
la materia del juego, el ordenamiento de las tafurerías, obra atribuida al Maestre Roldán, que
fue promulgada en el año 1314 por el Rey Alfonso X, la Nueva y Novísima Recopilación, la
Pragmática de 6 de octubre de 1771, dada por Carlos III en San Lorenzo, y otras disposicio-
nes que en general prohiben el juego y las rifas, pero con la posibilidad de realizarlas si se
obtiene una licencia real para ello. Sobre todo en las últimas disposiciones se hace patente el
hecho de que el juego representa una ganancia para el Estado y en el caso de las rifas la posi-
bilidad de excepcionar la prohibición si se obtiene el permiso real36.
Resulta significativo el contenido de la Real Orden Circular de 14 de septiembre de
1888, regla 4a:
33 Vide Johan Huizinga, Homo ludens, sexta reimpresión, Alianza Editorial, Madrid, 1996, p. 11: «El juego
es más viejo que la cultura; pues, por mucho que estrechemos el concepto de ésta presupone siempre una
sociedad humana, y los animales no han esperado a que el hombre les enseñara a jugar. Con toda seguri-
dad podemos decir que la civilización humana no ha añadido ninguna característica esencial al concepto
del juego».
34
Vide Luís DIEZ PICAZO, "El juego y la apuesta en el Derecho Civil", Revista Critica de Derecho
Inmobiliario, 460, (1967), pp. 723-727, donde realiza un análisis doctrinal sobre los conceptos de "juego"
y "apuesta". En la p. 727 afirma: «En un sentido muy amplio, la apuesta es una situación jurídica en la cual
una o varias personas quedan obligadas a realizar en favor de otra u otras una prestación que se hace depen-
der de la exactitud o acierto sobre un acontecimiento pretérito o futuro, que en ocasiones es el resultado de
un juego».
35
Vide: Felipe CRESPO de LARA, Los juegos ilícitos ante las leyes vigentes: la crítica y la democracia
(Los tahúres y sus trampas) , Imprenta de los hijos de Gómez Fuentenebro, calle Bordadores, 10, Madrid,
1912, pp. 74-80: «Legislación española antigua y moderna sobre el juego»; María Lourdes RAMIS
REBASSA, Régimen jurídico del juego, Marcial Pons, Madrid, 1992, pp. 23-34; COMISIÓN NACIONAL
DEL JUEGO (MINISTERIO DEL INTERIOR), Libro blanco del juego, Madrid, 1986, pp. 25-31; DIREC-
CIÓN GENERAL DE TRIBUTOS (MINISTERIO DE HACIENDA), "La fiscalidad del juego", Boletín
de Información de la Dirección General de Tributos, 2, (1980), p. 6; Luis LÓPEZ TORRUBIA, "Economía
del juego", Boletín de Información Comercial Española, 597, (1983), pp. 37-38.
36 Vide Juan GARCÍA PESARRODONA, Régimen juridico-administrativo de las asociaciones, o.c, pp.
158-159: «Son lícitos o permitidos, cualquiera que sea su naturaleza o su denominación, cuando su móvil no es
la codicia, cuando se utilizan para dar descanso o distraer la imaginación, o para el ejercicio del cuerpo.
Son lícitos, concretamente, según el artículo 1800 del Código civil, "los que tienen por objeto adiestrarse en el
manejo de las armas (tiro, esgrima, etc), las carreras a pie o a caballo (pedestrismo, hipismo), las de carros, el
juego de pelota y otros de análoga naturaleza, es decir, todas aquellas actividades que constituyen actualmente la
finalidad esencial de las asociaciones deportivas, de cuyo régimen especial nos ocupamos más adelante.
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«Cuando el delito se cometa en el local perteneciente a las asociaciones de cualquier clase o
en círculos de recreo o casinos en los cuales se juegue habitualmente a juegos ilícitos o prohibi-
dos, aunque sea otro el objeto ostensible de la asociación, V.S. (se alude a los Gobernadores
Civiles), deberá perseguirlo teniendo en cuenta que en estos casos procede la pena de suspensión
y en su caso la de disolución, a que se refieren el párrafo 2o del art. 12, y el art. 15 de la Ley de
Asociaciones y el correspondiente del Código Penal, por considerarlas casas de juego a los efec-
tos del art. 358, con arreglo a la Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de octubre de 1880»37.
Resulta ilustrativo el discurso de ingreso leído en el acto de su recepción en la Real
Academia de Ciencias Morales y Políticas, por el exmo señor D. Alfredo de Zavala. titula-
do: "Algunas reflexiones sobre los juegos prohibidos"38, donde señala:
«El Estado, como representante incoercible de la colectividad social, cumple su misión his-
tórica realizando el derecho, como se decía en mi tiempo, y adoptando medidas tutelares enca-
minadas a impedir a los súbditos la ejecución de actos ruinosos, o a neutralizar, contener o ate-
nuar sus consecuencias. Parece, a primera vista, que la mayoría de edad debería revestir al feliz
poseedor de los veintitrés años de la prudencia, la sagacidad y la serenidad necesarias para regir-
se por sí mismo; y en verdad que no hay dique legal contra el que choque la regia voluntad del
emancipado en todo lo que se refiere al cuidado, conservación, desprecio o destrucción de su per-
sona. [...].
Se consideran también lícitos, aun cuando no figuren en la enumeración del Código, los juegos siguientes:
billar, frontón, bolos, ajedrez y en general todos aquellos en que entre el cálculo, la destreza y la habilidad
del jugador, como se dice en la Circular del Ministerio de la Gobernación de 14 de septiembre de 1888, y
por consiguiente, todos aquellos en que no intervenga exclusivamente la suerte, el envite o el azar.
A mayor abundamiento, la Circular de fecha 14 de octubre de 1889 de la Fiscalía del Tribunal Supremo,
dirigida a los Gobernadores Civiles de provincia, establece que "aquellos juegos en que el ganar o perder
dependa de la destreza, inteligencia o práctica de los jugadores, interviniendo secundariamente la suerte,
son lícitos y que tos demás son ilícitos"».
37 Vide: Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de diciembre de 1899: «Toda persona individual o colecti-
va que establezca o consienta el juego prohibido en un local sometido a su disposición, dirección o geren-
cia, debe ser reputada como dueño de casa de juego y, por consiguiente, las Juntas directivas de las asocia-
ciones de recreo o de cualquiera otra clase, que autoricen o toleren los juegos prohibidos en el domicilio
social, con las circunstancias expresadas, incurren en la responsabilidad que define el art. 358 del Código
Penal y, por lo tanto, deben ser castigados con arreglo al mismo artículo los individuos que constituyan
aquella Junta o Gerencia, porque son responsables de todo lo que en este punto se establezca o consienta
durante el ejercicio de su dirección, ya medie malicia, ya resulte falta de vigilancia en el cumplimiento de
los deberes de su cargo»; Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de marzo de 1891: «El hecho material de
encontrarse una persona en el local donde se juegue, no implica natural y forzosamente el concepto de
jugador, porque sólo merece este dictado el que realmente toma parte de alguna manera en el juego».
38 El ejemplar que llega a mis manos, y cuya contestación fue formulada por Don Niceto Alcalá-Zamora,
el día 17 de junio de 1923, corresponde a una impresión realizada por el establecimiento tipográfico de R.
Caro Reaggio, Calle de Mendizábal, 34, Madrid. El fragmento reproducido se encuentra en las pp. 13-15.
En las pp. 18-19 afirma: «[...]. A esta variedad de conceptos penales se contraponen afirmaciones de lici-
tud, contenidas expresa o tácitamente en otras disposiciones de orden administrativo o de naturaleza civil
o procesal. Figuran al frente de ellas los que han erigido la lotería en institución nacional, fuente de impor-
tantes ingresos para el Tesoro público; [...]. En la lotería, es el Estado el empresario de la combinación más
aleatoria que cabe imaginar. [...]. Perseguir, después de esto, a los que se reúnen para jugar, es una injusti-
cia y un contrasentido. [...]».
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Y como el juego de azar, suerte o envite, es causa inevitable de ruina, la ley ha extremado sus
medidas de rigor, y en vez de limitarse a autorizar el ejercicio de acciones revocatorias y la ale-
gación de excepciones enervadoras, respectivamente dirigidas a recuperar lo perdido y entrega-
do o a resistir su pago, conmina al jugador con responsabilidades de orden penal, de todo punto
extrañas a su buena o mala fortuna. Y en verdad que si pudiera apoyarse tan severa actitud en
consideraciones exclusivamente morales, se hallaría plenamente justificada.
El jugador desvía su actividad de toda aplicación útil y pugna por adquirir o aumentar la
riqueza propia a costa de la ruina de sus competidores. Empieza aventurando los recursos que
legítimamente le pertenecen y acaba por consumir el patrimonio ajeno en la llama de su pasión
devoradora. [...]. Para redimirle de la esclavitud a que su vicio le somete, sería necesario que le
fundieran de nuevo "como funden las campanas"; y el legislador, ante la imposibilidad de reali-
zar tal obra de transformación fabril, ha recurrido al arbitrio de castigar como delincuentes a los
que se reúnen para jugar y a los dueños de las casas donde son recibidos. [...]»39 40.
39 Vide José Mª VALDÉS y RUBIO, "Informe presentado al Congreso con motivo del Proyecto de Ley
para reglamentar los juegos de suerte, envite o azar", Revista General de Legislación y Jurisprudencia, T.
CXX1, (1912), pp. 5-40. Tienen especial interés las conclusiones expuestas en la p. 40:
«1a. Por las fundadas razones de moralidad, justicia y patriotismo expuestas en este informe, debe ser reti-
rado inmediatamente el proyecto de ley que en la apariencia de regularización de los juegos de suerte, envi-
te o azar, osea de los verificados con ánimo de lucro, y que, en realidad, si fuese aprobado sería causa del
aumento de otros muchos delitos y de gravísimos males sociales, y aun autorización de los mismos.
2a. En sustitución de dicho proyecto de ley debe ser presentado otro por el Excmo. Sr. Ministro de
Hacienda, suprimiendo por los mismos motivos expuestos en este informe, la Lotería llamada Nacional, y
prohibiendo y penando la celebración de cualquiera otra Lotería o rifa.
3a. El Estado fomentará el trabajo y el ahorro nacionales, inspirando por medio de la educación, la voca-
ción y la práctica de las virtudes individuales y cívicas, contribuyendo al mejoramiento moral y corporal
de la raza española a la vez que procura desarrollar el Instituto Nacional de Previsión, las Cajas de Ahorro
escolar y postal y todas cuantas fundaciones coadyuven a realizar el progreso patrio.
Y 4a. Estando comprobado que disminuyen los juegos de suerte, envite o azar en las naciones en que
aumenta la importancia de los ejercicios corporales colectivos, el Estado español estimulará, fomentará y
premiará éstos, por ser convenientes en sumo grado para la moralidad de las costumbres y para la Higiene».
40 Vide José Ma CORDONCILLO SAMADA, Historia de la Real Lotería en Nueva España (1770-1821),
Dirección General de Tributos Especiales del Ministerio de Hacienda, Escuela de Estudios Hispano-
Americanos, Sevilla, 1962, pp. 13-14. El camino recorrido en el seno del continente americano, presenta-
ba caracteres similares a los que se esgrimían en nuestro país. La situación se justificaba de la siguiente
manera:
«Así pues, la natural propensión por los juegos, de criollos, indios y mestizos, extendió su interés a todos.
Todas las clases sociales llegaron a practicar el juego; la desenfrenada pasión por éstos, sobre todo, los jue-
gos privados y los de suerte, ocasionó, en efecto, la desunión y las rutinas de muchas familias ilustres,
fomentando, a la vez, la ociosidad y la relajación de las costumbres en todos aquellos (hombres y mujeres)
que los practicaban. Así lo demuestran los innumerables bandos que durante tres siglos de coloniaje, se
publicaron para combatir dichos juegos:
"Las (desgracias) que ocasiona en esta capital el abominable vicio de toda clase de juegos de envite son
bien constantes y notorias [...] sin que las penas de las Leyes, los reiterados bandos prohibitivos, los
exemplares hechos, ni aun la misma experiencia de estas funestas resultas, hayan bastado a remediar tan
detestable vicio".
El juego fue por tanto, la gran plaga social. Mal social que sus gobernantes consideraban más peligrosos
que otros muchos, cuando se hacen eco de estas palabras del Barón de Bielfield:
"Las inundaciones y los incendios son plagas que devoran de un golpe los bienes de los ciudadanos; pero
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En ocasiones, el juego y la política se entrecruzaron con resultados escandalosos:
«En la legislatura de 1911-1912 toma la palabra en el congreso el diputado Pablo Iglesias y,
entre otros asuntos, planteaba el problema del juego en Barcelona, "porque en aquella ciudad ha
alcanzado proporciones verdaderamente espantosas; ha habido suicidios, quiebras, ruina de fami-
lias, todo ocasionado por la licencia que en el juego reina. Allí ya no es un solo establecimiento
el autorizado, sino que son muchos, y sobre esto, como quiera que si bien se intentó a última hora
poner remedio, el remedio ha durado sólo unos cuantos días y ahora vuelven a funcionar todas
las timbas y garitos con perfectísima libertad" (Diario, 5 de marzo de 1912, VIII, p. 2735).
Aquella interpelación al ministro de gobernación iba a desatar una larga discusión, en donde
se muestra la exacta realidad de los juegos tolerados, en torno a los cuales se entreve conniven-
cias y corrupción. Participa en el debate el propio presidente del gobierno, José Canalejas y se
descubre a través de los discursos situaciones ilegales. "Hoy en Barcelona se juega, hoy en
Madrid se juega. Si quiere su Señoría que los dos tomemos un coche y vayamos a La Peña, al
Casino de Madrid, al Círculo de Bellas Artes, al Círculo Militar y a otros, tendrá su Señoría que
denunciar el juego conmigo, y es escandaloso que en todas partes, no sólo se falte a la ley, no sólo
se esté públicamente jugando, sino que haya un Estado de irritante desigualdad que concede un
monopolio a determinados empresarios, que parece que son, o se supone que son, amigos políti-
cos [...] (Soriano a Canalejas, 30 de mayo de 1912, X, p. 3418)»41.
Y también destaca el binomio formado por prohibición-reglamentación42 en esta mate-
ria, donde la relación juego y derecho se estrecha notablemente. Entendiendo por juego, el
contrato en virtud del cual se arriesga la adquisición o la pérdida de un valor económico,
haciéndola depender de un suceso incierto43.
Un largo camino que finaliza con la despenalización que se justifica en el Preámbulo del
Decreto-Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos penales, adminis-
trativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o azar y apuestas44 45. Hasta ese momento, los
hay otros males y otros vicios en el estado o en la república que, por ser más lentos, más sordos y más
imperceptibles, no arruinan menos las fortunas de los particulares, y que un sabio gobierno debe por con-
secuencia prevenirlos. Entre éstos cuentas los juegos de suerte"».
41
Vide Mariano PESET REIG, "Breve historia de los impuestos sobre juegos", Palau, 14, (1987), p. 7.
42
Vide María Lourdes RAMIS REBASSA, Régimen jurídico del juego, Marcial Pons, Madrid, 1992, pp.
39-50, donde estudia la evolución histórica de los Códigos Penales sobre el particular.
43
Vide Juan GARCÍA PESARRODONA, Régimen jurídico-admmistrativo de las asociaciones, o.c, p.
157.
44
Vide: Real Decreto 444/1977, de 11 de marzo, por el que se dictan normas complementarias del Real
Decreto-Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos penales, administrativos y fis-
cales de los juegos de suerte, envite o azar y de las apuestas; Real Decreto 2709/1978, de 14 de octubre,
por el que se modifica parcialmente el Real Decreto 444/1977; Orden de 9 de octubre de 1979, por la que
se aprueba la versión definitiva del Catálogo de Juegos autorizados.
45
Vide Real Decreto 2490/1978, de 29 de septiembre, del Ministerio de Hacienda (BOE de 26 de octubre,
núm. 256), por el que se establece la distribución de los rendimientos de la tasa sobre los juegos de azar
en 1978, art. 2: «[...]. 1a. El cincuenta por ciento para financiar las acciones de asistencia, recuperación e
integración de los minusválidos físicos y sensoriales, las de asistencia social a favor de la tercera edad, así
como las correspondientes a la puesta en funcionamiento del Plan Nacional de Prevención de la
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únicos juegos de azar autorizados eran la lotería, las rifas y tómbolas, las quinielas y los sor-
teos de la Organización Nacional de Ciegos.
Y todo ello teniendo presente que a lo largo de la historia, el derecho ha adoptado ante
el juego tres posiciones: ignorancia del hecho social del juego, prohibición del juego46, o
una posición intermedia entre las dos alternativas citadas anteriormente. En términos gene-
rales, el legislador reconoce la existencia del juego, considera que el mismo puede produ-
cir efectos perniciosos, pero estima que el juego es una realidad social cuya desaparición
total es poco menos que imposible. Ante ello, prefiere reglamentarlo y paliar así, en lo posi-
ble, los efectos perniciosos que le reconoce. En este supuesto controla la práctica de los
juegos autorizados o permitidos y penaliza tan sólo las manifestaciones de este fenómeno
que la sociedad repudia abiertamente, bien porque figuran asociadas a otras formas de cri-
minalidad, más o menos encubiertas, o bien porque pueden producir trastornos serios en el
orden público, que todas las sociedades regidas por el sistema político-social que sea, han
considerado siempre que deben preservarse47.
En nuestro país, el juego constituye un sector enormemente heterogéneo, pero, a grandes
rasgos, podemos afirmar que está articulado en torno a dos bloques generales:
Los realizados para financiar actividades benéficas o humanitarias. Aquí entrarían los
gestionados por la entidad pública empresarial "Loterías y Apuestas del Estado" (LAE), la
Lotería Nacional, las denominadas apuestas deportivo-benéficas. También entran en este
bloque los gestionados por entidades para remunerar actividades de fin social, como los
sorteos de la Cruz Roja o de la propia ONCE. Todos estos sorteos son los de mayor tradi-
ción, pues históricamente fueron los primeros en comenzar a operar.
El segundo bloque lo constituyen los juegos, todos ellos del sector privado, que tienen
como único fin el lucro empresarial: máquinas tragaperras, bingos, casinos, etc. Ostentan
una extraordinaria variedad de técnicas, mecánicas y lugares de juego.
Los juegos que no forman parte de LAE, dependen o están tutelados por el
Ministerio del Interior, a través de la Comisión Nacional del Juego, aunque algunas
Subnormalidad y las actividades de asistencia, recuperación e integración social de los subnormales, a
cargo del Ministerio de Sanidad y Segundad Social, con la consiguiente asignación presupuestaria».
46 Vicie Orden de 6 de febrero de 1978, del Ministerio del Interior (BOE de 17 de febrero, núm. 41), por
la que se crea la brigada especial del juego, constituida por una Jefatura Central y cinco Jefaturas de Zona,
para actuar en todo el territorio nacional, integrada orgánicamente en la Comisaría General de Seguridad
y Orden Público de la Dirección General de Seguridad (art. 1).
47 Vide COMISIÓN NACIONAL DEL JUEGO (MINISTERIO DE INTERIOR), Libro blanco del juego,
Madrid, 1986, p. 21. Vide Miguel OLMEDADÍAZ, "La tributación sobre el juego: paternalismo y afecta-
ción", Palau, 14, (1987), pp. 59-60, donde señala las características del juego.
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actividades   se  encuentran  trasferidas  como   competencias  propias  en  ciertas
Comunidades Autónomas48 49.
B. Motivaciones básicas del juego50 y tipología de jugadores.
La primera motivación es el deseo de evadirse de la cadena socioeconómica que
establece que es necesario trabajar para conseguir dinero. El juego de azar sería una
forma de transgredir esa causalidad de la economía productivista, romper con su lógi-
ca. Jugar es la posibilidad, por ínfima realmente que sea, de realizar una utopía. La
segunda motivación especial es el placer de jugar, por sí mismo, en cuanto que ello
genera excitación. Esta motivación alcanza su máximo exponente en los juegos de casi-
nos por dos motivos: el riesgo es mayor y la distancia entre la apuesta y el resultado del
azar, es muy inmediata; en consecuencia, la sensación de vértigo es mayor y el placer
es más elevado. La tercera y última motivación general identificada es el hecho mismo
de forzar el destino, de ser elegido por él de forma mágica.
Respecto a los tipos de jugadores51, a lo que cada uno de ellos busca y proyecta en
48 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 2003, pp. 71-72. Vide Ángel ALCAIDE INCHAUSTI y Fátima ALCAIDE ARENALES,
"Fiscalidad del juego en España", Hacienda Pública Española, 93, (1985), pp. 301-310.
49 Vide: Ley 15/1984, de 20 de marzo, de Catalunya, por la que se regulan los juegos de suerte, envite o azar
(BOE de 4 de mayo, núm. 107); Ley 14/1985, de 23 de octubre, de Galicia, por la que se regulan los juegos y
apuestas (BOE de 7 de marzo de 1986, núm. 57); Ley 6/1985, de 30 de diciembre, de Canarias, por la que se
regulan los juegos y apuestas (BOE de 13 de marzo, núm. 62); Ley 2/1986, de 19 de abril, de la Junta de
Andalucía, por la que se regulan los juegos y apuestas (BOE de 3 de junio, núm. 132); Ley 6/1998, de 18 de
junio, de la Junta de Extremadura, normas reguladoras del juego (BOE de 13 de agosto, núm. 193); Ley 6/1999,
de 26 de marzo, de la Presidencia del Gobierno de Canarias, normas reguladoras de juegos y apuestas (BOE
de 23 de abril, núm. 97); Ley 4/1999, de 31 de marzo, de Castilla-La Mancha, normas reguladoras del juego
(BOE de 25 de mayo, núm. 124); Ley 2/2000, de 28 de junio, de Aragón, normas reguladoras del juego (BOE
de 27 de julio del 2000, núm. 179), modificada por la Ley 3/2004, de 22 de junio (B.O. Aragón de 14 de julio,
núm. 82); Ley 3/2001, de 4 de mayo, de Asturias, normas reguladoras del juego y apuestas (BOE de 26 de
junio, núm. 11.0); Ley 6/2001, de 3 de julio, de Madrid, normas reguladoras del juego (BOE de 27 de julio,
núm. 179).
50 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 2003, pp. 72-73. Vide Jaime CASTILLO (EFE), "La fiebre por la Lotto italiana provoca estragos",
Elmundodinero, 2 de febrero de 2005, donde da cuenta de la situación que se está produciendo en Italia por
el juego, y la intervención del Gobierno de aquel país sobre el particular.
51 Vide Johan HUIZINGA, Homo ludens, sexta reimpresión, Alianza Editorial, Madrid, 1996, p. 7: «Cuando se
vio claro que la designación de homo sapiens no convenía tanto a nuestra especie como se había creído en un prin-
cipio porque, a fin de cuentas, no somos tan razonables como gustaba de creer el siglo XVIII en su ingenuo opti-
mismo, se le adjuntó la de homo faber. Pero este nombre es todavía menos adecuado, porque podría aplicarse
también a muchos animales el calificativo de faber. Ahora bien, lo que ocurre con el fabricar sucede con el jugar:
muchos animales juegan. Sin embargo, me parece que el nombre de homo ludens, el hombre que juega, expresa
una función tan esencial como la de fabricar, y merece, por tanto, ocupar su lugar junto al de homo faber». Vide
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el juego, se encuentran básicamente dos: el jugador "soberano", que quiere sentirse
dominador de todos los elementos que juega, más que por el dinero, por intensificar su
prestigio narcisista y cuyo paradigma sería el juego de casino, especialmente el póquer,
y huye de los juegos pasivos o colectivos. También está el jugador "sumiso" que
"entiende los juegos de azar como posibles fuentes de ganancia futura pero sin poner
toda su energía en el juego, sin exponerse, ni arriesgarse". El jugador sumiso encarna
las actitudes prototípicas requeridas por los juegos de azar del tipo de las loterías y qui-
nielas, entre las que está situado el cupón de la ONCE52.
C. La competencia sobre el juego53.
Realizar actividades de organización o explotación de juegos, careciendo de las
autorizaciones oportunas, o la modificación unilateral de cualquiera de las condiciones,
en virtud de las cuales se concedieron las preceptivas autorizaciones, está penalizado.
En 1987, el Ministerio de Economía y Hacienda promulgó el Real Decreto-Ley de 3 de
julio de 1987 (BOE de 4 de julio), del que merece la pena destacar:
«La normativa actualmente vigente en materia de ordenación del juego arranca del Real
Decreto-Ley n° 16 de 25 de febrero de 1977, por el que se despenalizaba y sometía a tributación
el mismo, y se prolonga en un centenar largo de disposiciones de diverso rango, que contienen,
a su vez, el régimen sancionador del juego. La sentencia del Tribunal Constitucional del 7 de abril
de 1987 declaró no ajustadas a la Constitución aquellas sanciones administrativas que carecían
CENTRO DE INVESTIGACIONES SOCIOLÓGICAS, "Los españoles y la lotería", Revista Española de
Investigaciones Sociológicas, 5, (1979), pp. 289-310.
52 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 2003, p. 72.
53 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
201, nota 43: Sobre materia de loterías y similares, los medios de comunicación han dado numerosas noti-
cias sobre el particular:
«Sobre "La Rápida", El País, 1 de septiembre de 1976, 27 de abril de 1979, 18 y 28 de junio de 1982, y 8 de julio
de 1984. La lotería hípica se hizo realidad en enero de 1984, aunque ya desde 1979 la Sociedad de Fomento de
la Cría Caballar estaba presionando para que saliera adelante (El País, 6 de diciembre de 1979). Los ganaderos
no tuvieron el mismo éxito que los criadores de caballos, y la lotería taurina nunca salió al mercado (El País, 1
de marzo de 1985). Ante los problemas de la quiniela futbolística, debidos a huelgas de futbolistas y presiones de
clubes de fútbol cada vez más empobrecidos, se pensó en lanzar la quiniela de baloncesto, pero esta idea tampo-
co tuvo éxito (El País, 29 de noviembre de 1985). El caso Barreiro, que terminó por dividir al Partido Popular
gallego y hacer que éste perdiera el gobierno autonómico salió a la luz en noviembre de 1986 (Cambio 16, 14 de
septiembre de 1987, pp. 32-34). Sobre las sospechas de vinculaciones entre el PNV y la empresa adjudicataria de
la lotería instantánea vasca, El País, 21 de diciembre de 1986. El caso Prenafeta o "Lottogate", que se desarrolló
durante 1988, era una nueva versión del caso Patxot, y hoy continúa en la versión del caso Casinos. Al contrario
que en el caso gallego, estos pequeños escándalos no tuvieron consecuencias tan drásticas para el gobierno de
CiU. El escándalo de la concesión de administraciones de loterías a militantes y familiares de militantes del PSOE,
que se extendió durante la primavera y verano de 1986, fue saldado con la dimisión y destitución de algunos car-
gos políticos (El. País, 1 y 2 de agosto de 1986)».
886
de soporte legal. Como quiera que el régimen sancionador en materia de juego está en la actualidad
regulado por normas reglamentarias, algunas de ellas, incluso preconstitucionales, y dado que la ela-
boración de una próxima Ley de juego impone un largo plazo de trámite y aplaza la regulación de
los aspectos sancionadores de las actividades de juego, es preciso acudir al procedimiento extraor-
dinario del Real Decreto-Ley con el objeto de cubrir el vacío legal que pudiera producirse y en
garantía de los derechos de los ciudadanos. En su virtud, con el informe favorable de la Comisión
Nacional del Juego, previo acuerdo del Consejo de Ministros en su reunión del 3 de julio de 1987,
en uso de la facultad prevista en el artículo 86 de la Constitución de 1978 [...], dispongo:
Artículo 1o. Objeto y ámbito del Real Decreto-Ley:
1. El objeto del presente Real Decreto-Ley es la regulación de la potestad sancionadora de la
Administración Pública en materia de juegos de suerte, envite o azar. [...].
Artículo 2o. Infracciones muy graves. Son infracciones muy graves:
a) Realizar actividades de organización o explotación de juegos, careciendo de las autoriza-
ciones, inscripciones o guías de circulación y con incumplimiento de los requisitos y condiciones
establecidas en las mismas; así como la organización o explotación de los juegos en locales o
recintos no autorizados o por personas no autorizadas.
b) La modificación unilateral de cualquiera de las condiciones, en virtud de las cuales se con-
cedieron las preceptivas autorizaciones. [...].
e) El fomento y la práctica de juegos y/o apuestas al margen de las normas establecidas o
autorizaciones concedidas. [...].
Artículo 3o. Infracciones graves. Son infracciones graves:
a) No llevar los libros de contabilidad exigidos o hacerlo incorrectamente. [...].
c)
Efectuar publicidad de los juegos de azar o de los establecimientos en los que éstos se prac-
tiquen sin la debida autorización, o al margen de los límites fijados en la misma. [...]».
No es objeto de este trabajo efectuar un análisis profundo sobre las competencias de las
respectivas Administraciones sobre el juego54. Sin embargo, si debo poner de manifiesto que
se trata de una materia que de modo recurrente propicia nuevas situaciones conflictivas.
Buen ejemplo de esta afirmación lo constituye la Ley de Acompañamiento a los
Presupuestos para 2002, Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de medidas fiscales, administra-
tivas y del orden social, disp. adic. vigésima:
«Corresponde al Estado, a través del Ministerio de Hacienda y, concretamente de la Entidad
Pública Empresarial Loterías y Apuestas del Estado, ejercer la competencia, de conformidad con
la normativa vigente, para la autorización del desarrollo de todo tipo de apuestas, cualquiera que
sea el soporte de las mismas, boletos, medios informáticos o telemáticos, siempre que su ámbito
de desarrollo, aplicación, celebración o comercialización abarque el territorio nacional o exceda
de los límites de una concreta Comunidad Autónoma.
Se autoriza al Ministerio de Hacienda para dictar cuantas disposiciones de desarrollo fueran
necesarias para el mejor cumplimiento de lo previsto en la presente disposición».
Donde a juicio de determinados sectores doctrinales, quizás se pueda vislumbrar una
extralimitación de las competencias estatales sobre el juego.
54 Vide José Manuel SALAARQUER, "Liberalización del monopolio de loterías y competencias sobre el
juego", REDA, 120, (2003), pp. 520-524.
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La STC 52/1988, de 24 de marzo, FJ. 5o estableció que la competencia sobre el juego55
no permite a una Administración autonómica incluir o excluir del catálogo de juegos auto-
rizados aquellos que se determinen no en función de sus características propias, sino úni-
camente por referencia a sus organizadores, en cuanto que la identidad de éstos no puede
implicar forzosamente una atribución competencial a la misma56.
El régimen jurídico de la competencia estatal y autonómica en materia de loterías57 ha
sido abordado -entre otras- por la STC 163/1994, de 26 de mayo (F.J.)58:
3. Notorio es que en la fijación por la Constitución de las materias sobre las que las
Comunidades Autónomas pueden asumir estatutariamente competencias (art. 148.1 CE), o sobre
las que se reservan al Estado -indisponibles, por ello, para los Estatutos de Autonomía (art. 149.1
CE)-, no existe ninguna mención expresa en relación al juego en general, como tampoco se hace
en dichos Estatutos; pero en éstos, con la única excepción de la Comunidad Autónoma de Madrid,
aparece con el singular y uniforme titulo de «casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las
Apuestas Mutuas Deportivo-Benéfícas»,  la atribución a las correspondientes Comunidades
Vide Alejandro NIETO GARCÍA, "Competencias estatales y autonómicas en materia de casinos, jue-
gos y apuestas", en AAVV, Actualidad y perspectivas del Derecho Público a finales del S. XX, Tomo 1,
Madrid, 1992, pp. 726-727, donde explica magistralmente -como siempre- que asunción de competencias
y transferencias de servicios, son dos cuestiones distintas.
56 Vide Leopoldo PONS ALBENTOSA, "La tributación del juego en el marco autonómico. Incidencia
impositiva y política tributaria", Palau, 14, (1987), pp. 45-46.
57 La Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 164/1994 (Pleno), de 26 de mayo, Ar. 164, ha determi-
nado el sistema español de distribución de competencias en materia de juego, en los siguientes términos
(F.J.):
«4. El sistema constitucional de distribución de competencias en materia de juego entre el Estado y las
Comunidades Autónomas ha sido objeto de examen en la sentencia dictada, en el conflicto positivo de
competencias núm. 957/1985 (STC 163/1994), a cuya fundamentación por tanto procede ahora referirse.
Allí, en fundamentos que ahora resumimos, se dice lo que sigue:
A pesar de la falta de mención expresa en los arts. 148.1 y 149.1 CE al juego, sin embargo, esta materia,
en el sistema constitucional de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades
Autónomas, ha sido atribuida a éstas bajo el genérico y uniforme título competencial de «casinos, juegos
y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéfícas» en la mayoría de los Estatutos de
Autonomía, si bien con diferente cualidad y alcance. Por ello, de acuerdo con el art. 149.3 CE, dado que
el art. 149.1 CE no reserva al Estado competencia alguna bajo el enunciado de «casinos, juegos y apues-
tas», puede afirmarse la competencia exclusiva que las Comunidades Autónomas litigantes han asumido
en la materia, con la salvedad expresamente establecida en sus respectivos Estatutos de Autonomía; y que
esta competencia comprende, con la excepción ya apuntada, la de organizar y autorizar la celebración de
juegos en el territorio de la Comunidad Autónoma.
No obstante, ni el silencio del art. 149.1 CE respecto al juego, ni el hecho de que los Estatutos de
Autonomía de algunas Comunidades Autónomas califiquen de exclusiva la competencia autonómica
pueden interpretarse sin más como determinantes de un total desapoderamiento del Estado en la
materia. En cuanto al contenido discutido en los presentes conflictos, en los que el debate gira en
torno a si el Estado dispone de competencia para organizar y explotar una lotería de ámbito nacio-
nal, no puede desconocerse que teniendo incluso un tratamiento fiscal algunos juegos implantados
en todo el territorio nacional, sobre el juego también recae la competencia que al Estado reserva el
art. 149.1.14 CE en materia de Hacienda General. Y en virtud de este título compete al Estado la
gestión y explotación de la Lotería Nacional por su naturaleza de recurso ordinario de la Hacienda
estatal y monopolio del Estado, en tanto en cuanto generador de derechos y obligaciones de contenido
económico cuya titularidad a aquélla corresponde [art. 1 Decreto 23 de marzo de 1956, por el que se
aprueba la Instrucción General de Loterías; arts. 29 de la Ley General Presupuestaria 11/1977, de 4 de
enero, y del Real Decreto Legislativo 109/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el texto refun-
dido de dicha Ley].
En razón del citado monopolio fiscal, correspondía a la Administración del Estado la gestión y
explotación del juego de la lotería en todo el territorio nacional, lo que implicaba, en virtud del
mentado régimen monopolístico sobre dicho juego de azar, la prohibición de loterías, sorteos, rifas,
apuestas y otras modalidades similares de juego sin la autorización de la Administración del Estado,
procediendo, pues, los rendimientos que el Tesoro obtenía del citado monopolio, de la gestión y
explotación del juego de la lotería y también del gravamen sobre las autorizaciones administrativas
para la organización por los particulares de aquellos juegos. La aprobación de los Estatutos de
Autonomía atribuyendo a determinadas Comunidades Autónomas competencia exclusiva en materia
de juego y apuestas para organizar y autorizar su celebración en el respectivo territorio, no sustrae
a la competencia estatal la de gestionar en todo el territorio nacional el monopolio de la Lotería
Nacional, configurado como fuente o recurso económico de la Hacienda del Estado, pues la pres -
cripción del art. 149.1.14 CE engloba necesariamente la competencia sobre lo que constituye una
fuente de ingresos no tributarios asumida como explotación de un monopolio fiscal, sin perjuicio de
la competencia de algunas Comunidades Autónomas en materia de juego.
El concepto de juego de la Lotería y su explotación como recurso de la Hacienda del Estado incluido en
el art. 149.1.14 CE no puede quedar referido únicamente a la específica modalidad con la que aquél apa-
rece configurado en la Instrucción General de Loterías de 23 de marzo de 1956. La lotería, como antes
decimos, en las diversas modalidades en las que ha sido organizado por la Administración históricamente
ha constituido desde su instauración una renta de la Hacienda Pública llegando a coexistir distintas moda-
lidades de loterías, como la legislación positiva demuestra; pero además, la aceptación de aquel razona-
miento reduccionista supondría confundir lo que jurídica e institucionalmente se configura como una fuen-
te de ingresos no tributarios directamente explotada por la Hacienda estatal, con una mera modalidad de
dicho juego, excluyéndose así la competencia del Estado, ex art. 149.1.14 CE, para gestionar y explotar lo
que es un recurso o fuente de su Hacienda.
Por último, no siendo el mismo el nivel de competencias que sobre el juego tienen atribuido las distintas
Comunidades Autónomas, tampoco es uniforme el que corresponde al Estado en la materia. Por ello, a las
Comunidades que, como las que han promovido los conflictos de competencia objeto de este proceso cons-
titucional, han asumido competencias exclusivas en materia de casinos, juegos y apuestas, les correspon -
den en su ámbito territorial las competencias no reservadas al Estado por el enunciado del art. 149.1.14
CE y las no excluidas expresamente de la atribución autonómica por sus respectivos Estatutos de
Autonomía,
5. Las disposiciones y actos impugnados tienen por objeto, pues, la organización (o más bien reins-
tauración) y puesta en explotación por el Estado, a través del Organismo Nacional de Loterías y
Apuestas, de una lotería de ámbito nacional en la modalidad conocida por Lotería Primitiva o de
Números, que presenta en su sistema de sorteos o concursos una doble variante (sobre la misma
modalidad) y cuyos rendimientos, detraídos de la recaudación obtenida los porcentajes destinados a
premios y gastos de administración, al integrarse en el Tesoro Público forman parte de los ingresos
del Estado y constituyen, por tanto, derechos económicos de su Hacienda. Conforme con la doctrina
antes reseñada, las impugnaciones de las disposiciones y actos controvertidos no pueden ser acogí -
das, pues éstos no invaden ni menoscaban las competencias que en materia de juego han asumido
las Comunidades Autónomas impugnantes por estar reservada a la competencia del Estado, ex art.
149.1.14 CE, en razón de su naturaleza de fuente o recurso de la Hacienda estatal, el monopolio de
la Lotería Nacional; correspondiéndole, pues, la facultad de organizar loterías de ámbito nacional
en sus distintas modalidades».
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Autónomas de competencias de diferente cualidad y alcance, pues a algunas, entre ellas Cataluña,
se les atribuye competencia exclusiva [arts. 10.35 EAPV ; 9.32 EAC; 27.27 EAG ; 13.33 de
Andalucía ; 31.31 EACV ; 44.16 LORAFNA y 10.10 EAIB ], a otras la ejecución de la legisla-
ción del Estado [art. 36.2 d) EAAr ]; y, finalmente, respecto a otras se prevé una futura asunción
de competencias cuando se activen los procedimientos que lo permitan [arts. 13.1 c) EAAS ; 25. ]
c) EACTB ; 11.1 e) EALR ; 13.1 b) EARM ; 35.1 c) EACM ; 34 a) EACan ; 10.1 b) EAE ;
29.1.18 EACyL ].
Por lo tanto, con arreglo a la cláusula del art. 149.3 CE, según la cual «las materias no
atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas en virtud de sus respectivos Estatutos..», y dado que en el art.
149.1 CE no se reserva al Estado competencia alguna bajo el enunciado de «casinos, jue-
gos y apuestas», cabe afirmar que corresponde a la Generalidad de Cataluña, de acuerdo
con el art. 9.32 EAC, la competencia exclusiva sobre los casinos, juegos y apuestas,
excepto las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas [STC 52/1988 ), fundamento jurídico
4.°], y que esta competencia comprende la de organizar y autorizar la celebración de jue-
gos en el territorio de la Comunidad Autónoma.
Ahora bien, ni el silencio del art. 149.1 CE respecto al juego ni el hecho de que los Estatutos
de Autonomía de algunas Comunidades Autónomas, entre ellas el de Cataluña, califiquen de exclu -
siva la competencia autonómica (excepto las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas) puede ínter -
pretor se como equivalente a un total desapoderamiento del Estado, pues ciertas materias y activi -
dades que bajo otros enunciados el art. 149.1 CE reserva a aquél se encuentran estrechamente liga -
das con el juego. Como reiteradamente tiene declarado este Tribunal, la calificación jurídica y el
alcance de las competencias de las Comunidades Autónomas no puede hacerse derivar únicamen -
te de una lectura aislada de la denominación que reciben en los textos estatutarios sino de una
interpretación sistemática de todo el bloque de la constitucionalidad, dentro del cual la
Constitución «conserva intacta su fuerza normativa dominante como lex superior de todo el orde -
namiento, fuerza normativa que no se agota ni disminuye con la promulgación de los Estatutos de
Autonomía, cuyos preceptos, por más que califiquen como exclusiva la competencia asumida ratio -
ne materiae, no pueden oponerse a las normas constitucionales que, en su caso, reconozcan al
Estado títulos competenciales sobre esa misma materia» (STC 20/1988) . [...]».
La misma STC 164/1994, de 26 de mayo, recoge un voto particular formulado
por el Magistrado don Caries Vives Pi-Sunyer, donde se pronuncia sobre la atribu-
ción competencial estatal y donde plantea que la capacidad de expansión de la
competencia estatal sobre la Hacienda General entendida como la entiende la sen-
tencia y la posibilidad de que desde la misma se llegue a subvertir en la práctica
el orden de competencias diseñado en el bloque de la constitucionalidad no requie-
re, -a su entender-, grandes esfuerzos demostrativos.
«3. En la sentencia se atribuye al Estado la competencia para organizar la Lotería Primitiva en
todo el territorio español en virtud del título competencial de Hacienda General del art. 149.1.14 CE.
No comparto esta calificación competencial. El hecho de que la Lotería Primitiva, único tipo de lote-
58 Vide Francisco L. HERNÁNDEZ GONZÁLEZ, La regulación de los juegos de azar, Tecnos, Madrid,
1996, pp. 69-70.
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ría cuestionado por la recurrente, se configure como fuente de ingresos públicos y monopolio fiscal
no permite incluir en ese ámbito la organización y gestión de este juego de apuestas. Así como este
Tribunal ha reiterado que la potestad de gasto no puede convertirse en título competencial, tampo-
co puede atribuirse esta condición a lo que para simplificar podríamos denominar potestad de ingre-
so. De aceptarse esta tesis el Estado podría reservarse la regulación e incluso la ejecución en cual-
quier materia, prescindiendo de si están o no atribuidas a las Comunidades Autónomas, mediante el
cómodo expediente de convertir dicha actividad en fuente de ingresos públicos estatales. Aun admi-
tiendo una amplísima posibilidad de que desde el título de Hacienda General puedan afectarse los
más diversos ámbitos materiales, esa afectación deberá limitarse, por lo que aquí interesa, a los
aspectos relativos a la recaudación de ingresos públicos, pero no puede atraer de forma indiscrimi-
nada toda la organización y gestión de las actividades que constituyen el contenido y objeto de otras
materias competenciales, por el mero hecho de que el Estado haya decidido convertirlas en fuente
de ingresos propios. La capacidad de expansión de la competencia estatal sobre la Hacienda General
entendida como la entiende la sentencia y la posibilidad de que desde la misma se llegue a subver-
tir en la práctica el orden de competencias diseñado en el bloque de la constitucionalidad no requie-
re, a mi entender, grandes esfuerzos demostrativos. [...]»
y sobre la dificultad de títulos competenciales en el mismo territorio, manifiesta que no
comparte «la duplicidad de títulos competenciales que se consagra en la sentencia, en la que
se afirma que la Comunidad Autónoma también puede realizar el mismo tipo de actividad
dentro de su ámbito territorial. Nuestro ordenamiento jurídico, a diferencia de lo que sucede
en los de otros Estados compuestos, ha optado por un sistema de distribución de competen-
cias basado en el reparto de actividades entre entes, no por un modelo concurrencial o de
duplicidad. Pues bien, la primera y fundamental consecuencia que deriva de esta opción
constitucional es la de que desde dos títulos competenciales diferentes -en este caso,
Hacienda General y juego- no puede realizarse exactamente el mismo tipo de funciones,
sobre el mismo tipo de actividades»59.
59 Vide STC 164/1994, de 26 de mayo, voto particular formulado por el magistrado don Caries Vives Pi-
Sunyer: «Tampoco comparto la duplicidad de títulos competenciales que se consagra en Ja sentencia, en la que
se afirma que la Comunidad Autónoma también puede realizar el mismo tipo de actividad dentro de su ámbi-
to territorial. Nuestro ordenamiento jurídico, a diferencia de lo que sucede en los de otros Estados compuestos,
ha optado por un sistema de distribución de competencias basado en el reparto de actividades entre entes, no
por un modelo concurrencial o de duplicidad. Pues bien, la primera y fundamental consecuencia que deriva de
esta opción constitucional es la de que desde dos títulos competenciales diferentes -en este caso, Hacienda
General y juego- no puede realizarse exactamente el mismo tipo de funciones, sobre el mismo tipo de activi-
dades, coincidiendo ambas en un mismo territorio, aunque una de ellas se extienda a un ámbito más amplio.
En nuestro ordenamiento, aceptar el solapamiento de títulos competenciales equivale a desconocer el criterio
hermenéutico basado en la presunción de coherencia del legislador, que no puede haber querido decir la misma
cosa con términos y conceptos distintos. Tampoco puede admitirse la duplicidad si la competencia de la
Comunidad Autónoma para organizar sus propias loterías se basa en la competencia sobre la Hacienda auto-
nómica -cuestión que plantearía problemas de otra índole-. Como luego se razonará, no resulta compatible con
el sistema de distribución de competencias establecido en el bloque de la constitucionalidad defender la dupli-
cidad de actividades atendiendo al diferente alcance territorial de la actividad ejercida por el Estado y por una
Comunidad Autónoma a partir de un mismo título competencial.
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4.1.2. La creación de entes instrumentales.
A. El organismo nacional de loterías y apuestas del Estado (ONLAE)60 y su recon-
versión a entidad pública empresarial "Loterías y Apuestas del Estado" (LAE)61.
En el plano práctico, esta duplicidad o solapamiento de títulos, como pone de relieve la recurrente, no es en abso-
luto inocua ya que la existencia de una Lotería Primitiva de ámbito estatal en el territorio de la Comunidad
Autónoma -existencia que ha ido incrementándose con la ampliación de las modalidades de Loto Primitiva, Bono-
Loto, El Gordo de la Primitiva, hasta establecer sorteos prácticamente diarios- supone que una parte importante
del monto, siempre limitado y no elástico, de recursos económicos destinados al juego en ese territorio se dirigen
a la Lotería estatal en detrimento de la autonómica ya que el superior volumen de ingresos de la primera lleva a
que también los premios sean mayores y consiguientemente atraigan más a los jugadores.
En definitiva, atribuir al Estado la posibilidad de organizar y gestionar la Lotería Primitiva en el territorio autonó-
mico supone vulnerar el sistema de distribución de competencias establecido en el bloque de la constitucionali-
dad y menoscabar la competencia autonómica exclusiva en la materia de juegos y apuestas, ya que la Comunidad
Autónoma deja de ser el único sujeto que puede definir la política sobre el juego en su ámbito territorial. Esta con-
clusión no excluye la posibilidad de organizar la Lotería Primitiva en un ámbito supraautonómico, pero sí requie-
re que en estos supuestos, la organización sea fruto de mecanismos de cooperación y que, en cualquier caso, la
decisión última sobre la celebración de los mismos en los distintos territorios autonómicos corresponde a las res-
pectivas Comunidades Autónomas con competencias en la materia».
60 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp. 196-197:
«De 1979 a 1983 el cupón de la ONCE redujo su cuota de mercado en el sector del juego de un 6,03% a un 2,39%.
Sin embargo, en 1984 recuperó una cuota del 4,57%. Esto supuso la entrada de la organización en un nuevo escena-
rio exterior. Hasta ese momento la organización había vivido bajo la protección del Estado, pero desde 1984 comen-
zó su extrañamiento. Y esto tuvo consecuencias.
Desde 1978 hasta 1981, la Lotería Nacional, a pesar de la entrada en el mercado del juego de los bingos y los casi-
nos, había conseguido mantener e incluso aumentar sus ingresos constantes. Desde 1981, sin embargo, con la entra-
da en el mercado de las máquinas tragaperras, la Lotería Nacional comenzó a experimentar una reducción paulatina
en sus ingresos, una situación que se agravó tras la reforma del cupón de la ONCE. Con estos datos, el Ministerio
de Hacienda, como empresario del sector del juego, comenzó a percibir a la organización como un serio competidor
en el subsector de las loterías donde, hasta entonces, siempre había disfrutado de una posición privilegiada.
Dadas estas condiciones, en julio de 1984, el Patronato de Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas y el Servicio
Nacional de Loterías, dos organismos dependientes del Ministerio de Hacienda que explotaban,
respectivamente las quinielas y la Lotería Nacional, entraron en conversaciones para crear un único organismo.
Lo que se intentaba era que en los locales en los que hasta entonces sólo se sellaban quinielas (Despachos de
Quinielas) y en los locales en los que sólo se vendía lotería (Administraciones de Lotería), se pudieran vender los
dos productos. Con ello se conseguirían unas enormes economías de escala de personal y de locales, doblándose
el número de lugares de venta para los dos productos. Además, se anunció que el nuevo organismo pretendía
duplicar el número de locales de venta, por los que el número de locales donde se sellarían quinielas y venderían
décimos de lotería se multiplicaría por cuatro en un futuro no lejano (El País, 21 de noviembre de 1984). El nuevo
organismo, el ONLAE (Organismo Nacional de Lotería y Apuestas del Estado) nació, finalmente, el 20 de junio
de 1985». Vide Santiago ORTIZ VAAMONDE, El levantamiento del velo en el derecho administrativo, La Ley,
Madrid, 2004, p. 94, nota 177.
61 Vide ONCE, "¿A qué les gusta jugar?", Punto de Venta, 40, (2004), p. 15: «Productos LAE. La Lotería
Primitiva, tanto del Jueves como del Sábado, es el producto que cuenta con un mayor número de jugadores
habituales o de frecuencia alta (juegan tres o cuatro semanas al mes), que representa una media aproximada de
6.000.000 de personas, el doble que la base de jugadores de frecuencia baja u ocasionales.
En la Lotería Nacional predomina el jugador de frecuencia baja, el que lo hace una semana o menos al mes,
siendo de 1.200.000 jugadores para la Lotería Nacional de jueves y de 2.000.000 para la del sábado.
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Inicialmente el Estado asume directamente la responsabilidad de la organización de este
juego, a través del Servicio Nacional de Loterías y, en consecuencia, los ingresos que el mismo
producía figuraban en los Presupuestos Generales del Estado como ingresos patrimoniales.
El Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado (ONLAE) fue creado por la
Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de Presupuestos del Estado para 1985, en el apartado 5
del artículo 87 como Organismo autónomo de carácter comercial con la naturaleza previs-
ta en el artículo 4.1.b) de la Ley General Presupuestaria, de 4 de enero de 1977. Esta cir-
cunstancia supuso la integración y unificación de las instituciones que hasta ese momento
venían gestionando los juegos de titularidad estatal, en concreto el Patronato de Apuestas
Mutuas Deportivas Benéficas y el Servicio Nacional de Loterías.
La estructura, composición y funciones del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas
del Estado fue establecida, inicialmente, por el Real Decreto 904/1985, de 11 de junio, de la
Presidencia del Gobierno (BOE de 20 de junio, núm. 147)62, siendo modificada por el Real
Decreto 1651/1995, de 13 de octubre, del Ministerio de Administraciones Públicas (BOE de
26 de octubre, núm. 256)63.
En la Bonoloto y en el Gordo de la Primitiva también destacan los clientes que representan los jugadores de baja
frecuencia en torno a un millón de participantes, número algo mayor que el de jugadores de alta frecuencia».
Mas adelante se afirma: «Productos más comprados. Si se analiza el comportamiento de compra en una semana,
comprobamos que la Primitiva de Jueves a Sábado (por este orden), son los productos más comprados del mer-
cado con un 21,6% y un 19,7% respectivamente del total. El Cuponazo de Viernes es el tercer producto más juga-
do con un 16,2%. En el caso del Cupón Diario este porcentaje es de un 17,2% pero no puede compararse con los
anteriores pues en una semana hay cuatro sorteos de este producto. En esta escala sigue la Quiniela Futbolística
con un 8,9% y le siguen, a más distancia, la Lotería de Sábado con un 6,5%, el Supercupón Fin de Semana con
un 5,7%, Euromillones un 4,9%, Bonoloto un 4,7% (teniendo en cuenta que también tiene cuatro sorteos), Lotería
de Jueves un 3,2%, el 2,9% el Gordo de la Primitiva y por último el Bonocupón con un 0,5%». Vide: Santiago
ORTIZ VAAMONDE, El levantamiento del velo en el derecho administrativo, La Ley, Madrid, 2004, pp. 370-
372; María Lourdes GARCÍA PERAMATO, "Sistema de indicadores en el ámbito de la entidad pública empre-
sarial Loterías y Apuestas del Estado", Actualidad Financiera, 11, (2000), pp. 63-75.
62
Vide Real Decreto 1511/1992, de 11 de diciembre, del Ministerio de Economía y Hacienda (BOE de 30
de diciembre, núm. 313), que regula determinados aspectos administrativos y económicos del Organismo
Nacional de Loterías y Apuestas del Estado.
63
Vide STC 164/1994, de 26 de mayo ha precisado (F.J.):
«9. Finalmente, en cuanto a la función del ONLAE en materia de organización y difusión en exclusiva de
cualesquiera otros concursos de pronósticos que se realicen sobre resultados de eventos deportivos,
considera la Generalidad que el Estado únicamente es competente en relación con las denominadas qui-
nielas de fútbol, por lo que el inciso final del precepto supone una invasión y un menoscabo de las com-
petencias de la Comunidad Autónoma. Mas dicho alegato carece de consistencia. En efecto, de la compe -
tencia que en materia de juegos y apuestas atribuye a la Comunidad Autónoma el art. 9.32 de su Estatuto
de Autonomía, expresamente se excluyen las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas, residenciadas, por
tanto, en el ámbito competencial del Estado y cuya gestión y administración correspondía al Patronato de
Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas, suprimido tras la constitución del ONLAE y cuyas funciones asu-
mió éste. Cierto es que dichas Apuestas inicialmente se extendieron sólo al fútbol, pero no lo es menos que
la propia normativa que las establece preveía también su aplicación a otros deportes si se estimara
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La Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden
social (BOE de 31 de diciembre, núm. 313), estableció en su artículo 70:
«Adaptación del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado a la Ley 6/1997, de
14 de abril.
Uno. El Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado (ONLAE) es una entidad
pública empresarial, adscrita al Ministerio de Economía y Hacienda, a través de la Subsecretaría,
que se rige por las Leyes y disposiciones generales que le sean de aplicación y por lo dispuesto
en el capítulo III del Título III de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y
Funcionamiento de la Administración General del Estado.
Dos. El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y con-
trol del ONLAE será el establecido en la Ley General Presupuestaria y demás disposiciones
vigentes sobre estas materias. En tanto se proceda a la modificación del Real Decreto Legislativo
1091/1988, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General
Presupuestaria, el ONLAE se regirá por los preceptos de dicho texto aplicables a los Organismos
Autónomos de carácter comercial, industrial, financiero o análogo.
Tres. El régimen de contratación del ONLAE, se regirá por lo dispuesto en la legislación de
contratos de las Administraciones Públicas.
Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior los contratos directamente relacionados
con la actividad industrial del ONLAE; los de suministros de boletos de juegos y billetes de
Lotería Nacional que por Ley se adjudican a la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre; y los con-
tratos de servicios con sociedades mercantiles en las que participa mayoritariamente, siempre que
el adjudicatario cumpla una función económica relacionada directamente con la actividad del
Organismo.
Cuatro. El personal del ONLAE se mantendrá con el carácter de personal laboral o funciona-
rio, que en la actualidad ostenta.
Cinco. Por Real Decreto a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda, que respetará
los derechos adquiridos, se procederá a elaborar una nueva Instrucción General de Loterías y
Juegos del Estado que establecerá la configuración de los juegos de competencia estatal; la regu-
lación de la distribución de la red comercial; y la regulación normativa sobre la selección, clasi-
ficación, funcionamiento, traslado, transmisión y suspensión de los puntos de venta. Asimismo
establecerá que la titularidad de un punto de venta constituye a su titular, durante el tiempo que
expresamente se determine, en una situación reglamentaria de carácter concesional que le facul-
te u obligue a la gestión comercial de todos o algunos de los juegos del Estado; y los supuestos
en los que el ONLAE, respetando los derechos adquiridos, pueda revocar la titularidad de un
conveniente (art. 1 Decreto-ley de 12 de abril de 1946), por lo que ni siquiera en su origen podía identifi-
carse la denominación de Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas con las llamadas quinielas de fútbol, ni
reducir aquellas a las que sólo son una modalidad o tipo de apuesta mutua que se realiza sobre un deporte
determinado. Las apuestas mutuas deportivo-benéficas fueron, pues, siempre un género sin otra especifi -
cación y como tal permaneció en el Estado su competencia según la excepción formulada en el propio
Estatuto de Autonomía, es decir, no sólo la organización y difusión de las denominadas quinielas de fút -
bol, sino también la de cualesquiera otros concursos de pronósticos que se realicen sobre resultados depor-
tivos que reúnan el doble carácter de mutuos y benéficos. Conclusión a la que igualmente conduce la mera
dicción literal del art. 9.32 EAC puesto que también se limita éste a un enunciado general (Apuestas
Mutuas Deportivo-Benéficas) cuya interpretación como un género nada autoriza a limitar a los pronosti -
cos en un solo deporte. Por todo ello el inciso final del precepto impugnado tampoco invade la competen-
cia exclusiva de la Comunidad Autónoma en materia de juegos y apuestas».
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punto de venta, previa audiencia del interesado, cuando de forma reiterada no se alcance el volu-
men anual de ventas durante el período que se determine, en función de las ventas medias por
habitante, zona y año teniéndose en cuenta el juego de que se trate y el censo de población o zona
donde esté ubicado el punto de venta.
Seis. La asistencia jurídica del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado corres-
ponderá al Servicio Jurídico del Estado».
Con posterioridad, el Real Decreto 2069/1999, de 30 de diciembre, aprueba el Estatuto
de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado (LAE), publicado en el
BOE de 14 de enero de 200064.
64 Su justificación era la siguiente: «La evolución en España del mercado relativo al sector de juegos, así
como la competitividad que esta circunstancia implica, ha supuesto la necesidad de adaptarse al mismo a
través de la creación de nuevos juegos y tecnologías. En este sentido debe señalarse, de forma importante,
que la actividad del ONLAE no se ha mantenido inalterable durante este tiempo sino que ha llevado, de un
lado, al restablecimiento de juegos como la lotería primitiva o la creación de modalidades de la anterior y
de la lotería nacional, y de otro a la implantación de un avanzado sistema tecnológico en la participación
de los juegos de que es titular. Y en esta línea de creación de modalidades de lotería, recientemente, se ha
autorizado el establecimiento y explotación de la lotería instantánea o presorteada.
Las circunstancias señaladas han hecho necesario que el Organismo se fuera configurando a esa realidad
competitiva mediante una regulación normativa que, si bien ha sido válida, sin embargo no supone, en
modo alguno, una correcta adecuación a las necesidades del mercado actual.
Esta modificación, que ya se veía necesaria, además, viene a ser obligatoria, en primer lugar, de acuerdo
con la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, de 14 de abril de
1997, y, en segundo lugar, en adaptación a la anterior, de conformidad con la Ley 50/1998, de 30 de diciem-
bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en cuyo artículo 70 se establece la constitu-
ción del ONLAE como una entidad pública empresarial. La efectividad de las previsiones contenidas en
esta última norma así como su desarrollo queda condicionada a la aprobación de un Estatuto de la entidad
pública empresarial el cual, de acuerdo con el artículo 62.3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, ha de ser pro-
puesto conjuntamente por los Ministros de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda.
Este hecho lleva a racionalizar la estructura básica que existía con anterioridad configurándose una
Dirección Comercial que coordine las diferentes actividades de carácter comercial y de "marketing" que
de forma dispersa venían efectuándose, y una Dirección de Producción cuyas funciones serán la investiga-
ción y el Estudio de las posibilidades de implantación de nuevos juegos, mercados o sistemas de partici-
pación, así como la logística de juegos y la coordinación de la informática de gestión aplicada a la activi-
dad propia del Organismo, además de la gestión de la lotería nacional. Se establece, asimismo, una
Dirección Económico-Financiera y una Dirección de Servicios Corporativos.
De otra parte debe indicarse que, el carácter de la actividad que desarrolla el Organismo, la propia
estructura competitiva del mercado de juegos y fundamentalmente el control y relaciones con los
puntos de venta ubicados en la totalidad del territorio nacional, hacen preciso dotarle de una gran
agilidad en sus funciones mediante la contratación administrativa con determinadas personas o entidades,
denominados Delegados Comerciales de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado, y
cuyas funciones, a nivel territorial, serán la gestión operativa comercial, técnica y de mantenimiento de
equipos de la totalidad de los juegos del Estado, siguiendo con ello las funciones que ya venían desempe-
ñando desde hace años.
Se trata en definitiva de modernizar el Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado, modifican-
do su estructura, y adecuando la misma a las funciones que ha de desempeñar, dotándole de nuevos meca-
nismos de planificación y control, de programación de objetivos y de una gestión eficiente que posibilite
la consecución de los fines que tiene asignados, permitiendo a su vez la adecuación de sus estructuras orgá-
nicas y funcionales en aras de conseguir un mayor grado de eficacia y rendimiento.
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B. ¿La creación del ONLAE, supuso invasión de competencias autonómicas?:
doctrina jurisprudencial.
El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña planteo un conflicto de competen-
cia frente al Gobierno de la Nación por entender que el art. 2 del Real Decreto 904/1985,
de 11 de junio, por el que se constituyó el Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del
Estado (ONLAE) invadía la competencia exclusiva que a la Comunidad Autónoma le atri-
buía el art. 9.32 de su Estatuto de Autonomía en materia de «casinos, juegos y apuestas,
De conformidad con el artículo 62.3 de la Ley 6/1997, el presente Real Decreto, sirviendo a los obje-
tivos anteriormente citados establece la constitución efectiva del Organismo Nacional de Loterías y
Apuestas del Estado como entidad pública empresarial, y aprueba sus Estatutos, determinando sus
órganos de gobierno y su régimen jurídico, de personal, patrimonial, económico-financiero y de con-
tratación. Asimismo adoptará la denominación comercial de entidad pública empresarial Loterías y
Apuestas del Estado. [...].
Artículo único. Aprobación del Estatuto de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del
Estado. En los términos señalados en el artículo 62.3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, y, de conformidad con el
artículo 70 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden
Social, se aprueba el Estatuto de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado, como
entidad de las previstas en el artículo 43.1 .b) de la citada Ley 6/1997, cuyo texto se inserta a conti-
nuación. La efectividad de su funcionamiento se producirá en el momento de entrada en vigor del
presente Real Decreto. [...].
ANEXO
Estatuto de la Entidad Pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado.
[...].
Artículo 3. Régimen jurídico y funcional.
1. La entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado se regirá por las normas del Derecho pri-
vado, excepto en la formación de la voluntad de sus órganos, en el ejercicio de las potestades administra-
tivas que tengan atribuidas y en lo específicamente regulado en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, en la legislación presupuestaria
en este Estatuto. [...].
Artículo 16. Las Delegaciones de Economía y Hacienda.
Las Delegaciones de Economía y Hacienda llevarán a cabo la alta inspección del funcionamiento de los
puntos de venta de su demarcación y de los Delegados comerciales, en los casos y forma que reglamenta-
riamente se determine por el Ministro de Economía y Hacienda. [...].
Artículo 23. Régimen de ingresos.
[...]. 2. Los ingresos que perciba el Estado por el producto de la explotación de juegos gestionados por la
entidad pública Loterías y Apuestas del Estado constituyen ingresos públicos ordinarios del Presupuesto
de Ingresos.
Los billetes de lotería nacional, que son valores del Estado, y los ingresos obtenidos por la comercializa-
ción de todos sus juegos, tienen la naturaleza de fondos y caudales públicos, por lo que gozarán de la pro-
tección que, como tales, les reconoce el ordenamiento jurídico. [...]».
Vide: Orden de 29 de agosto de 2000, del Ministerio de Hacienda (BOE de 5 de septiembre, núm. 213),
que regula el ejercicio de determinadas competencias en el ámbito de la Entidad Pública Empresarial;
Resolución de 27 de noviembre de 2001, Loterías y Apuestas del Estado (BOE de 4 de diciembre, núm.
290), que desarrolla aspectos de la gestión de los juegos de titularidad estatal; Orden HAC/430/2004, de
19 de febrero, del Ministerio de Hacienda (BOE de 25 de febrero, núm. 48), creación de sucursales de la
red básica de loterías y apuestas del Estado.
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con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas». Sobre esta cuestión la STC
163/1994, de 26 de mayo, ha establecido (FJ):
«1. [,..]. Por el citado Real Decreto se procede a la constitución efectiva del ONLAE, crea-
do por el art. 87.5 de la Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1985, con objeto de asumir las funciones del Servicio Nacional de Loterías e integrar el
Patronato de Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas, cuya supresión se disponía en el art.. 85.4 a)
de la citada Ley. El precepto al que se atribuye haber invadido la competencia autonómica
establece las funciones del ONLAE, el cual «tendrá a su cargo la organización y gestión de
las loterías, apuestas y juegos que sean competencia del Estado, asumiendo la competencia
que actualmente tiene concedida el Servicio Nacional de Loterías en materia de celebración
y autorización de sorteos, loterías, rifas, combinaciones aleatorias, juegos y apuestas cuyo
ámbito se extiende a todo el territorio nacional y las que actualmente le corresponden al
Patronato de Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas en materia de organización y difusión
en exclusiva de las quinielas sobre el fútbol y de cualesquiera otros concursos de pronósti-
cos que se realicen sobre resultados de eventos deportivos».
Por tanto no existía invasión competencial alguna al asumir funciones atribuidas y
desempeñadas con anterioridad.
4.1.3. Las rifas ilegales.
A. El control administrativo sobre el juego65.
Todos los gobiernos han regulado mecanismos para que el sector disponga de contro-
les que exijan determinados requisitos para iniciar la actividad. Ello es debido a varias
razones: el juego se constituye sobre una promesa de pago futuro mediante un cobro en el
presente. Eso significa la necesidad de garantizar la solvencia de las empresas. También
requiere garantizar la imparcialidad del sorteo y la transparencia de la elección y, además,
tiene también que permitirse conocer los recursos económicos que se manejan para poder
aplicar las normas fiscales sobre sus resultados.
Sobre esta materia resulta de interés la STC 34/2005, de 17 de febrero66, donde se
65
Vide ONCE, "Se restablece la confianza", Perfiles (Versión electrónica), 211, (2005): «[...]. Pero no
menos trascendental es el acuerdo de crear una comisión interministerial que, con la colaboración de la
ONCE, pondrá en marcha medidas encaminadas a erradicar el juego ilegal en todo el país. Este es un asun-
to capital y una reiterada reivindicación de la ONCE y de todas las organizaciones de la discapacidad.
El juego ilegal, en ocasiones tolerado o escasamente combatido, engendra corrupción [...]».
66
Vide STC 34/2005, de 17 de febrero, Antecedentes:
«1. La Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Zaragoza, por Auto de 10 de julio de 1996, dictado en rollo
de Sala núm. 119/95, dimanante de diligencias previas 1329/90 del Juzgado de Instrucción núm. 8 de dicha capi-
tal, procedimiento seguido por los delitos de contrabando y estafe contra [...], que tuvo su entrada en el Registro
General del Tribunal Constitucional el 12 de julio de 1996, plantea cuestión de inconstitucionalidad sobre la dis-
posición adicional decimoctava, apartado uno, de la Ley 46/1985, de 27 de diciembre, de presupuestos generales
del Estado para 1986, por considerar que podrían vulnerar los arts. 9.3,81 y 134 CE.
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somete a enjuiciamiento el apartado uno de la disposición adicional decimoctava de la Ley
46/1985 por un triple motivo: en primer lugar, por la posible infracción de la reserva de ley
orgánica establecida en el art. 81.1 CE, habida cuenta de que mediante el precepto legal
ordinario cuestionado se tipifica un delito que lleva aparejada una pena privativa de liber-
tad; en segundo lugar, por la posible incompatibilidad de la norma cuestionada con los arts.
66.2 y 134.2 CE, al establecerse en ella una regulación que, a juicio de los citados órganos
judiciales, no tiene cabida ni en el contenido mínimo ni en el eventual de la ley de presu-
puestos generales del Estado; finalmente, por la posible vulneración del principio de segu-
ridad jurídica del art. 9.3 CE, al no indicarse si la vigencia del precepto cuestionado se limi-
ta al ejercicio presupuestario o se extiende de forma indefinida.
La resolución que se adopta por el Alto Tribunal determina con claridad, en los funda-
mentos que enumero las siguientes consecuencias.
- El sometimiento a autorización administrativa de esta actividad:
«2. En todo caso, antes de entrar a analizar cada una de las dudas de constitucionalidad avan-
zadas por los citados órganos judiciales, conviene precisar que en la regulación del juego en nues-
tro país el Real Decreto-ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se disciplinan los aspectos pena-
les, administrativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o azar y apuestas, aun cuando des-
penalizaba los juegos de azar, los sometía a autorización administrativa y a una fiscalidad com-
plementaria. En particular dicha norma establecía una "tasa fiscal sobre rifas, tómbolas, apuestas
y combinaciones aleatorias" cuyo hecho imponible se materializaba en "la autorización, celebra-
ción u organización de juegos de suerte, envite o azar" (art. 3.1), siendo el sujeto pasivo del tri-
buto "los organizadores y las empresas cuyas actividades incluyan la celebración de juegos de
2. Los antecedentes de hecho del planteamiento de tal cuestión son los siguientes:
a) El l de junio de 1990, en virtud de atestado instruido por funcionarios del Servicio de Vigilancia
Aduanera, fue detenido don [...], a quien le fue intervenida cierta cantidad de boletos, por valor superior
a un millón de pesetas, que daban derecho al comprador a participar en determinado sorteo que utilizaba
como soporte el del cupón pro-ciegos. Las correspondientes actuaciones fueron remitidas al Juzgado de
Instrucción núm. 8 de Zaragoza, dando origen a las diligencias previas núm. 1329/90.
b) Acordada la apertura del juicio oral ante la Audiencia Provincial por Auto del Juez de Instrucción, de 9
de marzo de 1995, tanto el Ministerio público como el Abogado del Estado dirigieron acusación contra don
[...] como miembros de una red dedicada a la distribución y venta de los boletos antes indicados. Los
hechos fueron calificados por el Fiscal como constitutivos de un delito de contrabando de tos arts. 1.1.4,
2.1 y 3.1 de la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, en relación con las disposiciones adicionales decimoc-
tava, decimonovena y vigésima de la Ley 46/1985, de 27 de diciembre, de presupuestos generales del
Estado para 1986; calificación a la que se adhirió el Abogado del Estado.
c) El 29 de febrero de 1996, día señalado para la vista oral, el Letrado defensor del Sr. [...] instó el plan-
teamiento de cuestión de inconstitucionalidad respecto de la disposición adicional decimoctava, apartado
uno, de la citada Ley 46/1985, de presupuestos generales del Estado entendiendo que tal precepto infrin-
gía la Constitución por violación del principio de legalidad y desbordamiento del ámbito propio de una Ley
de presupuestos, citando en apoyo de ello los arts. 25, 81 y 134 CE, así como doctrina del Tribunal
Constitucional en la materia. Los Letrados defensores del resto de los acusados se adhirieron a tal petición.
El Ministerio público y la Abogacía del Estado entendieron que no se producía violación de precepto cons-
titucional alguno, limitándose la disposición adicional referida a integrar la Ley Orgánica 7/1982. [...]».
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suerte, envite o azar" (art. 3.2), la base imponible "los ingresos brutos que los casinos obtengan
procedentes del juego o las cantidades que los jugadores dediquen a su participación en los jue-
gos" (art. 3.3) y el tipo de gravamen, con carácter general, "el 20 por 100 de la base imponible"
(salvo para los bingos que era del 15 por 00, y para los casinos, que oscilaba entre el 15 y el 50
por 100: art. 3.4). Esta misma norma, que daba nueva redacción a los arts. 49 y 350 del Código
penal [...] tipificaba como delito la realización de juegos no autorizados, sancionando su comi-
sión con la pena de arresto mayor o de prisión menor, según concurriese o no en el caso a enjui-
ciar la agravante de reincidencia (art. 2).
La anterior regulación sobre el juego y sus infracciones fue complementada por la Ley
Orgánica 7/1982, de 13 de julio, por la que se modificaba la legislación vigente en materia de
contrabando y se establecía la normativa sobre los delitos e infracciones administrativas en la
materia (regulación actualmente derogada con la aprobación de la Ley Orgánica 12/1995, de 12
de diciembre, de represión del contrabando). [...].
Esta última norma legal a la que hace referencia la Ley de contrabando se concretó, para los
"géneros prohibidos", en la disposición adicional decimoctava de la Ley 46/1985, aquí cuestio-
nada, en cuyo apartado uno se dispone que "[a] los efectos de lo previsto en los arts. 1.1,4, 3.2 y
3.3 de la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, se entiende prohibida la circulación, comercio,
tenencia o producción de billetes, boletos, sellos, cartones, resguardos, máquinas o cualquier otro
elemento, incluso técnico o informativo, que constituya soporte en la práctica de juegos de azar,
sorteos, loterías, rifas, tómbolas, quinielas, combinaciones aleatorias y, en general, todas aquellas
actividades en las que se arriesguen cantidades de dinero u objetos económicamente evaluables
en forma de envites o traviesas sobre resultados". [...]».
- Se justifican los supuestos de colaboración entre la norma penal y la extrapenal cons-
titucionalmente admisibles conforme a nuestra doctrina, pues en la materia que estoy estu-
diando, el bien jurídico protegido es el "interés económico del Estado", es decir, su interés
en la recaudación de los ingresos de carácter tributario que de las autorizaciones del juego
derivan:
«[...]. A este respecto debemos comenzar precisando que, como señalamos en la STC
120/1998, de 15 de junio (en un recurso de amparo relativo a una condena por un delito de contra-
bando de especies protegidas), con referencia al art. 1.1.4, puesto en relación con los arts. 3.2 y 3.3
todos ellos de la Ley Orgánica 7/1982, que la que entre en juego en el caso sometido a nuestro enjui-
ciamiento es "una ley penal de las denominadas por la doctrina en blanco, que impone taxativamen-
te la consecuencia jurídica, pero cuyo supuesto de hecho no se encuentra totalmente previsto en ella,
sino que requiere de un complemento previsto en otra norma; la norma penal se remite a otra norma
de naturaleza no penal, que se integra de este modo en la definición del delito o falta". [...].
En segundo lugar no puede tampoco dudarse [...] que el reenvío efectuado por la Ley de con-
trabando a normas legales extrapenales está justificado en razón del bien jurídico protegido por
la norma penal. A este respecto cabe destacar que, entre otros, el bien jurídico protegido por la
norma orgánica es el "interés económico del Estado" (STC 120/1998, FJ 5), esto es, en lo que
ahora nos importa, su interés a la recaudación de los ingresos de carácter tributario que de las
autorizaciones del juego derivan [...]. La llamada normativa extrapenal parece, pues, necesaria a
la vista del objeto de la prohibición, dada la complejidad técnica y la evolución de las formas de
juego, lo que hace imprescindible la adecuación de la normativa a esa evolución y justifica la
remisión a la legislación complementaria.;[...]».
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-Se trata de medidas de política económico-social del Gobierno, tendente a la regula-
ción del juego:
«Por todo lo que antecede debemos concluir que el apartado uno de la disposición adicional
decimoctava de la Ley 46/1985, al ser una norma protectora de los derechos económicos de la
hacienda pública, no sólo está al servicio de una mayor efectividad en el cobro de los créditos de
ésta, lo que comporta un efecto evidente e inmediato, real y no meramente circunstancial, en los
ingresos del Estado, sino que, además, representa una medida de política económico-social del
Gobierno tendente a la regulación del juego, por lo que se justifica sobradamente su inclusión en
el contenido eventual de la Ley de presupuestos».
Todas ellas son razones que justifican la intervención administrativa, pero, además,
existen razones sociológicas quizás menos justificables que las anteriores. Hay una dis-
posición social contraria al juego, motivada tanto por argumentos morales y reli-
giosos como simplemente por temores67. Es una actitud de desconfianza por los
posibles efectos que sobre las personas puede ejercer el abuso del juego. La ludo-
patía justifica, en fin, el mayor control administrativo68.
B. Ejemplos de rifas ilegales.
Sin embargo, el control administrativo no siempre consigue el resultado perseguido69.
Sobre esta materia se pueden citar numerosos ejemplos, entre los que cabe destacar los
siguientes70:
67 Vide Pilar LÓPEZ RODRÍGUEZ, Para una sociología del juego, ONCE, Madrid, 1990.
68 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c., pp.
181-182.
69 Vide http://actualidad. Terra.es/nacional, una noticia aparecida el pasado mes de julio de 2005, con el
siguiente tenor literal: «El Fiscal General del Estado da instrucción a los fiscales para unificar criterios en
materia de sorteos ilegales.
El Fiscal General del Estado, Cándido Conde-Pumpido, ha remitido una circular a todos los fiscales para
unificar criterios en la actuación del Ministerio Fiscal en la persecución de los sorteos ilegales, puesto que
se ha puesto de manifiesto que existen "interpretaciones jurídicas dispares".
En la circular señala que "se han llegado a cuantificar hasta un total de 34 asociaciones que explotan hasta
24 rifas ilegales, estimándose que entre todas mueven unos 100 millones de euros".
En este documento se analiza la naturaleza jurídica de los boletos o cupones de las loterías, cuya tráfico
ilegal es perseguido a través del delito de contrabando, informó hoy la Fiscalía General del Estado.
Conde-Pumpido indica que como argumento de defensa los imputados por este tipo de delitos suelen
emplear su pertenencia a alguna asociación de discapacitados, por lo que anima a los fiscales a identificar
a tas personas que ocupan los peldaños superiores de estas organizaciones, "sin limitarse a localizar a los
vendedores discapacitados de cupones".
La circular explica que se ha detectado que en la actualidad no existe unidad de criterio en la actuación del
Ministerio Fiscal, "habiéndose puesto de manifiesto interpretaciones jurídicas dispares en distintas Fiscalías".
Las discrepancias se refieren tanto a la consideración típica de las conductas en sí, como a la competencia, exis-
tiendo fiscalías que entienden que en los casos de organizaciones que operan en distintas provincias las causas
deben ser instruidas por los Juzgados Centrales de Instrucción y enjuiciadas en la Audiencia Nacional".
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a)
La rápida.
Un catalán cuyos negocios fracasaron en Venezuela, se estableció en Málaga en 1941 y
puso en marcha "La Rápida", rifa que conoció en Caracas y que estimó muy lucrativa. Los
vendedores o apuntadores de "La Rápida" llevaban un block en el que anotaban el número
que cada persona deseaba jugar o al que se abonaba para probar suerte; y esta rifa, cuyos pre-
mios eran de cuantía superior a los cupones de la ONCE, y que podían cobrarse al día
siguiente sin molestia alguna, porque el Apuntador pagaba al afortunado, personalmente, per-
judicó mucho a los ciegos. Los "Rapidistas" no entregaban recibo ni boleto alguno al juga-
dor que acreditase el compromiso del pago e, incluso, con el fin de no ser sorprendidos por
las autoridades con pruebas testimoniales, confiaban a su memoria el número al que se abo-
naba cada cliente, pudiendo jugar el mismo número cuantos lo desearan. El número premia-
do en el sorteo de la ONCE (antes en el sorteo de la Delegación Provincial de Málaga) era
también el agraciado en "La Rápida"71.
b)
El boleto sorpresa.
La rifa ilegal que estuvo más generalizada en toda España durante la década de los años
1970 fue la de "El Boleto Sorpresa", organizada y patrocinada por tres destacadas personali-
dades de la aristocracia española, y que consistía en sobres cerrados en los que se habían
introducido cinco cromos de cine, futbolistas, atletas y otros personajes célebres. Cada sobre
se vendía al precio de 25 pesetas y en alguno de ellos, además de los cromos, los explotado-
El Fiscal General subraya que con "relativa frecuencia suele utilizarse como argumento de defensa el que los impu-
tados pertenecen a Asociaciones legalmente constituidas y que se solicitó autorización para celebrar el sorteo".
A su juicio, "no es suficiente para convalidar legalmente la actividad de organización del sorteo ni que las
Asociaciones que lo llevan a cabo se hayan constituido legalmente, ni que tengan entre sus objetivos socia-
les la promoción de discapacitados".
Según el Fiscal General, "ha de partirse de la necesidad de ponderar el grado en la escala de la organiza-
ción que detenta la concreta persona imputada" y "es evidente que a medida que ascendamos en la estruc-
tura jerárquica menos dudas podrán plantearse acerca del conocimiento de que los boletos eran efectos
estancados o prohibidos o de que se operaba sin autorización".
En todo caso -seríala- "habrán de evitar los señores fiscales que el rigor de la Ley penal se emplee en exclu-
siva frente a vendedores discapacitados sin ninguna capacidad funcional en la organización".
También explica que sin descartar una posible atribución competencial a la Audiencia Nacional para el conoci-
miento de causas por contrabando, los fiscales sólo informarán favorablemente en tal sentido cuando concurra
alguna de las circunstancias que exige la Ley Orgánica del Poder Judicial, "sin que la mera celebración del sor-
teo en varias provincias sea suficiente para postular la competencia de la Audiencia Nacional".
Además, los fiscales habrán de promover en estos procedimientos, si no se ha realizado de oficio por el juzgado
de instrucción, que se haga un efectivo ofrecimiento de acciones al Estado y, en su caso, a la ONCE».
70 Vide Redacción, "La ONCE y los fabricantes de máquinas recreativas, en contra de los boletos-rifa",
Diario El País (versión electrónica), 17-6-1981.
■
71 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 176.
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res de la rifa introducían un boleto premiado con 1.000, 5.000 o 25.000 pesetas. Estos sobres
se vendían en bares, tabernas, cafeterías y en otros locales similares, siendo los dueños de
estos establecimientos, quienes, por una pequeña comisión, se encargaban de este cometido
y de abonar inmediatamente al parroquiano afortunado. Como los sobres se podían abrir,
extraerles el boleto con premio, si lo contenían, y volverlos a cerrar con facilidad sin que se
advierta tal manipulación, muchos expendedores ofrecían a sus clientes sobres en los que, de
antemano, ya conocían que no contenían boleto con premio; fraude que se generalizó en
exceso y motivó que el público se desengañara y dejase de comprar estos sobres, lo cual puso
fin a esta rifa ilegal, que fue un fabuloso negocio para sus responsables72.
c)
Prodiecu73.
El 5 de noviembre de 1984, tres empresarios catalanes, constituyen la sociedad PRODIE-
CU, S.A., empresa que tiene como objetivo social la promoción de actividades laborales y
culturales financiadas con el producto de una rifa organizada en la que serían vendidos los
cupones o boletos por personas minusválidas mayores de edad, con el fin de que éstas ten-
gan una ocupación que les proporcione un buen jornal y se integren en el mundo del traba-
jo74. En realidad era una tapadera que fue desmantelada tras numerosos incidentes que han
sido objeto de tratamiento pormenorizado en múltiples trabajos.
d)
Supuestos varios75.
Entre las asociaciones que en 1996 verifican rifas ilegales en España, figuran AIDE,
72 Ibídem, p. 176.
73 Vide Yolanda CANO GALÁN, "Denegación de alta en la Seguridad Social a trabajador minusválido por
ausencia de autorización administrativa para ejercicio de actividad empresarial (Comentario a la Sentencia TSJ
Castilla y León-Burgos de 26 de marzo 2001)", Aranzadi Social, 2, (2001), versión electrónica, p. 2: «El prin-
cipal problema planteado ante el Tribunal, es si es posible dar de alta como trabajador en la Seguridad Social
a un vendedor de cupones, cuando la institución para la que desempeña las actividades no ha obtenido la auto-
rización para realizar funciones -sorteo diario- directamente relacionadas con la actividad desarrollada por el
trabajador -venta de cupones-. Esta cuestión está íntimamente relacionada con otra de la que directamente deri-
va: si es posible inscribir a la empresa en la Seguridad Social cuando la actividad que desempeña puede ser
considerada como ilegal al faltar el requisito esencial para el desempeño de sus actividades: la existencia de
autorización administrativa para realizar sorteos; cuestión ésta que ni siquiera se ha planteado ante el Tribunal».
74 Vide: Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
242; Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 176-177.
75 Ibídem, pp. 182-183:
«Varios miles de minusválidos, cansados de tanta promesa estatal incumplida, y no viendo salidas profesionales
a su situación social y laboral, renuncian a las 34.900 pesetas con las que les pensiona el Gobierno y deciden dejar
de ser un lastre para la sociedad y convertirse en contribuyentes activos, vendiendo un cupón ilegal, principalmen-
te, el de la Asociación OIDE (Organización para la Integración de los Discapacitados), que es un Colectivo sin
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SICOMA, FAMA, ALMA y OIDE, algunas de las cuales ya han sido desmanteladas por los
poderes públicos. En marzo de 1996, por ejemplo, la policía requisó 60.000 cupones ilegales
en la sede de AIDE (Asociación para la Integración de Discapacitados), que se dedicaba a
vender el denominado "Cupón del Minusválido", según informó Servimedia. Durante esta
inspección los funcionarios de policía hallaron en aquellas oficinas, además de dichos cupo-
nes, sellos, documentos contables y de contratación de vendedores, libros de registro y otros
efectos relacionados con la venta ilegal de su cupón.
4.2. Objetivo: la lotería nacional es un recurso ordinario del presupuesto estatal de
ingresos.
Conforme al régimen legal español, la lotería está considerada como un recurso ordinario
del presupuesto estatal de ingresos del Estado, y al propio tiempo como un servicio explota-
do por la Administración que, por tal motivo, prohibe la reventa de billetes e igualmente pro-
hibe loterías de toda clase en que el pago de los premios se efectúe en metálico, pues las rifas
se caracterizan porque los premios son en especie76.
ánimo de fuero, autorizado por el Ministro del Interior, que tiene todos los documentos administrativos en regla
y que tributa a Hacienda, pero que no está autorizado por la ONLAE para ejercer la venta de su cupón. La OIDE
se autofínancia solamente con la venta de su cupón y factura anualmente 5.000 millones de pesetas. El 48,50 por
ciento de lo recaudado en la venta se destina a premios y sus empleados discapacitados, que son un millar apro-
ximadamente, cobran 64.000 pesetas mensuales más una pequeña comisión por la venta que cada minusválido
realice. Los funcionarios no discapacitados no cobran dinero alguno por su trabajo, porque suelen ser personas
filantrópicas ya jubiladas, que se consagran a mejorar la situación social y económica de su prójimo desvalido e
indigente. Los trabajadores de OIDE están integrados en la Seguridad Social, tienen contrato de trabajo fijo y dis-
ponen de residencias tuteladas por la Fundación OIDE, que se ha extendido por toda España.
El presidente de la OIDE, Dionisio González, percibe al mes lo mismo que cualquiera de sus subordinados y sos-
tiene que las diferentes Administraciones públicas se contradicen en sus enunciados sobre la problemática de los
disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales, y él hace la siguiente manifestación: "¿Porqué nos deniegan la venta
del cupón y, en cambio, se permiten otros juegos generadores de ludopatía?, ¿por qué la ONCE es la única enti-
dad que tiene la exclusiva de vender un cupón?, resulta que Hacienda nos ha reconocido nuestra actividad, es
decir, la celebración de apuestas, la venta de nuestro propio cupón y otros juegos de azar y, por lo tanto, pagamos
más de 700.000 pesetas al año por el impuesto de actividades económicas. Estamos dados de alta en la Seguridad
Social y tenemos sentencias judiciales a favor nuestro, acreditando que no hemos recibido denuncia alguna por
no haber pagado los premios ganados por nuestros compradores. Sin embargo, la ONLAE nos ha denegado la
autorización para legalizar nuestra rifa.
La Organización Nacional de Ciegos Españoles, por su parte, ha interpuesto denuncia de contrabando a
OIDE y a las demás asociaciones que, ilegalmente venden cupón, imitando el producto distribuido por la
entidad tiflológica y sirviéndose del sorteo diario de ésta, porque, según contempla la Ley, dichas asocia-
ciones están incurriendo en un delito de contrabando. El consejo de Protectorado y la propia ONCE han
creado sendas Comisiones para combatir el juego ilegal».
76 Vide José María VILLAR y ROMERO, "Bienes fiscales", Nueva Enciclopedia Jurídica, Tomo III,
Barcelona, 1989, p. 374. En la p. 362 afirma: «Antiguamente recibieron el nombre de bienes fiscales aque-
llos que el Rey cedía vitaliciamente a las personas que habían prestado algún servicio al país con cualquier
motivo y de modo especial con ocasión de la guerra. Esta acepción ha desaparecido paulatinamente
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Sobre esta materia, también la STC 163/1994, de 26 de mayo, ha reiterado la configu-
ración de la Lotería Nacional en nuestro ordenamiento jurídico como un recurso ordinario
del presupuesto estatal de ingresos (F.J.):
«2. [...]. Por su parte, la representación procesal del Gobierno estima, en cuanto a la asunción por el
ONLAE de las funciones del Servicio Nacional de Loterías, que el art. 2 del Real Decreto citado no hace
sino residenciar la gestión de la Lotería Nacional en el ONLAE; y en defensa de la subsistencia de la
misma como monopolio del Estado en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cataluña invoca la
competencia de aquél en materia de Hacienda General (art. 149.1.14 CE), dada la configuración de la
Lotería Nacional en nuestro ordenamiento jurídico como recurso ordinario del presupuesto estatal de
ingresos, sin que ello constituya obstáculo para la coexistencia de esta modalidad de lotería con la que la
Comunidad Autónoma pudiera válidamente establecer en el ámbito territorial que le es propio. Entiende,
asimismo, que la competencia exclusiva de la Generalidad de Cataluña en materia de juego en modo
alguno comporta una limitación al Estado para organizar juegos y apuestas sobre todo el ámbito nacio-
nal en razón de la exigencia de que el orden económico nacional sea uno en todo el ámbito del Estado y
del límite territorial de las competencias autonómicas, previsto para Cataluña en el art. 25.1 EAC. Por
último, en relación con el inciso final del precepto impugnado que asigna al ONLAE «la organización y
difusión de cualesquiera concursos de pronósticos que se realicen sobre resultados de eventos deporti-
vos», considera carente de fundamento el razonamiento de la Generalidad, ya que las Apuestas Mutuas
Deportivo-Benéficas, reservadas a la competencia del Estado, no se circunscriben únicamente a las deno-
minadas quinielas de fútbol, sino que conforme a su normativa reguladora pueden extenderse a cualquier
otro deporte, por lo que resulta indiscutible la competencia estatal al respecto. [...]».
4.3. Conectivo.
4.3.1. Monopolio fiscal.
Hacia 1636 se estableció en Castilla el estanco de los naipes -una de las denominadas siete
rentillas, junto a la pólvora, el azufre, aguardiente, nieve, etc.- que gravó en origen la fabri-
cación de las barajas. Pagaban una cantidad más o menos elevada según la calidad. En nin-
gún caso se gravaba el juego, sino la fabricación de aquellos naipes que servían de usual
modo de distraerse, sin que se asociasen a envites o apuestas, que constituían en sentido
estricto los juegos77.
Con posterioridad surge el nacimiento de la lotería nacional que se afianza como un recur-
so ordinario del presupuesto. Y lo cierto es que en el momento de aprobarse la Constitución,
el monopolio de loterías y apuestas del Estado era uno de los tres grandes monopolios fisca-
les de nuestro país78, junto con el de petróleos y tabacos. Y debo hacer patente una observa-
ción de carácter general, pero de indudables consecuencias: «en ningún conflicto sobre el
extinguiéndose por completo. En la actualidad con la locución bienes fiscales se designan aquellos que per-
tenecen al Estado, o, más propiamente, al fisco, con una finalidad patrimonial, es decir, para obtener con
ellos una renta».
77 Vide Mariano PESET REIG, "Breve historia de los impuestos sobre juegos", Palau, 14, (1987), p. 1.
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juego, se ha discutido por nadie la legitimidad constitucional del monopolio fiscal; más bien
da la impresión de que lo que se pretende es recrearlo, pero a nivel autonómico»79.
Desde un punto de vista estrictamente económico el término "monopolio" significa la
exclusión de la libre competencia, de modo que el tráfico de bienes o servicios se va a reali-
zar a través de un sólo oferente o demandante, impidiendo la formación del precio de mer-
cado. En particular, el monopolio de oferta se ha definido como "la situación en que se
encuentra un sujeto, por diversas causas, que le faculta para producir o vender por sí sólo un
bien o servicio". El monopolio implica, pues, la posibilidad de establecer unos precios más
altos que los que se determinarían en un régimen de libre competencia, gozando el oferente
de una posición privilegiada. La situación monopolística puede originarse por causas natura-
les -monopolio de hecho- o bien por una voluntad normativa -monopolios de derechos-80.
78
Vide Francisco L HERNÁNDEZ GONZÁLEZ, La regulación de los juegos de azar, Tecnos, Madrid, 1996,
pp. 192-193, donde analiza la falta de engarce constitucional de los monopolios fiscales. En las pp. 312-313 llega
a afirmar: «En segundo lugar, tanto desde la óptica constitucional como comunitaria se impone la necesaria trans-
formación de los monopolios fiscales de juego aun vigentes (de lotería pública y de fabricación de boletos y car-
tones de bingo). De un lado, los monopolios fiscales carecen de cobertura constitucional, al no tener cabida den-
tro del concepto de servicios esenciales del artículo 128.2 CE, en la medida que los fines recaudatorios que per-
siguen pueden obtenerse mediante el procedimiento impositivo ordinario, menos gravoso para la libertad comer-
cial. De otro lado, la aplicación conjunta de los artículos 37 y 90.2 TCE, obliga a su reordenación, con la finali-
dad de garantizar el derecho de cualquier empresario de un Estado miembro a prestar sus servicios en otro Estado
comunitario en las mismas condiciones aplicadas a los nacionales de este último».
79
Vide José Manuel SALAARQUER, "Liberalización del monopolio de loterías y competencias sobre el juego",
o.c, p. 526, a quien corresponde esta aguda observación. En la p. 527 afirma: «Antes señalé que ni en éste ni en
los conflictos posteriores (la STC 164/1994, de 26 de mayo, resolvió varios acumulados, promovidos por distintas
CCAA, prácticamente idénticos al examinado) se suscitó el tema de la constitucionalidad del monopolio fiscal de
loterías. El Tribunal Constitucional se limitó a exponer, de forma descriptiva y totalmente acrítica, que ese mono-
polio era parte de la Hacienda General. En ningún momento se planteó -tampoco se lo preguntó nadie- si debía for-
mar parte de la Hacienda, a la luz de la Constitución. Este enfoque es de enorme importancia, porque supone situar
todo el razonamiento en un mundo conceptual propio del Antiguo Régimen, como es el de la Hacienda patrimo-
nial, frente a la moderna Hacienda tributaria. Sobre estas bases conceptuales, se explican toda una serie de confu-
siones que son típicas del sistema regaliano: - La confusión entre "dominium" y "jurisdictio". [...]».
80 Vide José Antonio SÁNCHEZ GALIANA, "La legitimidad constitucional de los monopolios fiscales",
Revista Española de Derecho Financiero, 67, (1990), p. 321. En la p. 323 establece el concepto de monopolio fis-
cal: «[...], hemos definido a los monopolios fiscales como "aquellos monopolios económicos establecidos por la
ley en favor del Estado o de otro Ente público, con la finalidad primaria de asegurar un ingreso financiero". Y el
fundamento primario o esencial de los mismos estará en el poder normativo del Estado que se manifiesta en su esta-
blecimiento, o más en concreto, en el ejercicio del poder financiero con el objeto de conseguir, en aras de un inte-
rés público, unos medios financieros de gran importancia, que coadyuvarán al sostenimiento del gasto público».
Vide José Antonio SÁNCHEZ GALIANA, "La adaptación de los monopolios fiscales españoles a las exigencias
del derecho comunitario europeo", en AAVV, Estudios sobre armonización fiscal y derecho presupuestario euro -
peo, Ediciones TAT, Granada, 1987, p. 468.
Vide José Manuel TEJERIZO LÓPEZ, Los monopolios fiscales, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1975,
p. 25: «Existe monopolio cuando en un determinado mercado (de bienes o servicios o de factores de produc-
ción) una sola persona es el oferente o el demandante».
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El hecho cierto, es que la STC 164/1994, de 26 de mayo, ha catalogado a la lotería
como un monopolio fiscal81 (F.J. 2o):
«Y como tal monopolio fiscal, institución productora de ingresos para la Hacienda
General, está calificada por la legislación vigente al promulgarse la Constitución y al dictar -
se la Ley 50/1984 y el RD 904/1985, de creación del ONLAE; la Instrucción de Loterías de
23 de marzo de 1956 la califica como «un recurso ordinario del presupuesto de ingresos y un
Monopolio del Estado» (art. 1) así como «un servicio explotado por la Administración» (art.
2). Y corno tal recurso ordinario del presupuesto de ingresos y monopolio del Estado es com-
petencia de éste en virtud del título de Hacienda General que no se circunscribe obviamente
a los ingresos meramente tributarios sino también a estos otros ingresos por renta o derechos
de monopolio ejercido exclusivamente para producirlos. Título que no puede quedar limitado
a la específica denominación de Lotería Nacional como una de las modalidades de la Lotería,
sino a todo lo que ésta significa como monopolio históricamente definido institucionalmente.
Y sin que, para diferenciarlo, puedan utilizarse criterios relativos a que según su organización
parezca más marcadamente juego o apuesta, puesto que, según la evolución histórica caben
todos dentro de la institución configurada por su fin y organización y calificada con un nom-
bre genérico.
Como monopolio fiscal, pues, cuyo establecimiento constituye una manifestación del poder
financiero del Estado reservando el ejercicio exclusivo de un juego de suerte para producir unos
ingresos públicos, corresponde a la Administración del Estado la gestión y explotación del juego de
la Lotería en todo el territorio nacional».
donde no se produce un desplazamiento de los títulos de competencia específicos por
el genérico y donde si la aprobación de los Estatutos de Autonomía atribuyendo a determi-
nadas Comunidades Autónomas competencia exclusiva en materia de juegos y apuestas ha
supuesto una alteración del ámbito funcional de la Lotería Nacional al confiarse a aquéllas
la potestad de organización y gestión de los juegos (incluso Lotería) en su propio territo-
rio, ello no puede llevar al extremo de desapoderar al Estado de una competencia que atri-
buye a la Hacienda General el art. 149.1.14 CE [STC 164/1994, de 26 de mayo, (F.J.)]:
6. No se trata, por tanto, de que al Estado se atribuya la competencia por razón de las
modalidades de organización del juego de la Lotería, sino porque la atribuida a la Hacienda
Pública comprende el monopolio fiscal como productor de ingresos públicos, al margen del
carácter concreto del juego gestionado; lo determinante es, pues, si al juego organizado y ges-
tionado por el Estado debe atribuirse el carácter de Lotería, y no, por supuesto, a cualquier
otra actividad industrial productora de ingresos para el Estado.
No se produce, por otra parte, un desplazamiento de los títulos de competencia específicos
por el genérico (en este caso, el del art. 149.1.14); en primer término, porque no se trata de una
81 Vide: José Antonio SÁNCHEZ GALIANA, "Monopolios fiscales y directrices comunitarias", Revista
Española de Derecho Financiero, 38, (1983), p. 268; José Antonio SÁNCHEZ GALIANA, "Los monopo-
lios fiscales tras el Tratado de la Unión Europea", en AAVV, Sistema fiscal español y armonización euro -
pea, Marcial Pons, Madrid, 1995, p. 253, donde caracteriza la "misión fiscal" de estos monopolios. Vide
Francisco L. HERNÁNDEZ GONZÁLEZ, La regulación de los juegos de azar, Tecnos, Madrid, 1996, pp.
70-71, donde formula algunas observaciones críticas sobre la jurisprudencia constitucional.
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competencia general en orden a la creación por parte del Estado de cualesquiera juegos y apues-
tas, sino de una especial atribución de la que le corresponde sobre un monopolio fiscal histórica-
mente definido y conservado hasta hoy; pero además, porque la estatutariamente atribuida a las
Comunidades Autónomas tampoco es una competencia sobre el juego en general, sino sobre
«casinos, juegos y apuestas», que para permitir una aplicación amplia que incluya todas las
modalidades de aquél exige una interpretación genérica pues si descendiese a los caracteres de
cada juego o apuesta acaso hubiera de ser restringida según sus características singulares.
7. El régimen de monopolio, como antes decimos, se extendió hasta prohibir la celebración
de cualquier rifa sin previa licencia (RD 20 abril 1875, Ley 31 diciembre 1881, Instrucción
General de Loterías 23 febrero 1892, etc.) consolidando así el monopolio de Hacienda sobre la
Lotería Nacional; régimen de licencia previa que llega a la Instrucción General de Loterías de 23
de marzo de 1956 (art. 3) atribuyendo al Ministerio de Hacienda la competencia para otorgar la
autorización y es finalmente el del RDLey 16/1977, de 25 de febrero (art. 1). Así, los rendimien-
tos del monopolio de la Lotería procedían por una parte de la explotación de este juego y por otra
de cualquier otro que fuese asumido por la Administración y en todo caso del gravamen sobre las
licencias en cuanto las mismas constituían una excepción a la prohibición general. Por ello al
extinguido Servicio Nacional de Loterías las normas que lo organizan [Decreto 2876/1963, de 15
de noviembre, Decreto 54/1964, de 16 de enero] le atribuyeron la administración del monopolio
y la autorización e impuestos sobre rifas, tómbolas y juegos, si bien al Ministerio del Interior (y
los Gobernadores civiles) se confiaron las licencias para juegos que se realizasen mediante
máquinas, la instalación y funcionamiento de casinos y salas de bingo y el juego mediante bole-
tos [Real Decreto-ley 16/1977, de 25 de febrero, RD 444/1977, de 11 de marzo, RD 1067/1981,
de 24 de abril]; las del Servicio Nacional de Loterías son por último las asumidas por el ONLAE
a la supresión de aquél.
Si la aprobación de los Estatutos de Autonomía atribuyendo a determinadas Comunidades
Autónomas competencia exclusiva en materia de juegos y apuestas ha supuesto una alteración
del ámbito funcional de la Lotería Nacional al confiarse a aquéllas la potestad de organización
y gestión de los juegos (incluso Lotería) en su propio territorio, ello no puede llevar al extremo
de desapoderar al Estado de una competencia que atribuye a la Hacienda General el art.
149.1.14 CE.
Sin perjuicio, pues, de la competencia de cada Comunidad, cuando esté por ella asumida,
corresponde al Estado la gestión del monopolio de la Lotería. [...]».
4.3.2. Un monopolio que no puede ser gravado por las Comunidades Autónomas.
La lotería es un monopolio fiscal que constituye un recurso de la hacienda pública que
no puede ser gravado por las Comunidades Autónomas. Así lo ha establecido la Sentencia
del Tribunal Constitucional núm. 49/1995 (Pleno), de 16 de febrero (F J. 3, 4 y 5)82.
El ZC en SSTC 163/1994 y 164/1994, y la posterior 216/1994, ha declarado que la
Lotería Nacional es competencia del Estado como comprendida en el título Hacienda
General del art. 149.1.14 CE, el cual no puede entenderse circunscrito a los ingresos tribu-
82 Vide Paula VICENTE-ARCHE COLOMA, "Inconstitucionalidad del impuesto Balear sobre las loterías
(Comentario a la Sentencia del Tribunal Constitucional de 16 de febrero 1995), Jurisprudencia Tributaria
Aranzadi, Tomo III (parte estudio), Aranzadi (1995), p. 1167.
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tarios, pues comprende también estos otros que organiza, genera y gestiona el Estado
mediante un monopolio fiscal. Por su naturaleza, pues, de ingresos no tributarios directa-
mente explotados por la Hacienda estatal, corresponde con carácter exclusivo al Estado la
gestión y explotación del monopolio de la Lotería Nacional (SSTC 163/1994, fundamen-
tos jurídicos 5.° y 6.°; 164/1994, fundamento jurídico 4.°, y 216/1994, fundamento jurídi-
co 2.°).
Señaló también allí que el concepto de juego de la Lotería y su explotación como recur-
so de la Hacienda del Estado, incluido en el art. 149.1.14 de la CE no puede quedar refe-
rido únicamente a la específica modalidad con la que aquél aparece configurado en la
Instrucción General de Loterías de 23 de marzo de 1956 pues la Lotería, desde su intro-
ducción y en las diversas modalidades en que a través de la historia ha sido organizada por
la Administración, ha constituido una renta de la Hacienda Pública, sin perjuicio de que
funcionasen simultáneamente en ocasiones diversas modalidades. La aceptación de un
concepto reduccionista de la misma supondría confundir lo que jurídica e institucional-
mente se configura como una fuente de ingresos no tributarios directamente explotada por
la Hacienda estatal con una mera modalidad de dicho juego, excluyéndose así la compe-
tencia del Estado ex art. 149.1.14 CE para gestionar o explotar lo que es, como siempre
ha sido, un recurso o fuente de su Hacienda. No puede quedar, por tanto, aquel concepto
limitado a la específica denominación de Lotería Nacional que emplea la Instrucción de
23 de marzo de 1956 como una de las modalidades de Lotería, sino que se extiende a todo
lo que ésta significa como monopolio e institución históricamente definida. En este senti-
do, declaró en la STC 164/1994 la titularidad de la competencia estatal, ex art. 149.1.14
CE, para la organización y puesta en explotación a través del Organismo Nacional de
Loterías y Apuestas, de la Lotería Primitiva o de Números y de la modalidad de la misma
denominada «Bono-Loto».
Sin embargo, la potestad tributaria de las Comunidades Autónomas no se configura
constitucionalmente con carácter absoluto, sino que aparece sometida a límites intrínsecos
y extrínsecos que no son incompatibles con el reconocimiento de la realidad constitucio-
nal de las Haciendas autonómicas (SSTC 14/1986, fundamento jurídico 3.°; 63/1986, fun-
damento jurídico 11, y 179/1987, fundamento jurídico 2.°), entre cuyos límites, algunos
son consecuencia de la articulación del ámbito competencial -material y financiero- corres-
pondiente al Estado y a las Comunidades Autónomas (SSTC 13/1992, fundamentos jurí-
dicos 2.°, 6.° y 7.°, y 135/1992, fundamento jurídico 8.°). Así, la subordinación a los prin-
cipios proclamados por el art. 156.1 de la CE («coordinación con la Hacienda estatal y de
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solidaridad con todos los españoles») a los que hay que añadir los que resultan respecto de
los impuestos propios de las Comunidades Autónomas de los arts. 157.2 de la CE y 6 y 9
de la LOFCA.
Y teniendo aquí especialmente en cuenta que los límites de aquella potestad tributaria
autonómica no quedan reducidos a los formulados expresamente en la LOFCA, arts. 6, 9
y 12, como tampoco a los que puedan derivarse de la configuración constitucional de la
potestad tributaria del Estado y las Comunidades Autónomas en los párrafos 1 y 2 del art.
133 de la Constitución. La limitación establecida por los citados arts. 6.2 y 12.2 de la
LOFCA no quedaría reducida a la prohibición de no gravar los mismos hechos imponibles
ya gravados por el Estado, ni a configurar los recargos de modo que no puedan suponer
una minoración de los ingresos del Estado o desvirtuar la naturaleza o estructura de los
mismos (tal como subrayó también la STC 150/1990). Y no puede contemplarse según
dichas normas porque la Comunidad ha configurado un impuesto propio y no un recargo
ni una participación en ingresos del Estado. Y por otra parte, la Lotería no es un impuesto
estatal sino un monopolio fiscal de la Hacienda del Estado, integrado en el sistema de sus
ingresos.
Por ello, la potestad tributaria de la Comunidad Autónoma debe entenderse afectada por
otra limitación ya que el impuesto que ha configurado gravando «la participación en las
loterías del Estado» (art. 1) toma como hecho imponible la participación en los sorteos [...]
mediante la adquisición de billetes, bonos o apuestas con lo cual el objeto impositivo resul-
ta ser el mismo objeto económico del monopolio, constituido por la participación de los
individuos en aquellos sorteos, que es lo que nutre todos los fondos del monopolio tanto
en cuanto a premios o gastos de gestión propios como, fundamentalmente, a los ingresos
para la Hacienda. Y al gravar la adquisición de billetes, además de gravarse un efecto estan-
cado cuyo tráfico ordinario no está permitido (art. 2 del Decreto de 23 de marzo de 1956)
se está gravando el mismo objeto y la misma fuente de recursos de aquél. Con ello, influ-
ya o no el encarecimiento de los billetes o las apuestas en el volumen de ingresos, lo fun-
damental es que las participaciones quedan sometidas a un impuesto autonómico sólo
dependiente de la potestad de la Comunidad en toda su regulación (incluso los tipos impo-
sitivos) determinando que de dicha potestad autonómica puedan pasar a depender en gran
medida los rendimientos de las loterías. Lo cual evidencia la clara invasión de este impues-
to en lo que constituye objeto propio del monopolio fiscal de competencia del Estado.
Aun siendo cierto, como afirma el Abogado de la Comunidad Autónoma, que el
impuesto establecido no grava la organización por el Estado de sorteos de la Lotería
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Nacional sino la actividad del particular participante en los mismos, esa actividad partici-
pativa, bien mediante la adquisición de billetes o fracciones en el caso de la Lotería
Nacional, bien mediante la de los boletos para la realización de apuestas en el supuesto de
la Lotería Primitiva o de la Bono-Loto, es, la generadora de los rendimientos del monopo-
lio, o sea, la fuente misma de la que proceden los recursos obtenidos de su directa explo-
tación que son derechos económicos de la Hacienda del Estado. Los rendimientos del
monopolio de la Lotería Nacional, cuya explotación ha asumido exclusivamente el Estado
para generarlos mediante la participación de los ciudadanos en los sorteos de sus Loterías
no proceden de la mera organización estatal de dichos sorteos sino, precisamente, de la par-
ticipación de los ciudadanos en los mismos y por ello resultan inescindibles el aspecto
organizativo y el participativo.
Por consiguiente, la ley autonómica impugnada, y en consecuencia el Reglamento que la
desarrolla, al establecer un impuesto sobre la participación en los sorteos de Lotería del
Estado, no sólo perjudica y limita, como sostiene el Abogado del Estado, la obtención del
recurso en que la Lotería Nacional consiste, sino que toma por objeto impositivo que some-
te a gravamen la misma actividad productora de ingresos o recursos para la Hacienda estatal
ejercida como explotación de un monopolio fiscal del Estado. De este modo, no sólo invade
o menoscaba la competencia que a aquél atribuye sobre el monopolio el art. 149.1.14 de la
CE, sino que, hace depender sus ingresos de la potestad autonómica sobre el impuesto crea-
do.
5. Es necesario discernir, definir y entender83 que es la lotería, para comprender
también otras modalidades.
5.1. Los ingresos del Estado, la lotería pro-ciegos y su carácter instrumental.
Hace ya un buen número de años que la doctrina hizo la siguiente afirmación84:
«Los; entes no territoriales de base corporativa. [...] tienen como característica fundamental la
83 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho Administrativo Español, Vol. I, Eunsa, Pamplona,
1993, pp. 465-473, donde lo explica los tres planos o niveles del saber del siguiente modo: «Saber de una
cosa, por tanto, es: 1.° saber que la cosa es (lo cual implica discurrir o diferenciar lo que parece la cosa pero
no es, de lo que la cosa es); 2.° saber qué es la cosa y qué no es (lo que supone fijar los límites de la cosa,
saber dónde empieza y dónde termina, perfilarla, fijar su perfil); 3.° saber es, por último, saber por qué la
cosa es (lo cual quiere decir conocer la posición de la cosa en el sistema: saber dónde está, de dónde viene
y a dónde va).
Discernir, definir y entender constituyen así los tres planos o niveles del saber».
84 Vide José Manuel TEJERIZO LÓPEZ, Los monopolios fiscales, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid,
1975, p. 116, afirmando también que «en estos casos, la gestión de un monopolio fiscal no tiene la consi-
deración de fin, sino de medio».
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existencia de un conjunto de personas que persiguen un interés común. Podrían gestionar tam-
bién un monopolio, pero esta gestión sería algo externo y no sustancial a la corporación: no puede
constituir el interés común de los partícipes, porque con la gestión del monopolio se persigue fun-
damentalmente un interés del Estado como es el de obtener un ingreso tributario. Pueden hacer-
lo, pero en tal caso hay que pensar que el objetivo perseguido es participar en alguna parte de los
ingresos que se obtengan, como consecuencia de la gestión y en este caso, como resulta eviden-
te, la gestión tiene una función exactamente igual a la de cualquier medio material necesario para
la consecución de la finalidad común; vendría a ser exactamente lo mismo que una subvención».
Pues bien, la STC 171/1998 (Pleno), de 23 de julio ha establecido la relación de instru-
mentalidad que tiene la lotería pro-ciegos afirmando que tanto el hecho de que los rendi-
mientos de la «Lotería Pro-Ciegos» son ingresos públicos del Estado, como el relativo a la
relación de instrumentalidad que dicha lotería tiene respecto a todo el complejo de activi-
dades de la ONCE son factores que, a su juicio, determinan la titularidad competencial del
Estado respecto a la citada organización y a la gestión del «cupón pro-ciegos»85 (F.J.):
« 2.E1 Abogado del Estado considera que la asunción por algunas Comunidades Autónomas,
entre ellas Cataluña, de la competencia exclusiva en materia de juego y apuestas está referida (art.
25.1 EAC), a los juegos y apuestas que se circunscriben al respectivo territorio y no comporta la
exclusión o el desapoderamiento del Estado respecto de las modalidades de lotería de ámbito
nacional por su condición de monopolio estatal con la configuración de sus rendimientos como
recursos ordinarios de sus Presupuestos, integrados, por consiguiente, en la Hacienda General
(art. 149.1.14 CE). Caracterización que no se altera en los supuestos de las loterías con fines espe-
ciales, como es el caso, entre otras, de la «Lotería Pro-Ciegos» cuya gestión y beneficios han sido
concedidos a la ONCE, entidad de Derecho Público que desarrolla su actividad en todo el terri-
torio del Estado, sometida a la tutela y al protectorado de éste y que explota aquel juego como
medio de financiar las actividades que la definen y justifican su existencia.
Asimismo, en defensa de la constitucionalidad de los preceptos impugnados aduce también
la competencia del Estado sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas
(art. 149.1.18 CE) y sobre las fundaciones y asociaciones de carácter benéfico-asistencial y ámbi-
to nacional (art. 9.24 EAC), dado que la ONCE es una entidad de Derecho Público que desarro -
lla su actividad en todo el territorio del Estado, sometida a la tutela y al protectorado de éste y
que explota aquel juego como medio de financiar las actividades que definen y justifican su exis-
tencia. En definitiva, tanto el hecho de que los rendimientos de la «Lotería Pro-Ciegos» son
ingresos públicos del Estado, como el relativo a la relación de instrumentalidad que dicha lote -
ría tiene respecto a todo el complejo de actividades de la ONCE son factores que, a su juicio,
determinan la titularidad competencial del Estado respecto a la citada organización y a la ges-
tión del «cupón pro-ciegos».
85 Vide F.R. CIRUGEDA, "Informe sobre la lotería española", Impuestos de la hacienda pública, 236,
(1963), p. 13, donde al hacer referencia a otros juegos y sorteos distintos de la lotería nacional afirma: «La
Asociación Nacional de Ciegos, gran institución que protege y educa a estos desvalidos, tiene autorizadas
en cada una de las provincias españolas, unos sorteos de pequeña cuantía, pero muy popularizados, con
extracción diaria. Su volumen en el último año ha sido de 1.500 millones de pesetas».
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5.2.
Esta materia no se encuadra dentro del título competencial de asistencia
social.
Tal y como ha establecido la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 171/1998
(Pleno), de 23 de julio (F.J.):
« 3. [...]. Respecto de lo segundo, la caracterización a efectos competenciales de las disposi-
ciones en conflicto se ha de realizar, según doctrina ya reiterada de este Tribunal, atendiendo a los
títulos de competencia de la Constitución y los Estatutos de Autonomía y teniendo presente, junto
a ello, tanto el carácter de las disposiciones y actos traídos al conflicto como el objetivo predomi-
nante de los mismos (SSTC 88/1986, fundamento jurídico 4.°; 87/1987, fundamento jurídico 2,° y
252/1988, fundamento jurídico 2.°, entre otras muchas). Basta con recordar esta doctrina para
descartar que la materia sobre la que recaen las normas aquí controvertidas pueda situarse en el
ámbito de la asistencia social, título citado por la representación de la Generalidad en el escrito de
planteamiento del primero de los conflictos de competencia, si bien es cierto que sin conferirle
carácter decisorio en cuanto a la atribución de la competencia controvertida. Dicho título (enun-
ciado, respectivamente, en los arts. 148.1.20 CE y 9.25 EAC) como ya ha tenido ocasión de seña-
lar este Tribunal, abarca una técnica de protección fuera del sistema de la Seguridad Social con
caracteres propios que la separan de otras afines o próximas a ella, dispensada por entes públicos
o por organismos dependientes de entes públicos cualquiera que éstos sean o también por entida-
des privadas, caso en el que los poderes públicos desempeñan sólo funciones de fomento o de con-
trol (SSTC 76/1986, fundamento jurídico 6.° y 146/1986, fundamento jurídico 2.° Es claro que los
preceptos objeto de los presentes conflictos no pretenden ni ordenar ni disponer regla alguna sobre
las actividades de asistencia o protección social encomendadas y dispensadas por la ONCE. En
cambio, las disposiciones que consideramos tienen por objeto y finalidad ciertos aspectos singu -
lares de las condiciones de gestión y explotación de un determinado sorteo con premios; por con -
siguiente, de los aducidos el título competencial relevante no sería sino, dentro de las perspecti -
vas de la promotora del conflicto (veremos si con alcance general) el relativo a la materia de juego
y apuestas. Y merece subrayarse que la Comunidad Autónoma promotora de la controversia no
sólo no cuestiona, sino que reconoce la competencia del Estado para proceder a la reordenación de
la ONCE y, por encontrarse sometida a su protectorado, establecer el nivel de tutela y los contro-
les que estime adecuados sobre sus actividades económicas y sociales, salvo en lo relativo a las
facultades de autorización y control administrativos de tas modificaciones en los sorteos del
«cupón pro-ciegos», que es lo que discute».
5.3.
E1 monopolio fiscal de la lotería, incluye todos los tipos de loterías.
Así lo ha establecido la STC 171/1998, de 23 de julio al determinar que al reservar al
Estado la competencia sobre el monopolio fiscal de la lotería, el título «no puede quedar
limitado a la específica denominación de Lotería Nacional como una de las modalidades
de la Lotería, sino a todo lo que ésta significa como monopolio históricamente definido
institucionalmente» (F.J.):
«8. Al reservar al Estado la competencia sobre el monopolio fiscal de la Lotería (art.
149.1.14.a CE), la STC 163/1994, fundamento jurídico 6.°, ya dejó dicho que el titulo «no puede
quedar limitado a la específica denominación de Lotería Nacional como una de las modalidades
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de la Lotería, sino a todo lo que ésta significa como monopolio históricamente definido institu -
cionalmente».
En consecuencia, el sorteo que nos ocupa, que tiene ámbito nacional, vendría a superpo -
nerse al de la Lotería en sus distintas modalidades y por ello ha de entenderse también den -
tro de la competencia estatal, pues si afecta al ámbito (y al posible rendimiento fiscal) del
monopolio sólo al titular de éste, que es el Estado, le corresponde autorizarlo.
Como dijimos en la STC 49/1995, «la Lotería Nacional, competencia del Estado, como com-
prendida en el título Hacienda General del art. 149.1.14 CE, no puede entenderse circunscrita a
los ingresos tributarios pues comprende también estos otros que organiza, genera y gestiona el
Estado mediante un Monopolio fiscal». Y en consecuencia, dicha sentencia, al proscribir un
impuesto autonómico que recaía sobre la participación en los sorteos de la Lotería del Estado, se
fundó sustancialmente en que «perjudica y limita la obtención del recurso en que la Lotería
Nacional consiste»; es decir, tomando como argumento esencial la concurrencia en los rendi-
mientos, que es justamente la razón justificativa de que el «cupón pro ciegos» se entienda inte-
grado en el ámbito del rendimiento general del monopolio y en consecuencia que le sean de apli-
cación las conclusiones de nuestras citadas sentencias respecto del fundamento de la competen-
cia del Estado en el Título del art. 149.1.14 de la Constitución para la autorización de un sorteo
de ámbito nacional como el del «cupón pro-ciegos». Y también que, como se dijo (SSTC
1.63/1.994, fundamento jurídico 8.°; y 164/1994, fundamento jurídico 4.°) la competencia asumi-
da en el Estatuto no excluye toda la que corresponde al Estado, sino que puede ejercerse de modo
concurrente con la de éste. [...]».
TV. £1 cupón pro-ciegos.
1. Concepto.
La primera vez que se empleó el nombre de cupón relacionado con loterías benéficas
para ciegos fue en 1933, cuando en Madrid surgió el cupón del chiquilín: rifa combinada
con cromos coleccionables en un álbum. Posteriormente, la Sociedad de Ciegos "La
Hispalense" de Sevilla, llamó a su lotería Cupón Pro-ciegos, nombre que luego pasó a
tener el de la ONCE86.
El 8 de mayo de 1939 se considera como el día en el que la ONCE celebró los primeros
sorteos del cupón pro-ciegos, pese a que muchas asociaciones que vendían rifas con anterio-
ridad, tras su incorporación a la nueva organización, continuaron haciéndolo hasta que termi-
naron sus existencias87. También debo señalar que en muchas partes de Levante, entre Valencia
86 Vide ONCE, Historia del cupón, ONCE, Madrid, 1987, sin paginar.
87 Ibídem. Respecto al precio del cupón señala: «Como indicamos anteriormente, el Cupón Pro-Ciegos,
entre 1939 y 1983, no varió su estructura, diseño, etc. Durante estos años tan sólo sufrió variaciones el pre-
cio:
· El Cupón se comenzó a vender a 10 céntimos.
· El 1 de septiembre de 1950 se elevó el precio a 20 céntimos.
· 5 años después, el 21 de septiembre de 1955, se establecía éste en 50 céntimos.
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y Almería, existe la tradición de dar a cada cifra de las dos últimas del cupón un nombre dife-
rente; así habitualmente, compradores y vendedores los denominaban por estos motes y no por
el número correspondiente. No se sabe cuando comenzó esta costumbre, pero, en todo caso,
es anterior a la creación de la ONCE, pues ya era utilizado en diferentes rifas surgidas en las
zonas levantinas88.
Tal y como establecía el Reglamento de la Organización Nacional de Ciegos, art. 14,
se ponía a la venta el denominado "cupón pro-ciegos", con carácter voluntario, como
forma exclusiva de ingresos para los afiliados a la misma.
El cupón prociegos es el documento contractual legalmente emitido en el que se estable -
cen recíprocamente las obligaciones de las partes, que consisten fundamentalmente en que el
cliente comprador del cupón pro-ciegos paga un precio cierto por el cupón unidad y la ONCE
se compromete a dar a cambio una cantidad de dinero, conforme a la escala de premios pre -
establecida, en función de un hecho incierto o aleatorio, consistente en la coincidencia total
o parcial y en el mismo orden de los números contenidos en el cupón, hecho aleatorio que se
despeja mediante el instrumento o la fórmula del sorteo celebrado con periodicidad diaria,
mensual, anual, etc89 90, y que supone el medio excepcional de ingresos autorizado y concedi -
do por el Gobierno en monopolio, de la Corporación de Derecho Público ONCE91.
· 1 peseta el 2 de enero de 1958.
· Justamente 6 años más tarde, en 1964, el Cupón comenzó a costar el doble, 2 pesetas.
· 5 pesetas a partir del 1 de octubre de 1969.
· En el año 76, el 2 de enero, el Cupón comenzó a venderse a 10 pesetas.
· 25 pesetas desde el 1 de mayo de 1979».
Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p 73, donde detalla la evolución del premio del
cupón y del premio de las dos últimas cifras (las cantidades que aparecen guardan también este orden):
«Del 8 de mayo de 1939 al 31 de agosto de 1950: 25 pts; 2,50 pts. Del 1 de septiembre de 1950 al 20 de
septiembre de 1955: 50 pts; 5 pts. Del 21 de septiembre de 1955 al 31 de diciembre de 1957: 125 pts; 12,50
pts. Del 2 de enero de 1958 al 31 de diciembre de 1963: 250 pts; 25 pts. Del 2 de enero de 1964 al 30 de
septiembre de 1969: 500 pts; 50 pts. Del 1 de octubre de 1969 hasta el 31 de diciembre de 1975: 1.250 pts;
125 pts. Del 2 de enero de 1976 al 30 de abril de 1979: 2.500 pts; 250 pts. Del 2 de mayo de 1979 al 31
de diciembre de 1983: 6.250 pts; 625 pts».
88 Vide Once, Historia del cupón, ONCE, Madrid, 1987, sin paginar. En este trabajo se relaciona el nom-
bre que el pueblo alicantino dio a los números: «1: El Galán; 2: El Sol; 3: El Niño; 4: La Cania; 5: La Punta;
6: El Corazón; 7: La Luna; 8: La Dama; 9: El Arpa; 10: La Rosa; 11: El Clavel; 12: La Talega; 13: El Verde;
14: Las Cerezas; 15: La Uva; 16: La Guitarra; 17: El Navio; 18: El Ramo; 19: San José; 20: España; 21:
Francia; 22: La Manzana; 23: El Melón; 24: La Galera; 25: El Cañón; 26: El pollo; 27: La Pajarita; 28:
Alicante; 29: Aragón; 30: El León; 31: El Caballo; 32: La Bomba; 33: La Torre; 34: El Pato; 35: El Infierno; 36:
La Ensalada; 37: La Espada y Daga; 38: El Perro; 39: El Toro; 40: La Campana; 41: El Negro; 42: La Estrella;
43: La Corona; 44: El Clarín; 45: El Tambor; 46: El Sombrero; 47: El Mundo; 48: La Negra; 49: La Breva; 50:
El Cartucho; 51: La Cabra; 52: El Tomate; 53: El Pimiento; 54: La Mala Noche; 55: Los Gallegos; 56: La
Lechuga; 57: La Zanahoria; 58: Los Limones; 59: El Canario; 60: La Abuela; 61: La Pipa; 62: El Piojoso; 63: La
Paella; 64: La Casa; 65: La Pelea; 66: Las Monjas; 67: El Fraile; 68: El Rosario; 69: La Mudanza; 70: El
Albaricoque; 71: El Maestro; 72: El Higo; 73: El Conejo; 74: La Escalera; 75: El Gato; 76: El Agua; 77: Las
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Se entiende por cupón emitido por terminal de punto de venta, aquel que se imprime
por un agente vendedor en el momento de efectuarse la transacción, utilizando un termi -
nal de punto de venta.
Banderas; 78: El Escarabajo; 79: El Marrano; 80: La Lavandera; 81: El Matrimonio; 82: El Orinal; 83: La Dama
y el Niño; 84: Casamiento; 85: La Palmera; 86: Mierda; 87: El Pescado; 88: Las Mamas; 89: La Gamba; 90: El
Abuelo; 91: El Borracho; 92: El Palomo; 93: La Revolución; 94: La Rata; 95: El Pavo; 96: La Explanada (Paseo
principal de Alicante, por lo cual en otras ciudades el 96 es el Parque, La Alameda, etc); 97: La Gallina; 98: El
Borrego; 99: La Agonía; 00: La Muerte».
89
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ,Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 113. Debo señalar, que
desde el 2 de enero de 1984, se estableció en la ONCE un único sorteo para todo el país. También debo
destacar que desde el día 5 de octubre de 1985, no se vende cupón de la ONCE en sábado.
90
Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial, Madrid,
2003, pp. 73-74, donde explica el brand wheel (rueda de marca) del cupón. Básicamente consiste en una meto-
dología que se aplica a los productos de gran consumo, porque permite conocer con detalle las imágenes y los
elementos afectivos que los consumidores asocian a los productos y a las marcas. De esta forma, se utiliza para
poder detectar diferencias, a veces muy sutiles, entre marcas y productos técnicamente muy parecidos sobre las
que sustentar un posicionamiento competitivo en el mercado. Lo habitual es no aplicar la brand wheel a servicios
o marcas del sector terciario (cupón), que no se desenvuelven en mercados tan despersonalizados y competitivos.
La "Brand Wheel" del cupón de la ONCE es la siguiente:
	
	PRIMARIOS
	SECUNDARIOS

	ATRIBUTOS
	Barata
Fácil de conseguir
Frecuente cotidiana
Popular
Conocida
Sencilla
	Gran presencia en medios
Poco tiempo entre apuestas y sorteo

	BENEFICIOS
	Cómoda/Fácil de jugar
	Me entero fácilmente del premio
Me entero enseguida del premio
Da para un capricho

	VALORES
	Ilusión diaria
	Me siento bien jugando
Contribuyo a una labor social

	PERSONALIDAD
DE MARCA
	Fiable/de confianza
Sociable
Amable
Amistoso
Modesto
Entrañable
	Optimista
Dinámico
Moderno
Con humor
Atractivo
Pacífico


Los datos fueron obtenidos de una conferencia ofrecida por la Dirección de Relaciones Públicas y
Publicidad de la ONCE, ofrecida en Madrid, en 1993.
91 Vide: Rafael de LORENZO GARCÍA, "La Organización Nacional de Ciegos Españoles: breve estudio
de una Organización singular", en AAVV, El sector no lucrativo en España, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 1993, pp. 270-274: «El cupón de la ONCE»; ASV, "Cupón de la ONCE falsificado", Diario El
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La finalidad esencial de esta modalidad de juego de azar es doble: procurar empleo y
atender las necesidades de los afiliados a la Corporación de Derecho Público creada a tal
efecto. Y a pesar de que se preveía su carácter residual, hoy es su recurso fundamental, tal
y como ha determinado la STC 171/1998 (Pleno), de 23 de julio (F.J.):
5. Tanto en la norma fundacional como en las que posteriormente han procedido a reor-
denar la estructura organizativa de la ONCE se ha atendido y se atiende de forma expresa a
los reclusos económicos de los que dispone la entidad en orden al cumplimiento de los fines
de interés público que se le encomiendan. Entre ellos, ya en el Reglamento de 1939 se con-
templaba el producto de la implantación y organización por la Sección de Trabajo del deno-
minado «cupón pro-ciegos», calificado como forma «excepcional y exclusiva» de ingresos
para los no videntes y, por consiguiente, como fuente de recursos de la ONCE, al que además
se confería un carácter residual, en cuanto actividad, ya que la venta del mencionado «cupón
pro-ciegos» se preveía que fuera ejercitada por los no videntes «imposibilitados de desempe-
ñar una profesión u oficio especial». Significativo de dicho aspecto resulta el que su implan-
tación y organización se le encomendara, de entre las secciones en las que se estructuraba la
ONCE, a la Sección de Trabajo, a quien correspondía la organización y el fomento del traba-
jo de los invidentes (art. 14 de la Orden del Ministerio de Gobernación de 28 de octubre de
1939). En idénticos términos, como recursos económicos de la entidad vinculados al cumplimien -
to de los fines que se le atribuyen, aparecen caracterizados en la posterior normativa por la que se
procede a reordenar la estructura organizativa de la ONCE los beneficios derivados de la explota -
ción en exclusiva de la venta del «cupón pro-ciegos» [arts. 3 del Real Decreto 1041/1981, de 22 de
mayo; 3, b) del Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo y 5 de los Estatutos].
Así pues, el denominado «cupón pro-ciegos» aparece estrechamente vinculado, tanto histórica-
mente como en la actualidad, a la decisión estatal de creación de la ONCE y al cumplimiento de los
fines de indudable interés público que tiene encomendados, en razón de los cuales se define hoy
aquélla como una Corporación de Derecho Público de carácter social, configurándose los rendi-
mientos de aquél como un recurso financiero de una determinada entidad en orden a la satisfacción
de los intereses públicos que ha de atender con su actividad respecto a un concreto colectivo de per-
sonas, los incapacitados visuales, con notables dificultades de integración, para los cuales la ONCE
ha de perseguir la consecución de su autonomía personal y plena integración en la sociedad (art. 2.1
del Real Decreto 358/1991). En otras palabras, la justificación de la concesión que históricamen -
te se ha mantenido, de la explotación del «cupón pro-ciegos», como fuente de recursos financieros
de la entidad, no reside sino en la necesidad de dotarle de los medios económicos suficientes para
el cumplimiento de los relevantes fines de indudable interés público que ha asumido desde su cre -
ación y asume en la actualidad. Medios económicos que arbitró el Estado mediante la autorización
de ese sorteo en lugar de asignar una consignación con cargo a su propio presupuesto, constituyen-
do así una fuente de ingresos de la ONCE que ha sido y sigue siendo el principal recurso financie -
ro de la entidad, soporte, por lo tanto, imprescindible e indispensable para el desempeño de las acti -
vidades que realiza tendentes a la satisfacción de los fines de interés público que tiene encomenda-
dos y que son su razón de ser y que hace posible el sostenimiento de aquellas actividades y la per-
vivencia de la propia entidad. Conservando además el mismo carácter de actividad de los inviden-
tes que presentaba en el momento de la constitución de la ONCE, constituyendo un medio singular
País (versión electrónica), 24-2-1988; EFE, "Detenido un español en la frontera portuguesa con 500.000
cupones falsos de la ONCE", Diario El País (versión electrónica), 24-9-1989.
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de trabajo reservado a aquéllos o a otras personas afectadas con minusvalías diferentes -más de
21.000 personas- para posibilitar su integración profesional y social.
El sorteo del cupón, también conocido tradicionalmente como «lotería de los ciegos», ha sido
y sigue siendo, pues, el medio económico indispensable y esencial para el logro por la
Corporación de los referidos fines. [...]».
2. Naturaleza jurídica.
Los cupones de la ONCE deben catalogarse como títulos al portador92, cuyo rendimien-
to tiene naturaleza de ingreso público y supone el medio económico suficiente para el cum-
plimiento de los relevantes fines de interés público que ha asumido desde su creación y
asume en la actualidad. Así lo ha establecido la STC 171/1998 (Pleno), de 23 de julio, Ar.
171, en el Fundamento Jurídico 2:
«[...]. Asimismo, en defensa de la constitucionalidad de los preceptos impugnados aduce también
la competencia del Estado sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas (art.
149.1.18 CE) y sobre las fundaciones y asociaciones de carácter benéfico-asistencial y ámbito nacio-
nal (art. 9.24 EAC), dado que la ONCE es una entidad de Derecho Público que desarrolla su acti -
vidad en todo el territorio del Estado, sometida a la tutela y al protectorado de éste y que explota
aquel juego como medio de financiar las actividades que definen y justifican su existencia. En defi-
nitiva, tanto el hecho de que los rendimientos de la «Lotería Pro-Ciegos» son ingresos públicos del
Estado, como el relativo a la relación de instrumentalidad que dicha lotería tiene respecto a todo el
complejo de actividades de la ONCE son factores que, a su juicio, determinan la titularidad compe -
tencial del Estado respecto a la citada organización y a la gestión del «cupón pro-ciegos».
Al igual que sucede con la lotería, este contrato manifiesta las características propias de
un contrato de adhesión, pues el comprador no tiene más alternativa que pasar por todas y
cada una de las condiciones o requisitos que se han establecido. Tales imposiciones se justi-
fican por la propia dinámica del juego, por las cautelas y las condiciones inherentes a la segu-
ridad jurídica propias de una actividad de esta naturaleza. Por todo ello, nunca se coloca al
cliente en situación de indefensión, sino todo lo contrario, pues resulta esencial garantizar sus
derechos con total transparencia.
92 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias núm. 532/1999 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 1a), de 29 de junio, Ar. 1868:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Se impugna por la recurrente la denegación presunta del recurso interpuesto contra la
Resolución de la ONCE de 12 de abril de 1996 por la que se le denegaba el pago de 2.500.000 pesetas
correspondientes al premio de un cupón del sorteo del día 30 de enero de dicha anualidad, fundándose
dicha impugnación en la manifestación de haber extraviado el cupón identificado con la serie 34 del núme-
ro 61.452 que había adquirido en el «Bar Baizán» de Gijón junto con otros amigos de una peña que dia-
riamente acude a dicho establecimiento, tal y como éstos pueden acreditar; señalando asimismo que sólo
después de iniciado el presente procedimiento pudo percatarse de que el citado cupón había sido abonado
en esta Delegación Territorial. Indicándose como fundamentación jurídica el Real Decreto 358/1991 de 15
marzo de 1991 y concordantes.
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3. Clasificación.
3.1. Reformas del cupón que han determinado la modificación del mismo.
3.1.1. La década de los 80 y los 90.
Exponer una clasificación respecto al cupón y las otras modalidades de juego explota-
das por la ONCE, implica hacer una breve referencia a las reformas que inicialmente afec-
taron al cupón, y después se extenderían a otras modalidades de juego. Se trata de un perio-
do de la historia de la ONCE que ha condicionado el devenir económico de la misma.
Desde su nacimiento mantiene una estructura general muy parecida en lo relativo a dis-
tribución de premios: se emitían series de mil números, siendo el premio mayor de 250
veces lo jugado. Su precio varió desde los diez céntimos iniciales a las 25 pesetas (desde
el 1 de mayo de 1979). El porcentaje a distribuir en premios era del 47,5% y los sorteos se
celebraban diariamente en cada Delegación Provincial y Comarcal.
La primera gran reforma se establece por la Circular n° 705, de 26 de mayo de 1983, y
tendrá efectos a partir del 1 de enero del año siguiente:
«El Consejo General de la ONCE en sesión ordinaria celebrada el 26 de mayo de 1983,
adoptó el acuerdo de poner en práctica la reforma del cupón, la cual es del tenor siguiente:
1 °. Encargar a la Dirección General que prepare todo lo necesario para poner en práctica
SEGUNDO.- La señora Letrada de la ONCE se opone a la demanda en base a las alegaciones siguientes:
1o) Los cupones de la ONCE se consideran títulos al portador y constituyen el único documento válido para
acreditar el premio sin que pueda sustituirse por ningún otro medio; 2o) El plazo hábil para cobrar el cupón
es de 30 días naturales, habiéndose presentado al cobro tres días antes de la fecha límite en la Agencia de
Pola de Siero y de ahí que en un primer momento se indicara al esposo de la recurrente que aún no había
sido abonado; 3o) Resulta irrelevante que en los cupones figure el número del DNI de los perceptores del
premio o que se cobren en un lugar u otro (artículo 13, circular 7/1991); 4o) No existe enriquecimiento
injusto para la recurrida al haber abonado el importe a quien lo presentó y entregó.
TERCERO.- Los cupones de la ONCE deben catalogarse como títulos al portador dada su similitud con los
billetes de la Lotería Nacional por lo que, en principio, resulta inexcusable su presentación para el cobro del pre-
mio, tal y como, por otra parte, establece el artículo 13 de la circular 7/1991, y si bien es cierto que el Tribunal
Supremo tiene en ocasiones declarado que dicho requisito de la presentación puede sustituirse por otros relevan-
tes medios de prueba que acrediten tanto la legitimidad posesoria del reclamante como la coincidencia absoluta
entre el número y fracción del billete premiado (Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de marzo de 1989, por
todas), ello será siempre sobre la base de que dicho título no haya sido abonado (Sentencia del Tribunal Supremo
de 11 de noviembre de 1994), tal y como aquí ha sucedido según se desprende del testimonio del cupón obrante
en el recurso en que aparece abonado en Siero en fecha 26 de febrero de 1996, circunstancia ésta que, en su caso,
podría dar lugar a que por la recurrente se ejercitaran las acciones correspondientes en la vía oportuna (incluso la
penal) mas en forma alguna motivar la anulación de la resolución recaída en vía administrativa que, por las razo-
nes apuntadas, ha de estimarse conforme a derecho, sin que se estime, por otra parte, necesaria la práctica para
mejor proveer de la testifical propuesta por la recurrente dado que el resultado de la misma nada podría influir en
el resultado del recurso, teniendo en cuenta los motivos en base a los que éste se desestima».
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una reforma en la estructura del cupón a partir del 1 de enero de 1984, con las siguientes
características:
a) Estructuración del cupón en series de 10.000 números, del 0 al 9.999.
b) El precio del cupón será de 50 pesetas por unidad.
c) El tamaño del cupón será, aproximadamente, el del doble del que se utiliza actualmen-
te en los sorteos diarios, de acuerdo con las características que permite la imprenta del cupón
y que se desarrollan en el informe del Delegado General, que aporta como número 1.
d) El reparto de premios seguirá siendo del 47,5 por ciento, de acuerdo con la relación
que se acompaña, como documento número 2.
e) La distribución del cupón a las diferentes Delegaciones Territoriales se hará, respe-
tando, en lo posible, las necesidades de numeración y de cantidad de cupones iguales.
f) El sorteo tendrá carácter nacional.
2o. La Delegación General realizará con carácter urgente, las gestiones necesarias ten-
dentes a asegurar la disponibilidad de un sistema de comunicación ágil para la transmisión
del número premiado a partir del mismo momento en que se implante la reforma.
3o. En cuanto al pago de premios que comporta este sorteo, se encarga a la Delegación
General la preparación de la infraestructura bancaria necesaria con el fin de descongestio-
nar lo más posible este servicio en esta Delegación.
4o. Dar a este Acuerdo el carácter de ejecutivo y urgente.
Para el cumplimiento y ejecución de dicho Acuerdo, esta Delegación General ha reali-
zado las gestiones pertinentes y promulgado la normativa a la que debe ajustarse el proce-
dimiento a seguir. Todo lo cual obra en poder de todas y cada una de las Delegaciones de
este Organismo, si bien se transcribe el precitado Acuerdo, a efectos de público conoci-
miento, reseñando por correo aparte se remite la normativa reguladora de dicho sorteo
nacional, en la que se recoge la distribución o reparto de premios, así como las demás cues-
tiones inherentes al mismo»93.
Esta primera reforma supuso la celebración de un único sorteo para todo el territorio
nacional, de lunes a sábado, y el aumento del número de cupones a la venta.
93 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia,Tomo V, o.c, p. 124, donde señala: «Los
sorteos extraordinarios del 13 de diciembre de 1981 y del 1 de enero de los años 1983 y 1984, más la refor-
ma del cupón implantada al día siguiente de este último, hechos consumados por la ONCE sin consultar -
los con el Gobierno y, por consiguiente, sin su autorización, enfadaron muchísimo al Ministro de
Economía y Hacienda, quien amonestó severamente a Don Antonio Vicente Mosquete, Presidente del
Consejo General de la Entidad, recordándole que el Organismo Tiflológico no podía realizar reforma algu-
na en la estructura y venta del cupón sin previa autorización del Gobierno, pero el señor Mosquete no cedió
a las presiones, porque comprobaba con gran satisfacción que en 1984 se facturaban con el cupón 104.000
millones de pesetas, frente a los 45.000 facturados en 1983».
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La segunda reforma, tuvo lugar el 4 de octubre de 1985, con ocasión de la negociación
del segundo convenio colectivo, lo que motivó el descanso laboral en sábado. Para compen-
sar se implantó los viernes un sorteo de carácter especial, el "supersorteo fin de semana".
La tercera reforma del cupón, tiene lugar a finales de 1987, y su mayor exponente
fue "El Cuponazo". Implicaba que las series fuesen de 100.000 números, el precio uni-
tario era de 100 pesetas, y se produce un importante incremento en los primeros pre-
mios, pasando la asignación de éstos del 47,5% al 52%.
La siguiente reforma tuvo lugar en mayo de 1991, que trató de implantar el abono
semanal94. A partir del 2 de mayo de 1996, se eleva el precio del cupón de 100 a 150
pesetas de lunes a jueves y se establece un premio de 3.800.000 pesetas y 100.000 pese-
tas para el número anterior y posterior al agraciado con el premio principal. Como
medida de impacto (en la fecha reseñada: 2 de mayo de 1996) la ONCE decide incor-
porar el premio de "El sueldazo" para 10 series consecutivas de anterior y 10 del pos-
terior, al premio mayor consistente en 250.000 pesetas y 24 mensualidades de 100.000
pesetas. Durante ocho meses cada primer viernes se dota al cupón con un premio de 200
millones de pesetas.
Progresivamente se incrementa la cantidad de emisión del cupón, el precio y se llega
a un porcentaje destinado a premios en un máximo del 55 por ciento de la emisión de
cada sorteo y se autoriza la posibilidad, además, de realizar hasta seis sorteos de carác-
ter extraordinario. En diciembre de 1999 se lanza el "Supercupón Fin de Semana", con
premios que impactan en el público al sobrepasar (suma global de todos los tipos de
premios) los 750 millones de pesetas cada domingo95.
3.1.2. La reforma de comienzos del siglo XXI.
El 15 de agosto de 2000 se celebra el primer sorteo extraordinario de esta etapa. El 5 de
enero de 2001 aplicó nuevos cambios al cupón. La primera reforma del siglo XXI va a venir
señalada en el cupón de los viernes, que sin modificar su precio de 250 pesetas, dobló la cuan-
tía del cuponazo a las cinco cifras y series de 250 a 500 millones96.
La Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE
de 24 de febrero, núm. 47), da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la
ONCE, reglamentación aprobada por el Consejo General de la Organización, que podrá ser
94 Vide AAVV, El sector no lucrativo en España, o.c, pp. 273-274.
95 Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, pp. 120-23.
96 Ibídem, p. 137.
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objeto de desarrollo en todos sus actos con plenas garantías de seguridad, transparencia y
publicidad. Dicho reglamento ha sido modificado parcialmente a través de la Resolución de la
Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, de 15 de abril de 2005
(BOE de 10 de mayo, núm. 111).
El Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de febrero de 200497, por el que se aprue-
ba el "Acuerdo General entre el Gobierno de la Nación y la Organización Nacional de
Ciegos Españoles (O.N.C.E.) en materia de cooperación, solidaridad y competitividad
para la estabilidad de futuro de la ONCE, para el período 2004-2011" determina entre
otras materias las condiciones generales del régimen de los sorteos del cupón y de otras
modalidades de juego explotadas por la ONCE, ordenando a su vez, su publicación en
el "Boletín Oficial del Estado", como garantía de los consumidores.
La cláusula 19.1 de dicho Acuerdo establece que el Consejo de Protectorado apro-
bará un nuevo documento sobre "procedimientos y criterios de control sobre las mate-
rias concernientes al cupón prociegos y otras modalidades de juego autorizadas a la
ONCE" que sustituya al aprobado en sesión de 29 de febrero de 2000, con el fin de
adaptarlo a las novedades introducidas en el nuevo Acuerdo General.
La Disposición Transitoria del Acuerdo de 27 de febrero de 2004 establece que, en tanto
no se apruebe el nuevo documento, siguen vigentes los procedimientos y criterios de con-
trol sobre las materias relativas al cupón y otras modalidades de juego autorizadas a la
ONCE aprobadas en sesión de 29 de febrero de 2000.
En cumplimiento de los dispuesto en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de febre-
ro de 2004, así como en los procedimientos y criterios de control sobre las materias relativas
al cupón, la Comisión Permanente del Consejo de Protectorado en reunión de 15 de octubre
de 2004 ha verificado que la propuesta de la ONCE se ajusta a los términos del citado Acuerdo.
Especial incidencia ha tenido la aprobación del Real Decreto 1359/2005, de 18
de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo,
por el que se reordena la ONCE, al añadir un nuevo apartado 4 en el artículo 7,
con la siguiente redacción: «La ONCE explotará una modalidad de lotería, de
ámbito nacional, denominada lotería instantánea o presorteada, en los términos,
condiciones, alcance y plazos previstos en el Real Decreto 1336/2005, de 11 de
97 Vide Resolución de 15 de octubre de 2004, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y
Discapacidad, por la que se da publicidad al programa de sorteos de los juegos del cupón y de "El Combo" autori-
zado a la ONCE, para el cuarto trimestre del año 2004 (BOE de 22 de octubre, núm. 255). Vide Resolución de 15 de
julio de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modi-
ficación de determinados aspectos del Reglamento regulador de "El Combo" de la ONCE (BOE de 10 de agosto,
núm. 190).
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noviembre, por el que se autoriza a la Organización Nacional de Ciegos Españoles la
explotación de una lotería instantánea o presorteada».
Lo cierto es que la ONCE mantiene una actitud tremendamente innovadora que se ha
materializado a lo largo de toda su trayectoria98. Su consecuencia más inmediata ha sido la
elaboración de alternativas que permitan un mayor grado de inserción en esta actividad.
3.2. Lotería instantánea o presorteada y lotería condicionada a la realización del sorteo.
La lotería instantánea o presorteada consiste en la posibilidad de obtención de un pre-
mio establecido en el programa correspondiente, o definido o representado en la tarjeta,
boleto o cualquier otro soporte electrónico o telemático empleado para su difusión y que
es invisible para el jugador hasta que proceda a su revelado o apertura, a través de los
medios previstos en cada producto".
98 Vide diario El País de 13 de diciembre de 2002, "La ONCE subirá el cupón un 50% y hará dos nuevos sorte-
os al mes": «La ONCE anunció ayer que, a partir del 2 de enero, el cupón diario costará 1,5 euros, lo que supo-
ne un aumento del precio del 50%. La subida irá acompañada de dos nuevos sorteos (viernes especial del mes y
domingo especial del mes, a 2,5 euros) y de mayores premios. De lunes a viernes, el premio a las cinco cifras y
serie pasa de 100.000 a 300.000 euros. [...]. Con los nuevos sorteos mensuales y la nueva estructura de premios
[...], la ONCE trata de mantener el tipo en un sistema de juego como el cupón, de tipo pasivo, que muestra una
tendencia descendente en ventas, según admitió ayer el director general de la ONCE, Miguel Carballeda.
De hecho, pese al aumento en el precio del cupón diario en 2003, la organización que preside José María
Arroyo, sólo prevé en 2003 "igualar" las ventas registradas en 2001, hasta situarlas en 2.475,89 millones
de euros. En 2002 (ejercicio aún por cerrar), según Carballeda, la ONCE logró mantener el número de
clientes, pero los ingresos por venta del cupón cayeron un 3%. La ONCE proyecta lanzar nuevos juegos
en un futuro. Según Carballeda, la organización estaría en disposición de lanzar un nuevo producto, "más
activo", en enero de 2004, aunque no es una decisión tomada.
Lo que sí seguirá creciendo el próximo año es el beneficio bruto del grupo (ONCE y Corporación empre-
sarial), que se situará en 52 millones de euros frente a los 46 millones previstos en el presente ejercicio y
los 30 millones obtenidos en 2001. [...].
Para el próximo año, la ONCE, bajo supervisión de la Administración, que forma parte del Consejo de
Protectorado de la organización, ha elaborado un presupuesto equilibrado de 2.675 millones de euros, con la princi-
pal partida de gastos (1.202,87 millones de euros) dedicada al pago de premios. A gastos de personal (la ONCE tiene
63.296 afiliados y 59.147 empleados, de los cuales un 60% son discapacitados) la ONCE dedicará el próximo ejercicio
1.018 millones de euros. Los directivos de la organización de ciegos destacaron en conferencia de prensa que los com-
promisos asumidos en el año 1999 para crear hasta el ejercicio 2008, 20.000 empleos, se han cumplido en un 93%, ya
que hasta la fecha, se han creado 18.548 nuevos empleos netos en la ONCE. La educación y el deporte serán, también
objetivos prioritarios en 2003».
99 Vide Real Decreto 1336/2005, de 11 de noviembre, por el que se autoriza a la Organización Nacional
de Ciegos Españoles la explotación de la lotería instantánea o presorteada (BOE de 22 de noviembre, núm.
279): «La Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE), corporación d derecho público de carác-
ter social, ha desempeñado a lo largo de sus más de 60 años de historia una labor trascendental en la inte-
gración y autonomía personal de los ciegos españoles, que con el transcurso de los años se ha ido exten-
diendo paulatinamente, sobre la base del principio de la solidaridad, a otras personas discapacitadas, por
medio de la Fundación ONCE, todo ello dentro de un marco de colaboración con la Administración
General del Estado.
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Mientras que la fórmula tradicional implica esperar hasta la realización del sorteo
previamente anunciado para saber si el boleto en nuestro poder ha sido premiado.
3.3.
Tipos de soporte para el cupón: el cupón preimpreso y el cupón emitido por
terminal de punto de venta.
La comercialización del cupón podrá efectuarse mediante dos tipos de soporte: cupo-
nes preimpresos y cupones emitidos por terminales de punto de venta.
Los terminales de punto de venta son los terminales móviles facilitados a los vendedo-
res de la ONCE, adaptados para su utilización por personas invidentes o con otro tipo de
discapacidades.
3.4.
Formas de comercialización del cupón preimpreso: cupones de un único sorteo
y cupones de varios sorteos, también denominados abono semanal.
La comercialización se podrá realizar utilizando dos tipos de producto: cupón que represen-
ta participación en un único sorteo y cupón representativo de participaciones en varios sorteos.
3.5.
Formas de comercialización del cupón emitido por terminal de punto de
venta.
Serán las siguientes: el cupón para un solo sorteo, el cupón que podrá contener la par-
ticipación en varios sorteos de los que se celebren en el período máximo de siete días natu-
rales, y el cupón denominado Abono Semanal.
Para la consecución de estos fines, la ONCE ha contado tradicionalmente con los ingresos que le ha repor-
tado la comercialización del cupón "prociegos", ingresos que se han dedicado a atender los compromisos
sociales de la organización para conseguir el bienestar la integración social, de sus afiliados y cumplir el
citado compromiso de solidaridad adquirido con otros discapacitados, y que se ha destinado a crear, man-
tener y mejorar la calidad de los puestos de trabajo y para impulsar la formación de estas personas.
La actual evolución de los juegos en España hace preciso dotar a la ONCE de nuevos instrumentos para
que esta organización pueda continuar disponiendo de los medios necesarios para el cumplimiento de sus
objetivos y fines sociales.
A fin de atender los mencionados compromisos, se entiende necesario que la ONCE comercialice una
nueva modalidad de lotería, de ámbito nacional, que satisfaga las preferencias de aquellos jugadores que
demandan una lotería de "premio inmediato" o "instantáneo".
En suma, las razones expuestas de preservar tanto la labor social llevada a cabo por la ONCE como la esta-
bilidad en el empleo de las personas que comercializan los juegos que tiene concedidos, unidas a las cir-
cunstancias de carácter comercial señaladas, justifican la autorización de la gestión de una lotería "instan-
tánea" o "presorteada" por la ONCE, en todo el territorio nacional y por medio de los vendedores integra-
dos en su plantilla de trabajadores».
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3.6. Modalidades de comercialización: tipología de juegos100,
3.6.1. Sorteo del cupón de lunes a jueves101.
100 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003, importancia relativa de los productos
ONCE:
	Cupón de lunes a viernes
	49%

	Cuponazo de viernes
	38%

	Supercupón fin de semana
	10%

	Extraordinario
	3%


Vide ONCE, "¿A qué les gusta jugar?, Punto de Venía, 40, (2004), p. 14: «El cupón diario tiene una alta
tasa de clientes que juegan una o menos veces por semana y cada vez que lo hacen compran un solo cupón.
El número de personas que asegura comprar el cupón diario es de aproximadamente nueve millones y
medio pero, alrededor de seis millones de jugadores compran con esta frecuencia baja. Los jugadores que
compran un día a la semana y cuando lo hacen sólo juegan un cupón diario, es de cinco millones ochocien-
tos mil.
La mitad de los jugadores del cuponazo de viernes, que ascienden a 8.200.000 personas, compran todos o
casi todos los viernes del mes, y algo más de 4.000.000 de jugadores lo hacen con una intensidad alta. Se
acercan a los puntos de venta (sea para adquirir la cantidad que sea) todos los sorteos de viernes o aunque
no jueguen con tanta frecuencia, cuando lo compran, adquieren más de tres cupones.
El supercupón fin de semana tiene una base de jugadores habituales de un millón y medio, curiosamente
cantidad similar que representan el número de jugadores esporádico de este producto.
La base de jugadores del bonocupón es de, aproximadamente, 350.000 personas, lo que representa un 1,2%
en el total de jugadores de algún producto de lotería, y el público habitual y comprador frecuente del Bono
viene a ser de 150.000 jugadores».
En la p. 16 precisa: «¿Qué día de la semana es el preferido?. Referente a los días de la semana en los que
se suele comprar, el día del sorteo está muy relacionado con el momento de compra. El Cupón Diario en
los cuatro días de lunes a jueves concentra su volumen de venta, destacando el miércoles como la jomada
en el que más se compra. Los jugadores del Cuponazo adquieren, casi en su totalidad, entre el jueves y el
viernes, un 22% y un 62% respectivamente, mientras que el Súper Cupón Fin de Semana lo hace un 41%
el viernes y un 32% entre el sábado y el domingo. En general el jueves es el día en el que más juegos y
loterías se consumen, al coincidir varios sorteos y existir la proximidad de otros, como son el Cupón
Diario, el Cuponazo de Viernes, la Lotería de Jueves, la Primitiva de Jueves y Sábado y el Euromillones».
101 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de
febrero, núm. 47), por el que se da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE,
apéndice 1: Normas del sorteo de lunes a jueves.
Vide ONCE, "¿A qué les gusta jugar?", Punto de Venta, 40, (2004), p. 15: «¿Qué perfil tienen los clientes
del cupón diario?. Si se tiene en cuenta el sexo y edad en los jugadores que podríamos denominar ocasio-
nales (aquellos que juegan una vez o menos a la semana), comprobamos que el 53% son mujeres y aun-
que los tramos de edad comprendidos entre 25 y 65 años representa un porcentaje de un 15% en cada uno,
el público mayor de 65 años tiene un peso definitorio en este perfil de un 22%. Para sintetizar, el perfil del
jugador ocasional del cupón diario es mayoritariamente una mujer y un público mayor de 65 años. En cam-
bio, el perfil del jugador de frecuencia alta y media es casi diez puntos por encima, el número de hombres
que de mujeres, y un 60% son mayores de 4 años. Con todo, hay una base de clientes de unos 3.500.000
que, o bien compran todos los días un cupón, o bien, aunque jueguen menos días a la semana, compran dos
o más cupones».
En la p. 17 precisa: «¿Conoce nuestro público los premios del cupón y su precio?. El conocimiento que tie-
nen los jugadores del precio y premios del cupón difiere según productos: el precio exacto del Cupón
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Se determina por parte del Consejo de Protectorado la cantidad máxima de emisión por
sorteo, la cantidad destinada a premios, la distribución de premios por emisión y el precio
del cupón.
Durante el año 2003, las ventas del cupón de lunes a jueves han sido de 1.111 millones
de euros, creciendo con respecto al año anterior el 5,6%. La reforma del producto llevada
a cabo, se ha basado fundamentalmente en una subida del premio a las cinco cifras y en la
introducción de un gran premio a las cinco cifras más la serie, acompañada de una subida
del precio unitario.
Los ingresos derivados de la venta del cupón de lunes a jueves han supuesto durante el
año 2003 el 48,3% de las ventas totales. Su cuota de mercado en el sector de juego públi-
co ha sido del 10,5%102.
3.6.2. Sorteo del cupón de los viernes, con un premio especial a un sólo cupón de
6.000.000 de euros103.
Otra reforma de gran calado fue la que posibilitó ofrecer un cupón los viernes para
reducir la semana laboral de los vendedores a cinco días y que se comunica mediante la
Circular n° 45 de 4 de septiembre de 1985:
«En virtud del Acuerdo del Consejo General de la ONCE, adoptado en las sesiones del 10 de
abril y 31 de mayo de 1985, los sorteos ordinarios del cupón pro-ciegos experimentarán diferente
configuración todos aquellos cuya celebración coincida en viernes, a partir del 4 de octubre, inclu-
sive, de 1985; razón por la que, a fin de desarrollar convenientemente en el marco de las normas
reguladoras de la materia la puesta a la venta de los cupones correspondientes a dichos sorteos, esta
Delegación General estima oportuno cursar las instrucciones e informaciones siguientes:
1o. En base al carácter ordinario que reviste el sorteo del cupón en viernes, los cupones corres-
pondientes se pondrán a la venta a partir de la celebración del sorteo inmediato anterior.
2o. Las comisiones a obtener por los vendedores lo serán en igual cuantía que las obtenidas
en los restantes sorteos ordinarios, teniendo derecho a percibir el 25 por ciento de comisión por
la venta de 140 cupones en cada sorteo con valor facial de 100 pesetas unidad y el 15 por ciento
por todos aquéllos que expensan sobre los 140 antes citados. [...]».
Diario lo manifestaron casi un 58% de los consumidores de este cupón, frente al 41% que lo acertaron en
el caso del Cuponazo, reconociendo no saber el precio del producto del viernes hasta un 39%. El importe
del Supercupón Fin de Semana lo desconoce un 62,6%. Si hablamos de los premios, tenemos que en el
caso del Cupón Diario lo desconocen hasta un 79%, un 82,8% en el caso del Cuponazo y hasta un 90,5%
el Supercupón Fin de Semana».
102 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
103 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), por el que se da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, apéndice 2:
Normas del sorteo de viernes, que ha sido modificado por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría
de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados
aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE (BOE de 10 de mayo, núm. 111).
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Por parte del Consejo de Protectorado se determina la cantidad máxima de emisión por sor-
teo, la cantidad destinada a premios, la distribución de premios por emisión y el precio del cupón.
Durante el año 2003, las ventas del cuponazo de viernes han sido de 884,5 millones de
euros, descendiendo con respecto al año anterior el 7,8%. La introducción de un sorteo de
viernes especial el primer viernes de cada mes desde comienzos del año no obtuvo los
resultados esperados, motivo por el cual se optó en octubre por realizar una reforma de pro-
ducto para todos los viernes del mes que si ha alcanzado un resultado más satisfactorio104.
El cuponazo del viernes ha obtenido unas ventas que representan el 38,5% de los ingre-
sos del cupón y el 8,4% de las ventas del sector de juego público.
3.6.3. Sorteo del cupón de "Fin de Semana"105.
La Comisión Permanente del Consejo General de la Organización Nacional de Ciegos,
en el ejercicio de las facultades que le corresponden en virtud del Acuerdo General entre el
Gobierno de la Nación y la ONCE en materia de cooperación, solidaridad y competitividad
para la estabilidad de futuro de la ONCE, y en virtud de lo establecido en el artículo 7.3 del
Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de
julio, tomó el Acuerdo de fecha 25 de septiembre de 2003, que suprimió el sorteo de primer
fin de semana inmediato siguiente al primer viernes de cada mes y su sustitución por el pro-
ducto denominado "Sorteo de Fin de Semana", a partir del 1 de enero de 2004.
Mediante dicho Acuerdo, la Organización simplifica y unifica los sorteos de fin de
semana existentes hasta ese momento: "Fin de semana" y "Fin de semana inmediato
siguiente al primer viernes de mes", que pasan a denominarse "Sorteos de Fin de Semana",
a partir de la fecha indicada.
De conformidad con los términos del mencionado Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de
marzo de 1999, con las facultades del Consejo de Protectorado de la ONCE previstas en el art.
8.3.d) del Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999,
de 9 de julio, y con el Acuerdo del Consejo de Protectorado de la ONCE de 29 de febrero de
2000 sobre procedimientos y criterios de control de las modalidades de juegos autorizadas a esa
Entidad, y previa verificación de la Comisión Permanente del Consejo de Protectorado, realiza-
da en su reunión de 13 de octubre de 2003, se procedió a dar publicidad, como garantía de los
104 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
105 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), por el que se da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, apéndice 3:
Normas del sorteo de fin de semana, que ha sido modificado por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la
Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de deter-
minados aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE (BOE de 10 de mayo, núm. 111).
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derechos de los consumidores, a la nueva estructura de los sorteos de fin de semana del cupón
de la ONCE, con efectos de 1 de enero de 2004, mediante la Resolución de la Secretaría General
de Asuntos Sociales de 13 de octubre de 2003 (BOE de 18 de noviembre, núm. 276).
La determinación que efectúa el Consejo de Protectorado es idéntica a la expresada en
el apartado anterior.
Las ventas del supercupón de fin de semana durante el año 2003 han sido de 234,2
millones de euros, manteniéndose de esta forma la tendencia de estabilidad de años ante-
riores. Su crecimiento con respecto al año anterior ha sido del 1,1%, representando sus
ventas el 10,2% de los ingresos del cupón106.
3.6.4.
Abono semanal: bono-cupón107.
La forma de comercialización denominada "Abono Semanal" consiste en un cupón,
preimpreso o emitido por terminal de punto de venta, válido para todos los sorteos de
carácter periódico que se celebren durante un período de siete días naturales.
El título representativo del abono semanal será un documento que contendrá un único
número y su serie, figurando las fechas de los sorteos para los cuales es válido, así como
el precio total del cupón.
El "Abono semanal" es un producto que se extiende única y exclusivamente a una
semana; por tanto, la ONCE no garantiza, en ningún caso, la continuidad de la numeración
destinada a este producto durante períodos superiores a la semana, la disponibilidad conti-
nuada de ningún número, así como tampoco su suministro periódico al mismo agente-ven-
dedor. El Abono Semanal adopta como nombre comercial: "Bono-cupón".
3.6.5.
Sorteo de "El Combo"108.
106 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
107 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), por el que se da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, apéndice 4:
Normas del abono semanal, que ha sido modificado por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de
Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados
aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE (BOE de 10 de mayo, núm. 111).
108 Vide diario El País de 16 de octubre de 2004, "La ONCE estrena un juego para los sábados": «La
Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) pone a la venta este fin de semana El Combo, un juego
activo cuyo primer sorteo se realizará el sábado 23 de octubre, único día de la semana en el que hasta ahora no
había un juego de la ONCE. El juego, resultado del acuerdo firmado en febrero entre el Gobierno y la ONCE,
está formado por siete bolas: seis agrupadas en forma de triángulo y una adicional, denominada Combola. Hay
que seleccionar un número del 0 al 9 para cada una de las seis bolas del triángulo y uno o más números del 1 al
11 para la Combola. Se pueden realizar apuestas múltiples. El juego costará un euro y se destinará a premios el
50%. La previsión de ingresos es de cuatro millones por sorteo».
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A. La Resolución de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y
Discapacidad de 29 de junio de 2004.
La Resolución de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad
de 29 de junio de 2004 (BOE de 11 de agosto, núm. 193)109 dispuso la publicación del regla-
mento regulador del nuevo juego activo de la Organización Nacional de Ciegos Españoles,
denominado "El Combo", cuya justificación es la siguiente:
«El actual marco de ordenación de las actuaciones de la ONCE en materia de juego se
encuentra regulado [...].
Conforme al mismo, el Consejo General de la ONCE está facultado para iniciar el desarrollo de
nuevas modalidades de juego, de naturaleza activa o pasiva distinta del cupón, como instrumentos
que permitan asegurar la competitividad en el mercado y poder alcanzar el volumen máximo de
ventas autorizado a la Organización, con el objetivo de asegurar su estabilidad institucional y el
cumplimiento de sus obligaciones sociales y económicas, presentes y futuras.
Asimismo, corresponde al Consejo de Protectorado de la ONCE verificar, con carácter pre-
vio a su explotación comercial, que las condiciones de las modalidades de juego concedidas y
autorizadas a la ONCE se ajustan a los términos establecidos en el mencionado marco de orde-
nación de los juegos de azar autorizados a la ONCE, ordenando su publicación como garantía de
los consumidores.
En cumplimiento de las anteriores previsiones, el Consejo General de la ONCE ha
adoptado acuerdo de fecha 6 de mayo de 2004 sobre: «Aprobación de un nuevo juego acti-
vo denominado "El Combo", y su Reglamento», que ha sido verificado por el Consejo de
Protectorado de la ONCE en su reunión ordinaria de 29 de junio de 2004. [...]».
Y en cuyo preámbulo se precisa:
«[...]. La comercialización del juego se realizará mediante boletos preimpresos y boletos
emitidos por terminales de punto de venta o mediante la utilización de todos aquellos sopor-
tes informáticos, tecnológicos o de comunicación que existan o que puedan existir en el mer-
cado, que presten una garantía plena a los consumidores y a la protección de los menores de
edad, de acuerdo con la legislación vigente. Para la introducción de estos nuevos soportes se
aprobará, en su momento, una modificación en el presente Reglamento, en el que se conten-
drá la regulación de los nuevos aspectos necesarios para su implantación plena. [...]».
En este sorteo se destina a premios el cincuenta por ciento de la recaudación de cada
uno de los sorteos. Existen dos tipos de premio: premio de cuantía fija y premios de
cuantía variable. Ninguno de los premios, excepto el bote, será acumulativo, debiendo
abonar la ONCE al concursante el importe del premio superior que resulte del boleto.
El precio de los boletos será de un euro por apuesta en un boleto, en el caso de apues-
tas múltiples, el precio del boleto será de un euro por cada uno de los números que el
concursante haya elegido para la bola adicional.
109 Vide Resolución de 15 de julio de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y
Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador de
"El Combo" de la ONCE (BOE de 10 de agosto, núm. 190).
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B. Reglamento regulador del juego activo denominado "El Combo".
Tal y como establece el art. 7 del Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado
por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio, y por el Real Decreto 1359/2005, de 18 de
noviembre, el Consejo General de la ONCE puede adoptar, dentro del marco establecido
en el vigente Acuerdo con el Gobierno de la Nación, cuantas actuaciones sean precisas en
materia de régimen de sorteos de juego.
Así el Consejo General, tras analizar la situación del juego El Combo y las posibilida-
des que brinda el citado Acuerdo General, en su sesión ordinaria del 28 de junio de 2005
adoptó el acuerdo 5/2005-3.8 "Modificación del Reglamento Regulador del juego activo
denominado El Combo", mediante el cual se modifican las categorías de los premios y se
adaptan los procedimientos para el cálculo del escrutinio a las nuevas categorías.
La venta de los boletos de El Combo sujetos a este nuevo reglamento se inició el 25 de
septiembre de 2005, celebrándose el primer sorteo el 1 de octubre. El sorteo tiene carácter
periódico y semanal, celebrándose un único sorteo todos los sábados del mes, vendiéndo-
se por todos los agentes vendedores de la ONCE.
Podrán existir dos sistemas de admisión o validación de apuestas para "El Combo": la
adquisición d un boleto preimpreso y la emisión de un boleto mediante el sistema de vali-
dación informática que podrá realizarse en los lugares y en la forma establecida reglamen-
tariamente.
Las categorías de premios son las siguientes:
Categoría 1a. Pleno más combola: se aciertan los números asignados en el sorteo de las
seis bolas del triángulo, colocadas en su orden, y el número asignado en el sorteo a la bola
adicional.
Categoría 2a. Pleno: se aciertan los números asignados en el sorteo a las seis bolas del
triángulo, colocadas en su orden.
Categoría 3a. Triple: se aciertan los números asignados en el sorteo a las tres bolas de
la fila base del triángulo, colocadas en su orden.
Categoría 4a. Doble: se aciertan los números asignados en el sorteo a las dos bolas de
la fila del centro del triángulo, colocadas en su orden.
Categoría 5a. Reintegro: se acierta el número asignado en el sorteo a la bola colocada
en el vértice del triángulo.
Categoría 6a. Combola: se acierta el número asignado en el sorteo a la bola adicional.
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3.6.6.
Sorteo extraordinario110.
Se celebrará uno por trimestre. Durante el año 2003 se celebraron dos sorteos extraor-
dinarios frente a los cuatro sorteos del año anterior, obteniéndose una recaudación bruta
global de 69,7 millones de euros que supuso un descenso del 50,5%.
Los sorteos celebrados fueron los siguientes:
· El sorteo extraordinario del 22 de junio de 2003 que, con un precio unitario de 3 euros
y un premio mayor de 4 millones de euros en efectivo más 100.000 euros año durante 25
años, obtuvo una recaudación bruta de 14,8 millones de euros.
· El sorteo extraordinario de verano del 16 de agosto de 2003 que con un precio unita-
rio de 5 euros y un premio mayor de 14 millones de euros, obtuvo una recaudación bruta
de 55 millones de euros.
3.6.7.
Lotería instantánea o presorteada.
En virtud de lo establecido en el Real Decreto 1336/2005, de 11 de noviembre, por el
que se autoriza a la ONCE la explotación de una lotería instantánea o presorteada, se adi-
ciona una nueva fórmula cuya autorización tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de
2011, sin perjuicio en su caso, de las ulteriores prórrogas que establezca el Consejo de
Ministros.
El Consejo General de la ONCE podrá fijar el precio de cada tarjeta, boleto o soporte uni-
tario, teniendo en cuenta que su precio máximo autorizado de venta será el del límite estable-
cido en cada momento para el cupón que comercializa la ONCE.
El programa de cada emisión preverá una cantidad para premios que no podrá ser infe-
rior al 45 por ciento ni superior al 65 por ciento del valor de la emisión.
El volumen máximo de ventas y de emisión anual será de 600 y 750 millones de euros,
respectivamente para el año 2006. Ambos importes se incrementarán anualmente en fun-
ción de la variación del índice de precios de consumo real del año anterior, incrementado
en tres puntos.
El reglamento regulador del sorteo de lotería instantánea que recoja el diseño o formato
de este juego, la emisión del número de series y billetes o ejemplares que la componen, su
precio, el programa y forma de pago de los premios y el sistema de revelado, descubierto o
apertura de aquéllos, una vez que el Consejo de Protectorado de la ONCE ha verificado que
se ajusta a lo dispuesto en este real decreto y a los procedimientos y criterios de control apli-
cables, se publicará en el BOE como garantía de los consumidores.
110 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
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3.6.8. Los que puedan autorizarse en el futuro.
Tal y como dispone el reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, Anexo,
Preámbulo (Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de
2004, BOE de 24 de febrero de 2004, núm. 47):
«El cupón puede comercializarse en las modalidades presentes: de lunes a jueves, de viernes,
de fin de semana y sorteos extraordinarios, más las que, en el futuro, pudiera autorizar el Consejo
General de la ONCE111, conforme a la normativa antes señalada y previos los trámites precepti-
vos que las indicados normas establecen».
En todo caso debo destacar, que teniendo en cuenta la totalidad de los productos comer-
cializados, durante el año 2003, las Comunidades Autónomas que obtuvieron un mejor
comportamiento fueron: Galicia (0,3%) y La Rioja (-0,1%). Las de peor comportamiento
fueron: Cantabria (-8,9%) y Castilla y León (-6,4%).
El gasto por habitante y año en el cupón de la ONCE ha sido de 53,8 euros, siendo una vez
más las Comunidades Autónomas de Baleares (86,4 euros) y Murcia (83,8) las que alcanzaron
la cifra mayor y Galicia (29,2) y Aragón (31,3) las de menor importe112.
4. Elementos.
Sus elementos se determinan en el reglamento regulador del sorteo del cupón de la
ONCE publicado mediante Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30
de enero de 2004 (BOE de 24 de febrero, núm. 47).
4.1. E1 documento o título.
4.1.1. Tipo de soporte y formas de comercialización.
Me remito a lo expuesto en el apartado clasificación, donde doy cuenta de la exis-
tencia de distintos tipos de soporte para el cupón, y de las distintas formas de comer-
111 Vide ONCE, "La ONCE comercializará en exclusiva una lotería instantanea a partir de 2006", Perfiles
(Versión electrónica), 211, (2005): «Contamos con los mejores vendedores del mundo que van a explotar, por pri-
mera vez en España, un juego instantáneo que ya funciona perfectamente en muchos países de Europa. [...]. La
medida desbloquea las negociaciones que los responsables de la organización de ciegos venían manteniendo
desde hace meses con representantes del Gobierno que tiene capacidad decisoria en el Protectorado, con vistas a
mejorar sus resultados en materia de juego, dado el descenso experimentado por las ventos del cupón y la nece-
sidad de generar nuevos recursos que garanticen el cumplimiento de sus fines sociales.
El acuerdo del Consejo de Protectorado regula también el procedimiento de subvención a la ONCE por
parte del Ministerio de Hacienda, caso de no cumplirse los objetivos de venta marcados en cada ejercicio.
Ambas medidas estaban contempladas en el Acuerdo General firmado con el Gobierno en febrero de 2004,
que tiene vigencia hasta el ejercicio 2011. [...]».
112 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
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cialización del cupón preimpreso y del cupón emitido por terminal de punto de venta.
4.1.2. Contenido de la impresión113.
A.
Anverso114.
El cupón deberá llevar impreso en su anverso, como mínimo: numeración, serie o
series, precio y fecha del sorteo.
B.
Reverso115.
En el reverso del cupón deberá llevar impreso la relación de los premios, así
como un extracto de los artículos del reglamento de mayor interés para el jugador,
excepto en aquellos formatos, que por razones de espacio, o por englobar varios sor-
teos no sea posible detallar las diferentes estructuras de premios. En este supuesto
se hará referencia al reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización
Nacional de Ciegos Españoles, que las contiene, y a los lugares físicos y electróni-
cos donde puede obtenerse dicho reglamento. En el reverso del cupón también se
indicará que los programas de los sorteos se publican en el BOE.
C.
Cupones emitidos por terminal de punto de venta116.
113 Vide Real Decreto 3389/1981, de 29 de diciembre, Ministerio de Hacienda (BOE de 27 de enero, núm. 23),
características de los billetes de la lotería nacional, art. 1: «El párrafo 3o del artículo 7º de la Instrucción General
de Loterías queda redactado como sigue: "Las fracciones de los billetes de la Lotería nacional habrán de llevar
impresos, como mínimo, los siguientes detalles: A) En el anverso; numeración, serie, número de fracción, precio,
fecha de celebración del sorteo, en forma destacada del texto, sello en seco del Servicio u otras marcas de garan-
tía y firma del Jefe de éste. Se incluirán, además, impresiones de fondos de seguridad y numeración secundaria
codificada. B) En el reverso; relación de tos premios ofrecidos, billetes de que consta la emisión, extracto de los
artículos de la Instrucción de mayor interés para el jugador en cuanto al pago de premios y, por último sello de la
Administración de Loterías expendedora. Como atributo suplementario el papel podrá incorporar marcas o sus-
tancias que faciliten su identificación».
114 Vide Resolución de 30 de enero de 2004, de la Secretaría General de Asuntos Sociales, por la que se
da publicidad al Reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles (BOE de 24 de febrero, núm. 47), art. 1.d).
115 Idem, art. l.e).
116 Vide ONCE, "CAUT: Centro de Atención a Usuarios con TPV",Punto de Venta, 40, (2004), pp. 8-11: «Desde
que se inició el servicio el 1 de diciembre de 2003, estamos intentando mejorarlo. Las llamadas entran en el nivel
uno y dependiendo de la dificultad de las mismas, quedan cerradas, se soluciona el problema o directamente se
pasan donde correspondan, a los centros o a incidencias de comunicación que es el nivel dos. Las incidencias mas
comunes son tas de comunicación, el mantenimiento de material, etc.
La llamada puede derivar al nivel dos y todo ello queda registrado en un entorno web, el cual controlo desde mi
puesto verificando lo que está entrando en el centro, si son consultas, incidencias, anulaciones, bloqueos, etc, lo
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En el caso de los cupones emitidos por terminal de punto de venta, el documento deberá
incluir, además, de un código de control, el número indentifícativo del vendedor, el número
identificativo del terminal y la fecha y la hora de la operación. Dicho código de control será
único y biunívoco con la participación, para cada cupón emitido por el terminal punto de
venta, y será asignado por el Sistema Central de Control de Juego de la ONCE en base a un
algoritmo preestablecido. La biunicidad se predica respecto de la correspondencia única y
absoluta entre los datos grabados para cada participación en el Sistema Central de Control de
Juego de la ONCE y los reflejados en cada cupón emitido por el terminal punto de venta. Este
código de control quedará guardado, antes del sorteo, en ficheros auditables y firmados con
firma electrónica reconocida, de tal forma que los mismos se puedan aportar y sirvan como
prueba documental en cualquier procedimiento. De los ficheros antedichos serán expedidas
varias copias de seguridad. La falta o manipulación del código de control supone la pérdida
de validez del cupón emitido por terminal punto de venta, sin derecho a ningún premio ni al
reintegro del importe del cupón.
4.2. Las series.
Para cada uno de los sorteos de la ONCE, se pondrán a la venta series de cupones de
cien mil números correlativos, cada una desde el 00.000 al 99.999. Para cada sorteo se
cual es muy importante porque desde ahí nosotros vamos viendo qué tipo de dudas pueden tener los vendedores,
las carencias más destacadas, las incidencias que más se generan, las irregularidades de comunicación, etc.
Pasamos todo lo detectado al CAUT de comunicaciones que nosotros desde aquí controlamos, verificamos a tra-
vés de un "entorno visión", que los datos y transacciones que está realizando el vendedor son correctos, que le lle-
gan todos los detalles, y comprobamos que puede trabajar. Si no es así, pasamos un informe o incidencia a
Telefónica para que realice un estudio de cobertura al vendedor en esa zona en concreto. [...].
Normalmente la formación se imparte en tres días, el primero de ellos solemos explicar lo que es el TPV.
El segundo día la práctica de la aplicación, recibiendo la formación en el mismo equipo y el tercer día tra-
bajan con un compañero que tiene experiencia, e inclusive al final de la mañana pueden atender alguna
llamada. Durante tres o cuatro días están trabajando con el asesoramiento de una persona, para ayudarles
si lo necesitan. [...].
CONSULTAS E INCIDENCIAS. Se pueden dar varios casos al recibir una llamada. Si no se identifica el
número de teléfono entrante, el operador le solicita al interlocutor que le facilite sus datos. Existe diferen-
cia entre consulta e incidencia. La consulta se responde desde el operador de nivel 1 y la incidencia se deri-
va al centro o al operador de nivel 2. La consulta puede ser de cualquier tipo: de teclado, lector de código
de barras, de la pantalla, de los perfiles, de la batería, etc.
Si el vendedor comunica una incidencia, se le pregunta de que tipo es. Un ejemplo de ello es que e! trans-
formador se le ha roto, incidencia habitual al principio. Se detecta la causa y se corrige. Cuando el vende-
dor manifiesta este tipo de incidencia, se averigua si le ha ocurrido otras veces, ya que puede ser que el
TPV lo tenga conectado a un voltaje menor del que corresponda, esta cuestión iría automáticamente al cen-
tro. A los centros se les deja un plazo de 24 horas para subsanar la incidencia, si no la cierra, se le reclama
qué ocurre. Si se ha cancelado, se habla con el vendedor para averiguar si dicha irregularidad está subsa-
nada, si es así, se da por cerrada la misma. [...]».
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asignarán números y series específicos que serán puestos a la venta por cada uno de los
soportes antes enunciados, de forma diferenciada.
4.3.
Precio del cupón y estructura de premios.
Se determinará individualmente, una vez aprobada la propuesta por el Consejo General
de la ONCE, de acuerdo con lo previsto en los Estatutos de la Organización, adjuntándo-
se en cada caso, como apéndice numerado al reglamento regulador del sorteo del cupón de
la ONCE.
En todos los cupones deberá figurar expresamente impreso el precio para cada sorteo,
con excepción del correspondiente al Abono Semanal, en que aparecerá el precio total y
los sorteos para los cuales es válido.
El precio de los cupones emitidos por terminales de punto de venta será el resultante de
la suma del precio individual de cada una de las participaciones que contenga. En el cupón
emitido por terminal de punto de venta, figurará el precio total de todas las participaciones
que contenga.
Los premios de los cupones emitidos por terminales de punto de venta son la suma de
los premios correspondientes a cada uno de los números y series de los sorteos contenidos
en cada cupón. La distribución de estos premios se regirá por lo preceptuado en los apén-
dices correspondientes a cada tipo de sorteo. El pago se hará efectivo conforme a las pres-
cripciones señaladas en el reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE.
4.4.
El sorteo.
El sorteo del cupón es el acto formal de extracción reglada de números y serie o series,
que determinarán los premios, según el juego de que se trate.
Me remito al apartado grupo normativo regulador, desarrollado en páginas posteriores.
4.5.
Derechos de los compradores del cupón.
4.5.1. ¿Cómo garantizar los derechos de los consumidores?.
A los efectos de garantizar los derechos de los consumidores, en el reverso del cupón
figurará un extracto del reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, debiendo
reflejarse las principales categorías premiadas, los plazos de caducidad, las formas y lugar
de pago, la indicación de que los programas de los sorteos se publican en el "Boletín
Oficial del Estado" y todos aquellos aspectos que la ONCE entienda de interés a fin de
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garantizar tales derechos. Los consumidores podrán presentar en los centros de la ONCE
cualquier reclamación sobre las deficiencias en la prestación del servicio. Asimismo el
comprador tendrá a su disposición el reglamento del cupón en los centros de la ONCE y
en la página de internet "http//www.once.es".
En aquellos formatos que por razones de espacio, o por englobar varios sorteos no sea
posible detallar las diferentes estructuras de premios, se hará referencia al reglamento regu-
lador del sorteo del cupón de la ONCE, que las contiene, y a los lugares físicos y electró-
nicos donde puede obtenerse dicho Reglamento (reglamento regulador del sorteo del
cupón de la ONCE, art. 34).
4.5.2. Reclamaciones y recursos.
Contra los actos de la Organización en materia de sorteos del cupón los interesados
podrán formular reclamación ante el Director General de la ONCE, en el plazo de un mes
a contar desde el día siguiente a la fecha de la notificación del acto.
Contra la resolución del Director General, los interesados podrán interponer recurso del
alzada ante el Consejo General de la ONCE, cuando la cuantía de la reclamación sea igual
o inferior a veinticuatro mil cuarenta euros (24.040 euros), o ante el Consejo de
Protectorado, en caso contrario; recursos que agotarán la vía administrativa previa a la
jurisdiccional. El plazo máximo de interposición de este recurso será de un mes, a contar
desde el día siguiente a la fecha de la notificación de la resolución del Director General.
Tanto en fase de reclamación como de recurso de alzada ante el Consejo General de la
ONCE se dictará resolución expresa. El plazo máximo para la resolución de las reclama-
ciones y recursos por los órganos de la ONCE será de dos meses, contados a partir de su
presentación. El plazo indicado quedará interrumpido por cualquier acto propio del proce-
dimiento incluida la práctica de elementos probatorios, cuya duración estimada resulte
superior a un mes. La suspensión del procedimiento y la subsiguiente ampliación del plazo
será acordada mediante resolución expresa y notificada al interesado, sin que, en ningún
caso, la suspensión en sí misma conlleve una demora superior a tres meses. Transcurrido
el plazo de duración del procedimiento o ampliado, en su caso, sin que por la ONCE se
hubiese dictado resolución, el recurso deberá entenderse desestimado, con la excepción de
que el recurso de alzada ante el Consejo General de la ONCE se hubiese interpuesto con-
tra la desestimación por transcurso del plazo sin que el Director General de la ONCE
hubiese dictado una resolución sobre la reclamación presentada, en cuyo caso se deberá
entender estimado el recurso.
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Las reclamaciones relativas a cupones emitidos por terminal de punto de venta
deberán contener la identificación del código de control representativo de la partici-
pación (reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, art. 35).
5. Grupo normativo regulador.
5.1. Evolución legislativa.
El régimen jurídico básico y la evolución del sorteo del cupón lo podemos evidenciar
en el siguiente cuadro comparativo.
	REGLAMENTO DE
FUNCIONAMIENTO
ECONÓMICO
ADMINISTRATIVO
	R.D. 358/1991, DE 15 DE
MARZO 117
	ESTATUTOS DE LA
ONCE.118

	CAPÍTULO  IV:  CUPÓN
PRO-CIEGOS.
Artículo 19. De conformidad
con lo dispuesto en el artícu-
lo 14 del Reglamento de 28
de   octubre   de   1939,    la
Organización  pondrá  a  la
venta el denominado "cupón
pro-ciegos",   con   carácter
totalmente voluntario, como
forma exclusiva de ingresos
para los afiliados imposibili-
tados para desempeñar otra
profesión u oficio.
Los cupones serán enviados
por    la    Jefatura    de    la
Organización         a        las
Delegaciones  con   la  sufi-
ciente antelación, en series
de mil números correlativos
del 0 al 999. El valor de los
	Artículo 7o. Régimen de
autorizaciones a la ONCE en
materia de juegos de azar.
1. Corresponde al Consejo de
Ministros la concesión de las
autorizaciones a la ONCE
relativas al régimen de sor-
teos del cupón pro-ciegos,
así como de cualquier otra
modalidad de juego de los
definidos en el "Acuerdo
General entre el Gobierno de
la Nación y la ONCE"
vigente, al amparo de lo pre-
visto en la disposición adi-
cional vigésima de la ley
46/1985, de 27 de diciembre,
de Presupuestos Generales
del Estado para 1986, modi-
ficada por la disposición adi-
cional   cuarta   de   la   ley
	SECCIÓN 2ª. Del Sorteo
del Cupón Pro-ciegos
Artículo 75.
Uno. El régimen de autoriza-
ciones del sorteo del cupón
prociegos, previsto en el
artículo 7 del Real Decreto
358/1991, modificado por el
Real Decreto 1200/1999, se
basará en la fijación de crite-
rios e indicadores que
establezcan límites máxi-
mos, y se referirán al volu-
men de emisión y ventas
anuales, porcentaje máximo
de premios, precios máximos
del cupón y los criterios para
su actualización, sorteos
extraordinarios y cuantas
otras cuestiones sean pre-
cisas para un correcto ejerci-


117 Modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio (BOE de 28 de julio) y Real Decreto
1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por el
que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre).
118 Modificados por la Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (BOE
de 13 de abril).
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	mismos  será fijado por el
Consejo, teniendo en cuenta
las  circunstancias  de todo
orden, libremente apreciadas
por el mismo.
Artículo 20. Diariamente se
realizará en cada Delegación
administrativamente autóno-
ma un sorteo de premios en
metálico,    en   cuantía   de
doscientas cincuenta veces el
precio  del cupón, para el
número agraciado en el sor-
teo, y veinticinco veces para
los nueve restantes, cuyas
dos    últimas    cifras    sean
iguales a las del número pre-
miado.
El derecho al cobro de los
cupones premiados caducará
a los treinta días naturales del
siguiente al que se celebró el
sorteo.  El importe de los
cupones caducados quedará
en      beneficio      de      la
Organización.
Artículo  21.  Los cupones
correspondientes a los pre-
mios cuyo importe sea satis-
fecho, deberán ser adheridos
a   las    hojas    de   control
reglamentarias, que se con-
servarán   en   poder   de   la
Delegación Provincial hasta
que por la Inspección sea
extendida la oportuna certifi-
cación de comprobación en
el libro destinado al efecto.
Una vez haya mediado tal
requisito, se procederá a su
inutilización y venta como
papelote.
	55/1999, de 29 de diciembre,
de medidas fiscales, admin-
istrativas y de orden social.
2. El Acuerdo del Consejo de
Ministros  que contenga la
autorización  se adoptará a
propuesta del Ministro  de
Trabajo y Asuntos Sociales,
de acuerdo con los Ministros
de Economía y Hacienda y
del Interior, previo informe
del Consejo de Protectorado
y oído el Consejo General de
la organización y definirá
con precisión los términos,
alcance  y  duración  de  la
autorización.
A tal fin, serán de aplicación
los siguientes criterios:
a) El régimen de autoriza-
ciones   se   basará   en   la
fijación de criterios e indi-
cadores que establezcan los
límites máximos, dentro de
los cuales la ONCE podrá
desarrollar   la   gestión   de
dichos juegos y que no podrá
sobrepasar sin la previa y
expresa     autorización    al
respecto, cualquiera que sea
la modalidad de juego, pasi-
vo o activo, de que se trate.
b)   Respecto    del   cupón,
dichos límites máximos se
referirán al menos al volu-
men máximo de emisión y
ventas   anuales; porcentaje
máximo de premios; precios
máximos del cupón y los cri-
terios para su actualización;
sorteos   extraordinarios,   y
cuantas otras cuestiones sean
precisas  para  un  correcto
ejercicio por la ONCE de la
	cio por la ONCE de la con-
cesión estatal del cupón.
Dos. El Consejo General de
la   ONCE   podrá   adoptar
cuantas decisiones sean pre-
cisas en materia de régimen
de sorteos del cupón que
vengan    aconsejadas    por
razones         organizativas,
económicas o comerciales,
siempre que se desarrollen
dentro de los límites máxi-
mos    establecidos    en    el
acuerdo  autorizador,  tal y
como dispone el artículo 7,
apartado 3, del Real Decreto
358/1991, modificado por el
Real Decreto 1200/1999, de
9 de julio.
Artículo 76.
Uno. El sorteo del cupón
prociegos se celebrará con-
forme a la reglamentación
aprobada  por  el  Consejo
General y será desarrollado
en todos sus actos con ple-
nas garantías de seguridad,
transparencia y publicidad.
Dos. La Dirección General
dictará   las    normas    que
estime convenientes y nece-
sarias  para   el  buen   fun-
cionamiento de los sorteos
del cupón, de acuerdo con lo
aprobado  por  el   Consejo
General a este respecto.
Tres. Las modalidades, fre-
cuencias y demás aspectos
de los sorteos del cupón se
efectuarán de conformidad
con lo dispuesto en el Real
Decreto 358/1991,  modifi-
cado por el Real Decreto
1200/1999, y en el Acuerdo
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	Artículo 22. La cuantía de
las comisiones que se deven-
garán los vendedores, calcu-
lada sobre el producto bruto
de la venta, será la siguiente:
1. Cupo ordinario: constitui-
do por el número de cupones
fijados por el Consejo, en
atención a las circunstancias
personales de cada vendedor:
el cuarenta por ciento.
2. Cupo Especial: integrado
por un número variable de
cupones,  en   razón   de  las
posibilidades   de   venta   y
demás   factores  apreciados
por la Jefatura: el veinte por
ciento.
Artículo 23. Antes de verifi-
carse   el   sorteo   diario   y
después de haber liquidado
con    los    vendedores    los
cupones no vendidos en la
cuantía  permitida  para   su
devolución,  se procederá a
entregarles los correspondi-
entes al sorteo próximo, pre-
vio pago de su importe, del
que se deducirán sus respec-
tivas comisiones.
También antes del sorteo, se
procederá a la inutilización
de los cupones devueltos y de
ios     correspondientes     al
mismo, que pudieran existir
en almacén, por no haberse
puesto a la venta.
Artículo 24. La liquidación
diaria de la venta de cupones,
es decir, su entrega, recogida
e inutilización de los devuel-
tos y sobrantes, así como el
ingreso del producto de los
	concesión estatal del cupón.
c)   Cuando   se   trate   de
modalidades  de juego, de
naturaleza  activa o pasiva
distinta del cupón, la autor-
ización expresará, de forma
clara,  los  términos,  condi-
ciones   y  límites   máximos
dentro   de   los   cuales   la
ONCE podrá desarrollar la
gestión de dichos juegos.
3. El Consejo General de la
ONCE podrá adoptar cuan-
tas decisiones sean precisas
en materia del régimen de
sorteos del cupón, y de otras
modalidades de juego, autor-
izadas, que vengan acon-
sejadas por razones organi-
zativas, económicas o com-
erciales,   siempre   que   se
desarrollen   dentro   de   los
límites  máximos  estableci-
dos  en  el  Acuerdo   autor-
izador.
4. La ONCE explotará una
modalidad   de   lotería   de
ámbito nacional, denomina-
da lotería instantánea o pre-
sorteada,  en  los  términos,
condiciones, alcance y pla-
zos   previstos   en  el   Real
Decreto 1336/2005, de 11 de
noviembre,  por el  que  se
autoriza a la Organización
Nacional        de        Ciegos
Españoles la explotación de
una lotería instantánea o pre-
sorteada.
	General entre el Gobierno de
la   Nación   y   la   ONCE,
vigente en cada momento.
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	vendidos, será practicada en
las Delegaciones adminis-
trativamente  autónomas  a
presencia del interventor o
funcionario que  le repre-
sente.
Esta   reseña   comprenderá
también      los      cupones
sobrantes          de          las
Delegaciones         Locales
dependientes,  en  las   que
tales operaciones se efectu-
arán     a     presencia     del
Delegado Local y de un fun-
cionario,    quienes    autor-
izarán los correspondientes
sobres, comunicando, previ-
amente, por el procedimien-
to que ofrezca mayor garan-
tía,   antes   de   conocer   el
número     premiado,     los
cupones   no   vendidos   e
igualmente inutilizados, con
detalle   de   las   series   y
números.
Los sobres de referencia se
harán seguir certificados a
correo     seguido,     a     la
Delegación correspondiente,
en la que se conservarán sin
abrir durante el plazo míni-
mo de un mes.
Artículo 25. Los sorteos se
efectuarán públicamente en
los      locales      de      las
Delegaciones  administrati-
vamente    autónomas;    a
presencia del Delegado o
Jefe Administrativo designa-
do por éste al efecto.
Dichas           Delegaciones
dispondrán de un Libro de
Actas en el que se extenderá
diariamente la correspondiente
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	al sorteo celebrado, hacién-
dose constar en ella todos los
datos   relativos   al  mismo.
Estas Actas serán autorizadas
inmediatamente después de
finalizado el sorteo, con las
firmas  de los funcionarios
que lo presenciaron, dos per-
sonas de las asistentes entre
el público y un agente nom-
brado    por    la   Autoridad
gubernativa.
Artículo         26.          Las
Delegaciones   Locales   lle-
varán un Libro de Actas sum-
inistrado por la Jefatura a
través   de   la   Delegación
respectiva.      En     él      se
consignarán diariamente los
datos de cada sorteo, relacio-
nando los cupones puestos a
la venta, los devueltos y los
vendidos,    así    como    el
importe  de  las  comisiones
devengadas y el líquido de la
venta. Estas Actas serán fir-
madas por el Delegado Local
y   un   funcionario   de   la
Delegación, y se extenderán,
a más tardar, al día siguiente
de cada sorteo.
	
	


Del mismo se desprende una articulación jurídica que denota una concepción radical-
mente distinta a la establecida inicialmente. En primer lugar, la evolución origina que no
sólo se regule el sorteo de! cupón, sino también de los demás juegos de azar autorizados
en los Acuerdos entre el Gobierno de la Nación y la ONCE. Segundo, el régimen de auto-
rizaciones establece los límites máximos, dentro de los cuales la ONCE podrá desarrollar
la gestión de las distintas modalidades de juego, pasivo o activo, de que se trate. Respecto
al cupón, dichos límites máximos se referirán al volumen máximo de emisión y ventas
anuales, porcentaje máximo de premios, precios máximos del cupón y los criterios para su
actualización, sorteos extraordinarios y cuantas otras cuestiones sean precisas para un
correcto ejercicio por la ONCE de la concesión estatal del cupón. Tercero, la autonomía
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adquirida por la corporación de derecho público de carácter social posibilita que el Consejo
General de la ONCE pueda adoptar las decisiones que sean precisas, por razones organi-
zativas, económicas o comerciales, sin efectuar consulta alguna, siempre que se desarro-
llen dentro de los límites máximos establecidos en el acuerdo autorizador. Cuarto, las dis-
tintas reformas efectuadas sobre el cupón y el sorteo, hacen que hoy podamos hablar de
una modalidad de lotería de carácter nacional que ha adquirido la "mayoría de edad".
5.2. Una innovación muy reciente: el reglamento regulador del sorteo del cupón.
Para determinar la situación actual, tengo que hacer referencia a la Resolución de la
Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004, que da publicidad al regla-
mento regulador del sorteo del cupón de la ONCE.
Se estructura del siguiente modo: cap. II. Composición y atribuciones de la mesa del
sorteo119; cap. III. Constitución de la mesa del sorteo120; cap. IV. Operaciones previas a
119 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de
24 de febrero, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE,
modificada por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios
Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del
Reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE
de 10 de mayo, núm. 111):
«Artículo 5. El sorteo del cupón es el acto formal de extracción reglada de números y serie o series,
que determinarán los premios, según el juego de que se trate, y cualquier otra extracción adicional
que pudiera contemplar la normativa específica de cada producto.
Artículo 6. La mesa del sorteo estará formada, como mínimo, por el Presidente y un Técnico de
Control de Gestión Económico-Financiera de la ONCE, previamente designados por el Director
General de la ONCE, para todos los sorteos que se celebren durante el período que se establezca en
el correspondiente encargo. El Técnico de Control auxiliará al Presidente y actuará como Interventor
del acto del sorteo. El Presidente de la Mesa podrá solicitar la presencia de uno o dos testigos volun-
tarios elegidos entre el público presente. Esta composición permanecerá inalterable independiente-
mente del lugar, fecha y hora en que se celebre el mismo.
Artículo 7. Para cada uno de los sorteos a celebrar, se designará un suplente, tanto del Presidente
como del Interventor.
Artículo 8. Para todos los sorteos, se solicitará al Colegio de Notarios de la localidad en la que se
celebre el sorteo, la asistencia de un Notario. Si se diera la circunstancia de no acudir, la Mesa del
sorteo tendrá que facultar la presencia de un testigo en la misma.
Artículo 9. El Presidente de la Mesa del sorteo será designado por el Director General de la ONCE entre los afi-
liados a la ONCE con cargo directivo o categoría profesional de mando intermedio, que preste sus servicios en
cualquiera de las entidades y sociedades que conforman el Grupo ONCE. Como máximo representante de la
ONCE durante el acto del sorteo, el Presidente tendrá la facultad irrenunciable de interpretación de la normativa
reguladora durante el acto de celebración del mismo y será el único habilitado para resolver aquellos supuestos o
contingencias imprevisibles o sobrevenidas que dificulten la correcta celebración del sorteo.
Será función del Presidente la de resolver, con plena capacidad decisoria, todas aquellas cuestiones rela-
cionadas directamente con el acto del sorteo o aquellas que pudieran guardar relación o influencia con el
mismo. Su labor estará orientada a que el sorteo se desarrolle en el marco reglamentario y procedimiental
que rige el mismo, velando por su seguridad, fiabilidad y transparencia.
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la realización del sorteo121; cap. V. Celebración y garantías del sorteo122; cap. VI.
Incidencias durante la celebración del sorteo123; cap. VII. Distribución de los premios124;
cap. VIII. Pago de premios125.
5.3. La autorización del sorteo del cupón pro-ciegos y de la gestión de otros juegos
de azar que explota la ONCE.
Artículo 10. El Interventor será el encargado de comprobar todos los pormenores del desarrollo del
sorteo, especialmente el detalle numérico y la correcta exposición pública de las bolas en el mismo
momento en que queden expuestas, comunicando al Presidente las deficiencias que pudiera obser-
var. Igualmente, supervisará el libro de Actas, cumplimentando la hoja del día del sorteo correspon-
diente y se asegurará que la suscriben todas las personas que deban hacerlo, con arreglo a lo estipu-
lado en el presente Reglamento».
1 on
120 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de
24 de febrero, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE,
modificada por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios
Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del
Reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE
de 10 de mayo, núm. 111):
«Artículo 11. Los componentes de la Mesa del sorteo, así como los suplentes designados, compare-
cerán en el lugar del celebración del mismo, al menos cuarenta y cinco minutos antes de la hora pre-
vista para dicha celebración.
Artículo 12. La Mesa del sorteo deberá quedar constituida, como mínimo, quince minutos antes de
la celebración del sorteo.
Al constituirse la Mesa para la realización de cada sorteo, deberán estar presentes en la misma y
coherentemente colocados en los lugares pertinentes, todos los miembros, los cuales no podrán aban-
donar su sitio hasta que se ultime la celebración, salvo causa de fuerza mayor.
En caso de imposibilidad de asistencia por parte de cualesquiera integrantes de la Mesa, será sustituido por
su suplente respectivo.
Artículo 13. Por motivos de seguridad, cada día en que se celebre sorteo se constituirá una segunda
Mesa del sorteo que permanecerá en reserva en la sede de la Dirección General de la ONCE, la cual
estará disponible para la realización del sorteo en caso de que fuera necesario.
La Segunda Mesa del sorteo será designada por el Director General y tendrá la misma composición
que la Mesa del sorteo.
Esta Segunda Mesa se atendrá a todo lo normado en los artículos 11 y 12 de este mismo capítulo.
Artículo 14. Para el correcto desarrollo del sorteo se contará, además, con el siguiente personal:
1. En el lugar de celebración del sorteo: un técnico de mantenimiento de los bombos, así como el
personal auxiliar que, en su caso, se estime necesario para la extracción de las bolas.
2. En la sede de la Dirección General: un técnico de mantenimiento de los bombos, así como un auxi-
liar encargado de la extracción de las botas y de aquellas otras actividades que le puedan ser enco-
mendadas».
121 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, modificada por la
Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad,
que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón
de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de !0 de mayo, núm. 111):
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«Artículo 15. En el día, hora y lugar señalado para cada sorteo, una vez constituida la Mesa del sorteo, así como
la Segunda Mesa, se dará comienzo a las operaciones previas al sorteo.
Artículo 16. El personal auxiliar del sorteo, así como los técnicos de mantenimiento, comprobarán el correcto
funcionamiento de todos aquellos elementos que puedan intervenir en el acto de celebración del sorteo o tare-
as posteriores: bombos, cuadro de mandos, estado de las bolas, paneles del número premiado, funcionamien-
to del sistema informático, códigos de acceso, fax, etc, dándose cuenta al Presidente de las anomalías que
pudieran surgir. La relación de actuaciones o funciones a que se refiere este párrafo no es exhaustiva y, en su
virtud, el personal atenderá todas aquellas propias o vinculadas al acto cuya realización les pueda ser encomen-
dada.
Artículo 17. Se presentarán las bolas de los números al Presidente e Interventor, los cuales deberán dar su con-
formidad. A continuación, se introducirán en los bombos dispuestos al efecto, poniéndose en funcionamiento
éstos a fin de que las bolas se mezclen suficientemente. Semestralmente, y bajo la supervisión de una Unidad
de la ONCE diferente a la responsable de realizar el sorteo, se someterá las características de las bolas a con-
trol de un perito ajeno a la ONCE, quien certificará ante Notario que todas las bolas tienen el mismo tamaño,
peso y color, salvo cuándo la normativa específica de un sorteo prevea una excepción a esta regla.
Adicionalmente, el Presidente y el Interventor comprobarán que el Sistema Central de Control de Juego al que
están conectados los Terminales de Punto de Venta se encuentra cerrado, de tal forma que no sea posible expe-
dir nuevos cupones o introducir modificación alguna en los ficheros contemplados en la letra g) del artículo
primero, a cuyos efectos comprobará que se ha emitido la copia de seguridad de dichos ficheros».
122 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, modificada por la
Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaria de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad,
que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón
de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 10 de mayo, núm. 111):
«Artículo 18. El sorteo del cupón, único para todo el territorio del Estado Español, se celebrará todos los días
determinados previa y expresamente por la ONCE, que fijará a su vez la hora y el lugar del mismo con ante-
lación suficiente para que el público pueda conocerlo, teniendo el sorteo siempre carácter público.
Artículo 19. El sorteo del cupón de la ONCE consistirá en la extracción aleatoria de un número (número pre-
miado) entre los 100.000 posibles. Asimismo, en función de la modalidad del sorteo, se podrán extraer aleato-
riamente una o más series (series o series premiadas) entre el total de series emitidas, y realizar las extraccio-
nes adicionales que pudieran figurar contempladas en la normativa específica de cada producto.
Artículo 20. El desarrollo del sorteo se efectuará de la forma siguiente:
1. Para la determinación del número premiado en los sorteos se utilizarán cinco bombos, que vistos sucesiva-
mente de izquierda a derecha, desde el plano de observación del público espectador, corresponderán, el prime-
ro a las decenas de millar, el segundo a las unidades de millar, el tercero a las centenas, el cuarto a las decenas
y el quinto a las unidades.
2. Cada uno de los bombos contendrá diez bolas del mismo tamaño, color y peso, que numeradas ordinal y
correlativamente del cero al nueve habrán sido introducidas previamente en su interior.
3. Podrán existir bombos adicionales en función de lo dispuesto en las normas específicas de cada sorteo.
4. Antes de extraer las bolas, deberán ser volteados cada uno de los bombos, parándolos posteriormente de
forma que el dispositivo de salida quede situado en la parte inferior, precediéndose posteriormente a extraer
una bola de cada bombo por el orden sucesivo de decena de millar, unidad de millar, centena, decena y unidad.
5. Las cinco bolas extraídas y en su orden de extracción constituirán el número premiado.
6. Una vez extraída cada bola, se mostrará al público y se comunicará en voz alta. Asimismo, también se anun-
ciará el número y serie o series premiados, quedando expuestos a continuación en lugar visible. Cualquier error
detectado por la Mesa sobre una o varias de las bolas comunicadas, será rectificado al final del sorteo por la Mesa,
debiendo repetir en voz alta una a una las bolas extraídas y el número y serie o series premiados.
Artículo 21. Inmediatamente después de celebrado el sorteo, se levantará acta recogiendo los pormenores del
mismo en el libro diligenciado y foliado que se llevará al efecto y que suscribirá el Presidente, el Interventor,
el Notario y, en su caso, el testigo o testigos si los hubiese. En dicha acta constará: nombre, cargo, número del
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DNI y firma de las personas que la suscriben; fecha, lugar y hora del sorteo, número y serie o series premia-
dos en guarismos y en letra, y cuantas observaciones se estimen oportunas a juicio del Presidente.
Artículo 22. El número premiado y, en su caso, la serie o series premiadas serán publicados por la ONCE [...]».
123 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, modificada por la
Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad,
que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón
de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 10 de mayo, núm. 111):
«Artículo 23. Si durante el proceso de extracción de bolas existiera un fallo mecánico, dicha extracción se hará
de modo manual y previa consulta con los miembros de la Mesa del sorteo. Este acto lo ejecutará, única y exclu-
sivamente, la azafata o auxiliar del bombo correspondiente.
Artículo 24. En el supuesto de ser extraídas sucesivamente más de una bola en alguno de los bombos, tendrá
validez aquella que haya sido extraída en primer lugar, siempre y cuando exista la posibilidad material, a jui-
cio del Presidente, de determinar esta contingencia. En caso de existir duda racional, a juicio del Presidente,
acerca de cuál de las bolas ha sido la primera en ser extraída del bombo, se procederá a su vaciado completo,
introduciéndose nuevamente la totalidad de las bolas correspondientes al mismo por el orden establecido con
anterioridad, realizándose a continuación, nuevamente, las operaciones de volteo y extracción de bola.
Las operaciones descritas en este artículo no invalidarán las bolas extraídas correctamente de los demás bom-
bos.
Articulo 25. En el supuesto de caída de la bola extraída, una vez anunciada, y de que ésta no se pudiera loca-
lizar por cualquier motivo, la Mesa tendrá la facultad de comprobar las bolas no extraídas, una vez finalizado
el acto. Caso de producirse lo contrario, es decir, que la bola extraída se cayera sin conocer su número, la Mesa
tiene la capacidad decisoria de paralizar el sorteo y comprobar todas y cada una de las bolas que quedaran en
el bombo correspondiente, con lo que, lógicamente, por exclusión, se averiguaría la bola que se extrajo.
Artículo 26. Si la bola anunciada no fuera la correcta, el Interventor lo pondrá en conocimiento del Presidente
y procederá a enunciar el número correcto al finalizar la extracción del resto de los bombos, salvo en aquellos
casos en que la azafata o auxiliar, corrija a tiempo su error. En cuyo caso, igualmente, el Interventor a conti-
nuación procederá a enunciar el número correcto.
Artículo 27. En el supuesto de no poderse realizar el sorteo en el lugar y hora previstos, por causas insalvables,
el Presidente de la mesa comunicará a la Segunda Mesa, constituida en la sede de la Dirección General de la
ONCE, la necesidad de que asuma la ejecución del acto del sorteo. Ambas Mesas permanecerán constituidas
hasta la finalización del mismo.
Asimismo, si un sorteo tuviera que ser interrumpido en el curso de su ejecución por un evento imprevisto, la
Mesa levantará acta de los números correspondientes a las bolas válidamente extraídas hasta el momento de la
interrupción, precediéndose a la continuación del mismo por parte de la Segunda Mesa. Si esto tampoco fuera
posible, se procederá a la reanudación del sorteo en el plazo máximo de veinticuatro horas.
Para reiniciar el sorteo no se utilizarán los bombos de las bolas válidamente extraídas, realizándose las extrac-
ciones de los bombos restantes».
124 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, modificada
por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaria de Estado de Servicios Sociales, Familias y
Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador del sor-
teo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 10 de mayo, núm. 111), art. 28.
125 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de
febrero, núm. 47),, modificada por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de
Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspec-
tos del Reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE
de 10 de mayo, núm. 111), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE,
arts. 29-33.
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5.3.1. Autorización administrativa.
A. Concepto y naturaleza jurídica.
a)
Concepto.
En el Real Decreto 1778/1994, de 5 de agosto, por el que se adecúan a la LRJPAC los
procedimientos de otorgamiento, modificación y extinción de autorizaciones, se ofrece una
definición amplia de esta categoría jurídica, art. 1.2:
«A los efectos de este Real Decreto sé entiende por autorizaciones todos aquellos actos admi-
nistrativos, cualquiera que sea su denominación específica, por los que, en uso de una potestad
de intervención legalmente atribuida a la Administración, se permite a los particulares el ejerci-
cio de una actividad, previa comprobación de su adecuación al ordenamiento jurídico y valora-
ción del interés público afectado».
En la misma ya se apuntan algunas consideraciones importantes126: legalidad, adecua-
ción al interés público, potestad de intervención de la Administración.
b)
Naturaleza jurídica.
La riqueza de manifestaciones de la autorización constituye, sin duda, una llamada a la
cautela en el manejo de esta técnica. Varias son las manifestaciones determinadas por la
doctrina, cuya reiteración no es precisa en este trabajo127. Sin embargo, quizás sea nece-
sario poner de manifiesto, que para llegar a la realidad actual, esta categoría jurídica ha
sufrido una profunda evolución. En la concepción clásica, la autorización supone un dere-
cho o facultad preexistente en el sujeto autorizado. También supone una valoración de la
oportunidad del ejercicio de un derecho, en el caso de las autorizaciones discrecionales, o
bien en la comprobación de las circunstancias objetivas.
En opinión del profesor Morell, la autorización es, pues, un acto habilitante, una conditio
iuris, que permite al particular ejercer una situación jurídica activa que le es propia, que puede
consistir en un derecho preexistente, un mero interés legítimo a obtener la autorización o en
una libertad128. La intervención de la Administración, que puede tener carácter reglado o dis-
crecional, incide en la situación jurídica del particular, bien respetándola en su integridad, o
126 Vide STS de 30 de septiembre de 1991 (Ar. 7643), donde define las licencias municipales de apertura
e instalación de establecimientos: «declaraciones de voluntad por las que la Administración permite a un
sujeto el ejercicio de un derecho subjetivo, previa valoración de la legalidad de tal ejercicio».
127 Cfr. Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ, Curso de derecho adminis -
trativo, Vol. II, 4a ed, Madrid, 1993, pp. 135 y ss.
128 Vide Luis MORELLOCAÑA, Curso de derecho administrativo, Tomo II, Aranzadi, Pamplona, 1996,
p. 45.
945
bien despojándola de aquellas facultades o contenidos que sean contrarios al interés público.
La postura del profesor Parejo129, también admite que la autorización opera sobre activi-
dades y derechos de titularidad privada. La consecuencia es que la autorización no incide
sobre la actividad o el derecho mismo, sino exclusivamente sobre su ejercicio. La autoriza-
ción se emplea en los casos en que el control preventivo que la Administración lleva a cabo
se limita a la estricta comprobación objetivo-jurídica de la observancia de las condiciones y
los requisitos normativamente definidos con carácter general, es decir, en que dicho control
se construye en términos de potestad reglada. De ahí se desprende que la autorización es un
acto reglado, debido, declarativo y favorable, ya que remueve la prohibición normativa de
ejercicio de la actividad o del derecho.
Ahora bien, también destaca este autor que no todas las autorizaciones responden a este
modelo ideal, diferenciándose en la intensidad del control administrativo y las características
de la materia. Desde esta perspectiva se distinguen tres tipos de autorizaciones: primero, las
aprobaciones, homologaciones, verificaciones y autocertificaciones; segundo, las clásicas
autorizaciones, de carácter reglado, que representan un acto de mera comprobación de los
requisitos legales para el legítimo ejercicio del derecho que se pretende; tercero, las autoriza-
ciones próximas a las concesiones, de carácter discrecional, en las que el acto administrativo
pasa a ser, incluso y en realidad, constitutivo de un derecho que antes no podía decirse con
propiedad y en rigor que existiera plenamente en la esfera del ciudadano, Todo ello explica
que no sea posible reconducir la enorme variedad de regulaciones de las autorizaciones a un
único régimen sustantivo130. Hoy día se destaca el carácter cada vez más ilusorio de la exis-
tencia de un derecho preexistente131. La creciente complejidad de la intervención pública, la
amplia discrecionalidad administrativa y la frecuente limitación en su número, lleva a la
siguiente consideración132:
129 Vide Luis PAREJO ALFONSO, Antonio JIMÉNEZ BLANCO, Luis ORTEGAALVAREZ, Manual de
derecho administrativo, Ariel, Barcelona, 1990, pp. 335 y ss.
130 Ibídem, p. 337.
131 Vide Santiago MUÑOZ MACHADO, Servicio público y mercado, Vol, I, Cívitas, Madrid, 1998, pp. 310 y
311: «Las autorizaciones administrativas han conocido un proceso de diversificación. Al margen de una primiti-
va disputa doctrinal sobre la naturaleza de la autorización, que forma parte de los debates clásicos del Derecho
público, existen en la actualidad tantos tipos de autorizaciones administrativas que resulta difícil reconducirlas
todas a una misma categoría. En unos casos la Administración se limita a verificar la adecuación a la legalidad de
la actividad de los privados; y en otros, sin embargo, la somete a tantos condicionamientos, intervenciones ulte-
riores, potestades de vigilancia, control y sanción, que no resulta fácil distinguir el régimen de estas autorizacio-
nes (llamadas operativas porque la Administración se mantiene vigilante durante todo el tiempo que dura la acti-
vidad autorizada), de los principios clásicos de las concesiones».
132
Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Curso de
derecho administrativo, Vol. II, o.c, pp. 137-138.
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«[...] no es un derecho subjetivo propiamente tal, sino solamente un poder genérico de libre
desenvolvimiento de la personalidad cuya concreción encuentra, precisamente, en la autorización
ya otorgada su título específico de concreción y contenido [...]. Hablar en estos casos de un dere-
cho preexistente no sólo es ilusorio, sino que está en abierta contradicción con la realidad de las
cosas, que muestra con toda claridad hasta que punto difieren las posiciones del sujeto autoriza-
do antes y después de la autorización».
En resumen, la autorización se concibe en nuestros días como una técnica de intervención
administrativa que se proyecta sobre actividades propias de los particulares. Las discrepancias
se destapan en relación con la posición jurídica del sujeto autorizado.
Por todo ello podemos distinguir la autorización de efecto continuado u operativa de las
autorizaciones tradicionales en base a tres caracteres: primero, no persiguen un control pura-
mente negativo, de mera supresión de un límite para el ejercicio de una actividad, sino un con-
trol positivo, proyectado hacia el futuro en el seguimiento del ejercicio de dicha actividad;
segundo, las autorizaciones de efecto continuado u operativas tienen por objeto la prestación a
la colectividad, y por ello el interés público se eleva a un primer plano; tercero, la obligación de
pagar por parte de los usuarios, adquiere el carácter de privado con otro particular.
Un prototipo perfectamente definido ha sido el de las autorizaciones bancarias133, o la
autorización de un centros hospitalario que incluye diversas especialidades. Aunque la acti-
vidad en principio es libre, estamos ante un acto de clara naturaleza organizativa que incor-
pora al sujeto autorizado a un complejo orgánico determinado, que va más allá de la mera
remoción de unos obstáculos para el ejercicio de un derecho que previamente le correspon-
de. Es decir, se trata de una figura muy cercana a la concesión.
La importancia y trascendencia de estas actividades justifica que la norma no se limite
simplemente a exigir el control inicial de su ejercicio, sino que se trata de encauzar y veri-
ficar regularmente el desarrollo de la actividad134.
8. Diferencia con figuras afínes: homologación, certificación y en especial la
acreditación.
Aunque en esta materia el elemento clave es la autorización, también nos podemos
encontrar con otros términos que pueden actuar como elemento conectivo de una determi-
nada relación jurídica.
133
Vide Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, Derecho administrativo económico, Vol. I, La
Ley, Madrid, 1988, p. 193.
134
Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ, Curso de derecho adminis -
trativo, Vol. 11, o.c, pp. 140-141. Vide Luis MORELL OCAÑA, Curso de Derecho Administrativo, Tomo
II, Aranzadi, Pamplona, 1996, pp. 147 y ss.
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Es frecuente que se utilice un término como el de homologación135. Sin embargo en este
caso se trata más bien de un proceso de normativizacion respecto a un estándar previo, que
se utiliza con más frecuencia.
Como ejemplo indicativo de las afirmaciones que estoy efectuando puedo asegurar que
con frecuencia se expone que en materia sanitaria, la autorización administrativa (que se
otorga con carácter permanente) por la autoridad competente, podría ser sustituida por la
certificación136 (de duración predeterminada) o por la acreditación137 (sistema con auditoria
135 Vide Santiago MUÑOZ MACHADO, La sanidad pública en España (Evolución histórica y situación
actual), Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1975, p. 199, respecto de la Ley de 21 de julio de 1962,
sobre coordinación hospitalaria: «El juicio que haya de formularse sobre esta ley ha de apoyarse en la contempla-
ción de si sus objetivos se han cumplido. Uno de ellos, de gran trascendencia, como es la homologación de los
centros hospitalarios, señalando sus condiciones mínimas, los servicios con que han de contar, etc, [...]».
Existe cierta similitud con lo que ocurre en el sector privado. En éste, existe un proceso imparable para la
consecución de una normalización que afecta no sólo a las condiciones comerciales en los mercados de
explotación, sino también en el mercado nacional. Es decir, en el ámbito empresarial y también en el sani-
tario se suelen utilizar los siguiente conceptos:
Normalización: Es toda actividad que aporta soluciones para aplicaciones repetitivas que se desarrollan,
fundamentalmente en el ámbito de la ciencia, la tecnología y la economía, con el fin de conseguir una orde-
nación óptima en un determinado contexto. La razón de ser de la normalización es la regulación o puesta
en buen orden de aquello que no lo estaba.
Homologación: Al homologar algo lo estamos sometiendo por obligación, al dictamen de un organismo
calificado, para aprobar su coincidencia o no con leyes o reglamentaciones normativa de obligado cumpli-
miento, en razón de los altos intereses de la comunidad. En resumen: si nos conceden la homologación,
actuaremos dentro de los alcances de las leyes; si no fuese así, no.
Certificación: Cuando por el contrario se busca un dictamen semejante por razones de prestigio, de pactos
o cláusulas contractuales con nuestros clientes o consumidores, pero sin la presión de la obligación admi-
nistrativa, estamos ejercitando un acto de capacidad en nuestra confianza y en la calidad de nuestra activi-
dad que implica madurez y responsabilidad por encima de la mera sujeción a las leyes: buscamos la certi-
ficación o constatación de nuestros méritos para ser más competitivos.
Debo plantear ya, que muchas empresas del sector sanitario, obtienen simultáneamente por parte de las
autoridades competentes la calificación, acreditación, normalización, homologación y certificación, lo que
sin duda constituye una doble garantía para todos los usuarios de las mismas.
136 Vide Luis BOHIGAS, "La acreditación de hospitales: un paso hacia la liberalización del mercado hospitala-
rio español", en La regulación de los servicios sanitarios en España, Cívitas, Madrid, 1997, pp. 105 y 106: «La
certificación de los hospitales tiene una larga tradición en EEUU donde nació en 1918 bajo la denominación de
ACREDITACIÓN. Su objetivo es el mismo que la certificación de las industrias, es decir, la revisión mediante
un organismo independiente de los sistemas de calidad del hospital para verificar que están de acuerdo con las
normas generalmente aceptadas. La motivación de la acreditación es la misma que la certificación industrial:
demostrar al cliente que el hospital tiene instrumentos calibrados para controlar su calidad. Al igual que otras
empresas de servicios, el hospital tiene muchas dificultades para homologar sus productos, por lo que la estrate-
gia es más eficiente en la actualidad para demostrar que la calidad está en la certificación.
El sistema de acreditación está muy desarrollado en EEUU, Canadá y Australia debido a la existencia en
estos países de mercados hospitalarios, es decir, de la capacidad de elección del hospital por parte del
paciente que quiere ser tratado. Esta situación no es igual en Europa, donde existen situaciones de mono-
polio en los servicios hospitalarios. En algunos países los hospitales son públicos y su situación es por defi-
nición de monopolio. En otros sistemas los hospitales son privados sin finalidad lucrativa, pero su situa-
ción es de clientela cautiva y por lo tanto no están sometidos a la competencia».
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permanente), tanto de centros, servicios y establecimientos sanitarios como de profesiona-
les138. Tanto una como otra presentan una potencialidad muy elevada. Sin embargo en sus for-
mulaciones teóricas no se aprecia nitidez para diferenciar dos términos cuyo significado res-
ponde a realidades diferentes.
La acreditación no es una licencia de funcionamiento139, sino un proceso abierto que bási-
camente consiste en garantizar la calidad a partir del criterio de asegurar unos mínimos bási-
137
Vide: Adolfo SERIGO SEGARRA y Pedro PORRAS ORÚE, La planificación de la asistencia hospitalaria
en España, Patronato Nacional de Asistencia Psiquiátrica, Madrid, 1966, pp. 98 y 99: «El tercer concepto es el de
la acreditación hospitalaria. Prescindiendo del término de clara influencia anglosajona, el concepto por él refleja-
do es un escalón más en el desarrollo de una política activa en materia de promoción, de perfeccionamiento de
equipos y niveles de asistencia. En términos jurídico-administrativos puede afirmarse que constituye una activi-
dad de fomento. Mientras que la inclusión de un hospital en el Catálogo posibilita su funcionamiento como tal y
su engranaje en la Red le integra en la dinámica funcional solidarizándose con la total actividad hospitalaria de la
nación, la acreditación de un establecimiento le eleva a la categoría de hospital modelo o ejemplar. De esta forma,
aunque el Catálogo, al clasificar los hospitales por su nivel asistencial, marque unas diferencias entre ellos, la acre-
ditación, al consagrar a determinados hospitales como modelo, eleva a éstos de categoría y promociona, en vir-
tud de un sistema de emulación, la elevación del nivel en los demás. En lo que toca a la acreditación hospitalaria,
será misión reglamentaria el señalar la clase de acreditación que, en principio, podrá ser total para todo el hospi-
tal o parcial para un servicio en particular. También se habrán de determinar reglamentariamente los requisitos y
los efectos de la acreditación, así como el procedimiento para llevarlos a cabo. La acreditación, pues, podrá ser
exhibida por el hospital como un mérito relevante y sobre todo en aquello que se refiere a las labores de enseñan-
za e investigación». Víctor PÉREZ DÍAZ, "Médicos, administradores y enfermos: la calidad de la asistencia sani-
taria", Papeles de Economía Española, 12/13, (1982), p. 246: «El sistema de acreditación está ligado al sistema
de las autonomías hospitalarias: un modelo de estructura y funcionamiento del sistema hospitalario contrario al
modelo de jerarquización y centralización de la red de hospitales típico de nuestro país». Vide José Manuel
MARTÍN BERNAL, Responsabilidad médica y derechos de los pacientes, La Ley, Madrid, 1998, pp. 275-277:
«Acreditación de hospitales y servicios médicos».
138
Vide Luis BOHIGAS, "La acreditación de hospitales: un paso hacia la liberalización del mercado hos-
pitalario español", o.c, p. 108: «En el sector sanitario existe otra tendencia en alza que puede empujar en
el mismo sentido de valorar externamente la calidad, se trata de la certificación de los profesionales sani-
tarios. El avance de las ciencias médicas es muy rápido y existen cada vez más dudas de que un médico
especialista mantenga su competencia profesional al cabo de unos años de práctica, si no ha hecho un esfuerzo
de formación continua. En algunas especialidades médicas, en EEUU, se evalúa periódicamente la competencia
de los profesionales especialistas, mediante un procedimiento denominado precisamente certificación. El objeti-
vo es evaluar la puesta al día de la competencia profesional y responde tanto a principios éticos de la profesión
como a la necesidad de demostrar a la sociedad que se pueden ofrecer unos servicios de calidad».
139 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, "La relación jurídica de habilitación para la creación de firma elec-
trónica", Libro Homenaje al profesor doctor Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, pro-manuscripto, pp.
56 y 57: «Tanto la Directiva 99/93/CE sobre firma electrónica como la legislación en el derecho interno español
ponen particular énfasis en la declaración de que la actividad de prestación de los servicios de certificación se lle-
vará a cabo en régimen de libre competencia y sin necesidad de autorización previa. Pero es evidente que esa liber-
tad de acceso al mercado de las empresas que se dediquen a esta actividad debe conjugarse con la necesidad que
dichas empresas reúnen los requisitos de capacidad económica e idoneidad técnica a los que acabo de referirme.
Sé entiende así que el artículo 3 de la directiva citada disponga, en lo que ahora interesa lo siguiente: "Art. 3.
Acceso al mercado. 1. Los Estados miembros no condicionarán la prestación de servicios de certificación a la
obtención de autorización previa.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los Estados miembros podrán establecer o mantener sis
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cos140, mediante un análisis de su estructura física, orgánica y funcional, basándose en su
comparación con unas normas establecidas141. Evidentemente tiene carácter voluntario si se
pretende llegar a obtenerla, y previamente, es necesario que el centro o establecimiento esté
autorizado. La acreditación puede ser total o parcial dependiendo de la regulación sectorial
establecida al efecto. Puede ser también exigible como un requisito fundamental a la hora de
concertar con la Administración. Y en todo caso tendrá que ser renovada cada cierto núme-
ro de años. Los elementos básicos de un proceso de acreditación serán los siguientes:
«1) Carácter voluntario del proceso: es decir, la institución sanitaria decide libremente
que desea ser acreditada y formula la petición correspondiente. 2) Criterios y estándares defi -
nidos: existe un instrumento objetivo en forma de criterios y estándares o niveles de cumpli-
miento de los mismos, que es utilizado como marco de referencia en el proceso, al objeto de
disminuir al máximo el margen de arbitrariedad o el subjetivismo en las apreciaciones. 3)
Procedimiento de verificación externo: un equipo de auditores ajeno al centro sanitario se
encarga de verificar el grado de cumplimiento por la institución de los criterios y estándares
temas voluntarios de acreditación destinados a mejorar los niveles de provisión de servicios de certifica-
ción. Todas las condiciones relativas a tales sistemas deberán ser objetivas, transparentes, proporcionadas
y no discriminatorias. Los Estados miembros no podrán limitar el número de proveedores de servicios de
certificación acreditados amparándose en la presente Directiva.
3. Los Estados miembros velarán por que se establezca un sistema adecuado que permita la supervisión de provee-
dores de servicios de certificación establecidos en su territorio que expidan al público certificados reconocidos". [...].
Como la actividad de acreditación, aunque relacionada con la que aquí estoy analizando, queda fuera del
contenido de este trabajo, se entenderá que me limite a recordar que el problema de los contornos de esa
unidad jurídica que llamamos autorización no está resuelto, tanto en la doctrina científica como en la legis-
lación y la jurisprudencia».
140 Vide Ignacio M. ARAGO, "Historia del hospital", Revista del Colegio Oficial de Médicos de Barcelona, 3,
(1958), pp. 18 y 19: «Acreditación (Calificación del hospital)». Incluye la historia de la acreditación hospitalaria
y analiza los efectos de la misma. Vide Ley 3/2003, de 6 de febrero, de Ordenación Sanitaria de la Comunidad
Valenciana, art. 10: «Acreditación de centros y servicios sanitarios. Garantía de calidad. Para la acreditación de
centros y servicios sanitarios existirá un organismos público, independiente, cuyos principales objetivos serán: La
evaluación de la calidad y seguridad de los servicios sanitarios. Otorgar un reconocimiento externo de la calidad
de la asistencia prestada. La promoción de la mejora continua de la calidad de los servicios sanitarios. El aporte
a profesionales, ciudadanos y organismos responsables de la prestación asistencial de información comparativa
sobre la adecuación, calidad y efectividad de los servicios sanitarios. La incentivación de la búsqueda de la exce-
lencia y la implicación de los profesionales en todas las fases del desarrollo de la calidad.
Para la adquisición y mantenimiento de la calidad óptima del sistema de salud de la Comunidad
Valenciana, se implantarán sistemas de garantía de calidad y acreditación tanto en establecimientos públi-
cos como en los; privados y concertados».
Vide Orden de 25 de abril de 1983 por la que se regula la acreditación de centros y servicios asisten-
ciales en Cataluña, art. 1o (DOGC de 4 de mayo, núm. 325; corrección de errores en DOGC de 22 de junio,
núm. 339). Vide Lluis BOHIGAS, "La acreditación de hospitales: un paso hacia la liberalización del
mercado hospitalario español", en La regulación de los servicios sanitarios en España, Cívitas, Madrid,
1997, p. 101: «La acreditación de hospitales se sitúa en este contexto de "signaling". Su propósito es enviar
señales a los compradores sobre la calidad de los hospitales y especialmente en distinguir los hospitales
buenos de los que no lo son. Estas señales sirven a los compradores para mejorar su nivel de información
y tomar decisiones más fundamentadas».
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establecidos. 4) Dictamen por órgano independiente: es fundamental que el proceso de acre-
ditación en su conjunto sea llevado a cabo por un organismo totalmente independiente de los
centros e instituciones sanitarias, y que sea dicho órgano el que, a través de los mecanismos
oportunos, tome la decisión definitiva acerca del tipo de acreditación otorgado»142.
A estas alturas de la exposición queda claro que acreditación y autorización son dos
figuras jurídicas diferentes. La acreditación es voluntaria, no se trata del cumplimiento de
unos requisitos reglados para la puesta en funcionamiento del centro para poder iniciar la
actividad, y en cierto modo viene a compensar la rápida evolución de la ciencia y de los
sistemas de funcionamiento de los mismos.
Especial relevancia cobra el organismo acreditador. Las dos características fundamen-
tales son la credibilidad y la imparcialidad y sus funciones se pueden resumir en las
siguientes: en primer lugar establece las normas, en segundo lugar hace las inspecciones
de los centros que quieran acreditarse y en tercer lugar emite los certificados de acredita-
ción. Sería aconsejable crear un organismo único de acreditación que estuviera formado
por el Estado, las Comunidades Autónomas y las Sociedades científicas, que asumiera
todas las funciones de acreditación.
C. Comunicación administrativa.
La solicitud de autorización podrá ser sustituida por una comunicación en los supues-
tos en los que se determine legalmente.
Se trataría de alcanzar la eficacia en un entorno competitivo, donde a la vez que se incor-
poran las nuevas tecnologías se potencia la comunicación y la autorresponsabilidad de los
ciudadanos. Esta meta exige contar con un ordenamiento lo más claro y preciso posible.
Se trata por tanto del fenómeno de simplificación administrativa143 que pretende mejo-
rar con carácter general la relación del ciudadano con la Administración, y en segundo
lugar mejorar la competitividad y eficiencia de las empresas, tratando de suprimir aquellos
requisitos que no se consideren imprescindibles144 145. En principio es posible plantear la
142  Ibídem, p. 109.
143 Vide G. MÁRQUEZ CRUZ, "La simplificación administrativa en el proceso de modernización de la
gestión pública", Revista Galega de Administración Pública, 15, (1997), pp. 105 y ss.
144 Vide Joaquín TORNOS MAS, "La simplificación procedimiental en el ordenamiento español", RAP,
151, (2000), pp. 42 y 43: «La simplificación afectará, desde esta perspectiva, a los procedimientos para
adoptar las manifestaciones de voluntad de la Administración, tratando de conseguir unas decisiones más
rápidas y en cuyo proceso de adopción el administrado haya podido intervenir de forma ágil y eficaz. Para
ello habrá que plantearse en qué casos puede sustituirse el tipo de intervención administrativa (de la auto-
rización a la comunicación realizada por el administrado, con o sin acreditación por una entidad privada,
del acto expreso al silencio), cómo puede mejorarse el proceso interno de adopción de las decisiones admi-
nistrativas (suprimir trámites, mejorar los circuitos de transmisión de información), cómo pueden integrarse
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simplificación en una triple vertiente: simplificación normativa, simplificación orgánica y
simplificación procedimental. Respecto a esta última haré algunas precisiones.
«Esta directa vinculación entre actividad económica y simplificación administrativa tiene su mani-
festación mas clara en el frecuente recurso a la sustitución de la técnica autorizatoria por la técnica de
la comunicación. En estos casos, no se trata en verdad de simplificar el procedimiento de adopción de
un acuerdo administrativo. La simplificación es más drástica, pues consiste en suprimir la intervención
administrativa previa, aquella que condiciona la entrada del operador económico en el mercado.
La autorización es sustituida por la carga del administrado de comunicar el inicio de una acti-
vidad. Se traslada de este modo al particular el deber de adecuar su actividad al ordenamiento,
con la carga añadida en algunas ocasiones, de tener que acompañar la comunicación con una
"acreditación" expedida por un ente público o privado de control.
La técnica de la comunicación no aparece en el sistema español en la legislación general de
procedimiento administrativo, surgiendo en las leyes sectoriales de intervención [...]»146.
Desde el punto de vista dogmático, la novedad que introduce la figura de la comunica-
ción consiste en sustituir el control previo administrativo para el ejercicio de una actividad
por el cumplimiento por el particular de una carga. La carga consiste en poner en conoci-
miento de la Administración que se inicia la actividad, acompañando tal comunicación de
los datos requeridos, debidamente acreditados en su caso. Lo cierto, es que la
Administración se libera de su función controladora previa, y en este sentido la simplifica-
ción va más allá de la creación de la ficción del acto presunto. El ordenamiento se orienta
en otra dirección y traslada al particular el deber de conocer e interpretar el ordenamiento,
para que decida cuándo y de qué modo iniciará su actividad.
Recibida la comunicación, la Administración podrá ejercer su función inspectora
durante un breve periodo de tiempo, transcurrido el cual sin que se formulen observacio-
nes el particular puede iniciar su actividad. Es decir, la Ley se limita a reconocer a la
Administración una potestad de inspección y control, limitando temporalmente el ejerci-
cio de la misma.
procedimientos complejos intraadministrativos o interadministrativos, en qué casos y en qué condiciones
puede sustituirse la formalización de una resolución y su notificación por el recurso a medios informáti-
cos. Todas estas son cuestiones que inciden de modo directo en el proceso que hemos calificado de simpli-
ficación procedimiental, y que dejan de lado los temas conexos de la simplificación normativa y de la sim-
plificación de las estructuras organizativas».
145 Vide Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, "De la simplificación de la Administración públi-
ca", RAP, 147, (1998), p. 7: «El término simplificación es polivalente; expresa, sabido es, significados dis-
tintos. Los dos que recoge el Diccionario de la Academia, además de muy precisos, están íntimamente vin-
culados: simplificar es -dice- "hacer más sencilla, más fácil o menos complicada una cosa", pero significa
también "reducir una expresión [...] a su forma más breve y sencilla". Y en verdad que vincular la idea de
hacer algo menos complicado con la de reducirlo expresa muy cumplidamente el verdadero alcance del tér-
mino. Simplificar la Administración supondrá, pues, en principio, hacerla menos complicada y, al mismo
tiempo, reducirla».
146 Vide Joaquín TORNOS MAS, "La simplificación procedimental en el ordenamiento español", RAP,
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La contrapartida es que traslada al particular la responsabilidad que pueda derivarse
como consecuencia de los daños que pueda ocasionar el ejercicio de esta actividad comu-
nicada. Aunque la responsabilidad administrativa no desaparece de forma absoluta, pues el
título de imputación puede encontrarse en el no ejercicio de las funciones inspectoras que
le corresponden en el momento de la comunicación y, posteriormente, una vez que la acti-
vidad está en funcionamiento. Por tanto, el título de imputación es el no ejercicio de modo
adecuado de la función inspectora sobre la actividad que se va a desarrollar o que ya se
lleva a cabo.
Es evidente que existen tres intereses implicados en este procedimiento. El interés de
quien desea iniciar la actividad, el interés de los terceros afectados por la actividad y el inte-
rés general, representado por la Administración. Para el primero, supone una posición privi-
legiada que agiliza la realización de su actividad, pero si con posterioridad la Administración
decide imponer nuevas condiciones, las ventajas se tornan en desventajas, pues no recibirá
indemnización administrativa alguna. Los terceros son quizás los más afectados pues desco-
nocen la existencia de la comunicación. El interés general está suficientemente protegido por
la Administración que conoce al ser advertida y si lo estima oportuno procede a actuar.
En definitiva se trata de hacer una llamada sobre la necesidad de diferenciar, en primer
lugar, entre la supresión de lo inútil y la redefinición de lo necesario. Por ello se debe tener
presente el equilibrio de los valores que se verán afectados. Pues el Derecho
Administrativo debe mantener su función de equilibrar tensiones, de buscar el punto justo
entre intereses generales diversos: celeridad, buena administración, transparencia y con-
fianza legítima, seguridad jurídica, etc147.
5.3.2. Criterios generales de autorizaciones y gestión.
Tal y como determina el art. 74 de los Estatutos de la ONCE, el nuevo marco de orde-
nación de las actuaciones de la ONCE en materia de juego, regulado por el Real Decreto
358/1991, modificado por el Real Decreto 1200/1999, y en el Acuerdo General entre el
Gobierno de la Nación y la ONCE, vigente en cada momento, que sustituye al antiguo sis-
151, (2000), pp. 59 y 60. Sin embargo, la simplificación no es un valor absoluto, y en la p. 66 señala: «[...].
Pero la simplificación también puede afectar a trámites que sí tienen una razón de ser, una función de pro-
tección de los intereses o derechos del interesado o de conformación del interés general. En estos casos
deberán ponderarse los dos bienes en juego: por ejemplo, la eficacia o celeridad frente a la buena adminis-
tración. La simplificación deberá ser fruto de una decisión proporcionada, en el sentido de que sea una
medida adecuada al fin perseguido y que cause el menor daño posible a otros bienes en juego».
147 Vide Joaquín TORNOS MÁS, "La simplificación procedimental en el ordenamiento español", o.c, pp.
71-76.
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tema de autorizaciones casuísticas, establece uno nuevo de límites preestablecidos claros,
dentro de los cuales la ONCE actúa sin la necesidad de autorizaciones puntuales, que sólo
serán imprescindibles cuando se precise superar dichos límites.
El Consejo General deberá ser oído con carácter previo al acuerdo sobre las autorizaciones
relativas al régimen de sorteos del cupón prociegos, así como de otras modalidades de juego
de naturaleza activa o pasiva distinta de las del cupón, que definirán con precisión los térmi-
nos, alcance y duración de las respectivas autorizaciones.
El régimen de autorizaciones, para cualquier modalidad de juego gestionado por la
ONCE, se basará en la fijación de criterios e indicadores que establezcan límites máximos,
dentro de los cuales la ONCE podrá desarrollar con plena autonomía la gestión de dichos
juegos. Solamente cuando la ONCE pretenda sobrepasar dichos límites máximos será
necesaria la previa y expresa autorización al respecto, tanto para el juego de cupón como
para otras modalidades de juego pasivo o activo.
Tal y como ha sido expuesto a lo largo de este trabajo, corresponde al Consejo de
Protectorado resolver los recursos contra los actos de la organización, agotando la vía
administrativa previa a la jurisdiccional, en materia de las diferentes modalidades de jue-
gos autorizados a la ONCE, cuando la cuantía del asunto supere 24.040 euros, o la cuan-
tía que pudiera fijarse en el futuro por la legislación aplicable.
5.3.3. De la gestión de otros juegos de azar comercializados por la ONCE.
En el artículo 77 de los nuevos Estatutos de la organización se determina el nuevo marco
de ordenación de las actuaciones de la ONCE en materia de juego, autorizando a la entidad
a iniciar el desarrollo de nuevas modalidades de juego de carácter activo y pasivo, para ase-
gurar su competitividad en el mercado y poder alcanzar el volumen máximo de ventas.
Las modalidades, alcance y condiciones de los juegos activos o pasivos distintos del
cupón vienen establecidos en el Acuerdo General entre el Gobierno de la Nación y la
ONCE, o los que, en su caso, les sustituyan, conforme a los criterios generales regulados
en el artículo 7 del Real Decreto 358/1991, modificado por el Real Decreto 1200/1999.
El régimen de autorizaciones para la gestión de otras modalidades de juego de natura-
leza activa o pasiva distinta de la del cupón expresará, de forma clara, los términos, condi-
ciones y límites máximos dentro de los cuales la ONCE podrá desarrollar la gestión de
dichos juegos.
El Consejo General de la ONCE podrá adoptar cuantas decisiones sean precisas en
materia del régimen de otras modalidades de juego autorizadas, que vengan aconsejadas
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por razones organizativas, económicas o comerciales, siempre que se desarrollen dentro de
los límites máximos establecidos en el acuerdo autorizador.
6. Cuota de participación del cupón en el juego148.
La cuota de participación del cupón de la ONCE respecto de la cantidad total destina-
da a juegos de azar por los españoles ha sufrido oscilaciones a lo largo del tiempo. Si se
observa la secuencia temporal desde 1970 hasta 1984, se aprecian dos tendencias clara-
mente diferenciadas. En primer lugar se produce una reducción de la cuota, leve pero sos-
tenida, desde 1970; tal descenso pasa a ser muy pronunciado a partir de 1981. Ello no se
debe tanto a incrementos negativos en los niveles de ingresos como a la entrada en el mer-
cado de los juegos legalizados en 1977. Así, si descontamos las máquinas recreativas (sub-
sector con más de un 50 por ciento de participación), la cuota de mercado del Cupón en
1984 sería más del 14 por ciento (un 4,57% sobre el total). Por otro lado, se observa una
fuerte recuperación desde 1984, año en que duplica su cuota de mercado. Tal tendencia se
ha venido manteniendo en los años posteriores149.
En épocas más reciente, después de la atonía mostrada en 2002 por el mercado de juego
público en España, en el que creció sólo un 0,2% en moneda corriente y que supuso, por
tanto, un descenso en la recaudación en términos reales, el año 2003 ha significado el ini-
cio de la recuperación de este mercado, con un crecimiento del 5,7%.
El mayor crecimiento en términos porcentuales se ha producido en las apuestas depor-
tivas, que suben a un ritmo del 16,7% tras la fuerte caída que experimentaron en 2002, un
13,9%. Por su parte el resto de loterías activas (lotos), continúan su tendencia de aumento
de cuota en el mercado de juego público, representando ya en 2003 el 28,4% del mercado
total frente al 23,9% que obtenían en el año 98.
A pesar de lo anterior la lotería pasiva (Cupón y Lotería Nacional) continúa siendo la lotería
de mayor aceptación comercial en España con un 66,5% de cuota de mercado.
El gasto por habitante y año en el mercado de juego público español durante el año
2003 ha sido de 248 euros, creciendo 8,5 euros con respecto al año anterior.
No se disponen de datos oficiales sobre la evolución de las recaudaciones de juego pri-
vado (fundamentalmente máquinas tipo B, bingos y casinos), por lo que no se puede hacer
ninguna valoración acerca de la evolución, de la totalidad del mercado del juego en España.
148 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003: Evolución del mercado de juego públi -
co en España.
149 Vide Negociado de Estudios del Juego, "El cupón de la ONCE: evolución socio-histórica, situación
actual", Cuadernos de Información Jurídica, 41, (1989), pp. 84-85.
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7. Publicidad150.
La evolución progresiva y próspera experimentada por la ONCE desde 1984 hasta nues-
tros días, se debe, en gran parte, a la intensa y brillante campaña publicitaria desarrollada por
la Entidad en prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación. Este organismo y la
lotería nacional son las dos únicas empresas dedicadas al juego que pueden hacer publicidad.
La ONCE que en 1982 no aparecía en el ranking de las empresas que invertían
más de cien millones de pesetas al año en publicidad, en 1985 pasa a gastar 1.053
millones de pesetas y ya se situó en el décimo lugar del ranking de las empresas
con mayores gastos en esta rama propagandística, mientras que los gastos en
publicidad de las loterías públicas situaban al Ministerio de Economía y Hacienda
en el puesto número 47. En 1986 la ONCE se situó en el puesto 17, en tanto que
el mencionado Ministerio ocupaba el puesto 18.
En 1987 la ONCE gasta 3.054 millones de pesetas para promocionar El Cuponazo151 (2
de octubre de 1987), haciendo un gran despliegue publicitario, que dio por resultado que las
ventas de cupones subieran un 37 por ciento; y la entidad de no videntes, que había recaudado
156.000 millones de pesetas en 1987, obtuvo unas ganancias de 233.000 millones de pesetas al
año siguiente. El colectivo de los privados de vista se ha convertido en una de las primeras empre-
sas de inversión publicitaria en España152.
Quizás nos de una idea la importancia que se otorga a la publicidad y los magníficos
resultados cosechados por la ONCE, el siguiente ejemplo:
«En septiembre de 1987, Televisión Española insertó machaconamente, a todas horas del día
y de la noche, un imaginativo y espectacular anuncio publicitario. Una cámara de cine recorría
de un extremo a otro de la capital de España siguiendo a una interminable columna humana que
empezaba en el Puente de Segovia, continuaba por la Puerta del Sol y atravesaba de punta a
punta, la plaza de toros de Las Ventas.
Esta hilera fue rodada en varias tomas. Para ello se utilizaron más de quinientos extras y una
150 Sirva como ejemplo el siguiente fragmento de canción que fue tarareado por toda la sociedad:
Tema: "No me llames iluso". Grupo: La cabra mecánica.
Fragmento: "No me llames iluso porque tenga una ilusión, si la suerte es caprichosa el amor es ciego, y con el
tuyo me ha tocado el cupón".
Vide ONCE, ¿Qué es la ONCE?, ONCE, Madrid, 1988, p. 11. Vide Diego A. MANRIQUE, "La campaña
del sorteo extraordinario de la ONCE, que hoy ofrece Antena 3, se convierte en el fenómeno de la tempo-
rada", Diario El País (versión electrónica), 16-8-2003.
151 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
250, donde rebaja la cantidad de promoción del cuponazo a 1.500 millones de pesetas. En todo caso seña-
la: «Esta cantidad suponía casi el doble de la inversión en publicidad que la realizada en todo el ejercicio
anterior. En 1987 la ONCE invirtió más de 2.000 millones de pesetas, el doble que el ONLAE, y, para
hacerse una idea., sólo un 3% menos que Coca-Cola».
152 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 566.
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cámara que se deslizaba a lo largo de un cable de 1,5 kilómetros de largo, que, al parecer, con-
ducía al Museo del Prado. Sorpresivamente, la columna de centenares de hombres y mujeres
concluía poco antes. Frente a las puertas de la primera pinacoteca española, una de las más
importantes del mundo, un modesto puesto de venta de la ONCE era el causante del barullo
que colapsaba Madrid.
La ONCE se gastó 100 millones en producir el anuncio. Contrató al equipo de "efectos
especiales" del conocido director de las películas más taquilleras del mundo, como E.T. o
Indiana Jones, Steven Spielberg. La realización la puso en manos del británico Eduard
Macklin, con el camarógrafo Vernon Layton, ambos reputados profesionales del mundo del
celuloide. Por último, Nacho Cano, del grupo musical Mecano, se encargó de la banda sono-
ra del spot.
Los ciegos lograron así el impacto publicitario previsto. El mensaje del anuncio que no
desvelaba en ningún momento la marca del producto comercial que trataba de vender, creó
una inusitada expectación en la opinión pública española. El efecto se consiguió de golpe, con
una frase lapidaria pronunciada por una voz en off que cerraba los treinta segundos de emi-
sión: "El próximo 1 de octubre en este país va a ocurrir algo que traerá cola"»153 154.
Durante el año 2003 se han realizado seis campañas de publicidad diferentes: nuevo cupón
diario 2003, cuponazo 2003, institucional ("queda mucho por hacer"), supercupón fin de
semana, campaña de verano (cupón especial de 16 de agosto) y navidad ("la abuela"). El reco-
nocimiento del sector profesional quedó plasmado en las distinciones a la campaña de verano
que fue finalista al gran AMPE de oro y obtuvo el de plata en radio, así como el Premio
Internacional a la Eficacia Publicitaria. Por su parte la campaña de navidad obtuvo un AMPE
de plata en TV y un oro en el Festival Iberoamericano de publicidad. Pero, premios aparte, la
publicidad ha influido positivamente en el índice de simpatía del público en general hacia la
institución y ha alcanzado una notoriedad muy superior a la de épocas precedentes155.
Ala vez constituye un medio ideal para propiciar la consecución de distintos objetivos. Bien
153 Vide José DÍAZ HERRERA, La rosa y el bastón, 2a ed., Ediciones Temas de Hoy, Planeta, Madrid,
1992, pp.89-90.
154 Vide diario El País de 30 de mayo de 1999, "El 14° Festival de Publicidad premia la campaña del
cupón de la ONCE: «El gran ganador del 14° Festival de Publicidad de San Sebastián celebrado los días
28 y 29 de mayo ha sido un anuncio de lotería. La campaña para la ONCE, realizada por la agencia Slogan,
ha merecido un triple galardón: el Gran Premio del Festival en las categorías de televisión y radio y el Sol
de Oro, también de televisión. En ella, un dicharachero joven, de nombre Julio Canal, invita al telespecta-
dor a comprar un cupón que por la irrisoria cantidad de 200 pesetas y un poco de suerte puede convertir
los sueños más caros en realidad».
155 Vide "Al descubierto: entrevista a Cesar Palacios García. Director General Adjunto de Economía y Juego",
Punto de venta, 40, (2004), p. 5: «Es más importante la información que traslada el vendedor al público sobre el
producto, que las acciones publicitarias. La campaña tendrá una duración determinada, pero, al final, el vendedor
en la calle es nuestro mejor altavoz para la difusión de nuestros productos y para dárselos a conocer al cliente.
Tenemos que conseguir que los 23.000 vendedores, junto con todos los que formamos parte de la ONCE, seamos
capaces de trasladar y transmitir a los clientes la misma información, de esta manera, será mucho más duradero
en el tiempo y llegará a muchas más personas».
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se trataba de conseguir convertir cada anuncio en una entrevista de empleo156, o concienciar
sobre la labor social157.
8. El cupón pro-ciegos contribuye decisivamente a la generación de empleo y de
recursos.
156 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, pp. 109-110, donde
reproduce la campaña: "Preparados, listos, ya", anuncio: "Locutoras":
«Chica 1: Soy, Luisa.
Chica 2: Yo soy Carmen.
Chica 1: Buscamos trabajo.
Chica 2: !Las dos!.
Chica 2: Soy locutora de radio.
Chica 1: Yo también soy tocutora de radio.
Chica 1: Cinco largos años estudiando juntas.
Chica 2: ¡Fueron siete!.
Chica 1: Bueno, pero fue bastante duro ¿no?.
Chica 2: !Uff! (Risas).
Chica 1: Hablo inglés ...
Chica 2: Francés ...
Chica 1: Italiano ...
Chica 2: !Uy!, italiano, dice, arrivederci. (Risas).
Chica 1: A veces hacemos footing juntas.
Chica 2: ¡Siempre juntas!. (Muestran las muñecas de las manos atadas, como los corredores ciegos).
Chica 1: Bueno, lo dicho, que buscamos trabajo.
Chica 2: Pero una de nosotras lo va a tener más difícil.
Chica 1: Porque una de las dos es ciega.
Chica 2: Es ella.
Chica 1: ¡Anda!, es ella.
Chica 2: No, es ella.
Locutor: Y ¿qué más da cuál sea ciega?. Son dos personas que han recibido la formación adecuada. Listas
para integrarse ya a un equipo de trabajo.
Rótulo: Preparados. Listos !Ya!».
Dicho anuncio tuvo su continuación en la campaña: "Queda mucho por hacer", donde las dos locutoras ya han
encontrado trabajo, y donde la que es ciega indica que no lo va a celebrar, pues queda mucho por hacer, y donde el
locutor cierra con el siguiente texto: «Quedan muchas personas con discapacidad, perfectamente formadas para tra-
bajar. Ahora queda que empresas privadas e instituciones públicas, las contraten. Y queda que todos sigamos com-
prando el cupón de la ONCE para continuar creando empleo».
157 Ibídem, p. 202, donde expone el texto del anuncio "La casa encantada", octubre de 1988:
«Música
Niño: Abuelo, ¡qué calle tan bonita!.
Abuelo: Es la calle de los hombres que sirven a los hombres. Mira, ellos ponen paz en nuestras calles (poli -
cías) y ellos, paz en el espíritu {monja y sacerdote); esas cuidan de nuestro cuerpo (enfermeras) y aquella
adiestra nuestra mente (profesora).
Niño:¿Y ese señor tan serio?.
Abuelo: !Oh!. Ese es la ley (Juez).
Niño: Ah, la ley.
Abuelo: Estos están aquí para sacarnos las castañas del fuego (bomberos).
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8.1. El epicentro de la generación de empleo lo constituye la venta del cupón y
otros juegos autorizados.
Sin duda alguna, el epicentro de generación de empleo lo constituye la venta del cupón y
otros juegos autorizados. Es preciso resaltar que con los recursos económicos obtenidos
(memoria del año 2003), se financia no sólo un amplio sistema de servicios sociales, sino
también el mantenimiento de 91.691 puestos de trabajo en el conjunto del Grupo ONCE
(46.667 empleos directos y 45.024 empleos indirectos) lo que supone el 0,54% del empleo
total en España. Con un dato muy relevante, como es que el 77% de dicho total corresponde
a personas ciegas o con otros tipos de discapacidad. Además, con estos recursos, también se
financia la Fundación ONCE. Y todo ello sin olvidar que la ONCE contribuye a la genera-
ción de riqueza nacional mediante su actividad económica que supone un 0,20% de PIB, y
de las aportaciones a los ingresos públicos a través del pago de impuestos y cotizaciones a la
Seguridad Social. Además, la ONCE se ha comprometido a crear 8.000 nuevos empleos
hasta 2011158.
Esta opción, ha sido una constante en la trayectoria de la Organización, para propiciar
la inserción laboral de los invidentes:
«En este punto son de mencionar, aparte de los Colegios a cargo de la Organización y que
aparecen reseñados en otro epígrafe, las instituciones o centros a cargo de la misma y estableci-
dos con la finalidad de proporcionar trabajo a todos aquellos afiliados que quieran o puedan rea-
lizarlos. En este sentido, la Organización Nacional de Ciegos tiene en marcha un plan que com-
prende aquellas formas de trabajo que se han considerado más adecuadas a las circunstancias de
sus afiliados. Los trabajos que con arreglo a este plan se han organizado son los siguientes:
1) Telefonía: Se halla en periodo de montaje una Escuela de Telefonía, cuya instalación está
prevista en el nuevo edificio sito en Madrid, calle Prim, 3.
2) Fisioterapia: La enseñanza de esta especialidad está ya iniciada en las Escuelas oficiales de
Ayudantes Técnico-Sanitarios; en el futuro continuará en la Escuela de Fisioterapia de la
Organización, cuya creación está oficialmente autorizada.
3) Mecánica ligera: La instrucción para esta especialidad se llevará a cabo en un Centro de
Formación Profesional Industrial próximo a instalarse por la Organización.
4) Artesanía: Funciona actualmente en Madrid un pequeño taller escuela de Artesanía para cie-
gas adultas.

5) Avicultura: Estas enseñanzas se proporcionan en el Colegio "Inmaculada Concepción" de
Niño: Y aquel que no lleva uniforme ¿de que sirve?.
Abuelo: Es de la ONCE. Y enseña a muchos a vivir como los demás, ¿verdad, señor?.
Ciego: !Ajá!.
Niño: ¿Y que enseñan aquí?.
Ciego: En esta casa enseñamos muchas, muchas cosas. Enseñamos a ver con las manos, a caminar sin luz, a escri-
bir sin lápiz.... Y, desde freír un huevo sin ver la sartén hasta jugar al fútbol.... !A1 fútbol con cascabeles!.
Niño: !Jo! es corno una casa encantada.
Ciego: Encantada de servir».
158 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
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Madrid, donde funciona una Granja-Escuela; en esta Granja se instruye a los alumnos para poder
llevar por sí mismos una explotación avícola familiar.
A fin de conseguir la rehabilitación social de los invidentes, antes de proporcionarles cual-
quier tipo de rehabilitación laboral se ha incluido en el plan de referencia la creación de un Centro
de Rehabilitación social.
La Organización tiene previsto, una vez proporcionado el correspondiente adiestramiento a
sus afiliados, la colocación de los mismos en adecuados puestos de trabajo en empresas y entida-
des diversas, o bien proveyendo de primeras materias a los afiliados que realicen trabajos en su
domicilio y dando salida a los productos por ellos fabricados.
Otra manera de llevar a cabo la finalidad de rehabilitación laboral de los invidentes, según el plan
previsto, es la de crear centros de trabajo de la propia organización, estando prevista la creación de
un taller mecánico anexo al Centro de Formación Profesional Industrial, así como la creación suce-
siva de otros centros de trabajo de distintas especialidades.
Está en marcha también la instalación de granjas avícolas rurales de tipo familiar, regidas por
ciegos que han recibido el adecuado entrenamiento en la Granja-Escuela del Colegio
"Inmaculada Concepción". La Organización facilita préstamos para establecer dichas granjas, las
cuales quedan durante el período de amortización del préstamo bajo el asesoramiento técnico y
contable de la organización»159.
Es decir, se han buscado y se buscan otras alternativas que complementen las opciones a
las que puede acceder este colectivo, y esta voluntad manifestada reiteradamente, no es
nueva:
«Por lo que se refiere a la integración laboral, últimamente la ONCE ha apostado fuerte por
abrir nuevas puertas como alternativa a la venta de cupón, a través del fomento de la formación
profesional y académica, de la política de diversificación empresarial y de conciertos con empre-
sas e instituciones públicas. Todo ello desde la convicción de que participar en el mercado labo-
ral es el primer paso para la integración plena, pero también porque se siente responsable del futu-
ro profesional de miles de titulados, que han confiado y apostado por un futuro profesional como
alternativa a la venta del cupón, que de no lograrlo, verían frustradas sus expectativas en un mer-
cado laboral competitivo que además no siempre manifiesta suficiente receptividad»160.
Entre las distintas salidas profesionales que se han auspiciado desde la propia organi-
zación debo destacar las siguientes: las escuelas de telefonía de la Organización Nacional
de Ciegos161, la escuela de fisioterapia de la Organización Nacional de Ciegos
159 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, o.c, pp. 164-165.
160 Vide ONCE, Las necesidades en servicios sociales de los afiliados a la ONCE, ONCE, Madrid, 1993, p. 14.
161 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional,
o.c, p. 126: «El plan Sotillos no fue un plan improvisado. Se visitó el centro de instrucción indus-
trial para ciegos de Letchworth (Inglaterra), para estudiar su réplica en España. Se tenía conocimien-
to de que en Alemania trabajaban 800 ciegos como telefonistas, en Inglaterra 300, y en Francia 600.
Además, la Caixa se había adelantado a la propia ONCE en España, al crear el año anterior la pri-
mera escuela de telefonía para ciegos». Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la histo -
ria, Tomo V, o.c, pp. 242-244.
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Españoles162, el centro de formación y rehabilitación profesional e industrial163, así como
otras alternativas, que ya he expuesto y que ponen de manifiesto el enorme esfuerzo de los
invidentes y de la Organización para lograr su inserción en el mundo laboral. Aun así, el
cupón constituye el epicentro de la generación de empleo en la ONCE.
162 Ibidem, pp. 244-246. Tiene especial interés la Orden del Ministerio de Educación Nacional de 11 de
abril de 1964 (BOE de 12 de mayo, núm. 114):
«La Presidencia del Consejo Superior de Ciegos se ha dirigido a este Departamento, solicitando la crea-
ción de una Escuela de Especialización de Fisioterapia en la que los ciegos españoles puedan cursar las
enseñanzas, previa la realización, con dispensa de determinadas asignaturas, de los estudios de Ayudantes
Técnicos Sanitarios, exigidos por el Decreto del 26 de julio de 1957, que regula la mencionada especiali-
dad. Esta petición, justificada por la necesidad de facilitar el acceso a la vida laboral de un gran número de
invidentes, en los que la experiencia viene demostrando que están dotados de hábiles condiciones para el
ejercicio del masaje, merece ser recogida por el Estado que, siguiendo el ejercicio de Instituciones análo-
gas, que funcionan en otros países, debe adoptar las normas oportunas para que aquéllos puedan cursar
estas enseñanzas en las condiciones que sus especiales circunstancias físicas aconsejen. De esta forma, el
aprovechamiento de sus facultades para los trabajos en los que están especialmente dotados, ejercerá una
influencia decisiva en su aspecto personal, familiar y social.
En atención a dichas consideraciones, previo Informe de la Comisión Central de Estudios de Ayudantes
Técnicos Sanitarios y dictamen del Consejo Nacional de Educación, este Ministerio ha dispuesto:
1o. Autorizar a la ONCE para la creación de una Escuela de Fisioterapia adscrita a la Organización y vin-
culada a la Facultad de Medicina de la Universidad de Madrid, en la que se cursarán los estudios de esta
especialidad por los ciegos que ingresen en la misma.
2°. Para iniciar los estudios de dicha especialidad en la Escuela, los interesados deberán cursar, previamen-
te, los de Ayudantes Técnicos Sanitarios en cualquiera de las Escuelas creadas por el Departamento, que-
dando dispensados de cursar las enseñanzas correspondientes a las disciplinas de Obstetricia y
Ginecología, Medicina, Cirugía de Urgencia y las prácticas de autopsia. La aprobación de los estudios de
Ayudante Técnico Sanitario en las condiciones indicadas, no supondrá el derecho a la expedición de títu-
lo académico correspondiente.
3o. Las enseñanzas que se cursen en esta Escuela se ajustarán al plan de estudios y programas previstos en
el Derecho de creación de la especialidad, del 26 de julio de 1957 y sus disposiciones complementarias.
4o. En la escuela de Fisioterapia, cuya creación se autoriza por la presente Orden, se empleará el mismo
instrumental y material que en las restantes escuelas oficiales de la especialidad.
5o. Los alumnos que hayan aprobado los dos cursos de la especialidad y hayan realizado las prácticas regla-
mentarias de. hospital, obtendrán el Diploma de Ayudante Técnico de Fisioterapia que, de acuerdo con lo
establecido en el Decreto de 26 de julio de 1957, será expedido por el Departamento. Los Diplomas de Ayudantes
de Fisioterapia, que se expidan a los mencionados alumnos, habilitarán, exclusivamente, para practicar la moda-
lidad terapéutica de los masajes, y así se hará constar en aquéllos.
[...]». Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p. 126:
«[...]. El oficio de masajista tampoco era una novedad. Se sabía que ésta era "la profesión de los ciegos" en Japón.
En España ya se intentó en los años 30 cuando, voluntariamente, el doctor Bartrina dio algunas clases de
"Kinesiterapia" a un limitado número de ciegos. El mismo Tovar era masajista. La rehabilitación para ciegos adul-
tos ya era desde los años 50 en los países más desarrollados un área de atención privilegiada. El plan de Sotillos
pretendía, en suma, aprovechar las experiencias de otros países en la rehabilitación e integración de los ciegos al
mundo laboral».
163 Vide Jesús M0NT0R0 MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 246-248. Sobre el
mismo merece la pena transcribir el informe dado por el Consejo Superior de Ciegos con fecha 4 de junio
de 1968: «La Organización Nacional de Ciegos ha creado en Madrid el Centro Especial de Rehabilitación
y Formación Profesional e Industrial para la formación laboral de los ciegos y, en lo posible, de los semi
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También debo manifestar, una vez más, que la generación de recursos por parte de la
ONCE es un elemento clave que permite incidir en la búsqueda de opciones profesionales
y en la prestación de servicios a los afiliados164 165.
8.2. Distribución de recursos del cupón.
En lo que se refiere a la distribución de recursos del cupón se puede establecer el
siguiente cuadro comparativo166:
- Distribución de ingresos brutos del cupón "La Hispalense" (siglo XX, años 30).
	Pago de premios al cupón
	25%

	Pago de premios a la colección
	20%

	Comisión para el vendedor
	40%

	Destinado a la caja social
	15%


- Distribución actual de ingresos brutos del cupón de la ONCE.
	Pago de premios
	50%

	Gastos de explotación
	25%

	Destinado a servicios sociales
	20%

	Destinado a la Fundación ONCE
	5%


ciegos, y su incorporación a la industria privada, capacitándoles en régimen continuado durante todo el año
y con jornada similar a la que es común en la industria siderometalúrgica, para su posterior empleo en la
industria, en paridad con los videntes.
La incorporación de los aspirantes tiene lugar en cualquier fecha del año, a medida que se producen vacan-
tes en las 20 plazas existentes.
La formación dura seis meses, en general, dependiendo la duración real de la capacidad del alumno, que,
tras un dictamen social ha de ser comprobada en los dos primeros meses, como condición imprescindible
para continuar el curso. Durante esta enseñanza laboral los alumnos que viven en régimen de internado
completo por cuenta de la Organización Nacional de Ciegos, percibiendo mensualmente una pequeña can-
tidad de dinero para sus gastos menores.
Cuando un solicitante tenga familia que dependa de él, indicará las circunstancias concurrentes como con-
secuencia de tal dependencia, a fin de que el caso pueda ser considerado por la Jefatura de la ONCE. La
formación que se obtiene, avalada por los alumnos ya colocados, comprende especialistas en ensamble y
montaje, verificación, máquinas-herramientas (taladros, roscadoras, prensa, torno revólver, etc).
Se evitará la admisión de solicitudes de personas que no acrediten propósitos de perseverancia, y no estén
dotadas de las aptitudes necesarias.
La Organización Nacional de Ciegos se cuidará de gestionar la colocación de los alumnos, mas obtenida
ésta, quedarán durante dos años privados de toda actividad remunerada dentro de la Obra Tiflológica.
Los profesionales procedentes del CERFPI y las empresas donde se hallen empleados, contarán con todo
el apoyo que pueda prestar la Organización para el mayor éxito de su actividad.
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Las condiciones de admisión para el ingreso en el CERFPI son éstas:
a) Ser afiliado o tener defecto de visión que impida su empleo en circunstancias corrientes.
b) Haber cumplido 18 años antes de la fecha de incorporación al centro y no sobrepasar los 35 en la fecha
de terminación del curso. Para aquéllos que acudan al centro después de haber desempeñado alguna acti-
vidad laboral siempre que las empresas donde trabajaron estén dispuestas a admitirlos, se podrá arbitrar
alguna forma más elástica en relación con la edad de admisión.
c) No padecer enfermedad infectocontagiosa ni defecto físico o psíquico que le impida realizar vida en
común, o el normal desarrollo de las enseñanzas en el centro.
De momento no se admiten mujeres. [...]».
164 Vide diario El País, 6 de marzo de 1999, "La ONCE crea nuevos sorteos para financiar 20.000 emple-
os": «La ONCE se ha comprometido con el Gobierno a crear 20.000 puestos de trabajo para discapacita-
dos, no sólo visuales, en los próximos 10 años. Y a cambio ha recibido carta blanca para entrar en el mer-
cado de juegos activos, como la primitiva, a partir del 2002, y la posibilidad de incrementar hasta un 10%
anual el precio del cupón y de realizar sorteos extraordinarios desde el próximo año. [...].
Una comisión formada por representantes de cada parte hará el seguimiento de los compromisos. [...]»
165 Vide diario El País, de 16 de febrero de 2004, p. 68, "La ONCE y el Gobierno han alcanzado un acuer-
do para asegurar los ingresos y la labor de la organización hasta 2011. El acuerdo, según explica el actual
presidente de la ONCE, Miguel Carballeda, prevé el lanzamiento de nuevos juegos de azar y la renovación
del popular cupón": «[...], desde julio pasado, ha cerrado un acuerdo con el Ministerio de Trabajo para ase-
gurar los ingresos de la organización hasta 2011. Relativamente satisfecho -el Gobierno no ha permitido a
la ONCE participar en la nueva lotería europea-, Carballeda destaca que el acuerdo permitirá renovar el
cupón, lanzar juegos activos tipo primitiva y participar al 50% con el Estado en una nueva lotería instan-
tánea. A cambio, la ONCE (47.302 empleados directos, 41.000 indirectos y 65.000 afiliados ciegos) se
compromete a crear en el periodo 8.000 empleos estables para discapacitados. El acuerdo prevé que la
ONCE venda por importe de 2.400 millones de euros en 2004, 2.700 millones en 2005, 3.000 millones en
2006 y 3.300 en 2007. A partir de 2008, los ingresos previstos sean de 3.300 millones incrementados en el
IPC más tres puntos.
Pregunta. ¿Qué sucede si no se alcanzan los objetivos de ventas recogidos en el acuerdo?.
Respuesta. Si no alcanzamos el objetivo, el acuerdo establece tres mecanismos. Uno es compartir la lote-
ría europea recién puesta en marcha. Apostamos por ello y vamos a seguir peleándolo porque se supone,
además, que si no alcanzamos los objetivos será por las consecuencias de esa lotería europea. El segundo
mecanismo sería ampliar nuestras posibilidades de juego: ampliar emisiones y alguna opción nueva como
un sorteo extraordinario en Navidad, como ya se hizo en 1984,1985 y 1986. La tercera opción es algo que
en principio no queremos, y es una subvención directa del Ministerio de Hacienda, porque queremos seguir
viviendo de nuestro trabajo. [...].
P. En los últimos años, la ONCE sufre una caída de ventas. ¿Cómo prevén frenarla?.
R. El acuerdo está muy bien redactado para evitar dificultades de interpretación, como nos venía ocurrien-
do. Ahora tenemos que desarrollar aquellos juegos más idóneos en función de la competencia europea.
Tratando por supuesto, de que no afecten a otras opciones como el cupón ordinario, que nos ha permitido
recaudar casi 2.300 millones de euros.
P. ¿A qué nuevos juegos se refiere?.
R. Nosotros veníamos reclamando la posibilidad de hacer un bote. Ahora se nos permite hacerlo con el
cupón habitual. Dedicaremos una parte del conjunto anual de los premios a generar un bote. Aún tenemos
que decidir a qué producto y qué día lo ponemos. Además, se ha ampliado la posibilidad de entrar en el
juego activo tipo primitiva, bonoloto, el juego que está dando mejor resultado en el mundo. El acuerdo de
1999 limitaba esa posibilidad de emisión al 10% de lo que Loterías y Apuestas del Estado (LAE) recauda-
ra. No se podía competir. Ahora, esa posibilidad se ha ampliado. Podremos vender por valor de 600 millones
de euros, 100.000 millones de las antiguas pesetas.
P. Pero vender ese tipo de juego será complicado para un invidente ...
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R. Sí, pero el acuerdo establece que la ONCE podrá vender parte de ese juego activo de forma preimpre-
sa.
P. Estudian también alguna forma de lotería instantánea ...
R. Esa posibilidad se nos puso sobre la mesa por parte del Ministerio [de Trabajo] ya avanzada la negocia-
ción que empezó en septiembre. La Administración quiere sacar ese juego y llegamos al acuerdo de com-
partirlo al 50% en obligaciones, derechos y ventas.
P. ¿A qué se ha debido la caída de ventas de los últimos tiempos?.
R. Ha ocurrido en todo el mundo, en Europa y también en España. Los juegos pasivos han tenido una caída
importante porque han irrumpido otros juegos más ágiles, más atractivos. En España tenemos el ejemplo
de la lotería tradicional.
P. ¿Por qué esa negativa reiterada a darles entrada en el Euromillones [la lotería europea]?.
R. No lo tengo claro. Nos explicaron algo sobre la dificultad de entendimiento con los socios ... . Eso no
es así, porque cuanto más se venda en el conjunto, mejor para todos, más se reparte. Puede ser que tengan
dificultades internas ....
P. Sus ingresos, según los presupuestos de 2004, no crecen mucho y, sin embargo, las cantidades para ser-
vicios sociales si crecen de forma significativa. A medio plazo, en cualquier empresa eso significaría pro-
blemas.
R. Tanto el acuerdo de 1999, como el actual dice que la ONCE está obligada a crecer en servicios socia-
les a! menos lo que crezca en ventas. Es verdad que hemos venido creciendo en servicios por encima y con
resultados negativos. Pero tenemos cada vez más actividad (65.000 afiliados) y hemos mejorado la aten-
ción.
P. En los presupuestos, destacan el propósito de controlar gastos. ¿No los controlaban ya?.
R. Creo que estamos en un nivel adecuado de control del gasto. Los niveles de control son absolutos por
parte del Consejo General y el Consejo del Protectorado.
P. Pero la plantilla de 23.000 vendedores ¿no está sobredimensionada?.
R. Es un tema muy complejo, porque de los 23.000 vendedores hay una parte que no son productivos; esta-
mos hablando de una plantilla con discapacidad. Se debería considerar. Pero tenemos la obligación de que
sean lo más rentables posibles, porque si no, vamos a la bancarrota directamente. Estamos depurando y
buscando las mejores opciones para nuestros vendedores.
P. Supongo que también para el grupo de empresas [la ONCE controla un holding de 15 empresas en sec-
tores diversos, desde hoteles a seguros, pasando por seguridad y limpieza con 13.000 empleados] que una
vez fue tan activo.
R. Se ha encargado un análisis del grupo empresarial que ha demostrado que su estado de salud es perfec-
to. Hemos tenido etapas muy deficitarias, pero hemos saneado esta situación y las empresas están, una a
una, en una situación adecuada. Queremos un buen plan estratégico y buscar compañeros de viaje en algu-
nos sectores, alguien que nos aporte recursos, medios y conocimientos, porque buscar compañeros pobres ...,
ese viaje no vale. En hoteles por ejemplo, buscamos un buen socio, pero sin perder identidad. Se han acerca-
do a nosotros en el tema de hoteles y en el de seguridad.
[...].
P. La ONCE seguirá dedicándose, en primer lugar, a las personas ciegas y después si es posible, a los
demás discapacitados.
R. Claro. El 3% de nuestro ingreso bruto por la venta del cupón se destina a las personas con otras disca-
pacidades. Defendíamos que esto se mantuviera, porque es la solidaridad de la ONCE con el sector de la
discapacidad.
P. ¿Qué compromiso tiene la ONCE con el mundo de la discapacidad?.
R. Es su motor.
P. También es la que manda.
R. Y la que ayuda a coordinarse. Había que unir el sector. [...]».
166 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, pp. 64-65. Los datos y
porcentajes aproximados correspondientes al cupón, que varían según el tipo de sorteo, corresponden al año 1999.
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La evolución de la sociedad y de la ONCE se ha correspondido con una diferente dis-
tribución de ingresos, pues en la actualidad los vendedores son trabajadores por cuenta
ajena (gastos de explotación) y aparecen instrumentos nuevos como la Fundación ONCE,
a la que también se destinan ingresos.
En todo caso debo destacar que desde el punto de vista de los ingresos, por ejemplo el
ejercicio 2003, ha venido caracterizado por un descenso en las ventas del cupón del 3,52%,
con respecto al año 2002, que ha supuesto una recaudación de 2,299,34 millones de euros
por este concepto. A pesar de este descenso, la ONCE se mantiene como el duodécimo
operador de lotería del mundo y el segundo de los operadores europeos de lotería pasiva
por detrás tan sólo de LAE.
Este descenso de recaudación, ha arrastrado a un resultado de explotación peor que el
año anterior y que ha conducido a un excedente final del ejercicio de 7,8 millones de euros,
lo que implicó una disminución de más de 39 millones de euros en este parámetro. Los
resultados financieros y extraordinarios permitieron paliar este resultado, y consiguieron que
no se incrementara el endeudamiento bancario, y que, sobre todo, se hayan podido sostener
crecimientos razonables en la política de servicios sociales para afiliados, así como en las
inversiones en inmuebles dedicados a prestación de servicios y al desarrollo informático de los
sistemas de juego167.
V. La venta del cupón pro-ciegos.
1.
Concepto.
Es el acto por el cual se expende un cupón (me remito al concepto expuesto) mediante
la oferta, diligencia y habilidad del vendedor, a cambio de una retribución pecuniaria en
metálico, previamente determinada.
2.
Naturaleza jurídica.
La naturaleza jurídica de la operación consistente en la venta del cupón y la vincula-
ción existente entre la ONCE y el comprador del cupón, es la correspondiente a un contra -
to aleatorio de apuesta168.
167
Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
168
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídico de la ONCE (IV)", o.c, pp. 232-236:
«b) Clases de operaciones mercantiles. Se trata de precisar el objeto de la intervención del mediador, es
decir, qué tipo de operaciones mercantiles, o mejor dicho, qué debe entenderse por tales. Según Ortega
Prieto hay que entender por operación mercantil la conclusión de un negocio. "Es decir, la actuación de
aquél ha de tener como objetivo el perfeccionamiento de un contrato, generalmente mercantil, entre la
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Sin embargo la STS de 26 de septiembre del 2000 (Ar. 9646), en el FD. Tercero, pre-
cisa el concepto de "expender", así como la "naturaleza de la entrega del cupón vendido",
donde determina que no es un acto de mediación:
«[...]. En el tráfico mercantil actual, las operaciones que caracterizan a los representantes
o mediadores de comercio o asimilados no son meras operaciones de expedición o entrega,
sino contratos de venta o distribución al por mayor o al menos contratos que tienen por obje-
to un producto o servicio de cierta complejidad e importancia económica. La actividad de
"expender" que define a los vendedores de cupones es, de nuevo según el Diccionario de la
Real Academia, una actividad de venta "al por menor" o "al menudeo". La diligencia y la
habilidad del vendedor son sin duda un factor importante de las ventas realizadas, pero la
oferta del producto que el vendedor lleva a cabo no constituye propiamente un acto de "pro-
moción'1 del mismo, que se suele llevar a cabo por medios publicitarios. Tampoco ¡a entrega
del cupón vendido es un acto de mediación entre la empresa y el cliente, en el sentido que
empresa para la que aquél presta sus servicios y una tercera persona o entidad".
A la búsqueda del esclarecimiento de la relación jurídica que une a la ONCE con sus clientes comprado-
res del cupón, se hacen precisas unas puntualizaciones previas en torno a la posible configuración contrac-
tual de dicha relación.
El Código Civil regula en su artículo 1.790 y siguientes, la tipología de los contratos aleatorios definién-
dolos como: "Por el contrato aleatorio, una de las partes, o ambas recíprocamente, se obligan a dar o hacer
alguna cosa en equivalencia de lo que la otra parte ha de dar o hacer para el caso de un acontecimiento
incierto, o que ha de ocurrir en tiempo indeterminado". El alea está constituido por la incertidumbre que
provoca el acontecimiento incierto (al no saberse si se realizará o no) o porque no se sepa cuándo va a ocu-
rrir. El alea origina una indeterminación sobre quién será el obligado a la prestación, en definitiva. El con-
trato existe desde el momento de su perfección si bien el nacimiento de las obligaciones está en función
del alea misma. El contrato aleatorio es de carácter oneroso, sinalagmático y bilateral, no admitiéndose la
rescisión por lesión. El mismo Código Civil regula específicamente en sus artículos 1.798 al 1.801 el con-
trato de juego o apuesta; lo importante es la apuesta en sí, de la que el juego es el instrumento o medio de
producción artificial del alea.
El vínculo jurídico existente entre la ONCE y sus clientes compradores es de naturaleza contractual, con-
cretamente como contrato aleatorio de apuesta. [...]
Como se verá, el juego de cupón pro-ciegos y las apuestas que las partes se cruzan, se ajusta perfectamen-
te a los requisitos especiales del contrato aleatorio de juego o apuesta del Código Civil, produciéndose la
perfección del contrato mediante la intervención del mediador (vendedor de cupón) en el acto de intercam-
bio del cupón (que entrega el vendedor en nombre y por cuenta de la ONCE), a cambio del pago del pre-
cio del cupón unidad (que paga el comprador), de cuyo precio el vendedor del cupón percibe una comisión
preestablecida. El contrato tiene virtualidad desde ese mismo momento si bien el nacimiento de las obli-
gaciones derivadas de la apuesta (escala de premios) depende del acto mismo del sorteo (alea), en cuyo
momento se sabrá con certeza quién es el obligado a dar o hacer lo pactado, es decir, si el número del cupón
adquirido por el comprador coincide con el que aleatoriamente se extrae por el procedimiento del sorteo,
tendrá derecho a percibir el premio prefijado y por tanto, la ONCE estará obligada a abonárselo; si dicha
coincidencia no ;;e produce, la ONCE queda libre de toda obligación y el comprador pierde el dinero apos-
tado (cupones comprados).
Se observa nítidamente, que las obligaciones surgen entre la ONCE y sus clientes compradores en virtud
de dicho contrato aleatorio consistiendo la labor mediadora del vendedor de cupón en el perfeccionamien-
to de tales contratos entre ambas partes, actividad mediadora que se realiza en nombre y por cuenta de la
Entidad sin quedar personalmente obligado ni responder del buen fin de la operación, es decir, de las obli-
gaciones derivadas del nacimiento del contrato».
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tiene el término en la jurisprudencia civil; como recuerda una sentencia de la Sala I de este
Tribunal Supremo de 19 de octubre de 1993 (Ar. 7744), en el contrato de mediación "la fun-
ción del mediador está dirigida a poner en conexión a los que pueden ser contratantes", acti-
vidad que corresponde a operaciones comerciales de cierta importancia o dificultad (venta de
un inmueble en el caso de la sentencia citada), pero que no es la desarrollada por los vende-
dores de cupones, ni tendría sentido desde el punto de vista económico en este segmento del
tráfico mercantil».
3. Clasificación.
La clasificación se puede establecer en base a diferentes criterios.
3.1.
En virtud de quien realiza la venta del cupón.
Atendiendo a la condición de la persona y sus características se puede diferenciar entre
aquella realizada por personas sanas, invidentes, minusválidos de otro tipo, etc. Esta clasi-
ficación ya ha sido expuesta a lo largo de este trabajo.
3.2.
En virtud de la modalidad de venta: fija e itinerante.
La fórmula más habitual es la asignación al vendedor de un punto fijo: quiosco,
esquina, plaza, etc, debiendo respetarse escrupulosamente los lugares asignados. Pero
también es frecuenta la figura del vendedor que deambula de un lugar a otro ofrecien-
do el cupón.
3.3.
En virtud de la tipología de los puntos o zonas de venta.
La evidente evolución y transformación del mercado de juego, hace imprescindible la
necesidad de adaptar la red de ventas y la estructura de los canales de distribución a las pecu-
liaridades que en cada momento presente dicho mercado, así como a las circunstancias que
lo rodean, ya sean internas o externas. Todo ello permite clasificar la venta del cupón en vir-
tud de la tipología de los puntos o zonas de venta.
El punto o zona de venta es aquel lugar, emplazamiento o espacio abierto o cerrado, que
la ONCE establece para realizar la venta del cupón y demás productos de juego, median-
te la actuación profesional de los vendedores.
Con carácter general todo punto o zona de venta dispondrá de un área de influencia per-
fectamente delimitada, formando el conjunto un todo indivisible.
Los puntos o zonas de venta se clasifican del siguiente modo.
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3.3.1.
Puesto de venta.
Es aquel punto de venta fijo en la vía pública, que extiende sus posibilidades
comerciales a su área de influencia, formando el conjunto un todo indivisible.
3.3.2.
Área de venta.
Es aquella zona de venta de cobertura itinerante, circunscrita al área urbana o interur-
bana, sin que en la misma exista un punto fijo de venta.
3.3.3.
Quiosco.
Es aquel punto de venta fijo, sito en la vía pública, donde se halla instalada una cabina
del modelo autorizado por la ONCE, que extiende sus posibilidades comerciales a su zona
de influencia, formando el conjunto un todo indivisible.
3.3.4.
Stand.
Es aquel punto de venta fijo ubicado en un centro comercial, estación de ferrocarril o
metropolitano, aeropuerto, etc, donde generalmente se halla instalado un quiosco o habitácu-
lo homologado; si no fuera posible su instalación, se utilizará el expositor autorizado por la
ONCE. En cualquier caso, todo stand tendrá también una zona de influencia que se determi-
nará en función de las características del entorno donde esté ubicado.
3.3.5.
Local comercial.
Es aquel punto de venta fijo ubicado en inmueble propiedad de la ONCE, o del que ésta
sea arrendataria, concesionaria o beneficiaría. En cualquier caso, todo local comercial ten-
drá también una zona de influencia que se determinará en función de las características del
entorno donde esté ubicado.
3.3.6.
Ruta de venta.
Se entiende por ruta de venta la cobertura de diversos municipios o varios núcleos de
población de un mismo municipio, para lo cual, el vendedor necesita utilizar vehículo par-
ticular o transporte público para el ejercicio de la venta.
3.4. En virtud del instrumento utilizado para participar en el sorteo: compra de un
cupón o una transacción electrónica a través de terminales móviles con comunicaciones
inalámbricas.
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De esta nueva modalidad han dado cuenta los medios de comunicación al hacerse eco
de la posibilidad que ofrece la ONCE de elegir el número al que desea jugar una persona
a través de un terminal electrónico169.
4. Asignación y control del punto o zona de venta.
4.1. Asignación.
A cada vendedor se le asigna un horario comercial de un punto o zona de venta para la
realización de su jornada laboral. La asignación de puntos o zonas de venta será compe-
tencia exclusiva de la dirección de los centros, a través del departamento de juego, sin que
medie la suscripción de contrato alguno con los vendedores.
La asignación de los puntos de venta se determina en base a una serie de criterios obje-
tivos170. Además, atendiendo a las dificultades que tienen aquellos vendedores que son cie-
169 Vide diario El País de 10 de septiembre de 2004, "El cupón de la ONCE ya puede adquirirse "a la
carta" a través de terminales móviles": «La Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) ha pre-
sentado de forma oficial el Terminal Punto de Venta (TPV), un sistema electrónico que utiliza las tecnolo-
gías móviles de última generación y que permite a los compradores del cupón elegir el número al que dese-
an jugar. El Terminal Punto de Venta se está incorporando a la red de ventas de la ONCE de forma gradual,
y actualmente son más de 6.000 unidades las que ya están en funcionamiento en toda España.
Este nuevo sistema de venta consta de un terminal portátil e inalámbrico por el que el vendedor se conec-
ta, mediante tecnología móvil de última generación, con un ordenador central que facilita la posibilidad de
elegir terminaciones o números completos de los cupones. Así, el cliente puede seleccionar el número que
desea jugar. Una vez comprobado el número, el vendedor podrá imprimir de forma inmediata un ticket que
tiene la misma garantía y validez que el cupón tradicional. Además, según ha señalado la propia organiza-
ción, en el futuro será posible realizar el pago con tarjeta magnético o tarjeta chip.
El Terminal Punto de Venta, de un peso de 750 gramos y 21 centímetros de largo, está totalmente adapta-
do para que pueda ser manejado por personas ciegas o con otro tipo de discapacidades. El teclado es muy
sencillo, parecido al de un teléfono móvil, cuenta con marcas táctiles, lleva una impresora de fácil carga
de papel y, además, incorpora una voz sintetizada que puede graduarse en volumen y velocidad.
Asimismo, el TPV lleva incorporado un escáner que permite la comprobación de cupones premiados. Su alta tec-
nología permite a cada vendedor de la ONCE ejecutar las transacciones de venta, la devolución, el control de los.
cupones, la gestión y el pago de premios. El conversor texto-voz permite oír los mensajes que reciben a través del
termina], mientras que éste se mantiene permanentemente conectado de forma segura al ordenador central de la
ONCE a través de la red GPRS de Telefónica MoviStar en cualquier punto de España. Todos los vendedores de
la ONCE están recibiendo unos cursillos para el manejo detallado de este nuevo dispositivo.
El desarrollo de estos Terminales Puntos de Venta ha sido posible gracias a la participación de tres compañías líde-
res: Gtech, líder mundial de sistemas de juego y de loterías; Ingénico, empresa número uno en ventas de TPV a
nivel mundial, que ha diseñado este nuevo terminal con la tecnología más avanzada y la mayor seguridad; y
Telefónica Móviles España, empresa pionera en tecnologías móviles de transmisión de datos sobre redes
GMS/GPRS y UMTS. Mediante el Terminal Punto de Venta, el cupón de la ONCE se convierte en la primera
lotería del mundo que se comercializa a través de terminales móviles con comunicaciones inalámbricas (GPRS)».
170  Vide STS de 26 de octubre de 1999 (Sala de lo Social), Ar. 7499, en el. antecedente de hecho cuarto:
«En dicha Sentencia, se declararon probados los siguientes hechos: "I. La ONCE suscribió con la Sección Sindical
de UGT, en fecha 25 de febrero de 1998, el IX Convenio Colectivo que fue publicado en el BOE de 24 de junio
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gos totales y trabajadores con grandes minusvalías, se les suele asignar un punto de venta
cercano a su domicilio y que exijan la menor movilidad para su correcta explotación.
El XIII Convenio Colectivo entre la empresa ONCE y sus trabajadores, art. 45, deter-
mina las reglas específicas de asignación-variación de puntos de venta a los agentes ven-
dedores en los siguientes términos:
«1. Sin perjuicio del respeto a los derechos adquiridos por los agentes vendedores titulares de
puntos de venta en los términos previstos en el art. 45.1 del XI Convenio Colectivo, la asignación de
los puntos o zonas de venta a los vendedores será competencia exclusiva de las Direcciones de
Centro, sin que medie la suscripción de contrato de titularidad de ningún tipo con los agentes vende-
dores. Dichas Direcciones establecerán las condiciones y obligaciones de los agentes vendedores
sobre los puntos o zonas de venta que les sean asignados.
La asignación de un determinado punto o zona de venta no tendrá, por tanto, el carácter de
derecho contractual del agente vendedor, ni supondrá la adquisición de titularidad o propiedad
sobre el punto o zona de venta por su parte.
Consecuentemente, los puntos o zonas de venta tendrán la naturaleza o consideración de meros
lugares de trabajo de los agentes vendedores a todos los efectos, pudiendo las Direcciones de
Centro variar los puntos de venta asignados a los agentes vendedores en función de sus necesida-
des organizativas.
Si la variación produjera el cambio de residencia para el agente vendedor, será de aplicación
lo previsto en los artículos 20 y 21 de este Convenio.
2. Los agentes vendedores actualmente titulares de puntos de venta podrán verse privados de
su titularidad por las siguientes razones:
a) Por traslado voluntario o forzoso.
b) Por excedencia voluntaria.
del último año, con vigencia hasta el 31 -12-1998, cuyo ámbito abarca a todo el territorio del Estado Español. 11.
Los agentes vendedores de la ONCE con cierta antigüedad no tienen contrato escrito y sí los agentes de nuevo
ingreso, cotizando todos ellos a la Seguridad Social como relación laboral de carácter especial en el grupo de coti-
zación 5o. III. Los agentes-vendedores tienen asignado un lugar, puesto o zona concretos para realizar su trabajo
de venta de cupones, habiéndose fijado en 40.000 pesetas el mínimo de venta diaria que deben efectuar. IV. Por
Circular 2/1998, de 10 de marzo, la ONCE modificó algunas estrategias relativas a la comercialización de sus res-
pectivos productos, a fin de buscar nuevos espacios de mercado o de asentar los ya existentes, así como la nor-
mativa reguladora de puntos de venta estableciendo, en las disposiciones 7.1 a) y 4.3 apartado b) que cuando el
porcentaje de rentabilidad que se obtenga del punto de venta de un agente sea inferior al 70 por 100 durante un
periodo superior a tres meses y esta baja rentabilidad sea atribuible a la deficiente explotación que realiza el ven -
dedor, se puede revocar su titularidad, si está suficientemente demostrada la baja rentabilidad, proporcionando -
le otro punto de venta, previa instrucción del correspondiente expediente. V. Igualmente dispone dicha Circular
2/1998, en la disposición 5.1.5 apartados b) y f), que tienen la consideración de méritos a efectos de puntuación
los siguientes supuestos:
Ceguera total: 2:5 puntos.
Ceguera parcial: 18 puntos.
Gran minusvalía: 18 puntos.
Cuando el agente opte a un quiosco, la ceguera total o parcial y además la sordera y/o amputación de una
extremidad superior o inferior o parte esencial de la misma se valora de 1 a 7 puntos según lo concede la
Junta Adjudicataria. VI. La Comisión Paritaria del IX Convenio Colectivo, reunida el 30 de septiembre de
1998, a solicitud de CC.OO, interpretó, con el voto en contra de ésta, que la Circular 2/1998, de 10 de
marzo, sobre adjudicación de puestos de venta, es válida y conforme al IX Convenio Colectivo».
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c) Por aplicación del régimen disciplinario ante incumplimientos de sus deberes.
d) Por movilidad funcional.
e) Por concurrir circunstancias económicas, productivas, técnicas u organizativas, o por la
necesidad de amortizar el punto de venta por causas legales o de mercado.
3. El punto de venta cuya titularidad haya sido perdida por un agente vendedor será cubierto,
en su caso, mediante el sistema de asignación descrito en el punto 1 anterior.
4. Las Direcciones de Centro establecerán las condiciones de explotación de los puntos de
venta171. Los agentes vendedores quedan comprometidos a explotarlos adecuadamente y a seguir las
instrucciones que al respecto sean dictadas por las citadas Direcciones».
Mejorar las condiciones de la venta del cupón, y en especial de los vendedores, es el
motivo que ha llevado a la ONCE a regular mediante circulares172 esta modalidad de venta
que inicialmente regentaba un sólo vendedor, pero que en la actualidad la suelen disfrutar
dos o más, mediante turnos bien establecidos.
En el caso de aquellos vendedores que tengan asignado un punto o zona de
venta y durante el último año hayan obtenido una rentabilidad por encima de la
media del centro, para poder revocarle dicha asignación, previamente deberá ser
puesto en conocimiento del vendedor, y la decisión final deberá ser tomada por
una comisión constituida a tal efecto en todas las Delegaciones Territoriales y
Direcciones Administrativas. Dicha comisión será presidida por el jefe de centro
y estará constituida además por el jefe del departamento de juego, director de
agencia cuando el vendedor esté adscrito a una agencia, especialista de ventas del
171 Vide Circular n° 1/2002, de 2 de enero, reguladora de la creación y asignación de puntos o zonas de
venta, apartado 5, conceptos asociados a la productividad:
«Productividad de un centro o dependencia. Será el resultado de sumar todas las recaudaciones de los productos
de carácter periódico habidas en un periodo determinado y dividirlo por la plantilla media existente en ese centro
o dependencia en dicho periodo. Para hallar la plantilla media se dividirán las jornadas realizadas entre los días
de sorteo.
Productividad de un vendedor. Será el resultado de sumar todas las ventas realizadas de productos de
carácter periódico.
Productividad de un punto o zona de venta. Será el resultado de sumar todas las ventas de productos de
carácter periódico realizadas por los vendedores que ejercen la venta en el mismo.
Porcentaje de productividad. Es aquél que alcanza un vendedor, punto o zona de venta, en cómputo mensual o
espacio superior de tiempo con respecto a la productividad de un centro o dependencia. Es decir el resultante de
realizar la siguiente operación: productividad del vendedor, punto o zona de venta menos productividad del cen-
tro o dependencia dividido por la productividad del centro o dependencia y multiplicado por 100».
172 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 146, donde señala:
«La normativa sobre los quioscos de la Corporación para la venta de su cupón está contenida principalmente
en las circulares n° 186, de 29 de marzo de 1946, y 223 del 19 de junio de 1948, en el Apartado c) del Oficio-Circular
del 27 de enero de 1950 y, recientemente en la Circular n° 20 del 22 de septiembre de 1993, cuyo asunto es norma-
tiva reguladora sobre puntos y puestos de venta que concreta la creación, adjudicación, explotación y extinción de
los diferentes puntos de venta del cupón de la ONCE, derogándose la Circular n° 24 de 14 de septiembre de 1989».
En la actualidad es la Circular n° 1/2002, de 2 de enero, la que regula la creación y asignación de puntos o
zonas de venta.
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área donde se encuentra ubicado el punto de venta, miembro del comité de empre-
sa del centro al que esté adscrito dicho vendedor y un consejero territorial.
Las asignaciones se realizarán en función del perfil del vendedor y su adecuación a las
necesidades comerciales a cubrir. La dirección de los centros establecerán las condiciones
y obligaciones de los vendedores respecto a los horarios de los puntos o zonas de venta que
les sean asignados. Tanto la asignación, como la modificación del punto o zona de venta,
del horario comercial, de la zona de influencia del punto de venta y demás consideracio-
nes sobre el particular, se realizará por escrito. Todos los vendedores deberán tener asigna-
do un punto o zona de venta donde ejercer su actividad laboral.
4.2. Control.
Para poder realizar un eficaz control y seguimiento de las variaciones de todos los puntos
o zonas de venta, se contará con el carné de vendedor y la aplicación informática establecida
para la gestión comercial de la red de ventas, debiendo estar en todo momento actualizados
sus datos.
4.2.1.
Carné de vendedor.
Cada vendedor dispondrá de un carné173, facilitado por la Dirección General, el cual
deberá llevar consigo siempre que esté realizando la venta.
Cada vendedor deberá llevar en sitio visible una identificación homologada por la
ONCE durante el tiempo en que desarrolle el ejercicio de la venta.
4.2.2.
Aplicación informática.
La aplicación informática establecida para la gestión comercial de la red de ventas es la
herramienta de control de los puntos o zonas de venta así como de los vendedores que ejer-
cen la venta en los mismos y figurarán, entre otros datos, los siguientes: a) Un número
secuencial para cada uno de los puntos o zonas de venta, b) Centro, municipio principal,
núcleo, distrito y barrio al que pertenece el punto o zona de venta, c) Vendedores asignados
a cada punto o zona de venta, d) Equipamiento, e) Fecha de creación, f) Estado de conserva-
173 En este carné figurarán los siguientes datos: a) En el anverso (DNI.; Código único de persona; Nombre
y apellidos; Fotografía), b) En el reverso, además de la banda magnética grabada con los datos necesarios
relativos al vendedor y que servirá para realizar determinadas operaciones de devolución, liquidación, etc,
llevará una etiqueta adherida en la que se hará constar: código de centro correspondiente a la dependencia
donde esté adscrito el vendedor; municipio donde realiza la venta; puntos o zona de venta asignado espe-
cificando su tipología (puesto de venta, área de venta, quiosco, stand, local comercial y ruta de venta);
horario comercial asignado.
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ción. g) Horario comercial, h) Horario comercial del vendedor asignado a un punto o zona
de venta, i) Productividad del punto o zona de venta, j) Días en los que el punto o zona de
venta permanece activo.
Y todos aquellos datos que sean relevantes para un mejor conocimiento del punto o
zona de venta, o de los vendedores.
5. La creación de puntos de venta fijos: quioscos y stands.
5.1.
Requisitos para la instalación de quioscos y stands.
Para la ubicación de un quiosco en un puesto de venta será necesario que el puesto de
venta en el que se vaya a instalar haya alcanzado de forma estable, a lo largo de un perío-
do mínimo de seis meses, la productividad requerida para dicha instalación, según el bare-
mo establecido en cada momento por la Dirección General174. Dicho baremo es actualiza-
do periódicamente según las variaciones que se produzcan tanto en el aspecto de la pro-
ductividad como de los costes del punto o zona de venta.
La ONCE tiene entre sus objetivos la consecución del máximo número de puntos de
venta cerrados (quioscos). En aquellos lugares en que por las características urbanísticas
esto no fuera posible, los vendedores podrán utilizar exclusivamente, los expositores por-
tátiles homologados por la ONCE.
5.2.
Estudios para el análisis y creación de puntos o zonas de venta.
El departamento de juego realizará periódicamente los pertinentes estudios pormenorizados
de todos y cada uno de los puntos de venta, rutas comerciales y zonas de venta, incluidos lo que
están situados en grandes superficies comerciales, almacenes, o cualquier otro complejo, con el
fin de evaluar permanentemente sus potencialidades comerciales y proceder en consecuencia a
la fijación, o modificación, de los correspondientes horarios de explotación.
Los especialistas de ventas realizarán un trabajo sistemático de detección de nuevos pun-
tos o zonas de venta, no sólo en la vía pública, sino en centros comerciales, estaciones de ferro-
carril y metropolitano, o en cualquier otro ámbito donde se produzca actividad comercial.
Para que un punto o zona de venta sea homologado como tal deberá alcanzar una pro-
174 Sobre el número total de quioscos de la ONCE Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004,
p. 87: «En 1980 hay 1.350 instalados en todo el país. 500 en Madrid, 450 en Barcelona y 400 en el resto
de las provincias con Delegaciones de la ONCE». La ONCE, con fecha 29 de noviembre de 2005, me faci-
lita la siguiente información: «Número de quioscos y stands existentes en todo el territorio nacional: 8.335.
Por autonomías (Cataluña: 2.649. Andalucía: 1.648. Madrid: 1.323. Valencia: 789). Por localidades
(Madrid: 791 Barcelona: 719. Valencia: 296)».
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ductividad equivalente al mínimo mensual de ventas, que en cada momento esté vigente
en el convenio colectivo, considerando las jornadas que entren en el período de prueba.
En la aplicación informática establecida para la gestión comercial de la red de ventas
deben figurar todos los puntos o zonas de venta detectados por la unidad técnica comer-
cial, estén homologados o no.
6. La ubicación de puntos de venta fijos (quioscos de la ONCE) en el dominio
público175.
6.1. El quiosco de la ONCE: hito y rito asentado en el dominio público.
El hecho de ejercer en la calle está configurado por un gran número de connotaciones,
en gran medida negativas, que se veían reforzadas en el caso de la ONCE por ser la perso-
na afectada un discapacitado. La calle es un espacio cargado de provisionalidad e incluso
de marginalidad, valores que contaminan a las personas que ejercen su labor o desempe-
ñan alguna actividad en dicho espacio. Por todo ello, una iniciativa de gran trascendencia
en la dignificación de los vendedores del cupón ha sido el cambio que han experimentado
en la escenografía urbana, con la progresiva implantación de quioscos, y que además de
ejercer varios papeles funcionales, también representan otros simbólicos.
Sin duda, lo que pretendía la ONCE era proporcionar a sus vendedores un lugar más
cómodo en donde desempeñar su labor comercial, al abrigo de las inclemencias del tiem-
po. También se consigue que desde el punto de vista de la comunicación, los quioscos figu-
ran como espacios físicos de publicidad estática al ubicar el logo de la ONCE en emplaza-
mientos estratégicos176
175
Vide Redacción (Consultas), "Ocupación de la vía pública con quiosco de la ONCE", Actualidad
Administrativa, 2, (2005), pp. 230-231.
176
Vide Antón ALVAREZ RU1Z, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, pp. 163-166: «Pero
antes debemos realizar una precisión. Actualmente sólo uno de cada tres vendedores del cupón realiza su
trabajo desde un quiosco. No tendría lógica comercial ubicar a todos los vendedores en quioscos, porque
hay zonas que se cubren mucho mejor con el sistema de venta ambulante, y prescindir de ésta supondría
perder una cuota de mercado realmente importante. Pero aún así, el cambio de imagen, la dignificación
laboral y otros aspectos que vamos a comentar, sobrevenidos como consecuencia de la implantación de los
quioscos, han afectado positivamente a toda la red de vendedores, incluidos aquellos que siguen realizan-
do su trabajo de forma itinerante».
Además señala los siguientes aspectos positivos: la instalación de quioscos elimina los elementos de pro-
visionalidad; el quiosco invierte los términos en los que se realiza el intercambio comercial del cupón;
supone un refuerzo de la percepción de los vendedores como profesionales del sector terciario; facilitan el
trato entre personas discapacitadas y no discapacitadas; para el vendedor constituye un símbolo de autoa-
firmación».
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6.2. Antecedentes y evolución histórica del dominio público.
Los antecedentes históricos del dominio público, se remontan al Derecho romano177,
donde se establece (Digesto), la clásica distinción entre las res communes y las res publi-
cae, y dentro de éstas las res sacrae, las res sanctae y las res religiosae. Las Partidas, las
Leyes de Toro, el Ordenamiento de Alcalá, la Nueva y la Novísima Recopilación, consti-
tuyen sucesivas etapas de su formulación178.
En el derecho francés, se distingue el nacimiento de la expresión dominio público, y
aquel en que nace el concepto. La expresión dominio público aparece en la Ley-Decreto
de 22 de noviembre-1 de diciembre de 1790, que aprobó el llamado Código demanial. Sólo
opone los bienes del Estado frente al de los particulares, y en el mismo se incluyen bienes
que son insusceptibles de propiedad particular179.
En el intento de construcción del dominio público, Proudhon, negaba a los bienes de domi-
nio público del Estado toda posibilidad de un verdadero derecho de propiedad, ya que sobre
ellos se mantenían los poderes propios del imperium; Hariou, mantiene que sí cabe derecho
efectivo de propiedad, cuyo régimen exorbitante deriva del acto jurídico de afectación180.
En Alemania, no existe el concepto de dominio público. La clave radica en la escisión
entre titularidad de una cosa pública y el régimen jurídico peculiar que comporta su afec-
tación al uso público. Con la excepción de Otto Mayer, la doctrina mantiene que la ads-
cripción a la utilidad pública no destruye la propiedad de la Administración o de un par-
ticular sobre la misma181. Llama poderosamente la atención que la doctrina española acep-
tase tan acríticamente la doctrina francesa, máxime cuando ya se conocía bien la obra de
Otto Mayer, que plantea que un bien inalienable, imprescriptible e inembargable, no puede
ser objeto de una verdadera propiedad ni pública, ni privada, sino que estaríamos ante las
viejas res nullius o res extra commercium del Derecho Romano182.
Al parecer, la primera vez que se utiliza la expresión «dominio público» en una Ley, en
nuestro Derecho, pudo ser en la Ley sobre propiedad literaria, de 10 de junio de 1847:
177 Vide Luis María DÍEZ-P1CAZO, "Breves reflexiones sobre el objeto del demanio: los iura in re alie -
na", REDA, 35, (1982), p. 652.
178 Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, Trivium, Madrid, 1992, p. 37.
179 Ibídem, pp. 39 y 40, haciéndose eco de la opinión del profesor Gallego Anabitarte.
180 Vide F. ROMERO HERNÁNDEZ, "La empresa privada municipal y los bienes de servicio público",
REDA, 47,(1985),p.388.
181 Vide R. PAREJO GAMIR, Protección registral y dominio público, Editorial Revista de Derecho
Privado, Madrid, 1975, pp. 15 y 16. Vide F. ROMERO HERNÁNDEZ, "La empresa privada municipal...",
o.c, p. 389.
182 Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 16, nota 11. Dicha posición doc-
trinal corresponde al profesor Gallego Anabitarte.
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«... cuando fenezca el término que concede esta Ley a los autores o editores o a sus causaha-
bientes, o no conste el dueño o propietario de una obra, entrará esta en el dominio público»183.
La evolución histórica del dominio público184, exige tener en cuenta dos hechos tras-
cendentales: en el S XIX la concepción imperante determinaba que sólo eran bienes de
dominio público aquellos destinados por naturaleza al uso común, y la titularidad corres-
pondía a la Nación; la superación de esta idea se debe a la introducción del concepto de
«afectación o destino», con lo que el número de bienes que se integrarán en el dominio
público, se amplía considerablemente185.
En esencia, podemos vislumbrar que el Estado puede presentarse con relación al domi-
nio público bajo dos aspectos: a título de Estado-propietario y de Estado-poder. En nues-
tro país, la teoría del dominio público se estructura desde el Código Civil, y se manifiesta
no como una relación de poder, sino de propiedad. Esta aseveración radica en la diferen-
cia de significado del concepto cosa para el Derecho civil y el administrativo186.
Fue Villar Palasí, con su concepción del dominio público como título de intervención
administrativa plena, quien abre la brecha para que la doctrina posterior, vaya afirmando,
la inadecuación del concepto de propiedad y la necesidad de su sustitución por el de potes-
tad en la construcción del concepto. Este autor repara en que esencialmente es una técnica
funcional187. Ya en 1968, González-Berenguer188, afirmaba que el dominio público es el
conjunto de bienes sobre los que la Administración ejerce una especial potestad en base al
destino público que tales bienes cumplen; además añadía:
«los pretendidos privilegios del dominio público o son comunes a otros tipos de propiedad (la
desafectación), o son irrealizables (la imprescriptibilidad), o son inexistentes (la acción de oficio
en el planteamiento registral), o son incompatibles con la afectación (la inalienabilidad en el plan-
teamiento urbanístico)».
Destaca el análisis sobre la distinta consideración de cosa (criterio en consonancia con lo
expuesto por Villar Palasí), por parte de Parejo Gamir y Rodríguez Oliver:
«El aprovechamiento de la cosa incluida en el dominio público, no se estructura en función del
183 Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 54.
l84 Vide Alejandro VERGARA BLANCO, "La teoría del dominio público: el estado de la cuestión",
Revista de Derecho Público, 114, (1989), pp, 38-44, donde se hace un recorrido riguroso sobre la evolu-
ción doctrinal del dominio público en nuestro país.
185 Vide J.A. GARCIA-TREVIJANO FOS, "Titularidad y afectación demanial en el ordenamiento jurídi-
co español", RAP, 29, (1959), pp. 15 y 16.
186
Vide F. ROMERO HERNÁNDEZ, "La empresa privada municipal ...", o.c, p. 389.
187
Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, pp. 69 y 72.
188
Vide J.L. GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA "Sobre la crisis del concepto de dominio público",
RAP, 56, (1968), pp. 193 y 219.
976
interés del titular, sino en razón de motivos, ajenos a la titularidad que son los intereses generales.
La existencia misma del demanio se ampara en la posibilidad que ofrece a las Administraciones
Públicas para disponer de unas competencias que, de no existir aquel, serían impensables e imposi-
bles. Por tanto la «cosa», no tiene relevancia en virtud de la posibilidad de su delimitación real, lo
que verdaderamente importa es la función que cumple respecto del interés público que provocó la
demanialidad. En definitiva son dos las finalidades esenciales de ese régimen jurídico, primero,
justificar el título más intenso de intervención que el Ordenamiento puede configurar sobre un bien;
segundo, posibilitando que la Administración pueda intervenir en lo tocante al destino del bien, con-
duciendo y conservando las previsiones de la norma»189.
6.3. Concepto de dominio público.
Debo por tanto, plantear el concepto de dominio público. No es tampoco un concepto
pacífico en nuestra doctrina, pues las consideraciones sobre el mismo son diversas e inclu-
so contradictorias. Luciano Parejo Alfonso revela el fracaso de los intentos de construcción
de una teoría general del dominio público (como categoría específica del Derecho
Administrativo)190. Para Morillo-Velarde, el dominio público, al menos en nuestro dere-
cho, no es reconducible a ninguna forma de propiedad, y por tanto, está constituido por un
haz o conjunto de potestades públicas de diversa índole atribuidas por el Derecho191. Les
atribuye los caracteres clásicos de: inalienabilidad192, imprescriptibilidad e inembargabili-
dad,
Ariño constata «como el sistema conceptual de la demanialidad se ha basado sobre la
piedra angular de la propiedad o titularidad del Estado y no sobre el destino de las cosas
189 Vide: R. PAREJO GAMIR y J.M. RODRÍGUEZ OLIVER, Lecciones de dominio público, ICAI,
Madrid, pp. 6 y ss; Ángel SÁNCHEZ BLANCO, La afectación de bienes al dominio público, Instituto
García Oviedo, Sevilla, 1979, in toto.
190 Vide Luciano PAREJO ALFONSO, "Dominio público: un ensayo de reconstrucción de su teoría general",
RAP, 100-102, (1983), p. 2380, y lo justifica advirtiendo que «toda vez que esa teoría general se circunscribe a:
· La determinación del ámbito y contenido del dominio público, es decir, de los bienes que lo integran; determi-
nación nada pacífica y si discutida, siendo segura sólo en lo atenido estrictamente al Derecho positivo.
· El diseño de un régimen general de administración, utilización y protección de los bienes; diseño hecho,
sin embargo, desde y con el reconocimiento de su quiebra por la diversidad de los regímenes positivos
según los distintos bienes demaniales».

191
Vide J.A. GARCÍA-TREVIJANO FOS, "Titularidad y afectación demanial en el ordenamiento jurídi-
co español", RAP, 29, (1959), p. 12, ya planteaba la necesidad de utilizar el vocablo «titularidad», en vez
de propiedad, que es más amplio y referible a toda clase de derechos. Vide Alejandro VERGARABLAN-
CO, "La teoría del dominio público: el estado de la cuestión", Revista de Derecho Público, 114, (1989), p.
35.
192
Vide J.M. de la CUETARA, La actividad de la administración, Tecnos, Madrid, 1983, p. 340: «[...] la
regla de la no enajenación responde a la misma necesidad de conservación de los bienes. En las monarquí-
as clásicas, la no enajenación defendía al pueblo frente al rey, pues si éste perdía sus fuentes de ingresos,
incrementaría inmediatamente las peticiones de impuestos; ahora la no enajenación defiende al pueblo
frente a los intereses particulares que pretenden utilizar la prescripción adquisitiva».
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mismas»193. Sea cual sea la posición adoptada, tal y como señala la STS de 27 de noviembre
de 1985 (Ar. 6505):
«El criterio básico determinante del dominio público es el de la afectación194 o vinculación al ser-
vicio público. A tal efecto puede aludirse como nota básica, a la necesidad de que exista una relación
de inmediatividad respecto de la actividad administrativa de tal forma que el ente titular consiga sus
fines mediante la construcción, adaptación y conservación, etc, del bien y que así se convierta en obje-
to directo de su actividad administrativa o que el bien esté afectado a un servicio esencialmente y jue-
gue un papel importante; así como nos encontremos ante la sumisión al régimen de dominio público
en razón, de la adscripción del bien, etc, al funcionamiento de los servicios públicos. En todos estos
casos y más que podrían contemplarse, nos encontramos ante supuestos de dominio público»,
y de esta forma puede explicarse el dominio público como «categoría jurídica autóno-
ma». Las directrices de la STC 227/1988, de 29 de noviembre, disipan cualquier duda
aunando titularidad y funcionalidad, eso sí, con un marcado carácter dinámico:
«[...],. Ya no se trata de una facultad, de un poder, sino de un deber positivo de configuración de deter-
minadas condiciones para la vida social y de mantenimiento de las mismas. De ahí que hoy es inmedia-
tamente visible que el dominio público no es algo dado, el conjunto de bienes propiedad del Estado o
de la Administración que éstos afectan a servicios o usos públicos (un concepto fuertemente estático,
por hacer referencia a una suerte de patrimonio afectado, con el sólo dinamismo de la lógica propia de
todo patrimonio), sino que es más bien algo esencialmente dinámico y no sustancial o material, cuya
consistencia viene dada no por relación a los bienes que en un momento dado lo sirven (le aportan el
necesario soporte instrumental), sino en función de los cometidos propios del poder público en los que
se expresan las necesidades y las aspiraciones sociales (históricamente cambiantes y, por tanto evoluti-
vas): cometidos que dicho poder debe permanentemente cumplir (art. 1.1 y 9.2 de la vigente
Constitución española). De ahí no sólo la variabilidad y expansión actuales (su adaptación a las cam-
biantes circunstancias) del dominio público, sino sobre todo su imagen como resultado de la acción
pública, fundamentalmente administrativa»195.
6.4. Grupo normativo regulador.
El dominio público, goza de la garantía que supone su inclusión en el texto consti-
tucional, art. 132:
«1. La Ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público196 y de los comu-
193 Vide G. ARIÑO ORTIZ, La afectación de bienes al servicio público, Escuela Nacional de Administra-
ción Pública, Madrid, 1973, pp. 29 y 30.
194
Vide Luciano PAREJO ALFONSO, "Dominio público: un ensayo de reconstrucción de su teoría general",
o.c., pp. 2418-2420: «[...]. Como categoría jurídica actual, la vinculación puede conceptuarse de instrumento de
sujeción o sumisión de una cosa o un bien a un determinado régimen jurídico con vistas a un preciso fin. [,..]».
195
Ibídem, p. 2.404).
196 Vide STS 3/1989, de 19 de julio, ponente: Exmo Sr D. Francisco González Navarro: «[...]. Y la propia
Constitución en ese precepto que invoca el apelante (art. 132.1), reconoce esa necesaria matización que impone
la realidad, pues lo que dice es que la regulación que hace la ley de ese dominio público, se inspirara en princi-
pios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. Ese verbo que emplea la Constitución permitirá
al Legislador, en cada caso, regular con la necesaria flexibilidad ese dominio -llamado- público».
978
nales, inspirándose en los principios de inalienabilidad197, imprescriptibilidad e inembargabilidad,
asi como su desafectación.
2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley198 y, en todo caso, la zona
marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y
la plataforma continental».
La STC 227/1988, de 29 de noviembre, por la que se resuelven varios recursos de incons-
titucionalidad interpuestos contra la Ley de Aguas de 2 de agosto de 1985, afirma que exis-
te una determinada concepción del dominio público que está latente en la Constitución y los
Estatutos de Autonomía: «el régimen demanial comporta la titularidad pública de los bienes
sobre los que recae, pero sobre todo supone que tales bienes quedan sujetos a reglas exorbi-
tantes del Derecho público» (FJ 18). Dicha; titularidad pública, no presupone la atribución al
sujeto titular del dominio público de una serie de potestades exclusivas sobre los bienes
demaniales en concepto de dueño, «pues ello responde a una concepción patrimonialista del
dominio público que no se desprende del texto constitucional ni de los Estatutos de
Autonomía» (FJ 15).
A su vez, el Tribunal Constitucional, en la sentencia citada en el párrafo anterior, expli-
ca que entiende por dominio público, (FJ 14):
«la incorporación de un bien al dominio público supone no tanto una forma específica de
apropiación por parte de los poderes públicos, sino una técnica dirigida primordialmente a
excluir el bien afectado del tráfico jurídico privado, protegiéndolo de esta exclusión median-
te una serie de reglas exorbitantes de las que son comunes en dicho tráfico iure privato».
De tal forma que:
«la titularidad del dominio público no es, en sí misma, un criterio de delimitación compe-
tencial, y que, en consecuencia, la naturaleza demanial no aisla a la porción del territorio así
caracterizado de su entorno, ni la sustrae de las competencias que sobre ese aspecto correspon-
den a otros entes públicos que no ostentan la titularidad»199.
Un dato importante a destacar, la titularidad pública de los bienes demaniales, se mantie-
ne como un elemento esencial de la noción constitucional de dominio público. Junto a esta
idea clave, el art. 132 CE, hace referencia a un determinado régimen jurídico100 que debe ser
regulado por ley, inspirado en los tres principios clásicos: inalienabilidad, imprescriptibilidad
197 Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 12.
198. Resulta llamativa la amplitud del planteamiento adoptado por el legislador, al atribuir una potestad
expansiva al dominio público. Su delimitación se efectuará por un análisis sistémico del propio texto
constitucional, jurisprudencia y doctrina, pues no admito un concepto abierto e ilimitado a pesar de la
funcionalización a que esta categoría jurídica se ha visto sometida.
199
STC 149/1991, de 4 de julio, FJ. Primero.
200
Cfr. J.A. LÓPEZ PELLICER y J.L. SÁNCHEZ DÍAZ, La concesión administrativa en la esfera local,
Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1976, p. 274.
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e inembargabilidad201. El destino202 será el tercer gran elemento concurrencial para concluir
que estamos en presencia de un bien de dominio público203. Todo ello caracterizado en nues-
tro texto constitucional por la funcionalización que se desprende de un estudio sistémico de
nuestra Carta Magna, a pesar de la nítida diferenciación entre demanio natural y por afecta-
ción del art. 132 CE.
Una referencia ineludible en esta materia la constituye la Ley 33/2003, de 3 de noviem-
bre, del patrimonio de las Administraciones públicas204. En relación al dominio público
local, las normas que regulan esta materia son:
201 Cfr. T. FONT i LLOVET, "La ordenación constitucional del dominio público", en Libro homenaje al
profesor García de Enterría, Civitas, Madrid, 1991, p. 3.923.
202
Vide F. ROMERO HERNÁNDEZ, "La empresa privada municipal...", o.c, p. 387, expone como parte de la
doctrina considera la afectación como el elemento esencial, y por tanto obligan a reconsiderar qué notas predica-
das de los bienes demaniales de servicio público dependen en realidad de la condición de Administración públi-
ca territorial de su titular (cualquier duda queda subsanada por el contenido de la STC 227/1988, de 29 de noviem-
bre). Vide J.[. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 98: «[...] sin afectación, no cabe domi-
nio público. La afirmación inversa, sin embargo, no es necesariamente correcta. Puede ocurrir que ante bienes con
relevancia jurídico-pública incuestionable, el ordenamiento acuda a fórmulas instrumentales de carácter jurídico-
privado». Vide M.F. CLAVERO ARÉVALO, "La inalienabilidad del dominio público", RAP, 25, (1958), pp. 36
y 37. Plantea el profesor Clavero, la estrecha vinculación entre afectación e inalienabilidad, y atribuye a ésta una
caracterización que permite que tras las formalidades pertinentes se pueda proceder a la venta del dominio públi-
co. Por último, resulta de interés la exposición doctrinal sobre los diferentes criterios sobre el significado y la natu-
raleza de la inalienabilidad, que desarrolla este artículo.
203
Vide J.A. GARCÍA-TREVIJANO FOS, "Titularidad y afectación ...", o.c, p. 18, ya señalaba como
elementos esenciales del dominio público: Titularidad pública; Afectación.
204
Vide Ley 33/2003, de 3 de noviembre. Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas (BOE de 4 de
noviembre, núm. 264), artículos, 3: «Concepto. 1. El patrimonio de las Administraciones públicas está constitui-
do por el conjunto de sus bienes y derechos, cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel
en virtud del cual les hayan sido atribuidos. [...]», 5: «Bienes y derechos de dominio público o demaniales. 1. Son
bienes y derechos de dominio público los que, siendo de titularidad pública, se encuentren afectados al uso gene-
ral o al servicio público, así como aquellos a los que una ley otorgue expresamente el carácter de demaniales. 2.
Son bienes de dominio público estatal, en todo caso, los mencionados en el artículo 132.2 de la Constitución. [...].
4. Los bienes y derechos de dominio público se regirán por las leyes y disposiciones especiales que les sean de
aplicación y, a falta de normas especiales, por esta Ley y las disposiciones que la desarrollen o complementen.
Las normas generales del derecho administrativo y, en su defecto, las normas del derecho privado, se aplicarán
como derecho supletorio», 6: «Principios relativos a los bienes y derechos de dominio público. La gestión y admi-
nistración de los bienes y derechos demaniales por las Administraciones públicas se ajustarán a los siguientes prin-
cipios: a) Inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad. b) Adecuación y suficiencia de los bienes para
servir al uso general o al servicio público a que estén destinados, c) Aplicación efectiva al uso general o al servi-
cio público, sin más excepciones que las derivadas de razones de interés público debidamente justificadas, d)
Dedicación preferente al uso común frente a su uso privativo, e) Ejercicio diligente de las prerrogativas que la pre-
sente Ley u otras especiales otorguen a las Administraciones públicas, garantizando su conservación e integridad,
f) Identificación y control a través de inventarios o registros adecuados, g) Cooperación y colaboración entre las
Administraciones: públicas en el ejercicio de sus competencias sobre el dominio público».
También tiene incidencia notable sobre esta materia el art. 93: «Concesiones demaniales», y para su ópti-
ma comprensión Vide Luciano PAREJO ALFONSO, "El régimen de la utilización de los bienes y derechos
de dominio público. Autorizaciones y concesiones", en Carmen CHINCHILLAMARÍN (Coord.),
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La LBRL205, título VI, capítulo I, art. 79.2, donde se dividen los bienes de las
Entidades locales en dos grupos: dominio público y patrimoniales; en el número 3, se
definen los bienes de dominio público como los destinados a un uso o servicio público.
El Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril (Texto refundido), especial-
mente título VI, capítulo I, especialmente arts 74 a 87.
El Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, Reglamento de bienes de las Entidades
locales. En los arts 74 y 75, se detallan las disposiciones por las que se regirán la utiliza-
ción de los bienes de dominio público, y los posibles usos, respectivamente. En cual-
quier caso, su uso privativo no debe significar un cambio en la afectación del bien, y
debe revestir un cierto interés público.
En relación con los quioscos de la ONCE, serán las Ordenanzas propias de cada
Corporación Local, las que siguiendo el orden de prelación de fuentes establecido206
regularán los distintos supuestos de hecho de usos especiales, privativos o meramente
limitativos207. La doctrina208 ha diferenciado en la utilización privativa de bienes dema-
niales afectos al uso general dos clases: los estacionamientos y las ocupaciones.
Respecto a estas últimas precisa:
«Por su parte, las "ocupaciones" implican una utilización privativa anormal del demanio pero
no impeditiva del uso general, que requieren una transformación mediante una obra definitiva y que,
por tanto, están amparadas en un título más solemne y eficaz que las simples autorizaciones o licen-
cias, como es la "concesión" (son los casos de los quioscos sobre las vías públicas, [...], etc). La
naturaleza jurídica de tal concesión demanial es la de un contrato administrativo, en cuya virtud se
permite, por un lado, la protección del concesionario (que no obstante ser, al igual que permisiona-
rio, un precarista, debe ser indemnizado de la pérdida de su derecho, salvo que la revocación de la
concesión se deba a la desafectación de la dependencia demanial) y, por otro, la conversión de la
contraprestación por la ocupación del dominio público en un precio, fijado al margen de las tarifas,
Comentarios a la Ley 33/2003, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, Thomson-Cívitas,
Madrid, 2004, pp. 433-474.
205
Vide Tomás COBO OLVERA, Ley de Bases del Régimen Local (Comentarios, Corcordancias y
Jurisprudencia), Bosch, Barcelona, 2004, pues se trata de un excelente trabajo que se ha convertido en una
obra de referencia ineludible para estudiar esta materia.
206
Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, art. 1. Vide arts 339 a 345 del Código Civil.
207
Vide S. ALVAREZ GENDÍN, El dominio público, Bosch, Barcelona, 1956, p. 33, recogiendo el pensa-
miento de Laubadere, distingue en el dominio público dos clases de dependencias y usos, unas destinadas
a un uso directo y colectivo del público (vías públicas, relieves del mar, etc), otras, a un uso privativo
(sepulturas en los cementerios). Con carácter general Cfr. Ma J GALLARDO CASTILLO: El dominio
público local: procedimientos administrativos constitutivos y de gestión, Edersa, Madrid, 1995; El domi -
nio público y privado de las entidades locales: el derecho de propiedad y la utilización de las potestades
administrativas, Centro de Estudios Mundiales y de Cooperación Interprovincial, Granada, 1995.
208
Vide Emilio ROUANET MOTA, "Ocupación del dominio público local por quioscos de la ONCE",
Actualidad Administrativa, referencia: LV, (2002).
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sin perder su potencial naturaleza tributaria a efectos de su exacción y recaudación».
Por tanto no se puede vulnerar el régimen jurídico básico del dominio público209.
6.5. Concesión de dominio público: caracteres.
Expone Villar Palasí210 como la concesión surge en la Edad Media, y hoy día, con-
tinua manteniendo los mismos caracteres, en líneas generales: carácter personalísimo,
con imposibilidad de transmisión sin previa autorización; caducidad por incumplimien-
to; temporalidad concesional; reversión al extinguirse la concesión. Asimismo en el
Derecho Administrativo francés, se ha construido con carácter independiente la conce-
sión de servicio público, y la concesión de dominio público que aparece como una sim-
ple permission de voirie211.
La concesión demanial, como en general toda concesión212, puede ser definida como un acto
administrativo (su naturaleza jurídica es discutida por la doctrina) por el que se confiere a un
particular el derecho real exclusivo y excluyente de utilizar privativamente un bien de dominio
público. Sus caracteres esenciales comprenden: el surgimiento de un auténtico derecho real admi-
nistrativo; existencia para cada clase de concesiones demaniales de unas condiciones generales a
209 Vide R. PAREJO GAMIR, Protección registral..., o.c., prólogo del profesor Villar Palasí, p. VIII: «[...].
Alguna vez se ha citado un Decreto de 1933 que calificaba de servicio público la recogida de cosechas, no por-
que se creyera que era un servicio público, sino pura y exclusivamente para sancionar más duramente las huel-
gas de los agricultores. El fenómeno no es infrecuente en el Derecho administrativo y esto produce esa elasti-
cidad antidogmática de sus categorías. Sin embargo, el jurista lógico preferiría que la Administración y a veces
incluso la legislación fueran derechos al grano, esto es, establecieran las consecuencias deseadas, pero sin cali-
ficar y sobre todo sin prostituir una categoría jurídica que responde a otros fines». La elocuencia del profesor
Villar Palasí, no precisa comentario alguno.
210 Vide J.L. VILLAR PALASÍ, "Concesiones administrativas", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix,
Barcelona, 1952, p. 689.
211 Ibídem, p. 696. Cfr. F. ALBI CHOLBI, Tratado de los modos de gestión de las Corporaciones Locales,
Aguilar, Madrid, 1960, p. 505, concluye: «Para Hariou, consiste la permission de vorie "en un permiso
concedido a un particular para ocupar temporal y privativamente determinada porción del dominio público, con
autorización de modificarlo e incorporarle obras"; para Laudabere "es un acto administrativo unilateral que auto-
riza a un particular para ocupar privativa y anormalmente una porción de dominio afectado al uso público"».
212 Cfr. E. GARCÍA de ENTERRÍA, Dos estudios sobre la usucapion en Derecho administrativo, Tecnos, Madrid,
1974, pp. 72 y 73: En relación a la concesión de dominio público y a la de servicio público «lo característico y común
es que en todo caso, y por hipótesis, esta transferencia es parcial, comprende una tasa limitada de facultades, y en
modo alguno una propiedad plena, pues dominio público y servicio público siguen siendo tales tras la concesión, y,
por ende, referibles a la Administración, que en algún sentido, por el hecho simple de esta titularidad constante e inde-
rogable, mantiene en la situación facultades de imperio». (Dictamen del Consejo de Estado de 14 de noviembre de
1950, consulta núm. 6683). Vide F. LÓPEZ RAMÓN, "Las dificultades de una legislación básica sobre concesiones
administrativas", Revista de Estudios sobre Administración Local y Autonómica, INAP, 243, (1989), p. 568 y nota
18. Vide L.M. CHACÓN ORTEGA, Manual de procedimiento y formularios para Ayuntamientos, Tomo IV, Edit.
Bayer Hnos S.A., Barcelona, 1991, p. 1993. Vide G. ARIÑO ORTIZ, Economía y Estado, o.c, pp. 340 y ss. Vide
STS de 19 de febrero de 1985 (Ar. 2645).
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precisar por la legislación sectorial; la concesión demanial sólo se entenderá en precario cuando la
ley lo declare o cuando la libre revocación que el precepto comporta sea el medio de salvaguar-
dar el destino normal del bien; se otorga a un fin específico y sin perjuicio de tercero; hace surgir
en el concesionario el deber de mantener en buen estado el demanio concedido y entregarlo a la
Administración al extinguirse213.214
6.6. Precariedad y reversión.
En la Edad Media se distinguen dos suertes: concesiones que implicaban una función gene-
ral clara que podría otorgarse por tiempo determinado; otras en que la cesión de los fundos se
justificaba ex largitate aut ex munificentia regis. Esta idea de la concesión temporal por servicios
prestados al futuro es la que fundamentó, los llamados precarios y arrendamientos temporales
por tres vidas. Cuando se trataba de retribuir servicios ya prestados, se otorgaban por tiempo inde-
finido, pero sujetándolas a un canon, que sirviera justamente para no dar lugar a la posesión inme-
213 Vide R. PAREJO GAMIR y J.M. RODRÍGUEZ OLIVER, Lecciones de dominio público, o.c., pp. 56
y ss.
214 Es necesario distinguir si estamos en presencia de una concesión o una autorización. Una primera nota es el
carácter excluyente y privativo que es inherente a la primera, es decir un uso intenso del dominio público por parte
del concesionario a quien se le cede de manera permanente y estable. La titularidad del dominio público reside en la
administración concedente, mientras que en el caso de autorización no tiene porque ser así, y la Administración auto-
rizante puede simplemente ostentar facultades de policía. Instalaciones fijas y permanentes. En el caso de la conce-
sión la remuneración es mediante tasas fijas y predeterminadas, en la autorización se realiza mediante precios sus-
ceptibles de regirse por el sistema de comercio libre. Vide STS de 31 de octubre de 1982. Vide F. LÓPEZ RAMÓN,
"Las dificultades de una legislación básica sobre concesiones administrativas", Revista de Estudios de la
Administración Local y Autonómica, INAP, 243, (1989), pp. 574 y ss. Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ,
Dominio público, o.c, p. 133 (además admite explícitamente en el caso de la concesión la existencia de derechos
reales administrativos).
La concesión también presenta notables diferencias con el arrendamiento. En este último caso, los bienes públicos,
adquieren únicamente carácter instrumental. El art. 138.1 del RSCL señala: «Las Corporaciones locales
podrán disponer la prestación de los servicios mediante arrendamiento de las instalaciones de su pertenen-
cia». El objeto del arrendamiento administrativo no serán los bienes, sino que lo será exclusivamente el
"servicio público", a cuya prestación queda la cosa indisolublemente ligada, quedando reducida ésta a la
categoría de "un simple elemento instrumental". Vide L. CHACÓN ORTEGA, Manual de procedimiento
y formularios para Ayuntamientos, Tomo I, Bayer Hermanos, S.A., Barcelona, 1991, p. 121.
Otra nota de interés es precisar la naturaleza jurídica. En el caso de la concesión estamos ante un contrato
administrativo, en el caso de la autorización, ante un acto administrativo. Vide VILLAR PALASÍ, "Conce-
siones administrativas", o.c, p. 703, ofrece un resumen doctrinal de la tesis contractual y la unilateral. El
mismo adopta un criterio favorable a la primera, y para paliar la aparente contradicción entre el carácter
contractual de la concesión y la potestad reglamentaria que sobre la misma conserva la Administración,
indica que la Jurisprudencia francesa ha ideado la teoría de las instrucciones generales contractualmente
reglamentarias. El art. 78.2 del RBEL establece: «Las concesiones se otorgarán previa licitación, con arre-
glo a los artículos siguientes y a la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones Locales».
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morial. Una vez que la legislación de la Restauración determinó el alcance del dominio público,
aquellos derechos adquiridos, pasaron a estructurarse como concesiones censuales, entre las que,
justamente el canon concesional se ligaba a una condición para impedir egresión del dominio.
No es extraño, por ello, que en las ordenanzas de las comunidades se hable de propie-
dad. Mas, con todo, tal propiedad ha de entenderse como puro dominio útil, dejando a
salvo el dominio directo, que correspondiendo en su origen al titular del señorío jurisdic-
cional pasó a revertir a manos del Estado215.
La fijación de un plazo máximo de duración en la concesión se debe al intento de evitar la
prescripción inmemorial, impidiendo la pérdida de bienes públicos para la Administración216.
A juicio de Martín Mateo217, existen dos grados de precariedad. Precariedad de primer
grado, aquella que permite a la Administración revocar o modificar el acto originario, pero
no la exonera de indemnizar las consecuencias económicas que su intervención unilateral
Idéntica referencia a la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones Locales figura en el
art. 90.4 de dicho texto legal. A la vista de lo expuesto parece que estamos en presencia de un régimen jurí-
dico contractual. Vide J.L. SÁNCHEZ DÍAZ, "La concesión en el régimen de utilización de los bienes de
dominio público de las Corporaciones Locales", Revista de Estudios de ¡a Vida Local, 184, (1974): «Esta
situación se entiende que debe ser interpretada considerando que el régimen contractual sólo es aplicable
en aquellos supuestos en que el uso privativo de un bien de dominio público va unido a la concesión de
servicio público. En estos casos la Administración incorporará al contenido de la concesión del servicio
aquellas cláusulas que se refieran al uso del dominio, pero subordinando la concesión del dominio a la del
servicio». Esta opinión aunque efectuada sobre el anterior RBCL, plantea que el régimen contractual resul-
ta más apropiado para la concesión de servicios que para la demanial, en la que predomina su otorgamien-
to mediante acto unilateral constitutivo pero, no la comparto. Vide STS 11 de febrero de 1986 (Ar. 1428),
ponente: Exmo Sr D. Francisco González Navarro, en relación a la concesión de un quiosco en Rambla
Nova de Tarragona: «Hay por tanto en vigor un contrato cuyo contenido obligacional ha sido establecido
unilateralmente por el Ayuntamiento y aceptado por los sucesivos peticionarios, contrato que, como todos
los administrativos, puede ser calificado de adhesión. Y este contrato no puede ser desconocido por la
Administración, que si considera que no es legal, debe proceder a su anulación, utilizando para ello el debi-
do cauce procesal. [...]. Y si lo que quiere es poner fin a la vida de esta llamada «concesión en permanen-
cia», hay que hacerlo mediante el tanteo contractualmente pactado o mediante la aplicación del plazo extin-
tivo que establece la legislación vigente». Idéntico sentido, J.M. de la CUETARA, La actividad de la
Administración, o.c, pp. 189 y 375.
En sentido contrario Vide J.A. LÓPEZ PELLICER y J.L. SÁNCHEZ DÍAZ, La concesión administrativa
..., o.c, p. 308. Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 135: «la norma puede
articular perfectamente el mecanismo de otorgamiento de la titularidad en que la concesión consiste, tanto
sobre la base de la técnica contractual, como sobre la del acto unilateral», adopta una posición ecléctica.
215 Vide VILLAR PALASÍ, "Concesiones administrativas", o.c, pp. 758 y 759.
216 RBCL, art. 80: «En toda concesión sobre bienes de dominio público se fijarán las cláusulas con arre-
glo a las cuales se otorgare, y sin perjuicio de las que se juzgaren convenientes, constarán estas: [...]. 9.
Reversión o no de las obras e instalaciones al término del plazo. 10. Facultad de la Corporación de dejar
sin efecto la concesión antes del vencimiento, si lo justificaren circunstancias sobrevenidas de interés
público, mediante resarcimiento de los daños que se causaren, o sin él cuando no procediere».
217 Vide R. MARTÍN MATEO, "La cláusula de precario en las concesiones de dominio público", RAP,
56,(1968), pp. 95 y 96.
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determina para el afectado. Precariedad de segundo grado, caracterizada por la eliminación
de cualquier pretensión indemnizatoria. Mantiene este autor, que normalmente sólo opera en
situaciones originadas por autorizaciones y no por concesiones, y viene marcada por carac-
teres netamente definidos que inequívocamente remiten a la provisionalidad de la situación
y a su intrínseca transitoriedad, conocida y aceptada por el beneficiario de la misma.
No bastará con afirmar que una concesión se realiza a precario para obviar toda
clase de responsabilidades futuras de la Administración. Si el precario en la concesión
del dominio público tiene algún sentido, éste no puede ser otro que el mantenimiento
del fin primordial del bien y no de cualquier interés público distinto o conveniencias
administrativas ajenas, es decir, sino con el interés público específico a que el dominio
público sirve. Por tanto la precariedad no puede introducirse ilimitadamente al amparo
del ejercicio de facultades discrecionales218.
Por todo ello creo necesario recordar:
«La crisis debe ser referida muy principalmente a la vieja institución de la cláusula rever-
sional. Despojando de ella sus ingredientes míticos, ya totalmente inactuales y como tales
perturbadores, reconstruyéndola pieza a pieza con arreglo a los principios y a las necesidades nue-
vas, sistematizando con plena consciencia las soluciones que casuísticamente y para necesidades
concretas y empíricas han ido apareciendo en las legislaciones, el esquema clásico de la conce-
sión administrativa puede y debe ser salvado. En unos casos la concesión puede afirmarse indefi-
nida (el término «perpetuo» es equívoco en Derecho), en otros limitadamente temporal219, pero
sin una reversión del establecimiento; [...]. Para expresar en una fórmula común estos criterios
bastará con decir que la reversión no es ya ni puede ser hoy otra cosa en las concesiones que una
cláusula económica, instrumentable según las realidades relativas de este signo, pero en modo
alguno como se concibió en el Derecho antiguo y ha continuado hasta nuestros días, una cláusu-
la política que pueda sacrificar por sus altas exigencias absolutas aquellas realidades»220.
218. Ibídem, pp. 111 y 120. En la p. 112, expone un ejemplo gráfico de utilización torticera de la precarie-
dad en el ámbito municipal. Vide J.L. SÁNCHEZ DÍAZ, "La concesión en el régimen de utilización ...",
o.c, pp. 705 y 706, cita un amplio repertorio doctrinal que destaca la incompatibilidad de la cláusula pre-
caria!, entendida como posibilidad revocatoria sin derecho a indemnización, con el régimen de la conce-
sión. Sólo es admisible para autorizaciones de carácter discrecional, dependiendo de cada caso concreto y
de las circunstancias que le rodearan. Vide S. ALVAREZ GENDÍN, El dominio público, o.c, p. 61.
219 STS de 31 de diciembre de 1986 (Ar. 8.125), Concesión de sepultura en cementerio municipal de La
Luisiana, CDO 8. La Sala califica a la concesión, como un «negocio fijo» o «negocio de término esencial»,
y afirma: «lo que quiere decir que esta figura jurídica no es concebible en una dimensión temporal indefi-
nida y que, más pronto o más tarde, la concesión ha de caducar; constituyendo la caducidad un efecto ex
lege, propio de los negocios fijos, aunque sometido, en principio, para su plena efectividad, al presupues-
to (conditio iuris) de la declaración expresa de la Administración; declaración que se limita a constatar la
producción del hecho extintivo de la concesión y a manifestarlo, para así eliminar toda duda al respecto y
suprimir el equívoco de una situación de apariencia de una concesión en realidad caducada, pero hasta
entonces no declarada».
220 Vide E. GARCÍA de ENTERRÍA, Dos estudios sobre la usucapion ..., o.c, pp. 77 y 78.
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Debo concluir afirmando la existencia de una auténtica «propiedad administrativa»,
que difiere notablemente del régimen jurídico de la propiedad privada, pero que admite sin
paliativos una formulación acorde con el Derecho público.
6.7. Responsabilidad patrimonial: la competencia sobre la conservación y policía
del dominio público municipal y los quioscos de la ONCE.
La responsabilidad en estos supuestos corresponderá a las corporaciones locales221.
221 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, núm. 892/1999 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 2a), de 2 de noviembre, Ar. 21123:
«FUNDAMENTOS JURÍDICOS
PRIMERO.- Son hechos probados que se desprenden del contenido de! expediente administrativo y de la
prueba practicada los siguientes:
Sobre las 18:20 horas del día 2 de noviembre de 1.995, Dña. Carmen G. R. sufrió una caída en la Calle
Gloria de Santomera, debido a que la tapa de la arqueta en que se encuentra la conducción de suministro
eléctrico de un cercano kiosco de la O.N.C.E., cedió al ser pisada. Como consecuencia de la caída la Sra.
G. R. sufrió lesiones de las que tardó en curar 190 días, quedándole como secuela una ligera gonalgia pos-
toperatoria (después de la Meniceptomía), que se encuentra sin baremar ni evaluar. La lesionada tuvo que
afrontar gastos de farmacia, ortopedia y consulta de podología por un total de 23.072 pesetas.
SEGUNDO.- Por la fecha de los hechos, 2 de noviembre de 1.995, el régimen jurídico de la recla-
mación está contenido en el art. 54 de la Ley 7/85 de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen
Local, que establece la responsabilidad directa de las Entidades Locales por los daños y perjuicios
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los
servicios públicos, remitiéndose a lo dispuesto en la legislación general sobre responsabilidad admi-
nistrativa, que viene constituida por los artículos 139 y siguientes de la Ley 30/92.
Los hechos que se declaran probados derivan de los elementos probatorios contenidos en el propio expe-
diente administrativo; así como de la prueba practicada en este procedimiento.
Señala el T.S. en sentencia de 11 de febrero de 1.991 que para el éxito de la acción de responsabili-
dad, reconocida al más alto nivel normativo en el art. 106-2 CE., se precisa, según constante juris-
prudencia: a) la efectiva realidad de un daño evaluable económicamente e individualizado en rela-
ción con una persona o grupo de personas; b) que el daño o lesión patrimonial sufrido por el recla-
mante sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de tos servicios públicos en una rela-
ción directa, inmediata y exclusiva de causa efecto, sin intervenciones extrañas que alteren el nexo
causal; y c) que no se haya producido fuerza mayor.
Según reiterada jurisprudencia la responsabilidad patrimonial de la Administración es objetiva. "Esta fun-
damental característica impone que no sólo no es menester demostrar para exigir aquella responsabilidad
que los titulares o gestores de la actividad administrativa que ha generado un daño han actuado con dolo o
culpa, sino que ni siquiera es necesario probar que el servicio público se ha desenvuelto de manera anó-
mala, pues los preceptos constitucionales y legales que componen el régimen jurídico aplicable extienden
la obligación de indemnizar a los casos de funcionamiento normal de los servicios públicos.
Debe, pues, concluirse que para que el daño concreto producido por el funcionamiento del servicio
a uno o varios particulares sea antijurídico basta con que el riesgo inherente a su utilización haya
rebasado los límites impuestos por los estándares de seguridad exigibles conforme a la conciencia
social. No existirá entonces deber alguno del perjudicado de soportar el menoscabo y, consiguiente-
mente, la obligación de resarcir el daño o perjuicio causado por la actividad administrativa será a ella
imputable" (S.T.S. de 5 de junio de 1..997, Pte. Sr. Xiol).
No hay duda de que la reclamante ha sufrido una lesión evaluable económicamente. Consecuentemente, la
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atención debe centrarse en el estudio de la concurrencia de los otros elementos que dan lugar al nacimien-
to de responsabilidad de la Administración, así como, en caso de que concurran, proceder a la evaluación
del daño.
TERCERO.- Cuestión de examen preferente es la relativa a si nos encontramos ante un servicio publico.
Con carácter general, los servicios públicos no deben ser entendidos en sentido estricto como una concre -
ta modalidad de la acción administrativa, sino en un sentido amplio y predominantemente subjetivo, que
incluya a toda la actividad e incluso inactividad por omisión de obligaciones de actuar de cualquier
Administración Pública.
De conformidad con el art.25-2 d) L.R.B.R.L. es de competencia municipal la materia propia de
"pavimentación de vías públicas", siendo un servicio que el Ayuntamiento de Santomera está obli-
gado a prestar de acuerdo con el art.26-1 a) de la misma Ley, sin que conste que exista la dispensa
autonómica prevista en el apartado 2o del art.26. Además, esta obligación se correlaciona con el dere-
cho de los vecinos al establecimiento y prestación del servicio, consagrado en el art. 18-1-g) del
mismo Texto Legal.
Se alega por la Administración que el mantenimiento y conservación de la arqueta y de su tapa
incumbían a la O.N.C.E. Aunque eso así sea de acuerdo con el artículo 80.8° del Reglamento de
Bienes de las Corporaciones Locales, lo que también es cierto es que al Ayuntamiento correspon -
de controlar la utilización que del espacio demanial se haga por el concesionario de forma que la
concesión no exime al Ayuntamiento de ejercer su competencia sobre la conservación y policía del
dominio público municipal.
Lo anterior lleva a la conclusión de que nos encontramos indudablemente ante un supuesto carac -
terístico de prestación de servicio público en sentido estricto.
CUARTO.- La siguiente cuestión a determinar es la de si la lesión es consecuencia del funcionamien-
to del servicio público y que se encuentren éste y aquélla en relación de causa a efecto, lo que nos
introduce en el estudio del título de imputación a la Administración titular del servicio y del nexo
causal.
Para determinar si las circunstancias de la vía eran o no las exigibles hay que conectar las circuns-
tancias concretas del caso con el rendimiento medio o estándar exigible al servicio, con las dificul-
tades que entraña la definición del contenido del concepto jurídico "rendimiento medio" dado su
carácter indeterminado.
La prueba practicada demuestra que las lesiones fueron consecuencia de que cediera la tapa del
registro que se encontraba situado en la acera, sin que se haya probado, ni siquiera alegado, que haya
concurrido fuerza mayor determinante de la ruptura del nexo causal, o que las circunstancias de la
acera se encuadrasen dentro del estándar exigible al funcionamiento del servicio. Esto último es,
además, obvio que no ocurre, puesto que es inadmisible que un servicio elemental, como el de la
pavimentación de las vías públicas, ofrezca riesgos capaces de causar lesión a los propios beneficia-
rios del servicio.
QUINTO.- Para la determinación de la cuantía indemnizatoria, existiendo secuelas a valorar, debe distin-
guirse entre éstas y los días de baja.
En relación con los últimos, la cuestión se reduce a fijar una suma por cada uno de los 190 días que" tardó
la recurrente en alcanzar la curación, tal como consta en informe pericial practicado en periodo probato-
rio, que, según criterio de esta Sala, se valora a razón de 8.000 pesetas por día.
En lo relativo a la secuela concretada en dicho informe, su valoración debe diferirse al periodo de ejecu-
ción de sentencia, en el que, a petición de la actora, se deberá fijar, huyendo de criterios subjetivos y
siguiendo el criterio de esta Sala, de acuerdo con el baremo aprobado por la Ley de Uso y Circulación de
Vehículos de Motor, en la redacción dada por la Ley de Ordenación de Seguros Privados de 8 de noviem-
bre de 1.995.
Por último, también son indemnizables los gastos acreditados de 23.072 pesetas, lo que arroja un total, sin
contar secuelas, de 1.543.072 pesetas».
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Aunque en términos generales, se alega por la Administración que el mantenimiento y con-
servación de la zona próxima al quiosco de la ONCE le incumbe a ella. Aunque eso así sea
de acuerdo con el artículo 80.8° del Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales,
lo que también es cierto es que al Ayuntamiento le corresponde controlar la utilización que
del espacio demanial se haga por el concesionario de forma que la concesión no exime al
Ayuntamiento de ejercer su competencia sobre la conservación y policía del dominio
público municipal.
7. La potestad tarifaria y su aplicación a los quioscos de la ONCE.
7.1. Tarifas: determinación de su naturaleza jurídica222.
7.1.1. Ideas generales.
Una investigación auténtica en derecho administrativo exigirá muchas veces el
manejo de fuentes y el estudio de materias extrajurídicas, donde se descubren las fuer-
zas y los intereses que hicieron nacer o perfilaron las técnicas jurídicas en cada momen-
to. Es preciso integrar el fenómeno jurídico dentro del marco económico-social en el
que se inserta. Y es que el Derecho Administrativo no es ni mucho menos un sistema
de "esencias" sino de "consecuencias". Es decir, sus conceptos y categorías tienen en
muchos casos, un contenido puramente consecuencia!, variable de tiempo en tiempo,
de sector en sector. Los conceptos de concesión, autorización, servicio público, orden
público, policía, contrato administrativo, y tantos otros, están ligados a la búsqueda de
unas finalidades concretas. Por supuesto que también hay "esencias", esto es, concep-
tos y categorías de valor permanente, pero se trata de conceptos que perduran a través
de cualquier época, legislación o sistema social, porque responden pura y simplemente
a la idea del Derecho. Pero incluso éstos son muchas veces usados tácticamente en
derecho administrativo, manipulados por el legislador, falseando su naturaleza, para
obtener unos resultados prácticos queridos. También es posible afirmar que la econo-
mía, la política y la ideología de cada época condicionarán decisivamente sus conteni-
222 Vide Ley 4/2004, de 29 de diciembre, de modificación de tasas y de beneficios fiscales de aconteci-
mientos de excepcional interés público (BOE de 30 de diciembre, núm. 314).
223 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, Las tarifas de los servicios públicos. Poder tarifario, poder de tasación y con -
trol judicial, Instituto García Oviedo, Sevilla, !976, pp. 5 y 6. En la p. 7 afirma: «Para llegar a soluciones racio-
nales que contemplen el mañana, es preciso formularse hoy preguntas como las siguientes: ¿cuáles serán las con-
secuencias sociales y económicas de una regulación determinada?, ¿quiénes van a ser los ganadores y quiénes los
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Si analizamos las tarifas desde su naturaleza como pago del servicio, si se trata de un pre-
cio privado de una prestación en que el servicio consiste, tiene una naturaleza distinta, a su
consideración como una tasa, que al margen del coste real puede bonificar o castigar deter-
minados consumos. También es posible estudiar el poder tarifario en sí mismo, como la
potestad de la Administración para fijar una u otra tarifa, para alterarlas o congelarlas, para
autorizar una subida o denegarla. ¿Cuál es el alcance y naturaleza de este poder?. ¿Es una
facultad contractual o una potestad derivada de la norma?.
Todo ello supone un cambio de perspectiva que es necesario aclarar, pues se mezclan o alter-
nan: tasas, precios públicos, precios privados, sin que existan en algunos casos, claras delimita-
ciones conceptuales. Además, a una consideración inicialmente contractual de la tarifa, ha veni-
do a superponerse una significación de ordenación económica, que podría llevar a asimilar el
poder tarifario, en definitiva, a una "especie" del poder genérico de tasación de precios del mer-
cado, que el Gobierno, con habilitaciones legales formalistas, ha tenido y tiene hoy reconocido:
«El art. 36 del pliego de condiciones da acuerdo con la Ley, establece que el contratista podrá efec-
tuar en sus buques toda clase de transportes de pasajeros y mercancías de lícito comercio con entera
libertad de tarifas; y aún cuando el 39 dispone que el contratista cometerá anualmente a la aprobación
del Ministerio de Fomento las tarifas máximas que hayan de regir sus transportes de pasajeros y mer-
cancías, los cuales no podrán modificar elevándolas sin previa autorización del Ministerio, es claro que
el alcance de este artículo no se extiende a borrar el 36 y el derecho de la Compañía a la entera liber-
tad de tarifas, sino exclusivamente a someter las que fije la Compañía a la aprobación del Ministerio,
ya para que una vez aprobadas no puedan elevarse sin la precisa autorización del mismo, ya para que
éste las limite en aquellos puntos concretos en que la Ley y el contrato le otorgan esta facultad, pero
no absoluta o discrecional, sino condicional y reglada concretamente, por los preceptos expresos y ter-
minantes contenidos en la base cuarta del art. 17 de la expresada Ley. [...].
Estos claros y terminantes preceptos de la Ley deja fuera de duda que el derecho de la
Administración al examinar las tarifas de máxima percepción que las Compañías, le presentan, alcan-
za a la comprobación de los criterios reglados que la misma ley contiene; y nada más, quedando en
todo lo que esto no sea, vivo e indudable el derecho de la Compañía, establecido en el art. 36, a ejer-
cer su industria con entera libertad de tarifas»224.
En todo caso no es posible identificar poder de tasación de precios de mercado y poder
tarifario225, pues en el primer caso se establece en el marco de una relación de supremacía
perdedores?, ¿cómo valorar jurídicamente los cambios tecnológicos?, ¿cómo articular, de verdad, la participación
del usuario en los procesos de decisión sobre el servicio?, ¿cuáles son los sistemas adecuados de contabilidad nor-
malizada?, ¿cuáles los standars de costos en cada sector, el impacto del capital fijo, los plazos de recuperación de
la inversión, la tasa de rentabilidad justa, la extensión deseable del servicio o, por el contrario, la necesidad de
moderar la demanda, la escala variable de tipos y demás factores técnicos y económicos que aseguren la calidad
del servicio y un desarrollo equilibrado y continuado de la explotación?. Y así otras muchas cuestiones que es difí-
cil para un jurista contestar».
224
Sentencia de 14 de febrero de 1914.
225
Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, Las tarifas de los servicios públicos. Poder tarifario, poder de tasación
y control judicial, o.c, pp. 77-112.
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general del Estado sobre los ciudadanos, sin más cualificación; en el segundo se incide en
una previa relación de uno o varios ciudadanos cualificados con la Administración, es
decir, se inserta en el seno de una relación de supremacía especial.
7.1.2. Tasas.
A. Origen y evolución.
El profesor García de Enterría226 entendía que era necesario efectuar una división entre el costo
del establecimiento del servicio, y por tanto su amortización (que deberían ser financiados a tra-
vés del impuesto, ya que la existencia o no del servicio atañe directamente a la comunidad); y la
tasa que sostendría el gasto meramente de utilización. Distinguía también el título de la obligación
tributaria, que afecta al público, y el modo de gestionar los ingresos así obtenidos por la entidad
correspondiente. Por último añade que no es financiera la razón determinante de que un servicio
se cubra total o parcialmente con tasa o con impuestos, sino que pertenece a la ciencia política, a
la economía política y a la ciencia de la Administración social, su determinación.
A pesar del tiempo transcurrido y lo mucho que se han modificado las circunstancias
determinante;;, algunas consideraciones o planteamientos continúan hoy vigentes, aun
cuando los resultados a los que lleguemos sean distintos.
Es la Ley de Reforma de 11 de junio de 1964 la que establece por primera vez en el seno de
nuestro sistema tributario estatal, la categoría de las tasas fiscales, dotándolas de una cierta regu-
lación unitaria. Posteriormente se promulga el Texto Refundido de las Tasas Fiscales, aproba-
do por el Real Decreto 3.059/1966, de 1 de diciembre, que continúa vigente en cuanto no se
oponga a la Ley de Tasas y Precios públicos227, puesto que no ha sido derogado. Algunos de los
tributos comprendidos en esta categoría ya existían, pero lo cierto es que su configuración como
categoría o grupo especial de tributos, dentro del sistema, es fruto de la Ley de Reforma citada
(arts: 214 a 222)228.
226 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Sobre la naturaleza de la tasa y las tarifas de los servicios
públicos", RAP, 12, (1954), pp. 129-157. Cfr. Francisco SOSA WAGNER, La gestión de los servicios
públicos locales, Cívitas, Madrid, 1992, p. 183 y nota 208.
227 Ley de tasas y precios públicos, Ley 8/1989, de 13 de abril (BOE núm. 90, de 15 de abril de 1989),
cuyo objeto es (art. 1): «La presente Ley tiene como objeto la regulación del régimen jurídico de los
siguientes recursos de Derecho público: a) Tasas; b) Precios públicos».
En el art. 2.b, donde delimita el ámbito de aplicación de esta Ley, excluye: «Las contraprestaciones por las
actividades que realicen y los servicios que presten las Entidades u Organismos públicos que actúen según
normas de derecho privado». No debemos incluir en este apartado las empresas municipales de carácter
societario en sus distintas modalidades, pues está haciendo referencia a las Sociedades estatales. Cfr.: Ley
General Presupuestaria, Texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de sep-
tiembre (BOE núm. 234, de 29 de septiembre de 1988; Corrección de errores en BOE núm. 275, de 16 de
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La Ley 25/1998, de 13 de julio, de modificación del Régimen Legal de las Tasas
Estatales y Locales y de Reordenación de las Prestaciones Patrimoniales de Carácter
Público (BOE de 14 de julio de 1998, núm. 167), viene a establecer un nuevo concepto de
tasa y prestación patrimonial, que afecta y determina nuevamente su configuración.
A pesar de todo se puede afirmar que estas categorías, siguen teniendo una vida
atormentada, como consecuencia de tres factores: vacilaciones doctrinales surgidas a la
hora de perfilar sus conceptos (tasas y precios públicos); la frecuente afectación de los mis-
mos a la cobertura de determinadas necesidades públicas especiales; la tendencia a
sustraerlos al principio de legalidad229.
B. Concepto.
Tras la modificación de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, pasa
a tener la siguiente redacción:
«Artículo 6. Concepto.
Las tasas son tributos cuyo hecho imponible consiste en la utilización privativa o
aprovechamiento especial del dominio público, en la prestación de servicios o en la rea-
lización de actividades en régimen de Derecho público que se refieran, afecten o bene-
ficien de modo particular al sujeto pasivo, cuando se produzca cualquiera de las circuns-
tancias siguientes:
a)
Que los servicios o actividades no sean de solicitud voluntaria para los adminis-
trados. A estos efectos no se considerará voluntaria la solicitud por parte de los adminis-
trados:
Cuando venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias.
Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida pri-
vada o social del solicitante.
b)
que no se presten o realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva a favor
del sector público conforme a la normativa vigente»230.
noviembre), art. 6; Ley 39/1992, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1993,
donde relaciona los Entes de Derecho Público, art. 6.
La Ley 25/1998, de 13 de julio, en su Disposición derogatoria única, establece la derogación de: «Los artí-
culos 20 a 25, ambos inclusive, del Decreto 3059/1966, de 1 de diciembre, por el que se aprueba el texto
refundido de Tasas Fiscales».
228 Vide J. LÓPEZ BERENGUER, Manual de Derecho Tributario (Parte especial), 4a edición, Madrid,
1991, pp. 725 y 726.
229 Vide Fernando SAINZ de BUJANDA, Lecciones de Derecho Financiero, 8a edición, Madrid, 1990,
pp. 172 y 173. Cfr. J.J. FERREIRO LAPATZA y Otros, Curso de Derecho Tributario, 16a edición, Marcial
Pons, Madrid, 1994, p. 745, donde haciéndose eco de la opinión de Pugliese llega a afirmar: «Pocos son
los campos de la ciencia de la Hacienda, del Derecho financiero y del Derecho administrativo en los que
estén presentes disidencias e incertidumbres más vivas que en el ámbito de las tasas».
230 Idéntica redacción tiene la modificación de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria,
en referencia a la letra a) del apartado 1) del artículo 26.
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Como elementos significativos de este concepto destacan: la naturaleza tributaria de la
tasa (que la diferencia de los ingresos privados o público-contractuales)231, es decir, se trata
de un ingreso de Derecho público; su origen legal; que tiene como presupuesto de hecho
una actividad desplegada por la Administración y que afecta al interesado; que se devenga
aunque esta actividad del Estado u otra Administración no sea solicitada por el sujeto pasi-
vo, e incluso aunque le sea desventajosa232.
C.
Establecimiento y regulación.
El establecimiento de las tasas, así como la regulación de los elementos esenciales de
cada una de ellas, deberá realizarse con arreglo a la Ley. Asimismo, sus elementos esen-
ciales no se han visto modificados por la reforma, y cuando se autorice por Ley, con subor-
dinación a los criterios o elementos de cuantifícación que determine la misma, se podrán
concretar mediante norma reglamentaria las cuantías exigibles para cada tasa233.
D.
Elementos cuantitativos de las tasas234.
El importe de las tasas por la utilización privativa o aprovechamiento especial del domi-
nio público se fijará tomando como referencia el valor de mercado correspondiente o el de
la unidad derivada de aquella. En general, el importe de las tasas por la prestación de un
servicio o por la realización de una actividad no podrá exceder, en su conjunto, el coste real
o previsible del servicio o actividad de que se trate o, en su defecto, del valor de la presta-
ción recibida. Para la determinación de este importe se tomarán en consideración los cos-
tes directos e indirectos, inclusive los de carácter financiero, amortización del inmoviliza-
do y, en su caso, los necesarios para garantizar el mantenimiento y un desarrollo razonable
del servicio o actividad por cuya prestación o realización se exige la tasa, todo ello con
independencia del presupuesto con cargo al cual se satisfagan.
La cuota tributaria podrá consistir en una cantidad fija señalada al efecto, determinarse en
función de un tipo de gravamen aplicable sobre elementos cuantitativos que sirvan de base
imponible o establecerse conjuntamente por ambos procedimientos.
231 Cfr. J.J. FERREIRO LAPATZA, Curso de Derecho Financiero Español, 16a edición, Marcial Pons,
Madrid, 1994, p. 290, afirma: «El carácter ex lege de la obligación, no tiene su fuente, como sucede en los
contratos, en la voluntad del obligado, sino en la voluntad de la Ley. [...]. Pues la voluntad del obligado se
dirige a la realización del hecho imponible y no a dar nacimiento a una obligación que, repetimos, tiene su
única fuente en la Ley».
232
Vide J. LÓPEZ BERENGUER, Manual de Derecho ..., o.c, pp. 724 y 725.
233
Cfr. Ley 25/1998, de 13 de julio, art. 10.
234
Cfr. Ley 25/1998, de 13 de julio, arts: 19 y 20.
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Toda propuesta de establecimiento de una nueva tasa o de modificación específica de
las cuantías de una preexistente deberá incluir, entre los antecedentes y estudios previos
para su elaboración, una memoria económico-financiera sobre el coste o valor del recurso
o actividad de que se trate y sobre la justificación de la cuantía de la tasa propuesta. La falta
de este requisito determinará la nulidad de pleno derecho de las disposiciones reglamenta-
rias que determinen las cuantías de las tasas.
7.1.3. Precios públicos235.
Tendrán la consideración de precios públicos las contraprestaciones pecuniarias que se satis-
fagan por la prestación de servicios o la realización de actividades efectuadas en régimen de
Derecho público cuando, prestándose también tales servicios o actividades por el sector privado,
sean de solicitud voluntaria por parte de los administrados.
Esencialmente constituyen una modalidad de los precios, es decir, de las contra-
prestaciones satisfechas por la obtención de algún servicio o la utilización de algún bien,
que pertenezca a los Entes públicos o se rijan por las normas del Derecho público, en las
circunstancias que figuran en su concepto236.
Su determinación deberá cubrir como mínimo, los costes económicos originados por la
realización de las actividades o la prestación de los servicios o a un nivel que resulte equi-
235
Vide María Luisa FERNÁNDEZ de SOTO BLASS, "Problemática constitucional de la Ley 8/1989, de
tasas y precios públicos (Comentario a la STC 185/1995, de 14 de diciembre)", Jurisprudencia Tributaria,
83, (1996), pp. 13-23.
236
Vide J. MARTÍN QUERALT y C. LOZANO SERRANO, Curso de Derecho Financiero y Tributario,
Tecnos, Madrid, 1990, p. 134, exponen su opinión discrepante por considerar que la distinción entre tasas y
precios públicos no es convincente, y afirman: «la sustracción de los denominados precios públicos del ámbi-
to de la tasa comporta consecuencias que difícilmente pueden resultar admisibles, y que rayan en ocasiones
en un cierto apartamiento de las previsiones constitucionales sobre la Hacienda Pública y sus medios de
financiación».
Vide STSJ Galicia de 29 de septiembre de 1993, F.D. 2o: «En la consideración de la naturaleza de precio
público importa ante todo precisar que el concepto de que se trata, diferenciado de la tasa en que se inte-
graba su contenido, responde a diferencias jurídicas y económicas reales. Tienen en común ambos concep-
tos el ser contraprestación, pero se diferencian en primer término por su distinta obligatoriedad. Así, mien-
tras el servicio a que responde la tasa es de recepción obligada, el precio público retribuye un servicio o
aprovechamiento al que se accede libremente (art. 20.1.a y 41 de la LRHL). Pero además se distinguen por
la no concurrencia con la iniciativa privada: mientras el hecho imponible en la tasa, la prestación del ser-
vicio o actividad administrativa, no es susceptible jurídicamente de ser prestado por la iniciativa privada.
Ello significa una clarificación conceptual que repliega el fenómeno tributario al orden coactivo, del cual
se segrega y pasa al dispositivo el contenido del precio público que se sitúa así en un específico orden con-
tractual (en el que el sujeto público no aparece investido de autoridad) integrante del Derecho patrimonial
público (parte a su vez de la reciente creación metodológica que es el Derecho patrimonial, y en tal condi-
ción integrante también del Derecho financiero en que también se integra el tributario).
La conclusión es, pues el carácter no tributario del precio público».
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valente a la utilidad derivada de los mismos. Cuando existan razones sociales, benéficas,
culturales o de interés público que así lo aconsejen, podrán señalarse precios públicos que
resulten inferiores a los parámetros enumerados, previa adopción de las previsiones presu-
puestarias oportunas para la cobertura de la parte del precio subvencionada237.
7.1.4, Prestaciones patrimoniales de carácter público
A. STC 185/1995, de 14 de diciembre
La STC 185/1995, de 14 de diciembre de 1995 (BOE 12 de enero), dio nacimiento a
esta nueva figura tributaria.
Su origen lo encontramos en el recurso de inconstitucionalidad núm. 1.405/89, inter-
puesto por 60 Diputados del Grupo Parlamentario Popular, contra los arts: 1, 3.4, 24, 25,
26, 27, Disposición adicional segunda y Disposición adicional quinta de la ley 8/1989, de
13 de abril, de Tasas y Precios Públicos.
Tal y como determina el propio Tribunal, el núcleo de la denuncia lo constituyen los arts: 1.b),
3.4,26.1 y Disposición adicional segunda. La cuestión a dilucidar es conocer si los precios públi-
cos, tal y como aparecían regulados en la Ley de Tasas y Precios Públicos, tienen o no la condi-
ción de prestaciones patrimoniales de carácter público y en consecuencia deben someterse a la
reserva de ley del art. 31.3 C.E.; en segundo lugar, en el supuesto y en la medida en que así sea,
si los artículos recurridos resultan acordes con las exigencias de dicha reserva.
La imposición coactiva de la prestación patrimonial o, lo que es lo mismo, el establecimien-
to unilateral de la obligación de pago por parte del poder público sin el concurso de la voluntad
del sujeto llamado a satisfacerla es, pues, en última instancia, el elemento determinante de la
exigencia de reserva de ley; por ello, bien puede concluirse que la coactividad es la nota distin-
tiva fundamental del concepto de prestación patrimonial de carácter público238.
237 Cfr. Ley 25/1998, de 13 de julio, arts: 24 y 25.
238 Cfr. STC 185/1995, de 14 de diciembre, F.J. 3o: «Lo decisivo a la hora de dilucidar si una prestación
patrimonial es coactivamente impuesta radica en averiguar si el supuesto de hecho que da lugar a la obli-
gación ha sido o no realizado de forma libre y espontánea [...]. Estaremos en presencia de prestaciones
coactivamente impuestas cuando la realización del supuesto de hecho resulta de una obligación impuesta
al particular por el ente público -por ejemplo cuando surge de la prestación de servicios o actividades de
solicitud o recepción obligatoria- y también cuando, siendo libre la realización del supuesto de hecho, éste
no consiste en la demanda de un bien, un servicio o una actuación de los entes públicos, sino que la obliga-
ción de pagar la prestación nace sin que exista actividad voluntaria del contribuyente dirigida al ente públi-
co, encaminada por ello mismo, siquiera sea mediatamente, a producir el nacimiento de la obligación. [...].
El sometimiento de la relación obligacional a un régimen jurídico de Derecho público no es suficiente por
si solo para considerar que la prestación patrimonial así regulada sea una prestación de carácter público en
el sentido del art. 31.3 CE. [...]. Debe precisarse que la libertad o la espontaneidad exigida debe ser real y
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Por ello se dispone un estudio o indagación para verificar si los presupuestos de hecho de
los que surgen las obligaciones son obligatorios y si la solicitud encaminada a constituirlas es
libre no sólo formal sino también materialmente. El F. J. 4o de la Sentencia establece:
«El primero de los supuestos que da lugar a la aplicación de esta nueva categoría jurídica es «la
utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público» (art. 24.1 a) L.T.P.P.). [...].
Existe por tanto, una situación que puede considerarse de monopolio ya que si un particular quiere
acceder a la utilización o al aprovechamiento citados para realizar cualquier actividad debe acudir
forzosamente a los mismos. La única alternativa que le cabe al particular para eludir el pago del pre-
cio público es la abstención de la realización de la actividad anudada a la utilización o aprovecha-
miento del demanio, pero ya hemos dicho que la abstención del consumo no equivale a libre volun-
tad en la solicitud. Esto significa que estamos en presencia de una prestación de carácter público en
el sentido del art. 31.3 CE., que, en cuanto tal, queda sometida a la reserva de ley, Por ello, si del
análisis de los preceptos de la Ley de Tasas y Precios Públicos que se refieren a la creación y deter-
minación de los elementos esenciales de los precios públicos se deduce que no respetan la reserva
de ley, este párrafo a) del art. 24.1 deberá ser declarado inconstitucional. [...].
El tercero y último supuesto de precios públicos es el que surge de la prestación de servi-
cios o la realización de actividades en régimen de Derecho público cuando concurre alguna
de las dos circunstancias siguientes: que la solicitud de los mismos no sea obligatoria -enten-
diendo por tal que no venga impuesta por disposiciones legales y no constituya condición pre-
via «para realizar cualquier actividad u obtener derechos o efectos jurídicos determinados»-
o sean servicios o actividades susceptibles de ser prestados o realizados por el sector privado.
[...]. Este tercer supuesto de precios públicos tan sólo escapará a esta calificación y a la con-
siguiente sumisión al principio de legalidad si se dan las tres condiciones siguientes:
En primer lugar, si los dos requisitos, voluntariedad y no monopolio del sector público, se dan
de forma cumulativa y no alternativa. [...].
En segundo lugar, para que la solicitud de la prestación pueda considerarse efectivamen-
te libre, deberá entenderse no sólo que no viene impuesta legalmente, sino que el servicio o
la actividad solicitada no sea imprescindible.
Y, por último, el servicio o la actividad no debe ser realizado en posición de monopolio. [...].
Por ello, dado que salvo que se produzca una efectiva situación de concurrencia del sector
público y el privado en la prestación de los servicios, los precios serán prestaciones patrimonia-
les de carácter público [...]».
Con esta argumentación establece la Sentencia que dentro de la categoría de precios
públicos definida en el art. 24 L.T.P.P. existen verdaderas prestaciones patrimoniales de
carácter público (F.J. 5o).
efectiva. Esto significa que deberán considerarse coactivamente impuestas no sólo aquellas prestaciones en
las que la realización del supuesto de hecho o la constitución de la obligación es obligatoria, sino también
aquellas en las que el bien, la actividad o el servicio requerido es objetivamente indispensable para poder
satisfacer las necesidades básicas de la vida personal o social de los particulares de acuerdo con las circuns-
tancias sociales de cada momento y lugar o, dicho con otras palabras, cuando la renuncia a estos bienes o
servicios o actividades priva al particular de aspectos esenciales de su vida privada o social. [...]. También
deben considerarse coactivamente impuestas las prestaciones pecuniarias que derivan de la utilización de
bienes, servicios o actividades prestadas o realizadas por los entes públicos en posición de monopolio de
hecho o de derecho».
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De este modo el Tribunal que considera situaciones consolidadas no susceptibles de
ser revisadas con fundamento en esta Sentencia, no sólo aquellas que hayan sido defini-
tivamente decididas por resoluciones judiciales con fuerza de cosa juzgada, sino tam-
bién, por exigencias del principio de seguridad jurídica, todas aquellas otras que hubie-
ran sido consentidas a la fecha de la publicación de la misma, estima parcialmente el
recurso de inconstitucionalidad y declara:
«1o. La inconstitucionalidad de la letra a) del art. 24.1 de la Ley 8/1989, de 13 de abril de
Tasas y Precios Públicos.
2o. La inconstitucionalidad de la letra b) del art. 24.1 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de
Tasas y Precios Públicos.
3° La inconstitucionalidad de los incisos de la letra c) de este mismo precepto «alguna de»
y «susceptibles de ser [...] por no implicar intervención en la actuación de los particulares o
cualquier otra manifestación de autoridad, o bien por no tratarse de servicios en los que esté
declarada la reserva a favor del sector público conforme a la normativa vigente.
4° Que el resto de la letra c) del art. 24.1 no es inconstitucional, siempre que se interprete la
letra b) del art. 24.2 en el sentido contenido en el fundamento jurídico 4o c) penúltimo párrafo
de esta Sentencia».
B. El Real Decreto-Ley 2/1996, de 26 de enero239 y su derogación. Ley 25/1998, de
13 de julio, de modificación del Régimen Legal de las Tasas Estatales y Locales y de
Reordenación de las Prestaciones Patrimoniales de Carácter Público.
Con la inmediatez que la situación requería se publicó este R.D.-Ley (entró en vigor
el mismo día de su aparición en BOE), adoptando medidas para adecuar el sistema de
financiación de los servicios públicos afectados a la doctrina constitucional. La disolución
de las Cortes Generales, fue publicada en el BOE de 9 de enero de 1996, y la premura de
fechas impedía la tramitación de una ley. Por todo ello en aras de la seguridad jurídica, se
dota de cobertura legal a las situaciones actuales nacidas al amparo de la Ley 8/1989, que
se han visto afectadas por la STC expuesta. Asimismo el R.D.-Ley, preveía que el
Gobierno remita al Parlamento, en un plazo prefijado, el correspondiente proyecto de Ley
que establezca con carácter definitivo la regulación de las prestaciones patrimoniales
afectadas.
Así se dispone que a partir de la fecha de publicación de la STC, tendrán la consi-
deración de prestaciones patrimoniales de carácter público, los precios que se relacionan
en el anexo240. Los obligados al pago y los demás elementos que configuran las distintas
239
BOE 27 de enero de 1996.
240
Se detallaban los correspondientes a: Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente;
Ministerio de la Presidencia; Ministerio de Justicia e Interior; Ministerio de Industria y Energía; Ministerio de
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prestaciones patrimoniales serán los previstos en la normativa vigente el 12 de enero de 1996.
Su modificación sólo podrá realizarse por una norma con rango de Ley. La cuantía exigible
queda intacta, y determina que podrá ser objeto de modificación por Ley de Presupuestos.
Una vez publicada en el BOE la Ley 25/1998, de 13 de julio, se deroga el Real Decreto-ley
2/1996, de 26 de enero, sobre determinadas prestaciones patrimoniales de carácter público ges-
tionadas por la Administración General del Estado y los entes públicos de ella dependientes.
Como consecuencia de la nueva definición de tasa que se establece en la Ley enumerada
en el párrafo anterior y de la doctrina del Tribunal Constitucional en cuanto al principio de
reserva de Ley en materia tributaria, se configuran las exigibles por los distintos ministerios.
7.1.5. Precios privados y precios administrativos.
Al margen de las anteriores figuras propias del Derecho público, existe en el ámbito de
las Administraciones Públicas, al igual que en la esfera civil, otra categoría de contrapres-
taciones económicas denominadas: precios privados. Se trata de contraprestaciones por
actividades o entregas de bienes realizadas en régimen de derecho privado, si bien su fija-
ción está sometida a límites cuantitativos previamente establecidos o a la aprobación de la
Administración.
Estos precios no sólo existen en los casos de percepciones de la Administración que son
marginales al servicio público específicamente encomendado (venta de publicaciones, bie-
nes patrimoniales, etc), sino también por referencia a las percepciones de los Entes públi-
cos que según su Ley reguladora presentan dicho carácter mercantil, homogéneo con el
correspondiente a las contraprestaciones entre particulares.
Por otra parte, los precios públicos o privados pueden venir sujetos al régimen de con-
trol de precios por razones de política económica general241.
También hay que señalar, que aunque las disposiciones reglamentarias hablen de tari-
fas, no se trata de tarifas propiamente dichas sino de precios administrativos. Sobre esta
cuestión llamó la atención el profesor Tornos Mas242:
«La intervención sobre las tarifas de los servicios públicos debe igualmente diferenciarse del
posible régimen de intervención sobre precios, a su vez intervenidos, por tratarse de actividades
Defensa; Ministerio de Economía y Hacienda; Ministerio de Cultura y Ministerio de Sanidad y Consumo.
241 Vide: Decreto-Ley 2/1975, de 7 de abril, sobre medidas de política económica y social; Real Decreto
2695/1977, de 28 de octubre, sobre normativa en materia de precios, y especialmente el artículo 16 del Real
Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio, sobre medidas urgentes de carácter fiscal y de fomento y liberalización
de la actividad económica, en cuyos anexos figura la relación actualizada de bienes y servicios sujetos a
esta normativa. Incluye tanto precios autorizados de ámbito nacional como autonómico.
242 Vide Joaquín TORNOS MAS, Régimen jurídico de la intervención de los poderes públicos en relación
con los precios y las tarifas, Bolonia, 1982, pp. 340-345.
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privadas de interés público. El planteamiento nos lleva enseguida a la necesidad de distinguir el
servicio público propio del impropio, por utilizar una determinada terminología, y, más concre-
tamente, la tarifa como precio remunerativo del servicio prestado en régimen concesional del pre-
cio fijado por la Administración en una actividad privada, que no ha sido objeto de "publicatio".
Al margen de los posibles criterios de diferenciación de las dos actividades, y de los dos precios
(tarifa y precio fijado por la Administración), existe un evidente paralelismo que puede inducir a con-
fusión, cuando analizamos los efectos de la política de precios sobre estos precios ya intervenidos (de
nuevo, tarifa o precio fijado por la Administración). En ambos casos la política de precios incide sobre
una actividad reglamentada, afectando a una actuación previa. En los dos supuestos, la política de pre-
cios persigue un fin general, ordenación de la economía, lucha contra la inflación, frente a los fines que
persigue la Administración cuando fija tarifas u ordena una determinada actividad, que son objetivos
concretos dirigidos a regular la prestación de sus servicios (ya sea mediante su "publicatio" y conce-
sión o mediante la regulación de la actividad sin llegar a su "publicatio"). Existe, pues, un paralelismo
a! incidir la ordenación administrativa de la política de precios sobre una actividad administrativa pre-
via, pero estos dos modos de actuar administrativos son diversos, y, por tanto, diversas serán las con-
secuencias de la actividad administrativa».
Y estas consecuencias no son otras que las de que, mientras en el caso de la concesión
el concesionario, frente a las consecuencias perjudiciales para él de la política de precios,
puede accionar reclamando el restablecimiento del equilibrio económico de la concesional
que tiene derecho, esto no puede darse nunca en el caso de las actividades que, aunque
reglamentadas, están simplemente autorizadas243.
7.2. Régimen económico de la utilización del dominio público local por los quios-
cos de la ONCE244 245.
243
El Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio, sobre medidas urgentes de carácter fiscal y de fomento y liberaliza-
ción de la actividad económica, modificó el régimen de precios autorizados, procediendo a liberalizar algunos de ellos,
basándose en la creciente competencia existente en los correspondientes mercados. En este Real Decreto-Ley, se supri-
me la Junta Superior de Precios, siendo su competencia sobre el informe preceptivo de los precios autorizados de ámbi-
to nacional asumida por la Dirección General de Política Económica y Defensa de la Competencia del Ministerio de
Economía y Hacienda, excepto para los casos de la electricidad y las telecomunicaciones, que han de ser informados
por la Comisión del Sistema Eléctrico Nacional y la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, respectiva-
mente. Por otra parte, desaparece el concepto de precios comunicados.
244
Sentencia Tribunal   Superior de Justicia    Madrid   núm.  34/2002   (Sala  de   lo  Contencioso-
Administrativo, Sección 4a), de 18 enero, Ar. 134077.
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- En el presente proceso la entidad recurrente impugna las liquidaciones de precios públicos
por ocupación de la vía pública con quioscos, alegando en primer término que las liquidaciones son nulas
porque el Concejal Presidente de la Junta de Distrito no es competente para el establecimiento o modifica-
ción de precios públicos conforme al artículo 48.1 de la Ley de Haciendas Locales y 23.2 b) de la de Bases
de 1985, a cuyo tenor corresponde la competencia de modo indelegable al Pleno de la Corporación.
El Tribunal no puede estimar esta alegación por la misma razón por la que no puede confundir el "estable-
cimiento o modificación" con la "liquidación". Lo delegado en este caso no ha sido lo primero sino lo últi-
mo.
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SEGUNDO.- La alegación de inconstitucionalidad de la regulación legal de los precios públicos ha de ser
desestimada por la misma razón que en litigios anteriores entre las mismas partes: a) el precio público de
que se trata no lo es de una ocupación necesaria sino voluntaria del dominio público local; b) el Tribunal
Constitucional ha declarado que la regulación que contiene la Ley de Haciendas Locales es conforme a la
Constitución. Para lo primero nos remitimos a las numerosas sentencias dictadas en casos anteriores; para
lo segundo, a las sentencias del Tribunal Constitucional 233/99 y 106/2000..
TERCERO.- La alegación de falta de Memoria económico financiera tiene en su contra la existencia de
dicho documento incorporado a los autos.
CUARTO.- La alegación esencial de la demanda es la ilegalidad de los criterios de fijación del precio
público ya que tratándose de Kioscos del modelo Sevilla cuyas dimensiones son 1 '20 x 1 '20, es decir, 1'44
m2, el Ayuntamiento considera que la superficie ocupada es de 2 m2 por lo que tal liquidación no se ajus-
ta al dominio público alegado lo que supone un enriquecimiento injusto. Como ha declarado este tribunal
en infinidad de ocasiones no puede prosperar el argumento de que el Ayuntamiento obtiene un lucro injus-
to al establecer sus tarifas en atención al número de metros cuadrados o fracción de éstos ya que este cri-
terio se halla en conformidad no solamente con el sistema seguido normalmente en esta materia, incluso
en el ámbito temporal de los tributos propiamente dichos, sino que constituye un criterio válido contra el
que no existe ningún motivo para impugnar.
QUINTO.- Por todo ello procede desestimar la demanda originadora del presente procedimiento y ello sin
declaración en cuanto a costas al no estimar que consta temeridad o mala fe en el recurrente».
245 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, núm. 1019/2000 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 4a), de 30 de octubre, Ar. 45862.
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- En el presente proceso la entidad recurrente impugna las mencionadas liquidaciones de pre-
cio público por aprovechamiento de la vía pública con quioscos en ella instalados para la venta de cupo-
nes; exponiendo al respecto las alegaciones que se enjuician a continuación. [...].
CUARTO.- Se alega asimismo que los precios públicos, han de fijarse con criterios objetivos y que los seguidos por
el Ayuntamiento en el Estudio Económico Financiero carecen de justificación, además de carecer de fecha el apor-
tado. En el enjuiciamiento de esta alegación se advierte que la Memoria o Estudio (el nombre de "estudio" se ha apli-
cado por el Ayuntamiento a lo que es una verdadera memoria) aportado es el vigente para el ejercicio de 1998, no
para el de 1997 a que este pleito se refiere porque esto fue lo que pidió la recurrente en su escrito de proposición de
prueba. En cualquier caso, las Memorias o Estudios de aquel y de anteriores ejercicios son conocidas tanto por el
Tribunal como por la recurrente en los numerosos pleitos referidos a la misma exacción que el presente, lo que per-
mite enjuiciar las alegaciones relativas a los criterios que sigue el Estudio; y al respecto se estima que tener en cuen-
ta los precios de los arrendamientos es un modo correcto de llegar al valor económico de la utilización de un bien
tan singular como la vía pública. Tampoco un coeficiente del 11% puede considerarse arbitrario aunque también
pueda valer como tipo para intereses de demora, como tampoco carece de toda justificación el incremento del 40%
para los puestos permanentes no desmontables.
QUINTO.- Con base en el informe pericial emitido en otro recurso (n° 1191/96) la recurrente llega a la
conclusión de que los precios fijados son superiores a los de mercado.
El Tribunal, tomando dicho informe, aportado como prueba documental, como dictamen pericial en los razonamien-
tos que en él se exponen y por su referencia a vías públicas del mismo Distrito municipal que las de ese pleito, apre-
cia dicha prueba como dispone el artículo 632 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, según las reglas de la sana crítica
y sin estar obligado a sujetarse a lo dictaminado; y en esa apreciación advertimos, una vez más, la ausencia del valor
económico que significa la vía pública. Dentro de las grandes dificultades que se ofrecen a la hora de fijar un valor
económico cualquiera, esas dificultades disminuyen cuando se trata del valor de mercado, en que su fijación coinci-
de con la simple observación o información de lo que en el mercado ocurre, sin más complicaciones. En el caso de
la vía pública, sin embargo, el verdadero valor de mercado vendría dado por la concurrencia de distintas personas
que pretendieran ocupar el mismo lugar, adjudicándose a la mejor oferta; o también fijando previamente el precio y
esperando a que interese a algún comerciante en libre decisión. En todo caso la vía pública añade el efecto económi-
co inherente al hecho de que el oferente de un producto sale al paso del viandante desde su instalación. Estas
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Considero que tras el discurso doctrinal expuesto estamos mejor pertrechados para enten-
der y analizar el régimen económico de la utilización del dominio público local por los quios-
cos de la ONCE.
La STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2a), de 15 de abril de 2000, Ar.
3023, F.D. Cuarto, ha determinado: «[...]. La Ley permite que se fijen los precios públicos
atendiendo al valor de mercado o de la utilidad derivada de la utilización privativa o aprove-
chamiento especial del dominio público, ya se elija uno u otro módulo o se ponderen ambos,
como reconoció posible la Sentencia de 15 de enero de 1998, pero sin que sea admisible apli-
car otros criterios más que los previstos en la Ley, ni olvidar que el precio, aunque se adjeti-
va de "público", es siempre la contraprestación pecuniaria de la adquisición de un bien o del
arrendamiento de un bien o de un servicio y por lo tanto, aunque -como ya hemos dicho- a
diferencia de las tasas, que no pueden rebasar el coste estimado, sea posible la obtención de
un beneficio, éste no puede concebirse limitado y sujeto sólo a la voluntad del vendedor o
arrendador que, precisamente por que actúa en el ejercicio de la potestad administrativa, ha
de hacerlo no sólo sometido al derecho, sino de forma razonablemente ponderada y siempre
bajo el control de los Tribunales».
Y respecto a la memoria económico-financiera, la STS (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 2a), de 19 de mayo de 2000, Ar. 4230, F.D. 3o, precisa: «[...]. Por otra
parte no es indiferente la existencia o no, con las debidas formalidades y contenido, de una ver-
dadera Memoria Económica Financiera como estudio antecedente de la decisión normativa del
establecimiento del precio público, que no puede soslayarse o cumplirse formulariamente.
En este sentido la redacción por el arquitecto municipal de una valoración de suelo no
puede considerarse suficiente a los efectos de integrar en la referida Memoria, cuestión que,
por otra parte, corresponde, en gran medida, a la valoración probatoria del contenido del
expediente sobre lo que no cabe discutir en casación».
Particular importancia tiene la STC 106/2000 (Pleno), de 4 de mayo, que ha establecido:
«[...] nuestro pronunciamiento debe contraerse al apartado A) del art. 41 LHL, dado que en todos
los procesos se han impugnado exclusivamente precios públicos por la utilización privativa o aprove-
chamiento especial del dominio público, en particular, por la instalación en la vía pública local de
quioscos autorizados para la venta del cupón de la ONCE [...] (F.J. 1º).
[...]. Así es, por lo que se refiere al art. 48.1 LHL-que, ajuicio de los Tribunales Superiores
de Justicia de Canarias, Castilla y León y Galicia, vulneraría la reserva de ley, por lo que atañe al
presente proceso, al admitir que el Pleno de la Corporación establezca los precios públicos por la
ocupación del dominio público al margen de cualquier determinación legal-, comenzábamos en el
particularidades completan la consideración normativa de que "el valor de mercado" que menciona el artículo 45.2
de la Ley de Haciendas Locales es una "referencia", según la propia dicción legal».
1000
F. 18 de la STC 233/1999 destacando, en la línea de pronunciamientos anteriores, que la reserva de
ley de los arts. 31.3 y 133 CE no es absoluta, sino que permite la colaboración del reglamento, espe -
cialmente en las prestaciones como los precios públicos que, sin dejar de ser impuestas, responden
a un esquema sinalagmático. Y aunque el art. 41 A) LHL, del mismo modo que hacia el art. 6 LTPP,
se limita a hacer una definición abstracta de los precios públicos, de manera que el art. 48.1 LHL
remite al Pleno de la Corporación el establecimiento concreto de las utilizaciones privativas o apro-
vechamientos del dominio público que darán lugar a la exacción de la prestación de carácter públi-
co, también dijimos que, cuando estamos ante un recurso propio de las Haciendas locales (concre-
tamente, en este caso, ante prestaciones de naturaleza materialmente tributaria), la ley debe recono -
cerles una intervención en su establecimiento o en su exigencia, sin que "el legislador pueda limi -
tarse a una mera mediación formal apoderando a los Ayuntamientos para conformar el tributo, sin
predeterminación alguna". Es evidente, sin embargo, concluíamos en el mismo fundamento, "que
una abdicación tal de lo que, por mandato constitucional (arts. 31.3,133.1 y 133.2 CE), correspon -
de al legislador, no se ha producido en este caso, dado que la LHL delimita el presupuesto de hecho
de los precios públicos en términos lo suficientemente precisos como para circunscribir adecuada -
mente la decisión de los Municipios". En concreto, por lo que al apartado A) del art. 41 LHL res-
pecta, éste especifica que tendrán la consideración de precios públicos las contraprestaciones pecu -
niarias que se satisfagan por la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio públi -
co local; y, "además de que la utilización privativa y el aprovechamiento especial constituyen ran-
cias y consolidadas expresiones técnico-jurídicas cuya definición se encuentra en la normativa
vigente [...]". "No es posible, pues, entender que la intervención que la LHL otorga a los Municipios
en un ingreso propio de carácter materialmente tributario como son los precios públicos constitu -
tivos de prestaciones de carácter público excede de los límites derivados de la reserva de ley de los
arts. 31.3 y 133 CE", por lo que "debe concluirse que la atribución que el primer inciso del art.
48.1 LHL hace al Pleno de la Corporación para que establezca o modifique los precios públicos
respeta la reserva de ley tributaria" (F.J. 2o).
[...]. Esto sentado, llegábamos a la conclusión de que el art. 45.2 LHL respeta el principio de lega -
lidad tributaria en relación con los precios públicos por la utilización privativa o aprovechamiento
especial del dominio público, al imponer "a la Administración a la hora de fijar la cuantía de la pres -
tación de carácter público la obligación de circunscribirse, dentro de una razonable esfera de aprecia -
ción, a unos criterios de naturaleza técnica que no puede obviar, discrecionalidad técnica que debe esti -
marse respetuosa con las exigencias de la reserva de ley siempre que, como aquí acontece, tal discre -
cionalidad pueda considerarse circunscrita de modo que asegure una continua garantía a los interesa -
dos frente a posibles arbitrios de la Administración ". Basta la mera lectura del precepto -decíamos-
para constatar que "éste no establece un mínimo por encima del cual los Entes locales pueden decidir
sin ataduras la cuantía de la prestación patrimonial, sino que recoge presupuestos de naturaleza exqui -
sitamente técnica que circunscriben y limitan el ámbito de decisión de los poderes públicos" (F.J. 3º)»246.
246 Vide Emilio ROUANET MOTA, "Ocupación del dominio público local por quioscos de la ONCE",
Actualidad Administrativa, referencia LV, (2002): «Debe hacerse antes de entrar en el análisis del fondo
del debate planteado, una precisión, y es la de que, en el presente caso de autos, en el que las liquidacio-
nes corresponden a unos meses de 1993, resultan intrascendentes el tenor y los efectos de las sentencias
del Tribunal Constitucional 233/1999, de 16 de diciembre, y 106/2000, de 4 de mayo, [...].
Es opinión de quien suscribe que lo procedente es considerar que tanto la solución arbitrada por la sentencia recu-
rrida como las liquidaciones que son objeto de controversia están atemperadas al ordenamiento jurídico, en tanto
en cuanto:
1. Como ya ha dejado sentado el Tribunal Constitucional, el art. 45.2 de la Ley 39/1988 respeta el principio de
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Es decir, se debe respetar el principio de legalidad tributaria en relación con la utili-
zación privativa o aprovechamiento especial del dominio público. La Administración
tiene la obligación de circunscribirse, dentro de una razonable esfera de apreciación, a
unos criterios de naturaleza técnica que no puede obviar, discrecionalidad técnica que
debe ser respetuosa con las exigencias de la reserva de ley. De este modo, se garantiza
un trato justo al administrado, frente a una posible arbitrariedad de la Administración.
8. La ubicación de puntos de venta fijos en centros comerciales.
A los efectos de la instalación de un punto de venta fijo en un centro comercial (stand), se
entiende por los mismos, no sólo los hipermercados o galerías comerciales, sino también esta-
ciones de ferrocarril, de metropolitano, o cualquier otro lugar en el que exista actividad comer-
legalidad tributaria en relación con los precios públicos por la utilización privativa o aprovechamiento
especial del dominio público local, al imponer a la Administración, a la hora de fijar la cuantía de la pres-
tación de carácter público, la obligación de circunscribirse, dentro de una razonable esfera de apreciación,
a unos criterios de naturaleza técnica que no puede obviar, discrecionalidad técnica que debe estimarse res-
petuosa con las exigencias de la reserva de ley siempre que, como aquí acontece, tal discrecionalidad pueda
considerarse circunscrita de modo que asegure una continua garantía a los interesados frente a posibles
arbitrariedades de la Administración. [...].
En efecto, tanto el valor de mercado como la utilidad derivada del aprovechamiento especial -que en la sen-
tencia del Tribunal Constitucional 185/1995 se calificaba, desde la perspectiva del principio de seguridad
jurídica, como una fórmula de cuantificación de los precios públicos suficientemente clara- constituyen cri-
terios de indudable naturaleza técnica a los que la Administración Local tiene necesariamente que acudir a
la hora de determinar el importe de los precios públicos por la ocupación del dominio público.
Ciertamente, el contenido exacto de tales magnitudes depende de variables a menudo inciertas; pero no es
dudoso que tales variables y, por tanto, tales magnitudes no son el resultado de una decisión antojadiza,
caprichosa y, en definitiva, arbitraria del ente público, cuando, a mayor abundamiento, constituye una
garantía de la imparcialidad de la Administración el control que, al efecto, establece el art. 26.2 de la Ley
8/1989 -de aplicación supletoria al ámbito local en virtud de la Disposición Adicional Séptima de la cita-
da Ley-, al señalar que "toda propuesta de fijación o modificación de precios públicos deberá ir acompa-
ñada de una "Memoria Económico-financiera" que justificará ..., en su caso, las utilidades derivadas de la
realización de actividades y la prestación de los servicios o los valores de mercado -o de utilidad- que se
hayan tomado como referencia.
Doctrina recogida, asimismo, en las sentencias antes reseñadas, en el sentido de que "el establecimiento de
una carga patrimonial de carácter público exige la observancia rigurosa de las normas que la permiten y
regulan, especialmente en sus elementos cuantitativos, sin que sean posibles interpretaciones extensivas o
analógicas y, menos, la actuación sin limitación alguna, peor aún que si se tratara de una actividad nego-
cial privada, sometida sólo a las leyes de mercado, pues en los precios públicos no existen ni siquiera las
limitaciones que impone el juego de la oferta y de la demanda". [...].
En efecto, el Ayuntamiento, atendiendo sólo a razones de gestión tributaria, liquida, junto al precio públi-
co por ocupación de la vía pública con los quioscos, la tasa por prestación del servicio de recogida de basu-
ras, [...].
No hay, tampoco, base para aceptar la argumentación de que "las tarifas se están aplicando de forma
lineal, sin hacer distinción de la categoría de las vías públicas en donde se encuentran instalados los
quioscos", pues la Ordenanza Fiscal establece una diferente cuantía del precio público según el quiosco
esté ubicado en calle de primera categoría, de segunda, [...]»
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cial para la venta del cupón y demás juegos autorizados para su comercialización por la ONCE.
Cuando una cadena de centros comerciales tiene implantación en todo el territorio del
Estado, o supera el ámbito de actuación de más de una Delegación Territorial o
Dirección Administrativa, corresponde a la Dirección General la obtención de un acuer-
do con la misma para realizar la venta de los productos y, siempre que sea posible, con
un stand o expositor. Ello con el fin de evitar la disparidad, tanto en los alquileres a abo-
nar como en otras condiciones contractuales.
Una vez alcanzado el acuerdo por parte de la Dirección General, ésta remitirá a todos
los centros comunicación en tal sentido. En ella se indicarán los aspectos de más interés,
tales como las condiciones económicas, duración, etc, remitiendo a aquellas
Delegaciones Territoriales o Direcciones Administrativas afectadas por la firma del
acuerdo, copia del contrato y del anexo correspondiente.
La negociación de los acuerdos con centros comerciales de ámbito autonómico o
local corresponderá a las Delegaciones Territoriales o Direcciones Administrativas. En
dichas negociaciones, deberán ajustarse en todo momento al baremo sobre pago de
alquileres que establece la Dirección de Planificación de Juego, no pudiendo firmar con-
trato alguno que no se ajuste a dicho baremos, sin previa consulta a la Dirección General.
Si es posible, antes de la firma de un contrato con un centro comercial, se realizará
un periodo de prueba con el fin de determinar la rentabilidad real que se alcanza en un
punto o zona de venta. Si el período de prueba fuese totalmente imposible, se suele fijar
en el contrato un periodo de prueba mínimo de tres meses para comprobar la rentabili-
dad real del punto, contemplándose en el contrato la posibilidad de la rescisión del
mismo en el supuesto de que la prueba no sea satisfactoria.
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